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Hans Kelsen ya indicaba en 1920 en Esencia y valor de la democracia sobre la iniciativa 
legislativa popular que “aun cuando no sea posible, por razones de técnica social, dejar 
que el pueblo forme directamente y en todos sus grados el orden estatal, es factible 
concederle en las funciones legislativas mayor participación de la que se le otorga en el 
sistema parlamentario, en el que queda reducida al acto electoral”. Para mejorar la 
relación entre los electores y los representantes, objetivo que considero fundamental, el 
instituto de la iniciativa legislativa popular permite a una parte del electorado plantear 
proposiciones de ley bajo ciertos límites, situando en la agenda política problemáticas 
que no han sido abordadas por el legislador de forma satisfactoria. 
Sin embargo, no todas las voces han sido partidarias de los instrumentos de participación. 
En los inicios del constitucionalismo, para MADISON
1
 la opinión más acorde con el bien 
común era la enunciada por los representantes del pueblo, y no la que se pudiera derivar 
del propio pueblo convocado a tal efecto. A pesar de lo anterior, en la actualidad parece 
enunciarse de forma más o menos pacífica la compatibilidad entre los instrumentos de 
democracia semidirecta y el modelo representativo, aunque se difiera en la relevancia que 
merecen. En este sentido, y ya en la década de los ochenta, PIZZORUSSO
2
 consideró a 
la iniciativa popular como un mecanismo para corregir el funcionamiento excesivamente 
plebiscitario en el que se habían convertido las democracias representativas 
contemporáneas, existiendo más voces, como veremos, que animan a superar la 
concepción de la participación política reducida al momento electoral
3
. 
La disciplina del Derecho Constitucional debe encontrarse en condiciones de contribuir 
no sólo a un estudio actual de las principales herramientas que componen el ejercicio del 
poder, o de las formas en que los ciudadanos influyen en los asuntos públicos, sino 
también de los temas que actualmente centran el debate político. La institución de la 
iniciativa legislativa popular ha recobrado cierto interés en la última década, dentro de un 
                                                 
1
 MADISON J., El Federalista X. Ed. Fondo de Cultura Económica. México (1998) p. 39 
2
 PIZZORUSSO, A. en “Democrazia participativa e attivitá parlamentare”, en Parlamento, Istituzioni e 
Democrazia, Milano, 1980, págs. 133-134. 
3
 Karl Loewenstein también defendió que la intervención del electorado no quede limitada a la simple 
votación en las elecciones, proponiendo el refuerzo de las nuevas técnicas de participación política; 
LOEWENSTEIN K., Teoría de la Constitución. Barcelona. Ed. Ariel. p. 328 
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debate más amplio acerca de las formas de participación, por lo que creemos muy 
necesario aportar un estudio profundo y actual que abarque varias cuestiones de 
relevancia y ciertos debates sobre la naturaleza y objetivos de la figura. 
Acerca de otra de las discusiones actuales, se puede señalar que la crisis de 
representación ha extendido en nuestra sociedad la idea de que nuestra democracia no 
ofrece una participación real, existiendo cierto sentimiento de infrarrepresentación en la 
ciudadanía, por lo que el estudio de los instrumentos que persiguen la implicación del 
ciudadano en los asuntos públicos es de máximo interés para nuestra disciplina y para 
nuestra sociedad. Si entendemos la democracia semidirecta como un conjunto de 
instrumentos que pretenden una mayor intervención de los ciudadanos en la toma de 
decisiones, éstos pueden mitigar el déficit de participación señalado, aunque el encaje de 




Proponemos abordar, por tanto, la relación entre la crisis de la representación y la 
democracia participativa como posible elemento corrector, valorando si un mayor 
protagonismo de la segunda permitiría mejorar y fortalecer nuestra democracia. Debemos 
ser conscientes, no obstante y en primer lugar, de la limitada capacidad de influencia de 
la iniciativa legislativa popular y, en segundo lugar, de que la solución a un problema -la 
crisis de representación- de causas tan diversas, no debe ser abordado en exclusiva desde 
un instrumento o disciplina concretos. Aunque tal responsabilidad recaiga principalmente 
en los actores representativos, la iniciativa popular puede contribuir a un mayor 
pluralismo político por las posibilidades que concede a los ciudadanos y las 
organizaciones sociales para la reivindicación de cuestiones compartidas por el 
electorado, en un sentido plenamente coherente con el objetivo enunciado en el 
preámbulo de la Carta Magna de establecer una sociedad democrática avanzada. 
A pesar de haberse señalado desde algunos sectores a la democracia directa como un 
modelo más democrático, al identificarse con el ideal clásico de poder ejercido por el 
pueblo, no debemos caer en el error de considerar ésta como la democracia auténtica en 
                                                 
4
 En cierta medida, conciliar los instrumentos de democracia directa con la toma de decisiones desde 
instituciones representativas es complejo. No obstante,  no se puede descartar que los mismos contribuyan 
a identificar más intensamente a los electores con las decisiones adoptadas, ayudando también a los 
representantes a conocer las demandas u orientaciones que gozan de apoyo social. Estos objetivos encajan 




detrimento de la democracia representativa. El periodo de posguerra tuvo como 
consecuencia la constitucionalización de un modelo representativo con partidos políticos 
fuertes que ha logrado cotas muy positivas de estabilidad y democracia; modelo que en la 
actualidad sigue siendo el único deseable y el único posible, por lo utópico de encargar al 
pueblo en su conjunto la toma de decisiones complejas
5
. La representación de una 
sociedad tan diversa y la toma de decisiones encuentran en la representación sólidos 
argumentos, por lo que poco se puede añadir a un debate que, además de haber sido 
abordado en profundidad por voces autorizadas, suele generar cierto consenso en torno a 
la necesidad de la democracia representativa. 
Cuando comencé el presente trabajo, me propuse estudiar varias cuestiones que habían 
generado cierto debate. En primer lugar, si la iniciativa legislativa popular representa un 
mecanismo de democracia directa o pertenece a la democracia representativa. En este 
sentido, nos disponemos a situar a la figura como un instrumento compatible con la 
democracia representativa, por resultar un híbrido entre la misma y la democracia directa, 
al conceder al electorado la capacidad de iniciar el procedimiento legislativo pero, sin 
embargo, someter la ulterior tramitación a la previa decisión de las cámaras. El objetivo 
del mecanismo ha de ser implicar al titular de la soberanía y a las organizaciones en la 
tarea de discusión y elaboración de las leyes, no el de oponer o demostrar una legitimidad 
alternativa a la de las instituciones representativas. Un presupuesto necesario para la 
conducción de estos mecanismos al logro del interés general
6
, por tanto, será su 
utilización responsable y conforme a los fines para los que fueron diseñados, lo que 
podrá contribuir a mayores cotas de pluralismo político y representación de los 
ciudadanos. 
En segundo lugar, tampoco resultaba demasiado clara la naturaleza de la institución, por 
lo que resulta conveniente valorar si la misma constituye una fase del procedimiento 
legislativo o una forma de ejercicio del derecho fundamental a participar en los asuntos 
públicos (art. 23.1 CE). A mi juicio, la citada doble naturaleza de la figura no es 
                                                 
5
 El propio Kelsen llegó a señalar que “la concordancia entre la voluntad del individuo y la del Estado es 
tanto más fácil cuanto menos voluntades individuales sean necesarias para lograr una modificación de la 
voluntad del Estado” KELSEN, H. Esencia y valor de la democracia. KRK ediciones. p. 52 
6
 Según Norberto BOBBIO, el representante político “no es responsable directamente frente a sus 
electores, precisamente porque él está llamado a tutelar los intereses generales de la sociedad civil y no los 
intereses particulares de esta o aquella profesión”. BOBBIO, N., El Futuro de la democracia, Fondo de 
Cultura Económica, México, 1986, p. 56. 
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excluyente y, aunque no ha resultado una opinión unánime en la literatura jurídica, el 
derecho fundamental a la participación política directa también se encuentra proyectado 
en la iniciativa popular
7
. Asimismo, nos hemos decantado por situar a la figura dentro de 
la fase impulsora del procedimiento legislativo, y no como una parte separada del mismo, 
al quedar obligada la cámara jurídicamente a su tramitación desde la acreditación del 
mínimo de firmas exigido. Por último, la reciente introducción de la participación de los 
promotores en el íter parlamentario ha reforzado la conexión entre la proposición 
tramitada y la iniciativa popular presentada, evitando la separación total entre la fase 
preparatoria de la iniciativa y la fase constitutiva del procedimiento legislativo. 
En tercer lugar, de la lectura de los debates constituyentes se deduce una visión 
desconfiada de la participación directa. No es casualidad que durante estos debates 
parlamentarios y en el preámbulo de la LO 3/1984, reguladora de la figura, se señale a 
las enseñanzas históricas como motivo para establecer ciertas limitaciones a la 
democracia directa, en clara referencia a la vinculación de este tipo de instrumentos con 
regímenes autoritarios o con episodios de fuerte convulsión política. En la actualidad, no 
pocos problemas han ocasionado recientes intentos de traducción de decisiones 
complejas en preguntas simples a un electorado inexperto y probablemente condicionado 
por la opinión pública. Me planteaba como un reto, en este sentido, valorar hasta qué 
punto siguen presentes las causas que motivaron una regulación restrictiva de la 
iniciativa popular, y las posibilidades para una regulación que concilie la preeminencia 
del modelo representativo con una concepción más garantista del instrumento, en 
consonancia también con el mandato a los poderes públicos para facilitar la participación 
de todos los ciudadanos en la vida política (art. 9.2 CE). 
En cuarto lugar, es interesante ahondar en la regulación jurídica del instrumento en 
nuestras autonomías, como un ámbito más propenso para implicar a los ciudadanos en la 
toma de decisiones. No es casualidad que nuestras autonomías hayan protagonizado un 
verdadero impulso al derecho de participación desde diferentes ópticas, situando en su 
prioridad las medidas de calidad democrática y buen gobierno. Pese al excesivo 
mimetismo inicial en la configuración jurídica del instrumento en este ámbito, lo que 
                                                 
7
 En palabras de BIGLINO: “sólo con una finalidad analítica se puede distinguir en nuestra Constitución 
dos acepciones distintas de la idea de participación. En efecto, aparece por una parte como principio de 
organización política y, por otra, como derecho fundamental. Analizar ambos planos es fundamental para 
entender la iniciativa legislativa popular”. BIGLINO CAMPOS, P., en “La iniciativa legislativa popular 
en el ordenamiento jurídico estatal” en Revista Española de Derecho Constitucional núm. 19 (1987) p. 88 
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motivó una regulación marginal del mismo, las recientes mejoras introducidas en varias 
normas reguladoras del instituto constituyen un buen ejemplo para una regulación más 
garantista del instrumento. El camino iniciado por Cataluña en 2006, al que han 
acompañado otras Comunidades como País Vasco, Galicia, Comunidad Valenciana o 
Baleares, puede permitir el contagio de dichos cambios al nivel estatal, o hacia otras 
autonomías que mantienen una regulación más obsoleta, lo que se traduce negativamente 
en los efectos que la figura despliega en sus asambleas. 
En relación a este asunto, otro debate de relevancia era valorar si la iniciativa popular de 
ámbito autonómico suponía también una forma de ejercicio del derecho fundamental de 
participación, determinando por tanto el margen del legislador autonómico para la 
regulación del instrumento, y el respeto debido a la reserva de ley orgánica. Se trata de 
una problemática que se retoma, además, por las dudas que han ocasionado las recientes 
leyes catalana, vasca, valenciana y balear que han extendido los legitimados para 
presentar y firmar una iniciativa a sujetos no habilitados por la regulación estatal, lo que 
ha reabierto un debate sobre la competencia del legislador autonómico para regular 
cuestiones que son en teoría competencia del legislador orgánico por encontrarse ligados 
al desarrollo directo de los aspectos esenciales del derecho, como es su titularidad. 
Por último, considerábamos que la práctica del instrumento ante el Congreso de los 
Diputados y ante los parlamentos autonómicos no había sido abordada suficientemente. 
Por ello, el estudio de las iniciativas presentadas, junto a los resultados cosechados, los 
temas abordados y los promotores de las mismas, nos va a permitir señalar 
convenientemente las causas del inicial fracaso de las iniciativas, de su reciente repunte  
y algunas propuestas de lege ferenda que mejoren su utilización. En este sentido, sólo 
desde el estudio del aspecto más práctico podemos valorar si el instrumento es utilizado 
conforme a los fines concebidos, si se ha producido una mediatización política del 
mismo, si eran realistas los recelos iniciales y, en definitiva, en qué medida puede 
contribuir a mejorar la calidad de nuestra democracia. 
Los irrisorios porcentajes de iniciativas presentadas y debatidas en la primera etapa 
democrática, que motivaron el calificativo de marginal hacia la figura, han contrastado 
con el empleo que los ciudadanos y los colectivos han concedido al instrumento en la 
última década, tanto a nivel estatal como autonómico, aunque las diferencias sigan siendo 
notables entre las Comunidades estudiadas. La nueva configuración parlamentaria, más 
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heterogénea, puede animar a la presentación y el éxito de las iniciativas populares, al no 
resultar tan utópico que se aprueben proposiciones contrarias a la posición del grupo 
parlamentario en el gobierno. Este impulso reciente que, por lo general, no ha acaparado 
el interés aún de la literatura jurídica, supone también un interesante campo de estudio a 




A- El marco conceptual de la iniciativa legislativa popular como 
instrumento de participación política 
 
La iniciativa legislativa popular de ámbito estatal es la capacidad que tiene una parte del 
cuerpo electoral de presentar proposiciones de ley ante el Parlamento o, lo que es lo 
mismo, de iniciar el procedimiento legislativo bajo el cumplimiento de unos requisitos 
formales y materiales, quedando su ulterior posibilidad de tramitación en manos de la 
cámara. Podemos considerar que la iniciativa popular tiene una doble naturaleza; por un 
lado, en su vertiente institucional, supone una forma de iniciar el procedimiento 
legislativo, al ser incluida en el precepto constitucional que regula los sujetos con 
capacidad de iniciativa legislativa (artículo 87 CE). Por otro lado, supone una 
manifestación del derecho a la participación política directa recogido en el art. 23.1 de la 
Constitución. Ambas concepciones no están necesariamente reñidas, aunque sí han sido 
objeto de debate, como veremos. 
La figura se reconoce en el artículo 87.3 de la Constitución, que remite a una ley 
orgánica posterior para su regulación. El precepto constitucional, como vemos, establece 
los dos principales límites a este mecanismo: el número de firmas y las materias en las 
que en ningún caso procede. La ley orgánica que desarrolló la iniciativa legislativa 
popular (LOILP) es la LO 3/1984, de 26 de marzo, que fue reformada por la Ley 4/2006, 
de 26 de mayo. Todas las CC.AA. cuentan con su propia ley de ILP, como trataremos en 
el apartado dedicado a esta cuestión. 
Artículo 87 
1. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado, de acuerdo con la 
Constitución y los Reglamentos de las Cámaras. 
2. Las Asambleas de las Comunidades Autónomas podrán solicitar del Gobierno la adopción de un 
proyecto de ley o remitir a la Mesa del Congreso una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un 
máximo de tres miembros de la Asamblea encargados de su defensa. 
3. Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la 
presentación de proposiciones de ley. En todo caso se exigirán no menos de 500.000 firmas acreditadas. 
No procederá dicha iniciativa en materias propias de ley orgánica, tributarias o de carácter internacional, 
ni en lo relativo a la prerrogativa de gracia. 
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Siguiendo la definición de ARAGÓN REYES
8
 sobre la iniciativa legislativa (en general) 
esta sería “el acto mediante el cual se pone en marcha obligatoriamente el procedimiento 
legislativo o se abre paso la fase constitutiva de su procedimiento”. Como veremos 
después, para algunas voces de la doctrina italiana
9
, la configuración de la iniciativa 
legislativa significa algo más, ya que ayuda a comprender la auténtica relación entre los 
principales órganos de poder. Ya hablando concretamente de la definición de iniciativa 
legislativa popular, para BISCARETTI DI RUFFIA
10
, es “la atribución a una fracción 
del cuerpo electoral de la facultad de iniciar el procedimiento de formación de una ley 
formal”.  
En este sentido, las voces señaladas hacen hincapié en el aspecto más institucional del 
mecanismo como forma de iniciar el procedimiento legislativo, aunque la literatura 
jurídica consultada mayoritariamente ha entendido también el mecanismo como 
proyección del derecho a participar directamente, como veremos. Sin embargo, resulta 
llamativa la definición de MENÉNDEZ
11
 señalando al instrumento como “la petición 
voluntaria de un número determinado de ciudadanos para que se admita una 
proposición de ley para su discusión y aprobación en el Parlamento”, atendiendo al 
carácter no vinculante de la figura, descripción que sin duda concuerda con la visión que 
tiene del mecanismo SÁNCHEZ NAVARRO
12
 cuando introduce las semejanzas y 
diferencias con respecto del derecho de petición.  
La literatura jurídica coincide, asimismo, en señalar el carácter legislativo de la 
propuesta, marcando importantes distancias con el derecho de petición; al mismo tiempo 
que se hace hincapié en la capacidad del instrumento para iniciar el procedimiento 
legislativo, quedando ulteriores fases supeditadas al cumplimiento de algunos requisitos, 
pero, sobre todo, a la voluntad de las cámaras. La subordinación del instrumento al acto 
de toma en consideración, y la instrumentalización efectuada por algunas organizaciones 
en el empleo de la figura, nos ha hecho preguntarnos si verdaderamente estamos ante un 
                                                 
8
 ARAGÓN REYES, M. en “La iniciativa legislativa” REDC nº 16 (enero-abril 1986) pág. 287 
9
  CUOCOLO, F., Saggio sull'iniziativa legislativa, Milán, 1971, p. 3. 
10
  BISCARETTI DI RUFFIA, P. en Derecho Constitucional, Madrid, Tecnos (1984), pág. 422-423 
11
 MENÉNDEZ, Aurelio, La Iniciativa Legislativa Popular en Las Cortes Generales. Vol. III. Instituto de 
Estudios Fiscales. Madrid (1987). p. 1727 
12
 SÁNCHEZ NAVARRO, Ángel J., en “Democracia e iniciativa legislativa popular” en ARNALDO 
ALCUBILLA, DELGADO IRIBARREN Y SÁNCHEZ NAVARRO: “Iniciativa legislativa popular” 
ARAG/ Univ. Rey Juan Carlos. Ed. La Ley (2013) pp.98 y ss. 
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mecanismo de democracia directa, semidirecta, o perteneciente a la democracia 
representativa, cuestiones que iremos analizando progresivamente. 
Lo primero que debemos destacar, por ser de unánime opinión en la literatura jurídica 
estudiada, es la configuración marginal en nuestro sistema de los instrumentos de 
participación en general, pero muy en particular de la iniciativa popular. La institución 
que estudiamos es regulada con cautelas y rigurosos límites que dificultan su ejercicio, 
como confirman las exiguas cifras de iniciativas presentadas –tendencia sólo mejorada en 
las últimas legislaturas- y el número más reducido aún de proposiciones que han llegado 
a convertirse en ley. Así lo ha entendido, por ejemplo, GARCÍA-ESCUDERO
13
 cuando 
habla de una iniciativa popular “tan temida y, por tanto, tan obstaculizada” y que ya 
avanzaba que la exclusión de materias, la complejidad del procedimiento y el número de 





 lo califica de “mecanismo de participación directa de dimensiones 
mínimas, casi ridículas” y, a la vez que alaba al Constituyente por incluirlo, en la línea de 
las constituciones más modernas, critica que la institución naciera “casi muerta”. 
En la misma línea, BILBAO UBILLOS
16
 insiste en la calificación ‘marginal’ de la ILP: 
“la regulación de esta institución en la Constitución y en la LO 3/1984, reformada 
mediante la LO 4/2006, que regula la iniciativa legislativa popular en el ámbito nacional 
es sumamente restrictiva tanto por los requisitos exigidos como por las materias 
excluidas. Se trata de mantener esta herramienta bajo el control de los partidos políticos 
mayoritarios.” Este autor, además, critica el reducido número de iniciativas que han 
superado la admisión y la toma en consideración, e incluso que los parlamentarios hayan 
‘descafeinado’ muchas iniciativas que han llegado a aprobarse en sentidos poco 
respetuosos con las propuestas iniciales, como analizaremos en otro momento. Entre las 
críticas hacia la configuración restrictiva de la ILP se encuentran asimismo otras voces
17
. 
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   GARCÍA-ESCUDERO MÁRQUEZ, Piedad, en “La iniciativa legislativa en la Constitución de 1978” 
REDC nº 59 (Mayo-agosto 2000) pág. 79 
14
   En clara referencia a la idoneidad de organizaciones sociales, sindicales o profesionales para presentar 
con garantía de éxito una ILP 
15
   MARCO MARCO, Joaquín J. en “La iniciativa legislativa popular: la experiencia valenciana” Temas 
de las Cortes Valencianas (2008) pp. 19 y 20. 
 BILBAO UBILLOS “La iniciativa legislativa popular; un análisis de la experiencia reciente en las cortes        
generales, los parlamentos autonómicos y la Unión Europea” en “Lecciones de Derecho Constitucional” p. 
4  
17
 PÉREZ SOLA, Nicolás, en “Algunas consideraciones en torno al derecho fundamental a la participación 
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En este sentido, se ha de señalar el elevado número de firmas exigido y los límites 
materiales y procedimentales que veremos como causa de los discretos resultados 
cosechados por la figura. La jurisprudencia un tanto inmovilista del Tribunal 
Constitucional
18





ha ayudado a la defensa de la figura que estudiamos, ya que el Alto Tribunal por lo 
general ha venido a confirmar la actuación restrictiva de la Mesa del Congreso en la 
inadmisión de iniciativas. Por ende, la preferencia por el sistema representativo
21
 ha 
dejado a la participación en un segundo plano, y ha desplazado la participación en 




Nuestro Constituyente optó por configurar el tipo más conocido de la iniciativa 
legislativa popular, como aquella consistente en la propuesta por parte de un grupo de 
electores de una proposición de ley para la aprobación, en su caso, por las cámaras. Sin 
embargo, conocemos otros subtipos de iniciativa popular que no existen ni han existido 
en nuestro país, pero a los que debemos simplemente hacer referencia. Para abarcar otros 
tipos de iniciativa popular distintos a como la conocemos en España, es necesario realizar 
una definición de la institución algo más genérica, como hiciera ILLUECA 
                                                                                                                                                 
directa en los asuntos públicos” Revista de Derecho Político de la UNED n. 41 (1996). pág. 100; asimismo 
Francisco Astarloa, quien critica el “previsible parco ejercicio de esta institución” y la “ocasión perdida” 
para favorecer la participación política de los ciudadanos. En ASTARLOA VILLENA, Francisco, en “La 
iniciativa legislativa popular en España” Teoría y Realidad Constitucional (UNED) núm. 10-11 (2002) Pág. 
315 y ss.; por último Eliseo Aja y María Jesús Larios Paterna, quienes señalan que “la normativa relativa 
tanto a las materias excluidas, la obligación de someter las iniciativas a toma en consideración, la 
imposibilidad en la mayoría de las ocasiones de que los promotores participen en el desarrollo de la 
tramitación parlamentaria, incluso los plazos y las indemnizaciones incentivan poco la utilización de la 
ILP”.  AJA FERNÁNDEZ, Eliseo y LARIOS PATERNA, María Jesús en “Parlamentos autonómicos y 
participación popular: la participación de los grupos sociales en la elaboración de las leyes” Anuario de 
Derecho Parlamentario de las Cortes Valencianas, número 6 (1998) pág. 83 
18
 Como ejemplo de una inadmisión controvertida podemos encontrar el de la proposición de Ley por la 
que se pretendía regular el estatuto jurídico del cuerpo humano, cuya inadmisión fue declarada por 
entender que afectaba a materias propias de Ley Orgánica, y aceptada por el Tribunal Constitucional que 
rechazó el recurso mediante Auto 304/1996, de 28 de octubre 
19
 RUIZ RICO, Catalina, en “Transparencia y participación en el derecho autonómico: un análisis 
constitucional” en Revista Internacional de Doctrina y Jurisprudencia Vol. 6. Junio 2014. P. 22. 
20
 Quien hace referencia a la ‘escasa simpatía’ del TC hacia los instrumentos de participación no electorales 
en MORALES ARROYO, José María, en “El alcance y los límites de los instrumentos constitucionales de 
participación directa” Revista General de Derecho Constitucional (IUSTEL) enero (2018) p. 3 
21
 Recientemente el TC ha vuelto a señalar que en nuestro sistema “priman los mecanismos de democracia 
representativa” en la STC 19/2015 FJ 2 a 
22
 Debido a la ausencia de cauces institucionales para la participación, estos derechos de reunión y 
manifestación -e incluso otros ámbitos mediáticos- vienen actuando como apéndice de principio 





; la misma consistiría en “toda forma de ejercicio del derecho a la 
participación política directa consistente en la facultad, reconocida a la ciudadanía, de 
impulsar la acción del poder político en cualquiera de sus formas y ámbitos territoriales, 
articulada a través de un proceso garantista de recogida de firmas que respalden la 
propuesta”.   
Estos otros tipos de iniciativa popular, conforme a esta concepción, serían: la iniciativa 
popular para la reforma de la Constitución
24
; la iniciativa popular para proponer al 
Parlamento la consideración de asuntos de carácter no legislativo; la iniciativa popular 
para la convocatoria de un referéndum o consulta; el referéndum de propuesta legislativa, 
en el que la iniciativa popular incorpora una proposición de ley para su posible adopción 
por los ciudadanos por vía de referéndum; la iniciativa de referéndum para asuntos 
políticos de especial trascendencia, y el referéndum abrogativo, que consiste en la 
iniciativa popular para la convocatoria de un referéndum con el propósito de derogar una 
ley determinada
25
. A estas otras variantes se ha referido SÁNCHEZ NAVARRO
26
 en su 
análisis de la naturaleza de la figura.  
Al existir en nuestro país tan sólo la iniciativa legislativa popular, es obvio que nos 
centraremos en la naturaleza de este instrumento y su regulación en nuestro 
ordenamiento jurídico, siendo conscientes de la presencia en otros países de algún tipo de 
iniciativa de los ya apuntados
27
, incluso de planteamientos que recientemente han 
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 ILLUECA BALLESTER, José Eduardo, en “El derecho a la participación política directa. La iniciativa 
popular, realidad y posibilidades” en Revista de Derecho de la UNED núm. 16 (2015) p. 1112 
24
 O en el caso de nuestras autonomías, la iniciativa popular para la reforma del Estatuto de Autonomía, 
como de hecho se ha permitido en la ley reguladora de la iniciativa legislativa popular en Cataluña. 
25
 Sobre la institución del referéndum en el derecho comparado vid. entre otros SÁENZ ROYO, Eva, El 
referéndum en España. Marcial Pons. (2018) pp. 107-139 
26
 Óp. Cit. p. 89 
27
 Italia regula la iniciativa de referéndum legislativo abrogativo (art. 75 de la Constitución italiana) y la 
iniciativa de referéndum de ratificación de la reforma constitucional (art. 138), para los que se exige 
500.000 firmas en cada caso. Polonia admite iniciativa de referéndum sobre asuntos de interés nacional 
(regulado en el artículo 125 de su Constitución). Rumanía reconoce iniciativa de reforma constitucional 
(500.000 firmas, art. 146 de su Constitución), al igual que Lituania (300.000). Suiza regula con 100.000 
firmas exigidas la iniciativa de reforma constitucional (art. 138 de su Constitución). Hungría admite 
iniciativa de referéndum sobre asuntos de interés nacional, exigiendo 200.000 firmas para lo cual el 
Parlamento tiene obligación de someter la cuestión al cuerpo electoral, o 100.000 firmas dependiendo su 
convocatoria de la voluntad de la cámara. Por último, Rusia regula un tipo de iniciativa de referéndum 
sobre asuntos de interés nacional para lo que exige dos millones de signatarios con distribución de las 
firmas entre la mitad de las unidades territoriales de la Federación.  
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sugerido la introducción de algún tipo de referéndum vinculado a la iniciativa popular, a 
la luz de la experiencia en derecho comparado
28
. 
Una mera propuesta de iniciativa: 
Antes de analizar la naturaleza de la iniciativa popular, debemos matizar el concepto de 
la institución como “capacidad del cuerpo electoral de presentar proyectos de ley”, ya 
que la literatura manejada y la propia realidad señalan que la modalidad popular es una 
simple propuesta de iniciativa. Esto implica considerar que los electores no cuentan con 
capacidad de legislar, si no tan sólo con capacidad de iniciar el procedimiento legislativo 
o proponer al Parlamento, sobre quien siempre recae la potestad legislativa. Con razón 
señala CONTRERAS
29
 que “el ejercicio de este derecho por parte de los ciudadanos 
concluye necesariamente en la primera fase procesal del procedimiento legislativo”; una 
visión, a nuestro juicio, parcialmente superada en los últimos años con la posibilidad de 
intervención de los promotores en la tramitación. 
La razón de ser de esta concepción de la iniciativa como una propuesta a las cámaras 
reside en el pleno de toma en consideración, en el que el Congreso debe aceptar o 
rechazar continuar con la tramitación de la proposición de ley. Dicha concepción ha sido 
ampliamente refrendada por la literatura jurídica consultada
30
, refiriéndose a su carácter 
de “propuesta de iniciativa”. Las voces señaladas han hecho hincapié en su devaluada 
función y eficacia, debido fundamentalmente a sus límites materiales y de signatarios. De 
hecho, si atendemos al artículo 87.3 CE la institución es considerada como ‘iniciativa 
popular’, omitiendo de manera deliberada -a nuestro juicio- la palabra ‘legislativa’, lo 
cual vendría a dar la razón, como ha señalado GARCÍA-ESCUDERO
31
, a quienes la 
califican como ‘propuesta de iniciativa’. Además, por si fuera poco, el Constituyente se 
esmeró en afirmar que la iniciativa popular es “para la presentación de proposiciones de 
ley” distanciándola de otros tipos de iniciativa que, como hemos señalado anteriormente, 
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 SÁENZ ROYO, Eva, in ibídem. Pp. 150-156 
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 CONTRERAS CASADO, Manuel, en “Parlamento y participación directa de los ciudadanos” Anuario 
jurídico de La Rioja nº 3 (1997) p. 221 
30
 ARAGÓN REYES, Manuel, en “La iniciativa legislativa” Revista Española de Derecho Constitucional 
nº 16, enero-abril 1986 págs. 287-314; ASTARLOA VILLENA, “La iniciativa legislativa popular en 
España” TRC 10-11 2002-2003, pág. 15; DURÁN ALBA, Juan Fernando, en “Los partidos políticos en la 
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Biglino Campos / Varios autores) Partidos políticos y mediaciones de la democracia directa. Estudios 
Constitucionales (CEPC) 2016. pp. 66 y ss. 
31
 GARCÍA-ESCUDERO MÁRQUEZ, Piedad op. cit. pág. 67 
23 
 
ya existían en Europa. 
Nuevamente debemos acudir a la preferencia por el modelo representativo que impera en 
nuestro sistema para tratar de explicar el reducido protagonismo de la iniciativa popular, 
y no sólo por lo utópico que supone encargar al electorado la decisión sobre temas 
complejos, sino también por el difícil encaje de los mecanismos de democracia directa 
con el proceso deliberativo propio de las instituciones representativas. De esta forma, 
BUSTOS
32
 considera que el carácter no vinculante de estos instrumentos se explica por 
la difícil convivencia de éstos con la toma de decisiones a través de representantes, ya 
que pueden producirse diferencias de criterio significativas que no son fácilmente 
resolubles. En este sentido, si la utilización de la iniciativa popular pretende contribuir de 
un modo responsable a la formación de la voluntad popular, no tiene por qué chocar con 
la actividad de los representantes, aunque requerirá un esfuerzo de estos últimos en la 
integración de la voluntad de una parte del electorado. 
A pesar de la omisión del término ‘legislativa’, la necesidad de que la propuesta de los 
ciudadanos se plasme obligatoriamente en una proposición de ley subraya precisamente 
la naturaleza ‘legislativa’ de la iniciativa popular, que incluso deberá de figurar en un 
texto articulado con exposición de motivos. El Constituyente quiso concretar dicha 
forma, cerrando la puerta a la posibilidad de que el cuerpo electoral instara a los 
representantes a regular una cuestión sin necesidad de plantear una norma concreta. Así 
las cosas, que la adopción de la proposición dependa doblemente 
(admisión/consideración) de la cámara le resta todo carácter vinculante a la facultad que 
ejercen los ciudadanos, poniendo el acento en su capacidad de iniciar el procedimiento 
legislativo, pero no en su influencia en ulteriores momentos (que es escasa). En este 
sentido, siguiendo a MORALES
33
, la obligación de que la ILP se sustancie en una 
proposición de ley articulada impide que los ciudadanos puedan simplemente sugerir la 
regulación de un asunto o la consecución de tales objetivos, dejando en manos del 
legislador los lógicos pormenores y teniendo en cuenta que los electores no han de ser ni 
mucho menos expertos en la redacción de una norma. La exigencia del texto articulado 
aumenta la conflictividad de la redacción propuesta con la posición de los grupos 
                                                 
32
 BUSTOS GISBERT, Rafael, en Calidad democrática. Reflexiones constitucionales desde la teoría, la 
realidad y el deseo. Marcial Pons. (2017)  p. 24 
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 MORALES ARROYO, José María, en “El alcance y los límites de los instrumentos constitucionales de 
participación directa” Revista General de Derecho Constitucional (IUSTEL) enero (2018) p. 9 
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políticos, motiva ulteriores modificaciones del texto no deseadas y convierte a la ILP en 
un mecanismo muchas veces no deseado por las mayorías parlamentarias. 
En nuestra opinión, la explicación a su naturaleza de propuesta debemos encontrarla en la 
distinción entre potestad legislativa e iniciativa legislativa. En este sentido, siguiendo a 
García-Escudero
34
 “las Cámaras son titulares genuinos de la facultad de iniciativa; lo 
que ocurre es que, como para todos sus actos, precisan que se ponga en marcha el 
proceso de decisión. Este sería el sentido de la proposición de ley parlamentaria”. De 
esta forma, al resto de sujetos ajenos al Parlamento (apartados dos y tres del art. 87 CE) 
“la Constitución no les atribuye una iniciativa plena, sino la facultad de presentar una 
propuesta ante los sujetos que la tienen atribuida, Gobierno y Parlamento”. Concluye, 
sobre quien tenga atribuida la titularidad de la iniciativa legislativa general: “si 
mantenemos el carácter de la toma en consideración como trámite mediante el cual la 
Cámara hace suya una proposición, debemos concluir que también aquí se trata de una 
mera propuesta, y que el auténtico sujeto de la iniciativa legislativa que permite que el 
texto se tramite es el Congreso de los Diputados, lo que nos devuelve, reafirmados, a 
nuestra aseveración primera: los únicos sujetos que tienen atribuida la iniciativa 
legislativa son el Gobierno y las Cámaras.”  
Al igual que aclaramos este último aspecto, se ha de defender que una iniciativa popular 
que cumple con los requisitos establecidos es capaz de generar los mismos efectos 
jurídicos que una proposición de ley proveniente de otro sujeto. Por ello, como se 
defenderá después, el derecho a obtener un pronunciamiento de la asamblea es una 
facultad integrante del derecho de participación directa ejercido a través de la figura. Una 
opinión parcialmente discordante ha sido la de GARCÍA MARTÍNEZ
35
, quien ha llegado 
a afirmar que la iniciativa popular “es un acto de iniciativa, pero no propiamente 
legislativa, puesto que la presentación de la proposición, superados los trámites 
iniciales, no pone en marcha el procedimiento legislativo”. No obstante, la misma 
opinión admite que el Congreso queda obligado a dar una respuesta, y ésta puede ser la 
negativa a considerar la proposición. La autora explica dicha subordinación de la 
iniciativa popular desde la funcionalidad que el contexto del Estado quiso dar a la 
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 In. Ibídem. pp. 74 y 75 
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 GARCÍA MARTÍNEZ, Mª Asunción, en “La iniciativa legislativa popular” en “(varios) El 
procedimiento legislativo: V Jornadas de Derecho Parlamentario”. Congreso de los Diputados (1994). pp. 
286 y 287 
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institución, para lo cual debemos tener muy en cuenta la concreta concepción del 
parlamentarismo que el Constituyente buscó con el predominio del sistema 
representativo. 
Desde otra óptica, Aragón Reyes
36
 se plantea si verdaderamente estamos ante un 
instrumento de ejercicio directo del poder por parte de los ciudadanos o más bien 
indirecto, debido a que ha de ser la cámara la que acepte su consideración para el 
posterior debate
37
. Manuel Aragón señala que es la cámara quien tiene finalmente la 
capacidad de realizar cambios sobre la proposición y aceptarla o no. Todo lo anterior nos 
conduce a diferenciar la proposición de ley de los actos preparatorios de la iniciativa, 
incidiendo, de alguna manera, en la concepción de la misma como una fase del 
procedimiento legislativo
38
. De esta forma, hasta la acreditación de las firmas mínimas 
exigidas, toda actuación relativa a la iniciativa popular pertenecería a los actos 
preparatorios de la misma. A partir de la misma, con la publicación de la proposición en 
el orden del día de un pleno para la toma en consideración, se accedería a la fase 
constitutiva del procedimiento
39
, con la iniciativa popular convertida técnicamente en 
proposición de ley. Sin embargo, la reciente introducción por parte del legislador de la 
participación de los promotores en la tramitación de la proposición intramuros de las 
cámaras ha mantenido un vínculo entre la propuesta inicial y los ulteriores trámites, 
rompiendo de alguna manera la concepción extendida de que se produce un desenganche 
entre la iniciativa y sus promotores a partir de la toma en consideración de la propuesta. 
Aunque este hecho haya mejorado las posibilidades de participación y opinión acerca de 
posibles cambios introducidos, no impide que las cámaras desvirtúen el contenido de la 
propuesta en un sentido no siempre respetuoso con la voluntad de los signatarios. 
El principal acto por el que la iniciativa legislativa popular depende de la decisión del 
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 ARAGÓN REYES, Manuel, en “Planteamiento general: partidos políticos y democracia directa” pág. 22, 
en (coord.: Paloma Biglino Campos / Varios autores) “Partidos políticos y mediaciones de la democracia 
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 Sobre el particular vid. PUNSET “La fase central de procedimiento legislativo” en Revista Española de 
Derecho Constitucional núm. 14  (mayo-agosto 1985). 
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Congreso es el trámite de toma en consideración, como veremos, pero previamente 
existen dos momentos procedimentales sin los cuales el texto articulado no se 
perfecciona y no sería posible considerarlo una proposición de ley. En primer lugar, el 
texto presentado ha de ser admitido por la Mesa del Congreso, encargada de la 
observancia de los requisitos materiales y formales del texto presentado que la LO 
3/1984 señala. En segundo lugar, los promotores han de reunir las firmas exigidas en el 
plazo señalado. Tras la consecución de ambos requisitos, la Mesa del Congreso está en 
posición de publicar la proposición de ley e incluirla en el orden del día del Pleno 
correspondiente para la toma en consideración. Sólo mediante estos tres actos, como 
también ha señalado el Tribunal Constitucional
40
, se podrá poner fin a una iniciativa 
legislativa popular, encontrándose dos de los mismos bajo responsabilidad de la cámara. 
En el sentido defendido por BIGLINO
41
, la iniciativa popular en su conexión con el 
derecho a participar en los asuntos públicos es la facultad que tienen los ciudadanos de 
“impulsar el procedimiento legislativo” y, por lo tanto, consiste en el poder de iniciación 
de este acto en sí, ya que posteriormente la mayoría de los actos aparejados a la ILP, 
como veremos, escapan del control de sus promotores. De esta manera, vemos como la 
iniciativa legislativa popular termina quedando en manos de los representantes y 
subordinada, por tanto, a la institución de democracia representativa por excelencia, que 
es el Congreso.  
Naturaleza de la iniciativa legislativa popular 
La participación política, en general, y la iniciativa popular como concreción de la 
primera responden a una doble vertiente. En primer lugar, cumplen una función 
institucional esencial a la propia democracia, atendiendo al principio general del 
pluralismo político, al conceder la capacidad de propuesta legislativa a una porción del 
cuerpo electoral y, por tanto, constituir una particular forma de iniciar el procedimiento 
legislativo. En segundo lugar, la iniciativa popular supone una forma de ejercicio del 
derecho fundamental a la participación política directa, como veremos. Aunque ambas 
                                                 
40
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concepciones puedan ser enfrentadas, hemos entendido que son dos manifestaciones de 
una misma institución. 
El Tribunal Constitucional
42
 no ha sido ajeno a la primera vertiente: “se pone de 
manifiesto que la iniciativa legislativa popular es una forma más, junto con la iniciativa 
legislativa del gobierno y la de los grupos parlamentarios, de iniciar un procedimiento 
legislativo. Igualmente, esta normativa permite concluir que, aunque no exista una 
superior legitimación de este tipo de iniciativas por su origen, sin embargo la 
especificidad que supone su configuración como un instrumento de democracia directa 
dentro del desarrollo de los mecanismos de democracia representativa de la función 
legislativa determina significativas peculiaridades respecto de la regulación dispensada 
a otro tipo de iniciativas legislativas”. (STC 19/2015, de 16 de febrero, FJ 4). El máximo 
intérprete constitucional tampoco ha rehusado, como más adelante se prueba, vincular el 
instrumento estudiado con el ejercicio del derecho fundamental del art. 23.1 CE. 
La concreción más clara de la acepción más institucional de la figura se plasma en el 
artículo 9.2 CE, que recoge la participación como principio
43
, y concuerda con el 
objetivo de conseguir una democracia avanzada, tal y como se afirma en el preámbulo de 
la Carta Magna. De aquí derivaría, por ejemplo, y según algunas voces
44
, el desarrollo 
legislativo de la ILP en nuestras Comunidades, pero sobre todo debemos entender el 
precepto como un mandato a los poderes públicos para la vertebración del poder político 
también a través de estructuras y una cultura participativas. De esta manera, se permite 
completar el funcionamiento representativo puro con mecanismos que introducen la 
influencia de los ciudadanos en la vida pública, equilibrando un funcionamiento 
excesivamente representativo, en el sentido indicado por PRESNO
45
. 
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Estamos, por tanto, en el caso de la iniciativa popular, ante un instrumento intermedio 
entre la democracia directa y la representativa, y por ello compatible con ésta última. 
Acertadamente han proclamado RUBIO y GONZALO
46
 el “necesario equilibrio entre 
una figura más propia de un sistema participativo y la institución en la que reside la 
soberanía nacional”. Sin embargo, aunque las denominaciones teóricas hayan gozado de 
cierta atención en la literatura jurídica, la calificación de la iniciativa popular como un 
instrumento de democracia semidirecta atiende también al uso que le han concedido 
organizaciones fuertemente institucionalizadas, y en ocasiones politizadas; pero que a su 
vez han servido de cauce al electorado para demostrar el apoyo popular que ciertas 
demandas ostentaban y que no habían recibido atención aún ni por parte del legislador ni 
por parte de la opinión pública. 
Los mecanismos de participación vienen, por tanto, a completar el sistema, no a sustituir 
la labor de los representantes; una concepción que ya fue defendida por diversas voces, 
aunque no de forma unánime, en uno de los periodos en que más se debatió acerca de 
este tipo de instrumentos, como fue el periodo de entreguerras. La combinación entre la 
democracia directa y la indirecta fue enunciada por KELSEN
47
, cuando calificaba a la 
iniciativa legislativa popular como una institución que, manteniendo en lo esencial el 
parlamentarismo, posibilita una cierta injerencia del pueblo en la formación de la 
voluntad del Estado.  Las propuestas de profundización democrática a través de los 
instrumentos de participación casan perfectamente no sólo con la demostrada necesidad 
del modelo representativo en nuestros tiempos, sino con su firme defensa, como ha 
demostrado la literatura jurídica que hemos valorado. Asumiendo los postulados de la 
democracia liberal, la participación es un complemento –no sustitutivo- del principio 
democrático representativo. En esta línea, LOEWENSTEIN
48
 defiende que la 
intervención del electorado no quede limitada a la simple votación en las elecciones, 
proponiendo el refuerzo de las nuevas técnicas de participación política.  
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 señaló que la iniciativa popular se puede entender 
como un mecanismo para corregir el funcionamiento excesivamente plebiscitario en el 
que se han convertido las democracias representativas contemporáneas. Sin embargo, no 
todas las voces han sido proclives a los instrumentos de participación. Valgan como 
ejemplo las clásicas referencias a autores como JELLINEK
50
, para quien la iniciativa 
legislativa popular y el referéndum pueden suponer un límite de las funciones del 
Parlamento. Asimismo, ya en los inicios del constitucionalismo, para MADISON
51
 la 
opinión más acorde con el bien común era la enunciada por los representantes del pueblo, 
y no la que se pudiera derivar del propio pueblo convocado a tal efecto. A pesar de lo 
anterior, en la actualidad parece enunciarse de forma pacífica la compatibilidad entre los 
instrumentos de democracia semidirecta y el modelo representativo, encontrándose las 
diferencias en las intensidades que se deben conceder a ambas posibilidades, junto a las 
formas de ejercicio de tales modelos. 
Por otra parte, concluida su acepción más institucional, y en su segunda vertiente, las 
instituciones de participación política suponen el desarrollo del derecho a participar en 
los asuntos públicos directamente recogido en el artículo 23.1 de la Constitución, 
cuestión que no ha pasado ni mucho menos desapercibida para una parte importante de 
nuestra literatura jurídica  Por este motivo, y sólo desde una finalidad teórica, queremos 
analizar la iniciativa popular en primer lugar como mecanismo de participación que es; 
después como proyección del derecho fundamental a la participación, y por último a 
través de las distintas fases por las que atraviesa como forma de iniciar el procedimiento 
legislativo. En palabras de BIGLINO
52
: “sólo con una finalidad analítica se puede 
distinguir en nuestra Constitución dos acepciones distintas de la idea de participación. 
En efecto, aparece por una parte como principio de organización política y, por otra, 
como derecho fundamental. Analizar ambos planos es fundamental para entender la 
iniciativa legislativa popular”.  
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 ha destacado su dimensión subjetiva al considerarla como 
derecho, cuestión no reñida, entendemos nosotros, con la concepción más institucional. 
Se trata de una naturaleza bifronte de la figura presente también en el análisis de 
DELGADO-IRIBARREN
54
: “se trata de una manifestación del derecho fundamental a 
la participación (…) pero por otra parte, cabe apreciar una dimensión institucional en el 
sentido de que esta figura jurídica se inserta en una de las principales potestades 
públicas del Estado, la potestad legislativa atribuida a las Cortes Generales”. Para 
PÉREZ ALBERDI
55
, la iniciativa legislativa popular constituiría un trámite del 
procedimiento legislativo (si bien un tanto particular por cuanto quienes son los 
legitimados para ejercerlo) y a su vez (hablando de las causas de inadmisión) “inciden 
directamente en el ejercicio de un derecho fundamental” por lo que también veríamos 
presencia de ambas concepciones del instrumento. 
Si bien son dos acepciones teóricas relacionadas, y en muchos casos difícilmente 
separables, algunas voces señalan que la figura consiste por un lado en una forma de 
iniciar el procedimiento legislativo (de tal manera que se incluye en el apartado 3 del 
artículo 87 CE) y, por otro lado, consiste en una manifestación del derecho a participar en 
los asuntos públicos, en relación al art. 23.1 CE. Esta última concepción es avalada 
también por el Tribunal Constitucional
56
, por la doble reserva de ley orgánica
57
 y como 
demuestra, asimismo, que se reconozca a la Comisión Promotora recurso de amparo ante 
la decisión de la Mesa de inadmitir una ILP. En estas cuestiones indagaremos en el 
apartado dedicado a la figura como manifestación del derecho de participación, 
centrándonos en este punto en la iniciativa como mecanismo de participación política. 
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En el capítulo dedicado al surgimiento constitucional de la iniciativa popular, 
contemplaremos la gran confusión y desconfianza que presidían los debates en torno a 
esta institución y que se terminaron plasmando en forma de restricciones tanto en el 
artículo 87.3 CE como en la LO 3/1984. Las causas las encontraremos, como allí 
señalamos, en inciertas experiencias históricas negativas, en la particular transición 
democrática vivida en España, y según apunta BIGLINO
58
, en la difícil diferenciación 
entre cuatro instrumentos de participación a priori similares, pero de diferencias prácticas 
importantes: la iniciativa popular, la iniciativa legislativa popular, la iniciativa de 
referéndum y el referéndum en sentido estricto. La primera de ellas consiste en la 
posibilidad de que un número determinado de ciudadanos presenten una proposición de 
ley al Parlamento, órgano que conserva en todo momento la libertad de rechazarla o bien 
admitirla y transformarla en ley. La segunda consiste igualmente en el reconocimiento a 
los ciudadanos de la facultad de presentar una iniciativa al Parlamento, pero, a diferencia 
de la anterior, la decisión final no la adopta este órgano, sino el cuerpo electoral en 
referéndum.  
Democracia directa y democracia representativa 
Antes de pasar a analizar la iniciativa legislativa popular como manifestación del derecho 
de participación y como fase del procedimiento legislativo, debemos hacer referencia a 
este instrumento como mecanismo de democracia directa/semidirecta. Se trata de un 
asunto poco pacífico al considerar algunas voces que no podría considerarse como tal a la 
figura al no participar en la toma de decisiones y resultar, al fin y al cabo, una propuesta 
de iniciativa o ‘iniciativa de iniciativa’. En este sentido, no lo consideran un mecanismo 




, señalando esta última que el 
Parlamento “conserva en todo momento su capacidad de decisión” por lo que 
difícilmente podría considerarse como tal. Por este mismo motivo, MARCO
61
 cree que 
no puede considerarse a la iniciativa popular un mecanismo de democracia directa 
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aunque, sin embargo, otras voces han defendido lo contrario
62
. Por todo lo anterior, a 
nuestro juicio, sería más correcto considerarlo un instrumento de democracia semidirecta, 
en el sentido manifestado por CASADO
63
 al considerarlo “eslabón intermedio” entre la 
democracia directa y el régimen parlamentario.  
En la misma línea encontramos la visión de SÁNCHEZ NAVARRO
64
, quien considera 
que la figura se limita a la “iniciación de un proceso que puede verse truncado de raíz en 
el momento en que el órgano representativo deba conocer del mismo”, por lo que 
difícilmente podemos concebirlo, en términos estrictos, como mecanismo de democracia 
directa. Algo más profundiza el autor en la naturaleza de la institución, e incluso al 
proponer una posible eliminación de la toma en consideración considera que dicha 
circunstancia no modificaría la naturaleza del mecanismo (ciudadana, particular y 
minoritaria) ni podría alterar el rasgo definitorio del sistema parlamentario en el que el 
monopolio de la iniciativa legislativa suele quedar bajo el poder de la mayoría 
parlamentaria que sostenga al gobierno.  
Insistimos en situarnos, por tanto, ante un mecanismo intermedio entre la democracia 
directa y la representativa, y por ello mismo, capaz de otorgarnos beneficios de la 
participación directa que puedan complementar el modelo representativo. Su concepción 
como un híbrido entre ambos modelos también responde a la configuración que el 
Constituyente y, sobre todo, el legislador orgánico hiciera de la institución, en especial 
influenciados por la coyuntura política y la intención de mantener dicha participación 
bajo control. Las posibilidades del mecanismo permiten que su impulso y control 
dependa en mayor o menor medida de la cámara y, por tanto, de un órgano puramente 
representativo. En este sentido, entendemos la definición dada por MORALES
65
 al 
entender el mecanismo como “instrumento de colaboración entre ciudadanos y órganos 
constitucionales”. Señala el autor una cuestión que no es baladí a la hora de circunscribir 
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el mecanismo al ámbito estrictamente legislativo, como es la obligación de que la ILP se 
sustancie en una proposición de ley articulada. Este hecho impide que los ciudadanos 
puedan simplemente sugerir la regulación de un asunto o la consecución de tales 
objetivos, opción preferida por KELSEN
66
, dejando en manos del legislador los lógicos 
pormenores y teniendo en cuenta que los electores no han de ser ni mucho menos 
expertos en la redacción de una norma. La exigencia del texto articulado aumenta la 
conflictividad de la redacción propuesta con la posición de los grupos políticos, motiva 
ulteriores modificaciones del texto no deseadas y convierte a la ILP en un mecanismo 
muchas veces no deseado por las mayorías parlamentarias. 





 o AGUIAR DE LUQUE
69
. o se ha 
referido a la misma en diversas ocasiones el Tribunal Constitucional
70
, dejando clara, a 
su vez, la preferencia de nuestro sistema por el modelo representativo
71
. Sin embargo, la 
regulación cautelosa de este instrumento, y el hecho de que la misma siempre dependa de 
la decisión de la cámara, ha llevado a algunas voces a señalar la iniciativa legislativa 
popular como un mecanismo de democracia semidirecta. 
Concluido este debate, entendemos beneficioso esgrimir algunas razones que permitan 
situar al instrumento dentro del objetivo de conseguir de una democracia más avanzada, 
desde algunas concepciones teóricas de la propia democracia moderna. Partiendo de la 
consideración de España como un Estado Social y Democrático de Derecho (art. 1.1 CE) 
y de que la soberanía reside en el pueblo español (art. 1.2 CE), la democracia es la 
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participación del pueblo soberano en la toma de decisiones. Por resultar ampliamente 
conocido, no nos extendernos mucho más en el tradicional debate entre dos modelos de 
democracia perfectamente diferenciados; el de la democracia representativa o a través de 
representantes, y el de la democracia directa, en el que la totalidad de los ciudadanos 
participan directamente de las decisiones de un modo personal. Ambos modelos cuentan 
con conocidos defensores y momentos históricos determinados, y extenderse en este 
punto nos haría desviarnos del tema que pretendemos estudiar, por lo que tan sólo 
procede realizar un somero resumen. 
El modelo de democracia directa se corresponde más con el ideal de democracia en el 
que el pueblo gobierna, más propio de regímenes clásicos. Ésta ha sido definida por 
CONTRERAS
72
 como “aquella forma de gobierno en la que tiene lugar una inmediata 
coincidencia entre la titularidad y el ejercicio de poder por parte de los integrantes de 
una comunidad política”. Para AGUIAR DE LUQUE
73
 la democracia directa es “el 
régimen político en el que la adopción de decisiones de interés general para la 
comunidad corresponde a la totalidad de los ciudadanos, que se pronuncian con 
respecto a ellas de modo personal e individualizado, esto es, el clásico ideal de 
autogobierno”. A pesar de la existencia en los Estados modernos de diversas figuras de la 
democracia directa o participativa
74
, una democracia directa pura es inviable no sólo por 
motivos geográficos, sino sobre todo pragmáticos, si tenemos en cuenta el volumen de 
población, por lo que el modelo ha sido considerado como utópico
75
. La democracia 
representativa no sólo es un modelo necesario, sino probablemente es el único posible, 
cuestión que ha sido convenientemente analizada
76
. 
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El problema -a nuestro juicio- aún presente en la actualidad en sectores escasamente 
académicos es entender la democracia directa como la única democracia auténtica, 
probablemente confundidos por el error común y simplista de identificar el voto con la 
democracia. La pérdida de confianza en instituciones pero, sobre todo, en actores 
representativos quizás haya alimentado la tendencia de acudir a modelos alejados del 
parlamentarismo, por lo que resulta más necesario que nunca no sólo solucionar 
problemas que debilitan nuestro sistema, sino democratizar algunos procesos de decisión 
desde el respeto a las instituciones. Nuestra sociedad no puede permitirse el riesgo -ya 
conocido entre las causas que condujeron a la Segunda Guerra Mundial- que supone 
dejar de defender un modelo con reglas comunes respetadas e instituciones 
representativas y partidos políticos fuertes. Por todo lo anterior y para lo que resta de 
trabajo, queremos dejar fuera de toda duda nuestra apuesta por el modelo representativo 
que se instaura en las constituciones modernas y, en particular, en la española de 1978. 
Coincidimos con ALMAGRO
77
 cuando clasifica en tres los factores que se suelen 
esgrimir para defender la idoneidad de la democracia representativa. En primer lugar, la 
incompatibilidad del modelo clásico de democracia directa con el tamaño de las 
sociedades actuales. En segundo lugar, la complejidad técnica de los asuntos políticos, lo 
que exigiría personal cualificado para el tratamiento de tales cuestiones
78
. Derivado de lo 
anterior, también se suele esgrimir la incapacidad de la ciudadanía para la comprensión y 
solución de los problemas técnicos. En nuestra opinión, aunque la cultura democrática 
haya avanzado sustancialmente, la formación de una ciudadanía activa y responsable 
ayudará al despertar participativo de la misma en un sentido respetuoso y no enfrentado a 
la toma de decisiones mediante representantes. 
La lógica preferencia de nuestro sistema por la participación a través de representantes no 
debe ser excusa para que nuestra democracia no se vea completada por una regulación 
garantista de los instrumentos de participación, como ya hemos señalado. Los 
mecanismos de participación responden al objetivo del Constituyente de “establecer una 
sociedad democrática avanzada” enunciado en el preámbulo. Desde este gran objetivo, 
relevante pero de difícil concreción, se explica que se sitúe en el estratégico artículo 
noveno, apartado segundo, la proclamación de la participación como principio y como 
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mandato a los poderes públicos: “Corresponde a los poderes públicos (…) facilitar la 
participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social” a 
la vez que se protegen en el mismo precepto principios fundamentales como la libertad e 
igualdad del individuo y de los grupos en que se integra
79
.  
Por lo tanto, la participación no es sólo una forma de entender la vida en sociedad que 
nos dimos con la Carta Magna –afirmando la participación como principio-, sino que se 
encomienda a los poderes públicos buscar y facilitar la participación de grupos e 
individuos como forma también de perseguir la libertad e igualdad de estos, la 
integración de las minorías y de grupos de ciudadanos más interesados en participar. Por 
la función legitimadora que conlleva que los ciudadanos participen también directamente 
en la toma de decisiones, es conveniente que la democracia directa o semidirecta juegue 
un papel complementario al de la democracia representativa, a la que puede enriquecer, 
como bien señala AGUIAR DE LUQUE
80
 aunque no faltan voces, como veremos, que 
recuerdan un posible elemento perturbador de la democracia directa y el difícil encaje de 
ésta en la toma de decisiones por medio de representantes, cuestiones que justificarían 
unos límites proporcionados hacia este tipo de institutos participativos. 
Si no se entendía en 1978 una sociedad democrática avanzada sin la participación, en la 
actualidad mucho menos. La iniciativa legislativa popular es un mecanismo importante 
para involucrar a los ciudadanos en la toma de decisiones y, por ende, debe ser uno de los 
flancos desde donde combatir el desencanto de la sociedad hacia los asuntos políticos, no 
sin advertir de su capacidad limitada para solucionar un problema de causas diversas. De 
lo que se trata ahora es de analizar si la iniciativa legislativa popular, como instrumento 
de participación, puede ayudar a que los ciudadanos faltos de representación encuentren 
en el mecanismo un vínculo más intenso con los asuntos públicos, lo que también 
dependerá de la cultura democrática de la sociedad y la capacidad de integración de los 
principales actores políticos, los partidos. Desde la Unión Europea se advertía en el Libro 
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Blanco sobre la gobernanza europea de la necesidad de involucrar a la ciudadanía en la 
toma de decisiones y, entre otras medidas, se apuntaba la figura de la iniciativa popular
81
.  
Gracias al instrumento que analizamos, se permite mantener un mayor contacto entre 
electores y elegidos superando la tradicional visión de la participación reducida al 
momento de la elección cada cuatro años
82
, y permitiendo también que los partidos 
políticos actúen más como enlace y menos como barrera
83
. Con sentido se pregunta 
GARRORENA
84
 dónde queda el papel del ciudadano durante los años siguientes a la 
elección, donde su irrelevancia conduce desgraciadamente hacia la frustración del 
electorado
85
. El ciudadano se ve muchas veces obligado a escoger entre la no elección de 
tales representantes o la no participación en el proceso, generando ambas cuestiones más 
desafección. El indudable y necesario protagonismo de los partidos no ha de ser ajeno a 
la integración de instrumentos de democracia semidirecta que sean correctamente 
utilizados, respondiendo al fin de mejorar la representación de ciudadanos y colectivos 
necesitados de atención por parte de los poderes públicos. 
Al permitir un diálogo sobre ciertos asuntos y recibir los representantes estos flujos de 
información vía iniciativas populares, se supera aquella práctica en la que los partidos de 
alguna manera gobiernan para el pueblo, pero sin el pueblo. Pero para ello, entendemos 
nosotros, será fundamental una ciudadanía con sólidos fundamentos democráticos y 
cierta cultura política
86
, lo que no sólo podrá despertar su conciencia ciudadana
87
, sino 
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que permitirá conducir su intervención al logro del interés general, no al uso de los 
instrumentos de democracia directa como alternativas a un sistema representativo en el 
que no confía. Si exigimos un esfuerzo de integración de las minorías y comprensión del 
que opina diferente a los principales actores políticos, los partidos, también debemos 
exigir el mismo esfuerzo a los potenciales usuarios y a los defensores de tales 
instrumentos de democracia semidirecta, si lo que queremos es reducir su conflictividad 
con la actividad de los representantes. 
Los instrumentos de participación permiten un contacto más directo con organizaciones y 
colectivos que, en teoría, representan a un grupo de ciudadanos, por lo que el contacto ya 
no es sólo a través de los partidos políticos. La integración de estos mecanismos permite 
aflorar cuestiones insatisfactoriamente resueltas por el legislador, de escaso interés para 
los partidos políticos en algunos casos, instrumentos que lógicamente tienden a atender el 
interés general u otros asuntos ampliamente sentidos. Por ello, la iniciativa legislativa 
popular puede contribuir a la integración de las minorías y a la sensibilidad hacia 
cuestiones de colectivos específicos que no siempre cuentan con la magnitud que 
merecen, permitiendo un vínculo entre representante y representado más allá de los 
procesos electorales periódicos, que permita una continuidad democrática que supere la 
idea de una democracia de investidura
88
. 
Aunque tampoco se pueda convertir en la panacea, porque no lo es, el instrumento 
estudiado puede permitir aflorar problemas y ejercer presión para la solución de los 
mismos por parte de los representantes. Más aún si tenemos en cuenta el contexto social -
de sobra conocido- que se ha derivado de la crisis económica y política, al que se ha 
referido recientemente ARANDA
89
: “los ciudadanos necesitan más que nunca 
instituciones políticas fuertes y cercanas que actúen para resolver sus problemas” y en 
cierta medida, añadimos nosotros, lo necesitan en contraposición con la sensación 
generalizada que se deriva de la desafección política: la creencia de que contamos con 
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representantes alejados de la realidad y ajenos a las demandas de los ciudadanos. Esta 
concepción, por cierto, no resulta novedosa; la contribución de los instrumentos de 
democracia directa para mitigar los problemas de alejamiento de los representantes ya 
había sido defendida, como vimos, en el contexto que conduce a la aprobación de la 
Constitución de Weimar, tal y como se ha encargado en recordar SANTAMARÍA
90
. 
Una idea a menudo repetida en el presente trabajo, y en la literatura jurídica valorada, es 
la que expresa de forma acertada CASTELLÀ
91
 cuando afirma que “la insoslayable 
regeneración democrática no pasa por la substitución de la forma de estado 
constitucionalizada, la democracia representativa, por la democracia directa, sino sobre 
todo por la mejora de la democracia representativa”, por lo que se propone mejorar los 
niveles de participación y legitimación del sistema, y en concreto de la discusión de las 
leyes para enriquecer el modelo representativo. El mismo autor acierta cuando, para 
combatir las causas del desencanto político, señala que la regeneración citada no se acaba 
con la potenciación de los instrumentos de democracia semidirecta o participativa, pero 
que una acertada configuración de los mismos puede ayudar a acercar más los 
ciudadanos a la toma de decisiones públicas.  
En este sentido, puntualiza ALMAGRO
92
, no sería justo utilizar la expresión 
“regeneración” al no reflejar el estado de cosas actual de la democracia española, cuya 
situación se encuentra en consonancia a los estados vecinos y, añadimos nosotros, donde 
la calidad democrática ha mejorado con respecto a hace décadas. Por ello, desde un 
diagnóstico de la situación no catastrofista, RAMÍREZ
93
 deja muy claro que el objetivo 
de los instrumentos de participación –con respecto de la democracia representativa- es 
“complementarla y mejorarla (nunca substituirla)”. En el mismo sentido, DE VEGA
94
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defiende que su actuación “no implica el asalto al Estado constitucional, sino que, al 
contrario, significa un complemento del sistema de los checks and balances” rechazando 
aquellas voces que identificaban los instrumentos de democracia directa con 
movimientos perturbadores de la democracia
95
. 
Tampoco parece aconsejable optar por una visión inmovilista de la participación y de 
nuestro modelo, porque son cuestiones que han de adaptarse al paso del tiempo y 
exigencias de la sociedad. De acuerdo con esto, REVENGA
96
 ha criticado que se utilice 
el argumento de que la representación es el único modelo posible para cercenar la 
participación
97
. Por ello, poco sentido tiene seguir optando por unas cautelas que tenían 
justificación en el momento de elaborar la Constitución, pero no ahora. En aquel 
momento, las negativas experiencias históricas, el escaso afianzamiento de la democracia 
en nuestro país y el hipotético componente perturbador o demagógico de la democracia 
directa aconsejaban ser cautos en la regulación de tales instrumentos pero probablemente 
hoy la situación sea bien distinta. De este modo, en la actualidad existen circunstancias 
que aconsejan una mayor protección de la participación, como son la mayor cultura 
democrática del país, las posibilidades de información y comunicación, el auge 
discursivo en sí mismo de la participación y la regeneración democrática, unido a la 
necesidad de vincular a la ciudadanía con sus representantes y los temas que les afectan.  
Es evidente que todo lo defendido debe conjugarse con la confianza de la Norma 
Suprema en los partidos políticos (en su artículo sexto) para la formación y 
manifestación de la voluntad popular, siendo instrumentos fundamentales para la 
participación política. Los mismos cumplen una función esencial en el sistema y ocupan 
un enorme protagonismo en el debate público
98
. La delegación en los partidos de gran 
parte de las decisiones públicas que nos afectan se deriva del ideal irrealizable de una 
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democracia en la que se consulten decisiones de trascendencia a los ciudadanos 
periódicamente; decisiones que, por otra parte, requieren de una información técnica de 
la que el pueblo no suele disponer. El ideal de democracia entraría en contradicción con 
la propia realidad: el ciudadano emite su voto cada cuatro años y el resto del tiempo 
juzga lo que ve por parte de aquellos que deciden. 
Algunos han criticado esta situación, al igual que el excesivo peso de los partidos
99
, que 
tiene como consecuencia el reducido margen que éstos dejan al individuo o los grupos en 
que se integra. Por ejemplo, RUIZ RICO
100
 ha señalado que “el panorama de la 
participación ciudadana adolece de cauces institucionales estatales para su ejercicio 
motivado por el monopolio de la representación política y una jurisprudencia 
constitucional inmovilista”. Esto ha conducido, según esta opinión, al uso exclusivo de 
los derechos de reunión y manifestación como una forma de participación, ante el fracaso 
de la representación política y la ausencia de cauces participativos. Aun quedando 
pendientes importantes mejoras que implementar, no parece que los partidos políticos 
sean el principal problema, a juzgar por los niveles de participación electoral y afiliación 
a los mismos, aunque vengamos contemplando en los últimos años cambios en estas 
organizaciones que conducen a una mayor apertura y democratización
101
.  
Por concluir ya, la democracia participativa puede actuar como un ligero contrapeso a la 
situación criticada; sirviendo de complemento a la formación de la voluntad popular 
desde un punto de vista menos institucionalizado. De esta forma, estos mecanismos 
ayudan a poner de relevancia asuntos o puntos de vista que tienen un acceso más 
complejo al debate público. Cuando una iniciativa legislativa popular alcanza un 
respetable número de apoyos, significa que existe una demanda real por parte del 
electorado que permite que un asunto pueda ponerse de relevancia, y que los 
representantes atiendan una propuesta avalada por una fracción del cuerpo electoral. 
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El papel de la participación frente a la crisis de confianza 
La crisis de representación ha extendido la idea de que nuestra democracia no ofrece una 
participación real, existiendo cierto sentimiento de desafección en la ciudadanía, y 
obligando a retomar el debate sobre la utilidad de la participación para vincular más 
intensamente al electorado con sus representantes. El estudio de los instrumentos que 
puedan contribuir a mitigar esta situación es plenamente necesario, aunque su 
contribución a la solución es limitada, al depender el problema de unas causas que 
incluso exceden de la disciplina del Derecho Constitucional
102
, sobre las que además ya 
se han aportado estudios y soluciones de entidad
103
. El contexto señalado ha venido a 
poner parcialmente en duda la forma en la que tradicionalmente se ha desarrollado la 
relación entre los electores y los representantes políticos, subestimando la actuación de 
éstos últimos y de los partidos políticos. El barómetro del CIS
104
 realizado en noviembre 
de 2017 mostraba a los partidos políticos o la política, en general, como el tercer 
problema de los españoles con un 27 por ciento, apareciendo la corrupción como el 
segundo con el 31,5 por ciento.  
La crisis de confianza es de compleja solución en la medida en que tiene diversas causas, 
y no todas ellas son propiamente achacables al parlamentarismo o al sistema de partidos. 
La crisis económica y los casos de corrupción han contribuido a agravar una crisis que se 
ha instalado en el ‘ADN’ del pensamiento de una mayoría de ciudadanos. De hecho, en el 
año 2006 los partidos o la política sólo suponían un problema para alrededor del diez por 
ciento de los españoles, y la corrupción y el fraude para un uno o dos por ciento de los 
mismos. Se puede observar a finales del año 2009 el comienzo del incremento del 
porcentaje de españoles que señalaban a los partidos o la política como un problema, 
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coincidiendo con el inicio de la crisis económica y en términos parecidos
105
 a lo que 
sucediera en 1995. 
No creemos, como por el contrario sí defiende ALMAGRO
106
, que la crisis de 
representatividad encuentre una de sus causas en la decisión del Constituyente de 
configurar un modelo eminentemente representativo. Aún reconociendo un peso excesivo 
de ciertos actores, como hemos dicho, el modelo generó las cotas de estabilidad y 
normalización democrática esperadas, por lo que el problema quizás ha consistido más en 
la falta de adaptación y evolución de un modelo hacia unas exigencias de apertura y 
participación demandadas desde el electorado, incluso con mayor fuerza en los últimos 
años. Estamos, sobre todo, ante una crisis de representatividad -en esto coincidimos con 
ALMAGRO
107
- a la que la participación y la iniciativa popular puede aportar algunas 
soluciones. 
Aumentar las posibilidades de apertura, transparencia y participación
108
 puede contribuir 
a mitigar las consecuencias de esta desafección política. Aunque las mayores cotas de 
democratización -no siempre de consecuencias deseadas- de los partidos parezcan 
positivas, un excesivo debilitamiento de los mismos entendemos conduciría a males 
mayores de los actuales, por lo que el planteamiento en el que nos debemos de situar es 
en el de la retroalimentación entre democracia representativa y democracia semidirecta o 
participativa, sin perder de vista que existen otros factores ajenos a los temas de este 
estudio que están incidiendo en dicha falta de confianza. Por todo lo anterior, creemos 
que el reto más importante es fortalecer la relación entre representante y representado, y 
mejorar los niveles de confianza de la sociedad en partidos e instituciones, siendo 
conscientes de que la participación puede ayudar, pero aún se sitúa lejos de ser el 
revulsivo suficiente. 
Por todo lo anterior, no creemos que sea casualidad que se hayan incrementado, 
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 In ibídem p. 3 y ss. 
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  En la línea señalada por RAMÍREZ NÁRDIZ, Alfredo, en “La participación como respuesta a la crisis 




concretamente, las iniciativas legislativas populares que se presentan ante el Congreso, 
así como aquellas que logran superar el umbral de firmas requeridas. La separación entre 
sociedad y Parlamento -a la que se hace referencia
109
- puede ser en parte aliviada gracias 
a la iniciativa legislativa popular, que permite acercar los temas a los ciudadanos 
afectados y viceversa, permite al legislador conocer demandas compartidas por el 
electorado. La participación ciudadana, de esta manera, tendría para PINDADO
110
 “una 
fundamentación de carácter político o filosófico” como “reacción a la fractura que se va 
produciendo entre las personas elegidas democráticamente y los ciudadanos”. Dado que 
el mandato imperativo no tiene cabida en nuestro sistema
111
, debemos conseguir que los 
representantes se vinculen más intensamente con los ciudadanos y el programa que 




La iniciativa legislativa popular es sin duda uno de los mecanismos que mayor grado de 
participación puede ofrecer a los ciudadanos, como ha señalado CABEDO
113
 y además -
añadimos nosotros- puede ayudar a fortalecer las relaciones menos institucionalizadas 
entre sociedad y Parlamento. En primer lugar, posee la característica de ser un 
mecanismo iniciado por los propios ciudadanos, que tan sólo deberán observar los 
requisitos legales para acceder con su propuesta al Parlamento, en contraposición con 
otros mecanismos que dependen para su convocatoria del poder político, como puede ser 
el referéndum. La ILP es un mecanismo genuinamente de la sociedad y los grupos en que 
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114
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En segundo lugar, su utilización se ha incrementado en las últimas legislaturas, tanto en 
número de iniciativas presentadas en total, como en aquellas que han logrado reunir las 
firmas necesarias y acceder al debate político en las cámaras. Todo ello, acompañado de 
una mayor repercusión mediática de aquellas iniciativas que lograron superar los trámites 
pertinentes y que generaron un importante apoyo social
116
. La iniciativa popular que 
solicitaba declarar la tauromaquia como bien de interés cultural, recabó en 2013 más de 
seiscientas mil firmas
117
, así como la iniciativa sobre dación en pago y paralización de 
los desahucios
118
, que fue capaz de reunir casi un millón y medio de apoyos entre 2012 y 
2013. Con razón ALMAGRO
119
 define a la ILP como el instrumento a través del cual la 
ciudadanía incorpora intereses o demandas a la agenda pública; por lo que en ocasiones 
es más factible conseguir una mayor repercusión de esos intereses que conseguir el 
objetivo de la participación  efectiva en los asuntos públicos. 
El hecho de que hayan surgido voces en los últimos años desde al ámbito político, 
académico y de la sociedad civil para una mayor participación, una democracia más 
“real” y un acercamiento de la ciudadanía a las instituciones, responde a la necesidad de 
mitigar los efectos de la crisis de confianza y mejorar el sistema a través de unos 
instrumentos de participación casi olvidados durante muchos años. Sin embargo, y como 
señala MIRANDA LÓPEZ
120
, “ha faltado con frecuencia una auténtica reflexión sobre 
estos mecanismos y, en todo caso, (ha existido) un gran desconocimiento de cómo 
funcionan los ya existentes”. Por ello, en nuestra opinión, para implementar las mejoras 
necesarias en nuestra democracia, no sólo hemos de guiarnos por una corriente favorable 
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hacia la democracia más directa, sino que las propuestas han de hacerse desde la más 
pausada reflexión acerca de lo que funciona y lo que no, y desde el convencimiento de la 
necesidad de la democracia representativa. 
Otro hecho que contribuye al auge de este mecanismo es el cambio en el contexto 
político y social que tiene como consecuencia el incremento de las proposiciones de ley 
de origen popular que terminan siendo debatidas en la cámara e incluso aprobadas, con 
modificaciones. Este hecho, entendemos, no sólo es consecuencia de una mayor 
conciencia hacia la participación, sino sobre todo del cambio en el contexto político 
español, que por primera vez en décadas ha pasado de un bipartidismo imperfecto a un 
marcado tetrapartidismo
121
, con posibilidad incluso de abrirse a un quinto partido. Por 
ende, se dibuja una configuración parlamentaria
122
 más heterogénea y de mayorías más 
complejas
123
, y no es inusual que se aprueben iniciativas parlamentarias que no procedan 
del grupo mayoritario (y partido en el Gobierno) ahora sin mayoría, por lo que las 
iniciativas populares tendrán más posibilidades de ser tomadas en consideración. Buena 
muestra de ello es la iniciativa legislativa popular sobre renta mínima presentada por los 
sindicatos y tomada en consideración en febrero de 2017 por el Congreso
124
. Por último, 
y como analizaremos en el apartado dedicado a las CC.AA., en los últimos años se han 
aprobado leyes más ambiciosas de iniciativa legislativa popular en nuestras autonomías 
que vuelven a poner de manifiesto la necesidad de actualizar esta institución y otorgarle 
un mayor peso. 
En cuanto a la nueva configuración parlamentaria, es interesante referirse el análisis que 
realiza BILBAO UBILLOS
125
 que, aunque referido a las CC.AA., nos sirve también para 
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describir la mayor fragmentación producida en el Congreso de los Diputados y, en su 
opinión, puede conseguir que el Parlamento cobre mayor relevancia política y se debaten 
o aprueben proposiciones aún sin el beneplácito del partido en el gobierno: “Es notorio el 
mayor protagonismo de la oposición a la hora de fijar la agenda legislativa. Ya no 
resulta tan excepcional la toma en consideración y aprobación de Proposiciones de Ley 
promovidas por los grupos de la oposición (o de iniciativa popular, podríamos añadir 
nosotros), en unos casos por consenso y en otros contra el criterio incluso del Gobierno 
o del grupo que le presta apoyo (ya no funciona el rodillo o la guillotina). El clima ha 
cambiado y eso provoca situaciones inéditas. De un Parlamento encorsetado, sin 
sorpresas, en el que se rechazaban sistemáticamente todas las propuestas de los grupos 
de la oposición (ni siquiera se tomaban en consideración, no superaban ese filtro), a un 
Parlamento más vivo, que pone en aprietos al Gobierno de turno. Se impone una nueva 
dinámica que se caracteriza por los pactos de «geometría variable»: las iniciativas se 
sacan adelante con diferentes socios”.  
A pesar de la facilidad para que iniciativas de la oposición o de los ciudadanos puedan 
salir adelante, le parece más discutible a PRESNO
126
 que se ejerza un verdadero 
‘gobierno del Parlamento’ debido a la posición de preeminencia de la que dispone el 
ejecutivo. La mayor heterogeneidad puede afectar la estabilidad y la gobernabilidad de la 
institución del Parlamento, así como ralentizar la tramitación de determinadas iniciativas 
incómodas para el grupo mayoritario; al tiempo que se dificulta la aprobación de 
importantes leyes -como la de presupuestos- para el Ejecutivo. La producción normativa 
será previsiblemente inferior a la de una legislatura de mayoría absoluta por los esfuerzos 
que los grupos tendrán que invertir en alcanzar los pactos necesarios y, en la actualidad 
vuelven a ser relevantes cuestiones como la composición de las mesas de las asambleas y 
la utilización del veto presupuestario, ya que ahora se podrá controlar el devenir de 
algunas proposiciones a través de los mismos. 
Contribución del mecanismo al pluralismo político 
El preámbulo de la LO 3/1984 afirma que la iniciativa popular nos brinda una doble 
oportunidad: “de un lado, instrumentar la directa participación del titular de la 
                                                                                                                                                 
autonómicos recobran protagonismo tras las elecciones de 2015” Revista Jurídica de Castilla y León Nº 42 
(mayo de 2017) p. 27 
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soberanía en la tarea de elaboración de las normas que rigen la vida de los ciudadanos, 
y posibilita, de otra parte, la apertura de vías para proponer al poder legislativo la 
aprobación de normas cuya necesidad es ampliamente sentida por el electorado, pero 
que, no obstante, no encuentren eco en las formaciones políticas con representación 
parlamentaria”. Por lo tanto, la iniciativa popular no sólo encuentra sentido en llenar un 
vacío que no ha ocupado el legislador
127
, sino que cumple una función esencial a la 
propia democracia, como es dotar de participación ‘semidirecta’ a los electores en la 
tarea de la elaboración de la ley, que no deja de ser expresión de la voluntad popular. 
Esta forma de entender la participación pública concuerda con la visión de algunas voces 
clásicas de la literatura jurídica del siglo pasado. Por ejemplo, la concepción no es ajena a 
lo manifestado por HABERMAS
128
 cuando reclama una democracia en la que los 
procesos de la formación de la voluntad política institucionalizada jurídicamente estén 
conectados con la formación de una opinión pública no formalmente articulada, y admite 
la necesidad de que las deliberaciones institucionalizadas interaccionen con las opiniones 
públicas desarrolladas informalmente. En un sentido similar, KELSEN
129
 entendía como 
característico de la ‘democracia real’ la existencia de un flujo permanente desde la 
comunidad de los dirigidos a la posición de los dirigentes del Estado. Por ello, cuando 
Kelsen
130
 se refiere a ‘cierta fatiga del parlamentarismo’ a principios del siglo XX, 
plantea fortalecer la democracia haciendo partícipe al pueblo a la hora de legislar, más 
allá de la simple elección de representantes.  
En esta misma línea, PIZORRUSO
131
 entendía que los instrumentos de democracia 
participativa tienen por objeto la participación de los ciudadanos en su calidad de 
afectados concretos, o en cuanto ciudadanos (uti cives) en general, ya sea de forma 
individual o agrupados en organizaciones de defensa de intereses. De esta forma, se 
persigue una mayor legitimación e identificación de los ciudadanos con las normas 
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aprobadas, especialmente si afectan a un sector o colectivo, y se puede combatir también 
desde este flanco el alejamiento de los ciudadanos hacia las instituciones. Por ello, como 
indica CUESTA
132
, “una vez que los argumentos defendidos por el ciudadano son 
tomados en consideración en la deliberación democrática, el sentimiento de vinculación 
entre el participante y la norma jurídica adoptada se intensifica”, entendiendo esto muy 
positivo desde el punto de vista de la legitimación de todo el sistema democrático. Esta 
concreta participación de los afectados por una norma puede permitir una mayor 
identificación de los mismos con el instrumento que les ordena, y una mejor conducción 




Si a menudo identificamos simplemente el Parlamento con la representación y, por tanto, 
con la democracia, entendemos que mejorar la representación sería conseguir que la 
misma refleje lo mejor posible las posiciones de los ciudadanos, tal y como indica 
RODRÍGUEZ RUIZ
134
. De la misma manera, mejorar la representación implica que el 
Parlamento sea lo más representativo posible, tanto en distribución de escaños como en 
la fijación de las prioridades que afectan a los ciudadanos. Si el Parlamento no aborda 
algún tema, o lo trata de forma parcial, el instrumento de la iniciativa legislativa popular 
permite, por un lado, la propuesta de temas a la cámara por parte de los ciudadanos y, por 
otro, medir el apoyo social que suscita una regulación determinada. De acuerdo con esto, 
destaca ZULIMA SÁNCHEZ
135
 que “la iniciativa legislativa es una forma de trasladar a 
la clase política la insatisfacción por los resultados normativos en una materia concreta 
o su inquietud ante un tema que no ha sido tratado previamente por las cámaras”.  
A pesar de los beneficios propios del instrumento, debemos realizar dos aclaraciones 
previas que consideramos necesarias. En primer lugar, debemos advertir que unas 
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elevadas expectativas depositadas en la figura como método para mejorar la 
representación y reducir el desencanto político probablemente conducirá a la 
decepción
136
; no sólo por los complejos requisitos aparejados al mecanismo, sino 
también por la limitada capacidad del mismo para modificar una realidad que dependerá 
especialmente de los actores políticos. En segundo lugar, el objetivo del mecanismo ha 
de ser implicar a la ciudadanía y a las organizaciones sociales en la tarea de discusión y 
elaboración de las leyes, no el de oponer o demostrar una legitimidad alternativa a la de 
las instituciones representativas que lo son del conjunto del electorado y no de una parte. 
Esto nos lleva a recomendar una utilización del mecanismo encaminada a los fines 
concebidos; principalmente mejorar la representación de grupos de ciudadanos quizás 
desatendidos por el legislador, complementando la actividad de unos representantes que 
deberán actuar como necesario enlace de tales demandas, aunque ya se haya advertido 
del difícil encaje que a menudo tienen estos mecanismos participativos con la toma de 
decisiones mediante representantes. 
En consecuencia, una adecuada regulación y uso de esta institución permitiría perseguir 
el objetivo de conseguir una democracia avanzada y contribuir al pluralismo político 
desde tres ángulos relevantes, en nuestra opinión. En primer lugar, el mecanismo sirve 
para que determinadas organizaciones o movimientos sociales –minoritarias o relevantes- 
propongan a las Cortes la regulación de un determinado asunto o la modificación 
legislativa en un sentido determinado. Como segunda función de relevancia, la 
institución ha sido utilizada por fuerzas políticas extraparlamentarias para el acceso de 
sus propuestas al Parlamento, al no estar representados en el mismo. Por último, los 
ciudadanos en general pueden proponer la regulación de asuntos y, sobre todo, participar 
con su firma en la promoción de temas que les afecten, por lo que verán en el 
instrumento una forma de canalizar su voluntad política, trazando un tímido paralelismo 
con la voluntad expresada mediante el voto. Por todos es sabido que el pluralismo 
político es un valor superior de nuestro ordenamiento (art 1.1 CE) que, como valor, no es 
Derecho en sí, aunque inste al legislador a convertir en reglas tales valores
137
. Si se 
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entiende probada una conexión entre la participación (y sus instrumentos) y la 
contribución al pluralismo político, sería coherente una regulación más garantista de la 
primera. 
Conforme al primer propósito, TUDELA
138
 considera a la iniciativa popular 
“especialmente útil para canalizar demandas marginales, normalmente de grupos no 
establecidos en el status quo político”, de tal manera que permite una mejor integración 
de las minorías políticas y sociales. Lo señalado no significa, a nuestro juicio, que sólo 
quepan en la institución demandas marginales o de grupos ajenos a la vida pública ya 
que, como se demuestra en el ejercicio de este instrumento, muchas de las iniciativas 
presentadas son promovidas por sindicatos, organizaciones profesionales, 
medioambientales, o grupos sociales de cierta relevancia
139
; y precisamente la eficacia de 
esta institución requiere no sólo de una infraestructura organizativa, sino de un poder de 




El riesgo en este caso y, como veremos, consiste en que los principales actores políticos 
representativos, los partidos u organizaciones con vinculación, utilicen el instrumento 
para sus propios fines, produciéndose cierta desviación del fin inicial para que el que se 
concibió la figura. O relacionado con lo anterior, que la seducción que producen en la 
ciudadanía las soluciones simples a problemas complejos termine por inclinar la balanza 
de la participación en manos de un populismo enemigo de la representación. Por ello, 
coincidimos con ALMAGRO
141
 cuando entiende que ampliar la representación a los 
nuevos grupos sociales que reclaman ser incluidos en las reglas del juego no implique, 
en modo alguno, prescindir del sistema representativo. Para ello es necesario no sólo 
establecer algún límite a la participación, eso sí, justificado y proporcional, sino exigir 
también a los actores -partidos políticos y promotores de iniciativas- una responsabilidad 
de integración que intente conducir su actividad al logro del interés general y 
fortalecimiento de la democracia, no a su cuestionamiento. 
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Por su parte, y también conforme al primer objetivo enunciado, LARIOS PATERNA
142
 
considera que la iniciativa popular “trata de cubrir la inactividad del legislador en la 
regulación de unos sectores de la realidad social que se consideraban necesitados de 
regulación o de modificación de su régimen jurídico” por lo que ayudaría a completar el 
Parlamento con las demandas que éste no aborda, o ayudaría a buscar una modificación 
legislativa anhelada por parte de la sociedad a la cual la cámara había sido ajena. En 
consecuencia, la misma opinión
143
 considera que “el procedimiento legislativo expresa el 
pluralismo político porque permite que las diversas fuerzas políticas presentes en la 
Cámara participen en la elaboración de la norma y ello le añade un plus de legitimidad 
pues implica siempre que ha habido una deliberación, donde se ha producido la 
integración de los distintos intereses (…). Introducir la participación de los ciudadanos 
más directamente afectados en esa liberación supone incrementar el pluralismo que le es 
propio a la institución parlamentaria” Por ello, no es casualidad que la reciente ley 
reguladora de la iniciativa legislativa popular en la Comunidad Valenciana
144
 admita 
como promotores legitimados de la iniciativa popular a asociaciones, agentes 
económicos y sociales, ONGS y otras entidades con personalidad jurídica y sin ánimo de 
lucro.  
Al respecto del uso preferente de la iniciativa por parte de asociaciones y colectivos 
debemos advertir de una importante cuestión práctica. Para la correcta presentación y 
éxito de una iniciativa legislativa popular se requiere necesariamente de una 
infraestructura, conocimientos y poder de movilización mínima, que prácticamente sólo 
asociaciones, colectiva, sindicatos o partidos políticos pueden tener. No sólo para el 
trámite concreto de consecución de 500.000 firmas, sino porque la iniciativa popular sólo 
será compensada económicamente si la misma alcanza la tramitación parlamentaria, por 
lo que para su puesta en marcha necesariamente la Comisión Promotora tendrá que 
disponer de un mínimo de fondos que puede, incluso, que no recupere
145
. La necesidad 
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 LARIOS PATERNA, María Jesús, en “Participación de los ciudadanos en el procedimiento legislativo: 
la nueva regulación de la iniciativa legislativa popular y las comparecencias legislativas”. Revista catalana 
de dret public, n. 37, 2008, pág. 198 
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 In. Ibídem. Pp. 190-191. 
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 El apartado segundo del artículo segundo de la Ley 10/2017 de la Comunidad Valenciana establece: “La 
legitimación para la promoción de esta iniciativa legislativa popular, además de las personas descritas en 
el apartado anterior, la tienen las asociaciones, agentes económicos y sociales, ONG y otras entidades con 
personalidad jurídica y sin ánimo de lucro.” 
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 Por no hablar, además, de la infraestructura y conocimientos necesarios para redactar la proposición de 
ley, practicar los trámites ante la Mesa del Congreso o para la designación de fedatarios especiales, o la 
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de dicha infraestructura y el uso preferente otorgado por tales colectivos puede hacer 
dudar del carácter puramente directo de instrumento, al representar en ocasiones las 
demandas de una asociación muy concreta y los ciudadanos tener que adherirse a una 
propuesta cerrada.  
A pesar de lo señalado recientemente, la finalidad del mecanismo estudiado concuerda 
con lo que se ha denominado pluralismo en la política, ya que consiste también en la 
apertura de los procedimientos y de instituciones estatales a la participación de grupos y 
asociaciones que pueden ser portadores de intereses sectoriales, como señala 
ARAGÓN
146
. De esta forma, la iniciativa popular es un mecanismo de acción política y 
relevancia social relevante para las organizaciones sociales, sindicales, 
medioambientales, profesionales, etc.
147
. Éstas utilizan el instrumento para canalizar sus 
demandas hacia el Parlamento, como de hecho corrobora la amplia utilización del 
mecanismo por parte de estos movimientos
148
. Por poner un ejemplo concreto, los 
sindicatos mayoritarios han protagonizado recientemente una iniciativa popular de 
relevancia. Se trata de la Proposición de Ley sobre establecimiento de una prestación de 
ingresos mínimos en el ámbito de protección de la Seguridad Social (presentada el 19 de 
julio de 2016) que alcanzó aproximadamente 710.000 firmas. Tras aceptar la cámara la 
toma en consideración de la propuesta, esta fue objeto de sucesivas prórrogas del plazo 
de presentación de enmiendas con el fin de dilatar su tramitación, lo que ocasionó la 
queja de los promotores por esta demora
149
. La proposición fue trasladada para su 
avocación por el Pleno del Congreso y la misma fue rechazada el 22 de febrero de 2018 
y, por tanto, tendrá que volver a Comisión
150
. 
                                                                                                                                                 
labor de difusión y publicidad de la iniciativa legislativa popular. 
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 ARAGÓN, Manuel (coord.), Temas Básicos de Derecho Constitucional (Tomo I). Ed. Civitas (2001) p. 
121 
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 Sobre el particular: VINTRÓ, Joan, “Reflexions sobre la iniciativa legislativa popular des del punt de 
vista dels agents socials” Revista Activitat Parlamentaria núm. 11 (2007) pp. 52 y ss. 
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 Sobre ello volveremos en el capítulo dedicado al ejercicio del a iniciativa legislativa popular, hecho al 
que también se ha referido LARIOS PATERNA in ibídem. pág. 198. 
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 D. S. Congreso de los Diputados nº 107 de 22 de febrero de 2018 pág. 20. En votación: votos emitidos, 
338; a favor, 168; en contra, 170. Se rechazó por las ausencias de cinco diputados socialistas y por los 
votos en contra de los Grupos del Partido Popular, Ciudadanos, PNV, Foro Asturias y UPN.  
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Como bien identifica REVENGA
151
, no se debe excluir de la representación a aquellos 
grupos de individuos que más necesitan de los beneficios asociados a la idea de 
ciudadanía. También considera ALMAGRO
152
 que una adecuada regulación de esta 
institución “contribuye al refuerzo de las vías participativas ciudadanas, originando la 
entrada en el Parlamento de aquellos grupos sociales cuyos intereses no se hayan 
convenientemente representados”. En el mismo sentido también destaca, como ejemplo 
de proposición impulsada por organizaciones profesionales, la ILP por la equiparación 
salarial entre Policías del Estado, admitida a trámite por el Congreso y actualmente en 
fase de recogida de firmas
153
. Esta iniciativa demuestra cómo este instrumento sirve en 
ocasiones como respuesta popular y directa a demandas que surgen como consecuencia 
de acontecimientos relevantes
154
 e, incluso, como contestación social a la actividad del 
legislador o del poder en general, actuando como instrumento de control y presión social.  
De esta manera, la iniciativa popular permitiría poner de relevancia el apoyo social de la 
propuesta y sirve como elemento de presión para que los representantes regulen una 
cuestión demandada por parte del electorado. No es casualidad que el propio Tribunal 
Constitucional haya buscado la finalidad del instrumento en “forzar el debate político y 
obligar que los distintos Grupos de la Cámara y esta misma tengan que tomar expresa 
posición sobre un asunto o tema determinado” (STC 40/2003, de 27 de febrero, FJ7) 
añadiendo también mediante la STC 19/2015 (FJ 2 d) que el mecanismo hace posible que 
los ciudadanos conozcan “lo que sus representantes piensan sobre una determinada 
materia, así como la oportunidad o no de su regulación legal, y extraer sus propias 
conclusiones”. En ocasiones da la sensación de que la iniciativa popular pudiera ser 
también una suerte de mecanismo de presión sobre el poder político, y los grupos 
parlamentarios se vieran forzados, en ocasiones, a atender una propuesta por la amplia 
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 Proposición de Ley para la efectiva igualdad y equiparación salarial de las Policías del Estado español. 
(Presentada el 21/09/2017, calificada por la Mesa el 28/09/2017) . Los promotores de esta ILP es la 
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  Una parte de la opinión pública y de la opinión publicada se hizo eco de la comprometida actuación 
llevada a cabo por Policía Nacional y Guardia Civil ante el referéndum ilegal de autodeterminación 
convocado por la Generalitat de Cataluña en el ya famoso día 1 de octubre de 2017, así como en las 
jornadas anteriores y posteriores. La demanda surgida a raíz de los acontecimientos fue la petición (a la que 
nos referimos) de igualar los salarios de dichos cuerpos con los de otras policías autonómicas que, por lo 
general, gozan de salarios más elevados. 
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legitimación que la acompaña y el riesgo a perder apoyo social por un tema ampliamente 
sentido por el electorado. Este fin más social de la figura sin duda permite acercar el 
Parlamento al ciudadano y reforzar su posición como reflejo de las plurales ideologías de 
una sociedad155. 
A colación de lo anterior, el conocido caso de la iniciativa sobre paralización de los 
desahucios permitió regular una cuestión que no encontraba un acomodo sencillo en el 
debate público. La repercusión lograda y las firmas obtenidas consiguieron que la ILP 
impulsara una ley sobre desahucios (con críticas de los promotores) a pesar de que el 
partido gobernante entonces contara con una mayoría absoluta que le hubiera permitido 
rechazar la propuesta, en caso de no compartir el contenido propuesto. Se intuye que esta 
mayoría entendió como menos gravoso regular la cuestión de los desahucios, en lugar de 




Como veremos en el apartado dedicado a la práctica del instrumento, la iniciativa 
legislativa popular es un instrumento especialmente adecuado para la movilización de 
sectores sociales importantes
157
, como demuestra que el auge en la utilización del 
mecanismo haya coincidido con momentos de especial protagonismo de la sociedad civil, 
también influenciados por el determinado contexto político vivido (con especial atención 
a la incidencia de la crisis reciente). Del mismo modo, estas organizaciones pueden 
utilizar el instrumento para justificar su actuación de cara a sus propios asociados, 
demostrando la legitimidad de sus reivindicaciones. Asimismo, el instrumento ha sido 
utilizado por organizaciones sociales y políticas contrarias a la mayoría parlamentaria 
como método de movilización y crítica. Esto tampoco supone un hecho generalizado, ya 
que muchos sectores, como estamos comprobando, han visto en el mecanismo 
simplemente un método para colocar sus reivindicaciones en el debate político. 
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(2017) p. 209 
56 
 
Por ello, como instrumento de participación política y conforme al segundo objetivo 
enunciado, la iniciativa legislativa popular posee además un alto valor para aquellas 
fuerzas políticas extraparlamentarias que encuentran en la misma la única forma de 
elevar propuestas al Parlamento. De esta forma, se permite a estas formaciones participar 
en la propuesta de regulación de algunos asuntos que, de otra manera, tendrían un difícil 
encaje en el debate público. El mecanismo permite poner de relevancia opiniones con un 
apoyo social respetable y verlas representadas en el Parlamento, por lo que contribuye a 
completar y legitimar el sistema en general. A veces resulta habitual la conexión de 
fuerzas políticas parlamentarias o extraparlamentarias con movimientos u organizaciones 
impulsoras de iniciativas populares, contactos más evidentes aún en el caso de los 
sindicatos
158
. Un caso conocido de dicha relación puede ser la iniciativa popular que 
propuso la regulación de los desahucios
159
. 
Un claro ejemplo del acceso de fuerzas extraparlamentarias a una asamblea legislativa lo 
constituye la iniciativa legislativa popular presentada en septiembre de 2013 por el 
partido político UPyD en el Parlamento de Andalucía, sobre reforma de la Ley Electoral 
Andaluza. Como veremos más adelante, la propuesta planteaba mejorar los niveles de la 
denominada ‘regeneración democrática’ con la apertura de las listas electorales, la 
reducción de los gastos de publicidad de ‘mailing’ de los partidos políticos, o la rendición 
de cuentas individuales de los representantes. En este caso, el partido político proponente 
no sólo consiguió que su propuesta fuera admitida por la Mesa, pese a versar sobre un 
contenido electoral cuya inadmisión no hubiera resultado extraña desde una 
interpretación expansiva, sino que además superó el aval de firmas exigido y logró 
acceder al Pleno de toma en consideración donde, por primera vez en esta Comunidad, 
un ciudadano pudo defender un texto normativo sin pertenecer a dicha cámara
160
.  
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  Como fue el caso del Portavoz y Coordinador de UPyD en la Comunidad, Martín de la Herrán. Diario 
de Sesiones del Parlamento de Andalucía nº 84, 25 de junio de 2014, pp. 10 y ss. 
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En este caso, la figura permitió acoger en sede parlamentaria una opinión 
democráticamente legitimada por un grupo de electores, pese a que el partido proponente 
no logró conseguir representación parlamentaria. La consecución de un mayor pluralismo 
político fue posible, en este caso, no tanto otorgando voz a colectivos sociales interesados 
en un mayor protagonismo público, sino facilitando la entrada de las propuestas –
legítimamente compartidas- de un partido político sin representación parlamentaria. El 
instrumento permite integrar opiniones lógicamente infrarrepresentadas en este caso y 
también permite dotar de visibilidad a las demandas de este tipo de partidos. El riesgo en 
este caso lo constituye nuevamente una posible utilización populista de una propuesta 
que, aún siendo inviable, permita a una organización lograr legitimidad y repercusión.  
En el ejemplo concreto que hemos señalado, el Parlamento Andaluz decidió no tomar en 
consideración la propuesta
161
, aunque la misma obtuvo cierto eco mediático
162
. 
Asimismo, y quizás fuera de la lógica para la que fue concebida, algunos grupos con 
representación parlamentaria han aprovechado este mecanismo para obtener 
protagonismo o demostrar el apoyo social de sus propuestas
163
. En este segundo caso, 
suele tratarse de grupos parlamentarios no mayoritarios que, como ha señalado 
DURÁN
164
, tratan de valerse de vías extraparlamentarias ante el previsible fracaso de sus 




 se refiere a estos casos como una 
‘mediatización’ del instrumento por parte de los partidos, consciente de su carga 
peyorativa, aspecto sobre el que volveremos en la parte dedicada al ejercicio del 
mecanismo. 
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 DURÁN ALBA, Juan Fernando, op. Cit. pp. 65-95. 
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La institución que estudiamos será mejor recibida, por un lado, por fuerzas 
parlamentarias que no confían en las instituciones representativas toda su acción política; 
o bien por las fuerzas de la oposición que ven en la figura una forma de lucha política 
frente a la mayoría gubernamental. Estas formaciones parecen haber encontrado en este 
instrumento no sólo una vía de participación política de organizaciones más o menos 
afines a su ideología, sino una nueva forma de presión al gobierno o al Parlamento. En 
esta línea, MORALES
167
 se ha referido implícitamente a la mediatización política del 
mecanismo al señalar su utilización por parte de la oposición para poner en un aprieto a 
la mayoría gobernante. Como el mismo autor señala, dicha mayoría suele ‘repeler’ las 
iniciativas de carácter popular cuando no concuerdan con su programa político o no 
mejoran su imagen de cara al electorado. Esto se produce, como veremos después, con 
independencia del color político de la mayoría en el gobierno. 
El hecho observado y apuntado por una minoría de la literatura jurídica consultada 
vuelve a disentir, a nuestro juicio, con la naturaleza y objetivo para el que se concibió la 
iniciativa legislativa popular. Aunque no haya resultado un hecho extendido, cuando la 
figura es utilizada por fuerzas parlamentarias u organizaciones con evidentes vínculos 
hacia las mismas difícilmente está respondiendo directamente a los intereses de los 
electores, ya que el objetivo no es plantear una serie de demandas al legislador o una 
situación insatisfactoriamente resuelta que ha causado un interés espontáneo entre los 
ciudadanos. Dicho de otra forma, si entendemos el instrumento como una forma menos 
institucionalizada de participación política, quizás carezca de sentido que determinados 
partidos con representación parlamentaria (y por tanto con capacidad de presentar 
proposiciones de ley) lo utilicen como medida de presión o prueba de legitimidad de sus 
planteamientos, con los riesgos que supone para el sistema que una propuesta avalada por 
una fracción importante del cuerpo electoral termine siendo rechazada por el Parlamento.  
Cuestión aparte sería defender, como parcialmente defendemos, los beneficios que el 
instrumento puede otorgar a dichas formaciones políticas u organizaciones altamente 
ideologizadas en el control y oposición hacia la mayoría gobernante, como un nuevo 
elemento de contrapeso al ejercicio de este poder. Al fin y  al cabo, nuestro ordenamiento 
sólo otorga a los poderes públicos (en este caso el Parlamento y el Gobierno) tres 
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potestades –si se nos permite la expresión- para frenar la utilización demagoga del 
instrumento, o la desviación de los fines para los que fue concebido (que es poder 
realizar propuestas por parte electorado): en primer lugar las causas de inadmisión 
estipuladas, que ya excluyen muchas materias sensibles; en segundo lugar el rechazo de 
la propuesta en la toma en consideración, aunque el hecho produzca desafección entre el 
propio electorado proponente; y en tercer lugar la negativa del Ejecutivo a la tramitación 
de proposiciones que impliquen un aumento del gasto o disminución de los ingresos, 
cuestión que será analizad en su momento. Existe un cuarto componente, no menos 
importante, que excede probablemente de la esfera de lo jurídico, que es la 
responsabilidad de los partidos políticos y las organizaciones en la presentación de 
iniciativas populares que efectivamente busquen resolver una situación insuficientemente 
resuelta, y no otros fines menos acordes que ya se han mencionado. 
Esta ‘mediatización’ del instrumento por parte de partidos y organizaciones se produce en 
varias fases del desarrollo de la iniciativa legislativa popular, aunque no podemos afirmar 
que sea un hecho generalizado. En primer lugar, parece aconsejable que en el proceso de 
recogida de firmas en determinadas ocasiones los partidos políticos tomen parte en este 
trámite al requerirse un número elevado de signatarios, y disponer estas organizaciones 
no sólo de un mayor poder de convocatoria y movilización, sino de una infraestructura 
adecuada para llevar a cabo esta complicada tarea
168
. Asimismo, otros trámites complejos 
como el sellado de pliegos, autenticación de firmas y designación de fedatarios especiales 
requieren de intervención de organizaciones que tengan conocimientos y dispongan de 
personal. Posteriormente, también veremos cómo en la tramitación parlamentaria de la 
ILP el Ejecutivo ha de pronunciarse sobre la posible afectación de la proposición a los 
créditos presupuestarios, ejemplo que Durán Alba vuelve a interpretar como posible 
mediatización del mecanismo. Donde más clara se contempla dicha subordinación del 
instrumento de participación al modelo representativo es en la toma en consideración, 
como ya hemos visto. 
Por último, debemos señalar que la iniciativa popular es un mecanismo corrector de la 
escasa participación ciudadana en una democracia mayoritariamente representativa como 




. Los ciudadanos, 
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individualmente considerados, pueden proponer la regulación de asuntos y, en especial, 
participar con su firma en la promoción de temas que les afecten, además de la actuación 
más organizada de partidos y colectivos. De esta forma, se ponen de relevancia asuntos 
que según un sector del electorado han sido insatisfactoriamente resueltos, generando 
mayor conciencia sobre preocupaciones latentes y haciendo efectivo el derecho de 
participación. Como veremos en el capítulo dedicado a la utilización práctica del 
instrumento, muchas iniciativas son presentadas por particulares cuya pertenencia a otros 
colectivos se desconoce. Adicionalmente, mediante esta institución se permite 
revitalizar
171
 la relación entre representantes y ciudadanos, contribuyendo también a 
mejorar la concepción que los segundos tendrían de los primeros, uno de los vicios del 
sistema actual. 
La iniciativa legislativa popular es otra forma de canalizar la voluntad política –aunque 
quizás atípica-, trazando un tímido paralelismo con la voluntad expresada mediante el 
voto, de ahí que se regule en la Constitución el derecho de participación en el art. 23, 
donde también se circunscriben el sufragio activo y pasivo. Por tanto, la ILP introduce a 
los ciudadanos en la deliberación pública de los asuntos, tradicionalmente en manos de 
los grupos políticos, y sirve como elemento de presión social
172
. Por ejemplo, 
ARANDA
173
 ha considerado importante no tanto la capacidad de este mecanismo para 
influir en la agenda pública, sino la de movilizar a la ciudadanía y generar opinión sobre 
temas relevantes, sobre los que además se mide su apoyo social. Estas funciones de la 
institución, quizás poco previstas en su inicio, están cobrando mayor relevancia en la 
actualidad, a través de los ejemplos de conocidas iniciativas populares que acabamos de 
señalar. 
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tan sólo un tema menor (como la reclamación de deudas comunitarias) había llegado a convertirse en ley 




 ARANDA ÁLVAREZ, “La Nueva Ley de la Iniciativa Legislativa Popular” en Revista Española de 
Derecho Constitucional núm. 78 (2006) pág. 192 
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No se puede minusvalorar el contrapeso que puede ejercer la figura contra el monopolio 
de los partidos de la actividad política, especialmente en un contexto de mayorías (que no 
son tal) gobernantes inestables, como en el panorama actual. Por ejemplo,  DE VEGA174 
ya observaba antes de la aprobación de nuestra Carta Magna cómo “el único freno posible a 
la actividad de los partidos políticos reside en la defensa jurídica del pluralismo”. Aunque el 
autor lo defendiera, probablemente, en alusión a la aparición de nuevos partidos, debemos 
confiar en que una regulación garantista de la participación semidirecta -como lo es la 
ejercida a través de la iniciativa popular- puede revitalizar una forma de intervención de los 
ciudadanos en los asuntos públicos distinta a la ejercida por los propios partidos de una 
manera excesivamente opaca, al menos hasta el cambio de contexto en 2015. 
En nuestra opinión, el auge del mecanismo rompe, de alguna manera, la tradicional 
visión de la participación reducida a la elección entre partidos políticos. El éxito reciente 
de algunas iniciativas populares con un gran apoyo ha permitido situar en la agenda 
política asuntos compartidos por parte del electorado. La presión ejercida por la iniciativa 
legislativa popular a través del gran respaldo cosechado y la opinión mediática generada 
puede instar a los representantes públicos a tener en cuenta dichas demandas o, al menos, 
debatir el tema en cuestión y ofrecer una respuesta, como ya hemos puesto de manifiesto 
para el conocido caso de los desahucios. 
Del mismo modo, se puede poner como ejemplo la ILP sobre regulación de una red de 
apoyo a la mujer embarazada, presentada en la totalidad de nuestras asambleas 
autonómicas en 2006 y convertida en ley en muchas de ellas. La propuesta no sólo 
evidenció un gran respaldo popular hacia la regulación de mecanismos de apoyo a la 
maternidad, sino que permitió incluir el asunto en la agenda de muchos gobiernos y 
propiciar su regulación. Por tanto, esta capacidad del instrumento para la promoción de 
temas sentidos por los electores y para ejercer presión hacia los representantes permite 
abrir una discreta vía para la participación que puede mejorar el pluralismo político y la 
representación. Una vía de participación intensificada en las últimas legislaturas por el 
aumento en el número de iniciativas que se presentan y –más tímidamente- que se 
debaten en el Parlamento, lo que suma interés al presente estudio y trata de combatir el 
pesimismo que ha arrastrado la figura durante gran parte de su andadura debido a sus 
discretos resultados iniciales. 
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DE VEGA, P. en Introducción. En P. de Vega. Teoría y práctica de los partidos políticos. Madrid: Cuadernos 
para el Diálogo (1977) pp. 20-21 
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A pesar de los beneficios señalados, tampoco debemos olvidar los riesgos aparejados a 
un uso irresponsable de la iniciativa popular, lo que ha motivado una visión desconfiada 
por parte de algunos partidos políticos, que lo verán más bien como un competidor. La 
necesaria deliberación y la integración de intereses entre ambas partes –representantes y 
promotores de la iniciativa- pueden permitir reducir la conflictividad entre el instrumento 
y la toma de decisiones en el ámbito representativo. Para acercarse al objetivo, tal y como 
entendió LUCAS VERDÚ
175
, la representación será participada cuando aquel al que 
denomina Estado-aparato conecte eficientemente con la ciudadanía (Estado-comunidad) 
y, para ello, la participación será representativa cuando el primero sea eficaz en la 
recepción y solución de las demandas del segundo. 
                                                 
175
 LUCAS VERDÚ, Pablo, en Manual de derecho político (Vol. 1), 3ª ed. Tecnos (1994), pp. 238-239 
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B-  La iniciativa legislativa popular y el derecho a participar en los 
asuntos públicos 
 
La iniciativa legislativa popular como proyección del derecho a participar 
directamente 
Conforme a su segunda vertiente, la iniciativa legislativa popular es una de las fórmulas 
escogidas para el ejercicio del derecho fundamental a participar en los asuntos públicos 
directamente
176
, que se enuncia en el artículo 23.1 de la Constitución. Debemos señalar 
que, como proyección del derecho fundamental, la iniciativa legislativa popular es 
desarrollada por ley orgánica
177
 y susceptible de amparo por el Tribunal 
Constitucional
178
. Conforme a esta concepción del instrumento, es necesario abordar en 
este apartado brevemente en qué consiste este derecho, y otras cuestiones como la 
titularidad del ejercicio del mecanismo, el papel de la Comisión Promotora, y las 
facultades que entendemos que integran el ejercicio del derecho de participación a través 
de la iniciativa legislativa popular. 
El artículo 23 de la Constitución es de contenido complejo al abarcar tres derechos 
autónomos: el derecho a la participación política directamente o a través de 
representantes (apartado 1); y el derecho de acceso a cargos públicos en condiciones de 
igualdad (apartado 2) que se desdobla, según la jurisprudencia del supremo intérprete 
constitucional, en el derecho de acceso a cargos públicos representativos que incluye 
sufragio pasivo, pero no sólo, y el derecho de acceso a la función pública conforme a los 
principios de mérito y capacidad invocados en el artículo 103.3 CE. No se entienden tales 
derechos sin la proclamación en el artículo 1.1 CE de nuestro país como un Estado Social 
y Democrático de Derecho, y la consideración en el 1.2 de que la soberanía nacional 
“reside en el pueblo español”. Todo ello completado con el mandato del artículo 9.2 CE, 
                                                 
176
 Para mayor estudio del derecho en cuestión nos podemos remitir a J. A. SANTAMARÍA, “Comentario 
al artículo 23”, en Garrido Falla, F. (Dir.). Comentarios a la Constitución; a M. RAMÍREZ, La 
Participación Política, Madrid, 1985 o a PÉREZ SOLA, Nicolás, “Algunas consideraciones en torno…” 
op. cit. 
177
 Según se indica en el artículo 87.3 CE y lleva a cabo la LO 3/1984 
178
 Artículo 6 de la LO 3/1984 
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que encomienda a los poderes públicos fomentar la participación política
179
. 
En la literatura jurídica consultada encontramos, evidentemente, multitud de 
vinculaciones de la iniciativa legislativa popular con el derecho de participación política. 
Por ejemplo, BIGLINO
180
 destaca que la iniciativa popular es “proyección del derecho a 
participar en los asuntos públicos” y señala precisamente la protección de nuestro 
ordenamiento mediante recurso de amparo concedido a la Comisión Promotora como una 
de las pruebas notorias para su consideración como derecho. Biglino califica al derecho, 
además, como funcional y político. En primer lugar, funcional “por estar conectado con 
la función pública”, y político “por estar conectado a la cualidad de miembro de una 
determinada colectividad”. Para ALMAGRO
181
, el recurso de amparo “es manifiesta 
evidencia de que la ILP es proyección material del derecho de participación política del 
art. 23.1 CE”. Por su parte, GARCÍA MARTÍNEZ
182
 explica que el derecho 
supuestamente violado, para el que se concede recurso de amparo, “solo puede ser el 
contenido en el art. 23.1 CE, considerándose pues la iniciativa legislativa popular como 
un mecanismo de articulación del derecho de participación”. Otras tantas voces también 
han vinculado a la figura con el derecho de participación
183
.  
Además de las señaladas, MURO I BAS
184
 entiende que la iniciativa popular “puede 
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 CANOSA USERA, Raúl: Sinopsis del artículo 23 de la Constitución (página web del Congreso de los 
Diputados: www.congreso.es) 
180
 BIGLINO CAMPOS, Paloma “La iniciativa legislativa popular en el ordenamiento jurídico estatal” en 
Revista Española de Derecho Constitucional núm. 19, pág. 79 
181
 ALMAGRO CASTRO, David, “¿Qué iniciativa legislativa popular tenemos? ¿qué iniciativa legislativa 
popular necesitamos” El art. 87.3 y la LO 4/2006 a debate” Revista General de Derecho Constitucional n. 
22 (2016) p. 14 
182
 GARCÍA MARTÍNEZ, (…) V Jornadas de Derecho Parlamentario op. Cit. P. 279 
183
 BILBAO UBILLOS, J. M. en “Instituciones de democracia participativa. (II) Un análisis de la iniciativa 
legislativa popular…” op. cit. pág. 2. Asimismo, con razón destaca ZULIMA SÁNCHEZ que la iniciativa 
es “un derecho reconocido legalmente y no sólo un mero instrumento para que los ciudadanos se 
involucren en las decisiones que toma la Administración dependiendo de que los representantes estimen 
conveniente utilizarlo o no” en op. cit. p. 36. También ha sido vinculada la figura al derecho de 
participación LARIOS PATERNA, María Jesús en “Participación de los ciudadanos en el procedimiento 
legislativo: la nueva regulación de la iniciativa legislativa popular y las comparecencias legislativas”, 
Revista Catalana de Dret Public núm. 37 (2008) Pág. 6; MARCO MARCO Op. Cit. p. 23; o PÉREZ 
SOLA, Nicolás, en “Algunas consideraciones en torno al derecho fundamental…” op. cit. pág. 100, quien 
señala que “el referéndum en sus diversas modalidades, la iniciativa legislativa popular, así como el 
derecho de petición no son más que los derechos de configuración legal en que se materializa la 
participación directa de los ciudadanos. Además, podemos recordar cómo la regulación de aquéllos 
operada por el legislador orgánico en desarrollo de los preceptos constitucionales, no sólo limita su 
alcance y contenido (referéndum e iniciativa legislativa popular), sino que desvirtúa en algunos casos la 
esencia de la institución (referéndum consultivo). 
184
 MURO I BAS, Xavier (en la actualidad es Secretario General del Parlament de Cataluña), “Algunas 
cuestiones en torno a la iniciativa legislativa popular” en Corts. Anuario de Derecho Parlamentario, núm. 
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inscribirse dentro del ámbito del derecho fundamental de participación”. Profundiza algo 
más ASTARLOA VILLENA
185
 cuando defiende la manifestación del derecho de 
participación a través de la iniciativa popular, añadiendo un carácter instrumental: “Cabe 
llegar a la conclusión de que la iniciativa legislativa popular más que un derecho en sí 
misma, es una manifestación instrumental del derecho de participación política. Así, no 
hay un derecho a la iniciativa legislativa popular, y sí que hay un derecho de 
participación, uno de cuyos modos de realizarse o instrumentarse es la mencionada 
iniciativa. Sin embargo, y pese a ese carácter instrumental, su ejercicio queda protegido 
por el recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional”.  
En la vinculación del mecanismo con el derecho mencionado, muy clara resulta 
CABELLO
186
 cuando lo define como “el ejercicio del derecho de participación política 
directamente mediante el que la ciudadanía legitimada puede instar el inicio de un 
procedimiento legislativo cumpliendo unos requisitos” haciendo hincapié la autora, eso 
sí, en que la decisión última sobre su tramitación recae en la asamblea representativa. 
Tampoco le cabe duda a DELGADO-IRIBARREN
187
 de que la ILP “forma parte” del 
contenido del derecho fundamental señalado, a juzgar también por el reconocimiento del 
recurso de amparo a los promotores y por la jurisprudencia del TC que el autor señala y 
que mencionamos en el presente trabajo. De dicha concepción se deriva, necesariamente, 
que el legislador orgánico deberá respetar el contenido esencial del derecho en el 
desarrollo de la institución y sus límites
188
. 
Una opinión parcialmente discordante es la expresada por SÁNCHEZ NAVARRO
189
, 
quien considera que la iniciativa legislativa popular “no constituye un derecho en sí 
misma” atendiendo a la naturaleza y alcance de la figura. El autor se justifica afirmando 
que es un mecanismo “de participación política (directa) popular, que los diversos 
                                                                                                                                                 
19 págs. 363 y ss. 
185
 ASTARLOA VILLENA, Francisco “La iniciativa legislativa popular en España” en Teoría y Realidad 
Constitucional, núm. 10-11, 2012-2013, pág. 273 y ss. 
186
 CABELLO FERNÁNDEZ, María Dolores, en “Democracia directa e iniciativa legislativa popular” 
Tirant lo Blanch, Valencia (2017). pp. 54 y ss. 
187
 DELGADO-IRIBARREN GARCÍA-CAMPERO, Manuel, en “Democracia e iniciativa legislativa 
popular” en ARNALDO ALCUBILLA, DELGADO IRIBARREN Y SÁNCHEZ NAVARRO: “Iniciativa 
legislativa popular” ARAG/ Univ. Rey Juan Carlos. Ed. La Ley (2013) pág. 152 
188
 DELGADO IRIBARREN (in ibídem p. 153 y 154) resume de manera acertada lo que supone el respeto 
al contenido esencial de un derecho fundamental 
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ordenamientos pueden prever (o no) y articular de formas y con alcances muy distintos”. 
En nuestra opinión, hay diversas evidencias que pueden demostrar la conexión de la 
iniciativa con el derecho a participar en los asuntos públicos en la primera opción 
manifestada por el art. 23.1 CE (participar directamente). Buenos ejemplos de lo 
señalado serían la reserva de ley orgánica otorgada en el art. 87.3 CE, la protección 
mediante recurso de amparo ante la inadmisión, la propia jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional, o el hecho de que el cuerpo llamado a participar sea el de los electores, 
sin olvidar diversas afirmaciones manifestadas en el debate constituyente que más 
adelante veremos. Más coherente resulta admitir que la iniciativa popular no sea un 
derecho en sí mismo, sino una manifestación o proyección del derecho señalado en el 
artículo 23.1 de la Constitución. 
La alusión de Navarro al derecho comparado (al reconocerse la figura sólo en algunos 
países) para desvincular la ILP del derecho de participación sólo demostraría que el 
derecho es de configuración legal, es decir, cada Estado en su derecho interno podrá 
regularlo o no. El grado de desarrollo de la figura y los tipos de iniciativa popular 
dependerán del nivel de descentralización del poder político de cada país, de la cultura 
política y participativa del mismo, o de las fuentes de las que haya emanado su 
inspiración para constitucionalizar los sujetos con capacidad de iniciativa. La influencia 
alemana y, sobre todo, italiana en la parte más política de nuestra Carta Magna permitió 
configurar una iniciativa legislativa popular desconocida en España, pero coherente con 
la importancia que nuestro Constituyente quiso otorgar a la participación. El mismo autor 
aclara, sin embargo, que aquellos países que sí han configurado el mecanismo lo hayan 
hecho ‘ope constitutione’ como un derecho instrumental respecto del derecho 
fundamental a participar en los asuntos públicos. 
Es importante señalar cómo en el primer apartado del artículo 23 se reconoce el derecho 
de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos directamente o por medio de 
representantes, sin que exista un precedente concreto en nuestra historia constitucional
190
. 
La Norma Suprema señala dos modelos o dos opciones de participación, pudiendo haber 
dejado el precepto en el simple reconocimiento del propósito. El Constituyente decide 
incluir expresamente la mención “directamente o por medio de representantes” sin que, a 
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 Por lo que debemos buscar referencias más bien en el derecho comparado y, sobre todo, declaraciones 
de derechos que influyeron decisivamente; el artículo 21.1 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos de 1948, y el artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966. 
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priori, se puedan deducir diferencias. Sin embargo, sin que proceda extenderse aquí, en 
nuestro sistema ha predominado claramente el modelo representativo, quedando los 
instrumentos de participación semidirecta en un segundo plano y como complemento del 
primero. Además, el Tribunal Constitucional ha señalado la preferencia de nuestro 
sistema y del legislador por las instituciones de democracia representativa, siendo la 
elección de los representantes la forma en la que tradicionalmente los ciudadanos ejercen 
su derecho de participación
191
.  
No pocos problemas en relación al alcance del derecho ha ocasionado el enunciado 
asuntos públicos, debiendo acudir a la jurisprudencia constitucional para la delimitación 
de tal contenido
192
. La interpretación restrictiva del término otorgada en un primer 
momento por el Alto Tribunal nos indicaría que estamos ante un derecho que 
corresponde exclusivamente a la ciudadanía -uti cives- como expresión de la soberanía 
popular, correspondiéndose su ejercicio con la elección de los miembros de las Cortes 
Generales y también de aquellas Entidades que componen la organización territorial del 
Estado (art. 137 CE). El Máximo Intérprete Constitucional estableció, además, que la 
participación requiere de un especial llamamiento: el sufragio universal como vehículo 
de transmisión jurídica de la soberanía popular
193
. No debemos olvidar, sin embargo, que 
la interpretación del término asuntos públicos, no resulta una cuestión pacífica para la 
doctrina, existiendo partidarios de una concepción restrictiva
194
, y de otra expansiva
195
. 
Pese a la preminencia del modelo representativo, fortificado a través de los partidos, el 
derecho de participación no se agota con el sufragio activo y pasivo
196
, aunque el 
ejercicio del voto represente la máxima expresión del ejercicio de tal derecho 
fundamental. El Constituyente quiso configurar ciertos ingredientes participativos como 
complemento al ejercicio del derecho, aunque posteriormente su regulación y empleo se 
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 Como ya se ha dicho, SSTC 119/1995, de 17 de julio, FJ 3, y STC 51/1984, de 25 de abril, FJ 2. 
192
 Sobre el particular vid. LÓPEZ GUERRA, Luis, “Participación y ‘participación política’: el alcance del 
artículo 23.1 CE”. Dirección General del Servicio Jurídico del Estado (organizador). Los derechos 
fundamentales y libertades públicas (II). XIII Jornadas de Estudio. Madrid. Ministerio de Justicia. (1993). 
Página 1172. 
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 STC 23/1984, de 20 de febrero, (FJ 4), STC 51/1984, de 29 de mayo (FJ 1 y FJ 2). 
194
 Por ejemplo y entre sus principales referentes vid. AGUIAR DE LUQUE, Luis, Artículo 23. Derecho de 
participación. En ALZAGA VILLAAMIL (Dir.). Comentarios a las leyes políticas. Madrid. Edersa (1984).   
195
 Entre otros vid. SANTAMARÍA, J., El art. 23. En GARRIDO FALLA et. Al. Comentarios a la 
Constitución. 3 ed. Madrid. Civitas. (2001) pp. 511-525. 
196
 Así lo ha entendido también CORCHETE MARTÍN, “La participación ciudadana en los asuntos 
públicos y su contribución…” op. cit. pp. 83-84 
68 
 
hayan rodeado de grandes prevenciones. Para BIGLINO
197
, el Constituyente quiso 
conservar, aunque de forma residual,  las instituciones de democracia directa, cuestión 
que vendría refrendada además por el rechazo a las enmiendas que en los debates 




Desde una lectura más actual, la evolución en nuestra cultura democrática y las 
consecuencias de la desafección política, ya señaladas, han permitido explorar más 
intensamente los instrumentos vinculados a la denominada democracia semidirecta –en 
conexión con el derecho de participación- y a la democracia participativa, aunque todos 
ellos con el objetivo de restaurar unas relaciones entre representantes y electores 
demasiado débiles. Por todo ello, una regulación garantista de la iniciativa legislativa 
popular también permite una mayor efectividad del derecho de participación, aunque el 
empleo del mecanismo deberá ser suficientemente responsable como para enriquecer 
nuestro modelo democrático, no para plantear una legitimidad alternativa a la de las 
instituciones representativas. 
Como ya hemos señalado, los instrumentos de democracia directa o semidirecta son el 
referéndum, la iniciativa legislativa popular y el derecho de petición, y derivan 
necesariamente del derecho fundamental a participar en los asuntos públicos. Como ha 
señalado alguna sentencia interesante a este respecto
199
, “para determinar si estamos o 
no ante un derecho de participación política, encuadrable en el art. 23.1 CE, habrá que 
atender, no sólo a la naturaleza y forma del llamamiento, sino también a su finalidad: 
sólo allí donde la llamada a la participación comporte, finalmente, el ejercicio, directo o 
por medio de representantes, del poder político -allí donde se llame al pueblo como 
titular de ese poder- estaremos en el marco del art. 23.1 CE”. A diferencia de los 
primeros, los instrumentos de democracia participativa
200
 no derivan de dicho derecho, 
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 BIGLINO CAMPOS, Paloma, en “La jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre el derecho de 
participación política del artículo 23” Revista General de Derecho núm. 512. (1987)  pp. 3916. 
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 Tal y como recuerda SÁNCHEZ BLANCO, Ángel, en “Los derechos de participación, representación y 
acceso a funciones y cargos públicos; la corrección de la unilateral perspectiva polícita”  Revista española 
de derecho administrativo núm. 46 (1985) pp. 220 y ss. 
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 STC 119/1995, de 17 de julio de 1995 (FJ 5) 
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 Como indica el TC en la sentencia recientemente citada (FJ 4), se entiende que sería posible la 
configuración legal de instrumentos tales como consultas, comparecencias ciudadanas, presupuestos 
participativos, audiencias, foros de debate, portales de transparencia, ‘escaños ciudadanos’ etc. De hecho, 
el Estatuto catalán (y de manera similar el Andaluz) atribuye competencia exclusiva para el establecimiento 
del régimen jurídico, las modalidades, el procedimiento, la realización y la convocatoria por la propia 
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son de configuración legal, por lo que el legislador ordinario y el autonómico pueden 
configurar un ‘numerus apertus
201
’ de instrumentos, siempre que no contravengan el 
ordenamiento jurídico
202
. Según la citada STC 119/1995 (FJ 4) en estas otras formas de 
participación “se articulan voluntades particulares o colectivas, pero no generales, esto 
es, no imputables al cuerpo electoral”. 
Algunos incluyen en la denominación ‘democracia participativa
203
’ también a la 
iniciativa legislativa popular y al referéndum, pero resulta importante distinguir aquellos 
instrumentos que derivan del derecho fundamental de participación -y que son la ILP, el 
referéndum y el derecho de petición- de cualesquiera otros instrumentos creados por el 
legislador (o una administración) y destinados a fomentar la participación, sin que ello 
comporte un ejercicio directo del poder político por parte del titular de la soberanía. Este 
‘númerus apertus’ de instrumentos que no derivan del artículo 23.1 CE pueden ser 
consultas, foros de participación, presupuestos participativos, comparecencias 
legislativas, etc. De todo lo anterior deriva, por tanto, que no cualquier tipo de 
participación en los asuntos públicos se puede englobar en el derecho del artículo 23 de 
la Constitución, sino únicamente la participación política, como recuerda VIDAL
204
, y 
como ha señalado el Tribunal Constitucional en la sentencia 199/1995 ya citada. El TC 
ha señalado asimismo en la STC 76/1994 que el derecho a participar directamente en los 
asuntos públicos “no puede sino ejercerse en la forma jurídicamente prevista en cada 
caso” (FJ3). Esto quiere decir que las facultades que el legislador haya desarrollado 
como integrantes de este derecho le son propias, y su vulneración podría resultar una 
vulneración misma del derecho fundamental, aunque para ello haya que probar que el 
                                                                                                                                                 
Generalitat o por los entes locales, en el ámbito de sus competencias, de encuestas, audiencias públicas, 
foros de participación y cualquier otro instrumento de consulta popular, con excepción de lo previsto en el 
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 Sobre el debate constitucional en este tema: M. RAMÍREZ, La participación política, Madrid, 1985, pp. 
56-66, y F. J. JIMÉNEZ DE CISNEROS, El derecho de petición y la iniciativa legislativa, Madrid, 1980, 
pp. 52-59 
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 RAMÍREZ NÁRDIZ la define como “conjunto de instrumentos jurídicos (referendos, iniciativas 
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RAMÍREZ NÁRDIZ, Alfredo, “La participación como respuesta a la crisis de la representación: el rol de la 
democracia participativa” Revista de Derecho Político de la UNED nº 90 (mayo-agosto 2014) pág. 185. 
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 Op. cit. p. 7 
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daño causado al núcleo esencial del derecho resulte grave y directamente imputable a la 
actuación de la administración. 
Si indagamos en las características del derecho de participación, podemos considerarlo 
un derecho de configuración legal
205
 que sólo puede ser ejercido a través de los cauces 
que el legislador establece. Estamos ante un derecho fundamental reconocido por la 
mayor parte de las declaraciones de derechos más importantes; “Todos los Ciudadanos 
tienen derecho a contribuir a su elaboración (de la ley), personalmente o a través de sus 
Representantes” (art. 6 de la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 
1789); “Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o 
por medio de representantes libremente escogidos.” (art. 21 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos de 1948). 
Más en concreto, la manifestación del derecho de participación ejercida a través de la 
iniciativa legislativa popular es de carácter procedimental
206
. Esto significa que la única 
atribución que se concede a los ciudadanos es presentar una proposición y que ésta sea 
valorada por la cámara cuando cumpla los requisitos legales, quedando toda decisión 
sobre tramitar la propuesta en manos de la asamblea, a través de la toma en 
consideración. Según esta concepción cabría establecer un paralelismo con el ‘ius ut 
procedatur’ o derecho a la tramitación de las propuestas similar al que correspondería al 
cargo público representativo
207
. En este punto, queda patente la confusión entre la 
iniciativa legislativa popular como derecho de los ciudadanos (dentro del derecho de 
participación) y la misma figura como forma de iniciar el procedimiento legislativo, dos 
concepciones que se entremezclan pero que no son opuestas necesariamente. 
Es decir, los ciudadanos estarían ejerciendo con la iniciativa legislativa popular un 
derecho de carácter procedimental cuyo efecto es iniciar el procedimiento legislativo; de 
ninguna manera el mecanismo asegura el resultado de influir en los asuntos públicos o 
lograr que la proposición de ley sea debatida siquiera en el Parlamento. Dentro del 
análisis, y siguiendo a CONTRERAS
208
, “el ejercicio de este derecho por parte de los 
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ciudadanos concluye necesariamente en la primera fase procesal del procedimiento 
legislativo, quedando luego la decisión, en las siguientes fases del íter legis, en el propio 
ámbito de las Cámaras representativas”. Por este motivo, el derecho ejercido a través de 
la figura tiene más dificultades para establecer deberes y obligaciones concretas y 
asegurar el cumplimiento de la conducta o acción que conlleva el propio derecho. No 
obstante, más adelante señalaremos las facultades integrantes del derecho ejercido a 
través de la iniciativa legislativa popular y, por tanto, las condiciones que los poderes 
públicos estarían obligados a respetar para el correcto ejercicio de la figura una vez 
cumplidos sus requisitos. 
En la línea de lo anterior, ni siquiera el ‘derecho a que la propuesta sea tramitada’ sería 
un derecho exclusivo de las iniciativas de origen popular, ya que también es una facultad 
integrante del estatuto del cargo público representativo. Esta facultad consistiría en el 
derecho a que las iniciativas de los parlamentarios sean valoradas por la cámara, como 
requisito para el correcto ejercicio de su función representativa. Esta facultad estaría 
implícitamente recogida en el art 23.2 de la Constitución (que hace referencia al sufragio 
pasivo) y desarrollado por los reglamentos de las cámaras. Además, este derecho ha sido 
reconocido por varias sentencias del Tribunal Constitucional
209
.  
Por último, pese a ser un derecho individual, debemos tener en cuenta que el ejercicio de 
la ILP ha de ser necesariamente colectivo, al atribuirse tal capacidad a los, al menos, 
quinientos mil electores. Sin los signatarios, la iniciativa no se perfecciona y no puede ser 
considerada como tal, lo que nos lleva a afirmar el carácter instrumental pero decisivo de 
la Comisión Promotora para la correcta efectividad del derecho, como más adelante 
analizaremos, ya que se encarga de los trámites necesarios y desarrolla la labor de 
recogida de firmas. En este sentido, y como acertadamente recuerda CUESTA
210
, “el 
derecho subjetivo de cada ciudadano a estampar su firma en apoyo a una propuesta 
normativa debe ser ejercido en todo caso de modo colectivo”. A pesar de esta 
particularidad, la iniciativa o, si se quiere, presunción de iniciativa, es protegida desde la 
admisión o inadmisión de la misma, al atribuirse a los promotores posibilidad de recurrir 
en amparo tal decisión de la Mesa. 
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Aunque volvamos más adelante sobre un asunto poco pacífico como es el de la 
delimitación del ámbito de la reserva de ley orgánica, debemos referirnos a las 
consecuencias que se derivan del hecho de considerar la iniciativa popular una 
proyección del derecho fundamental a participar directamente. Hemos señalado ya que el 
Constituyente estableció en el art. 87.3 que una ley orgánica regularía las formas de 
ejercicio y requisitos de la iniciativa popular, quedando así convenientemente acotado el 
ámbito material de dicha reserva. Sin embargo, entendemos que la reserva también 
abarca el desarrollo directo de los aspectos esenciales del derecho fundamental a 
participar directamente a través del instrumento, en tanto en cuanto el art. 81.1 CE señala 
que serán leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y las 
libertades públicas. Por este motivo, se ha señalado que sobre la figura recae una doble 
reserva de ley orgánica, la que señala el mismo art. 87.3 CE y la que le pertenece como 
proyección del derecho fundamental a participar directamente. De esta forma, el 
Constituyente decidió prolongar la exigencia de un consenso más elevado para la 
regulación de una figura sobre la que siempre objetó diversos reparos, como se señala en 
otros momentos del trabajo. 
Sólo si atendemos a la doble reserva que recae sobre el instrumento se entiende que la 
LO 3/1984 regule no sólo aspectos esenciales para el ejercicio del mecanismo como la 
presentación de la iniciativa o la recogida y recuento de firmas, sino también cuestiones 
ligadas al derecho mismo como la titularidad, las facultades de la comisión promotora, la 
admisión de la iniciativa, el recurso de amparo, o la compensación económica, que son 
aspectos ligados a las propias facultades del derecho proyectado en la iniciativa 
legislativa popular, como se verá más adelante. Es cierto que el legislador orgánico agota 
prácticamente toda la regulación de la figura (como prueba que no haya sido necesaria la 
aprobación de una ley ordinaria o reglamento), lo que facilita su conocimiento, pero 
choca con la interpretación restrictiva que ha de otorgarse a la reserva de ley orgánica; a 
la vez que planteará no pocas dudas sobre el ámbito disponible para el desarrollo de esta 
figura en nuestras autonomías. Sobre esta última cuestión volveremos en el capítulo 
dedicado a la regulación autonómica del instrumento, a la vez que ahondaremos más 





La titularidad del derecho ejercido a través de la figura 
La primera cuestión que debemos aclarar es la de los sujetos legitimados para el ejercicio 
de la iniciativa legislativa popular como forma de iniciar el procedimiento legislativo y 
como forma de ejercer el derecho de participación. Como cuestión previa necesaria, 
parece claro que sólo los ciudadanos pueden ejercer el derecho fundamental del art. 23.1 
CE tal y como algunas voces han defendido
211
, a lo que habría que sumar la condición de 
nacionales a la vista del artículo 13.2 CE, lo que ocasionará, como veremos, no pocos 
problemas. 
La legitimación de su ejercicio constituye uno de los debates más recurrentes sobre este 
mecanismo; quién se considera titular de la figura y, por tanto, los requisitos para ejercer 
dicha titularidad. De antemano, podemos señalar que ha resultado poco sencilla la 
distinción de los titulares de la figura, al entrar en juego otros sujetos de fuerte 
protagonismo como la Comisión Promotora. Sin embargo, una manifestación clara del 
sujeto legitimado lo constituye el hecho de que la iniciativa sea ejercida por una parte del 
cuerpo electoral, teniendo como objetivo contribuir a la formación de la voluntad general 
que, por todos es sabido, se expresa en el Parlamento.  
En cuanto a la titularidad, lo primero que debemos señalar son las referencias que nuestro 
ordenamiento jurídico realiza a este respecto. Ni la Constitución ni las leyes reguladoras 
concretan de forma explícita la titularidad del instrumento, pero podemos extraer algunas 
conclusiones. La propia naturaleza del mecanismo consiste en la capacidad de una 
porción del cuerpo electoral de proponer al Parlamento una proposición de ley, bajo los 
requisitos legales que ya conocemos. Si a esto le sumamos la previsión constitucional de 
'no menos' de 500.000 firmas para presentarla, consideraríamos a los ciudadanos como 
titulares de esta iniciativa, siendo estos la piedra angular de la institución, y sin los cuales 
la iniciativa popular no existiría, convirtiendo el derecho subjetivo de cada ciudadano a la 
firma en un ejercicio colectivo.  
La Constitución no hace mención a la condición de personas que otorgan su firma, pero 
sí se refiere a la misma como iniciativa “popular” pudiendo parecer que se configura al 
“pueblo” como sujeto de la institución. Esta mención al pueblo también se produce en el 
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preámbulo de la LO 3/1984: 
Preámbulo, apartado tercero: 
“La Constitución prevé, también, la participación directa de los ciudadanos en el proceso de producción 
normativa, configurando al pueblo, mediante la presentación de 500.000 firmas, como sujeto de la 
iniciativa legislativa.” 
Sin embargo, el artículo primero de esta ley reguladora de la iniciativa legislativa popular 
es mucho más específico y despeja cualquier duda sobre la condición que se debe reunir 
para ejercer la iniciativa legislativa popular: 
Artículo 1: 
“Los ciudadanos españoles mayores de edad que se encuentren inscritos en el Censo Electoral pueden 
ejercer la iniciativa legislativa prevista en el artículo 87.3 de la Constitución, de acuerdo con lo dispuesto 
en esta Ley Orgánica” 
Tanto el artículo primero de la LOILP como el Reglamento del Congreso utilizan el 
término ciudadanos (no pueblo) y, como es sabido, el status de ciudadano es una 
situación jurídica que según el Código Civil (arts. 17 a 22) sirve para atribuir la 
nacionalidad española a las personas que cumplen los requisitos allí previstos. No 
obstante, y como añade el artículo primero, no basta con la condición de ciudadano, sino 
que además han ser mayores de edad y han de estar inscritos en el censo electoral. Por 
tanto, los ciudadanos que pueden presentar y firmar una iniciativa legislativa popular 
deben cumplir los requisitos de: nacionalidad española, mayoría de edad, estar inscritos 
en el censo electoral y no estar incapacitados por sentencia judicial firme para el ejercicio 
del derecho de sufragio, lo que identifica plenamente a los legitimados con los electores. 
A esta conclusión llegamos, como decimos, conforme al artículo primero de la citada ley 
orgánica. La exigencia de la nacionalidad española
212
 es coherente con su naturaleza de 
derecho de participación política, como recuerda DELGADO-IRIBARREN
213
, al 
declarar el art. 13.2 CE que los derechos del art. 23 CE únicamente están reconocidos a 
los españoles. Igualmente lógica nos parece la exigencia de la mayoría de edad, 
entendida como tal desde que se cumplen dieciocho años según el art. 12 CE, al exigirse 
también para los derechos de carácter político. Asimismo, debemos apuntar que la 
característica de inscripción en el censo electoral también se solicita para ejercer el 
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sufragio (art. 2.2 de la LOREG). Un ciudadano aparece en el Censo Electoral desde que 
el Ayuntamiento en el que se encuentra empadronado (o el Consultado para los 
extranjeros) remite dicha información a la Oficina del Censo Electoral. Dicha inscripción 
es imprescindible posteriormente no sólo por razones de seguridad jurídica, sino porque 
en el recuento de firmas se utiliza para la comprobación de la condición de elector del 
signatario. 
Al resultar estas condiciones exigidas también para el ejercicio de otros derechos de 
participación política, podríamos preguntarnos si realmente los requisitos de edad y 
nacionalidad española son exigibles para las formas de ejercicio directa del derecho de 
participación o sólo para el sufragio activo. De este modo, ILLUECA BALLESTER
214
 ha 
considerado que “el requisito de mayoría de edad y las causas de incapacitación política 
no son decisiones constitucionales sino legislativas” y, por ello, el autor se pregunta si 
los requisitos exigidos para ejercer el derecho de sufragio son también exigibles cuando 
se trata de ejercer derechos de participación directa como la iniciativa popular. Pese a las 
dudas planteadas por este autor y por las regulaciones de la iniciativa popular de 
Cataluña, País Vasco, Comunidad Valenciana y Baleares, como después veremos, parece 
claro que la condición de elector
215
 es requisito sine qua non para la firma o presentación 
de una iniciativa, como demuestra el artículo primero de la LOILP y una mayoría de 
voces de la literatura jurídica. 
En nuestra opinión, al resultar una proyección del derecho de participación política que 
implica manifestación de soberanía ante el Parlamento, necesariamente el cuerpo 
legitimado para el ejercicio son los electores, como lo son para el caso del referéndum o 
para elegir a los mismos representantes que integran las cámaras. La propia naturaleza 
indica que el instrumento consiste en la presentación de una proposición por parte de una 
fracción del cuerpo electoral. En el hipotético caso en que el legislador orgánico quisiera 
extender el empleo del mecanismo a sujetos actualmente no legitimados, como menores 
de edad o extranjeros, no sería extraña una lectura de compatibilidad si tenemos en 
cuenta que se basaría en la extensión de los legitimados y no en su restricción, sobre todo 
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en el caso de los menores. Sin embargo, y para evitar posibles vicios de 
inconstitucionalidad en el caso de la extensión a los extranjeros, no se podría descartar la 
necesidad de reformar el artículo 13.2 CE, al señalar el mismo que solamente los 
españoles serán titulares de los derechos del artículo 23 CE, salvo que el Tribunal 
Constitucional aclare que dicha previsión sólo afecta al derecho de sufragio, como 
algunas voces han llegado a sugerir y veremos a continuación. 
Siguiendo con las manifestaciones de la literatura jurídica manejada, contemplamos 
como una mayoría de voces han considerado a los electores como sujetos legitimados 
para el ejercicio del derecho. Por ejemplo, BIGLINO
216
 considera titulares del derecho de 
presentar una iniciativa a “los electores” en cuanto que son, como señala el Reglamento 
del Congreso, “ciudadanos mayores de edad inscritos en el censo electoral”, conclusión 
a la que ha llegado también DELGADO
217
. Ante las dudas sobre si es el ‘pueblo’ el 
legitimado para el ejercicio de la iniciativa popular, Biglino señala que son dos los 
motivos por los cuales no se puede considerar así. En primer lugar, porque los titulares de 
este derecho fundamental son los individuos, porque la propia naturaleza de la institución 
no atribuye al pueblo poderes directos. En segundo lugar, porque así lo establecen 
también las disposiciones legales. PÉREZ ALBERDI
218
 ha afirmado que “el derecho de 
participación política se define por su sujeto: el titular de la soberanía, es decir, los 
ciudadanos que forman parte del cuerpo electoral, y su objeto: su contribución a la 
formación de la voluntad general”.  Por último, CÓLERA LEIRADO
219
 asimismo 
consideró al cuerpo electoral como titular de la iniciativa legislativa popular. 
Por su parte, ARANDA ÁLVAREZ
220
 también tiene claro que son los ciudadanos 
inscritos en el censo los legitimados para el ejercicio. Sin embargo, se ha mostrado 
favorable a que los ciudadanos de dieciséis y diecisiete años puedan firmar una iniciativa 
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popular, poniendo el ejemplo de la regulación catalana
221
. El autor también es favorable a 
dotar de participación a los extranjeros residentes en España, teniendo en cuenta que el 
instrumento estudiado pretende, dentro de una democracia avanzada, que los ciudadanos 
se impliquen y participen del debate político. Al mismo tiempo, Elviro Aranda pretende 
distinguir entre el ejercicio del instrumento de participación y los derechos de sufragio 
activo y pasivo
222
. En nuestra opinión, aunque las diferencias entre ambas cuestiones 
sean evidentes y la finalidad que se persiga dotando de participación a los extranjeros o a 
los menores de edad sea totalmente recomendable, el problema reside en evitar la posible 
contradicción entre dicha titularidad de la iniciativa legislativa popular y el artículo 13.2 
CE, dando por hecho que el instrumento supone una forma de ejercicio del derecho a 
participar directamente, salvo que una lectura de compatibilidad no los vincule tan 
intensamente. 
Esta concepción de la titularidad reconocida en la figura de los electores está 
ampliamente reconocida y es consecuente con la Constitución y las leyes. Las dudas 
pueden surgir cuando entramos a valorar las funciones de la Comisión Promotora, que al 
gozar de una fuerte relevancia en el proceso actúa muchas veces en nombre de los 
firmantes, o en exclusiva cuando ni siquiera los firmantes existen porque no se han 
recogido las firmas. La ley y la práctica le han otorgado al órgano un enorme 
protagonismo y una verdadera instrumentalización de la iniciativa. En este sentido, la 
postura de GARCÍA MARTÍNEZ
223
 se ha apartado de la posición generalizada a la que 
acabamos de hacer referencia, al considerar a la Comisión Promotora como “la 
verdadera titular y dueña de la proposición popular y, en consecuencia, como la 
verdadera titular de la iniciativa” a juzgar por los numerosos trámites que las leyes le 
encargan y su papel en el proceso.  
A esta opinión se ha sumado DELGADO-IRIBARREN
224
 calificando a la Comisión 
Promotora no sólo como la “autora” de la proposición de ley que, una vez admitida, 
tratará de reunir el requisito de firmas, sino también como “dueña” de la figura hasta su 
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toma en consideración por el Pleno
225
. El autor justifica esta concepción afirmando que 
los electores se adhieren “a una iniciativa de unos promotores que tienen la carga de 
obtener las firmas pero que a cambio asumen la representación de los firmantes y 
pueden en un momento determinado manifestar su voluntad de retirar la iniciativa, por 
los motivos que fueren” situación que, por cierto, podrá producirse siempre antes del 
acuerdo de toma en consideración (después deberá ser aceptado por la cámara) y sólo con 
que lo soliciten los promotores. 
En nuestra opinión, lo que ocurre es que estamos confundiendo a los autores o dueños de 
la iniciativa con los legitimados o titulares para su ejercicio. Por ello, se puede considerar 
a los promotores como “dueños” o “autores” de la iniciativa, al ejercer los trámites 
necesarios de redacción y presentación de la misma, así como la obtención de firmas y 
representación de los firmantes, y su posible defensa ante la cámara; facultades todas 
ellas claves en el desarrollo de la figura. Sin embargo, el ejercicio de facultades 
imprescindibles no se debe confundir con los legitimados para la presentación y firma de 
una iniciativa legislativa popular, que indudablemente son los electores
226
. Los requisitos 
marcados son claros, y la acreditación del mínimo de electores es condición ‘sine qua 
non’ para que se considere a un texto iniciativa legislativa popular.  
El liderazgo de la Comisión Promotora ha marcado la naturaleza de la figura, muy en 
especial hasta la acreditación de la consecución del número mínimo de firmas. A partir de 
dicha acreditación, la iniciativa se perfecciona y la Comisión pasa a actuar como 
representante de los signatarios, pero en la denominada ‘fase preparatoria’ de la iniciativa 
el protagonismo recae en este órgano. De ahí que PÉREZ SÓLA
227
 haya llegado a 
afirmar que el derecho “no es propugnado con carácter general, sino circunscrito a los 
miembros de la Comisión Promotora”, recordando además que un eventual recurso de 
amparo sólo está abierto a los integrantes de este órgano (también hay que decirlo, ante la 
inexistencia de firmantes aún). Este posicionamiento, para el autor, no hace dudar de la 
titularidad de los electores acerca del ejercicio del derecho, pero sí que refuerza el 
carácter de ‘propuesta de iniciativa’ de este instrumento de participación. Cabe recordar 
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que una posible extralimitación de la Mesa del Congreso en la inadmisión de una 
iniciativa también frustra el derecho de unos futuros signatarios a otorgar su firma a la 
proposición.  
Sobre el asunto de la titularidad, también debemos hacer referencia a los problemas que 
plantean las regulaciones catalana, vasca, balear
228
 y valenciana de la iniciativa 
popular
229
, que permiten ejercer el mecanismo a sujetos no legitimados por la regulación 
estatal. Además de los legitimados por la regulación estatal, estas leyes permiten ejercer 
la iniciativa en dichas Comunidades a los mayores de dieciséis años, a los ciudadanos de 
otros Estados Miembros la Unión Europea, y a los extranjeros con residencia legal en 
España. Reproducimos, como muestra, lo señalado por la ley catalana que, en buena 
medida posteriormente fue imitado en País Vasco y Comunidad Valenciana: 
Artículo 2. Personas legitimadas.  
1. Están legitimadas para ejercer la iniciativa legislativa popular las personas que tienen la condición 
política de catalanes, de acuerdo con el Estatuto de autonomía de Cataluña, y no están privadas de los 
derechos políticos.  
2. Están legitimadas para ejercer la iniciativa legislativa popular, además de las personas a que se refiere 
el apartado 1, las personas que no están privadas de los derechos políticos son mayores de dieciséis años, 
están debidamente inscritas como domiciliadas en el padrón de algún municipio de Cataluña y cumplen 
uno de los siguientes requisitos:  
a) Tener la nacionalidad española.  
b) Ser ciudadanos de los estados miembros de la Unión Europea salvo el Estado español o ciudadanos de 
Islandia, Liechtenstein, Noruega o Suiza.  
c) Residir legalmente en España, de acuerdo con la normativa en materia de extranjería. 
La extensión de la titularidad en la citada ley catalana se produce por tanto a las personas 
de 16 y 17 años, en contraposición a la exigencia estatal de mayoría de edad (18) y 
también en dos supuestos: a los ciudadanos de la Unión Europea, (En Cataluña además a 
los ciudadanos de Islandia, Liechtenstein, Noruega o Suiza) y a los extranjeros con 
residencia legal en España. Esta regulación estaría extendiendo el derecho a promover la 
iniciativa a sujetos en principio no legitimados por la Constitución Española y por la 
LOILP, por lo que puede plantear algún problema de inconstitucionalidad que ha sido 
discutido por la literatura jurídica. Estas dudas se plantean al encontrarse reservado al 
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 A fecha de publicación de este trabajo se ha podido conocer que la Ley 4/2018, que reformó la ley 
reguladora de la iniciativa popular en Baleares, ha establecido mediante su artículo primero que también 
podrán firmar una iniciativa popular los nacionales de los Estados Miembro de la Unión Europea, los 
extranjeros con residencia legal en la Comunidad y los menores de dieciséis y diecisiete años. 
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 Artículo segundo de la Ley 1/2006 de la Iniciativa Legislativa Popular del Parlamento de Cataluña, 
artículo primeo de la Ley 10/2016 de Iniciativa Legislativa Popular del Parlamento Vasco, y artículo 
segundo de la Ley 10/2017 de la Comunidad Valenciana 
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legislador orgánico la regulación de los aspectos esenciales de un derecho 
fundamental
230
, como lo es el de participación, por lo que la cuestión principal sería 
valorar si el legislador autonómico puede extender la titularidad a sujetos no legitimados 
por la ley orgánica. En el caso del País Vasco, en septiembre de 2016 se conoció la 
intención del Gobierno Central de presentar recurso de inconstitucionalidad contra la 
citada ley por entender que no es conforme a la Constitución dicha extensión de los 
legitimados. Es posible que, aprovechando esta coyuntura, el máximo intérprete 
constitucional pueda arrojar algo más de certeza en este asunto. 
Este debate sobre la extensión de la titularidad es analizado con detalle en el apartado que 
dedicamos a la regulación autonómica de la iniciativa popular. Por tanto, con ánimo de 
no ser reiterativos, a dicho capítulo nos remitimos.  
La Comisión Promotora  
La Comisión promotora, como ya hemos señalado, es clave en el desarrollo de la 
iniciativa popular y, junto a los firmantes, es el actor principal de todo el proceso. La 
LOILP encauza el ejercicio de este derecho de participación a través del órgano, aunque 
no dedica a ella un artículo específico. El órgano inicia el procedimiento redactando y 
presentando la proposición, llevando a cabo trámites de vital importancia que le atribuye 
la ley; la recogida de firmas, la representación de los firmantes o la defensa de la 
proposición en el Parlamento. 
La característica principal de esta Comisión es su fuerte protagonismo y los amplios 
poderes que le conceden, algo que se corrobora en la práctica, siendo una parte 
fundamental de todo el proceso, y actuando de claro nexo entre la administración, la 
proposición y los signatarios. En muchos casos, se llega a identificar la proposición con 
sus autores o promotores, ya que la regulación que proponen no se entendería sin tener en 
cuenta a la asociación o colectivo que la ha presentado, lo que le otorga una legitimidad 
mayor al representar en muchos casos una problemática de un colectivo concreto y que 
puede ser de índole laboral, social, de salud, medioambiental, etc. Como se comprobará 
en el capítulo que dedicamos a la utilización del instrumento, la figura ha sido utilizada 
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 En el caso de la iniciativa legislativa popular, encontramos una doble reserva de ley orgánica. Por un 
lado, al estar atribuido al legislador orgánico la regulación de los derechos fundamentales (art. 81.1 CE) y 
considerarse el ejercicio de la iniciativa una manifestación del derecho fundamental de participación (art. 
23.1). Por otro lado, atendiendo a lo señalado en el artículo 87.3 CE el Constituyente reservó al legislador 
orgánico la regulación de este mecanismo. 
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de forma frecuente por sindicatos, asociaciones y –en menor medida- partidos políticos 
que, por su infraestructura y poder de movilización, tienen más sencillo alcanzar los 
requisitos. Este protagonismo del colectivo promotor –que en muchos casos ha sido 
mediático como veremos- ha ayudado a identificarles como verdaderos dueños de su 
iniciativa. Sin embargo, resulta evidente que sin el concurso de los al menos quinientos 
mil firmantes no se perfecciona la iniciativa presentada, al mismo tiempo que no 
debemos olvidar que muchas iniciativas han sido presentadas por particulares. 
Volviendo al tratamiento legal otorgado al órgano, aunque las leyes regulan algunas 
cuestiones relativas a la Comisión Promotora, no detallan lo necesario sus funciones y 
composición, incrementando las dudas acerca de su naturaleza, lo que ha tenido su reflejo 
en la literatura jurídica que manejamos. En este sentido, LERA
231
 ha destacado que, pese 
a sus atribuciones, no existe una naturaleza jurídica clara de este órgano, falta de claridad 
a la que también se ha referido CABELLO
232
, que igualmente observa las “amplias 
funciones” concedidas a este órgano. En palabras de BIGLINO
233
, la Comisión posee “un 
fuerte protagonismo”, espíritu compartido por LARIOS PATERNA
234
 cuando califica a 
la misma como “el verdadero motor de este mecanismo de participación”.  
Algo de protagonismo pretende restarle ALBERDI
235
 cuando califica el papel de la 
Comisión como instrumental o de representación, haciendo un paralelismo con el 
realizado por los partidos políticos durante el proceso electoral. En este sentido, la 
Comisión realiza trámites de relevancia por la imposibilidad de encargar a más de 
quinientas mil personas estas labores. En definitiva, se confunde la titularidad del 
ejercicio del derecho de participación a través de la iniciativa legislativa popular (que 
poseen los electores), y los dueños o promotores de cada iniciativa, autoría que 
corresponde a la Comisión, que sólo se verá perfeccionada con la acreditación del 
mínimo de firmas, piedra angular del mecanismo. 
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 HERRERO LERA, Miguel, en “Artículo 87: Iniciativa Legislativa Popular” en Óscar Alzaga Villaamil 
(Dir.). Comentarios a la Constitución Española de 1978 Tomo VII. Madrid. Cortes Generales. Edersa. 
(1998) p. 286 
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 CABELLO FERNÁNDEZ op. Cit. p. 67 
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 BIGLINO CAMPOS, P. “La iniciativa legislativa popular”, (…) op. Cit. p. 100. 
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 En “Participación de los ciudadanos en el procedimiento legislativo” en Revista Catalana de Dret Public 
nº 37 (2008) pág. 9. Collecció Papers de Relacions Govern-Parlament, Barcelona, 2008, p. 40. 
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 En el sentido indicado de forma acertada a nuestro juicio por PEREZ ALBERDI El derecho 
fundamental a participar en los asuntos públicos. Colección Monografías, Congreso de los Diputados 
(2006) págs. 309 y 310 
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El estatuto jurídico de esta Comisión no quedó claro en la LO de 1984 y tampoco se 
resuelve en la norma de 2006. Pese a que la Constitución nada señala al respecto, la LO 
3/1984 recurre a este órgano para atribuirle funciones de relevancia. En el preámbulo de 
la citada norma se hace referencia a la Comisión: “La puesta en marcha del 
procedimiento exige que la Comisión Promotora presente ante la Mesa de la Cámara un 
texto articulado dotado de unidad sustantiva precedido de una exposición de motivos”. 
En su articulado, la ley encarga a este órgano la responsabilidad de iniciar el 
procedimiento presentando la documentación indicada en el artículo 3.2, a la que se 
suman también los datos de los componentes de esta Comisión
236
. 
Este artículo exige, junto al escrito de presentación de la proposición, la relación de los 
miembros que componen la citada Comisión, junto a sus datos personales. Sin embargo, 
la norma no nos aclara si el órgano debe conformarse con un número máximo y mínimo 
de miembros, lo que ocasiona las dudas de MARCO
237
 a este respecto. Tampoco se 
enumeran sus funciones, ni se establecen algunas incompatibilidades posibles. Es un 
hecho que, pese a las críticas, tampoco se añade ni clarifica en la reforma llevada a cabo 
mediante la ley 4/2006. No se exige tampoco ningún formalismo para la constitución del 
órgano, sólo expresar los datos ante la Mesa, como ha puesto de manifiesto CUESTA
238
.  
Parece, por lógica, que el órgano deberá contar con, al menos, dos integrantes que 
deberán cumplir la misma condición que los ciudadanos firmantes de la iniciativa, es 
decir, ser ciudadanos españoles mayores de edad inscritos en el censo electoral. Tampoco 
aclara nada la norma sobre el funcionamiento del órgano, pero se entiende que cualquiera 
de los miembros de la Comisión puede actuar en representación de la misma, salvo que 
se manifieste lo contrario. Entiende DELGADO-IRIBARREN
239
 que serán de aplicación 
a su funcionamiento las normas que hayan pactado sus miembros, siempre y cuando no 
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 Artículo 3. Requisitos de la iniciativa popular: 
2. El escrito de presentación deberá contener: 
a) El texto articulado de la proposición de Ley, precedido de una exposición de motivos. 
b) (Suprimida por la Ley 4/2006)
236
 
c) La relación de los miembros que componen la Comisión Promotora de la iniciativa, con expresión de los 
datos personales de todos ellos. 
237
 MARCO MARCO, Joaquín J. en “La iniciativa legislativa popular: la experiencia valenciana” Op. Cit. 
p. 30 
238
 CUESTA LÓPEZ, Víctor, op. Cit. p. 320 
239
 Op. Cit. p. 162  
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sean contrarias a Derecho. El hecho de que la Comisión actúe en representación de la 
iniciativa en la práctica no quiere decir que la ley les otorgue la condición legal de 
representantes de los firmantes, cuestión que no sucede
240
. Estos problemas que no aclaró 
el legislador orgánico, tampoco se resuelven en la Ley 4/2006, por lo que puede ser un 
posible aspecto de mejora de cara a futuros cambios normativos. 
Asimismo, la ley no ha querido dejar claro cuáles han de ser los requisitos e 
incompatibilidades para formar parte de la Comisión. Entendemos, por analogía, que los 
miembros deberán contar con la condición de elector. Nos parece recomendable que por 
ley se establezcan incompatibilidades para evitar supuestos de mediatización de la 
iniciativa legislativa popular por parte de partidos políticos con representación, o de 
personas que ya pertenecen a un órgano que por sí mismo dispone de iniciativa para 
legislar. Esto evitaría que, por ejemplo, un diputado o parlamentario autonómico 
intentara recabar apoyos populares sobre una propuesta con el objetivo de ejercer mayor 
presión
241
, utilizando el instrumento para un fin para el que, en nuestra opinión, no fue 
concebido. En este sentido, se podría estipular que los miembros de ambas cámaras, 
determinados miembros del Ejecutivo, miembros de parlamentos autonómicos y del 
Parlamento Europeo no puedan pertenecer a dicha Comisión Promotora, supuestos a los 
que se suman las personas que incurran en causas de inelegibilidad. 
En el ámbito autonómico, acertadamente, algunas leyes concretan la composición, 
funciones e incompatibilidades de este órgano. La mayoría de ellas hacen extensible lo 
establecido en la regulación estatal, pero no así otras normas más recientes. Por ejemplo, 
la Ley catalana 1/2006 dedica todo un artículo a la Comisión Promotora
242
, estableciendo 
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 Tal y como señala ARANDA ÁLVAREZ “La iniciativa legislativa popular. Reformas para mejorar su 
ejercicio” (…) op. cit. p. 195 
241
 El histórico dirigente de Izquierda Unida, Julio Anguita, presentó una ILP sobre la regulación de la 
jornada laboral en 1998. La proposición fue admitida y consiguió reunir el mínimo de firmas, aunque el 
Congreso desestimó su toma en consideración. En el momento de presentar la iniciativa, Anguita era 
diputado en el Congreso. 
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 Artículo 4.  La comisión promotora. (Ley de iniciativa legislativa popular del Parlamento de Cataluña) 
1. La comisión promotora ejerce la representación de las personas firmantes de la iniciativa legislativa 
popular a los efectos que derivan de la misma.  
2. La comisión promotora debe estar formada por un mínimo de tres personas, que deben cumplir las 
condiciones establecidas por el artículo 2 y, además, las siguientes condiciones:  
a) Ser mayores de edad.  
b) No ser diputados al Parlamento de Cataluña.  
c) No ser miembros de corporaciones locales.  
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el número mínimo de miembros, su condición de representantes de los firmantes 
(cuestión que en la LO 3/1984 no se aclara) y los requisitos e incompatibilidades para 
formar parte de la misma. La ley gallega
243
 también regula un número mínimo de 
miembros de la Comisión (artículo cuarto) dejándolos en diez personas, que deben tener 
la condición de electores y no incurrir en alguna de las incompatibilidades del artículo 
quinto. Asimismo, también se permite el asesoramiento de la cámara a los mismos, y la 
participación de un representante de la citada Comisión o la designación de uno de los 
firmantes (novedad singular) en el debate de toma en consideración (artículo 12). Ambas 
leyes, catalana y gallega, son buenos ejemplos de cuál puede ser una buena delimitación 
de las funciones de esta Comisión, de tal manera que se aclaren las dudas suscitadas. 
Desde el objetivo de facilitar la labor de este órgano, ALMAGRO
244
 ha considerado 
positiva la interacción entre la Comisión Promotora y los órganos de la cámara. Para ello 
establece como necesario que la Comisión cuente con asesoramiento “sobre los límites y 
extensión de barreras materiales, formales y procedimentales” para mejorar el 
refinamiento de las propuestas y, asimismo, que puedan subsanar posibles errores en la 
presentación de la proposición. Se entiende que los miembros de este órgano pueden no 
ser expertos en dichas labores. Otras líneas de mejora que el autor propone es permitir la 
intervención del órgano en la fase central de procedimiento o admitir una petición de 
retirada de su propuesta cuando ésta ya ha superado la toma en consideración, aspectos 
todos ellos que después veremos. 
La iniciativa popular es un derecho que corresponde a un grupo de electores y debemos 
evitar, por ejemplo, a través de las incompatibilidades, que sea sustraída por partidos 
políticos parlamentarios que ya disponen de otros cauces pertenecientes a la democracia 
representativa. Cuestión diferente es que por parte de partidos extraparlamentarios
245
 se 
                                                                                                                                                 
d) No ser miembros de las Cortes Generales.  
e) No ser miembros del Parlamento Europeo.  
f) No incurrir en ninguna de las causas de inelegibilidad o de incompatibilidad que la legislación vigente 
establece para los diputados al Parlamento de Cataluña. 
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 Ley 7/2015, de 7 de agosto, de Iniciativa Legislativa Popular y Participación Ciudadana del Parlamento 
de Galicia 
244
 ALMAGRO CASTRO op. cit. p. 20 
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 Cuestión que contribuye al pluralismo político y que, como ya hemos señalado, ocurre en algunas 
ocasiones en la práctica, aunque no de forma generalizada, siendo algo más habitual que organizaciones 
sociales u otros colectivos (con mayor o menor penetración política según el caso) se encuentren detrás de 
las ILP que terminan teniendo éxito. 
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utilice este instrumento como la única forma que tienen de presentar una proposición de 
ley. A todos estos hechos se ha referido DURÁN ALBA
246
, como ya hemos visto, que es 
partidario de establecer algún tipo de incompatibilidades para evitar una ‘mediatización’ 
de este mecanismo. Cuestión diferente es que, por la complejidad del instrumento, 
parezca lógico que partidos u organizaciones con infraestructura y experiencia suficiente 
presten ayuda para lograr todos los trámites exigidos a la Comisión.  
Por lo anterior, no nos sorprende GARCÍA MARTÍNEZ
247
 cuando defiende que 
normalmente debemos “conectar” esta Comisión con las organizaciones sociales o 
incluso políticas “capaces de llevar a término todo el cúmulo de requisitos”. Tanto para 
los dos autores citados, como en nuestra opinión, estos hechos vuelven a poner de 
manifiesto la íntima conexión entre el instrumento de la iniciativa popular y las 
organizaciones y ‘fuerzas representativas’ de la comunidad, dentro de una sociedad 
compleja que es dominada desde el fenómeno representativo. Nada puede evitar que, por 
parte de algunos partidos, se favorezca la eficacia de las iniciativas populares y se 
entiendan como una forma más de participación ciudadana y presión hacia el 
gobierno/parlamento en la promoción de temas que les favorezcan. La identificación 
entre promotores y organizaciones es un hecho refrendado, asimismo, en el capítulo 
dedicado al ejercicio del instrumento. 
Continuando con las facultades del órgano, además de presentar la proposición, le 
corresponde también subsanar los posibles defectos que puede tener la documentación 
presentada ante la Mesa del Congreso y recibir la notificación de este órgano sobre la 
admisión o inadmisión de su proposición, tal y como se especifica en el art. 5.3 de la 
LOILP. La Comisión es la legitimada para interponer recurso de amparo
248
 contra la 
inadmisión de la ILP por parte de la Mesa (art. 6 LOILP
249
) y ante la evidente 
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 DURÁN ALBA, op. cit. en pág. 75 donde se refiere a las incompatibilidades para ser miembro de la 
Comisión Promotora como forma de evitar (al menos de forma directa o visible) “la eventual imagen de 
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 El recurso de amparo se regula en el Título III de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. En 
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LOTC). La Comisión Promotora cuenta con un plazo de tres meses para presentarlo, desde la notificación 
del acuerdo de inadmisión por parte de la Mesa del Congreso (art. 42 LO 2/1979) 
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 Artículo 6 Amparo ante el Tribunal Constitucional 
1. Contra la decisión de la Mesa del Congreso de no admitir la proposición de Ley, la Comisión 
Promotora podrá interponer ante el Tribunal Constitucional recurso de amparo, que se tramitará de 
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inexistencia aún de los firmantes. Si el TC decide que la irregularidad afecta a parte de la 
proposición, la Comisión Promotora tendrá que decidir entre la subsanación de los 
preceptos afectados o la retirada completa de su proposición (art. 6.3 LOILP). 
En cuanto al recurso de amparo concedido, MENÉNDEZ
250
 ve un tanto forzada la 
conexión entre el art. 87.3 CE y el art. 23.1 CE, por lo que ve más adecuado el uso de la 
vía contenciosa para recurrir la decisión de la Mesa del Congreso en cuanto a la 
admisión. Otros autores
251
, por el contrario, defienden el recurso de amparo, ya que su 
utilización “no reside tanto en el derecho supuestamente violado (…) cuanto en la 
naturaleza del órgano, la Mesa del Congreso, que emite la decisión que se impugna. En 
efecto, se trata de la decisión de un órgano parlamentario, que goza por lo tanto del 
privilegio de la inviolabilidad y cuya única posibilidad de impugnación es que, en base a 
la posible violación de un derecho fundamental, sea recurrible en amparo ante el 
Tribunal Constitucional”.  
A pesar de todo lo señalado, nos parece positiva la concesión del recurso de amparo para 
la defensa de los derechos que se encuentran en juego en la admisión de una iniciativa 
legislativa popular. El legislador orgánico quiso proteger a promotores y ciudadanos de 
una posible extralimitación de la Mesa del Congreso, y la posible lesión del derecho de 
participación de los promotores y de los ciudadanos en general, un derecho fundamental 
según el artículo 23.1 de la Constitución y la reiterada jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional ya citada, que ha reconocido la trascendencia en materia de derechos 
fundamentales de la actuación de la Mesa del Congreso (y otros órganos) en relación a 
una iniciativa legislativa popular. Por tanto, la atribución del derecho de amparo ante la 
inadmisión de la proposición guarda relación con la consideración de la iniciativa 
popular como forma de ejercicio del derecho de participación, como habría señalado por 
ejemplo BIGLINO
252
, y al mismo tiempo protege también la actuación de un órgano 
parlamentario como es la Mesa del Congreso. 
                                                                                                                                                 
conformidad con lo previsto en el Título III de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 
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Cerrado este debate y una vez admitida a trámite la proposición, la Comisión es la 
encargada de recoger las firmas (art. 7.2 LOILP), presentando ante la Junta Electoral 
Central los pliegos
253
 donde recogerán las mismas para su sellado (art. 8). El órgano 
analizado podrá remitir posibles quejas a la Junta Electoral Central sobre el transcurso de 
este proceso, solicitar de la misma un recuento provisional de los signatarios recabados 
(art. 11.2), o solicitar a la Mesa del Congreso la prórroga del plazo para recoger las 
firmas por tres meses más si concurre causa mayor (art. 7.3 LOILP). La misma Comisión 
podrá designar fedatarios especiales para el recuento de las firmas, según el art. 10, y 
deberá entregar las mismas ante la JEC (arts. 8 y 11). 
Por último y como veremos, una persona designada por la Comisión Promotora será 
llamada a comparecer en la Comisión del Congreso de los Diputados competente por 
razón de la materia, con carácter previo al debate de toma en consideración por el Pleno, 
para que exponga los motivos que justifican la presentación de la iniciativa legislativa 
popular (art. 13.2 LOILP) y de acuerdo también al Reglamento del Congreso. El artículo 
15 señala que corresponde al órgano percibir una compensación económica por los 
gastos ocasionados y justificados que haya ocasionado la difusión de la proposición y la 
recogida de firmas, siempre y cuando alcance la tramitación parlamentaria. Sobre estas 
dos últimas facultades volveremos más adelante. 
Se distinguen, por tanto, dos momentos en la forma de actuar de esta Comisión. Hasta la 
notificación de la consecución del mínimo de firmas válidas, todas las tareas recaen en la 
misma como único actor del proceso, adquiriendo plenos poderes durante los 
denominados ‘actos preparatorios’ de la iniciativa legislativa popular. Después de dicha 
acreditación de las firmas, ante la existencia ya de los signatarios, la Comisión actúa en 
representación de los mismos, ante la imposibilidad de dirigirse a tal cantidad de 
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  Artículo 8. Pliegos para la recogida de firmas. 
1. Recibida la notificación de admisión de la proposición, la Comisión Promotora presentará ante la Junta 
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3. Recibidos los pliegos por la Junta Electoral Central, ésta, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, 
los sellará, numerará y devolverá a la Comisión Promotora. 
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personas, aunque la ley no le otorgue formalmente dicho papel. A partir de dicha 
notificación se considera, como ha señalado BIGLINO
254
, que la iniciativa legislativa 
popular se ha perfeccionado y obliga jurídicamente a la Mesa a publicarla e incluirla en 
el orden del día del Pleno para su toma en consideración. 
La ley 4/2006 realiza algunas mejoras acerca de la Comisión Promotora, como la 
previsión legal para la actualización de la cantidad económica de la compensación de los 
gastos, su inclusión en los Presupuestos Generales del Estado, o asimismo introduce la 
participación de un representante de dicho órgano en la tramitación parlamentaria, 
asuntos que analizamos en el apartado dedicado a esta reforma legal. Sin embargo, la 
norma no aclara otras cuestiones que habían sido sugeridas, como el número mínimo y 
máximo de miembros, las incompatibilidades, su naturaleza y funciones, y su papel en la 
retirada de la proposición ante el Congreso; cuestiones, todas ellas, que merecerían ser 
planteadas como mejoras en una futura reforma de la ley reguladora de la institución. 
En definitiva, creemos que apostar por una mayor claridad acerca del órgano, como han 
hecho por ejemplo las leyes catalana y gallega, ayudaría a comprender mejor su 
naturaleza y relación con los firmantes, y evitaría en cierta medida la discusión señalada 
sobre su verdadero papel. A pesar de que la LOILP no dedica un precepto específico al 
órgano, es evidente el papel clave que juega en relación a la figura estudiada; el generoso 
haz de facultades otorgado que la convierte en la verdadera dueña de la proposición, sin 
que podamos perder de vista el elemento legitimador del mecanismo, que no puede ser 
otros que los firmantes.  
Facultades integrantes del ejercicio del derecho de participación a través de la 
figura 
Para comprender mejor la manifestación del derecho de participación política a través de 
la iniciativa popular, analizaremos a las facultades integrantes del derecho, que podemos 
resumir en cuatro: el derecho a presentar una proposición de ley ante la Asamblea 
representativa, el derecho a obtener un pronunciamiento, el derecho a firmar la iniciativa, 
y la compensación económica por los gastos. Todas las facultades deberán ser respetadas 
por los poderes públicos para el correcto ejercicio del derecho a través de instrumento, 
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 BIGLINO CAMPOS, “La iniciativa legislativa popular en el ordenamiento jurídico estatal” en REDC 
núm. 19 (1987) pág. 125 
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por lo que cualquier acto que produzca una lesión grave y directa que impida el 
desempeño de tales funciones podrá ser recurrida ante el Tribunal Constitucional. 
Por último, no hemos considerado la retirada de la iniciativa como una facultad 
integrante del ejercicio del derecho a través del mecanismo. Como se explicará mas 
adelante cuanto se trate el asunto, la autonomía parlamentaria impide, una vez tomada en 
consideración la propuesta, que la retirada sea aprobada por un órgano distinto al propio 
pleno de la cámara, como se afirma en el art. 129 del Reglamento del Congreso, por lo 
que lo máximo a lo que podrán aspirar los promotores es a un solicitud de retirada no 
vinculante. Cuestión aparte, como veremos, es articular mecanismos que permitan 
mantener cierto vínculo entre la propuesta presentada y los ulteriores trámites. 
1. Derecho a presentar una proposición de ley ante la Asamblea representativa: 
Del análisis realizado se entiende que la facultad primordial y más fácilmente visible de 
la iniciativa legislativa popular es la de presentar una proposición de ley ante una 
asamblea representativa; el Congreso de los Diputados o asamblea de carácter 
autonómico. Esta concepción es la que otorga su definición a la iniciativa como la 
capacidad que tienen los electores de proponer un texto legal ante las cámaras; eso sí, 
quedando toda capacidad de decisión final sobre las mismas. Esta facultad integrante de 
la iniciativa legislativa popular deriva de la definición misma del mecanismo y concuerda 
con las visiones ya señaladas de BISCARETTI DI RUFFIA
255
 o ARAGÓN REYES
256
, 
sólo por citar algunas. Por su parte, CABELLO
257
 señala que la participación a través del 
instrumento se configura como un “derecho a iniciar el procedimiento legislativo”. 
La facultad consiste en la iniciación del procedimiento legislativo y es de carácter 
procedimental, aunque si la iniciativa cumple con los requisitos legales obligará a la 
cámara a la publicación de la proposición y la fijación del debate de toma en 
consideración, donde los parlamentarios estarán por tanto obligados a mostrar un 
posicionamiento. Esta facultad no conlleva imponer a las cámaras una posición, sino tan 
sólo dirigirse a la misma con una propuesta, como ha señalado ALBERDI
258
, al 
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 BISCARETTI DI RUFFIA, P. en Derecho Constitucional, Madrid, Tecnos (1984), pág. 422-423 
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 ARAGÓN REYES, M. en “La iniciativa legislativa” REDC nº 16 (enero-abril 1986) pág. 287 
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 CABELLO FERNÁNDEZ, María Dolores, en “Democracia directa e iniciativa legislativa popular” 
Tirant lo Blanch, Valencia (2017) p. 54 
258
 Quien también advierte cierta similitud entre el carácter procedimental del mecanismo -como impulso 
del procedimiento legislativo- y el ‘ius ut procedatur’ de los parlamentarios; en PEREZ ALBERDI  El 
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encontrarse el ejercicio del derecho a través del mecanismo limitado por los principios de 
supremacía y autonomía parlamentaria (arts. 66 y 72 CE) que permiten afirmar 
precisamente la competencia plena del Parlamento sobre los asuntos que le son propios. 
Para la autora esta concepción contrasta con aquellos países donde la iniciativa popular 
es combinada con el referéndum para la aprobación de un texto normativo de manera 
vinculante, como sucede por ejemplo en Suiza según los artículos 138 y 139 de su 
Constitución. 
La proposición ha de cumplir los requisitos señalados en el artículo quinto de la ley 
reguladora de la iniciativa popular y sólo pasará a incluirse en el orden del día de un 
Pleno (y por tanto será relevante a efectos prácticos) cuando, en primer lugar, sea 
admitida por la Mesa del Congreso, atendiendo al cumplimiento de sus requisitos; y en 
segundo lugar cuando los promotores reúnan y acrediten el mínimo de firmas exigido en 
el plazo concedido Sólo a partir de ese momento la proposición de ley  se ‘perfecciona’ y 
pasa a ser relevante para la cámara, que deberá decidir si la toma en consideración y 
continúa con su tramitación o, por el contrario, la rechaza, en un acto, el de la toma en 
consideración, donde ya se valora su oportunidad política, no sus requisitos formales y 
materiales. 
Una muestra evidente de la vinculación de la iniciativa legislativa popular con el derecho 
de participación política es que contra la decisión de la Mesa de la Asamblea 
correspondiente cabe interponer, por parte de la Comisión Promotora, recurso de amparo. 
De esta forma, el legislador orgánico otorga la máxima protección –en consideración del 
derecho fundamental afectado- a la inadmisión de la iniciativa popular, entendiendo que 
la inobservancia grave de los requisitos que afectan al ejercicio de la ILP podría vulnerar 
el ejercicio del derecho fundamental contenido en el artículo 23.1, como se ha señalado 
en ocasiones por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional
259
.  
En este sentido el supremo intérprete constitucional ha señalado que “una decisión de 
inadmisión que no se ajuste a las causas legales establecidas al efecto entrañaría una 
vulneración del derecho fundamental consagrado en el art. 23.1 CE” (STC 76/1994 FJ 2, 
argumentos reiterados por la STC 19/2015 FJ 2 e). A pesar de lo señalado, la tónica 
                                                                                                                                                 
derecho a participar en los asuntos públicos (…) op. Cit. p. 312 
259
 El Tribunal Constitucional ha vinculado la iniciativa legislativa popular con el derecho de participación 
política en, por ejemplo, SSTC 103/2008, de 11 de septiembre, FJ 2, y 31/2015, de 25 de febrero, FJ 3 
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habitual viene siendo que el Alto Tribunal venga a confirmar lo decidido por la Mesa, 
órgano que cuenta con una gran discrecionalidad en su decisión. El Alto Tribunal ha 
venido recordando, como veremos, que los recurrentes han de probar la relación de 
causalidad entre la decisión del órgano rector de la cámara y un perjuicio grave atentando 
al derecho que se encuentra en disputa, lo que le ha costado la calificación de inmovilista 
en este aspecto por parte de RUIZ RICO
260
. El Tribunal Constitucional suele recordar el 
carácter preferente del modelo representativo en nuestro país, por lo que concede a los 
instrumentos de participación un papel subsidiario que, en nuestra opinión, suele mermar 
la protección jurídica de la participación ejercida a través de los mismos. Al órgano rector 
de las asambleas le basta con alegar la concurrencia de una causa de inadmisión para 
inadmitir la iniciativa popular, adoleciendo a nuestro juicio de una escasa motivación de 
sus decisiones en muchos casos, como se verá. 
En este sentido, y en cuanto a la presentación de la iniciativa ante la Mesa del Congreso, 
RODRÍGUEZ RUIZ
261
 recuerda de forma oportuna que el trámite de admisión no puede 
erigirse en una barrera para el ejercicio de este derecho, de tal manera que no puede ser 
más que un “acto reglado que tiene por objeto comprobar que la iniciativa cumple con 
los requisitos de forma y que no tiene por objeto materias excluidas” (STC 19/2015, FJ 
2). Este hecho, sin duda, contrasta con los números que analizaremos en el capítulo 
dedicado al ejercicio de la figura. Más de un tercio del total de iniciativas populares que 
se presentaron ante la Mesa del Congreso de los Diputados fueron inadmitidas a trámite, 
hecho que refuerza la consideración de que las causas de inadmisión resultan 
excesivamente rígidas y la posición de la Mesa no parece ser la de facilitar la admisión 
de iniciativas populares desde la simple observancia de los requisitos. 
2. Derecho a obtener un pronunciamiento de la Asamblea 
Todo instrumento de democracia directa tiene como propósito influir en las decisiones 
públicas; si la iniciativa legislativa popular tan sólo se basara en la presentación de 
proposiciones de ley no cumpliría su función. Una iniciativa popular que reúna los 
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requisitos legales exigidos genera obligaciones jurídicas ante la cámara que, tras la 
acreditación del mínimo de firmas, se verá obligada a incluir la proposición en el orden 
del día del siguiente pleno para su toma en consideración
262
. En consecuencia, la cámara 
en Pleno deberá valorar la oportunidad política de la propuesta y, por tanto, ofrecer un 
pronunciamiento sobre la iniciativa, hecho que entendemos que forma parte de lo que se 
espera de la figura. De lo contrario; si no generase unas consecuencias; si no existiese 
opción alguna de influir en los asuntos políticos, se pondría en serie tela de juicio el 
instrumento. 
El derecho a obtener un pronunciamiento de la Asamblea ha gozado de reconocimiento 
de la jurisprudencia constitucional. En este sentido, el Tribunal Constitucional señaló en 
la STC 19/2015 (FJ 2 d) que el objetivo del instrumento de participación que estudiamos 
es obligar a que los distintos Grupos Políticos expresen su postura, generando debate 
sobre el objeto de la iniciativa presentada. Aunque la proposición no acabe convertida en 
ley, al menos quedará patente la situación social que ha llevado a los promotores a 
promover la regulación jurídica de su demanda, instando a los poderes públicos a la 
solución de un determinado asunto. De este modo, nos podemos referir a la sentencia 
señalada: 
“La iniciativa legislativa popular como instrumento de participación directa de los ciudadanos en 
la función legislativa, a través de la facultad de propuesta, y de comunicación con los 
representantes en el parlamento tiene también el sentido de buscar “forzar el debate político y 
obligar a que los distintos Grupos de la Cámara y esta misma tengan que tomar expresa posición 
sobre un asunto o tema determinado” (STC 40/2003, de 27 de febrero, FJ 7). Con independencia, 
por tanto, de que la propuesta prospere ante el Pleno, la función principal de este cauce de 
participación se habrá conseguido haciendo posible que los ciudadanos puedan conocer “lo que 
sus representantes piensan sobre una determinada materia, así como sobre la oportunidad o no de 
su regulación legal, y extraer sus propias conclusiones acerca de cómo aquéllos asumen o se 
separan de lo manifestado en sus respectivos programas electorales” (STC 124/1995, de 18 de 
julio, FJ 3). Por tanto, en la medida en que se incidiría sobre esta concreta finalidad de la 
iniciativa legislativa popular, “una decisión de inadmisión que no se ajustase a las causas legales 
al efecto establecidas entrañaría una vulneración del derecho fundamental consagrado en el art. 
23.1 CE” (ATC 428/1989, de 21 de julio, FJ 3).” 
A pesar de coincidir con lo defendido en la sentencia, la realidad es que la legislación 
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sólo atribuye a los electores un derecho de iniciativa en sentido estricto, y toda decisión 
de tramitarla o no recae en las cámaras. Sin embargo, durante la toma en consideración 
los grupos políticos tendrán que exponer su posición y justificar el sentido de su voto. 
Por tanto, se entiende que toda iniciativa popular que cumpla los requisitos de admisión y 
firmas obliga a la asamblea correspondiente a pronunciarse en el sentido ya apuntado por 
PUNSET
263
: “planteada en forma válida la proposición, la Cámara queda obligada a 
pronunciarse al propósito”. En este caso, lo habitual es que los grupos parlamentarios 
acepten la toma en consideración de la iniciativa si su contenido es coherente con su 
programa político y su voto afirmativo no genera descontento en su electorado.  
En caso contrario, si el objeto de la proposición resulta incongruente con sus postulados 
políticos, el grupo parlamentario tendrá que elegir entre aceptar la iniciativa generando 
confusión en su electorado, o rechazar la propuesta para ser coherente con el mismo, pero 
desestimando una demanda avalada por un respetable número de electores, quizás 
pareciendo insensible ante la opinión pública. Tal y como se verá en el capítulo dedicado 
a la práctica del instrumento en las asambleas legislativas, lo habitual es que la mayoría 
parlamentaria rechace las proposiciones contrarias a su programa de gobierno, siendo la 
excepción que un grupo acepte tramitar una iniciativa popular sólo por el hecho de que 
llegue avalada por un gran número de electores.  
El derecho a obtener un pronunciamiento de las cámaras se puede deducir, además, si 
trazamos un paralelismo con el mencionado 'ius ut procedatur' de los parlamentarios. El 
Tribunal Constitucional considera
264
 que entre las características del estatuto del cargo 
público se encuentra que sus iniciativas sean tramitadas por el órgano encargado. En caso 
contrario, se podría estar vulnerando su derecho de participación política y su ejercicio de 
la función representativa. Su similitud con el derecho que analizamos es notable; aunque 
sean distintos los titulares de la iniciativa -ciudadanos, por un lado, parlamentarios por 
otra- todos ellos son reconocidos en el art. 87 CE. 
Asimismo, el Tribunal Constitucional ha reconocido en el ATC 140/1992, como se verá, 
que sólo tres tipos de decisiones pueden poner fin a una iniciativa legislativa popular:  
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a) Un acto reglado que culmina en el trámite de admisión por la Mesa del Congreso 
b) Un acto libre de las Cortes Generales: la toma en consideración 
c) Un acto intermedio que puede o no producirse: la prórroga del plazo concedido para la 
recogida de firmas 
Por este motivo, es necesario conseguir que un mayor número de iniciativas populares 
consigan ser admitidas, lo que permitirá aumentar el porcentaje de proposiciones de 
origen ciudadano que son debatidas en el Parlamento. En definitiva, si la iniciativa 
cumple con los requisitos de admisión y firmas, sólo el rechazo de los parlamentarios en 
la toma en consideración podrá evitar que la propuesta sea tramitada. 
3. Derecho a firmar la iniciativa 
Como titulares del derecho a participar directamente, todos los electores tienen derecho a 
firmar una iniciativa legislativa popular. La exigencia de las 500.000 firmas, como hemos 
señalado, convierte el ejercicio del derecho en colectivo, al necesitar tanto promotores 
como signatarios de la concurrencia del resto de firmantes para el perfeccionamiento de 
la iniciativa. En esta línea, CUESTA
265
 hace hincapié en que el derecho subjetivo de cada 
ciudadano a firmar una iniciativa debe ser ejercido de forma colectiva. Para el esencial 
cometido de la recogida de firmas, influyen otros factores relevantes, como el plazo para 
su recogida, la campaña y difusión de la iniciativa, los medios con los que cuentan los 
promotores (compensación económica) o la correcta autenticación de las firmas. Son 
trámites pertenecientes al camino que ha de recorrer la iniciativa popular y que iremos 
analizando progresivamente. 
Debemos apuntar que el proceso de recogida de firmas conlleva el respeto por parte de 
los poderes públicos de todas estas circunstancias que de forma más o menos directa 
influyen en la realización del derecho de participación directa. En este sentido, 
pondríamos en riesgo el derecho de los ciudadanos si estableciéramos un número de 
firmas demasiado elevado, un plazo para su recogida escaso, si denegáramos 
injustificadamente la prórroga para el mismo o el resarcimiento de los gastos, si no 
estableciésemos garantías para la autenticación de signatarios, o no respetásemos la 
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campaña de recogida de firmas, tal y como también han defendido algunos autores
266
. 
En nuestra opinión, la campaña de recogida de firmas alberga tres finalidades relevantes 
para la figura. En primer lugar, sirve para difundir la problemática social que ha llevado a 
los promotores a promover la iniciativa, haciendo públicas las demandas sentidas por el 
electorado y proponiendo una determinada orientación legislativa. En segundo lugar, la 
recogida de firmas permite conocer el apoyo popular de la propuesta que, cuanto mayor 
resulte, convertirá en más recomendable la intervención de los poderes públicos. En 
tercer lugar, y no menos importante, la recogida de firmas es un trámite imprescindible 
para el perfeccionamiento de la proposición de origen popular y, por tanto, para que la 
misma cumpla su verdadera función, al influir en el debate político y obligar a los grupos 
parlamentarios a mostrar su posicionamiento. 
La triple utilidad señalada de la recogida de firmas la convierte en una función muy 
vinculada al propio ejercicio del derecho de participación, aunque el Tribunal 
Constitucional considera que este derecho fundamental ha sido lesionado sólo cuando se 
demuestra la relación causal directa entre la actuación de los poderes públicos y el daño 
generado al núcleo esencial del derecho. A pesar de lo cual, el Alto Tribunal sí consideró 
en la STC 19/2015 (FJ 6) que la extralimitación en las funciones de la Mesa del 
Parlament de Cataluña
267
 había supuesto una incidencia directa el núcleo esencial del 
derecho de los promotores al impedir “el normal desarrollo de una campaña de recogida 
de firmas que permitiera dar a conocer las razones de la iniciativa y conciliar el apoyo 
popular necesario a que tenían derecho los recurrentes, como miembros de la comisión 
promotora de la iniciativa, una vez que la Mesa del Parlamento ya había acordado la 
apertura de ese trámite”. 
Por otra parte, corresponde a la Comisión promotora la tarea de llevar a cabo la recogida 
de firmas, una vez que, admitida la proposición por la Mesa del Congreso de los 
Diputados la Junta Electoral Central se lo notifique. La ley confía, por tanto, esta esencial 
tarea a la Comisión Promotora, y le encarga presentar las firmas ante la Mesa del 
Congreso en el plazo de nueve meses, confirme a los requisitos del artículo noveno de la 
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LO 3/1984. Debemos tener muy presentes los artículos séptimo y octavo de la LOILP
268
. 
Por este motivo, aunque sean los electores quienes ejerzan el derecho de firmar la 
iniciativa, la Comisión Promotora cumple una función instrumental esencial sin la cual 
sería prácticamente imposible la efectividad del derecho y que la iniciativa cumpliera 
efecto alguno. 
Por otra parte, la Junta Electoral Central es el órgano encargado de velar por la 
regularidad del procedimiento de recogida de firmas. La LOILP le atribuye la tarea de 
notificar a la Comisión promotora la admisión de la proposición (decidida previamente 
por la Mesa del Congreso), sellar y numerar, en cuarenta y ocho horas, los pliegos para la 
recogida de firmas y proceder a la comprobación y recuento definitivo de las mismas
269
 
y, por último, remitir al Congreso de los Diputados una certificación acreditativa del 
número de firmas válidas. BIGLINO
270
 señala que la ley española se inclina por el 
modelo austríaco, otorgando esta responsabilidad a la máxima autoridad electoral y 
confiando en su independencia, frente al modelo italiano que confiere tal tarea a la 
cámara. La Junta Electoral
271
, en este sentido, proporciona mayor rigor e independencia 
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en el control del proceso de recogida y valoración de las firmas, y cuenta con experiencia 
en materia electoral. Biglino también señala que el proceso aparece regulado con grandes 
garantías en la LO 3/1984 (artículos 7 a 12) lo cual asegura su pureza y evita 
manipulaciones. 
De este modo, la atribución de las funciones que le encomienda la LOILP se deben, 
según DELGADO-IRIBARREN
272
, “a su configuración como Administración 
permanente y neutral, con una composición mayoritariamente judicial y unas funciones 
estrictamente de garantía, y en segundo lugar, a su competencia de dirección y 
supervisión de la actuación de la Oficina del Censo Electoral (art. 19.1 de la LOREG)”. 
En la práctica, desempeña un papel de observancia y control de la legalidad, al llevar la 
Mesa del Congreso el grueso de trámites y ofrecer la Oficina del Censo toda su 
colaboración en la tarea de verificación de firmantes. 
En todo este proceso es fundamental velar por la seguridad jurídica y respetar de forma 
rigurosa los preceptos de la LOILP. En primer lugar, los pliegos donde se lleve a cabo la 
captación de las firmas deben estar sellados por la Junta Electoral Central como forma de 
avalar su corrección, y en ellos deberá figurar la proposición de ley para conocimiento 
del signatario. Estos pliegos deben recoger, junto a la firma, los datos personales de los 
firmantes señalados por la ley, para su correcta autenticación posterior. Por último, el 
proceso de autenticación de las firmas no debe conducir a error, y para ello se deberá 
comprobar por la JEC y la Oficina del Censo Electoral no sólo la veracidad de las firmas 
y si alcanzan el número necesario, sino también la condición de elector de cada 
signatario. 
4. Derecho a obtener una compensación económica por los gastos 
La LO 3/1984 reconoce en su artículo 15 que el Estado resarcirá a la Comisión 
Promotora por los gastos ocasionados y acreditados con motivo de la difusión de la 
iniciativa y la recogida de firmas. Establece como requisito, eso sí, que la ILP alcance la 
tramitación parlamentaria (lo que conlleva que la iniciativa haya sido admitida y se hayan 
                                                                                                                                                 
165 y ss.). En resumen, y como iremos analizando, le corresponde la notificación (junto a la Mesa) de la 
admisión a trámite de la proposición a la Comisión para que proceda a la recogida de firmas, la numeración 
y el sellado de los pliegos (art. 8 LOILP) comprobando que se cumplen los requisitos legales, la aceptación 
de fedatarios especiales que designe la Comisión (art 10 LOILP), la comprobación y recuento definitivo de 
firmas (a instancia de la Oficina del Censo Electoral), informar a la Comisión (si lo pide) sobre el recuento 
de firmas, y resolver consultas que puedan plantearle dichos promotores. 
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 Op. Cit. p. 165 
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alcanzado el mínimo de firmas requeridas) y que la cantidad no exceda de 300.000 euros. 
La norma permite, además, la actualización de la cantidad conforme al IPC y el 
aseguramiento del cobro efectivo en las disposiciones adicionales primera y segunda
273
. 
Artículo 15. Compensación estatal por los gastos realizados: 
1. El Estado resarcirá a la Comisión Promotora de los gastos realizados en la difusión de la proposición y 
la recogida de firmas cuando alcance su tramitación parlamentaria. 
El esfuerzo económico que conllevan los trámites aparejados a la presentación de una 
iniciativa popular y, sobre todo, la labor de difusión y recogida de firmas justifican que el 
Estado se responsabilice de la compensación, protegiendo el ejercicio del derecho de 
participación. Por este motivo, no se entendería que la Comisión Promotora, como 
instrumento imprescindible para la efectividad del derecho, tuviera que cargar con los 
gastos a través de su propio patrimonio. Por lo tanto, la compensación económica es una 
facultad integrante del ejercicio del derecho de participación a través de la iniciativa 
popular y, además, parte indispensable para el correcto ejercicio y eficacia de una 
iniciativa. Así lo ha entendido GARCÍA MAJADO
274
 al considerar necesario el 
resarcimiento de los gastos “para evitar que el derecho de participación se vacíe de 
contenido ante la posible insuficiencia de recursos para llevar a cabo la campaña de 
recogida de firmas” (aunque la autora se refiera a la regulación efectuada al respecto en 
Cataluña, similar a la previsión estatal)  
La literatura jurídica consultada se refiere al largo y costoso camino a recorrer por una 
iniciativa popular, teniendo en cuenta que “además de tiempo y esfuerzo hay que llevar a 
cabo una importante inversión económica (imprenta, publicidad, desplazamientos, actos, 
etc.) que no se sabe si se recuperará”
275
, por lo que no parece defendible que los 
promotores desistan de participar sólo por miedo a no poder costear los gastos. Resarcir, 
por tanto, de estos perjuicios económicos es otra forma de proteger la participación de los 
ciudadanos en la tarea legislativa ya que, de otra manera, se verían obligados a 
abandonar. Como ha señalado VIDAL
276
, la compensación es una forma de evitar 
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   Novedades introducidas por la Ley 4/2006  
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 GARCÍA MAJADO, Patricia, en “La participación ciudadana en Cataluña a través de la iniciativa 
legislativa popular” en PÉREZ MONEO y VINTRÓ CASTELLS (Coords.) Participación política: 
deliberación y representación en las Comunidades Autónomas. Colección Monografías (Congreso de los 
Diputados) (2017) p. 234 
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   MARCO MARCO, Joaquín, en “El letargo participativo: la iniciativa legislativa popular en España” 
Revista de las Cortes Generales nº 69 (2006) pp. 39-82 
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 VIDAL MARÍN, Tomás, en “Regeneración democrática e iniciativa legislativa popular” (…) op. cit.  . 
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“obstáculos” en el ejercicio de mecanismo. 
En el apartado segundo del citado artículo se establece la obligatoriedad de justificar los 
gastos y el límite máximo de los mismos, con posibilidad de ser revisados anualmente 
por los órganos de gobierno de las cámaras. Estas dos últimas cuestiones fueron 
introducidas por la Ley 4/2006: 
2. Los gastos deberán ser justificados en forma por la Comisión Promotora. La compensación estatal no 
excederá, en ningún caso, de 300.000 euros. Esta cantidad será revisada anualmente por los órganos de 
gobierno de las Cámaras de las Cortes Generales con arreglo a las variaciones del índice de Precio al 
Consumo. 
La actualización anual de los gastos es coherente y necesaria, aunque no siempre se 
cumple. La última vez que las cámaras revisaron dicha cantidad, según se ha podido 
conocer, fue en junio de 2014 mediante el acuerdo de las Mesas de Congreso y Senado
277
 
por el que se revisó la cuantía y se fijó la cantidad en 341.010 euros para aquellas 
iniciativas populares que alcanzaran la tramitación parlamentaria. 
Otro de los avances más relevantes que lleva a cabo la ley de 2006 es esta concreción y 
mejora de la compensación. Finalmente, la cantidad que prevé la nueva ley es de 300.000 
euros (que se encuentran actualizados hasta los 341.000), superior a los antiguos 30 
millones de pesetas (unos 180.000 euros) y mejora por tanto esta labor de compensación 
de los gastos que los trámites puedan generar a la Comisión Promotora, como gastos de 
publicidad, movilización, desplazamientos, labores de recogida de firmas, etc. Una 
enmienda presentada durante el debate de la citada ley defendió la necesidad de vincular 
la cuantía de la compensación al número de firmas recogidas, aspecto que no fue 
incorporado finalmente pese a que, a nuestro juicio, podría estar justificado. Por lo tanto, 
la decisión sobre la cantidad final recae en el criterio de la Mesa del Congreso y en la 
capacidad de los promotores de justificar gastos que entren dentro de los supuestos a 
resarcir. 
Hasta la entrada en vigor de la ley de 2006 no se aclaraba el sujeto que debía efectuar el 
pago de la compensación, al señalarse mutuamente en dicha responsabilidad el Congreso 
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 Acuerdo de 10 de junio de 2014, de las Mesas del Congreso de los Diputados y del Senado, por el que 
se revisa la cuantía de la compensación estatal por gastos realizados en la difusión de las proposiciones y la 
recogida de firmas de iniciativas legislativas populares cuando alcancen su tramitación parlamentaria. 
(B.O.E.» 26 junio) 
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y el Ministerio de Hacienda. Este hecho, unido a la ausencia de plazo establecido para el 
pago, había dificultado enormemente las posibilidades de cobro a las ILP presentadas y 
admitidas hasta la fecha. En el debate de la citada ley se critica la ausencia de 
actualización anual de la cantidad, así como los enormes problemas de los promotores 
para cobrar tal resarcimiento. Para la efectividad de la compensación, consideramos 
relevante la disposición adicional segunda añadida por la ley 4/2006. En el precepto, se 
aclaran algunas cuestiones que hasta entonces generaban problemas: en primer lugar, 
quién debe efectuar la compensación económica (el Ministerio de Presidencia, según 
indica DELGADO-IRIBARREN
278
); en segundo lugar, estableciendo un plazo para ello 
(el ejercicio presupuestario siguiente), asegurando, además, la previsión de ese gasto en 
los Presupuestos Generales del Estado: 
Disposición adicional segunda: 
El Gobierno deberá incluir como obligación de gasto en los Presupuestos Generales del Estado del 
siguiente ejercicio la compensación económica de las iniciativas legislativas populares que hayan 
alcanzado su tramitación parlamentaria. 
Según se dispone, la compensación económica sólo se produce si la iniciativa popular 
alcanza la tramitación parlamentaria, que también es lo habitual en las CC.AA. pese a 
algunas excepciones
279
. Podemos dar un paso más, y vincular la cantidad resarcida al 
número de firmas presentadas, proporcionalmente, como indica MARCO
280
, de tal 
manera que se reconozca el esfuerzo y el apoyo que una iniciativa popular supone, como 
sucede por ejemplo en Galicia
281
. El mismo autor ha aplaudido, acertadamente a nuestro 
juicio, que se vincule la compensación a la consecución de las firmas exigidas por lo 
injusto que supondría que públicamente se financiaran iniciativas populares que alcanzan 
un número irrisorio de apoyos.  
Una segunda propuesta, en la dirección de facilitar los trámites y la presentación de estas 
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 Op. Cit. p. 161 
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 Algunas Comunidades regulan de forma restrictiva este aspecto y exigen que la iniciativa supere la toma 
en consideración, como es el caso de País Vasco (art. 15), Canarias (art. 13) y Galicia (art. 14). Por su 
parte, Navarra exige que la proposición se publique en el boletín oficial de la asamblea para la 
compensación económica, lo que a efectos prácticos es lo mismo que requerir que se alcance la tramitación 
parlamentaria. Aragón (art. 14) y Comunidad Valenciana (art. 18) tan sólo piden para resarcir los gastos 
que la iniciativa haya sido admitida y se acredite la consecución del número mínimo de firmas requerido. 
280
 op. Cit. p. 40 
281
 El artículo 14 de la Ley 7/2015 del Parlamento de Galicia señala que “El Parlamento resarcirá a la 
comisión promotora de los gastos realizados, hasta un máximo de 0,64 euros por firma, con el límite 
máximo de 6.000 euros” 
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iniciativas populares, es conceder un anticipo de la compensación a la Comisión, como 




 y País Vasco
284
. De 
esta manera, los promotores contarían de manera anticipada con medios suficientes para 
sufragar los gastos propios que generan estos trámites sin necesidad de adelantar capital 
propio. Asimismo, se facilitaría la labor de los promotores en la consecución de las 
firmas necesarias y, por tanto, que las iniciativas populares alcancen su objetivo. 
Protección jurisdiccional de la iniciativa legislativa popular 
Todas las cuestiones relativas al ejercicio del instrumento de la iniciativa legislativa 
popular, y en especial a las decisiones de las instituciones sobre admisión y recogida de 
firmas, son susceptibles de protección por los tribunales. El Tribunal Constitucional no 
ha tenido inconveniente en considerar la participación a través de la iniciativa legislativa 
popular como una forma de ejercicio del derecho a participar directamente, reconocido 
en el art. 23.1 CE. Por ello, las lesiones causadas contra el núcleo esencial del derecho 
pueden ser protegidas por vía de amparo si se demuestra la relación directa entre el daño 
y la actuación de la administración, como también ha reconocido, entre otros, 
DELGADO IRIBARREN
285
. Ahora bien, como veremos, el Alto Tribunal reconoce la 
naturaleza excepcional de los instrumentos de participación directa con respecto a la 
participación a través de representantes, por lo que su jurisprudencia ha resultado, en 
cierto modo, garantista del modelo representativo y restrictiva de la participación a través 
de los instrumentos de democracia semidirecta. 
En este sentido, resulta relevante lo señalado recientemente por la STC 119/2015. Este 
pronunciamiento concibe a la iniciativa legislativa popular como un mecanismo de 
democracia directa, justificando la preferencia de nuestro sistema por el modelo 
representativo
286
. Como hemos apuntado en otros momentos del trabajo, lo relevante de 
la sentencia es la diferencia que realiza entre los instrumentos de democracia directa, que 
derivan del art. 23.1 CE, y cualesquiera otros instrumentos de la denominada democracia 
participativa (FJ 4). Como también se señala en la STC 119/1995 (FJ 3) no todo derecho 
de participación es un derecho fundamental derivado del art. 23.1 CE. Para que pueda 
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 En el artículo 17 de la Ley 1/2006 reguladora de la iniciativa legislativa popular de Cataluña 
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 Artículo 18 de la Ley 10/2017 
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  Artículo 14 de la Ley 10/2016, de 30 de junio, reguladora de la iniciativa legislativa popular 
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 Op. Cit. p. 154 
286
 Como, asimismo, también señala la STC 51/1984, de 25 de abril, FJ 2 
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considerarse como tal, y no nos extenderemos por haber sido ya tratado, la participación 
que entraña una manifestación de la soberanía popular es la ejercida a través del númerus 
clausus de instrumentos contenidos en la Constitución (al margen del sufragio activo y 
pasivo): el referéndum, la iniciativa legislativa popular y el derecho de petición.  
A partir de ahí, el legislador puede configurar otras formas de participación sobradamente 
amparadas por el mandato de protección de la participación contenido en el art. 9.2 
CE
287
. Sin embargo, estas formas no se vinculan al ejercicio de la soberanía popular ni se 
incardinan en el derecho de participación del art. 23.1 CE. Por eso se entiende que los 
titulares de la iniciativa sean los electores y el órgano encargado de velar por la pureza 
del procedimiento sea la Junta Electoral. Esta distinción será fundamental para entender 
la naturaleza de la iniciativa legislativa popular, y que el Constituyente no sólo le haya 
otorgado la doble reserva de ley orgánica mencionada, sino que se reconozca recurso de 
amparo en la protección del derecho ejercido a través del instrumento. 
La STC 76/1994 es asimismo interesante para ver el papel ejercido por la Mesa del 
Congreso en la fase de admisión de la iniciativa. Considera el Alto Tribunal (FJ 2) que 
una inadmisión de una iniciativa que no se ajuste a los criterios señalados en la ley puede 
resultar una vulneración del derecho enunciado en el art. 23.1 CE. No obstante, como 
analizaremos, el TC distingue entre un control formal efectuado por la Mesa y otro 
control político o de oportunidad que corresponde a la toma en consideración por el 
Pleno. No observa, sin embargo, inconstitucionalidad el TC por el hecho de que la Mesa 
entre a valorar la constitucionalidad de una proposición de ley presentada, aunque a 
nuestro juicio y como veremos, dicho control de constitucionalidad de las leyes 
corresponde en esencia al más Alto Tribunal. 
Asimismo, el ATC 140/1992 nos sirve para analizar varios aspectos, y es sugerido por la 
literatura jurídica como uno de los pronunciamientos más importantes dentro del ámbito 
de la iniciativa popular. En el mismo se estudiaba la denegación de la prórroga del plazo 
(por la Mesa del Congreso) para la recogida de las firmas
288
 acerca de la iniciativa 
popular sobre el abandono de la producción y utilización de la energía nuclear. En este 
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 Sobre el citado principio vid. entre otros SÁNCHEZ MORÓN. El principio de participación en la 
Constitución Española. Revista de administración pública, núm. 89. (1979) pp. 171-206 
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 El art. 7.3 de la LOILP (desde su reforma en 2006) establece un plazo de 9 meses para la recogida de 
firmas que serán prorrogables por otros 3 si se acredita (y la Mesa aprecia) causa mayor que lo aconseje, 
aunque entonces el plazo era de 6 meses prorrogables por otros 3, al tratarse de un Auto anterior a la 
reforma de la Ley 4/2006. 
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sentido, el Alto Tribunal decide si la denegación de la prórroga del plazo constituye una 
lesión al derecho o una simple irregularidad formal. En el citado auto,
 
la Comisión 
Promotora recurre en amparo la denegación por parte de la Mesa del Congreso de la 
prórroga del plazo de seis meses inicial para sumar otros tres concurriendo -según ellos- 
causa de fuerza mayor, lo que fue denegado en varias ocasiones por la Mesa
289
. 
En cuanto al tema que nos ocupa -recogida de firmas y sus aspectos aparejados- la 
Comisión Promotora esgrimía varias razones por las que no habían podido disfrutar del 
plazo efectivo de seis meses mencionados en el art. 7.3 de la LOILP y otras decisiones de 
la Mesa y de la Junta Electoral que a su juicio les habían perjudicado. Se incluyen en los 
antecedentes de hecho algunas quejas fundadas, pero no directamente relacionadas con el 
asunto recurrido en amparo: la decisión de denegar la prórroga del plazo para la recogida 
de firmas. Veremos de manera resumida las razones de la Comisión para recurrir la 
decisión de la Mesa: 
-En primer lugar, la Mesa no cumplió el plazo de quince días señalado por la ley para 
pronunciarse sobre la admisibilidad de la iniciativa, lo que produjo perjuicios a los 
promotores por coincidir, derivado de esto, la recogida de firmas con las elecciones 
municipales 
-En segundo lugar, la Comisión alega retraso en el comienzo de la recogida efectiva ya 
que tuvo que enviar los pliegos para la recogida de firmas por correo a las Juntas 
Electorales Provinciales
290
 y estas contestar. Además, la Junta Electoral Central decidió 
que, junto a nombre, apellidos y DNI de los signatarios, también se incluyera su lugar, 
fecha de nacimiento y domicilio. Este hecho, además de contravenir a nuestro juicio lo 
señalado por la LOILP en su artículo 9.1; según la Comisión Promotora además 
vulneraba el derecho a la intimidad de los firmantes. 
-La Junta Electoral no permitió que los pliegos estuvieran redactados únicamente en la 
lengua propia y cooficial de algunas CC.AA., obligando a la traducción al castellano, lo 
que según los promotores contradecía la STC 82/1986. 
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  La Mesa denegó la solicitud «por no concurrir el requisito de causa mayor» mediante Acuerdo de 16 de 
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-Según los antecedentes de hecho, tampoco se cumplió la Ley (art. 11) en lo relativo a 
que las Juntas Electorales Provinciales remitan los pliegos a la Central en el plazo de 
quince días. Las oficinas provinciales del Censo devolvieron los pliegos a los 
coordinadores provinciales de la campaña, para que éstos los remitieran, a través de la 
Comisión Promotora estatal, a la Junta Electoral Central para su recuento definitivo.  
-También alegan irregularidades en cuanto al nombramiento de los fedatarios especiales 
que la Ley prevé para autentificar las firmas (art. 10). Según la Comisión Promotora, el 
Ministerio del Interior exigió que, a efectos de la solicitud del certificado de penales, que 
los fedatarios presentaran fotocopias compulsadas del DNI; lo que no se había hecho en 
ocasiones anteriores. 
-Por último, los antecedentes de hecho señalan que la Administración tampoco respetó lo 
dispuesto en el art. 11.3 de la Ley, precepto que permite a la Comisión Promotora recabar 
información de las Juntas sobre el cómputo de firmas, pues fueron muy numerosas las 
oficinas del Censo que no facilitaron datos de la evolución del recuento o lo hicieron 
tarde. 
Por todos estos motivos, entienden los recurrentes en amparo, que concurre el 
presupuesto de causa mayor previsto en el art. 7.3 de la LOILP, no en el sentido estricto 
indicado por el Código Civil, sino en un sentido amplio, ya que las decisiones de las 
administraciones impidieron disfrutar del plazo efectivo indicado por la ley y 
perjudicaron los intereses de la Comisión Promotora. En este sentido, argumentan 
lesiones al derecho del art. 23.1 de la Constitución, pero también a los arts. 14 y 18 en 
cuanto al derecho a la intimidad de los firmantes y petición de sus datos. 
El Ministerio Fiscal, por su parte, se manifestó en contra de admitir la demanda ante el 
TC. Utiliza varias razones
291
 para esgrimir su posición, pero el argumento más 
interesante del Ministerio Fiscal
292
 a nuestro entender se basa en el respeto a las 
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 Se manifiesta en contra de valorar el recurso, en primer lugar, por la falta de agotamiento de la vía 
judicial ordinaria y en segundo lugar porque apoyaban la decisión de la Mesa del Congreso. A este último 
respecto señalaban que los promotores alegaron que dentro del plazo de recogida de firmas se encontraban 
las vacaciones de Navidad y Semana Santa y en una ocasión se concedió prórroga al coincidir vacaciones 
de verano. Pese a ello el Fiscal entendió que no son comparables los periodos vacacionales, al entrañar el 
verano mayores desplazamientos de personas y ser un periodo más largo. 
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aducen son «inevitables formalidades inherentes a la tramitación», que debieron ser previstas de 
antemano. Pero ni aunando estas formalidades a la existencia de dos períodos vacacionales y a las 
exigencias de la Junta Electoral (que no pueden ahora ser enjuiciadas), ni considerando estas cuestiones 
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decisiones de la cámara y la dificultad para que se enjuicien las decisiones de la Mesa (y 
menos de la Junta Electoral): El Fiscal señala la “amplitud en su valoración” con la que 
cuenta la Mesa del Congreso, y la dificultad para que sus decisiones puedan ser 
enjuiciadas, a menos que afecten de forma clara a un derecho fundamental. En este punto 
concreto del auto analizado, la opinión del fiscal se ve parcialmente refrendada por el 
Alto Tribunal ya que, además de inadmitir el recurso presentado, contesta mediante auto 
al recurso, considerando el asunto de una trascendencia menor. 
En cuanto a los fundamentos jurídicos del TC, se rechazan prácticamente todas las 
pretensiones de la Comisión Promotora de forma justificada. El Alto Tribunal evita 
pronunciarse sobre las decisiones de la Junta Electoral, al encontrarse aún en curso el 
proceso contencioso-administrativo de los promotores contra ellos, y se centra en las 
decisiones de la Mesa del Congreso reconociendo que, si bien la iniciativa legislativa 
popular es proyección del derecho fundamental a participar en los asuntos públicos, no 
cualquier irregularidad formal es capaz de lesionar tal derecho y es susceptible de amparo 
por el Tribunal Constitucional: “La iniciativa legislativa popular tiene ciertamente 
proyección en materia de derechos fundamentales y relevancia en vía de amparo a través 
del derecho de los ciudadanos a participar directamente en los asuntos públicos (art. 
23.1 de la Constitución). No puede olvidarse, sin embargo, que no cualquier 
irregularidad o pretendida infracción del procedimiento de recogida de firmas dispuesto 
en la citada Ley Orgánica 3/1984 produce una lesión del derecho fundamental 
garantizado en el art. 23.1 de la Constitución.” 
El Tribunal cita, asimismo, el ATC 570/1989 para reforzar el argumento de que no toda 
irregularidad constituye una lesión al derecho. En este sentido, obvia la existencia de 
algunas irregularidades formales, pero insiste en la necesidad de probar la relación causal 
entre las irregularidades y la imposibilidad de ejercicio del derecho citado: “Las 
irregularidades ocurridas en el procedimiento electoral no son necesariamente una 
                                                                                                                                                 
aisladamente, se puede concluir afirmando que la Mesa venga obligada a apreciar la causa mayor, puesto 
que posee una gran amplitud en su valoración, difícilmente compatible con una revisión posterior, «más 
todavía si se tiene en cuenta la soberanía de las Cámaras y de sus organismos».  
La Mesa tiene una facultad de apreciación que, de no resultar la decisión contraria a los usos 
parlamentarios o «imposible de reconducir a un entendimiento racional», no puede ser objeto de 
reconsideración en sede jurisdiccional bajo la alegación de un derecho fundamental. Nada de esto 
concurre aquí y, pese a la «escueta Resolución de la Mesa», a la luz de los hechos expuestos, nada 
autoriza a pensar que sea una decisión absurda o arbitraria o que provoque una dificultad injustificada al 




vulneración del art. 23 de la Constitución ni su conocimiento corresponde en todo caso a 
esta jurisdicción constitucional. La iniciativa legislativa popular se incardina en el 
derecho fundamental de los electores reconocido en el art. 23.1 de la Constitución, pero 
la existencia de una lesión de derechos fundamentales, en lugar de una simple 
irregularidad de procedimiento, no puede darse por supuesta y requiere por ello de un 
especial esfuerzo argumental en la demanda, dirigido a constatar la presencia de una 
relación causal entre irregularidad procedimental y transgresión del contenido del 
derecho fundamental, de suerte que se haga evidente la imposibilidad de ejercicio de la 
iniciativa popular en virtud de obstáculos imprevisibles e insalvables.” 
El Tribunal no entra a valorar la causa mayor existente. Esta valoración corresponde al 
juicio de la Mesa y debe ser entendida no en el “sentido amplio” propuesto por la 
Comisión Promotora, si no en el indicado por el Código Civil
293
. El TC falla 
inadmitiendo el recurso de amparo y el archivo de las actuaciones. “Determinar qué debe 
entenderse por «causa mayor» es algo que incumbe al juicio de la Mesa y no a este 
Tribunal, como regla general. No obstante, si dicha apreciación fuera arbitraria o fruto 
de error manifiesto o carente de toda ponderación de los hechos, y así se demostrase por 
el solicitante de amparo en su demanda, cabría excepcionalmente entrar a revisar dicho 
juicio, entre otras razones porque la cuestión afecta al ejercicio de un derecho 
fundamental y porque, cuando de un concepto jurídico indeterminado se trata, siempre 
existe una pauta o criterio conforme al cual la indeterminación puede llenarse de 
contenido, sin que quepa, por tanto, pensar en una habilitación a la Mesa para dictar 
una decisión absolutamente libre y exenta de limitaciones” 
Por ello, el Auto contesta a cada una de las razones esgrimidas por los recurrentes para 
concluir que no existe lesión del derecho del art. 23.1 CE. Sin embargo, reconoce que los 
motivos de la Mesa denegando la prórroga apenas se encuentran razonados, pero deja en 
sus manos toda apreciación sobre la prórroga. Sobre la demora en el plazo de admisión 
de la ILP (superando los 15 días establecidos) el Auto aclara que no afecta al plazo de 
recogida de firmas ya que éste no empieza a contar desde que se notifica la resolución a 
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 Señala el auto: A la luz de este criterio jurídico (causa o fuerza mayor), tradicional entre nosotros, la 
apreciación o no de la existencia de causa mayor habrá de hacerse por la Mesa, efectuando un juicio de 
previsibilidad e inevitabilidad de los eventos u obstáculos que se denuncien y en virtud de los cuales se 
reclame la prórroga. Por lo demás, nada autoriza a afirmar -como se dice en la demanda sin 
razonamiento alguno- que el concepto de causa mayor que emplea esta Ley sea más amplio y generoso 
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los promotores. Tampoco existe, según el TC, justificación en cuanto al envío de pliegos 
a las provincias, ya que es previsible que este hecho conlleve tiempo en el envío ya sea 
por correo u otros medios. En cuanto a las irregularidades sobre los fedatarios especiales 
y la petición del certificado de penales, tal y como aquejaban los promotores, el TC 
también entiende que son circunstancias previsibles atendiendo al art. 10.2 de la LOILP. 
El Tribunal cree justificado que se solicite que los pliegos estén redactados en castellano, 
junto a la lengua cooficial de la región que corresponda, debido a que la iniciativa puede 
trascender del territorio de una única Comunidad y por tanto requerir su redacción en la 
lengua oficial del Estado. 
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C- La iniciativa legislativa popular como fase del procedimiento 
legislativo 
En atención al pluralismo político y social, y desde la inspiración del modelo italiano de 
iniciativa legislativa integrativa y difusa
294
, la Constitución de 1978 abandona el sistema 
dual de iniciativa legislativa que había predominado en nuestro constitucionalismo. De 
esta manera, el Constituyente opta por abrir el procedimiento de elaboración de las leyes 
encomendado a las Cortes Generales a una pluralidad de sujetos: la titularidad de la 
iniciativa legislativa corresponde, por supuesto, a los órganos que tradicionalmente han 
gozado de esta facultad (Gobierno y Cámaras – art. 87.1 CE) y se extiende a las 
Asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas (art. 87.2 CE) y a los ciudadanos 
mediante la “iniciativa popular” (art. 87.3 CE). 
Respondiendo a las necesidades políticas del momento de elaboración de la Carta 
Magna, el legislador Constituyente decidió convertir al Ejecutivo en un titular 
privilegiado que ejerce su iniciativa mediante proyectos de ley que no tienen que ser 
aprobados por la cámara en una primera instancia en la toma en consideración
295
. En 
cambio, las proposiciones de ley suscritas por los parlamentarios en los términos 
establecidos por los Reglamentos de las cámaras, las asambleas legislativas de las CCAA 
y los ciudadanos se someten al debate de toma en consideración (art. 126.3-5 RCD y art. 
108 RS) y deben ser asumidas por el Pleno de la cámara legislativa en cuestión para 
perfeccionarse y pasar a la fase central o deliberante del procedimiento legislativo. 
Veremos en varios aspectos relacionados con la ILP no sólo la posición de relevancia que 
ejerce el Ejecutivo, sino la posición marginal desempeñada por el instrumento de 
participación, atendiendo a las limitaciones que le afectan. 
Antes de entrar en las distintas fases por las que atraviesa una iniciativa legislativa 
popular, debemos hacer referencia nuevamente al debate existente sobre si la misma 
forma parte del procedimiento legislativo o si, por el contrario, debe considerarse como 
una fase previa y autónoma del mismo; sólo un trámite preparatorio de la elaboración de 
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 Así lo ha señalado SPAGNA MUSSO refiriéndose a un sistema de iniciativa legislativa en la que la 
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privilegio. SPAGNA MUSSO, E. L’ íniziativa nella formazione delle leggi italiane. Casa Editrice Dott. 
Eugenio Jovene. Napoli, 1958, pág. 24. 
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la ley. En opinión de BIGLINO
296
, hay que diferenciar los actos preparatorios de una 
iniciativa popular, y el momento a partir del cual ésta se perfecciona, que es la remisión a 
la Mesa del Congreso del cumplimiento de todos los requisitos (formales, materiales y 
firmas exigidas). El cumplimiento de tales requisitos (en concreto, la acreditación de las 
firmas necesarias) convierte a ésta en una verdadera iniciativa ‘legislativa’ popular capaz 
de generar efectos jurídicos ante la cámara. La iniciativa popular es una particular forma 
de inicio del procedimiento legislativo, con la particularidad de que se encuentra sujeta a 
unos requisitos, sin los cuales no da lugar a ninguna obligación para las cámaras. Prueba 
de ello, es su regulación en el precepto constitucional (art. 87) que regula los sujetos con 
capacidad de iniciar el procedimiento legislativo.  
Como hemos señalado, Biglino apuesta por considerar a la iniciativa parte misma del 
procedimiento legislativo, por suponer un impulso necesario del mismo, es decir, una 
particular forma de iniciar el procedimiento legislativo: “La cuestión así planteada se 
relaciona con la larga polémica existente acerca de si la iniciativa forma parte del 
procedimiento legislativo o si, por el contrario, debe considerarse como fase previa y 
autónoma del mismo, preparatoria de la elaboración de la ley. En este sentido, siguiendo 
a S. GALEOTTI
297
, es necesario afirmar cómo la iniciativa legislativa, aunque distinta 
del poder de disponer, cuyo único titular es la propia Cámara, forma parte del 
procedimiento legislativo en cuanto que constituye su impulso necesario y aparece 
íntimamente ligado funcionalmente a la ley, sin la cual la propuesta perdería su 
identidad. Retomando la cuestión que nos interesa, es necesario resaltar cómo la 
iniciativa legislativa popular, como fase propulsora del procedimiento legislativo, se 
perfecciona cuando la Mesa del Congreso de los Diputados recibe la notificación que 
acredita el cumplimiento de todos los requisitos exigidos. En efecto, éste es el momento 
en el que se produce la válida toma de contacto entre el órgano que ha ejercitado la 
iniciativa y el órgano legislativo, que a partir de este momento resulta obligado a llevar 
a cabo una serie de actos (publicación de la propuesta, inclusión en el orden del día, 
etc.). Los actos anteriores a este momento (presentación de la propuesta a la Mesa del 
Congreso de los Diputados, análisis y decisión sobre su admisibilidad, proceso de 
recogida de firmas) tienen que considerarse como fase preparatoria de la iniciativa, 
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dado que no crean obligación alguna a los órganos de la Cámara”. 
En un sentido parecido, GARCÍA MARTÍNEZ
298
 ha calificado a este instrumento como 
“una fase del procedimiento legislativo”, sin que este hecho esté reñido con la 
concepción de la iniciativa popular como manifestación del derecho de participación. 
Para esta autora, la iniciativa popular no sería iniciativa ‘legislativa’ en sentido estricto, 
ya que ésta es la ejercida por la cámara cuando acepta tomar en consideración la 
proposición de ley: “La llamada iniciativa popular es ciertamente un acto de iniciativa, 
pero no propiamente legislativa puesto que la presentación de la proposición, superados 
los trámite iniciales, no pone en marcha el procedimiento legislativo” aunque admite que 
obliga al Congreso a ofrecer una respuesta, aunque sea la negativa a su tramitación. 
Según estas consideraciones, también debemos tener en cuenta que el Constituyente 
deposita sólo en manos del Ejecutivo y del Parlamento la potestad legislativa, de ahí que 
se explique que el resto de los sujetos con capacidad legislativa -incluida la popular- 
queden supeditados a la toma en consideración del Congreso. 
En nuestra opinión, aunque la iniciativa popular sea en sí misma una fase del 
procedimiento legislativo (en este caso la fase inicial o preparatoria del mismo), es un 
instrumento capaz de generar consecuencias jurídicas ante el Congreso, una vez 
cumplidos los requisitos de admisión y firmas. De la misma forma que una proposición 
de ley con origen en un grupo parlamentario obliga a pronunciarse a la cámara, una 
iniciativa legislativa popular obligará al Congreso a su publicación en boletín e inclusión 
en el orden del día de un pleno, y por tanto la cámara deberá pronunciarse sobre la 
misma. Una prueba más de la conexión entre la proposición presentada por los 
ciudadanos y su ulterior tramitación, una vez cumplidos los requisitos, es que se permita 
a un representante de la comisión promotora intervenir en la comisión parlamentaria que 
valore la toma en consideración de la propuesta previa al Pleno.  
Al actuar dicho promotor como defensor de la propuesta ya durante la tramitación 
parlamentaria, se descarta a nuestro juicio una desconexión total entre estos trámites y la 
propuesta inicialmente presentada. Aunque, sin embargo, es evidente que la proposición 
‘pertenece’ ya a la asamblea, pudiendo introducir todos los cambios que se estimen 
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 GARCÍA MARTÍNEZ, Mª Asunción, en “La iniciativa legislativa popular” en “(varios) El 
procedimiento legislativo: V Jornadas de Derecho Parlamentario”. Congreso de los Diputados (1994). pp. 
286 y 287 
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oportunos. Si, por el contrario, la iniciativa popular fuera una fase separada por completo 
del íter parlamentario, no tendría sentido introducir la intervención ciudadana durante los 
trámites, ni considerar como autores de la propuesta –tal y como considera el Congreso 
de los Diputados- a la propia comisión promotora. Por lo tanto, lo coherente es que la 
distinción se realice entre los actos preparatorios de la iniciativa y la fase central del 
procedimiento, pudiendo acceder a la segunda tan sólo aquellas iniciativas que lo sean 
verdaderamente porque han cumplido los requisitos que la Constitución les exige, en 
especial la acreditación de las firmas obtenidas. 
Por último, la concepción de la iniciativa legislativa popular como parte del 
procedimiento legislativo no se enfrenta ni invalida su concepción como proyección del 
derecho a participar en los asuntos públicos.  
La admisión: los requisitos formales de la iniciativa popular (arts. 3 y 4 LOILP) 
Según el artículo cuarto de la LOILP, el recorrido de una iniciativa legislativa popular 
comienza con la presentación, ante la Mesa del Congreso de los Diputados, a través del 
Registro de su Secretaría General
299
, de los documentos que se detallan en el artículo 3.2 
de la misma ley
300
. En concreto, la Comisión Promotora deberá presentar el texto 
articulado de la proposición de Ley junto a una exposición de motivos que preceda al 
mismo. Además, deberán especificar los miembros que componen la Comisión 
Promotora junto con los datos personales de los mismos.
  
Como señalamos en el apartado dedicado a la Comisión Promotora y como sí sucede por 
contra en la Ley de iniciativa legislativa popular de Cataluña, no se especifica en la 
legislación estatal un número mínimo ni máximo de miembros de la Comisión 
Promotora, ni posibles incompatibilidades. Parece lógico que el mínimo exigible sean 
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 Aunque los documentos también pueden presentarse mediante el procedimiento general, es decir, en los 
registros de una administración pública, en las oficinas de Correos o en las oficinas diplomáticas o 
consulados de España en el exterior. 
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 Artículo 3 Requisitos de la iniciativa popular 
1. La iniciativa popular se ejerce mediante la presentación de proposiciones de Ley suscritas por las firmas 
de, al menos, 500.000 electores autenticadas en la forma que determina la presente Ley. 
2. El escrito de presentación deberá contener: 
a) El texto articulado de la proposición de Ley, precedido de una exposición de motivos. 
b) (Suprimido por la Ley 4/2006) 
c) La relación de los miembros que componen la Comisión Promotora de la iniciativa, con expresión de los 
datos personales de todos ellos. 
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dos ciudadanos españoles mayores de edad inscritos en el Censo Electoral, como ha 
señalado en alguna ocasión la Mesa del Congreso
301
. Los datos que, se entiende, deben 
figurar serán sus nombres y apellidos, fecha de nacimiento, documento nacional de 
identidad, domicilio a efectos de notificaciones y, posiblemente, una forma de contacto. 
La ausencia de estos datos personales sería un defecto subsanable. 
Aunque la literatura jurídica no ha prestado excesiva atención al hecho de que la ILP se 
tenga que sustanciar en una proposición de ley articulada, es un requisito que marca el 
carácter de la figura y cierra las puertas a posibles variantes de la misma. Los ciudadanos 
están obligados a plasmar en una norma sus pretensiones, ignorando en la mayoría de los 
casos si esta cuestión ya se encuentra regulada en otros textos legales o si deben atender 
otras disposiciones de rango similar o superior. La escasa familiarización de los 
ciudadanos en la redacción de un cuerpo legal dificulta la tarea de presentar una ILP y 
obliga al Parlamento habitualmente o bien a ignorar textos de dudosa técnica jurídica, o 
bien a establecer modificaciones de calado que pueden llegar a desvirtuar el objetivo 
ciudadano. Por este motivo, como veremos en el análisis de las proposiciones 
presentadas, la mayoría de las ILP propuestas son breves y contienen escasos artículos y, 
por la misma razón, en ocasiones detrás de la redacción de algunas proposiciones pueden 
encontrarse organizaciones con conocimientos técnicos en la materia. 
A nuestro juicio, esta situación podría ser evitada con el asesoramiento a la Comisión 
Promotora por parte de los servicios jurídicos de la cámara, o bien suavizando la 
exigencia de que la propuesta de los ciudadanos deba plasmarse en un texto legal 
articulado. Sin embargo, las dudas residirían en valorar hasta qué punto dicha situación 
sería compatible con la exigencia constitucional de que la iniciativa popular consista en 
la presentación de proposiciones de ley. Una propuesta a tener en cuenta sería la de 
desligar la presentación de iniciativas a la exigencia del texto articulado, de tal forma que 
los ciudadanos propongan a los parlamentarios la regulación de una cuestión en un 
sentido determinado, o las modificaciones legales oportunas para lograr un objetivo 
deseado, teniendo presente que dichos ciudadanos no tienen por qué ser expertos en la 
materia. Por el contrario, a DELGADO-IRIBARREN
302
 le parece lógica la exigencia del 
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texto articulado, al exigirse este requisito a todos los sujetos que ostentan facultades de 
iniciativa legislativa.  
A fin de cuentas, si la iniciativa legislativa popular consiste en una propuesta para que el 
Parlamento regule una cuestión o alcance un objetivo deseado (evitar los desahucios, 
proteger la tauromaquia, lograr la equiparación de las distintas policías del Estado o 
articular un mecanismo de renta mínima, sólo por poner algunos ejemplos) entendemos 
que lo relevante es el logro en sí mismo, y no tanto los medios mediante los cuales se 
lleve a cabo esta nueva regulación de la cuestión. En suma, será mucho más factible -e 
incluso transparente
303
- pedir el aval de los ciudadanos para la regulación de una cuestión 
determinada, que desarrollar todo un texto articulado bajo la denominación que los 
promotores deseen darle a la ILP que presentan. El riesgo que contemplamos acerca de 
plasmar una reivindicación sin que aparezca articulada es que posteriormente las cámaras 
puedan desvirtuar o descafeinar la propuesta al redactarla de manera técnica. No 
obstante, esto es algo que ya sucede aún presentándose la iniciativa como un texto 
articulado. 
Otro aspecto negativo de eliminar la exigencia de que la ILP se plasme en un texto 
articulado, sería su dudosa concepción como una proposición de ley, tal y como exigiría 
el art. 87.3 CE. La pérdida del carácter legislativo de la figura (por otra parte ya discutido 
igualmente) podría derivar en la concepción del mecanismo más bien como un derecho 
de petición o proposición no de ley y no tanto como un elemento capaz de generar 
efectos jurídicos y, por tanto, influir en los asuntos públicos. No obstante, y esto ya sería 
otro debate, no es descartable plantear otras posibles variantes de la institución de la 
iniciativa legislativa popular en aras de conseguir mayor pragmatismo e incidencia de la 
figura, visto el fracaso que en muchos casos causan las proposiciones de ley que hasta el 
momento se han presentado ante el Congreso de los Diputados. Por todo lo anterior, al 
observarse beneficios pero también inconvenientes, no creemos necesario proponer que 
se elimine la exigencia de que las iniciativas populares se redacten como texto articulado. 
Cerrado este debate y pasando al apartado “b” del artículo 3.2, el mismo fue suprimido 
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 Los debates parlamentarios que analizamos a colación de la LO 3/1984 sugirieron que la exigencia de 
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por la reforma de 2006, a nuestro juicio de forma acertada. Este apartado exigía presentar 
un documento con las razones que según los promotores aconsejaban la tramitación de la 
iniciativa en el Parlamento. Se trataba de un requisito redundante, ya que la propia ley 
solicita en el apartado “a” una exposición de motivos que acompañe el texto de la 
proposición. En esa exposición de motivos es de sentido común que figuren las razones 
por las cuales los proponentes piden al Parlamento tramitar su proposición de ley. Por 
otro lado, en el artículo cuarto de la citada ley se establece además que, en caso de 
presentarse fuera de los periodos de sesión del Parlamento, los plazos empezarán a contar 
desde que comience el periodo siguiente al de la presentación de dicha iniciativa. 
El ‘juicio de admisibilidad’ y el papel de la Mesa del Congreso 
El órgano encargado de la admisión de la iniciativa es la Mesa del Congreso
304
. Según el 
artículo quinto de la LO 3/1984 la Mesa del Congreso examinará la documentación 
presentada por los proponentes y se pronunciará en un plazo de 15 días
305
. La Mesa 
remite al Senado la proposición con el fin de conocer si esta cámara alberga algún 
proyecto o proposición que versen sobre el mismo objeto que la iniciativa
306
, hecho que 
puede retrasar el cumplimiento efectivo de dicho plazo. Como ha señalado CUESTA
307
, 
no está prevista la audiencia de los Promotores durante en análisis que la Mesa realiza de 
la ILP. La comisión promotora de la Proposición de ley sobre la regulación del Estatuto 
Jurídico del Cuerpo Humano solicitó audiencia para exponer su criterio sobre los 
informes que la Mesa debía de tener en cuenta para la admisión a trámite, negando la 
Mesa tener la obligación de ofrecer audiencia para tal fin.  
En el mismo artículo quinto se señalan las causas de inadmisión de la iniciativa, que 
analizaremos en un apartado más adelante. Por lo tanto, en este apartado son dos las 
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cuestiones de calado que debemos analizar. Por un lado, el proceso de admisión en sí 
mismo, y en especial el órgano encargado de ello: la Mesa del Congreso. Por otro lado, 
debemos prestar mucha atención a las causas de inadmisión, que es uno de los asuntos 
más debatidos no sólo por la literatura consultada, sino en los sucesivos debates que 
abordaron la regulación de la ley de iniciativa popular.  
En cuanto a la primera cuestión, parece lógico, como se ha señalado
308
, que sea la Mesa 
del Congreso la encargada de la admisión de las iniciativas populares, al igual que realiza 
esa misma función para el resto de las proposiciones. Este órgano está integrado por el 
presidente del Congreso, que lo preside, por cuatro vicepresidentes y cuatro secretarios. 
Todos los miembros son elegidos por la cámara al comienzo de cada legislatura de entre 
los propios diputados, lo cual favorece su reparto entre varios partidos, pero también que 
tengan más peso quienes obtengan mayor representación parlamentaria
309
.  
El artículo 127 del Reglamento del Congreso estipula que la función que le corresponde a 
la Mesa es “verificar el cumplimiento de los requisitos legalmente establecidos”. Esta 
facultad aparece atribuida a la Mesa del Congreso de los Diputados no sólo en relación 
con la iniciativa legislativa popular, sino con otras proposiciones de ley. Su misión, por 
tanto, se reduce a la observancia de los requisitos legales que ha de cumplir la 
proposición, y regulados en el artículo quinto de la LOILP. La particularidad de su 
actuación en relación a las iniciativas populares y, a diferencia de otras proposiciones de 
ley, es que la Mesa deberá analizar la concurrencia de las causas de inadmisión, lo que 
ocasionará no pocos problemas. 
El carácter institucional de este órgano determina que sus funciones son de tipo jurídico-
técnico para la ordenación del funcionamiento de la cámara (art. 31.4 RC), como ha 
señalado el Tribunal Constitucional
310
. Evidentemente, el Alto Tribunal excluye que 
proceda realizar aquí un juicio de oportunidad política de la proposición, que se llevará a 
                                                 
308
  BIGLINO considera que esta atribución “le es propia por ser órgano rector de la Cámara y por la 
imparcialidad que se le presume por su carácter institucional, y se despliega en numerosos actos de los que 
realiza. Así, cuando analiza la admisibilidad de las mociones de censura (art. 176.1 RCD), cuando califica 
los escritos de interpelación (art. 181.2) o en el momento de excluir determinadas preguntas (art. 186.2)”. 
en BIGLINO CAMPOS, Paloma, “La iniciativa legislativa popular en el ordenamiento…” op. Cit. Pág. 
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 La votación del Presidente del Congreso y los Vicepresidentes se realiza por voto secreto en una urna de 
todos los diputados, que deberán poner el nombre del candidato propuesto sin que sea posible abstenerse. 
No obstante, lo normal es que cada partido mayoritario presente a su candidato y en caso de obtener 
mayoría absoluta logre imponerse, aunque en segunda vuelta valdría con mayoría simple. 
310
 STC 38/1999, de 22 de marzo, FJ 3º 
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cabo en el trámite de toma en consideración por el Pleno de la cámara, como después 
veremos: “La mesa efectúa el control de legalidad de la proposición formulada, pero este 
control, que ha de traducirse en la admisión o inadmisión de la proposición, opera, como 
todos los de su género, en función de un canon estrictamente normativo, no político o de 
oportunidad (es el que opera en la toma en consideración)” (ATC 428/1989 FJ. 3). 
El problema suscitado en torno a este órgano es el amplio margen concedido para la 
apreciación de las causas de inadmisión y la posible arbitrariedad
311
 a la hora de valorar 
las iniciativas presentadas. Estos alicientes han hecho dudar a algunos
312
 sobre si 
verdaderamente la Mesa del Congreso se ajusta a la valoración estricta del cumplimiento 
de los requisitos formales y materiales de las proposiciones populares (como debiera de 
ser), o si, por el contrario, existe cierto ánimo de impedir la tramitación de iniciativas 
populares, bien por ser contrarios a tramitar este tipo de propuestas, o porque 
políticamente incomoden a algún grupo parlamentario. En ello también influye, como 
veremos, la indeterminación de algunas causas de inadmisión, lo que permite que algunas 
iniciativas puedan ser subsumidas en alguno de los vicios materiales o formales y, por lo 
tanto, acaben siendo inadmitidas. 
Las dudas pueden venir suscitadas en el caso de la iniciativa legislativa popular porque la 
Mesa del Congreso se aparta ligeramente de su labor ordinaria de calificación y admisión 
que ejerce sobre el resto de las proposiciones de ley; labor que, como señala CUESTA 
LÓPEZ
313
, queda delimitada al control de los requisitos formales y, en su caso, 
adecuación a Derecho. Sin embargo, el juicio de admisibilidad ejercido sobre las 
proposiciones de ley de iniciativa popular opera como una excepción a esta labor 
habitual, al existir límites de carácter material y procedimental para las iniciativas 
populares que no se dan para el resto de las proposiciones, y que pueden ser fruto de 
interpretación. Tampoco parece ayudar, por otro lado, que la mayoría de las causas de 
inadmisión, como veremos, adolezcan de una inconcreción que permite a la Mesa una 
                                                 
311
 La Ley no determina cómo han de interpretarse los criterios de inadmisión, que ya de por sí muchos de 
ellos constituyen categorías amplias de conceptos, y por tanto lo deja al libre criterio de la Mesa los 
mismos. 
312
 Por ejemplo, se lo pregunta DURÁN ALBA en “Partidos políticos y mediaciones de la democracia 
directa…” op. Cit. Pág. 69 
313
 CUESTA LÓPEZ. Víctor, en Participación directa e iniciativa legislativa del ciudadano en democracia 
constitucional. Aranzadi (2008) p. 343 
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interpretación restrictiva de la participación. En la misma línea, ARANDA
314
 ha 
reconocido no pocas dificultades en el juicio de fondo que realiza la Mesa sobre las 
proposiciones, por tener que entrar el órgano a discernir acerca de límites materiales y no 
meramente formales. 
Sin querer desviarnos del tema que ahora procede, debemos señalar que han existido 
dudas sobre la capacitación de la Mesa en la labor de control de legalidad sobre las 
iniciativas populares que se presentan. Lo que parece claro es que su función es la de 
observar el cumplimiento de los requisitos formales y materiales que las leyes señalan 
para las proposiciones de origen popular, desde un examen formal y no de oportunidad 
política, quedando el posible control de constitucionalidad en manos del Tribunal 
Constitucionalidad. Tanto para CABELLO
315
 como para MENÉNDEZ
316
 no parece que 
la Mesa deba entrar a valorar dicha inconstitucionalidad del texto por diversas razones 
alegadas
317
. Sin embargo, la STC 76/1994 señala que “ninguna tacha de 
inconstitucionalidad cabe formular a la reserva efectuada a favor de un órgano 
parlamentario como la Mesa de la Cámara para que ejerza la competencia de control de 
legalidad de las proposiciones de ley”. 
A juzgar por el gran número de iniciativas populares inadmitidas a trámite, 41 de un total 
de 110 presentadas hasta febrero de 2018, es interesante preguntarse por qué una de las 
principales causas de fracaso de las iniciativas es su inadmisión por parte de la Mesa. 
Podemos dividir las causas de las inadmisiones en tres tipos; las que adolecen de un 
defecto formal en cuanto a la documentación presentada, las que versan sobre temas ya 
presentados a la cámara (inadmisión que se explica desde la economía procesal), o las 
que versan sobre materias en las que no procede una ILP según el art. 5 LOILP (que se 
explicarían, supuestamente, desde el principio de autonomía parlamentaria). Sería este 
tercer punto, sobre todo, el que más dudas podría ocasionar sobre la falta de neutralidad 
                                                 
314
 ARANDA ÁLVAREZ, Elviro, “La iniciativa legislativa popular. Reformas para mejorar su ejercicio”, 
en PÉREZ -MONEO y VINTRÓ CASTELLS, (Coords.) Participación política: deliberación y 
representación en las Comunidades Autónomas. Colección Monografías (Congreso de los Diputados) 
(2017) p. 200 
314
 CUESTA LÓPEZ, Víctor, en “Participación directa e iniciativa…” op. Cit. P. 328 
315
 CABELLO FERNÁNDEZ op. cit. p. 81 
316
 MENÉNDEZ MENÉNDEZ op. cit. p. 1735 
317
 Los autores señalan tres razones. En primera lugar, que sería el TC el encargado de realizar dicho 
control de constitucionalidad, en segundo lugar que el trámite de admisión quedaría reservado a la 
observancia de los requisitos formales y, por último, que debe ser la Cámara en última instancia la que 
elabora finalmente la norma. 
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de la Mesa en la valoración de las iniciativas presentadas.  
La información de la que disponemos a través de las páginas web de las asambleas 
legislativas y, sobre todo, del Congreso de los Diputados, no permite extraer conclusiones 
rotundas acerca de estos extremos sugeridos, ya que no nos permite indagar en las causas 
concretas por las que se rechaza la admisión, cuestiones sobre las que volveremos cuando 
analicemos los aspectos prácticos de esta institución. Aunque volvamos sobre este 
asunto, no podemos dejar pasar la oportunidad sin criticar la falta de transparencia de este 
tipo de decisiones de la Mesa, que afectan al derecho de participación política de los 
ciudadanos (privándoles de su facultad de firmar la iniciativa) y de los propios 
parlamentarios (privándoles de su facultad de entrar a valorar la necesidad de tramitar la 
proposición presentada por los ciudadanos). Sería coherente que el órgano parlamentario 
hiciera pública la concreta causa de inadmisión que impide que la iniciativa popular 
pueda ser admitida e, incluso, la propia motivación de la decisión tomada. 
La literatura jurídica consultada se ha manifestado sobre la posible arbitrariedad de la 
Mesa del Congreso y la aplicación de algunas causas de inadmisión de forma restrictiva 
hacia la participación. DURÁN ALBA
318
, ha señalado que “el problema no radica en la 
existencia de una serie de materias vedadas a la ILP sino en los criterios que guían la 
actuación de las Mesas (…) en el ejercicio de su función de calificación y admisión”. 
Este autor considera que tanto la ‘mediatización’ objetivo-material de las materias 
excluidas como los criterios de admisión citados “pueden proporcionar aparentemente 
un cierto margen de discrecionalidad a la actividad reglada de las Mesas de las 
Cámaras”. En un sentido parecido, para BIGLINO
319
 puede haber otras razones que 
cuestionen la objetividad de la mesa: “estas razones no tienen por qué ser 
exclusivamente políticas, debidas a la ideología de sus componentes, sino que pueden 
derivarse de la desconfianza que todo órgano representativo siente hacia las formas de 
participación directa, en la medida que pueden actuar en detrimento del papel nuclear 
que dichas instituciones desempeñan en el sistema político”. Por último, CABRERA
320
 
también apunta al “amplio margen de discrecionalidad” otorgado a la Mesa. 
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 BIGLINO CAMPOS, op. Cit. Pág. 121 
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 CABRERA ACOSTA, M. A., en “La iniciativa legislativa popular en el ordenamiento jurídico español. 
Reflexiones en el marco de un Estado Democrático de Derecho” en Anales de la Facultad de Derecho de 
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A juzgar por el importante número de inadmisiones, puede observarse cierta tendencia de 
la Mesa hacia la inadmisión de iniciativas por razón de la materia bajo su propio criterio. 
Al basarse en categorías indeterminadas de asuntos, hay muchas iniciativas subsumibles 
en alguna de las materias excluidas desde una interpretación extensiva del órgano 
parlamentario. En particular, la indefinición de algunas exclusiones va en detrimento de 
la admisión de las iniciativas, en especial afecta la interdicción de las materias de carácter 
tributario
321
, y las materias propias de ley orgánica. Realizaremos más adelante un 
análisis detallado de las causas de inadmisión.  
Sobre el asunto de la delimitación de materias, BIGLINO
322
 ha señalado que “es casi 
imposible determinar a priori, y teniendo en cuenta tan sólo el tema indicado, cuál puede 
ser el ámbito de dichas materias. En efecto, de lo que la Constitución entiende por 
materias tributarias o internacionales caben dos distintos tipos de interpretaciones, una 
restrictiva y otra extensiva, dependientes ambas del contenido que se dé a la idea de 
participación.” Para Biglino, si se parte de un concepto garantista de la participación, la 
interpretación de los límites debería ser restrictiva. De esta manera, se atiende a lo 
señalado en el mandato constitucional del art. 9.2 y el derecho del art. 23.1. Por otro lado, 
prosigue Biglino, “cabe realizar otra interpretación, extensiva en cuanto a los límites y 
restrictiva en lo que se refiere al ámbito de la iniciativa. Esta podría fundamentarse en el 
carácter esencialmente representativo que los constituyentes quisieron dar a nuestra 
democracia, hecho que, efectivamente, se pone de manifiesto en los debates de la 
Constitución”.  
Asimismo, más voces han compartido la necesidad de realizar una interpretación 
restrictiva de las exclusiones
323
; es decir, más garantista con el derecho a la participación 
directa que se ve proyectado en la iniciativa legislativa popular. Por su parte, VIDAL
324
 
considera que “puesto que la iniciativa legislativa popular es una manifestación del 
derecho fundamental de participación política consagrado en el artículo 23 CE se 
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 Unido a que el art. 5 de la LOILP en su apartado 5 recuerda que la Constitución no permite ILP en las 
materias mencionadas en los art. 131 y 134.1 CE, es decir, los presupuestos generales del estado y la 
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 Op. cit. p. 111 y 112 
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op. Cit. P. 328 
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impone de manera necesaria el principio ‘pro libertate’ de tal forma que tales límites 
materiales deben ser interpretados de manera restrictiva. Sin olvidar tampoco el 
mandato contenido en el artículo 9.2 CE” recordando el autor, además, que no sólo la 
Mesa del Congreso ha de ser más garantista con la participación, sino también el TC 
teniendo en cuenta su jurisprudencia hasta la fecha. 
Por estos motivos, y en su crítica hacia la actuación de la Mesa, ALBERDI
325
 se ha 
atrevido a proponer otras soluciones. En concreto, propone judicializar el trámite de 
admisión de iniciativas populares para que sea otro órgano no político el encargado de 
realizar el examen de cumplimiento o no de los requisitos. El órgano responsable de la 
admisión sería un tribunal o la propia Junta Electoral Central. Sin embargo, esta 
propuesta generaría otros problemas no menos graves, como serían la posible lentitud en 
la valoración de las iniciativas presentadas
326
, la falta de experiencia en la valoración de 
este tipo de textos (experiencia que sí tienen las Mesas de las cámaras) o la necesidad de 
contar con personal o información de la que sí disponen las asambleas. Además, no 
parecería muy coherente con la autonomía parlamentaria el hecho de que fuera un órgano 
ajeno a la cámara el que decidiera qué asuntos acceden a la misma y cuáles no. 
Según los argumentos expuestos, no parece desacertado que sean las Mesas quienes se 
encarguen de esta función, al igual que lo hacen sobre el resto de las proposiciones de ley 
presentadas. El problema reside en el amplio margen de interpretación del que disponen, 
y la falta de concreción, como se ha señalado
327
, de algunas causas de inadmisión; por lo 
que la solución pasaría por evitar que la Mesa se vea tentada a extender un supuesto de 
inadmisión para evitar la tramitación de un texto. A nuestro juicio, la decisión de la Mesa 
ha de ser fundada y motivada; la interpretación de las causas ha de ser garantista hacia el 
derecho de participación, y el legislador debería aclarar el sentido de algunos motivos de 
denegación que han generado controversia y sirven de freno hacia un número relevante 
de propuestas ciudadanas. 
Algunas leyes autonómicas
328
 conceden a la Comisión Promotora la posibilidad de 
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 PÉREZ ALBERDI, REYES op. cit., pág. 316 
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 la Mesa del Congreso cuenta con 15 días para examinar la documentación y pronunciarse, según el art. 
5.1 LOILP 
327
 Por ejemplo, se refiere a esta ‘falta de concreción’ de algunas causas de inadmisión DURÁN ALBA op. 
Cit. P. 71 
328
 Por ejemplo: artículo 4 de la ley andaluza de iniciativa legislativa popular, el artículo 5 de la ley de 
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subsanar errores formales acerca del texto presentado y, de esta manera, sortear la 
inadmisión de la iniciativa para que siga su tramitación. Esta es una medida conciliadora 
con la participación y evita que el único recurso ante la decisión de la Mesa sea el del 
recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. La reforma de la LOILP operada en 
2006 contempla la posibilidad de subsanación de defectos formales por parte de los 
promotores (art 5.2 b LO 3/1984), comunicándolo a la Mesa del Congreso, pero por 
ejemplo la ley catalana va más allá y permite también subsanar otro tipo de defectos 






A este respecto, debemos tener en cuenta que los promotores no suelen estar 
familiarizados con este tipo de trámites, ni conocen a fondo la legislación, por lo que 
pueden cometer errores. Por este motivo, es positivo que se conceda la posibilidad de 
subsanación de defectos no sólo en cuanto a documentación presentada, sino en cuanto a 
la correcta redacción de la proposición. Siendo a nuestro juicio razonable y deseable que 
la Mesa del Congreso permita audiencia a los promotores y un plazo para subsanar 
defectos, cuando sea posible, ésta no ha sido la tónica general del órgano 
parlamentario
331
. De la misma manera, debemos traer a colación que algunas leyes 
autonómicas
332
 permiten que los servicios jurídicos de la cámara ayuden a la Comisión 
en este tipo de tareas. Pueden ser ejemplos que mejoren la LOILP en el aspecto de la 
admisión. 
Debemos recordar que la Mesa del Congreso dispone, según la LOILP en su art. 5.1, de 
quince días
333
 para examinar la documentación presentada y decidir sobre la admisión de 
la misma. También debemos apuntar que, si la ILP se presenta fuera de los periodos de 
                                                                                                                                                 
Castilla y León, artículo 6 de la ley de Cataluña,  
329
 MURO I BAS es proclive a permitir también la subsanación de errores materiales con el fin de 
favorecer la admisión de la iniciativa y sin entender que esto pueda conllevar una modificación sustancial 
de la ILP 
330
 Quien considera que “La Comisión Promotora debe contar con la garantía de personarse en el juicio de 
admisibilidad para clarificar aquellos extremos dudosos de la propuesta y disponer, en su caso, de un 
plazo temporal para su subsanación” en ALMAGRO CASTRO, David, “¿Qué iniciativa legislativa 
popular tenemos? ¿qué iniciativa legislativa popular necesitamos” El art. 87.3 y la LO 4/2006 a debate” 
Revista General de Derecho Constitucional n. 22 (2016) p. 20 
331
 Fue un hecho específicamente solicitado a la Mesa y que el órgano rechazó mediante acuerdo de 11 de 
julio de 1995 
332
 Por ejemplo art. 14.6 de la ley 1/2006 de Cataluña y artículo 139 del RPC 
333





, los plazos empiezan a contar el primer día del periodo siguiente (se extrae del 
art. 4 LOILP). Si la iniciativa se presenta con las cámaras disueltas, la Diputación 
Permanente la trasladará a la nueva Mesa de la nueva cámara. Tal y como aporta 
DELGADO-IRIBARREN
335
, la experiencia práctica indica que el comienzo del cómputo 
del plazo no comienza hasta que el Senado no comunica si existe en dicha cámara un 
proyecto o proposición de ley sobre el mismo objeto de la ILP que se encuentre en el 
trámite de enmiendas u otro más avanzado (que opera, como veremos, como causa de 
inadmisión). 
Siguiendo con la tramitación, el apartado tercero del artículo quinto nos explica la forma 
de la resolución de la Mesa del Congreso sobre la proposición presentada: 
“La resolución de la Mesa de la Cámara se notificará a la Comisión Promotora y se publicará de acuerdo 
con lo que al efecto disponga el Reglamento del Congreso de los Diputados.” 
La Mesa se ha de limitar a comprobar que el texto está formulado en términos 
prescriptivos, estructurado en artículos, sin valorar la técnica jurídica empleada y sin que 
sean exigibles, por deferencia hacia los ciudadanos redactores, la agrupación de artículos 
en secciones o capítulos ni necesariamente la inclusión de disposiciones. El texto 
articulado constituye, eso sí, un presupuesto esencial, siendo la ausencia de exposición de 
motivos un defecto subsanable. Debemos tener en cuenta que el análisis del órgano 
parlamentario tiene un carácter formal, sin entrar a valorar la consistencia en la 
fundamentación de lo propuesto. Evidentemente y, como veremos, el objeto principal del 
juicio de admisibilidad es la constatación de que la ILP no incurre en ningún supuesto de 
inadmisión. 
La decisión de la Mesa ha de ser comunicada a la Junta Electoral y a la Comisión 
Promotora, quien puede interponer recurso de amparo, según el artículo sexto de la ley 
reguladora de la ILP. Entiende ALMAGRO
336
 que el legislador “ha pretendido evitar la 
indefensión que pudiera producirse ante una eventual resolución arbitraria de la Mesa 
del Congreso que, debe recordarse, es un acto parlamentario sin fuerza de ley que 
escapa al control de la jurisdicción ordinaria”. Dichos promotores cuentan con un plazo 
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 En ARNALDO ALCUBILLA, Enrique (varios autores) op cit. p. 199 
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 ALMAGRO CASTRO, David, en Democracia y participación política en la CE 1978. Ed. Tirant Lo 
Blanch (2018) p. 165 
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de tres meses para presentar el recurso ante el TC, desde la notificación del acuerdo de 
inadmisión por parte de la Mesa del Congreso (art. 42 LO 2/1979 y art. 5.3 LO 3/1984). 
Ya señalamos en el apartado dedicado a la Comisión Promotora que es una facultad 




Por lo general se puede afirmar, siguiendo a ALMAGRO CASTRO
338
, que lo común es 
que el Tribunal Constitucional venga a confirmar las decisiones adoptadas por la Mesa 
del Congreso sobre la inadmisión de iniciativas que se recurren en amparo por los 
promotores, lo que le ha costado el calificativo de ‘inmovilista’ respecto de estos asuntos. 
El Alto Tribunal considera no sólo que la lesión al derecho de participación de los 
recurrentes ha de ser grave, sino que se ha de probar la relación causal entre el daño 
producido y la actuación de la Mesa. A pesar de esto, una decisión de la Mesa que no se 
ajuste a las causas de inadmisión fijadas puede conllevar una vulneración del derecho a 
participar directamente ejercido a través del instrumento
339
.  
Es muy positivo, por resultar conciliador con la participación, lo que estipula el apartado 
tercero de este artículo sexto, ya que permite a los promotores realizar modificaciones de 
los preceptos ‘inhabilitados’ por el Tribunal Constitucional para que la proposición pueda 
ser admitida y seguir su curso o, por el contrario, si lo desean, este apartado permite 
desistir de su intención tras la decisión del Alto Tribunal. Cabría indicar, como algunos 
han deducido, que, si el TC estima una irregularidad esencial y no parcial en la 
proposición presentada, en ningún caso se admite que se pueda seguir adelante con la 
misma. 
Una voz crítica acerca de la atribución del recurso de amparo a la Comisión Promotora 
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 Artículo 6 Amparo ante el Tribunal Constitucional 
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 ALMAGRO CASTRO, -“La iniciativa legislativa popular en la Constitución Española: posibles 
mejoras…” op. cit. p. 18 
339
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ha sido la de MENÉNDEZ
340
, quien defiende como más adecuada la vía administrativa. 
Por el contrario, se puede observar como una mayoría de voces se muestran favorables a 
la habilitación de esta vía jurisdiccional para la defensa de la admisibilidad de la 
iniciativa popular
341
. La concesión del recurso de amparo a la Comisión Promotora 
demuestra la importancia de este trámite de admisión y del órgano que lo ejerce, la 
Comisión, y además prueba para muchos de los señalados la vinculación entre el derecho 
a participar directamente y la iniciativa popular, razón por la cual se protege mediante 
esta vía. 
Por su parte, GARCÍA MARTÍNEZ
342
, como ya hemos visto, defiende el uso de este 
recurso de amparo para la protección de los promotores de la iniciativa, no tanto por la 
conexión entre la iniciativa legislativa popular y el derecho de participación, sino sobre 
todo porque la decisión que se recurre pertenece a un órgano parlamentario que goza de 
inviolabilidad, como es la Mesa del Congreso. La autora recuerda, como vemos en los 
apartados segundo y tercero de este artículo sexto, que el incumplimiento de los 
requisitos puede afectar a toda la proposición, en cuyo caso la iniciativa decae, o el 
incumplimiento puede ser parcial y afectar sólo a algunos aspectos, como ya se ha 
señalado. 
A partir de la revisión de la ILP por parte de la Mesa de la cámara (plazo de 15 días), se 
entiende (según el art. 5.3 y los apartados primero y segundo del artículo séptimo) que la 
Mesa comunicará a la Comisión Promotora y a la Junta Electoral Central la admisión de 
la iniciativa. La Junta Electoral es el órgano encargado de velar por el procedimiento de 
recogida de firmas, tal y como señala la Ley en su artículo séptimo. Aunque la Mesa del 
Congreso notifique su admisión o no a la Comisión promotora, según el art. 5.3 LOILP, 
el plazo para la recogida de firmas empieza a contar desde la notificación de la admisión 
a la Comisión Promotora por parte de la Junta Electoral Central, ya que ésta es la 
encargada de este procedimiento y de ‘validar’ los pliegos de papel para tal recogida. El 
proceso de recogida de firmas se aborda en el apartado dedicado al ‘derecho a firmar la 
iniciativa’. Una vez comentadas las particularidades de la Mesa del Congreso como 
órgano encargado de la admisión, es preciso pasar a la segunda cuestión de este trámite 
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que son las causas de inadmisión: 
Causas de inadmisión 
Artículo 5 LO 3/1984  
2. Son causas de inadmisión de la proposición: 
a-Que tenga por objeto alguna de las materias excluidas de la iniciativa popular por el artículo 2. 
b-Que no se hayan cumplimentado los requisitos del artículo 3. No obstante, si se tratase de defecto 
subsanable, la Mesa del Congreso de los Diputados lo comunicará a la Comisión Promotora para que 
proceda, en su caso, a la subsanación en el plazo de un mes. 
c-El hecho de que el texto de la Proposición verse sobre materias manifiestamente distintas y carentes de 
homogeneidad entre sí. 
343
 
d-La previa existencia en el Congreso o el Senado de un proyecto o proposición de Ley que verse sobre el 
mismo objeto de la iniciativa popular y que esté, cuando ésta se presenta, en el trámite de enmiendas u otro 
más avanzado. 
e-El hecho de que sea reproducción de otra iniciativa popular de contenido igual o sustancialmente 
equivalente presentada durante la legislatura en curso. 
 
A diferencia del resto de sujetos con capacidad de iniciar el procedimiento legislativo, la 
iniciativa legislativa popular responde a un régimen especial de admisión que se 
establece en la LO 3/1984. Los supuestos de inadmisión previstos en su ley reguladora 
actúan como numeros clausus, por lo que la aplicación de un supuesto no previsto en la 
ley puede vulnerar el derecho a participar de los promotores y unos futuros firmantes, 
como ha señalado el TC
344
. El papel de la Mesa de la determinada asamblea es 
determinar la sujeción o no de la proposición presentada a los citados criterios de 
inadmisión. 
Es esencial distinguir aquellas limitaciones que provienen de la Constitución a las que 
introduce la LOILP. La Constitución establece, al mismo tiempo que regula la iniciativa 
popular en el artículo 87.3, que la misma no procede en materias internacional, tributaria, 
propias de ley orgánica, o en la prerrogativa de gracia. Al mismo tiempo, la excluye 
implícitamente de la reforma constitucional, de la presentación de los Presupuestos 
Generales del Estado (134.1 CE), y de la planificación económica general (131.1), las 
dos últimas cuestiones por estar en manos del Ejecutivo de manera exclusiva. 
Por tanto, la Constitución es fundamental para determinar el ámbito material de la 
iniciativa popular, aunque de forma excluyente. Es decir, si excluimos las materias que 
no pueden ser objeto de una ILP, encontraremos el abstracto ámbito material de la 
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misma. Como analizamos más adelante, a raíz de los debates constituyentes, dichas 
restricciones materiales sólo obedecen al recelo hacia la participación directa del 
ciudadano de aquel momento histórico. El concreto contexto sociopolítico de entonces 
recomendaba afianzar la democracia otorgando todo el protagonismo al modelo 
representativo y de partidos. Por si no fuera suficiente, la LO 3/1984 añade más límites a 
los recogidos por la Constitución, lo que originó diversas críticas en el debate y 
aprobación de este texto legal
345
. Entonces, muchos entendieron que no se podían 
establecer más restricciones que las indicadas por el artículo 87.3 CE, que ya parecían 
demasiadas, y que lo contrario sería atentar contra lo señalado por la Carta Magna. El 
artículo quinto, de hecho, fue uno de los más controvertidos, hasta el punto de que la 
reforma en 2006 elimina un apartado (f) y modifica la redacción de otro (c). A ambos 
debates, que se estudian en este trabajo, nos remitimos para más información. 
Economía Procesal y Autonomía Parlamentaria 
Como hemos señalado, para hacer un análisis ajustado a la necesidad de cada criterio de 
inadmisión, es necesario ver si esa limitación responde a la protección de algún otro 
principio político o jurídico, y si tal limitación respeta el juicio de proporcionalidad 
necesario, teniendo en cuenta que también debemos proteger el derecho a participar en 
los asuntos públicos ejercido a través de la iniciativa popular. Por lo tanto, a nuestro 
juicio, todo límite a la figura no sólo debe obedecer a la protección de algún otro bien 
jurídico, sino que la restricción debe ser proporcionada; de lo contrario, podría restringir 
el uso de esta institución y mermar la participación de los ciudadanos. 
En este sentido, debemos referirnos a dos principios del ámbito parlamentario que 
influyen en la delimitación del ámbito material de la iniciativa popular y que para 
ALBERDI
346
 actúan como límites al derecho de participación ejercido a través del 
mecanismo. Sin que proceda aquí extenderse en ninguno de los dos, podemos dividir las 
causas de inadmisión de la iniciativa legislativa popular en aquellas que protegen el 
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principio de autonomía parlamentaria, y las que intentan preservar la economía procesal 
de la cámara, dejando a un lado las cuestiones de mera observancia formal. Según el 
primero
347
, tomando la definición de DIEZ PICAZO
348
, la autonomía parlamentaria es el 
haz de facultades de que gozan las Asambleas legislativas para regular y gestionar por sí 
mismas la actividad de organización que posibilita el cumplimiento de las tareas 
fundamentales del Parlamento. Debemos tener en cuenta cómo la Carta Magna recoge en 
su artículo 66 el principio de representación parlamentaria y en el 72 el de autonomía 
parlamentaria, en relación también al 89. Estos postulados, en suma, se traducen en la 
plena competencia del Parlamento sobre la aprobación de las leyes (función legislativa) y 
en la necesidad de que el procedimiento de tramitación de dichas normas sea regulado 
por las mismas en sus Reglamentos (autonomía normativa o reglamentaria). 
Por tanto, y conforme a lo cual, el legislador
349
 creyó oportuno apartar de la presentación 
de la figura temas sensibles (materias propias de LO) o reservados a otros sujetos con 
capacidad legislativa (los de carácter tributario, internacional o que afecten a los 
presupuestos generales, por ejemplo). La exclusión de los segundos puede llegar a estar 
justificada si su interpretación es restrictiva, la exclusión de las materias propias de ley 
orgánica no es justificada ni defendida bajo nuestro criterio. La autonomía parlamentaria 
también supone que el Parlamento tiene potestad autonormativa
350
, aunque es un poder 
limitado y subordinado a las funciones que la Constitución le encomienda a las Cortes 
Generales, que son principalmente la función legislativa, la función de control al 
Gobierno y la función de mayoría estable de gobierno. 
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(art. 72 CE) debemos saber que configuran un 
ámbito de actuación de las Cámaras independiente de otros órganos del Estado; para así garantizar la 
separación de poderes y el correcto cumplimiento de sus especiales funciones (esencialmente la de 
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mismas y es preciso ‘excluir’ de la presentación de iniciativas populares. Vid. Sobre este particular DIEZ 
PICAZO, Luis María, La autonomía administrativa de las Cámaras parlamentarias. Cuadernos de los 
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constitucional (IV Jornadas de la Asociación Española de Letrados de Parlamentos), Aranzadi, Pamplona 
(1997) pp.  41-52. 
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Estas materias excluidas -acertadamente a nuestro juicio- corresponden a un ámbito 
complejo, técnico y difícilmente delegable. La propia Constitución establece que 
corresponde al Gobierno la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado (art. 
134.1 CE) o la planificación económica general (art. 131.2 CE), al mismo tiempo que 
corresponde al Ejecutivo la dirección política del Estado (art. 97 CE). A todo esto, se une 
el argumento de la dificultad técnica para abordar jurídicamente ciertas materias, lo que 
aconseja delegar en los representantes e incluso personal cualificado su tratamiento, 
cuestión señalada de alguna manera por el Tribunal Constitucional
351
.   
Aun así, esta potestad del Parlamento no es ilimitada y no le concede un poder arbitrario 
sobre las decisiones que sus órganos tomen; por ejemplo, la Mesa del Congreso ha de 
obedecer los criterios establecidos como causas de inadmisión en la LOILP, y que actúan 
como númerus clausus. Una extralimitación en esta valoración, como hemos señalado, 
sin atender el criterio de proporcionalidad, puede afectar al derecho de los ciudadanos a 
presentar una proposición de ley al Parlamento. Por último, debemos apuntar que este 
mismo principio de autonomía parlamentaria para muchos también sirve para justificar el 
trámite de toma en consideración, de tal manera que la cámara es quien tiene que decidir 
qué temas entra a tramitar y cuáles no. Sobre esto volveremos después. 
Asimismo, y conforme al citado principio, para ALBERDI
352
 el legislador orgánico se 
extralimita cuando entra a regular aspectos del procedimiento legislativo de la iniciativa 
popular durante su tramitación parlamentaria. Según la opinión citada, lo lógico sería que 
estas cuestiones se regulasen en el Reglamento del Congreso. El legislador se estaría 
extralimitando cuando, por ejemplo, establece un plazo de seis meses para que la 
iniciativa popular se someta a la toma en consideración, pudiendo establecer el RC un 
plazo menor o directamente eliminarlo. No obstante, debemos tener en cuenta cómo la 
propia Constitución faculta en el art. 87.3 al legislador orgánico para delimitar los 
requisitos y formas de ejercicio de esta institución. 
Por otro lado, y según el principio de economía procesal
353
, el legislador pretende evitar 
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la reiteración de asuntos en el Congreso, procurando una ordenación más racional y 
eficaz de los temas. Conforme a este principio, el legislador permite a la Mesa denegar la 
admisión de aquellas iniciativas que versen sobre el mismo tema que un proyecto o 
proposición de ley
354
 ya en trámite, o sobre el mismo tema que otra ILP presentada en la 
misma legislatura. Se corresponden con las causas de inadmisión del art. 5.2 ‘d’ y ‘e’. Sin 
embargo, y como después veremos, existen opciones para la acumulación de las 
iniciativas populares a otras iniciativas ya en curso cuya temática coincida para que, de 
esta manera, no se inadmitan de inicio las primeras y se ofrezca una posibilidad 
conciliadora con la participación. ALBERDI
355
 ha señalado que los requisitos procesales 
“no pueden ser un mero obstáculo para la participación” si no que su establecimiento 
deberá obedecer “a la existencia de otros bienes o derechos constitucionales merecedores 
de tutela”. 
En un sentido crítico, PÉREZ SOLA
356
 cree que la técnica legislativa para fijar las causas 
de inadmisión ha sido poco afortunada y es de contenido diverso. El autor ha distinguido 
también entre aquellas causas que responden a exclusiones materiales, que él entiende 
justificadas “por ser coherentes con el tratamiento constitucional de la institución”. Sin 
embargo, no le parecen “en sintonía” con el mandato constitucional las causas fijadas en 
los apartados ‘c’ a ‘f’ de la LO 3/1984. Por tanto, conforme a lo señalado por Pérez Sola 
y por GARCÍA MARTINEZ
357
, podemos clasificar las causas de inadmisión entre 
aquellas que se producen por razón de la materia (materias excluidas, como veremos, 
según el art. 2), aquellas que se refieren al incumplimiento de algún requisito formal en 
cuanto a los datos que el art. 4º exige presentar, y aquellas que pretenden evitar una 
reiteración de asuntos en la cámara (que son los apartados ‘d’ y ‘e’ del artículo quinto).  
En definitiva, si bien se pueden entender justificadas algunas exclusiones materiales, 
como veremos, y las de carácter formal (permitiendo, eso sí, algún tipo de subsanación 
de errores), el legislador no se ha esforzado en compatibilizar las iniciativas de origen 
popular cuando se solapan con otras proposiciones presentadas previamente. El 
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Constituyente y, sobre todo, el legislador orgánico, han resultado mucho más exigentes y, 
por tanto, restrictivos, en el tratamiento hacia el instrumento de participación estudiado, 
si lo comparamos con el resto de sujetos con capacidad legislativa. Esto se ha traducido 
en un elevado número de inadmisiones cosechadas por iniciativas populares, también 
debido a la extralimitación de la Mesa del Congreso y la inconcreción de los propios 
criterios de inadmisión, si bien es necesario un análisis más pormenorizado que nos 
permita ahondar más aún en las posibles vías de mejora del instrumento. El legislador 
orgánico tuvo la oportunidad de suavizar algunas exigencias en 2006 ante la reforma de 
la LOILP, pero las modificaciones no tuvieron la ambición y el calado que una 
institución tan discreta en sus primeros años de vida requerían. 
El criterio del Ejecutivo ante la afectación presupuestaria 
Si ya de por sí resultan restrictivas e injustificadas algunas causas de inadmisión que 
convierten en complejo el éxito de la figura estudiada, la posición dominante ejercida por 
el Ejecutivo no ha parecido ayudar demasiado, si bien es necesario que estudiemos los 
pormenores de la facultad que asiste al Gobierno. La misma no supone una causa de 
inadmisión al no aparecer regulada como tal, pero afecta al instrumento estudiado ya que 
se aplica a toda proposición de ley. 
En este sentido, el artículo 134.6 de la Constitución establece que “toda proposición o 
enmienda que suponga aumento de los créditos o disminución de los ingresos 
presupuestarios requerirá la conformidad del Gobierno para su tramitación”. 
Asimismo, el artículo 126 del Reglamento del Congreso (el Reglamento del Senado en el 
art. 151.1) reproduce la facultad del ejecutivo ya enunciada en la Constitución
358
. Como 
hemos señalado, este requisito no es exclusivo de las proposiciones de ley de iniciativa 
legislativa popular, aunque conviene referirse al mismo por haber tenido cierta incidencia 
en la figura estudiada. Debemos tener presente que esta facultad no se ejerce, 
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lógicamente, contra las enmiendas presentadas a la Ley de Presupuestos
359
, por lo que la 
capacidad de veto tan sólo puede ejercerse una vez se apruebe el presupuesto. 
El alcance del denominado ‘veto presupuestario’ encuentra su justificación en la 
capacidad del Gobierno para elaborar los Presupuestos Generales del Estado (art. 134.1 
CE). Esta facultad del Ejecutivo no es extraña si atendemos a nuestro modelo de 
“parlamentarismo racionalizado” con una evidente posición reforzada de nuestro 
Ejecutivo, especialmente en su labor de dirección de la política económica. Esta facultad 
del Gobierno se explica gracias a la consideración de la ley de presupuestos como “el 
vehículo de dirección y orientación de la política económica que corresponde al 
Gobierno
360
”, considerando que la aprobación de los presupuestos tiene también como 
objetivo que las Cortes Generales participen de la actividad de dirección política al 
aprobar o rechazar el programa político, económico y social que ha propuesto el 
Gobierno y que los presupuestos representan
361
. La Constitución pretende evitar así que 
el Parlamento pueda desvirtuar, mediante proposiciones de ley y sin consentimiento del 
Ejecutivo, el presupuesto previamente aprobado, dotando de cierta estabilidad y 
previsibilidad a la política económica del Gobierno. 
Esta también ha sido la interpretación que la literatura consultada ha otorgado a esta 
prerrogativa del Ejecutivo. Por ejemplo, entiende MEDINA GUERRERO
362
 que, en la 
medida en que estos presupuestos “pueden considerarse la plasmación económico-
financiera de la acción política diseñada por el Gobierno”, está justificado reconocer 
“alguna capacidad para obstaculizar la aprobación de medidas legislativas que entrañen 
una alteración de sus previsiones de ingresos y gastos”. Sin embargo, MARTÍNEZ 
LAGO
363
 ha considerado que esta facultad del gobierno de ser consultado y oponerse a la 
tramitación de este tipo de normas “no debe posponer el derecho de iniciativa legislativa 
popular, por lo que en los casos de proposiciones que hubieren superado el sinfín de 
obstáculos para el ejercicio de derecho ciudadano, la conformidad perfectamente podría 
sacrificarse”. Es evidente que a las proposiciones de origen popular se les exigen una 
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serie de requisitos difícilmente equiparables a las del resto, aunque puede ocasionar 
serias dudas que no se les aplique una facultad inherente al Gobierno, y que afecta a la 
totalidad de proposiciones de ley. La cuestión está en valorar si los distintos gobiernos 
aplican dicha potestad dentro de los límites que se verán. 
Para RALLO LOMBARTE
364
, esta prerrogativa “constituye una nueva manifestación del 
predominio que nuestro ordenamiento jurídico otorga al Ejecutivo en el procedimiento 
legislativo”. Esta preponderancia resulta “de difícil justificación” según el autor, aunque 
parece claro que responde al monopolio del Ejecutivo sobre la presentación y, por tanto, 
desarrollo de los Presupuestos. Carecería de sentido aprobar la ley más importante de 
cada año, que permite desarrollar su programa de gobierno, sin asegurarse a posteriori su 
cumplimiento. No obstante, MARRERO
365
 ha discrepado de la propia concepción del 
TC, en la STC 223/2003, que vincula la función de dirección de la política económica del 
Ejecutivo con la aprobación de los presupuestos, ya que cabe la posibilidad de que el 
Parlamento apruebe una enmienda de las fuerzas políticas de la oposición sobre el 
presupuesto elaborado por el Gobierno, y que éste ya no responda de forma completa a 
su programa político. Esto no significa, a juicio del autor, que el propio presupuesto deje 
de ser vehículo de dirección de la política económica, o que ésta deje de estar en manos 
del Ejecutivo
366
, cuestiones que parecen incluso de sentido común. 
Sin embargo, y a pesar de la justificación que hemos otorgado a la prerrogativa del 
Gobierno, debemos tener en cuenta que a través del veto presupuestario se corre el riesgo 
de limitar la capacidad legislativa de las cámaras
367
, y el derecho fundamental de 
participación del artículo 23 CE, por lo que su utilización deberá rodearse de una serie de 
garantías. Antes de entrar en ellas, y pese a la aparente sencillez de la prerrogativa, los 
problemas aparecen cuando el Gobierno se extralimita en su apreciación. Para ello nos 
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ayudará aclarar que la prerrogativa se compone de dos elementos esenciales, siguiendo a 
MARRERO
368
; El primer elemento es que efectivamente la enmienda o proposición, “de 
aprobarse finalmente suponga aumento de los créditos o disminución de los ingresos 
presupuestarios (efecto o repercusión presupuestarios)”. En segundo lugar, es precisa la 
declaración de voluntad del Gobierno mostrando su disconformidad con la tramitación. 
El autor entiende que la distinción entre ambos elementos es fundamental para el análisis, 
y considera que el Tribunal Constitucional los confunde en las STCs 223/2006 y 
242/2006. Tampoco cabe confundir esta conformidad o disconformidad del Ejecutivo con 
su criterio respecto de la toma en consideración de una proposición
369
. 
Esta potestad del Gobierno no había generado especial atención hasta la XII 
Legislatura
370
, en la que cabía la posibilidad de que un Gobierno en minoría pudiera 
mantener un criterio distinto al de la Mesa del Congreso, en ausencia de mayoría del 
partido gobernante en dicho órgano. Este hecho ha sido ampliamente descrito y, de 
alguna manera, cuestionado por su abuso por GIMÉNEZ SÁNCHEZ
371
. Al carecer de 
mayoría, el Gobierno se puede ver tentado a hacer uso de este ‘poder de veto’ para frenar 
algunas iniciativas aprobadas por la oposición que atentan contra su programa de 
gobierno y, según su parecer, supondrían una afectación a los ingresos o gastos del 
Estado. Tal y como ha considerado la autora
372
, si se permite al Parlamento aprobar leyes 
que alteren esa ley, estamos incurriendo en una injerencia en dichas facultades 
reconocidas al gobierno. Sin embargo, prosigue, “esta prerrogativa no puede tampoco 
impedir las facultades de calificación de la Mesa, que podrían decidir continuar con la 
tramitación de la iniciativa sobre la que el Gobierno ha mostrado su disconformidad, si 
                                                 
368
 In ibídem p. 314 
369
 Como acertadamente recuerda MARTÍNEZ LAGO op. cit. p. 19 
370
 A mediados de 2017, el PSOE denunciaba que, de los 34 escritos de disconformidad hacia proposiciones 
por parte del Ejecutivo, dos se encontraban en el Tribunal Constitucional por resultar dispar el criterio del 
Gobierno al de la Mesa del Congreso. Se trata de la conocida como proposición para la paralización de la 
LOMCE, y la proposición para la equiparación de las condiciones laborales de los trabajadores de 
subcontratas (ambas son proposiciones ‘normales’ no de iniciativa popular). Por otra parte, el mismo 
partido proponía una reforma del Reglamento del Congreso para evitar las sucesivas prórrogas del plazo de 
presentación de enmiendas de determinadas proposiciones con el supuesto fin de demorar su aprobación, 
como veremos con detalle en el capítulo dedicado a la práctica de la iniciativa legislativa popular al afectar 
a la ILP sobre renta mínima presentada por los sindicatos y a la ILP sobre autonomía personal y 
dependencia presentada por CERMI: http://www.europapress.es/nacional/noticia-psoe-propone-limitar-
prorrogas-enmiendas-congreso-evitar-bloqueos-leyes-20170630143120.html   
371
 GIMÉNEZ SÁCHEZ, Isabel M., en “El control del Parlamento sobre el llamado “veto presupuestario” 
del gobierno” en Revista Jurídica de Castilla y León número 42 (mayo 2017) pp. 3 y ss. 
372
 GIMÉNEZ SÁNCHEZ, Isabel, en “Veto presupuestario del Gobierno: ¿mecanismo de bloqueo 
parlamentario?” artículo publicado en www.elperiodico.com el 27 de octubre de 2016 
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consideran infundada su oposición”. De lo contrario, es evidente que un Gobierno podría 
llegar a paralizar toda actividad legislativa del Parlamento con el pretexto de la 
afectación presupuestaria. En caso de conflicto, la cuestión no parece pacífica. 
Por todo lo anterior, es inevitable referirse a una contradicción entre el criterio de la Mesa 
de la cámara y el del Ejecutivo, posibilidad más frecuente ante la ausencia de mayorías 
absolutas en las asambleas. Así ha sucedido en los años 2016 y 2017 ante la extensión en 
el ejercicio de esta facultad. La Mesa del Congreso ignoró en dos ocasiones el criterio 
contrario del Ejecutivo y continuó con la tramitación de dos proposiciones de ley (sobre 
el Estatuto de los Trabajadores y sobre la Ley de Educación) entre los más de veinte 
vetos interpuestos por el Gobierno hasta mediados de 2017. Ante la decisión del 
Ejecutivo de acudir al Tribunal Constitucional para dirimir esta disputa, los letrados de la 
Cámara Baja consideraron, según se ha podido conocer
373
, que esta capacidad de veto 
‘debería configurarse en términos excepcionales y restrictivos” porque “se impide que las 
cámaras ejerzan la potestad legislativa”. La crítica de los letrados, asimismo, deja 
entrever que no se aclaran las partidas supuestamente afectadas por una norma en 
tramitación cuando la Mesa le solicita explicaciones al Gobierno. 
Conforme al contexto señalado, el primer Gobierno de la XII Legislatura fue advertido 
por el Tribunal Constitucional debido a la extralimitación en el empleo de esta potestad. 
El TC reiteró algunas garantías en la aplicación de la prerrogativa, recordando que su uso 
deberá ser restrictivo por suponer un freno a la normal capacidad legislativa de las 
cámaras. Estas condiciones han sido reconocidas por el TC en dos conflictos entre 
órganos constitucionales (SSTC 34/2018, de 12 de abril; 44/2018, de 26 de abril) y en 
dos recursos de amparo (SSTC 94/2018, de 17 de septiembre; 139/2018, de 17 de 
diciembre). Podemos extraer de la citada jurisprudencia constitucional, y de manera 
resumida, tres garantías a observar en la aplicación de esta potestad. 
En primer lugar, y según entiende también la posición doctrinal mayoritaria, el gobierno 
puede negarse a la tramitación de proposiciones o enmiendas siempre que afecten al 
presupuesto en vigor (en el sentido de que la aprobación de la enmienda o proposición 
conlleve un incremento de los gastos o disminución de los ingresos), y no cuando se 
                                                 
373
 Según se publicaba en el diario El País, el viernes 17 de marzo de 2017, “Un informe de los letrados del 
Congreso pone límites a los vetos del Gobierno”. 
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refieren a presupuestos futuros
374
. También podemos llegar a esta conclusión a raíz de la 
lectura de los debates en sede constituyente, ya que así fue puntualmente aclarado por 
Fraga Iribarne
375
. Recientemente, el Tribunal Constitucional en la Sentencia de 12 de 
abril de 2018, resolviendo un conflicto de atribuciones entre órganos del Estado señaló 
(FJ 7b): “la conformidad del Gobierno ha de referirse siempre al Presupuesto en vigor 
en cada momento, en coherencia con el propio principio de anualidad contenido en el 
mismo artículo, entendiendo por tal tanto el autorizado expresamente como incluso el 
que ha sido objeto de prórroga presupuestaria, pues no por ello deja de cumplir la 
función esencial de vehículo de dirección y orientación de la política económica del 
gobierno”. Para evitar la aplicación de la facultad del Ejecutivo, algunas proposiciones 
incluyen la denominada ‘cláusula anti-veto’, haciendo constar que las disposiciones que 
pudieran alterar los ingresos o gastos presupuestarios serían de aplicación en el siguiente 
presupuesto, y no en el que se encontrase en vigor
376
. 
En segundo lugar, el Alto Tribunal recuerda que la incidencia de la proposición de ley en 
el presupuesto debe ser directa e inmediata. Esto implica que el Ejecutivo tiene que 
justificar la relación causal directa entre la eventual aprobación de la proposición y la 
variación de determinadas partidas presupuestarias. Por ejemplo, según el TC este hecho 
no fue tenido en cuenta por el Ejecutivo cuando se negó a la tramitación de la 
proposición de ley de Unidos Podemos para la modificación de la reforma laboral
377
. 
Tampoco concretó el Ejecutivo la mencionada relación causal entre la proposición y la 
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 Concepción al a que se refiere MARRERO cuando afirma que el veto presupuestario “sirve para 
garantizar que el Gobierno pueda planificar su actividad de carácter económica en un periodo temporal, 
en este caso de un año” op. cit. p. 322. También le parece evidente este requisito a MARTÍNEZ LAGO 
(op. cit. p. 6) señalando incluso la inconstitucionalidad de aplicar dicha facultad de veto en caso de no 
contar con un presupuesto aprobado 
375
 Quien señaló: “Por otra parte, para que esta prioridad (de control del conjunto del gasto)… no 
destruya la posibilidad de que por vía de proposición de ley se puedan proponer cosas razonables que en 
algún caso puedan implicar aumento de gastos, se establece un equilibrio, (…) que es el de que las 
proposiciones o enmiendas que entrañen aumento del gasto o disminución de ingresos requieran la 
conformidad del Gobierno para su tramitación. Pero se entiende que esto debe ser dentro del mismo 
ejercicio, porque si no el cálculo de esas implicaciones podría llevar muy lejos y, por otra parte, lo que no 
puede tampoco el Gobierno es prejuzgar que en el próximo Presupuesto no se pueden incluir esos 
aumentos”. Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, núm. 87, sesión núm. 19, martes 13 de junio 
de 1978, p. 3212. 
376
 Así se hizo constar en la proposición de ley de Unidos Podemos sobre la modificación de la reforma 
laboral, lo que no evitó que la Mesa del Congreso denegara su tramitación ante la negativa del Gobierno 
por afectación presupuestaria, lo que supuso que se recurriera tal decisión ante el Tribunal Constitucional 
377
 El Gobierno advirtió que la aprobación de la proposición de ley conllevaría un aumento de los 
perceptores de la prestación por desempleo de 100.000 personas, lo que equivaldría a un gasto adicional de 
1.500 millones de euros. 
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afectación presupuestaria según la STC 137/2018, de 17 de diciembre, que estimó el 
recurso de amparo del Grupo Socialista contra los acuerdos de inadmisión
378
 de la Mesa 
del Congreso sobre una proposición en materia de pensiones, por fundarse dicho impacto 
presupuestario en un mero juicio hipotético
379
. El mismo argumento fue utilizado en la 
STC 44/2018, de 26 de abril (FJ7), que resolvió un conflicto entre órganos 
constitucionales promovido por el Gobierno frente a los acuerdos de la Mesa del 
Congreso de los Diputados que rechazaron el veto a la tramitación de una proposición de 
ley presentada por el Grupo Parlamentario Socialista sobre modificación del artículo 42.1 
del Estatuto de los Trabajadores.  
Por último, el TC exige también que la Mesa del Congreso motive el acuerdo por el que 
inadmite la proposición, aceptando así el veto del Gobierno. No basta, en este sentido, y 
como ha venido sucediendo, que la Mesa declare que el acuerdo del Gobierno es 
suficiente y razonable. Conforme a la función de control que tiene encomendada, es 
necesario que la Mesa ofrezca una justificación sobre la aceptación del criterio esgrimido 
por el Ejecutivo. Como sucede en las cuatro sentencias anteriormente señaladas, el 
Tribunal Constitucional puede entender que el Gobierno se ha extralimitado en la 
aplicación de esta prerrogativa, vulnerando el derecho al ejercicio del cargo público 
parlamentario de los proponentes de la iniciativa (art. 23.2 CE) y el derecho de los 
ciudadanos a participar en los asuntos públicos a través de representantes (art. 23.1 CE). 
Incluso, en caso de que la negativa se aplique a una iniciativa popular, se puede alegar 
que el acuerdo resulta lesivo para el derecho a participar directamente ejercido a través 
de la figura que estudiamos. En los casos señalados, el proceder del TC ha sido declarar 
la nulidad del acuerdo o acuerdos de la Mesa del Congreso y ordenar retrotraer las 
actuaciones al momento anterior a tomar ese acuerdo, para que se dicte uno nuevo sobre 
la admisión de la proposición
380
. 
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 Se refiere a los acuerdos de inadmisión de la Mesa del Congreso de 24 de octubre y 21 de noviembre de 
2017. 
379
 Según el FJ 6 d) donde se añade: “en este punto hemos de reiterar que no corresponde ni a la Mesa del 
Congreso, en ejercicio de su función de calificación, ni a este Tribunal, en el de la suya de control de 
constitucionalidad, sustituir al Gobierno en el enjuiciamiento del impacto presupuestario, sino tan sólo 
constatar que el mismo es real y efectivo, y no una mera hipótesis (STC 34/2018, FJ 7), lo que sucede en la 
cuestión planteada”.  
380
 Este fue el proceder del TC, por ejemplo, estimando el 19 de diciembre de 2018 el recurso de amparo 
presentado por el Grupo Socialista sobre la inadmisión de una proposición de ley en materia de pensiones 
no contributivas. En el mismo, el Tribunal declara la “nulidad de los Acuerdos de la Mesa del Congreso de 
los Diputados de 24 de octubre y de 21 de noviembre, respectivamente”, y “ordena retrotraer las 
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Aunque lo habitual en la XII Legislatura ha sido que los vetos del Gobierno triunfen 
frente a las proposiciones de los grupos de la oposición, puede suceder lo contrario, 
evidenciando una contradicción distinta a la anterior entre el criterio del Ejecutivo y el de 
la Mesa. En este sentido, la Mesa del Congreso puede desoír el criterio del Gobierno y 
seguir con la tramitación de la proposición en discusión. Aunque el Tribunal 
Constitucional no ha aclarado el margen con el que cuenta la Mesa para decidir en dichas 
situaciones, no parece que exista inconveniente en que siga tramitando aquellas 
proposiciones sobre las que se interpone el veto del Gobierno cuando entienda que éste 
no está justificado; de lo contrario, si no pudiera continuar con dicha tramitación, el 
Ejecutivo podría paralizar la práctica totalidad de la actividad legislativa del Congreso 
gracias a la facultad de la que dispone. En la práctica, no es difícil encontrar una 
vinculación económica, aunque fuera remota, que permita esgrimir una afectación a los 
ingresos o los gastos presupuestados. 
En el caso anteriormente indicado, en caso de que el Ejecutivo esté aplicando 
correctamente su prerrogativa y la Mesa ignore este acuerdo, el Gobierno tendría que 
plantear ante el Tribunal Constitucional un conflicto de atribuciones con el órgano 
parlamentario mencionado
381
, si entiende que la Mesa se atribuye una función que no le 
corresponde, o bien esperar a que la norma se apruebe para presentar un recurso de 
inconstitucionalidad por la posible vulneración de lo dispuesto en el art. 134.6 CE. Las 
mismas herramientas pueden ser utilizadas por los parlamentarios cuando entienden que 
el Ejecutivo se ha extralimitado en la aplicación de su prerrogativa, paralizando una 
proposición y lesionando sus derechos como parlamentarios, como de hecho ha sucedido 
en algunas de las sentencias señaladas.  
Por otro lado, la sentencia 223/2006 puede también resultarnos de interés, ya que 
resolvió un recurso de inconstitucionalidad del Ejecutivo de Extremadura y ochenta y un 
senadores socialistas contra los artículos 111.1 y 121.4 del Reglamento de la Asamblea 
de Extremadura
382
. En la sentencia se afirma que el órgano facultado para decidir si una 
                                                                                                                                                 
actuaciones hasta el momento anterior al de su resolución para que la Mesa dicte un nuevo acuerdo sobre la 
solicitud presentada”  
381
 El conflicto de atribuciones entre órganos constitucionales del Estado se regula en la LOTC. Conforme 
a los artículos 59 y 73 de la norma señalada, los órganos legitimados para plantear el conflicto son: el 
Gobierno, el Congreso, el Senado y el CGPJ, pudiendo hacerlo cuando entiendan que “otro de dichos 
órganos adopta decisiones asumiendo atribuciones que la Constitución o las leyes orgánicas confieren al 
primero” 
382
 Los recurrentes alegaron la inconstitucionalidad por entender que los artículos señalados del 
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iniciativa legislativa provoca una alteración del equilibrio presupuestario no es el Pleno 
de la Asamblea
383
, como se establecía en los preceptos recurridos, sino que es el 
Gobierno “al que se le supone, en general, dotado de la confianza de la Cámara tras su 
obtención mediante los mecanismos de investidura; y al que ha de reconocerse, en 
particular tras la aprobación de los Presupuestos, el apoyo necesario para poder 
desarrollar el programa económico anual expresado en aquéllos”. Sin embargo, esta ha 
sido una sentencia ampliamente analizada
384
 y a su vez criticada en muchos aspectos por 
MARRERO
385
 por diversas inconcreciones
386
. 
A pesar de las críticas y, como el autor señala
387
, podemos extraer para nuestro interés 
que la reforma del citado Reglamento de la Asamblea de Extremadura es 
inconstitucional. El Alto Tribunal señala que la decisión del Consejo de Gobierno de 
negarse a la tramitación de una enmienda o proposición por el incremento de los gastos o 
disminución de los ingresos presupuestarios no puede ser revisada por la Asamblea, al 
resultar dicha facultad de veto políticamente libre, tal y como se reconocía hasta la 
reforma del Reglamento. De este modo, MARRERO
388
 ha señalado que, al resultar un 
acto de gobierno, “no puede ser jurídicamente revisado por ningún órgano, por 
constituir manifestación de la función de dirección política” (en este caso, de dirección 
de la política económica). 
                                                                                                                                                 
Reglamento vulneraban lo establecido en el art. 61 b del Estatuto de Autonomía de Extremadura. 
383
 El párrafo segundo tanto del art. 111.1 como del art. 121.4 del citado Reglamento establecía que en caso 
de que la disconformidad de la Junta de Extremadura a la tramitación de una proposición o enmienda por 
afectación presupuestaria fuera infundada decidiría el Pleno de la Cámara. 
384
 Sobre el particular vid. MARTÍNEZ LAGO, Miguel Ángel, “Las restricciones de los Debates 
Parlamentarios sobre Presupuestos” en Revista Parlamentaria de la Asamblea de Madrid núm. 15 (2006). 
Pp. 14 y ss. 
385
 MARRERO GARCÍA-ROJO, Ángel, “El control del ejercicio por el gobierno de la facultad del veto 
presupuestario (comentario a la STC 223/2006, con consideración de la STC 242/2006)”. Revista Española 
de Derecho Constitucional núm. 80 (mayo-agosto de 2007) pp. 314 y ss. 
386
 Sirva, a modo de ejemplo, la referencia realizada por el TC, y como señala el autor (op. cit. p. 325) a 
que la aprobación del presupuesto supone la asunción de compromisos económicos que necesariamente 
han de ser respetados y que solamente se podrán alterar con el consentimiento del Ejecutivo. Es evidente 
que el consentimiento del Gobierno sólo se requiere cuando se produce una afectación presupuestaria, a 
través de la aprobación de la norma, que suponga un incremento de los gastos o disminución de los 
ingresos y no, por ejemplo, cuando sea al contrario. Por no hablar de las referencias del Alto Tribunal a un 
principio, el de equilibrio presupuestario, que no está constitucionalmente reconocido. 
387
 Op. cit. p. 323 
388
 Op. cit. p. 330 
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Como veremos en el ámbito autonómico, DURÁN ALBA
389
 se ha referido al hecho de 
que la Mesa de una Asamblea remita la proposición de ley al Ejecutivo para que muestre 
su conformidad en la fase de admisión. Si este hecho no ha sido recogido como causa de 
admisión por la correspondiente ley reguladora de la iniciativa legislativa popular, 
podríamos encontrarnos ante un caso de vulneración del derecho de participación. Es el 
caso de la STC 19/2015 que analizamos en el ámbito autonómico, en el que la Mesa del 
Parlamento
390
 de Cataluña decidió dar traslado al Ejecutivo de una ILP
391
 admitida por la 
misma y, tras la disconformidad del Govern, la declaró inadmitida pese a no regular esta 
causa de inadmisión en la ley. Sin ánimo de extendernos en esta cuestión, es necesario 
recordar que esta remisión al Ejecutivo debe producirse antes de la toma en 
consideración y después, por tanto, de que los promotores hayan acreditado las firmas 
necesarias para que la iniciativa popular se convierta en proposición de ley ante la 
cámara. La Mesa del Congreso, por tanto, no puede inadmitir de entrada una iniciativa 
popular como consecuencia de la aplicación del veto presupuestario del Gobierno, al no 
establecerse dicha causa de inadmisión en la LO 3/1984 y al haber reiterado el Tribunal 
Constitucional que dichos motivos de inadmisión actúan como números clausus
392
.  Este 
acuerdo sería recurrible en amparo por la Comisión Promotora. 
Materias excluidas de la iniciativa legislativa popular  
Las materias excluidas nos señalan el ámbito material de la iniciativa popular, aunque lo 
hagan de forma negativa excluyendo aquellos temas en los que no procede admitir este 
tipo de proposiciones. El artículo 87.3 CE excluye de manera explícita las materias 
propias de ley orgánica, las de naturaleza tributaria, las de carácter internacional y la 
prerrogativa de gracia. De forma implícita, el Constituyente apartó las mencionadas en 
los artículos 131 y 134.1 de la Norma, aunque probablemente olvidó incluirlas en el 
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 DURÁN ALBA, op. cit. pp. 78-82. 
390
 La Mesa se sintió amparada por el art. 111.2 del Reglamento del Parlamento de Cataluña y alegaba 
‘anticipar’ dicha remisión al Gobierno para evitar a los promotores el proceso de recogida de firmas y una 
eventual compensación económica a los mismos por una proposición que terminaría siendo paralizada por 
decisión gubernativa. Como la propia STC señala, la iniciativa legislativa popular responde a un régimen 
especial de admisión de la misma, y los supuestos de inadmisión previstos en su ley reguladora actúan 
como números clausus, por lo que una remisión al Ejecutivo para después declarar inadmitida la iniciativa 
popular sería aplicar una causa de inadmisión no prevista en la ley.  
391
 Se trataba de la iniciativa legislativa popular “Per la igualtat d’oportunitats en el sistema educatiu 
català” admitida el 30 de noviembre de 2011 y publicada en el Boletín Oficial del Parlamento de Cataluña 
el 5 de diciembre de 2011. 
392
 STC 76/1994, FJ 3 
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artículo 87.3. Posteriormente, la LOILP sí que enumera las cinco materias que acabamos 
de mencionar en su artículo 2. La reforma constitucional se entiende también apartada de 
la presentación de iniciativas populares como se deriva de la lectura del art. 166 CE, 
aunque no se mencione ni en el art. 87.3 CE ni en la LOILP, probablemente por 
considerarse que la ILP no se refiere a un procedimiento de tal naturaleza, sino a la 
presentación de proposiciones de ley. 
El Constituyente español tomó como referencia las exclusiones que tanto la Constitución 
de Weimar
393
 como la Constitución Italiana
394
 de 1947 determinaran para la institución 
del referéndum (legislativo en el primer caso, abrogativo en el segundo), salvo para el 
caso de las tan cuestionadas materias propias de ley orgánica, exclusión singular 
española, como bien recuerda CUESTA LÓPEZ
395
. El artículo 66 de la Constitución 
Española de 1931 ya establecía límites materialmente equivalentes a los actuales para la 
figura de la iniciativa de referéndum, como eran las leyes complementarias de la 
Constitución, leyes de ratificación de Convenios internacionales, los Estatutos regionales, 
y las leyes tributarias.  
Esta posible traslación de los límites del referéndum abrogativo italiano a la iniciativa 
popular había sido planteada por ejemplo por SPAGNA MUSSO
396
, pese a que el 
artículo 71 de la Constitución italiana no los recoge para la figura concreta que 
estudiamos. Pareciendo justificados los límites materiales que se copian del referéndum 
italiano, su simple aplicación analógica a la ILP no parece del todo coherente si tenemos 
en cuenta las diferencias entre ambas instituciones, como demuestra que la ILP siempre 
termine dependiendo de la decisión final del Parlamento. En este sentido, como bien 
argumenta CUESTA
397
, “la iniciativa ciudadana de referéndum abrogativo se dirige al 
cuerpo electoral que impone su voluntad a los representantes políticos mientras que la 
iniciativa legislativa del ciudadano siempre puede ser rechazada en sede 
parlamentaria”. Las exclusiones materiales a la ILP han de responder a otros 
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 Su artículo 73 excluía la ley de presupuestos, leyes tributarias o relativas a retribuciones de los 
funcionarios públicos 
394
 Su artículo 75 excluía las leyes tributarias y presupuestarias, de amnistía, de indulto y relativas a la 
ratificación de tratados internacionales 
395
 Op. Cit. p. 326 
396
 SPAGNA MUSSO, E., L’inziativa nella formacione delle leggi italiane. Ed. Jovene, Napoles, 1958, p. 
84. 
397
 Op. Cit. P. 354 
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argumentos, y resultan especialmente justificadas cuando la materia en concreto es 
atribuida a otro órgano con potestad legislativa, como veremos a continuación. 
Además de las referencias señaladas en el derecho comparado, para entender el contexto 
político que condicionó las rigurosas restricciones materiales del Constituyente de 1978 
hacia la iniciativa popular, nos remitimos a lo señalado en el apartado dedicado al 
análisis de los debates para la elaboración y aprobación de la Carta Magna. Debemos 
recordar el concienzudo afianzamiento de la democracia representativa pretendido 
entonces, y los miedos que las experiencias controvertidas de democracia directa en el 
pasado generaron en nuestro Constituyente. Sólo desde ese determinado contexto se 
puede explicar una regulación más cicatera de la figura en lo relacionado con materias 
sensibles como los derechos fundamentales o el régimen electoral. 
Por tanto, y como iremos viendo, tales exclusiones responden a la voluntad del 
Constituyente de proteger otros intereses jurídicos o políticos relevantes, temas 
esenciales para la convivencia especialmente sensibles (derechos fundamentales o 
régimen electoral) o ámbitos materiales reservados a otros sujetos con potestad 
legislativa. Según esta concepción, y siguiendo a BIGLINO
398
, las instituciones de 
democracia directa vendrían a ser excepciones de la forma normal de participación 
representativa, lo que justificaría tales límites a la figura. La indeterminación de las 
materias señaladas y la libre interpretación de la Mesa del Congreso dibujan un ámbito 
material de la iniciativa popular bastante difuso. La delimitación de las materias, que 
intentaremos llevar a cabo más adelante, será clave para discernir los supuestos 
abarcados por las exclusiones. 
Los límites del instrumento han sido uno de los asuntos más cuestionado por las 
opiniones jurídicas consultadas, como es lógico. Por ello, podemos referirnos a las 
mismas como el aspecto más restrictivo para el mecanismo, a juzgar también por el 
elevado número de inadmisiones que afectan a iniciativas que incurren en alguna materia 
vedada, a juicio de la Mesa. Por ejemplo, MARCO
399
 considera que el número de 
materias excluidas es “amplísimo” y responde a una decisión no tanto técnica sino más 
bien “de carácter político” advirtiendo, en algunas de estas exclusiones, el margen de 
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discrecionalidad que se puede conceder a la Mesa. Para ALMAGRO
400
, “la amplitud de 
materias excluidas responde a una decisión eminentemente política en el contexto de una 




 son el obstáculo más importante para la institución, situándolo incluso 
por encima de la cantidad de firmas exigida. No resulta tan crítico CONTRERAS
402
, aún 
reconociendo cierta polémica, ya que justifica los límites materiales impuestos por la LO 
3/1984 desde las exclusiones que la Constitución realiza de forma explícita o las materias 
que atribuye en exclusiva a otros sujetos. En la misma línea se manifiesta MORALES
403
, 
quien entiende dichas exclusiones como “el problema real para que prosperen las ILP” 
por encima incluso del número de firmas, que tampoco le parece tan excesivo. En este 
sentido, debemos coincidir en que la inadmisión por razón de la materia puede privar a la 
ciudadanía de opinar sobre ciertos temas que sí gozarían de apoyo relevante. Por el 
contrario, el desistimiento de la propuesta por falta de apoyos evidencia que, si bien es 
complejo reunir tales avales, la propuesta tampoco ha generado un apoyo notorio y 
patente. 
El resultado es que el Constituyente restringe considerablemente las posibilidades de 
intervención ciudadana por vía legislativa, limitación especialmente grave en el caso de 
las materias propias de ley orgánica, que precisamente excluyen temas básicos para la 
convivencia, o para la regulación de derechos sociales o políticos, que precisamente 
pueden ser temas en los que la ciudadanía sea más capaz de movilizarse. La exclusión del 
resto de materias puede quedar justificada por estar atribuida su competencia al 
Ejecutivo
404
, a través de la influencia del art. 97 CE, o por cuestiones que a continuación 
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veremos. El carácter legislativo de la iniciativa popular quizás acrecentó los miedos a que 
una masa popular manipulable o inexperta intentase legitimar decisiones dañinas para la 
propia democracia.  
Por último, la constitucionalización de dichos límites dificulta sensiblemente su 
modificación, al requerir de la reforma constitucional para librar al instrumento de tales 
límites materiales. En todos los casos, como ya se ha dicho, entendemos que cobra 
especial importancia la interpretación que la Mesa realice de cada límite, extremo sobre 
el que volveremos en el análisis práctico que se ha realizado del instrumento. 
A continuación, analizaremos individualmente los límites a la figura estudiada: 
Materias propias de Ley Orgánica 
El artículo 87.3 CE excluye las materias propias de ley orgánica del ámbito de la 
iniciativa popular, siendo a nuestro juicio la limitación más relevante a la figura 
estudiada. El Constituyente no excluyó esta cuestión desde las primeras redacciones del 
texto constitucional, ya que ni el anteproyecto ni las posteriores ponencias incluían las 
materias propias de ley orgánica en el artículo 87.3 (originariamente con otras 
numeraciones). Tuvo que ser la Comisión Mixta Congreso-Senado la que estipulara esta 
exclusión, por lo que desconocemos los motivos que llevaron al Constituyente a 
establecer un límite tan cuestionado, al no resultar públicas las actas de estas reuniones, 
aunque también puede resultar significativo que tal limitación se introdujera en un 
momento así. 
El límite cuenta con un cierto antecedente de la Constitución Española de 1931, que 
excluía en su artículo 66 las leyes de desarrollo de dicho texto (homologables en un 
sentido muy laxo a las leyes orgánicas) de la convocatoria de referéndum abrogativo que 
los ciudadanos pudieran llevar a cabo mediante la solicitud del 15% del censo electoral. 
Es posible que el Constituyente español del 78 se fijara en tal antecedente ante cierta 
confusión generada entre la institución del referéndum y la de la iniciativa legislativa 
popular. Sin embargo, el parangón en derecho comparado de esta exclusión es muy 
escaso, al resultar la propia reserva de ley orgánica, tal y como se concibe en nuestro 
ordenamiento, una singularidad de nuestro derecho. La categoría tan amplia y ambigua 




de temas abarcados por ley orgánica, como señala DELGADO-IRIBARREN
405
, 
albergando además los derechos fundamentales
406
, convierte esta materia en un posible 
cajón de sastre donde subsumir muchas iniciativas que, a juicio de la Mesa, pueden 
resultar inadmitidas. 
Esta exclusión constituye, posiblemente, uno de los límites más difícilmente justificables 
de la iniciativa legislativa popular por abarcar materias cualitativamente relevantes que 
constituyen un núcleo esencial para la convivencia y la representación de los ciudadanos. 
Pero la gravedad de la exclusión no sólo reside en la afectación material que abarca, sino 
también en la difícil delimitación sustancial de los asuntos, por el concepto mismo de ley 
orgánica y su posición en el sistema de fuentes, en relación a otras normas. Tal y como ha 
señalado, por ejemplo, BARCELÓ
407
, “no existe una única categoría de ley orgánica ni 
por su contenido, ni por su función normativa, ni por el contenido constitucionalmente 
atribuido”. En este sentido, al cumplir la propia ley orgánica funciones que la misma 
autora ha considerado heterogéneas
408
, parece muy poco recomendable excluir de la 
iniciativa popular una pluralidad de contenido tan diverso y discutido en su propia 
naturaleza. 
Para comprender la exclusión, es necesario atender a la naturaleza y alcance de la ley 
orgánica, una cuestión nada pacífica en nuestra doctrina por resultar, además, una figura 
extraña tanto en nuestra historia como en el derecho comparado
409
. Asimismo, y siendo 
un concepto muy debatido, parece claro que el nacimiento de la ley orgánica puede 
responder a una motivación política; prolongar el método del consenso para la regulación 
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de materias que se consideraron políticamente delicadas durante la etapa constituyente
410
, 
y cuya futura solución se quería encomendar a las Cortes
411
. El precedente más afín 
puede constituirlo la triple reserva contenida en la Constitución Francesa de 1958 en 
favor de materias que han de ser reguladas por ley orgánica, un segundo bloque de 
materias reservadas a ley ordinaria, y por último la reserva reglamentaria. De esta triple 
reserva, en el modelo español tan sólo quedaría la reserva de ley orgánica, por lo que se 
hacía evidente la dificultad para su encaje en nuestro sistema de fuentes. Sin embargo, 
ALZAGA
412
 ha reconocido que no se puede buscar en nuestro Constitucionalismo 
histórico o en el modelo francés la explicación fundamental, aunque hayan tenido su 
influencia, al mismo tiempo que sugiere a los condicionantes que concurrieron en el 
proceso constituyente como una filosofía que impregnó el modelo de fuentes resultante. 
En concreto, las materias reservadas al legislador orgánico son las que señala el artículo 
81.1 de la Constitución: la regulación de los derechos fundamentales y las libertades 
públicas, el régimen electoral general, los Estatutos de Autonomía y las demás señaladas 
en la Carta Magna. En ésta última remisión debemos incluir las reservas de ley orgánica 
de los siguientes artículos de la Constitución: 8.2 (bases de la organización militar); el 54 
(Defensor del Pueblo); el 55.2 (la suspensión de los derechos fundamentales establecidos 
en los arts. 17.2 y 18.2 y 3 CE); el 57.5 (orden de sucesión a la Corona); el 87.3 (la 
propia iniciativa legislativa popular); el 92.3 (referéndum); el 93 (autorización para la 
celebración de Tratados Internacionales); el 104.2 (principios básicos y estatutos de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado); el 107 (Consejo de Estado); el 116 (estados 
de alarma, excepción y sitio); 122.1 (Poder Judicial); el136.4 (Tribunal de Cuentas); 
141.1 (alteración de los límites provinciales); 144 (autorización para la constitución de 
Comunidades Autónomas uniprovinciales, aprobación de Estatutos de Autonomía de 
territorios no integrados en la organización provincial y sustitución de la iniciativa de las 
corporaciones locales en la constitución de una Comunidad Autónoma); 147.3 
(aprobación o reforma de Estatutos de Autonomía); 148.1.22 y 29 (policías locales y 
autonómicas); 150.2 (transferencia o delegación de competencias a las CC.AA.); 151.1 
(referéndum de ratificación de iniciativa autonómica); 157.3 (financiación de las 
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CC.AA.) y, por último, el Tribunal Constitucional en el art. 165 CE. 
Es muy difícil encontrar cierta similitud material entre esta categoría de materias tan 
heterogénea. Sin embargo, con el objetivo de acotar el ámbito al que se refiere la reserva 
de ley orgánica, podemos distinguir entre las mismas, por un lado, aquellos asuntos en 
los que la ley orgánica sería el instrumento a través del cual se regula la materia y; por 
otro lado, aquellos asuntos que, para ser integrados en el ordenamiento jurídico, 
requieren de su aprobación mediante ley orgánica. En la primera categoría incluiremos, 
por ejemplo, aspectos de algunas instituciones y órganos del Estado como la 
organización militar (art. 8.2 CE), los Jueces y Tribunales y el Consejo General del Poder 
Judicial (art. 122 CE), el Tribunal de Cuentas (art. 136.4 CE) o la propia iniciativa 
legislativa popular (art. 87.3 CE). En estos casos, el propio precepto especifica qué 
concretos aspectos han de ser regulados mediante ley orgánica
413
, entendiendo que el 
resto podrá ser regulado mediante ley ordinaria y, por tanto, podrá ser objeto de una 
iniciativa legislativa popular. En estos casos, pocos problemas suele plantear la 
delimitación del ámbito reservado.  
En el segundo de los casos señalados, la ley orgánica supone en sí misma la adopción del 
acuerdo que se debe adoptar, por lo que no conlleva desarrollo material alguno. Por tanto, 
la adopción de ese acuerdo constituye el objeto de la reserva
414
. Buenos ejemplos de 
acuerdos que deberán adoptarse mediante ley orgánica son los del art. 57.5 CE (las 
abdicaciones y renuncias y cualquier duda de hecho o de derecho que ocurra en el orden 
de sucesión a la corona); el art. 93 CE (la celebración de los tratados por los que se 
atribuya a una organización o institución internacional el ejercicio de competencias 
derivadas de la Constitución), el art. 141.1 CE (la alteración de límites provinciales); el 
art. 150 CE (la transferencia o delegación a las CC.AA. de facultades correspondientes a 
materias de titularidad estatal), etc. En estos casos, evidentemente, es imposible que una 
iniciativa legislativa popular pueda versar sobre estos asuntos. 
La propia naturaleza de la ley orgánica, que se ha concebido por muchos como un 
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escalón intermedio entre la Constitución y las leyes ordinarias
415
 (sobre todo por las 
mayorías exigidas para su aprobación o modificación) hace pensar que el Constituyente 
decidió otorgar una mayor protección y excluir del ámbito ciudadano algunos temas para 
los que se propuso alargar, en cierta medida, el consenso logrado para la aprobación de la 
Carta Magna. En un sentido parecido, siguiendo una voz autorizada en este relato como 
la de ALZAGA
416
, es posible que el Constituyente quisiera otorgar esta reserva de ley 
orgánica a algunas cuestiones que no gozaron en aquel momento del consenso necesario 
de los partidos o que, aunque se lograra, no resultó nada pacífico. También señala el 
autor, entre otras, como razón de ser de estas leyes el objetivo de dotar de estabilidad a la 
legislación sobre derechos fundamentales o, igualmente, la imposición de un nivel de 
consenso mínimo a las futuras cámaras sobre temas trascendentes. 
De todo lo anterior se deduce que las leyes orgánicas se diferencian de las ordinarias 
principalmente por dos cuestiones, además del hecho de excluirse la iniciativa popular en 
las primeras; en primer lugar, por el procedimiento de aprobación, al requerirse la 
mayoría absoluta del Congreso, rompiendo de alguna forma el criterio normal que se 
deriva del principio democrático, en virtud del cual la mayoría simple debe disponer de 
capacidad para dictar leyes sin más límite que la Constitución
417
. En segundo lugar, se 
distinguen por su ámbito material, aunque la técnica para la delimitación de tales 
materias haya merecido opiniones negativas de gran parte de la literatura jurídica. Por 
este motivo, siguiendo por ejemplo a ALZAGA
418
, aunque el criterio material sea 
necesario para delimitar conceptualmente a la ley orgánica, presenta en la práctica 
numerosos problemas de deslinde, por lo que tendremos que acudir también al criterio 
formal. 
Frente al criterio más sustancial o, lo que es lo mismo; las materias estipuladas de manera 
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explícita o implícita en el apartado primero del artículo 81 CE, el apartado segundo 
introduce el criterio formal estableciendo que la aprobación, modificación o derogación 
de las leyes orgánicas exigirá mayoría absoluta del Congreso, en una votación final sobre 
el conjunto del proyecto. Es evidente que si una ley no es aprobada bajo tales requisitos 
no será orgánica pero, sin embargo, si tan sólo atendiésemos al criterio formal, carecería 
de sentido distinguir las leyes orgánicas de las ordinarias. Siendo pragmáticos, el criterio 
formal nos puede servir para distinguir las leyes orgánicas del resto de figuras 
normativas, en cuanto que las primeras son formas normativas reservadas a regular el 
objeto de una concreta materia
419
. La cuestión empieza a complicarse si se atiende a la 
multitud de formulaciones lingüísticas que utilizó el Constituyente para referirse a las 
distintas reservas de ley, sin aclarar en algunos casos los aspectos que deberá abarcar 
dicha reserva. 
De este modo, la distinción entre ley orgánica y ley ordinaria supone asimismo una 
cuestión polémica y compleja, sobre la que tan sólo procede apuntar algunas cuestiones. 
Aunque algunas voces defendieron inicialmente el criterio jerárquico para esgrimir la 
superioridad de la ley orgánica con respecto a la ordinaria, otros han señalado que no 
parece el criterio más adecuado
420
, al mantener ambas leyes ámbitos materiales distintos. 
Tampoco serviría de manera completa el principio de competencia, pese a existir voces 
que así lo defienden
421
, al nacer de distintos centros de producción normativa y no 
resultar el criterio de aplicación directa
422
, por depender la delimitación final de un 
eventual pronunciamiento del Tribunal Constitucional. Polémicas aparte y para los 
objetivos de este trabajo, podemos concluir que ambos tipos de ley mantienen una clara 
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diferencia de procedimiento, y distinto ámbito material. De este modo, BALAGUER
423
 
entiende que “el concepto de ley orgánica, a diferencia del tipo general de ley, no es un 
concepto formal, sino material”, lo que ha ocasionado, sin embargo, las críticas de 
ALZAGA
424
. Este último autor ha señalado que la distinción entre ambos tipos de ley es 
competencial (las materias indicadas en el art. 81.1 CE son orgánicas y el resto no lo 
serían), defendiendo que si una materia propia de ley orgánica se regula por ley ordinaria 
(o viceversa) se infringiría el principio de competencia que deslinda normas del mismo 
rango, más que infringir un criterio formal o atentar contra el principio de jerarquía. 
Otra postura singular es la de Ignacio DE OTTO
425
, para quien la ley orgánica no sería 
una fuente diferenciada de la ley ordinaria, sino sólo el nomen legis que adquiere una ley 
aprobada mediante mayoría cualificada, una ley que podría regular además de las 
materias del art. 81.1 CE, cualesquiera otras materias, si bien estas no quedarían 
protegidas por la especial rigidez, salvo para el caso de las materias conexas. Conforme a 
su tesis inicial, la ley es una categoría unitaria, no habiendo un status específico para la 
ley orgánica en el sistema de fuentes. Lo que existe, tan sólo, es una reserva a un 
procedimiento, algo que sólo les corresponde en cuanto regulan la materia de que se 
trate, lo que para el autor se hubiera conseguido de igual modo indicando en la 
Constitución la exigencia de aprobación por mayoría absoluta, sin necesidad de 
denominarlas de una forma distinta. Sin embargo, el mismo autor reconoce que el propio 
Tribunal Constitucional construye un compartimento estanco para la ley orgánica con 
arreglo al criterio de competencia
426
. En un sentido parecido, para BALAGUER
427
 la 
superioridad de la ley orgánica se observa en que la misma es una ley “más cercana a la 
Constitución, a la democracia constitucional, y por estar dotada de un procedimiento de 
elaboración con requisitos de aprobación superiores a los de la ley ordinaria” al mismo 
tiempo que su aplicación es preferente en caso de conflicto con la ley ordinaria
428
. 
Comprobamos, en definitiva, que la naturaleza de las leyes orgánicas y los criterios que 
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 Conflicto que deberá resolver el Tribunal Constitucional. No obstante, la ley orgánica prevalece en tres 
supuestos ante un posible conflicto con la ley ordinaria: cuando la ley orgánica es anterior a la ley ordinaria 
y es legítima, cuando es posterior y es legítima, y cuando es posterior y no es legítima (al ser, en ese caso, 
ley ordinaria que deroga la anterior conforme al criterio cronológico). La ley ordinaria sólo prevalecería en 
caso de ser posterior a la ley orgánica y ser esta última no legítima, es decir, simple ley ordinaria. 
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distinguirían su ámbito del ámbito de las leyes ordinarias es una cuestión compleja en 
general y poco pacífica para la literatura jurídica en particular. 
En lo que nos afecta, hay que destacar que la reserva de ley orgánica es una reserva 
cerrada
429
, es decir, las materias reservadas a esta figura legal sólo pueden ser reguladas 
por esta norma (art. 28.2 LOTC, por lo que el Tribunal Constitucional podría declarar 
inconstitucional una ley ordinaria o decreto-ley que regule materias reservadas a ley 
orgánica). Parece asimismo que el legislador orgánico no podría, ni siquiera, remitir la 
regulación de algunos de aquellos aspectos a ley ordinaria o reglamento
430
, lo que los 
abriría a la participación a través de la iniciativa popular. Dicho de otra forma, la reserva 
también funciona a la inversa; las leyes orgánicas sólo pueden regular las materias que la 
Constitución les asigna
431
, salvo para el caso de las denominadas materias conexas. En el 
hipotético caso de que las leyes orgánicas pudieran invadir temáticamente todos los 
ámbitos, se produciría lo que se denomina congelación de rango, privando a futuros 
legisladores ordinarios y a la iniciativa legislativa popular de la capacidad de proceder 
sobre tales materias
432
, que quedarían, en ese supuesto, afectadas por el procedimiento 
rígido de la ley orgánica.  
Por todo lo anterior, es fundamental distinguir el concreto ámbito material afectado. 
Siguiendo a BARCELÓ
433
, debemos tener presente que la reserva de ley orgánica no 
afecta a una materia en sentido estricto, sino a un sector de la misma. Buena muestra de 
ello es la iniciativa legislativa popular, cuyas formas de ejercicio y requisitos deberán ser 
reguladas por ley orgánica (art. 87.3 CE), o asimismo la composición y competencias del 
Consejo de Estado. En otros casos, el objeto de la reserva se establece en un sentido no 
tanto horizontal sino vertical, como el caso de las bases de la organización militar (art. 8 
CE). Otro supuesto lo puede constituir el caso en que el objeto de la reserva se el propio 
acuerdo normativo, como ya se ha visto anteriormente. Habrá que discernir, en cada caso, 
                                                 
429
 BILBAO UBILLOS, REY MARTÍNEZ, VIDAL ZAPATERO (op cit.) p. 332 
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 Aunque no resulte una cuestión unánime, así lo han defendido BARCELÓ i SERRAMALERA (op. cit. 
p. 43) o DE OTTO (op. cit. p. 232) 
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 Como ha señalado la STC 5/1981. En caso de que una ley orgánica invada materias propias de ley 
ordinaria no habría nulidad sino degradación a ley ordinaria (es decir, en un futuro podrá ser derogada o 
modificada por ley ordinaria y, para lo que nos interesa, por una iniciativa legislativa popular), 
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 BALAGUER esgrime cuatro motivos principales por los que la ley orgánica no significa 
necesariamente una mayor protección de las minorías, afirmando en el tercer argumento que la ley orgánica 
puede perjudicar la alternancia real entre mayorías y minorías (op. cit. p. 149). 
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 op. cit. pp. 44 y 45 
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qué aspectos de la materia han sido reservados a la ley orgánica. 
Frente a todo lo señalado cabe preguntarse de qué forma pueden afectar estas 
consideraciones al ámbito material de la iniciativa popular. Al haberse configurado el 
mismo de manera negativa, es decir, formando parte de aquel todo aquello que no esté 
excluido, es evidente que todo lo que no quede afectado por la reserva de ley orgánica (y 
el resto de las causas de inadmisión) podrá ser objeto de una iniciativa popular. El tema 
puede parecer remoto, pero la concreción es a la par relevante y compleja. Pudiera 
entenderse que queda excluida de la presentación de iniciativas populares cualquier 
materia propia de ley orgánica (en su conjunto) cuando realmente -así lo entendemos 
nosotros- sería preciso concretar qué aspectos de esa materia quedan reservados al 
legislador orgánico y cuáles, por tanto, podrían ser objeto de leyes ordinarias y, por tanto, 
de una iniciativa popular. Sólo por poner un ejemplo, la organización militar puede ser 
objeto de una iniciativa popular que no regule sus aspectos básicos y que pretenda, por 
ejemplo, la modificación de una ley ordinaria que regula cuestiones más accesorias que 
no constituyen un sector reservado a ley orgánica. 
Es evidente, por último, que la mayoría de los promotores de las iniciativas no 
dispondrán de los conocimientos necesarios para discernir acerca de tales extremos. Para 
mitigar los efectos de una delimitación sustancial tan compleja no sólo consideramos 
necesario que la interpretación de las mesas de las asambleas sea rigurosa y garantista de 
la participación, también sería conveniente, por un lado, que los promotores contaran con 
el asesoramiento de los servicios de las cámaras y, por otro, que se les concediera la 
posibilidad de subsanar los errores cometidos en la redacción de la proposición. En este 
caso, es posible que, una vez informados correctamente, la Comisión Promotora desee 
modificar la redacción de su propuesta para mantener el espíritu de su demanda sin 
invadir los sectores concretos reservados al legislador orgánico que han motivado la 
inadmisión de la iniciativa. 
Además de lo señalado, para la interpretación del ámbito material afectado, el Tribunal 
Constitucional ha establecido una interpretación restrictiva del ámbito de la ley 
orgánica
434
, recordando que esta supone una excepción al propio principio democrático 
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de la mayoría en virtud del cual el legislador ordinario ha de disponer de capacidad para 
regular las materias sin más límite que la Constitución. El máximo intérprete 
constitucional dejó claro que la reserva se refiere al núcleo esencial de la materia, y no a 
cualquier regulación que se haga de la misma. De no tener esta interpretación restrictiva 
que se procura, la materia reservada a ley orgánica “podría producir en el ordenamiento 
jurídico una petrificación abusiva en beneficio de quienes en un momento dado gozasen 
de la mayoría parlamentaria suficiente y en detrimento del carácter democrático del 
Estado, ya que nuestra Constitución ha instaurado una democracia basada en el juego 
de las mayorías” (SSTC de 13 de febrero de 1981 y de 5 de agosto de 1983). Para el caso 
de la iniciativa popular, cabe recordar que el órgano encargado de dirimir si una 
proposición incurre en una materia excluida es la Mesa del Congreso, quien suele gozar 
de cierta discrecionalidad en su decisión.  
Por tanto, consideramos imprescindible que el órgano parlamentario también interprete 
restrictivamente el ámbito afectado por ley orgánica, inadmitiendo sólo las iniciativas 
populares que de forma clara invadan el concreto sector material afectado por la 
exclusión. Ha de ser así no sólo porque parece justificado, como se ha defendido, que la 
interpretación del ámbito material de las leyes orgánicas sea restrictiva, sino porque 
también pensamos que la aplicación de las causas de inadmisión en general ha de gozar 
de una interpretación garantista hacia el derecho de participación directa que se encuentra 
en juego en la propia admisión de las iniciativas. 
Por otro lado, ha ocasionado no pocas críticas la solución jurisprudencial otorgada a la 
denominada cuestión de las materias conexas. Lo que también se ha denominado ámbito 
eventual o contenido posible de la reserva de ley orgánica
435
, implica que dicho 
instrumento legal puede regular cuestiones que no corresponden estrictamente a la 
materia reservada, pero que guardan conexión con ella, por lo que resulta conveniente 
regular en un solo texto, de manera sistemática, tanto las materias reservadas como las 
denominadas conexas. El TC se refiere en la STC 5/1981 a razones de conexión 
temática, de sistematicidad o de buena política legislativa
436
 para considerarlas materias 
conexas susceptibles de quedar afectadas por la especial rigidez de la ley orgánica. Esta 
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solución puede ocasionar algunos problemas que pretendió resolver la STC 5/1981. En 
primer lugar, la materia conexa que se incluye en la ley orgánica quedará afectada por el 
procedimiento de esta, es decir, sólo podrá ser modificada por el legislador orgánico (lo 
que denominamos congelación de rango
437
) y, salvo en dos supuestos que veremos, no 
podrá ser objeto de leyes ordinarias o reglamentos y, por tanto, quedará excluida de la 
presentación de iniciativas populares. Sin embargo, este efecto puede ser excluido por la 
propia ley orgánica si la misma indica (normalmente en una disposición adicional) qué 




Esta solución ya fue criticada por DE OTTO
439
, quien señaló que se estaba 
encomendando al legislador orgánico una función que no le corresponde, entendiendo 
que éste no puede convertir en orgánicas normas que constitucionalmente no pueden 
serlo, y a la inversa. Como segundo supuesto para excluir la rigidez que el legislador 
orgánico podría otorgar a la materia conexa, el Tribunal Constitucional podrá declarar 
qué materias quedan dentro de esa especial rigidez que corresponde a la ley orgánica y 
cuáles no, en caso de que exista conflicto entre la ley orgánica y una ley ordinaria, al 
resolver un recurso de inconstitucionalidad. El problema, entendemos, es que si no se 
interpone recurso será el propio legislador orgánico el que podrá incluir dentro de la ley 
orgánica materias conexas que mantengan cierta conexión temática o sistemática con la 
materia inicialmente reservada a este procedimiento, lo que puede aumentar 
sensiblemente el ámbito de los asuntos reservados al legislador orgánico y, por tanto, 
excluidos de la iniciativa legislativa popular. La posibilidad de extender la regulación 
contenida en la ley orgánica a materias conexas tiene que ser interpretada de forma 
restrictiva, como ha señalado el Tribunal Constitucional (STC 76/1983, de 5 de agosto, 
FJ 51.d). Conforme a lo señalado por el máximo intérprete de la Norma Suprema, la 
extensión sólo puede alcanzar supuestos en que sea realmente necesaria para desarrollar 
el núcleo orgánico de la ley, siempre que la materia conexa sea un mero complemento de 
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Concluido este tema y en lo que nos afecta, recordando que el ámbito de la reserva ha de 
interpretarse de manera restrictiva, por tratarse de una excepción al principio 
democrático
440
, existen dos materias sobre las que se suelen presentar iniciativas 
populares que han generado ciertos problemas de interpretación: el desarrollo de los 
derechos fundamentales y las libertades públicas, y el régimen electoral general. 
Trataremos en las siguientes líneas de aclarar concretamente qué cuestiones quedan 
reservadas al legislador orgánico, lo que avanzamos que no será demasiado sencillo, 
sobre todo en el caso de los derechos fundamentales, por lo que merece la pena detenerse 
en la correcta delimitación de tales sectores materiales, lo que evidentemente también 
significa delimitar el ámbito disponible para la participación de los ciudadanos mediante 
la figura estudiada.  
En cuanto a los derechos fundamentales y las libertades públicas, debemos partir de la 
consideración de que dicha redacción no se refiere a cualesquiera derechos incluidos en 
la Constitución, sino sólo a los regulados en la sección 1ª del Capítulo II del Título I, que 
precisamente se denominan así
441
, tal y como confirmó el Tribunal Constitucional en la 
STC 76/1983. El término desarrollo, sin embargo, ha resultado en su interpretación poco 
o nada pacífico, cuestión sobre la que tan sólo procede apuntar algunas directrices de 
manera sucinta. Parece claro, según señaló el Tribunal Constitucional en la STC 6/1982, 
de 22 de febrero, que el artículo 81 CE se refiere al “desarrollo legislativo directo” u 
“ordenación de aspectos esenciales” (SSTC 160/1987 y 173/1998), lo que consistiría, 
según la STC 140/1986, en la “determinación de su alcance y límites en relación con 
otros derechos”. El máximo intérprete constitucional opta por una interpretación estricta 
para evitar que prácticamente cualquier cuestión relacionada con uno de aquellos 
derechos quedara afectada por la reserva, lo que podría producir una petrificación 
excesiva de nuestro ordenamiento jurídico
442
; privando asimismo y a nuestro juicio al 
cuerpo electoral de ejercer su derecho de participación -mediante la iniciativa popular- 
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 “Nuestra Constitución ha instaurado una democracia basada en el juego de las mayorías, previendo 
tan sólo para supuestos tasados y excepcionales una democracia de acuerdo basada en mayorías 
cualificadas o reforzadas” STC 5/1981, de 13 de febrero, FJ 21 a 
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 “De los derechos fundamentales y las libertades públicas” que comprenden los artículos 15 a 29 
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(como señala de OTTO op. cit. p. 115) 
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sobre una categoría extensa de materias.  





aunque no han faltado voces que han apostado por una interpretación amplia que valore 
otros criterios para definir el ámbito de la reserva en lo relativo a los derechos y 
libertades
445
. La propia Constitución también nos ayuda a comprender en qué consiste 
dicho desarrollo, al establecer en el art. 53.1 que corresponde a la ley (ordinaria) regular 
el ejercicio de los derechos comprendidos en el Capítulo II del Título I, aclarando por 
tanto que el desarrollo de esos derechos (sometido a reserva de ley orgánica) es distinto 
de la regulación de su ejercicio, cuestión que, como se verá, no comparten algunas voces 
de la literatura jurídica. Sin embargo, aun no quedarían suficientemente delimitados los 
aspectos concretos del derecho que ha de desarrollar el legislador orgánico y si debe 
hacerlo de forma completa.  
Siguiendo el criterio restrictivo que ha imperado en la jurisprudencia constitucional, se 
puede deducir que podrían ser objeto de una iniciativa legislativa popular, por no resultar 
materias propias de ley orgánica, los derechos recogidos en la Sección 2ª del capítulo II, 
y del capítulo III; y los derechos de la Sección 1ª del capítulo II en lo que se refiera a 
aspectos no esenciales y que, por tanto, no formen parte de dicha reserva; de ahí que 
adquiera una especial relevancia acotar a qué aspectos concretos de tales derechos se 
refiere dicho desarrollo. En este sentido, DE OTTO
446
 aclara que el art. 81.1 CE no se 
refiere a cualquier contenido regulado en los arts. 15 a 29 de la Constitución, al 
albergarse reservas que no tienen por qué regular derechos fundamentales
447
, tal y como 
ha entendido también BARCELÓ
448
. Por ejemplo, no queda afectado por la reserva, 
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como ha señalado el TC
449
, el art. 20.3 CE en tanto en cuanto se refiere “a la 
organización y control parlamentario de los medios de comunicación social 
dependientes del Estado o de cualquier ente público”. Como ejemplo contrario, afecto a 
lo estipulado por el art. 81.1 CE, el Tribunal Constitucional ha señalado como desarrollo 
directo del derecho a la libertad y a la seguridad (art. 17.1 CE) la legislación penal que 
recoge penas de privación de libertad, no pudiendo una iniciativa legislativa popular 
versar sobre estos asuntos.  
Ahondando en estas consideraciones, y volviendo a recuperar el matiz señalado hace 
algunas líneas, la interpretación esgrimida acerca del ámbito de la reserva sobre derechos 
y libertades nos indica la materia reservada, pero no el concreto sector de esta materia, 
una cuestión que ha resultado muy discutida. Es decir, no se indica con precisión los 
determinados aspectos (titularidad, ejercicio, requisitos, límites…) de esos derechos y 
libertades ya identificados que quedarán bajo el ámbito del legislador orgánico y, por lo 
tanto, fuera del ámbito de la ley ordinaria (y por tanto de la iniciativa popular). 
Nuevamente, será el alcance que concedamos al término desarrollo lo que determine tal 
extremo. La cuestión se vuelve a complicar, no sólo porque la jurisprudencia 
constitucional haya sido en cierto modo ambigua, como veremos, sino porque la solución 
a nuestro problema se derivará de la naturaleza conferida a la propia ley orgánica
450
, 
debido a las posibles colisiones que se puedan producir entre el desarrollo de los 
derechos fundamentales y libertades públicas que se derivarían del art. 81.1 CE y los 
títulos competenciales autonómicos o estatales que contiene el art. 149.1 CE. 
La solución jurisprudencial no ha sido en todos los casos unánime. En un primer 
momento, la STC 5/1981, consideró que los conflictos entre ley orgánica y ordinaria 
habían de resolverse mediante el principio de competencia, deduciéndose que del art. 
81.1 CE se podría desprender una competencia estatal que alcanzase todo el desarrollo de 
los derechos fundamentales y de las libertades públicas (más allá del reparto 
competencial del art. 149.1 CE, se convierte el propio art. 81.1 CE en un título 
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 Si la consideramos como una pieza del sistema de fuentes o como una norma de reparto competencial 
La primera opción implica que son las normas de reparto competencial contenidas en el art. 149.1 CE las 
que determinan el objeto reservado a ley orgánica. En la segunda opción, además se añadiría la facultad 
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ley orgánica el art. 81.1 CE, tal y como ha logrado desarrollar BARCELÓ i SERRAMALERA (op. cit. pp. 
50 y ss.) 
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competencial en favor de la ley orgánica). Sin embargo, en las SSTC 77/1985 y 137/1986 
el Alto Tribunal dio a entender de manera implícita que la reserva aparece delimitada en 
exclusiva por el sistema de distribución competencial, ya que las autonomías ostentan 
competencias a su favor que no pueden verse invadidas por lo que, desde el art. 81.1 CE, 
puede considerarse desarrollo de los derechos y libertades. Ello implicaría que las CCAA 
puedan participar del desarrollo de los derechos fundamentales y libertades públicas, 
como recuerda BARCELÓ
451
, y aunque el Estado también pueda desarrollarlos de 
manera completa, se recurre al principio de subsidiariedad para evitar el solapamiento.  
Nuevamente, en la STC 173/1998, el TC vuelve a una posición similar a la inicial 
advirtiendo de la existencia de dos límites a la posible regulación autonómica de los 
derechos fundamentales y las libertades públicas; por un lado, el desarrollo directo de los 
elementos esenciales del derecho (por ley orgánica); del otro lado, los títulos 
competenciales que el Estado mantenga sobre los ámbitos sobre los que se proyecta el 
derecho en cuestión
452
. Este último pronunciamiento nos puede servir para concluir que 
el desarrollo de los derechos fundamentales se desdobla a su vez, por un lado, en su 
desarrollo directo (la determinación de los elementos esenciales), lo que quedaría 
reservado al legislador orgánico en virtud del art. 81.1 CE
453
; y por otro lado en la 
regulación de la materia sobre la que se proyecta dicho derecho, lo que queda reservado 
al legislador ordinario -estatal o autonómico- dependiendo también de lo que se derive de 
los títulos competenciales del art. 149.1 CE.  
Es evidente que sólo en el segundo caso la materia podrá ser objeto de una iniciativa 
legislativa popular en tanto en cuanto queda a disposición del legislador ordinario y, por 
tanto, si seguimos esta distinción tan precisa, no sería del todo riguroso afirmar que todo 
el desarrollo de los derechos fundamentales queda excluido de la figura que estudiamos. 
A pesar de lo señalado, existen no pocos problemas acerca de la interpretación de lo que 
implica tal desarrollo directo o regulación de aspectos esenciales del derecho reservados 
al legislador orgánico. Aunque el Tribunal Constitucional haya procurado, de manera 
razonable, una interpretación reduccionista para evitar la vis expansiva del término 
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libertades públicas, sin que este extremo sea fijado en el art. 149.1 CE. 
158 
 
desarrollo, en algunos casos siempre ha optado por considerar afectados por la reserva y 
dentro de este “desarrollo directo” el contenido y los límites de tal derecho o libertad, y 
en otros casos, como la regulación del ejercicio
454
, el criterio para considerarlo dentro o 
fuera de la reserva ha resultado confuso, siguiendo a BARCELÓ
455
, quien a su vez ha 
tenido en cuenta ciertas voces que han defendido la regulación del ejercicio como parte 
integrante del desarrollo directo.  
Para los objetivos del trabajo, lo máximo a lo que se puede aspirar es a sugerir algunas 
soluciones que puedan contribuir a una correcta interpretación del concepto de desarrollo 
directo
456
 y, por tanto, acotar lo máximo posible el sector material a desarrollar por tales 
leyes orgánicas. En este sentido, para evitar contradicciones y permitir una solución 
uniforme que evite una interpretación distinta para cada caso, la autora anteriormente 
citada propone atender a las normas de reparto competencial para concretar el alcance 
material de la ley orgánica en relación a los derechos fundamentales; es decir, la que 
resulta de una interpretación sistemática de los artículos 81.1, 149.1 y 3 de la 
Constitución. De este modo, si el Estado tuviera atribuida una competencia básica para el 
desarrollo de un determinado derecho, este será el límite máximo a regular por ley 
orgánica, que deberá –a juicio de la autora- agotar esta regulación de lo básico
457
 dejando 
para el legislador ordinario (estatal o autonómico) el desarrollo de lo “no básico”. 
Igualmente, si el Estado tiene atribuida una competencia exclusiva para el desarrollo de 
un derecho, el legislador orgánico sólo regulará lo básico de tal derecho, en su totalidad, 
pudiendo el legislador ordinario (estatal) ocuparse de los aspectos no básicos. Sólo nos 
quedaría, por tanto, delimitar qué aspectos del derecho o libertad son básicos y cuáles no. 
En este sentido, BARCELÓ
458
 entiende que lo básico puede alcanzar los aspectos 
esenciales para la definición del derecho (como titularidad activa y pasiva), la previsión 
de su contenido (haz de facultades) y la fijación de sus límites en relación con otras 
libertades constitucionalmente protegidas, teniendo cabida también en ese desarrollo 
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directo normas que establezcan restricciones de esos derechos y libertades, en la medida 
que delimitan su contenido. Un buen ejemplo de esto último serían las leyes penales de 
privación de libertad. Más problemas plantea, a la luz de los art. 81.1 CE y 53.1 CE, 
entender como básico la regulación del ejercicio del derecho, por resultar distinto al 
propio desarrollo del derecho. La autora afirma que no corresponde al legislador orgánico 
regular el ejercicio de tales derechos, sino sólo establecer aquellas condiciones que 
permitan garantizar la igualdad de los españoles en su ejercicio, atendiendo a la 
competencia exclusiva a favor del Estado que así lo establece en el art. 149.1.1 CE. 
Este razonamiento, aunque no unánime en la literatura jurídica, permitiría afirmar que la 
iniciativa legislativa popular podría proponer una regulación normativa acerca de 
aspectos no básicos de un derecho o libertad de la mencionada sección 1ª del capítulo II, 
lo que generaría a los propios promotores un complejo deber de deslinde entre lo que 
supone un desarrollo de lo básico y lo que no. Igualmente, creemos que la Mesa del 
Congreso se puede ver tentada, en una interpretación menos restrictiva de lo aconsejable, 
a inadmitir iniciativas populares que versen sobre la regulación de los derechos 
fundamentales mencionados, sin entrar a valorar convenientemente si la propuesta invade 
de manera rigurosa el concreto sector material reservado al legislador orgánico. En 
cualquier caso, y al tratarse de una propuesta de deslinde subjetiva a la que hemos hecho 
referencia, aunque nos pueda orientar acerca de la posible solución de un problema 
complejo, las interpretaciones otorgadas por la literatura jurídica e incluso por la 
jurisprudencia constitucional no han sido suficientemente claras y uniformes. Lo único 
que se puede considerar medianamente compartido, tal y como señalábamos al principio, 
es que queda reservado al legislador orgánico -y excluido de la iniciativa popular- el 
desarrollo directo o regulación de los aspectos esenciales de los derechos y libertades 
contenidos en la sección 1ª del Capítulo II del Título Primero (de los preceptos que 
efectivamente contengan un derecho), cuestión que se ha entendido distinta de la 
regulación del ejercicio (aunque hayan existido voces que no lo entiendan así). 
Concluida esta orientación para el acotamiento de la reserva que afecta a los derechos 
fundamentales, la segunda cuestión que puede generar alguna duda es la relativa al 
alcance del régimen electoral general, reservado a ley orgánica expresamente por el art. 
81.1 CE, por no quedar demasiado claro en un principio si su ámbito podía abarcar las 
elecciones a Cortes Generales, o todos los procesos electorales a instituciones 
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representativas del Estado. La razón de ser de la inclusión de esta materia como reserva 
de ley orgánica, según ALZAGA
459
, hay que encontrarla en el hecho de que del régimen 
electoral dependa en buena medida el propio sistema de partidos y las primas o 
infrarrepresentaciones que les aporta. Ello les llevó (al legislador Constituyente) a 
asegurarse que en el futuro sus modificaciones fueran objeto de consenso, y de ahí su 
mención expresa en el art. 81.1 CE. 
En cuanto al ámbito abarcado por el régimen electoral general, la STC 38/1983 (FJ 3) 
aclaró que la reserva alcanza a las “normas electorales válidas para la generalidad de las 
instituciones representativas del Estado en su conjunto y en el de las entidades 
territoriales en que se organiza, a tenor del art. 137 CE, salvo las excepciones que se 
hallen establecidas en la Constitución o en los Estatutos”. Por tanto, el art. 1 de la 
LOREG indica que esta norma se aplica a las elecciones a Diputados y Senadores de las 
Cortes Generales, salvo los senadores de designación autonómica
460
; a las elecciones 
locales (ayuntamientos y diputaciones, salvo ciertos aspectos del régimen electoral de los 
municipios y provincias vascas
461
); a las elecciones al Parlamento Europeo; y -sólo en 
teoría- a las elecciones a las asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas.  
Sin embargo, la Constitución en el art. 152 confía la elección de los miembros de las 
asambleas legislativas de las Comunidades de mayor nivel de autonomía a sus propios 
Estatutos, señalando tan sólo que sus miembros se elegirán por sufragio universal y 
sistema proporcional. En la práctica, todas las autonomías regulan en sus respectivos 
Estatutos la elección de los parlamentarios de su asamblea legislativa, por lo que no se 
considera este aspecto reservado al legislador orgánico, salvo en lo relativo al desarrollo 
de los derechos de sufragio activo y pasivo que, como derechos fundamentales 
reconocidos en el art. 23 CE, quedan reservados al legislador orgánico
462
. Sin embargo, 
las autonomías han seguido el modelo organizativo señalado en el art. 152.1 CE, muy 
parecido al del Estado central, como ha señalado OLIVER ARAUJO
463
 El problema aquí 
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lo plantea la LO 5/1985, de 19 de junio, de régimen electoral general, al establecer que 
más de cien de sus preceptos son aplicables al régimen electoral de las asambleas 
legislativas de las CC.AA., regulando dicho contenido cuestiones que exceden en mucho 
lo que se consideraría desarrollo de los derechos de sufragio, lo que ha ocasionado 




Si queremos acotar de manera más precisa el ámbito reservado al legislador orgánico y, 
por tanto, excluido de la presentación de iniciativas populares, debemos precisar que el 
régimen electoral resulta afectado por una doble reserva de ley orgánica. La que se deriva 
del propio derecho de sufragio activo y pasivo que, como derechos fundamentales, 
quedan reservados al legislador orgánico y, por otro lado, la reserva específica del 
régimen electoral general del art. 81.1 CE. Es una precisión efectuada por la 
jurisprudencia constitucional en la STC 38/1983. De este modo, como ha señalado 
BARCELÓ
465
, el objeto de la reserva no se ciñe al simple desarrollo del art. 23.1 CE 
como derecho fundamental, sino que es más amplio, comprendiendo también lo primario 
y nuclear del régimen electoral. 
En efecto, en la STC 72/1984, el Tribunal Constitucional precisó “lo primario y nuclear” 
de ese régimen electoral. De este modo, para que una ley pueda entenderse como 
electoral, el Alto Tribunal señaló que tiene que contener el núcleo central de la normativa 
sobre este proceso; en particular lo relativo al sufragio activo y pasivo, las condiciones en 
las que se ejercen los mismos, y demás criterios de índole procedimental, temporal o 
territorial
466
. Por tanto, la reserva no abarca sólo el sufragio activo y pasivo, sino también 
otras condiciones que abarcan lo primario y esencial del régimen electoral general, 
debiendo por tanto ser interpretado de manera restrictiva. A pesar de lo señalado, DE 
OTTO
467
 vuelve a criticar, en este caso, que se haya llevado a cabo una interpretación 
extensiva de lo que supone el régimen electoral, en vez de regular tan sólo lo primario y 
nuclear, como señala el TC; por lo que el autor entiende que la LO 5/1985, de 19 de 
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junio, de régimen electoral general, “contiene una regulación completa que agota por 
entero el tema” lo que, a nuestro juicio, también va en detrimento del ámbito disponible 
para presentar iniciativas populares. 
Este planteamiento desarrollado por la jurisprudencia constitucional ha llevado a 
BARCELÓ
468
 a criticar que se entienda nuevamente la ley orgánica como norma de 
atribución competencial, y no como una pieza del sistema de fuentes, lo que ha tenido 
como consecuencia que se haya extendido la reserva al régimen electoral local, 
excluyendo al mismo tiempo este sector material del ámbito de la participación 
ciudadana vía iniciativa popular. Dicho de otra manera, y volviendo sobre conceptos ya 
tratados, si se entiende -como entiende la autora- que las cláusulas competenciales 
determinan el ámbito reservado a la ley orgánica, en virtud de lo señalado por el art. 
149.1.18 CE, la regulación básica del régimen local corresponde al Estado, pero no 
cabría una regulación completa de esta materia por parte del legislador orgánico, ya que 
la citada cláusula competencial sólo atribuye al Estado la regulación básica. En este 
sentido, y como ha señalado MARTÍNEZ SOSPEDRA
469
, se deja reducida a la nada la 
potestad de las Comunidades Autónomas para regular una parte sustantiva del régimen 
local. 
Concluido el asunto relativo a la naturaleza de las leyes orgánicas y su ámbito material, 
debemos referirnos a las críticas que ha cosechado la decisión del Constituyente de 
apartar este tipo de materias de la institución de la iniciativa popular. La literatura 
jurídica consultada ha manifestado numerosos reparos acerca de una limitación de 
consecuencias tan negativas. Por ejemplo, coincidimos con CUESTA LÓPEZ
470
 cuando 
afirma que esta restricción vendría motivada por el contexto político y miedos existentes 
en el momento constituyente. De esta manera, señala que “nuestro constituyente, además 
de garantizar que las propuestas de iniciativa ciudadana estarían siempre subordinadas 
a la voluntad de las Cámaras, también quiere ahorrar al legislador eventuales presiones 
políticas externas respecto a un conjunto de materias especialmente sensibles”. Por ello, 
de alguna manera, se toman prestadas las restricciones que el constituyente italiano 
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otorgaría al referéndum abrogativo, dejándonos también una muestra (a nuestro juicio) de 
que nuestro legislador constituyente quizás tampoco tenía muy claras las diferencias 
entre ambos instrumentos de participación.  
En este aspecto, VIDAL
471
 ha considerado que “la especial relevancia y significación de 
estas materias fue la razón que llevó a nuestros constituyentes a excluir las mismas del 
instituto que ahora nos ocupa, dejándolas a salvo de la presión política malintencionada 
de una parte del cuerpo electoral”. Tomás Vidal recuerda, además, el peligro de 
conceder a la Mesa un “poder absoluto” para declarar inadmisiones, si tenemos en cuenta 
que muchas materias se pueden relacionar con los derechos fundamentales. De igual 
forma, para ALMAGRO
472
, “el legislador pretendió evitar el impulso ciudadano en 
materias que afectaban al corazón de la convivencia y que pudieran ser potencialmente 
objeto de excesos y actitudes demagógicas y populistas”. Coincidimos con el autor en 
que resulta hoy en día una exclusión insostenible, carente de justificación desde el 
contexto político actual, y que merma la participación de los ciudadanos a través de la 
figura estudiada, teniendo presente además que la decisión final para la aprobación del 




En la línea crítica también encontramos a LARIOS PATERNA
474
 cuando afirma que 
“excluir la posibilidad de que el ciudadano participe en el impulso legislativo de los 
asuntos más relevantes de la convivencia democrática reduce al mínimo las cuestiones 
alternativas con capacidad de movilización de sectores sociales extensos”, sin que 
podamos olvidar, a este respecto, el especial significado que ha adquirido el instrumento 
para las organizaciones sociales; colectivos especialmente interesados en promover 
cuestiones relacionadas frecuentemente con los derechos fundamentales, la 
representación, o asuntos de un componente social importante, que pueden verse 
afectados fácilmente por la reserva de ley orgánica.  
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Por esto mismo, con acierto señala PRESNO
475
 que la exclusión de la regulación de los 
derechos y libertades de la ILP, “puede explicar el escaso empleo de esta institución; 
pues es menos probable que haya cuestiones susceptibles de movilizar a sectores 
sociales extensos. Además, el mismo autor define
476
 como ‘antidemocrática’ la exclusión 
por resultar “materias tan relevantes para la vida de la ciudadanía como el Código 
Penal, las normas electorales o derechos fundamentales como la vida, la libertad 
personal, la educación, la huelga, las reuniones y asociaciones…”. Por estos motivos, 
esta exclusión material es, a nuestro juicio, la más grave de las que afectan a la iniciativa 
legislativa popular, por la importancia de los asuntos que excluye del impulso ciudadano; 
el núcleo principal de las decisiones políticas, como señala ALMAGRO
477
. El uso de la 
institución ha demostrado como falsos los iniciales peligros que se le atribuían, 
convirtiéndola en un cauce especialmente útil para sugerir cuestiones que afectan a la 
convivencia y derechos de los ciudadanos. 
Por último, para MALLAINA
478
, es una de las restricciones más injustificadas por su 
‘amplitud e imprecisión’, y por la trascendencia de las materias que engloba. De hecho, 
recuerda que ni siquiera la propia regulación de la iniciativa legislativa popular, por su 
reserva de ley orgánica, es susceptible de modificación por la iniciativa de los propios 
ciudadanos destinatarios de la institución, lo que supone a nuestro juicio un completo 
contrasentido. Pese a la escasa justificación del requisito, debemos recordar la conocida 
sentencia por la que el Tribunal Constitucional reitera que la introducción de dichos 
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En varias ocasiones la Mesa del Congreso ha inadmitido a trámite iniciativas populares 
que versaban sobre materias propias le ley orgánica, con especial incidencia de las que 
desarrollan derechos fundamentales. Así, la Mesa inadmitió
480
 en 1995 la ILP por la que 
se regula el estatuto jurídico del cuerpo humano, que pretendía modificar el art. 428 del 
Código Penal en materia de trasplantes y cirugía transexual, y el art. 417 bis en lo 
referente a interrupción voluntaria del embarazo. Además, esta iniciativa pretendía 
regular cuestiones como la licitud de las intervenciones sobre el cuerpo, el 
consentimiento para la disponibilidad del mismo, el estatuto del embrión y del feto, 
incluidas las técnicas de reproducción asistida, o la patente del genoma humano.  
Recurrida la inadmisión por los promotores ante el Tribunal Constitucional, el Auto 
304/1996 avaló el juicio de la Mesa por entender que la ILP entraba en cuestiones 
reguladas por el Código Penal (reservado a ley orgánica) y, además, por contener 
preceptos pertenecientes al desarrollo del derecho a la vida (art. 15 CE). En este sentido, 
en clara alusión al derecho fundamental mencionado, la iniciativa legislativa planteaba el 
reconocimiento de la personalidad desde el origen biológico del ser humano, conllevando 
necesariamente “atribución directa del derecho a la vida reconocido en el art. 15 CE, 
como tal derecho subjetivo y con plenitud de efectos a partir de aquel momento, lo cual 
constituye, claramente, un desarrollo del contenido sustancial de dicho derecho cuya 
titularidad ya no iría a depender del nacimiento sino del momento mismo de la 
concepción” (FJ 3) 
Sobre esta última materia también incidía la ILP que pretendía derogar el art. 417 bis del 
Código Penal, también inadmitida por la Mesa
481
. Asimismo, la ILP sobre 
responsabilidad penal de los menores fue inadmitida por afectar a la LO 5/2000 y al 
propio Código Penal
482
; y el mismo resultado obtuvieron la ILP sobre derechos y 
libertades de los extranjeros en España
483
, la ILP sobre esclarecimiento de los casos de 
Adopciones Irregulares, Sustracción y Tráfico de recién nacidos y menores
484
, y la ILP 
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de protección y bienestar de los animales
485
, las dos últimas por incluir una pena de 
privación de libertad. La ILP promotora y reguladora del ejercicio, disfrute y 
comercialización del arte fue inadmitida mediante acuerdo de 20 de octubre de 1992 de 
la Mesa del Congreso, que entendió que la propuesta incidía en el derecho a la 
producción y creación literaria, artística, científica y técnica reconocido en el artículo 
20.1.b) CE y, por tanto, como el resto, dentro de la Sección 1ª del Capítulo II. 
Por último, la Proposición de Ley de Medidas Sanitarias, Fiscales, Administrativas y de 
Integración Social del colectivo celíaco también obtuvo el mismo resultado por contener, 
a juicio de la Mesa
486
, una norma de desarrollo del derecho a la educación (art. 27 CE). 
Por lo tanto, y aunque parezca justificada la inadmisión de tales iniciativas por encajar en 
el supuesto de hecho al que el Alto Tribunal hacía referencia en la sentencia 
recientemente citada, la incidencia de este límite material en el mecanismo es muy 
elevada, suponiendo uno de los principales escollos a superar por los potenciales usuarios 
de la figura, y afectando a temas muy sugeridos por los mismos. El análisis de estos 
casos prácticos nos conduce a confirmar la crítica vertida desde la literatura jurídica 
analizada y desde nuestras propias consideraciones; estamos ante el límite más injusto y 
lesivo para la figura, tanto por la relevancia que los asuntos que excluye tienen para los 
usuarios del mecanismo, como por la cantidad de proposiciones inadmitidas. 
Por otro lado, igual de cuestionable nos parece que se impida la presentación de 
iniciativas sobre el régimen electoral, al ser también una materia que despierta interés en 
la ciudadanía, por tratarse de la forma en que los electores eligen a sus representantes. 
Hasta donde hemos podido conocer, en virtud de este límite, se inadmitió la ILP de 
reforma salarial política que pretendía prohibir que los cargos políticos pudieran recibir 
más de un sueldo público. Por afectar la cuestión a las incompatibilidades reguladas en el 
art. 70.1 CE, la Mesa entendió en su acuerdo
487
 que afectaba al régimen electoral y, por 
tanto, no podía ser objeto de una ILP. No obstante, la presentación de iniciativas que 
pudieran afectar los asuntos de índole electoral -entrase o no en un supuesto de ley 
orgánica- ha sido inferior a las referentes a derechos fundamentales, tal y como veremos 
en el capítulo donde se analizan las proposiciones presentadas ante el Congreso. 
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En nuestra opinión, existe cierta contradicción en el hecho de impedir la participación de 
los ciudadanos por vía legislativa sobre asuntos que afectan a la esencia misma de la 
democracia. Por este motivo, sería conveniente abrir a la participación el régimen 
electoral, que precisamente son las normas mediante las cuales los ciudadanos se dotan a 
sí mismos de las condiciones para elegir y ser elegidos representantes. De este modo, 
ALMAGRO
488
 se ha mostrado favorable a que los ciudadanos puedan proponer sobre 
asuntos de índole electoral como, de hecho, ha sucedido en Brasil con la conocida Ley de 
la Ficha Limpia impulsada desde la ciudadanía con el fin de contener la corrupción y 
aumentar las exigencias en el ejercicio del sufragio pasivo. Bastaría con exigir, en caso 
de que la ILP versara sobre materias propias de ley orgánica, que la proposición fuera 
aprobada con las mayorías exigidas para este tipo de rango legal, lógicamente. 
En este sentido, los únicos inconvenientes que podríamos encontrar al permitir demandas 
sobre el régimen electoral pudieran ser los relacionados con las reivindicaciones 
localistas, nacionalistas o populistas; es decir, aquellas que pretendieran utilizar la 
legitimación que otorga el apoyo de la ciudadanía para solicitar la mejora en la 
representación de los intereses de una parte del Estado en detrimento de otras, o para 
solicitar asuntos en apariencia demandados por el electorado, pero que a la postre fueran 
lesivos para el propio sistema democrático. Asimismo, los partidos políticos y 
determinados colectivos más politizados podrían utilizar esta vía para la propuesta -con 
ciertos tintes populistas- de un sistema electoral más benévolo para sus intereses. Como 
elemento para el sosiego, debemos recordar que la figura estudiada tan sólo consiste en 
una propuesta que las cámaras deben aceptar. 
Siguiendo con las exclusiones por razón de materia propia de ley orgánica, tampoco es 
posible presentar una iniciativa popular para modificar un Estatuto de Autonomía de 
forma directa o indirecta. De este modo, DELGADO-IRIBARREN
489
 ha aclarado que 
por modificación indirecta debe entenderse “una proposición que pretendiera una 
regulación que chocara frontalmente con la regulación de un Estatuto o que se refiriese 
a materias reservadas por un Estatuto a una Comunidad Autónoma”. Distinto es que se 
trate, según el autor, de una materia de competencia estatal que pueda incidir también en 
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materias autonómicas, como consecuencia, por ejemplo, de que el Estado se haya 
reservado la legislación básica, la inspección general o la coordinación de esas materias. 
Vuelve a ser relevante, por tanto, interpretar correctamente el ámbito abarcado por la 
exclusión, sin que la misma derive en una merma excesiva del ejercicio del derecho de 
participación a través del instrumento. Por último, según los datos que el Congreso de los 
Diputados hace públicos, no hemos podido conocer más supuestos de inadmisión por 
razón de afectación a una materia propia de ley orgánica. 
Materias de naturaleza tributaria 
La gestión y el cobro de los tributos es una competencia tradicionalmente en manos del 
Ejecutivo, y constituye la herramienta necesaria para llevar a cabo las competencias que 
la Constitución y las leyes asignan al gobierno. Estas competencias derivan de la labor de 
indirizzo político encomendada por el art. 97 CE, y por la relación de los tributos con la 
presentación de los Presupuestos Generales del Estado
490
. Por tratarse de un tema 
sensible, no parecería riguroso dejar en manos de los ciudadanos un asunto susceptible de 
interpretaciones populistas como ha señalado VIDAL
491
. A ello se suma el argumento de 
la dificultad técnica para abordar jurídicamente esas materias, que aconseja delegar en los 
representantes e incluso personal cualificado su tratamiento, cuestión señalada de alguna 





, la exclusión de la ILP en materia de tributos o política internacional 
está doblemente justificada, bien ante posibles intenciones demagógicas en busca de la 
eliminación de tributos, o bien por presiones a los poderes públicos en materias de 
política exterior. Por su parte, RAMÍREZ
494
 justifica dicha limitación por razones 
históricas; al encontrarse los tributos configurados como competencia exclusiva de los 
Parlamentos democráticos con el ánimo de evitar abusos sucedidos en el Antiguo 
Régimen o en regímenes de corte dictatorial. A esta visión se ha sumado ALMAGRO
495
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cuando intenta justificar la exclusión haciendo alusión, además, al respeto del principio 
representativo que impregna todo el texto constitucional, objetivo que ampara mantener 
en manos del Parlamento materias que por su naturaleza le corresponden. 
Pese a esta consideración, el problema en este punto vuelve a ser la interpretación de lo 
que supone una materia tributaria. Por tratarse de una categoría amplia, existen 
proposiciones de ley de iniciativa popular que por afectar mínimamente a los ingresos o 
gastos del Estado puedan ser rechazadas, gozando la Mesa de cierta discrecionalidad en 
la apreciación, como ha considerado CUESTA
496
. Como señala ALMAGRO
497
, al 
tratarse la ILP de una propuesta de iniciativa, la interpretación de las causas de 
inadmisibilidad debiera ser restrictiva, teniendo en cuenta además y a nuestro juicio, que 
se encuentra en juego el ejercicio de un derecho fundamental como es el de participación. 
Para DELGADO-IRIBARREN
498
 no parece descabellada la finalidad que busca el 
legislador con esta exclusión, a bien de evitar su posible utilización demagógica. Eso sí, 
subraya la importancia de delimitar el concepto de ‘materia tributaria’, que desarrolla de 
manera aclarativa. 
De este modo, para acotar esta materia debemos acudir al art. 2.1 de la Ley General 
Tributaria, que define a los tributos como “los ingresos públicos que consisten en 
prestaciones pecuniarias exigidas por la Administración pública como consecuencia  de 
la realización del supuesto de hecho al que la ley vincula el deber de contribuir, con el 
fin primordial de obtener los ingresos necesarios para el sostenimientos de los gastos 
públicos”, diferenciando en el apartado segundo entre los impuestos, las contribuciones 
especiales y las tasas, en lo que no procede extenderse.  
En suma, para Delgado-Iribarren, las notas identificativas de la materia tributaria residen 
en la existencia de una prestación de dinero establecida por el Estado. En su opinión, 
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también estarían excluidas, por considerarse materia tributaria, las exacciones 
parafiscales, conforme a la Disposición adicional 1ª de la LGT, pero no así los precios 
públicos, si consideramos las diferencias establecidas entre éstos y las tasas
499
, 
careciendo los mismos de carácter coactivo, por lo que escapan del concepto de materia 
tributaria y, por tanto, pueden ser objeto de una iniciativa popular. 
Siguiendo con este asunto, nos resulta de interés traer a colación la decisión del Tribunal 
Constitucional
500
 sobre sendas iniciativas legislativas populares que fueron denegadas 
por la Mesa del Congreso por motivos muy similares. En un primer momento se 
solicitaba por la iniciativa el establecimiento de una pensión dineraria para 
administradores familiares, que se recaudaría a través de impuestos sobre el ahorro a las 
familias. Ésta fue rechazada por la Mesa del Congreso, decisión avalada por el TC (auto 
de 16 de enero de 1985), por versar sobre una materia tributaria y contravenir según su 
juicio el art. 87.3 CE y los arts. 2 y 5.2 de la LOILP. En un segundo momento (auto de 18 
de septiembre de 1985) las mismas personas presentaron una iniciativa similar, pero en 
este caso la aportación para esta causa era voluntaria. Tanto la Mesa del Congreso como 
el Tribunal Constitucional volvieron a declararla inadmisible
501
. En este caso, no sólo por 
versar sobre la misma materia que la iniciativa anterior, sino nuevamente por su carácter 
tributario. Esto demuestra la amplitud en la valoración de los temas en los que no 
procedía una iniciativa, sobre todo en los primeros años de implementación de la figura, 
al haberse apreciado más recientemente mayor flexibilidad por parte del órgano rector de 
la cámara. 
Esta concreta exclusión de los tributos no sólo es recomendada por las posibles 
interpretaciones populistas que intentarían eliminar la carga de impuestos a través de un 
gran apoyo popular, sino por tratarse de un asunto especialmente delicado en un Estado, 
como el español, donde los equilibrios territoriales y la armonización de regímenes 
fiscales diferentes no resultan sencillos. En este sentido, no parecería extraño que los 
ciudadanos de un determinado territorio tratasen de utilizar el instrumento como fórmula 
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para reclamar un mejor trato fiscal o equipararse a otras regiones con un status 
diferenciado, teniendo en cuenta también que la financiación de las CC.AA. no ha 
gozado hasta el momento de un modelo estable. 
Por último, debemos hacer referencia a algunas iniciativas populares inadmitidas por 
razón de esta exclusión material. Además de la ILP, ya señalada, que pretendía establecer 
pensiones de jubilación para administradores familiares amas/os de casa
502
, encontramos 
la ILP reguladora del acceso de colectivos y asociaciones de discapacitados a 
autorizaciones de celebración, a escala nacional, de rifas, tómbolas y sorteos con premios 
en valores, metálico y signo que lo represente
503
, y la ILP de Medidas Sanitarias, 
Fiscales, Administrativas y de Integración Social del colectivo celíaco que fue inadmitida 
a trámite por pretender modificar el IVA aplicable al colectivo celíaco
504
. 
Materias de carácter internacional 
Un razonamiento similar al anterior nos sirve para intentar comprender la exclusión de 
las materias de carácter internacional, que tradicionalmente han sido ligadas al poder del 
Ejecutivo, órgano al que nuestra Constitución encomienda la dirección de la política 
exterior conforme a su artículo 97. Al igual que en la limitación anterior, las materias de 
carácter internacional ya se incluían en el Anteproyecto de Constitución por la influencia 
del artículo 75 de la Constitución italiana, que lo recogía como exclusión para la 
institución del referéndum abrogativo. Como señala ASTARLOA
505
, “la complicada 
urdimbre de relaciones que puede originar la política internacional hace aconsejable su 
sustracción de la iniciativa legislativa popular” en clara referencia a la complejidad 
técnica que caracteriza a las relaciones internacionales y el derecho internacional. 
El límite material parece justificado si atendemos la atribución al Ejecutivo de la 
negociación y firma de los tratados internacionales, previa autorización, consentimiento o 
mera información de las Cortes Generales (art. 94.c de la CE); teniendo en cuenta 
también que corresponde al Rey la manifestación de ese consentimiento (art. 63.2.c CE). 
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En cuanto a la firma de tratados internacionales que atribuyan a una institución 
supranacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución, el art. 93 CE 
señala que deberá autorizarse mediante ley orgánica, motivo por el cual estaría 
doblemente excluido de la iniciativa legislativa popular. Además, el art. 96.1 señala que 
los propios tratados sólo podrán ser derogados o modificados conforme a lo señalado en 
éstos o de acuerdo a las normas de derecho internacional, sin que proceda señalar a la 
figura estudiada como una forma válida para llevar a cabo esos objetivos. 
El problema de esta exclusión es llevar a cabo una correcta delimitación de lo que es 
materia internacional y de lo que no lo es. Siguiendo a DELGADO-IRIBARREN
506
, 
cualquier asunto puede ser internacional en la medida en que pase a formar parte de un 
tratado o instrumento que comprometa al Estado con otro sujeto de Derecho 
Internacional. Para el autor, la limitación hacia la iniciativa legislativa popular puede 
extenderse a tres supuestos: En primer lugar, considera, cualquier medida que suponga 
explícita o implícitamente la inaplicación, la necesidad de denuncia o modificación, o la 
suspensión de un tratado internacional. En segundo lugar, toda propuesta que pretenda 
obligar al Estado a suscribir algún acuerdo con otro sujeto de derecho internacional. Por 
último, las medidas que pretendan limitar o condicionar las potestades constitucionales 
atribuidas al Rey, a las Cortes Generales o al Gobierno en materia internacional.  
Esta limitación resulta paradójica si atendemos a la experiencia de nuestro país en 
materia de referéndum y los temas consultados a los ciudadanos. Como bien recuerda 
ALMAGRO
507
, los ejemplos juegan en contra de la presunta neutralidad de los poderes 
públicos, que más bien utilizaron la legitimación ciudadana sólo cuando la misma podría 
resultar favorable a sus intereses. El autor se refiere al referéndum consultivo del art. 92 
CE empleado en España en 1985 para decidir la entrada de España en la OTAN, lo cual 
contrasta con la ausencia de consulta al electorado cuando nuestro país ha participado en 
otro tipo de conflictos internacionales que causaron cierto revuelo.  
Tampoco hubo problema alguno para que nuestro electorado aceptase el denominado 
Tratado para una “Constitución Europea” que más tarde fracasaría en países como 
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Francia o Países Bajos. Por esto mismo señala MORALES
508
 como “irónico” que se haya 
consultado a la ciudadanía sobre complejas decisiones de política internacional pero no 
se permita el impulso legislativo de dichos asuntos vía ILP; cuestión que sólo se explica 
desde el miedo que implica o más bien implicaba el carácter legislativo de dicho 
mecanismo. No obstante, por todas las razones ya señaladas nos parece una exclusión 
justificada y que no menoscaba el derecho de participación de los ciudadanos, ya que 
hasta la fecha ninguna iniciativa legislativa popular presentada ha sido inadmitida por 
versar sobre una materia de carácter internacional, según los datos que hemos manejado. 
La prerrogativa de gracia 
Como es sabido, el artículo 62 i de nuestra Constitución concede al Rey el poder de 
conceder indultos. Es sin embargo un poder formal o simbólico, ya que corresponde al 
Gobierno la potestad de indultar total o parcialmente a un condenado por sentencia firme. 
La regulación vigente es establecida mediante la Ley del Indulto de 18 de junio de 1870, 
modificada por la Ley 1/1988, aunque sólo se podrá aplicar para algunos delitos bajo la 
observancia de unos requisitos
509
. Este poder excepcional se justifica bajo la apreciación 
de circunstancias que muchas veces se evaden de lo jurídico y que convierten la 
aplicación de la pena en desproporcionada o de excepcional dureza, tal y como 
manifiesta ASTARLOA
510
, quien considera apropiada su exclusión.  
Por ser un poder tan particular, además susceptible de utilizaciones demagógicas y 
populistas, como recuerda ALMAGRO
511
, parece lógico que se excluya de la iniciativa 
popular, lo cual no creemos que genere ningún inconveniente para la participación ya que 
hasta el momento no se ha presentado ninguna iniciativa popular en este sentido, como 
también recuerda y justifica DELGADO-IRIBARREN
512
. 
La planificación económica 
Aunque la Constitución no señala en el artículo 87.3 esta materia –ni los presupuestos 
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generales del Estado- como vedada para la iniciativa popular, así se entiende así a raíz de 
los arts. 131 y 134.1 de la misma y así lo establece el art. 2.5 de la LOILP.  
El art. 131.1 CE atribuye al Gobierno la competencia para la elaboración de los proyectos 
de ley de planificación de la actividad económica general. Para lo cual, deberá disponer 
de las previsiones que las CC.AA. le suministren, y contará con la colaboración de 
sindicatos y organizaciones empresariales, profesionales o económicas, motivo por el 
cual se encuentre suficiente justificación para esta exclusión material
513
. Por ello, con 
razón señala MENÉNDEZ MENÉNDEZ
514
 que las posibilidades de participación 
ciudadana en el ámbito de la planificación económica se canalizan a través del entramado 
de organizaciones sociales, profesionales, económicas, políticas y sindicales integradas 
en el Consejo Económico y Social, según el art. 131.2 CE.  
Sin embargo, la planificación económica
515
 es un concepto susceptible de alcanzar un 
significado más amplio que corre el riesgo, por su indeterminación, de afectar a algunas 
iniciativas que por tener un componente económico terminen siendo inadmitidas por este 
motivo. La interpretación restrictiva del ámbito del requisito puede volver a ser clave 
para no extralimitarnos en la inadmisión de iniciativas. 
Los Presupuestos Generales del Estado 
La Ley de Presupuestos
516
 es la norma más importante de cada año, por ser el 
instrumento jurídico, político y económico con el que el Gobierno ejerce su función de 
dirección y desarrolla su programa, por lo que parece razonable que su presentación 
quede bajo competencia exclusiva del Ejecutivo (como señala el art. 134.1 CE). Por 
tanto, desde esa visión, es coherente que la iniciativa legislativa popular no invada un 
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ámbito reservado al gobierno, pareciendo justificada la exclusión del art. 2.5 LOILP. 
Señalado esto, una cuestión es presentar una proposición sobre la ley de presupuestos, y 
otra sería restringir toda iniciativa que pretenda algún aumento del gasto o disminución 
de los ingresos, lo cual reduciría al absurdo el mecanismo. Una ILP que suponga 
modificación de los ingresos o los gastos del Estado sería admisible, como recuerda 
DELGADO-IRIBARREN
517
, ya que, aunque el art. 134.5 CE confiere al Gobierno la 
potestad de presentar proyectos que impliquen estas variaciones presupuestarias, otros 
sujetos pueden presentar proposiciones o enmiendas que impliquen aumento de los 
créditos o disminución de los ingresos, lo cual requerirá de la conformidad del Ejecutivo, 
como señala el apartado sexto del artículo citado.  
En el caso de la iniciativa legislativa popular, la proposición que implique aumento del 
gasto o disminución de los ingresos ha de ser admitida por la Mesa del Congreso, y 
deberá ser remitida al Ejecutivo tras la acreditación de la consecución del mínimo de 
firmas exigido, para que éste determine si implica dicho aumento o disminución, siempre 
antes de que se someta a la toma en consideración por el Pleno de la cámara, como 
sucede generalmente en la práctica
518
, aunque Delgado-Iribarren considera que también 
puede ser remitida la proposición al Ejecutivo a tal fin después de la admisión aunque 
aún no se hayan conseguido las firmas. 
El caso de excluir los Presupuestos Generales del Estado y la planificación económica 
según BIGLINO
519
 “responde a la necesidad de mantener inalterado el delicado 
equilibrio que nuestra Constitución establece en la relación Gobierno-Parlamento y 
respetar la función de dirección política que la Constitución
520
 atribuye al primero”. 
Ambas cuestiones están en manos del Gobierno por mandato constitucional, por ser un 
mecanismo necesario para el ejercicio de las funciones y competencias que la 
Constitución le encomienda, y para el desarrollo del programa político avalado por los 
ciudadanos.  
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Sin embargo, la exclusión vuelve a generar algunas dudas en la literatura jurídica 
consultada sobre su posible aplicación por parte de la Mesa. Por ejemplo, VIDAL
521
 
considera que el requisito “supone también otorgar a la Mesa del Congreso un cheque en 
blanco en orden a interpretar cuando determinada propuesta conlleva incremento o 
disminución de los créditos o ingresos presupuestarios. Una interpretación extensiva en 
este ámbito podría conllevar restricciones inaceptables de la iniciativa legislativa 
popular”, a la vez que aboga por la necesidad de llevar a cabo una interpretación 
adecuada y respetuosa con este instrumento, teniendo en cuenta también, como hemos 
dicho, que el apartado sexto del artículo 134 CE requiere la conformidad del Gobierno 
para que puedan tramitarse aquellas proposiciones que supongan aumento de gastos o 
disminución de ingresos presupuestarios.  
También ha criticado dicha posibilidad CUESTA
522
 denunciando, incluso, que “la Mesa 
del Congreso ha interpretado extensivamente esta exclusión material y ha determinado 
la inadmisibilidad de propuestas legislativas ciudadanas que se limitan a plantear la 
inclusión o exclusión de una o varias partidas presupuestarias”. A juicio del autor, este 
es el caso de la Proposición de Ley sobre el fomento del empleo para actividades 
profesionales y autónomos proponía que los Presupuestos Generales del Estado 
incluyeran un plan extraordinario de empleo a partir de inversiones directas de dinero 




En opinión de PRESNO
524
, se debería reformar el art. 87.3 CE para admitir como únicas 
exclusiones para la institución las materias de carácter internacional, porque “forman 
parte de la tarea de orientación política que corresponde al Gobierno y ocupa una posición 
muy especial en el sistema de fuentes normativas del ordenamiento español”, así como la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado, por corresponder en exclusiva al Ejecutivo de 
acuerdo con el art. 134 CE. Eso sí, sin que ésta última exclusión sirva “para excluir 
cualquier iniciativa que implique algún tipo de gasto sino cuando suponga, de manera 
                                                 
521
 VIDAL MARÍN op. cit. p. 14 
522
 CUESTA LÓPEZ op. cit. p. 370 
523
 Inadmitida por acuerdo de la Mesa del Congreso de los Diputados de 19 de julio de 1994 
524
 PRESNO LINERA, Miguel Ángel, en “La democracia participativa como instrumento de impulso, 
deliberación y control” Ponencia en XII Congreso de la Asociación de Constitucionalistas de España. 
Salamanca, abril de 2014. p. 19 
177 
 
directa, una modificación de la Ley de Presupuestos Generales del Estado en forma de 
incremento de los gastos o disminución de los ingresos” como el autor señala. 
La exclusión de la reforma constitucional 
El Constituyente también quiso excluir la iniciativa popular de reforma constitucional, tal 
y como se desprende del artículo 166 CE. Aunque no hay una mención expresa en el 
artículo 87.3, se entiende apartada de modo claro y consciente
525
 al configurar la 
Constitución que los sujetos que pueden iniciar la reforma son los señalados en los 
apartados primero y segundo del artículo 87, tal y como reza el art. 166 CE
526
 y con 
arreglo también a los Reglamentos de las cámaras
527
.  
Cabe recordar que el texto constitucional no excluyó desde un principio la iniciativa 
popular de la reforma; el primitivo artículo 157 remitía al artículo 80 sin límite alguno, 
donde figuraban todos los sujetos con iniciativa para legislar. Fue una enmienda in voce 
de Gabriel Cisneros (UCD) en la Comisión de Asuntos Constitucionales
528
 la que 
introdujo la supresión del cuerpo electoral de este ámbito, refiriéndose únicamente a los 
apartados primero y segundo del actual artículo 87. La enmienda de UCD salió adelante 
gracias al apoyo de socialistas y comunistas, contando en la Comisión Constitucional del 
Congreso con la oposición del diputado de Alianza Popular, Manuel Fraga, y con las 
críticas en la Cámara Alta del senador Ollero (independiente) y el senador Arregui 
(Grupo Progresistas y Socialistas Independientes).  
Los argumentos para la interdicción del instrumento de democracia semidirecta en este 
ámbito son bien conocidos, al ser los mismos que motivaron una regulación cicatera del 
artículo 87.3, al igual que repite Fraga las razones que le llevaron a apostar, 
acertadamente, por la compatibilidad entre la democracia representativa y la semidirecta, 
en un intento por frenar una excesiva partitocracia. Aunque las razones de los defensores 
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de Cisneros en p. 3.463; las de Fraga en pp. 3.463 y ss.; las de Peces-Barba en p. 3.465; las de Solé Tura en 
pp. 3.465 y 3.466. 
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de la enmienda no destaquen por su brillantez, conviene referirse a los motivos 
esgrimidos para aprobar la nueva redacción, en un claro intento de proteger el texto 
constitucional de tensiones incontroladas, utilizando los argumentos de la cautela y del 
derecho comparado. Por parte de Gabriel Cisneros destaca la siguiente explicación:  
“Aún a riesgo de hacernos de nuevo acreedores a la opción para el reproche de fomentar desde 
el texto constitucional la partitocracia, (…) creemos que está más que justificada esta cautela 
porque la apertura de la iniciativa de la reforma constitucional a la iniciativa popular 
desnaturalizaría ciertamente la configuración que de la reforma constitucional hace el artículo 
160. Incluso vendríamos a decir que, de algún modo, esta corrección suple o salva una omisión 
manifiesta de los límites de la iniciativa popular que ya se contienen en el apartado 4 del 
artículo 80 (habla de los límites materiales ya conocidos). Parece también prudente hacer 
extensiva, por esta vía del acotamiento de la remisión, dicha limitación a la reforma 
constitucional, puesto que no en balde el artículo 160 configura un procedimiento de reforma 
rígido, moderadamente rígido, pero rígido al fin, con unas mayorías ciertamente cualificadas, 
con una remisión al referéndum, con una distinción prudente entre reformas de una u otra 
entidad, y entendemos que esa configuración que de la rigidez, de la flexibilidad constitucional 
se hace en al artículo 160 vendría de algún modo fuertemente desnaturalizada la permisión de la 
iniciativa popular en la materia”. 
Para defender su oposición a la enmienda, Manuel Fraga critica que en la Comisión 
Constitucional se estén empleando improvisadas soluciones distintas a las que 
previamente entre todos se habían meditado, en referencia a este tipo de cambios que 
bajo una justificación escueta se introdujeron en las distintas comisiones. Destacando la 
importancia de este Título X, el portavoz de AP considera un error grave este nuevo 
recorte a la democracia directa, “cuyo equilibrio entre la representativa, en la que actúan 
los partidos como intermediarios en el momento actual de la democracia de masas, y 
aquella otra, en la cual las fuerzas sociales en momentos determinados, fuera de la 
estructura de los partidos y paralelamente a ella, pueden plantear grandes causas en 
torno a una idea de la familia, en torno a una idea de la educación, en torno a una idea 
de la empresa y a tantas otras, evidentemente, en un equilibrio necesario”. 
Por ello, y recordando que la iniciativa popular, en materia constitucional, sí que es un 
hecho ampliamente desarrollado en el Derecho constitucional moderno, considera que 
de triunfar el texto propuesto en la enmienda sería “primero, reforzar la partitocracia; 
segundo, seguir un concepto de democracia gobernada, más que de democracia 
gobernante, en la clásica distinción que estableció el profesor Burdeau; pero, por 
encima de todo, poner, a lo que debe ser la seguridad y permanencia en la Constitución, 
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un inconveniente, una nueva posibilidad de que cauces cerrados se conviertan en lugares 
ciegos donde un día la demasía de una crecida de las aguas pueda producir destrozos 
irreparables”. Parece que Fraga intenta explicar cómo la exclusión del cuerpo electoral 
de la iniciativa de reforma puede producir una opacidad en el sistema que tenga como 
consecuencia que el texto constitucional se aleje del sentir de la ciudadanía. 
Paradójicamente, se trata de un argumento que en la actualidad sería más propio de 
fuerzas políticas antagonistas a las del diputado conservador. 
Seguidamente intervienen Peces-Barba y Solé Turá para explicar el sentido afirmativo de 
su voto a la enmienda, que cosechó un resultado de 27 votos a favor, uno en contra y una 
abstención. El diputado socialista entendió que “esa iniciativa no es ni tiende a favorecer 
la existencia de la democracia, sino, por el contrario, a causar graves dificultades a la 
democracia. No es una democracia semidirecta lo que se plantea, sino fórmulas que 
recuerdan mucho más a las fórmulas plebiscitarias o incluso a esas agrupaciones de 
ciudadanos que se producían para aclamar a los líderes de los regímenes autoritarios en 
la época del General Perón o del General Franco”. Por su parte, el diputado del partido 
comunista considera que el problema que había en España era el de consolidar el sistema 
de partidos, por ser extremadamente precario, exigiendo que los mecanismos 
constitucionales favorezcan este asentamiento. Por ello, entiende que están sobre la mesa 
diferentes concepciones de la democracia semidirecta, la cual “no se ejerce sólo por la 
vía plebiscitaria (que se presta también a manipulaciones extraparlamentarias), sino que 
significa prever en la Constitución formas de participación (…) que pueden revestir la 
forma de partidos políticos a los cuales se les reconoce constitucionalmente todo el 
rango que deben tener, pero también la forma de asociaciones diversas”.  
Ambos intervinientes entienden que otorgar poder al electorado podría favorecer a 
movimientos involucionistas, creyendo que en nada favorecería las posiciones que sus 
partidos defendían. También aparece muy presente en sus palabras el recuerdo a las 
experiencias de democracia directa que vinieron a reforzar regímenes autoritarios en el 
pasado. Por otro lado, se contemplaba la participación como aquella que debía ejercerse a 
través de los partidos como instrumentos de manifestación de la pluralidad política 
pretendida, y que había sido negada en los años de dictadura. Sólo encontramos en la 
concepción de Fraga una apuesta por la compatibilidad de la participación a través de los 




Curiosamente, no sólo las posturas defendidas desde estas ideologías se han 
intercambiado en la actualidad, sino que precisamente la concepción de Fraga resulta más 
coherente con las actuales necesidades de apertura de la participación hacia forma menos 
institucionalizadas, siempre compatibles con las instituciones representativas. En el 
fondo, por encontrar lugares comunes, defensores y detractores de la enmienda defendían 
la propia supervivencia de la democracia y de la Constitución desde medios diferentes; 
Fraga defendía un protagonismo moderado de la democracia semidirecta para evitar un 
posible monopolio de los partidos, y el resto vieron en estas agrupaciones la única forma 
viable de asegurar el pluralismo político y la normalización democrática, aún con el 
riesgo de hacerlo sin la participación directa de un electorado al que quizás veían como 
un elemento manipulable. 
Sin embrago, la de Fraga no fue la única voz discordante; en la Comisión Constitucional 
de la Cámara Alta, los senadores Arregui (Grupo Progresistas y Socialistas 
Independientes) y Ollero (Agrupación Independiente) intentaron recuperar -sin éxito
529
- 
la iniciativa popular para la reforma constitucional
530
. El primero sostuvo: 
“Tiene muy poco sentido que se excluya de la iniciativa de la reforma constitucional a la 
iniciativa popular, que es la regulada en el apartado 4 del artículo 81. En efecto, si esa iniciativa 
popular reforzada —puesto que se exige un crecido número de firmas acreditadas para promover 
ese tipo de iniciativa legislativa— desaparece en la reforma constitucional, se incurre, a nuestro 
juicio, en un contrasentido, porque si algo realmente puede interesar al pueblo es la utilidad de 
este texto que estamos de alguna manera construyendo. Si la iniciativa popular se reconoce para 
las leyes ordinarias “a fortiori” hay que mantenerla cuando de la reforma constitucional se 
trata”. 
El Senador Ollero argumentó: 
“Un importante sector de la doctrina —Ehmke, Dietze, Cicognani, etc.— ha llegado a sostener 
que, a través del análisis de la pura mecánica jurídicoformal de la reforma, se podría llevar a 
cabo una tipología de los regímenes constitucionales. Allí donde la competencia para iniciar la 
reforma se centre básicamente en el ejecutivo, estaremos en presencia de regímenes de 
pretensión o estructura autoritaria. El artículo 89 de la Constitución francesa de 1953 pudiera 
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ser una buena muestra de ello. Por el contrario, donde la iniciativa de la reforma se centre en el 
legislativo y en el pueblo, estaremos en presencia de regímenes de clara vocación democrática. 
Es el caso, por ejemplo, de Suiza, tantas veces recordado a este respecto. No se comprenden, por 
lo tanto, las particulares razones que han podido llevar a las constituyentes del Congreso, cuya 
vocación democrática nadie puede poner en duda, a suprimir la iniciativa popular” 
En la literatura jurídica estudiada encontramos voces diversas sobre la interdicción de la 
iniciativa popular en la iniciativa de reforma constitucional, apreciándose una ligera 
mayoría de detractores de la decisión del Constituyente. Para ahondar en la cuestión, es 
preciso analizar los argumentos esgrimidos a favor y en contra de permitir al cuerpo 
electoral iniciar la reforma constitucional. 
Uno de los clásicos detractores de la supresión de la iniciativa popular de reforma fue 
Pedro DE VEGA
531
, muy crítico con la decisión del Constituyente. Al mismo, le resulta 
difícil asimilar que “en un ordenamiento constitucional como el nuestro, donde se 
proclama la soberanía popular y el poder constituyente del pueblo, y donde en virtud de 
esos principios se consagra la iniciativa popular para las leyes ordinarias, se la elimine 
luego para la actuación del poder constituyente”. El autor es partidario, además de 
distinguir el referéndum y la iniciativa popular, de concebir estos instrumentos de la 
denominada democracia de identidad como un complemento al sistema representativo y 
no como una suplantación de la misma. Para defender la necesidad de que el cuerpo 
electoral pueda iniciar la reforma constitucional esgrime tres razones
532
: 
En primer lugar, y dando la razón a Fraga (cuando éste se opuso a la enmienda de 
Cisneros) para el autor excluir a la iniciativa popular supone “romper la coherencia de la 
Constitución en la que se pretende conjugar, con el esquema representativo, supuestos de 
democracia y participación directa de los ciudadanos”. Por ello, considera que no tiene 
sentido lo estipulado en el art. 166 con el reconocimiento a la participación de los 
artículos 9.2 y 23.1 de la Carta Magna. En segundo lugar, a su juicio, también carece de 
justificación pensar que con la interdicción se eliminan los riesgos para la democracia 
mencionados en el debate, ya que los grandes asaltos a la democracia no se producen a 
través de estos instrumentos; por ello considera que en realidad no se está suprimiendo 
un riesgo real, sino a un fantasma.  
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En tercer lugar, y siendo este el argumento más relevante, el Constituyente en su opinión 
está resolviendo de manera arbitraria y absurda el conflicto entre poder constituyente y 
poder constituido, entre la democracia de la identidad y la democracia representativa. 
Para justificar esta posición, el autor acude a la interpretación otorgada en el origen del 
constitucionalismo europeo a la referida tensión. Para Pedro de Vega, o se admite que el 
poder constituyente tiene como sujeto propio al pueblo (en cuyo caso las asambleas 
representativas tendrán un poder limitado), o se admite que dichas asambleas son 
soberanas. Por ello, no entiende cómo se excluye la iniciativa popular de la reforma, a la 
vez que se proclama la soberanía popular, o se incluyen los instrumentos de democracia 
directa como limitadores de ese carácter soberano del órgano representativo. Por último, 
el autor eleva la tensión hasta el propio conflicto entre poder constituyente y poder 
constituido
533
, llegando a la conclusión de que termina disolviéndose la propia idea de 
poder constituyente, “sin que se sepa, a la postre, dónde situarlo ni dónde encontrarlo”. 
Entramos ya en un debate que excede de los propósitos de este trabajo, pero no se debe 
olvidar, como recuerda DE CABO
534
, que los caracteres del poder Constituyente y del 
poder de revisión están íntimamente ligados con la concepción que tengamos de la 
democracia
535
 o de la propia soberanía
536
. 
Siguiendo con opiniones más recientes y también contrarias a la decisión del 
Constituyente, PRESNO
537
 ha apuntado cierta contradicción entre el concepto de 
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encontramos argumentos democráticos que justifiquen la exclusión” PRESNO LINERA, Miguel Ángel, en 
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Congreso de la Asociación de Constitucionalistas de España. Salamanca, abril de 2014. pp. 16 y ss. 
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soberanía popular y el hecho de que se aparte al pueblo de la propuesta de reforma de 
aspectos incluidos en la Carta Magna, en una línea similar a la defendida por Pedro de 
Vega. Para Presno, si el referéndum aparece como un mecanismo claramente legitimador 
y democrático para la Norma Suprema en su creación y su reforma agravada, deberíamos 
repensar el encaje de la iniciativa popular en la reforma constitucional. En un sentido 
similar, para ALMAGRO
538
, el Constituyente debía haber incluido la reforma 
constitucional dentro del ámbito de la iniciativa popular, teniendo en cuenta que la 
Norma Suprema equipara las iniciativas legislativas ordinarias y de reforma, y 
atendiendo a la dimensión concedida a la participación en los artículos 9.2 y 23.1 CE.  
Da un paso más valiente MORALES
539
 defendiendo la idoneidad del cuerpo electoral 
para el impulso de la reforma constitucional y además proponiendo algunas condiciones 
especiales que eviten el uso demagógico de la institución. Por ello, el autor propone 
exigir un número más elevado de firmas para impulsar tal reforma desde la iniciativa 
popular, así como limitarla al procedimiento ordinario del art. 167 CE. o convertir en 
preceptivo el referéndum de ratificación para dicha reforma iniciada por los ciudadanos. 
José María Morales recuerda, asimismo, que también se exige un mayor apoyo de grupos 
y de parlamentarios para las reformas iniciadas por el Congreso o el Senado. El autor 
entiende que los abusos en el ejercicio de este derecho gozarían después de varios 
momentos de corrección, como la toma en consideración de la propuesta, la introducción 
de enmiendas, la exigencia de mayorías cualificadas o un eventual referéndum.  
En esta línea, VERA
540
 se ha sumado a las críticas sobre la supresión de la iniciativa 
popular de reforma, dando la razón a Pedro de Vega en cuanto a la incongruencia de la 
medida con el principio de soberanía e, incluso, con el principio participativo que 
impregna otros preceptos de la norma constitucional
541
. Para el autor, la contradicción no 
se justifica por la tensión entre democracia representativa y democracia directa, como 
afirmara Pedro de Vega, ni por los intentos de frenar impulsos demagógicos, como 
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. Para José Manuel Vera, la solución del Constituyente supone una 
ruptura con dos lógicas de ese mismo momento; por un lado, la coherencia a la hora de 
conjugar el sistema representativo y la participación directa y, por otro lado, con la 
concepción misma del poder Constituyente
543
. 
Por otro lado, las voces que ven en la supresión de la iniciativa popular de reforma una 
cautela necesaria tienen a PÉREZ ROYO
544
 como principal referencia. El autor reconoce 
que dicha exclusión ha sido valorada de manera negativa por la doctrina (lo afirma en 
1987) pero, a pesar de parecerle razonables los argumentos ya señalados por Pedro De 
Vega o Manuel Contreras
545
, Pérez Royo defiende que también se puede argumentar lo 
contrario. De este modo, el autor entiende que la iniciativa de reforma “debe partir de los 
instrumentos de articulación política característicos de los Estados democráticos 
modernos, es decir, de las instituciones representativas”. Por esto mismo, sostiene que 
aquella es la mejor garantía para lograr la serenidad y ponderación con la que se ha de 
abordar un tema tan relevante como la reforma
546
, línea argumental que se asemeja a la 
manifestada por los defensores de la enmienda de Cisneros.  
Más recientemente, TAJADURA
547
 considera la interdicción de la iniciativa popular de 
la iniciativa de reforma constitucional “plenamente coherente con el marco de la 
democracia representativa configurada por la Constitución”. El autor explica la 
configuración de los sujetos legitimados atendiendo a nuestra forma parlamentaria de 
gobierno y a la estructura descentralizada del Estado, y asimismo encuentra la exclusión 
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en sintonía con las restricciones materiales a la institución de la iniciativa popular: “si se 
considera inoportuno y no deseable y, por ello, se descarta la iniciativa popular en 
materias reservadas a la ley orgánica (esto es, las políticamente más relevantes) resulta 
lógico que quede excluida también la iniciativa popular de reforma constitucional”. Por 
su parte, VIDAL
548
 reconoce la necesidad de ser cautos en la apreciación de la reforma 
constitucional para la figura por la posible manipulación demagógica de la institución
549
, 
aludiendo a una de las razones que inicialmente motivaron la presentación de la 
enmienda de UCD en la Comisión de Asuntos Constitucionales. 
Un segundo argumento, para el autor, sería el derecho comparado, donde son muy 
escasos los ordenamientos que admiten la iniciativa popular en el ámbito de la reforma, 
si consideramos a Suiza como la excepción que confirma la regla
550
, por el protagonismo 
que tienen los instrumentos participativos. Por último, Vidal recuerda que en las primeras 
versiones del texto constitucional la iniciativa de reforma aparecía equiparada a la 
iniciativa legislativa, llevándose a cabo durante el debate en la Comisión Constitucional 
del Congreso la supresión del apartado tercero del artículo 87 referido a la iniciativa 
popular. Siendo uno de los preceptos más debatidos, no siempre con rigurosas 
argumentaciones
551
, la enmienda triunfó de manera rotunda, pese a los entusiastas 
intentos de Manuel Fraga de defender la democracia directa para lograr un verdadero 
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los enunciados contenidos en nuestra norma fundamental sí podrían ser objeto de iniciativas procedentes 
de los ciudadanos” op. cit. p. 50 
550
 La excepción suiza no se entiende sin el protagonismo histórico que la participación ha tenido en los 
cantones, que son el origen de la democracia directa que después se consagra a nivel federal, aunque la 
introducción en este país de la iniciativa popular de reforma constitucional ha convertido al texto 
constitucional en una realidad cambiante, como ha afirmado Jordi Jaria (p. 93), quien realiza un análisis 
interesante de estas experiencias históricas, JARIA I MANZANO, Jordi, “La Constitución es un proceso. 
Poder Constituyente y reforma constitucional en Suiza” en (varios) “Parlamento, ciudadanos y entes 
territoriales ante la reforma constitucional, ¿quién y cómo participa?” Ed. Tirant lo Blanch (2018) pp. 81-
104 
551
 Pérez Royo reconoce, a pesar de no compartir los argumentos de Manuel Fraga, la vaga argumentación 
esgrimida por Gabriel Cisneros en la presentación de la enmienda que impediría la iniciativa popular de 
reforma e, igualmente, la confusa defensa del voto afirmativo por parte de los portavoces del PSOE y PCE 
(in ibidem. Pp. 132 y 133). También Pedro De Vega hizo referencia a la pobreza teórica de los argumentos 
(op. cit. p. 135) 
186 
 
equilibrio entre esta y la democracia representativa o de partidos
552
. 
El argumento del escaso parangón de la iniciativa popular en la reforma constitucional 
concede bastante crédito a quienes han defendido la actual redacción del art. 166 CE. 
Debemos tener en cuenta que una mayoría de las regulaciones del entorno cercano de 
nuestro país excluye la reforma constitucional de la iniciativa popular. No lo establecía, 
por ejemplo, la Ley Fundamental de Bonn para la reforma (artículo 79); ni tampoco el 
artículo 89 de la Constitución Francesa, que establece que la iniciativa de reforma de la 
Constitución corresponde conjuntamente al presidente de la República, a propuesta del 
Primer Ministro, y a los miembros del Parlamento. La Constitución Portuguesa de 1976 
sólo reconoce a los diputados la iniciativa de revisión (art. 288). La Constitución Italiana 
admite que las leyes de revisión de la misma o las leyes constitucionales sean sometidas 
a referéndum
553
, si lo solicitan 500.000 electores en los tres meses siguientes a su 
aprobación, pero no concede a los electores ‘per se’ un poder de inicio de la reforma (art. 
138). 
En este sentido, son minoría aquellos Estados europeos que sí contemplaron tal 
posibilidad; Suiza permite que los ciudadanos inicien el procedimiento de reforma de la 
Constitución mediante cien mil firmas, o el caso de Liechtenstein con mil quinientas. 
Otros países de Europa Oriental que también admiten tal mecanismo en la reforma 
constitucional son: Letonia, con el 10% de los electores; Lituania con 300.000 
signatarios; Bielorrusia con 150.000 firmas; Eslovenia con 30.000, o Rumanía con 
500.000. Como vemos, todos son países sensiblemente inferiores en población a España 
y, salvo Suiza, ninguno se encuentra en el entorno más cercano a nuestro país. Por otro 
lado, el panorama en Iberoamérica es algo más proclive a permitir que se proponga la 
reforma de la Constitución mediante la iniciativa popular. De esta manera, en Venezuela 
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 El autor recuerda la paradoja (op. cit. p. 90) de que actualmente los papeles de los partidos se hayan 
intercambiado y los que defienden conceder a una fracción del cuerpo electoral iniciativa de reforma sean 
precisamente quienes votaron por lo contrario en 1978. Al contrario, los sucesores, si se nos permite, de 
aquella Alianza Popular defensora de los instrumentos de democracia directa son ahora partidarios de un 
régimen representativo predominante. 
553
 Constitución Italiana. Art. 138 Las leyes de revisión de la Constitución y demás leyes constitucionales 
serán adoptadas por cada una de las Cámaras en dos votaciones sucesivas con intervalo no menor de tres 
meses, y serán aprobadas por mayoría absoluta de los componentes de cada Cámara en la segunda 
votación. Dichas leyes serán sometidas a referéndum popular cuando, dentro de los tres meses siguientes a 
su publicación, lo solicite una quinta parte de los miembros de una Cámara o 500.000 (quinientos mil) 
electores o 5 (cinco) Consejos Regionales. La ley sometida a referéndum no se promulgará si no fuere 
aprobada para la mayoría de los votos válidos. No habrá lugar a referéndum si la ley hubiese sido aprobada 




se exige que la propuesta venga avalada por el 15% de los electores, en Colombia y 
Costa Rica por el 5%, en Ecuador por el 1%, Uruguay el 10%, Perú el 0,3%, Paraguay lo 
permite con 30.000 firmas, o Guatemala con 5.000. 
En el caso de la regulación en nuestras CCAA, todas menos Cataluña
554
 han excluido de 
la ILP la reforma de sus Estatutos. Si trazamos una analogía al uso entre Constitución y 
Estatutos, salvando las evidentes distancias, el hecho afianza la sensación de que también 
el legislador autonómico intenta mantener bajo el paraguas representativo los temas más 
sensibles, como los regulados en su Estatuto de Autonomía. Tampoco parece un buen 
referente para los defensores de la iniciativa popular de reforma constitucional la 
Constitución Española de 1931, que no contemplaba dicha posibilidad en su artículo 125. 
Incluso, la Constitución republicana excluía de manera explícita la propia Constitución y 
sus leyes complementarias de la iniciativa de referéndum (solicitada por el 15% de los 
electores) según lo establecido en su artículo 66. 
Si atendemos a las iniciativas presentadas ante el Congreso, los temas de posible 
afectación a la Norma Suprema no suponen un grave problema cuantitativo, más allá de 
la presentada sobre la forma de elegir al jefe del Estado, o alguna que por afectar al 
modelo electoral pueda pretender variar lo recogido por la Carta Magna. Pero, por el 
contrario, tampoco parece que su apertura al impulso ciudadano pueda suponer un riesgo 
grave para la propia Constitución, si tenemos en cuenta que algunos grupos 
parlamentarios ya han sugerido posibles aspectos de mejora de nuestra Norma 
Fundamental y, sobre todo, que la propuesta popular de reforma tendría que ser tomada 
en consideración por la mayoría del Congreso. 
Continuando con la literatura jurídica consultada más favorable a la decisión del 
Constituyente español, más original parece el argumento de GARCÍA-ESCUDERO
555
 
para defender tímidamente la exclusión del electorado de la iniciativa de reforma. La 
autora plantea la posibilidad de que la figura pudiera llegar a utilizarse para la 
movilización del electorado por parte de los grandes partidos; quienes, teniendo sus 
propias vías para iniciar una reforma constitucional, podrían estar empleando el 
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  Según los artículos 122.1 y 123.1 del Estatuto de Autonomía de Cataluña su reforma puede ser 
propuesta al Parlament mediante iniciativa popular. En este caso exige 300.000 firmas de ciudadanos con 
derecho a voto, que deberán solicitar a la cámara que ejerza la propuesta de reforma del Estatuto. El 
número de firmas exigido para la iniciativa en cuanto a proposiciones de ley es de 50.000 
555
 GARCÍA-ESCUDERO MÁRQUEZ, Piedad, en El procedimiento agravado de la reforma de la 
Constitución de 1978. Centro de Estudios Políticos y Constitucionales (2007) pp. 30-32 
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mecanismo con fines más bien electorales
556
, como se deduce de sus palabras
557
. No 
obstante, y considerando coherente dicha interdicción con las excesivas cautelas a la 
institución, la opinión citada considera que la toma en consideración por el Congreso de 
la propuesta de reforma habría bastado para esquivar cualesquiera peligros que se 
temían al suprimirla, sin olvidar, eso sí, el peso político que tal cantidad de signatarios 
pudieran ejercer. Además, podemos añadir que la exclusión es criticable por su excesivo 
temor a la manipulación del cuerpo electoral, situación más improbable en la actualidad, 
pero es perfectamente coherente con la rigidez que caracteriza nuestra Constitución y la 
singular confianza depositada en los órganos representativos, en detrimento de la 
atribución del poder de reforma a órganos especiales distintos del legislativo ordinario, 
según la distinción que por ejemplo realiza García-Escudero
558
. 
No debemos huir del debate existente en la actualidad que entiende como un déficit 
democrático la decisión de no conceder al cuerpo electoral la iniciativa de reforma. 
Tampoco pierde la ocasión Javier Tajadura para desechar este tipo de opiniones, haciendo 
suyas las palabras de PÉREZ ROYO
559
: “Admitir la iniciativa popular para la reforma 
de la Constitución para que, como indicaba el portavoz de AP, Fraga Iribarne, fuerzas 
sociales pudieran promover ‘grandes causas’ al margen de la estructura de partidos 
sobre una idea de la familia, la educación, la empresa, hubiera supuesto abrir la puerta 
a un elemento de confusión, haciendo generar la ilusión de que hay respuestas simples a 
problemas complejos, que en nada hubiera servido para hacer arraigar en España la 
democracia parlamentaria, sino más bien para todo lo contrario”. A pesar de lo 
defendido, la posición de Pérez Royo no adolece de inmovilismo; ni siquiera es ajena a la 
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 La institución del referéndum tampoco parece librarse de esta mediatización, como recuerda Rosario 
Tur, poniendo como ejemplo el referéndum sobre la OTAN en 1986 que vino a significar un plebiscito 
sobre el partido gobernante o sus decisiones TUR AUSINA, Rosario, en “Participación ciudadana y 
reforma constitucional. Una lectura en clave democrática” “Parlamento, ciudadanos y entes territoriales 
ante la reforma constitucional, ¿quién y cómo participa?” Ed. Tirant lo Blanch (2018) p. 240 
557
 Insiste la autora en esta cuestión en las conclusiones, además de reconocer que, pese a las críticas 
iniciales a esta exclusión, la problemática probablemente haya perdido interés con el tiempo y la 
demostrada inoperancia de la institución. (in ibidem. P. 142). 
558
 In ibidem pp. 8 y 9 
559
 PÉREZ ROYO, Javier, en “Comentario al Título X de la Constitución” en O. Alzada (dir.) Cometarios a 
la Constitución Española de 1978, Madrid, Cortes Generales-Edersa (1999) p. 454 
560
 Pérez Royo confiaba entonces (1987) en la interpretación de la Constitución por parte de los tribunales 
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En mi opinión, el condicionante histórico -que vinculaba la democracia directa con 
regímenes autoritarios o movimientos antidemocráticos- y el contexto social que 
imperaba en el momento Constituyente influyeron decisivamente en las cautelas 
mantenidas en el procedimiento de reforma. El Constituyente probablemente pensara que 
manteniendo la iniciativa de reforma en el ámbito puramente representativo estaba 
protegiendo el orden constitucional de movimientos críticos con la Constitución, o del 
componente manipulable de este tipo de instrumentos, que muchas veces han actuado 
más bien como falseadores de la democracia o legitimadores de decisiones previamente 
adoptadas
561
. Por ello, comparto la visión de PÉREZ ROYO
562
 cuando defiende que no 
se puede juzgar la decisión del Constituyente “según un criterio abstracto y doctrinario, 
sino que hay que tratar de definir en qué consistía el problema que se planteaba y el 
porqué de la solución, es decir, el sentido histórico de la misma no simplemente 
coyuntural”. Para argumentar su posición, el autor realiza alusiones doctrinales e 
históricas que conducen a afirmar la utopía de un régimen de democracia directa y, por 
tanto, la disolución del parlamentarismo a la propia democracia moderna
563
. 
Se entiende que esta concepción es compatible con el respeto al principio político 
democrático, tal y como lo enuncia TAJADURA
564
, que implica que la Constitución ha 
sido elaborada por el pueblo, es decir, el conjunto de los ciudadanos, en un momento 
político determinado. Tiene razón ÁLVAREZ VÉLEZ
565
 cuando señala que la 
identificación entre Constitución y democracia no es exacta, al aparecer vinculado el 
contenido del principio democrático a la Constitución misma.  Incluso, la exclusión de la 
iniciativa popular del procedimiento de reforma puede resultar coherente con el objetivo 
mismo de la reforma de la Norma Suprema, que siempre tiene que ser la garantía y 
                                                                                                                                                 
como mecanismo de adaptación, siempre y cuando dicha mutación constitucional no suponga una 
sobrecarga de los propios tribunales o se deban emprender cambios imposibles de realizar por esta vía (in 
ibidem pp. 110 y ss.). 
561
 Rosario Tur cree conveniente evitar la “falsa participación que sólo sirve para legitimar decisiones 
previamente adoptadas, en un claro fraude a la Constitución al pretenderse manipular o teledirigir la 
ciudadanía por usar al pueblo como coartada” en op. cit. p. 241 
562
 PÉREZ ROYO, Javier, en La reforma de la Constitución. Colección Monografías, Congreso de los 
Diputados (1987) p. 143 
563
 Op. cit. pp. 144-149 
564
 TAJADURA TEJADA op. cit. p. 70 
565
 ÁLVAREZ VÉLEZ, María Isabel, en “La participación directa de los ciudadanos en la Constitución 
española y las consultas populares en el ámbito estatutario” en Revista de Derecho Político de la UNED 
núm. 96 (mayo-agosto 2016) p. 125 
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defensa del texto constitucional
566
, si admitimos como posible que una fracción del 
cuerpo electoral pueda utilizar dicho instrumento para cuestionar elementos de la 
Constitución que se entienden como universales o, incluso, son fundamentales para la 
propia supervivencia del orden constitucional, sin que proceda tampoco extenderse en un 
ámbito, el de los límites de la reforma constitucional, que no procede abordar aquí.  
Aunque muchas de las voces consultadas se han referido más bien a si la decisión de 
excluir la iniciativa popular de reforma era coherente con el modelo implantado en la 
Constitución de 1978 (y parece que tanto su exclusión como su inclusión son coherentes 
con la propia Constitución), a mi juicio la pregunta ha de ser si las cautelas que 
motivaron aquella solución siguen aconsejando hoy mantener la redacción del artículo 
166. Aunque en la actualidad el nivel educativo y la madurez democrática de la sociedad 
sean mucho más elevados, no se puede garantizar que una apertura a un proceso de 
reforma de la Constitución nos conduzca a mayores cotas de progreso en términos 
democráticos y de derechos. Una propuesta de reforma de la Constitución avalada por 
una fracción respetable del cuerpo electoral que posteriormente no alcanzara las mayorías 
necesarias en el Parlamento probablemente tensara más aún la relación entre los órganos 
representativos y el electorado, por lo que no se debe caer en el tópico de que la 
democracia directa es la auténtica y la representativa un modelo defectuoso
567
. 
No se debe descartar tampoco que la apertura de la reforma a la figura de la iniciativa 
popular pueda tensionar más aún determinadas estructuras o principios que se entienden 
asegurados, en cuanto núcleo esencial de la propia Carta Magna. De este modo, una 
propuesta de reforma con amplio apoyo social para modificar la forma de Estado o la 
estructura autonómica, sólo por citar cuestiones que actualmente se encuentran en el 
debate político, podría tener como objetivo la destrucción misma de la Constitución, 
aunque se respete escrupulosamente el procedimiento, y esta es una posibilidad que 
sugiere HERRERO DE MIÑÓN
568
, aunque no lo haga refiriéndose a la iniciativa 
popular. En este caso, aunque las cámaras o el propio electorado en referéndum rechace 
la propuesta, se estaría aumentando innecesariamente la tensión entre los órganos 
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 In ibidem p. 78 
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 Por ejemplo, ARAGÓN REYES, M., en “La eficacia jurídica del principio democrático” en Revista 
Española de Derecho Constitucional núm. 24 (1988) p. 39. 
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 HERRERO DE MIÑÓN, Miguel, en Tres conferencias sobre la reforma constitucional. Tirant Lo 
Blanch (2016) p. 36 
191 
 
representativos y el cuerpo electoral, aflorando dos legitimidades distintas, la que encarna 
el pueblo -identificada con el ideal democrático clásico- y la que manifiestan dichos 
órganos representativos, una visión más coherente con el concepto moderno de 
democracia. 
Una paradoja interesante de aquellos modelos, como el español, donde aparece el 
referéndum como elemento legitimador de una reforma previamente adoptada por las 
cámaras, es que a la vez que se reconoce este instrumento de democracia directa, se niega 
la iniciativa popular de reforma. La incoherencia se puede resolver no sólo atendiendo al 
escaso parangón en derecho comparado de la iniciativa popular de reforma, sino 
reiterando las diferencias entre ambas instituciones. En este sentido, CASTELLÀ
569
 
recuerda con acierto cómo el referéndum aparece en la reforma como elemento de 
contrapeso de la decisión de la mayoría, actuando como garante, pero también como 
instrumento del cuerpo electoral para legitimar lo aprobado por las instituciones 
representativas. La iniciativa popular sólo podría intervenir en la primera fase, quedando 
todo poder de decisión sobre la consideración de dicha propuesta en el Parlamento. 
Castellá Andreu parte de la base de la superioridad del modelo representativo también en 
el ámbito de la reforma, pero defiende a los instrumentos de democracia semidirecta, y 
sobre todo de democracia participativa y deliberativa, como elementos propositivos o de 
control, una visión a la que también se ha referido TUR AUSINA
570
. El referéndum sería 
la forma natural de participación del pueblo en la reforma, aunque comienza a haber 
experiencias en el ámbito de la participación y deliberación ciudadana en este ámbito
571
. 
También parece interesante la reflexión de Rosario Tur
572
 acerca de la posibilidad de 
introducir la iniciativa popular en la propuesta para la reforma constitucional, siendo lo 
relevante a su juicio no el hecho de que triunfe o no una reforma impulsada desde la 
ciudadanía (siendo conscientes del protagonismo indiscutible de los poderes 
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 CASTELLÁ ANDREU, Josep Mª, en “Representación y participación en la reforma constitucional” 
dentro de Parlamento, ciudadanos y entes territoriales ante la reforma constitucional, ¿quién y cómo 
participa?. Ed. Tirant lo Blanch (2018) pp. 21 y 22. 
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 TUR AUSINA, Rosario, en “Participación ciudadana y reforma constitucional. Una lectura en clave 
democrática” Parlamento, ciudadanos y entes territoriales ante la reforma constitucional, ¿quién y cómo 
participa?. Ed. Tirant lo Blanch (2018) pp. 237 y ss. 
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 Aunque este tipo de participación no da lugar a un resultado jurídicamente vinculante, el autor los 
considera un complemento, entendiendo que es difícil que planteen un choque frontal entre pueblo e 
instituciones: para un debate más en profundidad vid. (varios autores) Parlamento, ciudadanos y entes 
territoriales ante la reforma constitucional, ¿quién y cómo participa?. Ed. Tirant lo Blanch (2018) 
572
 In ibidem p. 242 
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representativos), sino que la figura sea capaz de colocar en la agenda política temas de 
debate de evidente relevancia para el pueblo. Estando de acuerdo, como se ha puesto de 
manifiesto en otros momentos del trabajo, con el beneficioso carácter de la figura para 
generar debates latentes en la ciudadanía y ajenos en muchos casos para los órganos 
representativos, también coincidimos con la autora cuando afirma que, aunque nada se 
oponga hoy a su introducción, no parece que la iniciativa popular de reforma fuera a ser 
la panacea, considerando que, para su operatividad, y esto le sucede también a la figura 
en el procedimiento legislativo, se requerirían condiciones que mejorasen la 
representación, defensa y transparencia de la figura. 
En otras palabras, de poco serviría introducir la figura en el ámbito de la iniciativa de 
reforma si se complica su funcionamiento con un requisito cualificado de firmas o si la 
última palabra recae en el Congreso, como es lógico. Esta posibilidad, aunque puede 
permitir aflorar debates y respetables apoyos hacia una línea de cambio del texto 
constitucional, podría generar mayores frustraciones, teniendo sensación la ciudadanía de 
que a pesar de los esfuerzos y apoyos cosechados los órganos representativos no 
contemplan la opción planteada. Por último, tampoco podríamos evitar que algún partido 
político utilizara el mecanismo con fines electorales; tratando de demostrar el apoyo 
social que alberga una determinada propuesta de cambio constitucional, aunque 
incurriendo en la irresponsabilidad de sugerir cambios de tal importancia sin valorar el 
debido consenso. Por este motivo, la concesión al electorado del poder de inicio de la 
reforma constitucional no siempre va a tener como objetivo mejorar el texto 
constitucional, asegurar su continuidad o respetar el sentido integrador de la Carta 
Magna, al resultar tentador que una parte de la ciudadanía intente darle al texto un 
sentido más ideológico. 
Concluido el análisis de la literatura jurídica manejada y pasando al ámbito 
jurisprudencial, nos parece interesante referirnos a la sentencia del Tribunal 
Constitucional (STC 76/1994, de 14 de marzo) que resuelve un recurso de amparo
573
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 Según la Sentencia: Los recurrentes, constituidos en Comisión Promotora, presentaron una propuesta de 
iniciativa legislativa popular al amparo de la Ley vasca 8/1986, de 26 de junio, reguladora de la materia. 
Tal propuesta consistía en una solicitud para que el Parlamento Vasco instara ante las Cortes Generales a 
una reforma de la Constitución en el sentido de dar a su Disposición adicional segunda una nueva 
redacción del siguiente tenor: «La Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios 
forales. La recuperación y actualización en todo caso de esos derechos, que residen en la potestad de sus 
ciudadanos para decidir libre y democráticamente su status político, económico, social y cultural, se llevará 
a efecto mediante el ejercicio de su derecho a la autodeterminación en forma soberana, sin ninguna 
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contra un Acuerdo del Parlamento Vasco que declara inadmisible una proposición de ley 
de iniciativa legislativa popular para reformar la Constitución
574
. Los recurrentes 
alegaron la inconstitucionalidad de los preceptos de la ley vasca que limitaban la 
presentación de iniciativas populares por atentar contra su derecho a participar, 
argumentado de forma muy genérica. El Alto Tribunal realiza una lectura compatible de 
los límites que el legislador establezca para una institución de democracia directa
575
, ya 
que nuestra Constitución “diseña un sistema de participación política de los ciudadanos 
en el que priman los mecanismos de democracia representativa sobre los de 
participación directa”. 
Por lo tanto, según el Alto Tribunal
576
, el acuerdo de inadmisión por parte de la Mesa “no 
vulnera ninguno de los derechos constitucionales aducidos. En rigor, la proposición de 
ley presentada por los recurrentes no podía prosperar ya que se refería a una materia, la 
reforma de la Constitución Española, excluida de la iniciativa popular por el art. 166 
C.E. La prohibición consagrada en este artículo implica, sin necesidad de que venga 
reiterada en otros preceptos, que en esta materia no cabe ejercer la iniciativa legislativa 
popular en modo alguno -tampoco indirectamente-; es decir, supone vetar la posibilidad 
de instar, por medio de una iniciativa legislativa popular, el ejercicio de las facultades 
de iniciativa que en aquel ámbito se reconocen, en lo que aquí interesa, al Parlamento 
Vasco. La Constitución ha querido reservar la iniciativa legislativa de reforma 
constitucional al Gobierno, al Congreso de los Diputados, al Senado y a las Asambleas 
Legislativas de las Comunidades Autónomas, primando los mecanismos de democracia 
representativa sobre los de participación directa. Si la Constitución ha prohibido 
expresamente que la reforma constitucional pueda incoarse como consecuencia del 
ejercicio de una iniciativa popular”.  
La conclusión evidente (a la que también se hubiera podido llegar sin necesidad de que el 
TC lo recordara) es que tampoco cabe proponer la reforma de la Constitución vía 
iniciativa popular presentando ésta ante una Asamblea autonómica. Esta sentencia ha 
                                                                                                                                                 
limitación externa y con la posibilidad de optar por la creación de su Estado». En sesión celebrada el 15 de 
enero de 1991, la Mesa del Parlamento Vasco acordó declarar la inadmisibilidad de la proposición de ley 
por entender que concurría la causa de inadmisión contemplada en el art. 5.2 a) de la Ley vasca 8/1986, de 
Iniciativa Legislativa Popular, en relación con el art. 2 e) de la misma Ley, a saber: versar la propuesta 
sobre «la iniciativa y procedimiento legislativo». 
574
 Para que figurase en la Carta Magna un reconocimiento de la soberanía de los territorios vascos 
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 FJ 3 
576
 FJ 5 
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sido criticada por RALLO LOMBARTE
577
 argumentando que la inadmisión de las 
propuestas de reforma constitucional planteadas por los ciudadanos en las CC.AA. no 
deberían basarse, como argumenta el Alto Tribunal, en un fraude a la Constitución al 
contravenir la finalidad exclusoria expresada por el constituyente en el art. 166 CE, sino 
por expresa voluntad del legislador autonómico de restringir materialmente la iniciativa 
popular al ámbito competencial sobre el que las Asambleas legislativas autonómicas 
pueden ejercer la plena potestad legislativa. Sin embargo, en mi opinión, al permitir el 
art. 166 CE que las asambleas autonómicas planteen una reforma de la Constitución, la 
materia objeto de dicha iniciativa popular no es estrictamente una materia ajena a la de 
dicha Comunidad, como se verá seguidamente en la propuesta de reforma planteada 
desde el Principado de Asturias. Cuestión aparte, como así sucedió, es que no quepa 
plantear una reforma de la Constitución vía iniciativa popular tampoco indirectamente, es 
decir, presentándola ante una asamblea legislativa autonómica, tal y como recordó el TC. 
Por último, y en relación con este asunto, nos queremos referir a la propuesta que desde 
el Principado de Asturias se remitió al Parlamento para la reforma de los artículos 87.3, 
92 y 166 de la Constitución. Además de tratarse de una propuesta con origen ciudadano 
(que recogió más de 7.000 firmas en dicha Comunidad), se trata de la primera propuesta 
de reforma constitucional con origen en una Comunidad Autónoma. La Junta General del 
Principado de Asturias aprobó el 19 de septiembre de 2014, por 23 votos a favor, de los 
diputados de los grupos parlamentarios Socialista, de Izquierda Unida y Mixto, y 22 
votos en contra, de los diputados de los grupos parlamentarios Foro Asturias y Popular, el 
texto del Dictamen de la Comisión de Presidencia sobre la Propuesta de proposición de 
reforma de los artículos 87.3, 92 y 166 de la Constitución. La Comisión de Presidencia 
aprobaba y ‘hacía suya’ una propuesta avalada por más de 7.000 firmas de ciudadanos de 
Asturias que a través del derecho de petición reconocido en el artículo 29 CE solicitaban 
al Parlamento de Asturias que remitiera su propuesta “Por la democracia directa” a las 
Cortes Generales para la modificación de los artículos 87.3, 92 y 166 de la Constitución 
En primer lugar, la propuesta pretendía eliminar una fuerte limitación de la iniciativa 
popular: la exclusión de las materias propias de ley orgánica que impiden que los 
ciudadanos propongan sobre materias muy relevantes, como se ha visto ya. Aunque se 
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advierte que tales limitaciones no vulneran ningún principio constitucional
578
, sí que 
llama la atención de RUIZ-RICO Y CASTEL GAYÁN
579
 esta reforma nacida en Asturias 
que pretende eliminar tales limitaciones para presentar iniciativas legislativas populares 
sobre “materias tan relevantes en un sistema democrático como la educación, el régimen 
electoral, la huelga, las libertades de reunión, expresión y asociación, el Código Penal o 
la regulación de la tutela judicial efectiva”. 
Otra de las reformas propuestas se refiere al artículo 166, y pretendía conceder la 
capacidad de iniciar la reforma constitucional a los sujetos mencionados en el artículo 87 
y, por tanto, también a la iniciativa legislativa popular mediante la presentación de 
proposiciones de ley avaladas por 500.000 electores. En tercer lugar, la propuesta 
asturiana planteaba una reforma interesante de la institución del referéndum a través del 
artículo 92 CE. De esta manera, además de la modalidad existente de referéndum para 
‘decisiones políticas de especial trascendencia’, pretendían incluir el referéndum 
abrogativo y el referéndum para leyes aprobadas aún no sancionadas. Además, en estas 
tres modalidades, los proponentes asturianos plantearon conceder a los ciudadanos la 
capacidad de pedir la convocatoria de dichos tipos de referéndum a la Mesa del 
Congreso, avalada por al menos 500.000 electores
580
.  
Aunque la propuesta no obtuvo posteriormente una mayoría necesaria en el Congreso de 
los Diputados, PRESNO
581
  manifestó su opinión favorable a que el Parlamento asturiano 
asumiera esta iniciativa: “Los diputados y diputadas de la Junta General del Principado 
de Asturias tienen el día 24 de mayo (fecha en que se votaba esta propuesta) una 
inmejorable ocasión para demostrar que no le tienen miedo a los ciudadanos, que no le 
tienen miedo a la democracia, que no le tienen miedo a la libertad”. El mismo autor 
considera que la Constitución Española adolece de insuficiencias importantes en cuanto 
a participación ciudadana y que la ILP vendría a mejorar la calidad del sistema 
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democrático. En cuanto a la reforma constitucional propuesta se manifiesta proclive a 
realizarla de forma sencilla y rápida. 
La exclusión de materias que resulten ajenas a las competencias del Estado 
Además de las señaladas, parece lógico apartar del ámbito material de la iniciativa 
legislativa popular aquellas materias que no son competencia legislativa del Estado. Muy 
en particular debemos referirnos a aquellas competencias que han sido atribuidas a 
instituciones supranacionales (véase la Unión Europea), o aquellas que sean competencia 
de otros poderes, como es el caso de las Comunidades Autónomas. No obstante, al 
consistir la ILP en la presentación de proposiciones de ley ante el Congreso, parece 
evidente que el objeto de la propuesta ha de encontrarse dentro de la competencia que 
posee dicha cámara y dicho instrumento normativo. 
La cuestión no parece sencilla si atendemos al elenco de competencias compartidas o 
concurrentes entre nuestro Estado y los ejemplos propuestos, por lo que en estos casos 
sólo podrá inadmitirse la iniciativa popular si su materia versa sobre algún supuesto 
recogido en el ya citado art. 2 de la LOILP, sin pretender desde estas líneas adentrarnos 
en unos conceptos complejos que exceden de los límites de este trabajo. 
Siguiendo a DELGADO-IRIBARREN
582
, en el caso de las competencias atribuidas a la 
Unión Europea, una iniciativa legislativa popular debería ser inadmitida si tiene por 
objeto la modificación de los tratados que constituyen Derecho originario de la Unión, o 
alguna disposición de Derecho derivado, aunque en este caso la proposición ciudadana 
puede ser igualmente inadmitida por versar sobre materias de carácter internacional, en 
nuestra opinión. A juicio del autor, no habría inconveniente en admitir una ILP que 
pretenda trasponer una directiva europea, o modificar una realizada, así como que el 
mecanismo persiga la aplicación de un reglamento o decisión comunitaria, sin perjuicio 
de que esta finalidad pueda ser perseguida mediante el instrumento de la iniciativa 
ciudadana europea. Cuestión diferente es que la hipotética interpretación de la Mesa del 
Congreso ante una ILP de este calado sea proclive a admitir la proposición. 
Similar argumentación debemos seguir en caso de que una iniciativa legislativa popular 
se adentre en materias de Derecho autonómico. Si la misma tiene por objeto crear o 
modificar una disposición legal o reglamentaria de carácter autonómico, la ILP ha de ser 
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inadmitida si es una materia de competencia exclusiva de la Comunidad sobre la que el 
Estado carezca de título competencial, teniendo como motivo de denegación que la 
materia resulta ajena a la competencia legislativa del Estado. La inadmisión también 
opera, evidentemente, si el Congreso recibe una ILP que conlleva la modificación de un 
Estatuto de Autonomía, por resultar una materia propia de ley orgánica, aunque en este 
caso también resultaría inadmitida en todas las asambleas legislativas de las CC.AA. 
menos en Cataluña, por aparecer recogido como motivo de inadmisión en sus respectivas 
leyes. 
Por el contrario, el Congreso puede ser objeto de iniciativas populares que pretendan 
regular cuestiones que se adentren en el derecho de las autonomías, siempre y cuando el 
Estado mantenga algún título competencial para legislar y que dicha materia no incurra 
en las prohibiciones del art. 2 LOILP. 
Otros supuestos de inadmisión señalados en el artículo 5.2 de la LO 3/1984  
Una vez analizadas las materias excluidas reguladas en los arts. 2 y 5.2 ‘a’ de la LOILP, 
procedemos a analizar el resto de las causas de inadmisión. Estas son las reguladas en los 
apartados ‘b’, ‘c’, ‘d’ y ‘e’ del artículo 5.2 de la LOILP. Las mismas versan sobre 
requisitos formales o procedimentales, en contraposición con aquellas causas de 
inadmisión materiales. Al tratarse de causas de inadmisión no contempladas inicialmente 
por la Constitución en el art. 87.3, como sí lo estaban las materias excluidas, algunas 
voces las tacharon de inconstitucionales durante los debates de la LO 3/1984. Como 
analizamos en el apartado dedicado a dicha ley, muchos llegaron a sostener que los 
únicos límites a la iniciativa legislativa popular debían ser los señalados en la Carta 
Magna.  
A pesar de lo señalado entonces, no parece darse dicha inconstitucionalidad al tratarse de 
requisitos añadidos y no variar lo contenido en dicho precepto constitucional, que 
sostiene que será una ley orgánica la que regulase los requisitos de la iniciativa popular. 
Pese a ello, estas causas de inadmisión, a nuestro juicio, encuentran menor justificación 
que las anteriores, y vienen a mermar más aún el ejercicio de esta institución. Al ser 
restricciones introducidas por el legislador orgánico, y no por la Constitución, debemos 
tener presente que las mismas han de ser interpretadas de manera restrictiva y, en la 
medida de lo posible, permitir su subsanación (que no será posible en todos los casos, por 
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ejemplo, cuando haya causas exógenas que hagan inadmitir la iniciativa). 
A continuación, veremos individualmente cada causa de inadmisión: 
El incumplimiento de los requisitos formales del artículo tercero 
Artículo 5 LO 3/1984  
2. Son causas de inadmisión de la proposición: 
b) Que no se hayan cumplimentado los requisitos del artículo 3. No obstante, si se tratase de defecto 
subsanable, la Mesa del Congreso de los Diputados lo comunicará a la Comisión Promotora para que 
proceda, en su caso, a la subsanación en el plazo de un mes. 
Se trata de un requisito de carácter puramente formal. La LOILP señala en el artículo 
tercero la documentación a presentar por la Comisión Promotora para la presentación de 
la proposición de ley, que son: el texto articulado de la proposición, precedida de una 
exposición de motivos, y la relación de miembros que componen la Comisión Promotora, 
con la expresión de los datos personales de todos ellos. La norma otorga un mes para la 
subsanación de los posibles defectos presentados, pero no aclara qué defectos son 
subsanables y su incidencia, como señala GARCÍA MARTÍNEZ
583
. Se entiende que los 
defectos subsanables
584
 son los relativos a los aspectos formales, por lo que este aspecto 
en concreto podría ser corregido perfectamente por los promotores.  
Considerando la inexperiencia que la Comisión Promotora puede padecer en estos 
trámites, un mínimo asesoramiento de los servicios de la cámara puede ayudar a la 
correcta presentación de dichos documentos y, sobre todo, a la redacción de la 
proposición, de tal forma que el texto presentado sea congruente con las exigencias. 
Dicho asesoramiento no se prevé en la legislación estatal, aunque algunas autonomías ya 
lo han previsto en sus leyes
585
. 
La carencia de homogeneidad material  
Artículo 5 LOILP 
2. Son causas de inadmisión de la proposición: 
c) El hecho de que el texto de la Proposición verse sobre materias manifiestamente distintas y carentes de 
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homogeneidad entre sí. 
Entendemos que este requisito persigue la claridad y concreción en la exposición de la 
proposición de ley para evitar confusiones a los firmantes, pero ha sido cuestionado por 
establecer una exigencia que no se da para otras proposiciones con origen en otros 
sujetos con capacidad legislativa. Probablemente, esta causa intente impedir que los 
proponentes se vean tentados a introducir en la propuesta un tema que suscite amplio 
apoyo popular que sirva como reclamo para aprobar otro asunto diferente –ignorado por 
muchos signatarios- incluido también en el texto, de tal forma que se sirvan de la argucia 
para recabar más apoyos. 
Como afirma SANTAOLALLA
586
, “la situación opuesta —la heterogeneidad legislativa 
o presencia de disposiciones sobre materias distintas en un mismo cuerpo normativo o el 
fraccionamiento de una misma materia en dos o más normas jurídicas— es una situación 
que se aviene mal con ese Estado de Derecho, precisamente por la inseguridad jurídica 
que provoca, pues nuevas disposiciones pueden pasar inadvertidas para sus 
destinatarios y puede llegar a ser un problema localizar la norma que regula una 
concreta relación”. Por eso, es legítimo y deseable
587
 exigir una mínima homogeneidad 
que permita claridad y seguridad jurídica. El aspecto conflictivo es que la exigencia sólo 
opere para las proposiciones de iniciativa popular y otros sujetos hayan incumplido de 
forma evidente la necesidad de homogeneidad en sus disposiciones. Además, el criterio 
de la Mesa
588
 puede permitir la inadmisión de proposiciones de iniciativa popular que 
abarquen mínimamente materias distintas, por la interconexión que muchos temas 
alcanzan en la actualidad. Por tanto, esta exigencia, pese a su necesidad, puede terminar 
suponiendo una merma si la interpretación del órgano rector de las cámaras no es 
garantista con la participación. 
No es de extrañar que este requisito fuera muy criticado en el debate de la LOILP por su 
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, que no aclaraba el sentido del precepto y daba lugar a 
confusión. En un primer momento de la redacción, la causa de inadmisión consistía en la 
‘carencia de unidad sustantiva’, terminología que fue modificada debido a numerosas 
críticas vertidas
590
. La redacción (que posteriormente sería modificada) de la citada LO 
3/1984 quedaba de la siguiente manera: 
2. Son causas de inadmisión de la proposición: 
c) El hecho de que el texto de la Proposición verse sobre materias diversas carentes de homogeneidad 
entre sí. 
El precepto actualmente en vigor fue otorgado mediante la Ley 4/2006, que consiste en 
que la proposición trate “sobre materias manifiestamente distintas y carentes de 
homogeneidad entre sí”. La exigencia sirve, exclusivamente (o así debiera ser) para 
descartar proposiciones que tratan materias manifiestamente distintas, sin que se pueda 
trazar conexión razonable entre los asuntos. La intención del legislador, por tanto, es 
evitar que accedan proposiciones que abarquen temas completamente inconexos y con 
manifiesta diversidad. El propósito, además de evitar confusión a los signatarios, es 
facilitar el debate de la proposición en la cámara, procurando la claridad del texto y 
evitando así la dispersión normativa.  
Esta redacción es fruto de una enmienda del Grupo Popular que añadió la expresión 
“carentes de homogeneidad entre sí” para mayor aclaración del requisito. Este grupo 
indica que puedan existir materias que, aunque aborden temáticas diferentes, puedan 
tener una conexión formando un conjunto homogéneo, y al final siempre podrá el 
Parlamento establecer mayor rigor en la redacción de la proposición de ley.  La defensa 
de entonces de este requisito se centró en las palabras del diputado del Grupo Socialista 
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Jover i Presa (aunque con el voto afirmativo también de UCD)
591
 que señaló 
fundamentalmente dos motivos para mantenerlo pese a las enmiendas: en primer lugar, 
que no se produzca una dispersión de temas, y en segundo lugar facilitar la labor a los 
firmantes para que no haya lugar para la duda o la confusión respecto de lo que defiende 
la propuesta que están avalando. 
Entre la literatura jurídica consultada es uno de los requisitos más cuestionados por dos 
razones. En primer lugar, DURÁN ALBA
592
 ha criticado su indeterminación y 
ambigüedad, ya que, según él, puede conducir a la Mesa a limitar la admisión de 
iniciativas populares que se engloben en esta causa. En segundo lugar, se ha criticado por 
parte de SÁNCHEZ MUÑOZ
593
 que se exija a las iniciativas de origen popular un 
requisito que no se pide para el resto, o que, incluso, es una práctica recurrente por parte 
del Ejecutivo en su labor de producción normativa. Por su parte, MARCO
594
 ha señalado 
que este criterio es “excesivamente vago y deja demasiado margen de discrecionalidad a 





afirma que su excesiva vaguedad “introduce un amplio margen de discrecionalidad a 
favor de la Mesa sin reflejo en las proposiciones de ley presentadas por otros actores”. 
Para PÉREZ SOLA
597
 resulta “especialmente grave” por la dificultad de su 
determinación y ponderación, pero, sobre todo, “por la discriminación que introduce 




En la línea de lo señalado, el Ejecutivo se ha visto en ocasiones tentado a regular 
materias diferentes en un mismo texto legal, en muchos casos sin que ni siquiera la 
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finalidad pretendida justificara la inconsistencia de la norma resultante, y tan sólo por 
razones de urgente necesidad. Tampoco ha resultado infrecuente la práctica de introducir 
enmiendas en leyes en tramitación que no guardaban relación en absoluto con su objeto y 
que sólo pretendían esquivar los controles parlamentarios que conlleva tramitar dicha 
enmienda como ley, aprovechando de paso el apoyo parlamentario suscitado por la 
norma principal. De hecho, el Tribunal Constitucional, a través de la STC 119/2011, se 
manifestó en contra de la introducción de enmiendas en leyes en tramitación de 
contenido manifiestamente diferente, en este caso tras lo ocurrido en 2003 en el 
Senado
599
, situación que también originó algún comentario jurídico
600
. Tanto en este 
caso, como para las iniciativas legislativas populares, parece que la seguridad jurídica 
aconseja que los temas tratados en la proposición guarden una relación lógica, sin que 




 admite la abstracción del concepto de homogeneidad y 
que pueda permitir a la Mesa frenar algunas iniciativas, también entiende como lógico 
que el órgano tenga “una mínima capacidad para racionalizar el trabajo que debe 
desarrollar la Cámara, siendo por otra parte prácticamente imposible concretar 
normativamente el concepto de homogeneidad materia por materia, concreción que sólo 
es posible hacer de forma casuística”. Aunque desde la técnica legislativa dicha 
homogeneidad puede resultar deseable para evitar que el mismo cuerpo normativo regule 
temas diversos que dificulten al ciudadano el conocimiento de las normas, lo que le ha 
extrañado a VIDAL
602
 es que no se exija el requisito a otros sujetos con capacidad 
legislativa que no cumplen dicho cometido. 
Lo oportuno en este caso, como en otros señalados, es permitir a los proponentes la 
subsanación de este error, si lo cometieran. Debemos tener en cuenta que los ciudadanos 
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no han de ser expertos en la redacción de un texto jurídico, ni conocen hasta qué punto 
puede ser interpretado este requisito para denegar su propuesta. En esta línea, se ha 
mostrado favorable a la posible subsanación de este defecto DELGADO-
IRIBARREN
603
, quien entiende que así lo aconseja el criterio de interpretación más 
favorable al ejercicio de los derechos fundamentales, como ha recordado en diversas 
ocasiones el Tribunal Constitucional. Por ejemplo, y como el propio autor recuerda, 
dicha heterogeneidad para una proposición puede venir justificada por motivos 
teleológicos o finalistas. Lo que es lo mismo; que la norma persiga un objetivo para el 
cual se deban tratar diferentes cuestiones o deban modificarse preceptos diversos.  
El autor poner como ejemplo la LO 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres, que modificó leyes de materias variadas. Igualmente, es posible que 
una ley que pretenda mejorar la transparencia o combatir la corrupción pueda hacer 
referencia a aspectos muy variados de la vida pública y privada. Un buen ejemplo es la 
LO 3/2015, de 30 de marzo, de control de la actividad económico-financiera de los 
Partidos Políticos, que como veremos llegó a alterar la ley reguladora de iniciativa 
legislativa popular sin que, aparentemente, este instrumento tuviera mucha relación con 
otros aspectos tratados en la norma. Otro caso que puede justificar la heterogeneidad en 
un cuerpo normativo puede ser la intención de ordenar y refundir en un mismo texto 
disposiciones dispersas, aunque esto sería menos frecuente para la iniciativa legislativa 
popular. 
Por último, un argumento que refuerza la falta de justificación de este requisito es que no 
se exige en las leyes que regulan la iniciativa legislativa popular en las Comunidades de 
Galicia y Cataluña, como veremos. 
Pasando al siguiente apartado, en el ‘d’ se impide la admisión de una iniciativa popular 
cuando haya sido presentado un proyecto o proposición de ley sobre el mismo objeto, 
encontrándose éste en tramitación: 
La existencia previa de un proyecto o proposición sobre el mismo objeto de la 
iniciativa 
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 Se entiende que, siempre y cuando dicha subsanación sea posible porque los defectos que afectan a la 
ILP son limitados. El autor considera, asimismo, que el requisito es cuestionable y, por ello, entiende que la 
reforma operada por la Ley 4/2006 trató de incorporar la expresión “manifiestamente” para otorgar una 
interpretación restrictiva del requisito (Op cit. p. 188 y 189) 
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Artículo 5 LOILP 
2. Son causas de inadmisión de la proposición: 
d) La previa existencia en el Congreso o el Senado de un proyecto o proposición de Ley que verse sobre el 
mismo objeto de la iniciativa popular y que esté, cuando ésta se presenta, en el trámite de enmiendas u 
otro más avanzado. 
En este caso, para comprender el requisito debemos acudir a dos argumentos señalados. 
En primer lugar, como los propios promotores de la Ley Orgánica señalaban en el 
debate
604
, no existe necesidad de admitir una iniciativa popular cuando ya existe una en 
el Parlamento. Se entendía que las cámaras podían expresar todos los puntos de vista 
posibles con respecto al asunto, lo que a nuestro juicio resulta equivocado, y es un 
planteamiento que no ha pasado desapercibido en la literatura manejada. En este sentido, 
para ALMAGRO
605
, esta identidad de objeto es un requisito necesario, pero no 
suficiente, ya que la pluralidad de ideologías posibilita que sobre un mismo objeto 
puedan existir planteamientos diferentes.  
En segundo lugar, esta regulación es excesivamente restrictiva y en nada conciliadora 
con la participación. Pudiendo ofrecer alguna alternativa, se condena a la proposición de 
origen popular a la inadmisión, lo que podría ocasionar la extraña situación de que un 
grupo parlamentario o el propio gobierno presentara una proposición o proyecto de ley 
para evitar la presentación de una iniciativa popular negativa para sus intereses
606
. En 
cualquier caso, hay que tener presente que el proyecto o proposición que impide admitir 
la ILP debe encontrarse en el trámite de enmiendas u otro más avanzado; no basta con 
que éste haya sido admitido. 
En varios momentos de los debates parlamentarios referidos, se considera a la iniciativa 
popular como un mecanismo capaz de proponer únicamente sobre aquellas cuestiones 
que el Parlamento no ha tratado, dejando a esta institución en una posición accesoria y 
residual. Asimismo, por parte de los promotores de la LOILP, se otorga más valor a las 
iniciativas nacidas en el propio Congreso o en el Gobierno, que a las de origen popular. 
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 Así fue señalado por el Diputado Jover i Presa (UCD): Diario de sesiones del Pleno del Congreso en 
sesión número 79 celebrado el 29 de noviembre de 1983 pág. 3813 y ss. 
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 Op. cit. p. 12 
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 Esta posibilidad ha sido sugerida por GARCÍA MAJADO, Patricia, en “La participación ciudadana en 
Cataluña a través de la iniciativa legislativa popular” en PÉREZ MONEO y VINTRÓ CASTELLS 
(Coords.) Participación política: deliberación y representación en las Comunidades Autónomas. Colección 
Monografías (Congreso de los Diputados) (2017) p. 230 
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Esta visión fue origen de críticas en el debate de la citada Ley Orgánica
607
. Sin embargo 
y a nuestro juicio, la figura viene a completar la labor legislativa del Parlamento y del 
Ejecutivo, en ningún caso a entorpecerla. Por ello, la medida nos parece demasiado 
agresiva por dos razones; en primer lugar, porque por lo general no se les aplica a otros 
sujetos con iniciativa para legislar; y en segundo lugar porque el mecanismo de la 
acumulación permitiría incorporar la iniciativa popular vía enmienda a la proposición o 
proyecto principal, sin resultar ésta una acción tan lesiva como la que criticamos.  
De hecho, esta posibilidad de la acumulación que se ha sugerido, ya opera ya en las 
Comunidades de Aragón
608
 o en Cataluña
609
, donde la medida fue pionera. El aspecto 
negativo que puede acarrear el permitir la incorporación de la iniciativa popular como 
enmienda a otra proposición anterior es que se pueda generar algún problema práctico, 
como el retraso en la tramitación de la propuesta que primero se presenta, al comprender 
la iniciativa unos plazos más lentos, cuestión que ha sido acertadamente apuntada por 
MURO I BAS
610
. El autor advierte que se puede frenar la tramitación de una de las dos 
iniciativas al tener que esperar aquella que se tramite más rápido a otra que sigue un 
ritmo inferior, que normalmente será la iniciativa popular por haber sido presentada 
después y por tener que esperar a la recogida de las firmas. En este caso, y para evitar 
dilaciones
611
, no parece descabellado que la iniciativa legislativa popular se acumule a la 
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 Debemos recordar las críticas a este apartado durante el debate en el Congreso de la Ley Orgánica por 
parte fundamentalmente de los diputados Pérez Royo, Marcos Vizcaya y Álvaro Lapuerta: Diario de 
sesiones del Pleno del Congreso en sesión número 79 celebrado el 29 de noviembre de 1983 pág. 3813 y 
ss. 
608
 La reforma de su ley reguladora de la iniciativa popular operada mediante la Ley 7/2014 introdujo un 
nuevo apartado 3 bis al artículo quinto para habilitar dicha posible acumulación de la iniciativa, precepto 
redactado en términos similares a los de la ley catalana 
609
 Introducida por la reforma de la ley catalana de iniciativa legislativa popular (Ley 7/2014, de 25 de 
junio, de modificación de la Ley 1/2006, de 16 de febrero) concretamente se regula en el apartado tercero 
de artículo sexto de la ley reguladora: 
“3. La Mesa, si el Parlamento está tramitando algún proyecto o proposición de ley sobre las mismas 
materias de que trata la proposición de ley de la iniciativa legislativa popular, debe comunicarlo a la 
comisión promotora para que decida, en el plazo de quince días hábiles, si mantiene la propuesta o la 
retira. En el supuesto de que la comisión promotora opte por mantener la propuesta, la Mesa debe acordar 
que las iniciativas legislativas se acumulen y se tramiten conjuntamente y debe comunicarlo a la comisión 
promotora.” 
610
  MURO I BAS, Xavier, “Algunas cuestiones en torno a la iniciativa legislativa popular” en Corts. 
Anuario de Derecho Parlamentario, núm. 19 págs. 377 
611
 Se puede dar el caso de que la proposición o proyecto de ley más avanzado en el trámite quede 
paralizado por la posible acumulación de una iniciativa popular con un mismo objeto y que esta espera 
haya sido inútil por decaer la ILP al no presentarse el mínimo de firmas o no tomarse en consideración 
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proposición o proyecto con el que comparta objeto una vez haya acreditado el mínimo de 
firmas o cuando ésta haya sido tomada en consideración
612
. 
En la literatura jurídica consultada encontramos intentos de justificación del requisito, 
aunque por lo general no se comparte una medida tan extrema. Según BIGLINO
613
 “el 
objetivo no es ya velar por la pureza de la iniciativa, como en el caso anterior, sino 
conseguir que el ejercicio de la misma no altere el funcionamiento regular y ordinario de 
la Cámara, salvaguardando el principio representativo que fundamenta nuestro sistema 
político”. Coincidimos plenamente con DELGADO-IRIBARREN
614
 cuando considera 
que la finalidad perseguida por el requisito (no interferir en el funcionamiento de las 
cámaras) exige adoptar una medida un tanto drástica. Como el autor señala, no parece 
fácilmente subsanable esta incompatibilidad de la iniciativa popular, al encontrarse el 
problema en otra proposición ya presentada y no en el propio texto presentado por los 
ciudadanos. En la misma línea, ALBERDI
615
 ha señalado que el legislador, con esta 
causa, ha elegido el camino más gravoso para la iniciativa popular, ya que existen 
“instrumentos parlamentarios de carácter procesal que permiten conciliar mucho mejor 
el derecho de participación directa de los ciudadanos con el funcionamiento eficaz del 
órgano”. 
En defensa de la economía procesal en la cámara encontramos a GARCÍA 
MARTÍNEZ
616
, quien admite que “resulta incongruente que la Cámara emplee su tiempo 
en el estudio de dos propuestas legislativas similares” por su reiteración material. 
También se refiere al caso en que dos proposiciones con contenidos normativos 
diferentes compartan una misma materia: “es ilógico que la Cámara tramite al mismo 
tiempo dos textos con contenidos normativos diferentes sobre una misma materia” ya 
que, pese a no producirse reiteración, se muestra favorable a que se incorpore vía 
enmiendas al tratarse de la misma materia cuando, según ella, lo que se quiere es alterar 
un texto ya en tramitación. En la misma línea, a ARANDA
617
 le ha parecido justificado el 
requisito por cuestiones de economía procesal. 
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 La segunda opción es la preferida de GARCÍA MAJADO op. cit. p. 230 
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 Op. cit. p. 44 
614
 Op. Cit. p. 192 
615
 Op. Cit. p. 334. 
616
 Op. Cit. p. 276 y 277 
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 ARANDA ÁLVAREZ, “La iniciativa legislativa popular. Reformas para mejorar…” op. cit. p. 204 
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En el apartado crítico del requisito encontramos a PÉREZ SOLA
618
, quien no alcanza a 
descubrir el verdadero propósito de este criterio de exclusión, e indica que sólo se 
explicaría desde la intención de preservar a toda costa la autonomía de las cámaras. Por 
ello, con cierto espíritu conciliador de diferentes tipos de iniciativas (con la debida 
prioridad otorgada hacia los proyectos de ley) el autor estima que “la incidencia en la 
formulación de una iniciativa popular en la organización interna del trabajo de las 
cámaras o en la prioridad de otras propuestas difícilmente podría quedar afectada” y, 
en cualquier caso, estima que la trascendencia de la iniciativa sería menor. Por estos 
motivos el autor apuesta por la compatibilidad entre proposiciones presentadas por 
distintos sujetos ya que “lejos de producir la yuxtaposición de iniciativas, podría mejorar 
de modo substancial el resultado final del texto normativo”. 
Por último, en el ámbito de interpretación del precepto, coincidimos plenamente con 
ILLUECA
619
 en que sería muy necesario que para la aplicación del mismo se exigiera 
que ambas proposiciones tengan contenido igual o sustancialmente equivalente (como de 
hecho sucede para el requisito que a continuación veremos) y no que simplemente versen 
sobre el mismo objeto. Cabe imaginarse la posibilidad de que dos proposiciones 
pretendan regular la misma cuestión, pero con sentidos diferentes o, incluso, que la 
iniciativa legislativa popular surja como respuesta a la voluntad del legislador de regular 
una cuestión en un sentido no compartido por una fracción del cuerpo electoral. 
De este modo, podemos poner el ejemplo de la aprobación en el Congreso en 2013 de la 
iniciativa legislativa popular que solicitaba declarar la tauromaquia patrimonio cultural 
inmaterial
620
. La iniciativa surge como respuesta a la prohibición de las corridas de toros 
en Cataluña y pretendía la protección del espectáculo en todo el territorio nacional. La 
proposición podría haberse inadmitido si se hubiera encontrado en tramitación otro texto 
legal que pretendiese regular la tauromaquia, aún con un sentido diferente al propuesto 
por la iniciativa ciudadana. 
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 PÉREZ SOLA, Nicolás, en “Algunas propuestas de reforma…” op. Cit. p 607 
619
 Op. cit. p. 1124 
620
  La iniciativa popular fue aprobada gracias a los votos afirmativos de los grupos políticos Popular y 
Unión del Pueblo Navarro, si bien se introdujeron enmiendas que modificaban el texto inicial, motivo que 
fue criticado por otros grupos políticos. 
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La reproducción de otra iniciativa popular de contenido igual o sustancialmente 
equivalente 
Artículo 5 LOILP 
2. Son causas de inadmisión de la proposición: 
e) El hecho de que sea reproducción de otra iniciativa popular de contenido igual o sustancialmente 
equivalente presentada durante la legislatura en curso. 
Este criterio de inadmisión pretende evitar un colapso en la Mesa del Congreso por la 
presentación reiterada (o incluso intencionada) de la misma iniciativa una y otra vez, o 
una muy similar, pretendiendo un desgaste de los órganos mencionados (siempre y 
cuando ambas ILP se presenten en la misma legislatura). En este sentido, coincidimos 
con GARCÍA MARTÍNEZ
621
 cuando apunta que la finalidad de la medida es evitar 
reiteraciones y que la acumulación de iniciativas sobre un mismo objeto genere a la 
cámara un trabajo claramente disfuncional. La misma opinión apunta a un uso 
posiblemente demagógico de la institución a través de la reiteración
622
. Como ha 
señalado SANTAMARÍA
623
, este requisito pretende evitar “el bombardeo sistemático de 
iniciativas idénticas arbitrarias condenadas al fracaso”. 
Esta visión, aunque es compartida por PÉREZ SOLA
624
 cuando busca algún tipo de 
justificación al requisito, resulta para él igualmente discutible porque “nada hace pensar 
que sea condición suficiente para inadmitir una iniciativa popular, máxime si este 
requisito tampoco se exige a los restantes sujetos legitimados”. A pesar de las buenas 
intenciones del precepto, vuelve a ser fundamental una interpretación rigurosa por parte 
de la Mesa que resulte garantista de la participación. Esto quiere decir que dicha 
identidad entre dos ILP no lo sea sólo en su título, finalidad, promotores o asunto tratado, 
sino que haya una verdadera coincidencia de contenido y ambas iniciativas hayan sido 
admitidas
625
. Aun cuando no exista un contenido similar, es aplicable la causa cuando el 
mismo sea “sustancialmente equivalente”, lo que conlleva a juicio de DELGADO-
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 Op. Cit. p. 277 
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 Lo cual se nos antoja algo más complicado, ya que para que la ILP genere efectos jurídicos y, por tanto, 
acarree más trabajo al Congreso, la misma ha de reunir las firmas necesarias, trabajo que en ningún caso se 
antoja rápido o sencillo 
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 SANTAMARÍA PASTOR, J en “Artículo 87”, en M. GARRIDO FALLA y otros, Comentarios a la 
Constitución, Madrid, 1985, p`. 1264 
624
 PÉREZ SOLA, Nicolás, en “Algunas propuestas de reforma…” op. Cit. p 608 
625
 Por ello, coincidimos con MARCO (2009, op. cit. p. 15) y con ALMAGRO (Op. cit. p. 13) en la 
necesidad de que opere en este criterio de inadmisión no sólo la identidad de contenido entre ambas 





 que la segunda ILP recoja los aspectos esenciales dados por la primera. 
El mismo autor recuerda que el requisito no resulta subsanable, al existir una identidad 
esencial de contenido difícilmente superable. 
Esta causa de inadmisión nos vuelve a ocasionar ciertas dudas y plantea problemas 
prácticos como el efecto obstruccionista contrario
627
, como también ha recordado la 
literatura manejada. Como ha señalado acertadamente SANTAMARÍA
628
 en su crítica a 
este apartado, este hecho puede provocar que “cualquier grupo de personas podría 
impedir una iniciativa (futura) de este tipo adelantándose a presentar una iniciativa 
prácticamente igual, pero que luego no llega a debatirse porque no se intentan recabar 
las quinientas mil firmas”. Es decir, que cualquier ciudadano o colectivo que quiera 
evitar que prospere una iniciativa popular sobre un tema concreto, simplemente deberá 
presentar este tipo de ILP sin intentar conseguir las firmas.  
Este tipo de manipulación podría evitarse, a juicio de BIGLINO
629
 , “si se considera que 
la iniciativa anterior se estima presentada no con la simple aportación de los 
documentos exigidos en el artículo 3.2, sino con la entrega a la Mesa del Congreso de 
los Diputados de la certificación de las firmas”. Tal y como también propone GARCÍA 
MAJADO
630
, para evitar los problemas causados por una interpretación del requisito 
poco garantista con el derecho ejercido a través del instrumento, proponemos que se 
sustituya el término presentada por el de debatida. De esta manera, sólo cabría inadmitir 
una iniciativa popular cuando coincida con otra anteriormente presentada que al menos 
haya llegado al trámite de toma en consideración. Así evitaríamos que una iniciativa que 
ni siquiera ha llegado a reunir las firmas necesarias pueda obstruir a otras con el mismo 
contenido. Si tenemos en cuenta que el objetivo de la iniciativa es propiciar un debate en 
el Parlamento sobre una cuestión compartida por una fracción del electorado, lo lógico es 
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 Op. Cit. pp. 194 y 195 
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 Tal y como ha explicado GARCÍA MAJADO, Patricia, en “La participación ciudadana en Cataluña a 
través de la iniciativa legislativa popular” en PÉREZ MONEO y VINTRÓ CASTELLS (Coords.) 
Participación política: deliberación y representación en las Comunidades Autónomas. Colección 
Monografías (Congreso de los Diputados) (2017)  p. 226 
628
 SANTAMARÍA PASTOR, J., op. cit, 1985, p. 1264 
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 Op. cit. p. 120. 
630
 Op. cit. pp. 226 y 227 
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considerarla presentada cuando este hecho sucede, aunque formalmente se entienda 
presentada cuando la documentación es registrada en la asamblea
631
. 
Esta causa tuvo especial incidencia en varios acuerdos
632
 de la Mesa del Congreso en 
2011, durante la IX Legislatura, cuando se inadmitieron en virtud del mismo varias 
iniciativas populares sobre dación en pago y regulación de los desahucios. La Mesa tuvo 
en cuenta, como reconoce DELGADO-IRIBARREN
633
, que bajo distintas 
denominaciones y con medidas accesorias, el contenido esencial compartido por las 
proposiciones era establecer la dación en pago. Pese a inadmitir tres ILP por este motivo 
con un contenido equivalente
634
, en diciembre de 2011 y ya en la X Legislatura (hecho 
que no permitía aplicar este supuesto de inadmisión), sería presentada una nueva 
proposición sobre dación en pago que establecía algunos cambios con respecto a las otras 
y que, bajo un respetable apoyo, conseguiría convertirse en ley subsumida en otro texto 
diferente, como se explica en otros momentos del trabajo. 
En virtud de este motivo de inadmisión, la Mesa del Congreso en su reunión de 24 de 
abril de 2018 tampoco admitió a trámite la Proposición de Ley para la regulación de la 
situación del personal funcionario interino y estatutario temporal, presentada semanas 
antes, por resultar de contenido sustancialmente equivalente al de la iniciativa popular 
con mismo nombre presentada en septiembre de 2016 (que agotó el plazo para reunir las 
firmas sin conseguir tal fin). En este caso, parece de correcta aplicación la causa de 
inadmisión, al existir una identidad de título, contenido e incluso persona que presentaba 
ambas proposiciones. 
Zanjado este tema, debemos hacer referencia a la modificación introducida por la Ley 
4/2006 que suprimió el apartado ‘f’ de la LO 3/1984, que establecía como causa de 
inadmisión el hecho de que estuviera en tramitación una proposición no de ley (PNL) con 
el mismo objeto que la ILP que se presentaba. Este hecho carecía de todo sentido al no 
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 Como ha señalado el Tribunal Constitucional en el ATC 592/1985, de 18 de septiembre. 
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 Acuerdos de la Mesa del Congreso del 26 de abril, 21 de junio y 13 de septiembre de 2011 
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 Op. cit. p. 195 
634
 Las iniciativas fueron: la Proposición de Ley sobre establecimiento de la dación en pago por parte de los 
deudores en los préstamos hipotecarios (que realmente fue retirada por sus proponentes, pero que logró 
impedir, conforme a esta causa, la admisión de las siguientes que se detallan), la Proposición de Ley sobre 
fomento de la creación de un parque de vivienda social en régimen de alquiler (presentada en junio de 
2011) y la Proposición de Ley de regulación de la dación en pago, de paralización de los desahucios y de 
alquiler social (presentada en julio de 2011 por la PAH, quien presentaría en diciembre del mismo año en la 
X Legislatura una nueva ILP que sí sería admitida). 
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establecer las PNL obligación jurídica alguna, situación que las aleja de la naturaleza de 
una iniciativa legislativa popular
635
. Fue un requisito muy criticado en el debate de la 
citada Ley Orgánica y que, afortunadamente, corrigió la reforma de esta norma en 2006.  
Tampoco resultaron favorables las voces contenidas en la literatura jurídica consultada; 
tratándose de una causa “excesiva” a juicio de Manuel ARAGÓN
636
, o calificando 
ALBERDI
637
 el precepto como “de todo punto inaceptable” por la ausencia de carácter 
legislativo y normativo de las PNL. Para PÉREZ SOLA
638
 es “la más injustificada de 
todas” las causas señaladas. 
Una vez finalizado el análisis pormenorizado de las causas de inadmisión, la conclusión 
que debemos extraer es que el Constituyente configuró un ámbito material ciertamente 
reducido para esta institución, y condicionado por el principio de autonomía 
parlamentaria. Si bien, la materia excluida más perjudicial para la iniciativa popular es 
privarle de presentar proposiciones sobre las materias propias de ley orgánica y que, por 
tanto, afecten a la regulación de los derechos fundamentales y otras materias muy 
sensibles para los ciudadanos. Además, por la indeterminación de esa materia y otras 
como las de carácter tributario, se corre el riesgo de que una interpretación amplia de la 
Mesa de lugar a la inadmisión de las más variadas iniciativas populares. En segundo 
lugar, el legislador orgánico extiende aún más los límites a la institución estableciendo 
requisitos que no recoge la Constitución, y que ni siquiera se exigen al resto de sujetos 
con capacidad legislativa. El Constituyente y el legislador orgánico priorizan las 
proposiciones nacidas en los sujetos regulados en el apartado primero del artículo 87 CE. 
Por último, debemos recordar que, ante la decisión de la Mesa del Congreso sobre la 
inadmisión de la iniciativa, la LOILP reconoce a la Comisión Promotora recurso de 
amparo en la protección del derecho de participación ejercido a través del mecanismo
639
. 
Si, por el contrario, la iniciativa es admitida, la Mesa del Congreso lo comunicará a la 
Junta Electoral Central, encargada de la regularidad de este procedimiento
640
. El órgano 
electoral es el encargado de comunicar dicha admisión a la Comisión Promotora, aunque 
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 Una postura que también ha defendido ARANDA ÁLVAREZ, “La iniciativa legislativa popular. 
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 Op. cit. p. 305 
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 Op. Cit. p. 333 
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 PÉREZ SOLA, Nicolás, en “Algunas propuestas de reforma…” op. Cit. p 608 
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  En el artículo 6 de la LO 3/1984 
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en la práctica la Mesa realiza también dicha comunicación. 
Recientemente, y probablemente para sortear este requisito y facilitar la supervivencia de 
estas iniciativas, RUBIO y GONZÁLEZ
641
 han propuesto la acumulación de iniciativas 
de distintos autores e idéntica materia, un objetivo para el que podría ayudar, según los 
autores, el hecho de disponer de una plataforma web que pudiera difundir las iniciativas 
que se encuentren activas. 
La recogida de firmas 
La recogida de firmas se inicia una vez es admitida la proposición de ley por la Mesa del 
Congreso, cuestión que deberá ser notificada a la Comisión Promotora para empezar 
dicha tarea. Corresponde a la Comisión Promotora la función de llevar a cabo la recogida 
de firmas, comenzando con el sellado de los pliegos donde recogerán las mismas ante la 
Junta Electoral Central
642
, como después veremos. La ley confía, por tanto, esta 
importante tarea a la Comisión Promotora, y le encarga presentar las firmas ante la Mesa 
del Congreso en el plazo de nueve meses
643
, conforme a los requisitos del artículo 
noveno de la LO 3/1984. Debemos tener muy presentes los artículos séptimo y octavo de 
la LOILP: 
Artículo 7 Iniciación del procedimiento de recogida de firmas y plazo para la misma 
1. Admitida la proposición, la Mesa del Congreso lo comunicará a la Junta Electoral Central, que 
garantizará la regularidad del procedimiento de recogida de firmas. 
2. La Junta Electoral Central notificará a la Comisión Promotora la admisión de la proposición, al objeto 
de que proceda a la recogida de las firmas requeridas. 
3. El procedimiento de recogida de firmas deberá finalizar con la entrega a la Junta Electoral Central de 
las firmas recogidas, en el plazo de nueve meses a contar desde la notificación a que se refiere el apartado 
anterior. Este plazo podrá ser prorrogado por tres meses cuando concurra una causa mayor apreciada por 
la Mesa del Congreso. Agotado el plazo sin que se haya hecho entrega de las firmas recogidas, caducará 
la iniciativa. 
Artículo 8 Pliegos para la recogida de firmas  
1. Recibida la notificación de admisión de la proposición, la Comisión Promotora presentará ante la Junta 
Electoral Central, en papel de oficio, los pliegos necesarios para la recogida de firmas. Estos pliegos 
reproducirán el texto íntegro de la proposición. 
Los pliegos deberán estar escritos en castellano. Para la recogida de firmas en el territorio de una 
Comunidad Autónoma con otra lengua cooficial podrá utilizarse, conjuntamente, esta otra lengua.
644
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 RUBIO, Rafael, y GONZALO, Miguel Ángel, “Vías de participación en el Parlamento, ¿Parlamentos 
abiertos?, en PÉREZ-MONEO y VINTRÓ CASTELLS: Participación política: deliberación y 
representación en las Comunidades Autónomas. Colección Monografías (2017) pp. 168 y 69 
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 Según se explica en el artículo octavo de la ley reguladora 
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  Disponen para la recogida de firmas de nueve meses prorrogables por otros tres si concurre causa 
mayor apreciada por la Mesa del Congreso 
644
  La Ley de 2006 permitió que los pliegos pudieran estar redactados además de en castellano también en 
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 2. Si el texto de la proposición superase en extensión las tres caras de cada pliego, se acompañará en 
pliegos aparte, que se unirán al destinado a recoger las firmas, de modo que no puedan ser separados, 
sellándose y numerándose, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado siguiente. 
3. Recibidos los pliegos por la Junta Electoral Central, ésta, dentro de las cuarenta y ocho horas 
siguientes, los sellará, numerará y devolverá a la Comisión Promotora. 
La recogida y acreditación de las firmas es, probablemente y junto a la admisión, el 
trámite más importante de la iniciativa popular, ya que se perfecciona con éste. Hasta el 
momento en que la Mesa del Congreso recibe la acreditación de la Junta Electoral de que 
la ILP ha reunido las firmas exigidas por la ley, ésta es sólo una propuesta de iniciativa –
no una proposición de ley como tal- y hasta entonces sólo se habrían producido los 
denominados 'actos preparatorios'. La acreditación de las firmas supone el 
perfeccionamiento de la iniciativa popular y que la Mesa del Congreso quede obligada a 
publicarla y establecer su toma en consideración en el orden del día del Pleno siguiente. 
Reunir las firmas necesarias es por tanto el 'alma mater' de la iniciativa popular y a ello 
debemos prestar la máxima atención. 
Por su dimensión, este proceso implica protección y cuidado desde las administraciones 
que intervienen en el desarrollo de una ILP. Existen varias cuestiones que intervienen en 
la recogida de las firmas que debemos estudiar de manera ordenada: número de 
signatarios exigido, plazo para la recogida, y acreditación de las mismas. De manera 
accesoria, también es esencial para la correcta recogida de las firmas la difusión de la 
iniciativa, muy vinculado al necesario resarcimiento por los gastos ocasionados, ya 
tratado en su apartado. En todo lo relativo a este proceso, debemos tener muy presente el 
Acuerdo de la Junta Electoral Central, de 10 de mayo de 2012, sobre el procedimiento 
para la verificación y acreditación de las firmas de una iniciativa legislativa popular
645
 
que vino a aclarar muchas cuestiones que, hasta el momento, el órgano tenía que ir 
solucionando caso a caso. 
Según BIGLINO
646
 le corresponde a la Junta Electoral Central velar por la pureza del 
procedimiento dentro de las funciones que la ley le encomienda: la notificación a la 
Comisión Promotora de la admisión, sellar y numerar en cuarenta y ocho horas los 
                                                                                                                                                 
otra lengua oficial en aquellas comunidades que disponen de ellas (se trata del Catalán, el Gallego, el 
Euskera y el Aranés, propia del Valle de Arán en Lérida) 
645
 Publicado en el BOE núm. 120, de 19 de mayo de 2012, páginas 36601 a 36607 
646
 BIGLINO CAMPOS, “La iniciativa legislativa popular en el ordenamiento jurídico estatal” en REDC 
núm. 19 (1987) pág. 102 
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pliegos para la recogida de firmas, y proceder al recuento y validación definitiva de las 
mismas. En este sentido, esta autora señala que España ha optado por el modelo 
austríaco, donde se concede esta labor de control a la máxima autoridad electoral, frente 
al modelo italiano donde la encargada es la cámara ante la que se presenta la iniciativa. 
A nuestro juicio acierta el legislador cuando confía en la administración electoral para la 
supervisión y control del proceso de recogida de firmas, ya que como afirma GARCÍA 
MARTÍNEZ
647
 la Junta Electoral representa una garantía de imparcialidad, por un lado y, 
por otro, el proceso tiene mucho en común con ciertos elementos del proceso electoral, 
como pueda ser la presentación de las candidaturas. De haber confiado esta tarea en la 
jurisdicción ordinaria no se contaría, quizás, con la celeridad necesaria; o también, si la 
responsable fuera la Mesa del Congreso, la misma acabaría actuando como juez y parte 
en una tarea que también afecta a los intereses de la cámara.  
Debemos referirnos, asimismo, al papel que desempeñan los partidos políticos en el 
proceso de recogida y autenticación de las firmas. Hay dos motivos que explican e 
incluso aconsejan la ‘mediación’ de estos agentes para dichos trámites. El primero de 
ellos es de orden técnico, al tener que llevar a cabo la Comisión Promotora trámites que 
requieren de ciertos conocimientos prácticos y personal para llevarlos a cabo. Uno de los 
trámites es la validación de los pliegos ante la Junta Electoral Central (según el artículo 
séptimo de la LO 3/1984), documentos que, para la recogida de firmas, han de estar 
sellados por la misma y deben contener el texto de la proposición. El segundo trámite, 
quizás más complejo, es el de la autenticación de las firmas conforme a los artículos 
noveno y décimo de la LOILP, y la designación de fedatarios especiales, que requiere de 
una serie de actos y personal dispuesto a implementarlo, por lo que los partidos son una 
organización idónea para tal fin.  
El segundo de los motivos por el que pueden –y en ocasiones así lo han hecho en la 
práctica- intervenir los partidos es su poder de movilización y difusión de la proposición, 
junto a los agentes sociales y las organizaciones y colectivos
648
. Debido a la dificultad de 
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 GARCÍA MARTÍNEZ, Mª Asunción, en “La iniciativa legislativa popular” en “(varios) El 
procedimiento legislativo: V Jornadas de Derecho Parlamentario”. Congreso de los Diputados (1994). P. 
282. 
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 Como señalamos en el apartado donde se analiza la ILP en la práctica, algunas iniciativas han tenido 
como firmantes o precursores a organizaciones sindicales, empresariales, profesionales, colectivos sociales 
o asociaciones de diferente índole, siendo frecuente que las proposiciones abarquen mayoritariamente 
temas sociales, laborales, económicos o medioambientales que nacen de las reivindicaciones de colectivos. 
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reunir tal ingente cantidad de firmas en diversos lugares del territorio –y su necesaria 
difusión- los partidos políticos, por su naturaleza
649
, son los más adecuados para una 
difícil tarea como es dicha recogida de las firmas. A todas estas cuestiones se ha referido 
de manera amplia y acertada a nuestro juicio DURÁN ALBA
650
.  
Desde la observación práctica de las iniciativas populares que se presentan ante el 
Congreso, no cabe duda de la vinculación de muchas de ellas con partidos políticos, 
movimientos y organizaciones sociales, profesionales, sindicales etc. La movilización y 
trámites necesarios para el éxito de la iniciativa quizás requieran de esta mediación de los 
partidos, aunque el aspecto negativo es que en muchos casos dichas organizaciones se 
estén apoderando de un instrumento que se presupone en manos de la ciudadanía. 
Por último, debemos tener en cuenta que este proceso de recogida de firmas debe estar 
regido desde la seguridad jurídica y el rigor, al estar en juego el propio derecho de 
participación de todos los firmantes. Por ello, cobra importancia que los poderes públicos 
respeten la recogida de firmas, los plazos establecidos por la LOILP, y que el proceso de 
autenticación de los signatarios y validación de las firmas se realice correctamente. Nos 
disponemos a analizar todas estas cuestiones paulatinamente: 
Los pliegos para la recogida y los datos de los firmantes 
Conforme al artículo octavo de la LOILP, le corresponde a la Comisión Promotora el 
trámite de presentar los pliegos para la recogida de firmas ante la JEC. Al máximo 
órgano electoral le corresponde sellar y numerar, en cuarenta y ocho horas, los pliegos 
para la recogida de firmas y, una vez transcurrido el plazo legal para la entrega de las 
firmas por parte de los promotores, proceder a la comprobación y recuento definitivo de 
                                                                                                                                                 
Podemos poner como ejemplo la conocida ILP promovida por la Plataforma de Afectados por la Hipoteca 
que proponía la dación en pago como mecanismo para evitar los desahucios, que se fusionó con el 
Proyecto de Ley de medidas urgentes para reforzar la protección a los deudores hipotecarios (procedente a 
su vez del R. Decreto-Ley 27/2012, de 15 de noviembre). Completada su tramitación parlamentaria, la 
Proposición resultante se convirtió en la Ley 1/2013, de 14 mayo, de medidas para reforzar la protección a 
los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social y recibió algunas críticas por falta de 
adecuación con el texto inicial de la ILP. 
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las mismas. Su misión termina con la remisión al Congreso de los Diputados de una 
certificación acreditativa del número de firmas válidas. 
Las firmas deben plasmarse en papel de oficio, previamente sellado y numerados por la 
Junta Electoral Central (artículo 8 LO 3/1984). Cada pliego (así los denomina la LOILP) 
deberá contener el texto íntegro de la proposición, aunque si su extensión supera en tres 
caras se podrá adjuntar en pliegos aparte que deberán ir unidos a los pliegos de recogida 
de firmas y también sellados, como marca la propia ley. El sellado de los pliegos es una 
forma de control de la legalidad por parte de la JEC, que verifica si éstos cumplen con lo 
señalado por la LOILP. Junto a la firma, la ley exige que se indiquen otra serie de datos, 
en particular nombres y apellidos del elector, número de carné de identidad (DNI) y 
municipio en cuyas listas del censo se halle inscrito. De esta forma, las Juntas Electorales 
(provinciales y central) podrán comprobar la naturaleza de elector del firmante, y que 
cumple así los requisitos para firmar la iniciativa. Además, se evitará duplicidad de 
firmas. 
La ley señala que los pliegos deberán estar escritos en castellano. Para la recogida de 
firmas en el territorio de una Comunidad Autónoma con otra lengua cooficial podrá 
utilizarse, conjuntamente, esta otra lengua (artículo 8 LOILP). Esta posibilidad de utilizar 
una lengua cooficial fue introducida por la Ley 4/2006. 
El número de firmas exigido. 
La primera de las cuestiones que debemos poner de manifiesto es el elevado número de 
firmas necesarias para presentar una iniciativa legislativa popular: al menos quinientas 
mil, que supone una dificultad para la eficacia de este mecanismo. Es cierto que tan sólo 
supone poco más del 1,3% del censo electoral
651
 y mucho menos del 15% que señalaba la 
Constitución de la II República
652
, pero existen numerosas iniciativas que no llegan a 
debatirse por la dificultad para conseguir materialmente tan elevado número de firmas en 
el tiempo permitido. De hecho, del total de 110 iniciativas populares presentadas desde la 
entrada en vigor de la LOILP, cuarenta y cuatro caducaron sin reunir el número mínimo 
de signatarios en el plazo concedido. Tal exigencia opera de manera disuasoria para 
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 En su artículo 66, párrafo tercero: 
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muchos ciudadanos y colectivos que declinan la idea de tratar de conseguir tal cantidad 
de signatarios por su dificultad
653
.  
Cabe la posibilidad de que nuestro legislador Constituyente tomara dicha cifra de la 
figura de la iniciativa de referéndum abrogativo en Italia, como ha apuntado CUESTA
654
, 
aunque dicho país establece la mucho más exigua cifra de los 50.000 electores para 
presentar una iniciativa legislativa popular. El hecho de fijar un mínimo de firmas en la 
propia Constitución supone una barrera importante, y blinda esta institución ya que el 
legislador ordinario no podrá rebajar el número, sí aumentarlo. En este sentido, resulta 
más gravoso en términos electorales presentar una ILP (500.000 electores) que elegir un 
diputado en el Congreso, si tomamos como referencia la circunscripción donde más 
votos resultan necesarios (Madrid) donde rondan los 100.000 electores por cada 
parlamentario electo. 
Por poner un ejemplo, el porcentaje de electores exigido a nivel estatal con respecto del 
total del censo es superior al exigido en una mayoría de Comunidades Autónomas, pese a 
resultar más sencillo recabar las firmas en un territorio más pequeño como el de éstas. 
Esta situación ha sido también denunciada por MALLAINA
655
 cuando señala el número 
de firmas exigido a nivel estatal más gravoso comparado con las proporciones exigidas a 
nivel autonómico En este sentido, Galicia es la Comunidad con menor número de 
signatarios exigidos con respecto al total, un 0,37%, seguido de País Vasco con un 
0,50%, Andalucía con 0,61%, Comunidad Valenciana, un 0,70%, o Castilla y León un 
0,75% (como veremos, todas ellas han reformado su para rebajar dicha cantidad). Del 
análisis acerca de las firmas que cada autonomía exige y el porcentaje que representa 
sobre el censo, podemos afirmar que lo habitual es que la cifra se sitúe en torno al 1% de 
los electores, siendo inferior en aquellas que han reformado su ley. Esta situación será 
analizada en un capítulo posterior, pero existen doce de las diecisiete Comunidades cuyo 
número de firmas para presentar una ILP representa un porcentaje menor del censo 
electoral que el 1,3% estatal que suponen las 500.000 firmas. 
En comparación con la cifra exigida en países de nuestro entorno, España también sale 
mal parada en la comparativa, hecho que ha llamado la atención en el análisis de 
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 o del amplio análisis realizado por SÁNCHEZ 
NAVARRO
657
. En Austria, por ejemplo, se exigen 100.000 firmas con una población de, 
aproximadamente, ocho millones y medio. Italia
658
, un país de corte similar a España por 
características, solicita tan sólo 50.000 firmas, para una población de casi sesenta 
millones de personas, por lo que las firmas representan el 0,084% de su población. En el 
caso de Italia se trata de diez veces menos firmas que en España, pese a que su población 
es mayor. En Portugal las exiguas 35.000 firmas requeridas representan el 0,33% de los 
habitantes del país; cifra parecida a la de Holanda que exige 40.000 firmas que 
representan el 0,24% de su población. Por último, Polonia, con una población de casi 
cuarenta millones exige 100.000 signatarios, y Hungría 50.000 (el 0,49% de la 
población).  











, donde las modalidades se apartan de lo que se entiende en 
España por iniciativa legislativa popular. Incluso, en la regulación de la iniciativa 
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Bavaria, y Nordrhein-Westfalen donde se exigen, respectivamente, 1/6, 1/10, y el 8% del electorado.  
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ciudadana europea664 se ha establecido el número total de firmas en un millón, el doble que 
en España pero, obviamente, cantidad mucho más fácil de alcanzar entre un mayor número 
de electores europeos, aún si tenemos en cuenta que han de reunirse entre al menos siete de 
los veintiocho Estados Miembro, con un mínimo de firmas en cada uno de ellos665. 
Siguiendo con otros Estados europeos más lejanos y con menos similitudes al nuestro, 
conviene apuntar que en Letonia se exige que la iniciativa venga avalada por el 10% de los 
electores, en Lituania y Hungría se requieren 50.000 firmas, en Eslovenia tan sólo 5.000, en 
Rumanía 150.000 y en Liechtenstein 1.000, por apuntar algunos ejemplos. En Iberoamérica 
la situación también cambia en función del país, siendo el 5% la cifra de electores exigida en 
Colombia y Costa Rica, del 0,13% en México, 0,25% en Ecuador, de un máximo del 1,5% en 
Argentina666, 1% en Brasil667, 10.000 signatarios en Cuba o 5.000 en Nicaragua. Nos llama la 
atención el caso de Argentina, cuya Constitución establece que el máximo exigido para 
avalar una iniciativa legislativa popular es del 3%, cantidad que ha sido sensiblemente 
rebajada por la ley que regula el mecanismo, dejando finalmente la cifra necesaria en el 1,5% 
de los electores del país668. No es preciso detenerse en el caso de Estados Unidos, al 
presentar particularidades muy diferentes a la de los países señalados y, en especial, al 
nuestro669. 
El número de firmas exigido es una de las cuestiones más criticadas por la doctrina. Así, 
por ejemplo, MARCO
670
 considera que el número es “elevado”; otros autores se han 
hecho eco de las escasas iniciativas que alcanzaron este número, considerándolo un 
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. Por su parte PÉREZ SOLA
672
 considera 
excesiva la cifra, en comparación con Italia, considerando otros que el número exigido en 
España es superior al de otros países de nuestro entorno
673
. Para otros autores, el elevado 
número supone una barrera más que se suma al efecto disuasorio de las restricciones 
materiales
674
, a la vez que se compara la cantidad exigida en España con las de otros 
países donde se exige un número inferior
675
. Por el contrario, MORALES
676
 ha 
manifestado más recientemente que el número “no le parece excesivo” al suponer el 
1,47% del censo tomando como referencia las elecciones generales de 2016 y señalando 
que una propuesta legislativa “no se puede considerar seria” si no llega a tal nivel de 
apoyo electoral. 
En el debate Constituyente algunos advirtieron
677
 con sentido que las restricciones 
interpuestas a la iniciativa popular podían configurarla de manera marginal. Desde el 
anteproyecto de Constitución se fijó el límite mínimo de las quinientas mil firmas, que se 
discutió escasamente a lo largo del debate
678
, siendo más bien otras las cuestiones 
enmendadas y no ésta en concreto. En el debate de elaboración de la ley orgánica 
reguladora de la iniciativa popular no existen referencias directas en el sentido de variar 
el número de firmas exigidas (no procedía su variación al estar regulado en la 
Constitución), pero sí aparecen varias alusiones al gran esfuerzo que conllevaría reunir 
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tan elevado número. Como ya hemos señalado, en el proceso constituyente primaron 
cautelas que correspondían al contexto de entonces pero no a las necesidades aperturistas 
actuales. La previsión del art. 87.3 CE obliga a la reforma constitucional si pretendemos 
llevar a cabo el actual anhelo compartido de rebajar las firmas exigidas. 
Por ello, en la reforma operada por la Ley 4/2006 se intenta mitigar el trabajo que 
conlleva reunir tal cantidad de firmas ampliando el plazo para reunirlas, como a 
continuación veremos, e incorporando la firma electrónica
679
 como una forma más para 
atraer signatarios. Aunque siga siendo insuficiente, no cabe duda de que incorporar las 
nuevas tecnologías -y la firma electrónica es una de ellas- supone reforzar la institución, 
como ha señalado TUDELA
680
 y facilita esta tarea. Además de la rebaja del número de 
firmas exigidas, lo que requeriría de la reforma del art. 87.3 CE, las líneas de mejora 
deben ir encaminadas a facilitar esta tarea de recogida de firmas otorgando mayor 
difusión a las iniciativas, pero, sobre todo, removiendo los problemas que han conducido 
a la ciudadanía a desconfiar de este tipo de participación semidirecta por su inoperancia 
o, en ocasiones, por su utilización partidista.  
No es casualidad que los incrementos en el empleo de este mecanismo hayan coincidido 
con momentos de mayor actividad de organizaciones sociales o con un contexto de 
mayor desafección hacia el modelo representativo. Pero tampoco hay que olvidar que el 
reciente aumento en la incidencia práctica de la figura se produce gracias a una mayor 
cultura participativa de la sociedad (rasgo más acentuado en algunas autonomías) y se 
nutre de mayores probabilidades de que las propias iniciativas populares prosperen en las 
cámaras, debido una mayor fragmentación parlamentaria. 
En esta línea, y como acertadamente señalan RUBIO y GONZÁLEZ
681
, sería necesario 
“centrarse en reducir los obstáculos, ofrecer herramientas que puedan ayudar a lograr 
más firmas en menos tiempo y otorgar mayor visibilidad institucional tanto a las ILPs 
registradas, y en proceso de lograr el número de firmas, como a aquellas que han 
                                                 
679
 Como veremos en su capítulo, la ley de 2006 supuso permitir la firma electrónica para avalar una 
iniciativa popular, lo cual también facilita el ejercicio de este mecanismo. De esta manera, muchos 
ciudadanos que dispongan de certificado digital podrán firmar una iniciativa popular de manera sencilla y 
eficaz, y así sumar los promotores mayores apoyos a su proyecto. 
680
 TUDELA ARANDA, José op. Cit. p. 113 
681
 RUBIO, Rafael, y GONZALO, Miguel Ángel, “Vías de participación en el Parlamento, ¿Parlamentos 
abiertos?, en PÉREZ-MONEO y VINTRÓ CASTELLS: Participación política: deliberación y 
representación en las Comunidades Autónomas. Colección Monografías (2017) p. 167 
222 
 
logrado el número requerido e inician su tramitación parlamentaria”. Para ello, 
proponen habilitar un espacio web de recogida de firmas electrónicas en el seno de la 
Junta Electoral o el Congreso de los Diputados, “dotando al proceso de institucionalidad, 
visibilidad, y garantizando la integridad, su seguridad y el anonimato de las mismas
682
”. 
Por todo ello, aunque las demandas más recurrentes para mejorar la figura se centren -
con razón- en el aminoramiento de la cantidad de firmas, o el aumento del plazo para 
conseguirlas, existen cuestiones -a priori más factibles- que también inciden en mejorar 
la operatividad del instrumento, como algunas de las ya apuntadas o las que veremos a 
continuación. 
La firma electrónica 
Esta novedosa introducción carece aún de un suficiente desarrollo normativo, aunque, 
como hemos señalado, podemos guiarnos por la legislación existente
683
 y el acuerdo de la 
Junta Electoral
684
 donde se detalla todo el proceso en lo relativo a la firma electrónica 
aplicada a la iniciativa legislativa popular. La LOILP se limita a apreciar en su art. 7.4 la 
posibilidad de recoger firmas electrónicamente “conforme a lo que establezca la 
legislación correspondiente” Siguiendo el citado acuerdo de la JEC, corresponde a la 
Comisión Promotora solicitar a la citada autoridad electoral la aprobación del sistema 
electrónico de recogida de firmas que se pretenda utilizar. Tras el informe de la Oficina 
del Censo electoral, la JEC procederá a la aprobación del sistema si éste se ajusta a la 
legalidad, comunicándoselo a la Comisión Promotora y a la Oficina del Censo Electoral. 
La Administración Electoral, por lo general, acepta cualquier sistema de los autorizados 
por la legislación vigente, exigiendo tan sólo esta comunicación previa al efecto de que la 
JEC pueda comprobar la veracidad de la firma otorgada. 
También debemos tener presente el acuerdo de la Junta Electoral de 28 de enero de 2010 
donde fija el formato de firma electrónica propuesto por la Comisión Promotora de la ILP 
sobre el acueducto Tajo-Segura, en el que consideró admisible el sistema propuesto por 
dichos promotores, ya que cumplía el estándar marcado por el Instituto Nacional de 
Estadística y con informe favorable de la Oficina del Censo Electoral. Una peculiaridad 
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señalada en el acuerdo de la JEC de mayo de 2012 es su artículo séptimo, donde señala 
que los procedimientos previstos en el citado acuerdo también son de aplicación a las 
iniciativas legislativas que se presenten en las asambleas de las Comunidades 
Autónomas. 
Continuando con el procedimiento y, tras la aprobación de la JEC del sistema de firma 
electrónica propuesto por la Comisión, previo informe de la Oficina del Censo Electoral, 
los promotores deberán dar publicidad a este acuerdo mediante el sitio web utilizado para 
la recogida de firmas. Para que dicha firma pueda considerarse válida y como bien señala 
DELGADO-IRIBARREN
685
, deberá tratarse de una firma electrónica avanzada, es decir, 
basada en un certificado reconocido por las Administraciones Públicas y publicado en la 
sede electrónica del Instituto Nacional de Estadística (evidentemente el certificado 
deberá ser válido en la fecha en que se produce la firma). 
Además, la ILP ha de quedar identificada a través de un código y un nombre, impidiendo, 
de esta manera, que la recogida de firmas tenga lugar antes de la aprobación por parte de 
la Junta Electoral del método electrónico propuesto. Por último, dicho sistema deberá 
asegurar la aceptación del contenido de la proposición de ley por cada uno de los 
firmantes, para lo cual deberán firmar en la declaración de apoyo y especificar el código 
y el título de la proposición, como prueba de que efectivamente conocen estar firmando 
dicha ILP. Como es lógico, no serán válidas las firmas electrónicas en las que no coincida 
dicha firma con los datos de la ILP avalada, con los datos del DNI del firmante o cuya 
firma se haya efectuado antes del acuerdo de validación del sistema por parte de la JEC. 
Parece evidente que el ciberespacio abre nuevas posibilidades para la participación, y 
facilita la integración de electores más reacios a la emisión de una opinión política, por lo 
que la firma electrónica mejora la relación de los ciudadanos con la administración y, 
cada vez más, con los asuntos públicos. En el aspecto negativo podemos encontrar la 
excesiva complejidad que, de momento, rodea el proceso de firma electrónica que, como 
ha recordado ARANDA
686
, descarga toda responsabilidad sobre su puesta en marcha en 
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la Comisión Promotora. Un buen ejemplo que puede guiar a nuestro legislador en el 
ánimo de mejorar este proceso es el recogido en el Reglamento para la Iniciativa 
Ciudadana Europea, tal y como se ha encargado de recordar COTINO BUESO
687
. 
El plazo para la recogida de firmas: 
La tercera de las cuestiones que debemos analizar en cuanto a la recogida de firmas es el 
plazo concedido para esta tarea, que se regula en el artículo 7.3 de la LOILP. Este periodo 
también incide de forma decisiva en este trámite clave dentro de la ILP. La Comisión 
Promotora dispone de nueve meses para reunir las firmas necesarias. Este plazo podrá ser 
prorrogado por tres meses más si la Mesa del Congreso aprecia causa mayor, a instancia 
de la Comisión Promotora. Se trata esta de una apreciación particular de la Mesa del 
Congreso atendiendo a la acepción general de este tipo de excepción recogida y utilizada 
en Derecho Civil.  
El plazo concedido inicialmente por la LO 3/1984 era de seis meses prorrogables por 
otros tres, y fue mediante enmienda e insistencia de algunos parlamentarios por lo que se 
consiguió esa posibilidad de prórroga. Fue en la Ley 4/2006, que reforma la ley orgánica 
mencionada, cuando se amplió el plazo de recogida de firmas a nueve meses 
prorrogables por otros tres en el sentido indicado. Este fue probablemente uno de los 
avances más importantes de esta ley. El plazo para reunir las firmas incide directamente 
en el éxito de una iniciativa popular. Debemos tener en cuenta en este punto que 
probablemente tendrán que difundir suficientemente la proposición para su 
conocimiento, así como recorrer el territorio nacional para la tarea de recogida de firmas. 
Por estos motivos aumentar el plazo concedido supone otorgar facilidades para el 




Debemos tener en cuenta que, hasta febrero de 2018, del total de 110 iniciativas 
populares presentadas desde la aprobación de la LO 3/1984, cuarenta y cuatro de las 
mismas caducaron sin presentarse el mínimo de firmas requerido, siendo esta la primera 
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causa de fracaso de la iniciativa legislativa popular (el 40% de las mismas). Es evidente 
que en este hecho influyen varios factores, como pueden ser que se exija un número de 
firmas demasiado elevado, que la propia iniciativa no genere un apoyo suficiente o que 
los promotores no hayan conseguido una correcta labor de difusión. No obstante, parece 
claro que un plazo suficiente para esta tarea facilita la labor de recogida de firmas y que 
la propuesta pueda reunir el mínimo de signatarios.  
Agotado el plazo legal para la recogida (o agotada la prórroga, en caso de que sea 
concedida) sin que la Comisión Promotora haya entregado las firmas exigidas a la Junta 
Electoral y ésta haya acreditado el cumplimiento de este requisito, la iniciativa caducará. 
Es la Administración Electoral la que comunica a la Mesa del Congreso que la iniciativa 
“debe entenderse caducada” conforme al art. 7.3 de la LOILP. La Mesa del Congreso 
acordará la caducidad de la iniciativa, como demuestra, por ejemplo, el acuerdo del 
citado órgano de 30 de enero de 2018, entre otros muchos.  
La Comisión Promotora puede solicitar -conforme al art. 7.3 LOILP- una prórroga del 
plazo de nueve meses por tres meses más (exigiendo la Mesa que esta petición se haga en 
un escrito justificando los problemas que hayan impedido el disfrute efectivo de dicho 
plazo). A este respecto, es necesario recuperar las consideraciones que hizo el Tribunal 
Constitucional a raíz del ATC 140/1992 (FJ. 3 y 4) que analizamos en el apartado 
dedicado al derecho a firmar la iniciativa. Para el Alto Tribunal, corresponde a la Mesa 
del Congreso la valoración de cuándo procede causa mayor para la concesión de la 
prórroga, entendida como una excepción al término general. No obstante, aclaran que en 
caso de demostrarse que la apreciación de la Mesa de la concurrencia del requisito de 
causa mayor “fuera arbitraria o fruto de error manifiesto o carente de toda ponderación 
de los hechos, y así se demostrase por el solicitante en amparo en su demanda, el 
Tribunal Constitucional podría excepcionalmente entrar a revisar dicho juicio”.  
Asimismo, el Alto Tribunal indica que por causa mayor debe entenderse lo señalado por 
el Código Civil, en respuesta a una supuesta 'causa mayor más amplia' a la que hacían 
referencia los recurrentes en amparo. Para ello la Mesa deberá efectuar “un juicio de 
imprevisibilidad e inevitabilidad de los eventos u obstáculos que se denuncien y en virtud 
de los cuales se reclame la prórroga”. En otras ocasiones, y como se recuerda en ese 
mismo Auto, la Mesa del Congreso ha entendido acontecimientos tales como unas 
elecciones, o las vacaciones de verano hechos con justificación suficiente como para 
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conceder la prórroga, a lo que nosotros también debemos añadir sucesos excepcionales 
tales como accidentes no previsibles, circunstancias climatológicas o naturales que 
efectivamente impidan del correcto disfrute del plazo. Son episodios a los que también se 
alude en el debate de aprobación de la LOILP. Es importante, como señalada 
DELGADO-IRIBARREN
689
, que la prórroga se solicite con suficiente antelación a la 
finalización del plazo legal para la recogida de firmas, de lo contrario la Mesa no 
apreciará esta petición y la iniciativa caducaría. 
A nuestro juicio, introducir una exigencia de justificación o motivación de la concesión o 
denegación de la prórroga ayudaría a comprender la actuación de la Mesa, motivación 
que actualmente ni es exigible ni se da en la práctica. Por ello, podemos afirmar que la 
discrecionalidad de la Mesa para conceder o no la prórroga sigue siendo un problema, 
como ha denunciado MALLAINA
690
, por lo que una mayor concreción de qué supuestos 
que dan lugar a su concesión ayudaría a los promotores de una iniciativa. La apreciación 
de estos supuestos no se realiza de manera restrictiva, ni tiene que ver con su 
imprevisibilidad, si valoramos las decisiones del órgano parlamentario a partir de la VI 
Legislatura (1996 en adelante). Aunque es cierto que hasta entonces la Mesa había sido 
especialmente restrictiva, a partir de la fecha señalada las circunstancias más 
comúnmente alegadas por los promotores y apreciadas por la Mesa han sido: 
coincidencia del periodo de recogida de firmas con las vacaciones de verano
691
 (agosto) 
o, incluso, de Navidad o Semana Santa
692
, el retraso en el sellado de pliegos por parte de 
la JEC al coincidir con un periodo electoral
693
, retrasos producidos por consultas 
planteadas a la Administración electoral
694





, o circunstancias que afectaban al colectivo afectado por la 
iniciativa en concreto
697
. En algunos de los casos pueden llegar a concurrir varias de las 
circunstancias señaladas, aunque nos ha resultado llamativo que, por lo general, la Mesa 
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no cuente el mes de agosto como hábil cuando procede a aplicar la prórroga del plazo 
(aun habiendo algún acuerdo en contrario de lo señalado
698
). 
Como hemos observado a raíz de este análisis de las decisiones de la Mesa aportadas por 
DELGADO-IRIBARREN
699
, la concesión de la prórroga queda lejos de la 
excepcionalidad e imprevisibilidad de circunstancias que se proclama, ya que las 
vacaciones de verano o las elecciones son sucesos perfectamente previsibles. Esta es una 
situación que tampoco entendemos negativa, al mejorar las posibilidades de los 
promotores en la tarea de recogida de firmas, por lo que procurar una interpretación de 
las circunstancias que sea proclive hacia la concesión de dicha prórroga cuando esté 
justificada también es una forma de favorecer la participación ante la aparición de 
problemas para los promotores aunque, por el momento, choca frontalmente con lo 
señalado por el Tribunal Constitucional en el Auto anteriormente indicado. 
La autenticación de las firmas: 
Por último, también debemos tener en cuenta que la correcta autenticación de las firmas 
es fundamental para la seguridad en todo el proceso. La LOILP regula una serie de plazos 
que son necesarios para la adecuada efectividad del derecho, y establece que la Junta 
Electoral Central es la encargada de velar por la seguridad. También se le encomienda 
realizar el recuento y validación inicial de las firmas y su remisión a la Mesa del 
Congreso. Todo ello se regula con mucho detalle en los artículos 9 a 12 de la LOILP. 
La autenticación de las firmas corresponde, conforme al artículo noveno, a una serie de 
sujetos públicos: notarios, secretarios judiciales y secretarios municipales. Para agilizar el 
proceso, la ley permite la figura de los fedatarios especiales para la autenticación de 
firmas. Estos fedatarios especiales son designados por la Comisión Promotora y deben 
cumplir una serie de requisitos. A este respecto, (art. 10 LOILP) dichos fedatarios 
deberán ser españoles, estar en posesión plena de sus derechos civiles y políticos y 
carecer de antecedentes penales. Deberán jurar o prometer dar fe de la autenticidad de las 
firmas ante la Junta Electoral Central, incurriendo, en caso de falsedad, en las 
responsabilidades penales previstas en la ley. La posible designación de fedatarios 
especiales ayuda a agilizar el tedioso procedimiento de recogida de firmas. 
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Una cuestión controvertida que no se señala en la LOILP es ante qué órgano debe un 
firmante retirar su firma y hasta qué momento se permite. Pues bien, parece que la 
retirada deberá ser ante la Mesa del Congreso como órgano de gobierno de dicha cámara, 
aunque sea en virtud del derecho de petición que asiste a todo ciudadano. Una opción 
señalada por ASTARLOA VILLENA
700
 es que la retirada de la firma podrá producirse 
antes de la tramitación de la iniciativa popular o, con más exactitud, antes de que la 
misma se incluya en el orden del día del Pleno correspondiente. 
Hay que recordar que, una vez acreditado el número de firmas exigidas y notificado este 
hecho, la Mesa queda obligada a incluir la proposición de ley en el orden del día del 
Pleno para su toma en consideración en un plazo de seis meses. Así se introdujo por la 
Ley 4/2006, que trataba de impedir que no se demorara en el tiempo la inclusión de la 
iniciativa en el pleno que tuviera que decidir su toma en consideración La opción de que 
se permita la retirada de la firma hasta la inclusión en el orden del día de la proposición 
es la opción más razonable atendiendo al artículo 129 del Reglamento del Congreso, que 
indica que la retirada de una proposición de ley tiene efecto si se produce antes de la 
toma en consideración por el Congreso. Una vez adoptada, la retirada sólo puede 
producirse por el Pleno.  
El artículo undécimo regula que la Junta Electoral Central es la encargada del recuento 
de firmas, con ayuda de la Oficina del Censo Electoral para la acreditación de los 
firmantes como inscritos en el censo. Antes de la ley de 2006 los encargados eran las 
Juntas Electorales Provinciales con ayuda de la JEC, pero este texto legal simplificó la 
tarea. 
Artículo 11 
1. Los pliegos que contengan las firmas recogidas serán enviados a la Junta Electoral Central, quien los 
remitirá a la Oficina del Censo Electoral para que acredite la inscripción de los firmantes en el Censo 
Electoral como mayores de edad, y lleve a cabo la comprobación y el recuento inicial de dichas firmas. La 
Oficina del Censo Electoral, en el plazo de quince días, remitirá a la Junta Electoral Central certificación 
de todo ello. 
2. La Comisión Promotora podrá recabar en cualquier momento de la Junta Electoral Central la 
información que estime pertinente respecto del número de firmas recogidas. 
El artículo duodécimo de la LOILP regula que en cuanto la JEC tenga toda la 
documentación y las acreditaciones pertinentes de la Oficina del Censo, realizará la 
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comprobación y recuentos definitivo y, comprobado el cumplimiento de los requisitos 
exigidos, elevará al Congreso de los Diputados certificación acreditativa del número de 
firmas válidas y procederá a destruir los pliegos de firmas que obren en su poder. Esta 
certificación es la que convierte a la iniciativa legislativa popular en proposición de ley y 
obliga a la Mesa a su publicación en el Boletín Oficial de la cámara e inclusión en el 
orden del día de un pleno en el plazo de seis meses. Debemos tener en cuenta, asimismo, 
según el artículo 14, que en caso de disolución de las cámaras la ILP no decae y no cabe 
volver a exigir los requisitos o las firmas a los promotores. 
La toma en consideración 
Conforme al artículo 13 de la LOILP, tras la certificación de obtención de las firmas 
necesarias, la Mesa del Congreso publicará la proposición de ley y la incluirá –en un 
plazo de seis meses
701
- en el orden del día de un Pleno para su toma en consideración. Es 
un requisito establecido en la LOILP y el Reglamento del Congreso, no por mandato 
constitucional. Se trata de un acto libre, político y de valoración de la oportunidad de 
tramitar la proposición por parte de los parlamentarios en el pleno del Congreso. En él no 
se deben valorar los requisitos formales y de admisibilidad de la iniciativa, ya valorados 
por la Mesa, sino el contenido de la propuesta y su oportunidad política. Sólo en caso de 
votar afirmativamente su toma en consideración, la iniciativa popular seguiría con la 
tramitación pertinente y los parlamentarios podrían introducir enmiendas y votar 
finalmente la proposición, que ya pertenece a las cámaras y escapa de todo poder de 
decisión de sus promotores o firmantes. Para RUBIO y GONZÁLEZ
702
 queda justificado 
dejar a un lado las voces que piden convertir en vinculante una iniciativa popular que 
alcance en mínimo de firmas, lo que a nuestro juicio atentaría contra la propia autonomía 
de las cámaras y el propio sistema representativo. 
Artículo 13 Tramitación parlamentaria 
1. Recibida la notificación que acredite haberse reunido el número de firmas exigido, la Mesa ordenará la 
publicación de la Proposición, que deberá ser incluida en el orden del día del Pleno en el plazo máximo de 
seis meses para su toma en consideración. 
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 La inclusión de este plazo fue una de las modificaciones operadas por la Ley 4/2006 que intentó evitar 
demoras en la tramitación de la iniciativa popular, para así contar con un plazo específico para su toma en 
consideración. 
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 RUBIO, Rafael, y GONZALO, Miguel Ángel, “Vías de participación en el Parlamento, ¿Parlamentos 
abiertos?, en PÉREZ-MONEO y VINTRÓ CASTELLS: Participación política: deliberación y 
representación en las Comunidades Autónomas. Colección Monografías (2017) p. 167 
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2. La tramitación parlamentaria se efectuará conforme a lo que dispongan los Reglamentos de las 
Cámaras. En todo caso, la persona designada por la Comisión Promotora será llamada a comparecer en 
la Comisión del Congreso de los Diputados competente por razón de la materia, con carácter previo al 
debate de toma en consideración por el Pleno, para que exponga los motivos que justifican la presentación 
de la iniciativa legislativa popular. 
Para comprender la naturaleza de esta toma en consideración debemos remitirnos a la 
elaboración de la LOILP. La redacción inicial de esta ley no contemplaba el trámite de 
toma en consideración, que fue introducido en la ponencia -en contra del criterio de 
varios grupos parlamentarios, en especial del grupo de alianza popular
703
- como 
analizamos en el apartado dedicado a la elaboración de esta ley. Entonces se entendía
704
 
que la iniciativa legislativa ‘perfecta’ era la de los sujetos regulados en el apartado 
primero del artículo 87 CE, y el resto de los sujetos debían ‘perfeccionar’ sus 
proposiciones en dicho trámite. Pero más bien debemos encontrar la justificación del 
trámite de toma en consideración en la distinción entre la potestad legislativa y la 
iniciativa legislativa; al sólo contar las Cortes Generales con potestad para legislar (art. 
66 CE), y el Gobierno por delegación de éstas (art. 82 CE). El resto de los sujetos del art. 
87 CE tan sólo poseen la capacidad de iniciar el procedimiento en los términos señalados 
por los Reglamentos de las Cámaras.  
No obstante, es un hecho a recordar la priorización en nuestro sistema de la posición del 
Ejecutivo en la producción legislativa, al sólo eximir el Reglamento del Congreso
705
 de 
este trámite a los proyectos de ley del Gobierno y, por tanto, exigirlos para el resto de las 
proposiciones (salvo las del Senado, que atraviesan el trámite en esta cámara). Durante el 
debate de la ley 4/2006 los portavoces de los grupos socialista y popular insistieron en 
que no se puede suprimir este trámite al no contar esa porción del cuerpo electoral con la 
potestad para iniciar el procedimiento, que corresponde al Congreso, siendo este también 
                                                 
703
 Su Portavoz recordó que el proyecto inicial del gobierno no recogía necesidad de toma en consideración 
para las ILP presentadas, admitidas y con las firmas acreditadas. En la ponencia se llegó a la conclusión de 
no pedir tal trámite o sólo hacerlo en el caso de que fuera solicitado por un grupo parlamentario; solución 
intermedia aún más favorable hacia la participación que la que tenemos ahora 
704
 La respuesta por parte del portavoz del grupo Socialista (en el Gobierno entonces) a las críticas hacia el 
trámite de toma en consideración fue la de rechazar esta enmienda y defender su necesidad. Para ello 
argumentaba que la única iniciativa legislativa “perfecta” era la del apartado primero del artículo 87 de la 
Constitución, referente a la capacidad legislativa del Gobierno, del Congreso o del Senado, y por tanto para 
aquellas iniciativas que han de perfeccionarse es necesaria la toma en consideración 
705
 El Reglamento del Congreso libra de la toma en consideración a los proyectos de ley del Gobierno (art. 
109 y ss.) y por tanto los considera prioritarios. Sin embargo, sí establece este requisito para las 
proposiciones de ley que provengan de un grupo parlamentario o de un diputado, avalado por la firma de 
otros catorce. En el caso de provenir del Senado, la proposición no deberá someterse a la toma en 
consideración, que ya lo habrá hecho en la Cámara Alta. 
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el argumento de ARANDA ÁLVAREZ
706
. Todos los intentos
707
 para suprimirlo han sido 
rechazados, incluso en el ámbito autonómico, donde tan sólo Cataluña lo ha suprimido 
para las iniciativas populares que se presentan ante su parlamento, como veremos. 
Si atendemos a la literatura jurídica, la toma en consideración es una de las cuestiones 
más debatidas y menos pacíficas de la iniciativa legislativa popular. En este sentido, 
inicialmente en la doctrina contrastaban las opiniones en contra y a favor de requerir 
dicho trámite para las iniciativas de origen popular de SANTAMARÍA PASTOR
708
 y 
PUNSET, respectivamente. Para el primero
709
, el trámite no debería operar en los 
supuestos de iniciativa popular por suponer “un agravio a los ciudadanos” y, por ello, 
ningún partido se atrevería a rechazar a priori el debate sobre una ILP firmada por tal 
cantidad de electores por su posible reproche electoral posterior. Pese a su hipótesis, 
Santamaría se equivocaría en dicha predicción, al contemplar en la práctica como son 
mayoría las iniciativas populares que, pese a cumplir con los requisitos materiales y 
procedimentales, no son tomadas en consideración por la mayoría parlamentaria de la 
cámara, lo que ha ocasionado alguna crítica
710
. De esta manera, Santamaría achaca la 
previsión de la toma en consideración para dichas iniciativas en el Reglamento del 
Congreso a “un error de técnica jurídica”. 
Por el contrario, PUNSET
711
 ha puesto de manifiesto la constitucionalidad de establecer 
la toma en consideración para las iniciativas de origen popular. Para este autor, la Cámara 
no está obligada a la tramitación de la proposición, sino sólo a pronunciarse sobre la 
misma porque, en caso contrario, se estaría atribuyendo potestad legislativa a quien no la 
                                                 
706
 ARANDA ÁLVAREZ, “La Nueva Ley de Iniciativa Legislativa Popular” en Revista Española de 
Derecho Constitucional nº 78, 2006, pág. 212 
707
 En la línea de suprimir la toma en consideración encontramos la enmienda que presentó a colación del 
debate de la Ley 4/2006 el grupo político del PNV que analizamos con detalle en el apartado donde 
analizamos esta ley y que fue rechazada. 
708
 SANTAMARÍA PASTOR, J en “Artículo 87”, en M. GARRIDO FALLA y otros, Comentarios a la 
Constitución, Madrid, 1985 p. 1265 
709
 Quien ha afirmado que “Rechazar ‘a limine’, sin debate, y como si se tratase de una iniciativa 
descabellada e irresponsable, una proposición de esta naturaleza es un agravio gratuito infringido a una 
masa de electores concienciados. Ningún grupo político sensato osaría desairar de esta forma a quinientos 
mil o más votantes (…). Una fórmula democrática directa como la que contemplamos no puede 
subordinarse en su instrumentalización a la libre decisión del órgano por excelencia de la democracia 
representativa”. 
710
 VINTRÓ, Joan. se ha referido a este hecho como “actitud inflexible del legislador en la emisión del 
juicio de oportunidad política" en “Reflexions sobre la iniciativa legislativa popular des del punt de vista 
dels agents socials” Revista Activitat Parlamentaria núm. 11 (2007) pp. 52 y ss. 
711
  PUNSET, R. en Las Cortes Generales. Madrid, 1983 pp. 79-80 
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tiene (a quien sólo tiene iniciativa legislativa, entendemos). Por otra parte, F. 
SANTAOLALLA
712
 considera acertada la norma, dada su concepción acerca de la 
función que cumple la toma en consideración. Para el autor, “constituye un juicio sobre 
la totalidad, que sirve de filtro para eliminar aquellas proposiciones de ley que no son 
consideradas oportunas o que contienen principios contrarios a los sustentados por la 
mayoría”. Tampoco muestra disconformidad ARAGÓN REYES
713
, quien afirma que este 
trámite sirve para diferenciar la iniciativa de la propuesta de iniciativa. Esta opinión 
incide en la tesis de diferenciar los actos preparatorios de la ILP de la iniciativa 
legislativa popular -ya con capacidad legislativa- que se produce después de su admisión, 
firmas y consideración. 
La literatura jurídica más reciente ha mostrado posturas dispares sobre este trámite, 
encontrándose una ligera mayoría de voces a favor de mantener el trámite para la 
institución que estudiamos. Por ejemplo, BIGLINO
714
 ha reconocido que una de las 
cuestiones que más polémica levantó, en especial en la elaboración de la LOILP, es la 
necesidad de la toma en consideración, ligada a la propia naturaleza de la ILP. Biglino 
defiende la legalidad de la toma en consideración e incluso su necesidad, al requerirse 
este requisito a todas las iniciativas legislativas distintas de las del Gobierno o Congreso 
y Senado en su conjunto
715
. Esto se explica por la autora en tanto en cuanto la potestad 
legislativa reside en las cámaras y en el Gobierno, y el resto de sujetos regulados en el 
art. 87 CE disponen de capacidad para iniciar dicho procedimiento, no para imponer su 
tramitación. A pesar de que muchas ILP puedan ser rechazadas en este trámite sin 
demasiada respuesta política, Biglino rechaza que pueda desnaturalizar la iniciativa 
popular o suponer un límite: “Afirmar la necesidad de la toma en consideración para las 
proposiciones de ley populares no debe conducir, sin embargo, a limitar o a 
desnaturalizar la iniciativa. En este sentido, hay que resaltar el hecho de que este trámite 
no incide sobre el contenido o los defectos del derecho de iniciativa, sino, como afirma F. 
                                                 
712
  SANTAOLALLA LÓPEZ, F., en Derecho parlamentario español. Madrid (1984) p. 223 
713
  ARAGON REYES, MANUEL “La iniciativa legislativa” pág. 305). en REDC, núm. 16, enero-abril de 
1986. 
714
  BIGLINO CAMPOS, “La iniciativa legislativa popular en el ordenamiento jurídico estatal” en REDC 
núm. 19 (1987) pág. 124 
715
  De esta manera se está refiriendo a que los únicos entes con capacidad legislativa son el Gobierno y el 
Congreso y el Senado (art. 87.1) y que los sujetos mencionados en los apartados 2 y 3 del artículo 87, así 
como la iniciativa que nace de un grupo de diputados, tan sólo pueden proponer al Congreso, que deberá 





, sobre el curso ulterior de la proposición, ya presentada y admitida por la 
Cámara, que en efecto ha procedido a su publicación”. 





. Ésta última ha entendido la toma en consideración desde la atribución 
de la iniciativa legislativa en exclusiva al Parlamento y al Gobierno (art. 87.1 CE). El 
resto de sujetos estarían ejercitando una ‘propuesta de iniciativa’ que la cámara ha de 
aceptar, separando de esta manera los actos introductorios o preparatorios de la iniciativa, 
y la verdadera fase central del procedimiento, cuando la proposición de ley ya se puede 
considerar como tal. En consecuencia, afirma: “desde el primer momento, el Reglamento 
del Congreso, anterior a la Ley Orgánica reguladora de la iniciativa legislativa popular, 
somete estas iniciativas a dicho trámite, lo que confirma el artículo 14 de la mencionada 
LO 3/1984, de 26 de marzo. En consecuencia, y a pesar de la denominación utilizada por 
esta ley («iniciativa legislativa popular»), también aquí es necesario que la Cámara 
asuma y haga suyas estas iniciativas, las acoja como propias y en el acto de toma en 




, el trámite sí puede alterar la concepción del instrumento, 
poniendo en duda su verdadera capacidad de legislar cuando afirma que “la exigencia de 
la toma en consideración desvirtúa la naturaleza originaria de la iniciativa legislativa 
popular”, considerándola una iniciativa no propiamente legislativa si tenemos en cuenta 
que es el Congreso quien debe asumir la proposición mediante la toma en consideración. 
A pesar de las críticas sobre la subordinación de la democracia directa a la decisión de un 
órgano de la democracia representativa, la autora justifica este hecho desde la 
funcionalidad que la iniciativa legislativa general ha alcanzado en el contexto del Estado 
actual. También se muestra a favor del trámite VIDAL MARÍN
720
: “Es lógico y 
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  CUOCOLO, F. Saggio suü'iniziaíiva legislativa, Milán, 1971 p. 102 
717
 Quien considera que la facultad de presentación de proposiciones de ley, aunque vincula a la cámara, 
“sólo alcanza la fase introductoria de procedimiento” en CONTRERAS CASADO, Manuel, en 
“Parlamento y participación directa de los ciudadanos” Anuario jurídico de La Rioja nº 3 (1997) pp. 226 y 
227 
718
 GARCÍA-ESCUDERO MÁRQUEZ, Piedad, en “La iniciativa legislativa en la Constitución de 1978” 
REDC nº 59 (Mayo-agosto 2000) pág. 76 
719
 GARCÍA MARTÍNEZ, Mª Asunción, en “La iniciativa legislativa popular” en “(varios) El 
procedimiento legislativo: V Jornadas de Derecho Parlamentario”. Congreso de los Diputados (1994). pp. 
286 y 287 
720
 VIDAL MARÍN, Tomás, op. cit. pp. 33 y 34 
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razonable que corresponda a los representantes del pueblo en su conjunto decidir si la 
propuesta realizada por una minoría de ciudadanos es oportuna y no contraria al interés 
general, que constituye el interés que deben justamente perseguir aquellos”, e indica que 
su eliminación iría en contra de lo estipulado en los Reglamentos de las cámaras. 
En contra de la toma en consideración encontramos a ASTARLOA VILLENA
721
, quien 
no encuentra razones de peso que justifiquen dicho trámite, aunque lo defienda para 
aquellas iniciativas nacidas en los propios parlamentarios: “Conviene, en todo caso, 
insistir en que el artículo 87 de la Constitución atribuye a cada Cámara la titularidad de 
la iniciativa legislativa, y que el trámite de la toma en consideración sirve para hacer 
efectiva esa titularidad, haciendo suya la propuesta de un sector de parlamentarios. Pero 
conviene también tener presente que ese mismo artículo de nuestro Primer Texto legal 
atribuye a una fracción del cuerpo electoral –quinientos mil electores- esa misma 
titularidad, la cual debería existir desde el momento en que, admitida la propuesta a 
trámite por la Mesa del Congreso, recibe la adhesión de las firmas requeridas y con los 
requisitos exigidos por la LOILP. No haría falta nada más para perfeccionar esa 
titularidad, por lo que la exigencia de la toma en consideración por el Congreso de los 
Diputados se nos aparece como un requisito, cuanto menos, superfluo, y hasta cierto 
punto contradictorio, a la vista del artículo 87”. 
También en la línea de facilitar el acceso de las iniciativas populares, BILBAO 
UBILLOS
722
 califica la toma en consideración como “un obstáculo” para la ILP, 
insistiendo en el agravio que puede producirse hacia los firmantes que avalan la 
propuesta: “Este requisito es más que discutible porque supone subordinar la 
tramitación de la iniciativa a la libre decisión política del Pleno del Congreso. Una 
respuesta negativa (esto es, el rechazo a la toma en consideración por razones de 
oportunidad política) podría interpretarse como un agravio o desaire a 500.000 o más 
ciudadanos. Es una prueba más del carácter subsidiario de las formas de democracia 
directa”. En sentido similar, PÉREZ SÓLA
723
 se hace eco de las críticas a este trámite y 
lo considera ‘prescindible’ al haberse sometido ya la iniciativa a un juicio de admisión. 
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 ASTARLOA VILLENA, en “La iniciativa popular en España” en Revista Teoría y Realidad 
Constitucional nº 10-11 (202) pág. 287 
722
 BILBAO UBILLOS “La iniciativa legislativa popular; un análisis de la experiencia reciente en las 
cortes generales, los parlamentos autonómicos y la Unión Europea” en “Lecciones de Derecho 
Constitucional” Ed. Lex Nova (2014). 
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 PÉREZ SOLA, Nicolás, en “Algunas propuestas de reforma…” op. Cit. p 610 
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La no previsión de este trámite en Cataluña en su Ley 1/2006 quizás, bajo nuestro juicio, 
haya animado la presentación de iniciativas por parte de los ciudadanos, al contar éstos 
con mayor seguridad de que su propuesta sea al menos debatida. Sin embargo, para 
DURÁN ALBA
727
 este hecho “no garantiza prima facie la inexistencia de un rechazo 
inicial plenario, mediante el expediente por parte de la mayoría a la presentación de 
enmiendas de totalidad o devolución de la misma”. El autor defiende este trámite en 
consonancia con lo que se exige al resto de proposiciones de ley y conforme al art. 66.2, 
que atribuye la potestad legislativa a las Cortes. Rechazar una iniciativa en la toma en 
consideración evitaría situaciones peores para el autor como terminar aprobando la 
norma, pero completamente desvirtuada en su contenido. 
Por tanto, se observa una ligera mayoría de opiniones a favor de mantener este trámite en 
la literatura jurídica valorada. En nuestra opinión, aunque el acto complique 
sensiblemente las opciones de éxito de las iniciativas populares, es una necesidad si 
tenemos en cuenta tal y como está configurado el acceso de las proposiciones de ley al 
Parlamento. Al exigirse este acto para todos los sujetos con iniciativa de legislar distintos 
al Gobierno, no tendría sentido que la cámara se viera obligada a tramitar una 
proposición de origen popular en la que no confía, distinguiendo de esta manera la 
potestad –que reside en el Parlamento- de la iniciativa legislativa. Tampoco parecería 
adecuado que la iniciativa popular siguiera su curso en la cámara sin la confianza de esta 
y que finalmente fuera rechazada o completamente desconfigurada, por lo que eliminar 
dicho trámite no asegura un resultado digno.  
                                                 
724
 Quien la considera “un castigo excesivo” en MARCO MARCO, J. en “La iniciativa popular en 
España…” op. cit. p. 24. 
725
  Op. Cit. Pág. 300 y ss. 
726
 El autor propone: “suprimir la toma en consideración de la proposición, equiparando su tramitación con 
la de los proyectos de ley, de modo que la iniciativa popularmente refrendada accediese directamente al 
trámite de proposición de enmiendas. Para ello, habría que modificar el art. 13.1 de la Ley en el sentido de 
que, una vez recibida la notificación que acredite que se han reunido las firmas exigidas, la Mesa ordene la 
publicación de la proposición, la apertura del trámite de enmiendas y el envío de la proposición a la 
Comisión correspondiente”. Además de lo señalado, la implementación de tal posibilidad conllevaría 
también la necesaria modificación del Reglamento del Congreso, ya que en la actualidad sólo exceptúa de 
la toma en consideración a los proyectos de ley, no a las proposiciones de ley, actuando como tal una 
iniciativa legislativa popular que llega a la cámara… ILLUECA BALLESTER op. cit. p. 1124 
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 DURÁN ALBA, op cit. en “Partidos políticos y mediaciones…” pág. 85. 
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Para respetar la participación y no producir agravio a un respetable número de electores 
que apoyaron con su firma una regulación determinada, deberíamos situarnos mejor en el 
terreno de la responsabilidad política de los grupos parlamentarios. De esta manera, sería 
conveniente que, mediante el diálogo entre dichos grupos y los promotores de la 
iniciativa, se comprobara si existen puntos de encuentro a través de los cuales se pudiera 
llevar a cabo la propuesta en la cámara, para así salvaguardar los intereses de dichos 
firmantes sin quebrantar la voluntad mayoritaria del Parlamento. Los grupos 
parlamentarios deberían elegir entre el esfuerzo de entender las reivindicaciones de los 
ciudadanos o, por el contrario, renunciar a las mismas por coherencia con su propia 
postura, aunque esto genere cierto rechazo en los primeros
728
. 
Más allá de los argumentos señalados, la justificación de la toma en consideración reside 
en la ausencia de alternativa clara, al no encontrarse la cámara obligada a tramitar una 
proposición cuyo contenido no comparte. No sería responsable criticar el trámite por 
afectar negativamente a la participación sin ofrecer una solución viable. En nuestra 
opinión, es más urgente reducir los requisitos de admisión y firmas, como demuestra la 
casuística, apelando ya en la tramitación parlamentaria al diálogo entre los promotores de 
las iniciativas y los grupos parlamentarios. Ambos actores deben buscar puntos de 
acuerdo entre la propuesta avalada por un respetable número de electores y las posiciones 
propias de los grupos parlamentarios, para evitar así la tensión lógica que se produce 
entre una fracción del cuerpo electoral y el órgano representativo por la falta de acuerdo. 
Tramitación parlamentaria e intervención de los promotores 
Artículo 13 Tramitación parlamentaria 
1. Recibida la notificación que acredite haberse reunido el número de firmas exigido, la Mesa ordenará la 
publicación de la Proposición, que deberá ser incluida en el orden del día del Pleno en el plazo máximo de 
seis meses para su toma en consideración. 
2. La tramitación parlamentaria se efectuará conforme a lo que dispongan los Reglamentos de las 
Cámaras. En todo caso, la persona designada por la Comisión Promotora será llamada a comparecer en 
la Comisión del Congreso de los Diputados competente por razón de la materia, con carácter previo al 
debate de toma en consideración por el Pleno, para que exponga los motivos que justifican la presentación 
de la iniciativa legislativa popular. 
Una vez superada la toma en consideración con el voto afirmativo de la mayoría de la 
cámara, la proposición de ley con origen en la iniciativa popular continuaría su 
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 Con razón propone VIDAL MARÍN (op. cit. p. 53)  “Un cambio en la mentalidad de nuestros 
representantes en el sentido de ser mucho más receptivos con la iniciativa legislativa popular, dejando de 
lado los tradicionales recelos que este instituto ha despertado“ 
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tramitación en el Parlamento en los mismos términos que cualquier otra proposición de 
ley, como regula el Reglamento del Congreso en su título quinto, y muy en particular en 
el artículo 126. Una vez aceptada la toma en consideración, dicha propuesta pertenece al 
Parlamento, que podrá llevar a cabo modificaciones vía enmiendas. El problema acerca 
de las modificaciones no deseadas de la ILP y su posible retirada lo abordamos en un 
apartado posterior. 
No obstante, es necesario mantener vivo el vínculo entre la iniciativa popular y sus 
promotores durante la tramitación, a pesar de que la proposición sea responsabilidad ya 
de la cámara. Según este propósito, es positivo habilitar la participación de los 
promotores en el trámite parlamentario, tal y como se regula en el segundo apartado de 
este artículo 13. De esta forma, se dispone que un representante de la Comisión 
Promotora pueda intervenir en la tramitación parlamentaria, mejorando notablemente la 
participación en el proceso y permitiendo un beneficioso -a nuestro entender- diálogo 
entre la democracia representativa y la participativa. Este es un avance que se empezó a 
contemplar en la regulación estatal
729
 a partir de la reforma de 2006, que posibilitaba la 
participación de la Comisión Promotora, en términos generales, pero dejaba tal 
posibilidad en manos de los Reglamentos de las cámaras, que no concretaron nada el 
respecto hasta 2015.  
La LO 3/2015 modificó
730
 el apartado segundo de este artículo 13 para incorporar que la 
citada Comisión Promotora sea llamada a comparecer en la Comisión del Congreso -no 
en el Pleno- que, por razón de la materia, trate esta iniciativa popular antes del debate de 
toma en consideración, al efecto de expresar los motivos que aconsejan su tramitación. 
Se trata de una regulación más específica, que establece el momento y lugar de la 
comparecencia y los encargados para ello; la Comisión Promotora, en cuanto 
representantes de los firmantes. Este cambio llevado a cabo 2015 da un paso más en la 
buena dirección y permite que dicho representante pueda detallar razones a favor de la 
tramitación de la proposición y, por tanto, intente convencer a los parlamentarios de la 
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  Ya que a nivel autonómico la Ley 1/2006 de la Iniciativa Legislativa Popular del Parlamento de 
Cataluña ya permitía que la Comisión Promotora participara durante el trámite parlamentario en términos 
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 Artículo 13 redactado por la disposición final tercera de la L.O. 3/2015, de 30 de marzo, de control de la 
actividad económico-financiera de los Partidos Políticos, por la que se modifican la L.O. 8/2007, de 4 de 
julio, sobre financiación de los Partidos Políticos, la L.O. 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos y la 
L.O. 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas («B.O.E.» 31 marzo). Vigencia: 1 abril 2015 
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necesidad de adoptar su propuesta. Conforme a su redacción literal, será una persona 
designada por la Comisión Promotora quien comparezca en Comisión, no 
necesariamente un miembro de la misma. Como recuerdan RUBIO y GONZÁLEZ
731
, la 
primera comparecencia en comisión de un miembro de la Comisión Promotora se 
produjo en la XI Legislatura en el marco de la tramitación de la proposición de Ley de 
modificación de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía 
Personal y Atención a las personas en situación de dependencia
732
. 
Sin embargo, ha generado controversia que no se permitiera en dichas reformas 
legislativas que un representante de la Comisión Promotora interviniera en el Pleno que 
valorase la toma en consideración de la misma, como sí sucede por ejemplo con las 
proposiciones que provienen de una Asamblea autonómica (art. 127 del Reglamento del 
Congreso). La intervención de una persona ajena a las cámaras en sede parlamentaria, tal 
y como CÓLERA LEIRADO
733
 recordó sin compartir teoría, resulta inusual para 
aquellos que defienden que sólo los diputados y el gobierno pueden intervenir ante el 
pleno en virtud del mandato representativo. En este sentido, ARANDA
734
 se ha hecho 
eco de la preocupación (según el autor, mayoritariamente del mundo político) acerca de 
la posibilidad de permitir dicha intervención promotora en el pleno, permitiendo que la 
Cámara Baja “se convierta en un escenario para espectáculos de personajes” que 
simplemente busquen atención de los medios. Sin embargo, el autor reconoce que existe 
una posición doctrinal favorable a permitir dicha intervención de la Comisión Promotora 
en el pleno. 
Al contrario que en la regulación estatal, algunas leyes autonómicas
735
 admiten que un 
representante de la Comisión
736
 participe en el Pleno de toma en consideración para 
defender las razones que aconsejan la tramitación de su propuesta. Por ejemplo, RUBIO 
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 RUBIO, Rafael, y GONZALO, Miguel Ángel, “Vías de participación en el Parlamento, ¿Parlamentos 
abiertos?, en PÉREZ-MONEO y VINTRÓ CASTELLS: Participación política: deliberación y 
representación en las Comunidades Autónomas. Colección Monografías (2017) p. 168 
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 Fue en concreto en la Comisión de Sanidad y Servicios sociales el 27 de abril de 2014 
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 COLERA LEIRADO, Juan Ramón, en “La iniciativa legislativa popular en la Comunidad Autónoma de 
Galicia” en V Jornadas de Derecho Parlamentario: El procedimiento legislativo. Congreso de los 
Diputados. Madrid. 1994. P. 618 
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 ARANDA ÁLVAREZ, Elviro, “La iniciativa legislativa popular. Reformas para mejorar su ejercicio 
(…) op. cit.  p. 211 
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 En concreto las de Aragón, Canarias, Cataluña Galicia, Islas Baleares y País Vasco 
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 Se entiende, un representante perteneciente a la misma. En el caso de la LOILP esta persona podrá ser 





 han propuesto que se pueda otorgar audiencia a los miembros de la 
Comisión Promotora a lo largo del procedimiento legislativo y en el sentido de los 
Reglamentos Parlamentarios de Cataluña y Andalucía. Esta intervención en dicho Pleno 
puede servir para detallar las razones que aconsejan, a juicio de los promotores, la 
tramitación de su propuesta, y ha sido positivamente valorado por MARCO
738
 o PÉREZ 
SOLA
739
, entre otros.  
En nuestra opinión, considerando lo atípico que resulta que personas ajenas a las 
Cámaras intervengan en el Pleno, con los peligros que esto también conlleva por posible 
devaluación de la propia institución, podemos lograr los objetivos que se han planteado 
permitiendo la intervención de los promotores de la iniciativa en la Comisión 
parlamentaria previa a la toma en consideración y en los trabajos posteriores, en caso de 
ser aceptada la propuesta. De esta forma, se permite a los representantes de la ILP 
persuadir a los grupos parlamentarios sobre los beneficios de aceptar su propuesta, 
compartiendo las inquietudes que les llevaron a presentarla, al mismo tiempo que se 
procura que la introducción de enmiendas posterior no desvirtúe el contenido. En caso de 
permitir la participación de los promotores en el pleno y para evitar sorpresas indeseadas, 
podría plantearse la posibilidad de que el representante leyera un texto previamente 
registrado ante la Asamblea en el que se detallen las razones que aconsejan la tramitación 
de su propuesta. 
Hasta la modificación
740
 del apartado segundo del artículo 13 en 2006, la toma en 
consideración comenzaba con la lectura del documento exigido a la Comisión Promotora 
donde se especificaban las razones que aconsejaban la tramitación de la iniciativa, 
requerimiento eliminado por dicha reforma al figurar ya en la proposición una exposición 
de motivos a tal efecto. Sin embargo, ahora mismo no parece claro si el Pleno de toma en 
consideración de una iniciativa popular ha de comenzar con dicha lectura o no, al no 
aclarar este extremo los Reglamentos de las Cámaras ni la propia LOILP. 
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 In ibidem p. 168 
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 MARCO MARCO, Joaquín J. en “La iniciativa legislativa popular: la experiencia valenciana” Op. Cit. 
p. 43 
739
 PÉREZ SOLA, Nicolás, en “Algunas propuestas para la reforma de la ley orgánica de iniciativa 
legislativa popular” (…) p. 613 
740
 Dicho apartado segundo establecía: El debate se iniciará mediante la lectura del documento a que se 
refiere el artículo 3.º, apartado 2, b), de la presente Ley Orgánica. (documento donde se especificaban las 
razones que aconsejaban tramitar la iniciativa popular y eliminado por la Ley 4/2006) 
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Siguiendo en la línea de favorecer la participación de los promotores en el trámite, 
consideramos positivo que esta intervención pudiera extenderse a otros momentos 
posteriores a la toma en consideración, como sucede en algunas autonomías
741
. De esta 
manera, parece positivo que la Comisión Promotora pudiera realizar un seguimiento de la 
proposición de ley en los trabajos en Comisión e incluso comparecer en ella. Demasiado 
quizás parece que esta intervención, como vimos, se extendiera al Pleno, por lo inusual 
de la comparecencia de una persona no perteneciente a las cámaras, pero no cabría 
descartar por completo esta posibilidad. Se puede dar la situación paradójica de que la 
defensa de la proposición de iniciativa legislativa popular sea defendida en el Pleno por 
alguien que poco o nada tiene que ver con esta propuesta; bien un miembro de la Mesa 
del Congreso, o bien algún grupo parlamentario que lo desee, sin considerarse 
estrictamente proponente.  
De momento, no tenemos duda de calificar como positiva para la participación esta 
intervención de un representante durante la tramitación de la proposición, siendo a fecha 
de publicación del trabajo esta participación sólo posible a nivel estatal en la comisión 
parlamentaria previa a la toma en consideración de la proposición. Este hecho facilita el 
diálogo y la compatibilidad entre representantes de la propuesta ciudadana y los 
parlamentarios, y contribuiría a evitar en cierta medida posibles cambios no deseados de 
la proposición, aunque es una participación insuficiente.  
Desde una visión más conciliadora entre representantes y proponentes, combatimos la 
idea de la separación total entre el modelo representativo y el participativo, y la pérdida 
total de conexión de la iniciativa popular una vez que ésta accede al Parlamento. De 
hecho, con anterioridad a la introducción de la participación de los promotores en el 
trámite, PÉREZ SÓLA
742
 ya advertía del agravio de no permitir este acceso con respecto 
a lo estipulado para las proposiciones provenientes de una asamblea autonómica. 
Además, el autor ya alertaba del riesgo de una posible transformación de la proposición 
ciudadana que pudiera alterar el alcance y sentido de la misma. 
La oportunidad de que la Comisión Promotora participe en el trámite parlamentario, en 
especial para influir en la toma en consideración, es valorada positivamente por las 
                                                 
741
 En Cataluña o Galicia admiten que la Comisión Promotora pueda participar en momentos posteriores a 
la toma en consideración, como por ejemplo los trabajos en comisión, la ponencia, o el pleno donde 
finalmente se debate y aprueba, en su caso. 
742
 PÉREZ SOLA, Nicolás, en “Algunas propuestas de reforma…” op. Cit. p 611 
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opiniones que al respecto hemos estudiado, entre las que destacan por ejemplo las de 
PRESNO
743
 o LARIOS PATERNA
744
, señalando esta última que: “tal previsión (de 
participación de la Comisión Promotora en el trámite de la ILP) contribuye no sólo a la 
mejora del procedimiento de aprobación de estas iniciativas – incorpora al debate de 
toma en consideración la información aportada por los proponentes sobre la situación 
social que les llevó a plantear esta proposición así como las soluciones propuestas -, 
sino también a la realización del principio de pluralismo político y la integración de 
intereses por cuanto significa la presencia en la Cámara de los sujetos más directamente 
interesados en la proposición en tanto que han sido promotores de la misma. Con esta 
participación no se ve afectada ni la función legislativa parlamentaria, ni el monopolio 
parlamentario en la adopción de la decisión, pues los proponentes sólo participan en el 
debate”.  
Encontramos una posición más ambiciosa en la propuesta de ILLUECA
745
, cuando 
defiende extender dicha intervención de los promotores a los trabajos parlamentarios, tal 
y como acabamos de proponer nosotros. El autor insta a “habilitar cauces para la 
participación de los miembros de la Comisión Promotora en la tramitación 
parlamentaria de la proposición, permitiéndoles intervenir en los debates –en la forma 
que reglamentariamente se fijase– o plantear quejas o recomendaciones en relación con 
la tramitación, y concederles la facultad de retirarla en cualquier momento”. 
Atendiendo esta propuesta, los promotores podrán expresar en la Comisión pertinente de 
la cámara una preocupación social latente y las razones que aconsejan su propuesta, por 
lo que cumplen una función representativa esencial desde la definición del propio 
principio democrático y desde su contribución al pluralismo político. Esta preocupación 
podrá ser compartida o no por la mayoría de la cámara, pero sin duda merece una 
respuesta de los representantes de los ciudadanos por contar con un apoyo popular 
respetable. En consecuencia, para PRESNO
746
 “de lo que se trata en un sistema 
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 Quien critica –haciendo suyas las palabras de Hans Kelsen a principios del siglo XX- que el pueblo 
quede limitado en su participación al momento de la elección de los representantes; en PRESNO LINERA, 
Miguel Ángel, en “La participación ciudadana en el procedimiento legislativo como parte de la esencia y 
valor de la democracia” Revista parlamentaria de la asamblea de Madrid núm. 27 (2012). Pág. 103 y ss. 
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  LARIOS PATERNA, “Participación de los ciudadanos en el procedimiento legislativo: la nueva 
regulación de la iniciativa legislativa popular y las comparecencias legislativas”. Revista Catalana de Dret 
Public, nº 37 (2008) p. 196-197 
745
 ILLUECA BALLESTER op. cit. p. 1124 
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 PRESNO LINERA, Miguel Ángel, en “La democracia participativa como instrumento de impulso, 
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democrático es, precisamente, de que las personas destinatarias de las decisiones 
políticas y normas jurídicas puedan dialogar con el Legislador, al menos en la forma de 
petición legislativa sujeta a reglas sustanciales y formales, y si en algún ámbito deben 
poder hacerlo, sin que eso suponga presión ilegítima alguna, es en las materias política, 
social o económicamente más sensibles”.  
Además, atendiendo a los temas más recurrentes para la presentación de iniciativas 
populares, como veremos, los asuntos más tratados son los de carácter económico, 
laboral y social, si tenemos en cuenta, además, que parte de las proposiciones presentadas 
tienen entre sus promotores a organizaciones, asociaciones o colectivos de carácter 
social, profesional, etc. La intervención de los promotores de una iniciativa mejora, por 
tanto, la representación de los ciudadanos, por lo que conviene explorar vías para mejorar 
y aumentar esta participación en más momentos de la tramitación de la proposición de 
ley, para acercar más aún las posturas y procurar que se mantenga el espíritu y 
reivindicaciones iniciales de la propuesta ciudadana. 
No caducidad de la iniciativa legislativa popular 
El artículo 14 de la ley establece, en caso de disolución de las cámaras, que la iniciativa 
legislativa popular no decae y ésta pueda seguir su trámite en las nuevas Cortes, como de 
hecho sucede en bastantes ocasiones como veremos en la práctica. Este hecho sólo 
sucede en las proposiciones de carácter popular, ya que el resto de proposiciones o 
proyectos decaen ante la disolución de la cámara, al no poder obligar la composición 
anterior de las mismas a la posterior. La no caducidad beneficia a la iniciativa de carácter 
popular y responde a la lógica de no volver a solicitar el esfuerzo realizado para la 
recogida de firmas. 
Artículo 14 No caducidad de las proposiciones en caso de disolución de las Cámaras 
La iniciativa legislativa popular que estuviera en tramitación en una de las Cámaras, al disolverse ésta no 
decaerá, pero podrá retrotraerse al trámite que decida la Mesa de la Cámara, sin que sea preciso en 
ningún caso presentar nueva certificación acreditativa de haberse reunido el mínimo de firmas exigidas. 
No obstante, es muy probable que la iniciativa popular tenga que retrotraerse a un 
momento procedimental anterior en la futura cámara, con respecto al que se encontraba, 
y normalmente se retrotraerá al momento de la toma en consideración, para que la nueva 
                                                                                                                                                 
deliberación y control” Ponencia en XII Congreso de la Asociación de Constitucionalistas de España. 
Salamanca, abril de 2014. p. 19 
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cámara valore dicha proposición. En ningún caso, como es lógico, podrá exigirse de 
nuevo a los promotores que recojan las firmas. GARCÍA MARTÍNEZ
747
 ha valorado el 
trámite al que debería retrotraerse la iniciativa popular y considera que “debería ser 
aquel que permitiese el máximo equilibrio entre el ejercicio de la iniciativa popular y el 
derecho de las nuevas Cámaras a pronunciarse sobre la misma” para terminar aclarando 
que este momento debería ser a su juicio el de la toma en consideración.  
Más complicaciones parece conllevar para la autora que, en el momento de disolver las 
cámaras, la ILP se encuentre en el Senado, por lo que podría pensarse que dicha 
proposición seguiría su curso en dicha cámara sin tener que volver al Congreso. Pues 
bien, para la misma, “la única solución capaz de conjugar el respeto al principio de 
representatividad de las nuevas Cámaras (…) sería retrotraer dicha iniciativa al 
comienzo de la tramitación parlamentaria en el Congreso, cualquiera que fuese la 
Cámara en la que se encontrase en el momento de la disolución de las Cortes, dando así 
la oportunidad a la nueva Cámara a que se pronunciase sobre aquella iniciativa”. 
La retirada de la iniciativa por sus proponentes 
Como hemos señalado ya, la regulación de la iniciativa legislativa popular concede a los 
ciudadanos la simple iniciación del procedimiento legislativo con su propuesta, que ha de 
ser perfeccionada con la admisión y la presentación de las firmas exigidas. Una facultad 
mejorada con los últimos cambios que permiten la participación de los promotores en la 
tramitación. Sin embargo, una vez tomada en consideración la ILP, la misma queda en 
manos de la cámara, y no de los proponentes. Esta situación puede provocar que durante 
la tramitación se produzcan los suficientes cambios como para alterar de forma notable la 
proposición, y que el texto final a valorar por la cámara legislativa sea distinto a la 
propuesta inicial, la desnaturalice o traicione su verdadero cometido. Nuestro 
ordenamiento no ha abordado esta problemática y, por tanto, remite al régimen general de 
retirada de las proposiciones de ley, como veremos. 
La literatura jurídica se ha referido a algún caso conocido donde una iniciativa legislativa 
popular presentada, admitida y tomada en consideración terminó aprobándose sin 
respetar su sentido y generando cierta polémica. Por ejemplo, BILBAO UBILLOS
748
 se 
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 GARCÍA MARTÍNEZ, V Jornadas de Derecho Parlamentario (op. Cit.) pp. 289 y 290 
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cortes generales, los parlamentos autonómicos y la UE” en “Lecciones de Derecho Constitucional” Ed. Lex 
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refería a la conocida iniciativa popular aprobada sobre dación en pago y paralización de 
los desahucios: “Completada su tramitación parlamentaria, la Proposición resultante 
(con origen en la ILP sobre dación en pago y paralización de los desahucios) se 
convirtió en la Ley 1/2013, de 14 mayo, de medidas para reforzar la protección a los 
deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social. No son pocos los que 
calificaron esa maniobra de estafa legislativa, porque la norma finalmente aprobada 
está lejos de ofrecer una segunda oportunidad a los afectados, no contempla la dación 
de pago, ni una moratoria o paralización de los desahucios, ni recoge tampoco la 
propuesta de un alquiler accesible. Sólo prevé la adhesión voluntaria de las entidades 
financieras a un Código de Buenas Prácticas. No tiene mucho sentido tomar en 
consideración una propuesta para luego desnaturalizarla, diluyendo y adulterando su 
contenido original.”  
Al mismo caso conocido se refería DURÁN ALBA
749
 para advertir que quizás en 
ocasiones sea ‘más gallardo’ no tomar en consideración una iniciativa popular si no se 
comparte su sentido, que aceptarla para desvirtuarla durante el trámite y agraviar a sus 
proponentes. PÉREZ ALBERDI
750
 considera que ha de existir una mínima concordancia 
entre el texto presentado y el aprobado y, por lo tanto, se debería permitir a los 
promotores exigir su retirada si entienden que existen cambios sustanciales en su 
propuesta. Con carácter general, PÉREZ SOLA
751
 echaba en falta introducir la 
posibilidad de que la Comisión Promotora solicitase la retirada de la iniciativa ante 
cambios sustanciales de la misma en la tramitación parlamentaria. Al mismo tiempo, el 
autor pedía cierta claridad sobre cuántos miembros de la Comisión Promotora estarían 
capacitados para retirar la iniciativa con anterioridad al trámite de toma en consideración, 
tanto antes como después de la recogida de firmas. 
En nuestra opinión, la cámara no debe verse presionada hacia la aprobación de una 
proposición que no comparte sólo por la cantidad de apoyos que lleve aparejada. Los 
grupos políticos, lógicamente, podrán buscar la coherencia entre los postulados 
defendidos por la proposición y la opinión de su electorado. En este sentido, 
                                                                                                                                                 
Nova, p. 4 
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 DURÁN ALBA, Juan Fernando en “Los partidos políticos en la recogida de firmas y el debate 
parlamentario …” op. Cit. P. 85 
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 PEREZ ALBERDI, Reyes, en El derecho fundamental a participar en los asuntos públicos. Colección 
Monografías, Congreso de los Diputados (2006), pág. 313 y ss. 
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 PÉREZ SOLA, Nicolás, en “Algunas propuestas de reforma…” op. Cit. p 611 
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consideramos tan necesario como positivo el entendimiento entre promotores y 
parlamentarios para la búsqueda de puntos de encuentro entre la posición manifestada 
por los primeros y la voluntad mayoritaria de la cámara. Siempre desde la óptica de que 
el Congreso representa la voluntad del pueblo español en su conjunto y ha de guiar sus 
actuaciones hacia el interés general, mostrando el respeto por las reivindicaciones 
manifestadas desde la legitimidad que otorga una fracción del cuerpo electoral, pero del 
electorado en su conjunto. 
Por tanto, debemos interpretar las modificaciones introducidas durante la tramitación del 
texto propuesto por los ciudadanos como una desviación hacia la verdadera voluntad de 
la mayoría de la cámara, aunque ello conlleve la lógica incomprensión de quienes tanto 
se esforzaron en sacar adelante la ILP y reunir los apoyos. La introducción de 
mecanismos de diálogo y debate para que la Comisión se exprese o haga constar su 
disconformidad con los cambios es positivo, pero la posición definitiva de la cámara no 
ha de interpretarse como menos democrática sólo por el hecho de oponerse a una postura 
que no comparte. 
Otro asunto muy debatido en la literatura jurídica consultada es ver hasta qué momento 
se permite a la Comisión Promotora la retirada de su proposición y, una vez que la misma 
pertenezca a la cámara, si ésta mantiene algún tipo de control o recurso de queja acerca 
del destino final del texto y, en esos casos, quiénes serían los legitimados para solicitar 
dicha retirada. La primera duda, por tanto, es saber hasta qué momento la retirada de la 
iniciativa es efectiva. El artículo 129 del Reglamento del Congreso establece que la 
iniciativa de retirada de una proposición de ley por sus proponentes tendrá plenos efectos 
por sí sola, si se produce antes del acuerdo de la toma en consideración. Adoptado éste, la 
retirada sólo será efectiva si la acepta el pleno de la cámara.  
Siguiendo la opinión de MARCO
752
 podemos distinguir tres fases posibles para saber 
quién es el legitimado para retirar la iniciativa y con qué efectos. El primer escenario va 
desde la admisión de la iniciativa hasta la acreditación de las firmas necesarias, etapa que 
sin lugar a duda es responsabilidad de la Comisión Promotora, que podrá retirar la 
propuesta de manera vinculante al no haber generado ninguna obligación aún para la 
cámara, y al no existir formalmente signatarios acreditados. El segundo escenario va 
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desde la notificación que acredita haber reunido las firmas hasta el Pleno de toma en 
consideración de la iniciativa. En este caso, la iniciativa pertenece a los firmantes, 
verdaderos sujetos que ejercen su derecho. El problema es la imposibilidad de dirigirse a 
tal cantidad de personas, por lo que se recurre a la Comisión Promotora como 
representantes de estos. Según esta suposición, la Comisión Promotora sería la facultada 
para retirar la proposición. Conforme al art. 129 del Reglamento del Congreso, los dos 
escenarios anteriores conllevan que la solicitud de retirada por parte de los promotores 
sea efectiva. Esta postura ha generado dudas a CABRERA
753
, quien considera que sólo 
los firmantes podrían solicitar la retirada reuniendo las firmas para ello (entendemos que 
si un número de firmantes que está a favor de la retirada hace disminuir el mínimo 
exigido para presentar la iniciativa, la misma decae, según la tesis del autor). 
El tercer escenario comienza con la toma en consideración de la proposición por el 
Congreso. A partir de la cual, y conforme al artículo citado, sólo la Cámara Baja en pleno 
podrá retirar la iniciativa, en respeto a su propia autonomía. Lo más lógico sería que los 
promotores deseen retirar su proposición en esta tercera fase debido a posibles cambios 
introducidos por la cámara, como ya hemos señalado. GARCÍA MARTÍNEZ
754
 ha 
coincidido en distinguir el momento previo a la toma en consideración y el posterior, a 
partir del cual sólo se lleva a cabo la retirada si la acepta el Pleno del Congreso. Este 
escenario es el que más problemas plantea al perder los promotores el control sobre su 
proposición. 
Aclarado lo cual, consideramos positivo buscar fórmulas para que los proponentes –
como representantes de todos los firmantes- manifiesten su disconformidad hacia los 
cambios introducidos en la tramitación parlamentaria, como se permite en algunas 
Comunidades Autónomas
755
. De esta manera evitaríamos, en la medida de lo posible, 
cambios no deseados en la proposición o, al menos, la propuesta finalmente aprobada 
llevaría aparejadas las salvedades manifestadas por sus proponentes iniciales. Esta 
                                                 
753
 CABRERA ACOSTA, Manuel Ángel, en “La iniciativa legislativa popular en el ordenamiento jurídico 
español: reflexiones en el marco de un Estado Democrático de Derecho”, Anales de la Facultad de 
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petición de retirada o de disconformidad no puede vincular formalmente a la Cámara 
Baja, pero sí dar a conocer la opinión de los promotores.  
Esta petición de retirada (o manifestación de disconformidad) podría llevarse a cabo 
mediante la presentación de quejas por escrito, o bien mediante la intervención de un 
representante de la Comisión Promotora antes de la aprobación definitiva de la 
proposición. Si bien puede parece excesiva su intervención en el Pleno para su 
aprobación final –por lo excepcional de que participen personas ajenas a la cámara- sí 
puede ser escuchado este representante en la comisión parlamentaria que efectúe los 
trabajos, o bien dejar constancia por escrito de la postura de los representantes de los 
firmantes acerca de los cambios sufridos en su propuesta.  
La segunda duda suscitada es el sujeto legitimado para solicitar la retirada de la 
proposición. La cuestión se aclara totalmente en la ley, y se complica con el debate sobre 
la titularidad de la iniciativa y las funciones encomendadas a la Comisión Promotora. Lo 
que parece claro es que antes de la toma en consideración la legitimada para solicitar la 
retirada de la iniciativa sería la Comisión Promotora, no en su condición de proponentes, 
sino en su función de representantes de los firmantes, por la imposibilidad de dirigirse a 
las quinientas mil personas o más que avalan la propuesta y ante la laguna existente en la 
regulación. La solución a la que llega la doctrina es que sea la Comisión Promotora, por 
las especiales funciones conferidas, la legitimada para solicitar tras la toma en 
consideración una retirada no vinculante de la proposición, que en todo caso tendría que 
ser aceptada por el Pleno.  
Una opinión ligeramente distinta es la de GARCÍA MARTÍNEZ
756
 cuando afirma que, 
una vez recogidas las firmas, “habría que reproducir el mismo procedimiento, a la 
inversa, es decir que la retirada de la iniciativa popular tendría que tener el aval de las 
mismas 500.000 firmas recogidas con idénticas garantías aunque, lógicamente, con una 
finalidad contraria”. A pesar de lo manifestado, que desde la lógica jurídica y 
democrática quizás sería lo más conveniente, la autora reconoce las complicaciones que 
este hecho conlleva y que por esta razón no se estipule así en la norma. Entre la 
acreditación de las firmas y la toma en consideración, CABELLO
757
 concluye que la 
Comisión no está legitimada para retirar la iniciativa, facultad que correspondería a los 
                                                 
756
 Op. Cit. p. 288 
757
 CABELLO FERNÁNDEZ op. Cit. p. 68 
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firmantes, por lo que entiende poco probable que el órgano pudiera preguntar a los 
mismos a tales efectos. 
Para ARANDA ÁLVAREZ
758
 en un sentido literal, el sujeto legitimado para la petición 
de retirada sería la Comisión Promotora, pero a quién la Constitución y las Leyes 
reconocen derecho de iniciativa
759
 es a los ciudadanos, a través del mínimo de firmas 
recogido en el mencionado artículo 87.3 CE. A partir del reconocimiento de las firmas 
por la JEC, Elviro Aranda defiende que se produce un ‘desenganche’ con la Comisión 
Promotora y de que la ILP pertenece ya a los ciudadanos
760
. Pese a este hecho, con el que 
coincidimos, reconoce la dificultad de dirigirse a los firmantes para solicitar su decisión 
en algún aspecto, como el referido de la retirada. Por eso entiende que se puede 
considerar a dicha Comisión como proponente de la iniciativa y, por tanto, concederles la 
potestad de retirar su proposición hasta el momento de la toma en consideración
761
. 
Por ello, es fundamental remitirnos a la Comisión Promotora como representantes de la 
iniciativa y de los firmantes. Para GARCÍA-ESCUDERO
762
 “sería excesivo exigir, 
aunque en puridad jurídica sea lo correcto, las firmas de las 500.000 personas autoras 
de la iniciativa
763
. Pese a ello, la Ley orgánica reguladora de la iniciativa legislativa 
popular no reconoce la facultad general de retirada a la Comisión promotora. (…) Ante 
la laguna y la ausencia de práctica la doctrina es favorable a que el papel especial 
reconocido por la ley a dicha Comisión se manifieste también en la facultad de retirada, 
la doctrina es favorable a que el papel especial reconocido por la ley a dicha 
Comisión”. 
                                                 
758
  ARANDA ÁLVAREZ, “La Nueva Ley de Iniciativa Legislativa Popular” en Revista Española de 
Derecho Constitucional nº 78, 2006, pág. 201-202 
759
 Concepción también matizable si tenemos en cuenta que parte de las opiniones jurídicas consultadas 
reconocen tan sólo una ‘propuesta de iniciativa’ al mecanismo, y si tenemos en cuenta también que la 
proposición de ley una vez aceptada la toma en consideración pertenece al Congreso. 
760
  Este sería un primer desenganche de la ILP de la Comisión Promotora, que ahora pertenecería a todos 
sus signatarios. Pero existe un segundo ‘desenganche’ importante, que es el clave en este proceso de la 
retirada, que es el que se produce a partir de la toma en consideración en la que, una vez aceptada, la ILP 
pertenecería a las Cámaras 
761
 ARANDA ÁLVAREZ, Elviro, “La iniciativa legislativa popular. Reformas para mejorar su ejercicio”, 
en PÉREZ -MONEO y VINTRÓ CASTELLS, (Coords.) Participación política: deliberación y 
representación en las Comunidades Autónomas. Colección Monografías (Congreso de los Diputados) 
(2017) p. 197 
762
 GARCÍA-ESCUDERO MÁRQUEZ, Piedad, en “La iniciativa legislativa en la Constitución de 1978” 
REDC nº 59 (Mayo-agosto 2000) pp. 90 y 91 
763
 Aunque, siguiendo esta teoría, deberíamos preguntarnos si sería suficiente que presentaran su firma para 
retirar la iniciativa un número de ciudadanos suficiente como para hacer ‘rebajar’ las firmas por debajo de 
mínimo exigido, lo cual haría perder a la iniciativa popular su condición. 
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También critica la desvinculación entre iniciativa y proponentes ILLUECA 
BALLESTER
764
, quien apuesta por que la Comisión mantenga facultades de retirada 
sobre la proposición ante posibles cambios no deseados, sin aclarar cómo compatibilizar 
esta posibilidad con el régimen de retirada para las proposiciones de ley regulado en el 
Reglamento del Congreso: es razonable sugerir que la Comisión Promotora retenga, en el 
contexto del trámite parlamentario, ciertas facultades de intervención y control sobre la 
iniciativa presentada, que pueden proyectarse en tres direcciones: defensa de la 
proposición en la toma de consideración, participación en los debates durante el trámite 
de enmiendas y posibilidad de retirar la iniciativa si se entiende que han cambiado las 
circunstancias que empujaron a la Comisión a iniciar el procedimiento” 
Sobre las dudas planteadas y la solución a la que llegamos se ha manifestado LARIOS 
PATERNA
765
, quien aplicaría el régimen general de retirada para las proposiciones 
atendiendo al Reglamento del Congreso. Esta autora reconoce la falta de regulación y las 
dudas acerca de los legitimados para ejercer la retirada de una iniciativa popular: “Por lo 
que se refiere a la retirada de la proposición, la mayor parte de las regulaciones no 
disponen especificidad alguna para las de origen popular, con lo que se les aplica el 
régimen general, es decir, la posibilidad de retirada antes de la toma en consideración 
por los proponentes, pero una vez ha pasado ese trámite, no puede ser retirada sin la 
autorización del Pleno (art. 129 RCD). Un aspecto problemático de esta falta de 
regulación es la determinación de quien puede ejercitar la retirada, pues atribuirla a los 
firmantes parece excesivo. En este sentido, a diferencia de la ley estatal, cuya reforma no 
lo resuelve, en el Reglamento del Parlamento de Cataluña, en la línea del protagonismo 
que se le otorga a la comisión promotora en la ley, le otorga a ésta tal legitimación (art. 
116 Reglamento del Parlamento de Cataluña), sin especificar en qué supuestos”. 
Conforme a las opiniones consultadas, parece claro que es imposible la retirada 
vinculante de la iniciativa por parte de los promotores por las razones ya indicadas, pero 
existen dos cuestiones que pueden ayudar a evitar que se produzca el citado 
‘desenganche’ entre la proposición y los cambios que se produzcan. En primer lugar, una 
participación más intensa de los promotores durante la tramitación parlamentaria en 
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 Op. cit. p. 1122 
765
  LARIOS PATERNA en “Participación de los ciudadanos en el procedimiento legislativo” en Revista 
Catalana de Dret Public nº 37 (2008) pág. 197 
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defensa y representación de la proposición
766
. En segundo lugar, otorgar la posibilidad de 
que dicha Comisión exprese quejas sobre la tramitación de la propuesta -incluyendo una 
petición de retirada no vinculante- que ayudaría a evitar tal extremo, tal y como se ha 
contemplado por ejemplo en la ley catalana
767
.  
Por todo lo anterior, LARIOS PATERNA
768
 prefiere hablar de ‘solicitud de retirada’ por 
parte de los proponentes y negar un ‘derecho de retirada’: “Dotar a los miembros de la 
comisión promotora de la capacidad de proponer la retirada de la propuesta implica 
implícitamente reconocerles la función de velar por los principios de la propuesta y que 
no se desvirtúe por la legítima labor de enmienda que se realice desde la Cámara. 
Ciertamente, reconocerles el derecho de retirada de la iniciativa una vez tomada en 
consideración o haber superado el debate de totalidad, cuando no se reconoce tal 
derecho a los restantes proponentes, sería alterar el régimen de retirada de las 
iniciativas parlamentarias, por lo que es más adecuado hablar de una solicitud de 
retirada”. En la misma línea, otros autores
769
 han propuesto facilitar “la solicitud de 
retirada de la iniciativa, en la línea de las regulaciones aragonesa y catalana”. Para los 
autores, no cabe pensar que es posible una retirada vinculante de la iniciativa por parte de 
los promotores, al afectar a la soberanía de las cámaras. 
Por nuestra parte, compartimos la solución a la que llegan las opiniones recientemente 
citadas que, como vemos, es la postura compartida por la gran mayoría de la literatura 
jurídica consultada. Si se permite la petición de retirada no vinculante de la proposición, 
se concilia la intención de mantener cierto vínculo entre los promotores de la propuesta y 
su destino final, sin socavar la soberanía de las cámaras. 
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 Así lo ha defendido también ARANDA ÁLVAREZ en “La iniciativa legislativa popular. Reformas para 
mejorar…” op. cit. p. 197 
767
 La Ley 1/2006 de Cataluña establece en su artículo 4.1 que la Comisión Promotora ejerce la 
representación de los firmantes. Lo más relevante, quizás, suponen las atribuciones que la ley confiere a 
esta Comisión en el artículo 14, especialmente el apartado 8, que reconoce que la Comisión puede remitir 
propuestas o quejas relativas a la tramitación de la iniciativa. De esta forma se entiende, también, que la 
Comisión podrá expresar quejas si la cámara modifica la proposición de ley en un sentido no deseado, 
aunque en su sentido no vinculante no comprometerían a la cámara 
768
 op. Cit. P. 197 
769
 RUBIO, Rafael, y GONZALO, Miguel Ángel, “Vías de participación en el Parlamento, ¿Parlamentos 
abiertos?, en PÉREZ-MONEO y VINTRÓ CASTELLS: Participación política: deliberación y 





La configuración jurídica de la institución a través de los 
debates parlamentarios 
 
A- La iniciativa legislativa popular en la Constitución de 1978 
 
Contexto político y modelo de democracia: 
Para comprender el tratamiento de la participación -y por ende de la iniciativa legislativa 
popular- dentro de nuestra Constitución, es recomendable realizar primero una serie de 
valoraciones generales del contexto político que propició la elaboración de la Carta 
Magna y del modelo de democracia que el Constituyente implantó. La presencia en la 
Constitución de la iniciativa legislativa popular se entiende, necesariamente, gracias a la 
afirmación de nuestro país como un Estado Democrático
770
, calificación que se concreta 
a raíz de la proclamación del pluralismo político en el mismo artículo. Esta concepción 
se completa, además, con el reconocimiento a la participación a través del mandato del 
artículo 9.2 y del derecho fundamental del 23.1.  
La importancia teórica que nuestro Constituyente concede a la participación se apoya en 
el preámbulo de la Carta Magna, cuando proclama el objetivo de conseguir una 
‘democracia avanzada’
771
. Esta declaración de intenciones se concreta en el mandato del 
art. 9.2 CE que insta a los poderes públicos (y de él se derivan otros preceptos
772
) a 
facilitar la plena participación de los ciudadanos en diferentes aspectos. De la lectura del 
artículo 23.1 CE se deduce que la participación puede ejercerse de igual manera 
directamente o a través de representantes, aunque en la práctica es la segunda forma en la 
que confía nuestro Constituyente y la que ha predominado hasta hoy. Para REVENGA
773
, 
“la doblez consistiría en admitir que el carácter fundamental del derecho de los 
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 Artículo 1.1 de la Constitución. 
771
 Sobre la relevancia de este enunciado vid. LUCAS VERDÚ, P.: “Constitución  Española de 1978 y 
Sociedad  Democrática  Avanzada” en  Revista  de  Derecho Político, nº 10, 1981, pp. 7-45. 
772
 Artículos 6, 7, 28, 37, 38, 87.3, 92, 149.1.32.ª, 151.1.2.3º y 5º, 152.2, de la Constitución  española. 
773
 REVENGA SÁNCHEZ, Miguel, en “La participación política en la actualidad” Derechos y Libertades: 
revista de filosofía del derecho y derechos humanos (Instituto Bartolomé de las Casas) núm. 18 (enero de 
2008) p. 60 
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ciudadanos a participar en los asuntos públicos se agota en la participación mediada y 
mediatizada por los representantes, degradando la participación directa”. 
Se trata de una concepción
774
 que ha sido afirmada también recientemente por el Tribunal 
Constitucional en la STC 31/2015, de 16 de marzo, quien ha admitido la participación 
directa de los ciudadanos reconociendo, eso sí, este supuesto de manera “excepcional” 
dentro de un régimen, como el nuestro, donde priman los mecanismos de la denominada 
democracia representativa. Esta priorización del modelo representativo se confirma en el 
preámbulo de la LO 3/1984 que afirma que “la participación en la gestión de la cosa 
pública se encauza básicamente a través de la elección de representantes populares”, 
redacción que incluso se mantiene tras su reforma en 2006.  
Por todo lo señalado, es necesario hacer referencia primero al modelo de democracia que 
el Constituyente quiso implantar en nuestro país, muy influenciado por experiencias 
europeas en los años precedentes a la elaboración de nuestra Constitución
775
, pero sobre 
todo por el contexto sociopolítico de la España de finales de los años setenta. De los 
debates analizados se extrae una importante apuesta por el modelo representativo y de 
partidos. En este sentido, BIGLINO
776
 ha señalado “el carácter esencialmente 
representativo que los constituyentes quisieron dar a nuestra democracia, hecho que, 
efectivamente, se pone de manifiesto en los debates de la Constitución”, de la misma 
manera que señala MARCO
777
. 
En este sentido, no cabe plantear dudas acerca la necesidad e idoneidad del modelo 
representativo, en la práctica el único posible. Pese al ideal democrático heredado de la 
                                                 
774
 El Alto Tribunal ha afirmado en la STC citada, refiriéndose, eso sí, al referéndum que “el punto de 
partida para la comprensión del sentido y alcance de este mecanismo se encuentra en la consagración de 
España como un Estado democrático (art. 1.1 CE)” cuestión que, bajo nuestro punto de vista, podemos 
aplicar a la iniciativa legislativa popular 
775
 ARANDA ha recordado recientemente cómo se produce un replanteamiento de estos instrumentos de 
democracia directa como consecuencia de experiencias negativas que se derivan de las Constituciones de 
posguerra, al no producir dichos instrumentos los efectos esperados o, incluso, añadimos nosotros, por 
producir consecuencias más negativas que positivas. ARANDA ÁLVAREZ, Elviro en “La iniciativa 
legislativa popular. Reformas para mejorar su ejercicio” en PÉREZ MONEO y VINTRÓ CASTELLS 
(Coords.) Participación política: deliberación y representación en las Comunidades Autónomas. Colección 
Monografías (Congreso de los Diputados) (2017). p. 188 
776
 BIGLINO CAMPOS, Paloma, en “La iniciativa legislativa popular en el ordenamiento jurídico estatal” 
en Revista Española de Derecho Constitucional núm. 19, pág. 112 
777
 Quien hace referencia a la priorización de la democracia representativa pese a que el Constituyente 
incluyera instrumentos de participación “en la línea de las más modernas democracias constitucionales”. 
MARCO MARCO, Joaquín J. en “La iniciativa legislativa popular: la experiencia valenciana” Temas de 
las Cortes Valencianas (2008) p. 19  
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antigua Grecia, que puede llegar a identificar la democracia –verdadero gobierno del 
pueblo- con un ejercicio directo de la voluntad popular, la toma de decisiones mediante 
este utópico sistema es inviable. Partiendo de la concepción de Manuel Aragón sobre lo 
que significa una democracia constitucional
778
, tenemos claro que el modelo 
representativo garantiza el respeto de las reglas que hacen posible dicha democracia -
como asegurar la libertad ideológica, la división de poderes o el pluralismo político-, así 
como la expresión de la voluntad general. Dicha voluntad general, como el autor señala, 
“no es más que el resultado de las decisiones individuales que adoptan los ciudadanos en 
los procesos electorales”, aunque dicho modelo, sostiene, ha de ser completado con los 
instrumentos de la democracia participativa. 
Tanto para el buen funcionamiento de la representación, como de la iniciativa legislativa 
popular, es fundamental el papel de los partidos políticos. Así lo han afirmado entre otros 
y en relación con este tema ARAGÓN
779
 o DURAN ALBA
780
. Vemos en nuestra 
Constitución, y en los argumentos contenidos en los debates, una clara apuesta por los 
partidos políticos que, como señala el art. 6 CE, “expresan el pluralismo político, 
concurren a la formación y manifestación de la voluntad popular y son instrumento 
fundamental para la participación política”. Se da la paradoja, como veremos, de que los 
partidos políticos pueden actuar al mismo tiempo como obstáculo para la participación, 
monopolizando el debate político, o como instrumento e incentivo para la misma (como 
Juan Fernando Durán señala) al requerir la propia iniciativa legislativa popular de la 
‘infraestructura’ de éstos en algunas de sus fases
781
. Además, la iniciativa legislativa 
popular puede ayudar a los partidos políticos -tanto parlamentarios como 
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 Quien señala que “la democracia constitucional significa la regulación jurídica de la democracia y, por 
ello, la garantía de su ejercicio mediante unas reglas que intentan impedir su falseamiento” y por ello, 
prosigue, la democracia requiere de reglas que fundamentalmente se plasman en una constitución, para 
evitar que dicha democracia simplemente se base sólo en la regla de la mayoría.. ARAGÓN, Manuel, en 
op. cit. p. 19. 
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 ARAGÓN REYES, Manuel, op. cit. en págs. 23 y 30 
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 DURÁN ALBA, Juan Fernando, en “Los partidos políticos en la recogida de firmas y el debate 
parlamentario de la iniciativa legislativa popular” en (coord.: Paloma Biglino Campos / Varios autores) 
“Partidos políticos y mediaciones de la democracia directa” págs. 65  y ss. Estudios Constitucionales 
(CEPC) 2016. 
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 El asunto es tratado en el apartado donde abordamos estos trámites de la ILP y en el capítulo sobre su 
casuística, pero los partidos políticos en muchos casos prestan ayuda para la labor de recogida de firmas, 
debido a la difícil tarea de movilizar a una ingente cantidad de personas. En segundo lugar, los partidos 
también prestan colaboración en ciertos trámites técnicos como la redacción de la proposición de ley o la 
designación de fedatarios especiales. Como se observa en el apartado dedicado a la incidencia práctica del 
instrumento, muchas ILP son presentadas por partidos políticos o por asociaciones o sindicatos con 





- en su labor de representación de la voluntad de los ciudadanos y 
de control del poder. 
Inequívoco parece, por tanto, el peso específico que el Constituyente quiso otorgar a los 
partidos políticos en el proceso de normalización democrática y en la labor de expresión 
de la voluntad ciudadana, tan sólo levemente criticado por Fraga Iribarne
783
 en los 
debates. Dicha específica concepción del parlamentarismo está muy presente en el 
análisis de CONTRERAS
784
 cuando señala “la constante preocupación de legislador 
constituyente por construir unas sólidas y estables instituciones representativas”. 
Nuestra Carta Magna no sólo ha logrado alcanzar un periodo de estabilidad y 
normalización democrática, como se propuso, sino que además es la Constitución más 
larga de nuestra historia, pese a los precedentes. Por ello, debemos reconocer su 
contribución al periodo contemporáneo más fructífero en la historia de nuestro país desde 
el punto de vista económico, de la cohesión social y la calidad democrática, por lo que 
debemos de estar de acuerdo con BLANCO VALDÉS
785
 cuando reconoce el papel de 
nuestra Constitución en la correcta gobernabilidad de nuestro país, rechazado 
planteamientos que interesadamente asemejan la Constitución de 1978 a un régimen de 
dudosa legitimidad. 
Esta defensa de la Norma Suprema no es excusa para negarse a emprender cambios que 
la adapten a las necesidades actuales y, sobre todo, la sitúen en condiciones de aliviar los 
actuales problemas de representación. En la literatura jurídica analizada encontramos 
diversas afirmaciones que animan a mejorar nuestro sistema representativo con una 
visión participativa de los ciudadanos, como por ejemplo proclaman CONTRERAS
786
 o 
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 La única forma de presentar una proposición de ley para los partidos sin representación parlamentaria es 
a través de iniciativa legislativa popular, lo que la convierte en un mecanismo fundamental para la 
representación de los mismos. Pero además, y como veremos, algunos partidos con representación 
parlamentaria han utilizado la figura para demostrar el apoyo social de una medida o aumentar la presión 
social hacia el Ejecutivo. 
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 Fraga alerta en el Pleno del Congreso sobre las limitaciones a la participación, como veremos, que 
unido al sistema electoral de circunscripción electoral provincial dejaría en manos de la élite de los partidos 
la presentación de candidatos y el monopolio del debate político. 
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 CONTRERAS CASADO, Manuel, en “Parlamento y participación directa de los ciudadanos” Anuario 
jurídico de La Rioja nº 3 (1997) p. 220 
785
 BLANCO VALDÉS, R. L. en “El año que vivimos peligrosamente: del bipartidismo imperfecto a la 
perfecta ingobernabilidad” Revista Española de Derecho Constitucional nº 109 (2017) pp. 65 y ss. 
786
 CONTRERAS, Manuel en “Iniciativa Legislativa Popular y Estado Democrático de Derecho (una 
aproximación a su regulación jurídica en España)” en Revista de las Cortes Generales núm. 8 (1986) p. 67 
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DELGADO-IRIBARREN787. Si bien el reto pendiente es reducir la insatisfacción de los 
ciudadanos hacia sus representantes, el camino a recorrer, como señala CASTELLA
788
, 
pasa por mejorar la democracia representativa, objetivo al que también ha de contribuir la 
democracia semidirecta como complemento, nunca como sustituto. 
Pese al convencimiento señalado, se encuentran múltiples referencias en la literatura 
jurídica al tratamiento marginal y restrictivo que reciben los instrumentos de 
participación en general en nuestra Norma Fundamental, pero muy en especial la 
iniciativa legislativa popular. A este hecho se han referido diversos autores
789
. 
Centrándonos en las causas de este recelo hacia los instrumentos de participación, 
ALCUBILLA
790
 las sintetiza acertadamente en: aquellas de carácter histórico, por la 
experiencia franquista en materia de referéndum; las causas políticas, por la específica 
concepción y el peso del parlamentarismo; añadiendo una tercera causa sociopolítica por 
el temor a la utilización demagógica o populista de estos instrumentos. Estas tres causas 
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 DELGADO-IRIBARREN GARCÍA-CAMPERO, Manuel en: “Democracia e iniciativa legislativa 
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participativa en las instituciones representativas: apertura del Parlamento a la sociedad” en TUDELA 
ARANDA et. al. Cuadernos Manuel Giménez Abad núm. 5 (2013) p. 204 
789
 PÉREZ SOLA, Nicolás, en “Algunas consideraciones en torno al derecho fundamental a la 
participación directa en los asuntos públicos” Revista de Derecho Político de la UNED n. 41 (1996). pág. 
100; BILBAO UBILLOS “La iniciativa legislativa popular; un análisis de la experiencia reciente en las 
cortes generales, los parlamentos autonómicos y la Unión Europea” en “Lecciones de Derecho 
Constitucional” pág. 4; ASTARLOA VILLENA, Francisco, “La iniciativa legislativa popular en España” 
Teoría y Realidad Constitucional (UNED) núm. 10-11 (2002) Pp. 315 y ss., quien ha criticado el 
“previsible parco ejercicio de esta institución” y la “ocasión perdida” para favorecer la participación 
política de los ciudadanos; AJA FERNÁNDEZ, Eliseo y LARIOS PATERNA, María Jesús en 
“Parlamentos autonómicos y participación popular: la participación de los grupos sociales en la elaboración 
de las leyes” Anuario de Derecho Parlamentario de las Cortes Valencianas, número 6 (1998) pág. 83, 
quienes han señalado que “la normativa relativa tanto a las materias excluidas, la obligación de someter 
las iniciativas a toma en consideración, la imposibilidad en la mayoría de las ocasiones de que los 
promotores participen en el desarrollo de la tramitación parlamentaria, incluso los plazos y las 
indemnizaciones incentivan poco la utilización de la ILP”; señalan que “la normativa relativa tanto a las 
materias excluidas, la obligación de someter las iniciativas a toma en consideración, la imposibilidad en 
la mayoría de las ocasiones de que los promotores participen en el desarrollo de la tramitación 
parlamentaria, incluso los plazos y las indemnizaciones incentivan poco la utilización de la ILP”.   
790
 ARNALDO ALCUBILLA, E., en: “La iniciativa legislativa popular. Diez años después. La 
mediatización de la democracia directa” en Tapia, número conmemorativo del décimo aniversario de la 
Constitución Española (1988) p. 78. 
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son apreciadas también por parte de la literatura jurídica consultada; a las que nosotros 
podemos añadir un cuarto condicionante: el relativo desconocimiento sobre lo que 
realmente estaba regulándose, a juzgar por ciertos cambios en la redacción que iremos 
analizando 
Sobre las dos primeras causas, afirma GARRORENA
791
, que el nacimiento de los 
instrumentos participativos se produce “bajo el peso de dos condicionantes específicos: 
la proximidad de la experiencia franquista en materia de referéndums, y la específica 
concepción del parlamentarismo patrocinada por los grupos políticos encargados de 
redactar el texto constitucional”. Todas estas preocupaciones del Constituyente se 
plasman en el preámbulo de la futura ley orgánica, que se referiría a las “enseñanzas 
históricas” como uno de los motivos para la limitación de la intervención directa de los 
ciudadanos en los temas públicos, y más en especial en el Parlamento. En ese momento, 
la utilización pasada del referéndum por parte de la dictadura perjudicaba la imagen de 
los instrumentos de participación en un momento político delicado.  
A este hecho histórico se refiere VIDAL
792
 cuando afirma que “la perversa utilización 
del referéndum durante el periodo franquista sirvió al constituyente y al legislador para 
encorsetar en márgenes muy estrechos la iniciativa legislativa popular, cuando 
referéndum e iniciativa legislativa popular son institutos diversos”. Con razón insiste el 
autor en el perseguido objetivo del “afianzamiento” del “naciente” régimen 
parlamentario en nuestro país, lo que conllevó que se marginaran instituciones como el 
referéndum y la iniciativa legislativa popular, cuya distinción parecía resultar poco nítida 
para el Constituyente. Sin embargo, para ALMAGRO
793
, la consideración de los 
institutos de democracia directa como potencialmente desestabilizadores se apoya en un 
análisis ciertamente interesado del periodo de entreguerras, ignorando las profundas 
transformaciones sociales y educacionales de las últimas décadas que permitirían 
cambiar la antigua visión de una ciudadanía incapaz e inmadura políticamente. 
Debido al sensible momento histórico vivido en la transición, con el paso desde un 
sistema autoritario hacia la democracia, el principal reto del Constituyente consistía en 
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 GARRORENA, Ángel en “El Estado español como Estado Social y Democrático de Derecho” Tecnos, 
Madrid, 1984 pág. 146. 
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 VIDAL MARÍN, Tomás, en “Regeneración democrática e iniciativa legislativa popular” Revista para el 
análisis del Derecho “InDret” núm 2 (2015)  p.6 
793
 ALMAGRO CASTRO, David, en Democracia y participación política en la CE 1978. Ed. Tirant Lo 
Blanch (2018) pp. 60 y 61 
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elaborar una Norma que fuera capaz de afianzar una incipiente democracia, consolidar 
los partidos políticos como expresión de pluralidad, y otorgar la suficiente estabilidad a 
las instituciones, en especial al Ejecutivo
794
. Desde este razonamiento, cualquier 
herramienta que no estuviera bajo el paraguas constitucional era susceptible de alterar la 
consolidación democrática. La mejor forma que tuvo el Constituyente de apostar por la 
democracia fue blindar a los partidos políticos, tan perseguidos por regímenes 
autoritarios europeos de mediados de siglo. La situación española no podía permitirse un 
poder incontrolado de fuerzas involucionistas, ni tampoco el desbordamiento de la 
pasión política, como relata REVENGA
795
, quien achaca las limitaciones al referéndum 
y a la iniciativa popular en el momento Constituyente a la “sed de partidos” vivida 
durante la transición
796
. La reivindicación de una democracia menos institucionalizada no 
fue perseguida ni mucho menos por los partidos de la izquierda ideológica; fue el 
representante de Alianza Popular, como veremos, quien alertó de los riesgos de construir 
una democracia con un peso excesivo de las élites políticas, como consecuencia de 
conceder escaso margen a la participación y de un determinado diseño del régimen 
electoral. 
Más referencias a los debates constituyentes se pueden encontrar a través de PRESNO
797
, 
cuando intenta buscar una explicación sobre la reducción al mínimo de las instituciones 
de participación. El autor entiende que estuvieron presentes las ‘tesis del riesgo’ que 
enunciara en su día HIRSCHMAN
798
, de tal manera que se entendía que la participación 
directa podía poner en riesgo los logros democráticos. Para Presno, “hay que situar las 
reticencias en el contexto de la transición de la dictadura a la democracia, pero también 
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 El mismo REVENGA SÁNCHEZ (op. cit. pp. 61 y 62) se refiere a ello: “Pero la Constitución deja 
sentir también el influjo de alguna de las obsesiones características de aquellos modelos y, especialmente, 
del alemán: la de propiciar Gobiernos duraderos de fuerte liderazgo interno y sólido apoyo parlamentario. 
Tal obsesión se manifiesta en opciones básicas de nuestro sistema electoral y del diseño global de las 
relaciones entre el Gobierno y el Parlamento. Seguramente son esas opciones básicas del sistema electoral 
(listas cerradas, valor desigual del voto como consecuencia del tamaño de la circunscripción, correctivos 
a la proporcionalidad, etc.)” 
795
 Quien analiza el paso desde un concepto clásico de democracia al moderno, junto a las consecuencias 
que el modelo representativo conlleva para la participación política. REVENGA SÁNCHEZ, Miguel, en 
“La participación política en la actualidad” Derechos y Libertades: revista de filosofía del derecho y 
derechos humanos (Instituto Bartolomé de las Casas) núm. 18 (enero de 2008) p. 56 
796
 In ibidem p. 60 
797
 PRESNO LINERA, Miguel Ángel, en “La democracia participativa como instrumento de impulso, 
deliberación y control” Ponencia en XII Congreso de la Asociación de Constitucionalistas de España. 
Salamanca, abril de 2014. pp. 7 y ss. 
798
 HIRSCHMAN, Albert, en Retóricas de la intransigencia, Fondo de Cultura Económica, México, 1991, 
pp. 97 ss.   
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parece evidente que se exageraron sus peligros, se desvirtuó su eficacia en el derecho 
comparado y, desde luego, no se hizo nada después, y con la democracia ya consolidada, 
para atribuirles la relevancia que merecen”. De hecho, el autor pone como ejemplo de 
este miedo algunas intervenciones del parlamentario Alzaga Villaamil que después 
recuperaremos. 
En cuanto a las causas sociopolíticas para la limitación por parte del Constituyente de la 
democracia directa, debemos tener en cuenta la especial movilización del pueblo español 
entonces. El riesgo giraba en torno al posible fomento de movimientos populistas, 
radicales o de tendencias involucionistas. ALMAGRO
799
 se refiere a esta desconfianza 
del Constituyente hacia “posibles usos con tintes manipulativos de los instrumentos de 
participación”; unas ‘tesis del riesgo’ que también están presentes en el análisis de 
ILLUECA
800
 o de MALLAINA
801
. Para la segunda, el carácter subsidiario de la 
participación se debe al “temor de que, en una democracia aún no consolidada, (las 
instituciones de participación) fuesen manipuladas por grupos minoritarios, en perjuicio 
de unos partidos políticos que estaban en proceso de fortalecimiento”. 
Siguiendo con lo anterior, ARAGÓN
802
 reconoce el componente perturbador que puede 
contener el referéndum, y que en la actualidad sigue causando serios problemas, no sólo 
a los dirigentes políticos, sino al sistema de democracia representativa en general. 
Tampoco parecían ayudar los dispares ejemplos de nuestro entorno. No se puede negar la 
influencia de la Constitución Alemana, que decidió excluir esta institución de su Carta 




 o la 
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 ALMAGRO CASTRO, David, en “La iniciativa legislativa popular en la Constitución Española: 
posibles mejoras a la luz de la Constitución Brasileña de 1988” Revista General de Derecho Constitucional 
(2018) p. 6 
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 ILLUECA BALLESTER, José Eduardo, en “El derecho a la participación política directa. La iniciativa 
popular, realidad y posibilidades” en Revista de Derecho de la UNED núm. 16 (2015) p. 1120 
801
 MALLAINA GARCÍA, Carmela, en “Nuevos desafíos democráticos: hacia una iniciativa legislativa 
popular efectiva” Revista de la Fundación Alternativas núm. 45 (2009) p. 29 
802
 ARAGÓN REYES, Manuel, en “Planteamiento general: partidos políticos y democracia directa” pág. 
27, en (coord.: Paloma Biglino Campos / Varios autores) “Partidos políticos y mediaciones de la 
democracia directa” Estudios Constitucionales (CEPC) 2016. 
803
 Para PRESNO (“La democracia participativa como instrumento de impulso…” op. cit. p. 10): “a los 
constituyentes españoles les parecieron especialmente preocupantes los resultados del referéndum italiano 
de 11 de junio sobre la Ley de financiación de los partidos políticos, a favor de cuya derogación se 
pronunciaron el 43% de los votantes”. Además, Italia celebró en 1946 un referéndum para determinar la 
forma de Estado y la continuidad de la Monarquía tras la II Guerra Mundial. El resultado dio lugar a la 
República Italiana, que supuso un gran cambio para el país. Los resultados del referéndum estuvieron 
marcados por acusaciones de fraude electoral y un periodo de gran inestabilidad. Para mayor información 
de esta institución en Italia vid. LUCIANI, Massimo. “El referéndum. Cuestiones teóricas y de la 
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inestabilidad causada en Francia
805
, que entendía el referéndum como una forma de 
frenar al Parlamento. Con todo ello, el texto final de la Constitución del 78 acabó 
regulando las modalidades de referéndum con mayores garantías que la iniciativa 
legislativa popular, que se contagió de una mala consideración de dicha institución. 
Coincidimos con DE VEGA
806
 cuando defiende que no cabe considerar “como 
intrínsecamente perversas, y esencialmente disfuncionales para la democracia 
representativa a las instituciones de democracia directa”. De este modo, el autor 
argumenta que los riesgos comienzan cuando pasan de ser correctores de hipotéticos 
defectos del sistema, a medios para oponer un sistema de legitimidad diferente al del 
Estado constitucional. El problema, señala, “no es el de su reconocimiento (…) sino el 
del abuso que de ellos pueda hacerse por los propios poderes constituidos, cuando, 
conculcando la lógica del sistema, los utilizan en una perspectiva diferente”. 
A las causas históricas, políticas y sociopolíticas señaladas, nosotros podemos extraer un 
cuarto condicionante, que no es desconocido en la literatura jurídica
807
, que es el 
desconocimiento y recelo
808
 hacia unos instrumentos hasta el momento en desuso. Sólo 
así se explican los sucesivos cambios en la redacción de los preceptos que afectan a la 
iniciativa legislativa popular y algunas intervenciones en los debates del precepto 
Constitucional y de la ley orgánica reguladora. Además, contribuye a dicho 
desconocimiento su injusta confusión en algún momento con la institución del 
referéndum
809
, la inclusión de las materias propias de ley orgánica como materia excluida 
                                                                                                                                                 
experiencia italiana”. Revista catalana de dret public, n. 37, 2008, pp. 1-15 
804
 Bélgica celebró en 1946 un referéndum sobre la Monarquía, institución que triunfó con un escaso 
margen y que ocasionó la abdicación por este hecho del rey Leopoldo III. 
805
 En Francia se celebró un referéndum en 1945 para decidir si volvían las instituciones de la III República 
o se abría un periodo Constituyente siendo este último el resultado, pero justo el contrario el resultante de 
otro referéndum el año siguiente. A estos dos les siguieron otras consultas en los años posteriores 
entendidas de alguna manera como contrapeso al Parlamento. 
806
 DE VEGA, Pedro, en “La reforma constitucional y la problemática del poder constituyente” Ed. Tecnos 
(1985) p. 125 
807
 REVENGA SÁNCHEZ (op. Cit. p. 60) recordaba “la desconfianza con la que quienes hicieron la 
Constitución contemplaron la posibilidad de complementar la democracia representativa con formas de 
democracia directa, como a los riesgos, que hoy se advierten, de una práctica constitucional hecha de 
dobleces y sobre-entendidos”. También Contreras se refiere a la confusión injustificada entre referéndum e 
iniciativa legislativa popular: CONTRERAS CASADO, “Parlamento y participación directa de los 
ciudadanos” (…) op. cit. pp. 229-231 
808
  Aunque no proceda aquí por encontrarnos en el análisis de la Constitución, debemos recordar que el 
preámbulo de la LO 3/1984 se refiere a “las enseñanzas históricas” como uno de los argumentos para 
limitar la iniciativa legislativa popular. 
809
 Víctor Cuesta se ha referido a la traslación de los límites del referéndum abrogativo en Italia al caso de 
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casi en el último momento del proceso Constituyente, y la concepción de que el 
Parlamento sería capaz de expresar todas las visiones posibles sobre un tema.  
De este modo, resulta llamativo que tanto el número de firmas como las materias 
excluidas por el legislador constituyente español coincidan con las estipuladas para el 
referéndum abrogativo en Italia. Para CONTRERAS
810
 “llevan razón quienes han 
criticado la confusión producida durante el periodo constituyente español de 1978 entre 
la iniciativa popular y el referéndum, puesto que nos encontramos ante dos instituciones 
de la democracia directa con objetivos y fines muy distintos que, sin embargo, tanto a la 
hora de ensalzarlas como de criticarlas, se han entremezclado y confundido. En buena 
medida, las reticencias hacia la iniciativa popular vinieron miméticamente de las 
existentes hacia el referéndum”. 
Por otra parte, y en lo relativo a la configuración constitucional de la iniciativa legislativa 
general
811
, ésta aparece prevista en el artículo 87 de la Constitución. Desde la 
configuración inicial del precepto, como veremos, se decide romper la tradición existente 
en el constitucionalismo de nuestro país, y el artículo atribuye aquella, además de al 
Gobierno y a las dos cámaras (art. 87.1 CE), a los Parlamentos autonómicos (art. 87.2 
CE) y a los ciudadanos, aunque veremos cómo la iniciativa popular no aparece en el 
anteproyecto de Constitución, y la iniciativa del Senado nace muy mitigada y va 
cobrando cierta relevancia. En esta línea, ALMAGRO
812
 destacó “la valentía del 
legislador constituyente en incorporar al texto constitucional una rareza del Derecho 
Comparado” como el derecho de iniciativa, aunque esto no se haya correspondido “con 
una regulación ni constitucional ni legalmente adecuada”. 
Por otro lado, tampoco ofrece dudas el protagonismo otorgado al Ejecutivo en la labor de 
producción normativa, donde ejerce una posición de preeminencia mientras que otros 
                                                                                                                                                 
la iniciativa legislativa popular en España, lo que anima a pensar que nuestro constituyente tenía algo 
difusas las diferencias entre ambos instrumentos de participación. CUESTA LÓPEZ, Víctor, en 
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Aranzadi, 2008. P. 326 
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 CONTRERAS CASADO, Manuel, en: “Parlamento y participación directa de los ciudadanos” Anuario 
Jurídico de La Rioja nº 3 (1997), p. 230 
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 Si se quiere profundizar vid. GARCÍA-ESCUDERO MÁRQUEZ, Piedad: “La iniciativa legislativa en 
la Constitución Española de 1978” REDC nº 59 (mayo-agosto 2000) pp. 57-91 
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 ALMAGRO CASTRO, David, en “¿Qué iniciativa legislativa popular tenemos?, ¿Qué iniciativa 
legislativa popular necesitamos? El art. 87.3 y la LOILP 4/2006 a debate” Revista General de Derecho 
Constitucional n. 22 (2016) p. 3 
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sujetos (en especial los ciudadanos) ejercen su iniciativa de manera limitada y 
subsidiaria
813
. Esto ha hecho posible que nuestro sistema derive hacia un extraño 
parlamentarismo presidencialista, como algunos autores han apuntado
814
, que tampoco 
ayuda a considerar al Parlamento como centro de la vida política y, dentro del mismo, 
conceder cierto espacio a la iniciativa popular. La labor de indirizzo político del Gobierno 
se concreta en el artículo 97 CE, aunque en los últimos años, como veremos, el Congreso 
está ganando protagonismo político al Ejecutivo, como consecuencia de una mayor 
fragmentación parlamentaria y la formación de gobiernos más inestables. 
Por último, debemos señalar que la citada configuración constitucional restrictiva de la 
iniciativa legislativa popular y del referéndum no sólo contrasta con países de influencia 
para el nuestro como Italia
815
, sino también con la apuesta del Constituyente por el 
derecho fundamental a participar en los asuntos públicos. El derecho del artículo 23.1 
CE, ubicado dentro del denominado ‘núcleo duro’ de la Carta Magna, es considerado 
como uno de los pilares del principio democrático, en especial en su conexión con el 
derecho de sufragio, y señala que dicha participación podrá ser directa o a través de 
representantes. Por todo lo anterior, nos disponemos a analizar la inserción constitucional 
de la participación, en general, y de la iniciativa popular en particular. 
Anteproyecto de Constitución: 
Como es sabido, la Constitución Española comienza su elaboración en el seno de la 
Comisión Constitucional creada por las primeras cortes constituyentes
816
. Esta Comisión 
Constitucional designa una ponencia para redactar el anteproyecto de Constitución en un 
total de 29 sesiones entre agosto y diciembre de 1977.  La sesión constitutiva de la 
Comisión tuvo lugar el día 1 de agosto de 1977 y en la misma se designaron los siete 
ponentes que redactarían el citado anteproyecto. 
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 Para mayor información se puede consultar BIGLINO CAMPOS, PALOMA en “La Iniciativa 
Legislativa Popular en los Ordenamientos Jurídicos Regionales” en Revista de Estudios Políticos (Nueva 
Época) núms. 46-47, 1985, pág. 298 ss. 
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 PUNSET, Ramón en “El procedimiento legislativo” en Diccionario del Sistema Político Español, dir. J. 
Juan G. Encinar, Akal, Madrid, 1984, pág. 775; o bien  
815
  Que establece en el artículo 71 de su Constitución la iniciativa legislativa del pueblo para la 
presentación de proposiciones de ley sin limitación de materias y con un mínimo de firmas de cincuenta 
mil, frente a las quinientas mil españolas. 
816
 Tras las elecciones generales del 15 de junio de 1977, el Congreso de los Diputados ejerció la iniciativa 
constitucional que le otorgaba el artículo 3º de la Ley para la Reforma Política y, en la sesión de 26 de julio 
de 1977, el Pleno aprobó una moción redactada por todos los Grupos Parlamentarios y la Mesa por la que 
se creaba una Comisión Constitucional con el encargo de redactar un proyecto de Constitución. 
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Por el carácter reservado de la ponencia no existe versión oficial publicada del contenido 
de sus reuniones. Sin embargo, la Revista de las Cortes Generales, núm. 2 (1984) publicó 
las minutas y actas. Por este motivo, no conocemos todos los detalles de los debates 
propios de la ponencia, pero sí es pública la regulación inicial de la iniciativa legislativa 
(en general) que se correspondía con el artículo 80 del anteproyecto de Constitución. Este 
artículo difiere en algunos asuntos de la redacción final, como luego veremos, pero para 
nosotros lo destacable resulta la ausencia inicial de mención a la iniciativa popular. Este 
hecho conlleva el voto particular del miembro de Alianza Popular por este motivo. 
Esta es la transcripción de las actas de la ponencia en lo relativo a este asunto: 
“10° Se pasa a continuación a la materia correspondiente a la Iniciativa legislativa y se aprueba un texto 
con el núm. 80 compuesto por varios apartados, en el que en el núm. 1 figura la iniciativa legislativa de 
los Diputados y de los Grupos Parlamentarios, en el 2 la iniciativa del Senado, al cual formulan sus 
reservas representantes de AP, y en el 3, figura la iniciativa legislativa de las Asambleas de las Regiones 
Autónomas. El representante de AP anuncia voto particular por 1a no inclusión de la iniciativa popular.” 
La redacción del artículo 80 sería la siguiente: 
1. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno y a los Diputados, bien directamente, o bien a través 
de los grupos parlamentarios. 
2. El Senado podrá solicitar del Gobierno la adopción de un Proyecto de ley o remitir ante la Mesa del 
Congreso una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un máximo de tres Senadores encargados 
de su defensa.  
3. El mismo derecho podrá ejercerse también por las Asambleas representativas de las regiones autónomas 
y demás entes territoriales a las que se les reconoce por Ley. 
En ambos supuestos se actuará de acuerdo con lo dispuesto en el apartado anterior. 
4. Los proyectos de ley del Gobierno serán aprobados en Consejo de Ministros y siempre que se trate de 
leyes orgánicas o Leyes de Bases irán acompañados del informe del Consejo de Estado. 
5. Cuando se trate de un Código o de otros textos elaborados por la Comisión General de Codificación, 
irán acompañados por el dictamen de este. 
6. En todo caso irán acompañados de una exposición de motivos y de cuantos antecedentes establezca una 
ley Orgánica de Régimen Jurídico de la Administración, sin perjuicio de las que reclamen las Cámaras. 
El incipiente artículo presenta algunas diferencias con el actual artículo 87. En primer 
lugar, en su apartado primero se reserva la iniciativa legislativa para el Gobierno y para 
los Diputados, directamente o a través de grupos parlamentarios), pero no al Congreso y 
al Senado como tal, como ahora sucede, Este primitivo artículo 80 sitúa en su apartado 
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segundo al Senado, reservando para él un papel secundario
817
.  
No es nuestra intención valorar el tratamiento del resto de sujetos con iniciativa 
legislativa, sino centrarnos en la de origen popular, pero debemos hacer referencia breve 
a la intención inicial de configurar en España un sistema ‘pluralista’ de iniciativa 
legislativa, legitimando a diversos sujetos para la presentación de proposiciones de ley, 
siguiendo la clasificación que SPAGNA MUSSO
818
 hiciera inicialmente y que es seguida 
por buena parte de la doctrina. De la misma manera, se observa desde las primeras 
redacciones la voluntad de priorizar o privilegiar a determinados sujetos en la producción 
normativa, siguiendo un sistema ‘integrador’ de iniciativa, que sin duda siempre tuvo 
como objetivo la mayor consideración del Ejecutivo y de la Cámara Baja en la prelación 
de sujetos intervinientes
819
, en detrimento del Senado (y más aún de las asambleas 
autonómicas o de la iniciativa popular).  
Nos resulta de especial interés para nuestro estudio referirnos a la ausencia de mención y 
regulación de la iniciativa popular en este primitivo artículo 80. Pese a la extensión y 
detalle con que se regulan otras cuestiones de la producción legislativa, los ponentes no 
decidieron en un primer momento referirse al cuerpo electoral como sujeto capaz de 
iniciar el procedimiento legislativo, pese a contar con esta previsión en Constituciones de 
nuestro entorno. Considerando este hecho, y el voto particular anunciado por el portavoz 
de Alianza Popular por no incluir la iniciativa popular, tenemos que pensar que el olvido 
fue deliberado. Ninguno de los demás miembros de la ponencia puso reparos para no 
admitir la iniciativa legislativa popular, pese a que más adelante el referéndum regula una 
extraña modalidad de la misma en su versión abrogativa. Esto nos conduce a concluir 
que desde el inicio existían muchas dudas y reticencias que más tarde irían apareciendo 
en otros debates
820
. Además, de alguna forma se desconocía el verdadero sentido de esta 
                                                 
817
 Este es un asunto que genera gran controversia y oposición en el Pleno y la Comisión del Senado. Esta 
cámara termina siendo equiparada prácticamente al Congreso en este artículo constitucional aunque luego 
los reglamentos y las leyes especifiquen su papel. Más adelante analizaremos los debates que tuvieron 
lugar en el Senado. 
818
 SPAGNA MUSSO, E. “L’ íniziativa nella formazione delle leggi italiane” Casa Editrice Dott. Eugenio 
Jovene. Napoli, 1958, pág. 24. 
819
 Para profundizar en estos aspectos se puede seguir entre otros a RALLO LOMBARTE, Artemi, en “La 
iniciativa legislativa en el derecho autonómico” colecció “Autonomía i Dret” Universitat Jaume I (1993) 
págs.. 22 y ss. 
820  En particular en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Libertades Públicas y en el Pleno del 
Congreso a través de Manuel Fraga y la contestación del portavoz de la UCD. También destacan varias 
enmiendas que solicitan eliminación de algún límite para la institución de la iniciativa popular. 
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institución, llegando incluso a confundirla con el referéndum. 
No obstante, hay que señalar que la redacción final del anteproyecto sí incluye la 
iniciativa popular en su apartado cuarto. Con la simple lectura de las actas de la ponencia 
no nos basta para conocer en qué momento y bajo qué condiciones este artículo 80 sufrió 
modificaciones para que la iniciativa popular fuera admitida. Este artículo quedaba de tal 
manera en la redacción final del anteproyecto: 
1. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno y a los Diputados, bien directamente, o bien a través 
de los grupos parlamentarios.  
2. El Senado podrá solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de ley o remitir ante la Mesa del 
Congreso una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un máximo de tres Senadores encargados 
de su defensa.  
3. El mismo derecho podrá ejercerse también por las Asambleas de los Territorios Autónomos. En tal 
supuesto se actuará de acuerdo con lo dispuesto en el apartado anterior.  
4. Podrán someterse al Congreso proposiciones de ley articuladas y motivadas, con las firmas acreditadas 
de quinientos mil electores. La iniciativa popular no procede en materia tributaria, de carácter 
internacional, ni en lo relativo a la prerrogativa de gracia. La ley regulará el ejercicio de este derecho. 
Asimismo, los iniciales apartados 4, 5 y 6 serían suprimidos, quedando el 1 y el 2 como 
estaban y el 3 elimina “demás entes territoriales”. 
No tenemos elementos de juicio suficientes -por no conocer el debate en la ponencia- 
para valorar las razones por las cuales optaron por este tipo de redacción de la iniciativa 
popular. En particular, resulta interesante destacar la similitud entre la redacción inicial 
de la iniciativa popular en la Norma Suprema y la que hoy perdura. En la actualidad 
siguen figurando un número de firmas exigidas de 500.000, así como las materias 
excluidas iniciales, con la posterior incorporación de las más que cuestionadas ‘materias 
propias de ley orgánica’. Por lo tanto, en esta redacción destaca la incorporación de estos 
límites que en la actualidad perduran, y que en el debate no fueron susceptibles de 
cambio pese a algunas críticas. No podemos descartar tampoco que la elección de las 
500.000 firmas para avalar una iniciativa legislativa popular en España haya sido tomada 
de la figura de la iniciativa de referéndum abrogativo de Italia que, además, cuenta con 
prácticamente las mismas materias excluidas que la ILP en España.  
Sin embargo, y a diferencia de la regulación constitucional actual, esta redacción del 
anteproyecto no supedita el ejercicio directo de la iniciativa popular a la existencia de 
una ley orgánica. Este apartado, posibilita ‘per se’ la presentación de proposiciones de 
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ley: “Podrán someterse al Congreso proposiciones de ley articuladas y motivadas, con 
las firmas acreditadas de quinientos mil electores…”. Aunque al final del apartado se 
refiera igualmente a una futura ley ‘para regular el ejercicio de este derecho’, se entiende 
habilitada la iniciativa popular para la presentación de proposiciones de ley. Esta 
primitiva redacción es valorada como “de perfil más generoso” por DELGADO 
IRIBARREN
821
, quien también destaca que supusiera el ejercicio de la figura desde ese 
momento, sin supeditarlo a una futura ley orgánica. 
Debemos hacer referencia también a la dicción literal “iniciativa popular”, excluyendo el 
término “legislativa”, desde esta primera aparición de la institución en el proyecto 
constitucional hasta su redacción final. No se puede comprobar si la exclusión es 
premeditada o fruto de la transcripción de una enmienda redactada de tal forma. No se 
debe descartar que el Constituyente quisiera remarcar el carácter de mera ‘propuesta’ a 
las cámaras de la iniciativa popular, excluyendo así cualquier apariencia de que lo 
concedido a los ciudadanos fuera una capacidad para legislar de manera directa. 
Aunque la literatura jurídica consultada utilice indistintamente ambas formas de referirse 
a la institución sin buscar ulteriores interpretaciones, PÉREZ SOLA
822
 y ARAGÓN 
REYES
823
 se han referido al hecho de que el Constituyente excluyera el término 
“legislativa” de la institución, recuperándolo el legislador orgánico en 1984. Para el 
segundo, lo que realmente el Constituyente quiere configurar es el ejercicio de una 
propuesta, si atendemos no sólo a la denominación ‘iniciativa popular’ sino a la 
matización ‘para la presentación de proposiciones de ley’. Manuel Aragón considera que 
la facultada para resolver esta cuestión es la LO 3/1984, que pese a utilizar la 
denominación ‘iniciativa legislativa popular’ acaba configurando más bien una 
‘propuesta de iniciativa’ y no una iniciativa para legislar. Para GARCÍA-ESCUDERO
824
 
la omisión de la palabra “legislativa” de la iniciativa popular favorece a quienes piensan 
que tan sólo es una ‘propuesta de iniciativa’. 
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 Op. Cit. p. 145 
822
 PÉREZ SOLA, Nicolás, en “Algunas propuestas para la reforma de la ley orgánica de iniciativa 
legislativa popular” en V Jornadas de Derecho Parlamentario: El procedimiento legislativo. Congreso de 
los Diputados (1994) p. 605 
823
 ARAGÓN REYES, M. en “La iniciativa legislativa” REDC nº 16 (enero-abril 1986) pág. 304 
824
 GARCÍA-ESCUDERO MÁRQUEZ, Piedad, en “La iniciativa legislativa en la Constitución de 1978” 




Asimismo, nos parece destacable la mención inicial como “derecho” a la capacidad de 
los electores para presentar iniciativas. Aunque hoy la presentación de iniciativas 
ciudadanas se entienda como una manifestación del derecho a participar en los asuntos 
públicos del artículo 23, entonces no quedaba claro si se trataba de un mero instrumento 
de participación -por generosa concesión del Parlamento- o de un derecho como tal, con 
las implicaciones que conlleva. La redacción termina eliminando esta mención, pero su 
concepción inicial como ‘derecho’ –probablemente tomada del artículo 66 de la 
Constitución de 1931- resulta importante si entendemos que la iniciativa popular supone 
ejercer el derecho a participar en los asuntos públicos. 
Es la Comisión de Asuntos Constitucionales quien decide cambiar la redacción para 
eliminar la referencia al derecho que constituye su presentación, y hacer depender su 
ejercicio de una futura ley orgánica. Sin embargo, desde que el Constituyente incluye la 
figura en el texto hasta su redacción final, mantiene los requisitos para limitar su 
ejercicio: un mínimo de firmas exigidas, y unas materias sobre las que no procede su 
presentación. Ambos condicionantes nacen con la propia institución y la acompañan 
hasta la redacción final que se mantiene en la actualidad, pese a los intentos -sobre todo- 
del parlamentario Fraga Iribarne- por ser menos exigentes en sus límites. Como se 
analiza en su apartado correspondiente, son los dos límites más relevantes a la 
institución, como demuestra que un 77% de las iniciativas que se presentan ante el 
Congreso o bien son inadmitidas, o bien caducan por no reunir el mínimo de firmas. 
En ambos casos, firmas exigidas y materias excluidas, se constitucionalizan unos límites 
muy exigentes cuya modificación resultará agravada, por el mecanismo complejo de 
reforma constitucional. Por este motivo, hubiera sido mucho más garantista para la 
participación haber dejado en manos del legislador orgánico toda la delimitación del 
instrumento, limitándose el Constituyente a reconocer la figura y, como máximo, limitar 
su uso para plantear la propia reforma de la Constitución. De esta forma, al mecanismo le 
hubiera resultado más sencillo adaptarse a las exigencias de cada momento político. 
Comisión de Asuntos Constitucionales: 
La Comisión de Asuntos Constitucionales y Libertades Públicas aborda en su sesión 
número 15, celebrada el 2 de junio de 1978, entre otros, el artículo 80 del anteproyecto de 
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Constitución que regula la iniciativa legislativa.825 Esta Comisión (anteriormente 
denominada Comisión Constitucional) debate el informe
826
 elaborado por la Ponencia
827
 
que acabamos de analizar y que elaboró el anteproyecto
828
 de Constitución del que 
conocemos sólo sus actas. En esta Comisión se votan y, en su caso, debaten las 
enmiendas presentadas a cada apartado de cada artículo, por lo que resulta de interés para 
el presente trabajo seguir analizando la sucesión de actos e intervenciones que afectan al 
nacimiento del actual artículo 87, el entonces artículo 80, sobre la iniciativa legislativa, 
incluyendo la popular. Debemos tener en cuenta que muchas de las enmiendas son 
retiradas en la propia Comisión, otras directamente se votan, y algunas se debaten 
(habiendo sido presentadas anteriormente o defendiéndose in voce). 
En cuanto al entonces apartado cuarto
829
, donde se regula la iniciativa popular, se 
presentan en periodo de enmiendas un total de cinco de los diputados Carro Martínez, 
López Rodó, Ortí Bordás y de los Grupos Políticos Mixto y UCD. Nos interesa conocer y 
analizar las enmiendas presentadas: La enmienda de Carro Martínez
830
 al artículo 80 es 
manifestada en el siguiente sentido: 
En el número 1 suprimir el inciso final “bien directamente o bien a través de los Grupos Parlamentarios”, 
es materia del Reglamento del Congreso. 
El numero 2 es inútil si el Senado tiene la misma mayoría que el Congreso, y, si no la tiene, entonces será 
impotente para ejercer la iniciativa legislativa. 
El numero 4 debe reconocer el derecho de iniciativa popular sin limitación alguna. 
Es interesante que este parlamentario defienda la regulación de la iniciativa popular sin 
                                                 
825  Las votaciones y el debate sobre el artículo 80 relativo a la iniciativa legislativa se produce a partir de 
la página 33 del Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados número 80 de 2 de junio de 1978 que es 
público en la página web del Congreso 
826
 La Comisión de Asuntos Constitucionales y Libertades Públicas debatió el informe en 24 
sesiones mantenidas en los meses de mayo y junio. El Dictamen de la Comisión, las enmiendas que se 
mantenían para su defensa ante el Pleno y los votos particulares se publicaron en el Boletín Oficial de las 
Cortes, núm. 121, de 1 de julio de 1978.  
827
   El Informe de la Ponencia se publicó en el Boletín Oficial, núm. 82, de 17 de abril de 1978. 
828
  El Boletín Oficial de las Cortes, núm. 44, de 5 de enero de 1978, publica el anteproyecto de 
Constitución y los votos particulares. Ese mismo día se abre un plazo de veinte días naturales para la 
presentación de enmiendas. Se presentan más de 3.000 enmiendas que son votadas y debatidas en la 
Comisión de Asuntos Constitucionales y Libertades Públicas 
829
  Artículo 80  
4. Podrán someterse al Congreso proposiciones de ley articuladas y motivadas, con las firmas acreditadas 
de quinientos mil electores. La iniciativa popular no procede en materia tributaria, de carácter 
internacional, ni en lo relativo a la prerrogativa de gracia. La ley regulará el ejercicio de este derecho 
830
 Del Grupo Parlamentario de Alianza Popular 
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limitación, como en otros momentos de los debates se solicita, y en el Pleno continúa 
defendiendo Fraga Iribarne. Asimismo, el diputado se refiere a la iniciativa popular como 
derecho; una redacción que figuraba en el inicio de los trabajos pero que fue eliminada 
después. Con la enmienda, se entiende que el diputado de Alianza Popular pretende 
suprimir del texto constitucional el requisito de firmas y las materias en las que no 
procede la iniciativa popular. Es una opinión manifestada por otras enmiendas y grupos 
políticos. Además, ya que la Constitución propuesta entonces remitía a una ley orgánica 
para regular los requisitos de la ILP, hubiera tenido más sentido que se produjeran en esta 
ley las concreciones a la institución. Esta enmienda de Carro, finalmente, fue retirada 
antes de ser debatida en Comisión, probablemente ante la falta de apoyos. 
La enmienda de López Rodó
831
 es tan solo de matiz, ya que entiende que la última frase 
del apartado 4 “la ley regulará el ejercicio de este derecho” no indica a qué derecho se 
refiere, y pide añadir al final “de iniciativa legislativa popular”. De alguna manera, la 
enmienda incide también en la consideración de la ILP como derecho, y que esto figure 
en el texto constitucional, en la línea indicada por Carro.  
Por su parte, el Grupo Mixto presentó una enmienda que reproducimos, aunque no llega 
viva a la Comisión, y que consistía en sustituir “quinientos mil electores” por “el diez 
por ciento de los electores”, y, por otro lado, suprimir el párrafo “La iniciativa popular 
no procede en materia tributaria, de carácter internacional, ni en lo relativo a la 
prerrogativa de gracia”. La justificación de este grupo es que les parece excesivo el 
número de firmas: “la finalidad de este artículo debe ser la de garantizar el derecho de 
las minorías sin representación parlamentaria a elevar proposiciones de ley”. Sin 
embargo, sorprende que propongan el 10% de los electores que, en términos numéricos, 
superaban entonces los quinientos mil. Entendemos que debe tratarse de un error, y que 
el verdadero objetivo es facilitar la presentación de proposiciones para permitir, acordes a 
su justificación, mayor pluralidad y representación de las minorías. 
En segundo lugar, en cuanto a la justificación para suprimir las materias excluidas, al 
diputado del Grupo Mixto le parece inadecuado limitar el contenido de este derecho. Es 
una opinión sensata, pero sorprende que no siguieran manifestando esta opinión en el 
Pleno del Congreso, meses más tarde, o que no criticaran una de las exclusiones más 
conflictivas, como veremos, como lo fue apartar de la figura las materias propias de ley 
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Por otro lado, la enmienda de Ortí Bordás
832
 incide en los apartados primero y cuarto del 
artículo 80. En primer lugar, solicita otorgar iniciativa legislativa a los grupos 
parlamentarios (no sólo a través de los Diputados) reforzando, entendemos, el liderazgo 
de los grupos políticos. En segundo lugar, en el apartado cuarto, solicita eliminar las 
materias que se excluyen de la iniciativa legislativa popular. La justificación de este 
parlamentario va en la línea del Grupo Mixto; Bordás defiende no establecer limitación 
temática para la ILP en legislación ordinaria: “La iniciativa popular en materia de 
legislación ordinaria no debe tener limitación alguna. Tales limitaciones únicamente 
pueden y deben ser contempladas en el caso del referéndum”. Sorprende sobremanera la 
intención de este Diputado de UCD, ya que contrasta con la opinión que termina 
imponiéndose desde su Grupo en la Comisión y en el Pleno de las cámaras. Este Grupo 
contaba con mayoría
833
 para haber suprimido tales materias pero, finalmente, son quienes 
más insisten en los debates en mantener estos límites. 
La enmienda señalada no prospera, y la redacción que termina triunfando es la propuesta 
en la Comisión, y reafirmada en el Pleno del Congreso, por un compañero de grupo 
político, el constitucionalista Alzaga Villaamil, que mantiene la exclusión de estas 
materias. Para mayor sorpresa, otra enmienda del mismo Grupo que a continuación 
vamos a tratar, apuesta por suprimir directamente la iniciativa legislativa popular, 
resultando palpable la confusión sobre las verdaderas intenciones de este grupo político. 
En conclusión, varios parlamentarios coinciden en eliminar límites al derecho de 
iniciativa legislativa popular mediante la exclusión de materias, tal y como rezaba el 
texto propuesto: el diputado de UCD, Ortí Bordás; el Portavoz de Alianza Popular, 
Manuel Fraga Iribarne (que lo defiende en el Congreso); y el  Grupo Mixto. Incluso, la 
enmienda de Carro Martínez (Alianza Popular), que hemos visto anteriormente, da un 
paso más y defiende una figura sin limitación. Prácticamente, los mismos parlamentarios, 
junto a López Rodó, se refieren a la iniciativa popular como derecho, término que sería 
eliminado de la redacción que conocemos hoy, pero que demuestra la concepción inicial 
de este mecanismo. Sin embargo, las enmiendas de Alianza Popular y Grupo Mixto no 
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 Grupo Parlamentario de Unión de Centro Democrático (UCD) 
833
 Unión de Centro Democrático contaba en la legislatura constituyente con 157 diputados y mayoría, por 
tanto, en la cámara 
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prosperan por su escaso apoyo parlamentario
834
. 
Como decimos, la enmienda número 779, presentada por el Grupo de UCD, añade más 
confusión a la posición de dicho grupo parlamentario. Esta enmienda propone la 
supresión del apartado cuarto del artículo 80 y, por tanto, defiende eliminar la iniciativa 
popular dentro del artículo que regula los sujetos con iniciativa para legislar. La 
justificación es la siguiente: “La soberanía reside en el pueblo español y se ejerce en un 
régimen parlamentario a través de los órganos del Estado que la propia Constitución 
determina. La apelación directa al pueblo queda garantizada por la institución del 
referéndum que se recoge en la presente Constitución.” 
Esta enmienda es una muestra más del desconocimiento e incertidumbre que rodeaba a la 
institución de la iniciativa popular en su nacimiento. Sobre todo, porque la enmienda 
proviene del mismo grupo político que mediante otro parlamentario (Ortí Bordás) intenta 
favorecer la ILP suavizando algún requisito. Entendemos que la justificación de la 
enmienda no es coherente con el modelo de participación dual de los ciudadanos 
“directamente o a través de representantes” que configura el artículo 23.1 CE y; si se 
quiere, tampoco resulta coherente con la atribución de la soberanía popular al pueblo que, 
unido al principio democrático, recomienda otorgar al menos la capacidad de proponer 
leyes a una fracción del cuerpo electoral. 
En segundo lugar, al querer sintetizar toda participación ciudadana en la institución del 
referéndum, (cuya convocatoria no requiere del impulso ciudadano) se pierde el sentido 
de la iniciativa popular y su papel en otras democracias de nuestro entorno
835
. Se 
confunde la iniciativa popular con el referéndum consultivo, que no sirve para la 
propuesta al Parlamento de leyes suscritas por una porción del cuerpo electoral, sino para 
que los electores en su conjunto avalen decisiones políticas; ni siquiera leyes en sentido 
estricto. La dirección en la que se produce el pronunciamiento popular es la contraria; el 
referéndum consultivo sirve para mostrar el apoyo o rechazo -sin poder vinculante en 
España- de una decisión previamente anunciada por el Gobierno o las cámaras. 
En este sentido, y como en otros momentos de este capítulo se advierte, nada parece 
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 Alianza Popular y Grupo Mixto son dos partidos con representación de 16 y 15 diputados en el 
Congreso respectivamente, y al contar con mayoría en Pleno y Comisión el grupo parlamentario de UCD 
estas enmiendas que defienden una ILP sin limitaciones no prosperan. 
835
  Que ya había sido configurada en la Constitución Alemana, Suiza, Portuguesa o Italiana con el objetivo 
de completar y legitimar estas democracias, concediendo el impulso legislativo a sus electores 
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beneficiar a la institución de la iniciativa popular su confusión con el referéndum e, 
incluso, con experiencias plebiscitarias de otras partes de Europa. Algunas 
intervenciones, como vemos, parecen confusas y lejos de centrarse en los beneficios de la 
iniciativa popular realizan una lectura demasiado general y teórica de la democracia 
directa, poniendo el foco en experiencias poco afortunadas. La confusión entre iniciativa 
popular y referéndum no sólo resulta desafortunada por ser figuras distintas, aunque 
compartan el llamamiento al cuerpo electoral, sino porque los objetivos de una y el otro 
pueden llegar a ser hasta contrarios, como señala acertadamente DE VEGA
836
. Para el 
autor, “si el referéndum actúa de freno a las pretensiones expansivas de las Asambleas, 
la iniciativa popular, por el contrario, actúa como acicate” dando a entender el autor, 
como él mismo señala, que el primero puede frenar que las asambleas puedan hacerse 
portadoras de un falso poder constituyente, mientras la segunda pretende dinamizar la 
instancia representativa. 
En cuanto a las enmiendas que llegan vivas a la Comisión, se mantienen dos: la primera, 
de Carro Martínez, está retirada según se manifiesta en las propias actas de la sesión.; la 
segunda, de López Rodó (tan solo de matiz), se entiende presente en la que se presenta 'in 
voce' en la comisión, por ser esta más completa. La enmienda que sí se presenta y debate 
en esta Comisión es la del Diputado Alzaga (UCD), y es de suma importancia ya que 
cambiaría la redacción de este apartado cuarto. Además, y pese a los debates posteriores 
en Congreso y Senado, esta redacción permanecería casi invariable hasta la publicación 
final de la Constitución y, por tanto, hasta la actualidad. La redacción propuesta por este 
parlamentario es la siguiente: 
“Una Ley Orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la 
presentación de proposiciones de ley. En todo caso, se exigirán no menos de 500.000 firmas acreditadas y 
no procederá en materias de legislación tributaria, internacional, ni en lo relativo a la prerrogativa de 
gracia”. 
Nos sorprende, en primer lugar, como ha señalado FERNANDEZ FERRERO
837
, que se 
excluya la denominación “legislativa” dentro de la iniciativa popular, lo que parece un 
intento por reafirmar su carácter de propuesta a las cámaras y no de un verdadero 
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 DE VEGA, Pedro, en “La reforma constitucional y la problemática del poder constituyente” Ed. Tecnos 
(1985) p. 121 
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 FERNÁNDEZ FERRERO, Miguel Ángel, La iniciativa legislativa popular. Centro de Estudios 
Políticos y Constitucionales, Madrid, (2001), pág. 39 
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ejercicio de inicio del procedimiento legislativo. Cuestión que, además, se remarca con la 
expresión iniciativa popular “para la presentación de proposiciones de ley”. Asimismo, 
esta redacción remite a una futura ley orgánica para la regulación de la ILP, pero se 
esfuerza por plasmar dos requisitos claros a esta institución: firmas y materias excluidas, 
mediante una expresión que no admite dudas: “en todo caso”. Aunque la redacción final 
del anteproyecto también hacía referencia a una ley para fijar sus requisitos, comenzaba 
admitiendo la presentación de proposiciones ‘per se’ desde el texto constitucional, en 
lugar de posponer esta decisión dejándola en manos de una futura ley orgánica.  
Para la defensa de la nueva redacción, Alzaga es reticente a admitir cambios que 
proponen otros parlamentarios que defendían menores límites a la institución, y contesta 
a las críticas con argumentos como la referencia al derecho comparado o el carácter 
escasamente experimental de la institución: “Entendemos que los retoques que 
pretendemos introducir por la vía de esta enmienda se basan en que, como todos 
sabemos, estamos ante una figura poco experimental.  Realmente ninguno de los grandes 
países europeos de larga tradición democrática tiene una experiencia importante en este 
sentido, si exceptuamos el caso de Suiza, que es una experiencia muy singular y 
difícilmente trasladable, o la experiencia italiana que, a juicio de la doctrina más 
generalizada, ofrece resultados contradictorios, y a sopesar con cuidado.” 
Prosigue Alzaga Villaamil dejando clara que su enmienda no va en detrimento de 
compaginar la democracia representativa con la democracia de participación directa. En 
este punto, las denomina democracia gobernada y democracia gobernante, 
respectivamente, pero insiste en los argumentos de la escasa experiencia y del derecho 
comparado para limitar la ILP y que sea una Ley Orgánica la que tome decisiones en este 
asunto: “Ahora bien, entendemos que una figura de este género que, repetimos, está 
poco acuñada y experimentada en la práctica del Derecho comparado, va a requerir una 
regulación meditada en la Ley Orgánica pertinente y a tal efecto nos pronunciamos en 
nuestra enmienda, pero lo hacemos recogiendo el criterio que había prosperado, el 
criterio que gozaba del consentimiento de la práctica totalidad de los Grupos 
Parlamentarios sobre el mínimo de firmas a reunir y sobre las materias que quedan 
excluidas de la iniciativa legislativa por esta vía.”. 
En primer lugar, en cuanto a la referencia al derecho comparado, no parece un argumento 
muy sólido, al existir países de nuestro entorno que ya habían regulado la figura, 
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estableciendo una regulación más garantista que la propuesta por este parlamentario. Dos 
Constituciones de influencia para la española, como la portuguesa de 1977, o la italiana 
de 1948, ya habían regulado la iniciativa legislativa popular, y no establecían tantas 
limitaciones como la española, cuestiones ya señaladas en las que no procede ser 
reiterativos. Es posible que el parlamentario se refiriera a los casos de Francia o Reino 
Unido, donde a nivel federal/estatal no se contemplaba la figura. 
Nuestro Constituyente confió en una futura ley orgánica la regulación de la iniciativa 
popular, utilizando una redacción parecida a la de la Constitución de Weimar, exigiendo 
más tarde en la LO 3/1984 la necesidad de que la proposición fuera completa y 
articulada. Sin embargo, nuestra Carta Magna se extendió en dos límites que no 
figuraban en las Constituciones señaladas: un elevado número de firmas (en la alemana 
no se especifican, y en la italiana se fijan cincuenta mil) y unas materias en las que no 
procede presentarse (ninguna de las dos constituciones excluye materias). 
En cuanto al carácter experimental de la iniciativa legislativa popular en España, hecho al 
que se refiere el parlamentario, debemos señalar que en un momento de creación 
constitucional muchas instituciones o derechos carecían de experiencia, lo cual no fue 
excusa para crear una norma de éxito y apostar por nuevos mecanismos que, resulta 
evidente, no se daban durante la dictadura. El escaso conocimiento de los instrumentos 
de participación era, por tanto, una nueva razón para delegar en la futura ley orgánica la 
concreta delimitación de la institución, y no fijar los requisitos citados ya desde la Norma 
Suprema.  
Este planteamiento hubiera facilitado la adaptación del modelo de participación a la 
voluntad más dinámica del legislador orgánico, evitando, de alguna manera, la situación 
que denuncia REVENGA
838
: “el funcionamiento de la democracia en el Estado de 
partidos continúa resintiéndose de las prevenciones y prejuicios anti-participativos de 
siempre: se advierte la deriva plebiscitaria que toma la representación, convertida en un 
mero voto-adhesión a unas propuestas programáticas en cuya elaboración no 
intervenimos (y a cuya ejecución asistimos pasivamente), pero en lugar de lamentar tal 
estado de cosas y buscar cauces para remediarlo, lo justificamos con el argumento de 
que tal es la única forma de participación que se ajusta a las características de nuestras 
democracias complejas”. 
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Siguiendo con la argumentación de Alzaga Villaamil, tampoco parecía evidente el 
consenso hacia los límites establecidos en la redacción si juzgamos las enmiendas e 
intervenciones que solicitaban suavizar los requisitos a la institución, por considerar 
demasiado elevadas las firmas exigidas, o por pretender que el texto no recogiese 
limitación de materias. Además, la redacción inicial de la iniciativa popular en la 
ponencia contemplaba tal institución dejando en manos de la ley orgánica toda decisión 
concreta sobre su regulación, sin establecer mayores límites a su ejercicio. Las cautelas a 
las que nos hemos referido, y la intención de consagrar un modelo eminentemente 
representativo, probablemente llevaron a los miembros de la citada comisión a apoyar la 
redacción que hoy conocemos. En definitiva, la enmienda de Villaamil fue aprobada por 
unanimidad en la Comisión, hecho que sorprende si atendemos las opiniones 
discordantes analizadas.  
El artículo aprobado que llegaría al Pleno del Congreso de los Diputados para el debate 
sería el siguiente: 
Artículo 81 
“1. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno y a los Diputados en la forma y con los requisitos 
que establezca el Reglamento del Congreso.  
2. El Senado podrá solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de ley o remitir a la Mesa del 
Congreso una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un máximo de tres Senadores encargados 
de su defensa.  
3. El mismo derecho podrá ejercerse también por las Asambleas de las Comunidades Autónomas. En tal 
supuesto se actuará de acuerdo con lo dispuesto en el apartado anterior.  
4. Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la 
presentación de proposiciones de ley. En todo caso se exigirán no menos de 500.000 firmas acreditadas y 
no procederá en materia tributaria o de carácter internacional, ni en lo relativo a la prerrogativa de 
gracia.” 
 
El debate sobre la exclusión de la iniciativa popular de reforma constitucional: 
También resulta de interés referirnos a la exclusión de la iniciativa legislativa popular de 
la reforma constitucional, sobre todo si tenemos en cuenta que el anteproyecto de 
constitución atribuía capacidad de iniciar la reforma constitucional a todos los sujetos 
mencionados en el incipiente artículo 80, incluida la iniciativa popular. En la Comisión 
Constitucional
839
, se debatió una enmienda in voce de UCD para limitar el alcance de la 
iniciativa.  
                                                 
839
 Sesión celebrada el 20 de junio de 1978 
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De esta forma, Gabriel Cisneros defendía la exclusión de la iniciativa popular que 
previamente incluía el anteproyecto: “está más que justificada esta cautela porque la 
apertura de la iniciativa de la reforma constitucional a la iniciativa popular 
desnaturalizaría ciertamente la configuración que de la reforma constitucional hace el 
artículo 160”. Al referirse a la exclusión como una ‘cautela’, se evidencian las reticencias 
que muchos ponentes de la Constitución -y en especial este Grupo- tenían hacia este 
instrumento, desde la concreta voluntad de excluir los temas más sensibles del ámbito de 
la participación ciudadana -véase reforma constitucional, materias propias de LO, 
tributarias, etc.- 
Nuevamente, Fraga se erige en defensor del equilibrio entre el poder de los partidos y la 
democracia semidirecta de la ciudadanía, y el riesgo que el entonces diputado advertía de 
convertir la democracia en patrimonio casi exclusivo de los partidos:  
“Es un error porque restringe la verdadera democracia dentro de la Constitución, cuyo 
equilibrio entre la representativa, en la que actúan los partidos como intermediarios en el 
momento actual de la democracia de masas, y aquella otra, en la cual las fuerzas sociales en 
momentos determinados, fuera de la estructura de los partidos y paralelamente a ella, pueden 
plantear grandes causas en torno a una idea de la familia, en torno a una idea de la educación, 
en torno a una idea de la empresa y a tantas otras, evidentemente, es un equilibrio necesario… 
La iniciativa, popular, en materia constitucional, sí que es un hecho ampliamente desarrollado 
en el Derecho constitucional moderno, y hoy es la más frecuente de las formas de iniciativa 
popular que se encuentra justamente por razón de la materia… sí estuvimos de acuerdo, que una 
ley orgánica ponga los límites, delimite la configuración de esta acción popular también en 
materia constitucional; suprimirlo en materia constitucional sería, en mi opinión, primero, 
reforzar la partitocracia; segundo, seguir un concepto de democracia gobernada, más que de 
democracia gobernante, en la clásica distinción que estableció el profesor Burdeau; pero, por 
encima de todo, poner, a lo que debe ser la seguridad y permanencia en la Constitución, un 
inconveniente, una nueva posibilidad de que cauces cerrados se conviertan en lugares ciegos 
donde un día la demasía de una crecida de las aguas pueda producir destrozos irreparables”.   
Por su parte, Solé Tura y Peces-Barba
840
 mantuvieron su apoyo a la enmienda; el primero 
confiando en el Parlamento y los partidos “como canales de expresión”, y el segundo 
vinculando de alguna manera los instrumentos de democracia directa con los peligros 
generados en regímenes autoritarios anteriores. Se puede intuir, de manera algo vaga, 
cómo Fraga puede confiar más en la participación semidirecta del pueblo, al considerarla 
más favorable a sus planteamientos; y cómo formaciones del centro político y, sobre todo 
la izquierda, entienden dicho poder directo como perjudicial para sus intereses, desde 
posiciones paradójicamente intercambiadas a las que frecuentemente defienden 
formaciones del espectro ideológico comentado. Sirvan como muestra las afirmaciones 
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 El primero perteneciente al Partido Comunista y el segundo al Partido Socialista 
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de Peces-Barba:  
“Porque entendemos que, frente a lo que aquí se ha dicho, esa iniciativa no es ni tiende a 
favorecer la existencia de la democracia, sino, por el contrario, a causar graves dificultades a la 
democracia. No es una democracia semidirecta lo que aquí se plantea, sino fórmulas que 
recuerdan mucho más a las fórmulas plebiscitarias de incluso a esas agrupaciones de 
ciudadanos que se producían para aclamar a los líderes de los regímenes autoritarios en la 
época del General Perón o del General Franco. Por esa razón y porque el sistema nos recuerda 
mucho más a los referéndums de los sistemas autoritarios que a la democracia semidirecta en un 
régimen democrático hemos votado a favor de la enmienda de la Unión de Centro 
Democrático”.   
En la Comisión Constitucional del Senado, los parlamentarios Arregui y Ollero trataron 
de recuperar sin éxito la iniciativa popular para la reforma constitucional. Por parte de 
Arregui
841
 se defendía la implicación de los ciudadanos en un asunto de relevancia: 
“Tiene muy poco sentido que se excluya de la iniciativa de la reforma constitucional a la 
iniciativa popular, que es la regulada en el apartado 4 del artículo 81. En efecto, si esa iniciativa 
popular reforzada -puesto que se exige un crecido número de firmas acreditadas para promover 
ese tipo de iniciativa legislativa- desaparece en la reforma constitucional, se incurre, a nuestro 
juicio, en un contrasentido, porque si algo realmente puede interesar al pueblo es la utilidad de 
este texto que estamos de alguna manera construyendo. Si la iniciativa popular se reconoce para 
las leyes ordinarias “a fortiori” hay que mantenerla cuando de la reforma constitucional se 
trata”.    
Por su parte, el Senador Ollero
842
, recordó que   
“Un importante sector de la doctrina -Ehmke, Dietze, Cicognani, etc.- ha llegado a sostener que, 
a través del análisis de la pura mecánica jurídico-formal de la reforma, se podría llevar a cabo 
una tipología de los regímenes constitucionales. Allí donde la competencia para iniciar la 
reforma se centre básicamente en el ejecutivo, estaremos en presencia de regímenes de 
pretensión o estructura autoritaria. El artículo 89 de la Constitución francesa de 1953 pudiera 
ser una buena muestra de ello. Por el contrario, donde la iniciativa de la reforma se centre en el 
legislativo y en el pueblo, estaremos en presencia de regímenes de clara vocación democrática. 
Es el caso, por ejemplo, de Suiza, tantas veces recordado a este respecto. No se comprenden, por 
lo tanto, las particulares razones que han podido llevar a las constituyentes del Congreso, cuya 
vocación democrática nadie puede poner en duda, a suprimir la iniciativa popular”.  
Por lo tanto, impera la línea introducida por la enmienda de UCD, y se permite la 
reforma constitucional
843
 tal y como la conocemos hoy en el artículo 166. De los debates 
reproducidos también se extrae la sensación del miedo que existía sobre otorgar al pueblo 
un poder de relevancia sobre temas muy sensibles. Este disponer del Constituyente sobre 
la exclusión de la ILP de la reforma constitucional ha sido calificado por PRESNO
844
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 Del Grupo de Progresistas y Socialistas Independientes 
842
 De la Agrupación Independiente 
843
 “La iniciativa de reforma constitucional se ejercerá en los términos previstos en los apartados 1 y 2 del 
artículo 87.” 
844
 PRESNO LINERA, Miguel Ángel, en “La democracia participativa como instrumento de impulso, 
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como “una contradicción notable con el principio de soberanía popular (artículo 1.2 
CE)” al tiempo que hace referencia a otras Constituciones de nuestro entorno que sí 
permiten que mediante la iniciativa popular se proponga la reforma de su Norma 
Suprema.  
Si bien, sí procede indicar que, aun representando ligera mayoría los países de nuestro 
entorno que no permiten la reforma constitucional mediante iniciativa popular
845
, existen 
algunos Estados que sí contemplan dicha posibilidad. El caso más propuesto quizás sea el 
de Suiza
846
, por la enorme importancia concedida a la participación, pero otros ejemplos 
son los de Letonia, donde pueden promoverlo la décima parte de los electores (artículo 
78 de la Constitución); en Rumania, 500.000 ciudadanos con derecho de voto (artículo 
150), en Lituania pueden iniciarla 300.000 electores (artículo 147) y en Austria pueden 
presentar proposiciones de leyes constitucionales 200.000 ciudadanos con derecho a 
voto, o la mitad de los que tengan derecho a voto en cada uno de tres Estados (artículo 
41). Exceptuando el caso de Austria, el resto de los estados quizás hayan tenido una 
influencia insignificante en la elaboración de nuestra Constitución y, probablemente, 
nuestro Constituyente se guiara nuevamente en este asunto por las constituciones 
alemana e italiana. 
No procede reproducir aquí el debate y los comentarios de la literatura jurídica manejada 
sobre dicha exclusión de la reforma constitucional, al resultar analizados en otro 
momento del trabajo. Tan sólo procede extraer del debate sobre la aprobación de la 
                                                                                                                                                 
deliberación y control” Ponencia en XII Congreso de la Asociación de Constitucionalistas de España. 
Salamanca, abril de 2014. pp. 16 y ss. 
845
 Asunto analizado en profundidad por CUESTA LÓPEZ, Víctor, en “Participación directa e iniciativa 
legislativa del ciudadano en democracia constitucional”. Pamplona: Aranzadi, 2008. Pp. 235 y ss. 
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 Constitución Helvética de 1999: 
Art. 138: Iniciativa popular para la reforma total de la Constitución 
1-. 100 000 ciudadanos con derecho de voto pueden proponer la revisión total de la Constitución en un 
plazo de 18 meses a contar desde la publicación oficial de su iniciativa.  
2-. Esta proposición se someterá al voto del pueblo. 
Art. 139:  Iniciativa popular redactada para la revisión parcial de la Constitución federal  
1-. 100 000 ciudadanos con derecho de voto pueden solicitar la revisión parcial de la Constitución en un 
plazo de 18 meses a contar desde la publicación oficial de su iniciativa, bajo la forma de un proyecto 
escrito.  
2-. Cuando una iniciativa popular no respete el principio de unidad de la forma, el de unidad de la materia 
o las disposiciones imperativas de derecho internacional, la Asamblea federal la declarará total o 
parcialmente nula.  
3-. La iniciativa está sometida al voto de la población y de los cantones. La Asamblea federal recomendará 
su aceptación o rechazo. En este último caso, ésta podrá plantear un contraproyecto.  
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Constitución, como hemos hecho, las causas que posiblemente condujeran al resultado 
comentado. 
Pleno en el Congreso: 
En el marco de la legislatura constituyente, el Pleno del Congreso aborda el 13 de julio 
de 1978 el debate sobre la participación de los ciudadanos en los asuntos públicos. 
Entonces se debatían primero artículos referentes a las peticiones de ciudadanos ante el 
Congreso, después la iniciativa legislativa popular, y por último el referéndum, que es el 
asunto que mayor debate suscita847. Daremos prioridad a la iniciativa legislativa 
popular, y más adelante nos referiremos al derecho de petición y al referéndum por 
tratarse también de herramientas de participación y observar en los debates referencias al 
modelo de democracia que el Constituyente implementaría. 
Después del breve debate sobre el artículo 71, en el artículo 81 el dictamen aborda y el 
Pleno debate lo que hoy conocemos como iniciativa legislativa; incluyendo la iniciativa 
legislativa popular que ya venía fraguándose en el anteproyecto y en la Comisión 
Constitucional. Centrándonos en este artículo
848
, el Grupo Parlamentario de Alianza 
Popular presenta una enmienda a través de Manuel Fraga, en la que solicita volver al 
texto de la ponencia (que recogía una ILP sin limitaciones), y criticando la intención de 
limitar la democracia semidirecta a través de la ILP y el referéndum.  Fraga plantea que 
directamente la Constitución regule y posibilite la presentación de iniciativas legislativas 
populares, como se pretendía en la ponencia, en lugar de posponer tal decisión a la 
aprobación de una ley orgánica: 
“Pudiera parecer que esta diferencia es muy pequeña, pero no lo es, porque el artículo 81, en la 
versión de la Ponencia, constitucionalizaba ya, sin perjuicio de su regulación por ley, el 
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 Artículo 81 (actual artículo 87, aunque con modificaciones): 
“1. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno y a los Diputados en la forma y con los requisitos 
que establezca el Reglamento del Congreso.  
2. El Senado podrá solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de ley o remitir a la Mesa del 
Congreso una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un máximo de tres Senadores encargados 
de su defensa.  
3. El mismo derecho podrá ejercerse también por las Asambleas de las Comunidades Autónomas. En tal 
supuesto se actuará de acuerdo con lo dispuesto en el apartado anterior.  
4. Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la 
presentación de proposiciones de ley. En todo caso se exigirán no menos de 500.000 firmas acreditadas y 




principio de la iniciativa popular. No había sido aceptada esta propuesta mía en la primera 
versión de la Ponencia y, después de diversas enmiendas y votos particulares, lo fue en la 
segunda. La Ponencia decía: “Podrán someterse al Congreso proposiciones de ley articuladas y 
motivadas con las firmas acreditadas de 500.000 electores”. Ahora dice: “Una ley orgánica 
regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular”. 
Fraga continúa defendiendo en Pleno, como hiciera en Comisión, una razonable 
compatibilidad de la democracia representativa con la democracia semidirecta desde tres 
puntos de vista: En primer lugar, afirma que en los estados modernos sólo es posible la 
democracia representativa, haciendo una defensa del modelo de democracia 
parlamentaria. La democracia directa, defiende, sólo sería posible en la administración 
local
849
, aunque a lo que él pretende lo denomina democracia semidirecta.  
Probablemente, estas reflexiones tengan como objetivo aclarar la compatibilidad de 
ambos modelos, preservando la democracia parlamentaria, y señalar la imposibilidad de 
desarrollar un modelo de poder directo hacia el pueblo. Como ya hemos señalado, y por 
la escasa experiencia en participación de nuestro país, existía cierta confusión acerca de 
estos instrumentos. No podemos negar la idoneidad del modelo representativo para 
nuestro país y su estabilidad, y las dificultades que conllevaría desarrollar un modelo 
como el suizo. Por tanto, debemos destacar el acierto en denominar a estos instrumentos 
como de democracia semidirecta. 
En segundo lugar, Fraga advierte del peligro que conlleva tal regulación de la democracia 
semidirecta y del sistema electoral, que conduciría a que los partidos monopolizaran la 
vida política y la presentación de candidatos. La circunstancia que Fraga advertía en 
cierta medida se ha producido
850
, si tenemos en cuenta el papel primordial de los partidos 
políticos. En este punto, el diputado cuestiona la peligrosa mezcla que supone contar con 
un sistema electoral proporcional con la provincia como circunscripción, junto a las 
barreras que el Constituyente intentaba conceder a los instrumentos de participación. 
Esto suponía, como así lo advertía él y en cierto modo ha sucedido, abandonar la 
democracia en manos de los partidos políticos; un modelo quizás favorable para la 
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 El diputado Fraga Iribarne critica entonces el paso dado el día anterior (12 de julio de 1978) avalando 
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normalización democrática pero impermeable hacia la participación.  
En tercer lugar, Fraga consideraba a la democracia semidirecta necesaria para 
“compensar” este fuerte protagonismo de los partidos. Por consiguiente, se entiende su 
defensa de la regulación ya desde el texto constitucional (sin esperar a una ley orgánica) 
la iniciativa legislativa popular, así como su posterior defensa del referéndum, y la 
posición de no limitar -más allá de lo necesario- la ILP.  
La tesis de la 'compatibilidad' entre ambos sistemas o, incluso, de que la participación 
enriquece el modelo representativo nos parece muy necesaria, como se defiende en otros 
momentos del trabajo. Las ventajas del modelo representativo no deben ser excusa para 
no corregir sus propias deficiencias y combatir los déficits actuales de legitimidad. Como 
acertadamente ha señalado CONTRERAS
851
, la afirmación de nuestro sistema “como 
una democracia representativa donde la participación popular es encauzada 
básicamente a través de los representantes (…) no es óbice para que se fomente e 
intensifique la participación de los ciudadanos mediante diversas formas de democracia 
directa, como es el caso de la iniciativa legislativa popular”. 
En suma, para su defensa de la democracia semidirecta Fraga Iribarne hace alusión a 
“democracias más antiguas que la nuestra” como la americana o la alemana (a través de 
la Constitución de Weimar), y a este respecto, además de acordarse del modelo suizo, 
nombra instituciones de democracia participativa como el referéndum, el plebiscito y el 
derecho de revocación por parte de electores y elegidos. Esta postura choca con uno de 
los argumentos utilizados por los que mantienen una regulación restringida de la 
iniciativa popular
852
, que sostienen que es una institución sin experiencia en España y 
con escaso parangón en los países de nuestro entorno.  
La respuesta, para un voto en contra de la propuesta que acabamos de explicar, interviene 
el diputado de Unión de Centro Democrática Alzaga Villaamil. Este parlamentario realiza 
una defensa de la democracia representativa y se muestra cauteloso ante la institución de 
la iniciativa legislativa popular. Defensa, además, que realiza desde una breve revisión 
histórica y con referencias a países como Francia, Italia o la propia Suiza, que citaba el 
diputado Fraga Iribarne. 
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 En especial Alzaga, del Grupo de UCD 
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Alzaga Villaamil rechaza la enmienda del Grupo de Alianza Popular y defiende el texto 
de la ponencia, que remite a una ley orgánica la regulación de la ILP. Para ello se 
remonta al origen de liberalismo francés; con el fin de expresar las cautelas que este 
modelo participativo ha generado desde sus inicios hasta entonces (España, 1978): “Son 
los jacobinos unos de los primeros sustentadores de fórmulas de este tipo; son los 
roussonianos, pero lo hacen en gran medida en un intento de evitar la aparición de 
partidos políticos que vengan a situarse entre el ciudadano y el Estado”. Conviene 
recordar que el constituyente quería evitar entonces que nuestro país cayera en sistemas 
que se alejaran de la democracia, y durante el régimen dictatorial anterior algunos 
pronunciamientos directos del pueblo habían servido más bien para legitimar dicho 
sistema. Por ello, el diputado insiste en el modelo representativo citando como 
detractores de la democracia directa desde Napoleón y Luis Bonaparte, a los miembros 
de la escuela de Frankfurt. Se entendía una democracia basada en los partidos como una 
democracia moderna, pero quizás esta tesis mayoritaria, expresada por este diputado, 
exagerase los riesgos y olvidara los beneficios de una democracia semidirecta y, sobre 
todo, la asimilara injustamente con experiencias antiguas. 
En ese momento, para la mayoría parlamentaria liderada por el partido de Alzaga 
Villaamil era preferible una “tutela” democrática en manos de los partidos políticos. Ante 
unas instituciones aún débiles, en construcción, podía parecer preferible blindarse ante 
instrumentos de democracia directa. Prosigue, en el sentido que indicamos: “Nosotros 
estamos lisa y llanamente en favor de una democracia moderna. Entendemos que esa 
democracia moderna debe ser en un país de nuestras dimensiones, aquí y ahora, una 
democracia básicamente representativa. Como decía Ortega, ‘la democracia no es el 
pueblo; es el Estado del pueblo y no el pueblo sin el Estado’. Estamos, por supuesto, 
también en la línea de incorporar a esa democracia básicamente representativa 
importantes ingredientes participativos o de democracia semidirecta.” 
El diputado continúa rechazando la enmienda utilizando el argumento del derecho 
comparado: “El Derecho comparado actual ofrece muy pocos ejemplos de la vigencia de 
la institución que en forma brillante se nos acaba de defender”. Además, rechaza el 
ejemplo propuesto por Fraga Iribarne sobre Suiza por las diferencias con nuestro país y 
trae a colación el caso de Italia donde el balance, según él, de la institución de la 
iniciativa legislativa popular estaba resultando muy discutido. El portavoz de UCD 
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prefiere que este tema se discuta por la vía de Ley Orgánica, que, a su juicio, es el 
mecanismo adecuado a juzgar por la ‘complejidad’ del asunto, pese a que la enmienda de 
Alianza Popular, según él, sea únicamente de matiz. Lo correcto, a nuestro juicio, hubiera 
sido constitucionalizar ‘el derecho a la iniciativa legislativa popular’ sin los límites que 
conocemos, como hiciera el Constituyente italiano, encomendando su concreta 
delimitación al legislador orgánico. 
El portavoz de UCD alega la ‘complejidad’ de la cuestión para justificar su tratamiento 
mediante Ley Orgánica y no en la propia Constitución. Reconoce, por un lado, objetivos 
legítimos de la iniciativa legislativa popular como la ‘deseable integración política de 
pueblo’, pero advierte intereses importantes en juego y el riesgo de que se ponga en 
cuestión la estabilidad del gobierno: “Deseamos que por esta vía se plantee y se resuelva 
la complejidad que la cuestión implica; complejidad, digo, porque esta cuestión que 
puede parecer tan simple está en función, entre otros extremos, de casos tan importantes 
como de los distintos tipos de leyes que sean objeto de iniciativa por vía popular, de la 
estabilidad gubernativa, del reforzamiento de determinados tipos de liderazgo, de la 
deseable integración política de pueblo; pero también de los abusos en que se pueda 
incurrir en la movilización de la: masas, tomando como excusa una determinada 
iniciativa en materia legislativa, pero para fines políticos que pueden ser otros”. 
En esta intervención se intuyen algunas de las desconfianzas que entonces se aparejaban 
al otorgamiento de un poder directo al pueblo y que, se pensaba, pondrían en riesgo el 
modelo democrático de estabilidad que se quería implementar. Esta concesión de 
protagonismo al cuerpo electoral podría poner en riesgo, por ejemplo, la ‘estabilidad del 
gobierno’, que se menciona, o la ‘integración política del pueblo’ que se quería confiar a 
los partidos políticos. Por otro lado, con la dotación de protagonismo al ciudadano, en 
detrimento de partidos e instituciones, parece temerse el posible fomento del populismo o 
de corrientes involucionistas como se deriva de las expresiones ‘abusos en la 
movilización de masas’ o del ‘reforzamiento de determinados tipos de liderazgo’. 
Tras la intervención del parlamentario Alzaga Villaamil, en contra de la enmienda de 
Fraga Iribarne, se somete a votación en Pleno dicha enmienda quedando rechazada según 
el siguiente resultado: votos emitidos, 248; en contra, 232; a favor, 15; abstenciones, una. 
Por tanto, y como era de esperar, el entonces artículo 81 quedaba tal y como señalaba la 
ponencia, votándose este artículo y quedando aprobado según el siguiente resultado: 
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votos emitidos, 248; a favor, 237; abstenciones, 11. 
Se deriva de la citada votación que se impone una clara mayoría a favor de configurar 
una iniciativa legislativa popular limitada, delegando su delimitación y requisitos en una 
posterior ley orgánica. Se rechaza, por tanto, la alternativa propuesta, que era hablar de 
un ‘derecho’ a la iniciativa popular sin establecer limitación de materias. Se evidencia un 
amplio nivel de apoyo a una democracia eminentemente representativa, con una gran 
confianza en los partidos, y con un objetivo claro de estabilidad de las instituciones, 
resultando afectadas las instituciones de democracia semidirecta por las denominadas 
‘tesis del riesgo’,  
Tramitación en el Senado y Comisión Mixta Congreso-Senado 
Tras la finalización del trámite en el Congreso de los Diputados, el proyecto de 
Constitución entra en el Senado para su debate. Tras su comunicación, se abre un periodo 
de enmiendas que se publicaron en el Boletín Oficial de las Cortes núm. 136, de 26 de 
julio de 1978. En cuanto al apartado 3 del artículo 81, que es lo que nos interesa, se 
presentan varias enmiendas que veremos en este apartado, y que se debaten y/o votan en 
la Comisión del Senado el 5 de septiembre de 1978.  
Por parte de Villar Arregui, del Grupo de Progresistas y Socialistas independientes, se 
presenta una enmienda que termina siendo rechazada en comisión, pero se mantiene en el 
Pleno del Senado para su debate. Esta enmienda propone cambios en los cuatro apartados 
del artículo 81 y critica enérgicamente el tratamiento que el artículo concede a la 
iniciativa legislativa del Senado. Resulta lógico que sea en el seno de esta cámara donde 
se critique el tratamiento secundario que le otorga al Senado la redacción propuesta por 
el Congreso. Según esta redacción, el Senado no tiene por sí mismo capacidad legislativa 
y tan sólo puede remitir proposiciones al Congreso. Este hecho es calificado de 
“vejatorio” por este Parlamentario. 
El Grupo Político de UCD, así como otros parlamentarios como Gutiérrez Rubio o 
Landáburu González también defienden el reconocimiento del Senado dentro de la 
iniciativa legislativa, equiparándolo al Congreso. Además, varios de ellos insisten en que 
la iniciativa le corresponde a las cámaras y no a sus miembros (Diputados y Senadores) 
haciendo referencia a otros parlamentos europeos. 
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Se puede afirmar que, en general, todas las enmiendas presentadas al artículo 81 
coinciden en equiparar la iniciativa legislativa del Senado al Congreso y al Gobierno, 
reconociendo en el mismo apartado 1 las tres facultades y dejando a los reglamentos de 
las cámaras su concreción. La redacción propuesta por Villar Arregui es la siguiente: 
La iniciativa legislativa corresponde: 
Al Gobierno mediante proyectos de ley que serán aprobados en Consejo de Ministros y que en su remisión 
al Congreso deberán acompañarse de una exposición de motivos y de cuantos antecedentes sean 
necesarios para pronunciarse sobre ellos 
A los Diputados y Senadores en la forma y con los requisitos que establezca el Reglamento de las Cortes 
Generales 
A las asambleas de las comunidades autónomas mediante proposiciones que hayan sido aprobadas por la 
mayoría absoluta de sus miembros 
A los ciudadanos mediante proposiciones suscritas por un mínimo de cien mil firmas acreditadas de 
electores. Esta iniciativa no procederá en materia tributaria, de carácter internacional ni en lo relativo a 
la prerrogativa de gracia 
En el tema que nos afecta, cabe señalar que la enmienda equipara la capacidad de la ILP 
para plantear proposiciones a las del resto de sujetos, sin hacer referencia a una Ley 
Orgánica que regule este derecho. Además, propone una rebaja del número de firmas 
necesarias para acceder al Parlamento, de las quinientas mil a las cien mil que propone 
este senador. La justificación que plantea es interesante, ya que utiliza el argumento del 
derecho comparado para facilitar la iniciativa popular, tratándose del mismo argumento 
que precisamente utilizan los detractores (como Alzaga) para justificar sus reticencias a 
la institución: “…y si se quiere que la iniciativa popular sea eficaz, cualquier legislación 
comparada en la materia exige una cifra mucho más exigua de ciudadanos. Adviértase 
que no estamos en el trance del referéndum derogatorio, sino en el trámite de la 
iniciativa legislativa que en una democracia debe favorecerse”. También resulta de 
interés que el parlamentario insista en la diferencia entre la iniciativa popular y el 
referéndum abrogativo que, como hemos visto, no aparece tan nítida en otros momentos 
de la tramitación del texto constitucional, destacando que la primera tiene carácter 
constructivo. 
En cuanto a otra de las enmiendas presentadas al apartado cuarto, sobre iniciativa 
popular, y desde una posición política distinta, el Parlamentario Xirinacs Damians
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también defiende acertadamente, bajo nuestro punto de vista, rebajar el número de firmas 
                                                 
853
 Senador independiente por Barcelona 
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hasta las cien mil, por resultar muy gravoso alcanzar las quinientas mil: “Yo creo que 
esto (rebajar firmas) viene bien para complementar los peligros de una democracia que 
no fuese nunca y en nada directa. Mi enmienda quiere avalar un poquito en la práctica el 
principio establecido en el primer artículo de la Constitución que dice que el poder viene 
del pueblo. Vemos también, en el título sobre el Ejecutivo, que el borrador primitivo 
habla de participación de los ciudadanos en la toma de decisiones”. 
En periodo de enmiendas se presenta una relativa al apartado que regula la iniciativa 
popular, por parte de Gutiérrez Rubio, que éste mantiene para el Pleno, aunque termina 
siendo retirada. Por parte del senador Fidel Carazo Hernández
854
, se presenta una 
enmienda que, pese a ser rechazada en Comisión, propone suprimir el apartado cuarto y, 
por tanto, suprimir la iniciativa popular directamente. El resto de enmiendas implican 
simplemente reconocer la iniciativa legislativa del Senado equiparándola en la norma con 
Congreso y Gobierno. 
En cuanto al Pleno Constituyente del Senado, no se produce debate en cuanto al artículo 
81 (ahora artículo 86 tras añadir nuevos artículos la Comisión) y se vota favorablemente 
el texto propuesto por la Comisión sin efectuarse modificaciones. Por tanto, el artículo 
resultante es el siguiente: 
Artículo 86: 
3. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado de acuerdo con la 
Constitución y los Reglamentos de las Cámaras 
4. Las Asambleas de las Comunidades Autónomas podrán solicitar del Gobierno la adopción de un 
proyecto de ley o remitir a la Mesa del Congreso una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un 
máximo de tres miembros de la Asamblea encargados de su defensa 
5. Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la 
presentación de proposiciones de ley. En todo caso se exigirán no menos de 500.000 firmas acreditadas y 
no procederá en materia tributaria o de carácter internacional, ni en lo relativo a la prerrogativa de gracia. 
En cuanto a la Comisión Mixta Congreso-Senado no conocemos sus actas por ser de 
carácter secreto, pero sí conocemos una importante adenda al apartado tercero del 
artículo, que regula la iniciativa legislativa popular, ahora ya numerado artículo 87. Esta 
Comisión incluye las 'materias propias de ley orgánica' como una materia excluida de la 
presentación de iniciativas populares. De tal forma, esta aportación impide que las 
iniciativas ciudadanas versen sobre temas muy sensibles e importantes por los 
ciudadanos y constituye, junto al elevado número de firmas, el principal escollo para el 
éxito de la iniciativa popular. 
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 Senador independiente por la provincia de Soria y por tanto perteneciente al Grupo Mixto 
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No procede aquí ahondar en los temas que requieren de ley orgánica para su regulación, 
que de manera general son señalados en el artículo 81 de la Constitución
855
, y en cuya 
cuestión ya incidimos en el apartado que aborda las materias excluidas de la iniciativa 
popular. No obstante, podemos afirmar sin equivocarnos que, desde una cuestionable 
interpretación amplia de esta materia
856
, la Mesa del Congreso podría impedir la 
intervención legislativa de los ciudadanos en una multitud de temas y, sobre todo, en 
asuntos muy sensibles para la ciudadanía tales como los derechos fundamentales, el 
régimen electoral, los partidos políticos, o las condiciones laborales y las huelgas, que 
pertenecen, como ya se ha dicho, al ‘núcleo esencial’ de la convivencia y representación 
de los ciudadanos, materias de especial interés para los reconocidos usuarios de la figura 
estudiada (sindicatos, partidos, asociaciones, colectivos). Esta exclusión que en este 
punto -de manera poco transparente- incluye el Constituyente, representa una de las 
principales causas para la inadmisión de iniciativas populares, representando todavía hoy 
un gran escollo para la figura, como veremos. 
Este nuevo límite incide en el argumento señalado del recelo hacia la institución por 
parte de ciertos ponentes, el riesgo percibido en otras experiencias pasadas, y la 
sensación de que el Constituyente confundía en cierta medida la iniciativa popular con 
otras instituciones. De hecho, CUESTA LÓPEZ
857
 recuerda que, además de excluir las 
materias reservadas a la Ley Orgánica, el constituyente español ha optado por trasladar, 
casi literalmente, las restricciones materiales del referéndum abrogativo italiano previsto 
en el artículo 75 de la Constitución italiana
858
. Este cambio supone un importante freno 
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 El artículo 81 CE señala que (1º) son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos 
fundamentales y de las libertades públicas, las que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen 
electoral general y las demás previstas en la Constitución. (2º) La aprobación, modificación o derogación 
de las leyes orgánicas exigirá mayoría absoluta del Congreso, en una votación final sobre el conjunto del 
proyecto. 
856
 Desde una interpretación que debe ser restrictiva, por la exigencia de mayoría absoluta para su 
aprobación (SSTC 160/1987, 127/1994), el TC ha delimitado la noción de desarrollo como regulación 
general del derecho o libertad o como ordenación de aspectos esenciales de su régimen jurídico (así, SSTC 
93/1988, 173/1998), incluyendo asimismo las leyes que establezcan restricciones de tales derechos o 
libertades (STC 101/1991). 
 En cuanto a los derechos y libertades afectados, el Tribunal se pronunció pronto por su limitación a los 
comprendidos en la Sección 1ª del Capítulo II del Título I de la Constitución (STC 76/1983), esto es, a los 
artículos 15 a 29 CE, exigiéndose forma orgánica para las leyes que los desarrollen de modo directo en 
cuanto tales derechos, pero no cuando meramente les afecten o incidan en ellos (STC 6/1982). (FUENTE: 
sinopsis del artículo 81 en la página web del Congreso de los Diputados) 
857
 Op. Cit. p. 326 
858
  “No se admitirá el referéndum para las leyes tributarias y presupuestarias, de amnistía y de indulto, ni 
de autorización para ratificar tratados internacionales.” 
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para la presentación de iniciativas populares. Debemos atender a la ‘dificultad 
delimitativa’ como señala CONTRERAS
859
 de las materias propias de ley orgánica, 
debido a la redacción del art. 81 CE. Por ello, muchos temas acabarán por afectar a un 
derecho fundamental y la iniciativa ciudadana será inadmitida, si consideramos el amplio 
margen de la Mesa del Congreso en dicho trámite. 
Como la casuística, una de las principales causas del fracaso de las iniciativas populares 
es su inadmisión por la Mesa del Congreso (37%), siendo el principal motivo que 
esgrime ésta la afección a una materia excluida. Si tenemos en cuenta los temas sobre los 
que tratan estas proposiciones, los principales son económicos o laborales (44%), asuntos 
sociales como vivienda, familia o pensiones (20%), que pueden ser fácilmente 
subsumibles en temas propios de ley orgánica, por su afectación a algunos derechos. 
Pese a desconocer los motivos concretos por los cuales se añadió esta materia en las 
exclusiones -sin parangón en otras Constituciones de nuestro entorno- se puede intuir que 
el recelo mostrado a lo largo de toda la redacción y debate de este artículo lleva al 
Constituyente a incluir una cautela más. Con esta exclusión se evita que los ciudadanos 
puedan intervenir en los asuntos más delicados de la Constitución.  
La redacción final, que hoy conocemos, tras esta Comisión Mixta y las votaciones 
favorables en Congreso y Senado es la siguiente: 
Artículo 87 
3. Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la 
presentación de proposiciones de ley. En todo caso se exigirán no menos de 500.000 firmas acreditadas. 
No procederá dicha iniciativa en materias propias de ley orgánica, tributarias o de carácter internacional, 
ni en lo relativo a la prerrogativa de gracia. 
Derecho de petición y referéndum: 
El dictamen sobre el VII Proyecto de Constitución, que la cámara aborda en Pleno el 13 
de julio de 1978, analiza en el artículo 71 el derecho de petición
860
. Nos interesa 
referirnos de forma sucinta al mismo por constituir un mecanismo de participación -
salvando las distancias con la ILP- y por referirse algunas intervenciones al modelo de 
democracia que nuestro Constituyente estaría implementando entonces. 
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 CONTRERAS, Manuel op. cit. pág. 68 
860
 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados de 13 de julio de 1978 núm. 109 
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Artículo 71 (actual artículo 77) 
“1. Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, siempre por escrito, quedando 
prohibida la presentación directa por manifestaciones ciudadanas. 
2. Las Cámaras pueden remitir al Gobierno las peticiones que reciban. El Gobierno está obligado a 
explicarse sobre su contenido, siempre que las Cámaras la exijan.” 
Las reglas que regulan el derecho de petición son diferentes a las de los mecanismos de 
democracia semidirecta, en especial la ILP, pero la redacción reproducida nos sirve para 
volver a demostrar la intención del Constituyente de limitar manifestaciones directas ante 
las cámaras, como muestra del recelo hacia un poder directo al que nos hemos referido. 
Este hecho nos sirve para volver a afirmar el desconocimiento en España del sentido de 
muchos mecanismos de participación
861
, por su ausencia durante la democracia, junto a 
la necesidad de confiar toda la transición democrática al modelo representativo. 
En el capítulo de las posiciones críticas con lo que se pretendía regular, nuevamente 
Fraga Iribarne realiza un voto particular al mencionado artículo 71, intentando incluir dos 
puntos más al artículo y, que según él, son cuestiones que democracias más avanzadas ya 
recogían
862
; siendo “fundamentales para un desarrollo sano de un sistema democrático 
eficiente”. El Diputado intenta extender el uso de mecanismos que acerquen el ciudadano 
al Congreso y evitar así una regulación que dificulte el uso de la democracia semidirecta. 
El diputado propone varias medidas para dar audiencia a los afectados por una norma en 
su fase de elaboración. Pone el ejemplo de la participación de una delegación de 
transportistas en el Congreso, en el momento de elaborar y debatir sobre una ley de 
transportes que les afecte. La comparecencia de personas y colectivos es posible en la 
actualidad según el Reglamento del Congreso y, además, algunas autonomías están 
ampliando y mejorando tal posibilidad para dar mayor voz a los colectivos, tanto a través 
de una ILP como a través de las comparecencias
863
. 
Por otro lado, Fraga propone crear un sistema de control y registro de los grupos de 
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 Algún parlamentario incluso llega a referirse a las revueltas de la revolución francesa como un elemento 
peligroso a evitar. Pese a estas referencias, los diputados intervinientes separan claramente las revueltas de 
los instrumentos de democracia directa. 
862
 Los dos puntos ya incluidos en este artículo fueron aceptados por la Comisión a petición del mismo 
diputado, no así los dos que propone en Pleno 
863
 Como se especifica en el apartado dedicado a la regulación de la iniciativa popular en las CC.AA., 
algunas leyes autonómicas, en especial las recientemente reformadas, admiten que un representante de la 
Comisión participe en la toma en consideración para defender las razones que aconsejan la tramitación de 




interés (conocidos como lobbies) con el ejemplo de la acertada regulación, a su juicio, de 
este asunto en los Estados Unidos. Ambos puntos fueron rechazados entonces, y el 
artículo queda tal y como lo conocemos hoy. Sin embargo, la decisión reciente de 
algunas administraciones ha permitido recuperar el sentido de contar con un registro de 




Tras el debate y votación de los artículos referidos al derecho de petición y a la iniciativa 
legislativa popular, se produce en el Pleno el debate y votación sobre el artículo 86, en lo 
relativo al referéndum. Nos parece interesante tratar este debate al centrarse en el 
modelo de democracia y las posibilidades de participación de los ciudadanos, además de 
cuestiones más concretas del propio referéndum, sin que proceda ahora extenderse en un 
mecanismo que merecería de un estudio mucho más exhaustivo. 
Comenzando por la ponencia, se incluían varias modalidades de referéndum (a la postre 
algunas serían eliminadas) que, de haberse mantenido, hubieran supuesto un avance para 
la participación, siendo una de las modalidades vinculada a la iniciativa popular. Se trata, 
además, de propuestas que el diputado Manuel Fraga mantendría hasta el Pleno en el 
Congreso en forma de enmienda, que fue rechazada. 
Artículo 85: 
1. Las leyes aprobadas por las Cortes y aun no sancionadas, las decisiones políticas de especial 
trascendencia y la derogación de leyes en vigor, podrán ser sometidas a referéndum de todos los 
ciudadanos.  
(El grupo Comunista mantiene su voto en contra.)  
2. El referéndum será convocado por el Rey, a propuesta del Gobierno, por iniciativa propia o de 
cualquiera de las Cámaras.  
3. Corresponde también la iniciativa del referéndum relativo a la derogación de Leyes a tres Asambleas de 
Territorios Autónomos o a los electores en número no menor de 750.000.  
4. El plazo previsto en el artículo anterior, pares la sanción real, se contará, en este supuesto, a partir de 
la publicación oficial del resultado del referéndum. * 
5. Una ley orgánica regulará el ejercicio del referéndum legislativo y constitucional, así como el ejercicio 
de la iniciativa popular a la que se refiere el apartado 3 de este artículo y la establecida en el artículo 80.  
*(Se acordó la supresión del apartado 4 de este artículo en la redacción del proyecto.)  
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   Por ejemplo, la nueva ley vasca de ILP (Ley 10/2016) o La Comisión Nacional de Mercados y la 
Competencia, que ha creado en marzo de 2016 un registro voluntario de grupos de interés, al igual que ya 
existe en otros países o en la UE. Esta decisión se enmarca en el artículo 37 de la Ley 3/2013, norma de 
creación de la CNMC, que establece con claridad la obligación de transparencia. El ejercicio profesional de 
los grupos de interés ya ha sido regulado en EE UU mediante el Lobbying Disclosure Act (aprobado en 
1995), y en la Comisión y en el Parlamento europeos que implantaron un Registro común denominado 
“Transparency Register” (aprobado en 2011) 
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Se trata de una regulación inicial bastante amplia considerando que posteriormente en 
otros dictámenes se irían reduciendo las formas de referéndum. Sin entrar a fondo en este 
tema, conviene valorar los cambios en cuanto a la regulación de esta forma de 
democracia semidirecta. Al contrario que en el caso de la iniciativa popular, las primeras 
redacciones otorgan mayor peso al referéndum y sus modalidades, que a la postre serían 
eliminadas de la norma, pero que de haberse mantenido y utilizado podían haber 




La redacción final de la Constitución en su artículo 92 no contempla el referéndum 
abrogativo, ni el legislativo, que serían excluidos de la regulación. La Constitución 
contempla distintas modalidades de referéndum: en el marco del proceso autonómico en 
los artículos 151.1, para la ratificación de la iniciativa autonómica; 151.2 para la 
aprobación de los Estatutos de Autonomía; 152.2 para la reforma estatutaria y en la 
disposición transitoria cuarta en orden a una eventual incorporación de Navarra a la 
Comunidad Autónoma del País Vasco. Asimismo, se prevén dos modalidades de 
referéndum Constituyente en los artículos 167.3 y 168.3: el primero de ellos de carácter 
facultativo, y el segundo obligatorio, dada la naturaleza agravada del procedimiento de 
reforma constitucional. Y, finalmente, el artículo 92 recoge el referéndum consultivo, que 
puede plantearse sobre las decisiones políticas de especial trascendencia, que 
probablemente es el que se entienda más auténticamente hoy como referéndum. 
Además, el Constituyente se esforzó para que las únicas modalidades de referéndum 
fueran las contenidas en la Constitución, ya que el actual artículo 92 especifica que la ley 
orgánica que regule el referéndum sólo lo haga de las modalidades contenidas en ese 
mismo cuerpo legal: 
Artículo 92 
1. Las decisiones políticas de especial trascendencia podrán ser sometidas a referéndum consultivo de 
todos los ciudadanos. 
2. El referéndum será convocado por el Rey, mediante propuesta del presidente del Gobierno, previamente 
autorizada por el Congreso de los Diputados. 
3. Una ley orgánica regulará las condiciones y el procedimiento de las distintas modalidades de 
referéndum previstas en esta Constitución. 
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 Sobre la institución del referéndum en el derecho comparado vid. entre otros SÁENZ ROYO, Eva, El 




Volviendo a la regulación inicial del anteproyecto de Constitución nos sorprende que, 
pese a que el inicial artículo 80 sobre iniciativa legislativa no se refiera a la iniciativa 
popular, el artículo 85, que regula el referéndum, sí lo haga en su apartado tercero. Se 
trata de una modalidad de consulta interesante que combina el referéndum con la 
iniciativa popular pero que el constituyente decidió finalmente no incluir. 
Si bien la iniciativa popular está concebida en positivo para que el cuerpo electoral 
proponga proposiciones de ley al Congreso, esta modalidad de referéndum abrogativo 
con consulta popular -y convocado tras alcanzar un mínimo de firmas de electores- puede 
ser una vía de respuesta y control de la ciudadanía para aquellas leyes que causen 
rechazo. Además, dentro del ánimo de hacer compatible la democracia representativa con 
la democracia directa, es una posibilidad interesante para ello, si bien se antojaría 
necesario lograr unos niveles elevados de apoyo de electores para lograr paralizar una 
norma debido a que, de lo contrario, la oposición podría utilizar el mecanismo para 
impedir sistemáticamente la acción legislativa de la mayoría gobernante. El motivo, 
intuimos, para finalmente no incluir esta modalidad de referéndum puede ser el mismo 
que para limitar otros instrumentos de democracia directa como la iniciativa popular, ya 
abordados anteriormente.  
En relación con este asunto, también quedaba por tratar la enmienda del portavoz Fraga 
Iribarne. Además de proponer tres modalidades de referéndum que a la postre serían 
rechazadas, y que más adelante nos referiremos a ellas, el diputado realiza una serie de 
consideraciones sobre las relaciones entre el ciudadano y el Estado. El parlamentario 
comienza rechazando comparaciones realizadas anteriormente en el debate con los 
postulados y forma de actuar de la revolución francesa, del cesarismo democrático, de 
una democracia sin partidos, o con los plebiscitos napoleónicos que, según él, nada 
tienen que ver ni con el referéndum ni con la iniciativa legislativa popular. 
Fraga defiende el principio de participación recordando que es al pueblo al que hacemos 
soberano, y criticando las injerencias que sufre para el ejercicio de ese “minuto” de 
soberanía al que hacía referencia Rousseau. Para un “rearme ciudadano” considera la 
democracia semidirecta capaz de compensar y completar la democracia en general; y por 
ello cree necesaria la consulta y participación de “una gran constante plural de 
asociaciones voluntarias”. Para la defensa de ese equilibrio entre democracia 
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representativa y semidirecta, el parlamentario se apoya en la teoría de la Constitución 
mixta: “Sí le quiero decir con toda claridad que la combinación de géneros, donde es 
útil (…) es precisamente en política, y si hay una teoría que yo considere una teoría 
clave de la ciencia política, no ya desde Platón, Aristóteles, Polibio y Montesquieu, sino 
clave para nuestro tiempo, es la teoría de la Constitución mixta, y justamente en eso soy 
antimaquiavélico. Creo que la doctrina de la Constitución pura es aquella que lleva 
siempre al desastre y que sólo cuando hay un equilibrio, que hoy naturalmente no puede 
ser, entre Monarquía, aristocracia y democracia, sino justamente entre democracia 
representativa y democracia directa y semidirecta, existe un sistema capaz de funcionar 
con realismo.” 
Fraga no critica aquí la búsqueda de la estabilidad, sino la ausencia de compatibilidad de 
ese modelo con la participación de los ciudadanos, algo que, según él, acabaría por 
conceder poder a las élites de los partidos. Curiosamente, el parlamentario anticipa 
algunos problemas que afectarían a nuestro país las décadas posteriores, proponiendo 
soluciones que en la actualidad son notoriamente defendidas. Además, realiza esa defensa 
de la apertura hacia la opinión ciudadana poniendo ejemplos de temas tradicionalmente 
polémicos y sensibles para la sociedad: el divorcio (aceptado hoy, pero discutido 
entonces) y el aborto (todavía debatido hoy); como también otras decisiones que años 
después generaron polémica: la entrada de nuestro país en organismos de defensa 
supranacional (por ejemplo, la OTAN) o en la comunidad europea. Todo ello, con el fin 
de justificar la necesidad de habilitar los modelos de referéndum que él propone para la 
consulta de temas de este calado. 
En la propuesta defendida por Fraga se preveían tres clases de referéndum: Primero; el 
aplicable a las leyes aprobadas por las Cortes y aún no sancionadas. En caso de asuntos 
que generaran polémica, el Rey tendría la potestad de someterlos a la opinión pública. En 
opinión del parlamentario “medida de extraordinaria sanidad política y de 
extraordinaria inteligencia”. Para él podría “desdramatizar una serie de cuestiones 
fundamentales, y en ese momento el pueblo decidiría si estaba efectivamente por una 
tesis o por otra”. Para esos polémicos casos, y de ajustadas mayorías, el diputado ve 
coherente la consulta, además, vinculante. En este caso, parecería arriesgado el excesivo 
papel político que se le estaría otorgando al Rey. 
Segundo; derogación de leyes en vigor. En este caso el parlamentario advierte “leyes que, 
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por la razón que sea, han sido polémicas; (…) y que se producen después consecuencias 
lamentables de la misma. Hay una reacción de opinión y al año siguiente, según la 
fórmula que teníamos, se podría proponer, por un número acreditado de firmas, después 
de las campañas correspondientes, su derogación.”. En este punto el parlamentario 
propone una versión interesante de iniciativa legislativa popular vinculada a un 
referéndum abrogativo. Se trataría; no de proponer un proyecto de ley para su 
aprobación, sino de proponer la derogación de una ley impopular ya existente. Para ello, 
entendemos que el diputado propone a raíz de una reacción de opinión, que el cuerpo 
electoral recabe un número de firmas para la propuesta de derogación, y que 
posteriormente se sometiera esa derogación de ley a referéndum. 
Se trata de una propuesta interesante si tenemos en cuenta que la experiencia nos indica 
que las grandes movilizaciones no se producen, normalmente, de manera espontánea ante 
una propuesta, sino más bien como consecuencia de acontecimientos o decisiones 
políticas. Por este motivo, también nos referiremos al sinsentido de impedir la 
presentación de iniciativas populares sobre asuntos que, en general, una Asamblea ya 
haya debatido en esa legislatura. En muchas ocasiones, la respuesta social a un asunto se 
produce tras la aprobación de una ley cuestionada.  
En este sentido, existen varios ejemplos de iniciativas populares que solicitaban la 
modificación de leyes. En la X Legislatura se presentó una proposición de ley de 
modificación de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía 
Personal y Atención a las personas en situación de dependencia
866
, en materia de 
participación en el coste de las prestaciones y servicios de las personas beneficiarias. 
Otro ejemplo es la ILP presentada
867
 para la modificación de la Ley 23/1992, de 30 de 
julio, de Seguridad Privada, así como otros conocidos ejemplos868. Por tanto, parece que 
la medida propuesta por Fraga hubiera sido coherente con la intención de otorgar 
herramientas al electorado para mostrar su opinión con respecto a algunas decisiones, 
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   Presentada el 20 de octubre de 2014 
867
  El 19 de octubre de 2011 
868  Más ejemplos son la ILP presentada el 28 de julio de 2003 (inadmitida a trámite) por la que se deroga 
el artículo 417 bis del Código Penal, así como el Real Decreto 2409/1986, de 21 de noviembre, sobre 
centros sanitarios acreditados y dictámenes preceptivos para la práctica legal de la interrupción del 
embarazo; la ILP presentada el 17 de marzo de 2004 para la modificación de la Ley Orgánica 5/2000,de 12 
de enero (inadmitida a trámite), reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores y de la Ley 
Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal; y la ILP presentada el 8 de mayo de 1998 para la 
modificación de la Ley 14/1994, de 1 de junio de 1994, sobre Empresas de Trabajo Temporal 
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aunque se antojaría necesario exigir un número agravado de signatarios para no poner en 
riesgo la estabilidad y la seguridad jurídica, como consecuencia de cuestionar con 
demasiada asiduidad las normas adoptadas por el Parlamento (en especial aquellas más 
impopulares pero no por ello menos necesarias). 
Aunque este tipo de mecanismos de opinión y control del electorado hacia la actividad 
parlamentaria y gubernativa aumenten la participación y, probablemente, la sensación de 
contar con una democracia más plena, no se pueden olvidar los posibles efectos adversos 
sobre la estabilidad de los países, como han demostrado algunas experiencias recientes 
de referéndum; por lo que deberíamos plantearnos un debate riguroso sobre la verdadera 
capacidad del electorado a la hora de elegir sobre temas complejos de manera informada 
y sin condicionamientos mediáticos
869
. 
La tercera propuesta de Fraga sobre las formas de referéndum consistía en una consulta 
vinculante (actualmente no lo es) sobre decisiones políticas de especial trascendencia (en 
el sentido que la Constitución recoge en la actualidad, se entiende). En este caso, no 
afecta necesariamente a leyes, sino a decisiones del Gobierno o del Parlamento, poniendo 
Fraga el ejemplo de la entrada en las comunidades europeas o en una organización 
internacional de defensa. En este caso el diputado critica que el modelo de referéndum 
elegido por el proyecto de Constitución no sea vinculante: “Esto me parece de una 
extraordinaria gravedad. Es evidente que, si el pueblo se ha pronunciado a favor, qué Gobierno 
después, qué Jefe de Estado después, puede decir: «He oído al pueblo y ahora hago lo 
contrario». Por lo tanto, hemos suprimido dos formas claras, una de ellas absolutamente 
fundamental y muy experimentada en todas partes; otra menos experimentada, pero que no tenía 
riesgo ninguno y, en definitiva, lo hemos reducido a un referéndum consultivo, en el cual 
comprometeríamos gravemente al Jefe del Estado haciendo que después su Gobierno siguiese 
una opinión distinta de lo que la mayoría del pueblo hubiese aprobado.” 
(…) Por las razones expresadas, por creer firmemente en que la democracia semidirecta es la 
forma actual de una razonable Constitución, por estar en contra de la partitocracia y por estar a 
favor de la iniciativa popular, pedimos la vuelta al texto del Dictamen de la Ponencia.” 
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 Pese a que el tema merece de un análisis más profundo y sosegado, algunas decisiones consultadas al 
pueblo en los últimos años en Europa –tales como la salida de Reino Unido de la Unión Europea (junio de 
2016) o la reforma Constitucional en Italia (diciembre de  2016)- han convertido el debate político en un 
plebiscito sobre sus gobernantes (en ambos referéndum, ante la consecución de un resultado no deseado 
por los máximos dirigentes de estos países, se produjo la dimisión de los primeros ministros: David 
Cameron, en Reino Unido, y Matteo Renzi en Italia), lo cual hizo preguntarse si el electorado contaba con 
una información suficiente e imparcial sobre el complejo fondo del asunto. 
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Ante la enmienda de Fraga Iribarne, mantiene posteriormente un turno en contra el 
diputado Pérez-Llorca Rodrigo (UCD), quien defiende asentar “con nitidez” el sistema 
parlamentario “con toda su pureza” para buscar la máxima estabilidad. Para Pérez-Llorca 
el problema es de tipo valorativo; sobre si asentar un sistema parlamentario más puro o 
hacerlo compatible con herramientas de democracia semidirecta cuya eficacia, según él, 
no estaba probada en otros sistemas: “Es evidente que si constitucionalizamos los 
supuestos que plantea el señor Fraga, si los reglamentamos dentro de la Constitución en 
este momento de implantación del nuevo sistema, todos ellos podrían producir conflictos 
graves; conflictos graves entre las Cámaras y el pueblo, conflictos graves entre las 
Cámaras y el Gobierno.” 
Nuevamente aparecen las denominadas ‘tesis del riesgo’ en la justificación para limitar 
las posibilidades de participación directa del electorado ya que, posiblemente, los 
detractores de estas vías pensaban que grupos organizados con intenciones 
antidemocráticas pudieran servirse de estas herramientas para dañar el propio sistema, 
poniendo en duda la legitimidad del Parlamento. Por ello, Pérez-Llorca critica el modelo 
de referéndum propuesto por Fraga que, unido a la iniciativa popular, supondría “dejar 
en manos de minorías fuertemente organizadas la suerte de leyes debatidas en la 
Cámaras e incluso la suerte de esas propias Cámaras”. Concluida esta intervención, el 
parlamentario Barrera Costa
870
 defiende una enmienda en términos similares a la 
presentada por Manuel Fraga, esgrimiendo razones para oponerse al texto del dictamen 
que se valora por el Pleno. Barrera Costa apuesta por otorgar carácter vinculante al 
referéndum, y critica que las consultas se realicen sólo sobre ‘cuestiones políticas de 
especial trascendencia’, sin que quede claro quién ha de tomar la iniciativa del 
referéndum.  
Por otro lado, Barrera Costa se muestra en contra del dictamen por limitar la iniciativa 
legislativa popular y de las CCAA, realizando una argumentación bastante interesante 
para los postulados que estamos analizando en el presente trabajo. Para él, las 
posibilidades de iniciativa legislativa de las autonomías y del cuerpo electoral son 
interesantes “para que la democracia sea realmente una democracia de participación”. 
Insiste en evitar un posible ‘divorcio’ entre la clase política y el país, en términos parejos 
a los advertidos por Fraga: “Los partidos son sin duda instrumentos indispensables de la 
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 Grupo Parlamentario de la Minoría Catalana 
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democracia, pero la oligarquía de los partidos o de los estados mayores de los partidos, 
con el paternalismo que esto supone, con un indiscutible menosprecio de las capacidades 
populares, me parece no solamente injusta, sino peligrosa para el futuro de la 
democracia, sobre todo si esto va acompañado de sistemas electorales que eliminan 
también, en gran parte, el contacto directo del sector elegido
871
.” 
Concluidos estos debates, tanto la enmienda del diputado Fraga Iribarne como la de 
Barrera Costa fueron rechazadas por amplia mayoría por el Pleno del Congreso. 
Efectuada la votación sobre el artículo 86 (conforme a la redacción del dictamen) se 
aprobó según el siguiente resultado: votos a favor, 248; en contra, 12; abstenciones, dos. 
Por este motivo debemos señalar que, aunque existen opiniones para regular de forma 
más garantista la participación, la opinión mayoritaria de la cámara fue proclive a 
establecer cautelas hacia los instrumentos de participación, asentando un régimen 
representativo más puro. 
Tras la votación interviene el diputado del Grupo Parlamentario Comunista Solé Turá 
para la explicación del voto de su grupo. Pese a votar afirmativamente al artículo 86, se 
muestra defensor de una democracia representativa ‘ágil’ potenciada al máximo por las 
formas de democracia directa, semidirecta o ‘de base’. El objetivo sería evitar que el 
pueblo opine únicamente cada cuatro años y, después de ello, los elegidos se desvinculen 
de los electores: “La democracia de base no consiste sólo ni únicamente, ni 
principalmente, en el referéndum. La democracia de base consiste en varias cosas que 
están contenidas en esta Constitución. Consiste en fomentar las formas de organización 
popular, las formas de participación; consiste en descentralizar el poder político, 
consiste en 'fomentar la autonomía a todos los niveles”. 
Siguiendo ese argumento, critica que la participación se reduzca sólo al referéndum ya 
que en muchos casos termina siendo una ‘pseudoparticipación’ en forma de 
plebiscito872, algo a lo que ya nos hemos referido con anterioridad para valorar algunos 
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 Dentro del juego de frenos y equilibrios democráticos, este parlamentario considera que la regulación 
del dictamen lo desequilibra a favor del Congreso. Para ello el referéndum puede ser un ‘correctivo’ de 
algunos ‘defectos’ que pueda tener la democracia representativa: “El equilibrio de poderes resulta siempre 
útil; equilibrar el poder del congreso, permitiendo al Gobierno, al Senado, a las comunidades autónomas, 
o incluso a un grupo suficientemente numeroso de ciudadanos, poner en cuestión las decisiones del 
Congreso, y referirse al árbitro supremo que es el pueblo, me parece bueno y de la más pura democracia.”   
 
872 Y cita a nuestro propio país en los referéndums franquistas que más bien resultaban plebiscitos y que 
lejos de aumentar la participación otorgaban mayor poder al régimen dictatorial. 
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casos recientes. Considera el parlamentario que el texto del dictamen abre formas muy 
interesantes de participación y rechaza las críticas a los partidos políticos. Para Solé Turá, 
la defensa más férrea de la democracia que se puede realizar es ‘fortalecer’ y ‘desarrollar’ 
más a los partidos para que cada vez sean más representativos. Se refiere a la 
‘servidumbre’ alegada por Fraga Iribarne sobre el pueblo hacia los partidos afirmando 
que la ‘servidumbre’ más peligrosa es un estado sin partidos (en referencia al régimen 
dictatorial anterior). 
En respuesta y para concluir, el diputado Fraga Iribarne aclara que su grupo no defiende 
al referéndum como única forma de participación, pero sí lamenta sus restricciones. En 
cuanto a su modelo, aclara su defensa del modelo de partidos, pero advierte de sus 
riesgos: “El sistema de partidos, que nosotros defendemos y practicamos, puede tener 
riesgos como la «partiditis», que es la multiplicación excesiva de los partidos y la 
partitocracia, que es el momento en el cual los partidos no actúan como promotores de 
corrientes de opinión, de programas y de candidatos, sino como monopolizadores del 
proceso político”. 
Por último, y como cierre del presente análisis del nacimiento constitucional del precepto 
que regula la iniciativa legislativa popular, y sus debates, podemos extraer diferentes 
conclusiones que nos ayuden a entender la configuración de este mecanismo. 
En primer lugar, debemos reconocer la relación entre la iniciativa popular y el modelo de 
democracia que se estaba instaurando en la Constitución. Los debates son protagonizados 
no sólo por el tratamiento a este mecanismo, sino por el modelo político resultante. De 
esta manera, encontramos en las posiciones dominantes una clara defensa del modelo 
representativo y del papel de los partidos políticos; no sólo por convicción, sino por el 
objetivo del Constituyente de afianzar una embrionaria democracia mediante 
instituciones fuertes y estables. Sin embargo, algunos parlamentarios –en especial 
destacan las intervenciones de Fraga Iribarne- consideraron el modelo resultante 
demasiado insensible hacia la participación y, en menor medida, criticaban la posición 
dominante de los partidos políticos.  
Existen, a nuestro juicio, tres principales condicionantes que influyeron en la regulación 
limitada y marginal de los instrumentos de participación. Estos motivos se observan en 
algunas intervenciones analizadas y en voces jurídicas referidas. En primer lugar, 
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debemos señalar al contexto político y social como el principal causante de que nuestro 
modelo sea predominantemente representativo, con ingredientes participativos limitados. 
El Constituyente confió en los partidos políticos para tutelar un pluralismo político 
compatible con la estabilidad institucional. Las democracias modernas de la época eran 
democracias ‘de partidos’, en contraposición a modelos autoritarios de partido único o 
persecución de los mismos. La mejor forma que tuvo el Constituyente de afianzar nuestra 
democracia fue apostar por las instituciones del Parlamento y del Ejecutivo, y por el 
papel monopolizador de los partidos en todo ello. 
En segundo lugar, la identificación de algunos mecanismos de participación, como el 
referéndum, con el franquismo y con otras experiencias negativas en Europa condicionó 
negativamente a estos instrumentos. Podemos añadir, por último, un condimento de 
recelo y desconocimiento de estas herramientas y, en particular, de la iniciativa 
legislativa popular, a juzgar por los diferentes cambios en su redacción, y por su 
confusión con el referéndum abrogativo italiano, del que toma el número de firmas y 
gran parte de su limitación material. Su identificación con movimientos capaces de 
desestabilizar las instituciones, quizás por el peso de minorías involucionistas, hizo 
desconfiar de estos mecanismos. 
Los defensores de este modelo representativo también alegan varios argumentos para 
mantener una regulación limitada de la iniciativa popular. En primer lugar, se refieren al 
derecho comparado para afirmar la escasa implantación y dispares resultados del 
mecanismo. En segundo lugar, mencionan los riesgos para la estabilidad gubernativa, la 
propia democracia, o el fomento de determinados tipos de liderazgo (populismo), en caso 
de que se otorgara un poder directo excesivo al pueblo. Además, sugieren la falta de 
implantación histórica de la iniciativa popular en España. Por ello, las restricciones no 
sólo las padece la iniciativa popular, si no que el derecho de petición y sobre todo el 
referéndum se regulan de forma residual pese a diversas enmiendas que pedían aumentar 
las formas de referéndum, como hemos visto
873
. 
Las cuestiones más criticadas de la redacción final de la iniciativa popular fueron el 
elevado número de firmas
874
, el hecho de delegar su vigencia en una futura ley orgánica, 
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 Institución que en el anteproyecto contemplaba varias formas de ejercerlo como, por ejemplo, para leyes 
aprobadas y aún no sancionadas, una modalidad abrogativa vinculada con la iniciativa popular y el de 
decisiones políticas de especial trascendencia que hoy se regula en el artículo 92. 
874
 Por parte del Grupo Mixto, de Fraga Iribarne (AP) o de Villar Arregui (Grupo Socialistas y Progresistas 
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o las materias en las que no procede presentarse
875
. A nuestro parecer, además del 
excesivo número de firmas, la más cuestionable restricción sería haber introducido en la 
Comisión Mixta que las materias propias de ley orgánica no puedan ser objeto de la 
presentación de proposiciones por parte de los ciudadanos; no sólo por la dificultad para 
su delimitación material, sino por afectar a la regulación de la esencial convivencia y 
representación de los ciudadanos (derechos fundamentales y régimen electoral general) y 
por demostrar la casuística analizada el abuso excesivo de esta exclusión. 
A nuestro juicio, lo correcto hubiera sido reconocer el ‘derecho’ a la iniciativa legislativa 
popular, como inicialmente figuraba y algunos parlamentarios defendieron
876
, y delegar 
en una ley orgánica los requisitos para su ejercicio, como hicieran las Constituciones de 
Weimar o de Italia. De esta manera, no sólo hubiéramos permitido un debate sosegado e 
informado sobre la institución, sino que la delimitación de los requisitos hubiera 
correspondido al legislador orgánico y, por tanto, su adaptación a los tiempos y mayorías 
parlamentarias se antojaría más sencilla que la reforma constitucional. 
A pesar de la importancia teóricamente relevante otorgada al derecho fundamental a 
participar directamente en los asuntos públicos (art. 23.1 CE), el nacimiento de los 
instrumentos de participación resulta excesivamente cauteloso y rígido, marcado por un 
delicado contexto político. La experiencia de la figura y el contexto actual nos obliga a 
emprender cambios que hagan compatible un modelo representativo necesario, con una 
utilización de los instrumentos estudiados que contribuya a revitalizar la participación de 
los ciudadanos y, por ende, la propia democracia.  
                                                                                                                                                 
en Acción) 
875
 Defienden una regulación de la ILP “sin limitación” Carro Martínez, Ortí Bordás, el Grupo Mixto y 
Fraga Iribarne.  
876
 López Rodó, Fraga Iribarne, Carro Martínez, Ortí Bordás,  entre otros. 
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B- La Ley Orgánica de 1984 
 
Contexto político y tratamiento jurídico de la norma: 
Abordamos en este apartado la tramitación y debate de la Ley Orgánica 3/1984, que 
regula la iniciativa legislativa popular. El objetivo es conocer, a través del surgimiento de 
esta ley, la forma en que nuestro legislador orgánico configura la institución que nos 
ocupa, después del reconocimiento constitucional que hemos analizado también a través 
del debate Constituyente. Según el artículo 87.3 de la Constitución, esta norma es la 
encargada de regular las formas de ejercicio y requisitos de la institución. Es oportuno 
analizar no sólo la configuración inicial de esta norma, sino ahondar en las enmiendas y 
los debates surgidos a raíz de su tramitación. Estas manifestaciones nos van a permitir 
conocer los motivos que condicionaron que el texto legal se aprobara tal y como lo 
conocemos hoy, aunque con las novedades que más tarde introdujera la Ley 4/2006, que 
reforma la presente. 
La LO 3/1984 surge como mandato expreso del artículo 87.3 de la Constitución
877
, que 
encomienda al legislador orgánico regular los requisitos y formas de ejercicio de la ILP. 
Este mismo artículo, como hemos visto, establece unos límites, entendidos como ámbito 
material, y un requisito de legitimidad, en cuanto a signatarios, para la presentación de 
proposiciones de ley. Esta concreta redacción conllevaba que el mecanismo de la 
iniciativa popular no pudiera utilizarse hasta que una ley orgánica configurase tales 
formas de ejercicio y requisitos. El riesgo consistía, por tanto, en que la demora en la 
aprobación de dicha ley orgánica postergara excesivamente la puesta en marcha de la 
figura estudiada, como señala CABRERA
878
. Pese a ello, su aprobación en 1984 llegó 
antes de lo esperado, cuatro años después de la aprobación de la norma reguladora de las 
modalidades del referéndum. 
A esta lógica continuación en la LOILP del marco constitucional se refiere 
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3. Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la 
presentación de proposiciones de ley. En todo caso se exigirán no menos de 500.000 firmas acreditadas. 
No procederá dicha iniciativa en materias propias de ley orgánica, tributarias o de carácter internacional, 
ni en lo relativo a la prerrogativa de gracia. 
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, destacando que la norma analizada no haya llegado tan tardíamente 
como se esperaba. PÉREZ SÓLA
880
 considera positiva la pronta regulación de la 
institución por el legislador a la par que considera al texto como “extremadamente 
cauteloso”. Al contrario que los anteriores, aunque más reciente en sus consideraciones, 
ILLUECA
881
 critica el retraso en la llegada de la ley reguladora que estudiamos, aunque 
tampoco parecen excesivos los prácticamente tres años que tardó el legislador orgánico 
en desarrollar el mecanismo, si tenemos en cuenta que no estamos hablando de una 
institución esencial para el desarrollo institucional o para la vida cotidiana de las 
personas. 
Algunas voces en el debate Constituyente, como hemos visto, criticaron que el precepto 
estableciera un número de firmas y excluyera algunas materias
882
. La 
constitucionalización de los límites dificultaría su modificación, por lo que muchos 
pidieron que tan sólo se reconociera la iniciativa popular delegando en la ley orgánica 
todos los concretos requisitos, algo que no se produjo. Como señala CABRERA
883
, 
también se temía que esta ley estableciera requisitos más allá de los señalados por la 
Carta Magna, configurando una institución más restrictiva aún. Confirmando tales 
presagios, la norma establece nuevas causas de inadmisión, tildadas hasta de 
inconstitucionales en los debates, y viene a afianzar el trámite de toma en consideración 
que previamente había fijado el Reglamento del Congreso para el grueso de 
proposiciones de ley. 
Siendo relevante o no, el caso es que el legislador orgánico introduce la denominación 
“legislativa” para referirse a la institución, cuestión que aparecía en la Constitución como 
“iniciativa popular” a secas, como nos referimos en el apartado anterior. Aunque la 
distinción no parezca trascendental, PÉREZ SOLA
884
 y ARAGÓN REYES
885
 se han 
referido a esta diferencia, concluyendo el segundo que, en atención a los preceptos 
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aprobados, tanto el Constituyente como el legislador orgánico (y sobre todo éste último) 
configuran más bien el ejercicio de una propuesta de iniciativa. Para Aragón, “si nos 
atenemos sólo al título de la Ley y al enunciado que se contiene en su artículo 1 (en 
ambos se denomina a este instituto «iniciativa legislativa popular») parecería que la 
cuestión ya está resuelta, pero resulta que ello no es así, porque los restantes preceptos 
de la norma vienen a contradecir frontalmente la calificación que en su título y en su 
artículo 1 se otorga, y esta iniciativa popular no será iniciativa legislativa, sino 
propuesta de iniciativa (para a continuación referirse al hecho de que la misma haya de 
pasar por el trámite de toma en consideración, regulado en el artículo 13)”. 
Junto al art. 87.3, tampoco debemos olvidar dos preceptos constitucionales 
trascendentales, a nuestro parecer, a los que nos venimos refiriendo a lo largo de este 
trabajo. Estos son: la configuración de la participación directa e indirecta como derecho 
fundamental en el artículo 23.1 CE, y el mandato dirigido a los poderes públicos para 
promover la participación de los ciudadanos en la vida política, contenido en el artículo 
9.2 CE
886
. A estos dos artículos también debía atender el legislador en la configuración de 
la iniciativa legislativa popular como instrumento de participación y como mecanismo de 
proyección del derecho a participar en los asuntos públicos, que ocupan lugares 
destacados en nuestra Norma Fundamental. 
Los preceptos señalados constituían los únicos límites o, si se prefiere, la única referencia 
en la tarea de configurar la presentación y tramitación de la iniciativa legislativa popular. 
La capacidad del legislador para tal fin, a juicio de MORALES
887
 “era y continúa siendo 
muy amplio, pues linda sólo con la garantía del derecho individual de participación (…) 
y con el respeto a las condiciones fijadas en el art. 87.3 CE”.  El desarrollo orgánico de 
la ILP reproduce lo estipulado en el artículo 87.3 de la Constitución pero, sobre todo, 
resulta congruente con el modelo implementado en la misma, que blinda el modelo 
representativo y otorga a los instrumentos de participación un papel secundario y 
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A través del debate y surgimiento de la norma, veremos como el legislador opta por 
institucionalizar las cautelas hacia la intervención directa de los ciudadanos
888
, en lugar 
de conciliar la lógica preeminencia del modelo representativo con una interpretación 
garantista del derecho de participación. Por este motivo, resulta fundamental analizar los 
límites y requisitos para el ejercicio de la figura introducidos en la norma, junto a su 
justificación, desde la ponderación con otros derechos e intereses a proteger como los 
referidos en los artículos 23.1 y 9.2 CE, o junto a los principios de autonomía 
parlamentaria y economía procesal que sobrevuelan algunos momentos de los debates. 
Sin ánimo de extendernos en un debate que ha sido tratado en otros momentos del 
trabajo, queremos hacer referencia a un aspecto contenido en el preámbulo de esta ley 
que, de alguna manera, intenta justificar los límites otorgados a la iniciativa popular, por 
experiencias negativas anteriores: “La regulación constitucional de la iniciativa 
legislativa popular recoge asimismo las limitaciones propias de este instituto, derivadas 
de las enseñanzas históricas, que demuestran la facilidad con que el recurso al 
pronunciamiento popular directo puede servir de fácil cauce para manipulaciones 
demagógicas o, incluso, para intentar legitimar con un supuesto consenso popular, lo 
que no es en sustancia sino la antidemocrática imposición de la voluntad de una 
minoría”. 
Las ‘enseñanzas históricas’ son para PÉREZ SOLA
889
 la posible causa de una regulación 
presidida por el rigor y la cautela. Para PRESNO
890
, la alusión a las posibles 
manipulaciones demagógicas del pronunciamiento popular directo es un “riesgo desde 
luego inexistente en el cauce de la iniciativa legislativa popular, pues la decisión final no 
es, por definición, competencia del cuerpo electoral, sino de las Cámaras 
parlamentarias”. Se intuye que, más bien, el legislador es contaminado por las malas 
experiencias del referéndum en Europa y su vinculación a regímenes dictatoriales
891
, 
aunque tampoco se comprende una identificación tal plena de este mecanismo al de una 
                                                 
888
 Para algunos, las restricciones procedimentales introducidas por la ley han acabado convirtiendo en 
papel mojado la institución; ALONSO DE ANTONIO, José Antonio y MARTÍNEZ FERRERO, Pilar, 
“Propuestas de reforma de la Ley Orgánica de Iniciativa Legislativa Popular”, Revista de Derecho de la 
Universidad Complutense núm. 86 (1996) p. 568  
889
 PÉREZ SOLA, Nicolás, op. Cit. p. 603 
890
 PRESNO LINERA, Miguel Ángel, “La democracia participativa como instrumento…” op cit.. p. 22 
891
 Por ejemplo, durante el franquismo 
304 
 
iniciativa legislativa popular que hace depender su decisión final de las cámaras, como 
bien señala Presno. Para Almagro, la argumentación sobre la historia en que se apoya el 
legislador orgánico no es defendible en la actualidad por la estabilidad del sistema de 
partidos y por no encontrarse la democracia en discusión como sistema de gobierno
892
. 
El legislador orgánico es congruente con el blindaje de instituciones y partidos políticos 
pretendido por el Constituyente para lograr la normalidad democrática. Sólo así se 
explica, como ha señalado PRESNO
893
, que el preámbulo se refiera a los partidos no ya 
como órganos que “concurren a la formación y manifestación de la voluntad popular” 
(artículo 6 CE), sino como “órganos de manifestación de la voluntad popular”. Para el autor, 
“se atribuye un protagonismo a los partidos que va más allá de lo querido y previsto por el 
constituyente, lo que prueba la desconfianza del Legislador y, en definitiva, de los propios 
partidos, hacia todas aquellas instituciones cuya organización y funcionamiento puedan 
quedar al margen, por pequeño que éste sea, de su control y supervisión”. 
Así las cosas, la LO 3/1984 surge aún en el marco de desarrollo legislativo de nuestra 
Constitución. Tras la aprobación en 1978 de nuestra Norma Suprema, correspondía en los 
años posteriores elaborar las normas que vendrían a desarrollar el grueso de nuestro 
ordenamiento jurídico. Por ello, el contexto de 1983 y 1984, en que se desarrollaron los 
debates que vamos a estudiar, no difiere demasiado del ánimo con que se elaboró la 
Constitución. La normalización democrática y la estabilidad política seguían siendo uno 
de los objetivos más importantes como país, debido a nuestra corta experiencia 
democrática, más aún del conocido golpe de Estado del 23 de febrero de 1981. Por ello, 
un gran número de leyes estaban llamadas a desarrollar la columna vertebral de nuestro 
sistema jurídico, político y económico, a instancias de la Constitución, y no tanto, quizás, 
a implementar un determinado ideario político o desarrollar la cultura democrática y 
participativa del ciudadano. 
La LO 3/1984 se tramita y aprueba en la II Legislatura, que comienza en 1982 y culmina 
en 1986, siendo el primer mandato como presidente del Gobierno de Felipe González. El 
Partido Socialista Obrero Español se alzó con la mayoría absoluta del Congreso de los 
Diputados, con 202 parlamentarios, sucediéndole en número de escaños Alianza Popular 
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con 107, y ya con menor representación otros partidos políticos
894
. Por tanto, se empieza 
a notar el bipartidismo imperfecto que imperaría durante décadas en el país, aunque en 
este caso se configura un Parlamento con una mayoría absoluta clara, quedando 
asegurada la gobernabilidad. 
En general, podemos afirmar que la LO 3/1984 configura la ILP de manera restrictiva y 
residual. Restrictiva debido a que el legislador orgánico confirma y extiende los límites 
constitucionales analizados y añade otros. Residual ya que se desarrolla un mecanismo 
que siempre se encontraría subordinado a la preeminencia del Congreso. No resulta tan 
crítico CONTRERAS
895
, quien tiene en cuenta que las limitaciones de la institución 
responden a la “preeminencia del sistema representativo a través de los partidos y la 
naturaleza complementaria de los instrumentos de participación”. Para el autor, la LO 
3/1984 es una “continuación coherente del marco del marco jurídico-político 
constitucional”. 
En este sentido, el resto de la literatura jurídica consultada no valoró muy positivamente 
el tratamiento del legislador orgánico a la institución. Por ejemplo, ALMAGRO
896
 
considera que el legislador orgánico “se encarga de añadir una restricción adicional al 
ya severo elenco constitucional” imponiendo a los promotores “una auténtica carrera de 
obstáculos sin parangón en el Derecho comparado europeo”. Tampoco es positiva la 
opinión de VIDAL
897
 acerca de un legislador orgánico que vino a “estrechar” aún más 
los “márgenes” que configuró el Constituyente para la institución. Por su parte, para 
ILLUECA
898
 “la regulación aumenta la restricción en el ejercicio de esta facultad de los 
ciudadanos, añadiendo a las limitaciones constitucionales otras nuevas”. A pesar de las 
advertencias de algunos parlamentarios, como veremos, la institución finalmente 
configurada se antoja de ejercicio complejo, quedando lejos de alcanzar el objetivo de 
influir en los asuntos públicos o permitir una participación ciudadana real y al margen de 
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La preeminencia del modelo representativo iba a significar que el ejecutivo y los grupos 
parlamentarios monopolizaran la producción legislativa. En este sentido, como señala 
algún autor
899
, “se pretende justificar la constricción de los ciudadanos en el ejercicio de 
la iniciativa para preservar la fundamentalidad de los partidos políticos como 
instrumentos de participación política (para quienes parece diseñada a medida la 
institución, añade
900
)”. No procede analizar aquí la concreta configuración que la LO 
3/1984 hace de la iniciativa popular, por haber sido tratado en el capítulo 
correspondiente. Nuestro objetivo es ahondar en el nacimiento de esta norma y su 
contexto, así como en las enmiendas presentadas e intervenciones realizadas en los 
debates. Esto nos servirá para descubrir las verdaderas intenciones del legislador 
orgánico y las causas que motivaron una regulación tan escueta de la figura. 
Enmiendas y debates parlamentarios 
La Comisión Constitucional del Congreso de los Diputados aborda en su sesión nº 84 
del 10 de noviembre de 1983 el proyecto de Ley Reguladora de la Iniciativa Legislativa 
Popular. Tras ser debatida en la ponencia, se someten a votación los artículos y continúa 
un debate en Comisión que analizamos en el presente apartado. El artículo primero, que 
versa sobre el objeto de la ley, es aprobado por unanimidad tras retirarse otras enmiendas 
que estaban presentadas.  
En cuanto al artículo segundo
901
, que regula las materias excluidas de la iniciativa 
                                                 
899
 PÉREZ SOLA, Nicolás, op. Cit. p. 604 
900
 Afirmación lógica si tenemos en cuenta que el elevado número de firmas estipulado requeriría de una 
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 Texto del anteproyecto. 
Artículo 1: Objeto de la presente Ley Orgánica  
Los ciudadanos españoles mayores de edad que se encuentren inscritos en el Censo Electoral pueden 
ejercer la iniciativa legislativa prevista en el artículo 87.3 de la Constitución, de acuerdo con lo dispuesto 
en esta Ley Orgánica.  
Artículo 2: Materias excluidas de la iniciativa legislativa popular  
Están excluidas de la iniciativa legislativa popular las siguientes materias.  
1. Las que, según la Constitución, son propias de Leyes Orgánicas  
2. Las de naturaleza tributaria. 
3. Las de carácter internacional.  
4. Las referentes a la prerrogativa de gracia  
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popular, el diputado Marcos Vizcaya Retana (PNV) toma la palabra para explicar su 
enmienda. Este diputado plantea una duda de conformidad del texto con la propia 
Constitución en su apartado 87.3. Recuerda que este artículo ya tipifica las materias 
excluidas en un sentido, según él, de exhaustividad y, por tanto, plantea problemas con el 
hecho de que luego la ley reguladora amplíe las materias sobre las que no procede 
presentar una iniciativa popular. Se trata de un argumento repetido por el mismo diputado 
y por otros como Lapuerta en el debate en el Pleno del Congreso. 
La Constitución señala en su artículo 87.3 las materias excluidas de la iniciativa 
legislativa popular: “no procederá en materias propias de ley orgánica, tributarias o de 
carácter internacional, ni en lo relativo a la prerrogativa de gracia.” Sin embargo el 
artículo segundo de la LOILP (entonces en proyecto) señalaba también a los artículos 
131 y 134.1 de la Constitución como materias excluidas, tratándose de la planificación 
económica general, y los Presupuestos Generales del Estado. El diputado Marcos 
Vizcaya cuestiona esta ‘ampliación’ de las materias excluidas que plantea la ley 
reguladora de la figura. Sin embargo, aunque la Constitución no excluya de manera 
explícita tales asuntos, lo realiza de manera implícita, atribuyendo su competencia al 
Gobierno en los artículos 131 y 134.1, reconociendo que no proceden otros tipos de 
iniciativa. 
Los artículos tercero y cuarto se aprueban en la Comisión por unanimidad, al aceptarse 
en la ponencia dos enmiendas del Grupo Popular y una del Grupo Parlamentario Vasco. 
Son los artículos referentes a los requisitos que debe cumplir el escrito de presentación de 
la iniciativa (artículo 3) y la iniciación del procedimiento ante la Mesa del Congreso 
(artículo 4) que no citamos aquí al no generar debate ni cambios en su redacción. 
Posteriormente, en el Pleno del Congreso, los artículos primero al cuarto no mantienen 
enmiendas vivas para su defensa, o bien son retiradas en ese momento, por lo que no 
generan debate de interés. 
Las críticas a las causas de inadmisión (artículo quinto): 
Uno de los preceptos que más enmiendas y críticas genera es el que regula las causas de 
                                                                                                                                                 




inadmisión, tanto en la Comisión Constitucional como en el Pleno del Congreso
902
. Los 
argumentos para el disenso principalmente sostienen que la ley orgánica no incluya más 
requisitos que los previstos en la Constitución; se cuestionan los límites por dificultar la 
admisión de la iniciativa popular y adolecer de inconcreción. 
El Grupo Popular mantiene una enmienda que defiende el diputado Lapuerta Quintero: 
en primer lugar, solicita la supresión del apartado 'c', que se refiere a rechazar las 
iniciativas que carezcan de 'unidad sustantiva', por falta de claridad en su redacción, a 
juicio del enmendante. Es un apartado que después ha generado controversia; en la 
revisión que realiza la Ley 4/2006 se procede a su modificación. En segundo lugar, el 
diputado cuestiona el apartado 'e', que se refiere a la inadmisión de iniciativas que sean 
reproducción de otra iniciativa popular de contenido igual o sustancialmente equivalente 
presentada durante la legislatura en curso. Ambos son los dos apartados más discutidos 
tanto en la Comisión como en el Pleno del Congreso, junto con el 'd'. Reproducimos este 
artículo, junto con el texto vigente en la actualidad 
-Según la redacción del dictamen que discutió entonces la Cámara Baja: 
Artículo 5: Trámite de admisión de la iniciativa  
l. La Mesa del Congreso de los Diputados examinará la documentación remitida y se pronunciará en el 
plazo de quince días sobre su admisibilidad.  
2. Son causas de inadmisión de la proposición:  
a) El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 2. 
b) El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3. No obstante, si se tratase de defecto subsanable, la 
Mesa del Congreso de los Diputados lo comunicará a la Comisión Promotora para que proceda, en su 
caso, a la subsanación en el p1ar.o de un mes.  
c) La carencia de unidad sustantiva del texto de la proposición 
d) La previa existencia en el Congreso o el Senado de un provecto o proposición de Ley que verse sobre el 
mismo objeto de la iniciativa popular v que este, cuando Esta se presenta en el trámite de enmiendas u otro 
más avanzado  
e) El hecho de que sea reproducción de otra iniciativa popular de contenido igual o sustancialmente 
equivalente presentada durante la legislatura en curso.  
f) La previa existencia de una proposición no de Ley aprobada por una Cámara que verse sobre la materia 
objeto de la iniciativa popular.  
3. La resolución de la Mesa de la Cámara se notificará a la Comisión Promotora, v se publicará de 
acuerdo con lo que al efecto disponga el Reglamento del Congreso de los Diputados.  
 
-Según la redacción resultante de la LO 3/1984: 
Artículo 5: Trámite de admisión de la iniciativa  
1. La Mesa del Congreso de los Diputados examinará la documentación remitida y se pronunciará en el 
plazo de quince días sobre su admisibilidad  
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enmiendas presentadas al proyecto de ley, de forma similar a lo ocurrido en la Comisión Constitucional, ya 
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2. Son causas de inadmisión de la proposición: 
a) Que tenga por objeto alguna de las materias excluidas de la iniciativa popular por el art. 2 
b) Que no se hayan cumplimentado los requisitos del artículo 3.º No obstante, si se tratase de defecto 
subsanable, la Mesa del Congreso de los Diputados lo comunicará a la Comisión Promotora para que 
proceda, en su caso, a la subsanación en el plazo de un mes. 
c) El hecho de que el texto de la proposición verse sobre materias diversas carentes de homogeneidad 
entre sí.  
d) La previa existencia en el Congreso o el Senado de un proyecto o proposición de Ley que verse sobre el 
mismo objeto de la iniciativa popular y que esté, cuando ésta se presenta, en el trámite de enmiendas u 
otro más avanzado. 
e) El hecho de que sea reproducción de otra iniciativa popular de contenido igual o sustancialmente 
equivalente presentada durante la legislatura en curso. 
f) La previa existencia de una proposición no de Ley aprobada por una Cámara que verse sobre la materia 
objeto de la iniciativa popular. 
Después de la reforma efectuada por la Ley 4/2006 se elimina el apartado 'f' y se 
modifica el 'c'. El resto del artículo permanece, y la redacción final del apartado 'c' es la 
siguiente: 
c) El hecho de que el texto de la Proposición verse sobre materias manifiestamente distintas y carentes de 
homogeneidad entre sí.  
Lapuerta recuerda en el Pleno del Congreso
903
 que su grupo mantiene una importante 
defensa de la democracia semidirecta durante toda la tramitación de la ley, y también en 
los anteriores debates constituyentes. Realiza una síntesis de las tres enmiendas 
presentadas a este proyecto de ley de iniciativa legislativa popular cuyo objetivo, insiste, 
es potenciar la institución y conseguir que la democracia semidirecta actúe de 
'contrapeso' del sistema parlamentario, en referencia al papel importante que adquirirían 
los partidos políticos. Este diputado defiende tres cuestiones:  
En primer lugar, aboga por el derecho constitucional a presentar una proposición ante el 
Parlamento y, por tanto, insiste en que los límites para su admisión deben ser los 
estrictamente necesarios. Para ello, admite los límites que la propia Carta Magna señala, 
aquellos que por cuestiones formales sean fundamentales o, por último, los conducidos a 
evitar el 'embotellamiento' de la institución, quizás en referencia a no permitir presentar 
iniciativas que compartan contenido. 
En segundo lugar, una vez admitida la proposición, este parlamentario quiere que prime 
la autenticidad de las firmas sobre la 'comodidad' al recogerlas. Por último, insiste en 
que, de admitirse la iniciativa, el Congreso ha de tomarse en serio una proposición 
                                                 
903
 Como ya señalamos, los debates se reproducen en el diario de sesiones del Pleno del Congreso en sesión 
número 79 celebrado el 29 de noviembre de 1983 pág. 3813 y ss. 
310 
 
avalada por tal cantidad de ciudadanos, para que la misma no se convierta en papel 
mojado. Se entiende que el parlamentario intenta que el Parlamento entre a debatir la 
propuesta presentada por respecto a la cantidad de electores que han legitimado la 
proposición, evitando un rechazo en la toma en consideración que genere un excesivo 
desprecio hacia esos electores. 
Concretamente, y respecto de la enmienda presentada al artículo quinto, el diputado 
propone la supresión del apartado 2 c), defendiendo que la unidad sustantiva no sea un 
requisito para la admisión del texto propuesto. El resto de criterios de inadmisión 
responden, según Lapuerta, a razones justificadas. En defensa de su enmienda, Lapuerta 
señala la escasa claridad del término 'unidad sustantiva' como requisito:  
“En primer lugar, su redacción es desafortunada. ¿Qué quiere decir 'la carencia de unidad 
sustantiva'? Puede referirse a la regulación de un tema de forma desconexa, tocando 
aspectos del mismo, pero sin abarcarlo sistemáticamente en su totalidad y sin dotarlo de una 
unidad sustancial. Puede referirse a la imposibilidad de que la proposición abarque dos o 
más materias heterogéneas. Puede ser que se pretenda recoger esta última acepción, pero no 
debemos olvidar que una cosa es lo que se quiso decir y otra muy distinta lo que se ha 
dicho.” 
Para solucionarlo, propone utilizar 'diversidad temática' como criterio. Pero aún en ese 
caso no encuentra motivos suficientes para rechazar la proposición por ausencia del 
citado requisito. La cámara cuenta, según Lapuerta, con servicios jurídicos y con la 
propia tramitación parlamentaria para 'pulir' el texto y dotarle de una mayor 
homogeneidad:  
“Pero aun en este segundo significado, el requisito no es admisible. Su única razón es la de 
ignorancia del ciudadano que va a presentar la proposición de Ley que intenta regular a la 
vez temas sin ninguna relación entre sí. Y no es así. La proposición va a ser elaborada por 
asesores jurídicos, y aunque formularan una mala proposición y se consiguieran las 500.000 
firmas, existe, si la Ley es válida en todo lo demás, todo un procedimiento de tramitación de 
la proposición que serviría para pulirla y mejorarla. Lo que no se puede aceptar es limitar 
un derecho constitucional porque se tema que se va a ejercitar de una forma poco técnica.” 
Desde nuestro punto de vista, los aspectos técnicos en la redacción o falta de cohesión en 
el texto no deberían impedir la admisión de la proposición. Debemos tener en cuenta que 
los ciudadanos normalmente no serán expertos en la redacción de la norma, siendo 
aspectos subsanables durante los trabajos parlamentarios posteriores. Las Comunidades 
de Galicia y Cataluña, de hecho, no exigen este requisito para la presentación de una 
311 
 
iniciativa popular ante sus asambleas. En todo caso, la mediación de los servicios de la 
cámara y la posibilidad de subsanar tales defectos concederían a los promotores mayores 
posibilidades para la admisión de su propuesta. 
El segundo de los motivos de la enmienda de Lapuerta es la arbitrariedad del criterio. Es 
decir, con este requisito abstracto de 'unidad sustantiva' en manos de la Mesa, sería 
posible rechazar multitud de proposiciones que tratasen materias transversales, y esto en 
un mundo tan multidisciplinar es altamente probable: “Sin embargo, el mayor peligro de 
este apartado está en sus posibilidades de aplicación, que prácticamente no tienen 
limite. Todos los temas están hoy en día interrelacionados, aun entre ramas distintas del 
Derecho. Con esta causa de inadmisibilidad en la mano, podría rechazarse, por ejemplo, 
la eventual proposición de los trabajadores de Sagunto, por abarcar temas diversos: el 
paro, la reconversión industrial, etcétera.” 
Debemos señalar el acierto de todas las enmiendas que pretenden suprimir o al menos 
modificar este requisito del artículo 5 c) si tenemos en cuenta que la Ley 4/2006 (que 
reforma la Ley Orgánica que se debate) modifica este apartado, a pesar de la opinión en 
su día favorable de MENÉNDEZ
904
. La inconcreción del término motivó en 2006 la 
modificación de este apartado c) que actualmente se enuncia de la siguiente manera: 
Son causas de inadmisión: 
C) El hecho de que el texto de la Proposición verse sobre materias manifiestamente distintas y carentes de 
homogeneidad entre sí. 
Por otro lado, otra enmienda al artículo quinto es la del diputado Marcos Vizcaya
905
. Su 
reclamación persigue el mismo fin que Lapuerta en su primera enmienda, que es eliminar 
el requisito de ‘unidad sustantiva’, pero desde una argumentación distinta. Este 
parlamentario duda de la constitucionalidad de incluir requisitos para la presentación de 
iniciativas más allá de los admitidos en el 87,3 de la Constitución. Para ello recuerda que 
la intención del constituyente fue que los requisitos establecidos en la Carga Magna 
actuaran como ‘números clausus’: “Indirectamente, a través de los requisitos para la 
admisión a trámite de una proposición tramitada por medio de la iniciativa legislativa 
popular, como es el requisito de la carencia de unidad sustantiva, se viene de algún modo 
                                                 
904
 MENÉNDEZ MENÉNDEZ, Aurelio, en “La Iniciativa Legislativa Popular” Las Cortes Generales, Vol. 
III. Instituto de Estudios Fiscales. Madrid 1987. Pág. 1734 
905 Marcos Vizcaya fue miembro de la Comisión Constitucional del Congreso que debatió el artículo 87 
en el proceso constituyente y así lo hace constar en el debate para enfatizar su argumentación 
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a vulnerar el artículo 87.3 de la Constitución. Formalmente es cierto que se puede exigir 
una unidad de contenido material en una proposición de este tipo, pero este requisito, 
que no deja de ser meramente formal, no puede constituirse en obstáculo de fondo para 
la presentación de la iniciativa legislativa popular.” 
Por su parte, el diputado Pérez Royo presenta una enmienda que, del mismo modo, afecta 
al artículo quinto en sus apartados c y d. En cuanto al primero, el objetivo es el mismo 
que las enmiendas de Lapuerta y Marcos Vizcaya, y sus razones en cierto modo 
compartidas. La enmienda pretende eliminar el requisito de ‘unidad sustantiva’, 
planteando dudas sobre su conformidad con el artículo 87 de la Constitución, y alegando 
la indeterminación y arbitrariedad del término:  
“En consecuencia, se nos plantean dudas sobre la constitucionalidad. En cualquier caso, 
aun estimando que puede ser un requisito hasta cierto punto lógico, entendemos que no 
es prudente introducirlo con carácter restrictivo en una Ley de esta naturaleza, 
reguladora de esta iniciativa popular. El concepto de unidad sustantiva -como se ha 
indicado precedentemente- es indeterminado y su apreciación abre un amplísimo margen 
de discrecionalidad, aunque no técnicamente, un amplio margen de apreciación a la 
Mesa de la Cámara que en ocasiones puede determinar el que se frustre una iniciativa 
popular, con todo lo que esto significa de extraordinario, la recogida de firmas, 
etcétera.” 
Finalmente, Pérez Royo no encuentra razones para denegar lo que denomina “iniciativas 
complejas”, es decir, aun admitiendo que la mayoría de proposiciones tratarán sobre un 
tema determinado, no hay razón para denegar aquellas que sean más complejas y 
abarquen diferentes materias. Es un requisito sobreañadido a los del artículo 87.3. 
En segundo lugar, aparte de esta razón de orden práctico, se nos plantea otro problema. 
¿Por qué no puede ser compleja la iniciativa legislativa popular? Lógicamente lo que 
sucederá en la mayor parte de los casos es que la iniciativa legislativa popular versará 
sobre un tema determinado o concreto, pero no veo la razón -aun reconociendo que esto 
es lo que sucederá en la mayor parte de los casos- para que se niegue “ab initio” la 
posibilidad de que la iniciativa popular verse sobre un tema complejo. Se trata de un 
requisito sobreañadido a este tipo de iniciativa que no existe para las restantes 
modalidades de iniciativa legislativa reconocidos en la Constitución, y entendemos que 
no debe ser así.” 
Para un turno en contra de lo planteado, el Diputado Jover i Presa (Grupo Socialista) 
defiende la unidad sustantiva como criterio para la denegación de iniciativas, poniendo 
como ejemplo el caso suizo, que exige unidad formal y material, en clara referencia a que 
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las proposiciones no versen sobre temas deslavazados. Este diputado defiende, además, 
que la existencia de una proposición previa con un contenido equivalente impida a una 
iniciativa popular acceder al Congreso, hecho que había sido previamente criticado por 
otros parlamentarios: 
“Finalmente, por lo que se refiere a la previa existencia en el Congreso o en el Senado de un 
proyecto o proposición de Ley que trata sobre los mismos temas, o de una proposición no de 
Ley que ya haya sido tomada en consideración, a nuestro juicio el tema está muy claro, y no 
hay razón para oponerse a esta exigencia. Lo que nosotros pretendemos con esta afirmación 
es que una vez el Congreso de los Diputados ha tomado ya una seria decisión, parece que la 
iniciación de un proceso de iniciativa legislativa popular sobre un mismo tema estaría 
encaminado a desnaturalizar una actuación parlamentaria que ya está en marcha. Si una 
Cámara ha tomado ya una decisión, ha aprobado ya una proposición de Ley o no de Ley, un 
proyecto de Ley y está ya en plazo de trámite de enmiendas, parece ilógico -incluso a mi 
juicio sería inútil-, que se pretendiese volver sobre este tema y, de esta manera, 
desnaturalizar un proyecto que ya se ha iniciado su trámite.” 
Efectuada la votación, son rechazadas las enmiendas de los grupos popular y vasco. En la 
Comisión Constitucional es aprobado el artículo quinto, si bien los apartados 'c' y 'd' 
contaron con siete votos en contra por catorce a favor. En el caso del apartado 'e' se 
registraron seis votos en contra por doce a favor. La conclusión evidente es que, si bien 
otros preceptos no suscitaron el interés de los parlamentarios, las causas de inadmisión 
generan algunas voces que cuestionan su extralimitación, siendo uno de los temas más 
sensibles de la figura estudiada. 
Ya en el Pleno del Congreso, Jover i Presa trata de responder a las dudas de 
constitucionalidad ya sugeridas en torno al artículo quinto. Para ello, el diputado recuerda 
que la redacción del artículo 87.3 encomienda a una ley orgánica la regulación de las 
formas de ejercicio y requisitos, y tan sólo realiza una enumeración de las materias en las 
que no procede la presentación de iniciativas populares: “El Poder constituyente no 
quiso fijar en la Constitución estos requisitos, no los fijo; se refirió solamente a las 
materias en las que no es posible la iniciativa popular, pero no los requisitos. Es más, el 
constituyente delegó en el Poder legislativo para, mediante Ley Orgánica, establecer 
esos requisitos. Eso es lo que estamos haciendo en este momento. Estamos estableciendo 
esos requisitos, y, en ese sentido, obviamente me parece que son posibles todos los 
requisitos que no entren en contradicción expresa con lo que dice la Constitución”.  
Jover i Presa continúa respondiendo a las críticas que solicitaban eliminar el requisito de 
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'unidad sustantiva' para las proposiciones de origen popular. El parlamentario se escuda 
en la exposición de motivos de esta Ley y en que el término ya ha sido suficientemente 
discutido, aclarando que es un requisito de contenido, no de forma. Es decir, a su juicio el 
apartado pretende evitar iniciativas que regulen materias dispares o temas inconexos:  
“Es un tema que se ha discutido en Ponencia y en Comisión y que la propia exposición 
de motivos ya aclara con perfección; en este caso, vuelvo a repetirlo, lo único que se 
pretende con esta exigencia es, sencillamente, que no se produzca una dispersión de 
temas, que no se regulen materias dispares o que estén desprovistas entre sí de toda 
conexión. Como ya tuvimos ocasión de afirmar en su momento, no es un problema, diría 
yo, formal, no es un problema de pulcritud técnica, no es un problema de buena o mala 
redacción; es un problema de contenido, de fondo, y, desde este punto de vista, a mí me 
parece obvio que se puede exigir, que se debe exigir de una proposición, que después va 
a ser sometida al conocimiento de los ciudadanos, que tenga una unidad sustantiva.” 
Con respecto al trato discriminatorio otorgado a las iniciativas de origen popular en 
comparación con el resto, a las que no se exige dicha unidad sustantiva, Jover i Presa se 
defiende haciendo referencia al costoso mecanismo para el éxito de las primeras. Él 
entiende que el control de esa 'unidad sustantiva' es preferible en la admisión de una 
iniciativa y no en la toma en consideración. Ello es así porque recoger las 500.000 firmas 
genera unos esfuerzos y unos gastos que tienen que ser resarcidos por el Estado, y los 
ciudadanos se verían frustrados si después de ese trabajo el Congreso no toma en 
consideración la iniciativa. Ese control se tiene que realizar, según él, por la Mesa del 
Congreso en la admisión, para que pueda ser subsanado:  
“Una iniciativa popular implica, en cierta medida, poner en tensión a la sociedad, implica 
movilizar un caudal importante de energías, implica organizar una campaña, una 
infraestructura, que comporta unos gastos importantes, que pueden ser de muchos millones, 
que después deberán ser, por así decirlo, resarcidos por el Estado. Y todo ello, ¿para qué? 
Para que después de realizar todo esto con las energías que requiere, después de recoger 
estas 500.000 o un millón de firmas, venga a la Cámara la proposición, ¿y esta Cámara no 
la tome en consideración porque no tiene unidad sustantiva? Si eso se hace con una 
proposición de Ley de un Grupo Parlamentario, no pasa nada; pero que se haga con una 
proposición que ha seguido un trámite largo y complejo, que ha exigido las firmas de 
500.000 personas o muchas más, creo que podría ocasionar que estos ciudadanos se 
sintieran frustrados, si después resulta que, como aquí se decía, se rechaza ello en el 
Congreso, porque no tiene la suficiente unidad sustantiva. 
Yo me pregunto: ¿no es mejor que sea antes, en la primera fase del proceso, cuando se 
controle esta exigencia; que sea en el momento en que se presenta la iniciativa ante la Mesa 
del Congreso y, por tanto, antes de iniciarse la recogida de firmas para que estos defectos se 
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puedan subsanar? Porque, por supuesto, la propia Ley ya prevé que en la mayoría de los 
casos no se tratara de rechazar, sin más, sino de pedir a los promotores que subsanen estos 
defectos. Creo que esto es mucho mejor que no dejar que el proceso se desarrolle, que se 
recojan 500.000 firmas, un millón o las que sean, y que después este argumento pueda ser 
utilizado para no tomar en consideración esta proposición de Ley.” 
Es cierto que, en caso de establecer este requisito, es preferible que el control se realice 
en la Mesa del Congreso y sea subsanable, pero no se regula un mecanismo claro para su 
subsanación. De esta forma, podrá ser resuelto antes de recoger las firmas y podrá, en su 
caso, acceder al Congreso con garantías. No obstante, las enmiendas que se discuten y 
que antes hemos analizado, proponen directamente la eliminación del requisito, no el 
hecho de que sea la Mesa del Congreso quien lo valore. De esta forma, según los 
enmendantes, podrían acceder iniciativas aunque abarcaran temas diferentes, y 
evitaríamos que la Mesa disponga de un criterio ambiguo y discrecional para inadmitir 
proposiciones de contenido diverso, sin que el requisito se exija al resto de proposiciones 
de ley. 
Jover i Presa concreta más su recelo y sugiere lo que es, a nuestro juicio, el verdadero 
motivo por el cual el legislador incluye este requisito. En opinión del diputado, es 
aconsejable que las iniciativas populares traten sólo un tema para no generar confusión a 
los eventuales ciudadanos que apoyen la proposición. De lo contrario, para atraer más 
apoyos, los promotores pueden incluir cuestiones que no tengan que ver con el tema 
principal pero que, sin embargo, generen más adeptos o actúen como reclamo
906
: 
“Además, a mí me parece que la exigencia de una unidad sustantiva es una garantía 
para los posibles firmantes que puedan encontrarse; es una garantía auténtica, real, 
porque imaginémonos unos promotores poco escrupulosos que pretendiesen conseguir 
las 500.000 firmas para una determinada materia, y que saben que no lo van a 
conseguir, pero, en cambio, añaden al mismo texto dos o tres cosas o temas que tienen 
poco o nada que ver con ello, pero que tienen más gancho.” 
Por último, el parlamentario añade el argumento del derecho comparado. Para ello 
insiste, como ya hiciera en la Comisión, en que es necesario valorar otras experiencias 
europeas; en concreto se fija en el caso suizo, que también establece la unidad de materia 
como requisito: “Hay pocas experiencias, ciertamente, pero hay concretamente una que 
                                                 
906  La firma del ciudadano lo es a todo el proyecto y no sólo a una parte. Es un hecho que recuerda el 
Diputado Jover i Presa. 
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es muy significativa: la experiencia suiza. Ya tuve ocasión de afirmarlo en Comisión, y lo 
repito ahora. Es quizá en la Confederación Helvética donde más lejos se han llevado y 
firmemente se han practicado estas fórmulas de democracia semidirecta, como es, en 
particular, la iniciativa popular. Pues bien, allí precisamente se exige muy claramente, 
no solamente lo que ellos llaman unidad de forma, sino también unidad en la materia. La 
Ley Federal suiza de Derechos Políticos, en su artículo 75, lo dice muy claramente” 
Pese a esta defensa, y en un intento por ser sensible a las consideraciones de los 
enmendantes, Jover i Presa propone una enmienda transaccional que modifique en cierto 
modo la expresión discutida de 'unidad material' y la sustituya por 'materias diversas'. Es 
una transacción aceptada, de tal manera que el apartado 'c' del artículo quinto queda de la 
siguiente manera: 
“c) El hecho de que el texto de la proposición verse sobre materias diversas” 
Concluido este apartado, también generó controversia el requisito del apartado ‘d’, tanto 
en la Comisión como en el Pleno: 
Son causas de inadmisión: 
d) La previa existencia en el Congreso o el Senado de un proyecto o proposición de Ley que verse sobre el 
mismo objeto de la iniciativa popular y que esté, cuando ésta se presenta, en el trámite de enmiendas u otro 
más avanzado. 
Pérez Royo, al igual que hiciera con el apartado ‘c’, solicita la supresión del apartado ‘d’, 
defendiendo la compatibilidad entre iniciativas populares e iniciativas “normales”. El 
diputado cuestiona la pretendida preferencia a la iniciativa nacida en el Parlamento, 
contando la iniciativa popular con requisitos añadidos como las 500.000 firmas:  
“No ocultamos que estamos en un régimen político de naturaleza representativa, no en un 
régimen de democracia directa, y así lo ha querido la Constitución. Precisamente por eso 
existen varios tipos de iniciativas legislativas que podríamos considerar normales -los tres a 
los que he hecho referencia907- y un tipo de iniciativa legislativa que es excepcional: la 
iniciativa popular. (…). Si la iniciativa legislativa popular es una iniciativa extraordinaria, si 
hace falta un complejo mecanismo para ponerla en marcha, si hace falta -para no decir más- 
la firma de 500.000 ciudadanos, una vez que esos 500.000 ciudadanos han puesto su firma y 
la comisión gestora de la que hablamos en esta Ley las ha tramitado, etcétera, lo lógico 
sería, en el supuesto de plantearse colisión entre la iniciativa legislativa popular y otro tipo 
de iniciativa legislativa que ya estuviera obrando en esta Cámara, que fuera preferida la 
tramitación de la iniciativa legislativa popular. No encontramos razón para que de 
antemano la presentación de un proyecto o proposición signifique, sin más, la eliminación de 
la iniciativa legislativa popular. Tengan Ustedes en cuenta que actualmente, de acuerdo con 
                                                 
907 La iniciativa del Gobierno, la del Senado y la de las CC.AA. 
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los Reglamentos de las Cámaras, pueden duplicarse dos tipos de iniciativas; está en la 
prudencia de cada Grupo Parlamentario el que se retire una proposición cuando el tema de 
que se trate ya esté siendo contemplado en un proyecto de Ley”. 
Al respecto de lo señalado, existe un argumento que a lo largo de estas intervenciones 
envuelve el debate y después retoma Jover i Presa para defenderse. Se percibe cierta 
discriminación de las iniciativas populares con respecto a las denominadas ‘normales’, 
que son las nacidas en las cámaras, o la iniciativa del Gobierno, confundiendo de esta 
manera iniciativa con potestad legislativa. Esto daría lugar a un extenso debate sobre la 
naturaleza y diferencias de cada una de las iniciativas reguladas en nuestra Constitución. 
Sin embargo, aunque la misma establezca claramente un modelo representativo con 
algunos sujetos privilegiados en la función legislativa, tampoco dice claramente, como le 
quiere hacer decir el legislador orgánico, que haya que establecer una iniciativa popular 
residual. 
Con respecto a lo señalado, el diputado Marcos Vizcaya advierte que el hecho de 
establecer más requisitos por tratarse de una proposición de origen popular sólo 
demuestra el temor a esta institución; mostrando su rechazo al apartado ‘d’ del artículo 
quinto, que impide el acceso a iniciativas que tengan el mismo objeto que otras 
proposiciones en tramitación. Vizcaya muestra sus dudas sobre su constitucionalidad, 
apoyado en la falta de concreción del término. Los mismos argumentos le permiten 
rechazar el apartado ‘e’, que estipula la inadmisión de iniciativas populares que sean 
reproducción de otra iniciativa popular de contenido igual o sustancialmente equivalente 
presentada durante la legislatura en curso. El Parlamentario no encuentra razón para 
denegar dos iniciativas populares que compartan contenido, al no exigirse lo mismo para 
las proposiciones que tienen origen en la Cámara y al existir también la posibilidad de su 
acumulación. 
“¿Por qué tienen ustedes miedo o por qué quieren evitar que dos colectivos diferentes, aun 
coincidiendo en la proposición de Ley, en el resultado buscado, con la finalidad perseguida, 
ejerciten su iniciativa? ¿Es que acaso el Reglamento prohíbe que el Grupo Popular presente 
una proposición de Ley de idéntico contenido a otra proposición de Ley del Grupo Vasco? Es 
decir, ¿por qué no se puede utilizar, también dentro de la iniciativa legislativa popular, el 
argumento de reforzar la postura que ya un colectivo ha hecho manifestar a través de su 
proposición de Ley? ¿Por qué otro colectivo, otras 500.000 firmas o cinco colectivos de 
500.000 firmas, no pueden reforzar su postura con una proposición de Ley? En todo caso, 
ustedes sabrán que reglamentariamente hay una solución, que es que se acumule la 
tramitación; y esto ya ha sucedido con la proposición de Ley que este Grupo presentó sobre 
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el ‘habeas corpus’”. 
A nuestro juicio, caben varios argumentos a favor de la admisión de una iniciativa 
popular que comparta contenido con otra proposición en curso. Por haber sido ya 
explicadas las razones, nos limitaremos a recordar que, en primer lugar, existe el 
mecanismo de la acumulación de ambas iniciativas
908
. De esta manera, se debaten ambas 
propuestas, sin menoscabar el interés de la ILP. Asimismo, también puede entenderse la 
iniciativa popular como una enmienda a una proposición o proyecto en vigor que genera 
una respuesta o una reivindicación ciudadana. En segundo lugar, aunque ambas 
iniciativas compartan tema, pueden tener finalidades o sentidos diferentes o, incluso, 
puede surgir como respuesta a la proposición que debate la cámara, demostrando un 
apoyo popular en otro sentido del pretendido, por lo que no parece adecuado inadmitir de 
entrada la iniciativa de origen ciudadano.  
En consecuencia, menos sentido aún tendría inadmitir una ILP por el hecho de existir una 
proposición no de ley con el mismo objeto (como se establece en la letra ‘f’), ya que ésta 
en ningún caso podrá convertirse en ley; la iniciativa popular, al tratarse de una 
proposición de ley, tiene naturaleza jurídica. De hecho, esta incompatibilidad ha sido 
eliminada por la Ley 4/2006, así como por todas las CCAA. que han reformado su ley de 
iniciativa popular, por considerarse un requisito injustificado. Por ello, no se explica que 
el legislador orgánico establezca esta causa, lo que vuelve a explicar el carácter marginal 
que se quería conceder a la figura. 
En defensa de la regulación propuesta en la LOILP, el diputado Jover i Presa realiza 
durante el Pleno una reflexión más general acerca del sentido de los instrumentos de 
democracia semidirecta. En este sentido, les califica como ‘complementarios’ a la 
actividad del Parlamento y afirma que la iniciativa popular no implica un uso directo de 
la soberanía por parte de pueblo, siendo el objetivo del mecanismo proponer temas al 
Parlamento que en este no se hubieran suscitado. 
“Aquí me parece que las discrepancias podrían ser incluso más profundas y resultan de una 
concepción diferente que tenemos ustedes y nosotros del papel que puede y que debe jugar 
en una sociedad democrática la iniciativa popular. A mí me parece bastante claro - en esto 
coincido con lo que ha dicho el señor Pérez Royo- que nuestro sistema constitucional, al 
establecer esta fórmula de democracia semidirecta, o el referéndum, que también puede ser 
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 Como de hecho se regula en las leyes reguladoras de la ILP de las Comunidades de Cataluña o Aragón, 
como se explica en ese capítulo. En este caso, se debe estudiar si es posible dicha acumulación ya que la 
iniciativa popular conlleva unos tiempos más lentos que la proposición que se encuentre en tramitación 
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considerado como tal, lo que plantea es una complementariedad respecto a la democracia 
representativa, que es la normal, la usual, en nuestro sistema político, y prácticamente en 
todos los sistemas políticos del mundo civilizado.  
Esto significa que la utilización más lógica, más normal, de la iniciativa popular es aquella 
que lo entiende como un instrumento que tienen los ciudadanos, o al menos que tienen una 
parte de los ciudadanos, para provocar la discusión de un determinado tema en el 
Parlamento, para excitar el interés de sus representantes respecto a un tema que, en sí, no se 
ha planteado todavía en el Parlamento. Esta y no otra. La iniciativa popular no significa, ni 
mucho menos, un ejercicio directo de la soberanía por el pueblo. Significa -y su último 
origen estaría en el derecho de petición, históricamente- que una parte del pueblo soberano 
puede excitar, puede pedir de sus representantes, legítimamente elegidos, que regulen, que 
estudien, un tema determinado.” 
Es probable que en esta visión de los promotores de la ley orgánica encontremos la 
explicación a algunos límites a la iniciativa popular, en especial los que le dispensan un 
tratamiento accesorio con respecto al impulso legislativo de las cámaras y del ejecutivo. 
El interviniente incurre, a nuestro juicio, en un error que la práctica ha corroborado, 
dando por supuesto que el Parlamento es capaz de representar siempre todas las visiones 
posibles acerca de un tema; unido al planteamiento de que sobre una cuestión, por el 
hecho de encontrarse ya en debate, ha de excluirse la intervención ciudadana. Las 
excesivas expectativas depositadas en la representación del Parlamento hicieron limitar 
una figura que realmente es capaz de proporcionar una muestra del apoyo que algunas 
reivindicaciones suscitan. Desgraciadamente, triunfó la tesis del diputado:  
“Aquí se ha dicho, y con razón, que puede versar sobre el mismo objeto, pero con un 
contenido diferente; sobre el mismo objeto, pero dándole soluciones diferentes. (…). Pero es 
que me parece que en todo caso la presentación de una proposición de este tipo sería 
completamente inútil, porque, en la mayoría de los casos, esta proposición que se presenta, 
respecto de la cual ya hay en trámite un proyecto de Ley o una proposición de Ley, 
seguramente regularía el tema, bien de la misma forma que lo hace el proyecto o bien de la 
misma forma que lo hacen las enmiendas que se han presentado al mismo. (…) 
Mal iría este Parlamento si ni uno solo de sus 350 Diputados, a la hora de discutir un 
proyecto de Ley o una proposición de Ley no tuvieran en cuenta lo que piensan 500.000 
ciudadanos y no lo reflejaran, como mínimo, en sus enmiendas.”  
La casuística del mecanismo que estudiamos nos indica que en la mayoría de los casos 
los promotores de iniciativas populares las presentan por la insatisfacción en la 
regulación de cuestiones que les afectan directamente, gozando de un protagonismo 
relevante el uso concedido por parte de colectivos, asociaciones y sindicatos
909
. Esto 
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 De las 110 iniciativas populares presentadas hasta la actualidad y con los datos de los que disponemos, 
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demuestra el enorme valor que posee la figura para defender intereses de una concreta 
parte de la sociedad o un concreto tipo de afectados; por ejemplo por razón de su 
procedencia, profesión, edad, sexo, capacidad económica, situaciones de salud, etc. Sólo 
así se explica que los temas más tratados por iniciativas populares sean los de índole 
social (incluyendo vivienda, educación, servicios públicos…), temas laborales o 




Este tipo de intereses ‘particulares’ no suelen ser compartidos por el legislador, más 
guiado por el interés general, por lo que la figura es un canal mucho más directo para la 
representación de estos ciudadanos, y de los colectivos de defensa de intereses en que se 
integra, como demuestra la casuística. Las cámaras pueden conocer cómo afecta una 
situación o una regulación determinada a un colectivo concreto, además de comprobar el 
apoyo social que una determinada necesidad puede suscitar entre el electorado. Esta 
situación lógicamente estimula el interés del legislador por regular tal cuestión, por las 
consecuencias negativas que se derivarían de no atender una demanda altamente 
compartida por un grupo de ciudadanos o colectivo concreto
911
.  
Por este motivo también, y como veremos, se ha contemplado que el repunte en la 
utilización del mecanismo se produce en contextos de crisis económica y/o crisis de 
representación, como se puede observar a través de la elevada utilización del mecanismo 
desde la X Legislatura hasta la actualidad
912
, situación alentada también por la 
insatisfacción política que sufre una parte activa de la sociedad cuando las cámaras no 
ofrecen una respuesta coherente con sus posiciones
913
. Cuando un contexto de crisis 
                                                                                                                                                 
57 fueron promovidas desde asociaciones, colectivos o sindicatos (un 52%). 
910
 En total, 28 iniciativas tuvieron como temática asuntos laborales, 22 trataron asuntos sociales (con gran 
relevancia de la vivienda), 9 versaron sobre temas económicos, misma cifra para las pensiones y en menor 
medida los asuntos educativos o de salud. 
911
 Por poner un ejemplo, el Congreso dio luz verde a tramitar la iniciativa popular sobre paralización de 
los desahucios, presentada en 2011 y aprobada en 2013 con sensibles cambios en su texto, por la gran 
repercusión que alcanzó un asunto de consecuencia sociales delicadas. De la misma manera, la iniciativa 
popular sobre la equiparación salarial de las distintas policías del Estado, presentada en septiembre de 
2017, permitió que el gobierno del popular Mariano Rajoy llegara a un acuerdo para reflejar tales 
pretensiones en los PGE. 
912
 En la X legislatura se presentaron 35 iniciativas populares, lo que representa un 32% con respecto al 
total (23 fueron presentadas en la legislatura que la precedió). Desde julio de 2016 a mayo de 2018 (XII 
Legislatura, aún en curso) se han presentado 10 ILP ante el Congreso. 
913
 En este caso, la insatisfacción puede ser fruto de una mayoría absoluta, o por una situación 
completamente opuesta: cuando la fragmentación parlamentaria y ausencia de mayorías claras no permite 
alcanzar acuerdos sobre asuntos que así lo requieren (y el caso más evidente puede ser la dificultad 
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económica produce insatisfacción en los electores, y ante cierta ineficacia de los grupos 
parlamentarios para asumir todas las demandas sociales latentes, no se sostiene el 
argumento de que el Congreso es capaz de defender correctamente todas posiciones en 
todo momento. Por ello, no creemos que sea casualidad que las legislaturas donde más 
iniciativas se presentan coincidan también con contextos de crisis de confianza hacia el 
modelo habitual de representación a través de los grupos parlamentarios, sin que 
podamos olvidar, como defenderemos, que el mecanismo estudiado ha servido y sirve de 
elemento de presión y oposición política hacia el partido político gobernante. 
Concluido este debate y pasando al siguiente requisito, el diputado Jover i Presa también 
defiende la necesidad del apartado ‘e’ del artículo quinto, que permitiría inadmitir 
proposiciones que sean reproducción de otra iniciativa popular de contenido igual o 
sustancialmente equivalente, presentada durante la legislatura en curso. Se pregunta 
sobre el objetivo de permitir una iniciativa que presente lo mismo que otra que ya ha 
valorado el Parlamento. Por su parte, el diputado Marcos Vizcaya no admite las 
explicaciones de Jover i Presa e insiste en que estos requisitos formales representan un 
verdadero veto a la institución por el temor hacia ella. El parlamentario propone ejemplos 
a nuestro entender bastante sólidos, que pretendían justificar la supresión de los 
requisitos ‘d’ y ‘e’: 
“Imagínese usted que un Grupo Parlamentario o el Gobierno ejercitan una iniciativa 
declarando una determinada zona como parque nacional, y que los distintos Grupos de la 
Cámara enmiendan ese proyecto legislativo o esa proposición de Ley, pero no a la totalidad, 
no diciendo no al parque nacional, sino simplemente rectificando sus límites, sus 
características, el patronato que se pueda crear para gestionar ese parque nacional, 
etcétera. Y, sin embargo, habitantes de la zona, del lugar, de la provincia o de la Comunidad 
Autónoma, donde radique el parque nacional, ejercitan una iniciativa legislativa popular, 
diciendo que no se declare parque nacional, porque creen que se derivan mayores perjuicios 
o males para la economía de su región, etcétera. 
Pues bien, de acuerdo con su apartado d), esa iniciativa legislativa popular no podrá 
tramitarse. Usted me ha dicho: no, algún Diputado ya presenta alguna enmienda. Pero, ¿y si 
no la presentan? Solamente con ese motivo banal, usted está cercenando la iniciativa 
legislativa popular. 
En el apartado e), ustedes establecen como obstáculo para la iniciativa legislativa popular 
el hecho de que sea reproducción de otra iniciativa popular de contenido igual o 
sustancialmente equivalente. Veamos si en Vizcaya se ejercita la iniciativa legislativa 
                                                                                                                                                 
constatada para aprobación de los PGE). 
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popular, pidiendo, a través de un provecto o de una proposición de Ley, el no cierre, por 
ejemplo, de los astilleros de la Naval o de Euskalduna, o en Cádiz, los de Matagorda de 
Puerto Real, ¿por qué va usted a impedir que un colectivo de ciudadanos de Cádiz ejercite 
sobre el mismo tema una iniciativa legislativa popular una proposición de Ley en el mismo 
sentido?”. 
Las enmiendas a este artículo quinto son rechazadas, salvo la transacción aceptada que 
hemos señalado del apartado 5.2 ‘c’. El resultado final de la votación de este discutido 
artículo en el Pleno fue el siguiente: Votos emitidos, 277; a favor, 257; en contra, 18; 
abstenciones, dos. Se vuelve a demostrar, como ya ocurriera en los debates 
constituyentes, que existía una clara mayoría a favor de establecer este tipo de límites 
procedimentales a la institución, más allá de las restricciones materiales señaladas, y a 
pesar de las críticas vertidas por algunos parlamentarios que, sin faltarles razones, sólo 
representaban una minoría en las cámaras. 
Continuando con el debate en el Pleno del Congreso y, respecto de otros artículos, otra 
enmienda del diputado Pérez Royo relativa al artículo sexto
914
, pretendía una leve 
modificación en la redacción de su artículo segundo coherente con su intención de no 
contemplar más límites a la figura que los contenidos en la Constitución:  
“Nosotros entendemos que la iniciativa legislativa popular debe ser no admitida única y 
exclusivamente en relación de las causas tasadas, como ha dicho anteriormente el señor 
Vizcaya, que se enumeran en la Constitución. La Constitución enumera una serie de causas 
que determinan la inadmisibilidad de la iniciativa legislativa popular. Una serie de estas 
causas se encuentran en el artículo 87.3 y son las que recoge el artículo 2ª del proyecto. A 
ellas se añaden otras dos materias: la iniciativa en materia presupuestaria, a la cual hace 
referencia el artículo 134.1, y la iniciativa en materia de planificación, a la cual hace 
referencia el artículo 131.” 
La prórroga del plazo de recogida de firmas (artículo séptimo) 
En relación al artículo séptimo (procedimiento y plazo para la recogida de firmas
915
), el 
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 Texto original: 
2. Si el Tribunal decidiera que la proposición no incurre en alguna de las causas de inadmisión previstas 
en el apartado 2 del artículo 5.º, el procedimiento seguirá su curso. 
Texto propuesto: 
2. Si el Tribunal decidiera que la proposición no incurre en alguna de las causas de inadmisión previstas 
en la Constitución, el procedimiento seguirá su curso. 
915
 Artículo 7: Iniciación del procedimiento de recogida de firmas v plazo para la misma  
-Admitida la proposición, la Mesa del Congreso lo comunicará a la Junta Electoral Central, que 
garantizará la regularidad del procedimiento de recogida de firmas. 
323 
 
parlamentario Marcos Vizcaya defiende que exista una prórroga del tiempo concedido 
para la recogida de firmas. El proyecto de ley contenía un plazo de seis meses, 
proponiendo el enmendante una prórroga de otros tres meses susceptible de apreciación 
por la Mesa del Congreso ante la existencia de una causa justificada, alegando el 
proponente la dificultad para la consecución de tal número de firmas, y la posible 
existencia de factores externos que obstaculicen esta labor.  
El parlamentario cita la existencia de accidentes naturales o la coincidencia con 
elecciones, situaciones que pueden dificultar o posponer la recogida de avales. Sin 
embargo, el diputado Berenguer Fuster no considera que sean causas suficientes para 
admitir una prórroga. La enmienda es rechazada inicialmente aunque, al mantenerse en el 
Pleno, la misma es aceptada, quedando el apartado tercero del artículo séptimo de la 
siguiente forma: 
3. El procedimiento de recogida de firmas deberá finalizar con la entrega a las Juntas Electorales, Central 
y Provinciales, de las firmas recogidas. en el plazo de seis meses a contar desde la notificación a que se 
retire el apartado anterior. Este plazo podrá ser prorrogado por tres meses cuando concurra causa 
excepcional de fuerza mayor, apreciada por la Mesa del Congreso. Agotado dicho plazo sin que se haya 
hecho entrega de las firmas recogidas, caducará la iniciativa.  
El artículo octavo es aprobado, sin que se registrara enmienda alguna. El artículo 
noveno, sin embargo, conserva la enmienda de Lapuerta en cuanto al apartado primero, 
proponiendo el diputado que los firmantes no tuvieran que acreditar lugar y fecha de 
nacimiento, exigiéndose tan sólo el certificado de inscripción en el censo electoral. La 
enmienda es rechazada en la Comisión pero se mantiene en el Pleno, donde el 
parlamentario hace públicas sus sospechas acerca de que alguna persona por razones de 
intimidad pueda negarse a otorgar los datos de lugar y fecha de nacimiento y, por lo 
tanto, pueda negarse a firmar por ello. La enmienda es finalmente aceptada en el Pleno 
del Congreso. 
Los siguientes artículos, hasta el decimotercero, son aprobados haciendo constar que 
                                                                                                                                                 
-La Junta Electoral Central notificará a la Comisión Promotora la admisión de la proposición, al objeto 
de que proceda a la recogida de las firmas requeridas.  
-El procedimiento de recogida de firmas deberá finalizar con la entrega a las Juntas Electorales, Central y 
Provinciales, de las firmas recogidas. en el plazo máximo de seis meses a contar desde la notificación a 
que se refiere el apartado anterior. Agotado dicho plazo sin que se haya hecho entrega de las firmas 




durante la ponencia fueron admitidas diversas enmiendas, en especial del Grupo Popular. 
El debate sobre la necesidad de la toma en consideración (artículo decimotercero): 
Con respecto al artículo 13, Lapuerta defiende una propuesta -aún demandada en la 
actualidad- para la mejora de la institución de la iniciativa popular. El diputado plantea la 
necesidad de eliminar el trámite de toma en consideración para las iniciativas populares 




“Nosotros éramos partidarios de lo que defendía el Gobierno en cuanto a que esta 
proposición no necesitara la toma en consideración. Incluso en la exposición de motivos el 
Gobierno señala expresamente que, dada la importancia de 500.000 firmas, no necesitara el 
trámite de la toma en consideración. En un determinado momento de la Ponencia se llegó a 
una solución que a mí me parece óptima, que consistía en que no se diera el trámite de toma 
en consideración si no se pedía expresamente por algún Grupo Parlamentario, dentro de los 
quince días siguientes. Considero que era una solución muy acertada y ahora en el informe 
final se ha suprimido.” 
La enmienda del Grupo Popular es rechazada en Comisión, aprobándose el artículo con 
cuatro votos en contra. Lapuerta insiste en el Pleno en volver a la primitiva redacción 
propuesta por el Gobierno, que preveía que toda proposición que superase la admisión y 
acreditase el mínimo de firmas accediese directamente a la tramitación parlamentaria: 
“La iniciativa legislativa popular da lugar a proposiciones que, por un lado, tienen la virtud 
de haber nacido fuera de la Cámara y, por otro, están avaladas por al menos 500.000 
firmas. Estas dos circunstancias conllevan, a nuestro entender, la aplicación del 
procedimiento antes aludido (el mismo concedido a las proposiciones del Senado, es decir, 
sin 'tomar en consideración') y la consiguiente omisión del trámite de toma en 
consideración”. 
¿Qué efecto tendría la admisión de esta enmienda? creo que, en líneas generales, las 
mencioné al principio de mi intervención. Se crearía una conciencia ciudadana a favor de 
esta Institución, al comprender que los parlamentarios otorgamos a cada uno de los 
firmantes el mayor respeto posible. Las firmas serían más reflexivas. Todo lo cual 
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 Artículo 13. Tramitación parlamentaria  
 Recibida la notificación que acredite haberse reunido el número de firmas exigido, la Mesa 
ordenará la publicación de la Proposición, que quedará en condiciones de ser incluida en el Orden del 
Día del Pleno para su toma en consideración. 
 El debate se iniciará mediante la lectura del documento a que se refiere el artículo 3  apartado 2, 




contribuiría a potenciar la iniciativa legislativa popular, tanto en su aspecto cuantitativo, 
como cualitativo, lo cual es aún más importante.” 
Pese a la coherencia de tales argumentos y sin embargo, como el propio Lapuerta señala, 
los mismos diputados que rechazan la consideración de la ILP, en ausencia de la misma, 
podrían interponer una enmienda a la totalidad en el debate para terminar con la 
proposición
917
. Al menos en ese caso, a juicio del diputado, el texto habría accedido al 
Congreso y los grupos parlamentarios podrían intentar llegar a acuerdos sobre la misma, 
aunque a nuestro entender el resultado -como sucede en Cataluña, sin toma en 
consideración desde 2006- puede acarrear el mismo desasosiego en los promotores y sus 
apoyos, al comprobar cómo la asamblea rechaza la propuesta que tantos esfuerzos les 
generó. Lapuerta insiste en su solución intermedia, que nos parece muy acertada, 
planteando que exista toma en consideración sólo si un grupo parlamentario lo solicita, y 
recuerda al diputado socialista que la propia exposición de motivos de la ley reconoce a 
las 500.000 firmas legitimidad y requisito suficiente para acceder al Congreso
918
. 
La respuesta del Grupo Socialista (impulsores, se entiende, de la ley) es interesante para 
entender el tratamiento que el ordenamiento jurídico concede a la iniciativa legislativa 
popular. El diputado Berenguer Fuster sostiene la conveniencia de la toma en 
consideración para las iniciativas populares por no tratarse de iniciativas legislativas 
'perfectas'. Este parlamentario se refiere al tratamiento que la Constitución otorga a los 
legitimados para ejercer la iniciativa legislativa, encontrándose en el apartado primero 
del artículo 87 CE los legitimados 'perfectos', utilizando la expresión de Berenguer, que 
serían el Gobierno, el Congreso y el Senado. Los legitimados en los apartados segundo 
(asambleas autonómicas) y tercero (la iniciativa popular) de este artículo tendrían la 
capacidad de proponer iniciativas legislativas a las cámaras, pero no ejercer la capacidad 
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 Tal y como se explica en la casuística de la figura ante el Parlamento catalán (que eliminó la toma en 
consideración tras la reforma de su ley reguladora en 2006) aunque dicho trámite ya no pueda impedir el 
debate de proposiciones que no gozan de la confianza de la Cámara, lo que sucede en la práctica es que el 
Parlament se ve ‘obligado’ a plantear una enmienda a la totalidad del texto, por lo que el resultado es 
igualmente negativo, a nuestro entender. 
918
 En palabras del diputado Álvaro Lapuerta; “La exposición de motivos, efectivamente, dice: “Recogidas 
las firmas exigidas, se inicia la tramitación parlamentaria, con la particularidad de que, al ser la 
iniciativa popular, por mandato constitucional perfecta, no cabe la toma en consideración por el 
Congreso... Es decir, por de pronto, si procede, dada la importancia de 500.000 firmas de votantes 







Sin embargo, al confundir el parlamentario la potestad legislativa de la iniciativa 
legislativa, no parece ni un motivo riguroso ni una distinción (iniciativa 
perfecta/imperfecta) derivable de la propia regulación constitucional, que no dice tal 
cosa. Es un matiz importante desde el punto de vista teórico para la definición de la 
institución que estudiamos; al ser considerada la iniciativa popular hoy por muchos como 
una simple propuesta de iniciativa, se podría considerar una fase más del procedimiento 
legislativo. Lo que es lo mismo, un mecanismo más propio de la democracia 
representativa que de naturaleza semidirecta, aunque no procede que reproduzcamos aquí 
un debate que es abordado en el capítulo correspondiente. 
Esta concepción tiene consecuencias prácticas muy importantes, al supeditar el debate de 
la propuesta a la decisión del Congreso, en lugar de permitirlo con la simple acreditación 
de los requisitos de admisión y firmas. El diputado Berenguer Fuster justifica la 
necesidad de la toma en consideración por considerar al Congreso verdadera 'sede' de la 
capacidad legislativa: “Por consiguiente, la iniciativa legislativa popular o la iniciativa 
legislativa de las Comunidades Autónomas no es una iniciativa perfecta sino que precisa 
de una tramitación. Igual que no es perfecta la que tienen los Grupos Parlamentarios. 
Pueden realizar sus propuestas pero esas propuestas han de ser ratificadas por el 
Congreso o por el Senado.” 
En este sentido, realiza un paralelismo entre la iniciativa popular y las iniciativas 
impulsadas por los grupos parlamentarios que, según el Reglamento del Congreso en su 
artículo 127, han de superar la toma en consideración. “En efecto, el artículo 127 del 
Reglamento de la Cámara establece que la tramitación de las proposiciones de Ley, 
tanto las procedentes de las Comunidades Autónomas como las procedentes de la 
iniciativa legislativa popular, han de ser sometidas a los mismos trámites que las 
proposiciones de Ley de los Grupos Parlamentarios, es decir, a la toma en 
consideración.” 
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 Berenguer Fuster: “Hay una iniciativa perfecta, que es la que se regula en el número 1 del artículo 87 
de la Constitución, que es la que corresponde al Gobierno, al Congreso v al Senado, pero no a los Grupos 
Parlamentarios, como en algunas de las redacciones que del texto constitucional se dio en la Ponencia v 
creo recordar que en esta propia Comisión Constitucional, en el sentido de que se les daba iniciativa a los 




El artículo 87 de la Constitución no obliga a establecer un trámite de toma en 
consideración para este tipo de iniciativas, siendo esta una decisión del legislador 
orgánico a través del Reglamento de las cámaras, y no tanto de la concreta ley reguladora 
de iniciativa popular. La intención del legislador orgánico fue la de privilegiar las 
iniciativas de origen gubernamental, estableciendo este trámite para el resto de sujetos 
con iniciativa
920
. La principal consecuencia práctica es la frustración producida entre los 
promotores de una iniciativa popular que, pese a cumplir costosamente con los requisitos, 
verán rechazada la propuesta sin que la misma pueda surtir efecto jurídico alguno, 
aunque tampoco parece haber alternativas viables
921
. La casuística demuestra que de las 
trece iniciativas populares que llegaron a este trámite, diez fueron rechazadas. 
Por todos estos motivos -y lo ya expuesto en otras partes del trabajo- se puede observar la 
existencia de opiniones divididas entre partidarios y detractores de la toma en 
consideración, encontrando quizás más partidarios de establecer el trámite entre los 
grupos parlamentarios mayoritarios, y una división más acentuada entre la literatura 
jurídica consultada.  
Audiencia a la Comisión Promotora: 
La última enmienda del Grupo Parlamentario del PCE, a través de Pérez Royo, es al 
artículo decimotercero, y pretende otorgar audiencia en el Congreso a la Comisión 
Promotora para la explicación y justificación de la iniciativa popular “para exponer 
personalmente, de viva voz, los motivos que fundamentan o que avalan dicha iniciativa. 
Se trata, en definitiva; de reproducir, en relación a este tema, un procedimiento parecido 
al que el propio Reglamento de la Cámara -si no recuerdo mal- ha arbitrado en relaci6n 
a la iniciativa legislativa extraña a esta Cámara, como es la que se inicia por parte de 
las Comunidades Autónomas.” 
Parece una propuesta acertada y avanzada para el marco temporal en el que se produce, 
no habiendo sido sugerida tal posibilidad en ningún debate anterior. Pese a rechazarse la 
enmienda, actualmente es una posibilidad que se contempla desde la Ley Orgánica 
4/2006 primero, y sobre todo a raíz de la Ley 3/2015. Esta norma modifica, mediante su 
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 Aunque las proposiciones que hayan sido tomadas en consideración en el Senado no tendrán este mismo 
trámite en el Congreso, Cámara donde sin embargo el texto si podrá ser objeto de enmiendas a la totalidad. 
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 La supresión del trámite en Cataluña (2006) genera que en muchas ocasiones el Parlament apruebe 





, el apartado decimotercero de la LO 3/1984. 
Como vemos, según la nueva redacción del apartado segundo, se establece la posibilidad 
de comparecencia del representante de la Comisión Promotora en la Comisión que 
discuta la toma en consideración de la proposición, aunque no en el Pleno ni en los 
trabajos parlamentarios posteriores. Dicha intervención de los promotores en la 
tramitación parlamentaria, como veremos, se contempla en las leyes reguladoras de la 
figura en Aragón, Canarias, Cataluña, Galicia, Islas Baleares y País Vasco, haciendo 
posible muchas de ellas que esta participación se produzca también en el Pleno y en los 
trabajos parlamentarios posteriores a la toma en consideración
923
. 
Seguidamente, al no haberse presentado enmiendas, son aprobados del resto de artículos 
y disposiciones de la ley por unanimidad. 
Enmiendas del Senado y aprobación definitiva: 
La LOILP recibe en el Senado siete enmiendas por parte del Grupo Popular, que se 
refieren a los artículos 3, 5, 13 y 14. Las presentadas a los dos últimos preceptos se 
refieren a correcciones de técnica expresiva, entrañando más interés las presentadas a los 
artículos tercero y quinto. En primer lugar, este grupo parlamentario pretende la adicción 
de un párrafo al artículo tercero que explique la función de la Comisión Promotora: 
2. A los efectos de recoger las firmas, presentadas ante la Mesa del Congreso de los Diputados y ostentar 
la representación de los Firmantes en todo lo que se derive la iniciativa, deberá constituirse una Comisión 
Promotora integrada, al menos, por diez ciudadanos que tengan la condición de electores y que figurarán 
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 Disposición final tercera. Modificación de la Ley Orgánica 3/1984, de 26 de marzo, reguladora de la 
iniciativa legislativa popular. 
Se modifica el artículo 13 en los siguientes términos: 
Artículo 13. Tramitación parlamentaria. 
1. Recibida la notificación que acredite haberse reunido el número de firmas exigido, la Mesa ordenará la 
publicación de la Proposición, que deberá ser incluida en el orden del día del Pleno en el plazo máximo de 
seis meses para su toma en consideración. 
2. La tramitación parlamentaria se efectuará conforme a lo que dispongan los Reglamentos de las 
Cámaras. En todo caso, la persona designada por la Comisión Promotora será llamada a comparecer en 
la Comisión del Congreso de los Diputados competente por razón de la materia, con carácter previo al 
debate de toma en consideración por el Pleno, para que exponga los motivos que justifican la presentación 
de la iniciativa legislativa popular. 
923
 Cataluña es una de las Comunidades que regula de manera más amplia y garantista la participación de 
un representante de los promotores, en el Pleno que debate su toma en consideración y, si la ILP es 
aceptada, también en los trabajos en Comisión y el Pleno para su aprobación, lo cual permite también a 
dicho representante valorar las enmiendas introducidas a su propuesta y persuadir a los parlamentarios en 




como los primeros firmantes. 
El actual párrafo 2." sería ahora el 3." 
Justificación: 
1. Ningún artículo regula con sustantividad propia la Comisión Promotora ni se refiere a sus facultades de 
representación de los firmantes.  
2. Por otra parte, el término ‘firmante’ que se emplea en el actual punto 2b) queda claramente referido, de 
esta forma, a los integrantes de la Comisión Promotora. 
 
Pese al rechazo de la enmienda, compartimos la necesidad de especificar la función y 
composición de la Comisión Promotora. Pese al enorme peso otorgado a este órgano en 
los trámites de la iniciativa, la LOILP no establece su número de miembros mínimos o 
máximos ni su funcionamiento, regulando sus funciones de manera desordenada, sin 
concretar su verdadera relación con los firmantes. Según la redacción actual, el segundo 
apartado de este artículo tercero especifica que este órgano deberá presentar una 
proposición de ley articulada precedida de la exposición de motivos, y la relación de 
miembros que componen la Comisión Promotora, junto a sus datos personales. Algunas 
normas autonómicas de iniciativa popular recientemente reformadas se han esforzado en 
la regulación de las características y funciones de la Comisión Promotora, como es el 
caso de la norma catalana, que aclara su composición, funciones, relación con los 
firmantes e incompatibilidades
924
, y que nos sirve de ejemplo una vez más acerca de una 
regulación más rigurosa y garantista de la institución estudiada. 
Por otro lado, y en cuanto al artículo quinto que tanto debate generó en el Congreso, el 
Grupo Popular presenta, entre otras, una enmienda para mayor concreción del apartado 2 
c) añadiendo la expresión ‘carentes de homogeneidad entre sí’ y bajo una justificación 
aparejada
925
. La enmienda es aceptada, de tal forma que este apartado quedaría redactado 
de la siguiente forma: 
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 Artículo 4 de la Ley 1/2006, de 16 de febrero, del Parlamento de Cataluña. Asimismo, el artículo 7 y los 
artículos 14 y siguientes especifican otras cuestiones relevantes de la Comisión Promotora como sus 
recursos de queja o su papel en la tramitación parlamentaria y retirada de la iniciativa. 
925
 Justificación de la enmienda: “No obstante haberse mejorado la redacción en el Congreso de los 
Diputados, al suprimir la expresión «unidad sustantiva», continúa en su redacción actual, siendo una 
expresión bastante ambigua que, por razones obvias, puede convertirse en un obstáculo importante a la 
iniciativa legislativa popular. Por ello, habida cuenta de los numerosos supuestos que pueden darse de 
materias que, aun siendo técnicamente diversas, se encuentran conectadas entre sí formando un conjunto 
homogéneo, el empleo del apartado c) para excluir una proposición en trámite de admisión, debe limitarse 
a los casos de falta de homogeneidad entre sí de las materias a las que eventualmente afecta la 





Artículo 5 Trámite de admisión de la iniciativa 
2. Son causas de inadmisión de la proposición: 
c) El hecho de que el texto de la Proposición verse sobre materias diversas carentes de homogeneidad 
entre sí. 
Seguimos constatando la polémica en cuanto a este requisito que ya se produjo en el 
Congreso y las dudas acerca de los términos empleados, por lo que creemos que esta 
‘addenda’ introduce mayor claridad al requisito. La última de las enmiendas aceptadas 
modifica los apartados ‘a’ y ‘b’ del artículo quinto en su apartado segundo. Su razón de 
ser es la mayor claridad en la expresión, de tal forma que los preceptos quedan de la 
siguiente forma: 
Artículo 5 Trámite de admisión de la iniciativa 
2. Son causas de inadmisión de la proposición: 
a) Que tenga por objeto alguna de las materias excluidas de la iniciativa popular por el art. 2º. 
b) Que no se hayan cumplimentado los requisitos del artículo 3.º No obstante, si se tratase de defecto 
subsanable, la Mesa del Congreso de los Diputados lo comunicará a la Comisión Promotora para que 
proceda, en su caso, a la subsanación en el plazo de un mes. 
 
El proyecto de ley es aprobado por unanimidad en el Senado el 14 de febrero de 1984 y 
devuelto al Congreso para su aprobación final. Destacamos la intervención del Ministro 
de Justicia Ledesma Bartret en el Pleno del Senado, agradeciendo la colaboración de las 
fuerzas políticas por la coincidencia en este proyecto pese a las diferencias ideológicas. 
El ministro destacó la importancia de un proyecto de ley que desarrollaba el mandato 
constitucional del artículo 87.3, en clara referencia también al derecho del artículo 23.1 y 
al principio de participación del 9.2 de la Carta Magna, como una forma de completar la 
construcción del sistema político.  
El Congreso aprueba las referidas enmiendas del Senado el 28 de febrero de 1984, y la 
aprobación definitiva del proyecto de ley se produce en sesión de 1 de marzo del mismo 
año. De 240 votos emitidos, 183 fueron a favor y 57 se abstuvieron, quedando así 
definitivamente aprobada la LO 3/1984 reguladora de la Iniciativa Legislativa Popular. 
Pese a las diferencias mostradas en los debates analizados, el proyecto alcanza un nivel 
de apoyo relevante, sobre todo por la ausencia de votos en contra. Esto demuestra, por un 
lado, el escaso valor político que realmente la oposición le otorgó a la norma
926
, siendo 
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 Pese a las abstenciones, no se registraron votos en contra y se alcanzó con creces la mayoría absoluta en 
Congreso y Senado. Sin embargo, a juzgar por el escaso número de enmiendas presentadas y el escueto 
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consecuencia la votación, por otro lado, de una configuración parlamentaria de amplia 
mayoría para el partido gobernante, como señalamos al principio. 
Por último, los debates y reflexiones analizadas nos permiten extraer algunas 
conclusiones. En primer lugar, a raíz de la lectura del preámbulo de la ley, se deduce la 
voluntad del legislador de configurar una iniciativa legislativa popular controlada y 
sometida a la actividad del Parlamento. El propio preámbulo señalaba las “enseñanzas 
históricas” como pretexto para limitar la figura y evitar utilizaciones demagógicas o 
antidemocráticas, en clara referencia al riesgo que pudieran generar movimientos 
involucionistas, populistas o extremistas; continuando así con un recelo hacia los 
instrumentos de participación ya mostrado en la redacción del texto constitucional.  
En segundo lugar, de las intervenciones del portavoz de la mayoría gobernante se intuyen 
las excesivas expectativas depositadas en el Parlamento, concebido como un órgano 
idóneo para representar la diversidad latente en la sociedad, siendo la cámara -a sus ojos- 
capaz de mostrar todas las visiones posibles acerca de cualquier tema. De esta forma, la 
figura fue concebida como un mecanismo de simple propuesta de temas no suscitados en 
las cámaras, olvidando la importante función de representación de minorías y colectivos 
relevantes que cumple la iniciativa popular, como demuestra la casuística. 
En tercer lugar, y derivado de todo ello, por excesivos que parecieran los límites del 
artículo 87.3 CE, el legislador orgánico establece otro tipo de requisitos formales y 
procedimentales tendentes a garantizar la supremacía y la economía procesal en la 
actividad propia del Congreso. Para ello, otorga facultades relevantes a la Mesa del 
mismo en la admisión de iniciativas. Aunque las principales barreras a la institución -
firmas y ámbito material- vinieran determinadas por la Carta Magna, la extensión de los 
límites le ocasiona al legislador orgánico toda una serie de críticas de la literatura jurídica 
consultada, ya referidas al comienzo del presente apartado. 
Por ello, y en atención al polémico artículo quinto (causas de inadmisión), resulta 
recurrente la protesta de que la ley orgánica no contemplara más limitaciones de las 
contenidas en el artículo 87.3 de la Constitución; crítica proveniente, sobre todo, de los 
grupos alianza popular y comunista, los más activos en cuanto a las enmiendas 
                                                                                                                                                 
debate, intuimos que el valor que los grupos parlamentarios concedieron a este instrumento no fue 
prioritario. Situación y contexto similar el que nos encontraríamos ante la aprobación de la Ley 4/2006. 
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analizadas. Esta visión no es compartida por la mayoría parlamentaria, al rechazar las 
valoraciones citadas, aunque sendas enmiendas en Congreso y Senado modifican la 
redacción del requisito del artículo 5.2 ‘c’. El precepto exigía, en primer lugar, ‘unidad 
temática’ a las proposiciones de iniciativa popular; y termina aportando algo de claridad 
en su redacción, estipulando como motivo de inadmisión “el hecho de que el texto de la 
Proposición verse sobre materias diversas carentes de homogeneidad entre sí”.  
Tampoco resultó de aceptación unánime el hecho de que la ley orgánica pudiera estipular 
como causa de inadmisión de una iniciativa el hecho de encontrarse en tramitación 
proyectos, proposiciones de ley, o no de ley, con el mismo objeto que la ILP, resultando 
especialmente absurdo que una PnL pudiera impedir la admisión de una iniciativa 
popular capaz de generar efectos jurídicos. El legislador parece más preocupado por 
cerrar la puerta a un uso descontrolado y demagógico de la institución que por configurar 
un mecanismo capaz de dinamizar la participación activa del electorado en la producción 
normativa del país o, al menos, en una mejor representación de algunos colectivos. 
Por último, el artículo decimotercero, referido al trámite de toma en consideración de la 
iniciativa, protagonizó un interesante debate a raíz de la presentación de alguna 
enmienda. Por un lado, se reclamó por parte de algunos parlamentarios citados la 
supresión de dicho trámite con el objetivo de fomentar el éxito del mecanismo. Por otro 
lado, se quiso reconocer la modalidad popular como una ‘iniciativa imperfecta’, en favor 
de las nacidas en una de las dos cámaras o en el gobierno, que serían las ‘perfectas’. 
La ley resultante, si bien desarrolla la institución de la iniciativa legislativa popular bajo 
un amplio apoyo parlamentario, configura una institución limitada cuyo ejercicio en la 
práctica se iba a demostrar complejo, sobre todo por las limitaciones constitucionales con 
las que partía. Debido a la escasa relevancia otorgada al instrumento, la norma no 
desarrolla lo suficiente aspectos como la composición y funciones de la Comisión 
Promotora, su audiencia durante la tramitación parlamentaria, las posibilidades de 
retirada de la iniciativa, las condiciones para el cobro efectivo de la compensación 
económica, el posible asesoramiento de los servicios de la Cámara Baja, la interpretación 
de la Mesa del Congreso de las causas de inadmisión, las condiciones para la concesión 
de la prórroga del plazo de recogida de firmas, etc.  
El legislador orgánico se muestra coherente con el recelo ya constatado en los debates 
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Constituyentes hacia los instrumentos de participación, por lo que trata de afianzar un 
modelo representativo con un peso relevante del Ejecutivo en la labor normativa, y de los 
partidos políticos en la labor representativa. El contexto político probablemente 
aconsejase aún una estabilidad institucional y política que los poderes públicos estaban 
en condiciones de garantizar, desconociendo los mismos las consecuencias de un poder 
directo desmedido. Así las cosas, la escasa incidencia práctica de la institución en las dos 
primeras décadas y, sobre todo, el ridículo número de iniciativas populares que 
accederían al debate en el Parlamento demuestran la configuración residual otorgada a la 
iniciativa legislativa popular. 
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C- La reforma operada por la Ley 4/2006 
 
Contexto político y oportunidad de reforma: 
Después de más de veinte años de vigencia de la Ley Orgánica de 1984, se había 
constatado la necesidad de renovación de la norma, tal y como se refleja en el preámbulo 
de la Ley 4/2006, de 26 de mayo, que modifica la LO 3/1984, reguladora de la iniciativa 
legislativa popular. La experiencia había demostrado que las cautelas hacia la figura 
reguladas en la Constitución y en la LOILP eran excesivas y hacían muy compleja su 
utilización. 
Hasta la VIII legislatura, en la que se aprueba la Ley 4/2006, se habían presentado 
cuarenta iniciativas populares, y otras trece se presentarían en la citada legislatura. En los 
veinte años de vigencia de su ley reguladora, tan sólo una iniciativa popular se había 
convertido en ley, subsumida en otra proposición, y otras ocho lograron acceder a la toma 
en consideración, siendo rechazadas en dicho trámite. Por su parte, la literatura jurídica 
que había analizado la institución la consideraba un mecanismo marginal e infrautilizado. 
Por ejemplo, GARCÍA-ESCUDERO
927
 se refiere a una iniciativa popular “tan temida y, 
por tanto, tan obstaculizada”, MARCO
928
 la califica de “mecanismo de participación 
directa de dimensiones mínimas, casi ridículas”, criticando que la institución naciera 
“casi muerta”. BILBAO UBILLOS
929
 insiste en la calificación ‘marginal’ de la ILP, junto 
a otros que se habían referido a la configuración restrictiva y su escaso protagonismo
930
. 
Los dos principales problemas a los que se enfrentaba la institución eran el elevado 
número de la mismas que eran inadmitidas, y aquellas que fracasaban por no reunir el 
mínimo de avales en el plazo concedido Éstas parecían razones fundadas para emprender 
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 GARCÍA-ESCUDERO MÁRQUEZ, Piedad, en “La iniciativa legislativa en la Constitución de 1978” 
REDC nº 59 (mayo-agosto 2000) pág. 79 
928
 MARCO MARCO, Joaquín J. en “La iniciativa legislativa popular: la experiencia valenciana” Temas de 
las Cortes Valencianas (2008) pp. 19 y 20. 
929
 BILBAO UBILLOS “La iniciativa legislativa popular; un análisis de la experiencia reciente en las 
cortes generales, los parlamentos autonómicos y la Unión Europea” en “Lecciones de Derecho 
Constitucional” pág. 4  
930
 PÉREZ SOLA, Nicolás, en “Algunas consideraciones en torno al derecho fundamental a la 
participación directa en los asuntos públicos” Revista de Derecho Político de la UNED n. 41 (1996). pág. 
100; o 
ASTARLOA VILLENA, Francisco, en “La iniciativa legislativa popular en España” Teoría y Realidad 
Constitucional (UNED) núm. 10-11 (2002) Pág. 315 y ss. 
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una reforma de la institución que lograra, por un lado, aumentar el número de iniciativas 
populares que los ciudadanos presentaran y, por otro, facilitar que un mayor número 
pudieran acceder al menos a la tramitación parlamentaria. Como acertadamente señala 
CABEDO
931
, el objetivo principal de esta reforma fue “mejorar la operatividad” de la 




El contexto político que motivó la aprobación de la Constitución y de la ley orgánica de 
1984 difiere en buena medida de la etapa que propicia la tramitación de la ley de 2006. 
Mientras que en los primeros años de funcionamiento de nuestra democracia la prioridad 
lógica era lograr la estabilidad institucional afianzando el modelo representativo, el 
panorama en la primera década del nuevo siglo era bien distinto. En cierta medida, el 
problema empezaba a ser el contrario al de 1978; si bien los límites a la democracia 
semidirecta podían explicarse entonces por el contexto, el nuevo siglo comenzaba a 
mostrar síntomas preocupantes de falta de confianza en las instituciones, y de sensación 
de opacidad y lejanía de los representantes políticos. No sólo se habían superado los 
discutidos riesgos iniciales de los instrumentos de participación, sino que comenzaban a 
ser un elemento necesario para la revitalización democrática. 
En este sentido, y siguiendo a ALMAGRO
933
, la praxis se había encargado de desmentir 
los miedos del constituyente en cuanto a un posible uso manipulativo de los instrumentos 
de participación. Por ello, el gran reto pendiente consistía en otorgar mayor participación 
y lograr más cercanía de las instituciones. En esta línea, otros autores
934
 observan el 
interés de los poderes públicos “por desterrar las viejas preocupaciones y los supuestos 
peligros que podían conllevar las instituciones participativas como la ILP. El legislador 
está entendiendo, aunque todavía con cierto recelo, que las instituciones participativas 
son necesarias, y con ello han pretendido ayudar suprimiendo parte de los numerosos 
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 CABEDO MALLOL Vicente, en “La iniciativa legislativa popular en las Comunidades Autónomas. La 
necesaria reforma de su legislación” UNED. Teoría y Realidad Constitucional núm. 24 (2009) p. 475 
932  En la actualidad el panorama es bien distinto como analizamos en el capítulo dedicado al ejercicio 
práctico de las ILP. Tan sólo en las legislaturas IX y X se presentaron 23 y 35 iniciativas respectivamente, y 
por tanto se superan en número las presentadas de la II a la VII legislatura. Al menos en los últimos años 
hemos presenciado el debate e incluso aprobación con modificaciones de algunas iniciativas ciudadanas. 
933
 ALMAGRO CASTRO, David, en “¿Qué iniciativa legislativa popular tenemos?, ¿Qué iniciativa 
legislativa popular necesitamos? El art. 87.3 y la LOILP 4/2006 a debate” Revista General de Derecho 
Constitucional n. 22 (2016) p. 4 
934
 MALLAINA GARCÍA, Carmela, en “Nuevos desafíos democráticos: hacia una iniciativa legislativa 
popular efectiva” Revista de la Fundación Alternativas núm. 45 (2009) p. 42 
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obstáculos. Sin embargo, estos cambios son todavía insuficientes para que la 
participación ciudadana directa sea real y efectiva”. 
El debate y aprobación de la norma analizada se enmarca en la VIII legislatura, en la que 
el Congreso de los Diputados -aún en el marco del denominado bipartidismo 
imperfecto
935
- se configuraba con mayoría simple de 164 diputados del Partido Socialista 
Obrero Español, frente a los 148 del Partido Popular, encontrándose al frente del 
Ejecutivo el socialista José Luis Rodríguez Zapatero. Para hacer frente al emergente 
desencanto, comenzaba a estar en la agenda política de gobiernos y partidos la mejora de 
la calidad democrática y el buen gobierno, una vez consolidado con creces nuestro 
sistema democrático.  
Este auge discursivo de la participación también fue acompañado de mejoras legislativas 
en cuanto a participación ciudadana y buen gobierno en nuestras Comunidades 
Autónomas. Como nos referimos en el capítulo dedicado a las autonomías, y utilizando 
la expresión de CASTEL GAYÁN
936
, se produce por un lado un ‘boom legislativo’ en las 
autonomías, ya que muchas de ellas desarrollan leyes de participación ciudadana
937
. Por 
otro lado, y como veremos, varias CC.AA. introducen interesantes cambios normativos 
en la institución estudiada. Todo ello permite incrementar el interés, por tanto, de la 
participación ciudadana y de la iniciativa popular, hasta ese momento en un claro 
segundo plano. 
De este modo, dejados atrás los miedos que motivaron esa regulación cautelosa en 1978 
y 1984, resultaba recomendable albergar una nueva regulación más garantista que tuviera 
en cuenta anhelos democráticos demandados tras la lógica evolución de la cultura 
                                                 
935 Ante un total de 350 diputados los dos partidos mayoritarios mencionados aglutinaban 312 escaños en 
el Congreso, siendo el resto para las fuerzas nacionalistas e Izquierda Unida, con 5 escaños. 
936
 CASTEL GAYAN, Sergio, en “El nuevo régimen jurídico del derecho de participación ciudadana” 
Revista Vasca de Administración Pública número 99-100 (2014) pág. 852 y ss. 
937
 Sin ánimo de ahondar más en la materia, y para probar este “boom legislativo” sobre participación al 
que nos hemos referido, tan sólo detallaremos las leyes que en los últimos años las autonomías han 
aprobado en la materia, siendo pioneras la Ley 11/2008 de Participación Ciudadana de la Comunidad 
Valenciana y la Ley 5/2010 de Fomento a la Participación Ciudadana de Canarias. A estos dos textos les 
sucedieron otros tantos ya bajo denominación la mayoría del buen gobierno: Ley 4/2011 de la Buena 
Administración y del Buen Gobierno de las Illes Balears; Ley Foral 11/2012 de la Transparencia y del 
Gobierno Abierto; Ley 4/2013 de Gobierno Abierto de Extremadura; Ley 3/2014 de Transparencia y Buen 
Gobierno de La Rioja; Ley 10/2014 de consultas populares no referendarias y otras formas de participación 
ciudadana de Cataluña, Ley 19/2014 de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno 
de Cataluña Ley 8/2015 de Transparencia de la Actividad Pública y Participación Ciudadana de Aragón, 
Ley 3/2015 de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, y otras que se encuentran en 
tramitación como la de Asturias o País Vasco. 
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democrática del país (sin olvidar las previsiones constitucionales que animaban a los 
poderes públicos a conseguir tales fines
938
). Nos encontramos, por tanto, con tres 
principales cuestiones que aconsejaban una reforma integral de la ley orgánica: 
-La antigüedad de la propia ley, tras más de veinte años de vigencia.  
-El cambio del contexto político en general, y la creciente demanda de participación 
ciudadana en particular, aconsejada también como uno de los flancos desde donde mitiga 
un emergente desencanto en la ciudadanía. 
-El fracaso de este mecanismo en su ejercicio, debido a sus limitaciones 
En la literatura consultada resultan notorias las referencias a una creciente demanda de 
participación de los ciudadanos en los temas públicos, impulsada por la evolución de la 
sociedad y las herramientas de información y comunicación emergentes. Entre otros, 
PRESNO LINERA
939
 es favorable a establecer cambios que promuevan la participación 
ciudadana y que superen una “visión paternalista” de la democracia que quizás se tuviera 
en 1978 pero que no tiene sentido hoy. Aprovechando la propuesta de reforma de la 
Constitución para mejorar la participación que hiciera el Principado de Asturias (y que 




Nos disponemos a analizar cada uno de los cambios de esta ley 4/2006 y ver si constituye 
un avance ambicioso o, por el contrario, la intención era simplemente maquillar una 
regulación obsoleta. La nueva norma emprende cambios positivos en algunos puntos, 
aunque quizás insuficientes
941
; pero sobre todo excluye otras modificaciones que 
hubieran mejorado más aún la institución, y que más adelante analizaremos con más 
                                                 
938
 La Constitución no sólo se propone en su preámbulo la consecución de una “democracia avanzada”, 
sino que configura el derecho a participar en los asuntos públicos en el artículo 23.1, y el mandato claro de 
perseguir, mediante el artículo 9.2, la participación de todos los ciudadanos en la vida política 
939
 Presno Linera, Miguel Ángel, en “Propuesta de reforma de la Constitución para promover la 
participación ciudadana” en su blog (https://presnolinera.wordpress.com) (17 de febrero de 2014) 
940
 “Los argumentos que se usaron en 1978 en contra de estas propuestas carecen hoy de toda vigencia. 
(…) En una sociedad como la española, donde los ciudadanos se muestran cada vez más comprometidos 
con la vida política, es poco coherente, y nada democrático, reducir su participación a los procesos 
electorales. La democracia española tiene mucho que ganar y nada que perder mejorando la implicación 
de la ciudadanía en la vida política del país, haciendo posible, en suma, que el pueblo gobernado pueda 
ser, en mayor medida, pueblo gobernante.” PRESNO LINERA en “Propuesta de reforma de la 
Constitución para promover la participación ciudadana” en su blog (https://presnolinera.wordpress.com) 
(17 de febrero de 2014) 
941
 Como también señala MALLAINA (op. cit. p. 42) 
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detalle. Pese a la falta de profundidad y ambición en algunos cambios y la ausencia de 
otros, la ley 4/2006 es aprobada con un elevado nivel de acuerdo y un escueto debate 
parlamentario. 
Debemos destacar la generosidad de los grupos parlamentarios para llegar a este 
entendimiento -cuestión que todos ellos destacan en sus intervenciones- pero también 
probablemente el escaso valor político que concedían a la figura, lo cual les impidió 
esforzarse en cambios de calado. El ínfimo debate en las Comisiones de Congreso y 
Senado y el reducido número de enmiendas presentadas, muchas de ellas similares, nos 
conduce a pensar que el legislador no aprovechó suficientemente esta oportunidad para 
reformar en profundidad una institución aún marginal pero necesaria para el contexto 
político que comenzaba. 
Posibilidades para un cambio real: 
A pesar de que las restricciones más importantes a la institución se establecieron en la 
Constitución y, por tanto, su modificación parecía compleja, el legislador orgánico 
mantenía la posibilidad de mitigar algunos límites creados por la LO 3/1984, facilitando 
en general el ejercicio de la figura. Con razón GARCÍA-ESCUDERO
942
 ya avanzaba que 
la exclusión de materias, la complejidad del procedimiento y el número de firmas iba a 
“hacer difícil su acceso a entes que no gocen de cierta organización” en clara referencia 
no sólo a la dificultad para el éxito de las iniciativas sino al carácter casi reservado de 
este instrumento hacia organizaciones o partidos con cierta infraestructura y poder de 
convocatoria. 
Como ya señalamos en el apartado dedicado al debate constituyente, lo lógico hubiera 
sido que la Constitución se limitara a reconocer la iniciativa legislativa popular 
atribuyendo su regulación a la ley orgánica posterior. De esta manera, por vía legislativa, 
la institución hubiera sido capaz de adaptarse a los tiempos sin necesidad de reforma 
constitucional, y hubiéramos evitado unos límites que respondían sólo al contexto de 
entonces. A pesar de ello, las posibilidades para el legislador siguen siendo importantes, y 
a ello se ha referido MALLAINA
943
 realizando además algunos apuntes sobre posibles 
mejoras de la figura. Sin ánimo de exhaustividad son varias las cuestiones que se pueden 
                                                 
942
 GARCÍA-ESCUDERO MÁRQUEZ, Piedad, op. Cit. pág. 79 
943
 Op. cit. p. 42-44 
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mejorar por vía legislativa. 
Algunas causas de inadmisión introducidas por la LO 3/1984 eran susceptibles de ser 
modificadas, tratándose precisamente de las menos justificadas; aquellas que permitían 
inadmitir iniciativas por causas formales o procedimentales. Siendo una de las dos 
principales causas de fracaso de la figura su inadmisión por parte de la Mesa del 
Congreso parece lógico proceder a la flexibilización de algunos requisitos que se habían 
demostrado innecesarios y que no se exigían al resto de proposiciones de ley, como eran 
los señalados en el artículo quinto apartado segundo letras ‘c’ a ‘f’
944
.  
Por otro lado, si bien el número de firmas exigidas no podía ser modificado al preverse 
en la Carga Magna, existen dos cuestiones que podían aumentar notablemente los niveles 
de éxito de esta institución. Se trata del plazo concedido para recabar las firmas, y de la 
compensación económica de los gastos ocasionados por la misma. Son dos cuestiones 
que aborda la ley de 2006 y que nos corresponde analizar más adelante. La primera causa 
de fracaso de las iniciativas es su caducidad por agotamiento del plazo concedido que 
hasta 2006 era de seis meses (artículo séptimo). La compensación económica de los 
gastos se regula en el artículo decimoquinto, y hasta 2006 aún figuraba en pesetas. Como 
más adelante veremos, la nueva norma eleva la cuantía económica y establece 
mecanismos para el cobro efectivo por parte de la Comisión Promotora, tarea sumamente 
difícil hasta entonces. 
Asimismo, el legislador cuenta con capacidad legislativa suficiente para abordar 
mediante ley orgánica la supresión del trámite de toma en consideración, que era otra de 
las cuestiones demandadas por parte de la literatura jurídica consultada. Más allá de la 
oportunidad o justificación de este requisito, éste dificulta que una iniciativa acabe 
debatiéndose en el Congreso (a este respecto se presentan enmiendas que analizamos más 
adelante). Por último, avances como permitir la participación de la Comisión Promotora 
durante la tramitación parlamentaria, o la firma electrónica, son cuestiones que se 
abordan en esta reforma a las que nos referimos después. 
                                                 
944
 Es el caso de causas como, por ejemplo, la carencia de homogeneidad de la proposición, que sólo se 
exige a las iniciativas de origen popular; el hecho de que la ILP verse sobre el mismo objeto que una 
proposición no de ley presentada en la misma legislatura, o con el mismo objeto que una proposición de ley 
sin establecer ningún tipo de posibilidad para la conciliación entre ambas iniciativas
944
. Además, contra el 
acuerdo de inadmisión de la Mesa no cabe ningún tipo de queja ante la misma como algunas autonomías 




Por parte del Grupo Socialista en el Congreso y, por tanto, promotores de este proyecto 
de ley, interviene en sede parlamentaria el diputado Elviro Aranda. En el artículo 
académico de este mismo autor
945
, también constitucionalista , Aranda destaca una doble 
finalidad de la Ley 4/2006: por un lado, pretende “corregir alguna de las limitaciones y 
reservas de la regulación de 1984 que obedecían más bien al contexto político de 
entonces” y conviene, por tanto, actualizar a la realidad de 2006. Por otro lado, persigue 
“modernizar la tramitación de la ILP sobre todo en cuanto a recogida de firmas y 
tramitación parlamentaria”. 
Por lo tanto, el reto que nos ocupa es analizar si estas novedades responden a las 
expectativas depositadas, al tiempo que discutimos si los cambios son suficientemente 
ambiciosos como para conseguir revitalizar una figura tan denostada.  
 
Los cambios introducidos por la norma: 
Nos corresponde examinar los diez principales cambios que la Ley 4/2006 introduce con 
respecto de la LO 3/1984, que son los siguientes:  
Primero: Nueva Exposición de Motivos 
El preámbulo de la Ley 4/2006 explica los cambios introducidos con respecto a la LO 
3/1984 y justifica su necesidad desde la adecuación y adaptación a los nuevos tiempos y 
exigencias: “El tiempo transcurrido y la experiencia acumulada desde la aprobación de 
la Ley Orgánica 3/1984, de 26 de marzo, hacen aconsejables algunas adecuaciones de la 
institución de participación popular para evitar requisitos innecesarios e incorporar 
mejoras que faciliten su ejercicio.” 
En la redacción inicial del preámbulo, se incluía una referencia
946
 al elevado número de 
firmas exigidas y la pretensión de impulsar las reformas necesarias para dejar el número 
de firmas en 200.000. Esta afirmación es criticada mediante enmiendas por los Grupos 
Popular y Socialista en el Congreso por carecer de sentido que una reforma que 
implicaría un cambio de la Constitución se incluya en un preámbulo de una ley. 
                                                 
945 ARANDA ÁLVAREZ, “La Nueva Ley de la Iniciativa Legislativa Popular” en Revista Española de 
Derecho Constitucional núm. 78 (2006) pág. 187 
946
 La primitiva exposición de motivos afirmaba: “y en su día promover la modificación del artículo 87.3 
de la C.E, para reducir a 200.000 el número de firmas acreditadas que se exigen para su admisión”. 
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Finalmente, la redacción final no incluye esta referencia al cambio del número de firmas, 
pero reconoce implícitamente la evidencia de que las 500.000 firmas actuales suponen un 
obstáculo importante para el dinamismo de la institución.  
El Grupo Parlamentario Socialista presentó una enmienda para eliminar esta referencia 
que hemos citado justificando la supresión de la siguiente forma: “Por coherencia con 
las enmiendas al articulado presentadas. La propuesta de reforma de la Constitución en 
esta materia debería incluirse en una iniciativa específica de esta naturaleza, de reforma 
constitucional, pero no en una Exposición de motivos de una Proposición de Ley”. Por 
parte del Grupo Popular, una enmienda en el mismo sentido pedía omitir la referencia al 
cambio del número de firmas exigidas que aparece en la Constitución. La justificación es 
similar a la del Grupo Socialista: “Es particularmente rechazable que aparezca en la 
exposición de motivos de la ley el anuncio de una futura propuesta de modificación del 
artículo 87.3 de la Constitución, «para reducir a 200.000 el número de firmas 
acreditadas que se exigen para su admisión». No es función del legislador en el 
preámbulo de una norma comprometerse a iniciar posteriormente otras reformas 
normativas, —menos aun tratándose de una reforma constitucional— puesto que es un 
compromiso que no tiene ningún valor jurídico.” Sobre este mismo tema durante el 
debate de la ley en el Congreso, el portavoz del PNV Aitor Esteban considera el número 
de firmas que recoge la Constitución “exagerado” y propone “adaptarlo al existente en 
otros países de europeos”. No en vano, reconoce que para que esto suceda tendría que 
modificarse la Constitución, cuestión en la que ellos estarían de acuerdo
947
. 
En otro sentido, el preámbulo inicial de la ley incluía fuertes críticas a la ley de 1984, 
haciendo referencia a las “cautelas desproporcionadas e injustificadas”. Por parte de los 
grupos Popular y Socialista cuestionan unas críticas a un cuerpo legal que no se pretende 
sustituir sino sólo modificar. De esta forma y mediante enmiendas ‘suavizan’ las 
referencias a la antigua ley para referirse simplemente al cambio de contexto y la 
voluntad de modernizar y actualizar la normativa, pero nuevamente se intuye como por 
primera vez el legislador admite las restricciones excesivas interpuestas en la primitiva 
ley reguladora., cuestión que ya era obvia para la literatura jurídica que hemos analizado. 
El nuevo preámbulo elimina la afirmación que vinculaba el recurso al pronunciamiento 
popular con las interpretaciones demagógicas y la imposición de la voluntad de una 
                                                 
947 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados número 154 de 23 de febrero de 2006 pág. 7728 
342 
 
minoría. Señalamos entre paréntesis la parte eliminada del texto: “La regulación 
constitucional de la iniciativa legislativa popular recoge asimismo las limitaciones 
propias de este instituto, derivadas de las enseñanzas históricas, (que demuestran la 
facilidad con que el recurso al pronunciamiento popular directo puede servir de fácil 
cauce para manipulaciones demagógicas o, incluso, para intentar legitimar con un 
supuesto consenso popular, lo que no es en sustancia sino la antidemocrática imposición 
de la voluntad de una minoría). De ahí que la Constitución, amén de excluir de la 
iniciativa popular campos normativos particularmente delicados, encomiende al 
legislativo la misión de regular, mediante Ley Orgánica, la forma concreta de ejercicio 
de la iniciativa popular. Se hacía preciso, pues, responder al mandato constitucional y 
proceder a la elaboración de la Ley Orgánica reguladora de la iniciativa legislativa 
popular”.  
La parte eliminada respondía más bien al miedo y la confusión que reinaba en torno a los 
instrumentos de participación en la época Constituyente y de elaboración de la citada LO 
3/1984. La experiencia franquista en materia de referéndum y la previsible aparición de 
nuevos movimientos y partidos con el nacimiento de la democracia hicieron temer un 
recurso al pronunciamiento popular como un elemento desestabilizador, como ocurriera 
en otros y señalados momentos de la historia europea. Una vez superados estos miedos y 
consolidada la democracia, parecía menos probable que un organizado poder de los 
ciudadanos pudiera poner en riesgo las instituciones, siendo más bien el riesgo que las 
instituciones pudieran alejarse de estos electores por un recelo infundado.  
Por ello, tampoco parece muy coherente que el preámbulo se refiera a las “limitaciones 
propias” del instrumento vinculándolas con las enseñanzas históricas, cuando 
difícilmente se puede ligar la iniciativa popular a situaciones antidemocráticas o de 
inestabilidad pasadas; ni desde el derecho comparado se entienden como “propios” los 
límites fijados en nuestro país (basta con comparar las firmas exigidas a las de los países 
de nuestro entorno que reconocen la figura). 
Segundo: La ley suprime el apartado b) del artículo 3.2  
«Artículo 3 Requisitos de la iniciativa popular 
2. El escrito de presentación deberá contener: 
b) Un documento en el que se detallen las razones que aconsejan, a juicio de los 
firmantes, la tramitación y aprobación por las Cámaras de la proposición de ley.» 
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Este requisito carece de justificación, ya que en el apartado ‘a’ del precepto ya se exige 
que la proposición de ley venga acompañada de una exposición de motivos donde, se 
entiende, se incluyen las razones para la tramitación de la misma. Por tanto, el apartado 
‘b’ que se elimina sería reiterativo
948
, y añadiría un requisito innecesario. En este sentido 
se defienden enmiendas por parte de los grupos ERC y PNV. 
Debido a las enmiendas presentadas, nos interesa referirnos también el apartado ‘a’ de 
este artículo 3.2, que exige que el texto que presenten los promotores se acoja al formato 
de texto articulado. Por parte de los Grupos Políticos de Izquierda Unida y PNV se 
propone que la proposición no se acoja al formato de texto articulado, y que pueda ser un 
texto genérico o redactado en términos generales (en la línea, por cierto, de lo exigido en 
la legislación helvética). En su caso, sugieren, los servicios jurídicos de las cámaras 
podrían darle el formato adecuado tras su admisión o los propios parlamentarios durante 
el trámite, ya que los proponentes no tienen por qué ser expertos en este tipo de 
redacción.  
Esta enmienda del PNV se justifica en la necesidad de “eliminar esfuerzos innecesarios 
que carecen de sentido desde una perspectiva del derecho comparado”. Para ello además 
proponen en el artículo decimotercero incluir la previsión de que las Cortes puedan 
reformar el texto en el sentido indicado en caso de que la propuesta haya sido redactada 
por los ciudadanos en términos generales. En este sentido, se manifiesta en el debate de 





 la exigencia de concreción de la iniciativa en un texto articulado 
“responde claramente al precedente italiano
951
” y, además, pese a que este requisito 
pueda parecer un obstáculo, según el mismo otorga “seriedad y rigor”. 
                                                 
948
 Así lo calificó, por ejemplo, PÉREZ SOLA, Nicolás, en “Algunas propuestas para la reforma de la ley 
orgánica de iniciativa legislativa popular” en V Jornadas de Derecho Parlamentario: El procedimiento 
legislativo. Congreso de los Diputados (1994) p. 606 
949
 En palabras de este parlamentario: “Coincidimos con otros grupos, siguiendo la tónica existente en 
otros países, en que debería haber sido aceptable que las iniciativas pudieran ser realizadas en términos 
generales y no solo a través de textos articulados —existen ejemplos en el derecho comparado—, pues 
facilitaría la promoción de la iniciativa. Bien marcados los principios y las líneas que se pretenden seguir, 
las cámaras perfectamente podrían llevar a cabo esta articulación” 
950
 PÉREZ SOLA, Nicolás, en “Algunas propuestas para la reforma de la ley orgánica de iniciativa 
legislativa popular” en V Jornadas de Derecho Parlamentario: El procedimiento legislativo. Congreso de 
los Diputados (1994) p. 605 
951
 Que en el artículo 71 de la Constitución Italiana recoge que “El pueblo ejerce la iniciativa de las leyes 
mediante la propuesta, por al menos cincuenta mil electores de un proyecto redactado en artículos” 
344 
 
En nuestra opinión, la Constitución está implícitamente indicando que el texto presentado 
aparezca articulado cuando admite la iniciativa popular “para la presentación de 
proposiciones de ley”. Aunque a los ciudadanos les facilite su labor presentar un texto 
genérico, el mismo ha de contener las exigencias mínimas de lo que se entiende por una 
proposición de ley que puede terminar convertida en norma, lo que de paso podrá 
aumentar las posibilidades de que los parlamentarios se tomen en serio la propuesta. 
Ahora bien, se debe ofrecer cierta flexibilidad a los promotores en esta exigencia; para 
que una cuestión de forma no impida a los ciudadanos ejercer su derecho a la 
participación mediante la iniciativa popular en cuestión. Se ha de tener en cuenta que los 
servicios de la cámara pueden ayudar a los promotores en la tarea, que la Mesa del 
Congreso deberá conceder la posibilidad de subsanar este tipo de errores, y de que, en 
todo caso, las cámaras podrán mejorar la técnica jurídica de la proposición redactada 
durante la tramitación de la misma, en caso de ser tomada en consideración. 
Tercero: Se suprime el apartado f) del artículo 5.2 y se da una nueva redacción al 
apartado c) de este artículo, con el siguiente texto: 
«Artículo 5. Trámite de admisión de la iniciativa 
2. Son causas de inadmisión de la Proposición: 
c) El hecho de que el texto de la Proposición verse sobre materias manifiestamente 
distintas y carentes de homogeneidad entre sí.» 
 
Redacción anterior: 
«c) El hecho de que el texto de la proposición verse sobre materias diversas carentes de 
homogeneidad entre sí.» 
Constituye este uno de los preceptos más cuestionados y enmendados del debate de la 
propia ley orgánica de 1984. Entonces se defendía por diputados como Marcos 
Vizcaya
952
 o Álvaro Lapuerta Quintero
953
 (quien, de hecho, propone modificar su 
redacción por la de ‘diversidad temática’ y considera que ni aun así sería admisible
954
) 
                                                 
952
 Marcos Vizcaya Retana incluso considera inconstitucional incorporar límites más allá del “númerus 
clausus” contenido en la Constitución 
953
 Las manifestaciones de ambos parlamentarios las reproducimos en el apartado donde analizamos la 
tramitación y debate de la LO 3/1984 y haciendo referencia al diario de sesiones del Pleno del Congreso en 
sesión número 79 celebrado el 29 de noviembre de 1983 pág. 3813 y ss. 
954
 Según sus palabras en el Pleno del Congreso que al que hacemos referencia en la cita anterior: “Pero 
aun en este segundo significado. el requisito no es admisible. Su única razón es la de ignorancia del 
ciudadano que va a presentar la proposición de Ley que intenta regular a la vez temas sin ninguna 
relación entre sí. Y no es así. La proposición va a ser elaborada por asesores jurídicos, y aunque 
formularan una mala proposición y se consiguieran las 500.000 firmas, existe, si la Ley es válida en todo 
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que la ley no incluyera más requisitos que los señalados en la Constitución. Además, 
pensaban que el término adolecía de inconcreción, cuestionándose por exigirse 
únicamente a las proposiciones de origen popular, algo que sin duda situaba a la figura en 




El cambio que efectúa la Ley 4/2006 consiste en sustituir ‘materias diversas’ por 
‘materias manifiestamente distintas’, añadiendo algo de claridad al sentido del apartado. 
En este caso, la diferencia entre las materias que trate la proposición tiene que ser 
‘manifiesta’. Aun así, la Mesa del Congreso cuenta con una amplia discrecionalidad para 
la interpretación del requisito, motivo por el cual esta condición era susceptible de haber 
sido eliminada, al no responder  a la protección de ningún otro interés jurídico, ni 
exigirse a otros sujetos. De hecho, las Comunidades Autónomas de Cataluña y Galicia 
han suprimido dicho requerimiento recientemente, siendo esta diversidad material una 
característica muy presente en muchas normas impulsadas desde el Gobierno de la 
Nación. 
Para comprender el sentido del requisito, como ya se ha señalado, hay que recurrir al 
peligro del desconocimiento del firmante de una parte del texto. Como los propios 
promotores de la ley orgánica señalaron, los proponentes de una iniciativa popular se 
pueden ver tentados a incluir una materia más popular como ‘gancho’ para recabar 
apoyos para otro asunto tratado en la proposición, pese a no mantener relación temática 
con el primero. Parece aconsejable que las proposiciones de ley guarden una mínima 
coherencia cuando sus proponentes actúan de mala fe con el fin indicado, pero también 
es importante que este criterio sea aplicado de forma rigurosa, sin que sirva de pretexto 
para inadmitir iniciativas populares injustificadamente.  
Debemos recordar que el Reglamento del Congreso de los Diputados también hace 
referencia a una posible incongruencia en el texto de una proposición de ley en general: 
«Artículo 119 Terminado el debate de un proyecto, si, como consecuencia de la 
aprobación de un voto particular o de una enmienda o de la votación de los artículos, el 
texto resultante pudiera ser incongruente u oscuro en alguno de sus puntos, la Mesa de 
la Cámara podrá, por iniciativa propia o a petición de la Comisión, enviar el texto 
                                                                                                                                                 
lo demás, todo un procedimiento de tramitación de la proposición que serviría para pulirla y mejorarla” 
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 MENÉNDEZ MENÉNDEZ, Aurelio, en “La Iniciativa Legislativa Popular” Las Cortes Generales, Vol. 
III. Instituto de Estudios Fiscales. Madrid 1987. Pág. 1734 
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aprobado por el Pleno de nuevo a la Comisión, con el único fin de que ésta, en el plazo 
de un mes, efectúe una redacción armónica que deje a salvo los acuerdos del Pleno. El 
dictamen así redactado se someterá a la decisión final del Pleno, que deberá aprobarlo o 
rechazarlo en su conjunto, en una sola votación.» 
Al respecto de este asunto, el Diputado de Izquierda Unida, Gaspar Llamazares, valoró 
positivamente el cambio de redacción de este requerimiento del artículo quinto
956
: “En 
segundo lugar, esta iniciativa sustituye algo que nos parecía inaceptable y es que a los 
ciudadanos se les pedía una unidad temática que no se les exigía a los grupos 
parlamentarios”. Sin embargo, Aitor Esteban (PNV) es contrario a que el requisito 
permanezca, criticando su falta de claridad
957
: 
“No estamos de acuerdo con las manifestaciones hechas por el anterior interviniente, 
que ha asegurado que, en la iniciativa presentada, en el texto que se va a aprobar, no se 
exige la unidad temática, a no ser que sea contradictoria o contrapuesta. En el texto no 
se dice contradictoria o contrapuesta, sino manifiestamente diferente, y manifiestamente 
sigue siendo un término bastante relativo cuando no se le exige al legislador (…). Si al 
legislador no se le exige, en vez de introducir la descripción de manifiestamente, que no 
ayuda mucho, hubiese sido mejor suprimir el requisito.” 
Concluido este asunto y, por otro lado, en este mismo artículo quinto, la Ley 4/2006 
suprime el apartado ‘f’: 
f) (supresión) «La previa existencia de una proposición no de ley aprobada por una Cámara que verse 
sobre la materia objeto de la iniciativa popular.» 
De esta manera, una proposición no de ley sobre la misma materia que la iniciativa 
popular, no impedirá la admisión de la segunda en la cámara. Se trataba de una cautela 
excesiva en la regulación de 1984 que se subsana en esta reforma. La proposición no de 
ley no es capaz de generar consecuencias jurídicas, por lo que carece de sentido que 
impida el acceso de una proposición de ley capaz de convertirse en norma. La 
modificación del apartado ‘c’ y la supresión de ‘f’ constituyen peticiones recurrentes para 
la mayoría de los grupos políticos intervinientes. 
Los Grupos Parlamentarios de Izquierda Unida – Los verdes y de ERC van más allá y 
solicitan la supresión de los apartados ‘c’, ‘d’ y ‘f’. Sin embargo, el Grupo Socialista 
justifica el mantenimiento del apartado ‘d’, que establece como causa de inadmisión: “La 
previa existencia en el Congreso o el Senado de un proyecto o proposición de ley que 
                                                 
956  Diario de sesiones del Congreso de los Diputados número 154 de 23 de febrero de 2006 pág. 7727 
957  D. S. anterior pág. 7728 
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verse sobre el mismo objeto de la iniciativa popular y que esté, cuando ésta se presenta, 
en el trámite de enmiendas u otro más avanzado”. Sin ánimo de reproducir aquí los 
argumentos que ya explicamos cuando analizamos este requisito, recordamos que existe 
la posibilidad de la acumulación como enmienda de la iniciativa popular al proyecto que 
ya debate la cámara. De esta manera, compatibilizamos ambos proyectos sin inadmitir la 
ILP; y permitimos la conciliación del impulso legislativo ciudadano con la actividad 
propia de las cámaras. Esta es una opción que, como decimos, ya se contempla en las 
nuevas leyes de ILP de Cataluña y Aragón
958
. El único problema que se prevé es que los 
plazos y la lenta recogida de firmas ralenticen la tramitación de la proposición o proyecto 
que ya se encuentre en trámite, como acertadamente indica MURO I BAS
959
.  
La Ley 4/2006 no realiza tampoco modificación alguna con respecto al apartado 'e' del 
mismo artículo quinto: 
e) el hecho de que sea reproducción de otra iniciativa popular de contenido igual o sustancialmente 
equivalente presentada durante la legislatura en curso 
En este caso, también se pretende evitar una acumulación innecesaria de iniciativas 
populares con el objetivo de evitar un colapso. Sin embargo, la nueva ley olvida aclarar si 
la primera ILP presentada debe haber sido admitida y/o tomada en consideración para 
evitar que la segunda y posteriores puedan admitirse, lo cual sería deseable a nuestro 
juicio. De esta forma y con una interpretación literal del requisito, se puede presentar una 
ILP que no reúna intencionadamente el número de firmas exigido, pero que impida 
posteriores intentos de presentar una iniciativa de contenido similar. 
Cuarto: Se amplía el plazo de recogida de firmas hasta los nueve meses prorrogables por 
otros tres si concurre causa mayor apreciada por la Mesa del Congreso. De esta manera, 
el apartado tercero del artículo séptimo quedará redactado de la siguiente forma: 
«3. El procedimiento de recogida de firmas deberá finalizar con la entrega a la Junta 
Electoral Central de las firmas recogidas, en el plazo de nueve meses a contar desde la 
notificación a que se refiere el apartado anterior. Este plazo podrá ser prorrogado por 
                                                 
958
 En esta Comunidad, la ley 7/2014, que vino a reformar la Ley 7/1984, añadió el siguiente punto 3 bis al 
artículo quinto: 
“Si las Cortes de Aragón están tramitando algún proyecto o proposición de ley sobre las mismas materias 
de que trata la proposición de la iniciativa legislativa popular, la Mesa debe comunicarlo a la comisión 
promotora para que decida, en el plazo de quince días hábiles, si mantiene la propuesta o la retira. En el 
supuesto de que la comisión promotora opte por mantener la propuesta, la Mesa podrá acordar que las 
iniciativas legislativas se acumulen y se tramiten conjuntamente, y debe comunicarlo a la comisión 
promotora” 
959
 MURO I BAS, Xavier, “Algunas cuestiones en torno a la iniciativa legislativa popular” en Corts. 
Anuario de Derecho Parlamentario, núm. 19 págs. 377 
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tres meses cuando concurra una causa mayor apreciada por la Mesa del Congreso. 
Agotado el plazo sin que se haya hecho entrega de las firmas recogidas, caducará la 
iniciativa.» 
Nos encontramos ante uno de los avances más importantes de esta ley, al establecer un 
aumento de tiempo concedido para la recogida de firmas. Conforme a la anterior 
regulación, se otorgaban seis meses prorrogables por otros tres si se acreditaba causa 
mayor apreciada por la Mesa del Congreso. Ahora la Comisión Promotora contará con 
nueve meses prorrogables hasta los doce si concurre causa mayor apreciada. El proceso 
de recogida de firmas es crucial para el éxito de la iniciativa ciudadana, por lo que tiempo 
concedido al efecto es clave para la consecución del elevado número de signatarios 
requerido. Por tanto, aumentar el plazo concedido para este periodo incide 
favorablemente en el derecho de participación ejercido mediante la iniciativa popular, al 
mejorar las posibilidades de que la iniciativa prospere, teniendo en cuenta que el 
legislador orgánico no puede aminorar las firmas fijadas por la Constitución. 
Comprobamos a través de la casuística que el primer motivo de fracaso de las iniciativas 
populares es su caducidad. Este hecho se produce por falta de apoyos necesarios, pero 
también por agotarse el tiempo concedido para reunir las firmas. El plazo que se concede 
a la Comisión Promotora es uno de los requisitos más importantes que el legislador 
puede modificar para una consideración más garantista del derecho. Por este motivo 
también, todas las leyes que reforman su norma reguladora de iniciativa popular en 
nuestras autonomías han considerado necesario aumentar el plazo que se concede para la 
recogida de firmas
960
, al mismo tiempo que rebajan el número necesario de signatarios. 
Esta modificación resultó del agrado de la mayoría de intervinientes, proponiéndose 
incluso por parte de algún grupo político
961
 que el plazo concedido fuera mayor; de doce 
meses prorrogable por tres. En esta línea, VIDAL
962
 señala que este avance emprendido 
es “moderadamente positivo” ya que el legislador podía haber ido “más allá” en aras de 
facilitar aún más la labor de recogida de firmas. En este aspecto, si bien cuanto mayor sea 
el plazo más factible será reunir el mínimo de avales, tampoco parece aconsejable 
demorar en el tiempo dicha tarea, por lo que el plazo concedido viene a estar en la media 
de lo estipulado también por las CC.AA., como veremos. El mismo autor recuerda 
                                                 
960
 Reformaron su ley (cronológicamente): Cataluña, Murcia, Andalucía, Castilla y León, Navarra, Aragón, 
Comunidad Valenciana, Galicia y País Vasco 
961
 Grupo Parlamentario de Izquierda Unida 
962
 Op. cit. p. 40 
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algunas voces críticas con el hecho de que la prórroga del plazo según causa mayor tenga 




Quinto: En la recogida de firmas se admite la posibilidad de firma electrónica. De esta 
forma, se añade un nuevo apartado cuarto al artículo séptimo: 
«4. Las firmas se podrán recoger también como firma electrónica
964
 conforme a la 
regulación de la legislación correspondiente.» 
Las nuevas tecnologías permiten facilitar la labor de recogida de firmas y la ley no es 
ajena a la posibilidad de admitir la firma electrónica
965
. A partir de este cambio, los 
ciudadanos con certificado digital podrán avalar una proposición de ley de una forma 
más sencilla y accesible; mejorando así las opciones de éxito de una iniciativa popular si 
tenemos en cuenta que la fórmula presencial de firma ya no es la única posible, al poder 
llevarse a cabo también desde un dispositivo u ordenador.  





 han señalado el acierto del legislador y las múltiples 
ventajas que conlleva la aplicación de las nuevas tecnologías a los instrumentos de 
participación, avance que puede mejorar no solo la democracia participativa sino también 
la representativa.  
Para ello, hay que reparar en los requisitos requeridos para disponer de firma electrónica, 
cuyo uso se ha extendido en los últimos años en nuestro país pero que aún no es lo 
suficientemente mayoritario
968
. La introducción de la firma electrónica en la ley 4/2006 
se debe a una enmienda del Grupo Popular valorada favorablemente por los demás 
grupos políticos. Ante las dudas en cuanto a la implementación de la firma electrónica en 
                                                 
963
  ASTARLOA VILLENA, Op. cit. p. 306 
964  Debemos tener en cuenta el marco legal que permitió a España regular la firma electrónica: 
-Directiva 1999/93/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, por la que se establece un marco 
comunitario para la firma electrónica. 
-Ley 59/2003, de Firma Electrónica. 
965
 Regulada por Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica 
966
 MALLAINA GARCÍA, Carmela, en “Nuevos desafíos democráticos: hacia una iniciativa legislativa 
popular efectiva” Revista de la Fundación Alternativas núm. 45 (2009) p. 21 
967
 VIDAL MARÍN op, cit. p. 42 
968 La inmensa mayoría de españoles (más de 44 millones) disponen ya de un DNI electrónico, no 
obstante, la firma digital requiere solicitar el correspondiente certificado cuyo uso aún es minoritario 
350 
 
la práctica, en 2012 la Junta Electoral Central estableció
969
 las pautas generales sobre el 
procedimiento para la verificación y certificación de las firmas de una iniciativa 
legislativa popular, ya que hasta el momento tenía que ir caso por caso. El órgano se 
justifica ante la falta de desarrollo reglamentario de la cuestión: “(…) conviene con 
carácter general precisar los aspectos más importantes del procedimiento para la 
recogida de firmas, tanto en papel como en ficheros electrónicos, a efectos de facilitar la 
labor de la Comisión Promotora, de la Oficina del Censo Electoral y de la Junta 
Electoral Central”. En cualquier caso, la utilización de la firma electrónica para la 
iniciativa legislativa popular es analizada en el apartado donde analizamos la recogida de 
firmas en general, por lo que no procede extenderse más aquí. 
Sexto: Para la recogida de firmas en una Comunidad con lengua cooficial, se admite que 
los pliegos estén redactados también en esta lengua, junto al castellano. Por consiguiente, 
se introduce un segundo párrafo al artículo 8.1 con el siguiente tenor:  
«Los pliegos deberán estar escritos en castellano. Para la recogida de firmas en el 
territorio de una Comunidad Autónoma con otra lengua cooficial podrá utilizarse, 
conjuntamente, esta otra lengua.» 
En este sentido, una enmienda del Grupo Popular defendía que los pliegos pudieran 
redactarse en castellano y además cualquier otra lengua oficial del Estado 
independientemente de donde se recogieran las firmas. La justificación de la enmienda se 
basa en incluir siempre una traducción al castellano, respetando la utilización del resto de 
lenguas oficiales. En este sentido, el portavoz del PNV, Aitor Esteban, manifestaba en el 
debate estar más de acuerdo con la enmienda del Grupo Popular ya que permitía utilizar 
otras lenguas independientemente del territorio donde se recogiesen las firmas. Es decir, 
una ILP nacida en el País Vasco y redactada en euskera podía recoger esas firmas no sólo 
en esa región, sino también extenderse por parte del territorio nacional, como también 
sería lógico para la consecución de mayor número de firmas. De esta manera la iniciativa 
podía mantener ambas lenguas. 
Séptimo: Se modifica el organismo encargado de recibir y acreditar la consecución de 
las firmas, que pasa de la Junta Electoral Provincial a la Junta Electoral Central, con la 
intervención también de la Oficina del Censo en los términos que se recogen en el 
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 Acuerdo de la Junta Electoral Central de 10 de mayo de 2012 Publicado en el BOE núm. 120, de 19 de 




artículo undécimo, que queda redactado de esta forma: 
«1. Los pliegos que contengan las firmas recogidas serán enviados a la Junta Electoral 
Central, quien los remitirá a la Oficina del Censo Electoral para que acredite la 
inscripción de los firmantes en el Censo Electoral como mayores de edad, y lleve a cabo 
la comprobación y el recuento inicial de dichas firmas. La Oficina del Censo Electoral, 
en el plazo de quince días, remitirá a la Junta Electoral Central certificación de todo 
ello.  
2. La Comisión Promotora podrá recabar en cualquier momento de la Junta Electoral 
Central la información que estime pertinente respecto del número de firmas recogidas.»  
Se establece como órgano encargado del proceso de recogida de firmas a la Junta 
Electoral Central
970
, con la colaboración de la Oficina del Censo Electoral para un 
recuento inicial y certificación de inscripción en el Censo de los firmantes. 
Anteriormente, se enviaban las firmas a la Junta Electoral Provincial con la consiguiente 
complicación en el caso de que los firmantes fueran de provincias diferentes. El cambio 
resulta necesario según VIDAL MARÍN
971
 “porque las Juntas electorales Provinciales 
tienen, según la LOREG, carácter temporal, a diferencia de la Junta electoral Central 
que tiene carácter permanente.” 
Esta modificación resulta acertada si trazamos un paralelismo con el órgano al que se 
encomienda la organización de unas elecciones generales en todo el territorio nacional. 
En palabras del propio preámbulo de la ley, este cambio obedece “a la relativa similitud 
entre el proceso electoral y el de recogida de firmas y cómputo de las mismas, así como a 
la infraestructura, que abarca la totalidad del territorio español, de que dispone la Junta 
Electoral Central. La inscripción del firmante en el Centro Electoral, que debe 
demostrarse acompañando certificación de la misma, obedece, igualmente, a las mismas 
razones que se dan en el proceso electoral, como son, por ejemplo, acreditar la 
capacidad del firmante y evitar una eventual multiplicidad de firmas por un mismo 
ciudadano.”.  
                                                 
970
 La Junta Electoral Central es el órgano superior de la Administración Electoral. Tiene carácter 
permanente y sede en el Congreso de los Diputados en Madrid. 
Está compuesta por: 
-Ocho Vocales Magistrados del Tribunal Supremo, designados mediante insaculación por el Consejo 
General del Poder Judicial. 
-Cinco Vocales Catedráticos de Derecho o de Ciencias Políticas y Sociología, en activo, designados a 
propuesta conjunta de los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores con 
representación en el Congreso de los Diputados. 
971
 VIDAL MARÍN, Tomás, Op. cit. p. 38 
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Octavo: Se establece un plazo máximo de seis meses para que la Mesa del Congreso 
incluya la toma en consideración de la iniciativa en el orden de día de un Pleno. Además, 
se abre la puerta a la participación de la Comisión Promotora durante la tramitación 
parlamentaria de la proposición. Conforme a ello, los apartados primero y segundo del 
artículo trigésimo adquieren una nueva redacción: 
«1. Recibida la notificación que acredite haberse reunido el número de firmas exigido, la 
Mesa ordenará la publicación de la Proposición, que deberá ser incluida en el orden del 
día del Pleno en el plazo máximo de seis meses para su toma en consideración. 
2. El debate se efectuará conforme a lo que dispongan los Reglamentos de las Cámaras 
que podrán contemplar la participación de una persona designada por la Comisión 
Promotora en la tramitación parlamentaria.» 
El primer párrafo constituye un paso importante para la efectividad del derecho de 
participación, ya que establece un plazo máximo de seis meses para que, una vez que la 
Cámara Baja recibe la acreditación de las firmas, la iniciativa se incluya en el orden del 
día del Pleno para su toma en consideración. De esta manera, se evitan demoras en su 
tramitación por ausencia de regulación, como antes ocurría. Conviene recordar que la 
iniciativa popular constituye el derecho a iniciar el procedimiento legislativo, y de esta 
manera se pone fecha al primer trámite parlamentario, que es su toma en consideración.  
La literatura jurídica reconoce el acierto del legislador. Para ALMAGRO
972
, este paso 
emprendido por la ley permite “acabar con la indeterminación temporal de la regulación 
anterior” aunque considera que quizás hubiera sido más adecuada su determinación en el 
Reglamento del Congreso por tratarse de un asunto de organización interna. Para este 
autor, el cambio además evita que ciudadanos y promotores “se vean injustamente 
afectados por dilaciones excesivas que acaben por desnaturalizar la propuesta 
ciudadana provocadas por consideraciones del juego parlamentario o intereses 
electorales”, siendo un avance también valorado positivamente por LARIOS 
PATERNA
973
 o por VIDAL MARÍN
974
. De hecho, antes de la aprobación de esta ley, 
PÉREZ SOLA
975
 había criticado esta ausencia de plazo para la inclusión en el orden del 
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 ALMAGRO CASTRO, David, en “¿Qué iniciativa legislativa popular tenemos?, ¿Qué iniciativa 
legislativa popular necesitamos? El art. 87.3 y la LOILP 4/2006 a debate” Revista General de Derecho 
Constitucional n. 22 (2016) p. 15 
973
 LARIOS PATERNA, María Jesús, en “Participación de los ciudadanos en el procedimiento legislativo: 
la nueva regulación de la iniciativa legislativa popular y las comparecencias legislativas”. Revista catalana 
de Dret Pùblic, n. 37, 2008, p. 196 
974
 Op. cit. p. 43 
975
 PÉREZ SOLA, Nicolás, en “Algunas propuestas de reforma…” op. Cit. p 609 
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día de la iniciativa popular, lo que podía ocasionar que la misma quedara ‘congelada’. 
En cuanto al segundo apartado, se abre la puerta a que un representante de la Comisión 
Promotora pueda participar en la tramitación parlamentaria de su propuesta. Se mejora 
notablemente su participación efectiva en un momento tan importante del proceso, 
aumentando las posibilidades de que la propia iniciativa prospere por la propia 
intermediación de uno de sus promotores. En palabras del diputado Gaspar Llamazares, 
esta posibilidad concilia la democracia representativa y la directa, y mejora el diálogo 
entre ambas. Anteriormente, no se contemplaba en este artículo la participación de 
ningún representante
976
, siendo una cuestión demandada que ya era una realidad en 
Cataluña
977
. Para mayor debate acerca de esta posibilidad de participación de los 
promotores en el trámite, nos remitimos a lo señalado en el apartado dedicado al análisis 
de las fases de la iniciativa. 
Sin embargo, y a pesar del positivo anuncio, la opción de que la Comisión participe 
durante los trámites parlamentarios no se concreta en esta ley, remitiéndose a una futura 
regulación en el Reglamento de las cámaras. Éste último no regula la participación 
promotora en el caso de la iniciativa popular, pero sí la permite cuando una proposición 
proviene de una autonomía
978
 y un delegado de ésta participa en el debate. La redacción 
literal del nuevo artículo “podrá contemplar la participación de un representante” admite 
tal posibilidad, pero no lo habilita per se, pecando el legislador de falta de ambición, 
situación aprovechada por el portavoz del PNV para su crítica
979
: 
“Tampoco entendemos que esté asegurada la defensa de la Cámara por un miembro de 
                                                 
976
 Antes de la entrada en vigor de esta ley, la defensa de la proposición de ley de iniciativa legislativa 
popular ante el Pleno de toma en consideración se llevaba a cabo mediante la lectura de las razones por las 
que se aconsejaba tramitar la propuesta a juicio de los promotores, sin que esta defensa pudiera llevarse a 
cabo por los mismos en ningún momento de la tramitación de su propuesta, lo cual había originado las 
críticas de, por ejemplo, ALMAGRO CASTRO op. cit. p. 15 
977  Esta posibilidad fue una realidad ampliamente regulada, como en este trabajo se menciona, en el 
artículo decimocuarto de la Ley 1/2006 de la Iniciativa Legislativa Popular de Cataluña, donde se amplía la 
participación de los promotores a diferentes e importantes momentos del trámite 
978
 Artículo 127 (RC) 
Las proposiciones de ley de las Comunidades Autónomas y las de iniciativa popular serán examinadas por 
la Mesa del Congreso a efectos de verificar el cumplimiento de los requisitos legalmente establecidos. Si 
los cumplen, su tramitación se ajustará a lo previsto en el artículo anterior, con la única especialidad de 
que en las de iniciativa de una Asamblea de la Comunidad Autónoma, la defensa de la proposición en el 
trámite de toma en consideración corresponderá a la Delegación de aquélla. 
979 Las palabras de Aitor Esteban en referencia al Diputado Gaspar Llamazares, que había alabado que se 
permita la participación de la Comisión Promotora en el proceso. (Diario de Sesiones del Congreso de los 
Diputados número 154 de 23 de febrero de 2006, pág. 7728). 
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la Comisión promotora, pues nos remitimos al Reglamento de la Cámara y vaya usted a 
saber lo que va a decir el mismo. Quizá se permite para no permitir a posteriori. Si 
había voluntad, perfectamente se podía haber hecho en la ley y tampoco había obstáculo 
jurídico ni una invasión del ámbito reglamentario de la Cámara como para que no se 
pudiera haber reflejado en el texto de la ley.” 
La posibilidad de que la cámara debatiera directamente con representantes de la iniciativa 
popular no fue vista con buenos ojos por el Grupo Popular a juzgar por la justificación de 
su enmienda: “La modificación propuesta en el primer párrafo (otorgar participación a 
la Comisión Promotora, se entiende) parece improcedente pues supone que los 
representantes de la soberanía popular entran a discutir con ciudadanos concretos, 
representantes de intereses particulares. No podemos colocar en el mismo nivel a los 
proponentes de una iniciativa legislativa popular y los representantes de un parlamento 
autonómico, que también tienen legitimación popular directa de ciudadanos españoles, 
aunque, a diferencia de las Cortes, sólo de una parte de ellos, los que residen en una 
Comunidad Autónoma.”.  
En este sentido, no es habitual permitir la participación en el Pleno del Congreso de 
personas ajenas al mismo, como demuestra que la lectura de algunos informes que se 
realizan ante el mismo –como por ejemplo del Defensor del Pueblo- no sean defendidos 
por la persona que ostenta dicha responsabilidad. Pese a ello, parece importante permitir 
la participación de la representación de la iniciativa popular al menos en las comisiones 
parlamentarias que, por razón de la materia, debatan la proposición. Igualmente relevante 
parece dicha intervención en las comisiones previas a su toma en consideración, donde el 
representante podrá persuadir sobre las razones que le conducen a presentar su propuesta, 
la insatisfacción social generada, posibles soluciones…; como permitirla después de una 
eventual toma en consideración donde éste podrá opinar acerca de posibles enmiendas 
introducidas en el articulado. En definitiva, creemos que esta intervención ciudadana no 
solo mejora la efectividad del derecho de participación de un grupo relevante de 
ciudadanos, sino que permite un fructífero diálogo y acercamiento que rebaja la tensión 
entre la democracia representativa y la directa
980
. 
Por ello, y debido a la falta de concreción de la Ley 4/2006, tuvo que ser el legislador de 
2015 el que concretara esta participación de los promotores. La LO 3/2015 modificó
981
 el 
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apartado segundo de este artículo 13 para incorporar que la citada Comisión será llamada 
a comparecer en la comisión del Congreso que por razón de la materia trate esta 
iniciativa popular, previamente al debate de toma en consideración, al efecto de expresar 
los motivos que aconsejan su tramitación: 
Artículo 13 Tramitación parlamentaria 
1. Recibida la notificación que acredite haberse reunido el número de firmas exigido, la Mesa ordenará la 
publicación de la Proposición, que deberá ser incluida en el orden del día del Pleno en el plazo máximo de 
seis meses para su toma en consideración. 
2. La tramitación parlamentaria se efectuará conforme a lo que dispongan los Reglamentos de las 
Cámaras. En todo caso, la persona designada por la Comisión Promotora será llamada a comparecer en 
la Comisión del Congreso de los Diputados competente por razón de la materia, con carácter previo al 
debate de toma en consideración por el Pleno, para que exponga los motivos que justifican la presentación 
de la iniciativa legislativa popular. 
En la línea de favorecer la participación encontramos a CABEDO MALLOL
982
, quien 
considera que “estas intervenciones de la Comisión Promotora permiten visualizar la 
relación entre la ciudadanía y el Parlamento, favoreciendo la institución de la iniciativa 
legislativa popular y, por ende, la participación ciudadana”. De hecho, este autor culpa 
del fracaso de la operatividad de esta institución a “la falta de una colaboración entre la 
Comisión Promotora y el Parlamento”. Sin embargo, esta participación lograda a raíz de 
la reforma de 2006 y la concreción en 2015, aunque positiva, puede ser aún insuficiente a 
juzgar por los ambiciosos avances introducidos en las normas autonómicas de 
Cataluña
983
 o País Vasco
984
, quienes permiten que el representante intervenga también en 
momentos posteriores a la toma en consideración, como los trabajos en Comisión, o en el 
Pleno previo a la votación final. Esto permite que el representante esté presente con voz, 




, permitir la intervención de los promotores en la fase de tramitación 
parlamentaria contribuye “no solo a la mejora del procedimiento de aprobación de tales 
iniciativas al incorporar al debate de toma de consideración el diagnóstico social 
motivador de tal propuesta y posibles soluciones. También lo haría a la realización del 
                                                                                                                                                 
modifican la L.O. 8/2007, de 4 de julio, la L.O. 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos y la L.O. 
2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas («B.O.E.» 31 marzo). 
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 CABEDO MALLOL, Vicente, en “La iniciativa legislativa popular en las Comunidades Autónomas. La 
necesaria reforma de su legislación” UNED. Teoría y Realidad Constitucional núm. 24 (2009) p. 471 
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 Artículo 14 de la Ley 1/2006 de Cataluña y artículos 136 a 139 del Reglamento del Parlamento Catalán 
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 Artículo 11 de la Ley 10/2016 del Parlamento Vasco 
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 Op. cit. p. 16 
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pluralismo político y la integración de intereses al permitir la presencia en la Cámara de 
los promotores. Otros beneficios paralelos, no menores, serían la intensificación de los 
principios de transparencia y publicidad de la actividad legislativa y el refuerzo de la 
legitimidad y eficacia de las leyes”. El mismo autor también considera lógico que la 
intervención de los promotores se extendiera a la fase en Comisión, pero también al 
Pleno, en la línea de algunas leyes autonómicas que así lo habilitan. En el plano estatal, a 
fecha de publicación de este trabajo, la intervención de los promotores sólo es posible en 
la Comisión Parlamentaria que por razón de la materia trate la toma en consideración de 
la proposición antes de llevarse a Pleno. 
Noveno: Se eleva la cantidad económica para la compensación de los gastos, 
estableciéndose un máximo y la necesidad de actualización anual. Se da una nueva 
redacción al apartado segundo del artículo 15: 
«2. Los gastos deberán ser justificados en forma por la Comisión Promotora. La compensación estatal no 
excederá, en ningún caso, de 300.000 euros. Esta cantidad será revisada anualmente por los órganos de 
gobierno de las Cámaras de las Cortes Generales con arreglo a las variaciones del índice de Precio al 
Consumo.» 
Otro de los avances más importantes que lleva a cabo esta ley es esta concreción y 
mejora de la compensación económica de los gastos. Hasta este nuevo texto legal, se 
habían generado muchas dudas acerca del órgano que debía efectuar el pago, unido a la 
ausencia de plazo establecido, lo que había negado toda posibilidad de cobro a las ILP 
presentadas y admitidas hasta la fecha.  
Esta nueva redacción se toma, a excepción de la cantidad, de una enmienda del grupo 
político de Convergencia i Unió que solicitaba ampliar la compensación y, por supuesto, 
su expresión en euros, ya que figuraba antes en pesetas. Además, inciden en la 
actualización anual de esta cantidad conforme al IPC, otro de los hechos que no se había 
producido con la asiduidad necesaria. Finalmente, la cantidad que prevé la nueva ley es 
de 300.000 euros, superior a los antiguos 30 millones de pesetas
986
, y mejora por tanto 
esta facultad de compensación de los gastos acreditados que los trámites de la iniciativa 
popular puedan generar a la Comisión Promotora. Para que la Comisión tenga derecho a 
obtener la compensación, como hemos advertido, la iniciativa deberá llegar al trámite 
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, es decir; ser admitida, obtener la acreditación del mínimo de firmas, y 
superar la toma en consideración. Además, los gastos han de estar acreditados. 
El Grupo Popular en una enmienda abogaba por dejar la compensación en 0,65€ por 
firma y un máximo de 300.000, lo cual no tiene mucho sentido ya que en caso de 
alcanzar las 500.000 la cantidad ascendería a los 325.000 euros. En cambio, parece 
positivo establecer una correlación entre las firmas presentadas y la cantidad a percibir 
para valorar de forma proporcional dicho esfuerzo, aunque el legislador no optase por 
incluir este hecho. Además, tal y como establecieron ya Cataluña o Galicia en sus leyes 
reguladoras, el legislador podía haber valorado la concesión un anticipo de esta 
compensación a la Comisión para estas labores, lo cual ayudaría en el proceso y no 
cabría esperar en muchos casos demasiado tiempo para recibir tal cuantía. 
Décimo: Se crea una nueva disposición adicional (segunda) con el siguiente texto: 
«El Gobierno deberá incluir como obligación de gasto en los Presupuestos Generales del Estado 
del siguiente ejercicio la compensación económica de las iniciativas legislativas populares que 
hayan alcanzado su tramitación parlamentaria.» 
No menos importante es también la nueva regulación que establece en la disposición 
adicional segunda un plazo para el pago y aclara quién es el pagador. En la ley de 1984 
no quedaba claro si le correspondía efectuar el pago al Gobierno o las Cortes Generales, 
y tampoco el plazo en que debía hacerlo. La nueva regulación establece que el Ministerio 
de Hacienda debe ejecutar el pago en el ejercicio presupuestario posterior a la 
presentación de la iniciativa
988
. Por lo tanto, la norma soluciona dos problemas 
importantes; primero dejando claro quién debe efectuar la compensación económica y 
segundo estableciendo un plazo para ello; dos cuestiones que generaron no pocos 
problemas hasta esta ley. Esta previsión consiste en un requerimiento hacia el Ejecutivo 
para que se incluya la previsión de gasto en los Presupuestos Generales del Estado de 
aquellas iniciativas que hayan alcanzado la tramitación, para contar con cantidad 
suficiente para la compensación del gasto. Incluso, la enmienda de Izquierda Unida iba 
más allá y pretendía fijar un plazo de tres meses para el pago a la Comisión Promotora, 
posibilidad que no fue tenida en cuenta.  
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 Una de las cuestiones ya hemos tratado en otro capítulo y que la ley no varía es la contenida en este 
mismo artículo 15 en su apartado primero: 
1. El Estado resarcirá a la Comisión Promotora de los gastos realizados en la difusión de la proposición y 
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Estos constituyen los diez principales cambios que establece la Ley 4/2006 con respecto 
a la LO 3/1984. A pesar de estos avances, existen otros problemas que no se intentan 
solucionar en esta reforma por falta de ambición del legislador o por falta de voluntad y 
confianza en la figura. Encontramos en las intervenciones de los dos grupos políticos 
mayoritarios una decidida defensa del modelo representativo, pero en general, la práctica 
totalidad de los grupos destacan el amplio grado de acuerdo alcanzado en torno a esta ley. 
Es posible que los grupos parlamentarios tan sólo pretendieran una reforma cosmética de 
la institución; sin entrar en modificaciones de calado que restaran protagonismo a la 
acción representativa y, sobre todo, por el escaso valor político que concedían entonces a 
una figura que tampoco despertaba un interés elevado en la sociedad. El panorama actual 
es diferente; la fragmentación parlamentaria permitiría que algunos grupos utilizaran el 
fomento de la participación -versus el modelo representativo clásico- como sello 
distintivo. Pero los hechos son que en 2006 la reforma fue consensuada, pacífica, aunque 
moderadamente ambiciosa.  
La literatura jurídica manejada coincide en admitir algunos efectos positivos de la norma, 
quedando lejos aún de ser el revulsivo que la figura necesita. Por ejemplo, CABEDO 
MALLOL
989
 se hace eco de que la reforma haya servido para aumentar el número de 
iniciativas populares que se presentan, análisis compartido por ALMAGRO
990
 pese a su 
consideración negativa sobre una regulación legal demasiado restrictiva de la ILP. Para 
MARCO
991
 los cambios pueden actuar como ‘efecto placebo para aumentar el número 
de iniciativas que se presentan’, aunque considera que la ley se presenta bastante tibia en 
las modificaciones y está ‘lejos de ser el curativo real’ al problema de esta institución. 
MALLAINA
992
 denuncia el “escaso interés de los poderes públicos para abrir la puerta 
al ejercicio efectivo de estas instituciones participativas”. 
                                                 
989
 CABEDO MALLOL, Vicente, en “La iniciativa legislativa popular en las Comunidades Autónomas. La 
necesaria reforma de su legislación” UNED. Teoría y Realidad Constitucional núm. 24 (2009) p. 465 
990
 Para Almagro, “Este panorama (habla de actitud inflexible del legislador con la participación) no ha 
retraído a la ciudadanía en el uso de la ILP. Todo lo contrario. El número de iniciativas presentadas ante 
el Congreso experimenta un suave pero constante incremento” en ALMAGRO CASTRO -“La iniciativa 
legislativa popular en la Constitución Española: posibles mejoras a la luz de la Constitución Brasileña de 
1988” Revista General de Derecho Constitucional (2018) p. 18, también consideró, a pesar de las mejoras, 
que la ley no ha logrado revertir la discretísima funcionalidad del mecanismo, Democracia y participación 
política en la CE 1978. Ed. Tirant Lo Blanch (2018) p. 151 
991
 MARCO MARCO, Joaquín J. en “La iniciativa legislativa popular: la experiencia valenciana” Temas de 
las Cortes Valencianas (2008) p. 21 
992
 MALLAINA GARCÍA, Carmela, en “Nuevos desafíos democráticos: hacia una iniciativa legislativa 
popular efectiva” Revista de la Fundación Alternativas núm. 45 (2009) p. 11 
359 
 
El resultado es una ley que mejora algunos aspectos, pero olvida otros; una norma que en 
la actualidad ha sido superada en ambición por la mayoría de las leyes autonómicas de 
iniciativa popular que se han reformado. Si bien la ley ha permitido aumentar el número 
de iniciativas populares que se presentan, no lo logra mejorar los números de aquellas 
que consiguen acceder al debate, primero, y que se convierten en ley después. En 
realidad, y aunque la ley haya tenido su influencia, debemos achacar el repunte en la 
utilización de la figura también a cuestiones ajenas a los propios cambios legislativos. El 
aumento del activismo de ciertos colectivos y movimientos sociales, la facilidad que 
ofrecen las nuevas tecnologías en la difusión de reivindicaciones, y el cambio en el 
panorama político, en el que la insuficiencia del modelo representativo cada vez deja más 
espacio a la democracia semidirecta, ha supuesto que se conceda más espacio a la 
participación y a la apertura de los Parlamentos a la sociedad. 
Los cambios que la norma no emprende 
Si interesantes resultan los cambios emprendidos, las ausencias sirven para comprobar la 
verdadera voluntad de revitalización del mecanismo. Esta ley declina eliminar algunos 
criterios de inadmisión -regulados en el artículo quinto- que se han demostrado 
injustificados y que pueden suponer un freno para el éxito de las iniciativas. Es el caso de 
la exigencia de homogeneidad a la proposición, que no se exige para otros sujetos con 
iniciativa legislativa; su posible inadmisión por compartir objeto con otra proposición o 
proyecto en tramitación (sin admitir su acumulación); o que sea reproducción de otra 
iniciativa popular ya presentada en la legislatura. Se trata de criterios abstractos que 
dejan un amplio margen a la Mesa. 
Por parte del Grupo de Izquierda Unida-Los Verdes-Iniciativa Per Catalunya se retoma el 
viejo debate de no contemplar más limitaciones que las contenidas en el artículo 87.3 de 
la Constitución. Dicho de otra forma; su enmienda plantea suprimir la referencia a los 
artículos 131 y 134 CE como materias excluidas, es decir, las que se refieren a la 
planificación económica general y los Presupuestos Generales del Estado, que ambos 
corresponden al Gobierno. A pesar de la intención de reducir los límites a la institución, 
nos genera ciertas dudas que la iniciativa sobre los PGE, tradicionalmente en manos del 




Por otra parte, este nuevo texto legal no aclara tres cuestiones sobre las que se habían 
planteado ciertas dudas. Se trata de la titularidad de la iniciativa popular, las funciones de 
la Comisión Promotora y el problema de la retirada de la iniciativa por sus proponentes. 
La literatura consultada había manifestado que el fuerte protagonismo de la Comisión 
Promotora conduce a pensar de manera errónea que fueran éstos –y no los ciudadanos- 
los verdaderos titulares de la iniciativa legislativa popular, al no aclarar la ley reguladora 
este extremo, las funciones de la Comisión, o su relación con los firmantes. Tampoco se 
refiere este nuevo texto legal al sujeto capacitado para solicitar la retirada de la iniciativa 
una vez que la cámara ha ordenado su inclusión en el Pleno para su toma en 
consideración (y los momentos de trámite posteriores). Sigue sin aclararse el número 
mínimo y máximo de miembros de la Comisión Promotora, junto a las posibles 
incompatibilidades para formar parte de ésta. 
Las leyes más recientes de iniciativa popular en nuestras autonomías han previsto una 
normatividad más específica acerca de la Comisión Promotora. Sirva como ejemplo la 
Ley 1/2006, reguladora de la iniciativa legislativa popular en Cataluña, que establece en 
su artículo segundo las personas legitimadas para utilizar la figura; en su artículo tercero 
la relación de la Comisión Promotora con los firmantes, su número mínimo de miembros 
y las incompatibilidades; y en el artículo decimocuarto todo un elenco de facultades de 
los promotores durante la tramitación de su iniciativa, incluyendo un derecho de queja 
ante modificaciones no deseadas de su propuesta. 
En cuanto al conflicto sobre la retirada de la iniciativa, el propio ARANDA ÁLVAREZ
993
 
había reconocido un ‘desenganche’ entre la iniciativa y la Comisión Promotora a partir 
del reconocimiento por la JEC de las firmas necesarias, lo cual podía provocar que el 
texto finalmente aprobado desvirtuara la intención de sus promotores
994
. El autor admite 
que la ley de 2006, de la que es defensor de la misma en el Congreso, no resuelve ni 
aborda este problema. La solución que propone Aranda es que el propio legislador regule 
que sea la Comisión Promotora la facultada para retirar la iniciativa antes de la toma en 
consideración, si considera que ya no concurren los motivos que le llevaron a su 
propuesta.  
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La desvinculación completa entre iniciativa y proponentes tras la toma en consideración 
es “muy rechazable” a juicio de ILLUECA BALLESTER
995
, quien apuesta por la defensa 
de la proposición por parte de la Comisión Promotora en la toma en consideración y en 
los trabajos parlamentarios, al mismo tiempo que defiende que el órgano mantenga una 
facultad de retirada de la iniciativa si no está de acuerdo con los cambios introducidos. 
Sin embargo, no aclara cómo haría compatible esta última posibilidad con el régimen 
general de retirada de las proposiciones de ley regulado en el Reglamento del Congreso. 
Una posibilidad intermedia y conciliadora con el Reglamento del Congreso es la 
estipulada por algunas Comunidades que han ido más allá y han permitido que, durante 
la tramitación, los promotores presenten quejas sobre los cambios introducidos sobre su 
proposición, para hacer constar que no defienden el sentido de alguna de las enmiendas 
introducidas, cuestión que la Ley 4/2006 no incluye. 
Sobre el asunto de la retirada de la ILP por sus proponentes, el Grupo Parlamentario de 
Convergencia i Unió presenta una enmienda muy interesante a esta ley de 2006, que 
permitiría la petición no vinculante de retirada de la iniciativa por la Comisión 
Promotora, en el sentido que acabamos de señalar. Para ello proponen una nueva 
redacción del artículo 13.2: 
«La Comisión Promotora podrá solicitar que se retire la Proposición de Ley durante su tramitación si 
entendiera que alguna enmienda aprobada e introducida en la Proposición desvirtúa el objetivo de la 
iniciativa». 
Para la justificación de esta enmienda, este grupo entiende que la Comisión Promotora 
cuenta con la legitimidad suficiente para mostrar su conformidad o no hacia los cambios 
introducidos sobre su proposición de ley durante el trámite parlamentario. Esta propuesta 
dificultaría que el Parlamento termine aprobando una propuesta de origen ciudadano que 
desvirtúa su contenido. No obstante, el grupo político modifica en el Pleno del Congreso 
la redacción de la enmienda. Xuclá i Costa expresa sus dudas sobre quién sería el 
legitimado para retirar la proposición, si la Comisión Promotora o los al menos 500.000 
firmantes que han avalado esa iniciativa. Estas dudas hacen rebajar las pretensiones de la 
enmienda y pasar de la petición de retirada a una mera manifestación de disconformidad 
por parte de la Comisión Promotora: «La Comisión Promotora podrá expresar en la 
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forma reglamentariamente prevista en cualquier momento de la tramitación de la 
Proposición de Ley su discrepancia con las modificaciones introducidas si aprecia que 
alguna enmienda aprobada e introducida en la Proposición desvirtúa el objetivo de la 
misma.»  
Para justificar el cambio, el portavoz de Convergencia expresa sus dudas sobre quién ha 
de estar legitimado para solicitar una retirada
996
: “Ustedes saben que, como mínimo, 
cuando se aprueba la toma en consideración esta iniciativa pasa a ser —no me gusta la 
expresión propiedad— responsabilidad de las Cámaras, de las Cortes Generales, y a 
partir de aquí es cierto que durante la tramitación se han producido amplios abusos y 
desfiguraciones respecto al redactado inicial, se han violentado claramente los 
planteamientos iniciales de alguna iniciativa legislativa popular en parlamentos 
autonómicos, por ejemplo. 
Dicho esto, podemos plantearnos el interrogante de si solo la comisión promotora puede 
solicitar la retirada de una iniciativa que no es propiedad de la comisión promotora, 
sino del conjunto de los firmantes, que pasa a ser, no quiero decir propiedad, sino 
responsabilidad de esta Cámara. Con todo el respeto, no puede ser que algo que está 
firmado por medio millón de ciudadanos, o por más, un grupo promotor de 10, 15, 20 o 
100 personas aprecie al cien por cien la coherencia de aquello que ha estado avalado 
por un amplio número de ciudadanos. Por eso proponemos la modificación de esta 
disposición” 
Una buena solución es la apuntada por la enmienda de Convergencia i Unió y la adoptada 
por la Ley 1/2006 de Cataluña, que es permitir que la Comisión Promotora presente 
quejas no vinculantes en caso de que las cámaras desvirtúen el contenido de su propuesta 
más allá de la toma en consideración. Es inevitable considerar a la Comisión Promotora 
representante de los firmantes por la imposibilidad de dirigirse a las más de 500.000 
personas. Sin embargo, la ley 4/2006 no arroja mayor concreción sobre el problema de la 
retirada de la iniciativa. 
Además de estos, a nuestro juicio, existen otros avances que la norma analizada podía 
haber introducido. La experiencia de las leyes recientes de nuestras autonomías nos ha 
dejado algunas propuestas de mejora que la regulación estatal puede aprovechar. En 
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primer lugar, y a raíz del acuerdo de la Mesa de la Asamblea sobre la admisión, algunas 
normas
997
 establecen un recurso de queja ante la misma, además de la capacidad de la 
Comisión Promotora para interponer recurso de amparo. Este recurso de queja puede 
solucionar las desavenencias existentes entre los promotores y la cámara, sin recurrir en 
amparo, y por tanto posibilita el entendimiento con el fin de que la iniciativa pueda 
subsanar sus errores y ser admitida. Otros aspectos como el asesoramiento de los 
servicios de las cámaras pueden guiar a los promotores en la correcta redacción de la 
propuesta. 
Asimismo, algunas normas autonómicas conceden a los promotores la posibilidad de 
subsanar los errores que motivan la inadmisión de su proposición de ley, siempre y 
cuando los vicios sean subsanables. Por ejemplo, Andalucía recoge en su artículo cuarto 
apartado tercero de la Ley 5/1988 lo siguiente: “De no haberse cumplido los requisitos 
exigidos en la presente Ley, y tratándose de defectos subsanables, la Mesa del 
Parlamento lo comunicará a los promotores para que procedan, en su caso, a la 
subsanación, en el plazo de un mes a partir de la notificación efectuada al efecto”. 
Igualmente, si la Comisión Promotora decidiera interponer recurso de amparo acerca de 
la inadmisión de la iniciativa, determinadas leyes autonómicas
998
 concretan las 
consecuencias del fallo del Tribunal. De esta manera, si el TC declara admisible parte de 
la proposición, la norma permite a los promotores seguir adelante con las modificaciones 
oportunas o, por el contrario, desistir de su propuesta.  
Por otro lado, las legislaciones de Cataluña y País Vasco establecen la posibilidad de que 
la Comisión Promotora cuente con un anticipo de la compensación económica que le 
corresponde para hacer frente a los gastos de la recogida de firmas y de los trámites que 
le son conferidos. Además, la norma vasca incluye la opción de que los promotores 
utilicen dependencias municipales para la labor de recogida de firmas. Otro aspecto a 
tener en cuenta de la regulación vasca es que su ley obliga a detallar las fuentes de 
financiación de las que dispone la Comisión Promotora para impulsar su propuesta
999
. 
Esto sin duda contribuye a la transparencia acerca de la proposición, y los firmantes 
pueden conocer los grupos de interés que se encuentran detrás de la iniciativa. Además, 
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esta ley confiere a la Comisión otras obligaciones para velar por la transparencia de la 
financiación y cuidado de los datos de los firmantes que entendemos otorgan mayor 
seguridad jurídica a todo el proceso
1000
. 
Castilla y León introdujo en 2012 la novedad de que los promotores pudieran convertir 
una iniciativa inadmitida en una petición ante las Cortes. Esto mantendría viva la 
demanda de un grupo de ciudadanos ante la Asamblea, salvando las diferencias entre el 
derecho de petición y la iniciativa legislativa popular. En un sentido parecido, la ley 
gallega de iniciativa popular permite a personas jurídicas que representen intereses 
sociales presentar proposiciones no de ley ante el Parlamento
1001
. En ese mismo artículo 
se detallan los requisitos a cumplir en cuanto a la admisión y a las firmas necesarias, que 
en este caso son menores a las de la ILP y se fijan en 2.500. Esta opción podría dar voz a 
los colectivos y sus demandas, manteniendo vivas algunas propuestas que no alcanzarían 
el número de firmas indicado para la iniciativa popular
1002
. 
Respecto de un asunto relevante y poco pacífico como es la necesidad del trámite de 
toma en consideración, la ley 4/2006 no aborda ningún cambio con respecto al mismo, 
que se establece en el artículo 13.1, a pesar de contar ya con el precedente catalán que en 
su Ley 1/2006 decidió prescindir del trámite. Los grupos políticos del PNV e Izquierda 
Unida solicitaron la supresión de la toma en consideración, sosteniendo los segundos que 
la admisión por parte de la Mesa del Congreso ya es suficiente. No obstante, a este 
respecto, debemos señalar las diferencias entre ambas cuestiones; la Mesa tan sólo 
examina que la iniciativa cumple con los requisitos de admisibilidad del artículo quinto; 
constituyendo la toma en consideración un acto libre del pleno del Congreso donde se 
valora la oportunidad política de la propuesta. 
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 En el artículo 4 de esta ley se establece que la Comisión Promotora deberá velar por que: 
a) La iniciativa se financie de forma transparente y los fondos sean empleados rectamente para los fines 
con los que se recaudan. 
b) Los datos de carácter personal que se recaben sean obtenidos, custodiados y usados correctamente, 
conforme a la normativa pertinente y al fin para el que se recaban. 
c) La campaña correspondiente esté libre de declaraciones difamantes, calumniantes, abiertamente falsas o, 
de cualquier otro modo, lesivas. 
1001
 Debemos matizar la naturaleza de las proposiciones no de ley, que son simples orientaciones políticas y 
no generan efectos jurídicos, a diferencia de la iniciativa legislativa popular cuyo objetivo siempre es 
convertirse en ley. (La posibilidad señalada se contempla en el artículo 16 de la Ley 7/2015, de 7 de agosto, 
de iniciativa legislativa popular de Galicia) 
1002
 Existe la salvedad, no obstante, de que para la tramitación un Grupo Parlamentario deberá asumirla y 
presentarla para su debate 
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En esta línea de suprimir la toma en consideración también encontramos la enmienda del 
PNV
1003
 defendida por el portavoz Aitor Esteban: “También se podía haber suprimido, 
aunque, como otras, evidentemente, es una cuestión discutible, el trámite de toma en 
consideración, dado el valor que mi grupo le quiere dar a la iniciativa legislativa 
popular. Una vez que tiene lugar la manifestación de un número importantísimo de 
ciudadanos ante las cámaras, lo que tiene que hacer la Cámara es enfrentarlo y ver si se 
convierte en texto, quizá para decir no al final, pero tiene que tramitarse, pues no vale 
dar un portazo directo ante medio millón de firmas recogidas en una iniciativa”.  
En el otro extremo, y a favor de la toma en consideración, se manifiestan en el debate 
tanto el portavoz socialista Elviro Aranda, como el portavoz Popular, Bermúdez de 
Castro. El primero explica que el art. 87 de la Constitución configura que la iniciativa 
legislativa ‘stricto sensu’ corresponde al Congreso y al Senado, mediante proposiciones 
de ley, y al Gobierno, mediante proyectos de ley, y además privilegia la posición del 
ejecutivo al que confiere en el artículo 97 la dirección política y libra del trámite de toma 
en consideración. Por lo tanto, ambos parlamentarios entienden que las iniciativas 
mencionadas en los apartados segundo y tercero del artículo 87 (procedentes de una 
asamblea autonómica o de iniciativa popular) son meras propuestas a las cámaras que 
éstas deberán considerar. En nuestra opinión, si bien la Constitución diferencia los tipos 
de iniciativa legislativa y privilegia la del Ejecutivo, tampoco vulneraría el texto un 
cambio en el Reglamento del Congreso que exima a la iniciativa popular del trámite
1004
. 
En este caso, entendemos que el legislador pretende seguir diferenciando en el orden 
práctico la potestad legislativa de la iniciativa legislativa, aunque probablemente la 
verdadera explicación es que el legislador quiere seguir manteniendo bajo el control de 
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 Diario de sesiones núm. 154 (23 de febrero de 2006) págs. 7727 y ss. 
1004
 De hecho, el Reglamento del Congreso en su artículo 108 señala los entes a los que corresponde la 
iniciativa legislativa, sin demasiadas diferencias: 
Artículo 108  
La iniciativa legislativa ante el Congreso de los Diputados corresponde:  
1º. Al Gobierno.  
2º. Al Senado de acuerdo con la Constitución y su propio Reglamento.  
3º. A las Asambleas de las Comunidades Autónomas, de acuerdo con la Constitución y sus respectivos 
Estatutos y Reglamentos.  
4º. A los ciudadanos, de acuerdo con el artículo 87.3 de la Constitución y con la Ley Orgánica que lo 
desarrolle.  
5º. Al propio Congreso de los Diputados en los términos que establece el presente Reglamento 
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los grupos políticos las proposiciones que la Cámara Baja debate, apoyándose en los 
principios de autonomía parlamentaria y economía procesal. De esta manera, se justifica 
que los únicos sujetos cuyos proyectos/proposiciones de ley acceden directamente al 
Parlamento son los del Ejecutivo y el Senado, sujetos con potestad legislativa, mientras 
que los grupos parlamentarios, los Diputados, las asambleas autonómicas, y los 
ciudadanos bajo la iniciativa popular tan sólo disponen de un derecho de inicio del 
procedimiento legislativo denominado ‘ius ut procedatur’, sin que proceda extenderse 
más en el debate sobre este trámite, ya abordado en el capítulo correspondiente. 
Otro de los argumentos de los defensores de la toma en consideración es que el 
Parlamento representa al pueblo en su conjunto, y los signatarios de una iniciativa 
popular no, por muy respetable número que formen. Por tanto, no se puede suprimir este 
trámite al no contar esa porción del cuerpo electoral con la potestad para iniciar el 
procedimiento legislativo, que corresponde al Congreso, por lo que este número de 
electores tan sólo podrían proponer a las cámaras temas sobre los cuales podría 
manifestarse o no. Es también el argumento de Elviro Aranda
1005
.  
Siendo esta concepción coherente desde el punto de vista de la autonomía parlamentaria, 
el problema reside en los efectos negativos que produce el rechazo del Congreso a una 
iniciativa popular que ha cumplido con unos exigentes requisitos que no se exigen al 
resto de sujetos con facultad para presentar proposiciones de ley. De esta manera, si 
estamos exigiendo a los ciudadanos un gran esfuerzo de tramitación, movilización, 
recogida y acreditación de firmas para lograr llegar al Parlamento, todo este esfuerzo será 
en balde por el simple desinterés de la cámara en la propuesta planteada. Por ello, si 
mantenemos la toma en consideración, poco sentido tiene ser tan exigentes en los 
criterios de admisión y firmas.  
La justificación de la toma en consideración, más allá de los argumentos mostrados, 
reside en la ausencia de alternativa clara, al no estar la cámara obligada a tramitar una 
proposición que no comparte. Dicha alternativa parece no haber triunfado en Cataluña, 
donde a pesar de haberse suprimido el trámite, el Parlament se ve obligado a aprobar 
enmiendas de totalidad contra las proposiciones ciudadanas cuyo contenido no comparte. 
A pesar de lo señalado, en Cataluña la eliminación del trámite parece haber animado el 
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debate de las iniciativas que superan las firmas requeridas, ya que es más costoso 
presentar una enmienda a la totalidad y que la misma triunfe, al hecho de oponerse en 
una votación en la toma en consideración. Una defensora del sistema impulsado en 
Cataluña ha sido GARCÍA MAJADO
1006
, quien entiende que la eliminación de la toma 
en consideración ha sido efectiva para que un mayor número de iniciativas alcancen la 
tramitación parlamentaria. 
La solución, a nuestro juicio, ha de consistir en suavizar sensiblemente los requisitos de 
admisión y firmas, apelando también al diálogo entre los promotores de las iniciativas y 
los grupos parlamentarios, buscando puntos de acuerdo entre la propuesta avalada por un 
respetable número de electores y las posiciones propias de los grupos. Sin embargo, tan 
improbable parece que los grupos políticos muestren tal generosidad hacia iniciativas 
ciudadanas que no comparten por completo, como la posibilidad remota de que el 
legislador orgánico se muestre dispuesto a eliminar la toma en consideración para las 
iniciativas populares. Si todo continúa igual, estaremos agravando la tensión que se 
produce entre una fracción del cuerpo electoral con una necesidad latente y el órgano 
representativo por la falta de acuerdo.  
Como ya se ha señalado, y en caso de tratarse de una propuesta que la mayoría 
parlamentaria no comparte, los grupos políticos tendrán que decidir entre admitir el 
debate de una propuesta cuyo contenido no comparten (y por tanto parte de su electorado 
tampoco), o asumir las consecuencias de ignorar a un grupo de electores, pareciendo 
quizás insensibles a su demanda. Aún en el primer caso, la toma en consideración de la 
propuesta no asegura, ni mucho menos, que el texto que eventualmente se apruebe 
respete la voluntad de sus promotores. Si bien suprimir el trámite puede aumentar las 
iniciativas que se presentan -ante mayores expectativas para su debate- la medida 
quedaría lejos de asegurar que la propuesta efectivamente produce el resultado que sus 
proponentes desean. 
En este sentido, Elviro Aranda defiende en el debate parlamentario
1007
 de la ley de 2006 
la toma en consideración para preservar la autonomía de las cámaras, conforme a lo 
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 GARCÍA MAJADO, Patricia, en “La participación ciudadana en Cataluña a través de la iniciativa 
legislativa popular” en PÉREZ MONEO y VINTRÓ CASTELLS (Coords.) Participación política: 
deliberación y representación en las Comunidades Autónomas. Colección Monografías (Congreso de los 
Diputados) (2017) p. 235 
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 Diario de sesiones núm. 154 (23 de febrero de 2006) págs. 7734 y ss. 
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establecido en 1984 y para evitar actitudes poco democráticas de algunas minorías
1008
: 
“La iniciativa legislativa popular lo que hace es reconocer —esto es una obviedad, pero es 
importante señalarlo— la facultad de un número determinado de ciudadanos, 500.000, para 
poder instar a las Cortes Generales, al Congreso de los Diputados, a que pongan en marcha un 
procedimiento legislativo. Es un derecho de impulso, de impulso legislativo, que requiere el 
pronunciamiento de esta Cámara y por eso precisamente la toma en consideración es 
importante, porque es el acto de voluntad del conjunto de esta Cámara para decidir su 
aceptación o no. Esta cuestión que acabo de señalar es relevante y el legislador de 1984 así lo 
señaló cuando establecía determinadas cautelas para las iniciativas legislativas populares. En 
esta reforma hemos eliminado algunas cautelas que suponían trabas innecesarias, pero hemos 
mantenido otras, porque lo que se pretende con ellas es evitar intenciones por parte de grupos 
minoritarios, que, con una finalidad antidemocrática, pretendan hacer valer la opinión de unos 
cuantos como la opinión de todos. La opinión de todos, la opinión de la voluntad general es la 
que se expresa en las Cortes Generales.” 
En esta misma línea de defensa se manifiesta en el debate el Diputado Bermúdez de 
Castro
1009
, quien defiende la preferencia de la Carta Magna hacia la democracia 
representativa y defiende a los partidos políticos como instrumento de pluralismo político 
y concurrencia de voluntades: 
“Nuestra Constitución, si bien inicialmente reconoce en su artículo 23 los dos modos de 
participación clásica, esto es, la participación directa y la representativa, finalmente se decanta 
por esta última, en la línea del constitucionalismo contemporáneo, quedando limitadas en el 
texto constitucional las modalidades de participación directa y semidirecta, como son el 
referéndum y la iniciativa legislativa popular. Es más, nuestro modelo no solo se decanta por la 
democracia representativa, sino que además atribuye a los partidos políticos un papel medular 
en el sistema, de suerte que podemos afirmar que el cauce fundamental de participación de los 
ciudadanos en la vida del Estado discurre normalmente a través de los partidos políticos” 
Más concretamente, sobre la toma en consideración: 
“El derecho a la iniciativa legislativa popular, como su propio nombre indica y por su propia 
naturaleza jurídica, supone la capacidad de iniciar el procedimiento legislativo, un derecho que 
se desarrolla mediante la recogida de firmas, como expresión y requisito a la vez de respaldo 
popular a la proposición que se postula y que logra su plena efectividad en el acto mismo del 
debate de su toma en consideración. Es entonces, cuando las Cámaras deciden hacer suya o no 
la iniciativa y, si lo hacen, son las Cámaras y solo las Cámaras las únicas titulares de la misma, 
pudiendo introducir como sede de la soberanía popular todas cuantas modificaciones estimen 
oportunas.” 
De las intervenciones se deduce la defensa que los dos grupos mayoritarios realizan del 
modelo representativo, que se concreta en la preminencia del Parlamento y en los 
partidos políticos como actor principal. El legislador estatal no se contagia apenas del 
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momento de efervescencia experimentado en la participación en parte gracias a la 
novedosa regulación catalana. De alguna manera, el recelo que motivó una regulación 
cautelosa en los primeros años de la institución sigue presente. 
Finalmente, la Ley 4/2006 cosechó un amplio nivel de apoyo y fue aprobada en el 
Congreso de los Diputados por 316 votos a favor, uno en contra y una abstención. El 
consenso lo corroboran las intervenciones que se produjeron en el pleno del Congreso de 
los Diputados, donde los portavoces de Izquierda Unida o el Partido Nacionalista Vasco 
alabaron el proyecto y retiraron algunas de las enmiendas que quedaban pendientes. Por 
parte de este último (PNV), pese al reconocimiento de los avances, insistió en que el 
texto se hubiera enriquecido con mejoras como la supresión del trámite de toma en 
consideración, la posibilidad de que el texto presentado fuera genérico y no 
articulado
1010
, o la modificación del número de firmas (aunque reconoce que para ello es 
necesaria la reforma Constitucional). Los representantes de los Grupos Socialista y 
Popular agradecieron el tono constructivo de los demás grupos políticos, el acuerdo 
alcanzado y alabaron los cambios positivos de la ley.  
Debido al elevado grado de consenso
1011
 alcanzado por la Ley 4/2006, debemos concluir 
que los grupos políticos priorizaron la consecución del acuerdo; probablemente por el 
escaso valor político que otorgaron a esta reforma, y por encarnar la misma los 
principales avances que cada uno de ellos solicitaba. La reforma pretende embellecer y 
actualizar la figura, corrigiendo algunos sinsentidos, pero no emprende las 
modificaciones profundas que recomendaba su sonado fracaso. Aunque el auge 
discursivo de la participación era palpable, y la necesidad de combatir el desencanto 
político comenzaba a afectar al propio sistema, aún no se había producido una agitación 
suficiente como para poner en cuestión la forma tradicional de hacer política.  
La irrupción de nuevos partidos en las asambleas legislativas a partir de las elecciones 
autonómicas de 2015 ha permitido que nuestro modelo emprenda diferentes avances en 
materia de buen gobierno, aunque no parece haber solventado los problemas de 
representación o confianza
1012
. La participación cobra relevancia a causa de las 
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 La ley fue aprobada en el Congreso de los Diputados por 316 votos a favor, uno en contra y una 
abstención 
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 Como demuestra el hecho de que, a pesar de contar con más partidos representados en las asambleas, la 
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exigencias de fuerzas decisivas para la formación de gobiernos, en ausencia ya (por lo 
general) de mayorías claras
1013
. Sin embargo, el nuevo contexto no ha afectado por el 
momento a la iniciativa legislativa popular, que se mantiene sin modificaciones 
legislativas desde la aprobación de la Ley 4/2006, si exceptuamos el cambio normativo 
que permitió la participación de los promotores en el trámite parlamentario, a través de la 
LO 3/2015 
La Ley 4/2006 emprende cambios sin duda positivos para la institución, y para una 
mayor participación ciudadana. Sin embargo, la ley analizada declina o simplemente 
olvida llevar a cabo otros cambios que hubieran mejorado el mecanismo que estudiamos, 
y que curiosamente se emprendieron años más tarde en algunas autonomías, ámbito en el 
que el legislador por lo general ha sido más ambicioso. Esto demuestra que, si bien 
existía la intención de embellecer el mecanismo que nos ocupa, no encontramos una 
verdadera voluntad de análisis de las causas del fracaso de la iniciativa popular, o la 
intención de llevar a cabo reformas de calado que faciliten realmente el empleo del 
mecanismo por miedo a restar protagonismo a un modelo representativo y de partidos 
que había funcionado relativamente bien hasta entonces. 
Por último, la literatura jurídica que se ha referido a esta norma, por lo general reconoce 
aspectos positivos a la ley estudiada, aunque critica la falta de profundidad y su escasa 
ambición. Por ejemplo, ALMAGRO
1014
 en sus conclusiones la considera un brindis al 
sol: “La reforma de este cuerpo legal a través de la Ley 4/2006 ha traído algunas 
mejoras de carácter procedimental. La ILP, a pesar de la reforma de 2006, continúa 
siendo un mecanismo jurídico de discretísima funcionalidad como incentivador de la 
                                                                                                                                                 
abstención haya sido en las elecciones generales de 2015 y 2016 (30%) mayor que en los años del 
denominado ‘bipartidismo imperfecto’ (2004, 2008, por ejemplo) donde se situaba entre el 24% y el 26%. 
1013
 En materia de regeneración democrática, transparencia y regeneración, el partido de Ciudadanos ha 
destacado la consecución de ciertos compromisos firmados con el partido (por lo general PP o PSOE) con 
el que ha llegado a acuerdos para la investidura de algún Presidente de Comunidad. Como muestra 
podemos comprobar lo señalado en el apartado dedicado a la Comunidad de Castilla y León, que 
comentamos en el capítulo dedicado a la iniciativa legislativa popular en las Comunidades Autónomas. 
Además, este mismo partido ya se mostró favorable a reducir el número de firmas de la iniciativa 
legislativa popular y estaría a favor de que “se produzca un debate posterior para que no caigan en saco 




 ALMAGRO CASTRO, David, en “¿Qué iniciativa legislativa popular tenemos?, ¿Qué iniciativa 
legislativa popular necesitamos? El art. 87.3 y la LOILP 4/2006 a debate” Revista General de Derecho 
Constitucional n. 22 (2016) p. 4 
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participación ciudadana”. En la misma línea, ILLUECA
1015
 considera positivas las 
mejoras introducidas, aunque cuestiona que no se aborden los principales obstáculos para 
la institución: “El legislador de 2006 intentó remozar la institución, dándole un aspecto 
más moderno y lozano, pero no modificó su enfoque de base: en lo esencial, es correcto 
seguir afirmando, tras la reforma, que la regulación legal de la iniciativa legislativa 
popular no facilita el ejercicio de esta facultad a los ciudadanos, sino que lo dificulta”. 
Con razón considera en su análisis VIDAL MARÍN
1016
 que, si bien la reforma consigue 
aumentar el número de iniciativas legislativas populares que se presentan, los efectos 
pretendidos por el legislador “quedan reducidos prácticamente a la nada” cuando 
comprobamos el ridículo número de aquellas que consiguen acceder al debate 
parlamentario. Esto sucede porque son mayoría las iniciativas que o bien resultan 
inadmitidas, o bien caducan por no reunir el número de firmas en plazo, o bien son 
rechazadas en la toma en consideración por la cámara, por lo que la reforma está lejos de 
obtener mejoras claras para la influencia o participación de los ciudadanos en los asuntos 
públicos. 
En este sentido, manifiesta Tomás Vidal: “Ciertamente, la reforma puesta en marcha era 
poco ambiciosa pero los “retoques” realizados, encaminados a mejorar la participación 
directa de los ciudadanos en los asuntos públicos, deberían haber tenido su 
correspondiente reflejo en la práctica. Cuán lejos quedan estos resultados prácticos de 
las optimistas previsiones que para el legislador iba a producir esta reforma”. Para el 
autor son dos los motivos por los cuales la reforma no ha conseguido al objetivo que 
perseguía: en primer lugar, por la falta de ambición de la reforma y; en segundo lugar, 
porque los recelos y desconfianzas del legislador hacia este instrumento siguen presentes, 
como demuestra el elevado número de iniciativas que son inadmitidas por la Mesa, o 
rechazadas en la toma en consideración.   
La casuística señala que la reforma contribuyó a revitalizar la presentación de iniciativas 
populares. Desde la entrada en vigor de la misma, han sido presentadas hasta abril de 
2018 un total de 70 iniciativas populares, lo que representa el 63% del total presentadas 
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 VIDAL MARÍN, Tomás, en “Regeneración democrática e iniciativa legislativa popular” en Revista 




desde 1984. A este hecho no sólo pueden contribuir las facilidades que implementa la 
norma, sino también el cambio en el contexto político y social que ha permitido que 
muchos colectivos opten por esta forma alternativa de participación menos 
institucionalizada y menos dominada por los partidos políticos, sobre todo en un contexto 
de crisis económica y de crisis de confianza; sin que podamos olvidar las consecuencias 
que se han derivado también de la generalización de las tecnologías de la información y 
de la comunicación. Por tanto, aunque haya tenido una influencia positiva, no sólo 
debemos achacar a esta ley el repunte observado. 
Si bien la praxis indica la incidencia positiva de la norma en cuanto a iniciativas 
presentadas, no así en cuanto a su resultado, ya que una mayoría de estas o bien son 
inadmitidas a trámite o bien caducan por no conseguir el apoyo necesario en plazo, como 
venía sucediendo con anterioridad a su aprobación. Aunque en las causas de la caducidad 
influyen muchos factores, nos debe preocupar que más de un tercio de las proposiciones 
presentadas no consigan superar la admisión. Aunque algunas iniciativas que analizamos 
en el apartado dedicado a la práctica hayan conseguido superar la toma en consideración 
e, incluso, ser aprobadas con modificaciones, ello probablemente se deba más al cambio 
en la configuración parlamentaria en la Cámara Baja. Por todo ello, los cambios más 





La iniciativa legislativa popular en las Comunidades Autónomas 
 
A- Rasgos generales de la figura en el ámbito autonómico 
 
Podemos encontrar dos grandes motivos por los cuales debemos prestar nuestra atención 
a la regulación de la iniciativa legislativa popular en las Comunidades Autónomas. El 
primero de ellos es que nuestras autonomías, por sus características, suponen un marco 
idóneo para la proyección del derecho de participación y para que el mecanismo de 
democracia participativa que estudiamos desarrolle una mayor eficacia, como a 
continuación veremos. 
En segundo lugar, el desarrollo legislativo del derecho de participación y de la iniciativa 
popular en las CCAA es rico y variado, y ha experimentado un gran impulso
1017
 en los 
últimos años a través de los Estatutos de Autonomía recientemente reformados, y sobre 
todo en las nuevas normas que regulan la institución que nos ocupa. Estas nuevas leyes -
Cataluña en 2006 y 2014, Galicia en 2015, País Vasco en 2016, Comunidad Valenciana 
en 2017 y Baleares en 2018- han permitido que varias Comunidades cuenten con un 
mecanismo más avanzado y encaminado a la dinamización de la participación 
ciudadana
1018
. Nos corresponde, por tanto, analizar estos dos motivos por los cuales nos 
adentramos en el estudio de la ILP en el ámbito autonómico. 
En primer lugar, decimos que el ámbito autonómico es un terreno muy propenso a la 
participación ciudadana por dos motivos. El primero de ellos es que nuestras 
Comunidades constituyen un centro de poder más cercano al ciudadano, dentro de un 
país políticamente descentralizado como el nuestro. Por ejemplo, BIGLINO 
                                                 
1017
 Lo que por ejemplo ha llevado a CASTEL GAYÁN a hablar de “boom normativo” que ayuda a 
configurar “un nuevo derecho de participación” en “El nuevo régimen jurídico del derecho de 
participación ciudadana. Un repaso a la reciente oleada legislativa” Revista Vasca de Administración 
Pública núm 99-100 (2014) pág. 848  
1018
 Esta es una visión señalada entre otros por RUIZ-RICO que considera estos avances confirman a la 
esfera autonómica como un campo donde “comienza a superarse la excepcionalidad atribuida por la 
doctrina constitucional al derecho de participación a través de múltiples instrumentos y derechos 
participativos” en RUIZ-RICO, Catalina, en “Transparencia y participación en el ámbito autonómico. Un 





 se refiere a las CC.AA. como uno de los ámbitos en los que la institución 
puede ser utilizada con mayor eficacia. A juicio de esta autora, debemos poner de 
manifiesto la identidad existente entre los objetivos que la ILP pretende alcanzar, y uno 
de los fines que se intentaron conseguir con la construcción en España de un Estado 
Autonómico, que es una mayor descentralización política y por tanto que los ciudadanos 
se sientan partícipes de las decisiones que se toman
1020
. La proclamación de nuestro 
Estado como social, y la consideración del pluralismo político como un valor superior del 
ordenamiento otorgan a la participación un papel relevante a la hora de involucrar al 
ciudadano en la toma de decisiones, con mayor sentido aún si se producen en un centro 
de poder más cercano al mismo. 
Además, y sin ánimo de desviarnos del tema, estas formas de participación más cercanas 
al ciudadano combaten una de las actuales patologías de nuestro sistema: la crisis de 
representación y la desconfianza hacia las instituciones
1021
. La iniciativa popular en el 
ámbito autonómico cuenta, por tanto, con la enorme oportunidad de perseguir el fin para 
el que se concibe tanto la propia institución como la descentralización política que 
nuestras autonomías encarnan; lograr una mayor participación política y una mejor 
representación de los ciudadanos en las decisiones, desde el punto de vista de la 
legitimación y la mejora de la calidad democrática
1022
. Como bien señala TUR 
AUSINA
1023
 “no es descabellado pensar que la regeneración democrática haya 
encontrado un idóneo espacio en el ámbito autonómico español” y que la participación 
de “grupos sociales organizados” en las asambleas ayude a que los ciudadanos perciban 
las mismas como algo más cercano, en el sentido indicado por algunos autores
1024
. 
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  BIGLINO CAMPOS en “La Iniciativa Legislativa Popular en los Ordenamientos Jurídicos 
Regionales” en Revista de Estudios Políticos (Nueva Época) núms. 46-47, 1985, pág. 292. 
1020
 Una visión compartida por CASTEL GAYÁN cuando señala la buena recepción del mandato 
constitucional a la participación (art. 9.2 CE) en los Estatutos de Autonomía en: “Un nuevo derecho de 
participación” en “El nuevo régimen jurídico del derecho de participación ciudadana. Un repaso a la 
reciente oleada legislativa” Revista Vasca de Administración Pública núm. 99-100 (2014) pág. 849 
1021
 Vid. RAMÍREZ NARDIZ, A., en “La participación como respuesta a la crisis de la representación: el 
rol de la democracia participativa” en Revista de Derecho Político de la UNED núm. 90 (2014) pp. 177-
210. 
1022
 Cómo bien ha señalado CORCHETE MARTÍN, Mª José, en “La participación ciudadana en los asuntos 
públicos y su contribución a la calidad de la democracia. Reflexiones al hilo de algunas experiencias 
participativas” Estudios de Deusto: revista de la Universidad de Deusto,  Vol. 63, Nº. 2, 2015, págs. 82 y 
ss. 
1023
 TUR AUSINA, Rosario, “Leyes de participación ciudadana: las experiencias Canaria y Valenciana” en 
Monografías de la Revista Aragonesa de Administración Pública (2013) pág. 210. 
1024
 AJA FERNÁNDEZ, Eliseo y LARIOS PATERNA, María Jesús en “Parlamentos autonómicos y 
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El segundo motivo por el que las CC.AA. son más propensas a regular ampliamente la 
iniciativa legislativa popular es que no le son aplicables las restricciones fijadas en el art. 
87.3, ni la reserva de ley orgánica se extiende al desarrollo de todo el derecho, como 
ahora veremos. La ILP que desarrollan nuestras autonomías no encuentra su fuente 
jurídica en el artículo 87.3 CE, sino que parte de sus correspondientes Estatutos de 
Autonomía y su ley reguladora -atendiendo a los Reglamentos de cada cámara 
legislativa- por lo que no parte de inicio con un mínimo de firmas ni con una serie de 
materias excluidas. Por este motivo cada Comunidad fijará sus requisitos, si bien vemos 
como la mayoría de ellas tienden hacia una marcada homogeneidad innecesaria, tomando 
límites del legislador estatal por comodidad, desconocimiento o desidia hacia la figura. 
Los Estatutos de Autonomía recientemente reformados muestran una visión más 
participativa de la sociedad que inspira todo el proceso de toma de decisiones y las 
relaciones entre los poderes públicos, los parlamentarios y los ciudadanos. Todos los 
Estatutos incorporan el derecho de participación, a excepción del valenciano, y todos 
igualmente reconocen la iniciativa legislativa popular afirmándola algunos de ellos como 
derecho
1025
. El Estatuyente ha querido reconocer la vertiente subjetiva de la participación 
como derecho de la ciudadanía, pero también como un principio inspirador de la toma de 
decisiones, renovando en cierta medida el modelo político originario de los Estatutos de 
Autonomía. En todas estas cuestiones iremos profundizando a lo largo del presente 
capítulo. 
Breve referencia al sistema político y de producción normativa en nuestras 
autonomías 
Para la comprensión del contexto en el que se aprueban los Estatutos de Autonomía
1026
  y 
las normas que se refieren a la iniciativa legislativa popular en nuestras autonomías, es 
necesario referirnos de forma breve a la evolución de la forma de gobierno y al sistema 
                                                                                                                                                 
participación popular: la participación de los grupos sociales en la elaboración de las leyes” Anuario de 
Derecho Parlamentario de las Cortes Valencianas, número 6 (1998) pág. 80; también por GARCÍA-
ESCUDERO MARQUEZ, Piedad, en “Regeneración del Parlamento, transparencia y participación 
ciudadana” en Teoría y Realidad Constitucional núm. 36 (UNED) (2015) pág. 206. Esta autora considera 
una preocupación de los Parlamentos acercarse a los ciudadanos y contempla que las iniciativas más 
novedosas en cuanto a participación se han implantado en las asambleas autonómicas. 
1025
 Artículo 11.4 EACyL, art. 29.3 EAC, art. 15 b. EAIB, art. 30 b. EAAnd, art. 15.2 EAAr., 
1026
 Sobre los nuevos derechos en las reformas de los Estatutos de Autonomía vid. EXPÓSITO, Enriqueta, 
en “La regulación de los derechos en los nuevos Estatutos de Autonomía” Revista d’Estudis Autonòmics i 
Federals Núm. 5 (2007)  pp. 147-202 
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político de las CC.AA. Sin que sea procedente aquí extendernos en un concepto, como el 
de la forma de gobierno
1027
, controvertido y ampliamente debatido, puede resultar de 
interés realizar algunas pinceladas que nos ayuden a entender algunos de sus rasgos, 
sobre todo en la actualidad. Comenzaremos refiriéndonos a los sujetos que gozan de 
iniciativa para legislar, para entender así la distribución del poder político que el 
Estatuyente decidió implementar. 
En cuanto a la potestad legislativa de las cámaras autonómicas, y al igual que sucede en 
el ámbito estatal, contemplamos cómo los Estatutos recogen un sistema plural e 
integrador de iniciativa legislativa, si utilizamos las denominaciones que iniciara, entre 
otros, SPAGNA MUSSO
1028
. Decimos que la iniciativa legislativa autonómica es plural o 
difusa –al igual que la estatal- porque la misma recae en varios sujetos que, recibiendo 
diferentes denominaciones en cada caso, podemos decir que son: el Consejo de 
Gobierno, el Parlamento (o sus miembros), el cuerpo electoral (o los ciudadanos) y otros 
órganos o instituciones de carácter intermedio (como pueden ser los ayuntamientos, 
comarcas, cabildos u otros órganos de nacionalidades históricas
1029
). 
Siguiendo a RALLO LOMBARATE
1030
, el sistema autonómico de iniciativa se puede 
considerar también integrador, al gozar el Ejecutivo de una posición privilegiada
1031
, 
mientras que otros sujetos (en especial los ciudadanos y los ayuntamientos) ejercen su 
                                                 
1027
 Cuestión analizada en obras conocidas: CASCAJO, J.L., “La forma parlamentaria de gobierno en el 
sistema constitucional español” en RVAP, 1992; ARAGÓN, M. “Gobierno y forma de gobierno: problemas 
actuales” en El Gobierno. Problemas Constitucionales. Madrid, 2015; MORTATI, C. “Le forme di 
Governo, Padova, 1973; SAINZ ARNAIZ, A., “La forma de gobierno en la Comunidad Autónoma Vasca, 
Oñati, 1995,; O RUIZ-RICO, G., “La forma de gobierno en Andalucía” Valencia, 1999; MUÑOZ 
MACHADO, Derecho Público de las Comunidades Autónomas. Ed. Iustel. Madrid, (2009); MARTÍN DE 
LA VEGA, A., “Forma de gobierno y medidas de mejora de la calidad democrática en la Comunidad 
Autónoma de Castilla y León” en Revista jurídica de Castilla y León número 42, Mayo de 2017 o, del 
mismo autor, “La forma de gobierno de la Comunidad Autónoma de Castilla y León”, en Derecho Público 
de Castilla y León, Lex Nova, Valladolid 2007. 
1028
 SPAGNA MUSSO, E. “L’ íniziativa nella formazione delle leggi italiane” Casa Editrice Dott. Eugenio 
Jovene. Napoli, 1958, pág. 24. 
1029
 Es el caso de la Diputación Foral de Navarra según el artículo 19 de su Estatuto de Autonomía y de 
“los órganos representativos de los entes supramunicipales de carácter territorial que establece el presente 
Estatuto” según el artículo 62 del Estatuto de Autonomía de Cataluña 
1030
 RALLO LOMBARTE, Artemi, en “La iniciativa legislativa en el derecho autonómico” colecció 
“Autonomía i Dret” Universitat Jaume I (1993) págs.. 22 y ss. 
1031
 Posición de preeminencia gubernamental que se manifiesta en la ausencia del trámite de toma en 
consideración para los proyectos de ley, en las reservas materiales para este sujeto y en los límites 
establecidos para el resto de titulares. 
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iniciativa de manera limitada y subsidiaria
1032
. No obstante, entre estos sujetos, y 
siguiendo a PUNSET
1033
, “no se da una relación de competencia, sino de integración, y 
más concretamente, de integración entre la iniciativa gubernamental, que ocupa la 
posición de preeminencia y frente a la que operan secundariamente”. Rallo Lombarte 
destaca también el protagonismo de los partidos dentro del sistema político y sobre todo 
la posición dominante del Ejecutivo
1034
 autonómico y su presidente, llegando a observar 
semejanzas con un sistema semipresidencialista
1035




Como ha señalado CABEDO MALLOL
1037





 “prescriben que la iniciativa legislativa (general) corresponde, por una 
parte, a los miembros (Diputados o Procuradores) y, en su caso, a los grupos 
parlamentarios de la Asamblea y, por otra, al Consejo de Gobierno (o denominación 
equivalente)”. El Estatuyente se limita a reconocer la iniciativa legislativa popular o 
reconocer iniciativa legislativa “a los ciudadanos para la presentación de proposiciones 
de ley” (optando unos por la primera forma de enunciarlo y otros por la segunda). Todos 
ellos se remiten a una ley posterior para su regulación y, salvo excepciones
1040
, ninguno 
introduce elementos configuradores o requisitos en sus Estatutos, a diferencia de lo que 
                                                 
1032
  Para mayor información se puede consultar BIGLINO CAMPOS, PALOMA en “La Iniciativa 
Legislativa Popular en los Ordenamientos Jurídicos Regionales” en Revista de Estudios Políticos (Nueva 
Época) núms. 46-47, 1985, pág. 298 ss. 
1033
 PUNSET, Ramón en “El procedimiento legislativo” en Diccionario del Sistema Político Español, dir. J. 
Juan G. Encinar, Akal, Madrid, 1984, pág. 775. 
1034
  De la iniciativa legislativa gubernamental destaca en la obra op. cit. que el Gobierno “monopoliza el 
ejercicio de la iniciativa legislativa ante el Parlamento frente al uso residual que de ésta hacen los 
restantes sujetos” 
1035
  Destaca en las conclusiones (op. cit.) que el presidente autonómico reúne en su persona la 
representación ordinaria del Estado en su Comunidad, la representación suprema de la misma y la 
presidencia de Consejo de Gobierno. 
1036
 BILBAO UBILLOS, Juan María, en introducción “Control Parlamentario del Gobierno”, Revista 
Jurídica de Castilla y León núm. 42 (2017) pág. 4/9 y ss. El autor ahonda en estas observaciones en su 
posterior artículo, en la misma revista, “Un nuevo ciclo político sin mayorías absolutas: los Parlamentos 
autonómicos recobran protagonismo tras las elecciones de 2015” 
1037
 CABEDO MALLOL, Vicente, en “La iniciativa legislativa popular en las Comunidades Autónomas. 
La necesaria reforma de su legislación” UNED. Teoría y Realidad Constitucional núm. 24 (2009) p. 457 
1038
 Mediante su artículo 62, el Estatuto Catalán reconoce iniciativa legislativa a los Diputados, grupos 
parlamentarios, Gobierno y “a los ciudadanos” mediante la iniciativa legislativa popular 
1039
 El cual, como veremos, se aparta de lo común al atribuir la iniciativa legislativa “al pueblo riojano” 
además de los Diputados y el Gobierno Riojano (artículo 20) 
1040
 Cantabria y Extremadura especifican que la ley deberá ser aprobada por mayoría absoluta, Asturias 
especifica que los asuntos deberán ser competencia exclusiva de la Comunidad o Extremadura concreta 




hiciera la Constitución; si bien, algunos especifican que sólo procederán las ILP para 
aquellos asuntos que sean competencia de la Comunidad. Todos los Estatutos reconocen 
esta facultad a los ciudadanos, si bien Castilla y León fue la última en realizarlo, lo que le 
ocasionó algunas críticas de, entre otros, CASCAJO CASTRO
1041
. 
El modelo de iniciativa popular configurado en el ámbito de nuestras CC.AA. es similar 
al estatal también en cuanto que sólo confiere a los ciudadanos la capacidad de proponer 
a las asambleas legislativas. Las cámaras mantienen todo su poder decisorio y la potestad 
para decidir de qué forma tratan a las propuestas que provienen de los ciudadanos 
durante su admisión y trámite. Tan sólo vemos en las leyes recientemente aprobadas o 
reformadas algunos avances para la verdadera consideración de la importancia de la 
participación popular a través de la ILP. Los ciudadanos, por tanto, sólo disponen de un 
poder de propuesta, de un derecho de carácter procedimental. De esta manera, es más 
correcto referirse a la iniciativa popular como un mecanismo de democracia semidirecta, 
como sucede en el ámbito estatal. La figura cobra un especial sentido como mecanismo 
para proponer materias u orientaciones aún no abordadas por el legislador, aunque en la 
práctica este no sea su único fin. 
En segundo lugar, y también de forma breve, podemos extraer algunas notas 
características de la forma de gobierno en las Comunidades Autónomas que irán 
apareciendo también desde diferentes ópticas a lo largo del presente capítulo, ya que 
condicionan la aprobación de las normas de ILP y el sistema de producción legislativa en 
cada cámara. Uno de los rasgos principales es la homogeneidad o mimetismo en el 
diseño institucional y el sistema político de nuestras Comunidades
1042
. Nos parece 
llamativo que el cambio más palpable en la forma de hacer política en los últimos veinte 
años se haya producido en el último ciclo electoral en mayo de 2015, donde en cierto 
modo quebró un bipartidismo imperfecto imperante, se terminaron varias –y clásicas- 
mayorías absolutas, con unos parlamentos más fragmentados, y con la aparición de 
nuevos actores políticos con algunas exigencias que podían afectar a la calidad 
democrática (aunque quizás de manera negativa a la gobernabilidad).  
                                                 
1041
 CASCAJO CASTRO, José Luis, en “Comentarios al Estatuto de Autonomía de la Comunidad de 
Castilla y León” Dir. Enrique Rivero Ysern. IEAL, Madrid. 1985. 
1042




A pesar de la inicial similitud de los sistemas autonómicos, debemos advertir una 
evolución distinta en las autonomías donde la dialéctica nacionalista –y la posición 
dominante de este tipo de partidos- juegan un papel esencial en la distribución de fuerzas. 
Esta peculiaridad nacionalista ha encontrado también en la participación -y buena 
muestra de ello es Cataluña- una oportunidad para aumentar los niveles de autogobierno 
y la capacidad de decisión de los ciudadanos, a través de figuras como las consultas. Por 
ello no es casualidad que las regulaciones más garantistas de la participación se 
produzcan en Cataluña o País Vasco, aunque también en Galicia o Comunidad 
Valenciana, donde el rasgo nacionalista aparece con mucha menor fuerza. 
Otro de los atributos que han determinado la forma de gobierno en nuestras autonomías 
ha sido un marcado ‘presidencialismo’ que dejaba a las cámaras en un segundo plano, o 
en aquel lugar donde, tan sólo, el Ejecutivo ‘llevaba’ sus normas para que la mayoría 
parlamentaria de su grupo aprobara su agenda política. El propio diseño institucional
1043
 
ayudaba al citado ‘semipresidencialismo’ o sistema ‘parlamentario presidencial
1044
’, pero 
también la habitual consecución de mayorías absolutas del partido más votado en las 
elecciones
1045
, o el hecho de que el presidente del Ejecutivo coincidiera con el máximo 
responsable del partido gobernante. La extendida permanencia en el cargo de líderes con 
notoriedad -que terminaban siendo verdaderos referentes del territorio gobernado- 
dificultaba un verdadero “gobierno del Parlamento”. 
El panorama relatado ha sufrido importantes variaciones a raíz del cambio político 
experimentado tras las elecciones autonómicas de mayo de 2015, que ha permitido que 
en la mayoría de las autonomías no exista una mayoría absoluta
1046
 en su Asamblea y, por 
tanto, sean más necesarios que nunca los pactos tanto para gobernar como para sacar 
adelante normas importantes, empezando por los Presupuestos
1047
. Este panorama 
                                                 
1043
 Destaca la capacidad del presidente de disolver la cámara, o la competencia para dictar decretos leyes 
1044
 En el sentido indicado por LUCAS MURILLO DE LA CUEVA, E., “Los gobiernos de las 
Comunidades Autónomas” en RVAP  núm 34, 1992 pp. 122 y ss. 
1045
 Significativas han sido las mayorías absolutas durante décadas de los gobiernos del Partido Popular en 
Valencia, Murcia o Castilla y León, o del Partido Socialista en Andalucía o Extremadura. 
1046
 Tan sólo Galicia mantiene la mayoría absoluta del Partido Popular 
1047
  Los pactos fueron necesarios en todas las Comunidades menos en Galicia, que cuenta con mayoría 
absoluta del Partido Popular (siendo presidente Alberto Núñez Feijoo). En todas las autonomías el apoyo 
para la formación de gobierno se produce desde el parlamento previa firma de un acuerdo programático 
con medidas, pero sin que el grupo que otorga su apoyo entre en el ejecutivo (se conforman por tanto 
gobiernos monocolor), a excepción de la Comunidad Valenciana donde existe un gobierno de coalición 
entre Partido Socialista y Compromís, y Canarias donde gobierna Fernando Clavijo (Coalición Canaria) en 
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favorece, por un lado, que los parlamentos recobren cierto protagonismo como ha 
asegurado BILBAO UBILLOS
1048
 y, por otro lado, permite que puedan salir adelante 
iniciativas que no provengan del grupo mayoritario
1049
 y, previsiblemente, partido de 
gobierno, al bastar los votos de la oposición. Por ello, las iniciativas legislativas 
populares tendrán a nuestro juicio más oportunidades que en otras épocas en los que la 
mayoría parlamentaria del grupo en el Gobierno impedía su debate. 
Este nuevo sistema ‘multipartidista’ o ‘tetrapartidista’
1050
 también merma ligeramente en 
su poder la figura del presidente del Ejecutivo Autonómico, otorgándole más peso al 
Parlamento, no sólo en el control del Gobierno, sino también en la producción normativa. 
Sirva como muestra que los dos grandes partidos, PP y PSOE, han pasado de aglutinar el 
81% de los escaños de las asambleas autonómicas a hacerlo sólo sobre el 63% de los 
mismos tras las elecciones de mayo de 2015 en las trece Comunidades que celebraron 
elecciones. De esta manera, los partidos que han irrumpido en el nuevo mapa político se 
                                                                                                                                                 
coalición con el Partido Socialista, hecho que desató una crisis a finales de 2016 que terminó con la 
destitución de 4 consejeros socialistas por parte de Presidente, que ahora gobierna en minoría. En Castilla y 
León el pacto entre Ciudadanos y Partido Popular permitió la investidura del popular Juan Vicente Herrera; 
en Andalucía el pacto entre el Partido Socialista y Ciudadanos permitió la investidura de la socialista 
Susana Díaz; en Murcia el acuerdo entre Ciudadanos y Partido Popular permitió que Pedro Antonio 
Sánchez fuera investido aunque dimitió meses después debido a su imputación y en la actualidad ocupa el 
cargo el popular Fernando López Miras; en Asturias el socialista Javier Fernández gobierna en minoría con 
el apoyo de Izquierda Unida; en Cantabria el regionalista Revilla consiguió formar gobierno gracias al 
apoyo del PSOE y la abstención de Podemos, a pesar de la victoria del Partido Popular; en el País Vasco 
gobierna el PNV de Urkullu con el apoyo del PSE, en Navarra Uxue Barcos (Geroa Bai) fue investida 
presidenta gracias al apoyo de los parlamentarios de Geroa Bai (9), EH Bildu (8), Podemos (7) e Izquierda-
Ezkerra (2), la abstención del PSN-PSOE (7) y el voto en contra de UPN (15) y del PP (2); en Aragón el 
socialista Javier Lambán consiguió gobernar gracias al apoyo parlamentario de Podemos, IU, Chunta 
Aragonesista y sus propios diputados socialistas; en Madrid Cristina Cifuentes (PP) consiguió convertirse 
en Presidenta de la Comunidad gracias al apoyo de Ciudadanos (aunque en la actualidad el presidente es 
Ángel Garrido); en Castilla la Mancha gobierna el socialista Emiliano García-Page gracias al apoyo de 
Podemos y a pesar de la victoria del Partido Popular; en Cataluña las fuerzas soberanistas (CDC, ERC, 
CUP) obtuvieron mayoría absoluta en las elecciones de diciembre de 2017, lo que permitió la investidura 
de Quim Torra (tras la suspensión del candidato Carles Puigdemont) a pesar de la victoria del partido de 
Ciudadanos; en Extremadura el gobierno del socialista Guillermo Fernández Vara se produce gracias al 
apoyo de Podemos; en La Rioja el popular Ceniceros gobierna gracias al acuerdo con Ciudadanos; por 
último en Baleares la socialista Armengol gobierna gracias al apoyo de Podemos y Coalición Mès, pese a 
la victoria del Partido Popular. 
1048
 BILBAO UBILLOS, J. M., en: Un nuevo ciclo político sin mayorías absolutas: los Parlamentos 
autonómicos recobran protagonismo tras las elecciones de 2015” Revista Jurídica de Castilla y León núm. 
42 (mayo de 2017) pp. 1 a 24. 
1049
 Situación a la que BILBAO UBILLOS se refiere como “geometría variable” en introducción “Control 
Parlamentario del Gobierno”, Revista Jurídica de Castilla y León núm. 42 (2017) pág. 2 y ss. 
1050
 Se puede observar una tendencia clara a nivel autonómico y estatal de consolidación en número de 




han asegurado de implementar una serie de novedades
1051
 en materia de transparencia
1052
, 
regeneración y calidad democrática (algunas incorporan la institución del ‘Parlamento 
Abierto’ o ‘Escaño ciudadano’ para que éstos puedan participar en la elaboración de las 
leyes o remitir propuestas/peticiones), como ha sucedido por ejemplo en Castilla y 
León
1053
 y como bien ha detallado BILBAO UBILLOS
1054
.  
Resulta habitual que se incluya la reforma de la iniciativa popular dentro del objetivo 
general de mejorar la calidad democrática y dotar de mayor protagonismo al Parlamento, 
como señalan AJA FERNÁNDEZ y LARIOS PATERNA
1055
. De esta forma, el fomento 
de la participación a nivel autonómico serviría para mejorar la calidad de las leyes con la 
intervención de grupos sociales interesados o expertos, así como “reforzaría 
políticamente la institución del Parlamento, que no acaba de encontrar su ubicación 
ideal frente al protagonismo que ha alcanzado la figura del presidente de la 
Comunidad”. Una mayor intervención de los ciudadanos en la producción legislativa 
encaja perfectamente con el modelo territorial descentralizado de nuestro país –como 
también puede suceder en un modelo territorial descentralizado como el de los Lander 
alemanes
1056
- y otorgaría mayor peso a los electores y a los grupos sociales en los que se 
pueden agrupar, dotando de mayor utilidad a estas cámaras.   
                                                 
1051
 Normalmente el partido (por lo general Ciudadanos o Podemos) que ‘prestaba’ sus votos’ al partido que 
acabaría gobernando (Partido Popular o Partido Socialista) se aseguraba de incluir una serie de 
compromisos en el pacto programático de investidura en materia de regeneración, transparencia y mejora 
de la calidad democrática que, para lo que nos interesa, podemos citar algunos como la limitación de 
mandatos del Presidente y altos cargos del ejecutivo autonómico, fin de aforamientos, incompatibilidades 
entre parlamentarios y alcaldes de más de X habitantes, reforma del sistema electoral (que ha generado más 
problemas o directamente ha caído en el olvido como en la Comunidad de Castilla y León) medidas para 
reforzar la confianza entre representantes y representados o para mejorar la participación de los ciudadanos 
en la vida pública, apartar a los investigados por delitos de corrupción a partir de la apertura de juicio oral, 
o introducir procedimientos más democráticos en la elección de los candidatos del partido, 
1052
 Sobre transparencia vid. RUIZ-RICO, Catalina, “La transparencia en el Estado Autonómico: un análisis 
constitucional” Cuadernos ManueL Giménez Abad núm. 6 (dic. 2013) pp. 192-202 
1053
 La Ley del Estatuto de los Altos Cargos de la Administración de Castilla y León, aunque tratando temas 
diversos con menor o mayor acierto en cuanto a la técnica legislativa, introduce novedades en cuanto a la 
regeneración democrática, control político de las Cortes, lucha contra la corrupción o la iniciativa 
legislativa popular, como veremos cuando tratemos la regulación en esta Comunidad 
1054
 BILBAO UBILLOS, Juan María, en “Un nuevo ciclo político sin mayorías absolutas: los parlamentos 
autonómicos recobran protagonismo tras las elecciones de 2015” Revista Jurídica de Castilla y León Nº 42 
(mayo de 2017) pp. 6/24 y ss. 
1055
  AJA FERNÁNDEZ, Eliseo y LARIOS PATERNA, María Jesús en “Parlamentos autonómicos y 
participación popular: la participación de los grupos sociales en la elaboración de las leyes” Anuario de 
Derecho Parlamentario de las Cortes Valencianas, número 6 (1998) pág. 82 
1056
 Los autores arriba señalados destacan las particularidades del sistema alemán trazando algún ligero 
parecido entre el sistema descentralizado español y el germano. En estos Lander se permite la participación 
directa a través de la iniciativa legislativa popular, no así en el nivel Federal. Esta ILP se conecta en 
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Por último, tan sólo procede apuntar que esta intervención de ciudadanos y grupos 
sociales en la elaboración de la ley a través de la ILP se completa con la figura de las 
comparecencias legislativas, como estos autores señalan. Algunas comunidades regulan 
en los Reglamentos de sus Asambleas la posibilidad de que distintas organizaciones 
sociales con probada representatividad participen a petición de la cámara en las 
denominadas “comparecencias informativas” para mostrar su criterio (no vinculante) 
sobre un asunto en el marco de la elaboración de un proyecto o proposición de ley. Este 
hecho entendemos que también contribuye, al igual que la figura estudiada, al pluralismo 
y al dialogo entre los parlamentarios y los ciudadanos, acercando posturas y mejorando la 
calidad de las leyes
1057
. 
Dificultades y nuevas oportunidades para el ejercicio de la iniciativa popular 
La Constitución establece dos límites exigentes que condicionan sensiblemente el 
ejercicio de la iniciativa popular ante el Congreso de los Diputados, como son el número 
de firmas y las materias excluidas. Sin embargo, la ILP de carácter autonómico no nace 
con el singular contexto político de la Constitución, sino de la posterior aprobación de los 
Estatutos de Autonomía y las respectivas leyes de ILP, por lo que su configuración no 
tenía por qué contagiarse de las cautelas de 1978. Al no fijarse sus requisitos en la 
Constitución ni, por lo general, en los Estatutos de Autonomía, el mecanismo es 
susceptible de reforma y actualización de una manera más sencilla por la vía legislativa 
ordinaria de cada autonomía. Este hecho le permite adecuarse a los tiempos y 
necesidades del momento con más facilidad, a diferencia de lo que ocurre con la figura 
en el plano estatal. 
A pesar de no estar obligada a ello, la legislación autonómica trasladó en un primer 
momento las restricciones estatales a la institución, y consagró un modelo representativo 
                                                                                                                                                 
algunos casos con la celebración de un referéndum sobre la ley planteada. Otro aspecto positivo es que, a 
pesar de diferir en su concreta regulación (cada Lander establece la propia) en todos es obligatorio que la 
asamblea se pronuncie sobre el fondo de la ley propuesta lo que lleva a afirmar a estos autores que este 
hecho “convierte a la iniciativa popular en una verdadera iniciativa y no en una propuesta de iniciativa 
como ocurre en nuestro país”. También debemos tener en cuenta, como los autores señalan, que en el país 
germano existe otra forma de participación directa de los grupos sociales afectados, que son sus 
comparecencias ante el Ejecutivo o ante el Parlamento, si éstos lo solicitan, en el marco de la elaboración 
de una ley que les afecta. 
1057
 Para más información se puede consultar el artículo recientemente señalado op. cit. de AJA 
FERNÁNDEZ y LARIOS PATERNA 
383 
 
que ‘eclipsaba’ la participación
1058
. De esta manera, se otorgaba preferencia a los grupos 
políticos y al Ejecutivo autonómico en el sistema de producción normativa. 
Probablemente por comodidad o por conceder escasa importancia a la figura, el 
legislador autonómico decide trasladar ese diseño cauteloso a la institución, y tan sólo 
reacciona en los últimos años en algunas Comunidades cuando se produce por parte de la 
sociedad un verdadero cuestionamiento de la forma de plantear las demandas hacia los 
poderes públicos, ante el evidente fracaso de la figura también en las autonomías en los 
años ochenta y noventa. 
Además, y también en el ámbito autonómico, la iniciativa legislativa popular sigue 
buscando su verdadera función en el sistema, y un sentido que revitalice una institución 
marcada a lo largo de su historia por su escasa utilización y dudosa utilidad. Pese a estas 
dificultades, hemos comenzado a contemplar síntomas de mejora en el empleo que los 
ciudadanos hacen de la institución en la última década, por un lado, y en las facilidades 
que las nuevas leyes introducen, influenciadas por la Ley 1/2006 del Parlamento de 
Cataluña, que fue la primera en establecer una regulación más atrevida. 
La literatura jurídica coincide en señalar la visión inicialmente desconfiada del legislador 
autonómico hacia la ILP, estableciendo no menos restricciones a las del legislador estatal. 
De este modo, AJA FERNÁNDEZ y LARIOS PATERNA
1059
 señalan que “la normativa 
relativa tanto a las materias excluidas, la obligación de someter las iniciativas a toma en 
consideración, la imposibilidad en la mayoría de las ocasiones de que los promotores 
participen en el desarrollo de la tramitación parlamentaria, incluso los plazos y las 
indemnizaciones incentivan poco la utilización”. Esta serie de limitaciones, junto con la 
desmotivación
1060
 de los ciudadanos, configura una institución infrautilizada en la mayor 
parte de su reciente historia democrática.  
En la línea crítica también encontramos a ASTARLOA VILLENA
1061
, que ya advertía el 
“previsible parco ejercicio de esta institución” en el ámbito autonómico y la “ocasión 
perdida” para favorecer la participación política de los ciudadanos. No obstante, 
                                                 
1058
 Tal y como indica RUIZ RICO, Catalina, op. cit. pág. 15. 
1059
 AJA FERNÁNDEZ, Eliseo y LARIOS PATERNA, María Jesús en “Parlamentos autonómicos y 
participación popular: la participación de los grupos sociales en la elaboración de las leyes” Anuario de 
Derecho Parlamentario de las Cortes Valencianas, número 6 (1998) pág. 83 
1060
 ASTARLOA VILLENA habla “desinterés generalizado por la cosa pública” en Francisco, en “La 
iniciativa legislativa popular en España” op. cit. p. 314. 
1061
  ASTARLOA ibid.. Pág. 315 y ss. 
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debemos considerar que la mayoría de la literatura jurídica consultada es anterior a la 
aprobación de las leyes más recientes y ambiciosas (por ejemplo, las de Galicia, País 
Vasco, Aragón, Comunidad Valenciana y en muchos casos también la catalana de 2006). 
Por su parte, La jurisprudencia constitucional
1062
 se ha inclinado claramente por la 
primacía de los "mecanismos de democracia representativa sobre los de participación 
directa" y establece como modelo prioritario para la participación el que se ejerce a 
través del sufragio activo y pasivo. Por tanto, estas restricciones legales han sido 
acompañadas por una interpretación inamovible del derecho de participación por parte 
del Tribunal Constitucional, como ha señalado ALGUACIL GÓMEZ
1063
. 
Un análisis interesante de algunas iniciativas presentadas ante las cámaras autonómicas 
es el realizado por BILBAO UBILLOS
1064
 quien, en cierta medida, insiste en las 
dificultades prácticas ante las que se encuentra este mecanismo. Si ya de por sí resulta 
complicada la simple admisión de la propuesta o la consecución del mínimo de 
signatarios, mayor dificultad supone que la misma se convierta en ley, o que las cámaras 
respeten el sentido inicial de la propuesta de los ciudadanos. En este sentido, el autor 
señala las similitudes entre el panorama estatal y el autonómico, y cómo en este último 
en muchos casos “la mayoría absoluta del grupo mayoritario sofoca cualquier iniciativa 
que no provenga del Gobierno que sostiene”.  
No obstante, nos atrevemos a indicar que la mayor fragmentación parlamentaria actual 
puede ayudar al éxito de proposiciones no nacidas en la mayoría gobernante, al no 
disponer esta en muchos casos de una mayoría clara, sin que esto invite a un verdadero 
“gobierno del parlamento
1065
”. El nuevo contexto permite que algunas iniciativas 
populares sean aprobadas con mayor facilidad que en un panorama bipartidista o de 
mayoría absoluta
1066
, produciendo incentivos para que los ciudadanos las presenten. Sin 
                                                 
1062
 Entre otras, STC 76/1994, de 14 de marzo, FJ 3   
1063
ALGUACIL GÓMEZ, J. “ La democracia participativa como estrategia para la gestión relacional”, 
Intervención Psicosocial, (2004): pág. 291 
1064
 BILBAO UBILLOS, Juan María en “Instituciones de democracia participativa. La iniciativa legislativa 
popular, un análisis de la experiencia reciente en las Cortes Generales, los Parlamentos Autonómicos y la 
Unión Europea” en Proyecto de investigación Mineco (Uva, 2013) http://crisispartidos.blogs.uva.es/  pág. 4 
y ss. 
1065
 Coincidimos con PRESNO LINERA en valorar como difícil un verdadero “gobierno del Parlamento” 
(en detrimento del poder del Ejecutivo) debido a la preeminencia y los instrumentos con los que cuenta el 
Gobierno para el desarrollo de sus funciones. Para mayor debate: PRESNO LINERA, Miguel Ángel, en 
“¿Gobierno del Parlamento?”, en su blog: https://presnolinera.wordpress.com/2016/10/ (octubre de 2016) 
1066
 En primer lugar porque dicha mayoría absoluta también se traslada a la Mesa de la Asamblea encargada 
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embargo, y como señalamos en el capítulo dedicado a la práctica, el éxito de una 
iniciativa popular depende en buena medida de la adecuación de su contenido a los 
postulados de la mayoría parlamentaria, y no tanto a la presión ejercida por el grupo de 
electores que han avalado dicha propuesta, aunque este hecho pueda ejercer su 
influencia. 
Además del hecho comentado, el actual auge de la participación se basa en el aumento de 
las iniciativas que los ciudadanos presentan, sobre todo bajo el activismo de sindicatos y 
organizaciones sociales, como veremos en el capítulo dedicado a la práctica; pero sobre 
todo es alumbrado por el esmero con que el legislador acomete hoy las leyes que vienen 
a reformar la ILP en nuestras autonomías y el relevante papel que la participación ha 
alcanzado en los Estatutos. Por ello, coincidimos con CABEDO MALLOL
1067
 cuando 
afirma que “la reforma de las leyes de iniciativa popular se vuelve imprescindible si 
queremos que esta institución de participación ciudadana funcione” para aumentar, de 
esta manera, el número de proposiciones de ley presentadas, debatidas y eventualmente 
aprobadas y combatir una creciente desafección ciudadana. 
El margen del legislador autonómico para desarrollar la ILP y el respeto al 
contenido esencial del derecho 
A nivel estatal, y por mandato constitucional, existe una doble reserva de ley orgánica 
hacia la iniciativa legislativa popular que se ejerce ante las Cortes Generales. Por un lado, 
la remisión a una ley orgánica que realiza el artículo 87.3 CE y, por otro lado, como 
manifestación del derecho fundamental a la participación del artículo 23.1, el artículo 
81.1 CE establece que los derechos fundamentales han de ser regulados mediante ley 
orgánica. Este último supuesto es refrendado por el Tribunal Constitucional
1068
 en la STC 
31/2015, de 16 de marzo, cuando admite que los instrumentos de participación (y cita el 
referéndum o la iniciativa popular) gozan de reserva de ley orgánica por desarrollar el 
derecho fundamental a la participación, y en observancia por tanto hacia el art. 81.1 CE. 
                                                                                                                                                 
de la admisión de la ILP y, en segundo lugar, porque en el momento de la toma en consideración la ILP 
podrá seguir su debate aunque el grupo mayoritario vote en contra de la misma. 
1067
 CABEDO MALLOL, Vicente, en “La iniciativa legislativa popular en las Comunidades Autónomas. 
(…) op- cit. p. 466 
1068
 El Alto Tribunal reconoce en la STC 31/2015 pág. 201 que “nuestra Constitución acoge algunos 
instrumentos característicos de la democracia directa como el régimen de Concejo Abierto, el referéndum o 
la iniciativa legislativa popular (…) modalidades de participación directa que entroncan con el art. 23.1” 
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Sin embargo, la iniciativa popular de carácter autonómico nace en los Estatutos de 
Autonomía de cada Comunidad, ya que se trata de una institución de autogobierno, 
residiendo además la potestad legislativa en cada Asamblea legislativa. Por tanto, y según 
el artículo 148.1.1 de la Constitución, la regulación de la iniciativa popular autonómica 
es competencia de cada Comunidad en cuanto institución de autogobierno. No siendo 
extrapolables los límites estatales, consideramos que tampoco se puede establecer una 
regulación autonómica que vacíe de contenido el derecho fundamental del art. 23.1 CE, 
aunque esta vinculación entre la iniciativa autonómica y el derecho fundamental no ha 
sido una cuestión pacifica en la literatura jurídica. 
Partimos de que todos los Estatutos de Autonomía recogen la iniciativa legislativa 
popular limitándose a reflejar dicha institución
1069
, dejando los concretos elementos 
jurídicos en manos de una futura ley, y siguiendo el modelo marcado por el art. 87.3 de la 
Constitución y la LO 3/1984. Además de incardinarse dentro del derecho fundamental a 
la participación política, la iniciativa legislativa popular es reconocida como derecho en 
varios Estatutos de Autonomía
1070
, enunciada como el “derecho de promover y presentar 
iniciativas legislativas ante la asamblea de la Comunidad”, y también puede aparecer 
reflejada como parte del procedimiento legislativo
1071
. En este caso, y a pesar de la 
conocida doble vertiente de la ILP, probablemente no exista intención de distinguir a la 
institución en uno u otro tipo en la literalidad de la redacción. El Tribunal Constitucional, 
como veremos, ha destacado a la iniciativa legislativa popular como una de las formas de 
participación directa en los asuntos públicos tanto cuando se ejerce ante el Congreso 
como ante las asambleas autonómicas. 
Nuestro objetivo es valorar hasta qué punto la iniciativa popular ejercida ante las 
asambleas de las Comunidades Autónomas está afectada por la doble reserva de ley 
orgánica contenida en la Constitución. Parece claro que la reserva del art. 87.3 se refiere 
a la regulación que el legislador orgánico hiciera de las iniciativas presentadas ante las 
Cortes Generales. El asunto clave, por tanto, es discutir si la iniciativa popular 
                                                 
1069
 Art. 30.1.b y 111.2 del E.A. De Andalucía; art. 15.2 del E.A. de Aragón; art. 31.1 del E.A. de Asturias; 
art. 15.2.b y 26.4 del E.A. de las Islas Baleares; art. 12.5 del E.A. de Canarias; art. 15.1 del E.A. de 
Cantabria; art. 12.1 del E.A. De Castilla— La Mancha; art. 25.2 del E.A. de Castilla y León; art. 62.1 del 
E.A. de Cataluña; art. 26.2 del E.A. de la Comunidad Valenciana; art. 23.4 del E.A. de Extremadura; art. 
13.1 del E.A. De Galicia; art. 15.2 del E.A. de Madrid; art. 30.1 del E.A. de Murcia; art. 19.2 del E.A. de 
Navarra; art. 20 del E.A. de La Rioja; y art. 27.4 del E.A. del País Vasco. 
1070
 Artículo 11.4 EACyL, art. 29.3 EAC, art. 15 b. EAIB, art. 30 b. EAAnd, art. 15.2 EAAr.,  
1071
 Artículo 26 EACV, 47 EAIB, 112.2 EAAnd, 62 EAC, 42.2 EAAr., 25.2 EACyL, 23.4 EAE 
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autonómica supone una forma de ejercicio del derecho fundamental a la participación del 
artículo 23.1 y, por tanto, se ve afectada por la reserva citada del art. 81.1 CE como sí lo 
está el referéndum, según el TC. 
Debemos matizar que el Tribunal Constitucional ha distinguido entre aquellos 
mecanismos de democracia política
1072
 que son expresión del derecho de participación 
del art. 23.1 CE (y cuyo desarrollo básico corresponde al legislador orgánico) y otras 
fórmulas de participación ciudadana que instituya el legislador ordinario (estatal u 
autonómico) en el marco de sus competencias y atendiendo al mandato dirigido a los 
poderes públicos para facilitar la participación (art. 9.2 CE). De las segundas dice que no 
son encuadrables en las formas de democracia representativa ni directa, sino en una 
suerte de “tertium genus” que se ha denominado democracia participativa
1073
 (STC 
119/1995, de 17 de julio). 
El mismo Tribunal ha mantenido desde sus inicios una configuración restrictiva de la 
participación política directa o semidirecta
1074
, otorgando una clara prioridad a la 
participación que se produce por medio del sufragio activo y pasivo
1075
, es decir, 
considerando el modelo representativo como el preferido por nuestro ordenamiento. 
Además, considera el Alto Tribunal, como ya hemos visto, que la protección 
constitucional a la que se refiere el artículo 23 consiste en la participación política, y no 
                                                 
1072
 Viene definida por su vinculación con el individuo (frente a colectivos) y, por tanto, con el concepto de 
soberanía. Es aquella que se ejerce a través de las instituciones de democracia representativa y 
fundamentalmente la que deriva del sufragio activo y pasivo, que es complementada con las instituciones 
de democracia directa constitucionalmente recogidas: el referéndum, la iniciativa legislativa popular y el 
derecho de petición.  
1073
 A diferencia de la democracia política, que tiene como eje el individuo, ésta viene definida por su 
vinculación con asociaciones, entidades y colectivos representativos que suelen defender intereses 
concretos.  Son ejemplos que se incluirían dentro de la misma: la participación de los padres y alumnos en 
los órganos educativos (artículo 27 de la CE), la participación de la juventud en el desarrollo político, 
cultural, social y económico (artículo 48 CE) o de los consumidores y usuarios por medio de sus 
asociaciones en la defensa de sus intereses (artículo 51 CE), la participación en la Administración pública 
(artículo 105 CE), la participación de los interesados en la Seguridad Social y otros organismos cuya 
actividad afecte a la calidad de vida o al interés general y la participación en las empresas (artículo129.1 y 
2 CE), la participación en la planificación económica general (artículo 131 CE)  
1074
  Para ello se puede consultar a BIGLINO CAMPOS, Paloma: «La jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional sobre el derecho de participación política del art. 23» en Revista Jurídica de Castilla la 
Mancha, núms. 3 y 4, 1988, págs. 593 a 613 
1075
  Por ejemplo, se contempla en la STC 51/1984, donde recoge dentro del FJ. 2 que “‘la participación en 
los asuntos públicos, a que se refiere el artículo 23, es en primera línea la que se realiza al elegir los 
miembros de las Cortes Generales, que son los representantes del pueblo, según el artículo 66 de la 
Constitución, y puede entenderse asimismo que abarca también la participación en el Gobierno de las 
Entidades en que el Estado se organiza territorialmente” 
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en cualquier tipo de participación en asuntos públicos
1076
. Sólo las formas de la 
democracia política integran el contenido del derecho del artículo 23 de la CE. 
 
También debemos tener en cuenta, en la STC 31/2015, como el Tribunal Constitucional 
reconoce que el legislador autonómico no puede regular ni hacer uso del referéndum por 
dos motivos. El primero de ellos, por la doble reserva de ley orgánica que afecta al 
referéndum (art. 92.3 y art 81.1 en relación al 23.1) y que de igual modo puede aplicarse 
a la iniciativa legislativa popular, como acabamos de ver. En segundo lugar, por referirse 
la Constitución en el art. 149.1.32 a la “autorización para la convocatoria de consultas 
populares por vía de referéndum” como una materia de la exclusiva competencia del 
Estado. Sin embargo, en este preciso artículo, el Constituyente no decidió reservar para 
su competencia exclusiva la iniciativa legislativa popular, quizás porque carecía de 
sentido si atendemos a las características de una y otra institución. 
Parece claro que el legislador autonómico está legitimado para regular la iniciativa 
legislativa popular en el ámbito de sus competencias, como así ha hecho, a diferencia del 
referéndum. Dicha legitimación deriva de los propios Estatutos y del principio de 
autonomía, y no se ve impedido por el art. 87.3 CE al referirse aquella reserva de ley 
orgánica sólo a la iniciativa estatal (a diferencia del referéndum). En este punto, debemos 
discutir si el legislador autonómico está legitimado porque lo que está regulando en 
realidad no es una iniciativa legislativa popular conectada con el derecho fundamental a 
la participación (como sí lo está la estatal), sino un instrumento de democracia 




Por el contrario, también sería posible admitir que la ILP de carácter autonómico 
entronca con el derecho fundamental de participación, con la salvedad de que su ejercicio 
se realiza, como es lógico, ante las asambleas de las CC.AA., de la misma manera que el 
sufragio -también dentro del mismo derecho fundamental- puede ser ejercido para la 
elección de representantes ante las Cortes Generales o las Asambleas autonómicas. Por 
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  La citada argumentación la podemos encontrar en el ATC 153/1982 y en las SSTC 53/1982, 5/1983, 
23/1983 y 23/1984. Posteriormente se reitera en otras muchas, como los AATC 740/1984, 942/1985 y 
25/1998 y las SSTC 189/1993, 212/1993, 80/1994 y 119/1995. 
1077
 En el sentido indicado anteriormente por el Tribunal Constitucional en la STC 31/2015 y que además 




estos motivos, la ILP no sería comparable con la institución del referéndum, y tendría su 
lógica que todas las leyes autonómicas de iniciativa popular hayan reconocido a la 
Comisión Promotora posibilidad de recurrir en amparo la inadmisión de su iniciativa.  
Además, algunas diferencias establecidas por el propio TC entre el referéndum y las 
consultas de carácter autonómico animan a pensar que la iniciativa popular se parece más 
al primero. Si atendemos a los rasgos definitorios de la ILP, la que es ejercida ante las 
Cortes Generales mantiene una importante similitud con la ejercida en las CC.AA. si 
tenemos en cuenta que ambas suponen la facultad que posee el cuerpo electoral de 
presentar proposiciones de ley ante una Asamblea bajo unos requisitos, exclusiones y 
procedimientos previstos en su respectiva ley. Se trata de unos requisitos que también 
mantienen semejanzas con la institución del referéndum
1078
.  
El Tribunal Constitucional ha señalado como rasgo definitorio de la participación política 
que deriva del art. 23 CE que ésta realiza un llamamiento a la generalidad de los 
ciudadanos –uti cives- y no a favor de otros grupos en los que se puede organizar. Por 
eso, el TC ha señalado
1079
 que “la participación en los asuntos públicos, a que se refiere 
el art. 23, es en primera línea la que se realiza la elegir a los miembros de las Cortes 
Generales (…) y puede entenderse asimismo que abarca también la participación en el 
Gobierno de las Entidades en que el Estado se organiza territorialmente según el artículo 
137 CE”.  
Por ello, tiene sentido que la participación política ejercida a través de la iniciativa 
legislativa popular en las autonomías guarde cierta analogía con la ejercida ante las 
Cortes Generales; al igual que considera el Alto Tribunal al sufragio ejercido ante las 
asambleas autonómicas lógicamente dentro del derecho de participación. A este hecho se 
ha referido PÉREZ ALBERDI
1080
 al afirmar que “el derecho de participación política se 
define por su sujeto: el titular de la soberanía, es decir, los ciudadanos que forman parte 
del cuerpo electoral, y su objeto: su contribución a la formación de la voluntad general”. 
                                                 
1078
 Institución que viene marcada por la llamada al cuerpo electoral en su conjunto, mediante una serie de 
procedimientos que se pueden considerar de naturaleza electoral, ambos requisitos que sirvieron para que 
la STC 31/2015 declarara inconstitucional algunos preceptos de la Ley 10/2014 del Parlamento de 
Cataluña por regular aspectos del referéndum que, debido a la doble reserva de ley orgánica que esta 
institución mantiene, corresponden al legislador orgánico y no al autonómico. 
1079
 STC 51/1984, FJ 2 
1080
 PÉREZ ALBERDI, Reyes, en “Derechos de Participación en los Estatutos de Autonomía de Última 
Generación”, Revista Deliberación núm. 2 (Gobierno de Aragón) (2012) pág. 42 
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En nuestra opinión, la iniciativa popular puede ser ejercida por la generalidad de 
ciudadanos con derecho a voto, siendo el objetivo iniciar el procedimiento legislativo, es 
decir, contribuir a la formación de la voluntad general, por lo que cabría considerar que 
se está ejerciendo el derecho de participación. 
Sin embargo, la misma autora recuerda seguidamente que “para el TC los derechos 
fundamentales no pueden ser objeto de regulación por los Estatutos de Autonomía (SSTC 
247/2007, Fj 15d), 31/2010, Fj 17 y 137/2010, Fj 5) (…). Y tampoco es el Estatuto de 
Autonomía el lugar idóneo para cumplir la reserva de ley orgánica en materia de 
desarrollo de derechos fundamentales”. De estos hechos podríamos deducir la 
inconstitucionalidad de la incorporación del derecho de participación política a los 
Estatutos de Autonomía, y su ulterior regulación en las leyes autonómicas de ILP, pero no 
ha sido así. El Alto Tribunal ha permitido incorporar derechos fundamentales a los 
Estatutos cuando se limitaban a reiterar la literalidad o contenido presente en la 
Constitución.  
Con todo ello, el argumento que más precisión puede otorgarnos para deliberar sobre la 
naturaleza del derecho de participación en nuestras autonomías y, por tanto, la 
competencia de las mismas para su implementación a través de la ILP es el de la 
diferenciación entre derechos de contenido competencial, y derechos de ámbito 
institucional. El Tribunal Constitucional señaló en la STC 247/2007 que los Estatutos de 
Autonomía pueden crear derechos subjetivos relacionados con la dimensión institucional 
de la propia Comunidad, y menciona de manera explícita aquellos que derivan de la 
estructura y funcionamiento de la propia asamblea legislativa (como sería el caso de la 
iniciativa popular). Todo ello teniendo en cuenta que dicha regulación ha de ser 
compatible con la definición constitucional del derecho y su contenido básico. Así lo ha 
señalado el TC en algunas ocasiones
1081
. 
Pese a la ausencia de mención del legislador estatal hacia la ILP de carácter autonómico, 
todos los Estatutos de Autonomía recogen la figura, y por tanto ha sido incorporada al 
“bloque de constitucionalidad”, además, con unas importantes semejanzas hacia la 
regulación que el legislador orgánico hiciera. La duda consiste en valorar si la regulación 
del legislador autonómico tiene su base únicamente en su competencia para abordar sus 
                                                 
1081
 Para el caso de la inviolabilidad e inmunidad de los parlamentarios autonómicos en la STC 4/1992, FJ. 
4º, también para la designación de senadores autonómicos en la STC 4/1992, FJ. 3º. 
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instituciones de gobierno (unido al comentado mandato del art. 9.2), o bien las leyes 
autonómicas vienen a expandir el citado derecho a la participación del art. 23.1 CE, 
tomando como base lo que el legislador orgánico estableciera. Aunque muchas 
autonomías utilizan como marco -según la literalidad de sus normas- el artículo 87.3 CE 
y la LOILP, lo cierto es que éstas gozan de mayor margen para desarrollar su institución, 
conforme también al principio de autonomía. 
En el sentido indicado anteriormente por el Tribunal Constitucional, señala MURO I 
BAS
1082
 que la iniciativa popular “puede inscribirse dentro del ámbito del derecho 
fundamental de participación”. El hecho de que la ILP constituya en nuestras autonomías 
el desarrollo de una institución de autogobierno, y que además en este ámbito pueda 
entroncar con el derecho fundamental a la participación, son dos cuestiones que 
intentaremos explicar en las siguientes líneas realizando una lectura de compatibilidad. 
Para ello es interesante conocer la opinión de la literatura jurídica que hemos consultado, 
sin que de su globalidad se puedan extraer conclusiones claras acerca de las dudas 
anteriormente planteadas. 
Aunque se encuentren entrelazados, debemos distinguir la iniciativa popular como forma 
de iniciar el procedimiento legislativo, y, por otro lado, como proyección del derecho a 
participar del artículo 23.1 CE. Lo que es lo mismo; debemos distinguir el desarrollo que 
el legislador autonómico puede llevar a cabo conforme a sus competencias sobre una 
institución de autogobierno -atendiendo al principio de autonomía y al artículo 148.1 CE- 
y, por otro lado, debemos respetar la regulación estatal que le corresponde a la ILP por 
estar en juego un derecho fundamental. De esta doble naturaleza o carácter “bifronte” de 
la ILP nos hemos referido en el análisis de su regulación estatal
1083
. 
Conforme a la concepción de la figura como instrumento de participación ante la cámara, 
las CC.AA. tienen potestad para desarrollar la iniciativa popular en el seno de su propia 
                                                 
1082
 MURO I BAS, Xavier (en la actualidad es Secretario General del Parlament de Cataluña), “Algunas 
cuestiones en torno a la iniciativa legislativa popular” en Corts. Anuario de Derecho Parlamentario, núm. 
19 págs. 363 y ss. 
1083
 El debate existente -y ya analizado- sobre la naturaleza de la ILP siempre conduce a analizar cualquier 
cuestión que le afecte desde su naturaleza bifronte
1083
. Por un lado, como manifestación instrumental del 
derecho de participación y por otro como una particular forma de iniciar el procedimiento legislativo (o 
una parte del mismo). Para no complicar más la cuestión es necesario separar de esta consideración la ILP 
como una consecuencia del mandato del artículo 9.2, que también hemos analizado. Como decimos, esta 
doble naturaleza (también comentada por BIGLINO CAMPOS) no nos conduce necesariamente a extraer 
la conclusión de que la ILP no es sólo una manifestación del derecho o sólo una parte del procedimiento de 
elaboración de las leyes, si no que esta institución se puede ver desde ambas ópticas.  
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Asamblea Legislativa, que goza de autonomía. Asimismo, las autonomías gozan de 
competencia exclusiva sobre sus instituciones de autogobierno (artículo 148.1 CE y 
previsión que todos los Estatutos de Autonomía recogen), y podemos considerar la ILP 
una de ellas. Estas dos cuestiones permiten el desarrollo de la iniciativa popular en el 
ámbito autonómico, aunque deben respetar el desarrollo directo del derecho en los 
términos que ahora veremos. Este hecho conduce a señalar como perfectamente posible 
que las autonomías no utilicen el marco estatal para la regulación de la participación. 
En sentido parecido, MURO I BAS
1084
 considera la ILP de carácter autonómico “un caso 
de ejercicio de la competencia de ordenación de una institución de autogobierno” ya que 
la regulación a la que se refiere el art. 87 CE sólo se aplicaría a la ejercida ante el 
Parlamento español. Admite, eso sí, cierta duda en contemplar una competencia estatal al 
estar implicado el derecho que ya hemos señalado, y corresponder su desarrollo al Estado 
mediante LO. Con todo esto, recuerda algunas sentencias
1085
 que han defendido que el 
artículo 81 de la Constitución no contiene una cláusula de atribución competencial 
aislada, sino que debe ser interpretado en coherencia con los artículos que regulan el 
sistema de distribución de competencias (147, 148 y 149 CE completados por lo que 
disponga además el Estatuto de Autonomía correspondiente) por lo que, asegura Xavier 
Muro
1086
, “si no se desprende de este marco específico una reserva a favor del Estado 
para regular la iniciativa legislativa popular, o sus aspectos básicos, no tiene por qué 
sujetarse la legislación autonómica a lo que determine la ley orgánica”. 
En esta misma línea, SÁENZ ROYO
1087
, señala que el principio de autonomía “implica 
que las CCAA tienen poder de autogobierno y la capacidad de dotarse de instituciones 
políticas y regularlas con plena autonomía”. La autora, además, insiste en el argumento 
señalado al comienzo de este capítulo de que la ILP en nuestras CC.AA. goza de mayor 
margen de libertad para configurar esta institución sin las restricciones marcadas por el 
artículo 87.3 CE: “la libertad de configuración de este instrumento se enmarcaría en la 
competencia de organización de las instituciones de autogobierno (148.1 CE) y la autonomía 
parlamentaria de los Parlamentos autonómicos”. 
                                                 
1084
 MURO i BAS op. cit. p 363. 
1085
 .STC 5/1981, seguida por otras como la 37/1981, 137/1986 
1086
 Ibid. Pág. 363. 
1087
 SAENZ ROYO, Eva, en la ponencia “Participación Ciudadana en el Estado Autonómico” dentro de la 
jornada “Una visión contemporánea de la democracia directa” organizada por la Fundación Giménez Abad 
(Zaragoza, 2009) pág. 7. 
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Sin embargo, debemos manifestar algunas dudas en relación a la postura manifestada por 
esta profesora
1088
 (y quizás con menor intensidad idea defendida por Xavier Muro) con 
respecto a que “en ningún caso” será vinculante la regulación estatal para el desarrollo de 
la ILP en nuestras CCAA. No debemos ignorar la conexión de la figura con el ejercicio 
del derecho de participación, como ha señalado en varias ocasiones el TC
1089
, atendiendo 
también a lo que prevé el artículo 81.1 de la Constitución o a la concesión del recurso de 
amparo a la Comisión Promotora también en el ámbito autonómico
1090
. Por este motivo 
defendemos que el desarrollo autonómico de la ILP debe respetar el contenido esencial 
del derecho fundamental de participación que se manifiesta a través de la figura. Este 
desarrollo de los aspectos esenciales del derecho corresponde al legislador orgánico por 
mandato constitucional.  
Por consiguiente, y conforme a esta segunda concepción, la iniciativa popular en nuestras 
autonomías también supone una proyección o forma de ejercicio del derecho de 
participación. Por definición, los derechos fundamentales son desarrollados por ley 
orgánica, lo cual podría colisionar con el desarrollo que el legislador autonómico hiciera 
del mecanismo. Por ello, debemos aclarar que la reserva de ley orgánica no se aplica a 
toda la regulación de la figura, sino a aquellas cuestiones de la misma que impliquen 
proyección o desarrollo del derecho de participación. Desde esta perspectiva, es 
perfectamente compatible la regulación de la ILP por parte del legislador autonómico, 
con la delimitación que el legislador orgánico hiciera del derecho. El primero viene a 
desarrollar, dentro de sus competencias -y no a limitar- el derecho de participación en su 
                                                 
1088
 Opinión manifestada en la ponencia señalada en las páginas 8 y 9 en la que se defiende que las CCAA 
tienen libertad para configurar la institución que nos ocupa en el marco de su competencia de organización 
de las instituciones de autogobierno (art. 148.1 CE) y la autonomía parlamentaria de los gobiernos 
autonómicos (este segundo factor es menos esgrimido por la literatura consultada, aunque también 
perfectamente válido). Entiende SAENZ ROYO (y por ello no encuentra vinculación alguna entre la 
regulación estatal y la autonómica de la ILP) “que no puede alegarse aquí la reserva de Ley Orgánica 
(artículo 81.1 CE) para el desarrollo del derecho fundamental de participación política (artículo 23 CE) 
porque el artículo 81.1 CE no es un título competencial; tampoco el Estado se ha reservado las bases para 
la regulación de la participación ciudadana en los procesos legislativos ni ha hecho uso de la competencia 
potestativa del artículo 149.1.1 CE” 
1089
 El Tribunal Constitucional ha señalado en el ATC 142/1992 que “La iniciativa legislativa popular tiene 
ciertamente proyección en materia de derechos fundamentales y relevancia en vía de amparo a través del 
derecho de los ciudadanos a participar directamente en los asuntos públicos (art. 23.1 de 
la Constitución)”. 
1090
 La práctica totalidad de las leyes autonómicas reconocen el derecho que asiste a la Comisión 
Promotora de recurrir en amparo ante la justicia constitucional las decisiones de la Mesa de la Asamblea. 
Esta vinculación de la ILP autonómica a la tutela constitucional otorga un mayor grado de protección a los 
promotores de una ILP ante, por ejemplo, las decisiones de la administración o de una Asamblea que 
pretendan cercenar o lesionar su derecho. 
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ámbito, siendo un plano distinto al estatal. Además, este desarrollo “debe armonizarse”, 
como bien señala BIGLINO CAMPOS
1091
 “con el respeto al principio de autonomía que 
se proyecta en la capacidad que tienen las CC.AA. de regular la organización y el 
funcionamiento de sus propias instituciones.” 
Por su parte, RUIZ-RICO
1092
 defiende que la participación en el ámbito autonómico se 
desarrolla atendiendo más a su carácter de principio constitucional (en virtud del art. 9.2 
CE) “en detrimento de su categoría de derecho fundamental o incluso subjetivo-
constitucional”. No obstante, la profesora reconoce que las leyes y estatutos autonómicos 
hacen referencia a la literalidad del artículo 23.1 CE: “Los Estatutos de última 
generación reproducen los términos literales de la participación como derecho 
fundamental previstos en el artículo 23 CE (…). Esta posición resulta manifiestamente 
incoherente con la aceptación por el legislador autonómico de un derecho de los 
ciudadanos a participar en los asuntos públicos puesto que la redacción no coincide con 
el artículo 9.2 CE, sino en realidad con la del artículo 23 del texto constitucional”. 
También reconoce ambas vertientes de la iniciativa legislativa popular LARIOS 
PATERNA
1093
; como una forma de ejercicio de una competencia “intrínseca a la propia 
autonomía de las CC.AA.”; y como derecho subjetivo; y por tanto reconoce la 
competencia del legislador orgánico para regular los aspectos esenciales del derecho de 
participación. De este modo, realiza una lectura compatible del desarrollo autonómico de 
la ILP e insiste en el respeto al contenido esencial del derecho, cuestión que no obliga a 
incurrir en el criticado mimetismo. Por tanto, debemos poner de manifiesto que son 
varias las voces entre la literatura jurídica que inciden en un aspecto que consideramos 
importante
1094
, que es el respeto al contenido esencial del derecho, dejándonos una nueva 
                                                 
1091
  BIGLINO CAMPOS en “La Iniciativa Legislativa Popular en los Ordenamientos Jurídicos 
Regionales” op. cit., pág. 301. 
1092
 RUIZ-RICO, Catalina, en “Transparencia y participación en el ámbito autonómico…” op. cit. pág. 17. 
Esta autora nos aporta una visión de la jurisprudencia a su juicio inmovilista en la configuración del TC del 
derecho a la participación, pero que sin embargo viene a reafirmar una triple vertiente de la participación 
como principio rector de las políticas públicas, como derecho fundamental y como derecho subjetivo. 
Además dicha profesora desciende al ámbito de la jurisprudencia autonómica para defender, como así lo 
hizo por ejemplo la STSJ Cataluña de 28 de mayo de 2004 que “la participación ciudadana no se detiene 
en el ámbito etéreo de los principios, sino que viene a estar encarnada en auténticas disposiciones 
normativas, incluso plasmadas al máximo nivel normativo” 
1093
  LARIOS PATERNA, María Jesús en “Participación de los ciudadanos en el procedimiento 
legislativo…” op. cit.  Pág. 6 
1094
 Además de las ya citadas de BIGLINO y LARIOS PATERNA, sumamos la de RALLO LOMBARTE 
en “La iniciativa legislativa en el derecho autonómico” colecció “Autonomía i Dret” Universitat Jaume I 
(1993) pp. 268 y 269 
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muestra de la vinculación entre el derecho de participación y el ejercicio de la figura 
también en el ámbito autonómico. 
La lectura señalada anteriormente por Biglino es compartida por Larios Paterna al 
afirmar que “sólo será vinculante para las Comunidades Autónomas el contenido de la 
Ley orgánica que implique un desarrollo directo del derecho de participación, no la 
regulación que el legislador haga a partir del artículo 87.3, que supone la regulación de 
una de las formas de ejercer la iniciativa ante el Parlamento español”. Además, la 
profesora avanza algunos criterios para interpretar el contenido a respetar por el 
legislador autonómico: “ese contenido debe deducirse de los principios de la ley, pues no 
pueden aplicarse miméticamente los requisitos materiales referidos exclusivamente al 
ejercicio de este cauce participativo en las Cortes Generales”. Una interpretación similar 
ha sido efectuada recientemente por ALCUBILLA
1095
 al afirmar que “sin prejuicio de la 
autonomía política de las CC.AA., la iniciativa popular es proyección del art. 23.1 de la 
Constitución, de manera que las Comunidades han de respetar el contenido esencial del 
derecho en los términos previstos por la Ley Orgánica”. 
De esta forma, es necesario concretar -desde esta consideración general- qué debe 
respetar el legislador autonómico, matizando así su margen de actuación. En este sentido, 
recuerda la profesora que no le serán aplicables al desarrollo autonómico de la figura las 
concretas restricciones estatales en cuanto a firmas, causas de inadmisión, materias 
excluidas o tramitación parlamentaria, por poder contar cada Comunidad con las que 
considere y por no suponer lo mismo el desarrollo directo o regulación de aspectos 
esenciales del derecho (reservado al legislador orgánico), que la regulación de su 
ejercicio, como ya se ha señalado. Sin embargo, sí tendrán que especificarse todas estas 
cuestiones en las leyes reguladoras, sin que su regulación suponga una restricción grave 
del derecho. Lo que es lo mismo, cada autonomía puede establecer los requisitos que 
considere para el ejercicio del mecanismo, pero éstos no deben suponer una merma del 
derecho ejercido a través de la misma. Por ello, entendemos que el legislador autonómico 
ha confundido el respeto al contenido esencial del derecho con una traslación mimética 
de la regulación estatal, esmerándose sobre todo en copiar unos límites que 
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 ARNALDO ALCUBILLA, DELGADO IRIBARREN Y SÁNCHEZ NAVARRO: “Iniciativa 
legislativa popular” ARAG/ Univ. Rey Juan Carlos. Ed. La Ley (2013) p. 276 
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probablemente carezcan de justificación (más aún) a nivel autonómico. Con razón 
CUESTA
1096
 ha achacado a la “desidia” del legislador el mimetismo observado. 
Por ejemplo, en cuanto a las firmas deberán estipular un mínimo que no suponga un 
obstáculo para el ejercicio del derecho, al igual que un plazo razonable para la labor de 
recogida. Las Comunidades podrán estipular supuestos de inadmisión -que no tendrán 
que ver necesariamente con los estatales- que para ser aplicadas por la Mesa deberán ser 
recogidos en el texto legal (no ser arbitrarios). De esta forma, un plazo de recogida de 
firmas excesivamente escaso o un número necesario de las mismas excesivamente alto 
complicaría el ejercicio de esta facultad hasta convertirla en imposible. El legislador 
cuenta con un mayor margen para fijar las causas para inadmitir las iniciativas, aunque si 
su justificación no responde a la protección de otros derechos o intereses relevantes, 
podemos estar limitando -más allá de lo necesario- el ejercicio del derecho. 
De forma similar se expresa PÉREZ ALBERDI
1097
 cuando manifiesta que estas alusiones 
a la legislación estatal “nos sitúan ante el problema del alcance de la reserva de Ley 
Orgánica” haciendo referencia implícitamente a un sector doctrinal que entiende estas 
remisiones como una forma de limitar la competencia autonómica sobre sus instituciones 
de gobierno. A nuestro entender, tales alusiones desde normas autonómicas hacia las 
estatales no deben achacarse tanto a una premeditada limitación de la potestad de las 
autonomías, sino más bien a errores de técnica jurídica o comodidad del legislador 
autonómico. Pérez Alberdi
1098
 hace referencia a algunos autores
1099
 que defienden la 
aplicación en las Comunidades de los límites materiales de la LOILP, adaptándolos a la 
realidad autonómica, pero se inclina en mayor medida por desvincular la reserva de ley 
orgánica del art. 87.3 del desarrollo de la figura en las autonomías. 
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 CUESTA LÓPEZ, tesis doctoral, op. cit. p. 344 
1097
 PEREZ ALBERDI, Reyes, en El derecho fundamental a participar en los asuntos públicos op. cit. pág. 
337 y ss. 
1098
 En el mismo sentido señalado por Larios Paterna y ya comentado, la autora Pérez Alberdi señala unos 
“perfiles generales” que se deben respetar por tratarse de los elementos esenciales de la legislación estatal 
referidos a los titulares, objeto y facultades que integran el contenido del derecho, “así como las 
condiciones básicas que garantizan igualdad en la posición jurídica de los ciudadanos” pero no se 
trasladarían las limitaciones impuestas desde la regulación estatal. 
1099
 Por ejemplo VIVES-PI SUNYER, Carles, en “El procediment legislatiu en lòrdinament juridic catalá” 
en Revista Jurídica de Cataluña núm 4 1981 pág. 105 y ARAGÓN REYES, Manuel, en “La potestad 
legislativa” en MUÑOZ MACHADO, Santiago (dir): Comentarios al Estatuto de Autonomía de Andalucía. 
Ed. Tirant lo Blanch. Madrid, (1987) pág. 597 
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Más argumentos a favor de la libertad autonómica en la configuración de sus propias 
instituciones de gobierno añade SAÉNZ ROYO (muy en consonancia también con las 
reflexiones de Xavier Muro) al afirmar que “el artículo 81.1 CE no es un título 
competencial; tampoco el Estado se ha reservado las bases para la regulación de la 
participación ciudadana en los procesos legislativos ni ha hecho uso de la competencia 
potestativa del artículo 149.1.1 CE en esta materia, tal y como sí lo ha hecho en materia 
electoral a través de la LOREG o del derecho de petición”. En nuestra opinión resulta 
bastante probado que el Constituyente tan sólo se reserva el desarrollo de la ILP de carácter 
estatal y deja en manos de las autonomías (art. 148.1) la regulación de sus instituciones, 
siempre en una interpretación coherente con la regulación estatal. 
En resumen y para concluir, las CCAA cuentan con una holgada capacidad de desarrollo 
de la iniciativa legislativa popular. Esto se debe a la autonomía de la que disponen sobre 
sus propias instituciones, y a que sólo será vinculante para las mismas de la regulación 
estatal lo que implique un desarrollo directo del derecho, no pudiendo contradecir los 
aspectos esenciales marcados por la regulación estatal. Esto no conlleva que las CCAA 
estén obligadas a trasladar o referirse a los aspectos estatales de la figura, y toda 
utilización paralela que puedan hacer del marco estatal es por comodidad, mimetismo, o 
meros errores de técnica (como señala entre otros RUIZ ROBLEDO
1100
). Por lo tanto, y 
aunque la Constitución en un principio no hiciera mención a la iniciativa popular de 
carácter autonómico, las Comunidades en el marco de sus competencias han desarrollado 
su propia iniciativa popular que, a su vez, viene a desarrollar un nuevo ámbito del 
derecho de participación pública desde una lectura claramente compatible aunque 
excesivamente mimética. 
Por los motivos señalados, todas las leyes reguladoras consultadas hacen referencia al 
artículo 23.1 de la Constitución como derecho fundamental y en menor medida al 
principio recogido en el artículo 9.2 que encomienda, como principio ya analizado, a los 
poderes públicos facilitar la participación de todos los ciudadanos
1101
. Todas las leyes 
autonómicas que regulan la figura reconocen a la Comisión Promotora recurso de amparo 
contra la inadmisión de la Mesa de su proposición, lo que demuestra que la decisión de la 




RUIZ ROBLEDO, A. “El Parlamento” en El Estatuto de Andalucía, Vol. II, dirigida por Antonio 
Porras Nadales y Juan J. Ruiz-Rico.  
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En concreto todos los Estatutos de Autonomía recogen esta previsión del artículo 9.2 de la Constitución 
menos Navarra y Canarias 
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Mesa, a ojos del legislador autonómico, podría llegar a vulnerar el derecho fundamental 
de participación, como señala el art. 42 de la LOTC. 
El mimetismo en las normas autonómicas: 
Pese a las amplias posibilidades para el desarrollo de la participación, como acabamos de 
ver, es posible constatar un excesivo mimetismo entre las propias leyes autonómicas de 
iniciativa popular, y también hacia la regulación estatal de la figura. Tan sólo vemos en 
los Estatutos de Autonomía denominados de última generación y en las leyes reguladoras 
de la figura más recientes verdaderos intentos para fomentar el éxito del mecanismo. Nos 
disponemos a realizar, en primer lugar, un breve análisis general del panorama de la 
iniciativa popular en nuestras Comunidades para luego estudiar individualmente cada 
autonomía. 
El mimetismo apuntado ha sido uno de los asuntos más comentados por la literatura 
jurídica. Como señala FERNÁNDEZ FERRERO
1102
, se observa un “notable 
paralelismo” entre las leyes reguladoras de la ILP en las CC.AA. y también con la 
regulación estatal
1103
. Como hemos señalado y la literatura consultada constata, nuestras 
autonomías han trasladado el marco legal de la Ley Orgánica, consagrando la 
preeminencia de los grupos políticos -y sobre todo del Ejecutivo- dentro del sistema de 
iniciativa. En el sentido también indicado por RALLO LOMBARTE
1104
, las CC.AA. han 
trasladado a su ámbito algunas restricciones de la ley estatal que no encontraban 
demasiada explicación, perdiendo una buena oportunidad para establecer un instrumento 
de participación libre de unos obstáculos que carecían de verdadero sentido. 
De este modo, Rallo sostiene que nuestras autonomías han “incorporado tanto los 
principios restrictivos como buena parte del contenido de la LOILP”, afirmando que este 
hecho “no debe ser entendido como un desarrollo normativo en el marco de la citada 
LOILP, sino como una expresión del mimetismo existente”, y por ello critica que se 
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  FERNÁNDEZ FERRERO, Miguel Ángel, La iniciativa legislativa popular. Centro de Estudios 
Políticos y Constitucionales, Madrid, (2001), pág. 78 
 
1103
 Fernández Ferrero dedica todo un capítulo a la regulación autonómica de la ILP -cuestión que no es 
habitual en muchas de las obras consultadas- y además presta atención, como haremos nosotros, a las 
semejanzas entre Comunidades por un lado y a las particularidades en cada una de ellas, destacando este 
palpable mimetismo. La obra además analiza el proceso de elaboración de las leyes autonómicas de ILP y 
las iniciativas presentadas en las Comunidades hasta el año de elaboración del libro. En ese momento 
(2001) la figura no había experimentado aún el auge acaecido posteriormente. 
1104
 RALLO LOMBARTE, “La iniciativa legislativa en el derecho autonómico” op. cit. pág. 270 y ss. 
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traslade el modelo estatal de iniciativa popular a nuestras Comunidades, sin el lógico 
respecto al principio de autonomía. Sin embargo, CONTRERAS
1105
 ha alabado el hecho 
de que las leyes autonómicas esperaran a la regulación estatal para regular sus 
instituciones de iniciativa popular, y achaca este mimetismo a “una cierta prudencia con 
fundamentos de orden jurídico”. El mismo autor también se refiere al debido respeto a la 
regulación estatal que hemos sostenido recientemente: “las CC. AA. gozan de autonomía 
(…) para organizar sus instituciones de autogobierno, y, por tanto, para desarrollar 
convenientemente los procedimientos legislativos en todas sus fases, no es menos cierto 
que la iniciativa popular resulta ser una proyección del derecho fundamental a la 
participación contenido en el artículo 23.1 C E., lo que significa que la regulación de su 
ejercicio ha de llevarse a cabo mediante ley, debiendo ésta respetar su contenido 
esencial”.  
Dicha homogeneidad no es exclusiva de la regulación de la iniciativa popular, sino que 
responde a cierta ‘comodidad’ del legislador autonómico, que en diferentes ámbitos ha 
decidido trasladar el marco estatal. Esto sucede muy en particular en el caso del régimen 
electoral y político, donde se encuentran grandes semejanzas en el grueso de autonomías 
entre sí y a su vez con la regulación estatal, como ha analizado GAVARA
1106
. Si 
atendemos a las tres causas de la homogeneidad en el régimen electoral autonómico 
propuestas por ÁLVAREZ CONDE
1107
, dos también pueden resultar de aplicación al caso 
de la iniciativa legislativa popular: la incidencia en la materia de algunos derechos 
fundamentales (especialmente el del art. 23.1 CE), y la falta de creatividad de legislador 
autonómico
1108
, un análisis que también ha compartido OLIVER
1109
. 
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 CONTRERAS, Manuel, en “Iniciativa Legislativa Popular y Estado Democrático de Derecho (una 
aproximación a su regulación jurídica en España)” Revista de las Cortes Generales núm. 8 (1986) pág. 83. 
1106
 GAVARA DE CARA, Juan Carlos, en La homogeneidad de los regímenes electorales autonómicos. 
Centro de Estudios Políticos y Constitucionales (2007) p. ej. en pp. 2 y ss.. El autor señala (pp. 28 y 82) 
que las leyes electorales autonómicas apenas introducen novedades debido a la vis atractiva  ejercida por la 
LOREG. Algo similar, entendemos nosotros, ha podido ocurrir con la LO 3/1984 y la excesiva influencia 
que le ha concedido el legislador autonómico. 
1107
 ÁLVAREZ CONDE, Enrique, en “Las reformas estatutarias y los sistemas electorales autonómicos”, 
en GÁLVEZ MUÑOZ (dir.): El Derecho electoral de las Comunidades Autónomas. Revisión y mejora. 
Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2009, Pp. 89 a 98. También en ÁLVAREZ 
CONDE, Enrique, “Las reformas estatutarias y los regímenes electorales autonómicos” Revista de Derecho 
Político de la UNED núm. 75-76 (2009) pp. 465 y ss. 
1108
 El autor también sugiere como tercera causa, en este caso no aplicable a la iniciativa popular, la 
distribución de competencias en materia electoral efectuada por la LOREG, lo que ha podido conducir a 
una extensión de los títulos competenciales del Estado en detrimento de los autonómicos 
1109
 OLIVER ARAUJO, Joan, en Los sistemas electorales autonómicos. Institut d’Estudis Autonòmics. 
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Sin que proceda extendernos en este tema, PRESNO
1110
 se ha referido al mismo 
fenómeno de falta de creatividad autonómica alegando cierta ‘pereza normativa’ del 
legislador salvo algunas excepciones. Sin embargo, no han faltado voces que han 
señalado aspectos positivos en la homogeneidad observada. Para ALCUBILLA
1111
, por 
ejemplo, la escasa innovación facilita que los ciudadanos puedan interiorizar las reglas 
electorales y, en un sentido similar, Gavara
1112
 señala como “común y aceptable” el 
mimetismo para evitar “las dudas, los inevitables errores, y la diversidad de criterios 
jurisprudenciales”. Aplicado a la iniciativa popular, más que facilitar la comprensión del 
ejercicio del instrumento al ciudadano, la homogeneidad de un régimen tan cicatero en 
sus inicios ha supuesto un lastre para el mecanismo.  
En la misma línea, acerca de la figura estudiada, se manifiesta BIGLINO
1113
 cuando 
señala que este marcado paralelismo entre las leyes autonómicas y la LOILP se debe 
quizás a que el legislador autonómico haya “magnificado” la citada reserva de ley 
orgánica para el desarrollo de la institución que estudiamos. Las continuas referencias a 
que la reglamentación de la ILP deberá hacerse en el marco de la regulación estatal 
parecen a juicio de esta profesora una “autolimitación” de las propias autonomías en su 
facultad.  Del mismo modo, PÉREZ ALBERDI
1114
 aprecia una “homogeneidad 
sustancial” de regímenes jurídicos “de manera que no existen apenas diferencias entre la 
legislación estatal y las autonómicas”. Por su parte CABEDO
1115
 se refiere a este 
paralelismo entre las leyes autonómicas y además insiste en su necesaria reforma, 
cuestionando que las leyes de iniciativa popular no hayan permitido la participación 
ciudadana, a juzgar por el escaso número de iniciativas presentadas y, sobre todo, por las 
pocas que logran cumplir su objetivo de convertirse en ley. Es notable, por tanto, que el 
evidente paralelismo ha gozado de la atención de la literatura jurídica consultada. 
                                                                                                                                                 
Generalitat de Catalunya (2011) pp. 98 y ss. 
1110
 PRESNO LINERA, M. A., en “Nuevos Estatutos de Autonomía con viejos sistemas electorales” 
Revista d’Estudis Autonòmics i Federals Núm. 5 (2007)  p. 143 
1111
 ARNALDO ALCUBILLA, Enrique, “El procedimiento electoral en leyes electorales autonómicas” en 
GÁLVEZ MUÑOZ (dir.): El Derecho electoral de las Comunidades Autónomas. Revisión y mejora. 
Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2009 , p. 374  
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 GAVARA DE CARA op. cit. pp. 6-7, 57 y 360 
1113
BIGLINO CAMPOS, PALOMA en “La Iniciativa Legislativa Popular en los Ordenamientos Jurídicos 
Regionales” op. cit., pág. 302. 
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 PEREZ ALBERDI, Reyes, en El derecho fundamental a participa en los asuntos (…) op. cit. pág. 336  
1115
 CABEDO MALLOL, Vicente, en “La iniciativa legislativa popular en las Comunidades Autónomas. 




No obstante, CABEDO insiste en sus conclusiones en un aspecto positivo que quizás se 
derive del cuestionado mimetismo, como es el contagio a otras autonomías del ánimo 
reformista presente en las leyes recientes de iniciativa popular. A raíz de las reformas de 
dichas normas iniciadas en 2006 con la Ley 4/2006 a nivel estatal y sobre todo la Ley 
Catalana 1/2006 (muy reconocida por este autor) Vicente Cabedo espera que este 
mimetismo funcione y todas las autonomías puedan reformar sus leyes trasladando los 
aspectos positivos que las nuevas normas incorporan, compartiendo el espíritu de hacer 
más operativa la participación. Cabedo entiende que para mejorar la participación a 
través de la figura toda reforma tiene que procurar tres cuestiones: mejorar el número de 
iniciativas presentadas; que la mayor parte de las mismas sean admitidas, alcanzando la 
tramitación parlamentaria (superar la toma en consideración); y por último que algunas 
de las mismas logren ser aprobadas por los parlamentos (y convertirse por tanto en ley). 
Debemos matizar que la mayoría de la literatura manejada es anterior a la aprobación de 
las leyes que reforman o modifican la institución en nuestras Comunidades, siendo estas 
nuevas normas las que han introducido mejoras en la regulación de la figura y, por tanto, 
se diferencian -para bien- de las originarias leyes que en su momento regularon esta 
institución. Por ello, más recientemente CUESTA
1116
 ha señalado como la pionera Ley 
catalana 1/2006 quiebra (para bien) el referido mimetismo y supone el punto de partida 
de otras leyes autonómicas que han decidido mejorar la institución.  
Son muchas aún las autonomías que mantienen su ley sin modificaciones, y ese 
paralelismo sigue existiendo, pero para ser justos debemos alabar el impulso garantista 
de la participación en algunas autonomías que han reformado su ley. Las mejoras 
introducidas –acompañadas por una casuística más abundante como veremos- nos 
animan a ser más optimistas en cuanto a la institución estudiada. Por todo lo anterior, el 
segundo gran rasgo observado en nuestras autonomías ha sido la gran diferencia existente 
entre aquellas donde la figura tiene un peso muy escaso, y aquellas otras donde la misma 
ha ido cobrando una importancia cada vez mayor, por causas que trataremos de explicar. 
Un panorama autonómico asimétrico: 
Conforme al contexto anteriormente señalado, debemos tener en cuenta varias 
Comunidades que han emprendido reformas de sus leyes de ILP. Estas nuevas normas 
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 CUESTA LÓPEZ, Víctor Manuel, en “Participación…” op. cit.  p. 345 
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autonómicas tratan de facilitar -en mayor o menor medida según qué autonomía- la 
participación ciudadana y mejorar aspectos muy demandados de la iniciativa legislativa 
popular. Nos referimos a las Comunidades de Cataluña en 2006 y 2014, Navarra y 
Castilla y León en 2012, Aragón y Comunidad Valenciana en 2014, Galicia en 2015, País 
Vasco en 2016, de nuevo Comunidad Valenciana en 2017 y Baleares en 2018, quienes 
han emprendido cambios positivos y marcan el camino a aquellas que aún mantiene sus 
leyes originarias.  
Estos cambios normativos desarrollan en algunas autonomías una iniciativa legislativa 
popular más garantista para la participación del ciudadano, rompiendo esa tendencia de 
trasladar miméticamente las concretas limitaciones de la institución a nivel estatal. Esto 
nos permite insistir en nuestro argumento; el respeto al desarrollo esencial del derecho, 
regulado por el legislador orgánico, no está reñido con el desarrollo garantista que el 
legislador autonómico desee hacer de la figura. Este desarrollo, de hecho, es compatible 
con el principio de autonomía que inspira nuestro modelo territorial, desde un respeto -y 
no desde la contradicción manifiesta- a la configuración que el legislador orgánico 
hiciera del derecho. 
Los hechos valorados, también nos conducen a extraer dos observaciones: 
En primer lugar, contemplamos en la actualidad un escenario autonómico asimétrico, que 
ha avanzado a dos velocidades; Por un lado, encontramos las autonomías que mantienen 
su regulación originaria de la ILP, que apenas concede facilidades a este mecanismo y ha 
trasladado el marco estatal. Por otro lado, observamos las autonomías que han reformado 
su ley de ILP y que apuestan por una mayor operatividad de este instrumento, dentro de 
un fomento general de la participación. Son las leyes y Comunidades ya apuntadas, cada 
una con sus particularidades, aunque nos atrevamos a situar a Cataluña, Galicia, País 
Vasco y Comunidad Valenciana un paso por delante. 
La segunda observación nos conduce a adentrarnos en el siguiente apartado: no sólo 
estamos contemplando un aumento en el uso
1117
 por parte de los ciudadanos de los 
instrumentos de participación como la ILP; también observamos un impulso regulador de 
la participación y del buen gobierno, con un protagonismo claro de las autonomías en 
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 Para mayores datos acerca del ejercicio de la ILP nos remitimos al apartado que dedicamos a la práctica 
de este instrumento 
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este proceso, que otorga mayor actualidad e interés al tema que estudiamos. De hecho, 
los preámbulos de las leyes recientemente aprobadas -y buena muestra es el de la Ley 
10/2017 de la Comunidad Valenciana- animan a superar la clásica visión de la 
participación de los ciudadanos sólo circunscrita a la elección de sus representantes cada 
cuatro años. Las nuevas demandas y el nuevo contexto -señalan- animan a una 
intervención más intensa de los ciudadanos en el decidir de los asuntos públicos, y 
especialmente a una nueva concepción del parlamentarismo. 
El marcado mimetismo entre las distintas leyes autonómicas -que la literatura consultada 
señala-, puede tener también una consecuencia positiva. Las reformas emprendidas en 
algunas Comunidades pueden trasladarse a otras autonomías; aquellas que aún no han 
reformado su ley pueden hacerse eco de las mejoras introducidas por las leyes que han 
tomado ventaja en cuando a la regulación de la ILP. Es probable que la buena dirección 
tomada por Cataluña
1118
 y quienes la siguieron, haya condicionado favorablemente que, 
en los últimos años, por ejemplo, Navarra, Galicia, País Vasco, Comunidad Valenciana y 
Baleares hayan aprobado sus nuevas leyes de ILP. No es casualidad que las dos últimas 
autonomías hayan incorporado mejoras que de forma pionera introdujo la regulación 
catalana, como es el caso del anticipo económico a la Comisión Promotora, la reducción 
de causas de inadmisión o la extensión de la titularidad de la iniciativa a menores de 
dieciséis y diecisiete años, ciudadanos de la UE o extranjeros con residencia legal en 
España. 
Para valorar el verdadero alcance y significado de cada reforma acerca de la iniciativa 
popular, es necesario remitirnos al análisis pormenorizado que realizaremos de cada 
Comunidad. La mayoría establece aspectos de mejora en sus nuevas leyes, pero sólo 
algunas realizan una apuesta decidida por facilitar el ejercicio de la iniciativa popular. Lo 
anterior demuestra que muchas autonomías han otorgado prioridad a la reforma de su ley 
de ILP, y otras aún no se han planteado abordar este hecho. 
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 Fue la primera Comunidad en reformar su ley de ILP, además, introduciendo cambios positivos en 
2006 como después veremos 
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El reciente impulso regulador del derecho de participación en los Estatutos y 
normas autonómicas 
La nueva oleada de reformas estatutarias ha puesto en valor, por un lado, los derechos 
autonómicos y, por otro, el fomento de valores y principios democráticos como el de la 
participación. La voluntad de refuerzo de la participación reside en la importancia 
concedida a este derecho en los últimos años, pero también en emplear la misma para 
mejorar una denostada confianza pública en las instituciones. Es evidente que una mayor 
implicación de los ciudadanos en los asuntos públicos encaja perfectamente con la 
filosofía descentralizadora que las propias autonomías encarnan, cuestión que no ha 
olvidado el legislador autonómico. El panorama político del primer proceso Estatuyente 
poco tiene que ver con los retos más recientes, por lo que las nuevas normas pretenden 
perseguir un modelo de democracia más acorde a nuestros tiempos, donde la 
participación ocupa un lugar más destacado. 
De esta forma, liderados por la reforma de los Estatutos Valenciano y Catalán, y como 
bien señala TUR ALSINA
1119
 “los Estatutos de nueva generación impulsados desde el 
año 2006 han querido reforzar su parte dogmática atendiendo, entre otros aspectos, a 
las cuestiones ligadas a la participación ciudadana”. Por su parte, RUIZ-RICO y 
CASTEL GAYÁN
1120
 insisten en la participación ciudadana como una forma de otorgar 
legitimidad a las actuaciones públicas y superar el déficit democrático e institucional 
actual. Para ellos, “La reactivación del derecho constitucional a participar en los asuntos 
públicos constituye a priori la respuesta precisa a las expectativas y demandas 
ciudadanas en el actual contexto de desafección social”.  
Para los autores señalados, en la década pasada comenzó a cuajar en nuestras autonomías 
una nueva generación de derechos de participación ciudadana y procesos 
participativos
1121
. Aunque estos se refieran más bien a mecanismos de la “democracia 
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 TUR AUSINA, Rosario, “Leyes de participación ciudadana: las experiencias Canaria y Valenciana” op. 
cit.  p. 205. 
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 RUIZ-RICO, C. y CASTEL GAYÁN, S, en “El derecho autonómico de participación ciudadana: un 
enfoque constitucional y su desarrollo legislativo” Revista de Estudios Jurídicos núm. 13/2013 Universidad 
de Jaén.  pp. 2 y ss. 
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 La misma denominación “nueva generación de derechos” de participación es utilizada por RUIZ-RICO 
y CASTEL GAYÁN op. cit. pág. 4, que los autores basan en “el deber de los poderes públicos de promover 
la participación y facilitarla a todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social (artículo 
9.2 CE) y de la doctrina constitucional basada en una triple configuración de la participación como 
principio, derecho fundamental y derecho subjetivo en el ámbito constitucional y autonómico” 
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participativa” y no tanto de la “democracia semidirecta”, comparten claramente objetivos 
con el mecanismo que estudiamos, por lo que se puede englobar este reciente impulso en 
el interés del legislador por mejorar la participación. De hecho, no es casualidad que la 
oleada de nuevas normas y reformas que afectan a la iniciativa legislativa popular 
coincida con este mismo fenómeno en el campo de la democracia participativa analizada 
por los autores. En nuestra opinión, aunque los instrumentos participativos y los de 
democracia semidirecta mantengan diferencias
1122
, podemos situar la causa de su 
reactivación en los nuevos Estatutos de Autonomía, sin que olvidemos la necesidad 
política de establecer una mayor cercanía de los ciudadanos con los asuntos públicos. 
En esta línea, ENRIQUETA EXPÓSITO
1123
 se ha referido a la participación como uno de 
los elementos esenciales de la democracia, lo que ha permitido su actualización y nueva 
relevancia en las Cartas Estatutarias: “han transcurrido casi tres décadas desde que se 
promulgó el texto constitucional, lo que ha propiciado una actualización del fenómeno 
participativo como uno de los elementos esenciales de la democracia política, así como 
de la democracia social (y económica) avanzada, situándola en el núcleo central de la 
acción de los poderes públicos autonómicos”. Este reciente auge de la regulación y 
puesta en valor de la participación nos sirve para utilizar el marco estatutario como digna 




Todos los Estatutos incorporan el derecho de participación, a excepción del valenciano, 
utilizando denominaciones similares a las del artículo 23 CE. Algunos utilizan de manera 
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 Las recientes leyes en Comunidad Valenciana (2015), Cataluña (2006 y 2014), Galicia (2015) y País 





, otros como Castilla y León, Aragón y Baleares
1126
 recogen 
en un mismo artículo, denominado genéricamente derecho de participación, los derechos 
de participación política y ante la administración, frente a aquellos que dedican un único 
artículo al derecho a la participación política
1127
. Por último, algunos incluyen la cláusula 
“en condiciones de igualdad” para el ejercicio de dicha participación
1128
. El Estatuyente 
ha querido renovar en cierta medida el modelo político originario de los Estatutos de 
Autonomía, que se limitaban básicamente al desarrollo institucional y competencial
1129
, 
recurriendo a la Constitución para el reconocimiento de derechos. Sin embargo, la nueva 
oleada de Estatutos incluye verdaderas cartas de derechos, e intentan mejorar la calidad 
democrática en sus autonomías considerando a la participación no sólo un derecho 
subjetivo, sino un mandato a perseguir por los poderes públicos. 
Los nuevos Estatutos de Autonomía, como bien señala SAENZ ROYO
1130
 demuestran un 
interés en profundizar en otras formas de participación política, acercando así los temas 
públicos a la ciudadanía, muchas veces ajena al devenir político. La opinión indicada 
considera a los instrumentos como la iniciativa popular como una forma de participar 
“complementaria a la que se realiza en sede del Poder Ejecutivo” cumpliendo así otros fines 
“como la pluralidad de las organizaciones con posibilidades de participación o acercar el 
Parlamento al ciudadano y reforzar su posición como reflejo de las plurales ideologías de 
una sociedad”. De esta forma, se reconoce como obligación de los poderes públicos 
garantizar o facilitar la participación en la vida política, económica, cultural y social 
como recogen algunos Estatutos
1131
, o también promover “la participación social en la 
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 Artículo 11 del Estatuto de Castilla y León, artículo 15 EAr. y 15 EAIB  
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 Artículos 29.1 EAC, 15.2 EAIB, 30.1 EAAnd y 15.1 EAAr. 
1129
 Los Estatutos anteriores se limitaban a reconocer el mandato dirigido a los poderes públicos 
autonómicos de promover la participación ciudadana en la vida política, económica, social y cultural, de 
manera similar al principio contenido en el artículo 9.2 de la CE. La ya citada presencia (a través de 
PÉREZ ALBERDI op.cit.) en los nuevos Estatutos de una Carta de Derechos ha aumentado la regulación 
de las formas de participación que ya se conectan no sólo como objetivo a perseguir por las instituciones, si 
no como principio que se conecta con el sentido mismo de una “democracia avanzada” que involucra al 
ciudadano en la toma de decisiones, en el control de los asuntos públicos y en la realización del pluralismo 
político a través de la representación de los grupos en que los ciudadanos se pueden integrar, también 
desde un punto de vista “social” de la democracia. 
1130
 SAENZ ROYO, Eva, en la ponencia “Participación Ciudadana en el Estado Autonómico” dentro de la 
jornada “Una visión contemporánea de la democracia directa” organizada por la Fundación Giménez Abad 
(Zaragoza, 2009)  pág. 5. 
1131
 Artículos 1.3 del Estatuto de la Comunidad Valenciana, art. 4.2 de Cataluña, art. 10.1 de Andalucía, art. 
20 de Aragón, y art. 8.2 de Castilla y León 
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elaboración, ejecución y evaluación de las políticas públicas, así como la participación 
individual y colectiva en los ámbitos cívico, político, cultural y económico” como figura en 
otros textos1132. 
Sin embargo, los Estatutos de última generación han incorporado una ‘carta de derechos’ 
que han generado el debate sobre si realmente el Estatuyente estaría legitimado para 
configurar o desarrollar derechos y con qué límites
1133
. En este sentido, y para lo que nos 
interesa, el Estatuyente moderno contempla al ciudadano como sujeto activo de derechos 
también en la esfera autonómica
1134
, y ha pretendido, en el sentido señalado por Pérez 
Alberdi, otorgarle capacidades de evaluación de las políticas públicas y participación en 
las mismas, pasando de ser un mero receptor de políticas a ser parte en su definición y 
valoración
1135
. El funcionamiento democrático y participativo ha pasado de exigirse sólo 
en las instituciones representativas del Estado, a tener protagonismo en multitud de 
procesos de decisión como el ámbito autonómico o el local. El derecho de participación 
contribuye, por tanto, a calificar el funcionamiento democrático del Estado, en el sentido 
indicado por EXPÓSITO Y CASTELLA
1136
. Sin embargo, RUIZ-RICO1137 y CASTEL 
CAYÁN matizan en cierta medida lo afirmado por ALBERDI al indicar que en la esfera 
autonómica “predomina una perspectiva de la participación como objeto de promoción 
pública sobre su consideración como derecho pese a que suele reproducirse la literalidad de 
aquélla como derecho fundamental prevista en el artículo 23 CE”. 
                                                 
1132
 Artículo 9.4 EACV; 43 EAC; 10.3.19 EAA; 15.3 EAr; 15 EAIB 
1133
 Vid., entre otros; BIGLINO CAMPOS, P., en “Los espejismos de la tabla de derechos” en VV.AA. 
Derechos, deberes y principios en el nuevo Estatuto de Autonomía de Cataluña, CEPC, Madrid, (2006) pp. 
39-61: DÍEZ PICAZO, L. M. en “¿Pueden los Estatutos de Autonomía declarar derechos, deberes y 
principios?” REDC núm. 78 (2008) pp. 1-48; EXPÓSITO, E. en “Declaraciones estatutarias ¿de derechos?. 
Un análisis a la luz de las SSTC 247/2007 y 31/2010” en Teoría y Realidad Constitucional núm. 27 (2011) 
pp. 481-502. 
1134
 Estos nuevos Estatutos tienden a proporcionar cobertura jurídica a derechos participativos no tasados 
por la Constitución desde su incorporación al ordenamiento jurídico. Por eso se dice que esta participación 
ciudadana es de ‘configuración legal’ y puede contener un ‘numerus apertus’ de instrumentos mientras no 
vulnere ningún otro principio o competencia constitucional. Esta visión de participación ciudadana, aunque 
relacionada, se contrapone, por tanto, al derecho fundamental de participación en la Constitución que sólo 
contempla el referéndum, la iniciativa legislativa popular y el derecho de petición. 
1135
  Característica que podemos observar, por ejemplo, en los artículos 9 EACV, 30 y 31 EA And., y 6 
EAE 
1136
 EXPÓSITO, Enriqueta, y CASTELLA Josep María, en “Los derechos políticos y ante la 
administración en el Estatuto de Autonomía de Cataluña” en APARICIO, Miguel Ángel, Derechos y 
principios rectores en los Estatutos de Autonomía. Atelier, Barcelona, (2008), p. 62 
1137
  RUIZ-RICO y CASTEL GAYÁN op. cit. pág. 5 
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Por ello, la mejora del tratamiento de la participación en los Estatutos se basa en su 
consideración como principio rector, como objetivo político y como derecho de los 
ciudadanos a intervenir en la elaboración, ejecución y evaluación de las políticas públicas. 
De esta manera, se persigue que la participación tenga una consideración legal y duradera, y 
no se convierta tan sólo en una política discrecional de legislatura. Además, no debemos 
olvidar que la participación contribuye a un doble objetivo políticamente deseable y deseado 
en la actualidad; por un lado, la mayor legitimación de las decisiones que los poderes 
públicos llevan a cabo1138, debido a la implicación o escucha activa de los afectados por una 
norma o medida; por otro lado, la participación otorga un grado de transparencia que 
contribuye al mayor control de los ciudadanos hacia los asuntos públicos1139. 
Por todo lo anterior, debemos englobar el reciente impulso legislativo hacia la figura en 
un objetivo más amplio de “juridificación” y puesta en valor del derecho de 
participación. Este objetivo ha partido en la mayoría de los casos del reconocimiento 
estatutario al papel de los ciudadanos y los grupos sociales en la vida pública, y ha 
venido acompañado del desarrollo de leyes que incidían en la participación desde varios 
ámbitos autonómicos como puede ser la iniciativa legislativa popular, las consultas 
populares, o las leyes de participación ciudadana en sentido estricto. Todo ello con el 
objetivo de mejorar la calidad democrática de las instituciones autonómicas y de 
contribuir al “Gobierno/Parlamento Abierto” como principio que está calando no sólo a 
nivel legislativo si no a nivel discursivo y político
1140
. 
Esta realidad es analizada y constatada por CASTEL GAYÁN
1141
 que se refiere a las 
recientes normas de participación como un “boom legislativo” que ha venido a poner 
sobre el papel algunas actividades que las instituciones ya realizaban en la práctica, o 
bien diseñar estrategias de participación. Este autor habla de “un nuevo derecho de 
                                                 
1138
 Para ello podemos poder el ejemplo de una organización o asociación de trabajadores que, en el marco 
de la elaboración de una norma que les afecta, participan en su delimitación o promueven una ILP en un 
sentido que consideran representativo del colectivo 
1139
 Para mayor debate Vid. RUIZ RICO, Catalina, en “Transparencia y participación en el derecho 
autonómico: un análisis constitucional” en Revista Internacional de Doctrina y Jurisprudencia Vol. 6. 
Junio 2014. Págs. 1-15 
1140
 Debemos señalar, y como también destaca BILBAO UBILLOS en “Un nuevo ciclo sin mayorías…” op 
cit. Pág. 9/24, cómo Comunidades como Comunidad Valenciana o Cantabria (2015) aprobaron una reforma 
de su Reglamento para incluir un nuevo título “del Parlamento abierto” medidas de participación, 
transparencia y control de los ciudadanos hacia la actividad del Parlamento, como ha hecho Andalucía o 
Castilla y León a través de sus páginas web de sus Asambleas. En Canarias también se aprobó en marzo de 
2015 una reforma del Reglamento de la Cámara para reforzar las exigencias de publicidad y transparencia. 
1141
 CASTEL GAYAN, Sergio, en “El nuevo régimen jurídico del derecho de participación ciudadana” 
Revista Vasca de Administración Pública número 99-100 (2014) pág. 852 y ss. 
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participación ciudadana” por este “frenesí regulador” que se observa en nuestras 
autonomías y que, no obstante, caracterizado aún por su heterogeneidad, viene a reforzar 
el objetivo de fomentar y regular la participación para que los ciudadanos sean capaces 
de influir en la toma de decisiones públicas
1142
. Se deduce por tanto que la voluntad del 
legislador autonómico es la de configurar un derecho que poco tiene que ver con el recelo 
originario y sí pretende ahora apostar decididamente por la participación, aunque sigan 
existiendo notables diferencias entre las Comunidades. 
Aunque la participación mantiene relación con valores más amplios como la 
transparencia, el gobierno abierto o, en general, el buen gobierno
1143
, la mayoría de las 
autonomías no regula conjuntamente estas cuestiones junto con la iniciativa popular. Tan 
sólo Galicia aprovecha para incluir en su reciente ley de ILP otras formas de 
participación ciudadana. Sin ánimo de ahondar más en la materia
1144
, y para probar este 
“boom legislativo”, tan sólo detallaremos las leyes que en los últimos años las 
autonomías han aprobado en la materia, siendo pioneras la Ley 11/2008 de Participación 
Ciudadana de la Comunidad Valenciana y la Ley 5/2010 de Fomento a la Participación 
Ciudadana de Canarias. A estos dos textos les sucedieron otros tantos bajo denominación 
la mayoría del buen gobierno: Ley 4/2011 de la Buena Administración y del Buen 
Gobierno de las Illes Balears; Ley Foral 11/2012 de la Transparencia y del Gobierno 
Abierto; Ley 4/2013 de Gobierno Abierto de Extremadura; Ley 3/2014 de Transparencia 
y Buen Gobierno de La Rioja; Ley 10/2014 de consultas populares no referendarias y 
otras formas de participación ciudadana de Cataluña, Ley 19/2014 de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno de Cataluña Ley 8/2015 de 
Transparencia de la Actividad Pública y Participación Ciudadana de Aragón, Ley 3/2015 
                                                 
1142
 Como ya hemos señalado, aunque los distintos instrumentos de participación utilicen formas y canales 
diferentes, el objetivo suele ser común: que los ciudadanos puedan influir en las decisiones públicas 
1143
 Las CC.AA. han introducido recientemente medidas relacionadas con la denominada ‘regeneración 
democrática’ con el objetivo de alcanzar mayores cotas de transparencia y participación, evitando también 
grandes acumulaciones de poder o privilegios derivados del ejercicio del cargo público. Estos cambios, han 
sido principalmente introducidos como consecuencia de diversos pactos para la gobernabilidad de dichas 
autonomías y, por tanto, también como consecuencia de la nueva configuración parlamentaria más 
heterogénea como ha señalado BILBAO UBILLOS en “Un nuevo ciclo político sin mayorías absolutas: los 
parlamentos autonómicos recobran protagonismo tras las elecciones de 2015” Revista Jurídica de Castilla 
y León Nº 42 (mayo de 2017) página 34 
1144
 Para su análisis entre otros vid. RUIZ-RICO, C. y CASTEL GAYÁN, S, en “El derecho autonómico de 
participación ciudadana (…) op. cit.. Asimismo; TUR AUSINA, Rosario, “Leyes de participación 
ciudadana: las experiencias Canaria y Valenciana” en Monografías de la Revista Aragonesa de 
Administración Pública (2013) ; SAENZ ROYO, Eva, en la ponencia “Participación Ciudadana en el 
Estado Autonómico” dentro de la jornada “Una visión contemporánea de la democracia directa” organizada 
por la Fundación Giménez Abad (Zaragoza, 2009) 
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de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, y otras que se encuentran 
en tramitación como la de Asturias o País Vasco. 
Para terminar, y de manera breve, los nuevos Estatutos de Cataluña, de Aragón, de 
Andalucía y de Castilla y León han regulado, en sus artículos 122, 71. 27.a, 78 y 75.15.a, 
respectivamente, las consultas populares como competencia exclusiva de sus 
Autonomías, sin referirse concretamente al referéndum (competencia exclusiva del 
Estado según el art. 149.1.32 de la Constitución). Por poner un ejemplo concreto que ha 
sido aprobado recientemente, muy positivos parecen los cambios emprendidos en Aragón 
con la aprobación en junio de 2017 de la Proposición de reforma del Reglamento 
Parlamentario, que sustituye a la regulación de 1997. La norma incluye un Título XVIII, 
que recoge el derecho al Parlamento abierto y establece como principios de su 
funcionamiento los de transparencia y participación. Aragón regula dentro de este cuerpo 
legal algunas figuras que pretenden dotar de mayor protagonismo a la ciudadanía en la 
participación y deliberación de los asuntos, así como el control a la labor de 




La reforma en Aragón -en términos similares a la operada en Galicia, como después 
veremos- ha permitido incluir instrumentos con ciertas similitudes a la iniciativa 
legislativa popular como son las audiencias ciudadanas, las enmiendas de iniciativa 
ciudadana, la iniciativa popular para proposiciones no de ley, la solicitud de 
comparecencia ante la Comisión de Comparecencias Ciudadanas, las preguntas de 
iniciativa ciudadana, etc. Cataluña fue pionera en 1998 con la implantación del 
mecanismo democracia.net y otras Comunidades siguieron después introduciendo 
“escaños ciudadanos” o sistemas de “parlamento abierto” para la participación en la 
elaboración de leyes o formulación de preguntas. 
                                                 
1145
 CEBRIÁN ZAZURCA, Enrique, en: “Las Cortes de Aragón como Parlamento Abierto: Los 
Mecanismos de Participación Ciudadana en  los Procedimientos Parlamentarios” Estudios de Deusto Vol. 
65 núm. 2 (2017). 
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B- Rasgos comunes de la regulación autonómica de la iniciativa 
legislativa popular 
Como hemos señalado, todos los Estatutos de Autonomía recogen la iniciativa legislativa 
popular
1146
, dejando en manos de una posterior ley reguladora los concretos aspectos 
jurídicos de la institución. A partir de la entrada en vigor a nivel estatal de la LO 3/1984 
de iniciativa legislativa popular, las CC.AA. empezaron a hacer lo propio con sus 
legislaciones y en gran medida trasladaron los requisitos básicos de la regulación estatal. 
Las primeras autonomías en promulgar sus leyes fueron Asturias, Murcia y Aragón en 
1984, y la última Castilla y León en 2001. Algunas Comunidades regulan conjuntamente 
la iniciativa popular y la de los Ayuntamientos
1147
, siendo el ámbito local también muy 
propenso y adecuado para la implementación de experiencias participativas
1148
. Otras 
normas vinculan este instrumento a la participación ciudadana en general en el enunciado 





el Estatuto LEY DE ILP 
MODIFICADA 
POR 
ESTATAL Art. 87.3 CE LO 3/1984 LO 4/2006 
Andalucía Art. 111.2 Ley 5/1988 Ley 8/2011 
Aragón Art. 15.2 Ley 7/1984 Ley 7/2014 
Asturias Art 31.1 Ley 4/1984 
 
Baleares Art. 26.4 Ley 4/1991 Ley 4/2018 
Canarias Art. 12.5 Ley 10/1986 
 
Cantabria Art. 15 Ley 6/1985 
 
Castilla La 
Mancha Art. 12.1 Ley 2/1985 
 
                                                 
1146
 Art. 30.1.b y 111.2 del E.A. De Andalucía; art. 15.2 del E.A. de Aragón; art. 31.1 del E.A. de Asturias; 
art. 15.2.b y 26.4 del E.A. de las Islas Baleares; art. 12.5 del E.A. de Canarias; art. 15.1 del E.A. de 
Cantabria; art. 12.1 del E.A. De Castilla— La Mancha; art. 25.2 del E.A. de Castilla y León; art. 62.1 del 
E.A. de Cataluña; art. 26.2 del E.A. de la Comunidad Valenciana; art. 23.4 del E.A. de Extremadura; art. 
13.1 del E.A. De Galicia; art. 15.2 del E.A. de Madrid; art. 30.1 del E.A. de Murcia; art. 19.2 del E.A. de 
Navarra; art. 20 del E.A. de La Rioja; y art. 27.4 del E.A. del País Vasco. 
1147
Como son las CC.AA. de Andalucía, Asturias, Baleares, Castilla la Mancha, Castilla y León, Madrid o 
Murcia, como más adelante estudiaremos 
1148
 Cómo bien ha señalado CORCHETE MARTÍN, Mª José, en “La participación ciudadana en los asuntos 
públicos y su contribución a la calidad de la democracia. Reflexiones al hilo de algunas experiencias 
participativas” Estudios de Deusto: revista de la Universidad de Deusto, Vol. 63, Nº. 2, 2015, págs. 81-109 
1149
 Incluso en la comunidad gallega introduciendo también cuestiones sobre transparencia o buen gobierno 
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Castilla y León Art. 25.2 Ley 4/2001 Ley 3/2012 
Cataluña Art. 62.1 Ley 1/2006 Ley 7/2014 
Comunidad 
Valenciana Art. 26.2 Ley 5/1993 
Ley 2/2015 y Ley 
10/2017   (ley en 
vigor) 
Extremadura Art. 23.4 Ley 7/1985 
 
Galicia Art. 13.1 Ley 1/1988 Ley 7/2015 
La Rioja Art. 20 Ley 3/1985 
 
Madrid Art. 15.2 Ley 6/1986 
 
Murcia Art 30.1 Ley 9/1984 Ley 7/2006 
Navarra 
Art. 19.2 Ley 
13/1982 
Ley Foral 
3/1985 Ley Foral 14/2012 
País Vasco Art. 27.4 Ley 8/1986 Ley 10/2016 
 
Diez de las diecisiete autonomías decidieron reformar su ley reguladora de la figura: 
Andalucía (2011), Aragón (2014), Castilla y León (2012), Cataluña (2006 y 2014), 
Comunidad Valenciana (2015 y 2017), Galicia (2015), Murcia (2006), Navarra (2012), 
País Vasco (2016) y Baleares (2018). El resto de las CC.AA. mantienen sus leyes 
iniciales de la década de los ochenta, presentando una evidente necesidad de reforma. En 
términos generales, las autonomías que han renovado su norma regulan de forma más 
garantista el mecanismo, tratando de eliminar algunos requisitos excesivamente 
rigurosos, y concediendo facilidades en cuanto a la recogida de firmas o a la defensa de 
la proposición. Otros avances menores que se suelen introducir son la actualización de la 
compensación económica, la posibilidad de firma electrónica de la propuesta, o la 
participación de un representante de la Comisión Promotora durante el trámite de la 
proposición de ley. 
Los avances introducidos en Cataluña en 2006 probablemente contagiaran a otras 
autonomías en su voluntad de dinamizar la participación mediante la figura, si 
consideramos positivas también las novedades implementadas recientemente en Galicia, 
País Vasco, Baleares o Aragón, como veremos. No debemos achacar a la casualidad que 
aquellas autonomías que cuentan con una regulación más garantista de la participación 
posean una cultura política históricamente más desarrollada, argumento que también 
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avala la praxis del instrumento
1150
. La tradicional reivindicación de un mayor grado de 
autogobierno por parte sobre todo de País Vasco y Cataluña les permite un desarrollo 
legislativo más generoso en sus instituciones de participación, sin olvidar el 
protagonismo que la figura desarrolla en Galicia o Navarra, por motivos también 
históricos, o en Canarias por cuestiones geográficas o culturales. 
Por presentar una mayoría de regulaciones autonómicas características comunes, 
procedemos a estudiar los principales componentes de la figura en este campo. No 
obstante, es conveniente analizar después individualmente cada Comunidad, prestando 
atención a las singularidades que se derivan del estudio de sus Estatutos y normas 
reguladoras. Debemos advertir que la literatura jurídica consultada realiza en su mayoría 
un análisis general de la regulación de la iniciativa popular en el ámbito autonómico, 
centrándose en sus rasgos comunes, en muchos casos compartidos con la regulación 
estatal. No se encuentra, por lo general, un análisis jurídico pormenorizado de cada 
autonomía, siendo además una mayoría de las voces consultadas anteriores a las 
interesantes reformas emprendidas en la última década, por lo que se antoja necesario 
prestar atención a la nueva oleada legislativa desde una mirada más reciente. 
Titularidad 
En cuanto a la titularidad de la iniciativa popular, las leyes autonómicas señalan a los 
ciudadanos mayores de edad
1151
 que gocen de la condición política de ciudadano de la 
respectiva Comunidad; es decir, con vecindad administrativa en cualquiera de sus 
municipios o, lo que es lo mismo, a los electores de esa CCAA. En la mayoría de las 
normas se añade que estos ciudadanos estén inscritos en el censo electoral
1152
, requisito 
que ya se exige a nivel estatal y que garantiza la correcta verificación de los mismos 
como legitimados, tal y como ha señalado CONTRERAS
1153
.  El artículo primero de la 
ley cántabra
1154
 se refiere a “ciudadanos mayores de edad con vecindad administrativa en 
la Comunidad” sin hacer referencia al Censo Electoral.  
                                                 
1150
 Los Estatutos de Autonomía que utilizan dicha denominación en referencia a sus comunidades son los 
de Andalucía, Aragón, Islas Baleares, Canarias, Cataluña, Comunidad Valenciana, Galicia y País Vasco. 
1151
 No se menciona específicamente en Navarra. Para Cataluña y País Vasco existe la posibilidad de que 
firmen la iniciativa ciudadanos también de 16 y 17 años como analizamos más adelante 
1152
 Todas menos Asturias y Cantabria 
1153
 CONTRERAS op. cit. Pág. 75 
1154
 Ley 6/1985 
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Aunque la mayoría de Estatutos se refieran a ‘ciudadanos’ y entendamos como correcto 
este término, es más preciso hablar de ‘electores’ en el sentido indicado por 
BIGLINO
1155
, a quién le parece coherente con la configuración de la figura como una 
facultad que se atribuye “a los individuos en cuanto ciudadanos, como miembros de la 
organización política”. También debemos recordar que, en el mismo sentido, 
MENÉNDEZ
1156
 otorga la titularidad al ‘cuerpo electoral’ identificando a los sujetos con 
quienes posean capacidad electoral activa. En esta línea, RALLO LOMBARTE
1157
 
considera que la titularidad de la iniciativa “debería coincidir con el derecho de sufragio 
activo previsto en los artículos 2 y 3 de la LO 5/1985”. No sabemos hasta qué punto 
puede resultar compatible esta consideración de la titularidad con la extensión que las 
leyes catalana, valenciana y vasca realizan acerca de los legitimados, a pesar de que 
dichos autores no se refieren a dicha situación por producirse con posterioridad. 
El Estatuto de La Rioja
1158
 presenta la particularidad de facultar al “pueblo riojano” para 
la presentación de proposiciones de ley, siendo la única que se refiere al pueblo y no a los 
ciudadanos, sin que esto genere mayores consecuencias jurídicas. Por su parte, Canarias 
permite firmar una iniciativa popular, según su disposición adicional
1159
, a aquellos 
españoles con condición política de canarios inscritos en el Censo, aunque no residan en 
un municipio de la Comunidad y lo hagan en el extranjero
1160
, situación que se explica 
por la particularidad geográfica del archipiélago y sus vínculos con sus emigrantes.  
Por su parte, Cataluña, País Vasco y Comunidad Valenciana presentan una singularidad 
llamativa y poco pacífica en la literatura consultada. Estas Comunidades permiten firmar 
iniciativas a personas no habilitadas por la regulación estatal. De esta forma y en primer 
lugar, se extiende la titularidad también a los ciudadanos de 16 y 17 años (estableciendo 
la edad mínima en 16 y no en 18); en segundo lugar, a los ciudadanos de la UE, Islandia, 
Liechtenstein, Noruega o Suiza; y por último a los extranjeros con domicilio legal en 
nuestro país.  
                                                 
1155
 “La iniciativa legislativa popular en los ordenamientos regionales…” op. ct. pág. 302 
1156
 MENÉNDEZ MENÉNDEZ, “La iniciativa legislativa popular” Las Cortes Generales vol. III. Madrid. 
1987. Pág. 1731 
1157
 RALLO LOMBARTE, Artemi. Op. cit. Pág. 276. 
1158
 En su artículo veinte 
1159
 De su ley de ILP 10/1986 
1160
 Entendemos el requisito básico la inscripción censal, y la habilitación para proponer y firmar una ILP 
podría deberse a un gesto hacia aquellos ciudadanos que teniendo la condición política de canarios han 
tenido que emigrar por motivos principalmente económicos. 
415 
 
En concreto, el artículo segundo de la Ley de Iniciativa Legislativa Popular de 
Cataluña
1161
 estipula lo siguiente: 
Artículo 2. Personas legitimadas. 
1. Están legitimadas para ejercer la iniciativa legislativa popular las personas que tienen la condición 
política de catalanes, de acuerdo con el Estatuto de autonomía de Cataluña, y no están privadas de los 
derechos políticos. 
2. Están legitimadas para ejercer la iniciativa legislativa popular, además de las personas a que se refiere 
el apartado 1, las personas que no están privadas de los derechos políticos son mayores de dieciséis años, 
están debidamente inscritas como domiciliadas en el padrón de algún municipio de Cataluña y cumplen 
uno de los siguientes requisitos: 
a) Tener la nacionalidad española. 
b) Ser ciudadanos de los estados miembros de la Unión Europea salvo el Estado español o ciudadanos de 
Islandia, Liechtenstein, Noruega o Suiza. 
c) Residir legalmente en España, de acuerdo con la normativa en materia de extranjería. 
El artículo primero de la Ley de ILP del País Vasco
1162
 regula en términos similares los 
legitimados para ejercer el mecanismo
1163
; y también el artículo segundo de la Ley 
10/2017 de iniciativa legislativa popular de la Comunidad Valenciana
1164
. 
Esta regulación ha generado controversia al permitir ejercer la iniciativa a sujetos no 
legitimados por la Ley Orgánica de ámbito estatal
1165
, y por tanto cabe preguntarse si 
estos preceptos resultan conformes a la Constitución y a la propia LOILP. Debemos 
recordar, como hicimos al inicio de este capítulo, que la iniciativa popular en el ámbito 
autonómico también supone una forma de ejercicio del derecho a participar en los 
asuntos públicos. Si aceptamos esta concepción como derecho fundamental, el desarrollo 
directo del mismo corresponde al legislador orgánico conforme al artículo 81.1 CE. Por 
ello debemos preguntarnos hasta qué punto dichas autonomías pueden extender la 
                                                 
1161
 Ley 1/2006 del Parlamento de Cataluña 
1162
 Ley 10/2016 del Parlamento Vasco 
1163
 3.– Asimismo estarán legitimadas para ejercer dicha iniciativa legislativa popular las personas que, no 
estando privadas de sus derechos políticos y contando con la edad mínima establecida en la legislación 
electoral para ejercer el derecho de sufragio, estén debidamente inscritas como domiciliadas en el padrón 
de algún municipio de la Comunidad Autónoma del País Vasco y tengan la condición de ciudadano o 
ciudadana de un Estado miembro de la Unión Europea o residan legalmente de acuerdo con la normativa 
en materia de extranjería. 
1164
 En esta Comunidad se establece como sujetos legitimados para ejercer la iniciativa legislativa popular a 
“las asociaciones, agentes económicos y sociales, ONG y otras entidades con personalidad jurídica y sin 
ánimo de lucro” (apartado segundo del artículo segundo), en un claro intento por reconocer la promoción y 
el uso de esta institución desempeñada por estos actores. Sin embargo, aunque se pueda reconocer como 
legitimados a estos sujetos, la ley deja claro que lo son “para la promoción” de la iniciativa popular, 
entendiendo nosotros que se pueda admitir que una persona jurídica sin ánimo de lucro pueda aparecer 
como promotor de la iniciativa, aunque nunca como signatario. 
1165
 Debemos recordar que en el ámbito autonómico todas las leyes reguladoras de la ILP, menos la 
catalana y la vasca, permiten firmar iniciativas a los mayores de edad inscritos en el censo electoral de 
algunos de los municipios de esa Comunidad en concreto. 
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titularidad de un derecho a ciudadanos en principio no contemplados por el legislador 
orgánico, siendo la legitimación del derecho uno de los aspectos fundamentales de su 
configuración. 
De este modo, también debemos tener en cuenta otros dos factores. En primer lugar, que 
ha de ser el legislador orgánico el que delimite “los aspectos esenciales del derecho en lo 
tocante a la titularidad”, según la STC 173/1998. En segundo lugar, que el artículo 13.2 
de la Constitución
1166
 excluye a los no nacionales de los derechos del artículo 23. Por eso 
pueden ejercer su derecho de participar, muy vinculado al concepto de soberanía, los 
ciudadanos españoles mayores de edad inscritos en el Censo Electoral, como así sucede 
por ejemplo en los casos de sufragio activo y pasivo
1167
. 
El Tribunal Constitucional se ha manifestado recientemente sobre la extensión de la 
participación política a sujetos no contemplados dentro del cuerpo electoral. A raíz de la 
STC 31/2015, el Alto Tribunal ha valorado la adecuación a derecho de la Ley de 
Consultas No Referendarias del Parlamento de Cataluña, que también permitiría 
participar en las consultas (que realmente y según el TC constituirían un referéndum 
como anteriormente hemos señalado) a menores de dieciséis y diecisiete años y a 
nacionales de otros Estados Miembros. En este sentido, el TC ha denominado a este 
conjunto un cuerpo electoral ‘sui generis’ en el que está sin duda ‘comprendido o 
integrado’ el electorado estatutario y legal de Cataluña. 
Al respecto, el Alto Tribunal afirma que “los menores de 18 años son convocados en su 
condición ‘política’ de catalanes y los extranjeros en cuanto ‘nacionales’ de otros 
Estados, es decir, en la condición más genérica de ciudadanía que les es aplicable”. Por 
eso, concluye el Tribunal, se trata de un “llamamiento a un cuerpo electoral más amplio 
que el configurado por la legislación electoral general, pero que no por ello deja de ser 
una verdadera ‘apellatio ad populum’ y la circunstancia de que la consulta pueda 
extenderse a menores o extranjeros no obsta para que sus resultados puedan ser 
                                                 
1166
 Artículo 13 (apartados 1 y 2) 
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los 
términos que establezcan los tratados y la ley. 
2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que, 
atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio 
activo y pasivo en las elecciones municipales. 
1167
  Sin perjuicio de aquellos acuerdos de reciprocidad a los que pueda llegar España para el voto de los 
extranjeros en las elecciones municipales 
417 
 
imputables al parecer de la ciudadanía de la Comunidad Autónoma y considerarse 
expresivos de la voluntad general
1168
”.  Salvando las distancias entre la iniciativa popular 
y el referéndum en las particulares circunstancias que analiza el TC, y a la espera de un 
pronunciamiento más directo
1169
, lo único que pueden probar las declaraciones del Alto 
Tribunal es que la extensión de la titularidad a sujetos no legitimados por la legislación 
estatal no evita que dicho llamamiento sea considerado como una convocatoria al cuerpo 
electoral y, por tanto, se entienda como un referéndum.  
La sentencia podría ser entendida como una lectura de compatibilidad entre la extensión 
de la titularidad y la legislación estatal, al referirse a ese conjunto el Tribunal como un 
‘cuerpo electoral sui generis’ desde la concepción más amplia de ciudadanía, aunque 
también podemos entender lo contrario si se valora que el Alto Tribunal declara 
inconstitucional la norma al entender que el legislador autonómico está regulando una 
competencia exclusiva del Estado, como es el referéndum. Esta extensión ha cuestionado 
la adecuación a derecho de estos preceptos, así como el anuncio por parte del portavoz 
del Gobierno Vasco en funciones de que el Gobierno Central presentaría un recurso de 
inconstitucionalidad contra la Ley Vasca de iniciativa popular por este mismo motivo
1170
.  
Una ligera mayoría de la literatura jurídica opta por una lectura de esta extensión de la 
titularidad compatible a nuestra Constitución, aunque con muchas dudas, en especial en 
la extensión a los no nacionales. No así PÉREZ ALBERDI
1171
 a quien “le resulta 
imposible admitir la constitucionalidad del artículo 2 de la Ley de ILP de Cataluña
1172
” 
por ampliar esta titularidad y permitir firmar una iniciativa en esta Comunidad a 
ciudadanos de dieciséis y diecisiete años, ciudadanos de países ya mencionados o 
extranjeros. La autora señala que “la titularidad debe ser algo que quede reservado al 
legislador orgánico por constituir un aspecto integrante del desarrollo de los derechos 
                                                 
1168
 Motivo por el cual el TC ha afirmado que la Ley de Consultas Catalana estaba realmente haciendo un 
llamamiento a un cuerpo electoral más amplio, pero, en definitiva, al cuerpo electoral y, por tanto, unido a 
otros rasgos, el legislador catalán estaría regulando la institución del referéndum careciendo de 
competencia para ello.  
1169
 A la espera de que el TC se manifieste sobre la Ley de Iniciativa Legislativa Popular del Parlamento 
Vasco que ha sido recurrida por el Gobierno Central por la citada extensión de la legitimación a menores y 
extranjeros 
1170
 Según las informaciones publicadas por Europa Press el 27 de septiembre de 2016 a raíz de la 
comparecencia del portavoz en funciones del Gobierno Vasco tras el Consejo de Gobierno 
1171
 PÉREZ ALBERDI, en “Derechos de Participación en los Estatutos de Autonomía…” op. cit. p.. 47 
1172
 La mayoría de autores se refieren sólo Cataluña ya que al momento de publicar sus obras País Vasco 
aún no contemplaba esta posibilidad 
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fundamentales” como lo es el derecho en juego del artículo 23.1 CE. Además, señala que 
la ampliación del derecho a los extranjeros “choca nuevamente con la literalidad del 
artículo 13 CE”, recordando que el artículo sexto del EAC señala que sólo gozarán de los 
derechos políticos quienes tengan reconocida la condición política de catalanes (es decir, 
los españoles que tengan residencia en Cataluña o hayan tenido su último domicilio allí). 
Tampoco CASTELLÀ
1173
 ve compatibles las extensiones mencionadas con la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional. 
De otro lado, otras voces optan por realizar una lectura acorde de esta extensión de la 
titularidad con la Constitución y la LOILP. No obstante, para su correcto análisis, 
debemos distinguir los dos supuestos en los que las leyes catalana y vasca amplían la 
titularidad del ejercicio a sujetos no legitimados a nivel estatal: por un lado, los menores 
de edad de 16 y 17 años; y por otro, y con aún más dudas sobre su compatibilidad, los no 
nacionales. En este último supuesto, además de plantear el citado conflicto sobre si el 
legislador autonómico está legitimado para variar un aspecto del derecho (su titularidad) 
a priori reservado para el legislador orgánico, también plantea un conflicto con el citado 
art. 13.2 CE que reserva a los españoles el ejercicio de “los derechos” del artículo 23.  
Por ello, resultan de interés las consideraciones de MURO I BAS
1174
 aportando 
argumentos a favor de ambas concepciones de la titularidad; aquella visión que identifica 
los legitimados para ejercer una iniciativa con los electores, y otra que admite expandir 
dicha titularidad a otros sujetos por no encontrar contradicción aparente con el 
ordenamiento. Xavier Muro entiende que “debe existir una correlación entre el derecho 
a elegir el Parlamento y el derecho a pretender condicionar la actividad de éste” por lo 
cual concibe la iniciativa popular como un complemento a la actividad del Parlamento, 
institución con la que no debe chocar ni plantear un “enfrentamiento” en la legitimidad 
(aunque admite mayor legitimidad del segundo).  
Los requisitos de titularidad de los derechos de participación -en concreto la mayoría de 
edad, nacionalidad e inscripción en el censo- le parecen lógicos y por otra parte en 
sintonía con el art. 13 CE. Asimismo, señala que si quienes proponen la ILP son los 
mismos que eligen la composición de dicha Asamblea, tienen capacidad para después 
reprochar, en su caso, la actuación de la cámara. En el mismo sentido se pregunta “qué 
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 CASTELLÁ ANDREU, Josep Mª, “Democracia participativa…” op. cit. p. 211 
1174
 MURO I BAS, Xavier, “Algunas cuestiones…” op. cit. pp. 371-375 
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legitimidad pueden pretender expresar frente al parlamento personas que no pertenecen 
al grupo de los que integran o materializan la soberanía” si la propia esencia de la figura 
-expresada en los manuales- se basa en el derecho de una fracción del cuerpo electoral. 
Desde otro punto de vista, el mismo autor nos propone argumentos en sentido opuesto, 
que admitirían la compatibilidad de los preceptos señalados de las legislaciones vasca y 
catalana. El autor señala que la iniciativa popular es un derecho de configuración legal y 
otorga un amplio margen al legislador. De esta forma, la Constitución tan sólo señala que 
serán 500.000 firmas acreditadas (aunque supone que podría referirse a electores). 
Además, admite que en el ámbito administrativo se ha otorgado participación a personas 
u órganos que excedían de los naturales legitimados para ejercer el sufragio
1175
. En este 
sentido, debemos señalar las diferencias entre el ámbito administrativo y el legislativo al 
ejercerse la iniciativa ante un Parlamento que encarna la soberanía popular, englobándose 
en el derecho fundamental de participación (como además el propio autor señala
1176
). 
Otro análisis de compatibilidad de la citada extensión a menores y extranjeros sería 
valorar la iniciativa legislativa popular en nuestras autonomías como una mera forma de 
participación ciudadana
1177
 que no entronca con el artículo 23 de la Constitución, como sí 
lo hace la ILP ejercida ante el Parlamento Estatal. De esta forma, la legitimación para su 
ejercicio no debería respetar las consideraciones contenidas en el artículo 13.2 CE al no 
estar tampoco sometido ya el legislador autonómico a la reserva de ley orgánica en lo 
tocante de la institución con el derecho fundamental a la participación. 
También se contempla en la literatura jurídica consultada la conocida tensión entre 
considerar la iniciativa popular como una forma de expresión del derecho fundamental a 
la participación, o su consideración como una fase más del procedimiento legislativo y, 
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 Es posible que este razonamiento permita un análisis mucho más extenso que no corresponde 
reproducir aquí -por no desviarnos del tema-, no obstante, debemos también señalar dudas respecto de la 
identificación del derecho de participación expresado en el artículo 23 CE -y por tanto en el mismo 
precepto que el derecho de sufragio- y los derechos señalados y enumerados en artículos distintos de 
nuestra Norma Suprema –como los de reunión o manifestación- a los que no les afecta lo señalado por el 
artículo 13 CE. 
1176
 Más argumentos que Muro i Bas señala en el sentido de admitir la ampliación de los legitimados van en 
la línea de potenciar la correcta integración política de los extranjeros como minoría, evitando así 
diferencias como ya sucede en la configuración de derechos de carácter político como son “derechos que 
podrían incluirse dentro de la categoría genérica de los de participación, como los de  reunión y de 
manifestación, o de asociación, también se extienden a los extranjeros, con residencia legal, no sólo por 
reconocimiento de la ley, sino porqué así se desprende de la Constitución”.  
1177
 Dentro de la diferenciación que el TC ha realizado recientemente en la STC 31/2015 pág. 201. 
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por tanto, quedar sujeto a reglas distintas. La segunda concepción concuerda con que la 
figura esté siempre dentro de los preceptos que regulan los sujetos con capacidad de 
iniciativa legislativa y, por tanto, obedecería a su propia ley y a los reglamentos de las 
cámaras, pero carecería de una vinculación con el derecho de participación que le 
reconoce una mayoría de voces jurídicas consultadas y el Tribunal Constitucional. 
Cuestión aparte sería valorar el grado de conexión con el art. 23 CE de esta iniciativa 
popular en nuestras Comunidades. 
Aprovechando la función de integración política que cumple la iniciativa legislativa 
popular y la participación en general, no debemos olvidar la conexión entre el derecho de 
participación y la defensa del pluralismo político que nuestra Norma Suprema señala 
como valor superior del ordenamiento. La figura puede cumplir una función esencial 
dentro de un sistema democrático avanzado, como es la integración de las minorías; 
otorgando participación a grupos sociales o colectivos que tienen más complicado influir 
en los asuntos públicos. No cabe duda de que la integración de los extranjeros es un 
objetivo a proteger por los poderes públicos
1178
, aunque las bondades de tal finalidad 
deben resultar compatibles con el ordenamiento jurídico
1179
. 
Por su parte, LARIOS
1180
 se centra más en el aspecto jurídico del conflicto, de tal forma 
que analiza si el legislador catalán
1181
 tiene competencia para expandir los legitimados 
para firmar una iniciativa más allá de los señalados por la LO 3/1984. En este sentido, 
debemos agradecerle su gran precisión al señalar que la ILP -en su conexión con el art. 
23 CE- debe ser desarrollada por ley orgánica, “lo cual no es una competencia, en 
términos de distribución competencial, pero sí que es una ley que sólo pueden aprobar 
                                                 
1178
 En este sentido MURO I BAS manifiesta sus dudas sobre si otorgar participación a los no nacionales 
contribuye a su integración o a una mayor división. En esta línea recuerda que existen en nuestro país 
regiones donde los no nacionales tienen un peso importante sobre la población que, en caso de querer 
ejercer su influencia en los asuntos públicos, podría provocar división entre estos y los nacionales. Para 
mayor debate consultar la página 373 de la obra anteriormente señalada de MURO I BAS 
1179
 Pero que, como ha señalado el TC en la STC 31/2015 y antes nos hemos referido, la extensión a estos 
sujetos se corresponde con una visión de ciudadanía más amplia pero no es óbice para que la opinión 
manifestada por un cuerpo electoral “sui generis” sea imputable a la voluntad general. 
1180
 LARIOS PATERNA, Mª Jesús, “La iniciativa legislativa popular en el context espanyol. Referencia 
especial a la Llei catalana” en Activitat Parlamentaria, núm 11, 2007 pág. 5. También de la misma manera 
también en “Participació dels ciutadans en el procediment legislatiù: la nova regulaciò de la iniciativa 
legislativa popular i les compareixences legislatives” en Revista Catalana de Dret Public, núm 37, págs. 
187-190. 
1181
 Por extensión entendemos que también el legislador vasco, aunque a tiempo de publicar su artículo no 
se había aprobado la citada ley vasca 
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las Cortes Generales. Por tanto, la regulación de los elementos esenciales de los 
derechos de participación aplicados a la ILP, la lleva a cabo el legislador estatal”. 
Esta opinión defiende que el legislador autonómico pueda ampliar los sujetos legitimados 
para ejercer la figura, aunque corresponda al legislador orgánico regular los aspectos 
esenciales del derecho. Esto “converge con otro elemento; el hecho de que nos 
encontramos ante una regulación en la que la Comunidad Autónoma tiene competencia 
exclusiva: la regulación de las instituciones de autogobierno (se entiende, como es la 
ILP)”. En nuestra opinión, esto nos permitiría adentrarnos en el terreno de ponderación 
de principios o intereses jurídicos en juego, que no es el tema que nos ocupa. Por un lado, 
encontramos el desarrollo de los aspectos esenciales del derecho –papel del legislador 
orgánico- y por otro el respeto a la autonomía y a la competencia acerca de las 
instituciones de autogobierno de las Comunidades, donde éstas tienen margen de 
desarrollo. Para esta autora -y en referencia a la extensión a los menores de edad- el 
legislador catalán (y el vasco) podrían extender dicha titularidad respetando el contenido 
esencial “en la medida en que amplían el derecho y no lo limitan”. 
Por ello, coincidimos en entender que esta extensión a los menores plantearía menos 
problemas que la extensión a los extranjeros por dos motivos; en primer lugar no plantea 
conflicto con el art. 13 CE; y en segundo lugar, no limita un aspecto esencial del derecho, 
sino que lo amplía. Podemos justificar dicha extensión desde la competencia autonómica 
para regular su propia iniciativa popular como institución de gobierno, con el objeto de 
perseguir, además, un fin legítimo como es el de la participación de los jóvenes. Tampoco 
ve problemas en esta extensión Xavier Muro
1182
, que no discute que a los menores “se les 
pueda reconocer, mediante ley, el ejercicio de derechos determinados, como de hecho el 
ordenamiento ya dispone en algunos casos, sin que ello pueda entenderse como una 
modificación del límite de la mayoría de edad”. 
De este modo, menos reparos parece entrañar la legitimación de los ciudadanos de 16 y 
17 años, que ya de por sí disfrutan de capacidad jurídica en muchos ámbitos del derecho 
y más en concreto en asociaciones y colectivos
1183
. Podemos entender esta ampliación 
desde un interés social y político de conceder mayor participación a un grupo de 
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 MURO I BAS op. cit. p. 373 
1183
 Aunque exista el requisito de la mayoría de edad para pertenecer formalmente a un partido político 
muchos de los mismos han incorporado la figura del simpatizante para integrar en su vida interna y por 
tanto permitir la participación de los menores de 16 y 17 años. 
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ciudadanos con el fin de lograr su integración. Esta también es la lectura realizada sobre 
este tema por GARCÍA MAJADO
1184
, quien recuerda que tampoco se exige mayoría de 
edad para ejercer derechos como los de reunión, manifestación, asociación, libertad de 
expresión, o para contraer matrimonio. Para la autora, en un sentido ya indicado, no 
resulta descabellado que la iniciativa se abra a este colectivo al fomentar este hecho la 
participación ciudadana en la vida política (art. 9.2 CE). 
De hecho, el preámbulo de la ley catalana hace referencia “a la importancia que la 
juventud tiene en la construcción de la convivencia y en el futuro de la sociedad 
catalana” y en especial resultaría justificable esta ampliación a la luz del artículo 48 CE: 
“Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de 
la juventud en el desarrollo político, social, económico y cultural.”. En este sentido, 
ARANDA
1185
 no sólo ha cuestionado la configuración de la titularidad que el legislador 
orgánico hiciera en la LO 3/1984 para este instrumento, sino que se muestra favorable a 
conceder a los ciudadanos de dieciséis y diecisiete años la posibilidad de firmar una 
iniciativa popular. 
A pesar de todo lo indicado, y tal y como comenzábamos a abordar la problemática de la 
extensión, la cuestión parece conllevar una dificultad interpretativa de mayor calado si se 
duda sobre el verdadero alcance de la reserva de ley orgánica. Tal y como da a entender 
GARCÍA MAJADO
1186
, si la titularidad constituye un elemento esencial para el ejercicio 
del derecho a participar en los asuntos públicos directamente, las legislaciones 
autonómicas que extienden tales sujetos legitimados estarían invadiendo una reserva 
propia de ley orgánica. En este caso, la única lectura de compatibilidad posible, también 
susceptible de albergar dudas, sería la defender que las legislaciones autonómicas 
señaladas no restringen dicha titularidad, sino que abren la participación a otros sujetos 
con condición política de la Comunidad que corresponda. 
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 GARCÍA MAJADO, Patricia, en “La participación ciudadana en Cataluña a través de la iniciativa 
legislativa popular” en PÉREZ MONEO y VINTRÓ CASTELLS (Coords.) Participación política: 
deliberación y representación en las Comunidades Autónomas. Colección Monografías (Congreso de los 
Diputados) (2017) p. 220 
1185
 ARANDA ÁLVAREZ, Elviro, “La iniciativa legislativa popular. Reformas para mejorar su ejercicio”, 
en PÉREZ -MONEO y VINTRÓ CASTELLS, (Coords.) Participación política: deliberación y 
representación en las Comunidades Autónomas. Colección Monografías (Congreso de los Diputados) 
(2017) p. 194 
1186
 GARCÍA MAJADO, Patricia, en “La participación ciudadana en Cataluña a través de la iniciativa 
legislativa popular” en PÉREZ MONEO y VINTRÓ CASTELLS (Coords.) Participación política: 
deliberación y representación en las Comunidades Autónomas. Colección Monografías (Congreso de los 
Diputados) (2017) p. 220 
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Por último, debemos valorar una consecuencia de carácter práctico que se deduce de la 
extensión de la titularidad a extranjeros y menores de 16 y 17 años. Se trata de la 
dificultad para la acreditación y validación de su firma al no encontrarse éstos en el 
Censo Electoral. Este hecho puede obligar a que los responsables se tengan que dirigir a 
una multitud de Ayuntamientos para que consulten el Padrón de Habitantes y, por tanto, 
dilatar el proceso más allá de lo conveniente. La ley catalana resuelve este asunto de 
manera acertada a nuestro juicio ya que admite la certificación de inscripción expedida 
por el Instituto de Estadística de Cataluña. Esto pone de manifiesto la importancia del 
Censo Electoral para la verificación de la legitimación de los signatarios. De hecho, para 
CONTRERAS
1187
, la inscripción censal funciona como un “requisito de carácter 
práctico procedimental que tiene como fin facilitar los trámites de recogida de firmas”. 
Por otra parte, María Jesús Larios admite más dudas y mayor polémica aún en la 
extensión de la capacidad de firmar una iniciativa a los no nacionales, debido a la 
previsión del artículo 13.2 CE. Sin ofrecer una opinión tajante, la profesora admite una 
lectura compatible de los artículos 13.2 y 23.1 al entender que el Constituyente se refiere 
al derecho de sufragio cuando excluye a los no nacionales (apartado segundo) del 
ejercicio de los derechos de participación, y por esto mismo la excepción que figura en el 
citado artículo 13.2 se refiere al sufragio activo y pasivo. No obstante, atendiendo a su 
literalidad, este precepto indica que “solamente los españoles” serán titulares de “los 
derechos” del artículo 23, donde se habla del ejercicio del derecho de participación 
“directamente o por medio de representantes”. Con respecto a este asunto, algún otro 
autor insiste en que la discusión vuelve a radicar “en la capacidad de una ley autonómica 
para llevar a cabo un cambio de estas características” aludiendo a las voces más críticas 
que consideran la regulación autonómica extensiva incoherente con el art. 13.2 CE
1188
. 
En nuestra opinión, si nos esforzamos por una lectura de compatibilidad, cabe la 
posibilidad de distinguir el sufragio activo y pasivo de la iniciativa legislativa popular y, 
por tanto, eludir la restricción hacia los extranjeros en la firma de una iniciativa. Si 
consideramos el sufragio activo y pasivo la manifestación más directa del ejercicio de la 
soberanía, cabe excluir a los no nacionales en su legitimación, siendo el sufragio un 
aspecto consustancial a la propia democracia en un sistema eminentemente 
                                                 
1187
 CONTRERAS, M. ob.cit. , “Iniciativa legislativa popular y Estado Democrático…”, op. cit., p.75. 
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 Op. cit. p. 221 
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representativo como el nuestro. Sin embargo, la legitimación para la firma de una 
iniciativa popular puede ser considerada un aspecto de configuración legal (más aún en el 
ámbito autonómico), al tratarse en definitiva la figura de una propuesta que el Parlamento 
–como depositario de esa soberanía- tiene la capacidad de aceptar o rechazar. Este es un 
aspecto que el Tribunal Constitucional debería aclarar, por cuanto el propio artículo 13.2 
CE puede dar pie a lecturas contradictorias en las que la propia doctrina parece llegar a 
ningún acuerdo. Siguiendo en esta línea, se encuentran voces en la literatura jurídica que 
se refieren a la ILP como mecanismo de participación, recordando el carácter propositivo 
y no vinculante de la misma. Por ello, el ejercicio de este derecho a través de la figura 
está menos conectado con el concepto de soberanía que por ejemplo el sufragio o, 
incluso, el referéndum, como recuerdan ARANDA ÁLVAREZ
1189




Tampoco podemos achacar a la casualidad que precisamente sean las nacionalidades 
históricas y tradicionalmente vinculadas al nacionalismo (Cataluña y País Vasco) las que 
intenten aprovechar al máximo su capacidad para regular instituciones de participación 
directa. Son estas autonomías donde más notoria resulta la intención de sus ejecutivos –
sustentados desde mayorías parlamentarias nacionalistas- de aumentar sus niveles de 
autogobierno, concediendo amplios poderes a sus ciudadanos. Aunque la iniciativa 
popular de momento no ha generado demasiadas tensiones relacionadas con las 
pretensiones soberanistas, sí ha generado no pocos problemas la institución del 
referéndum. 
Finalizado este debate, debemos hacer referencia a algunas leyes que regulan 
conjuntamente la iniciativa legislativa popular y la de los ayuntamientos, como más 
adelante veremos. Se trata de las normas de Andalucía, Asturias, Baleares, Castilla la 
Mancha, Castilla y León, Madrid y Murcia. Esta iniciativa de los Entes Locales presenta 
rasgos comunes con la ejercida por los ciudadanos, ya que igualmente deberán presentar 
una proposición de ley que deberá ser admitida por la Mesa de la Asamblea con los 
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 ARANDA ÁLVAREZ, Elviro, que además cuestiona que la legislación estatal contenga las mismas 
condiciones para este instrumento de participación política que para el ejercicio del sufragio activo o 
pasivo, en “La nueva ley de iniciativa…” op. cit., p. 200. También lo cuestiona en ARANDA ÁLVAREZ, 
Elviro, “La iniciativa legislativa popular. Reformas para mejorar su ejercicio”, en PÉREZ -MONEO y 
VINTRÓ CASTELLS, (Coords.) Participación política: deliberación y representación en las 
Comunidades Autónomas. Colección Monografías (Congreso de los Diputados) (2017) p. 194 
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 CUESTA LÓPEZ, Víctor Manuel, tesis doctoral “participación directa e iniciativa legislativa…” op. 
cit. pág. 351. 
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mismos requisitos. La proposición deberá ser aprobada en los plenos municipales 
respectivos (normalmente por mayoría absoluta) de un número determinado de 
Ayuntamientos, o bien varios que representen un mínimo de ciudadanos según su Censo 
Electoral. Si es admitida su propuesta muchas leyes les permiten designar un 
representante que defienda su proposición en la Asamblea. 
No obstante, la iniciativa de los ayuntamientos
1191
 debe distinguirse de la capacidad de 
los ciudadanos, como parte del cuerpo electoral, de presentar proposiciones de ley, en 
especial debido a que ésta última forma parte del derecho a participar en los asuntos 
públicos, no así la iniciativa de los entes locales. Como hemos señalado, la ILP nace en la 
Constitución y es regulada en todos los Estatutos de Autonomía. Por el contrario, 
conceder iniciativa a los ayuntamientos es una decisión del legislador autonómico para la 
integración y mayor representación política de los entes locales, dentro de la vertebración 
del territorio, y aunque comparte algunos requisitos con la iniciativa del cuerpo electoral, 
realmente cumplen funciones diferentes, por lo que no se puede considerar a este tipo de 
iniciativa de los entes locales como un mecanismo de democracia directa o semidirecta. 
Admisión de la iniciativa y causas de inadmisión 
Todas las leyes autonómicas de iniciativa legislativa popular han confiado en la Mesa de 
la Asamblea, como creemos que es lógico, la responsabilidad de la admisión o no de la 
proposición de ley de origen ciudadano. Como sucede a nivel estatal, no se trata de un 
requisito extraño para las iniciativas de origen popular, ya que las proposiciones de ley y 
no de ley que proceden de los grupos parlamentarios también han de ser admitidas por la 
Mesa para ser fijadas en el orden del día del pleno que corresponda para su toma en 
consideración. 
Esta no constituye la única semejanza con la regulación estatal, ya que todas las normas 
autonómicas han confiado en la Comisión Promotora las tareas más importantes en 
relación a la iniciativa. El órgano se encarga de los trámites que la correspondiente ley le 
encomiende pero, en general, podemos señalar que es la responsable en todas las 
Comunidades de la presentación de la documentación necesaria ante la Mesa de la 
Asamblea. Es decir, la Comisión ha de presentar el texto articulado de la proposición de 
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 Vid. SOTO, Juan Ignacio, en “El derecho de iniciativa ciudadana en el ámbito local” Revista Activitat 
Parlamentària n. 11 (2007) pp. 42 - 49 
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ley, precedida de una exposición de motivos, así como una relación de los miembros que 
componen la citada Comisión Promotora, con los datos personales de los mismos. 
Algunas leyes, en general las que se mantienen sin modificaciones desde su aprobación, 
como veremos, también exigen que se presente, junto a la proposición, un documento 
que refleje las razones que aconsejan la tramitación de la iniciativa popular a juicio de los 
proponentes. Este es un requisito reiterativo si tenemos en cuenta que la proposición ya 
se acompaña de una exposición de motivos, por lo que las leyes más recientes lo han 
eliminado. 
La Comisión Promotora desempeña, al igual que a nivel estatal, un papel fundamental y 
principal en casi todas las fases del proceso. Sin embargo, por lo general, no se 
especifican en las normas reguladoras cuestiones que entendemos importantes para 
concebir la naturaleza de este órgano capital: las características del órgano, sus 
incompatibilidades, o el número mínimo y máximo de miembros exigibles.  Aunque la 
naturaleza del órgano ha sido analizada en el ámbito estatal y en poco difiere del ámbito 
autonómico, debemos recordar que, a pesar de ser en la práctica la verdadera alma 
máter
1192
 de la figura, no se le debe atribuir la titularidad de derecho alguno, como 
recuerda GARCÍA MAJADO
1193
, al desempeñar una función instrumental que pretende 
facilitar el ejercicio del derecho. 
El legislador catalán
1194
 y el vasco
1195
, por el contrario, han pretendido clarificar en su ley 
estas cuestiones, como veremos, y también incluyen incompatibilidades para formar 
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 Como ha señalado MURO I BAS en “Teoría y práctica de la iniciativa…” op .cit. p. 40 
1193
 GARCÍA MAJADO, Patricia, en “La participación ciudadana en Cataluña a través de la iniciativa 
legislativa popular” en PÉREZ MONEO y VINTRÓ CASTELLS (Coords.) Participación política: 
deliberación y representación en las Comunidades Autónomas. Colección Monografías (Congreso de los 
Diputados) (2017) p. 222 
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 El artículo 4 de la LILPCat estipula que la Comisión Promotora ejerce la representación de los 
firmantes y está formada por un mínimo de tres miembros. Además, recoge incompatibilidades para formar 
parte de la Comisión, que son: a) Ser mayores de edad. b) No ser diputados al Parlamento de Cataluña. c) 
No ser miembros de corporaciones locales. d) No ser miembros de las Cortes Generales) No ser miembros 
del Parlamento Europeo. 
f) No incurrir en ninguna de las causas de inelegibilidad o de incompatibilidad que la legislación vigente 
establece para los diputados al Parlamento de Cataluña 
1195
 Artículo 4 apartados 5, 6 y 7 de la ley de iniciativa legislativa popular del Parlamento Vasco: 
5.– La comisión promotora habrá de velar por que: 
a) La iniciativa se financie de forma transparente y los fondos sean empleados rectamente para los fines 
con los que se recaudan. 
b) Los datos de carácter personal que se recaben sean obtenidos, custodiados y usados correctamente, 
conforme a la normativa pertinente y al fin para el que se recaban. 
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parte de la misma las Comunidades de Castilla y León, Canarias, Galicia y Comunidad 
Valenciana. Una vez admitida la proposición, la Comisión se encarga de la recogida de 
firmas y, en todo caso, a ella le son dirigidas cualesquiera notificaciones que afecten a la 
iniciativa popular presentada, debido a la evidente imposibilidad de dirigirse a una 
cantidad elevada de firmantes de la proposición de ley, por lo que el órgano actúa como 
representante –dueño de facto- del texto. 
Nos parece necesario, como así señalamos cuando abordamos la regulación estatal de la 
Comisión Promotora, establecer medidas para evitar que las fuerzas políticas 
parlamentarias puedan utilizar y promover una iniciativa legislativa popular para reforzar 
su posición o ejercer presión acerca de una cuestión que quieran presentar ante la cámara. 
A este hecho, al que nos referiremos en la práctica (aunque se observa de manera 
minoritaria) se ha referido DURÁN ALBA
1196
, y podría evitarse estableciendo, como 
algunas Comunidades ya implementan, la incompatibilidad para que los miembros de 
corporaciones locales, asambleas autonómicas, nacionales o europeas, y gobiernos 
autonómicos o nacionales pertenezcan a la Comisión Promotora de una iniciativa 
popular.  
                                                                                                                                                 
c) La campaña correspondiente esté libre de declaraciones difamantes, calumniantes, abiertamente falsas 
o, de cualquier otro modo, lesivas. 
En consecuencia, la comisión promotora será responsable de la salvaguarda de los derechos y 
obligaciones vinculadas a lo dispuesto en este apartado y de los daños que puedan causarse con motivo de 
la organización de una iniciativa normativa o legislativa popular y podrán imponerse a los promotores las 
sanciones que legalmente correspondan. 
6.– La comisión promotora debe estar formada por un mínimo de tres personas, que deben cumplir las 
condiciones establecidas por el artículo 1 y, además, las siguientes condiciones: 
a) Contar con la edad mínima establecida en la legislación electoral para ejercer el derecho de sufragio. 
b) No ser miembros del Gobierno Vasco o del Parlamento Vasco. 
c) No ser miembros de las diputaciones o de las juntas generales de los territorios históricos del País 
Vasco. 
d) No ser miembros de las Cortes Generales. 
e) No ser miembros del Parlamento Europeo. 
f) No ser miembros de las corporaciones locales. 
7.– La comisión promotora designará a un representante y a un sustituto que, a lo largo de todo el 
proceso, desempeñarán un papel de enlace entre esta y las instituciones comunes de la Comunidad 
Autónoma y estarán habilitados para hablar y actuar en nombre de dicha comisión. 
 
1196
 DURÁN ALBA, Juan Fernando, en “Los partidos políticos en la recogida de firmas…” op. cit. 
pp. 74 y 75. 
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Como el mismo autor recuerda
1197
, cuestión diferente es admitir que los partidos u 
organizaciones con reconocidos vínculos hacia los mismos también desempeñan 
habitualmente un papel fundamental en el buen funcionamiento de una iniciativa 
legislativa popular, facilitando especialmente la infraestructura y movilización necesarias 
para lograr el requisito de firmas. Sin embargo, no hay que olvidar que la ILP es un 
mecanismo que pertenece genuinamente a los ciudadanos y las organizaciones en las que 
la sociedad civil se integra, facilitando una forma de participar en los asuntos públicos 
menos institucionalizada que la desempeñada por los partidos. Por tanto, no parece lo 
más idóneo que las fuerzas políticas puedan adueñarse de un instrumento de 
participación que tiene como objetivo presentar una proposición de ley, cuando ellos 
mismos cuentan con esta capacidad ante la cámara. 
En las distintas leyes autonómicas se indican algunas funciones que tiene encomendadas 
la Comisión Promotora, sin que ello figure –como quizás fuera necesario- en un único 
artículo, lo que dificulta la comprensión de las características de este órgano. Por lo 
general, la Comisión es la encargada de presentar la iniciativa ante la Mesa, reunir las 
firmas, tiene potestad para presentar recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional 
en caso de inadmisión, en algunas Comunidades puede participar en la Asamblea 
defendiendo la toma en consideración de su propuesta
1198
, reconociendo otras la petición 
no vinculante de retirada de la iniciativa durante el trámite, como iremos viendo
1199
. En 
Cataluña y País Vasco la Comisión ostentará legalmente la representación de los 
firmantes, situación que facilita la comprensión de la naturaleza del órgano. 
La admisión de la iniciativa es uno de los momentos más importantes del camino que 
recorre la figura, y también uno de los asuntos que mayor discusión ha generado en la 
literatura consultada, especialmente en lo relativo a la idoneidad de las causas de 
exclusión. Debido a la ausencia de los límites que la Constitución sí establece para la 
figura en el ámbito estatal, las Comunidades contaban en un principio con mayores 
posibilidades de desarrollo del mecanismo; sin embargo, sólo podemos observar una 
verdadera voluntad de facilitar su uso, suavizando algunos límites, en las regulaciones 
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 DURÁN ALBA op. cit. pp. 69 a 95. 
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 En concreto las de Aragón, Canarias, Cataluña Galicia, Islas Baleares y País Vasco 
1199
 Cataluña, Aragón y País Vasco reconocen a la Comisión Promotora la posibilidad de que solicite la 
retirada de la iniciativa durante el trámite si consideran que los cambios introducidos en la misma 
desvirtúan su contenido y finalidad. Se trata, en cualquier caso, de una petición no vinculante, ya que cada 
Cámara es soberana para decidir libremente sobre todos los asuntos que a ella le son sometidos 
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más recientes. Con la repetición del marco estatal, el legislador autonómico restringió 
inicialmente el ámbito material de la institución más allá de lo necesario, creyendo 
erróneamente que la traslación mimética de los límites venía aconsejada por el respeto a 
la reserva de ley orgánica hacia la figura. 
Estos supuestos de inadmisión son regulados en las normas que desarrollan esta 
institución en cada Comunidad, renunciando todas ellas a cualquier concreción en sus 
Estatutos de Autonomía, a diferencia con lo sucedido a nivel estatal, si hacemos un 
paralelismo con la Constitución. Una mayoría de Estatutos reconocen la iniciativa 
popular “en el marco” de lo dispuesto por la LO 3/1984, lo que podría hacernos pensar 
en la traslación de los límites estatales a dicha autonomía. Este hecho no tendría sentido 
por lo anteriormente señalado en este mismo capítulo, y porque las CC.AA. no ejercen 
competencias en algunos de los límites señalados por la Constitución o la LOILP 
(materias propias de ley orgánica, de carácter internacional o la prerrogativa de gracia).  
Como señalamos en el ámbito estatal, la literatura consultada ha sido muy crítica con 
algunas materias excluidas de la presentación de iniciativas populares, ya que se les 
aplican restricciones no contempladas para el resto de sujetos con iniciativa legislativa y 
configuran un ámbito material que reduce excesivamente la participación. Por ello, 
coincidimos plenamente con RALLO LOMBARTE
1200
 cuando afirma que lo adecuado es 
oponerse a la traslación de los límites estatales al ámbito autonómico; unos supuestos de 
exclusión que para BIGLINO
1201
 “constituyen un contrasentido con la idea de 
participación que subyace a la organización regional” rodeando a la figura de “fuertes 
limitaciones”. Por su parte, a SAENZ ROYO
1202
 sólo le parece justificado excluir las 
materias cuya competencia no recaiga en la Comunidad, o aquellas que se deriven del 
propio Estatuto, como la exclusión de la materia presupuestaria o tributaria. 
A pesar de lo señalado, la realidad es que las distintas autonomías coinciden, por lo 
general, en las causas de inadmisión. Se puede constatar cierta tendencia al contagio 
normativo entre distintas autonomías, y a su vez de todas ellas con la regulación estatal.  
Posteriormente tendremos ocasión de analizar más detenidamente los supuestos de 
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 op. cit. Pág. 277 
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  BIGLINO CAMPOS, Paloma “La iniciativa legislativa popular en los ordenamientos jurídicos 
regionales” (…) op. cit. pág. 304. 
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 SAENZ ROYO, Eva, ponencia “Participación Ciudadana en el Estado Autonómico” (…) Op. cit. p. 10 
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inadmisión que cada autonomía ha regulado, no obstante, las CC.AA. cuentan con las 
siguientes causas redactadas, aproximadamente, como figuran a continuación: 
a) Que tenga por objeto alguna de las materias excluidas  
Las respectivas leyes suelen hacer referencia al artículo donde se regulan las materias 
excluidas, que serán tratadas a continuación. 
b) Que no se hayan cumplido los requisitos formales (presentación de documentación 
básica; texto articulado precedido de exposición de motivos, documento con las razones 
que justifican la tramitación de la iniciativa
1203
, y datos básicos de la comisión 
promotora). 
Algunas leyes permiten subsanar dichos defectos
1204
. 
c) Que el texto verse sobre materias diversas o carentes de homogeneidad entre sí. 
Siendo éste un requisito que no se exige para la presentación de proposiciones que no 
tengan origen popular y, por lo tanto, entendemos injustificado como lo entendió el 
legislador catalán, que no lo contempla entre sus supuestos de denegación. El supuesto 
puede generar problemas a la hora de interpretar qué proposiciones quedan afectadas por 
el mismo, al adolecer la redacción de cierta inconcreción. 
Se trata, además, de un requisito que ya fue muy cuestionado en el debate de elaboración 
de la LOILP y que ha originado voces discordantes en la literatura jurídica, como ya se 
ha señalado. 
d) Que exista en tramitación, en el Parlamento, un proyecto o proposición de ley que 
verse sobre el mismo objeto de la iniciativa popular. 
Algunas autonomías, como veremos, permiten que se acumule la iniciativa afectada a la 
tramitación de la proposición o proyecto con la que comparta dicho objeto, opción más 
respetuosa hacia la participación y que concilia ambos intereses. El problema, como se 
verá, serán las distintas velocidades a las que son tramitadas ambas proposiciones. 
Acertadamente, MARCO
1205
 ha entendido que “esta causa puede tener sentido siempre 
que además de versar sobre un mismo objeto, el contenido del texto sea similar, pero el 
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 Las normas que han sido reformadas o recientemente aprobadas no incluyen ya el requisito de 
presentar un documento con razones que aconsejen la tramitación de la iniciativa 
1204
 Se entiende que se permiten subsanar defectos formales, pero no materiales, hecho que facilitaría su 
admisibilidad en caso de no variar sustancialmente la ILP. Es una posibilidad que sí se concede en 
Cataluña. 
1205
 Op cit. p. 66 
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simple hecho de que la materia sea la misma no impide que pueda haber planteamientos 
muy distintos”. 
e) Que sea reproducción de otra iniciativa popular de contenido equivalente presentada 
en el transcurso de la misma legislatura. 
En este caso el legislador pretende evitar también en las asambleas autonómicas que se 
presente de forma reiterativa la misma iniciativa o una equivalente que pueda colapsar 
los servicios de la cámara. De hecho, todas las autonomías cuentan con este supuesto. Sin 
embargo, MARCO
1206
 entiende que “la causa de inadmisión no debería surtir efecto por 
el simple hecho de que se hubiera presentado otra iniciativa legislativa popular de 
equivalente contenido, sino que debería funcionar únicamente en el supuesto de que esa 
otra iniciativa popular hubiera llegado a tomarse en consideración”. 
Algunas Comunidades incluyen como causa que la iniciativa contradiga la legislación 
básica del Estado o que pretenda derogar una ley que haya sido aprobada durante la 
legislatura en curso. El primer supuesto -aunque conlleva importantes matizaciones en 
las que no entraremos- no parece de suficiente entidad como para excluir de inicio la 
propuesta; en primer lugar porque tal defecto se puede corregir durante la tramitación, y 
en segundo lugar porque la jurisprudencia constitucional ha admitido que debe 
favorecerse el debate de una propuesta aunque esta suponga contradicción de alguna ley 
o de la Constitución (si consideramos las STC 95/1994 y STC 124/1995). Tal es así que 
la legislación catalana admitiría presentar proposiciones ciudadanas contrarias al 
Estatuto, al permitirse su reforma mediante una iniciativa legislativa popular, como 
señala MURO I BAS
1207
, aunque atendiendo al procedimiento señalado en el propio 
Estatuto para su reforma.  Igualmente criticable le parece al mismo autor que muchas 
autonomías no permitan presentar una iniciativa popular sobre la legislación que 
directamente desarrolla el Estatuto de Autonomía. 
No nos vamos a detener en el análisis concreto de los supuestos de inadmisión, y nos 
remitimos para ello al apartado dedicado a la regulación estatal, al coincidir plenamente 
con las anteriores. Por este mismo hecho se ha de criticar la falta de originalidad y de 
técnica jurídica para fijar unas supuestos de exclusión que en la práctica totalidad de las 
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 MURO I BAS, Xavier, “Algunas cuestiones en torno a la iniciativa legislativa popular” en Corts. 
Anuario de Derecho Parlamentario, núm. 19 págs. 369 
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Comunidades tan sólo transcriben la norma estatal, ignorando que el ámbito autonómico 
es más propenso a la participación. El legislador autonómico no sólo demostró cierta 
desidia y falta de confianza en la figura, sino probablemente también exagerara el respeto 
al desarrollo que el legislador orgánico hiciera del mecanismo. 
Sólo las normas más recientes de iniciativa popular han permitido un desarrollo más 
garantista de la figura, eliminando algunas limitaciones injustificadas y sacudiéndose el 
recelo inicial con el que el legislador autonómico reguló la figura. Buen ejemplo de ello 
es la configuración que Cataluña hiciera para los límites al mecanismo; tan sólo 
procediendo la inadmisión de la iniciativa en tres supuestos: que la misma verse sobre 
una competencia ajena a su Comunidad, que esté atribuida su competencia a algún sujeto 
concreto (es el caso de los presupuestos o los tributos) o que reproduzca otra iniciativa ya 
presentada durante esa legislatura. Entendemos que esta norma es un buen ejemplo y 
pretende facilitar el empleo de la figura. 
Materias excluidas 
En la tarea de implementar la figura en nuestras autonomías, el legislador autonómico 
cometió el error de copiar, esencialmente, las exclusiones materiales contenidas en la 
regulación estatal, cuestión que ha sido muy criticada por algunos autores
1208
 y que 
devalúa enormemente la figura. Las materias excluidas son establecidas en las leyes 
reguladoras de cada autonomía, en cierta medida diferenciándose de lo que sucede a 
nivel nacional, si hacemos un paralelismo, donde la Constitución estableció tales límites. 
Esto ha permitido que algunas autonomías hayan reformado su ley y suavizado algunos 
límites materiales a la figura, aunque la mayoría siguen insistiendo en el error de 
configurar un ámbito material reducido que sigue demostrando el recelo al instrumento.  
La mayoría de las autonomías estipula que los ciudadanos podrán presentar 
proposiciones de ley sobre aquellas cuestiones que sean competencia de la Comunidad, 
aclarándose este extremo o bien en el Estatuto o bien en la ley reguladora. Las materias 
que resultan habitualmente excluidas en nuestras autonomías son las siguientes: 
                                                 
1208
 Por ejemplo: DURÁN ALBA, Juan Fernando, en “Los partidos políticos en la recogida de firmas y el 
debate parlamentario de la iniciativa legislativa popular” en (coord.: Paloma Biglino Campos / Varios 
autores) “Partidos políticos y mediaciones de la democracia directa”  pág. 67 . Estudios Constitucionales 
(CEPC) 2016. En el nivel estatal, aunque tratado en otro apartado, por ejemplo BIGLINO CAMPOS, 
Paloma en “La iniciativa legislativa popular en el ordenamiento jurídico estatal” en REDC nº 19, enero-
abril 1987 págs. 75 y ss. 
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a) Las que se refieren a su organización territorial
1209
; 
b) Las que no sean de competencia (exclusiva
1210
) autonómica; 
c) Las de naturaleza presupuestaria y tributaria
1211
; 
d) Las referidas a la planificación económica general de la Comunidad Autónoma
1212
; 
e) Las que se refieren a su organización institucional (o a las instituciones de 
autogobierno). 
f) Otras excluyen los derechos fundamentales y libertades públicas (Asturias y Cantabria) 
o la iniciativa relativa al procedimiento de delegación o transferencia de competencias 
(Asturias, La Rioja, Castilla la Mancha)  
 
Si analizamos tales límites, las materias tributarias, presupuestaria y de planificación 
económica son ya excluidas a nivel estatal, y entendemos que las respectivas 
regulaciones autonómicas las trasladan a su ámbito de forma justificada, al recaer dicha 
responsabilidad en el ejecutivo, remitiéndonos a las consideraciones realizadas en el 
apartado dedicado a esta cuestión. Tampoco parece demasiado problemático excluir 
aquellos asuntos ajenos a la competencia de la Comunidad, aunque desde un punto de 
vista conciliador con la participación, la asamblea podría o bien asesorar en el sentido 
correcto a los promotores de la iniciativa, o bien convertir la reivindicación en una 
proposición no de ley dirigida a la institución competente, teniendo en cuenta que los 
ciudadanos pueden desconocer el entramado de distribución de competencias. 
Sin embargo, la exclusión de la organización territorial o institucional de la Comunidad 
no encuentra parangón estatal como tal (más allá de poder excluirse de la iniciativa 
popular por ser materias propias de ley orgánica) y responde más bien al interés del 
legislador autonómico por salvaguardar el desarrollo más básico de la estructura 
autonómica, teniendo presentes además las habituales tensiones localistas o 
reivindicaciones populistas que pueden surgir en torno a tales asuntos. Por ejemplo, 
Baleares excluye para la iniciativa popular lo relativo a los símbolos, idioma, 
delimitación territorial o sede de la Comunidad
1213
. Puede comprenderse el límite al 
tratarse de cuestiones muy ligadas al desarrollo esencial del propio Estatuto, aunque su 
                                                 
1209
 En este último caso Castilla la Mancha, Navarra o Baleares 
1210
 Sólo Madrid se refiere a competencia “plena” y sólo Asturias se refiere a competencia “exclusiva” 
1211
 Algunas añaden financiera, como Asturias, Cantabria, La Rioja, Murcia y Madrid 
1212
 Andalucía, Cantabria, Aragón, Canarias, Extremadura y Baleares 
1213
 Aunque en su caso también ha de tenerse en cuenta, por un lado, el elevado porcentaje de población 
extranjera que reside en el archipiélago y, por otro lado, la polémica reivindicación por parte de las fuerzas 
políticas soberanistas de Cataluña de integrar este territorio dentro de los denominados “países catalanes” 
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interpretación por parte de la mesa de las asambleas tendrá que ser rigurosa, cuestión que 
no siempre se da. 
Como norma institucional básica de la Comunidad Autónoma, cumpliendo una función 
similar a la Constitución, los Estatutos regulan su propio mecanismo de reforma
1214
. Para 
ello, cada Comunidad regula en su Estatuto su propio mecanismo, no existiendo 
demasiada uniformidad en las fórmulas elegidas
1215
. Sólo Cataluña permite que se 
proponga la reforma de su Estatuto a través de una iniciativa popular con un requisito 
agravado de firmas, quedando excluida tal posibilidad en el resto de autonomías. 
Cataluña reconoce expresamente esta posibilidad en los artículos 222.1 y 223.1 de su 
Estatuto, exigiendo 300.000 firmas para poder presentar la propuesta de reforma, frente a 
las 50.000 que se necesitan para una ley ordinaria
1216
. 
                                                 
1214
 La Constitución prevé dos procedimientos de reforma: el general, para las Comunidades que 
accedieron a la autonomía por la vía del artículo 143.2, que se contiene en el artículo 147.3, a cuyo tenor 
"La reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los mismos y requerirá, en todo 
caso, la aprobación por las Cortes Generales, mediante ley orgánica"; y el especial, reservado a los 
Estatutos de Autonomía aprobados por la vía del artículo 151.1, que está establecido en el artículo 152.2, 
de acuerdo con el cual: "Una vez sancionados y promulgados los respectivos Estatutos, solamente podrán 
ser modificados mediante los procedimientos en ellos establecidos y con referéndum entre los electores 
inscritos en los censos correspondientes". 
1215
   Según se señala en la sinopsis del art. 147 CE que la página web del Congreso realiza: Cabe advertir 
que no hay coincidencia en los diferentes Estatutos a la hora de fijar quienes tienen iniciativa para proceder 
a su reforma. Así, por ejemplo, el artículo 64 del Estatuto de la Comunidad de Madrid señala que la 
iniciativa corresponde al Gobierno o a la Asamblea de Madrid, a propuesta de una tercera parte de sus 
miembros, o de dos tercios de los municipios de la Comunidad cuya población represente la mayoría 
absoluta de la Comunidad de Madrid. No se reconoce en dicho Estatuto iniciativa a favor de las Cortes 
Generales, cosa que sí sucede en otros Estatutos: Estatuto de Castilla y León (artículo 55); Castilla-La 
Mancha (artículo 54); Comunidad Valenciana (artículo 81); Aragón (artículo 61); La Rioja (artículo 58); 
Andalucía (artículo 74); Cantabria (artículo 58); Principado de Asturias (artículo 56); Murcia (artículo 55); 
Canarias (artículo 64); Extremadura (artículo 62); Illes Balears (artículo 76); País Vasco (artículo 46) y 
Cataluña (artículo 223, para el caso de reforma de los Títulos del Estatuto que afecten a las relaciones con 
el Estado). Hay Estatutos que reconocen iniciativa a los municipios (por ejemplo, artículo 64 del Estatuto 
de la Comunidad de Madrid; artículo 56 del Estatuto del Principado de Asturias; y artículo 58 del Estatuto 
de La Rioja). El nuevo Estatuto de Cataluña, si bien no reconoce la potestad de iniciativa de los 
ayuntamientos, sí que les reconoce, siempre y cuando reúnan una serie de requisitos numéricos, la 
posibilidad de proponer al Parlamento el ejercicio de su iniciativa parlamentaria (arts. 222 y 223).  
Otros estatutos, además, reconocen iniciativa de reforma al Gobierno de la Nación (art. 56 del Estatuto del 
Principado de Asturias, y art. 55 del de Murcia). Por otra parte, cabe señalar que algunos Estatutos prevén 
dos procedimientos de reforma diferenciando la que pretende ampliar el ámbito competencial de la del 
resto de supuestos (en este sentido puede verse, por ejemplo, el artículo 61 del Estatuto de la Comunidad 
Valenciana que exige acuerdo adoptado por tres quintas partes de sus miembros, salvo que sólo tuviera por 
objeto la ampliación del ámbito competencial, en cuyo caso bastará la mayoría simple de las Cortes 
Valencianas. En el mismo sentido artículo 55 del Estatuto de Murcia); otros, como es el caso del Estatuto 
de la Comunidad de Madrid (artículo 64), del Estatuto de Castilla-La Mancha (artículo 54) o del Estatuto 
de Castilla y León (artículo 55) no realizan tal distinción. 
1216
 En este aspecto resulta llamativo que es el Estatuto el que reconoce su propia reforma mediante 
iniciativa legislativa popular en los artículos citados, pero esta posibilidad no es mencionada por la ley 
reguladora de la iniciativa legislativa popular en esta Comunidad (Ley 1/2006, de 16 de febrero). 
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A nuestro juicio, y también en consonancia con lo señalado por la profesora SAÉNZ 
ROYO
1217
, las únicas materias que parecería lógico excluir de la iniciativa popular 
autonómica serían las de naturaleza tributaria, por riesgo de utilización demagógica y por 
la dificultad técnica para ser abordadas; la presupuestaria, por estar atribuida al ejecutivo, 
aquellas que no sean competencia de la Comunidad; y las que conlleven directa o 
indirectamente una reforma del Estatuto de Autonomía, aunque la posibilidad introducida 
en Cataluña abre la puerta a plantearse su oportunidad. Debemos ser también rigurosos 
con la exclusión de materias que no sean competencia de la Comunidad, al exigirse 
únicamente a las proposiciones de origen ciudadano. Además, la interpretación que la 
mesa de la cámara realice en esta y otras materias excluidas no ha suponer una 
extralimitación en su función de calificación, ni un agravio hacia la propia institución, si 
tenemos además en cuenta que durante la tramitación el texto podrá ser modificado. 
Del mismo modo, se puede plantear la posibilidad de que dicha iniciativa legislativa 
popular se pueda convertir en una proposición no de ley en el caso de que trate materias 
que correspondan a otras administraciones. De esta manera, los ciudadanos podrán instar 
a la administración competente a la regulación o modificación legislativa de un asunto 
determinado, siempre y cuando cumplan los requisitos y la cámara apruebe la resolución, 
abriendo la posibilidad de la participación popular en el impulso de la acción de 
gobierno mediante presentación de dichas PNL
1218
. Esta posibilidad no resulta ninguna 
novedad, al regularse ya en el Título IV de la Ley 7/2015, de 7 de agosto, de Iniciativa 
Legislativa Popular y Participación Ciudadana en el Parlamento de Galicia. De esta 
manera, se facilita la participación exigiendo una cantidad más exigua de firmas y 
suavizando los requisitos con respecto a una iniciativa popular auténtica, teniendo 
siempre presente que una proposición no de ley en ningún caso produce consecuencias 
jurídicas. 
Sin ánimo de ser exhaustivos, podemos citar otras materias excluidas expresamente de la 
iniciativa popular en algunas Comunidades, como serían: los derechos fundamentales y 
las libertades públicas (Leyes de Asturias y de Cantabria); el régimen electoral (Leyes de 
Canarias, Islas Baleares, La Rioja y el País Vasco); o la reforma del Estatuto de 
                                                 
1217
 SAENZ ROYO, Eva, en la ponencia “Participación Ciudadana en el Estado Autonómico” op. cit. p. 10. 
1218
 Como ha señalado BILBAO UBILLOS en “Un nuevo ciclo político sin mayorías absolutas: los 
parlamentos autonómicos recobran protagonismo tras las elecciones de 2015” Revista Jurídica de Castilla 
y León Nº 42 (mayo de 2017) pp. 22 y 23. 
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Autonomía de manera expresa (Leyes de Aragón, Canarias, Comunidad Valenciana, La 
Rioja y el País Vasco). También la denominación, territorio, idioma y símbolos de la 
Comunidad (Baleares) o aquellas iniciativas contrarias a la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos o a los demás tratados y acuerdos internacionales sobre derechos 
humanos y fundamentales (País Vasco), en ese último caso entendiéndose tal previsión 
debido a los antecedentes de terrorismo vinculados al nacionalismo vasco extremo y a 
algunas organizaciones políticas que justificaron en el pasado este tipo de violencia.  
La regulación catalana nos ofrece un tratamiento de las exclusiones más coherente con la 
idea de participación en el ámbito autonómico, resumiendo las causas por las cuales la 
mesa puede inadmitir la proposición en que la misma verse sobre una materia que no sea 
de la competencia de la Comunidad, que sea repetición de otra ILP presentada, o que 
trate alguna materia excluida que, por su naturaleza, está en manos de otro sujeto 
(aquellas de carácter tributario o el caso de los presupuestos generales). Por su parte, 
Galicia también apuesta por suavizar tales límites estipulando únicamente tres materias 
en las que no procede la ILP: las que no sean competencia de la Comunidad, las de 
desarrollo básico del Estatuto y las de naturaleza presupuestaria y tributaria. Ambas 
autonomías no sólo son un buen ejemplo en el tratamiento hacia la figura, sino que ponen 
en seria duda la necesidad del resto de exclusiones reguladas en otras Comunidades. 
Por lo tanto, el legislador autonómico exagera la importancia de los límites materiales 
que la Constitución le otorga a la figura, trasladándolos a su ámbito y menoscabando su 
propia capacidad de autogobierno. Pese a que las autonomías han ido aligerando la 
cantidad de firmas exigidas en aquellas leyes reformadas, lo que se considera positivo, se 
contempla una mayor resistencia a la eliminación de algunas causas de inadmisión que 
probablemente sólo respondan a recelos hacia el propio instrumento. La casuística no 
deja en buen lugar al legislador ni a las propias mesas de las cámaras en su labor de 
admisión de las proposiciones, si tenemos en cuenta que del total de 233 iniciativas 
populares presentadas en las diecisiete asambleas autonómicas resultaron admitidas a 
trámite 73, lo que supone un verdadero problema para el éxito de la figura, aunque 
represente un porcentaje menor al logrado en el Congreso de los Diputados
1219
, como 
analizaremos en el apartado correspondiente.  
                                                 
1219
 Las 73 iniciativas inadmitidas en las asambleas autonómicas representan un 31% del total, frente al 
37% que representan las que fueron inadmitidas por la Mesa del Congreso de los Diputados (siempre 
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En definitiva, una concepción menos recelosa de la participación, más coherente con los 
propios objetivos de la descentralización política, hubiera permitido una regulación más 
garantista del instrumento. Tan sólo se contemplan intentos decididos de favorecer el 
empleo del mecanismo en las reformas más recientes de la iniciativa popular en algunas 
Comunidades, cuyo legislador trató de suavizar algunos límites que se habían 
demostrado del todo injustificados. 
Recurso de queja y recurso de amparo 
En cuanto a la admisión, debemos destacar que algunas Comunidades, como después 
veremos, establecen la posibilidad de presentar una queja ante la Mesa de la Asamblea 
contra el acuerdo de inadmisión. De esta manera, la Comisión Promotora puede 
defenderse y expresar los motivos por los que considera que su proposición debe ser 
admitida. Los promotores disponen de esta acción sin perjuicio del recurso de amparo 
que les asiste, por estar implicado el derecho de participación. Esta última cuestión es 
reconocida y advertida por todas las CCAA, que a su vez admiten una posible queja o 
recurso parlamentario y distinto al de amparo ante el TC. 
Consideramos positivo que la Comisión pueda esgrimir sus argumentos a favor de la 
admisión, ya que beneficia el intercambio de impresiones y diálogo entre ambas partes y 
puede posibilitar que la ILP termine siendo admitida. Además, este recurso intermedio, si 
se nos permite, puede evitar que los promotores se vean obligados a elegir entre un 
recurso de amparo quizás más lento en su respuesta o directamente desistir de su 
intención. No obstante, esta posibilidad no es reconocida por la LOILP y quizás sería 
beneficiosa su inclusión en el ámbito estatal. 
Todas las leyes autonómicas, menos el extraño caso de Canarias que a continuación 
veremos, mencionan la posibilidad de recurrir en amparo el acuerdo de admisión de la 
Mesa. En este sentido se refieren a lo previsto en el Título III de la LOTC o, el caso de 
Asturias, que menciona expresamente el artículo 4.2 de dicha ley que reconoce la 
facultad de interponer recurso de amparo ante decisiones o actos sin valor de ley 
emanados de las Asambleas de las CC.AA. Como señala BIGLINO
1220
, las CCAA no 
crean “ex novo” esta facultad de recurrir para los promotores (que sería según ella de 
                                                                                                                                                 
considerando datos hasta el mes de mayo de 2018). 
1220
  BIGLINO CAMPOS, PALOMA en “La Iniciativa Legislativa Popular en los Ordenamientos Jurídicos 
Regionales” op cit., p. 305. 
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dudosa constitucionalidad) sino que se limitan a mencionar tal posibilidad con arreglo al 
ordenamiento jurídico. 
Al respecto, nos plantea ciertas dudas la ley de la Comunidad de Canarias que reconoce, 
ante la decisión de inadmisión, un recurso de queja ante el Pleno de la cámara: 
Artículo 5 
“5. Los acuerdos de inadmisibilidad dictados por la Mesa serán susceptibles de recurso de queja ante el 
Pleno de la Cámara en el plazo de quince días a partir de la notificación.” 
Como explicamos más adelante en el análisis de la norma de esta Comunidad, este 
extraño recurso ante el Pleno no se prevé en ninguna de las legislaciones autonómicas 
consultadas, ni en la LOILP, que únicamente reconoce recurso de amparo. Aunque en 
algunas CCAA se reconozca la posibilidad de presentar queja ante la Mesa de la 
Asamblea tras su acuerdo de admisión, no es posible hacerlo ante el Pleno, y en ningún 
caso esta queja puede sustituir el recurso de amparo. La anomalía de este apartado de la 
norma canaria se produce por el escaso parangón y por el hecho de encomendar a un 
órgano político, como el Pleno de la cámara, que resuelva una decisión que ha de ser 
jurídica, de calificación estricta de las causas de inadmisión previstas en la ley, sin que 
puedan concurrir cuestiones de oportunidad política que ya son valoradas en la toma en 
consideración. 
Una vez admitido el recurso de amparo, en una mayoría de CCAA se especifica qué 
puede ocurrir tras la decisión del Tribunal Constitucional relativa a admitir la totalidad de 
la proposición o parte de la misma. Algunas Comunidades reconocen que si el Alto 
Tribunal declara admisible la iniciativa popular ésta seguirá su curso. En caso de que las 
irregularidades afecten a parte de la proposición y se consideren otras partes admisibles, 
se reconoce por parte de algunas normas autonómicas a la Comisión Promotora la 
decisión de seguir adelante, con las correcciones oportunas, o desistir de su intención de 
presentar la iniciativa popular. Sería positivo que esta regulación concreta se incluyera a 
nivel estatal en la LOILP, con el objetivo de esclarecer qué sucede tras la decisión del 
Tribunal Constitucional y, en todo caso, conceder a los promotores la opción de seguir 
con su iniciativa (con modificaciones o sin ellas) o declinar su intención. 
Por último, tras la admisión, y como es lógico, la Mesa de la Asamblea notifica a la 
Comisión Promotora que deberá proceder a recoger las firmas necesarias en el plazo 
indicado por la respectiva norma. 
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El criterio del Ejecutivo por la afectación presupuestaria: 
Todos los Reglamentos de las cámaras autonómicas establecen que el Ejecutivo podrá 
mostrar su disconformidad a la tramitación de una proposición de ley (en general) ante la 
afectación presupuestaria que se derivaría de su aprobación, produciendo un incremento 
del gasto o disminución de los ingresos presupuestados. Se trata, claramente, de una 
traslación de este requisito de ámbito estatal, que se regula en el artículo 134.6 CE (y por 
los artículos 126.2 del Reglamento del Congreso y 151.1 del Reglamento del Senado). En 
el caso de la iniciativa popular, lo conveniente y lo habitual es que la negativa del 
Gobierno a la tramitación se produzca después de la acreditación del mínimo de firmas 
exigido, cuando la proposición se ha perfeccionado y se le aplica, tras la toma en 
consideración, el régimen general para toda proposición de ley. Sin embargo, veremos 
como algunas comunidades han estipulado esta prerrogativa como causa de inadmisión 
de la iniciativa, y cómo en algún caso concreto la Mesa de alguna asamblea ha remitido 
la proposición al Ejecutivo en un momento distinto al que precede a la acreditación de 
los signatarios. 
Como ya se ha señalado, esta potestad refuerza la posición del Gobierno dentro del 
sistema de iniciativa legislativa, aunque se encuentra justificada por corresponder en 
exclusiva al mismo la presentación de los Presupuestos Generales, considerados la 
plasmación de su programa económico. Por lógica, el Gobierno ha de mantener bajo su 
control la ejecución de ese programa, por lo que se le concede la facultad de negarse a la 
tramitación de proposiciones que tengan un impacto en el presupuesto en vigor, bajo las 
garantías señaladas en el capítulo dedicado a la regulación estatal de la iniciativa
1221
. Este 
hecho ha llevado a RALLO LOMBARTE
1222
, entre otros, a afirmar que “constituye una 
nueva manifestación del predominio que nuestro ordenamiento jurídico otorga al 
Ejecutivo en el procedimiento legislativo”. A ello nos hemos referido en el apartado 
dedicado a la regulación estatal de la iniciativa popular, por operar también este criterio 
en las iniciativas presentadas ante el Congreso.  
                                                 
1221
 En resumen, por no resultar reiterativos, el Tribunal Constitucional ha exigido que la afectación 
presupuestaria esgrimida se refiera al presupuesto en vigor, y se justifique la relación causal directa entre la 
aprobación de la ley y la afectación de determinadas partidas presupuestarias, debiendo ser motivada tal 
respuesta del Ejecutivo. 
1222
 Op. cit. pág. 146 y ss. 
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Más allá de esta facultad del Gobierno, las Comunidades de Asturias, Cantabria, La Rioja 
y Castilla la Mancha recogen como causa de inadmisión en su ley reguladora del 
mecanismo “la negativa expresa del Consejo de Gobierno a su tramitación por implicar 
aumento de los créditos o disminución de los ingresos presupuestarios”. Sin embargo, a 
nivel estatal no se establece como causa de inadmisión, sino como una prerrogativa del 
Ejecutivo para toda proposición de ley. Al establecerse como tal, es posible que el 
legislador autonómico de las Comunidades señaladas confunda la prerrogativa con un 
motivo de inadmisión de la iniciativa popular o simplemente quiera reforzar aún más el 
control del gobierno hacia las iniciativas populares; aunque también cabe la posibilidad 
de que se pretenda evitar a los promotores de la iniciativa el esfuerzo que conlleva reunir 
las firmas solicitadas para una iniciativa que a la postre no podrá seguir con su 
tramitación por la negativa del Gobierno. El contagio normativo entre dichas autonomías 
quizás haya permitido la plasmación de la conocida prerrogativa como causa de 
inadmisión, otorgando así cierta discrecionalidad al Ejecutivo autonómico en la 
inadmisión de iniciativas.  
Aunque ni mucho menos sería ilegal si se recoge en la ley reguladora de la figura, el 
requisito puede resultar cuestionable al diferir, en buena medida, de las características 
habituales de dichas causas de inadmisión, que suelen responder a criterios materiales, 
formales o procedimentales sobre la admisión de la iniciativa, criterios que a su vez se 
justifican desde los principios de autonomía parlamentaria y economía procesal. Más 
dudas pueden rodear a este motivo de inadmisión si consideramos que, en algunos casos, 
el criterio del Ejecutivo se ha venido aplicando bajo una deficiente justificación, con la 
probable intención de paralizar algunas proposiciones por motivos distintos a la estricta 
afectación presupuestaria. En la práctica, se puede sostener que el legislador está 
otorgando una función de admisión de iniciativas populares a un órgano al que no le 
corresponde, distinto de la Mesa. En definitiva, creemos que el Ejecutivo debe mostrar su 
criterio con posterioridad a la certificación de la consecución de las firmas exigidas, 
cuando la iniciativa popular se ha convertido en una proposición de ley a la que se le 
puede aplicar la prerrogativa mencionada y, ya en ese caso, atendiendo a lo señalado en 
el Reglamento de la cámara correspondiente. 
En la misma línea, tampoco parece muy coherente que el Ejecutivo se manifieste contra 
la tramitación de una iniciativa legislativa popular en la fase de admisión o 
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inmediatamente después de la misma, cuando este hecho no ha sido previsto como causa 
de inadmisión en la determinada ley reguladora. Como ha señalado la STC 19/2015 (FJ 5 
ii) que después veremos: “al no estar previsto expresamente como causa de inadmisión 
de este tipo de iniciativas la falta de conformidad presupuestaria del Gobierno, 
cualquier interpretación en ese sentido supone una ilegítima restricción del contenido 
esencial del art. 23.1 CE, por implicar que se evite el normal desarrollo del proceso de 
recogida de firmas de apoyo para su perfeccionamiento como iniciativa legislativa y, en 
su caso, su ulterior tramitación parlamentaria”. Por este motivo, la aplicación del veto 
presupuestario en fase de admisión sin que éste se estipule como causa de inadmisión 
sería directamente inconstitucional. 
Ello es así porque la iniciativa legislativa popular responde a un régimen especial de 
admisión (STC 19/2015 FJ 4), y los supuestos de denegación previstos en su ley 
reguladora actúan como números clausus. Ni siquiera cabe utilizar un precepto del 
Reglamento de la Asamblea para remitir la proposición al Ejecutivo en fase de admisión 
si no ha sido prevista como causa de inadmisión en la ley de iniciativa popular; como 
veremos a continuación en la STC 19/2015. El papel de la Mesa de la asamblea es 
determinar la sujeción o no de la proposición presentada a los citados criterios de 
inadmisión, por lo que la aplicación de un supuesto no previsto en la ley puede vulnerar 
el derecho a participar en los asuntos públicos directamente
1223
. 
Una solución más conciliadora con la participación que a su vez respeta la prerrogativa 
del Gobierno sobre el presupuesto en vigor fue la introducida por el artículo tercero de la 
Ley 7/2014, 25 junio, de modificación de la Ley 1/2006, de 16 de febrero, de la iniciativa 
legislativa popular de Cataluña. Esta norma modifica la Disposición Adicional Tercera de 
la ley reguladora de la ILP en Cataluña para que la afectación presupuestaria alegada por 
el Ejecutivo sobre una iniciativa no impida su tramitación. La solución otorgada consiste 
en diferir temporalmente los efectos presupuestarios que contenga la proposición hasta el 
siguiente ejercicio presupuestario u otro que se indique, no entrando dicha parte en vigor 
hasta entonces (apartado primero).  
En este sentido, la citada Disposición indica que la Mesa de Parlament ha de conceder al 
Govern ocho días para que posicione (apartado segundo) y, en caso de hacer uso de su 
                                                 
1223
 Es lo que precisamente señala la STC 19/2015 (FJ 2 e) 
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prerrogativa, el órgano parlamentario habría de admitir la iniciativa, siendo el silencio del 
gobierno positivo (no existiría afectación, según indica el apartado tercero de la 
Disposición Adicional Tercera). Sobre esta cuestión, GARCÍA MAJADO
1224
 ha señalado 
que tras estas modificaciones legislativas el régimen aplicado a las iniciativas populares 
en esta comunidad resulta pacífico e indudablemente más beneficioso. Por todo lo 
señalado, esta opción podría ser una propuesta de lege ferenda para el resto de las 
autonomías o, incluso, para las iniciativas populares presentadas ante el Congreso de los 
Diputados. No cabe duda de que la regulación sería más garantista para los derechos de 
los promotores, que, en lugar de encontrarse con la inadmisión o paralización de la 
tramitación de su iniciativa por la aplicación del veto, tan sólo verían diferida la 
aplicación de los efectos presupuestarios hasta futuros ejercicios, en caso de que la ILP 
llegase a ser aprobada. 
Acerca de lo señalado de máximo interés la STC 19/2015, que versa sobre la decisión de 
la Mesa del Parlamento de Cataluña de dar traslado al Ejecutivo de una iniciativa 
legislativa popular admitida para que mostrara su conformidad
1225
. Ante la negativa del 
Gobierno a su tramitación por afectación presupuestaria
1226
, la Mesa declaró inadmitida 
la iniciativa en pleno proceso de recogida de firmas, dejando sin efecto su previo acuerdo 
de admisión, y entendiendo los recurrentes vulnerado su derecho de participación (art. 
23.1 CE). El problema, en este caso, reside en que dicha remisión al Ejecutivo debía 
producirse tras la consecución de las firmas. Sin embargo, la Mesa se sintió amparada 
por el art. 111.2 del Reglamento del Parlamento de Cataluña, alegando ‘anticipar’ dicha 
remisión al Gobierno para evitar a los promotores el proceso de recogida de firmas y una 
eventual compensación económica.  
El Alto Tribunal construye su argumentación en torno al argumento de que las iniciativas 
populares obedecen a un régimen jurídico regulado en su respectiva norma. Por lo tanto, 
no estando previsto este supuesto de inadmisión (la afectación presupuestaria) en la 
norma reguladora de la ILP en Cataluña (FJ 5), la Mesa se extralimita aplicando un 
                                                 
1224
 GARCÍA MAJADO, Patricia, en “La participación ciudadana en Cataluña a través de la iniciativa 
legislativa popular” en PÉREZ MONEO y VINTRÓ CASTELLS (Coords.) Participación política: 
deliberación y representación en las CCAA. Colección Monografías (Congreso de los Diputados) (2017) p. 
228 
1225
 Se trataba de la iniciativa legislativa popular “Per la igualtat d’oportunitats en el sistema educatiu 
català” admitida el 30 de noviembre de 2011 y publicada en el Boletín Oficial del Parlamento de Cataluña 
el 5 de diciembre de 2011. 
1226
 El Gobierno Catalán adoptó su acuerdo con fecha de 20 de marzo de 2012. 
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supuesto no contenido en la ley (art. 6.2 Ley 1/2006) y lesionando los derechos de 
participación de los promotores, no siendo de aplicación lo establecido en el art 111.2 
RPC. En esta línea, entiende que el acuerdo de inadmisión es extemporáneo (FJ 5 ‘i’) al 
no dictarse dentro de los 15 días que la ley catalana concede a la Mesa para pronunciarse 
sobre la admisión (artículo 6.1 de la Ley 1/2006) y además carece de justificación
1227
.  
El Tribunal Constitucional también entiende que la decisión de la Mesa lesiona los 
derechos de la Comisión Promotora al impedir que la iniciativa popular cumpla uno de 
sus fines: obligar a los representantes políticos a discutir públicamente la propuesta 
presentada
1228
; es decir, que la proposición ha de someterse a la toma en consideración. 
Según lo establecido por la Disposición Adicional Tercera a la que nos acabamos de 
referir, el TC recuerda (aunque no sea de aplicación para el caso enjuiciado por resultar 
los hechos anteriores en el tiempo a dicha modificación legislativa) que el precepto 
pospone la aplicación de los efectos presupuestarios que contenga la proposición a otros 
ejercicios, pero no contempla la inadmisión. 
Además, bajo nuestro juicio, no resulta razonable trasladar al Ejecutivo una iniciativa 
popular que aún no se ha ‘perfeccionado’ mediante la recogida de las firmas porque, 
hasta ese momento, el texto presentado es una simple propuesta y no una proposición de 
ley. Esta situación ha sido analizada por DURÁN ALBA
1229
, quien coincide en señalar el 
supuesto analizado por la sentencia como un caso de vulneración del derecho a participar 
en los asuntos públicos. El autor se refiere a la intervención anticipada del Ejecutivo 
como un caso de ‘mediatización inversa’ que contraviene el art. 23.1 CE y la lógica 
procedimental de las iniciativas populares
1230
, incluso aunque lo prevea la norma 
                                                 
1227
 En el FJ 1 la sentencia señala que “la decisión adoptada por la Mesa carece de motivación y la que se le 
puede atribuir es insuficiente o inadecuada ya que la legislación propuesta tenía una incidencia 
presupuestaria nula en el año de la presentación al haberse comenzado ya el curso académico y, en todo 
caso, el defecto sobre la posposición de sus efectos presupuestarios tiene carácter subsanable” argumento 
también reiterado en el FJ 4 
1228
 FJ 2 d): “La función principal de este cauce de participación se habrá conseguido haciendo posible que 
los ciudadanos puedan conocer ‘lo que sus representantes piensan sobre una determinada materia, así como 
sobre la oportunidad o no de su regulación legal, y extraer sus propias conclusiones acerca de cómo 
aquéllos asumen o se separan de lo manifestado en sus respectivos programas electorales’ (STC 124/1995, 
de 18 de julio, FJ 3). Por tanto, en la medida en que se incidiría sobre esta concreta finalidad de la 
iniciativa legislativa popular, “una decisión de inadmisión que no se ajustase a las causas legales al efecto 
establecidas entrañaría una vulneración del derecho fundamental consagrado en el art. 23.1 CE” 
(ATC 428/1989, de 21 de julio, FJ 3). 
1229
 DURÁN ALBA, op. cit. pp. 78-82. 
1230





, ya que “dicha regulación perturba el ejercicio del 
derecho, en este caso: la presentación de una proposición de ley debidamente avalada 
por los ciudadanos ante la cámara”. En la misma línea, ha criticado la extralimitación 
del Ejecutivo catalán y se refiere a la sentencia analizada GARCÍA MAJADO
1232
. 
Para un mejor conocimiento de las características de esta prerrogativa nos remitimos a lo 
señalado sobre este asunto en el capítulo que estudia la regulación estatal de la iniciativa. 
Como señalamos allí, esta potestad cobra especial importancia en las asambleas cuya 
fragmentación parlamentaria ha permitido aflorar conflictos entre el criterio de la Mesa y 
el del Ejecutivo, o donde éste último por razones políticas ha extendido su prerrogativa a 
supuestos de dudosa aplicación con el objetivo de paralizar normas de la oposición. Este 
hecho ha sido ampliamente descrito por GIMÉNEZ SÁNCHEZ
1233
, quien ha criticado el 
abuso del mecanismo ejercido por el Gobierno. 
Como ya se ha señalado, en estos casos podría aparecer un conflicto entre el criterio de la 
Mesa (o de algún grupo parlamentario) y el del Ejecutivo, quien puede hacer valer su 
postura aun careciendo de la justificación suficiente. Asimismo, podemos encontrar la 
situación contraria, en la que la Mesa decide continuar con la tramitación de una 
proposición sobre la que el Ejecutivo ha utilizado su prerrogativa para evitar el impacto 
presupuestario señalado, entendiendo el órgano parlamentario que no se da tal afectación. 
En estos casos, y sin ánimo de ser reiterativos por haber sido ya manifestado en el 
capítulo correspondiente, cabe plantearse un conflicto de competencias entre órganos 
constitucionales ante el Tribunal Constitucional, o bien esperar a que la ley sea aprobada 
para plantear un recurso de inconstitucionalidad, al haber sido infringido el 
correspondiente artículo del Estatuto de Autonomía que estipula la negativa del Gobierno 
a la tramitación de proposiciones que supongan una alteración del presupuesto. 
Número de firmas exigidas 
Junto al límite material, se han vertido numerosas críticas fundadas sobre la devaluación 
de la figura mediante el establecimiento de un número de firmas excesivamente alto
1234
. 
                                                 
1231
 Lo prevén las normas reguladoras de la ILP de Asturias, Cantabria, Castilla la Mancha y La Rioja. 
1232
 Op. cit. p. 228 
1233
 GIMÉNEZ SÁCHEZ, Isabel M., en “el control del Parlamento sobre el llamado “veto presupuestario” 
del gobierno” en Revista Jurídica de Castilla y León número 42 (mayo 2017) pp. 3 y ss. 
1234
 Por ejemplo DURÁN ALBA, Juan Fernando, en “Los partidos políticos…” op cit.. También PRESNO 
LINERA, M. en “Derechos de participación política” en Los Derechos Humanos en España, un balance 
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El legislador autonómico se ha contagiado, sobre todo en los primeros años de 
democracia, de las elevadas exigencias estatales, a pesar de que cada autonomía es libre 
para fijar la cantidad de signatarios requerida. El número mínimo de firmas exigido varía 
en función de la autonomía analizada, y suele ser proporcional a la población. Como 
señala SÁENZ ROYO
1235
, “las leyes autonómicas suelen respetar una proporción entre 
el cuerpo electoral y las firmas exigidas similar a la que se contempla en la Ley 
Orgánica reguladora de esta materia en el ámbito estatal”.  Sólo Extremadura ha fijado 
el mínimo de firmantes en su Estatuto de Autonomía, regulándose en el resto de las 
Comunidades esta cuestión en la concreta ley reguladora.  
Como ha recordado CABEDO MALLOL
1236
, a diferencia del ámbito estatal, donde la 
cantidad de firmas se regula en la Constitución, las autonomías (excepto Extremadura) 
han preferido fijar esta cuestión en la norma que desarrollar la figura. Este hecho facilita 
que el legislador autonómico pueda adaptar con mayor facilidad dicha cantidad de firmas 
a los cambios de población y exigencias de cada momento
1237
, como así ha sucedido en 
algunas de las reformas de las leyes de iniciativa popular de nuestras autonomías. Como 
ya defendimos en el ámbito estatal, defendemos que sea el legislador quien opte por un 
modelo más o menos proclive a la participación y, por tanto, al empleo de la figura de la 
iniciativa popular. Por este motivo, el legislador autonómico ha de poder disponer de los 
elementos esenciales de este mecanismo de participación para poder suavizar, si lo 
pretende, los requisitos exigidos y, de esta manera, facilitar la participación de los 
ciudadanos a través de la figura. 
En relación con la población, podemos afirmar que en unas CCAA se exige 
proporcionalmente más que en otras, siendo notables estas diferencias, como se observa 
en la tabla. Como ha señalado CUESTA
1238
, el legislador estatal “ha renunciado a la 
distribución homogénea de las firmas entre las unidades territoriales del Estado”, no 
sólo renunciando a exigir cierta proporcionalidad con el número de electores, sino 
también descartando establecer un requisito de procedencia de firmas de una mayoría de 
                                                                                                                                                 
crítico. (Dir: F. REY MARTÍNEZ) Tirant lo Blanch y Universitat de Valencia, Valencia 2015 pág. 299 
1235
 SAENZ ROYO, Eva, “participación ciudadana en el ámbito autonómico” (op. cit.) p. 10 
1236
 CABEDO MALLOL, Vicente, en “La iniciativa legislativa popular en las Comunidades Autónomas. 
La necesaria reforma de su legislación” UNED. Teoría y Realidad Constitucional núm. 24 (2009) p. 459 
1237
 Como también ha recordado CUESTA LÓPEZ (tesis doctoral) op. cit. p. 353 
1238
 CUESTA LÓPEZ op. cit. pp. 354 y 355 
446 
 
circunscripciones electorales provinciales. Sólo Castilla y León exige que, además de 
venir avalada la iniciativa popular por el 0,75% del censo electoral autonómico, esta cifra 
represente al menos otro 0,75% de los electores de una mayoría de circunscripciones 
provinciales, es decir, de cinco de las nueve provincias, evitando así que triunfen las 
reivindicaciones localistas que consigan reunir ese mínimo de avales en una o dos 
provincias. Esto permite que las iniciativas populares presentadas respondan más bien a 
asuntos de carácter autonómico y no tanto local, aunque dificulta la consecución del 
requisito de firmas y merma en mayor o menor medida las iniciativas que el Parlamento 
acoja. 
Por otro lado, el número de electores exigido (10.000, 25.000. etc.) se expresa en una 
cantidad absoluta, y sólo en las CC.AA. de Castilla y León, Extremadura y Navarra se 
expresa en un porcentaje sobre el censo, siendo de 0,75%, 4%, y 1% respectivamente
1239
. 
La expresión del mínimo de firmantes en porcentaje de electores (en lugar de ser un 
número concreto) facilita la adaptación a los cambios de población. En Canarias y 
Baleares, además de expresarse esta exigencia en un número total de firmantes, se 
permite que la iniciativa popular también se presente mediante las firmas del 50% o 3% 
de electores
1240







SOBRE EL CENSO 
PLAZO (meses) 
+ prórroga 
    
ESTATAL 500.000 1,36% 9 +3 
Andalucía 40.000 0,61 6+2 
Aragón 12.000 1,17% 9 + 3 
Asturias 10.000 1,01% 3 
Baleares 7,500 0,97% 4+2 
Canarias 15.000 0,90% 3 
Cantabria 10.000 2% 3 
Castilla La 
Mancha 20.000 1,20% 3 
Castilla y León 0,75% censo  
 
9+3 
Cataluña* 50.000 0,90% 120 días + 60 
                                                 
1239
   La Ley 7/2015, de 7 de agosto, del Parlamento de Galicia, de Iniciativa Legislativa Popular y 
Participación Ciudadana data de 2015 y al ser más moderna rebaja las firmas exigidas a 10.000, lo que 
supone el 0,36% de su censo y que entendemos que se debe a la intención de fomentar la participación 
ciudadana facilitando un número bajo de firmas para la presentación de las ILP 
 
1240




Com. Valenciana 10.000 0,30% 8+2 
Extremadura 45.000 4% 6 + 3  
Galicia 10.000 0,37% 4+3 
La Rioja 6.000 2,40% 3 
Madrid 50.000 1,04% 3 
Murcia 10.000 0,97% 6 
Navarra 1% censo 1% 6 + 2  
País Vasco 10.000 0,50% 4 + 2 
 
* En Cataluña, además del censo electoral válido para ejercer el derecho de sufragio, debemos tener en 
cuenta que los ciudadanos residentes mayores de 16 años inscritos en el padrón de los municipios pueden 
firmar una iniciativa legislativa popular. 
 
El peligro para la determinación de un porcentaje del censo en lugar de un número 
concreto de firmantes consiste en que la primera opción puede esconder un número más 
alto de ciudadanos que, expresado en porcentaje, parezca a la opinión pública 
relativamente bajo. Por ejemplo, los 10.000 electores necesarios en Galicia representan el 
0,37% del censo electoral (mayo de 2015), que es una cifra asequible a priori para los 
promotores. Sin embargo, en Castilla y León exigiéndose el 0,75% del censo para 
presentar una iniciativa popular
1241
, aun pareciendo una cifra baja, representan 
aproximadamente 15.000 electores, cifra por tanto superior a la exigida en la comunidad 
gallega. 
Por lo general, las leyes más recientemente aprobadas permiten disminuir el mínimo 
necesario de signatarios con respecto a su norma originaria, intentando facilitar así la 
labor de recogida de firmas y presentación de la proposición. Nos sirve de ejemplo la 
reciente ley de País Vasco
1242
 que ha reducido su mínimo de firmantes de 30.000 a 
10.000. Por el contrario, no parece deseable para la presentación de iniciativas establecer 
una cifra de firmas excesivamente elevada; lo que puede responder a la intención del 
legislador originario por mantener la figura sin apenas relevancia. Esta actitud ha tenido 
como consecuencia que han sido muy escasas las proposiciones ciudadanas presentadas 
hasta la reforma de buena parte de las normas reguladoras de la figura en las 
Comunidades, situación más reciente que también ha coincidido con una percepción 
pública más proclive hacia la idea de participación ciudadana. Las dificultades que 
                                                 
1241
  Castilla y León complica aún más la recolección de firmas al exigir también que las firmas provengan 
de la mayoría de circunscripciones de la Comunidad representando en cada una de ellas los firmantes al 
menos el 0,76% de su censo provincial 
1242
  Ley 10/2016 
448 
 
acarrea contar con un número elevado de firmas pueden ocasionar que muchos colectivos 
y muchas demandas no sean atendidas
1243
, por lo que no parece que esta sea una 
consecuencia deseable para la participación y para la propia democracia en el ámbito 
autonómico. Si lo que pretende el legislador es seguir manteniendo el control acerca de 
las proposiciones ciudadanas, no es necesario seguir contando con una cantidad de 
signatarios disuasoria, basta con recordar que el trámite de toma en consideración 
permite a la cámara rechazar aquellas proposiciones que no gozan de la mínima 
confianza de los parlamentarios. 
Como se ha señalado ya, la participación en el ámbito autonómico es más coherente con 
la propia esencia de descentralización política que las Comunidades representan, al 
mismo tiempo que nos parece más sencillo que se alcance el mínimo de firmantes en una 
autonomía, al exigirse una cantidad de firmas menor en un ámbito geográfico más 
reducido que todo el territorio nacional. En este sentido, y atendiendo al porcentaje que 
cada número de firmas representa sobre el total de electores, podemos afirmar que unas 
Comunidades facilitan más esta tarea por exigir proporcionalmente menos electores que 
otras. Por ejemplo, Galicia es la Comunidad con menor número de signatarios exigidos 
con respecto al total, un 0,37%, seguido de País Vasco con un 0,50%, Andalucía con 
0,61% y Comunidad Valenciana, un 0,70%. Como vemos, todas ellas han reformado su 
ley de iniciativa legislativa popular. 
Acerca de las firmas que cada autonomía exige y el porcentaje que representa sobre el 
Censo Electoral, podemos afirmar que lo habitual es que la cifra se sitúe en torno al 1% 
de los electores. En el lado opuesto, podemos encontrar las CCAA más exigentes en 
cuanto al porcentaje de firmas a reunir con respecto al total de su Censo: Extremadura 
con un 4%, La Rioja 2,40% y Cantabria un 2%. Todas ellas mantienen sus leyes iniciales 
de iniciativa popular, que datan todas ellas de 1985, lo que contribuye a reforzar el 
argumento de la necesidad de reforma de aquellas leyes más antiguas que no contribuyen 
a facilitar el mecanismo de participación que nos ocupa. 
Por último, y en la misma línea que en el ámbito estatal, todas las CCAA determinan que 
las firmas han de recogerse en los pliegos sellados al efecto por la Junta Electoral 
Autonómica, debiendo figurar en los mismos la proposición de ley para la que se solicita 
su apoyo. Para que la firma sea considerada como válida deberá acompañarse del 
                                                 
1243
 A este efecto también se ha referido SÁENZ ROYO (op. cit.) p 10. 
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nombre, apellidos, DNI y municipio en cuyas listas del censo se encuentre inscrito el 
elector. 
Plazo para la recogida de firmas 
El tiempo del que disponen los promotores para reunir las firmas necesarias es asimismo 
un aspecto que influye de manera decidida en el ejercicio del derecho de participación. 
La extensión del plazo para la recogida de firmas varía según cada autonomía
1244
, aunque 
se pueden apreciar diferencias entre las leyes más recientes y las que se mantienen aún 
sin modificaciones desde su aprobación. Lo habitual en las leyes de iniciativa popular 
aprobadas en la década de los ochenta a nivel autonómico era conceder un plazo de tres 
meses sin posibilidad de prórroga. Así sucede por ejemplo en Asturias, Canarias, 
Cantabria y Castilla la Mancha, La Rioja y Madrid, que mantienen sus normas iniciales 
sin modificaciones. 
En el caso de las CCAA que han reformado su ley, existen criterios dispares para la 
fijación del plazo, aunque la mayoría han extendido este periodo y han reconocido 
posibilidad de prórroga ante circunstancias especiales y justificadas. Las fórmulas más 
repetidas son las de cuatro o seis meses, prorrogables por dos o tres meses más, si 
concurren ciertas causas justificadas y apreciadas según el juicio de la Mesa de la 
Asamblea (a nivel estatal son nueve meses prorrogables por tres). Todas las 
Comunidades que han reformado su ley han admitido establecer una prórroga si 
concurren estas causas, igual que introdujo la reforma nacional de 2006; y únicamente 
aquellas autonomías que no han cambiado su legislación desde su primitiva ley de ILP 
mantienen los tres meses iniciales sin posibilidad de prórroga. 
Debemos recordar la importancia de contar con un plazo suficiente para reunir las firmas 
requeridas, probablemente el asunto que mayor esfuerzo conlleva para el éxito de la 
proposición. Un mayor espacio de tiempo para esta tarea aumenta las posibilidades de 
éxito de la iniciativa, y evita que ésta caduque por falta de avales, como sucede en 
muchos casos en la práctica. Disponer de un plazo suficiente, aunque sin dilaciones 
excesivas, cobrará aún más sentido en aquellas autonomías que exigen un mayor número 
de firmas (p. ej. las de mayor población) o que, por sus circunstancias geográficas, se 
                                                 
1244
 Plazo a contar desde la notificación a la Comisión Promotora por parte de la Mesa del acuerdo de 
admisión de su propuesta 
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aconseje una mayor flexibilidad para la importante labor de recogida de firmas. Además, 
la citada prórroga del plazo parece totalmente indicada para aquellas circunstancias 
especiales, consideradas por la Mesa, que dificulten a la correcta recogida de firmas, 
como por ejemplo inclemencias meteorológicas graves, la coincidencia con elecciones, 
las vacaciones de verano o Navidad, errores de la propia administración en las 
comunicaciones, etc. sólo por citar cuestiones que habitualmente son consideradas como 
causa para la concesión de la prórroga. 
Autenticación de las firmas 
Al igual que en la regulación estatal, las leyes autonómicas disponen que, una vez 
admitida la ILP y antes de proceder a recoger las firmas, la Comisión deberá presentar los 
pliegos donde se recojan las firmas ante la Junta Electoral Autonómica para su sellado y 
en ellos deberá figurar el texto íntegro de la proposición. Algunas Comunidades también 
establecen que la Junta Electoral respectiva controlará el proceso de recogida de firmas y 
realizará el recuento inicial de las mismas. En otras, es la Mesa directamente la que 
procede al mismo y vela por la regularidad del procedimiento con ayuda, entendemos, 
del Censo para la comprobación de la identidad y requisitos de los signatarios. En alguna 
autonomía concreta se crea un órgano especial denominado “Junta de Control” como más 
adelante iremos viendo. 
Debemos mostrar nuestra preferencia hacia la Junta Electoral como órgano encargado de 
la regularidad del proceso de recogida de firmas y validación de las mismas, así como 
otras tareas como la observancia de los plazos o la resolución de posibles quejas. Se trata, 
por su composición, de un órgano eminentemente jurídico
1245
, con experiencia en el 
proceso electoral -que también es englobado en el artículo 23 CE- y sobre todo 
independiente, de tal forma que su motivación será la observancia y respeto de la 
legalidad y el correcto funcionamiento del procedimiento de recogida de firmas por parte 
de los promotores de la ILP. Esta atípica Junta de Control mantiene cierto paralelismo 
con la Junta Electoral en Aragón por ser de composición eminentemente jurídica 
                                                 
1245
 Según señala BIGLINO CAMPOS en “La iniciativa legislativa popular en el ordenamiento jurídico 
estatal” op. cit. p. 102 le corresponde a la Junta Electoral Central velar por la pureza del procedimiento 
dentro de las funciones que la ley le encomienda: la notificación a la Comisión Promotora de la admisión, 
sellar y numerar en cuarenta y ocho horas los pliegos para la recogida de firmas y proceder al recuento y 
validación definitiva de las mismas. En este sentido esta autora señala que España ha optado por el modelo 
austríaco donde se concede esta labor de control a la máxima autoridad electoral, frente al modelo italiano 
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también, siendo más política en Canarias, donde cuatro de sus cinco miembros son 
elegidos por su asamblea. 
Debemos recordar que la constitución de Juntas Electorales de Comunidad Autónoma 
está prevista en el artículo 8.2 de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General. Su 
composición y competencias se establecen por la respectiva Ley Electoral autonómica La 
composición es similar en todas ellas, estando integradas por Vocales magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia respectivo y Vocales catedráticos o profesores titulares de 
Derecho, Ciencias Políticas y Sociología en activo o juristas de reconocido prestigio. Los 
vocales de origen judicial son designados por insaculación ante la Sala de Gobierno o el 
presidente del citado Tribunal, mientras que los vocales Catedráticos, Profesores 
Titulares o Juristas son propuestos por partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones 
de electores con representación en la Asamblea Legislativa Autonómica 
 
Por otra parte, en cuanto a la recogida de las firmas en los pliegos, las leyes suelen 
indicar que junto a la firma se indicará el nombre y los apellidos, el número del 
documento nacional de identidad y el municipio en cuyo censo está inscrito el ciudadano, 
lo que facilita sensiblemente la tarea del recuento de firmas a la Junta Electoral y a la 
Oficina del Censo Electoral. Las firmas deberán ser autenticadas por un Notario, un 
Cónsul, un secretario judicial, el secretario municipal que corresponda al municipio 
donde figure inscrito el firmante o por fedatarios especiales designados por la Comisión 
Promotora mediante escritura pública ante Notario. Podrán ser nombrados fedatarios 
especiales las personas designadas por la Comisión Promotora, una vez hayan prestado 
juramento o promesa ante la Mesa del Parlamento de dar fe de la autenticidad de las 
firmas y siempre que reúnan los requisitos siguientes: 
a) No tener antecedentes penales. 
b) Estar en plena posesión de los derechos civiles y políticos. 
c) Tener vecindad administrativa en la Comunidad de que se trate 
En caso de falsedad, los fedatarios especiales incurrirán con las responsabilidades 
penales previstas en la Ley. 
La Mesa del Parlamento procederá en última instancia al cómputo de las firmas y, si se 
cumplen todos los requisitos, se publicará la proposición en el Boletín Oficial de la 





, siendo en todo caso el recuento final y la publicación de la proposición 
responsabilidad de la Mesa. No obstante, a efectos prácticos, realmente es la Oficina del 
Censo Electoral sobre quien recae la principal función de comprobación de la condición 
de elector del signatario -lógico por otra parte- y de recuento, limitándose la Junta 
Electoral correspondiente a la certificación de que se dan todos los requisitos legales para 
trasladar la iniciativa legislativa popular a la Mesa de la Asamblea y que esta prosiga con 
la tramitación en la cámara. Ésta procederá a incluir la toma en consideración de la ILP 
en el orden del día de Pleno siguiente, contando algunas Comunidades con un plazo 
concreto para que se produzca este hecho, a nuestro juicio de manera positiva para evitar 
demorar el debate y retrasar sine die la propuesta. 
Tramitación de la iniciativa: 
Tras los pasos mencionados, la tramitación de la iniciativa en las CCAA es, en términos 
generales, muy parecida al ámbito estatal. Todas las Comunidades menos Cataluña 
establecen el acto de toma en consideración de la propuesta antes de que ésta acceda 
finalmente al debate parlamentario. Esto ha generado alguna crítica, además de las ya 
relatadas en la regulación estatal, como la de ASTARLOA VILLENA
1247
, que achaca la 
implementación de este trámite en el procedimiento autonómico al “mimetismo” con la 
regulación estatal 
No cabe duda de que suprimir este trámite facilita el acceso directo de la proposición al 
debate y mejora el reconocimiento de la iniciativa. De lo contrario, las proposiciones 
ciudadanas ya admitidas y con la legitimación de firmas alcanzadas, seguirían 
supeditadas a la aceptación de la cámara, y por tanto de los grupos parlamentarios, para 
su debate. No obstante, otros consideran la toma en consideración necesaria para 
salvaguardar la autonomía de la cámaras ya que, de lo contrario, los ciudadanos estarían 
obligando a la cámara a debatir sobre un asunto que ésta no ha aceptado previamente
1248
. 
                                                 
1246
  Con ayuda de la Oficina del Censo Electoral o sin ella 
1247
 ASTARLOA VILLENA, Francisco, en “La iniciativa legislativa popular en España” Teoría y Realidad 
Constitucional (UNED) núm. 10-11 (2002) Pág. 321 
1248
 Sólo como ejemplo, VIDAL MARÍN ha señalado “Es lógico y razonable que corresponda a los 
representantes del pueblo en su conjunto decidir si la propuesta realizada por una minoría de ciudadanos 
es oportuna y no contraria al interés general, que constituye el interés que deben justamente perseguir 
aquellos” en “Regeneración democrática e iniciativa legislativa popular” Revista para el análisis del 
Derecho “InDret” núm 2 (2015) pp. 33 y 34 
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No procede repetir aquí los argumentos esgrimidos en el capítulo donde se estudia la 
regulación estatal de la iniciativa popular.  
No obstante, debemos recordar cómo el hecho de eliminar la toma en consideración, 
como ha sucedido en Cataluña, no se traduce automáticamente en un mayor debate y 
aprobación de iniciativas populares, al verse obligada la cámara en muchas ocasiones a 
presentar enmiendas a la totalidad contra aquellas iniciativas populares que superaron los 
trámites, pero no gozaron de la confianza mayoritaria del Parlament. Como ha señalado 
DURÁN ALBA
1249
 el hecho de eliminar la toma en consideración “no garantiza prima 
facie la inexistencia de un rechazo inicial plenario, mediante el expediente por parte de 
la mayoría a la presentación de enmiendas de totalidad o devolución de la misma”. Por 
el contrario, GARCÍA MAJADO
1250
, ha entendido que la eliminación de la toma en 
consideración ha sido efectiva para que un mayor número de iniciativas alcancen la 
tramitación parlamentaria. 
Es posible que el trámite de toma en consideración desincentive la presentación de 
proposiciones cuyo contenido no concuerde con los postulados de la mayoría 
parlamentaria. A sensu contrario, eliminar el trámite de toma en consideración en el 
ámbito autonómico animará la presentación de iniciativas, otorgando un trato más 
garantista hacia la participación. Sin embargo, más difícil nos resulta asegurar que 
prescindir del trámite permita que más iniciativas terminen siendo aprobadas, logrando el 
efecto deseado por sus promotores. En primer lugar, porque como sucede en Cataluña, 
los parlamentarios disponen de la herramienta de las enmiendas a la totalidad contra 
aquellas proposiciones cuyo contenido no comparten y, en segundo lugar, porque, como 
es lógico, la cámara puede introducir las modificaciones en el texto que desee para 
terminar aprobando una norma que no respete el sentido inicial de la iniciativa popular. 
Por esto mismo, cabría al menos preguntarse qué sería menos gravoso para los 
promotores y firmantes de la iniciativa, si rechazar la toma en consideración de la 
propuesta, que prospere una enmienda a la totalidad, o que se apruebe la iniciativa con 
modificaciones que desnaturalizan su sentido inicial. 
                                                 
1249
 DURÁN ALBA, op cit. en “Partidos políticos y mediaciones…” pág. 85. 
1250
 GARCÍA MAJADO, Patricia, en “La participación ciudadana en Cataluña a través de la iniciativa 
legislativa popular” en PÉREZ MONEO y VINTRÓ CASTELLS (Coords.) Participación política: 
deliberación y representación en las Comunidades Autónomas. Colección Monografías (Congreso de los 
Diputados) (2017) p. 235 
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En este debate subyace la verdadera naturaleza de la iniciativa popular, como ya se ha 
señalado en este trabajo. Por un lado, defender la toma en consideración conlleva 
entender la figura como una simple propuesta a las cámaras; una facultad de carácter 
procedimental, no finalista, sin que se asegure el resultado de participación pública de los 
electores. Con la toma en consideración las cámaras mantendrían el control -y su 
supremacía- sobre los asuntos que a la misma le son remitidos para debatir, pudiéndose 
pronunciar en el citado trámite sobre la oportunidad política de la propuesta. Por otro 
lado, optar por la supresión de la toma en consideración situaría al mecanismo en una 
posición de verdadera influencia sobre los asuntos públicos, ya que cualquier proposición 
que cumpla los requisitos establecidos accedería a la Asamblea sin pasar por el filtro 
previo de la toma en consideración, equiparándolas en status con las normas que el 
Ejecutivo presenta ante la asamblea aunque, como hemos visto, sin asegurar que la 
iniciativa termine siendo respetada. 
En la literatura consultada sobre la regulación estatal y autonómica de la figura, 
contemplamos voces a favor y en contra de dicho trámite, como analizamos en el 
capítulo dedicado a la regulación estatal, quizás encontrando una ligera mayoría de voces 
que defienden la presencia de la toma en consideración en consonancia con el modelo 
eminentemente representativo de nuestro país. Debemos señalar, en cualquier caso, que 
éste es uno de los temas menos pacíficos y más debatidos en torno a la institución que 
estudiamos como hemos señalado en el capítulo dedicado a la regulación estatal de la 
ILP. De cualquier modo, la supresión de la toma en consideración es una decisión del 
legislador autonómico, como se ha demostrado en Cataluña, si bien sería necesario 
también modificar lo dispuesto en el Reglamento de la asamblea autonómica 
correspondiente; normativa que siempre establece este trámite para el común de 
proposiciones de ley que se presenten, privilegiando tan sólo las presentadas por el 
Ejecutivo. 
De esta manera, y para la defensa de la toma en consideración a nivel estatal, se ha de 
tener en cuenta que la potestad legislativa reside en las Cortes Generales conforme al art. 
66.2 de la Constitución, por lo que el Congreso sólo está obligado a pronunciarse sobre 
las proposiciones de ley, pero no a su tramitación, puesto que los sujetos mencionados en 
los artículos 87 apartados segundo y tercero tan sólo tendrían la capacidad de iniciar el 
procedimiento legislativo, no la potestad. De esta manera, podemos realizar un 
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paralelismo hacia la regulación en las Comunidades Autónomas, que habrían trasladado 
no sólo el sistema de producción normativa del Estado, sino también la concreta 
regulación de la iniciativa popular. A pesar de todo ello, tan constitucional sería la 
previsión de la toma en consideración en los ordenamientos autonómicos como su 
ausencia, como ha demostrado Cataluña en su Ley 1/2006.  
Del lado de la crítica hacia el trámite de toma en consideración en la literatura jurídica 
que ha analizado la iniciativa popular en nuestras CC.AA. se sitúan, por ejemplo, 
RALLO LOMBARTE
1251
, quien insiste en la citada división en la doctrina acerca de este 
asunto, y cita algunas opiniones en ambos sentidos ya argumentados. Por su parte, 
BILBAO UBILLOS
1252
 considera el citado trámite “un obstáculo” por dificultar aún más 
la tediosa labor de llegar a debatir la iniciativa. Por el contrario, BIGLINO
1253
 ha 
defendido la legalidad de la toma en consideración para las iniciativas de origen popular 
e incluso su necesidad, por los argumentos señalados en el párrafo anterior. A pesar de su 
defensa, advierte de que “afirmar la necesidad de la toma en consideración para las 
proposiciones de ley populares no debe conducir, sin embargo, a limitar o a 
desnaturalizar la iniciativa. En este sentido, hay que resaltar el hecho de que este trámite 
no incide sobre el contenido o los defectos del derecho de iniciativa, sino, como afirma F. 
CUOCOLO
1254
, sobre el curso ulterior de la proposición, ya presentada y admitida por 
la Cámara, que en efecto ha procedido a su publicación”.  
Más recientemente, DURÁN ALBA
1255
 ha señalado que las autonomías apenas se han 
separado de los extremos marcados por el artículo 87.3 CE y por la LOILP por lo que “no 
parece que exista base” para eliminar dicho trámite en las CC.AA. Pese a ello, introduce 
una postura novedosa que animaría a abarcar la necesidad de este trámite no desde una 
perspectiva jurídica sino política, en tanto en cuanto lo que se discute entre 
representantes políticos y electores-promotores es la oportunidad de debate de un asunto 
que preocupa a una serie de ciudadanos que ejercen un derecho. Por ello afirma que, si el 
                                                 
1251
  Op. Cit. Pág. 300 y ss. 
1252
 BILBAO UBILLOS “La iniciativa legislativa popular; un análisis de la experiencia reciente en las 
cortes generales, los parlamentos autonómicos y la Unión Europea” en “Lecciones de Derecho 
Constitucional” Ed. Lex Nova (2014). 
1253
 BIGLINO CAMPOS, op. cit. en “La iniciativa legislativa popular en el ordenamiento jurídico…” pág. 
125 
1254
 CUOCOLO F. en “Saggio suü'iniziaíiva legislativa” Milán, 1971, p. 102 
1255
 Op. cit. pág. 87 
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trámite es fruto de lo que unos u otros consideran oportuno tramitar, “son los 
representantes quienes, en el marco de la crisis de legitimidad, han de cambiar su 
mentalidad (…) ante el ejercicio de los derechos de participación por una parte de los 
ciudadanos y asumir políticamente las consecuencias de su proceder”.  
Coincidimos con el autor en el sentido de valorar el tratamiento dispensado hacia las 
iniciativas populares como un problema de responsabilidad y sensibilidad política de los 
parlamentarios. Es evidente que un rechazo a una propuesta avalada por un número 
importante de electores producirá rechazo y desasosiego hacia el propio sistema político, 
y dista mucho de la idea defendida de incorporar a la participación como un 
complemento necesario que enriquece el propio sistema. Por el contrario, tampoco se 
puede obligar a la cámara a tramitar una cuestión por el simple hecho de llegar avalada 
por una fracción del cuerpo electoral, cuando la asamblea representa al electorado en su 
conjunto y debe atender el interés general.  
Sin embargo, es responsabilidad de las fuerzas parlamentarias tratar de estudiar una 
demanda compartida por un grupo de electores que puede mostrar un problema latente 
insatisfactoriamente resuelto. Por este motivo, una posible solución es explorar entre las 
partes las posibilidades de acuerdo en torno a una cuestión. Aunque la práctica nos ha 
mostrado algunas iniciativas que han terminado siendo aprobadas con diversas 
transacciones, no resulta muy habitual que el diálogo entre los grupos parlamentarios y 
los promotores de la iniciativa termine en un acuerdo fructífero; o bien porque las 
modificaciones introducidas no son del agrado de los promotores, o bien porque la 
mayoría parlamentaria no puede asumir unos determinados postulados.  
La participación de los promotores durante el trámite: 
El argumento anteriormente defendido, que persigue incentivar el diálogo entre los 
promotores de la iniciativa y las fuerzas parlamentarias, se puede concretar a través la 
participación de los promotores durante el trámite de su propuesta. Por ello, y sin 
perjuicio de lo señalado en el ámbito estatal, debemos referirnos a la participación de la 
Comisión Promotora en las respectivas Asambleas. Hubiera bastado con regular la 
intervención de los promotores en los reglamentos de las respectivas cámaras, pero puede 
facilitar su conocimiento el hecho de que algunas normas reguladoras de la figura lo 
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establezcan, como así ha sucedido. Algunas leyes
1256
, en especial las que han sido 
reformadas, admiten que un representante de la Comisión
1257
 participe en la toma en 
consideración para defender las razones que aconsejan la tramitación de su propuesta
1258
.  
Esta posibilidad señalada anteriormente es beneficiosa, aunque es posible extender la 
participación promotora a más momentos de la tramitación de la propuesta. En Cataluña, 
Baleares o Galicia admiten que la Comisión Promotora pueda participar en momentos 
posteriores a la toma en consideración, como por ejemplo los trabajos en comisión, la 
ponencia, o el pleno donde finalmente se debate y aprueba, en su caso. Estos nuevos 
supuestos mejoran las posibilidades de éxito de la ILP al intervenir el representante en 
dos momentos capitales; en primer lugar, los trabajos en Comisión donde, 
probablemente, los grupos parlamentarios entren más en detalle; y, en segundo lugar, el 
pleno para la aprobación definitiva. En este último escenario el representante podrá ser 
persuasivo en un momento clave que precede a la votación de los parlamentarios y, 
además, podrá valorar públicamente las enmiendas introducidas a su proposición, para 
valorar si los cambios introducidos respetan el sentido inicial de su propuesta. 
En referencia a dicha posibilidad, incluida por la nueva ley catalana, LARIOS 
PATERNA
1259
 es favorable a que un representante de la Comisión no sólo participe para 
presentar su proposición ante la toma en consideración “porque el texto se puede 
presentar por sí mismo”, pero tras la fase de Comisión y posible introducción de 
enmiendas, “la posición de los miembros de la Comisión Promotora puede ser 
importante para que los grupos parlamentarios sepan que los que han propuesto la ley 
la quieren de una manera determinada o sepan qué se debe cambiar para que dicha 
Comisión esté de acuerdo”. Nuestra opinión es que permitir la participación directa de 
los promotores -con voz, sin voto, se entiende- contribuye a dos objetivos fundamentales: 
Por un lado; facilita su reconocimiento -y la de los firmantes en ellos representados- y 
aumenta las posibilidades de que la propuesta sea tramitada y aprobada en su caso, 
                                                 
1256
 En concreto las de Aragón, Canarias, Cataluña Galicia, Islas Baleares, Comunidad Valenciana y País 
Vasco 
1257
 Se entiende, un representante perteneciente a la misma. En el caso de la LOILP esta persona podrá ser 
designada por la Comisión, pudiendo ser ajena a la misma. 
1258
 Algunas simplemente reconocen esta posibilidad y otras especifican incluso el orden de intervenciones, 
como iremos viendo en el análisis individualizado de cada Comunidad 
1259
 LARIOS PATERNA, M. J., en “La iniciativa legislativa popular en el context espanyol. Referència 
especial a la Llei catalana” op. cit. pp. 33 y ss. 
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mejorando el diálogo con los parlamentarios. De esta forma, se concilia el objetivo de la 
iniciativa popular con las posturas de los grupos parlamentarios, permitiendo introducir 
cambios dialogados entre ambas partes. Si en definitiva se persigue dotar a los 
ciudadanos de herramientas que aumenten su influencia en los representantes, este 
camino es acertado, ya que el interviniente podrá exponer las razones por las cuales cree 
que su propuesta debe ser aprobada y los objetivos que espera conseguir, expresando la 
motivación social que ha llevado a tal colectivo a presentar la propuesta. Esta 
participación amplía y mejora el sentido de la iniciativa, al no circunscribirse la 
participación de los ciudadanos sólo a la fase inicial del procedimiento legislativo. Con 
esta nueva posibilidad se permite que los ciudadanos puedan influir en las fases central y 
final del procedimiento, hecho que ha sido valorado favorablemente por PRESNO
1260
, 
que critica –haciendo suyas las palabras de Hans Kelsen a principios del siglo XX- que el 
pueblo quede limitado en su participación al momento de la elección de los 
representantes.  
Para superar esta visión, Presno señala a la iniciativa legislativa popular y a las 
comparecencias
1261
 de ciudadanos en el procedimiento legislativo: “se puede incluir en 
dicha apertura la participación ciudadana, no para propiciar el arranque del 
procedimiento legislativo o para, en su caso, ratificar o derogar el resultado del mismo 
(referéndum), sino también para colaborar, opinando y haciéndose escuchar, en la 
propia fase decisoria”. Este hecho haría pensar a la ciudadanía que, si existen 
oportunidades, la participación merece la pena, en el sentido señalado también por 
HELZ
1262
. En la misma línea, CABEDO
1263
 valora positivamente aquellos cambios 
legislativos en las CC.AA. que admiten esta participación, y entiende que estas 
intervenciones de la Comisión Promotora “permiten visualizar la relación entre la 
ciudadanía y el Parlamento, favoreciendo la institución de la iniciativa legislativa 
popular y, por ende, la participación ciudadana”. 
                                                 
1260
 PRESNO LINERA, Miguel Ángel, en “La participación ciudadana en el procedimiento legislativo…” 
op. cit. pp. 103 y ss. 
1261
 En la citada obra de Presno el autor realiza un análisis de las comparecías y audiencias de ciudadanos, 
expertos y representantes en la fase central del procedimiento legislativo en varios países donde este 
sistema está arraigado 
1262
 HELD, David, en “Modelos de democracia”, Alianza, Madrid, 1992, p. 312 
1263
 CABEDO MALLOL, Vicente, en “La iniciativa legislativa popular en las Comunidades 
Autónomas….” Op. cit. p. 471 
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Por otro lado, y en segundo lugar, la presencia e intervención de los promotores reduce el 
riesgo de que la Asamblea introduzca cambios que modifiquen el sentido de la 
proposición, o la desnaturalicen sin contar con la opinión de la Comisión Promotora. De 
esta manera, el diálogo entre el representante de los promotores y los grupos 
parlamentarios puede permitir consensuar las modificaciones en el texto y, en última 
instancia, dicho representante podrá mostrar su conformidad o no a las enmiendas 
introducidas si se le permite intervenir en el pleno que finalmente debata su propuesta. 
En muchos casos y como ha señalado BILBAO UBILLOS
1264
, las cámaras terminan 
aprobando iniciativas populares que se convierten en ley pero que poco tienen que ver 
con el sentido inicial, ya que en la tramitación parlamentaria se han modificado asuntos 
capitales, o se ha “descafeinado” la propuesta, actitud totalmente legal, desde la 
autonomía que asiste a todas las asambleas legislativas, aunque quizás menos garantista 
de la participación. Esta situación no beneficia al instrumento de la iniciativa popular, 
desalentando la presentación de las mismas por parte de los ciudadanos. Debemos 
matizar que la participación del representante durante el trámite también enriquece el 
modelo representativo, no lo pone en riesgo, compaginándolo con la participación 
ciudadana.  
Bilbao Ubillos se refiere a dos iniciativas que, si bien finalmente fueron aprobadas, el 
sentido final distaba mucho de representar lo que los firmantes avalaron. Se presentaron 
ante el Congreso de los Diputados, pero su análisis nos sirve para demostrar la situación 
a la que nos referimos
1265
. Para el autor “no tiene mucho sentido tomar en consideración 
una propuesta para luego desnaturalizarla, diluyendo y adulterando su contenido 
original”. Para mitigar estas situaciones, consideramos que pueden ayudar los 
mecanismos introducidos en las nuevas leyes autonómicas de ILP, que permiten a los 
promotores participar intensamente en la tramitación parlamentaria de su propuesta y 
además se habilita a la Comisión Promotora (Cataluña y País Vasco) a la petición de 
retirada no vinculante de su iniciativa ante modificaciones sustanciales de la misma. Esto 
no garantizaría el completo respeto a la proposición en el trámite, ya que los 
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 BILBAO UBILLOS, Juan María en “Instituciones de democracia participativa…” op. cit. pp.. 3 y 4 
1265
 Como se analiza en el capítulo dedicado a la regulación estatal de la iniciativa legislativa popular, se 
trata, por un lado, de la Proposición de Ley de regulación de la dación en pago, de paralización de los 
desahucios y de alquiler social, presentada en diciembre de 2011; y, por otro lado, la ILP para la regulación 
de la fiesta de los toros como Bien de Interés Cultural, presentada también en diciembre de 2011, y tomada 
en consideración en febrero de 2013, subsumida en una Proposición de Ley presentada con posterioridad 
por el Grupo Popular 
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parlamentarios están en su derecho de modificar lo que consideren, pero al menos haría 
constar la disconformidad de sus promotores. 
Retirada de la iniciativa y no caducidad en caso de disolución de la cámara: 
Como decimos, algunas Comunidades como Baleares, Aragón y País Vasco reconocen a 
la Comisión Promotora la posibilidad de que solicite la retirada de la iniciativa durante el 
trámite si consideran que los cambios introducidos en la misma desvirtúan su contenido y 
finalidad
1266
. Se trata, en cualquier caso, de una petición no vinculante, ya que cada 
Cámara es soberana para decidir libremente sobre todos los asuntos que a ella le son 
sometidos. Esta posibilidad nos parece fundamental para perseguir dos objetivos 
importantes.; facilita, en primer lugar, conocer la opinión de los promotores sobre la 
redacción final del texto y, en segundo lugar y aún más importante, permite evitar que 
durante el trámite se realicen cambios que contradigan el sentido inicial de la propuesta o 
que, al menos, se haga constar la disconformidad.  
Esta solicitud de retirada es insuficiente para algunas voces como MARCO
1267
, quien 
considera que “la Comisión Promotora debería tener la oportunidad, en cualquier 
momento anterior a la aprobación definitiva del texto, de poder retirarlo para evitar que 
se desvirtuaran sus iniciales pretensiones”. Esta posibilidad, que analizamos en la 
regulación estatal junto a otras voces de la literatura jurídica, ha generado alguna duda de 
constitucionalidad. En lo relativo a este asunto de la retirada, y para no ser reiterativos, 
nos remitimos a todo lo señalado en el capítulo dedicado a la regulación estatal de la 
iniciativa popular. 
Por último, la legislación autonómica reconoce, como lo hiciera la LOILP, que la 
iniciativa legislativa popular que estuviera en tramitación en el momento de disolverse 
las Cortes, no decaerá por este hecho, si bien, una vez constituidas las nuevas Cortes, se 
retrotraerá al momento de su publicación en el Boletín Oficial de la Comunidad debiendo 
ser incluida en el primer Pleno que se celebre para su toma en consideración, aunque ésta 
ya se hubiere producido en la legislatura anterior.  
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 El artículo 14 de la ley catalana de iniciativa popular permite, sin embargo, que la Comisión Promotora 
presente quejas ante el Parlament acerca de la tramitación de la iniciativa (en clara referencia a posibles 
cambios introducidos) sobre los que la cámara deberá contestar en el plazo de quince días, oída la Junta de 
Portavoces 
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Todas las leyes autonómicas reconocen el resarcimiento de los gastos derivados del 
trámite y recogida de firmas de la iniciativa a la Comisión Promotora, considerándose 
este hecho, como hemos señalado, una parte integrante del derecho de participación 
ejercido a través de la iniciativa popular. La mayoría de las normas exigen para la 
compensación económica que la iniciativa alcance la tramitación parlamentaria, como 
sucede con la LO 3/1984, y por lo tanto la ILP tendrá que ser admitida y haber reunido 
las firmas necesarias. De forma similar, Navarra establece para la compensación que la 
proposición haya sido publicada en el boletín oficial de la asamblea, lo que a efectos 
prácticos es lo mismo que alcanzar la tramitación parlamentaria. Por su parte, Aragón y 
la Comunidad Valenciana exigen
1268
 que la iniciativa haya sido admitida y haya reunido 
las firmas necesarias, anticipando de alguna manera que se pueda exigir el cobro desde la 
acreditación de las firmas. 
Sin embargo, las Comunidades de País Vasco, Canarias y Galicia han sido más 
restrictivas y han establecido
1269
 que la Comisión será resarcida de los gastos sólo si la 
proposición supera la toma en consideración. Parece injusto vincular este derecho de los 
promotores a una decisión política, cuando la iniciativa ya ha cumplido con los requisitos 
exigibles de admisibilidad y firmas, por lo que sólo se explica esta decisión del legislador 
desde una intención de ahorro económico. El requisito de superar la toma en 
consideración –además de la admisión y recogida de firmas mínimas- ha sido criticado 
por MARCO
1270
, quien considera que “si la Comisión Promotora ha obtenido en el plazo 
previsto para ello el número de firmas legalmente exigidas, ello la hace acreedora de la 
oportuna compensación económica, y que posponerlo a la decisión parlamentaria es 
castigar, todavía más, el esfuerzo de ese grupo de ciudadanos”. 
Las leyes establecen una cantidad máxima a resarcir, ya que es una circunstancia 
determinada a juicio de la Mesa, junto a la necesidad de actualizarla en los Presupuestos 
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 admiten la posible concesión de un anticipo a los promotores para 
sufragar los gastos inmediatos y referentes a la recogida de firmas, ya que la 
compensación económica se concedería en todo caso a posteriori, y la tardanza complica 
que se puedan sufragar gastos de forma inmediata. Este anticipo ayuda notablemente a 
los promotores en las labores de recogida de firmas y difusión de la iniciativa, por lo que 
lo consideramos muy positivo, ya que puede ayudar a que un mayor número de 
iniciativas populares alcancen el mínimo de firmas exigido sin repercutir perjuicios a sus 
promotores. Para un debate más en profundidad de este asunto, también nos remitimos a 
lo señalado en el capítulo dedicado a la regulación estatal de la iniciativa popular. 
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 Artículo 14 de la Ley 10/2016, de 30 de junio, reguladora de la iniciativa legislativa popular 
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C – La regulación de la institución en cada autonomía 
A continuación, procederemos a analizar la regulación de la iniciativa legislativa popular 
en cada Comunidad Autónoma, con especial atención a las particularidades que en cada 
autonomía presenta este mecanismo y sus aspectos más relevantes. Por los paralelismos y 
similitudes entre todas ellas, y para no repetir las mismas cuestiones, sólo nos 
detendremos en las singularidades de cada Comunidad.  Realizaremos primero el análisis 
de aquellas Comunidades que no han reformado su ley de iniciativa popular, y cuya 
norma corresponde a la década de los años ochenta. Estas autonomías presentan rasgos 
muy similares y serían, a nuestro juicio, merecedoras de una revisión de su ley para 
introducir mejoras que sí contienen las normas recientemente aprobadas.  
Dejaremos para el final, por tanto, las regulaciones más actuales de la figura, que suelen 
coincidir con las autonomías más garantistas de la participación. Dichas autonomías 
presentan novedades de interés para nuestro estudio, por contar con mejoras sobre la 
institución que nos ocupa; avances que no sólo suponen nuevos ámbitos de análisis de la 
figura, sino que pueden servir de propuestas de lege ferenda que permitan mejorar la 
operatividad de la iniciativa legislativa popular en las Comunidades Autónomas y, por 
qué no, en el ámbito estatal, a pesar de contar con mayores dificultades. En el capítulo 
dedicado a la incidencia práctica del mecanismo en nuestras autonomías, podremos 
descubrir cómo aquellas autonomías que cuentan con normas más garantistas de 
iniciativa popular presentan unos datos más esperanzadores acerca del uso que tanto 
ciudadanos como colectivos conceden a la institución que nos ocupa, sin que este hecho 
sea el único que incide en el hecho observado. 
 
Asturias 
La Ley 4/1984, de 5 de junio, reguladora de la iniciativa legislativa de los Ayuntamientos 
y la iniciativa popular, fue de los primeros textos legales que regularon esta institución en 
nuestras autonomías. Pese a este hecho, la norma no ha sido reformada ni sustituida por 
otra más reciente. La ley asturiana vio la luz dos meses después de la Ley Orgánica que 
regula la iniciativa popular a nivel estatal (que es de 26 de marzo de 1984), estableciendo 
similitudes sobre la regulación del mecanismo objeto de nuestro estudio, como sucederá 
en otras tantas que no hay reformado aún su ley. 
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El artículo 31.1 del Estatuto de Autonomía de Asturias
1274
 establece, por su parte: 
“La iniciativa para el ejercicio de la potestad legislativa reconocida en el artículo 23 de este Estatuto 
corresponde a los miembros de la Junta General y al Consejo de Gobierno. Por ley del Principado se 
regulará la iniciativa de los Ayuntamientos y la iniciativa popular para las materias que sean competencia 
exclusiva de la Comunidad Autónoma.” 
Este precepto, y a diferencia de lo que ocurre en otras Comunidades, circunscribe la 
iniciativa popular a aquellas materias que son competencia exclusiva de la Comunidad 
Autónoma. Se encuentra más extendido que se permita la participación acerca de 
materias que resulten de competencia autonómica, pero sin poner el acento en la 
exclusividad. Lo habitual es que los Estatutos se limiten a recoger la figura de la 
iniciativa popular, encomendando su desarrollo a una ley posterior sin especificar más 
requisitos. Asimismo, se hace referencia a la iniciativa de los ayuntamientos, 
entendemos, bajo la intención de mejorar la representación de los entes locales en una 
Comunidad que cuenta con un importante número de municipios por encima de los 5.000 
habitantes y con unas características geográficas concretas.  
El artículo séptimo de la citada ley establece el número mínimo de firmas a presentar en 
10.000, lo que supone un 1% del total de electores de esta Comunidad
1275
. Se trata de un 
número relativamente bajo en comparación con otras autonomías, aunque debemos tener 
en cuenta que Asturias es de las Comunidades con menor población. En cuanto al plazo 
concedido para la recogida de firmas, el artículo noveno concede tres meses únicamente, 
sin posibilidad de prórroga. Esta era la tónica general en las leyes iniciales que regulaban 
el mecanismo en las CC.AA.  
Como era habitual en las leyes de entonces, este texto legal de 1984 no establece la 
posibilidad de que la Comisión Promotora participe en la toma en consideración ni en 
momentos posteriores en la Junta General (Asamblea), ni les permite solicitar la retirada 
de la iniciativa durante el trámite. Tampoco especifica un plazo para que la Mesa de la 
Junta General incorpore al orden del día de un Pleno la toma en consideración de la 
proposición de ley si es admitida y se acreditan las firmas. Estas son mejoras que el 
legislador ha ido incorporando en las leyes más recientes y que sin duda contribuyen al 
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 A fecha de junio de 2016 y con motivo de las elecciones generales había un total de 982.827 personas 
en Asturias con Derecho. 
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éxito de la propuesta ciudadana, siendo uno de los motivos que aconsejan la 
actualización de la ley en aquellas autonomías que aún no han emprendido los cambios 
necesarios. 
Por su parte, la compensación económica se expresa en pesetas, y se establece como 
máximo un millón. El resto de los requisitos no presentan novedad alguna, y no nos 
detendremos en los mismos al ser reproducción de la regulación estatal. El único que 
parece digno de mención en el artículo quinto es la prohibición expresa de que la ILP 
tenga por objeto la derogación de una ley o reglamento aprobado por la Junta General en 
esa misma legislatura. No obstante, en caso de no mencionar este requisito, la ILP podría 
ser inadmitida igualmente haciendo referencia a que la misma versa sobre el mismo 
objeto que un proyecto de ley presentado en esa legislatura. 
En general, se trata una ley muy escueta que presenta rasgos propios de la década de los 
ochenta. Se antoja como necesaria una actualización del texto y la incorporación de 
mejoras que ya se encuentran en vigor en otras Comunidades, tales como la eliminación 
de causas de inadmisión injustificadas, la ampliación del plazo para la recogida de 
firmas
1276
 y la posibilidad de prórroga, la participación de la Comisión durante la 
tramitación parlamentaria, la petición por la misma de retirada de la ILP en el trámite, o 
la actualización de la compensación económica; cuestiones ya desarrolladas en otros 
momentos del trabajo. 
Por último, debemos hacer referencia, por tener origen en esta Comunidad, a la propuesta 
de reforma de la Constitución por parte del Principado de Asturias para la mejora de la 
participación ciudadana
1277
. Esta sugerencia tuvo origen en una petición ciudadana que 
reunió más de 7.000 firmas en Asturias y que de haberse presentado en forma de ILP se 
hubiera inadmitido previsiblemente al tratar sobre una materia excluida de la misma 
como lo es la reforma constitucional. Ya hicimos referencia a esta propuesta en el 
capítulo que dedicamos, dentro de la regulación estatal de la iniciativa popular, a la 
supresión de la iniciativa popular de reforma constitucional. Por este motivo, no procede 
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 Incluso la rebaja del mínimo de signatarios necesarios para la presentación de la ILP, que aunque no 
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proceda a la rebaja de este requisito. 
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de los diputados de los grupos parlamentarios Foro Asturias y Popular, el texto del Dictamen de la 




repetir aquí la misma explicación
1278





El Estatuto de Autonomía de Cantabria
1280
 establece en su artículo 15: 
Artículo 15 
1. En el marco del presente Estatuto la iniciativa legislativa corresponde a los Diputados y Diputadas y al 
Gobierno. La iniciativa popular para la presentación de proposiciones de ley que hayan de ser tramitadas 
por el Parlamento de Cantabria se regulará por éste mediante ley, que deberá ser aprobada por mayoría 
absoluta. 
Como es habitual, el Estatuto atribuye la iniciativa legislativa a los Diputados (aunque 
otros Estatutos se refieren en general al Parlamento o a los grupos parlamentarios) y al 
Gobierno autonómico, y encomienda a una ley el desarrollo de la iniciativa popular en su 
ámbito. A diferencia de otros, no la circunscribe de inicio a los asuntos que sean 
competencia de la Comunidad (aunque luego la ley sí lo haga). La diferencia, en este 
aspecto, es que el Estatuto exige mayoría absoluta para la aprobación de la ley reguladora 
de la iniciativa legislativa popular, siendo la única Comunidad, junto a Extremadura, que 
así lo estipula. 
La citada norma que desarrolla la iniciativa legislativa popular en Cantabria es la Ley 
6/1985, de 5 de julio, vigente sin revisiones ni modificaciones. Se trata de un texto legal 
que reproduce en términos generales lo estipulado en las Comunidades que le 
precedieron en la regulación de la iniciativa popular. Nos atrevemos a decir que muchos 
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Comisión de Presidencia de Asturias que tuvo lugar el 17 de febrero de 2014. 
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preceptos son transcripción literal de las leyes coetáneas o de la LOILP y que, por tanto, 
aconsejan una reforma de la ley para adaptarla a las regulaciones recientes y acordes a las 
necesidades actuales. 
Tan sólo se encuentran como reseñables dos causas de inadmisión que llamen nuestra 
atención. En primer lugar, y en cuanto a las materias excluidas del artículo segundo de la 
ley, además de las habituales ya mencionadas al inicio de este capítulo, este artículo en su 
apartado sexto excluye de la presentación de iniciativas populares las materias reguladas 
en los tres apartados del artículo 28 del Estatuto de Autonomía. Dicho precepto
1281
 
reconoce la competencia de la Comunidad para el desarrollo y ejecución de la enseñanza 
(sin perjuicio de las competencias que pueda ejercer el Estado). Ninguna otra Comunidad 
hasta la fecha impide en sus normas que los ciudadanos puedan presentar iniciativas 
populares que traten como materia la educación en general o el desarrollo o ejecución de 
la enseñanza en una Comunidad. Otra de las materias descartadas que menciona el 
artículo segundo en su apartado quinto son los derechos fundamentales y libertades 
públicas que sólo algunas Comunidades, no todas, estipulan. Pero quizás el motivo de 
inadmisión que más discrecionalidad otorga el Ejecutivo autonómico es el regulado en el 
apartado 3 'g' del artículo 4: 
g) La negativa expresa del Consejo de Gobierno a su tramitación por implicar aumento de los créditos o 
disminución de los ingresos presupuestarios. 
Es posible que el legislador cántabro esté confundiendo una causa de inadmisión de la 
iniciativa popular con la prerrogativa –ya mencionada- del Ejecutivo para negarse a la 
tramitación de proposiciones que tengan un impacto en la ejecución del presupuesto 
previamente aprobado. Esta facultad del Gobierno es aplicable a cualquier proposición de 
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ley y, en el caso de las iniciativas populares, lo habitual es que el Ejecutivo muestre su 
negativa cuando la proposición se ha perfeccionado y está en condiciones de acudir a un 
pleno para su toma en consideración.  
Sin embargo, es posible que la ley pretenda adelantar la negativa del Ejecutivo a la 
tramitación al momento mismo de la admisión de la iniciativa, para evitar así a sus 
promotores la tediosa labor de recogida de firmas. No obstante, es cuestionable que este 
hecho se estipule como causa de inadmisión, lo que no resulta habitual en nuestras 
autonomías, exigiéndose sólo para las proposiciones de iniciativa popular. Ello es así al 
basarse las causas de inadmisión en razones materiales, formales o de economía procesal 
que, a juicio del legislador y de la Mesa de la asamblea, impiden la admisión de la 
iniciativa popular. Por ello, estipular esta causa de inadmisión tal y como figura es 
conceder al Ejecutivo un alto grado de discrecionalidad en la negativa a la tramitación de 
iniciativas populares que puedan incomodarle. 
Concluido este asunto y, tras la admisión, el número mínimo de firmas que ha de reunir 
la Comisión Promotora en Cantabria es de 10.000 (artículo tercero), lo que supone un 2% 
de los electores de la Comunidad
1282
. El plazo con el que cuentan para tal tarea es de tres 
meses sin posibilidad de prórroga (artículo quinto) al igual que otras Comunidades que 
regularon en la década de los ochenta esta institución y que aún no han modificado su ley 
en este aspecto. Si los promotores reúnen las firmas necesarias y, como en el resto de 
Comunidades (salvo Cataluña), la iniciativa aún tendrá que superar la toma en 
consideración para ser debatida en la asamblea. 
Esta norma no presenta ningún otro aspecto a destacar y se asemeja en el resto de las 
cuestiones reguladas a los rasgos generales presentados en otras CC.AA. y estudiados al 
inicio de este capítulo. Debemos apuntar, por último, la intención anunciada por parte del 
Gobierno de Cantabria de aprobar a lo largo de 2018 un nuevo proyecto de ley que 
reforme la norma reguladora de la iniciativa popular analizada, texto que ha permitido 
que este parlamento sea uno de los que menos iniciativas populares haya acogido de 
todas las asambleas autonómicas. Según se ha podido conocer, la intención del ejecutivo 
sería la de rebajar las firmas necesarias para presentar una proposición de ley por parte de 
los ciudadanos de las actuales 10.000 a los 5.000 signatarios requeridos
1283
. 
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El Estatuto de Autonomía de Extremadura
1284
 reconoce en su artículo 23.4 dedicado a la 
iniciativa legislativa en general, lo siguiente: La iniciativa legislativa popular para 
materias de competencia de la Comunidad Autónoma se ejercerá, con las limitaciones 
constitucionales previstas, en los términos que determine una ley de la Asamblea de 
Extremadura aprobada por mayoría absoluta. En todo caso, las iniciativas legislativas 
que se presenten por esta vía deberán estar avaladas por al menos 45.000 firmas 
acreditadas del censo para las elecciones a la Asamblea. 
En primer lugar, nos llama la atención que incluya “las limitaciones constitucionales” sin 
ser necesariamente de aplicación a una iniciativa popular de ámbito autonómico y sin 
entender tampoco si se refiere a las firmas contenidas en el artículo 87.3 de la 
Constitución o a las materias en las que no procede. Además, establece que la ley de 
iniciativa popular deberá ser aprobada por mayoría absoluta, dificultando su reforma, lo 
que no resulta habitual en el ámbito autonómico. En segundo lugar, establece desde el 
propio Estatuto, siendo la única Comunidad que lo contempla, el mínimo de firmas 
necesarias para la presentación de la iniciativa popular dejándolas en 45.000, lo que 
representa el 4% del censo electoral
1285
. El hecho de que el Estatuto estipule el mínimo 
de firmas para la iniciativa popular dificulta sensiblemente su modificación y adaptación, 
por conllevar la reforma del estatuto un procedimiento más complejo que la reforma de 
una simple ley. 
La Ley 7/1985, de 26 de noviembre, regula la iniciativa popular en Extremadura. Se trata 
de una norma que no ha sufrido revisiones desde entonces, lo que la convierte en 
merecedora de una reforma que la adapte a las necesidades actuales de participación. La 
norma se asemeja a las normas sobre la figura inicialmente aprobadas en el resto de 
autonomías, por lo que no presenta excesivo interés para el presente estudio. En esta 
Comunidad ha trascendido el mantenimiento de límites a la iniciativa popular que otras 
autonomías han suavizado mediante la reforma de su ley, y que en Extremadura se 
conciben como trabas para el ejercicio de este mecanismo, como se ha señalado 




 Ley Orgánica 1/2011, de 28 de enero, de reforma del Estatuto de Autonomía de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura 
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Aunque el Estatuto establezca en 45.000 las firmas necesarias, el artículo tercero de esta 
ley señalaba el cinco por ciento del censo electoral como el mínimo de electores que 
tenían que avalar la proposición, lo que situaba a esta Comunidad, hasta la entrada en 
vigor de la reforma de su Estatuto, una de las más exigentes en cuanto al número de 
firmas requeridas (ahora mismo el número de firmas, 45.000, representa el 4% del 
censo). En 2013, el Grupo Socialista presentó una propuesta de reforma del Estatuto de 
Autonomía para rebajar el número mínimo de firmas al 2% del censo, unas 18.000 (ésta 
es la única Comunidad donde las firmas se recogen en el Estatuto y no en la ley). La 
propuesta no salió adelante debido a la abstención del Grupo Popular, al requerirse dos 
tercios de la cámara para la reforma del Estatuto
1287
. Esta es una buena muestra de la 
dificultad añadida para disminuir dicho límite de signatarios por figurar en el Estatuto. 
Por último, el artículo séptimo concede a la Comisión Promotora un plazo de seis meses 
para la recogida de las firmas. Este plazo podrá ser prorrogado por tres meses más sin 
concurren causas que lo aconsejen y son apreciadas por la Mesa de la Asamblea. En caso 
de ser admitida la proposición de ley por la Mesa, reunidas las firmas y tomada en 
consideración la propuesta, la Comisión Promotora podrá ser resarcida de los gastos en 
cantidad no superior a dos millones de pesetas. En el resto de cuestiones nos remitimos a 
lo señalado para el grueso de autonomías, por no presentar mayor trascendencia. 
Castilla la Mancha 
El Estatuto de Autonomía de Castilla la Mancha
1288
 reconoce la iniciativa legislativa 
popular en su artículo 12.1 y encomienda su desarrollo a una ley, en el marco de la 
LOILP. 
                                                 
1286
 En el diario digital Hoy se recogía en mayo de 2016: “Extremadura es la región con más trabas para las 
iniciativas populares” al tiempo que se explican los límites al mecanismo y escaso número de iniciativas 
presentadas. En la noticia se da cabida a la petición del sindicato PIDE para que se rebajen hasta 11.000 las 
firmas necesarias para presentar una ILP: http://www.hoy.es/extremadura/201605/27/extremadura-region-
trabas-para-20160527000911-v.html  
1287
 Este hecho tuvo relevancia en medios de comunicación, véase: 
 http://www.20minutos.es/noticia/1809463/0/ 
1288
 Ley Orgánica 9/1982, de 10 de agosto modificada por las Leyes Orgánicas 6/1991, 7/1994, 3/1997 y 




1. La iniciativa legislativa corresponde a los Diputados a través de sus Grupos Parlamentarios y al 
Consejo de Gobierno. Por Ley de las Cortes de Castilla-La Mancha se regulará el ejercicio de la iniciativa 
legislativa popular y de las Corporaciones Locales en el marco de la Ley Orgánica prevista en el artículo 
87.3 de la Constitución. 
El enunciado no difiere demasiado de otros Estatutos que simplemente reconocen la 
modalidad popular de iniciativa y encargan su desarrollo a una ley. En este caso, no se 
cualifica su aprobación con mayorías especiales, pero sí se vincula a la regulación estatal 
y a la iniciativa de las Corporaciones Locales. 
La norma que desarrolla la citada iniciativa popular en esta Comunidad es la Ley 2/1985, 
de 8 de mayo, por la que se establece la iniciativa legislativa popular y de los 
ayuntamientos. Se encuentra en el marco temporal de otras leyes autonómicas que entre 
los años 1984 y 1986 (la gran mayoría) regularon esta institución. Podemos decir que 
presenta rasgos comunes con ellas y con la regulación estatal, por este motivo 
encontramos escasas particularidades de interés en esta Comunidad. Además, al no haber 
sido modificada ni reformada esta ley, no han sido introducidos algunos cambios que en 
otras CCAA enriquecieron su iniciativa popular. 
Salvo dos cuestiones que a continuación procederemos a explicar, el artículo segundo 
(materias excluidas) y el cuarto (causas de inadmisión) no presentan singularidades de 
interés, por lo que nos remitimos a las causas generales de inadmisión que hemos 
observado para el grueso de Comunidades y que especificamos al comienzo de este 
capítulo. Las dos particularidades presentadas no son exclusivas de la Comunidad, 
aunque no resultan habituales. En primer lugar, encontramos como motivo de inadmisión 
en el artículo cuarto apartado tercero 'c' “la expresa negativa del Consejo de Gobierno a 
su tramitación por implicar aumento de los créditos o disminución de los ingresos 
presupuestarios”. Al encontrar esta causa también en la Comunidad de Cantabria nos 
remitimos a las consideraciones que allí realizamos. 
En cuanto a la segunda particularidad, Castilla la Mancha estipula como motivo de 
inadmisión en el apartado 3 'h' de este artículo “La previa existencia de una Proposición 
no de Ley aprobada por las Cortes de Castilla-La Mancha que verse sobre la materia 
objeto de la iniciativa.”. Esta fue una causa de inadmisión regulada por la LO 3/1984 
pero suprimida por la reforma de 2006 (a nuestro juicio acertadamente). Podemos 
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encontrar lógico que se inadmita una iniciativa cuando en la misma legislatura haya sido 
aprobada una proposición o proyecto de ley sobre ese objeto o se haya debatido una 
iniciativa de contenido idéntico -causas de inadmisión ya estipuladas a nivel estatal o 
autonómico-, pero no cuando se trata de una proposición no de ley que no tiene efecto 
jurídico alguno. 
Por otro lado, el número mínimo de signatarios para presentar una iniciativa en Castilla 
la Mancha es de 20.000 electores (artículo tercero) que avalen la proposición de ley. Esta 
cifra supone el 1,2% de los electores de esta Comunidad según su Censo Electoral en 
2015. En cuanto al plazo para la recogida de firmas, esta Comunidad estipula tres meses 
para esta tarea en su artículo 5.2, sin habilitar expresamente prórroga al efecto, por lo que 
sería recomendable recoger un plazo más garantista que estipule legalmente la 
posibilidad de dicha prórroga. El órgano encargado del recuento de firmas es la propia 
Mesa de la cámara, siendo lo habitual que esta labor recaiga en la Junta Electoral 
Autonómica, a instancias de la Oficina del Censo Electoral, en quien recae en la práctica, 
y como es lógico por su naturaleza, el grueso de la comprobación de la condición de 
elector de los signatarios.  
Por último, no se establece posibilidad de participación de la Comisión Promotora para 
defender su propuesta ante su toma en consideración o momentos posteriores, cuestión 
que deberá tenerse en cuenta en una futura reforma de esta ley. Asimismo, se encuentra 
en el artículo décimo reconocida una compensación económica para la misma por los 
gastos ocasionados y acreditados con motivo del trámite de la ILP que no excederá del 
millón de pesetas (actualizados cada año, reconoce la ley). Esta posibilidad sólo se 
contemplará si la ILP alcanza la tramitación parlamentaria, lo que es un hecho extendido 
en el ámbito autonómico, pero complica sensiblemente que los promotores lleguen a 
percibir dicha cantidad. 
Canarias 
El artículo 12.5 del Estatuto de Autonomía de Canarias
1289
 reconoce que la iniciativa 
legislativa corresponde al Gobierno de Canarias, a los Diputados autonómicos o a un 
cabildo insular. Tras este reconocimiento afirma: “La iniciativa popular para la 




Ley Orgánica 10/1982, de 10 de agosto, de Estatuto de Autonomía de Canarias, reformada por la LO 
4/1996, de 30 de diciembre 
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presentación de proposiciones de ley que hayan de ser tramitadas por el Parlamento 
Canario se regulará por éste mediante ley, de acuerdo con lo que establezca la Ley 
Orgánica prevista en el artículo 87.3 de la Constitución.” 
Por tanto, el EA reconoce la iniciativa popular y se limita a remitirse a una ley posterior. 
A diferencia de otros Estatutos (aunque también lo haga por ejemplo Andalucía) se 
refiere seguidamente a la Ley Orgánica que regula la figura a nivel estatal y al artículo 
87.3 de la Constitución, ignorando que su propia capacidad de autogobierno le permitiría 
regular la institución sin utilizar el marco legal señalado. El repetido error de utilizar 
como referencia la normativa estatal, ha permitido que el desarrollo de la figura a nivel 
autonómico no haya desarrollado un mayor potencial hasta las reformas recientes de 
algunas leyes reguladoras del mecanismo estudiado. 
Por otra parte, esta Comunidad intentó una reforma en 2006 de su Estatuto que 
finalmente no salió adelante, aunque la autonomía destaca por ser -junto a Comunidad 
Valenciana- las dos primeras que aprobaron leyes de participación ciudadana, como ha 
señalado TUR AUSINA
1290
, y dentro de la conocida tendencia experimentada en el 
ámbito autonómico bajo el objetivo de fomentar la intervención ciudadana en los asuntos 
públicos. En el caso de Canarias, esta norma sería la Ley 5/2010 de Fomento a la 
Participación Ciudadana, en la que no entraremos para no desviarnos del tema que nos 
ocupa. 
El texto legal que desarrolla la iniciativa popular en la Comunidad es la Ley 10/1986, de 
11 de diciembre, en vigor hasta la fecha y sin modificaciones ni reformas. Resulta 
llamativo que, pese a ser una de las autonomías donde más se utiliza la institución, como 
veremos, el legislador no haya emprendido mejoras normativas que permitan una mayor 
operatividad del instrumento, dado el elevado valor concedido por sus ciudadanos y las 
organizaciones en que se integra. Este interés por el mecanismo se puede explicar gracias 
a las concretas características del archipiélago, cuyos ciudadanos han encontrado en la 
figura un método para la reivindicación de asuntos, en gran medida relacionadas con 
cuestiones autóctonas como el medio ambiente o los recursos naturales, temas en los que 
incidiremos en el capítulo dedicado a la práctica de instrumento. 
                                                 
1290
 TUR AUSINA, Rosario, “Leyes de participación ciudadana: las experiencias Canaria y Valenciana” en 
Monografías de la Revista Aragonesa de Administración Pública (2013) pág. 205. 
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Entrando en el análisis de las características de la ley señalada, su preámbulo destaca la 
pretensión de contar con un instrumento “sencillo, ágil y de carácter abierto” insistiendo 
en que la iniciativa legislativa popular viene a completar y “enriquecer la democracia 
representativa”, manteniendo en el Parlamento la potestad de asumir o no las propuestas. 
Coincidiendo en el cariz otorgado a la figura, parece intuirse cierto temor en el legislador 
a que el mecanismo sea utilizado como sustitutivo de la normal actividad de los 
representantes, función que dista mucho de la realidad de la figura, al depender cualquier 
proposición ciudadana de la toma en consideración por la propia cámara. 
Por otra parte, las causas de inadmisión que regula la norma en su artículo quinto 
reproducen las ya analizadas para el grueso de nuestras Comunidades, destacando a 
nuestro parecer la exclusión de una materia que no hemos encontrado en otros textos 
reguladores; el artículo segundo aparta de este tipo de participación ciudadana la propia 
regulación de la iniciativa legislativa popular. No deja de ser paradójico que los 
ciudadanos no puedan proponer mediante la iniciativa legislativa popular un cambio en la 
regulación de este mismo instrumento; una figura que sirve a la participación de los 
mismos y se incardina en el derecho a participar en los asuntos públicos directamente. 
No vemos inconveniente en que sean los propios ciudadanos y entidades en que se 
integren los que planteen propuestas de mejora del instrumento. 
El artículo cuarto de la ley de iniciativa popular de Canarias en su apartado cuarto detalla 
la forma de presentación de la proposición ante la Mesa del Parlamento y, junto a los 
requisitos habituales, encontramos detalladas las incompatibilidades para formar parte de 
la Comisión Promotora. A nuestro entender resulta necesario explicar este hecho, que no 
es habitual en otras leyes autonómicas (a excepción de Cataluña y en menor medida 
Galicia y País Vasco) ni en la legislación estatal. Aunque el extremo indicado por el 
precepto pueda parecer lógico, no está de más su mención explícita: 
“No podrán formar parte de la Comisión Promotora a la que se refiere el presente artículo, los Diputados 
Regionales proclamados electos al tiempo de presentarse la iniciativa legislativa popular, así como los 
miembros en activo del Gobierno Regional o de los Cabildos Insulares, siempre que desde esta condición 
puedan presentar iniciativas legislativas sobre la materia objeto de la proposición de ley, tanto 
individualmente como por conducto de la Institución de la cual son miembros.” 
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El apartado quinto del artículo 5 contiene una singularidad, estableciendo que el acuerdo 
de admisibilidad que dicte la Mesa del Parlamento será susceptible de recurso de queja 
ante el Pleno de la Cámara: 
“5. Los acuerdos de inadmisibilidad dictados por la Mesa serán susceptibles de recurso de queja ante el 
Pleno de la Cámara en el plazo de quince días a partir de la notificación.” 
Seguidamente, en su apartado sexto se reconoce que el Pleno podrá revocar el acuerdo de 
la Mesa y la iniciativa popular seguiría su curso
1291
. Esta situación no se prevé en 
ninguna de las legislaciones autonómicas consultadas, ni mucho menos en la LOILP que 
únicamente reconoce recurso de amparo contra la decisión de la Mesa. La anomalía de 
este precepto se produce por el escaso parangón, pero sobre todo por encomendar a un 
órgano político como el Pleno de la Cámara la resolución de una cuestión jurídica, como 
la admisión de la proposición. Dicho acuerdo de admisibilidad ha de basarse en la 
observancia de la legalidad y los requisitos que la ley señala. Cuestión aparte es la 
manifestación sobre la oportunidad política de la iniciativa, que se decide en la toma en 
consideración por el pleno. Sin embargo, no encontramos en el articulado de la norma 
canaria ninguna referencia al recurso de amparo que asiste a la Comisión Promotora tras 
el acuerdo de admisibilidad de la ILP; ausencia que, evidentemente, no evita que los 
promotores dispongan de dicha potestad. 
Todas las legislaciones autonómicas y por supuesto la LOILP establecen la potestad de la 
Comisión Promotora para presentar recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional 
contra la decisión de admisión de la Mesa. Así se reconoce en numerosos Autos y 
Sentencias del TC citados en el presente trabajo
1292
. Por este motivo, aunque el recurso 
de queja del artículo 5.5 de la ley canaria no resulte contrario a derecho, no puede 
sustituir el derecho de amparo que asiste a la Comisión Promotora. Otras CCAA admiten 
posibles quejas ante el acuerdo de admisión ante la Mesa, pero asimismo reconocen y 
mencionan el recurso de amparo ante el TC, y en ningún caso admiten que el pleno 
revoque el acuerdo previamente adoptado por la Mesa. 
                                                 
1291
 “6. Si el Pleno decidiere la revocación de la decisión de inadmisibilidad acordada por la Mesa, el 
procedimiento seguirá su curso”. 
1292
 Entre otros podemos citar el ATC 140/1992: “La iniciativa legislativa popular tiene ciertamente 
proyección en materia de derechos fundamentales y relevancia en vía de amparo a través del derecho de 
los ciudadanos a participar directamente en los asuntos públicos (art. 23.1 de la Constitución)” 
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También resulta una singularidad canaria lo establecido en el artículo 5.2 de su ley 
reguladora, que estipula que tras el plazo de quince días del que dispone la Mesa para 
pronunciarse sobre la admisibilidad de la ILP, el órgano dispone de un plazo similar para 
dirigirse al Consejo Consultivo de Canarias para que éste emita un informe. El precepto 
no aclara la finalidad de dicho informe; si está dirigido a recabar la opinión de dicho 
Consejo de cara a la admisibilidad de la ILP, acerca de su posible toma en consideración, 
o como consecuencia de la misma. Pues bien, la Mesa del Parlamento Canario lo 
entendió conforme a la primera opción, a nuestro juicio de forma equivocada, al basarse 
erróneamente en muchos casos en el dictamen del citado Consejo para admitir o 
inadmitir las iniciativas.  
Como ejemplo puede consultarse la decisión de la Mesa de inadmitir la ILP de 
Responsabilidad Política del Parlamento de Canarias publicada en el BOPC núm. 97, de 
22 de abril de 1999 basándose en un dictamen del Consejo Consultivo, después de que en 
un primer momento la Mesa sí que admitiera la documentación (BOPC núm. 49, de 23 
de febrero de 1999). Del mismo modo, en otras decisiones de inadmisibilidad la Mesa 
también requirió del dictamen del Consejo, como veremos en la parte dedicada a la 
utilización del mecanismo en las CC.AA. Tuvo que ser el Consejo Consultivo mediante 
los Dictámenes 203/2003, 44/2006 y 439/2006 quien aclarase a la Mesa que sus 
dictámenes sobre iniciativas populares sólo tienen sentido si la iniciativa es tomada en 
consideración por el Pleno, perteneciendo la decisión sobre la admisión de las mismas 
únicamente a la Mesa
1293
. Pese a reiterar lo evidente el propio Consejo, la Mesa del 
Parlamento canario ha seguido ignorando esta información, dirigiéndose al órgano para 
recabar su opinión sobre la admisibilidad de algunas iniciativas, como analizaremos en el 
capítulo que estudia la práctica del instrumento en esta autonomía. 
Concluido este asunto, tras el acuerdo de admisión y su publicación y notificación, la 
Comisión Promotora es la encargada de recoger y presentar las firmas necesarias. El 
número mínimo de firmas que se exigen en Canarias para la presentación de una ILP es 
                                                 
1293
 “En todo caso, de la interpretación conjunta de los apartados que integran el art. 5 de la LILP y de los 
reseñados preceptos del RPC ha de deducirse no solo que la Mesa ha de tomar una única decisión sobre la 
admisibilidad propiamente dicha de la Proposición de Ley de iniciativa popular en determinado plazo, sino 
que la solicitud del Dictamen del Consejo Consultivo ha de ser acordada por la Mesa de la Cámara 
únicamente si la PPL fuera tomada en consideración por el Pleno, unificándose el régimen de solicitud de 
Dictamen respecto a todas las Proposiciones de Ley (arts. 134.5, 135.2 y 137.2 RPC).” Según Dictamen del 
citado Consejo 439/2006, de 15 de diciembre 
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de 15.000. La cifra representa el 0,9% de los electores de la Comunidad
1294
. Al igual que 
observamos en la Comunidad de Baleares, la norma también permite según su artículo 
tercero que la proposición venga avalada por la firma del 50% de los electores de una 
circunscripción insular con la particularidad siguiente que aclara el artículo: “en aquellas 
iniciativas cuyo contenido afecte en exclusiva a una isla”. 
En el caso de Canarias y según el artículo de su Estatuto de Autonomía las 
circunscripciones se corresponden con las islas del archipiélago: “Cada una de las islas 
de El Hierro, Fuerteventura, Gran Canaria, La Gomera, Lanzarote, La Palma y Tenerife 
constituye una circunscripción electoral”. Al igual que sucede en Baleares, esta es una 
particularidad motivada por la geografía del archipiélago y para favorecer la 
participación, integración y representación de aquellas circunscripciones de menor 
población. De esta forma, se facilita que sus ciudadanos puedan presentar propuestas ante 
el Parlamento que afecten a su territorio. No obstante, nos parece elevado exigir el 50% 
de las firmas de sus electores, siendo en Baleares el 3%.  
Esta posibilidad, como decimos, carece de sentido en aquellas circunscripciones de 
mayor población, ya que las 15.000 firmas exigidas serán menores en número al 50% de 
sus electores, encontrando justificación tan sólo para las islas de La Gomera y El Hierro, 
cuyo número de electores era de 25.578 y 10.816 respectivamente en 2016. En definitiva, 
pese a albergar buenas intenciones con este requisito, el legislador canario exige un 
porcentaje demasiado elevado de electores, lo que en la práctica se vuelve de muy difícil 
cumplimiento. Por este motivo, un aspecto de mejora sería equiparar el porcentaje al 
exigido en Baleares, donde también se puede presentar la iniciativa mediante el 3% de 
los electores de una circunscripción, sin importar que dicha proposición verse sobre un 
asunto exclusivo de la isla. 
El plazo concedido para la recogida de firmas es de tres meses, tal y como es reconocido 
en el artículo 9 de la ley. Debemos considerar también que el apartado cuarto de la 
disposición adicional de esta ley faculta a la Comisión Promotora a solicitar una prórroga 
de plazo de recogida de firmas por hasta cinco meses si justifican tal necesidad, cuestión 
que deberá ser acordada por la Mesa del Parlamento. En esta misma disposición se 
vincula el acuerdo sobre dicha prórroga a las dificultades en las comunicaciones, por lo 
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 en su artículo décimo a una “Junta de Control” el recuento inicial 
de las firmas, así como la observancia de los plazos y resolución de posibles quejas. No 
es habitual que sea este órgano “ad hoc”, si se nos permite, quien realice estas funciones, 
aunque también se contemple en Aragón. Como es sabido, en otras Comunidades y a 
nivel estatal las labores de control y recuento de firmas son asumidos por la Junta 
Electoral de la Comunidad correspondiente, opción preferida por una mayoría de normas. 
A juzgar por la independencia y especialización del órgano, y su experiencia en el 
procedimiento electoral, que guarda ciertas similitudes con el de la iniciativa popular, 
consideramos más idóneo encomendarle las tareas de control en el proceso de recogida 
de firmas y acreditación de las mismas. 
A juzgar por la composición de esta Junta de Control, se observa una mayor politización 
del órgano, si lo comparamos con el mismo órgano en Aragón o con la Junta 
Electoral
1296
, entidad que normalmente se encarga del procedimiento y regularidad de la 
recogida de firmas. A excepción del Diputado del Común, los otros cuatro miembros son 
miembros de la cámara y, por tanto, pertenecientes a la mayoría parlamentaria de la 
misma, lo que permite que este órgano no tenga un carácter jurídico e independiente, sino 
en su mayoría político.  
                                                 
1295
 Artículo 10 
1. Presentadas las firmas, se procederá inmediatamente a la constitución de una Junta de Control que 
verificará la observancia de los plazos y llevará a cabo el recuento y comprobación, en su caso, de las 
firmas. Asimismo, resolverá las denuncias y quejas que se hayan producido en el procedimiento de 
recogida de firmas. 
La Junta estará presidida por el Diputado del Común, e integrada, además, por cuatro Diputados elegidos 
por el Pleno de la Cámara atendiendo a criterios de proporcionalidad, y auxiliada por el Letrado 
Secretario General, quien actuará con voz, pero sin voto. 
2. Para el desempeño de su función, la Junta de Control podrá auxiliarse del personal administrativo de la 
Cámara que requiera, y recabar de los organismos correspondientes copia actualizada del censo electoral. 
3. La Junta tendrá su sede en el Parlamento de Canarias. 
1296
 Como señalamos al comienzo de este capítulo, las Juntas Electorales de las CCAA son de composición 
eminentemente jurídica e independiente: La constitución de Juntas Electorales de Comunidad Autónoma 
está prevista en el artículo 8.2 de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General. Se constituyen como 
órganos permanentes y su composición y competencias se establecen por la respectiva Ley Electoral 
autonómica La composición es similar en todas ellas, estando integradas por Vocales magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia respectivo y Vocales catedráticos o profesores titulares de Derecho, Ciencias 
Políticas y Sociología en activo o juristas de reconocido prestigio. Los vocales de origen judicial son 
designados por insaculación ante la Sala de Gobierno o el Presidente del citado Tribunal, mientras que los 
vocales Catedráticos, Profesores Titulares o Juristas son propuestos por partidos, federaciones, coaliciones 
o agrupaciones de electores con representación en la Asamblea Legislativa Autonómica 
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Este hecho puede permitir mayor parcialidad en sus actuaciones, al resultar sus 
miembros, previsiblemente, más partidarios de la democracia representativa y menos 
proclives a que prosperen iniciativas contrarias a los intereses de sus fuerzas políticas. 
Debemos recordar la importancia de este órgano, quien controla la legalidad, la 
observancia de los plazos y requisitos, y se le presupone garante de la regularidad del 
proceso de recogida de firmas, etapa fundamental para el éxito de una iniciativa. 
Durante el trámite, la ley reconoce a la Comisión Promotora la defensa de su proposición 
en el Pleno que trate su toma en consideración, mediante un representante (artículo 12.1); 
así como una compensación económica por los gastos ocasionados (debidamente 
acreditados) por una cantidad que no exceda de 750.000 pesetas y que podrá ser 
actualizada. No obstante, restringe esta posibilidad no sólo a la admisión de la ILP y 
presentación de las firmas necesarias como es habitual, sino también a que sea tomada en 
consideración (artículo 13), por lo que se debe criticar esta configuración tan restrictiva 
del resarcimiento de los gastos, cuando lo habitual es vincularlos sólo a que la iniciativa 
alcance la tramitación parlamentaria. 
Por último, la disposición adicional
1297
 de esta norma otorga a los canarios residentes en 
el exterior la capacidad de firmar una iniciativa, aunque la disposición especifica una 
                                                 
1297
 DISPOSICION ADICIONAL 
Los ciudadanos españoles residentes en el extranjero que conforme al artículo 4. 2 del Estatuto de 
Autonomía gocen de la condición política de canarios y estén inscritos en el censo electoral pueden ejercer 
la iniciativa legislativa popular conforme a lo dispuesto en esta Ley siempre que concurran los requisitos 
siguientes: 
1. Que acrediten suficientemente su condición política de canarios. 
2. Que la Comisión Promotora, en caso de constituirse en el extranjero, esté formada exclusivamente por 
canarios y designe, mediante escritura pública otorgada ante el Cónsul de España en el lugar de 
residencia, al menos, tres portavoces de la misma que residan habitualmente en el territorio de la 
Comunidad Autónoma de Canarias y, en cualquier caso, más de ciento ochenta días al año. 
3. Que las firmas sean autenticadas bien por el Cónsul de España en el lugar de residencia, bien por 
fedatarios especiales, que cumplan los requisitos del artículo 8.º 3 de la presente Ley designados por la 
Comisión Promotora mediante escritura pública otorgada ante el Cónsul de España del lugar de 
residencia. 
4. Por acuerdo de la mayoría de los miembros de la Mesa de la Cámara y en atención a especiales 
circunstancias de alejamiento y dificultad de las comunicaciones con el lugar de residencia de los 
promotores de la iniciativa, los plazos previstos en el artículo 9.º, números 1 y 2, pueden ser ampliados 
hasta el límite de cinco meses para la finalización del procedimiento de recogida de firmas y hasta quince 
días para la entrega de los pliegos con las firmas autenticadas en la Secretaría General del Parlamento. 
Los portavoces designados por la Comisión Promotora serán los encargados de solicitar y acreditar 
suficientemente en escrito dirigido a la Mesa de la Cámara que acompañará los documentos exigidos en el 
artículo 4.º 1 de esta Ley, los extremos para la concesión de estos plazos extraordinarios. 
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serie de requisitos de autenticación de las firmas, junto a la necesidad de que se 
encuentren en el censo electoral. 
Esta singularidad cobra sentido, desde un objetivo político, al tratarse de un archipiélago; 
para logar la participación e integración de quienes residen lejos de la Comunidad por 
causas probablemente económicas. De esta manera, es la única autonomía que permite 
firmar una iniciativa popular a ciudadanos con condición política canaria, pero residentes 
en el extranjero y, además, que la Comisión Promotora pueda estar formada por canarios 
residentes en el exterior, con los concretos requisitos que se señalan en el artículo que 
hemos reproducido con anterioridad.  
La Rioja 
La Rioja es otra de las Comunidades que no ha reformado su ley de iniciativa popular y 
que, por este motivo, mantiene una regulación clásica de esta institución, con los rasgos 
comunes que venimos analizando en el grueso de CC.AA. que mantienen su norma 
inicial. Por este motivo, su normativa carece de demasiado interés teórico y todo lo que 
podemos recomendar acerca de esta Comunidad, al igual que las que se encuentran en su 
situación, es que se promueva una actualización de su ley que permita incorporar los 
avances que han mejorado la regulación de la figura en otras Comunidades, logrando así 
dinamizar el uso de la institución que nos ocupa. 
El Estatuto de Autonomía de La Rioja
1298
 reconoce en su artículo 20 que la iniciativa 
legislativa recae en los Diputados, el Gobierno, “y el pueblo riojano”, pero no menciona 
de forma explícita la iniciativa popular como sí hacen otros Estatutos. Resulta llamativo 
que este artículo se refiera “al pueblo riojano” como sujeto con iniciativa de legislar, ya 
que todos los Estatutos salvo el mencionado y el catalán
1299
 atribuyen la iniciativa a los 
Diputados y al Gobierno en exclusiva, dejando la regulación de la iniciativa popular en 
manos de una futura ley. A esta particularidad se ha referido por ejemplo CABEDO 
MALLOL
1300
 y, en nuestra opinión, aunque suponga una singularidad en cuanto a su 
redacción, no tiene mayores consecuencias prácticas. 
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  Ley Orgánica 3/1982, de 9 de junio modificada por las Leyes Orgánicas 3/1994 y 2/1999 y por la 
Ley 22/2002 
1299
 Que se refiere en su artículo 62, además de los sujetos mencionados, a “los ciudadanos” como sujeto 
con iniciativa legislativa. 
1300




La iniciativa legislativa, en el ámbito reconocido en el presente capítulo a la Comunidad Autónoma, 
corresponde a los Diputados, al Gobierno y al pueblo riojano en los términos que establezca una Ley del 
Parlamento de La Rioja. 
 
La norma que regula la iniciativa popular en La Rioja es la Ley 3/1985, de 20 de mayo, 
sobre iniciativa legislativa del pueblo riojano. Este texto legal no presenta 
particularidades de calado y no ha sido reformado ni modificado desde entonces, lo que 
mantiene la regulación riojana en la línea de las leyes que regularon la incipiente ILP en 
las CC.AA. a principios y mediados de los años ochenta. 
A pesar de que la admisión de iniciativas populares en La Rioja se asemeje al grueso de 
CCAA ya comentadas, debemos señalar que en esta Comunidad también se permite que 
el Ejecutivo impida la tramitación de iniciativas populares bajo su criterio debido a la 
conocida alteración de ingresos y gastos. Reproducimos este artículo y nos remitimos a 
las valoraciones realizadas en otras autonomías que incluyen esta posibilidad: 
Artículo 6 
1. Son causas de inadmisibilidad de la proposición de Ley el incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 
2.º (materias excluidas), así como la negativa expresa del Consejo de Gobierno a su tramitación por 
implicar aumento de los créditos o disminución de los ingresos presupuestarios. 
2. Asimismo, se considerarán inadmisibles aquellas proposiciones de Ley cuyo texto se refiera a materias 
diversas e inconexas entre sí y aquellas otras cuyo contenido haya sido objeto de iniciativa legislativa 
popular en la misma legislatura o sobre el que exista en trámite proyectos o proposiciones de Ley. 
En cuanto a la temática excluida de la presentación de ILP en La Rioja debemos hacer 
alguna matización, aunque la misma sea reproducción de otras leyes ya comentadas. 
Además de descartar las materias que no sean competencia de la comunidad, las de 
naturaleza tributaria y la reforma del estatuto, la ley exceptúa de la presentación de 
proposiciones ciudadanas las contenidas en varios artículos de su Estatuto: 
-Las mencionadas en los artículos 39 y 40 del Estatuto, que se refieren a las facultades 
que las Leyes reguladoras del Poder Judicial le reconozcan o atribuyan a La Rioja 
-Las referidas a organización y funciones de los órganos a que se refiere el artículo 16 
(que se refiere al Parlamento de la Rioja y su función de aprobar los Presupuestos) 
                                                                                                                                                 
op. cit. p. 458 
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-Las competencias del artículo 11.2 del Estatuto, y que se refieren a la función ejecutiva 
de esta Comunidad sobre los Planes establecidos por el Estado para:  
a) La reestructuración de sectores económicos.  
b) El estímulo y la ampliación de actividades productivas e implantación de nuevas 
empresas.  
c) Las actuaciones referidas a comarcas deprimidas o en crisis.  
Por otro lado, el artículo tercero de la norma fija en 6.000 las firmas necesarias para la 
presentación de una iniciativa popular. Estas firmas deberán ser recogidas tras el acuerdo 
de admisión por parte de la Mesa en el plazo de tres meses (artículo 8). Este plazo no 
podrá ser prorrogado al no contemplarlo la ley. Este número de signatarios representa el 
2,4% del censo electoral de La Rioja
1301
. 
En lo relativo a esta Comunidad, APELLANIZ
1302
 analizó algunas iniciativas populares 
presentadas
1303
 tras la entrada en vigor la ley que regula la institución en esta autonomía. 
Las dos iniciativas analizadas por el autor sirven como muestra de la dificultad del 
acceso de una iniciativa a la asamblea de esta u otra autonomía. Las iniciativas analizadas 
incurrieron en varios supuestos de inadmisión, a juicio de la Mesa de la asamblea, por lo 
que fueron declaradas inadmitidas. Para Apellaniz, pese a que ciertas causas de 
inadmisión estarían justificadas, no encuentra razón de ser la prerrogativa
1304
 por la cual 
el Ejecutivo impediría la tramitación de una iniciativa popular por conllevar un aumento 
de créditos o disminución de los ingresos, teniendo en cuenta que la norma ya veta la 
presentación de iniciativas populares en materia de presupuestos o de emisión de 
créditos/deuda.  
Al margen de las consideraciones que ya hemos realizado sobre este criterio del 
gobierno, Apellaniz considera discutible la interpretación práctica otorgada en La Rioja y, 
además, ve peligroso el propio criterio, por conceder al ejecutivo la posibilidad de 
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 El número de electores registrados en el censo electoral en La Rioja era de 247.442 personas en las 
elecciones autonómicas de mayo de 2015 
1302
 APELLANIZ BARRIO, Jorge, en “La iniciativa legislativa popular en la Comunidad Autónoma de La 
Rioja” en V Jornadas de Derecho Parlamentario: El procedimiento legislativo. Congreso de los Diputados. 
Madrid. 1994. P. 577 y 578 
1303
 Se trataba de la Proposición de Ley de Criterios para el Desarrollo Agrario y Rural (mayo de 1993) y la 
Proposición de Ley por la que se regula la Participación del Gobierno de La Rioja en la Cooperación al 
Desarrollo del Tercer Mundo (septiembre de 1993) 
1304
 Que se encuentra en el artículo 6.1 de la Ley 3/1985 
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impedir la admisión de iniciativas que le incomoden políticamente. Conforme a esa 
facultad, la inmensa mayoría de las iniciativas legislativas populares acabarían afectando 
a los ingresos o gastos de la Comunidad y, por tanto, existiría pretexto para negarse a su 
admisión. Para el autor, del análisis realizado se desprende “la necesidad de una 
interpretación más flexible para determinados preceptos de la Ley 3/1985, sopena de 
relegar la iniciativa legislativa popular en la Comunidad a una mera posibilidad 
testimonial sin reflejo práctico alguno”. Es necesario remitirse a las consideraciones 
efectuadas en el lugar donde tratamos el criterio del Ejecutivo ante la afectación 
presupuestaria de las proposiciones. 
Por último, y al no presentar la ley más singularidades destacables, debemos hacer 
referencia a la compensación económica fijada en el artículo 12 de la ley, que es de 
500.000 pesetas como máximo, cantidad que podrá ser actualizada en los Presupuestos 
Generales de la Comunidad Autónoma. Es evidente que la Comunidad requiere de una 
profunda revisión de su norma reguladora si aspira a contar con un mecanismo de 
participación acorde a las necesidades actuales. 
Comunidad de Madrid 
El Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid
1305
 regula la iniciativa legislativa 
en el artículo 15.2 y se refiere concretamente a la iniciativa popular y de los 
ayuntamientos
1306
, que deberá ser regulada por ley. La norma reguladora de la ILP en esta 
Comunidad es la Ley 6/1986, de 25 de junio, de Iniciativa Legislativa Popular y de los 
Ayuntamientos de la Comunidad de Madrid. Se mantiene sin modificaciones desde 1986, 
lo que aconseja su reforma, unido al auge en la participación que esta autonomía ha 
experimentado. Sorprende que, pese a las numerosas reformas del Estatuto (en cuatro 
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 Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero, modificada por las Leyes Orgánicas 2/1991, 10/1994, 5/1998 y 
por la Ley 30/2002 
1306
 Artículo 15 
 1. La Asamblea ejerce la potestad legislativa en las materias de competencia exclusiva de la Comunidad 
de Madrid, recogidas en el artículo 26 del presente Estatuto 
Igualmente ejerce la potestad legislativa en las materias previstas en el artículo 27 de este Estatuto, así 
como en aquellas que se le atribuyan, transfieran o deleguen en virtud de lo dispuesto en los apartados 1 y 
2 del artículo 150 de la Constitución. 
 2. La iniciativa legislativa corresponde a los Diputados, a los Grupos Parlamentarios y al Gobierno, en 
los términos que se establezcan en el Reglamento de la Asamblea. Por ley de la Asamblea se podrá regular 
el ejercicio de la iniciativa legislativa popular y de los Ayuntamientos, para las materias a las que se 
refiere el apartado 1. 
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ocasiones), y sus avances en transparencia y buen gobierno
1307
, el legislador madrileño 
aún no haya procedido a la reforma de la ley de iniciativa popular. 
Al igual que en el común de las autonomías, podrán presentar iniciativas los ciudadanos 
mayores de edad que gocen de la condición política de madrileños y se encuentren 
inscritos en el Censo Electoral, siempre y cuando se presente la documentación necesaria 
(artículo 9) y no incurra en ninguna causa de inadmisión: que la proposición trate 
materias diversas o carentes de homogeneidad, que verse sobre alguna de las materias 
excluidas
1308
, que sea reproducción de otra iniciativa igual o de contenido equivalente, o 
que se esté tramitándose en la Asamblea de Madrid un Proyecto o Proposición de Ley 
que verse sobre el mismo objeto de la iniciativa, o que ésta se refiera a materias sobre las 
que la Asamblea de Madrid hubiera aprobado una Proposición no de Ley que constituya 
un mandato legislativo en vigor. 
El artículo 150.2 del Reglamento de la Asamblea de Madrid además exige que las 
proposiciones de ley de iniciativa popular y las de los Ayuntamientos se presenten 
acompañadas de los antecedentes necesarios para que la cámara se pronuncie. Como no 
puede ser de otra manera, la Mesa de la Asamblea es la encargada de recibir la 
documentación (a través de su Secretaría General) y tomar la decisión sobre la admisión 
de la iniciativa, contra la que cabe recurso de amparo (éste deberá presentarlo la 
Comisión Promotora, aunque la ley no la menciona de forma explícita) según regula el 
artículo cuarto. Si el Tribunal decidiera que la irregularidad afecta a determinados 
preceptos de la Proposición, la Mesa de la Asamblea se lo comunicará a los promotores, 
a fin de que éstos manifiesten, dentro del plazo de los quince días siguientes a la 
comunicación, si desean retirar la iniciativa o mantenerla una vez hayan efectuado las 
modificaciones correspondientes. 
El artículo octavo de la ley señala que deberán avalar la proposición de ley al menos 
50.000 electores madrileños con su firma. Esta cifra representa el 1,04% del censo 
                                                 
1307
 Se encuentra en tramitación en la Asamblea de Madrid, por ejemplo, el proyecto de ley de gobierno 
abierto, participación ciudadana y transparencia, que establece numerosos avances en estos aspectos pero 
no en cuanto a la iniciativa legislativa popular. 
1308
  De forma similar a otras CC.AA. las de naturaleza tributaria, sobre e que las que no tenga competencia 
la Comunidad, las que regulen el trámite legislativo, los presupuestos generales y las operaciones de 
crédito (art 61 y 55 de su Estatuto) y las referentes a la organización de las instituciones de autogobierno 
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electoral de la Comunidad de Madrid
1309
. Estas firmas deberán ser presentadas ante la 
Mesa de la Asamblea
1310
 en el plazo de tres meses sin que se especifique si cabe prórroga 
de dicho plazo, entendiéndose que no (artículo 10.2). 
La disposición adicional reconoce el resarcimiento de los gastos debidamente acreditados 
de la Comisión Promotora en una cantidad máxima de un millón de pesetas cuando la 
ILP alcance la tramitación parlamentaria. 
La misma ley regula la iniciativa de los ayuntamientos y a tales efectos reproducimos su 
artículo 14 donde se establecen los detalles de su ejercicio
1311
. 
Por último, debemos señalar que sorprende que la ley no detalle nada sobre la 
tramitación de la iniciativa popular. Destaca la ausencia de un plazo para la incorporación 
de la proposición de ley en el orden del día de un pleno para su toma en consideración. 
También carece la norma de afirmación alguna sobre la posible participación de los 
promotores durante el trámite parlamentario, ni se establece que la ILP no caduque ni 
decaiga en caso de disolución de la Asamblea
1312
; todas ellas cuestiones habituales en la 
mayoría de las leyes autonómicas. 
En este sentido, la ley madrileña tan sólo reconoce en su artículo 13 apartado segundo: 
“Realizado el recuento de las firmas por la Mesa de la Asamblea en sesión pública, se 
declararán inválidas las que no reúnan los requisitos previstos en los artículos 
                                                 
1309
 Estando compuesto el Censo Electoral de la Comunidad de Madrid con motivo de las elecciones 
autonómicas de mayo de 2015 de un total de 4.880.471 electores 
1310
  En el artículo 13 de la ley se especifica que “los pliegos de las firmas autenticadas, junto con una 
certificación acreditativa de estar inscritos los firmantes en el Censo Electoral correspondiente a la 
provincia de Madrid, deberán entregarse en la Secretaría General de la Asamblea de Madrid en los seis días 
siguientes al vencimiento del plazo a que se refiere el artículo 10 (tres meses desde la notificación de la 
admisión”. 
1311
 Artículo 14 
1. La iniciativa legislativa de los Ayuntamientos se ejerce mediante la presentación de una Proposición de 
Ley, aprobada por la mayoría absoluta del número legal de miembros de cada Corporación, cuando 
concurra alguna de las siguientes circunstancias: 
a) Que se trate de tres o más Ayuntamientos cuyos municipios cuenten en conjunto con un censo superior a 
50.000 electores. 
b) Que se trate de diez o más Ayuntamientos de municipios limítrofes entre sí, cualquiera que sea el 
número de electores de los mismos. 
2. A estos efectos, se constituirá una comisión compuesta por los Alcaldes de los municipios interesados o 
el representante que al efecto designe el Pleno de cada Corporación interviniente. 
1312
 Aunque el artículo 244 del Reglamento de la Asamblea de Madrid sí establece que como excepción las 
proposiciones de ley de iniciativa popular y de los ayuntamientos no caducarán con motivo de la disolución 
de la Asamblea 
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anteriores. Si tras esta operación el número de las firmas válidas es igual o superior a 
50.000, la Mesa de la Asamblea ordenar la publicación de la Proposición de Ley, así 
como la destrucción de los pliegos de firmas correspondientes que obren en su poder.” 
Entendemos, no obstante, que, para conocer el trámite de la ILP, como proposición de ley 
que es, debemos acudir a lo establecido en el Reglamento de la Asamblea de Madrid para 
este tipo de disposiciones. 
El citado Reglamento señala en el artículo 152 que las iniciativas populares se tramitarán 
conforme al artículo anterior, el 151, que regula la forma de proceder ante las 
proposiciones de ley en general. Este precepto no establece que en caso de tratarse de una 
iniciativa popular un representante de sus promotores pueda intervenir, por lo que no 
entendemos posible esta opción. Este artículo también nos remite al 113.2. Por último, 
debemos señalar que esta misma norma determina que en caso de iniciativa popular no 
procederá delegación a una comisión ni tampoco se puede utilizar el trámite de lectura 
única. 
Baleares 
El Estatuto de Autonomía de las Islas Baleares
1313
 concede suma importancia a la 
participación de los ciudadanos y dedica todo un artículo
1314
 a los “derechos de 
participación”: 
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 Ley Orgánica 1/2007, de 28 de febrero, de reforma del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears 
1314
 Artículo 15. Derechos de participación. 
1. Todos los ciudadanos de las Illes Balears tienen derecho a participar de forma individual o colectiva en 
la vida política, económica, cultural y social de la Comunidad Autónoma. Los poderes públicos 
promoverán la participación de los agentes económicos y sociales del conjunto de la sociedad civil en los 
asuntos públicos. 
2. Los ciudadanos de las Illes Balears tienen el derecho a participar en condiciones de igualdad en los 
asuntos públicos, directamente o por medio de representantes, en los términos que establecen la 
Constitución, este Estatuto y las leyes. Este derecho comprende: 
a) El derecho a elegir a los miembros de los órganos representativos de la Comunidad Autónoma y a 
concurrir como candidato a los mismos. 
b) El derecho a promover y presentar iniciativas legislativas ante el Parlamento de las Illes Balears y a 
participar en la elaboración de leyes, directamente o mediante entidades asociativas, en los términos que 
establezca la ley. 
c) El derecho a promover la convocatoria de consultas populares por el Gobierno de las Illes Balears, 
Consejos Insulares o por los Ayuntamientos en los términos que establezca la Constitución española y las 
leyes. 
d) El derecho de petición individual y colectiva en los términos que establezcan las leyes del Estado. 
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En concreto, podemos establecer un paralelismo entre el apartado segundo de este 
artículo, que enuncia el derecho de los ciudadanos de Baleares a participar en los asuntos 
públicos, y el derecho fundamental del artículo 23.1 de la Constitución Española. La 
novedad a este respecto, y lo que nos parece especialmente relevante, es que a 
continuación se detallen las formas a través de las cuales los ciudadanos pueden 
participar y, por tanto, ejercer este derecho. Consideramos un avance y un acierto de 
técnica jurídica que se vinculen directamente las cinco formas principales de 
participación de las que dispone el ciudadano: el sufragio activo y pasivo, la iniciativa 
legislativa popular, el referéndum y el derecho de petición
1315
. 
Por su parte, encontramos en este Estatuto enunciada la iniciativa popular en el artículo 
47, que trata la iniciativa legislativa general, y que afirma en su apartado tercero que “La 
iniciativa popular se ejercerá en la forma y las condiciones que establezca la ley”. Esta 
normativa vio la luz con la Ley 4/1991, de 13 de marzo, reguladora de la Iniciativa 
Legislativa Popular en las Islas Baleares. En el marco temporal, Baleares es de las 
autonomías que más tardíamente adoptó una ley de ILP. A fecha de publicación del 
trabajo se ha podido conocer que esta autonomía ha aprobado la Ley 4/2018, de 12 de 
junio, que ha permitido modificar aspectos sensibles de la regulación de la figura.  
El propio preámbulo de la nueva ley destacaba que desde la aprobación de la última 
norma (1991) se habían producido importantes cambios en la sociedad, revelando cierto 
descontento en la ciudadanía con las restricciones y las dificultades para hacer efectivo el 
derecho constitucional y estatutario de participación directa en los asuntos públicos. Esta 
propuesta de reforma de la Ley reguladora de la iniciativa legislativa popular, según su 
preámbulo, “intenta facilitar que la ciudadanía y los grupos sociales tomen parte en la 
función legislativa, y hacer más sencilla y menos restrictiva la presentación de 
iniciativas (…), permitiendo que las demandas sociales que no quedan recogidas en la 
agenda política, puedan llegar al Parlamento”. 
Hasta la aprobación de esta nueva norma, la regulación de la ILP en esta Comunidad se 
presentaba en sintonía con las leyes que regularon inicialmente esta institución en la 
década de los ochenta. La nueva regulación ha permitido introducir algunos avances en 
                                                 
1315
 Sobre el derecho de petición vid. ELVIRA PERALES, A., “El control en las asambleas autonómicas a 




sintonía con las más avanzadas normas de la figura aprobadas recientemente en algunas 
autonomías. La Ley 4/2018 ha permitido modificar asuntos relevantes de la figura como 
la titularidad (permite firmar iniciativas, además de los ya legitimados, a menores de 
dieciséis y diecisiete años, a nacionales de Estados Miembro de la UE, y a extranjeros 
con residencia legal en la Comunidad), firmas (estableciéndose en 7.500 o el 3% de los 
electores de una isla, siendo posible la firma electrónica), plazo para la recogida (cuatro 
meses prorrogables por dos), estableciendo una petición de retirada por parte de sus 
promotores y permitiendo la participación de un representante de la Comisión Promotora 
en el pleno de toma en consideración de su propuesta y, si es aceptada, en la ponencia y 
en los posteriores trabajos en Comisión. 
 
En cuanto a la admisión, esta Comunidad muestra una singularidad al excluir de la 
presentación de iniciativas populares tres materias que no son habituales en el grueso de 
nuestras autonomías. Se trata del régimen electoral, de las materias señaladas en el 
artículo 87.3 CE y de la denominación, territorio, idioma y símbolos de la Comunidad. 
En este último caso, el límite cobra sentido si analizamos la idiosincrasia de esta 
Comunidad, que se encuentra formada por un archipiélago heterogéneo que alberga un 
elevado porcentaje de población extranjera, donde pueden entrar en disputa cuestiones 
como su territorio, sedes, idioma, etc. Tampoco resulta extraño el requisito si tenemos en 
cuenta que alguna fuerza política soberanista catalana ha reivindicado en alguna ocasión 
su voluntad de incluir el archipiélago dentro de los denominados “países catalanes”. 
Asimismo, debemos señalar que en Baleares se exigen 7,500 firmas
1316
 desde la entrada 
en vigor de la Ley 4/2018, para la presentación de una iniciativa popular, aunque presenta 
la novedad de que también admiten que la proposición venga avalada por el 3% de los 
electores de una isla, con un mínimo de 1.200 firmas. Entendemos que esta opción es 
beneficiosa para las islas de menor población, lo que mejora sus posibilidades de 
representación frente a las grandes. El plazo para reunir estas firmas es de cuatro meses 
prorrogables por dos, según la ley aprobada en 2018. 
                                                 
1316
  Baleares contaba en mayo de 2015 con 762.976 electores (y por tanto las 7.500 firmas requeridas 
representan el 0,97% de los electores, aunque debemos tener en cuenta que también se permite avalar una 
iniciativa a nacionales de Estados miembro de la UE y menores de dieciséis y diecisiete años). La Ley 
4/2018 también introdujo la posibilidad de firmar electrónicamente las iniciativas.. 
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Los artículos segundo y quinto regulan las materias excluidas y las causas de inadmisión, 
que enmarcan las ILP sólo para aquellos asuntos que sean competencia de la Comunidad. 
En cuanto a las primeras, además de las clásicas exclusiones en la gran mayoría de las 
CC. AA (materias tributarias, planificación económica, instituciones, organización 
territorial y presupuesto) también excluyen el régimen electoral y la denominación, 
territorio, idiomas y símbolos de la Comunidad, como ya se ha señalado. Además de 
estas materias excluidas, las causas de inadmisión contemplan las ya conocidas y 
referidas en la legislación estatal, y además tres particularidades que se señalan en el 
artículo quinto de la ley de ILP de esta Comunidad: 
c) Que incurra en contradicción con la legislación básica del Estado en las materias a que se deba 
supeditar necesariamente la legislación de la Comunidad Autónoma. 
d) Que, a juicio unánime de la Mesa y según contestación razonada, el contenido de la proposición 
presentada sea manifiestamente contradictorio con los valores superiores del ordenamiento jurídico 
recogidos en la Constitución o con el autogobierno, con la defensa de la identidad de las islas Baleares y 
con la promoción de la solidaridad de los pueblos de las islas, enunciados en el título I del Estatuto de 
Autonomía. 
g) Cuando tenga por objeto la derogación de una Ley aprobada en la misma legislatura o reproduzca una 
iniciativa legislativa ya tratada en este plazo. 
Sorprende el requisito del apartado ‘d’ por su escaso parangón. La exclusión de 
iniciativas que contradigan los valores superiores recogidos en la Constitución o el 
autogobierno de Baleares puede responder a razones históricas y sociológicas del 
archipiélago y, sobre todo, puede pretender evitar posibles problemas que se derivan, por 
un lado, de albergar un amplio porcentaje de población extranjera y; por otro lado, de las 
reivindicaciones soberanistas ya planteadas. Sólo así se explicaría el especial hincapié en 
la expresión “la defensa de la identidad de las islas Baleares”.  
Se entiende que el legislador quiera mantener una especial cautela hacia propuestas con 
tintes populistas que pretendan socavar el núcleo básico de la convivencia o la soberanía 
del pueblo balear. No obstante, esta concreta causa de inadmisión puede ser reiterativa, 
ya que una iniciativa popular que incurra en el supuesto de hecho señalado estaría 
planteando una reforma del Estatuto o de la Constitución, cuestiones ya vedadas de la 
institución que estudiamos. Esta exclusión del apartado ‘d’, como contemplamos, debe 
concitar la unanimidad de la Mesa, siendo la única ley que plantea este requisito para 
aplicar una causa de inadmisión, lo que acentúa la particularidad del extraño precepto. 
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En un sentido similar, la Ley 4/2018 ha introducido recientemente como supuesto de 
inadmisión que las iniciativas resulten “contrarias a la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos o al resto de tratados y acuerdos internacionales sobre derechos 
humanos y fundamentales que formen parte de nuestro ordenamiento jurídico, así como 
aquellas que pretendan anular los derechos civiles, políticos, económicos, sociales o 
culturales recogidos en los instrumentos mencionados”. Ha resultado llamativo que la 
nueva norma no haya eliminado o suavizado alguno de los supuestos de inadmisión ya 
contemplados, tal y como otras normas recientes han llevado a cabo, aunque de forma 
beneficiosa ha concedido la posible subsanación de defectos (artículo 5.2 b) cuando ello 
sea posible, facilitando a los promotores un mes para tal fin. 
Concluido este asunto, y en cuanto al artículo sexto de la ley, también se admite, como 
hemos visto en otras autonomías, que la Mesa del Parlamento pueda remitir al Gobierno 
Autonómico la proposición de ley para que muestre su criterio de cara a la toma en 
consideración de la misma, por la posible afectación a los ingresos y gastos de la 
Comunidad, entendiéndose que este es un momento más adecuado para que el Ejecutivo 
haga uso de su facultad, y no en la admisión de la iniciativa, como ya se ha señalado
1317
. 
El artículo décimo tercero reconoce a la Comisión Promotora la compensación 
económica de 3.000 euros como máximo para los gastos justificados que se acarreen, 
siempre que se alcance el mínimo de firmas. La última cuestión reseñable es que la 
Comunidad permite que la Comisión Promotora designe a un representante para que 
intervenga en el debate de toma en consideración defendiendo su proposición, 
habiéndose extendido tal participación mediante la Ley 4/2018 a una posible 
comparecencia en la ponencia, en la Comisión Parlamentaria y en el Pleno para la 
aprobación definitiva. Por último, la Comisión Promotora podrá solicitar (de manera no 
vinculante, se entiende) que se retire la proposición de ley durante su tramitación, en 




                                                 
1317
 La Ley 4/2018 ha fijado un plazo máximo de tres meses desde la publicación de la proposición en 




El Estatuto de Autonomía de Andalucía
1318
 trata en su Título IV Capítulo II la 
elaboración de las normas. Dentro de este último, el artículo 111 aborda la iniciativa 
legislativa y la atribuye a los diputados del Parlamento Andaluz (atendiendo también a su 
Reglamento) y al Consejo de Gobierno. En el apartado 2 de este artículo se establece que 
una ley del citado Parlamento regulará la iniciativa popular y curiosamente se refiere a la 
LO que desarrolla el mandato del artículo 87.3 CE como marco para su regulación: 
Artículo 111 Iniciativa legislativa 
1. La iniciativa legislativa corresponde a los Diputados, en los términos previstos en el Reglamento del 
Parlamento, y al Consejo de Gobierno. 
2. Una ley del Parlamento de Andalucía, en el marco de la ley orgánica prevista en el artículo 87.3 de la 
Constitución, regulará tanto el ejercicio de la iniciativa legislativa de los Ayuntamientos como la iniciativa 
legislativa popular. 
Dentro del ya comentado fomento generalizado de la participación en los Estatutos de 
Autonomía de última generación, Andalucía no es ninguna excepción. A ello se ha 
referido entre otros PÉREZ ALBERDI
1319
, quien nos recuerda que la participación se 
plantea como uno de los objetivos básicos de la Comunidad Autónoma en el artículo 10 
del Título Preliminar. En este artículo
1320
 se establecen los tres pilares básicos
1321
 que 
estructuran el programa político del Estatuto y que van a dirigir la actuación de los 
poderes públicos del Estatuto. 
El Estatuto de Andalucía reconoce en su artículo 10.3 19º “La participación ciudadana en 
la elaboración, prestación y evaluación de las políticas públicas, así como la participación 
individual y asociada en los ámbitos cívico, social, cultural, económico y político, en aras 
de una democracia social avanzada y participativa”. Como mayor concreción de este 
principio, el artículo 30 del Estatuto contiene el derecho de participación a semejanza del 
                                                 
1318
  LO 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía 
1319
 PÉREZ ALBERDI, Mª Reyes en “Los derechos de participación en los Estatutos de Autonomía 
reformados recientemente” en  Revista de Derecho Político de la UNED nº 73, 2008, pág. 192. 
1320
  Precepto que reproduce, prácticamente, la cláusula contenida en el artículo 9.2 CE.  
1321
 La igualdad material, la paridad entre hombres y mujeres y la democracia participativa 
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art. 23 CE. En él, se dice que los andaluces
1322
 tienen derecho a participar en condiciones 
de igualdad en los asuntos públicos de Andalucía, en los términos que establezcan la 
Constitución, el Estatuto y las leyes. A continuación, se definen las facultades que 
integran el derecho a la participación.  
El precepto reconoce en su apartado ‘a’ el derecho de sufragio activo y pasivo, y en el 
apartado ‘b’, para nuestro interés, “el derecho a promover y presentar iniciativas 
legislativas ante el Parlamento de Andalucía y a participar en la elaboración de las leyes, 
directamente o por medio de entidades asociativas, en los términos que establezca el 
Reglamento del Parlamento”. Por tanto y en este segundo término se refiere al ‘derecho’ 
en dos sentidos; por un lado a presentar iniciativas legislativas populares y, por otro lado, 
relacionado aunque diferente, el derecho a participar en la elaboración de las leyes por 
medio de colectivos o entidades, refiriéndose, entendemos, a la figura de las 
comparecencias legislativas como instrumento para que el legislador conozca e interactúe 
con colectivos en la definición de la norma. El derecho a presentar iniciativas populares 
no genera ninguna novedad para nosotros, no así la segunda concepción que acabamos de 
mencionar que puede ocasionar algunos problemas
1323
. 
El citado artículo 30 también reconoce una tercera, cuarta y quinta vertientes del 
enunciado derecho de participación: por un lado el derecho a promover consultas 
populares por la Junta de Andalucía o los Ayuntamientos, el derecho de petición, y el 
derecho a participar activamente en la vida pública de la comunidad. Este último 
concepto, aparte de novedoso, nos hace preguntarnos si un Estatuto de Autonomía puede 
“redefinir” el contenido
1324
 del derecho del art. 23 CE o tan sólo puede circunscribirse al 
mismo y a lo señalado por el TC. Por otra parte, debemos tener en cuenta que el citado 
Estatuto dedica un artículo a la participación ciudadana en el procedimiento 
                                                 
1322
 Los andaluces entendidos como los ciudadanos españoles que tienen su vecindad administrativa en 
cualquier municipio andaluz así como los españoles residentes en el extranjero que hubiesen tenido última 
vecindad administrativa en Andalucía y sus descendientes 
1323
 Como bien señala PÉREZ ALBERDI, op. cit. en “Los derechos de participación en los Estatutos…” el 
derecho a participar en la elaboración de las leyes “va en contra de la propia naturaleza de los derechos de 
participación política tal y como tiene reconocido el Tribunal Constitucional. Como es bien conocido, el 
Tribunal Constitucional ha dicho de manera reiterada que el derecho de participación política se encuentra 
reconocido uti cives, o lo que es lo mismo, que únicamente tiene como destinatarios a los ciudadanos y no 
a otros entes o sujetos, como los partidos políticos, los sindicatos u otro tipo de asociaciones3. Es un 
derecho que se ejercita bien por los ciudadanos directamente o por medio de sus representantes que han 
sido elegidos por elecciones periódicas por medio de sufragio universal39, pero no por medio de otro tipo 
de organizaciones y asociaciones representativas” 
1324





 con una referencia al Reglamento del Parlamento (distinguiendo también 
la participación de asociaciones o colectivos).  
Encontramos en la literatura jurídica consultada algunas voces sobre cómo recoge el 
Estatuto andaluz la participación ciudadana en el procedimiento legislativo. CARRASCO 
DURÁN
1326
 se refiere a la misma como un elemento que puede otorgar más legitimidad 
al Parlamento por la reciente sensación de alejamiento de la ciudadanía: “la doctrina 
viene sosteniendo la conveniencia de permitir el acceso al procedimiento legislativo de 
organizaciones sociales que hagan llegar al Parlamento directamente los puntos de vista 
de los ciudadanos afectados por cada proyecto o proposición de ley” refiriéndose a la 
iniciativa legislativa popular pero sobre todo a las comparecencias de colectivos en el 
proceso de elaboración de la ley.. 
En esta comunidad, la ley que regula la iniciativa legislativa popular y de los 
ayuntamientos
1327
 es la Ley 5/1988 de 17 de octubre. Pese a su antigüedad se mantiene 
en vigor, aunque ha sido reformada en dos ocasiones: en 2006 y en 2012. Estas reformas 
le han permitido adecuar su regulación a las necesidades del momento, incluyendo 
mejoras de la ley que a continuación veremos, como ampliar el plazo para reunir las 
firmas y disminuir el mínimo necesario de las mismas. MEDINA GUERRERO
1328
 ha 
señalado la particularidad de que la ley de iniciativa popular andaluza se presentara casi 
al mismo tiempo que la reforma de la ley electoral
1329
 de dicha autonomía, incidiendo, 
entendemos, ambos aspectos en el ánimo del legislador de mejorar la calidad democrática 
de esta Comunidad en una legislatura, sin embargo, que vino marcada por la coyuntura 
económica. 
En primer lugar, destacamos de esta ley que en su artículo 1 establece quienes pueden 
ejercer la iniciativa popular. En su apartado 1, y como es lo habitual en la mayoría de las 
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 Artículo 113 Participación ciudadana en el procedimiento legislativo 
Los ciudadanos, a través de las organizaciones y asociaciones en que se integran, así como las 





 CARRASCO DURÁN dentro de CRUZ VILLALÓN/MEDINA GUERRERO en “Comentarios al 
Estatuto de Autonomía para Andalucía” Parlamento de Andalucía (2012) 
1327
  La mayoría de las leyes autonómicas de iniciativa popular vinculan este mecanismo a la iniciativa de 
los ayuntamientos y en menor medida a otras medidas de participación 
 
1328
 MEDINA GUERRERO, Manuel, en “La ampliación de la iniciativa legislativa popular” en Revista 
Andaluza de Administración Pública núm. 80 mayo-agosto (2011) pág. 291 
1329
 Sobre la reforma de la ley electoral andaluza vid. MEDINA GUERRERO in ibídem. Pp. 297 y ss. 
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regulaciones, se afirma que son los ciudadanos que gocen de la condición política de 
andaluces, mayores de edad e inscritos en el censo electoral, quienes pueden ejercer la 
ILP. En su apartado segundo –y como ocurre en otras autonomías, no en todas- también 
se reconoce a los ayuntamientos en el mismo plano que los ciudadanos, pese a que su 
acceso al Parlamento es diferente. 
Las causas de inadmisión y las materias excluidas en Andalucía no presentan ninguna 
novedad o avance, a pesar de las reformas en la ley de ILP andaluza en 2006 y 2012. 
Estas dos cuestiones son prácticamente las mismas que a nivel estatal y ya comentadas al 
comienzo de este capítulo y que suelen ser comunes para todas las CC.AA. En el artículo 
4 se ofrece la posibilidad a la Comisión Promotora de subsanar los errores en el plazo de 
un mes en caso de incurrir en una causa de inadmisión, lo cual también es habitual en la 
práctica totalidad de regulaciones autonómicas: 
3. De no haberse cumplido los requisitos exigidos en la presente Ley, y tratándose de defectos subsanables, 
la Mesa del Parlamento lo comunicará a los promotores para que procedan, en su caso, a la subsanación, 
en el plazo de un mes a partir de la notificación efectuada al efecto. 
Ésta nos parece una posibilidad positiva que permite aumentar las posibilidades para que 
la ILP sea admitida por la Mesa del Parlamento. Esta opción permite conciliar la 
propuesta ciudadana con la legalidad y facilitar en la medida de lo posible que finalmente 
la ILP pueda ser admitida por la Mesa. 
Tras el acuerdo de admisión y su publicación y notificación, la Comisión Promotora es la 
encargada de recoger y presentar las firmas necesarias. En cuanto a las firmas exigidas en 
Andalucía, el artículo 2 de la Ley 5/1988 establece un mínimo de 40.000 signatarios para 
la presentación de la iniciativa. Esto supone un 0,61% de los censados en esta comunidad 
en 2015, que suponen casi seis millones y medio de habitantes. En el caso de los 
ayuntamientos deberán presentar la iniciativa 25 ayuntamientos por acuerdo por mayoría 
absoluta de sus Plenos o 10 ayuntamientos si representan a más de 40.000 ciudadanos. 
En este aspecto en el debate sobre la originaria ley de 1988 los miembros de Izquierda 
Unida insistieron mucho en la necesidad de exigir únicamente mayoría simple de los 
Entes Locales pero su intención fue rechazada. El Partido Popular intentó endurecer estas 
495 
 
condiciones para que sólo pudieran presentar iniciativas los Ayuntamientos con al menos 
cincuenta mil electores, pero finalmente quedó tal y como la conocemos.
1330
 
En el Proyecto de Ley inicial se pretendía establecer un mínimo del 2% del censo 
electoral, que finalmente fue modificado hasta 75.000 firmas, proponiendo el Partido 
Popular y el Partido Andalucista en el debate que se dejaran en 50.000. Finalmente, la 
Ley 8/2011 que reforma la de 1988 establece el mínimo de signatarios en 40.000. 
Además de posibilitar la firma electrónica, en el artículo 9 se regula el plazo para la 
recogida de firmas que se fija en seis meses. Este plazo podrá ser prorrogado a juicio de 
la Mesa por dos meses más si concurren razones objetivas debidamente justificadas. Es 
un plazo que, en general, se encuentra en la media del resto de leyes autonómicas, 
aunque sea inferior que el plazo estatal de nueve meses prorrogable por otros tres. 
Por lo que resta de aspectos de la ley no encontramos nada de relevancia y por lo general 
presenta rasgos similares a la regulación estatal. 
Sin embargo, no se regula en el citado texto legal la tramitación de la iniciativa popular 
como sí lo hace la regulación estatal o de otras CC.AA. Tenemos que remitirnos al 
Reglamento del Parlamento de Andalucía para explorar el resto de aspectos que se 
refieren a la posible tramitación de la ILP ya que la citada ley tan sólo regula su 
presentación, admisión, recogida y autenticación de firmas, con excepción de lo 
contenido en la Disposición Final Primera. Dicho precepto insta a la adecuación del 
citado Reglamento “para articular la participación de las personas promotoras de las 
iniciativas legislativas populares en la presentación y defensa ante el Pleno de la 
Cámara y seguimiento de los debates en idénticos términos a los de los diputados y 
diputadas en las Proposiciones de Ley, así como su participación en la oportuna 
Comisión parlamentaria”.  
Este avance contenido en la nueva ley es calificado por MEDINA GUERRERO
1331
 como 
“probablemente la modificación de mayor calado”. A nuestro juicio, como señalamos en 
otros lugares, esta participación de los promotores en el Pleno –y además también en la 
Comisión- mejora notablemente la repercusión de su propuesta, y aumenta la influencia 
de dichos promotores sobre los parlamentarios para que la proposición sea aprobada y se 
                                                 
1330
 Debate en BOPA nº 193, de 15 de marzo de 1988 
1331
 Op. cit. pág. 296 
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respete su verdadero sentido, evitando modificaciones no deseadas. A juicio del autor 
señalado, es importante la calificación por parte de la Disposición Final de esta 
intervención promotora “en idénticos términos” a los de los diputados lo cual, a su juicio, 
puede exceder de lo que estrictamente se considera el derecho de iniciativa legislativa 
popular. 
El Reglamento del Parlamento de Andalucía en su artículo 125 establece
1332
 que si la ILP 
es admitida la Mesa cuenta con dos meses para incluir la iniciativa en el orden del día de 
un Pleno para su toma en consideración. Durante este último trámite el Reglamento 
determina que un representante de la Comisión Promotora deberá intervenir en el Pleno 
para la defensa de su propuesta (o un representante de los ayuntamientos en caso de que 
provenga de éstos). Este mismo artículo establece que una vez tomada en consideración 
la ILP y acordado su envío a la comisión competente, dicho representante de la Comisión 
Promotora podrá estar presente en las comparecencias informativas de los agentes 
sociales y organizaciones interesadas en la regulación de que se trate, y asistir tanto a las 
reuniones de Comisión donde se debata el dictamen de la proposición como al debate 
final en el Pleno. Tendrá derecho a intervenir en tales sesiones, con voz, al comienzo del 
turno de los Grupos parlamentarios y por el mismo tiempo que éstos Esta posibilidad nos 
parece positiva, como ya hemos demandado en otros apartados, y permite mejorar la 
defensa de la ILP y sus posibilidades de éxito en sede parlamentaria. 
Castilla y León 
Castilla y León desarrolla la iniciativa legislativa popular (y de los ayuntamientos) en su 
Ley 4/2001 de 4 de julio, modificada por la Ley 3/2012, de 5 julio. Se trata de una 
Comunidad que reguló de forma tardía esta institución, al no contar con la citada norma 
reguladora hasta 2001, no reconociéndose dicha figura inicialmente en su Estatuto, lo que 
había generado muchas críticas
1333
. Esta norma se emprende a raíz del reconocimiento de 
la iniciativa popular por primera vez en la Comunidad en su reforma del Estatuto de 
Autonomía de 1999. 
Hasta ese reconocimiento en el Estatuto, fue la única Comunidad Autónoma que no 
reconocía la figura y, por tanto, no contaba con su ley reguladora, mientras el resto de 
                                                 
1332
  Este artículo fue modificado en 2014 
1333
 Entre otras nos podemos referir a CASCAJO CASTRO, José Luis, en “Comentarios al Estatuto de 
Autonomía de la Comunidad de Castilla y León” Dir. Enrique Rivero Ysern. IEAL, Madrid. 1985. 
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autonomías aprobaron su norma en la década de los ochenta. Esta situación dio pie al 
interesante debate sobre si Castilla y León podía regular esta institución a través de ley 
autonómica sin reconocer su Estatuto que la iniciativa también podía recaer en los 
ciudadanos. Sobre este debate se manifestó BIGLINO CAMPOS
1334
, quien después de 
una interesante reflexión en la que admitía argumentos a favor y en contra de tal 
posibilidad
1335
, termina por decantarse por la compatibilidad de una ley que regule la 
iniciativa popular a pesar de que el Estatuto no reconozca, que es lo importante, iniciativa 
legislativa a los ciudadanos
1336
. 
Por otra parte, la Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre, vuelve a reformar el 
Estatuto de Autonomía. La potestad legislativa pasa a ser regulada por el artículo 25 que 
sigue reconociendo, como ya se hizo en 1999, en su apartado segundo la iniciativa 
legislativa popular en los mismos términos: 
Artículo 25 
2. Por ley de las Cortes de Castilla y León se regulará el ejercicio de la iniciativa legislativa popular y de 
los Ayuntamientos para aquellas materias que sean competencia de la Comunidad Autónoma en los 
términos previstos en la ley orgánica que desarrolle lo dispuesto en el artículo 87.3 de la Constitución.
1337
 
Dentro de una nueva y más garantista regulación de la participación en los Estatutos de 
Autonomía de última generación, a la que ya nos hemos referido, el ‘nuevo’ Estatuto 
regula en el artículo 11 los derechos de participación política y, en el artículo 13, como 
derechos sociales, los derechos de participación de algunos colectivos: personas mayores 
(apartado 5), en situación de dependencia (apartado 7) o discapacitados (apartado 8). 
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 BIGLINO CAMPOS, PALOMA en “La Iniciativa Legislativa Popular en los Ordenamientos Jurídicos 
Regionales” op cit. pág. 296. 
 
1335
 El principal argumento en contra de que una ley pudiera regular la ILP sin reconocerlo el Estatuto era 
que la regulación de las instituciones de la Comunidad y en concreto de los sujetos con iniciativa 
legislativa es una competencia a desarrollar por el Estatuyente y, por tanto, una norma que viniera a 
reconocer iniciativa a los ciudadanos sin hacerlo el Estatuto vendría a reformar éste por una vía que no es 
la establecida a tal efecto 
1336
 De esta manera y debido a que el resto de CCAA sí regulaban tal derecho ciudadano, la ley castellano y 
leonesa de iniciativa popular según la autora permitiría igualar los derechos políticos de los ciudadanos de 
la Comunidad a los del resto de España. Por consiguiente, una ley de ILP en Castilla y León, aun no 
reconociendo esta institución su Estatuto, no podría declararse inconstitucional -a juicio de Biglino- por 
tratar de armonizar esta norma el ordenamiento castellano y leonés al del resto de España, y por tanto 
también este derecho de los ciudadanos. 
1337
  Al igual que otras autonomías que estamos observando, Castilla y León vincula la iniciativa popular a 
la iniciativa de los ayuntamientos y la ley reguladora versa sobre ambas. Este hecho tiene una especial 
relevancia en esta autonomía donde parte de la población se establece en el medio rural y el número de 
municipios además de ser elevado sirve como vertebración de un territorio muy extenso. 
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Además, el artículo 16.24.a del EACyL establece el fomento de la participación social y 
del asociacionismo como un principio rector. Estas previsiones refuerzan la 
consideración de la participación como derecho de los ciudadanos y mandato al 
legislador dentro de los nuevos Estatutos, ampliando la visión social de las citadas 
normas. La Comunidad de Castilla y León no ha sido ajena al contexto social y político, 
donde la participación iba paulatinamente adquiriendo relevancia como una forma de 
involucrar a los ciudadanos en la toma de decisiones. 
Es interesante, a efectos del presente trabajo, referirse al contexto político reciente, al 
haber condicionado también algunas decisiones legislativas que han afectado al modelo 
político y de gobierno de la Comunidad y a la regulación de la participación. En este 
sentido, las elecciones autonómicas celebradas en mayo de 2015 cambiaron 
significativamente el panorama político en Castilla y León
1338
, que hasta entonces no 
había diferido demasiado del resto de Comunidades que comenzaron en los Pactos del 81 
el recorrido hacia su desarrollo institucional y competencial
1339
. La nueva distribución de 
procuradores en las Cortes de la Comunidad alteraba la distribución de fuerzas, 
terminaba por muy poco con la histórica mayoría absoluta del Partido Popular y permitió 
anunciar algunos cambios jurídicos que analizaremos brevemente en las siguientes 
líneas; algunos de ellos se han llegado a materializar y otros quedaron por el camino, 
siendo las formas para llevarlos a cabo -o no a cabo- también relevantes para el objeto 
que perseguimos. 
La ausencia de la mayoría absoluta hacía evidente una necesidad de acuerdos en la 
Comunidad. El más obvio, el pacto dirigido a la formación de un gobierno; y el segundo, 
quizás consecuencia del primero en ocasiones, para sacar adelante las leyes necesarias. 
Al no contar ahora la cámara con mayoría absoluta de un partido, no sólo podría darse el 
caso de que la oposición en bloque aprobara leyes contra el criterio del Ejecutivo 
                                                 
1338
 El Partido Popular ganó las elecciones con el 37% de los votos y 42 procuradores, seguido del Partido 
Socialista con el 26% de los votos y 25 procuradores, Podemos 12% y 10 procuradores, Ciudadanos 10% y 
5 procuradores, Izquierda Unida – Equo 1 procurador y Unión del Pueblo Leonés 1 procurador.  
1339
 Si en el grueso de Comunidades ya hemos destacado el rasgo del ‘semipresidencialismo’ imperante en 
la forma de gobierno, este hecho en Castilla y León podía ser aún más evidente debido a los 28 años 
seguidos de mayorías absolutas del Partido Popular que reforzaban el liderazgo del Presidente de la 
Comunidad y consagraban a las Cortes como una cámara donde el Ejecutivo llevaba sus proyectos para 
implementar su programa de gobierno, pero que estaba lejos de convertirse en una cámara con verdadero 
protagonismo propio. En Castilla y León Juan Vicente Herrera gobernaba con mayoría absoluta desde 
2001, quedándose en las elecciones de mayo de 2015 a un procurador de dicha mayoría y necesitando al 
menos la abstención de otro grupo político para sacar adelante sus leyes. 
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autonómico, sino que también las iniciativas populares tuvieran más posibilidades de ser 
admitidas y tomadas en consideración. La mecánica descrita rompía, en cierto modo, el 
ya conocido como “parlamentarismo mitigado” o “parlamentarismo presidencial
1340
”, 
que se traducía en una posición imperante del presidente y mucho menor protagonismo 
de la cámara, cuestiones que ahora podían cambiar. 
Una de las consecuencias del nuevo escenario, y del acuerdo programático
1341
 entre el 
Partido Popular y Ciudadanos para la investidura de Juan Vicente Herrera fue el anuncio 
entre otras
1342
, de una serie de medidas para la mejora de la calidad democrática del 
sistema político de Castilla y León. Estas mejoras se articularían en torno a una reforma 
del Estatuto de Autonomía, una reforma del Reglamento de las Cortes y una nueva Ley 
del Alto Cargo de la Administración de Castilla y León. A pesar de que prestemos una 
mayor atención a las reformas (o intentos de reforma) implementadas en Castilla y León, 
debemos señalar que los cambios introducidos bajo el denominado objetivo de la 
“regeneración democrática” ha respondido más bien a un impulso global en el conjunto 
de autonomías
1343
 (con distinta intensidad en cada una). 
La reforma del Estatuto contemplaría siete medidas
1344
 que, para nuestro trabajo, quizás 
la más relevante fuera la de “el avance hacia fórmulas legales que garanticen una mayor 
vinculación de los electores y sus representantes políticos” denominación abstracta que 
finalmente desaparecerá de la propuesta que la Junta de Castilla y León hiciera en enero 
de 2016. Otra de las reformas pretendidas era la del Reglamento de las Cortes 
incluyendo, entre otras cosas, que los promotores de una iniciativa legislativa popular 
                                                 
1340
 En el sentido indicado por CASCAJO CASTRO, J. L. en “La forma de gobierno: el sistema 
parlamentario autonómico”, en Derecho Público de Castilla y León op. cit. pp. 67 y ss. 
1341
 Que se produce el 24 de junio de 2015 
1342
 El compromiso en el discurso de investidura de Juan Vicente Herrera giraba en torno a tres bloques: 
consolidar los avances sociales, fortalecer a las entidades locales y la mejora de la calidad democrática, que 
para nuestro interés nos centraremos en esto último (Diario de Sesiones de las Cortes de Castilla y León, 
IX Legislatura, núm. 2, 2015. Sesión Plenaria núm. 2 pp. 22 y ss. 
1343
 Sobre el particular, entre otros, GARCÍA MAHAMUT, Rosario, “La reforma de los sistemas 
electorales autonómicos tras las elecciones del 24 de mayo de 2015: vectores políticos y jurídicos”, Teoría 
y Realidad Constitucional, núm. 41, (2018), pp. 185-212  
1344
 Que en resumidas cuentas serían: limitación de mandatos de responsables políticos, supresión de 
aforamientos, limitación del número de consejeros, reducción del número de procuradores de las Cortes 
(que curiosamente no aparecerá en la posterior propuesta de reforma presentada por la Junta de Castilla y 
León), incompatibilidad para ser a la vez procurador y alcalde de municipios de más de 20.000 habitantes, 
medidas para excluir de su cargo a los imputados por corrupción a partir de la apertura del juicio oral y por 
último la comentada y que más nos interesa de “el avance hacia fórmulas legales que garanticen una mayor 
vinculación entre los electores y sus representantes políticos”. 
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pudieran defender su proposición en sede parlamentaria, como ocurre en otras tantas 
Comunidades que estamos analizando, cuestión que sería introducida, como veremos, a 
través de la heterogénea Ley del Alto Cargo de la Administración de Castilla y León. 
Pese a los anuncios, en febrero de 2016 la Junta de Castilla y León daba a entender que 
diferentes cuestiones complicaban que las medidas anunciadas se pudieran llevar a cabo 
por la vía de la reforma del Estatuto al requerir de mayor celeridad. Por ello, muchas de 
las reformas anunciadas acabarían plasmadas en la Ley 3/2016, de 30 de noviembre, del 
Estatuto de los Altos Cargos de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, 
resultando una norma muy heterogénea. El posible abandono de la reforma del Estatuto 
para incorporar dichas medidas por la vía legislativa no sólo hacía descender la 
relevancia de los cambios implementados, sino que ponía de relieve el particular medio 
utilizado para cambiar cuestiones diversas que quizás requirieran, alguna de ellas, de la 
citada reforma estatutaria. 
Aunque más adelante nos referiremos de nuevo a estas cuestiones, podemos adelantar 
que la citada Ley del Alto Cargo introduce algunas novedades con respecto a la iniciativa 
legislativa popular. Cuestión, por cierto, que no nos deja de sorprender por ser uno de los 
ejemplos de la heterogeneidad de la norma. En su disposición final tercera modifica en 
tres aspectos la Ley 4/2001 reguladora de la iniciativa legislativa popular y de los 
ayuntamientos en Castilla y León. Entre otros, modifica el artículo segundo, referido a 
las firmas necesarias para presentar la ILP, que pasarían del 1% del censo
1345
 al 0,75%. 
Asimismo, la citada disposición final tercera de la reciente Ley 3/2016, establece algunas 
incompatibilidades para formar parte de la Comisión Promotora e introduce, por último, 
la posibilidad de que un representante de la Comisión participe en la comisión 
parlamentaria previa a la toma en consideración de la norma, cuestiones todas ellas a las 
que nos volveremos a referir más adelante pero que adelantamos como positivas para la 
figura. 
Concluidas estas referencias a las novedades políticas y legislativas recientes, debemos 
analizar la ley que regula la iniciativa legislativa popular en Castilla y León
1346
. Esta ley 
ha sido reformada hace relativamente escasos años e introduce aspectos positivos, como 
                                                 
1345
 Porcentaje del censo autonómico que también se tendrá que dar en al menos cinco de las nueve 
provincias, como más adelante explicamos 
1346
 Ley 4/2001 de 4 de julio 
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veremos, aunque entendemos que aún es susceptible de mejora, sobre todo teniendo en 
cuenta las más recientes y ambiciosas regulaciones implementadas en otras autonomías. 
Como ha señalado, por ejemplo, SÁNCHEZ MUÑOZ
1347
, a pesar de las buenas 
intenciones, a las reformas le han faltado un plus de atrevimiento que situara a la figura 
en nuestra Comunidad al mismo nivel que las regulaciones más recientes a las que 
después nos referiremos. En este sentido, la exposición de motivos de la ley reconoce a 
Las Cortes como titulares de la potestad legislativa y, por tanto, la capacidad de legislar 
de los ciudadanos estaría supeditada a ésta. Concretamente, afirma con respecto a la 
presentación de iniciativas populares: “dejando a las Cortes, titulares de la potestad 
legislativa, la responsabilidad de incorporar a su producción normativa tras el proceso 
legislativo correspondiente, un texto articulado que tenga por objeto el ejercicio de la 
iniciativa.” 
Con respecto a los legitimados para ejercer la iniciativa, además de los ciudadanos 
inscritos en el censo electoral
1348
, como es lógico, la ley reconoce un amplio 
protagonismo a los Ayuntamientos. En concreto, el artículo primero de la Ley reconoce 
en su apartado segundo la capacidad de los entes locales para presentar iniciativas en las 
Cortes. La legitimidad de los Ayuntamientos para presentar proposiciones cobra sentido 
en una comunidad de nueve provincias donde los municipios cumplen una función 
fundamental al vertebrar un extenso territorio y ofrecer servicios a los ciudadanos del 
medio rural, dentro de una autonomía donde el peso del localismo es evidente, por lo que 
se entiende perfectamente el acierto de otorgar dicha participación -en clave institucional, 
                                                 
1347
 SÁNCHEZ MUÑOZ, O. en “La tímida reforma de la ILP en Castilla y León: una ocasión perdida para 
la revitalización democrática” en Revista General de Derecho Constitucional (Iustel) nº 16 (abril 2013) pp. 
6 y ss. 
1348
 Considerándose según el artículo segundo de la Ley 4/2001 de Castilla y León como válido para el 
cálculo del número de electores a exigir para la presentación de una iniciativa popular el Censo vigente a 
fecha de presentación de la ILP en la Mesa de Las Cortes. La Junta Electoral recuerda lo que ha de 
entenderse por electores; estos son (según el apartado primero del artículo primero de la citada ley) 
“quienes, gozando de la condición política de ciudadanos de Castilla y León, conforme a los dispuesto en 
el artículo 6.1 del Estatuto de Autonomía, sean mayores de edad y estén inscritos en el Censo Electoral”. 
Tras la reforma del citado Estatuto operada por la LO 14/2007, la remisión contenida en la ley de ILP debe 
entenderse al artículo séptimo del Estatuto de Autonomía, que aclara que:  
“1. A los efectos del presente Estatuto, tienen la condición política de ciudadanos de Castilla y León todos 
los españoles que, de acuerdo con las leyes del Estado, tengan vecindad administrativa en cualquiera de 
los municipios integrados en el territorio de la Comunidad.  
2. Gozarán de los derechos de participación en los asuntos públicos definidos en el artículo 11 de este 
Estatuto, como ciudadanos de Castilla y León, los españoles residentes en el extranjero que hayan tenido 
la última vecindad administrativa en Castilla y León y acrediten esta condición en la forma prevista en la 
legislación estatal. Igualmente gozarán de estos derechos sus descendientes inscritos como españoles, si 
así lo solicitaren, en la forma que determine la ley del Estado”. 
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y no a través del art. 23.1 CE- de los entes locales. Sin embargo, como ya se ha dicho, 
debemos distinguir la iniciativa legislativa popular, ejercida por los ciudadanos y 
proyección del derecho a participar directamente, de la iniciativa de los ayuntamientos, 
un instrumento de carácter institucional que difícilmente se puede considerar como 
mecanismo de participación en sentido estricto. 
En lo referente a la admisión de la proposición, y como ya es habitual en la regulación 
autonómica de la ILP, Castilla y León establece en el artículo cuarto que la proposición 
ha de versar sobre materias que sean competencia de la Comunidad, según su Estatuto, 
salvo las de naturaleza tributaria, presupuestaria o de planificación económica, las que 
afecten a las instituciones territoriales o de autogobierno, o las relativas al desarrollo del 
Estatuto. Es posible que el legislador haya querido evitar que cuestiones polémicas como 
las sedes de algunas instituciones se abran a planteamientos localistas por parte de los 
electores de algunas provincias. Mayores problemas creemos que plantea excluir los 
asuntos que supongan un desarrollo del Estatuto, no sólo porque este ámbito plantea 
problemas de interpretación y adolece de inconcreción, sino porque puede excluir 
materias relevantes para los ciudadanos, lo que puede ir en detrimento de la participación 
en la Comunidad. 
En el artículo 5.2 de su ley se establecen como causas de inadmisión, además de que trate 
sobre las materias excluidas que acabamos de ver, que la iniciativa carezca de unidad 
sustantiva
1349
 o trate materias no homogéneas, que verse sobre el mismo objeto que una 
proposición o proyecto de ley aprobado durante la misma legislatura, o sea reproducción 
de otra iniciativa presentada en la misma. También es motivo de rechazo que su 
contenido contradiga la legislación básica del Estado o que no cumpla los requisitos de 
presentación indicados en la propia ley, aunque en este caso si el defecto es subsanable la 
Mesa lo comunicará para su corrección. No obstante, entendemos que sería beneficioso 
conceder posibilidad de subsanación de cualquier defecto que así lo admita por su 
naturaleza, ya que muchas veces los promotores pueden incurrir en un vicio que 
desconocen. 
                                                 
1349
 En esta concreta causa de inadmisión, en lugar de hablar de “materias diversas” como hizo la LOILP en 
su redacción de 1984 o “materias manifiestamente distintas” tras su reforma en 2006, la ley de Castilla y 
León utiliza un término que pretendía ser el utilizado durante las primitivas redacciones de la LOILP para 
este motivo de inadmisión, pero que por las críticas hacia su inconcreción fue rechazado 
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Por otra parte, la reforma de la ley de ILP de Castilla y León efectuada en 2012 eliminó 
el apartado ‘e’ del artículo 5.2, suprimiendo así como motivo de inadmisión que existiera 
previamente una proposición no de ley aprobada por las Cortes en la misma legislatura 
con idéntico objeto que la ILP propuesta, lo que suponía un completo contrasentido al no 
desplegar una proposición no de ley ninguna consecuencia jurídica como sí lo puede 
hacer una iniciativa legislativa popular. 
Asimismo, la ley reconoce recurso de amparo a la Comisión Promotora contra la decisión 
de la Mesa de las Cortes de inadmitir su propuesta
1350
. Consideramos oportuno que este 
artículo sexto especifique qué sucede si el Tribunal Constitucional declara admisible la 
iniciativa. En este caso, establece que el procedimiento (de tramitación de la proposición) 
seguirá su curso o, según su apartado tercero: “Si el Tribunal Constitucional decidiera 
que la irregularidad afecta a determinados preceptos de la proposición, la Mesa lo 
comunicará a la Comisión Promotora, a fin de que ésta, en el plazo de un mes, 
manifieste si desea retirar la iniciativa o mantenerla, una vez efectuadas las 
modificaciones correspondientes” lo cual entendemos que es beneficioso para la 
admisibilidad de la propuesta. 
Junto al texto articulado y su exposición de motivos se ha de presentar una memoria 
donde se expliquen las razones que aconsejan la tramitación de esa proposición de 
ley
1351
. Además, se han de detallar los miembros que componen la Comisión Promotora, 
según los artículos octavo y noveno que como mínimo serán cinco y tendrán que ser 
electores de la Comunidad
1352
. 
En cuanto al número de firmas exigido para presentar una proposición de ILP, Castilla y 
León opta por elegir una proporción concreta del censo electoral, en lugar de fijar los 
ciudadanos numéricamente. En concreto, las iniciativas deberán estar avaladas al menos 
por el 0,75 por ciento de los electores del censo autonómico vigente el día de la 
presentación de la iniciativa ante la Mesa de las Cortes. Esta cifra ha sido establecida 
recientemente por la Ley 3/2016, de 30 de noviembre, del Estatuto de los Altos Cargos de 
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 Cuestión que introduce de forma explícita la mencionada Ley 3/2012 
1351
  Este es un requisito muy cuestionado que incluyó la LOILP pero que fue eliminado en su reforma de 
2006 al entender que la exposición de motivos de la ley ya cumple ese objetivo pedido en la memoria 
1352
 Resulta una novedad que se establezca un mínimo de miembros para la Comisión Promotora. 
Asimismo el artículo 9 determina que no podrán ser Procuradores (parlamentarios ) de las Cortes de 
Castilla y León ni están afectados por causas de inelegibilidad o incompatibilidad 
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la Administración de la Comunidad de Castilla y León, que en su disposición final 
tercera modifica en tres aspectos la Ley 4/2001 reguladora de la iniciativa legislativa 
popular y de los ayuntamientos en Castilla y León. Entre otros, modifica el artículo 
segundo, referido a las firmas necesarias para la ILP: 
“La iniciativa legislativa popular se ejercerá mediante la presentación ante la Mesa de las Cortes de Castilla 
y León de una proposición de ley suscrita por las firmas de, al menos, el 0,75 por ciento de los electores del 
censo autonómico vigente el día de la presentación de la iniciativa ante la Mesa de las Cortes, 
correspondientes a la mayoría de las circunscripciones electorales de la Comunidad que representen en 
cada una de ellas, como mínimo, el 0,75 por ciento del respectivo censo provincial y que reúnan los 
requisitos prescritos en el artículo anterior.” 
El número de electores en Castilla y León es de 2.151.790 ciudadanos
1353
, por lo que el 
0,75% se situaría en 16.138 ciudadanos, aproximadamente. La rebaja de las firmas hasta 
el 0,75% de los electores tiene como objetivo facilitar la presentación de iniciativas 
populares, cuestión que han emprendido todas las CCAA que han reformado su ley de 
iniciativa. Sólo las cifras exigidas en Andalucía, Comunidad Valenciana, Galicia o País 
Vasco representan un porcentaje menor del censo electoral que el determinado en Castilla 
y León por la Ley 3/2016. En 2016, las Cortes de Castilla y León aprobaban
1354
 una 
moción que instaba a la Junta a rebajar el número de firmas a 15.000, aunque sorprende 
que se utilice para ello una moción. 
Sin embargo, no encuentra parangón el cuestionable requisito que expresa el artículo 
segundo a continuación de fijar el porcentaje del censo necesario. Las exigencias para 
presentar una iniciativa popular en Castilla y León no culminan en el aval del 0,75% del 
censo autonómico. Los electores que suscriban la ILP deben corresponder a “la mayoría 
de las circunscripciones electorales de la Comunidad que representen en cada una de 
ellas, como mínimo, el 0,75 por ciento del respectivo censo provincial”.  Siendo la 
circunscripción la provincia, entendemos que, de las nueve, la mayoría son cinco. Por 
tanto, además de representar al menos el 0,75 por ciento del censo total autonómico, los 
firmantes deben pertenecer al menos a cinco provincias y representar, en cada una de 
ellas, como mínimo el 0,75 por ciento de su censo provincial. Entendemos que el 
                                                 
1353
  A fecha de mayo de 2015 (ciudadanos con derecho a voto en las elecciones autonómicas y municipales 
del 24 de mayo) 
1354
 El Pleno de las Cortes de Castilla y León, en sesión celebrada el día 7 de junio de 2016, aprobó una 
Resolución relativa a la Moción efectuada por el Grupo de Podemos sobre participación ciudadana en la 
que se insta a la Junta a elaborar un proyecto de ley de reforma de la ley reguladora de la Iniciativa 
Legislativa Popular para dejar el número de firmas necesarias en 15.000 
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legislador pretende evitar que las firmas se alcancen gracias únicamente a los ciudadanos 
de un reducido número de provincias. De esta forma, el legislador encomienda a la 
Comisión Promotora la tarea de alcanzar una representatividad mayor y contar con una 
mayoría de provincias de la extensa Comunidad.  
Este requisito evita que el instrumento se pueda utilizar para reivindicar cuestiones 
localistas que alcancen respaldo gracias a los signatarios de una sola provincia, pero que 
quizás carezcan de un interés autonómico. Para comprender la exigencia, debemos 
atender a las particularidades políticas, territoriales e históricas de esta Comunidad, de 
superficie extensa y heterogénea, donde el sentimiento de identificación con la provincia 
–como territorio más cercano- puede superar en muchos casos el interés que suscita el 
ámbito autonómico. Dentro de las nueve provincias, se pueden suscitar polémicas –como 
de hecho ya ha sucedido- en torno a la capitalidad de la autonomía, la sede de algunas 
instituciones, las infraestructuras, la financiación... sólo por sugerir algunos ejemplos. 
Para evitar tensiones con ciertos tintes populistas que vayan en detrimento de la 
solidaridad territorial, el legislador pretende que las iniciativas populares alcancen una 
representatividad suficiente que asegure el interés autonómico de la propuesta, como 
demuestra la exigencia de que la demanda sea compartida por la fracción de electores 
señalada en al menos cinco de las nueve provincias. En la misma línea, SÁNCHEZ 
MUÑOZ
1355
 pretende explicar el requisito interpretándolo en clave de equilibrio 
territorial y así, “cerrando la puerta a la posible utilización de este instrumento de 
participación para iniciativas de carácter territorialmente limitado”. 
Debemos tener en cuenta, asimismo, la importancia que adquiere cada una de las 
provincias en la Comunidad, formadas a su vez por un gran número de municipios y un 
extenso territorio, donde las particularidades geográficas, históricas, sociales y 
económicas de cada una pueden comprometer en algunos casos la relevancia de cada 
provincia en el conjunto regional. Por poner un ejemplo, no sería extraño que triunfara 
alguna iniciativa popular que pretendiera focalizar determinadas inversiones, 
infraestructuras o instituciones en una provincia concreta, pudiendo ser utilizada tal 
reivindicación, con la legitimidad que otorga un grupo importante de electores, por 
alguna fuerza política con un interés puramente electoralista. Además, no debemos 
                                                 
1355
 SANCHEZ MUÑOZ, Óscar, en “Artículo 11. Derechos de participación en los asuntos públicos” en 
Comentarios al Estatuto de Autonomía de Castilla y León. Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre. 
(dris. I. SÁEZ HIDALGO y F. REY MARTÍNEZ- Cívitas Thomson Reuters (2011) pág. 135 
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olvidar la importancia que dentro del conjunto ocupan algunas comarcas, cada una con su 
sustento económico e industria
1356
, como muestra por ejemplo el especial tratamiento que 
la región del Bierzo ocupa dentro del Estatuto de la Comunidad en particular, y la 
provincia de León en general, con una fuerza política ‘uniprovincialista’ con 
representación en las Cortes
1357
, como señala DURÁN ALBA
1358
. 
Todo ello contribuye a una especial sensibilidad y equidistancia en el tratamiento de 
ciertas políticas, para evitar las tensiones localistas y las reivindicaciones a las que hemos 
hecho referencia. Este requisito parece querer evitar, por poner un ejemplo, que una 
fuerza política, un colectivo ciudadano, o una extraña mezcla entre ambos, pretendan 
aumentar la presión política sobre las Cortes presentando una ILP refrendada por un 
importante número de firmas de su provincia, pero que quizás no responda a un asunto 
eminentemente autonómico, sino más bien a una reivindicación localista e incluso 
populista
1359
. En la práctica, este requisito induce a los promotores a obtener el 0,75% de 
signatarios del total del censo en aquellas provincias con menos electores, por resultar 
menos complejo que acudir a provincias como Valladolid o León, donde ese porcentaje 
representa mayor número de firmantes. 
El aspecto negativo del precepto es que complica sensiblemente el objetivo de reunir las 
firmas requeridas, algo ya de por sí costoso. En una Comunidad extensa como Castilla y 
León, los proponentes deberán realizar el esfuerzo de conseguir además del mínimo total 
de signatarios, el 0,75 por ciento de electores de una mayoría de provincias. Por poner un 
ejemplo concreto, para proponer un cambio normativo que afecte a la actividad de la 
minería, muy ligada al norte de las provincias de León y Palencia, no bastaría con que la 
iniciativa popular prosperara con las firmas de los electores de estas provincias, sino que 
necesitarían un respaldo de una mayoría de circunscripciones que, a priori, parece 
complicado por no compartir las mismas inquietudes. Otros mismos asuntos pueden 
verse afectados por los mismos problemas, en detrimento de la capacidad de los 
ciudadanos para proponer a las Cortes Autonómicas la regulación de asuntos que les 
                                                 
1356
 Sólo por citar algunas, Castilla y León cuenta con una importante industria minera en el norte de la 
Comunidad, con tradición vinícola en el centro y el oeste, agricultura y ganadería en muchas comarcas, 
capitales de provincia muy turísticas, o una industria muy vinculada a la automoción en Valladolid. 
1357
 Es el caso de Unión del Pueblo Leonés (UPL) que cuenta con un procurador. 
1358
 DURÁN ALBA, Juan Fernando, en “Los partidos políticos en la recogida de firmas…” op. cit. p. 74.  
1359
 Por ejemplo, que dicha provincia cuente con un tratamiento especial en el Estatuto, albergue 
instituciones de la Comunidad, cargos de representación determinados o se vea favorecida de determinadas 
políticas o infraestructuras. 
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afectan. En definitiva, este requisito resta capacidad a la figura como mecanismo de 
demanda de cuestiones compartidas por una fracción del electorado, impidiendo que 
afloren muchos temas que, probablemente, merecerían captar la atención del legislador. 
Asimismo, debemos poner de manifiesto que este requisito no encuentra semejanzas en 
otras CCAA, lo que demuestra su carácter atípico y la concreta intención del legislador 
castellano y leonés de presentar el equilibrio territorial mencionado. Tanto en la LOILP, 
como en el resto de regulaciones de la iniciativa popular a nivel autonómico, se exige un 
número concreto de firmas de electores o, siendo menos habitual, un tanto por cierto del 
censo de esa Comunidad, pero en ningún caso se añade que dichos ciudadanos han de 
provenir de la mayoría de sus circunscripciones electorales representando a su vez un 
porcentaje.  
Por su parte, el artículo segundo, que establece los citados requisitos en cuanto a la 
procedencia de las firmas, fue redactado por la ley 3/2012, de 5 de julio. Esta norma 
modifica la Ley 4/2001, que exigía un mínimo de 25.000 firmas de electores, sin 
necesidad de procedencia de una mayoría de las circunscripciones. La Ley 4/2001 
estableció el mínimo de firmas en el uno por ciento del censo autonómico
1360
, y el mismo 
porcentaje de los respectivos cinco censos provinciales. La favorable rebaja de firmas 
necesarias hasta el 0,75 por ciento del censo autonómico actual -efectuada por la Ley 
3/2016- no ha permitido, sin embargo, eliminar el cuestionable requisito de contar, 
además, con ese porcentaje en al menos cinco de las nueve provincias. 
En cuanto al plazo para reunir las firmas, el artículo 10.4 concede a la Comisión 
Promotora nueve meses para alcanzar dicho objetivo. Este plazo podrá ser prorrogado en 
tres meses cuando concurran ‘razones objetivas debidamente justificadas’ cuya 
apreciación corresponde a la Mesa de las Cortes. Se trata de un plazo bastante extenso 
que mejora así el margen con el que cuentan los promotores para esta importante labor, 
en una Comunidad donde su extensión territorial y la dispersión de la población 
aconsejan un ámbito temporal más garantista. La Ley 3/2012 amplió este plazo, ya que 
anteriormente era de seis meses. 
                                                 
1360
 Debemos hacer referencia, asimismo, al artículo 10.5 de esta Ley, que permite recoger las firmas 
también mediante firma electrónica. 
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En caso de que la iniciativa sea inadmitida por la Mesa, la reforma de la esta ley 
autonómica en 2012 introdujo la novedad de que los promotores pudieran convertirla en 
una petición ante las Cortes
1361
. Esta supone una posibilidad que consideramos positiva 
con el objeto de mantener viva la demanda de un grupo de ciudadanos ante la Asamblea, 
aunque las características y diferencias entre el derecho de petición y la iniciativa 
legislativa popular sean evidentes, como ya explicamos en el apartado que dedicamos a 
los instrumentos de participación en general: 
Artículo 10 
1. Cuando se produzca la inadmisión de una iniciativa legislativa popular por no cumplir los requisitos 
establecidos en la presente Ley, se notificará ésta a la Comisión Promotora. En el plazo de un mes desde la 
recepción de dicha notificación podrá la Comisión Promotora convertir su iniciativa legislativa en 
petición ante las Cortes de Castilla y León, mediante la presentación de un escrito en tal sentido dirigido a 
la Mesa de la Cámara que deberá ser suscrito por todos los miembros de dicha Comisión. En el escrito 
solicitando la conversión no podrá introducirse modificación alguna en el texto de la proposición de ley 
inicialmente formulada 
Si bien ambas figuras comparten el espíritu de influir en los poderes públicos, el objetivo 
de la iniciativa legislativa popular y del derecho de petición es distinto. Mientras en la 
primera el objetivo es convertir en ley la propuesta articulada refrendada por un mínimo 
de electores, en la segunda se trata de una facultad que asiste a toda persona acerca de 
dirigirse a los poderes públicos para hacerles conocer un hecho o un estado de cosas y 
para reclamar su intervención. En ningún caso el derecho de petición se relaciona con el 
derecho de participación del art. 23.1 CE ni implica un ejercicio de soberanía por parte de 
una fracción del cuerpo electoral, por lo que su capacidad de influencia es mucho más 
personal y limitada. De la previsión regulada en el artículo 29 de la CE se ha de entender 
como derecho individual o colectivo. Podemos también hacer referencia para su correcta 
definición a la STC 243/1993, de 15 de julio
1362
.  
                                                 
1361
  Es una posibilidad que no hemos observado en ninguna otra Comunidad Autónoma, ni por supuesto se 
establece en la LOILP 
1362
 Que determina que “el contenido de este derecho como tal es mínimo y se agota en la mera posibilidad 
de ejercitarlo, formulando la solicitud sin que de ello pueda derivarse perjuicio alguno al interesado, 
garantía o cautela que está en el origen histórico de este derecho y ha llegado a nuestros días. Ahora bien, 
hoy el contenido comprende algo más, aun cuando no mucho más, e incluye la exigencia de que el escrito 
al cual se incorpore la petición sea admitido, le dé el curso debido o se reexpida al órgano competente si no 
lo fuera el receptor y se tome en consideración. Desde la perspectiva del destinatario, se configuran dos 
obligaciones, una al principio, exteriorizar el hecho de la recepción, y otra al final, comunicar al interesado 
la resolución que se adopte (arts. 6.2 y 11.3 de la Ley reguladora), sin que ello «incluya el derecho a 
obtener respuesta favorable a lo solicitado” (STC 161/1988 y en el mismo sentido ATC 749/1985). 
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En segundo lugar, la citada disposición final tercera de la reciente Ley 3/2016, modifica 
el artículo noveno de la Ley 4/2001 con el fin de establecer algunas incompatibilidades 
para formar parte de la Comisión Promotora de la ILP, tal y como recogieran las nuevas 
normas reguladoras de este mecanismo en Comunidades como Cataluña, Galicia o País 
Vasco. No podrán formar parte de dicha Comisión Promotora los Procuradores de las 
Cortes de Castilla y León, ni aquellos que se encuentren inmersos en causas de 
incompatibilidad o inelegibilidad para las elecciones autonómicas, salvo los concejales o 
alcaldes de municipios de más de 20.000 habitantes, que podrán ser miembros de la 
Comisión Promotora cuando la iniciativa provenga de su Ayuntamiento. Es un avance 
razonable, en sintonía con otras Comunidades citadas, que impide las lógicas 
incompatibilidades de quien pretende impulsar una proposición de ley de ILP, pero a la 
vez pertenece a esa misma cámara o está inhabilitado para ejercer tal función legislativa. 
Los artículos 14 y 15 determinan que la Junta Electoral de Castilla y León es la 
encargada del recuento final de las firmas en un acto público al que podrá asistir la 
Comisión Promotora. No obstante, el recuento inicial de las firmas -al igual que sucede a 
nivel estatal, pero no en todas las CC.AA- lo realizará la Oficina del Censo Electoral de 
esta Comunidad, quien además comprobará la inscripción de los firmantes en el mismo. 
Como singularidad, Castilla y León establece en el artículo 15.2 que la Comisión 
Promotora podrá presentar un recurso de queja ante la Junta Electoral contra el acuerdo 
de declaración de firmas no válidas, en el plazo de diez días desde su decisión. Esta 
posibilidad refuerza la protección de las firmas y la posición de sus promotores. 
En los artículos 20 a 22 de la citada norma se regula la tramitación parlamentaria de la 
iniciativa y se establece que, una vez recibida toda la documentación acreditativa del 
cumplimiento de los requisitos, la Mesa ordenará la publicación de la proposición de ley 
e incluirá su toma en consideración en el orden del día de un Pleno en plazo de seis 
meses. El artículo 21, también introducido por la reforma de la ley en 2012, concedió a 
los promotores la posibilidad de designar un representante para intervenir en las Cortes 
en el debate de toma en consideración de su propuesta, y explicar así las razones que 
aconsejan su tramitación. Esta posibilidad fue introducida por la modificación duodécima 
del artículo único de la Ley 3/2012 para permitir así la participación de un ciudadano en 
las Cortes de Castilla y León. Este hecho fue popularmente conocido como “escaño 
ciudadano” y fue fruto de un acuerdo entre todos los grupos políticos con representación 
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La Ley 3/2016 fue más allá en dicha participación de los promotores en la tramitación de 
la iniciativa, modificando el artículo 21 de la Ley 4/2001 para permitir que la persona 
designada por la Comisión Promotora comparezca en la Comisión de las Cortes que 
debata la iniciativa. Por tanto, dicho representante estará en condiciones de explicar los 
motivos que recomiendan la tramitación de su propuesta antes del debate de toma en 
consideración, tratando de persuadir a los representantes, lo que permite mejorar el 
diálogo entre promotores y parlamentarios, aumentar la participación directa de los 
primeros, y elevar las posibilidades de que la proposición de ley pueda llegar a ser 
debatida una vez superada la toma en consideración. En otras palabras, el avance permite 
mejorar la influencia de la propuesta en los temas públicos, verdadero objetivo de la 
institución de la iniciativa legislativa popular. Una propuesta de mejora lo constituiría 
permitir que un representante de la Comisión Promotora pudiera participar también en 
los trabajos en comisión posteriores a la toma en consideración de su propuesta, donde 
podrá explicar de primera mano la situación social que llevó a su colectivo a presentar la 
iniciativa, además de valorar los posibles cambios que en la tramitación de la proposición 
los grupos políticos puedan incluir en el texto, como sucede habitualmente en las 
iniciativas populares que son tomadas en consideración. 
Por último, en la disposición adicional primera se reconoce una compensación 
económica para la Comisión Promotora, como es habitual, pero sólo cuando ésta alcance 
la tramitación parlamentaria. De esta manera, la Comunidad Autónoma, con cargo a los 
Presupuestos de la cámara, resarcirá a la Comisión Promotora y a las Corporaciones 
locales intervinientes de los gastos realizados en la difusión y recogida de firmas de la 
ILP. Los gastos deberán ser justificados y la compensación no excederá de un máximo de 
quince mil euros
1364
, cantidad que podrá ser actualizada. 
Por otro lado, y en cuanto a la iniciativa de los Ayuntamientos, el artículo tercero de esta 
ley establece que la proposición de ley a presentar ante las Cortes deberá aprobarse por la 
mayoría absoluta del Pleno de al menos veinticinco Ayuntamientos, o por un mínimo de 
                                                 
1363
 En ese momento los portavoces firmantes fueron de los grupos políticos de PP, PSOE, IU y UPL 
1364
 Cantidad que señala (y aumenta con respecto a la anterior) la Ley 3/2012 
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diez cuando éstos representan al menos a 25.000 electores. Es una regulación similar a la 
establecida en la comunidad andaluza para el caso de los Ayuntamientos. 
En resumen, se puede afirmar que Castilla y León cuenta con una ley más moderna al 
haber sido elaborada en 2001 (Ley 4/2001) y gracias a la reforma de algunos aspectos en 
2012 (Ley 3/2012) y otros en 2016 (Ley 3/2016). Resulta muy oportuno, por su duración, 
el plazo de nueve meses para la recogida de firmas, que representan un porcentaje de 
censo relativamente favorable (el 0,75 por ciento). Sin embargo, consideramos 
demasiado exigentes los requisitos que obligan, para la presentación de la iniciativa, a 
contar con la firma de los electores de cinco de las nueve circunscripciones provinciales, 
representando el 0,75 por ciento del censo provincial en cada una de ellas, lo que 
claramente responde al interés de legislador por preservar el equilibrio territorial y librar 
a las Cortes de presiones populistas o localistas. Por lo demás se permiten, como en otras 
leyes más recientes, aspectos como la firma electrónica, o la participación de la Comisión 
Promotora en el debate de toma en consideración y la Comisión que le precede, 
representando una oportunidad de mejor que dichos promotores puedan intervenir en la 
tramitación parlamentaria posterior a la toma en consideración de su propuesta, pudiendo 
alertar sobre posibles modificaciones no deseadas de la proposición. 
Murcia 
Murcia es una de las diez Comunidades que han reformado su ley de iniciativa popular. 
Esta autonomía reconoció la iniciativa legislativa de sus ciudadanos en el artículo 30.1 de 
su Estatuto de Autonomía, para ser más tarde la Ley 9/1984 la que regulase esta 
institución objeto de nuestro estudio, reguladora de la iniciativa popular y de los 
Ayuntamientos y Comarcas. Esta norma ha sido reformada por la Ley 7/2006 que, 
curiosamente, tan sólo actualiza la regulación de la iniciativa popular en dos aspectos 
accesorios, sin entrar en mejoras de calado para la figura que sí han emprendido otras 
CCAA que han reformado su ley. 
La ley tan sólo sustituye la Junta Electoral Provincial por la Junta Electoral de la 
Comunidad de Murcia (actualmente) y actualiza la cantidad económica que asiste a la 
Comisión Promotora por el resarcimiento de los gastos. El legislador de Murcia declina, 
por tanto, emprender otro tipo de facilidades para el éxito de la participación que sí 
llevaron a cabo otras autonomías que reformaron su norma. Avances que, entre otros, 
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pueden ser la rebaja del número de firmas necesario para la presentación de la ILP, el 
aumento del plazo para recoger las mismas, la participación de los promotores durante el 
trámite, posibilidad de firma electrónica, presentación de quejas ante la Asamblea en caso 
de modificaciones no deseadas de su propuesta en el trámite, o eliminación de alguna 
causa de inadmisión que con el tiempo se ha demostrado innecesaria. 
Por lo que afecta a la concreta regulación de la iniciativa popular en Murcia para no ser 
reiterativos tan sólo nos referiremos a dos cuestiones básicas: el número de firmas 
necesario para su presentación y su plazo de recogida, por ser el resto de cuestiones 
similares al grueso de CC.AA. y en particular presentar grandes paralelismos, por 
ejemplo, con la Comunidad de La Rioja que hemos analizado recientemente. 
La ley murciana establece en el artículo sexto un mínimo de 10.000 firmas de electores 
necesarias para avalar la iniciativa popular. Esta cifra supone un 0,97% del total de 
electores en esta Comunidad en 2015. Según el artículo 9.3, el procedimiento de recogida 
de firmas deberá finalizar, con la entrega a la Junta Electoral de las firmas recogidas, en 
el plazo máximo de seis meses, a contar desde la notificación prevista en el número 
anterior. Agotado dicho plazo sin que se haya hecho entrega de las firmas requeridas, 
caducará la iniciativa y por lo tanto no cabe prórroga del mismo. 
Aragón 
El Estatuto de Aragón establece en su artículo 15 el derecho a la participación, enunciado 
de forma similar al art. 23 de la Constitución Española, donde directamente en su 
apartado segundo reconoce el derecho de los aragoneses a presentar iniciativas populares. 
Son escasos los estatutos de autonomía que reconocen este derecho como tal y lo 
vinculan directamente a la iniciativa popular, por lo que podemos considerar positiva esta 
redacción. 
Dicho de otra forma, el Estatuyente aragonés ha reconocido esta institución dentro del 
derecho a participar en los asuntos públicos (en condiciones de igualdad, dice el art. 15) 
y no dentro de la regulación de la potestad legislativa del Parlamento y sus legitimados 
para iniciar su procedimiento. Debemos tener en cuenta también que el Estatuto aragonés 
fue aprobado en 2007 y es por tanto reciente, enmarcándose en la oleada de Estatutos 
aprobados en torno a la fecha señalada, lo que le permitió acoger algunas demandas que 
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ya por entonces gozaban de un mayor reconocimiento a nivel político, como es el caso de 
la participación y el buen gobierno. 
Aragón, con la reforma de su ley de iniciativa popular en 2014, es un ejemplo que avala 
la necesidad de reformar las antiguas leyes de ILP con el objetivo de introducir 
facilidades para la participación
1365
. Los cambios más importantes que se introdujeron 
con su ley fueron los siguientes: 
-Amplía el plazo de recogida de firmas de seis a nueve meses, prorrogables a tres más; 
-Reduce de 15.000 a 12.000 la cantidad de firmas requeridas para presentar una iniciativa 
popular ante su asamblea; 
-Instaura la obligación de que el Parlamento se pronuncie sobre el texto dentro de la 
misma legislatura en que se haya presentado, lo que evita demoras innecesarias que en la 
práctica son muy habituales, como veremos, lo que puede constituir también una 
propuesta muy oportuna para implementar en otras leyes autonómicas. 
-Habilita la firma electrónica de la iniciativa y regula una compensación económica a los 
promotores de 20.000 euros. 
Además, introduce otras cuestiones también compartidas por otras reformas 
autonómicas, como es la posibilidad de asesoramiento jurídico por parte del Parlamento a 
la Comisión Promotora, que consideramos muy necesario para solventar dudas y 
problemas que los promotores –no necesariamente expertos en la materia- puedan 
albergar. Por otro lado, en la presentación de la documentación inicial ante la mesa del 
Parlamento se suprime la necesidad de presentar una memoria que justifique la 
tramitación de la iniciativa
1366
. 
Otro avance importante de la nueva ley aragonesa es que permite que se escuche a la 
comisión promotora durante el trámite de toma en consideración. Si la propuesta es 
tomada en consideración, este artículo 12 apartado 1 bis establece que: “Una vez tomada 
                                                 
1365
 En el caso de Aragón es la Ley 7/2014, de 25 de septiembre, de modificación de la Ley 7/1984, de 27 
de diciembre, reguladora de la iniciativa legislativa popular ante las Cortes de Aragón (que no incluye 
iniciativa legislativa de los ayuntamientos) 
 
1366
 Curiosamente muchas leyes más recientes, pese a introducir cambios no elimina (Aragón sí lo hace) la 
necesidad de presentar esta memoria con las razones que aconsejen la tramitación de la ILP. A nivel estatal 
la reforma en 2006 sí suprimió este requisito al existir ya una exposición de motivos de la ley que cumple 
las mismas funciones 
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en consideración la proposición de ley por el Pleno, la Comisión de las Cortes de 
Aragón competente para su tramitación parlamentaria oirá a los miembros de la 
comisión promotora, antes de abrir el período de presentación de enmiendas, en los 
términos previstos por el Reglamento para las comparecencias de colectivos sociales, 
personas físicas o representantes de personas jurídicas.”. Como ya se ha señalado, la 
intervención de los promotores permitirá que pongan de manifiesto ante los 
representantes la situación social que les animó a presentar la iniciativa y los objetivos 
planteados, intentando de alguna forma convencer a los parlamentarios de las ventajas de 
tramitar su proposición. 
Por último, en este mismo artículo duodécimo apartado tercero nos parece digno de 
mención que esta ley permita a la Comisión Promotora “solicitar que se retire la 
Proposición de Ley durante su tramitación si entendiera que alguna enmienda aprobada 
e introducida en la proposición desvirtúa el objetivo de la iniciativa.”. Entendemos que 
la decisión final de retirar la proposición de ley, en virtud de su autonomía parlamentaria, 
recaería sobre la asamblea, manteniendo la petición de los promotores un carácter no 
vinculante. No obstante, y para ello nos remitimos al debate sobre la retirada de la 
iniciativa ya tratado en este trabajo, valoramos la oportunidad concedida a los 
promotores de expresar su disconformidad con los cambios introducidos durante la 
tramitación de su propuesta. De esta manera, evitamos desvirtuar una opinión avalada 
por un respetable número de firmantes y remediamos –con mayor o menor acierto- un 
hecho que viene sucediéndose en la práctica, que es el de desnaturalizar algunas 
iniciativas que, si bien terminan siendo aprobadas, durante la tramitación parlamentaria 
se altera su contenido, como bien ha señalado BILBAO UBILLOS
1367
. 
En cuanto a las materias excluidas, la ley aragonesa tan sólo menciona las relativas a la 
organización institucional de la comunidad, las de naturaleza presupuestaria y tributaria 
(que aparecen unidas), la reforma del Estatuto, y las que no sean competencia de la 
comunidad, pero sin excluir como en otras autonomías las que no sean competencia 
“exclusiva”. Además, permite inadmitir las iniciativas que sean reproducción de otra 
similar presentada en la misma legislatura, evitando su reiteración, pero no aquellas que 
sean reproducción de una proposición o proyecto de ley presentado, o aquellas que 
versen sobre materias diversas y carentes de homogeneidad, como es habitual. 
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 BILBAO UBILLOS, Juan María en “Instituciones de democracia participativa…” op. cit. pp. 3 y 4 
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En relación a este aspecto, durante le ley originaria de 1984 el Partido Popular solicitó
1368
 
sin éxito que se concretaran las materias excluidas de la iniciativa que tuvieran relación 
con la organización institucional de la Comunidad, mostrando que esta exclusión adolece 
de cierta inconcreción
1369
. Asimismo, este grupo político solicitó que se estableciera 
como materia excluida las que hicieran referencia a derechos y libertades fundamentales 
de los aragoneses y aquellas sobre las que la Comunidad no tuviera competencia 
exclusiva. Por último, y también sin éxito, esta fuerza política presentó una enmienda 
para que la Mesa no fuera el único órgano que evaluara la admisión de la iniciativa, y que 
fuera la Comisión de Peticiones la competente en este aspecto, lo que a nuestro juicio 
hubiera resultado menos coherente con la naturaleza de esta comisión, destinada a valorar 
peticiones sin fuerza normativa, y entendiendo como entendemos que el órgano dedicado 
a la calificación y admisión de proposiciones de ley ha de ser siempre la Mesa de cada 
cámara. 
Del mismo modo, existe una addenda introducida por la ley 7/2014 que constituye una 
novedad si la comparamos con otras autonomías: 
Añadir un nuevo punto 3 bis al artículo 5 con la siguiente redacción: 
«3 bis. Si las Cortes de Aragón están tramitando algún proyecto o proposición de ley sobre las mismas 
materias de que trata la proposición de la iniciativa legislativa popular, la Mesa debe comunicarlo a la 
comisión promotora para que decida, en el plazo de quince días hábiles, si mantiene la propuesta o la 
retira. En el supuesto de que la comisión promotora opte por mantener la propuesta, la Mesa podrá 
acordar que las iniciativas legislativas se acumulen y se tramiten conjuntamente, y debe comunicarlo a la 
comisión promotora». 
Este punto contempla la posibilidad de acumular la ILP a otra propuesta legislativa de 
similar contenido, para que se tramiten conjuntamente. De esta manera la ILP no se 
inadmite por el hecho de compartir contenido u objeto con otro proyecto o proposición 
ya en curso. Se trata de una opción conciliadora y respetuosa con la participación de los 
ciudadanos que no se contempla en la LOILP y bien podría introducirse. No obstante, 
este hecho podría también conllevar algún problema de orden práctico como señala 
MURO I BAS
1370
. En especial podría ocasionar retrasos en la tramitación, al tener que 
                                                 
1368
 Durante el Pleno celebrado el 21 de diciembre de 1984 que se encuentra en el Diario de Sesiones nº 23 
1369
  Los miembros del Partido Comunista propusieron sin éxito durante el mismo Pleno que se eliminara el 
criterio de inadmisión sobre materias diversas o carentes de homogeneidad entre sí. 
 
1370
 MURO I BAS, Xavier, “Algunas cuestiones…” op. cit. p. 377 
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esperar la iniciativa que vaya más avanzada la tramitación de la más atrasada (e incluso 
tener que esperar a que la ILP reúna sus firmas necesarias). 
Otra cuestión importante es que la ley aragonesa plantea distintas posibilidades en caso 
de que los proponentes recurran en amparo la inadmisión de la iniciativa: 
Nueve. Se añade un nuevo apartado 5 en el artículo 5, con la siguiente redacción: 
«5. Si la sentencia que resuelva el recurso de amparo declara que la proposición no incurre en ninguna de 
las causas de inadmisión previstas en el presente artículo, el procedimiento parlamentario seguirá su 
curso. 
Si la sentencia declara que la causa de inadmisión afecta únicamente a determinados preceptos de la 
proposición, la Mesa de las Cortes lo comunicará a los promotores, a fin de que estos, en el plazo de 
treinta días hábiles a partir de la comunicación, manifiesten por escrito si desean retirar la iniciativa o 
mantenerla parcialmente, una vez efectuadas las modificaciones correspondientes. Transcurrido dicho 
plazo sin que la comisión promotora se haya manifestado se entenderá decaída la iniciativa.» 
Es una muestra importante de que el legislador aragonés intenta en la medida de sus 
posibilidades que la iniciativa popular se mantenga, y si adolece de algún defecto los 
proponentes puedan solucionarlo. En primer lugar, si el Tribunal Constitucional
1371
 
considera que la iniciativa es correcta y no se ve afectada por ningún criterio de 
inadmisión plantean que la propuesta continúe. Si por el contrario cuenta con algún 
defecto encomiendan a la comisión promotora bien la retirada, bien modificarla o bien 
continuar con una propuesta parcial de la misma. La ley opta por conciliar siempre la ILP 
con la legalidad, permitir el diálogo entre los ciudadanos proponentes y la asamblea, y 
que la propuesta ciudadana pueda ser tenida en cuenta. Esta opción es introducida por la 
mayoría de las legislaciones recientes sobre la ILP, pero no así en la LOILP de forma 
expresa. 
Otro aspecto novedoso es el artículo 6 de la nueva ley aragonesa de iniciativa legislativa 
popular que establece
1372
 un órgano denominado Junta de Control encargado de velar por 
                                                 
1371
  El apartado 4º del artículo 5 de la ley además establece que los promotores podrán recurrir al Justicia 




 Artículo 6 
1. Con objeto de garantizar la regularidad del procedimiento de recogida de firmas por la Comisión 
Promotora, se constituirá una Junta de control del mismo que tendrá la siguiente composición: 
a) Presidente. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Aragón. En caso de vacante, enfermedad 
o ausencia del mismo, la presidencia recaerá en el Magistrado Vocal de la Junta, de mayor antigüedad en 
la carrera, y en caso de igualdad, en el de mayor edad. 
b) Vocales. Dos Magistrados del Tribunal Superior de Justicia de Aragón designados por sorteo efectuado 
ante el Presidente o persona que lo sustituya, el Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de 
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la regularidad de la recogida de firmas. También vemos como en Canarias existe también 
esta Junta de Control (aunque en ese caso menos jurídica y mucho más politizada), 
aunque lo habitual es que esta tarea sea desempeñada por la Junta Electoral o 
directamente la Mesa de la cámara. Se trata de un órgano especial 'ad hoc' que pretende 
el respeto de la legalidad en el asunto más delicado del proceso de una iniciativa popular, 
que es la recogida de firmas. En el nivel estatal esta función es desarrollada por la Junta 
Electoral Central, encargada de la regularidad del proceso y la autenticación de las 
firmas. 
Por la naturaleza eminentemente jurídica e independiente de la Junta Electoral debemos 
señalarla como un órgano bastante capaz para desarrollar la importante tarea que le 
encomiendan las leyes de ILP, como es la de velar por la regularidad del proceso de 
recogida de firmas y resolver cuantas cuestiones le sean planteadas, sin desmerecer 
tampoco la oportunidad de crear dicha Junta de Control. Por la experiencia de las Juntas 
Electorales Autonómicas en relación al régimen electoral -también alumbrado desde el 
derecho del artículo 23 CE que también contempla el sufragio activo y pasivo- es un 
órgano totalmente capacitado. 
Sin embargo, a pesar de la existencia de esta Junta de Control, encontramos en el artículo 
séptimo y siguientes de la ley aragonesa atribuciones que la norma encarga a la Junta 
Electoral, como suele ser habitual en el resto de autonomías. Estas funciones serían, 
principalmente: recibir por parte de la Mesa del Parlamento la notificación de admisión 
de la proposición, recibir los pliegos que presenta la Comisión Promotora donde se van a 
recoger las firmas para su sellado, recibir las firmas recogidas en el plazo concedido, 
designar fedatarios especiales a instancia de dicha Comisión o realizar un primer 
recuento de las firmas para remitirlas a la Mesa de la Asamblea. Muchas de estas 
atribuciones se las concede la nueva ley de Aragón aprobada en 2014 y vemos por tanto 
como, a pesar de la existencia de la denominada Junta de Control, las tareas principales 
                                                                                                                                                 
Zaragoza, los Decanos de los Colegios de Abogados y del Colegio Notarial radicados en la Comunidad 
Autónoma de Aragón. 
c) Secretario. El Letrado Mayor de las Cortes de Aragón, que actuará con voz pero sin voto. 
2. El funcionamiento interno y régimen de acuerdos de la Junta se regirá por lo previsto en la Ley de 
Procedimiento Administrativo para los órganos colegiados. 
3. La Junta tendrá su sede en las Cortes de Aragón, pudiendo recabar la asistencia de los servicios 




se las encarga el legislador aragonés, como creemos que es lógico, a la Junta Electoral de 
Aragón.  
Estos son los aspectos fundamentales de la regulación de la ILP en Aragón que nos 
atrevemos a calificar como positiva, moderna y coherente con el objetivo de permitir una 
correcta participación ciudadana. De esta manera en Aragón se establece un razonable 
número mínimo de firmas, un plazo generoso para recogerlas y amplias posibilidades a la 
Comisión Promotora para la defensa de su propuesta en sede parlamentaria y para el bien 
fin de la misma. 
Por último, debemos hacer referencia a la aprobación por unanimidad en la Comunidad 
en junio de 2017 de la Proposición de reforma del Reglamento de las Cortes de Aragón. 
Entre otras novedades
1373
, la norma reformada incluye un Título XVIII, que recoge el 
derecho al Parlamento abierto y establece como principios de su funcionamiento los de 
transparencia y participación. Este impulso de la transparencia y la participación obedece 
a la voluntad ya comentada del legislador autonómico de acercar los asuntos políticos a 
la ciudadanía, aprovechar el auge de las TICs y combatir el conocido desencanto de los 
electores hacia la política. 
Navarra 
La Comunidad Foral de Navarra recoge en su Estatuto
1374
 en el artículo 19.2 que “Una 
ley foral establecerá la iniciativa legislativa popular de acuerdo con lo que disponga la 
correspondiente Ley Orgánica”. El precepto sigue esa tendencia ya comentada de 
referirse al marco estatal sin que ello sea necesario, lo cual motiva que las propias leyes 
que desarrollan la ILP en esta autonomía sean similares a la estatal. Esta Comunidad 
también admite la presentación de iniciativas a los Ayuntamientos (regulado por la Ley 
Foral 4/1985). 
La Ley Foral 3/1985 fue la norma que inicialmente reguló esta institución y que fue 
reformada por la Ley Foral 14/2012, incluyendo a esta Comunidad en el grupo de las que 
han renovado su ley de ILP. Por tanto, se han introducido algunos avances que nos 
                                                 
1373
 Para profundizar sobre las novedades introducidas por la norma: CEBRIÁN ZAZURCA, Enrique, en: 
“Las Cortes de Aragón como Parlamento Abierto: Los Mecanismos de Participación Ciudadana en  los 
Procedimientos Parlamentarios” Estudios de Deusto Vol. 65 núm. 2 (2017). 
1374
 Para ser más exactos es la Ley de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra (Ley 
Orgánica 13/1982, de 10 de agosto modificada por las Leyes Orgánicas 1/2001 y 7/2010) 
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atrevemos a calificar como positivos y que facilitan el ejercicio de este mecanismo, pero 
quizás insuficientes si la comparamos con otras autonomías que han querido estar más a 
la vanguardia (Galicia, Cataluña o País Vasco). Procedemos a comentar los aspectos 
relevantes de su regulación. 
Las cuestiones más importantes a señalar prácticamente coinciden con las mejoras que 
introdujo la reforma de la ley de ILP en 2012. En primer lugar, estipuló (art. 3 Ley Foral 
3/1985) que el número mínimo de firmas que deben avalar una iniciativa popular sería el 
1% del censo
1375
, siguiendo el criterio de otras autonomías que optan por un porcentaje 
del mismo, si bien la mayoría prefiere un número concreto. Se admite, además la 
posibilidad de firma electrónica. Asimismo, esta reforma contempló (art. 8) un plazo 
concedido a la Comisión Promotora para reunir las firmas de seis meses prorrogable por 
otros dos en las circunstancias comunes al resto de las autonomías y ya comentadas. 
La ley de 2012 insta en su disposición final primera al Parlamento de Navarra “a 
modificar su Reglamento para regular el procedimiento necesario para articular la 
participación de las personas promotoras de las iniciativas legislativas populares y de 
las iniciativas legislativas de los Ayuntamientos de Navarra en la presentación y defensa 
en el Pleno de la Cámara y en el seguimiento de los debates, así como en la 
correspondiente Comisión Parlamentaria, y todo ello de una manera equivalente a la 
que se reconoce a los parlamentarios en las proposiciones de ley foral.”. Entendemos 
que la participación concedida a los promotores es positiva en la medida en la que se 
equipara a la labor de los Parlamentarios -y va más allá de permitir su intervención sólo 
en la toma en consideración- lo cual conduce a reforzar el protagonismo de la iniciativa 
de carácter ciudadano. 
Un aspecto regulado originariamente en la Ley 3/1985 es el de las materias vedadas de 
presentación de ILP (art. 2). Este precepto resume y simplifica bastante las mismas si las 
comparamos con otras leyes autonómicas, y tan sólo excluye de la presentación de 
iniciativas ciudadanas -lo cual facilita su uso- materias que desde la lógica no pueden 
recaer en este mecanismo, muy similar a la regulación que hiciera Cataluña de este 
aspecto. Estas materias serían aquellas sobre las que la Comunidad no tenga 
                                                 
1375
 El censo electoral de Navarra en las elecciones autonómicas de 2015 era de 478.133 españoles, por lo 
que, movimientos de población aparte, el mínimo necesario para presentar una ILP sería de 4.781 personas 
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competencia, las tributarias, el presupuesto de la Comunidad o a las que se refiere el 
artículo 19,3 de su Estatuto
1376
. 
Por último, simplemente debemos hacer referencia a que el resto de cuestiones tales 
como sujetos legitimados, compensación económica
1377
, presentación y validación de 
pliegos, autenticación de las firmas
1378
 o la no caducidad en caso de disolución de la 
cámara se regulan en la ley mencionada y se equipara al resto de regulaciones ya 
comentadas. 
Cataluña 
Es fundamental detenerse en la regulación catalana de la iniciativa legislativa popular. 
Esta Comunidad resulta novedosa y puntera en diferentes aspectos relacionados con la 
figura, debido a su decidida voluntad de facilitar su uso y fomentar su ejercicio, como a 
continuación veremos. Para ello dispone de una completa y rigurosa ley de iniciativa 
popular, que, al aprobarse en 2006, contiene numerosos avances con respecto a otras 
regulaciones y que nos puede aportar numerosos aspectos de mejora en la regulación de 
la institución en el resto de autonomías. Además, esta ley ha sido reformada en algunos 
aspectos que de nuevo introdujeron modificaciones beneficiosas para la participación. 
Esta norma fue la Ley 7/2014, de 25 de junio, de modificación de la Ley 1/2006, de 16 
de febrero, de la iniciativa legislativa popular.  
Se trata de una de las regulaciones más garantistas hacia la participación y menos 
‘seguidistas’ de la delimitación estatal de la institución, como ha señalado LARIOS 
PATERNA
1379
. De alguna manera, la norma de 2006 señaló el camino a otras autonomías 
que, tras la catalana, decidieron mejorar su ley de iniciativa popular como estamos 
analizando. La catalana fue el punto de partida del reciente impulso legislativo que 
                                                 
1376
 Que serían aquellas leyes que requieran mayoría absoluta para su aprobación, en una votación final 
sobre el conjunto del proyecto, las leyes forales expresamente citadas en la presente Ley Orgánica y 
aquellas otras que sobre organización administrativa y territorial determine el Reglamento de la Cámara. 
(art 20 de la misma LO 13/1982) 
1377
 En el artículo 15 de la ley se establece que la compensación económica se concederá cuando la 
proposición de iniciativa popular haya sido publicada en el boletín oficial de la asamblea, lo que a efectos 
prácticos se asemeja a la exigencia de alcanzar la tramitación parlamentaria 
1378
 Siendo la Junta Electoral de Navarra la encargada de este proceso de acreditación de firmas 
1379
 LARIOS PATERNA, M. J., en “La iniciativa legislativa popular en el context espanyol. Referència 
especial a la Llei catalana” Revista Activitat Parlamentaria núm. 1, pp. 25 a 35. 
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hemos analizado al comienzo de este capítulo y que se apoya en análisis como, por 
ejemplo, el de RUIZ-RICO
1380
.  
Por su parte, ZULIMA SÁNCHEZ
1381
 elogia la Ley 1/2006 calificándola como “una ley 
valiente y comprometida con la obligación que tienen las administraciones de fomentar 
la participación ciudadana”. Según esta opinión, “se alerta de la existencia de una 
forma de participación ciudadana al alcance de todos que pretende insertar los debates 
de interés para la ciudadanía en el seno de las instituciones legislativas catalanas; unos 
debates que, de otro modo, no serían planteados en las cámaras por los partidos con 
representación”. También hacen una valoración muy positiva de los avances introducidos 






Pero es preciso englobar esta concreta voluntad de facilitar el ejercicio de la iniciativa 
popular en un objetivo más amplio de los poderes públicos y el legislador catalán. La 
agenda política y legislativa de los últimos años en esta autonomía ha estado marcada por 
la voluntad de desarrollo de instituciones de autogobierno, potenciar las señas de 
identidad propias y avanzar en competencias. Pero sin duda el hecho que más 
repercusión y problemas ha generado es la conocida pretensión de celebrar un 
referéndum
1384
 de autodeterminación para, en caso de resultado afirmativo, constituir una 
república catalana independiente, leyes y decisiones recurridas y suspendidas por el 
Tribunal Constitucional por carecer de base legal. Por todo ello -sin que proceda 
extenderse más- conviene entender la regulación de la iniciativa popular como parte de 
                                                 
1380
 RUIZ RICO, Catalina, en “Transparencia y participación en el derecho autonómico: un análisis 
constitucional” en Revista Internacional de Doctrina y Jurisprudencia Vol. 6. Junio 2014. P. 17. 
1381
 SÁNCHEZ SÁNCHEZ, Zulima, en “La iniciativa popular: una figura importante para una nueva 
ciudadanía” Revista Activitat Parlamentaria núm 11 (2007) p. 40 
1382
 ARNALDO ALCUBILLA, DELGADO IRIBARREN Y SÁNCHEZ NAVARRO: op. cit. p. 320 
1383
 Op. cit. pp. 465 y ss. 
1384
 Cataluña ya celebró una controvertida consulta que el Gobierno Central decidió recurrir ante el 
Tribunal Constitucional. Fue la “Consulta popular no referendaria sobre el futuro político de Cataluña” 
celebrada el 9 de noviembre de 2014. Recientemente más problema ha generado la aprobación de la Ley de 
Referéndum y la Ley de Transitoriedad -ambas suspendidas por el Tribunal Constitucional y aprobadas con 
graves vulneraciones de las disposiciones que regulan el procedimiento legislativo- para la celebración de 
un referéndum de autodeterminación el 1 de octubre de 2017 donde el Fiscal General del Estado tuvo que 
ordenar una serie de actuaciones -judiciales y policiales- para evitar dicho referéndum. Estas suspensiones 
y actuaciones generaron una grave crisis institucional, política y social entre la Generalitat y otras 
instituciones del Estado que son de sobra conocidas.  
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un todo encaminado hacia el objetivo de fomentar la participación del pueblo catalán y la 
consecución de un alto grado de autogobierno. 
Esta voluntad de dar respuesta a las demandas de participación de la sociedad se plasmó 
en su nuevo Estatuto de Autonomía
1385
 de 2006 (LO 6/2006) y la tramitación -casi 
paralela a la ley de ILP de 2006- de un nuevo Reglamento del Parlamento.  En primer 
lugar y en cuanto al Estatuto, Cataluña sitúa las distintas iniciativas legislativas al mismo 
nivel, reconociendo la capacidad de los ciudadanos de iniciar el procedimiento 
legislativo. No sólo se limita, como hacen la mayoría de Estatutos, a mencionar la 
iniciativa popular y delegar su regulación a una futura ley. Así, el artículo 61.1 afirma: 
“La iniciativa legislativa corresponde a los Diputados, a los grupos parlamentarios y al 
Gobierno. También corresponde, en los términos establecidos por las leyes de Cataluña, 
a los ciudadanos
1386
, mediante la iniciativa legislativa popular, y a los órganos 
representativos de los entes supramunicipales de carácter territorial que establece el 
presente Estatuto” 
El preámbulo de la ley de iniciativa legislativa popular de Cataluña, Ley 1/2006, de 16 de 
febrero, aclara que será la cámara quien decida en última instancia, siendo los ciudadanos 
quienes puedan proponer la regulación de asuntos a la misma que en ésta no se hayan 
suscitado, pero “sin poder decisorio”. Se entiende por tanto que en ningún caso un grupo 
de ciudadanos puede suplantar a la cámara o ejercer su potestad que, como cámara de 
representación, es inviolable, independiente y autónoma. 
“La iniciativa legislativa popular consiste en una propuesta legislativa en la que los 
proponentes no tienen ningún tipo de poder decisorio, pero que permite completar la 
integración de intereses que tiene lugar en el Parlamento de Cataluña por medio de la 
irrupción en la discusión política de temas que, a pesar de ser de interés para un sector 
de la población, tal vez no han sido planteados por las fuerzas políticas 
parlamentarias.” 
                                                 
1385
 Como bien señala Xavier MURO I BAS el Estatuto de Cataluña no contiene referencias a la legislación 
estatal, aunque no es el único, que en cambio sí figuraban en su anterior redacción. Este mismo autor 
descarta una sujeción constitucional de la iniciativa autonómica a la estatal sin perjuicio de la libertad del 
Estatuyente para referirse a la misma 
1386
 Siendo el único Estatuto, junto al riojano, que se aparta del resto, que sólo atribuyen iniciativa 
legislativa a los Diputados y al Gobierno, y en cuanto a la ILP remiten su regulación a una ley. 
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En segundo lugar, el Estatuto de Cataluña también resulta novedoso ya que permite 
proponer la reforma del mismo a través de la iniciativa popular, tal y como regulan los 
artículos 222.1 y 223.1. En este caso exige 300.000 firmas de ciudadanos con derecho a 
voto, que deberán solicitar a la cámara que ejerza la propuesta de reforma del Estatuto. El 
número de firmas exigido para la iniciativa en cuanto a proposiciones de ley es de 
50.000. Se entiende que el número de signatarios que se exija para presentar una reforma 
del Estatuto sea agravado por la trascendencia de esta norma. 
Se trata de la única Comunidad Autónoma que posibilita la reforma de su Estatuto a 
través de la iniciativa popular. Este hecho supone abrir a la participación de los electores 
los asuntos que el Estatuto regula y que son de especial trascendencia para la 
Comunidad. El Estatuto establece las normas básicas de la Comunidad Autónoma, 
instituciones, competencias y es la norma superior del ordenamiento jurídico en la 
Comunidad autónoma después de la Constitución. Nos parece razonable que se exija un 
mayor número de firmas para proponer esta reforma mediante ILP, como realiza la 
legislación catalana, pero siempre es positivo que los relevantes asuntos que trata el 
Estatuto se puedan abrir a la participación y opinión ciudadana, con las cautelas 
necesarias y siempre que la decisión final recaiga, como así sucede, en la Asamblea 
correspondiente. 
A este respecto debemos señalar las particularidades para la elaboración y aprobación de 
un Estatuto de Autonomía. Aunque la legislación catalana conceda a los ciudadanos este 
importante poder de propuesta de reforma de su Estatuto mediante iniciativa popular este 
hecho no modifica las garantías necesarias para la aprobación de una norma de especial 
calado. A este respecto debemos señalar los artículos 144, 146, 147 y 151.2 de la 
Constitución y recordar que en cualquier caso su reforma requerirá de la aprobación 
mediante ley orgánica por las Cortes Generales. 
Pero quizás uno de los asuntos más controvertidos de la regulación catalana son los 
legitimados para ejercer la iniciativa legislativa popular, ya que la ley permite firmar 
proposiciones de ley a sujetos no legitimados por la regulación estatal. En concreto, 
además de los clásicos legitimados en el nivel estatal y autonómico, que serían los 
ciudadanos españoles con derecho a voto (que figuren por tanto en el censo electoral), la 
LILPCat permite firmar iniciativas a ciudadanos de la Unión Europea (o de Islandia, 
Liechtenstein, Noruega o Suiza) y a los extranjeros que residan legalmente en España. 
524 
 
Además, la norma fija la edad mínima en 16 años. Este asunto ya ha sido analizado en el 
apartado dedicado a la titularidad de la ILP en el ámbito autonómico al comienzo de este 
capítulo y por tanto a él nos remitimos ya que ha podido generar un gran debate.  
En el concreto análisis de la Ley 1/2006, ZULIMA SÁNCHEZ
1387
 ha entendido esta 
‘valiente’ extensión del ejercicio a los menores de dieciséis y diecisiete como “una 
apuesta por ayudar a la concienciación de los más jóvenes a involucrarse en la 
democracia y la política autonómica”. Sobre la conocida extensión a los extranjeros la 
misma opinión considera “necesario que los problemas que surgen en estos nuevos 
ciudadanos, sus inquietudes y conflictos, puedan ser tenidos en cuenta por los partidos y 
los representantes, siendo éste el único medio de conseguir una convivencia pacífica”. 
En este sentido, el mecanismo puede ayudar en la integración política de colectivos 
quizás menos atraídos por los asuntos públicos, y en el conocimiento y publicidad de las 
demandas de éstos, lo cual contribuye a una mejor representación. Sin embargo, a pesar 
de la legitimidad de tales objetivos políticos, nos remitimos a las dudas ya expresadas en 
este capítulo sobre el citado asunto de la extensión de la titularidad de la iniciativa. 
Unido a este hecho, debemos analizar la detallada regulación de la Comisión Promotora 
que realiza esta ley. En el capítulo dedicado a este órgano en la regulación estatal, 
criticábamos cómo a pesar de la importancia concedida al mismo su regulación era 
escueta. En la LOILP y en la mayoría de regulaciones autonómicas poco o nada se dice 
sobre la naturaleza o funciones de la Comisión, sus incompatibilidades, número de 
miembros, relación con los signatarios o función una vez debatida la ILP en caso de 
pretender su retirada. 
En cambio, la LILPCat se esfuerza por aclarar alguna de estas cuestiones dedicando todo 
un artículo
1388
 a la Comisión Promotora. En el mismo especifica su naturaleza; actúa 
                                                 
1387
 Op. cit. p. 40  
1388
 Artículo 4 La comisión promotora 
1. La comisión promotora ejerce la representación de las personas firmantes de la iniciativa legislativa 
popular a los efectos que derivan de la misma. 
2. La comisión promotora debe estar formada por un mínimo de tres personas, que deben cumplir las 
condiciones establecidas por el artículo 2 y, además, las siguientes condiciones: 
a) Ser mayores de edad. 
b) No ser diputados al Parlamento de Cataluña. 
c) No ser miembros de corporaciones locales. 
d) No ser miembros de las Cortes Generales. 
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como representación de los firmantes, además de establecer un mínimo de miembros y 
las condiciones e incompatibilidades para formar parte de la misma: 
Asimismo, en los artículos siguientes se encarga -como en la mayoría de las leyes de 
ILP- a la Comisión una serie de actuaciones de trámite de la proposición como presentar 
la documentación necesaria para la admisión; recibir las notificaciones; presentar los 
pliegos necesarios; recoger las firmas; presentar, si procede, recurso de amparo; presentar 
propuestas o quejas ante la Mesa de la cámara, etc. 
En el importante apartado de la admisibilidad de la ILP, la ley de Cataluña simplifica de 
forma notoria los motivos para la inadmisión de una iniciativa popular y elimina algunas 
causas que sí encontramos en otras comunidades. De esta manera el artículo 6.2 tan sólo 
establece cuatro motivos de denegación por parte de la Mesa: 
2. Son causas de inadmisibilidad de la proposición de ley: 
a) Que tenga por objeto alguna materia sobre la cual la Generalidad no tiene atribuida la competencia. 
b) Que la proposición de ley y la documentación presentadas no cumplan alguno de los requisitos
1389
 
establecidos por el artículo 5.1. 
c) Que reproduzca otra iniciativa legislativa popular de contenido igual o sustancialmente equivalente 
presentada durante la misma legislatura. 
d) Que se refiera a una materia excluida
1390
 de acuerdo con el artículo 1 
 
De esta manera no encontramos alguna clásica exclusión -de sobra mencionadas e 
incluso cuestionadas en este trabajo- como las siguientes: que la proposición verse sobre 
materias diversas y carentes de homogeneidad (que no se exige para ninguna otra 
proposición o proyecto de ley que no sea de origen popular); que la ILP verse sobre una 
proposición de ley sobre el mismo objeto presentada en la misma legislatura o, en menor 
medida, que verse sobre una proposición no de ley de contenido equivalente. En el caso 
de coincidir la ILP con un proyecto o proposición en trámite sobre las mismas materias, 
                                                                                                                                                 
e) No ser miembros del Parlamento Europeo. 
f) No incurrir en ninguna de las causas de inelegibilidad o de incompatibilidad que la legislación vigente 
establece para los diputados al Parlamento de Cataluña. 
1389
 Estos requisitos son, según el artículo 5.1, presentar ante la Mesa tres documentos: el texto articulado 
de la proposición de ley, precedido de una exposición de motivos; una memoria explicativa de las razones 
que aconsejan, según el parecer de las personas firmantes, la tramitación y aprobación de la proposición de 
ley por el Parlamento; y la relación de los miembros que componen la comisión promotora y de sus datos 
personales. 
1390
 El artículo 1 nos indica que las iniciativas populares podrán versar sobre las materias sobre las que la 
Generalidad tiene reconocida su competencia y el Parlamento puede legislar, de acuerdo con la 
Constitución y el Estatuto de autonomía, a excepción de las materias que el Estatuto de autonomía reserva 
a la iniciativa legislativa exclusiva de los diputados, los grupos parlamentarios o el Gobierno, de los 
presupuestos de la Generalidad y de las materias tributarias. 
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la LILPCat permite una opción positiva y conciliadora a nuestro juicio dentro de este 
artículo 6: 
3. La Mesa, si el Parlamento está tramitando algún proyecto o proposición de ley sobre las mismas 
materias de que trata la proposición de ley de la iniciativa legislativa popular, debe comunicarlo a la 
comisión promotora para que decida, en el plazo de quince días hábiles, si mantiene la propuesta o la 
retira. En el supuesto de que la comisión promotora opte por mantener la propuesta, la Mesa debe acordar 
que las iniciativas legislativas se acumulen y se tramiten conjuntamente y debe comunicarlo a la comisión 
promotora. 
Esta opción no se concede en el ámbito estatal o autonómico, salvo Cataluña y Aragón, y 
permitiría que algunas iniciativas populares no se perdieran por el hecho de compartir 
asuntos con un proyecto o proposición que se encuentre ya en la cámara. Esta es una 
solución que propusimos en el ámbito estatal para poder conciliar la iniciativa ciudadana 
con textos ya en tramitación en la cámara. Se trata de una redacción introducida por la 
reforma de 2014 que llevó a cabo la citada Ley 7/2014. 
No obstante, esta opción puede conllevar algunos problemas prácticos pese al teórico 
avance, como decimos. En primer lugar, el Reglamento del Parlament de Cataluña no 
reconoce esta opción de la acumulación o tramitación conjunta que conllevaría, 
entendemos, que ambas iniciativas compartirían ponencia y sucesivos trámites. Como 
bien señala MURO I BAS
1391
, esta acumulación puede frenar la tramitación de una de las 
dos iniciativas al tener que esperar aquella que se tramite más rápido a otra que sigue un 
ritmo inferior. Normalmente entendemos que será más lenta de tramitar la iniciativa que 
provenga de los ciudadanos ya que en el momento de la admisión -y posible acumulación 
a otro proyecto o proposición- aún quedarían por recoger las firmas necesarias. Este 
hecho lastraría sensiblemente la tramitación de la iniciativa que proviene del ejecutivo o 
de los parlamentarios. 
En cuanto a la temática sobre la que no procede una ILP, el artículo 1 estipula lo 
siguiente: “Pueden ser objeto de la iniciativa legislativa popular las materias sobre las 
que la Generalidad tiene reconocida su competencia y el Parlamento puede legislar, de 
acuerdo con la Constitución y el Estatuto de autonomía, a excepción de las materias que 
el Estatuto de autonomía reserva a la iniciativa legislativa exclusiva de los diputados, los 
grupos parlamentarios o el Gobierno, de los presupuestos de la Generalidad y de las 
                                                 
1391
 MURO I BAS, “Algunas cuestiones…” op. cit. p.. 377 
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materias tributarias”. Tan sólo excluye de la iniciativa popular aquellas competencias 
que, o bien no están en manos de la Comunidad, o bien tienen encargados otros poderes 
en solitario -como es el caso de las materias tributaria o de presupuestos. Es una 
redacción que simplifica sensiblemente los supuestos en los que una ILP está vedada y 
que además facilita su ejercicio, no conteniendo más limitaciones que las estrictamente 
necesarias. 
Ahondando en las facilidades para que la ILP prospere, otro aspecto positivo es que la 
LILPCat permite que la Comisión pueda subsanar ante la Mesa algunos de estos defectos 
para que su proposición termine siendo admitida, según regulan los apartados 3 y 4 de 
este artículo 6: 
4. La Mesa del Parlamento debe comunicar a la comisión promotora la existencia, en su caso, de 
cualquier irregularidad que sea enmendable, a fin de que dicha comisión, en el plazo de quince días 
hábiles, pueda corregir el defecto; de lo contrario, la solicitud decae. 
5. La Mesa del Parlamento debe notificar la resolución sobre la admisión o inadmisión de la proposición 
de ley a la comisión promotora y, en el supuesto de que la resolución sea de admisión, a la Junta Electoral. 
Esta resolución debe publicarse de acuerdo con lo establecido por el Reglamento del Parlamento. 
En el nivel estatal la reforma operada en 2006 contemplaba la posibilidad de subsanación 
de defectos formales por parte de los promotores comunicándolo a la Mesa del Congreso, 
pero en este caso el Parlament permitiría también subsanar otro tipo de defectos como los 
materiales
1392
. Es una regulación que favorece la admisibilidad de la ILP si tenemos en 
cuenta que los redactores de la proposición de ley no han de ser expertos en la 
construcción de la misma y pueden incurrir en errores. 
En definitiva, se establecen menos motivos para inadmitir una ILP y tan sólo se excluyen 
aquellas materias que se encuentran bajo la iniciativa exclusiva del Ejecutivo o de los 
grupos parlamentarios, o las que exceden de la competencia de Cataluña. Ni siquiera 
quedan excluidas las materias que sean un desarrollo directo del Estatuto, como la 
mayoría de nuestras CC.AA. contemplan, y sobre las que se ha establecido cierto 
paralelismo con las leyes orgánicas a nivel estatal por exigirse mayoría absoluta en los 
parlamentos autonómicos. Por lo tanto, la regulación de estas causas es más proclive a la 
admisión de la iniciativa que el resto de regulaciones autonómicas e incluso que la 
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 Xavier Muro es proclive a permitir también la subsanación de errores materiales con el fin de favorecer 
la admisión de la iniciativa y sin entender que esto pueda conllevar una modificación sustancial de la ILP 
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regulación estatal. La ley en definitiva incide en favorecer varios aspectos claves para el 
éxito de una iniciativa ciudadana. Consideramos que estas cuestiones pueden marcar el 
camino para aquel legislador interesado en impulsar la institución y por tanto la 
participación. 
Para finalizar el asunto de la admisión debemos hacer referencia al artículo 136 del 
Reglamento del Parlamento de Cataluña. Este precepto
1393
 señala la posibilidad de que la 
ILP afecte a los créditos presupuestarios. Dicho Reglamento establece que la ILP podrá 
ser enviada al Gobierno Autonómico para que muestre su criterio sobre si la proposición 
de ley afecta a en el sentido de aumentar los gastos o disminuir los ingresos. Si afectase 
se determina que esa parte en cuestión de la ley no entrará en vigor hasta el siguiente 
ejercicio presupuestario: 
Esta posibilidad es mucho más conciliadora que la contenida en otras leyes 
autonómicas
1394
 que permiten al Ejecutivo negarse a la tramitación de la ILP por implicar 
modificación en los ingresos o gastos. Por este motivo es más favorable (hacia la 
admisión de la ILP) la regulación catalana que, en caso de afectación presupuestaria, 
incide en que la proposición de ley debe ser admitida, con la salvedad de que la parte que 
conlleve un aumento de gastos o disminución de ingresos no podrá entrar en vigor hasta 
el siguiente ejercicio presupuestario. MURO I BAS nos recuerda que, si bien la 
intervención del gobierno autonómico en este sentido puede complicar el futuro de la 
ILP, ya existe una causa de inadmisión de la misma basada en caso de tratar materias 
tributarias por lo que si la proposición ha superado el juicio de la Mesa del Parlament 
todo indica a que podrá seguir su camino sin obstáculos. 
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 Artículo 136 Admisión a trámite 
1. La Mesa del Parlamento admite a trámite las proposiciones de iniciativa legislativa popular si cumplen 
los requisitos establecidos por la ley que las regula y el presente reglamento. 
2. Si la proposición de ley puede implicar un aumento de créditos o una disminución de ingresos con 
relación al presupuesto vigente en el momento de su tramitación parlamentaria, la ley resultante de la 
iniciativa legislativa popular no puede entrar en vigor, en la parte que comporte dicha afectación 
presupuestaria, hasta el siguiente ejercicio presupuestario o, si procede, hasta otro posterior, si así lo 
determina la propia proposición de ley. 
3. La Mesa del Parlamento, a efectos de lo establecido por el apartado 1, debe enviar la iniciativa 
legislativa popular al Gobierno para que se posicione sobre sus efectos económicos en el plazo de ocho 
días. 
4. Si el Gobierno considera que la proposición de ley produce afectación presupuestaria, la Mesa del 
Parlamento debe admitirla a trámite en los términos establecidos por el apartado 2. Si el Gobierno no se 
pronuncia en el plazo de ocho días, el silencio se entiende en el sentido de que no existe afectación 
presupuestaria. 
1394
 Tal y como sucede en Baleares o Cantabria 
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Pasando a otros artículos y en caso de inadmisión, la LILPCat reconoce, como no puede 
ser de otra manera, recurso de amparo a la Comisión Promotora y especifica qué ocurre 
en caso de que el TC declare admisible una ILP previamente denegada por la Mesa o 
parte de la misma, permitiendo que la proposición continúe con las modificaciones 
pertinentes: 
Artículo 7 Recursos 
1. La comisión promotora puede interponer, en los términos establecidos por la legislación aplicable, un 
recurso de amparo contra la resolución de la Mesa del Parlamento por la que esta no admite a trámite la 
proposición de ley. 
2. La comisión promotora, si la sentencia que resuelve el recurso de amparo considera que la 
irregularidad afecta solo a determinados preceptos de la proposición de ley, debe manifestar a la Mesa del 
Parlamento, en el plazo de treinta días hábiles a partir de la publicación de la sentencia, si retira la 
iniciativa o si la mantiene con las modificaciones correspondientes. 
Tras la admisión y como es habitual, se traslada a la Comisión Promotora la admisión en 
su caso de la iniciativa para que procedan al sellado de los pliegos en los que deberán 
reunir las firmas necesarias en el plazo de 120 días hábiles a contar del día en que la 
Junta Electoral le haya devuelto el primer grupo de pliegos sellados (artículo 9). Esta 
norma es la única que expresa el plazo para reunir las firmas en días hábiles y no en 
meses, lo que facilita que para el cómputo no se tengan en cuenta jornadas inhábiles y el 
tiempo sea mayor. Este plazo, según el artículo 9, podrá ser prorrogado en 60 días hábiles 
si concurren causas debidamente justificadas. 
El número de firmas necesarias para la presentación de una ILP ante el Parlament de 
Cataluña es de 50.000 según su artículo tercero. Esta cifra fue notablemente rebajada por 
esta ley de 2006 al exigirse anteriormente 65.000, y en comparación con su número de 
electores
1395
 es una de las cifras más bajas que podemos encontrar comparativamente. 
Debemos recordar como ya señalamos que el Estatuto de Cataluña admite la iniciativa de 
reforma del mismo mediante iniciativa popular, que deberá estar firmada por 300.000 
personas según sus artículos 222.1 y 223.1. Cataluña también admite la firma por vía 
electrónica, según introdujo la Ley 7/2014. 
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  El número de electores que podían ejercer su derecho a voto en las elecciones catalanas de septiembre 
de 2015 era de 5.510.713 personas, por lo que las 50.000 firmas necesarias representan el 0,9% del censo 




Concluido este tema, otro avance interesante que plantea la ley catalana es la supresión 
del trámite de toma en consideración. Dicho de otra manera, las iniciativas ciudadanas 
aprobadas por la Mesa del Parlamento y que reúnan las firmas necesarias, pasan 
directamente a ser debatidas por el Pleno del Congreso, previo trámite de presentación de 
enmiendas (que en caso de enmienda a la totalidad conllevaría un debate sobre toda la 
propuesta, aunque no una votación). Es una diferencia sustancial con la regulación 
estatal, que cuenta con el trámite de toma en consideración donde se puede aprobar o 
rechazar que la iniciativa sea debatida por la cámara. Según el artículo 14 de la ley 
1/2006 de iniciativa legislativa popular, el debate de totalidad de la proposición de ley 
debe tener lugar en el plazo de cuatro meses a contar del día siguiente a la comunicación 
de la Junta Electoral a la Mesa del Parlamento de que han sido recogidas y autentificadas 
las firmas correctamente.  
Se trata, a nuestro juicio, de un avance importante para la notoriedad y el éxito de las 
iniciativas. Conseguimos, en primer lugar, dotar de relevancia a la propuesta avalada por 
un número importante de ciudadanos que, al igual que una ley ordinaria o proposición, 
será debatida por el máximo órgano de la cámara, el Pleno. Esto incentiva la presentación 
de iniciativas populares al tener la certeza los ciudadanos de que su propuesta al menos 
será debatida si cumple los requisitos; de la otra forma, en la toma en consideración una 
mayoría parlamentaria podría ‘tumbar’ la propuesta y ni siquiera llegar a ser debatida.  
Aunque la supresión de este obstáculo pueda elevar el número de iniciativas que acceden 
a la tramitación parlamentaria, no asegura que se respete el contenido propuesto por los 
ciudadanos. Si el Parlament no comparte la propuesta presentada, podrá triunfar una 
enmienda a la totalidad, como de hecho ha sucedido y veremos más adelante, o bien el 
texto podrá ser modificado sustancialmente con enmiendas parciales. Sin embargo, 
GARCÍA MAJADO
1396
 ha considerado que solo dos iniciativas fueron rechazadas por el 
Parlament frente al total de veintisiete presentadas (aunque se olvida que la mayoría de 
las mismas o bien fueron inadmitidas o caducaron por falta de apoyos) lo que 
demostraría a juicio de la autora la efectividad de la medida. 
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 GARCÍA MAJADO, Patricia, en “La participación ciudadana en Cataluña a través de la iniciativa 
legislativa popular” en PÉREZ MONEO y VINTRÓ CASTELLS (Coords.) Participación política: 
deliberación y representación en las Comunidades Autónomas. Colección Monografías (Congreso de los 




Hasta el momento Cataluña es la única Comunidad que contempla esta posibilidad. La 
necesidad u oportunidad del trámite de toma en consideración para las iniciativas 
populares divide a la literatura consultada, si bien podemos señalar una ligera mayoría a 
favor de establecer este trámite, basándose en la autonomía que asiste a nuestras cámaras. 
Como ya señalamos en el apartado dedicado a este trámite, la cámara es soberana para 
decidir qué temas le son sometidos y muchos entienden la iniciativa popular como una 
mera propuesta a las mismas. Sin embargo, el problema en este punto es que la toma en 
consideración acaba actuando como un gran obstáculo para el debate de las iniciativas 
populares que, aun cumpliendo los requisitos de admisión y reunir sus firmas requeridas, 
quedan subordinadas a la generosidad de los grupos políticos. Para mayor debate e 
información sobre el trámite de toma en consideración nos remitimos a su análisis en el 
apartado dedicado a la regulación estatal de la ILP. 
Otro aspecto positivo de la regulación catalana es que permite la participación de un 
representante de la Comisión Promotora en varios momentos del trámite de su propuesta, 
mejorando así las posibilidades de éxito de la proposición y aumentando la participación 
directa de los mismos en sede parlamentaria. La regulación estatal contempla la 
participación en la toma en consideración de un representante designado por la 
Comisión, siendo en Cataluña un representante perteneciente a dicha Comisión. Lo cierto 
es que la regulación estatal permite que los promotores elijan un representante que por 
sus condiciones pueda defender mejor su propuesta, aunque no forme parte de su equipo. 
Según la ley catalana que regula la ILP, hay varios momentos en los que un representante 
designado por la Comisión Promotora puede intervenir, más allá de la participación 
clásica en la toma en consideración: 
El primero de ellos es el debate de totalidad de la proposición de ley, en caso de que 
existan enmiendas a la totalidad (art. 14.3 de la ley 1/2006). La intervención del 
representante de la Comisión se produciría después de hacerlo los grupos políticos que 
presenten la enmienda a la totalidad. Después del representante podrían volver a 
intervenir los grupos políticos enmendantes. Si después del debate de totalidad se 
aprueba la tramitación de la proposición, el artículo 14.4 regula que el representante de la 
Comisión Promotora puede realizar una serie de actuaciones ante la Comisión 
Parlamentaria creada al efecto, como así confirma también el Reglamento del Parlamento 
de Cataluña al que después haremos referencia. 
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En primer lugar, el representante podrá ser escuchado en los términos que el Reglamento 
del Parlamento de Cataluña establece para las comparecencias de las organizaciones y los 
grupos sociales en el marco de la comisión parlamentaria que tramite la ILP. Esta 
referencia al Reglamento del Parlamento nos sirve para señalar que el mismo dedica los 
artículos 136 a 139 a regular la tramitación de las iniciativas populares, en consonancia 
con lo regulado y ya señalado en la ley reguladora de la iniciativa en esta Comunidad. En 
lo que se refiere a la tramitación de la ILP en el Parlamento nos interesa reproducir los 
artículos 137 y 138 para demostrar la enorme importancia que se concede a los 





 y debate en Pleno: 
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  Artículo 137 El debate de totalidad de las iniciativas legislativas populares 
1. El debate de totalidad de la proposición de ley de iniciativa legislativa popular debe tener lugar en el 
plazo de cuatro meses a contar del día siguiente a la comunicación de la Junta Electoral a la Mesa del 
Parlamento del acuerdo en que declara que se ha alcanzado el número de firmas válidas necesario para la 
tramitación parlamentaria de la proposición de ley. La Mesa del Parlamento debe comunicar a la 
comisión promotora las fechas de inicio y de finalización del plazo. 
2. Si el plazo a que se refiere el apartado 1 finaliza entre períodos ordinarios de sesiones, el debate de 
totalidad debe ser incluido en el orden del día del primer pleno ordinario del siguiente período de 
sesiones. 
3. Si el plazo a que se refiere el apartado 1 finaliza cuando el Parlamento se halla disuelto, se rehabilita 
automáticamente un nuevo plazo de dos meses a contar del día siguiente a la constitución del nuevo 
Parlamento. En este caso, la Mesa del Parlamento, de acuerdo con la Junta de Portavoces, debe abrir un 
nuevo plazo de presentación de enmiendas a la totalidad. 
4. El debate de totalidad comienza por la presentación de la proposición de ley a cargo de uno o más 
miembros de la comisión promotora de la iniciativa legislativa popular por un tiempo de quince minutos. 
Si interviene más de un miembro, el tiempo de intervención se divide entre ellos. 
5. El representante de la comisión promotora, si en el debate se defienden enmiendas a la totalidad, tiene 
derecho a intervenir después de que lo hayan hecho los grupos parlamentarios que han presentado 
enmiendas. Estos grupos parlamentarios pueden volver a intervenir después de que lo haya hecho el 
representante de la comisión promotora. 
1398
 Artículo 138 La tramitación en comisión de las proposiciones de ley de iniciativa legislativa popular y 
el debate subsiguiente en el Pleno 
1. Una vez celebrado el debate de totalidad, si se aprueba tramitar la iniciativa legislativa, la comisión 
promotora puede participar en la tramitación ante la comisión parlamentaria correspondiente por medio 
de las siguientes actuaciones: 
a) Ser escuchada en los términos que el presente reglamento establece para las comparecencias de las 
organizaciones y los grupos sociales en el procedimiento legislativo, antes de que se abra el período de 
presentación de enmiendas al articulado. 
b) Proponer comparecencias de personas y entidades en el trámite a que se refiere la letra a. Estas 
comparecencias deben ser sometidas a votación de la comisión legislativa correspondiente. 
c) Designar a un representante para que asista a la primera reunión de la ponencia nombrada por la 
comisión. 
d) Participar, por medio de su representante, en las reuniones de la ponencia para asesorarla cuando esta 
se lo requiera. 
2. Una vez dictaminada la proposición de ley en comisión, el debate en el Pleno comienza con la 
intervención de los promotores de la iniciativa. 
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Antes de entrar a analizar estas cuestiones debemos señalar que el artículo 14 de la ley 
reguladora de la ILP en Cataluña, que se refiere a la tramitación de la proposición, fue 
redactado conforme a la Ley 7/2014, de reforma de la Ley 1/2006 de iniciativa legislativa 
popular de Cataluña. Asimismo, esta ley de 2014 dispuso que el Parlamento emprendiera 
los cambios necesarios -que acabamos de conocer- en su Reglamento para adecuarlo a las 
disposiciones aprobadas en la citada norma. 
Como decimos, tanto la ley reguladora de la ILP en Cataluña como su Reglamento del 
Parlamento de Cataluña (RPC) conceden un enorme protagonismo a los promotores en el 
debate y trámites de la iniciativa popular, sin que encontremos en ninguna otra ley -salvo 
País Vasco y en menor medida Galicia y Aragón- tal elevado nivel de participación. Lo 
habitual es que, en caso de permitir a los promotores intervenir en el Parlamento –que no 
todas las leyes autonómicas lo permiten- es que lo hagan tan sólo en el acto de toma en 
consideración, como así permite también la LOILP. En los momentos posteriores del 
trámite muy pocas leyes –tampoco la estatal- se refieren a la Comisión Promotora para 
permitir su intervención, salvo lo dispuesto para la comparecencia de grupos sociales o 





, en su análisis de la nueva ley catalana, ha valorado 
favorablemente que un representante de los promotores pueda intervenir con 
posterioridad a la toma en consideración y los trabajos en comisión para valorar las 
enmiendas propuestas a su proposición y la adecuación a la intención inicial de dicha 
Comisión Promotora. 
En resumen, el representante de la Comisión interviene en el debate de totalidad que 
aprueba o no tramitar la proposición
1401
 (art. 137.4 y 137.5 RPC). Después puede asistir a 
la primera reunión de la ponencia creada por la comisión parlamentaria y asistir a las 
sucesivas cuando ésta lo requiera (art. 138.1 RPC).  La Comisión Promotora podrá 
                                                                                                                                                 
3. La comisión promotora, a los efectos de lo establecido por los apartados 1 y 2, debe designar a un 
representante y un suplente mediante un escrito dirigido a la mesa de la comisión. El representante y el 
suplente deben ser miembros de la comisión promotora. 
4. La comisión promotora puede hacer llegar a la Mesa del Parlamento propuestas o quejas relativas a la 
tramitación de la iniciativa. La Mesa, una vez oída la Junta de Portavoces, debe responder a la comisión 
en el plazo de quince días a contar de la recepción de dichas propuestas o quejas. 
1399
 Desarrollado en el artículo 106 del Reglamento del Parlamento Catalán 
1400
 LARIOS PATERNA, M. J., op. cit. pp. 33 y ss. 
1401
   El Reglamento del Parlamento de Cataluña le concede hasta 15 minutos al representante designado 
por la Comisión o si son varios se podrán repartir ese tiempo. 
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solicitar la comparecencia de personas o entidades que resulten de interés para la 
tramitación de la proposición. Por último, una vez dictaminada la proposición de ley en 
comisión, el debate en el Pleno comienza con la intervención de los promotores de la 
iniciativa (art. 138.2 RPC) siendo importante su participación aquí ya que podrá 
manifestar su opinión acerca de las enmiendas introducidas y además ser más persuasivo 
con los parlamentarios en uno de los momentos más próximos a la votación de su 
propuesta, y no sólo en el inicio de la tramitación de la misma como recogen otras leyes, 
momento que aún quedaría lejos de la valoración de la ILP. 
Asimismo, los proponentes pueden remitir quejas o propuestas relativas a la tramitación 
de la proposición, que deberán ser contestadas por la Mesa del Parlamento en el plazo de 
quince días (art 14.8). Estas quejas o propuestas ayudan a conocer el criterio de los 
promotores sobre los posibles cambios que los parlamentarios puedan introducir en su 
propuesta y que quizás puedan variar el sentido de la misma –con o sin aceptación de los 
promotores-.  Asimismo, la Comisión Promotora podrá solicitar el asesoramiento de los 
servicios jurídicos de la cámara (art. 14.6 de la ley 1/2006 y artículo 139 del RPC), 
cuestión que ha sido favorablemente valorada por ZULIMA SÁNCHEZ
1402
. La Comisión 
está obligada además a tomar las medidas necesarias para difundir el contenido de las 
iniciativas populares y promover así la participación ciudadana. 
El nuevo Reglamento del Parlamento Catalán ha introducido la posibilidad de que la 
Comisión Promotora solicite la retirada de la ILP hasta el momento anterior a la votación 
en el Pleno. Esto supondría una modificación de la regla general analizada de admitir 
dicha retirada hasta la toma en consideración de la misma. No obstante, es importante 
señalar que el art. 116 del Reglamento les habilita para solicitar la retirada de forma no 
vinculante ya que toda decisión final recae en el Parlamento. Este hecho le ocasiona 
ciertos interrogantes a MURO I BAS
1403
 ya que en el caso catalán al carecer de trámite 
de toma en consideración -a través del cual la cámara asumía como propia la propuesta- 
no queda claro qué voluntad prevalece, si la originaria que pone en marcha el 
procedimiento o la ulterior que corresponde a la cámara. 
                                                 
1402
 Quien considera que “nos encontramos aquí con una regulación que apuesta claramente por la 
utilización de esta figura por parte de los ciudadanos, y qué mejor muestra de ello que las ayudas que los 
interesados en esta iniciativa pueden solicitar: apoyo jurídico e, incluso, un anticipo económico” 
SÁNCHEZ SÁNCHEZ, Zulima, op. cit. p. 40  
1403
 MURO I BAS, Xavier, “Algunas cuestione…” op. cit. p. 383 
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Por último, la ley catalana prevé la compensación de los gastos
1404
 de hasta 0,64 euros 
por firma, con un máximo de 40.000. En este caso se vincula la compensación a las 
firmas recogidas. Es muy positivo que para la compensación económica tan sólo se exija 
que la proposición sea admitida y sean reunidas las firmas necesarias, como sucede según 
el artículo 16 de la norma catalana, ya que en otras Comunidades la ILP debe superar la 
toma en consideración. Otra cuestión interesante es que la ley permite el otorgamiento de 
un anticipo no superior a 3.000 euros, que sin duda puede facilitar las labores de recogida 
de firmas, para mayor éxito de la iniciativa (artículo 17). 
Para concluir este análisis del tratamiento de Cataluña hacia la iniciativa popular, 
debemos alabar su voluntad de mejorar la participación ciudadana en general y en 
particular a través del mecanismo que estudiamos, como han llegado a reconocer medios 
de comunicación
1405
 o autores como CABEDO MALLOL
1406
 que han analizado dichos 
cambios legislativos. Las modificaciones, como hemos visto, consisten en eliminar 
límites a la iniciativa popular como causas de inadmisión o el acto de toma en 
consideración; se ha extendido el uso de la ILP a titulares no contemplados por la 
regulación estatal
1407
, se ha permitido una rebaja de las firmas necesarias, aumentando el 
plazo para recogerlas; y se concede importantes facultades a los promotores para 
participar en el trámite de la proposición de ley -ampliando las posibilidades reconocidas 
por otras leyes como la estatal u otras autonómicas-.  
                                                 
1404
   Tendrán que referirse a gastos justificados, aunque tienen la consideración de gasto acreditado sin 
necesidad de justificación hasta un 10% de los efectuados 
 
1405
 El Diario ABC publicaba el 28 de diciembre de 2008: “La nueva regulación dispara las leyes 
propuestas por iniciativa popular” señalando los cambios legislativos en Cataluña en 2006 y explicando el 
aumento en la presentación de iniciativas entre la aprobación de la ley y la fecha de la noticia: se habían 
admitido tantas iniciativas populares (siete) como entre los años 1996 y 2006. La publicación achaca el 
éxito de este mecanismo a la rebaja en el número de firmas necesarias o el aumento del plazo requerido 
para las recoger las mismas. Sin embargo, la misma noticia publicaba reconocía las dificultades para que 
las leyes finalmente aprobadas respetaran el sentido inicial de la propuesta o sirvieran realmente para el fin 
para el que sus promotores las propusieran:  
“De las propuestas aceptadas en ese primer periodo, tres se convirtieron en ley: la de apoyo a las 
selecciones catalanas, la reguladora de la incineración de residuos y la que pedía crear 30.000 plazas de 
guardería. La primera de ellas fue recurrida ante el Tribunal Constitucional por el Gobierno del PP, la 
segunda salió adelante, pero sus promotores acusaron a algunos partidos de desvirtuar su propuesta 
original y, sobre la tercera, hay amplios sectores sociales que cuestionan su cumplimiento.” (DIARIO 
ABC, 28 de noviembre de 2008: http://www.abc.es/20081228/catalunya-catalunya/nueva-regulacion-
dispara-leyes-20081228.html  
1406
 CABEDO MALLOL, Vicente, en “La iniciativa legislativa popular en las Comunidades Autónomas…” 
op. cit. p. 466 
1407
   Tal y como hemos visto, como los menores de 16 y 17 años, los residentes en España que sean 
ciudadanos de la Unión Europea o los extranjeros con residencia legal. 
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La literatura jurídica consultada no ha sido ajena a estos avances, como hemos visto, 
valorándolos positivamente y poniendo como ejemplo algunas mejoras implementadas 
en esta autonomía. Una muestra de la buena acogida de este tipo de modificaciones 
legislativas es la que efectúa GARCÍA MAJADO
1408
 en su balance de la institución en 
Cataluña. La autora valora positivamente la regulación de la figura, haciendo referencia a 
las iniciativas presentadas en el Parlament y el elevado número de las mismas que 
lograron debatirse si las comparamos con otras autonomías, como también señalaremos 
en el capítulo dedicado a la práctica del instrumento. La autora considera, sin embargo, 
que el alto porcentaje de inadmisiones cosechadas también se debe a la oposición del 
Ejecutivo catalán a la tramitación de iniciativas con implicaciones presupuestarias, o bien 
a proposiciones cuya temática se relacionaba con el proceso soberanista catalán y, por 




Todas estas cuestiones, en su mayoría llevadas a cabo por la Ley 1/2006, permitieron 
situar a Cataluña en la vanguardia de la regulación de la participación y servir de buen 
ejemplo a otras Comunidades. Por ejemplo, ZULIMA SÁNCHEZ
1410
, calificando la 
norma de valiente, consideró que la aprobación de esta ley permitía romper con la 
tendencia de crear “con miedo” figuras de participación que en lugar de favorecerla la 
controlen más, por lo que la proponía como modelo a seguir para otras autonomías. 
Galicia 
El Estatuto de Autonomía gallego
1411
 regula la iniciativa legislativa en el artículo 13.1 y 
se refiere a una ley para la regulación de la iniciativa popular, según dice, “de acuerdo 
con lo que establezca la Ley Orgánica prevista en el artículo 87.3 de la 
                                                 
1408
 GARCÍA MAJADO, Patricia, en “La participación ciudadana en Cataluña a través de la iniciativa 
legislativa popular” en PÉREZ MONEO y VINTRÓ CASTELLS (Coords.) Participación política: 
deliberación y representación en las CCAA. Colección Monografías (Congreso de los Diputados) (2017) p. 
239 
1409
 In ibidem p. 241 
1410
 Quien señalaba:” La Ley catalana 1/2006 permite de verdad esta forma de participación, sin trabas ni 
cortapisas, la fomenta con el debido control que requiere la participación directa de la ciudadanía en el 
poder legislativo autonómico. Sin duda, pensamos que esta norma debería ser el modelo a seguir a la hora 
de elaborar la norma que habilite la iniciativa en el ámbito local, no sólo en Cataluña, sino en las demás 
comunidades autónomas” SÁNCHEZ SÁNCHEZ, Zulima, op. cit. p. 41 
1411





”. La norma reguladora de la iniciativa popular en Galicia es la Ley 
7/2015, de 7 de agosto, de Iniciativa Legislativa Popular y Participación Ciudadana en el 
Parlamento de Galicia. 
La gallega se trata de una ley moderna, que data de 2015, y que por tanto merece toda 
nuestra atención. Al igual que la ley valenciana que veremos más adelante, vincula la 
iniciativa popular a la participación ciudadana, sumándose por tanto como autonomía a 
esta reciente oleada de normas que han querido regular la participación en el derecho 
autonómico, dentro del auge participativo al que nos venimos refiriendo. La ley también 
pone de relieve la enorme actualidad de la iniciativa popular y la necesidad de reformar 
esta institución en aquellas CCAA que no lo han hecho, para potenciar el ejercicio de un 
derecho fundamental como es el que nos ocupa. Esta nueva ley de 2015 incorpora la 
mayor parte de avances y facilidades para la institución de la iniciativa popular y para 
mejorar así la participación ciudadana. 
Su implementación responde, como la propia exposición de motivos señala, a “ la 
voluntad del poder legislativo autonómico de favorecer una más plural e intensa 
participación de la sociedad civil gallega en la labor de dirección política de la 
Comunidad Autónoma a través del ejercicio de la potestad legislativa; una participación 
ciudadana directa en la iniciativa legislativa que, lejos de restarle protagonismo político 
al Parlamento de Galicia, ha contribuido a lo largo de los últimos años a reforzar su 
centralidad, a mejorar el ejercicio por parte de las diputadas y de los diputados de la 
representación política y a acercar las demandas e inquietudes sociales a la institución 
parlamentaria.” 
Es una regulación positiva, a nuestro entender, que sitúa a Galicia en una posición 
ventajosa en cuanto a la consecución de una democracia moderna y avanzada. Además, 
vincula la dinamización de la participación ciudadana con aspectos tan necesarios 
actualmente como el buen gobierno o la transparencia, como vienen haciendo 
autonomías que recientemente están regulando la participación. Además, incide en su 
preámbulo en un aspecto que ya hemos señalado pero que consideramos importante, 
como es el carácter complementario y no sustitutivo de los instrumentos de participación 
                                                 
1412
  Como hemos recordado otras veces, el legislador autonómico suele exagerar la vinculación de la 




con la labor parlamentaria habitual. La iniciativa popular y la participación en general 
vienen a completar la labor de la democracia representativa e incluso a enriquecerla, para 
mostrar aquellos puntos de vista que no se suscitan dentro del juego político, y para una 
necesaria influencia de ciudadanos y grupos sociales en los que la sociedad se integra, 
una cuestión que ha tenido enorme relevancia en Galicia como veremos en el capítulo 
donde analizamos la incidencia práctica del instrumento en nuestras autonomías. 
Los aspectos más relevantes de esta ley son los siguientes: 
-Sólo excluye tres materias en las que no procede presentar una iniciativa popular, 
lógicas, a nuestro parecer: las que no sean competencia de la Comunidad, las de 
desarrollo básico del Estatuto y las de naturaleza presupuestaria y tributaria. Este hecho 
nos hace dudar sobre la necesidad y utilidad de las exclusiones que otras CCAA realizan. 
-No incluye como causa de inadmisión que la proposición carezca de homogeneidad o 
trate materias diversas, requisito habitual en muchas leyes, y que puede dar lugar a 
interpretaciones malintencionadas que sólo pretendan utilizar este motivo para inadmitir 
la iniciativa. 
-Establece en el artículo segundo el mínimo de firmas
1413
 en 10.000, cifra muy asequible 
para una Comunidad donde el número de electores es de 2.701.837 personas.
1414
 Esa 
cifra representa el 0,37% del censo electoral y sitúa a Galicia en la Comunidad que 
menor número de signatarios exige en relación al total de sus electores. 
-Concede un plazo para la recogida de firmas de cuatro meses (artículo 7.3). El plazo 
podrá ser prorrogado por tres meses si concurren causas justificadas. 
-Permite en el artículo 12 que la Comisión Promotora designe un representante para 
defender su proposición de ley en el pleno de toma en consideración 
-La compensación económica que se podrá conceder por los gastos acreditados por parte 
de la Mesa a los promotores será de un máximo de 6.000 euros (artículo 14) pero, eso sí, 
siempre y cuando la ILP supere la toma en consideración, regulación más restrictiva 
merecedora de crítica, teniendo en cuenta que lo habitual es exigir que la iniciativa haya 
                                                 
1413
 Admite también la firma electrónica 
1414
 Número de electores con derecho a voto a fecha de septiembre de 2016 con motivo de las elecciones 
autonómicas en Galicia. 
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alcanzado la tramitación parlamentaria, y no hacerla depender de un acto político como 
es la toma en consideración por el Pleno. 
Al tratarse de una norma reciente no se encuentran demasiadas voces en la literatura 
jurídica que se hayan referido a su regulación. Por ejemplo, CÓLERA LEIRADO
1415
, ha 
analizado la iniciativa legislativa popular en dicha Comunidad antes de la entrada en 
vigor de la nueva ley de 2015; haciéndose eco del aspecto positivo que supone que esta 
autonomía especifique los requisitos para constituir la Comisión Promotora, órgano que 
ocupa un papel estelar en el proceso. En los artículos cuarto y quinto de la ley se 
concreta que este órgano ha de constar de un mínimo de diez miembros que tendrán que 
ser electores gallegos, no ser Diputados del Parlamento de Galicia ni estar inmersos en 
causas de inelegibilidad. A juicio del autor esto facilita “la unión de la Comisión con el 
cuerpo electoral” por un lado y, por otro, “evita la confusión entre la representación 
política y la institución participativa, cerrando la puerta a posiciones demagógicas o 
distorsionadas”. 
En esta Comunidad, además, la Mesa de su Parlamento contará con el plazo de un mes 
para examinar la documentación presentada y pronunciarse sobre la admisibilidad de la 
iniciativa, lo cual a juicio de LEIRADO
1416
 “introduce una mejora con respecto a la LO 
estatal en cuanto establece un plazo de examen y reflexión más amplio (a nivel estatal 
son quince días) y excluye de las causas de inadmisión las que la doctrina, de forma 
unánime, critica: carencia de homogeneidad y previa existencia de una proposición no 
de ley”.  
Además, en Galicia se ha puesto en marcha un mecanismo interesante de participación 
que permite a los ciudadanos hacer aportaciones en relación a los proyectos o 
proposiciones de ley que se estén tramitando. Este sistema se denomina “Legisla con 
nosotros” y está operativo en la página web de la cámara gallega. Es una posibilidad 
valorada positivamente, así como los cambios introducidos con su nueva ley, por 
BILBAO UBILLOS
1417
. De esta manera, el Título III regula en su artículo 15 la 
                                                 
1415
 COLERA LEIRADO, Juan Ramón, en “La iniciativa legislativa popular en la Comunidad Autónoma 
de Galicia” en V Jornadas de Derecho Parlamentario: El procedimiento legislativo. Congreso de los 
Diputados. Madrid. 1994. P. 616. 
1415
  Artículo segundo de la Ley 1/2006 de la Iniciativa Legislativa 
1416
 Op. Cit. p. 618 
1417
  
   
BILBAO UBILLOS, Juan María en “Instituciones de democracia participativa…” op. cit. p. 7 
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mencionada posibilidad: “Las personas mayores de edad y con la condición política de 
gallegos podrán participar en la tramitación parlamentaria de las leyes remitiendo sus 
sugerencias y aportaciones a la Mesa del Parlamento de Galicia antes de la firma del 
informe de la ponencia de la iniciativa legislativa.”. Aunque mantenga el mismo espíritu 
debemos diferenciar esta posibilidad de presentar propuestas individuales de la iniciativa 
popular y sus requisitos. Esta posibilidad permite enviar sugerencias a un proyecto o 
proposición de ley en tramitación, y la ILP supone presentar una proposición articulada 
con el resto de requisitos aparejados como su necesaria admisión, recogida de firmas, etc. 
Por otra parte, el Título IV reconoce
1418
 en su artículo 16 una extraña modalidad de 
iniciativa popular por la que se permiten presentar por parte de los ciudadanos 
proposiciones no de ley ante el Parlamento, suavizando en parte los requisitos y 
aminorando las firmas necesarias. 
Esta modalidad de iniciativa popular para proposiciones no de ley presenta semejanzas 
con la iniciativa popular en sentido estricto al exigirse también un mínimo de firmas (en 
                                                 
1418
 Artículo 16 
1. Cualquier persona jurídica que represente intereses sociales y actúe legítimamente a través de sus 
órganos, o cualquier ciudadano o ciudadana con su firma y la de otros nueve, y con la mención de sus 
documentos nacionales de identidad, podrán promover la presentación de proposiciones no de ley al 
Parlamento de Galicia. 
2. El procedimiento para la presentación de proposiciones no de ley de iniciativa popular será el previsto 
en esta misma norma para la tramitación de las iniciativas legislativas populares, excepto en las 
especificidades siguientes: 
a) La Mesa de la Cámara se pronunciará sobre la admisibilidad de cada una de ellas, y rechazará de 
manera motivada, pero sin posible recurso, las que considere improcedentes, con arreglo a lo dispuesto en 
el Reglamento del Parlamento de Galicia y en sus acuerdos complementarios. 
b) El número requerido de firmas de personas legitimadas para suscribir una proposición no de ley de 
iniciativa popular es de 2.500. 
c) Una vez admitida una proposición no de ley, quedará depositada en el Registro de la Cámara. En ese 
momento, cualquier grupo parlamentario podrá asumirla, debiendo convertirla en proposición no de ley 
en pleno o en comisión. Le será de aplicación lo dispuesto en el artículo 161.1 del Reglamento del 
Parlamento. Si son varios los grupos parlamentarios que manifiestan la asunción, quedará asignada al 
primero que lo solicite. 
d) Al formularla, deberá mencionarse siempre su origen, aunque preservando la identidad de las personas 
firmantes. 
e) El abono de los gastos previstos en el artículo 14 de la presente ley se producirá siempre que la 
proposición no de ley sea aprobada por el Parlamento y con el límite máximo de 1.500 euros. 
3. Las proposiciones no de ley admitidas por la Mesa y no asumidas por ningún grupo parlamentario en 
los quince días siguientes a su anuncio en el Boletín Oficial del Parlamento de Galicia se considerarán 
decaídas. 
4. Las proposiciones no de ley asumidas por un grupo parlamentario serán imputadas a ese grupo 
parlamentario con respecto a la formación de los correspondientes órdenes del día. 
5. La Junta Electoral de Galicia será competente para establecer los requisitos necesarios para que el 
procedimiento de recogida de firmas pueda realizarse a través del sistema de firma electrónica. 
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este caso 2.500), depender su admisión del mismo órgano, la Mesa de la cámara, o 
reconocer una compensación económica. Por compartir el mismo espíritu, que es facilitar 
la participación ciudadana y la influencia en los temas públicos, esta modalidad puede 
completar la iniciativa legislativa popular, y facilitar la participación para aquellos 
ciudadanos que no pueden aspirar a reunir las firmas necesarias de ésta.  En caso de 
admitirse esta propuesta y como el artículo señala, siempre deberá ser un Grupo 
Parlamentario el que asuma como propia la PNL para su tramitación. 
No obstante, es importante distinguir esta posibilidad de la iniciativa legislativa popular 
en sentido estricto
1419
 que, por tratarse de proposiciones de ley que generan efectos 
jurídicos (y no así las PNL) requieren de otras garantías legales y suponen la proyección 
del derecho fundamental del artículo 23.1 de la Constitución, no así la iniciativa popular 
para las PNL, que ni suponen el ejercicio de un derecho ni generarían efectos jurídicos al 
considerarse una recomendación al gobierno autonómico, en este caso. 
La ley completa la participación ciudadana en los artículos 17 y 18. En el primero de 
ellos regula “la participación popular en el control al gobierno” permitiendo dirigir 
preguntas al Parlamento de Galicia con el ruego de que sean formuladas a la Xunta. 
Podrán formular las cuestiones cualquier persona jurídica que represente intereses 
sociales y actúe legítimamente a través de sus órganos, o cualquier ciudadano o 
ciudadana con su firma y mención de su documento nacional de identidad. No obstante, 
esta pregunta deberá ser admitida por la Mesa y asumida por algún diputado. Asimismo, 
en el artículo 18 se menciona que el Parlamento incluirá a través de su página web la 
forma por la que los ciudadanos puedan presentar peticiones a la cámara, dentro del 
derecho de petición que les asiste
1420
. 
Es provechoso que se complete la ley de iniciativa popular con mecanismos análogos que 
enriquecen la participación de los ciudadanos y las herramientas de las que disponen para 
                                                 
1419
 En primer lugar los ciudadanos no deben sólo demostrar un interés jurídico, si no tener la condición de 
ciudadanos y estar inscritos en el Censo Electoral. Las causas de inadmisión de las ILP no sólo obedecen al 
criterio de la Mesa si no que se establecen por ley y contra el acuerdo de inadmisión pueden presentar los 
promotores recurso de amparo, una muestra más de que esta iniciativa popular responde al ejercicio del 
derecho fundamental de participación pública y no así la presentación de proposiciones no de ley por parte 
de los ciudadanos.   
 
1420
  El derecho de petición es también una forma de participación constitucionalmente reconocida como 
derecho en el artículo 29 CE a la que ya nos hemos referido en este trabajo cuando tratamos las diferentes 
formas de participación, lugar al que nos remitimos para más información. 
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influir en los representantes públicos. En especial acogemos de buen grado que se 
vincule la participación con el control al Parlamento y al Gobierno (en este caso 
gallegos) porque es una de las vertientes y consecuencias positivas de la adecuada 
regulación de la participación. Como señalamos en la introducción de este trabajo y 
también cuando se aborda la participación en general, un correcto funcionamiento de la 
participación también permite que los ciudadanos puedan ejercer cierto control, actuando 
de contrapeso sobre los representantes y contribuyendo al objetivo final del buen 
gobierno. 
También consideramos positivo que en una misma ley se pueda regular la iniciativa 
popular y la participación ciudadana. Esto permite añadir algunos mecanismos de 
intervención social y ciudadana en la vida pública, siempre con el objetivo de influir en 
los asuntos políticos. Por la relación íntima entre ambas materias la ley gallega puede ser 
un buen punto de partida para que otras Comunidades mejoren y amplíen la participación 
de los ciudadanos no sólo a través de una garantista regulación de la iniciativa popular si 
no también con mecanismos que permitan a los ciudadanos presentar PNL, preguntas o 
comparecer
1421
 –como afectados o expertos- en el seno de la elaboración de una ley. Esta 
nueva ley gallega sobre participación ciudadana se incluye en el ya señalado nuevo 
impulso o “boom legislativo” sobre participación que estamos presenciando en nuestro 




En definitiva, Galicia ha elaborado una norma moderna que establece importantes 
avances para el ejercicio de la iniciativa popular. Destacamos en este ámbito 
especialmente el establecimiento de un número de firmas muy asequible. En segundo 
lugar, Galicia completa esta norma con nuevas formas de participación ciudadana como 
hemos señalado que completan la iniciativa popular y permiten que los ciudadanos o 
entidades participen presentando proposiciones no de ley, preguntas o ruegos y puedan 
realizar peticiones por vía web. Todas estas posibilidades enriquecen la democracia 
                                                 
1421
 Como sucede en los Lander alemanes donde los grupos sociales afectados por una ley comparecen ante 
el Ejecutivo o ante el Parlamento en el marco de la elaboración de la misma –sin efectos vinculantes- para 
mostrar su criterio acerca de proyecto 
1422
 TUR AUSINA, Rosario, “Leyes de participación ciudadana: las experiencias Canaria y Valenciana” en 
Monografías de la Revista Aragonesa de Administración Pública (2013) pág. 205. 
1422
 CASTEL GAYAN, Sergio, en “El nuevo régimen jurídico del derecho de participación ciudadana” 
Revista Vasca de Administración Pública número 99-100 (2014) pág. 852 y ss. 
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gallega, acercan las necesidades de la sociedad al Parlamento y otorgan un amplio 
abanico al ciudadano para poder participar e influir en sus representantes. 
País Vasco 
Euskadi es una de las CCAA que más nos interesa para el presente estudio por contar con 
la ley más moderna, la Ley 10/2016, de 30 de junio, reguladora de la iniciativa legislativa 
popular. Esta norma sustituye a la Ley 8/1986 que inicialmente reglamentaba la 
institución que estudiamos. Debemos hacer referencia también al artículo 27.4 del 
Estatuto de Autonomía de Euskadi, que reconoce la iniciativa popular y nos remite a su 
ley reguladora
1423
. Esta Comunidad es una de las ‘nacionalidades históricas’ reconocidas 
en la Constitución y cuenta con un considerable nivel de autogobierno y competencias. 
Por sus particulares características históricas, sociales y sobre todo políticas
1424
, el debate 
político en esta Comunidad en muchas ocasiones está marcado por la pretensión de los 
partidos mayoritarios de lograr un mayor nivel de autogobierno y, de aquí, se entiende, 
que el legislador vasco se esfuerce por regular las instituciones que dotan de un mayor 
protagonismo al pueblo vasco.  
Estas pretensiones de autogobierno, aunque en los últimos años no han causado ninguna 
crisis institucional grave comparable al caso de Cataluña, sí que generan tensiones que en 
ocasiones se resuelven por la vía política y en otras por la vía del Tribunal 
Constitucional, como ha tratado TAJADURA TEJADA
1425
. Para lo que nos ocupa, 
creemos que no es casualidad -por los argumentos señalados- que Comunidades como 
País Vasco, Cataluña, Navarra o Galicia se hayan esforzado en el desarrollo legislativo de 
la participación y las instituciones propias, como sucedió con el surgimiento de los 
Estatutos de Autonomía denominados de última generación. Aunque en el caso vasco, y 
como ha advertido FERRÁN CAMPS
1426
, su Estatuto de 1936 ya contemplaba la 
institución de la iniciativa popular en su artículo décimo. 
                                                 
1423
 Este artículo del Estatuto al remitirnos a una ley que regule en esta Comunidad la ILP, se refiere de 
manera errónea a la Ley Orgánica estatal “prevista en el artículo 83 de la Constitución”, y no al artículo 
que regula en la Constitución la iniciativa legislativa, que es el 87. 
 
1424
 Las últimas elecciones vascas arrojaron un resultado con mayoría nacionalista: PNV 29 escaños, Bildu 
17 escaños, Podemos 11 escaños, PSE 9 escaños, PPE 9 escaños. 
1425
 TAJADURA TEJADA, Javier, en “Referéndum en el País Vasco (Comentario a la STC 103/2008, de 11 
de septiembre) UNED. Teoría y Realidad Constitucional, núm. 23, 2009, pp. 363-385  
1426
 FERRÁN CAMPS, en Iniciativa legislativa popular. Ed. Mediterránea. Barcelona (1997)  p. 19 
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La exposición de motivos de la nueva ley realiza un análisis muy interesante de los 
motivos que han conducido a la elaboración de un nuevo cuerpo legislativo, y se marca 
como objetivo lograr una mayor participación ciudadana en la función legislativa, 
acercando las instituciones a la ciudadanía y, en general, mejorando el funcionamiento 
del sistema democrático. El camino para conseguirlo, asegura el preámbulo, ha de ser el 
de “facilitar que la ciudadanía y los grupos sociales tomen parte en la función 
legislativa, haciendo más sencillo y menos restrictivo que puedan proponer iniciativas 
que luego sean debatidas en el Parlamento”. 
El argumento primordial para la actualización normativa es la poca eficacia y las 
restricciones de la ley inicial, junto a la transformación y nuevas demandas de la sociedad 
que se han experimentado con el paso de más de un cuarto de siglo desde la Ley 8/1986: 
“Ha pasado más de un cuarto de siglo desde que se aprobó una norma que se ha 
demostrado excesivamente restrictiva y poco eficaz. Además, los cambios habidos en la 
sociedad durante todo este tiempo han sido enormes, especialmente en los últimos años; 
la ciudadanía ha expresado su descontento con las imperfecciones y las estrecheces del 
sistema democrático y su deseo de participar directamente en los asuntos públicos, por 
lo que es necesario articular medidas o mejorar los instrumentos ya existentes para 
acercar las instituciones a los ciudadanos y propiciar o facilitar su participación en 
todos los asuntos que les conciernen.” 
Como iremos viendo, la nueva ley se propone realizar mejoras en cuanto a las firmas 
necesarias para la presentación de la ILP, el plazo para reunirlas, otorgar voz a los 
promotores en el debate y rebajar algunos requisitos de admisión. En general podemos 
calificar esta nueva norma como conveniente y beneficiosa para mejorar la participación 
y situar el mecanismo de la iniciativa popular acorde a las exigencias de nuestro tiempo. 
Alguna noticia publicada
1427
 al respecto de la aprobación de la nueva ley también ha 
entendido como positivos los cambios en la línea de facilitar el ejercicio del mecanismo. 
El artículo 1 de esta ley considera legitimados para ejercer la ILP, como es lógico, a los 
ciudadanos vascos inscritos en el Censo Electoral (y por tanto mayores de edad). Lo 
interesante de este artículo es que en su apartado 3 también legitima para ejercer la ILP a 
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los ciudadanos miembros de la UE y extranjeros con residencia legal
1428
 siempre y 
cuando tengan domicilio en alguno de los municipios del País Vasco y no estén privados 
de sus derechos políticos: 
Artículo 1 
3.– Asimismo estarán legitimadas para ejercer dicha iniciativa legislativa popular las personas que, no 
estando privadas de sus derechos políticos y contando con la edad mínima establecida en la legislación 
electoral para ejercer el derecho de sufragio, estén debidamente inscritas como domiciliadas en el padrón 
de algún municipio de la Comunidad Autónoma del País Vasco y tengan la condición de ciudadano o 
ciudadana de un Estado miembro de la Unión Europea o residan legalmente de acuerdo con la normativa 
en materia de extranjería. 
Entendemos este precepto similar al ya comentado en la regulación catalana de la ILP a 
la que nos remitimos. Entonces concluimos que el posible conflicto con la ley orgánica 
estatal o la propia Constitución no era tal, aunque planteara dudas, por entenderse una 
extensión de la titularidad, no una restricción. No obstante, recordamos que el artículo 
13.2 CE reconoce tan sólo a los españoles el ejercicio de los derechos políticos a los que 
se refiere el artículo 23 CE en el que englobamos la iniciativa legislativa popular. A las 
consideraciones que en ese momento hicimos nos remitimos para no repetir las mismas 
cuestiones. 
La extensión de la titularidad es un asunto que ha generado cierta discusión como ya 
hemos señalado. El portavoz del Gobierno Vasco en funciones anunció el 27 de 
septiembre de 2016 que el Gobierno Central tenía intención de presentar un recurso de 
inconstitucionalidad contra la nueva Ley de Iniciativa Legislativa Popular del País Vasco. 
El asunto que se discute según se relata en la noticia
1429
 es que el Gobierno Central no 
entiende que sea conforme a la Constitución que se reconozca el derecho de participación 
política a los extranjeros, aunque residan legalmente en Euskadi. Sin embargo, esta ley 
vasca fue aprobada por unanimidad en el Parlamento de dicha autonomía. 
El artículo 4 concreta la documentación que los promotores deberán presentar ante la 
Mesa del Parlamento Vasco y además regula alguna cuestión, como veremos, acerca de la 
Comisión Promotora. De este artículo destacan varias cuestiones que no encontramos en 
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 Siendo ésta una cuestión novedosa introducida por la nueva ley de 2016 y que no contemplaba la 
anterior, y en paralelo a lo que establece la ley catalana como ya vimos 
1429
  Como decimos publicada por Europa Press el 27 de septiembre de 2016 a raíz de la comparecencia del 
portavoz en funciones del Gobierno Vasco tras el Consejo de Gobierno 
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otras leyes. En primer lugar, junto al texto articulado de la proposición se exige que se 
detallen el objeto y objetivos de la iniciativa propuesta. Además, esto ya más habitual 
(aunque inútil al existir una exposición de motivos con este objeto en la proposición) se 
solicita un documento
1430
 donde los promotores expresen sus razones para la tramitación 
y aprobación de la ILP. Pero lo más llamativo lo encontramos en el epígrafe 1 ‘c’ de este 
artículo donde se solicita que los promotores presenten “Las fuentes de apoyo y 
financiación de la iniciativa ciudadana propuesta. Esta información deberá actualizarse 
periódicamente, mientras dure el proceso.” 
Entendemos que esta condición se refiere a aquellas situaciones en las que una ILP es 
promovida, financiada
1431
 o ayudada desde intereses privados o por parte de alguna 
asociación, fundación, colectivo o partido político... La ley no explica la finalidad de 
detallar este requisito, no obstante, intuimos que puede ir orientado a descubrir, en pro de 
la transparencia, si detrás de la iniciativa popular se encuentra algún “lobby” o “grupo de 
interés” que los parlamentarios y ciudadanos es positivo que conozcan. La relación entre 
la participación y la transparencia es íntima y siempre es beneficioso incrementar la 
información acerca de los procesos participativos, muy en especial cuando se refiere a la 
financiación.  
De esta manera, los ciudadanos antes de firmar podrán saber de qué forma y por quién 
está financiada esa proposición de ley y también los parlamentarios podrán conocer, 
antes de valorar la propuesta, todo acerca de la misma. Algunas leyes de transparencia y 
participación ya incluyen la creación de un registro
1432
 de ‘lobbies’ o ‘grupos de interés’ 
con el fin de incrementar la información
1433
 acerca de los mismos ya que la finalidad de 
estos grupos suele ser la de influir en los asuntos públicos y por tanto también se 
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  La Comisión Promotora podrá solicitar el asesoramiento de los servicios jurídicos del Parlamento 
Vasco como señala el artículo 4.3 
1431
 No debemos confundir este hecho con el resarcimiento de los gastos que asiste a toda Comisión 
Promotora y que en esta ley en concreto se establece en su artículo 14. 
1432
 La Comisión Nacional de Mercados y la Competencia ha creado en marzo de 2016 un registro 
voluntario de grupos de interés, al igual que ya existe en otros países o en la UE. Esta decisión se enmarca 
en el artículo 37 de la Ley 3/2013, norma de creación de la CNMC, que establece con claridad la 
obligación de transparencia. El ejercicio profesional de los grupos de interés ya ha sido regulado en EE UU 
mediante el Lobbying Disclosure Act (aprobado en 1995), y en la Comisión y en el Parlamento europeos 
que implantaron un Registro común denominado “Transparency Register” (aprobado en 2011) 
1433
 Para más información por ejemplo: ARAGUÁS GALCERÀ, Irene, en “La regulación de los lobbies: 
hacia la consecución de la transparecia y el control de las actividades desarrolladas por grupos de interés” 
en  R.V.A.P. núm. 106. Septiembre-Diciembre 2016. Págs. 249-293 
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identifica en cierto modo con el objeto de la ILP. Este requisito podría aplicarse al resto 
de autonomías y también a las ILP que se presentan ante el Congreso de los Diputados 
Tal es la preocupación del legislador acerca de la transparencia en la financiación de la 
iniciativa popular y los gastos de los promotores que la ley en su artículo 8.5 exige que, 
junto a la presentación de las firmas recogidas, también se entregue a la Mesa del 
Parlamento Vasco importe y financiación recibida: 
5. El importe de los apoyos y la financiación recibidos de cualquier fuente que supere el nivel a partir del 
cual deben facilitarse informaciones será idéntico al establecido respecto a la financiación de los partidos 
políticos. 
La ley en este mismo artículo cuarto regula en sus puntos 5, 6 y 7 de forma detallada
1434
 
las funciones, composición e incompatibilidades de la Comisión Promotora. A diferencia 
de otras leyes (salvo la catalana donde también se incluye) es beneficioso que se 
especifiquen estas cuestiones sobre la Comisión Promotora, aclarando así algunas dudas 
ya expresadas en este trabajo y que afectan a la Comisión
1435
. Asimismo, este artículo 
cuarto en sus puntos 5 a 7 insiste en dos asuntos relacionados con lo que acabamos de 
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 5.– La comisión promotora habrá de velar para que: 
a) La iniciativa se financie de forma transparente y los fondos sean empleados rectamente para los fines 
con los que se recaudan. 
b) Los datos de carácter personal que se recaben sean obtenidos, custodiados y usados correctamente, 
conforme a la normativa pertinente y al fin para el que se recaban. 
c) La campaña correspondiente esté libre de declaraciones difamantes, calumniantes, abiertamente falsas 
o, de cualquier otro modo, lesivas. 
En consecuencia, la comisión promotora será responsable de la salvaguarda de los derechos y 
obligaciones vinculadas a lo dispuesto en este apartado y de los daños que puedan causarse con motivo de 
la organización de una iniciativa normativa o legislativa popular y podrán imponerse a los promotores las 
sanciones que legalmente correspondan. 
6.– La comisión promotora debe estar formada por un mínimo de tres personas, que deben cumplir las 
condiciones establecidas por el artículo 1 y, además, las siguientes condiciones: 
a) Contar con la edad mínima establecida en la legislación electoral para ejercer el derecho de sufragio. 
b) No ser miembros del Gobierno Vasco o del Parlamento Vasco. 
c) No ser miembros de las diputaciones o de las juntas generales de los territorios históricos del País 
Vasco. 
d) No ser miembros de las Cortes Generales. 
e) No ser miembros del Parlamento Europeo. 
f) No ser miembros de las corporaciones locales. 
7.– La comisión promotora designará a un representante y a un sustituto que, a lo largo de todo el 
proceso, desempeñarán un papel de enlace entre esta y las instituciones comunes de la Comunidad 
Autónoma y estarán habilitados para hablar y actuar en nombre de dicha comisión 
1435
  Pese a desempeñar un papel muy importante algunos autores han expresado su crítica hacia la escasa 
regulación en el nivel estatal sobre sus funciones, posibles incompatibilidades, número mínimo y máximo 
de miembros o su relación con los firmantes 
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relatar acerca de la financiación de la ILP, y que encontramos en el apartado 5 ‘a’ y ‘c’. 
Entendemos que el legislador pretende mayor transparencia y rigor, evitando así 
conductas ilegítimas, difamatorias, irrespetuosas o que puedan incurrir en delitos de 
corrupción, financiación ilegal o similar. 
En lo referente a la admisión ante la Mesa, se regulan los motivos de denegación 
comunes y ya conocidos
1436
. En caso de que exista en tramitación un proyecto o 
proposición de ley con el mismo objeto que la ILP, el artículo 5 establece que la Mesa 
acuerde la suspensión del procedimiento legislativo de la iniciativa que pudiera resultar 
coincidente, y solicitar así la comparecencia de la comisión promotora ante la comisión 
parlamentaria competente. De esta forma se evita la inadmisión de la ILP y se 
compatibiliza con la otra norma en tramitación cuyo objeto comparten. 
Reproducimos también, por tratarse de motivo de inadmisión las materias que el artículo 
2 de la ley exceptúa de la presentación de iniciativas populares: 
a) Aquellas sobre las que la Comunidad Autónoma carezca de competencia legislativa, así como las 
relativas a la organización, régimen jurídico y competencias de las instituciones comunes de la 
Comunidad Autónoma y a las competencias de las instituciones de los territorios históricos y las que 
afecten a la organización territorial de la Comunidad Autónoma. Serán admisibles, en todo caso, las 
iniciativas legislativas populares que tengan por objeto instar el ejercicio de las facultades de iniciativa 
reconocidas constitucionalmente a la Comunidad Autónoma ante otros órganos legislativos. 
b) Las de naturaleza tributaria. 
c) La reforma del Estatuto de Autonomía. 
d) Las referidas a la planificación general de la actividad económica. 
e) La iniciativa y procedimiento legislativo. 
f) El régimen electoral 
g) Aquellas respecto de las que el Estatuto de Autonomía o las leyes reservan la iniciativa al Gobierno 
Vasco. 
h) Aquellas iniciativas contrarias a la Declaración Universal de los Derechos Humanos o a los demás 
tratados y acuerdos internacionales sobre derechos humanos y fundamentales que forman parte de nuestro 
ordenamiento jurídico, así como aquellas que pretendan anular los derechos civiles, políticos, económicos, 
sociales o culturales recogidos en dichos instrumentos. 
Este último requisito, el ‘h’ pretende blindar el Parlamento Vasco contra iniciativas por 
parte de organizaciones o partidos ilegalizados por tener relación personal directa con la 
banda terrorista ETA, como es el conocido caso de Herri Batasuna
1437
 (y algún 
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  Estos son las materias excluidas, la no observancia de los requisitos de presentación de documentación 
detallados en el artículo 4 (defectos subsanables), que el texto trate materias diversas o sin homogeneidad, 
que tenga contenido igual o equivalente a otra ILP presentada en esa legislatura o que existe en tramitación 
un proyecto o proposición con su mismo objeto 
1437
 La coalición presentó con frecuencia como candidatos en las elecciones a miembros o exmiembros de 




sucedáneo). Sin ánimo de querer entrar en este asunto, es comprensible que la 
Comunidad Vasca preste especial atención en particular (ya que en otras Comunidades no 
encontramos este enunciado) al respeto de los Derechos Humanos para no dejar espacio 
alguno a la actividad de este tipo de organizaciones -como decimos ilegalizadas-. 
Admitida la proposición, la Comisión Promotora cuenta con cuatro meses (artículo 6) 
para reunir las 10.000 firmas
1438
 necesarias que señala el artículo 3. El plazo de recogida 
de firmas podrá ser prorrogado por dos meses si concurre fuerza mayor apreciada por la 
Mesa. Consideramos este un plazo sólo moderadamente adecuado ya que existen 
Comunidades con legislaciones más recientes que llegan a conceder seis y hasta nueve 
meses. La ley actual ha reducido el número necesario de signatarios que deben avalar la 
ILP, al exigirse antes 30.000 y en estos momentos 10.000, facilitando de esta manera la 




Con el ánimo de seguir facilitando la labor de la Comisión Promotora la ley incluye en su 
disposición adicional primera que la misma pueda disponer para el desempeño de sus 
funciones, si así lo solicita, de dependencias municipales según disponibilidad y en los 
términos fijados por el Ayuntamiento competente. Esta posibilidad sólo la hemos 
encontrado en esta concreta regulación vasca pero bien podría extenderse a otras 
Comunidades o al ámbito estatal, para facilitar la importante labor de la Comisión y en 
particular de la tarea de reunir las firmas necesarias. 
El artículo 5.11 admite la posibilidad (no contemplada a nivel estatal) de convertir la ILP 
en petición ante la Administración o ante el Parlamento, en los términos establecidos en 
la normativa reguladora del derecho de petición, si cumple los requisitos para ello cuando 
la iniciativa ciudadana haya resultado inadmitida por no cumplir con todos los requisitos 
o cuando no reúna las firmas necesarias habiendo sido admitida. De esta forma la 
propuesta ciudadana no se pierde y se concilia la voluntad de los promotores que podrán 
hacer llegar sus demandas eso sí, por vía de petición y si se cumplen sus requisitos. 
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 Para un censo electoral en País Vasco de 1.783.411 personas con derecho a voto en las elecciones de 25 
de septiembre de 2016, las 10.000 firmas necesarias representan el 0,5% del total del censo electoral. 
1439
 A este respecto la ley vasca señala en su artículo 8: “Cuando todas o parte de las firmas vayan a ser 
recabadas por vía web, la comisión promotora deberá presentar igualmente, en este mismo trámite, el 
sistema de recogida a través de páginas web que vaya a utilizar y que habrá de estar acreditado de 
conformidad con lo previsto en el Reglamento 22/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo de 16 de 
febrero de 2011, de iniciativa ciudadana”. 
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En cuanto a la tramitación de la iniciativa popular, la ley vasca permite una amplísima 
participación de la Comisión Promotora (mediante un representante) durante los trabajos 
en el Parlamento acerca de la proposición de ley. Una vez tomada en consideración la 
ILP, el artículo 11 de la Ley 10/2016 nos remite al Reglamento del Parlamento para 
conocer los detalles de la tramitación, no obstante, determina que un miembro de la 
Comisión podrá participar en cuatro momentos muy relevantes para el éxito de su 
propuesta, con voz, pero sin voto: la toma en consideración, la ponencia, la comisión 
parlamentaria y el Pleno. 
En este sentido, afirma la ley que el debate de toma en consideración comenzará con la 
defensa en pleno de la iniciativa por parte de un representante de la comisión promotora. 
Además, la comisión podrá comparecer en los trabajos de la ponencia cada vez que lo 
solicite una mayoría de parlamentarios representados en la misma, según voto 
ponderado. Asimismo, la comisión promotora podrá participar en la comisión 
parlamentaria con voz, pero sin voto para fijar la posición de la comisión promotora ante 
el informe de la ponencia. Por último, un miembro de la comisión promotora podrá 
participar con voz, pero sin voto en el pleno para fijar la posición final
1440
 de la misma. 
Además, la norma señala que, si la iniciativa popular es admitida a trámite, en el plazo 
previo a la toma en consideración por el Pleno, la Mesa de la cámara podrá solicitar 
comparecencias ante la comisión parlamentaria competente o recabar estudios e informes 
técnicos en relación con la factibilidad y el coste de las iniciativas legislativas registradas 
a los efectos de informar antes del momento de la toma en consideración por el Pleno del 
Parlamento. 
Esta intensa participación de los promotores en el trámite incide favorablemente en el 
éxito de una ILP; por un lado, permitiendo que los proponentes puedan persuadir a los 
Parlamentarios de los beneficios de aprobar su propuesta y por otra pueden evitar que se 
desnaturalice su proposición durante los trabajos debido a cambios no deseados de la 
misma que en muchos casos acaban sucediendo en la práctica. Este protagonismo a 
nuestro parecer mejora el ejercicio del derecho de participación, que en definitiva busca 
                                                 
1440
 Al igual que señalamos en la regulación de la ILP en Cataluña, es muy favorable que los promotores 
intervengan en pleno antes de la votación final ya que así podrán mostrar su opinión y conformidad hacia 
las enmiendas introducidas y también podrán intervenir en el momento más cercano a la votación final 
sobre su propuesta para permitir así una mayor persuasión de los parlamentarios. 
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influir en los asuntos públicos, no habiendo mejor lugar para ello que el trámite y debate 
de la ley en sede parlamentaria. 
La comisión promotora podrá retirar una iniciativa ciudadana registrada en cualquier 
momento antes de la toma en consideración por el Parlamento en la forma prevista en el 
Reglamento de la cámara. En tal caso, se introducirá una mención en este sentido en el 
Registro del Parlamento Vasco (Artículo 5.10). La retirada de la iniciativa, como vimos 
en el nivel estatal, ha generado controversia en cuanto al momento hasta el cual la 
Comisión puede solicitarla de manera vinculante, que hay consenso sobre que ésta 
retirada surtirá efecto antes del acuerdo de toma en consideración. A partir del mismo lo 
máximo que se permitiría sería una petición de retirada no vinculante, pero al menos los 
promotores harán constar su disconformidad con algunos cambios que legítimamente, 
eso sí, los grupos políticos pueden introducir y la cámara libremente aprobar. 
Por último, debemos destacar que la nueva ley ha decidido elevar la compensación 
económica a la Comisión Promotora hasta los 18.000 euros (antes sólo se cubrían gastos 
hasta los 12.000) por los gastos acreditados y siempre y cuando la ILP supere la toma en 
consideración. Debemos criticar que se vincule el resarcimiento de los gastos a una 
decisión política de la cámara como es la toma en consideración. Lo habitual es que se 
conceda tal compensación cuando la iniciativa alcanza la tramitación parlamentaria, de lo 
contrario la asamblea se verá tentada a restringir más iniciativas para negar la 
compensación. Además, hasta la aprobación de esta ley, sólo se exigía que la proposición 
presentada estuviera publicada en el boletín oficial de la asamblea y, por tanto, fuera 
independiente de si superaba la toma en consideración. Por otro lado, en este mismo 
artículo 14 en su apartado tercero también admite la concesión de un anticipo de hasta 
2.000 euros a la Comisión, lo cual facilita su labor de recogida de firmas, difusión y 
transporte, siempre y cuando ésta lo solicite y justifique. 
Comunidad Valenciana 
El Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana
1441
 establece en su artículo 26.2: 
La iniciativa legislativa de Les Corts se ejercerá por los Grupos Parlamentarios
1442
 y por los Diputados y 
Diputadas en la forma que determine el Reglamento de Les Corts. También podrá ser ejercida a través de 
                                                 
1441
  Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril, de Reforma de Ley Orgánica 5/1982, de 1 de julio, de Estatuto de 
Autonomía de la Comunidad Valenciana 
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la iniciativa popular en la forma que se regule por Ley y en los términos previstos en el Reglamento de Les 
Corts. 
El Estatuto Valenciano reformado en 2006 no destaca especialmente por su fomento a la 
participación, como señala TUR ALSINA
1443
, pero sí se considera dentro de la nueva 
oleada de Estatutos a los que nos hemos referido en el inicio de este capítulo. Sí resulta 
reseñable esta Comunidad como una de las primeras -junto a Canarias- en elaborar una 
ley de participación ciudadana, como la propia autora señala, demostrando la creciente 
importancia de la participación en diferentes administraciones como la autonómica. Se 
trata de la Ley 11/2008, de la Generalitat, de Participación Ciudadana de la Comunidad 
Valenciana. 
La norma que regula la iniciativa legislativa popular en esta Comunidad es la Ley 
5/1993, de 27 de diciembre. En comparación con otras Comunidades que regularon esta 
institución en la década de los ochenta, Comunidad Valenciana lo hizo más tarde, 
después de alguna proposición que intentaba su regulación cuyo objetivo no se alcanzó, 
como relata con detalle MARCO MARCO
1444
. La primera ley de iniciativa popular 
recibió alguna crítica por parte de CABEDO MALLOL
1445
, que achacaba a su falta de 
facilidades que esta Comunidad tuviera un menor índice de presentación de iniciativas 
con respecto a otras. La Ley 2/2015, de 2 de abril, de Transparencia, Buen Gobierno y 
Participación Ciudadana de la Comunidad Valenciana ya estableció algunas mejoras para 
la institución, y recientemente la Comunidad ha aprobado la Ley 10/2017, de 11 de 
mayo, por la que se regula la iniciativa legislativa popular ante Les Corts.  
No sólo es oportuna la reforma -anteriormente intentada sin éxito
1446
-, sino que sitúa a la 
Comunidad Valenciana a la vanguardia de la regulación de la iniciativa legislativa 
                                                                                                                                                 
1442
  Lo habitual en el plano autonómico es otorgar la iniciativa a los parlamentarios (diputados y diputadas 
o denominación correspondiente). En este caso la Comunidad Valenciana cita también a los Grupos 
Parlamentarios 
1443
 TUR AUSINA, Rosario, “Leyes de participación ciudadana: las experiencias Canaria y Valenciana” en 
Monografías de la Revista Aragonesa de Administración Pública (2013) pág. 205. 
1444
 MARCO MARCO, Joaquín J. en “La iniciativa legislativa popular: la experiencia valenciana” Temas 
de las Cortes Valencianas (2008) pp. 57 y ss. 
1445
 CABEDO MALLOL, Vicente, en “La iniciativa legislativa popular en las Comunidades Autónomas. 
La necesaria reforma de su legislación” UNED. Teoría y Realidad Constitucional núm. 24 (2009) pp. 466 y 
ss. 
1446
 El Grupo Parlamentario de Izquierda Unida intentó la modificación de la Ley 5/1993 en el año 2001 
por dos ocasiones siendo el criterio del Consell contrario a la modificación de esta norma y rechazando en 
ambas ocasiones su toma en consideración, como señala CABEDO MALLOL op. Cit. p. 473. 
553 
 
popular, si la comparamos con otras autonomías o con la regulación estatal. Sorprende 
también que, tras la aprobación de una nueva norma en 2015, esta autonomía haya 
aprobado una nueva norma en 2017. Este nuevo impulso de la institución sólo se explica 
desde la intención de la nueva mayoría parlamentaria en Les Corts
1447
 y un nuevo 
Ejecutivo de conceder a la participación la máxima consideración, anhelo quizás no 
colmado por la ley anterior. 
El preámbulo de la nueva ley justifica su adopción desde la existencia de “una demanda 
ciudadana de mejora de la información, transparencia, publicidad de la actividad 
legislativa, y legitimidad de las leyes y decisiones de Les Corts”. Por ello, prosigue el 
preámbulo, la democracia exige que se haga partícipe de la toma de decisiones al pueblo 
“abandonando modelos del pasado en los que la incidencia del pueblo quedaba relegada 
al momento de la elección de los representantes”. Le ley se propone “articular 
mecanismos que aseguren una deliberación pública y plural de las decisiones a tomar, 
complementando la labor de las personas representantes de la soberanía, garantizando 
el flujo permanente entre la opinión pública y las instituciones” para concluir afirmando 
que los ciudadanos sólo participarán si sus aportaciones son tenidas en cuenta. De forma 
similar, la ley regula con esmero los fines
1448
 perseguidos por la misma en su artículo 
tercero, siendo relativamente novedoso que se especifiquen los objetivos perseguidos por 
una norma de iniciativa popular, si la comparamos con el resto. 
Llama la atención en el artículo primero la afirmación como derecho del ejercicio de la 
iniciativa legislativa popular por parte “de la ciudadanía valenciana y de la sociedad 
                                                 
1447
 Pese a la victoria del Partido Popular con 31 escaños, este partido perdió su clásica mayoría absoluta en 
Les Corts, lo que permitió el acuerdo de investidura entre el PSOE (23 escaños), Compromís (19 escaños) 
y Podemos (9 escaños) que convirtió al socialista Ximo Puig presidente de la Generalidad Valenciana. 
1448
 Artículo 3 Fines 
Son fines de esta ley: 
1. Fomentar y garantizar el derecho a la participación directa de la ciudadanía en la gestión de los asuntos 
públicos mediante la presentación de proposiciones de ley sobre aquellas cuestiones que sean de su interés. 
2. Potenciar la interacción entre la ciudadanía y Les Corts, como institución de la Generalitat que encarna 
el ejercicio de la potestad legislativa y representa la voluntad del pueblo valenciano. 
3. Facilitar que Les Corts se abran al debate sobre materias que, no formando parte habitualmente de la 
agenda parlamentaria, puedan ser de interés para la ciudadanía. 
4. Hacer de la iniciativa legislativa popular una vía ágil, útil y práctica de expresión, tanto para el conjunto 
de la sociedad como para colectivos con intereses comunes. 
5. Poner al alcance de la ciudadanía un procedimiento simplificado para ejercer la iniciativa legislativa 




civil organizada” consagrando la consideración como derecho de este mecanismo y, 
además, el hecho de que pueda ser ejercido por ciudadanos individualmente considerados 
o por la sociedad civil organizada, siendo habitual -como ya hemos visto- que la 
iniciativa popular sea promovida por colectivos, asociaciones u organizaciones de 
diferente índole. De hecho, la norma establece como sujetos legitimados para ejercer la 
iniciativa legislativa popular a “las asociaciones, agentes económicos y sociales, ONG y 
otras entidades con personalidad jurídica y sin ánimo de lucro” (apartado segundo del 
artículo segundo), en un claro intento por reconocer la promoción y el uso de esta 
institución desempeñada por estos actores. Sin embargo, aunque se pueda reconocer 
como legitimados a estos sujetos, la ley deja claro que lo son “para la promoción” de la 
iniciativa popular, entendiendo nosotros que se pueda admitir que una persona jurídica 
sin ánimo de lucro pueda aparecer como promotor de la iniciativa, aunque nunca como 
signatario. 
Un aspecto nuevamente controvertido en cuanto a la titularidad del ejercicio de la 
iniciativa popular es que la nueva ley valenciana (art. segundo
1449
) prácticamente copia 
su homóloga catalana y extiende los legitimados permitidos por la regulación estatal. 
Además de los mayores de dieciocho años que cuenten con nacionalidad española y 
figuren en el censo electoral (requisitos establecido por la regulación estatal y por el 
grueso de CC.AA.) la norma valenciana permite que la iniciativa popular sea ejercida 
también por menores de dieciséis y diecisiete años, por ciudadanos miembros de la 
Unión Europea (excepto el Estado español o ciudadanos de Islandia, Liechtenstein, 
Noruega o Suiza) y por extranjeros que residan legalmente en territorio español. En 
cualquiera de los casos anteriores, es necesario contar con la vecindad administrativa 
valenciana y encontrarse empadronado en un municipio de la Comunidad.  
                                                 
1449
 Artículo 2. Legitimación 
1. Pueden ejercer la iniciativa legislativa popular ante Les Corts las personas que tienen la vecindad 
administrativa valenciana y sean mayores de dieciséis años. A tal fin, deberán estar empadronadas en 
cualquier municipio de la Comunitat Valenciana y cumplir uno de los siguientes requisitos: 
a) Tener la nacionalidad española. 
b) Ser ciudadano o ciudadana de los estados miembros de la Unión Europea, excepto el Estado español o 
ciudadanos de Islandia, Liechtenstein, Noruega o Suiza. 
c) Residir legalmente en España, de acuerdo con la normativa en materia de extranjería. 
2. La legitimación para la promoción de esta iniciativa legislativa popular, además de las personas descritas 
en el apartado anterior, la tienen las asociaciones, agentes económicos y sociales, ONG y otras entidades 
con personalidad jurídica y sin ánimo de lucro. 
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No queremos reproducir los argumentos y consideraciones efectuadas al comienzo de 
este capítulo a colación del asunto de la titularidad y su extensión por determinadas 
normas autonómicas, pero podemos explicar esta configuración en esta Comunidad 
desde el ánimo de extender al máximo la participación de los ciudadanos -incluso 
extralimitándose en la legitimación de sujetos- y por la influencia de las nuevas normas 
aprobadas en Cataluña y País Vasco. No debemos descartar que se planteen conflictos de 
inconstitucionalidad de este apartado, si tenemos en cuenta que la ley de iniciativa 
legislativa popular de País Vasco se encuentra recurrida ante el Tribunal Constitucional 
por este mismo asunto. 
La Comunidad soluciona en su reciente ley la antigua configuración restrictiva de las 
materias excluidas que alguna crítica había ocasionado
1450
. Según este artículo, quedan 
excluidas de la ILP la iniciativa legislativa presupuestaria anual y todas aquellas sobre las 
que Les Corts no tenga competencia que, por otra parte, ya estarían excluidas al estar 
atribuidas en exclusiva a otros sujetos. Esta regulación es todo un ejemplo de 
flexibilización y simplificación de motivos de denegación de una iniciativa popular por 
razón de la materia, con el claro objetivo de facilitar la presentación y admisión de 
iniciativas. En la misma línea, el artículo sexto establece como causas de inadmisión, 
además de incurrir en alguna materia excluida que acabamos de mencionar, que no se 
hayan cumplido los requisitos formales
1451
 que la misma ley menciona –sobre todo en 
cuanto a presentación del escrito y datos de los promotores- por lo que la ley no 
contempla otras causas de inadmisión comúnmente reguladas en el resto de normas a las 
que nos hemos referido, en su intento de mejorar el éxito de la institución. 
El artículo quinto establece que el escrito de presentación de la proposición (articulada y 
precedida de exposición de motivos) esté firmado por tres personas y además se adjunten 
los datos personales de las personas, en un mínimo de tres, que componen la Comisión 
Promotora, con un responsable legal de los mismos y un domicilio a efectos de 
notificaciones. El mismo artículo establece que los servicios jurídicos de Les Corts 
puedan asesorar a la Comisión para facilitar el cumplimiento de los requisitos. También 
se reconoce en este mismo precepto (en su apartado séptimo) que la Comisión podrá 
                                                 
1450
 En este sentido, para MARCO MARCO (op. cit. p. 66) “no hace falta decir que la decisión –de 
carácter político, no técnico– de impedir que todas estas materias sean objeto de la iniciativa legislativa 
popular dificulta, sobremanera, la viabilidad del mecanismo.” 
1451
 No obstante, si se trata de algún defecto enmendable, la Mesa de Les Corts lo comunicará a la comisión 
promotora para que lo enmiende en el plazo máximo de quince días. 
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desistir de la iniciativa y retirarla hasta el momento de su publicación de el boletín oficial 
de la asamblea, lo cual facilita y aclara en buena medida esta tarea sobre la que ya hemos 
debatido sus problemas. 
El artículo séptimo presenta otra novedad reseñable. Establece que las decisiones de 
inadmisión de la proposición por parte de la Mesa puedan ser recurridas en reposición 
ante la misma, considerándose positivo el silencio administrativo. Si dicho recurso es 
desestimatorio, los promotores podrán recurrir la decisión en amparo ante el Tribunal 
Constitucional. De esta manera, se incluye un nuevo recurso ante la misma cámara que 
mejora la protección de los derechos de los proponentes ya que lo habitual es que sólo se 
disponga del recurso de amparo, con la particularidad y los plazos que conlleva este tipo 
de acción. En ambos casos, el mismo artículo considera que si bien la Mesa o bien el TC 
considera que la irregularidad sólo afecta a determinados preceptos de la proposición, la 
Comisión podrá elegir entre seguir adelante con los mismos corregidos o desistir de su 
propuesta. 
Tras la notificación de la admisión al responsable legal de la Comisión Promotora, la 
Mesa de Les Corts remite ‘el expediente’ tanto a la Junta Electoral de la C. Val. y a la 
oficina del Censo Electoral. Los promotores deberán presentar ante la Junta Electoral los 
pliegos
1452
 donde recogerán las firmas (artículo 9) y donde deberá figurar, como es 
habitual, el texto de la proposición, que podrá estar redactado en una de las dos lenguas 
cooficiales en la Comunidad, o en las dos
1453
. La Junta Electoral, y no la Mesa de la 
Asamblea, como es lo habitual, sellará los pliegos y los devolverá a la Comisión para la 
recogida en un plazo de siete días. La nueva ley elimina la exigencia a la Comisión de 
adjuntar los certificados del Censo Electoral de cada firmante para acreditar su condición 
de elector. Las firmas podrán recogerse también mediante firma electrónica, lo cual 
deberá comunicarse a la Junta Electoral para que vele por la transparencia del proceso 
según el artículo noveno. 
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 El apartado segundo establece que el texto estará a disposición de los firmantes en cada una de las dos 
lenguas cooficiales para garantizar sus derechos lingüísticos 
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La Comunidad Valenciana fija en 10.000 las firmas de electores
1454
 necesarias para 
presentar una iniciativa popular (artículo 8.3). La rebaja operada por la Ley 10/2017 
convierte a la Comunidad Valenciana en la autonomía que menor cantidad de signatarios 
exige, en relación a su censo electoral. Hasta este momento el número exigido era de 
25.000, y con anterioridad a la ley de 2015 se exigían 50.000, lo cual recibió críticas de 
CABEDO MALLOL
1455
 ante el elevado número de signatarios requeridos. Este cambio 
facilita, por tanto, la presentación de iniciativas, al representar tan sólo el 0,23% del 
censo electoral, cifra sensiblemente inferior al 1,4% que representan las 500.000 firmas 
estatales. 
El plazo concedido por la ley en su artículo 8.4  para reunir las firmas es de ocho meses. 
Este plazo podrá ser prorrogado por hasta dos meses más si concurren causas a solicitar 
por la Comisión y apreciadas por la Mesa; apreciación que a juicio de MARCO 
MARCO
1456
 es un tanto discrecional. Debemos tener en cuenta que, en 2008, la Mesa de 





 por el que consideraba inhábil, a los efectos de recogida de firmas, 
el mes de agosto. La ley de 2017 mejora notablemente este plazo, ya que hasta el 
momento era de cuatro meses prorrogables por otros dos. Por tanto, la rebaja en el 
número de firmas requeridas más el aumento del plazo concedido para conseguirlas 
favorece sustancialmente la presentación y éxito de las iniciativas populares en esta 
autonomía. 
Los artículos 10 a 12 determinan que la presentación de las firmas requeridas y en el 
plazo señalado, autenticadas y junto a las certificaciones del Censo, deberán ser 
entregadas ante la Junta Electoral. Ésta realizará un recuento al que podrá asistir la 
Comisión Promotora y elevará una certificación a la Mesa de las Cortes con el número de 
firmas recogidas que cumplen los requisitos. No nos detenemos en estos trámites por 
asemejarse a lo regulado en el grueso de las CC.AA. y haber sido ya tratado este hecho. 
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La Comunidad Valenciana tenía en mayo de 2015 un total de 3.609.194 personas con derecho a voto, 
con lo cual las 10.000 firmas actuales representan el 0,23% de los mismos, siendo el rato más bajo de 
España 
1455
 Op. Cit. pág. 468. 
1456
 Op. cit. p. 70 
1457
 Era la Iniciativa Legislativa Popular por la que se promueve la promulgación de una ley por la que se 
establezca y regule una red de apoyo a la mujer embarazada (Redmadre) 
1458
 Dicho Acuerdo, publicado en el Boletín Oficial de las Cortes Valencianas n.º 81/VII, de 30 de junio, se 
fundamenta en el artículo 89.2 del Reglamento Parlamentario de Les Corts 
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En cuanto a la tramitación de la propuesta, tras la citada certificación la Mesa publicará 
la proposición en el Boletín Oficial de las Cortes. La norma especifica que la tramitación 
se regirá por lo dispuesto en el Reglamento de las Cortes
1459
. En este punto debemos 
señalar como aspecto negativo lo señalado en el artículo 15: 
Artículo 15 Criterio del Consell y toma en consideración 
1. La Mesa de Les Corts, al mismo tiempo que ordena la publicación de la proposición de ley en el Butlletí 
Oficial de les Corts, la remitirá al Consell para que manifieste su criterio sobre la proposición de ley y 
exprese si la proposición implica un incremento de gastos o una disminución de ingresos presupuestarios 
para la Generalitat. 
2. Transcurridos quince días desde la publicación de la proposición de ley en el Butlletí Oficial de les Corts 
el texto de la iniciativa se incluirá en el orden del día de una de las dos siguientes sesiones ordinarias del 
Pleno de Les Corts para su toma en consideración. 
3. Si solo quedara una sesión ordinaria de pleno para acabar la legislatura, el texto de la iniciativa se 
incluirá obligatoriamente en esta última convocatoria para su toma en consideración. 
 
La Comunidad Valenciana incluye la ya comentada posibilidad de que el Gobierno 
Autonómico se muestre disconforme a la tramitación de una proposición de ley, en caso 
de afectación a los ingresos o gastos de la Comunidad. Esta es una potestad que 
establecen otras Comunidades Autónomas que nos precedieron en el análisis, cada una 
con sus particularidades, y que nos sirvió para criticar en cierto modo tal requisito. 
Durante la tramitación parlamentaria, debemos señalar que la ley contempla la 
participación de los promotores en el trámite, ausencia notable ésta en la ley de 2015. La 
ley establece en su artículo 16 que la Comisión Promotora designará un representante 
para la defensa de la proposición en el Pleno, con el mismo tiempo (única ley que lo 
concreta) que los portavoces del resto de grupos y con turno de réplica. Una vez 
celebrada la exposición del contenido de la iniciativa, la comisión promotora nombrará a 
una persona, y a un suplente, para que forme parte de la tramitación y debate en el seno 
de la comisión parlamentaria con voz y sin voto. El apartado segundo del artículo 16 se 
esfuerza, de manera novedosa, en esgrimir los derechos que asisten a la Comisión 
Promotora durante la tramitación y defensa de la propuesta: 
La persona nombrada por la comisión promotora tiene derecho a: 
a) Intervenir con las mismas condiciones que las personas portavoces de los grupos parlamentarios. 
b) Proponer comparecencias de personas y entidades. 
c) Participar en todas las reuniones de la ponencia. 
d) Recibir de los servicios jurídicos de Les Corts toda la información y la documentación que tenga 
relación directa con la iniciativa legislativa o su tramitación. 




Artículos 124 ss. del Reglamento de las Cortes Valencianas 
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e) Remitir quejas u otras manifestaciones a la Mesa de Les Corts, que deberá responder en el plazo máximo 
de una semana. 
f) Participar en el debate final en pleno. 
3. Les Corts tienen la obligación de considerar seriamente la iniciativa y respetar su espíritu en la 
tramitación. 
4. Para el caso de que la comisión promotora considerara que durante la tramitación parlamentaria se ha 
vulnerado el espíritu o el objetivo de la propuesta, la totalidad de miembros de la comisión, si así lo 
consideran, presentarán un escrito ante la Mesa de Les Corts donde informarán de la retirada de su 
propuesta y de los motivos de esta retirada, lo que supondrá la paralización inmediata de la tramitación. 
5. En caso de que la comisión promotora acuerde solicitar la retirada de su propuesta, Les Corts no podrán 
utilizar el mismo texto para una iniciativa propia diferente. 
 
De forma completamente novedosa, esta ley requiere a la asamblea que considere de 
forma seria la iniciativa y respete su espíritu durante la tramitación, refiriéndose al hecho 
extendido de que, una vez tomada en consideración, la asamblea termine realizando 
cambios que desvirtúen el contenido inicialmente propuesto, cuestión a la que nos hemos 
referido ya. Con este objetivo, la norma establece que la Comisión pueda presentar un 
escrito por el que retiren su propuesta, junto a los motivos para ello, lo que supondrá su 
paralización, sin que Les Corts puedan utilizar el mismo texto para una nueva propuesta.  
A este respecto, debemos admitir como pionera y garantista de la participación una 
regulación de la retirada de la iniciativa que precisamente intenta evitar el control total de 
la propuesta ciudadana por parte de la asamblea, y que se produzcan cambios no 
deseados que desnaturalicen la proposición. Sin embargo, esta regulación se aparta del 
modelo general de retirada de las proposiciones de ley que supone que una vez tomadas 
en consideración sólo el Pleno de la cámara podrá acordar la retirada, como sucede en 
todas las CC.AA. y en el caso estatal, hecho que se regula en el Reglamento del 
Congreso y no en la ley reguladora de la ILP, como parece lógico.  
Por este motivo, no es arriesgado hablar de una posible intromisión de la ley 10/2017 en 
la autonomía de la cámara, por lo que entendemos que este asunto procede regularse en 
el Reglamento de Les Corts. Debemos atender al carácter real de la iniciativa popular 
que, una vez tomada en consideración, se convierte en proposición de ley y, por tanto, 
debe ser tratada como el resto de proposiciones que se presentan a la cámara. Sólo así se 
explica que en la Disposición Adicional Segunda se inste a la adaptación del Reglamento 
de Les Corts a las previsiones contenidas en esta ley, en clara alusión al asunto de la 
retirada y quizás a la participación de los promotores en la tramitación parlamentaria. 
Entendemos que hubiera tenido más sentido adaptar primero el Reglamento como norma 





 en cuanto al sujeto legitimado para la retirada y el momento hasta el 
que se acepta la petición de la comisión en tal sentido. A fecha de publicación de este 
trabajo, Les Corts no han adaptado su Reglamento, pese a que la Ley 10/2017, aprobada 
en mayo del mismo año, concedía un plazo de tres meses para su reforma. 
El legislador valenciano se esforzó en regular en los artículos 18 a 21 el resarcimiento de 
los gastos a la comisión promotora. Se establece un máximo de dieciocho mil euros para 
la compensación económica derivada de los gastos justificados de difusión y recogida de 
las firmas, siempre y cuando la iniciativa alcance las diez mil firmas, pudiéndose además 
contemplar un anticipo para los primeros gastos de tres mil euros como máximo. En los 
citados preceptos también se contempla la necesidad de actualización de la cantidad 
anualmente mediante acuerdo de la Mesa y el hecho de que todos los años se incorpore la 
obligación de gasto de Les Corts para atender la compensación de las iniciativas que 
hayan alcanzado las firmas necesarias.  
Como novedad, la ley establece que ‘la comisión promotora tiene la obligación de hacer 
público el origen de la financiación de la iniciativa legislativa ciudadana y, en su caso, 
las entidades o asociaciones que le dan apoyo, y de rendir cuentas públicamente con 
total transparencia de los gastos realizados’ en un intento no sólo de hacer más 
trasparente el proceso y evitar la malversación, sino procurando también que los 
ciudadanos puedan conocer qué organizaciones o incluso partidos están detrás de los 
fines perseguidos mediante la proposición de ley, que muchas veces arroja más 
información que el propio texto en sí, cuestión ésta que perfectamente podría 
incorporarse a la regulación estatal o de otras autonomías en pro de la transparencia y de 
la mejor información del signatario. 
La intención del legislador de favorecer la participación también se observa en la 
novedad introducida en la disposición adicional primera, que estipula que la página web 
de Les Corts creará un apartado específico donde informar sobre la presentación de 
iniciativas ciudadanas, su normativa aplicable y los formularios a tal efecto, así como 
para permitir el seguimiento de las ILP en curso, promover su difusión y permitir 
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 A este respecto, el Reglamento de Les Corts señala en su artículo 128: 
La iniciativa de retirada de una proposición de ley por su o sus proponentes tendrá pleno efecto por sí sola, 
si se produce antes del acuerdo de toma en consideración. Adoptado éste, la retirada sólo será efectiva si la 
acepta el Pleno de Les Corts 
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firmarlas de forma electrónica, lo cual facilita que los ciudadanos conozcan las iniciativas 
que se encuentran a su disposición y que puedan apoyarlas con su firma. 
Disposición adicional primera 
1. La web oficial de Les Corts creará un apartado específico para las iniciativas legislativas ciudadanas, 
con la normativa aplicable, una guía y un formulario o plantilla a cumplimentar por las personas 
promotoras, para facilitar la presentación de las iniciativas legislativas ciudadanas, entre otros posibles 
contenidos. 
2. Esta web contendrá el seguimiento de la tramitación de todas las iniciativas legislativas ciudadanas 
desde el momento de comienzo de su presentación inicial a Les Corts, servirá para recoger firmas mediante 
firma electrónica y contará con un espacio donde los promotores podrán manifestar lo que quieran en 
relación a la iniciativa en trámite. 
 
Por tanto, Comunidad Valenciana ha aprobado, con la ley analizada, una de las normas 
más garantistas de la participación. Su regulación destaca en especial por contar con el 
menor ratio de electores exigidos para presentar la iniciativa, por la práctica ausencia de 
causas de inadmisión, por la polémica extensión de la titularidad a sujetos no legitimados 
por la regulación estatal y por la también controvertida legitimación de la comisión para 
retirar la iniciativa. En definitiva, se observa cómo las leyes más recientemente 
aprobadas, como es el caso, se contagian de un espíritu favorecedor de la participación. 
Queda, por tanto, comprobar si esta nueva norma permite en esta autonomía que un 
mayor número de proposiciones sean presentadas, admitidas, debatidas y, en su caso, 
aprobadas. 
Algunas conclusiones sobre la regulación de la iniciativa legislativa popular en las 
CC.AA. 
Finalizado este análisis de la iniciativa legislativa popular en los ordenamientos 
autonómicos, es el momento de extraer algunas conclusiones, antes de cerrar este 
capítulo, que nos sirvan a su vez para insistir en los asuntos generales más importantes. 
Son varias las conclusiones que hemos deducido del minucioso análisis realizado de las 
normas y estatutos que regulan la iniciativa popular y la literatura jurídica consultada 
sobre las Comunidades Autónomas. 
En primer lugar, debemos señalar a nuestras autonomías como un ámbito propenso hacia 
la participación. Nuestras CC.AA. cuentan con potestad y autonomía para un desarrollo 
óptimo de los mecanismos de participación, en función de su competencia para regular 
sus propias instituciones de autogobierno, y en virtud del principio de autonomía. Esto 
deberá ser conciliado con el respeto al contenido esencial del derecho y su desarrollo 
562 
 
directo, que corresponden al legislador orgánico, por encontrarse en disputa el derecho 
fundamental a participar en los asuntos públicos directamente, reconocido en el artículo 
23.1 CE. 
De hecho, la ILP de carácter autonómico puede perseguir el fin para el que se concibe 
tanto la propia institución, como la descentralización política que nuestras autonomías 
encarnan; lograr una mayor participación política y una mejor representación del 
ciudadano, para que éstos conciban las asambleas legislativas como algo más cercano. 
Otorgar facilidades a la participación contribuye al reconocido objetivo del buen 
gobierno y del pluralismo político, integrando las demandas de ciudadanos y colectivos 
que resultan más propensos a la participación. Por ello, los Estatutos de Autonomía de 
nueva generación, como hemos señalado, han otorgado al derecho de participación un 
papel esencial que entronca directamente con el principio democrático y de la 
descentralización política. 
En segundo lugar, observamos un panorama autonómico de dos intensidades; por un 
lado, encontramos aquellas Comunidades que otorgan mayores facilidades para el 
ejercicio de la ILP, debido en gran medida a que han reformado su ley originaria
1461
; y 
por otro lado observamos otras autonomías que mantienen su ley inicial
1462
 y una 
regulación más restrictiva de este mecanismo. La literatura jurídica insiste en señalar un 
‘notable paralelismo’ o ‘mimetismo’ entre las leyes autonómicas de ILP entre sí, y la ley 
estatal; si bien estas semejanzas están más acentuadas en aquellas que no modificaron su 
norma. Existen muchas autonomías aún –especialmente las que no han reformado su ley- 
que siguen contando con límites injustificados a la figura y escasas facilidades, por lo 
que se propone una reforma de las normas que incorpore las mejoras en las que estamos 
incidiendo. 
En tercer lugar, el actual impulso regulador de la participación en general y de la ILP en 
particular pone de relieve la importancia del estudio de este mecanismo en el nivel 
autonómico y lo reviste de mayor actualidad. Todas las normas que han venido a 
reformar la iniciativa popular han emprendido cambios positivos que facilitan el ejercicio 
de esta herramienta. Si bien, debemos destacar por su acierto los cambios emprendidos 
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 Reformaron su ley (cronológicamente): Cataluña, Murcia, Andalucía, Castilla y León, Navarra, 
Aragón, Comunidad Valenciana, Galicia, País Vasco y Baleares (en 2018) 
1462
 No han reformado su ley: Asturias, Canarias, Cantabria, Castilla la Mancha, Extremadura, La Rioja y 
Comunidad de Madrid 
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por las leyes de Cataluña (2006 y 2014), Aragón (2014), Comunidad Valenciana (2015 y 
2017), Galicia (2015) y País Vasco (2016). Es necesario recordar que las modificaciones 
normativas que se introduzcan, para que surtan los efectos pretendidos, deben ir 
acompañadas de una voluntad política de fomento de la participación y voluntad de 
diálogo de los actores políticos. 
A grosso modo, los cambios legislativos en estas Comunidades nos sirven para apuntar 
propuestas de lege ferenda que pueden servir para otras autonomías que aún no han 
reformado su ley o para la Ley Orgánica que regula la figura a nivel estatal, en caso de 
que aún no se haya modificado tal extremo: la rebaja del número de firmas exigido para 
la presentación de una ILP
1463
, el aumento del plazo para recoger las mismas, junto con la 
posibilidad de prórroga en circunstancias especiales; la actualización de la compensación 
económica
1464
 que les corresponde a los promotores; la eliminación de motivos de 
inadmisión injustificados, intentando simplificar las materias en las que no procede una 
ILP en aquellas que no son competencia de la Comunidad o cuyo estatuto reserva a otros 
sujetos
1465
 con capacidad legislativa; la participación directa de los promotores durante el 
trámite parlamentario de su proposición de ley. Son algunas cuestiones que pueden 
mejorar sensiblemente la participación en el ámbito legislativo y que, en gran medida, ya 
han sido incorporadas en las regulaciones más recientes.  
En el sentido de extender el uso de la ILP, quizás podamos calificar como más 
ambiciosas las regulaciones de Cataluña y Comunidad Valenciana, controvertidas en 
algunos aspectos, y en menor medida País Vasco y Galicia. Cataluña ha llevado a cabo 
una muy debatida eliminación del trámite de toma en consideración, equiparando así la 
preferencia de las proposiciones ciudadanas con los proyectos de ley del Ejecutivo. Esta 
Comunidad asimismo permite (en este caso junto a Euskadi y Comunidad Valenciana) 
firmar iniciativas populares a ciudadanos de la Unión Europea, extranjeros con residencia 
legal en España o menores de 16 y 17 años, una extensión de la legitimación que va más 
allá de los naturales legitimados por la regulación estatal. Este hecho ha provocado un 
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 En muchas de ellas se exige un número de signatarios que representa menos del 1% del total de 
electores de la Comunidad 
1464
 Aunque debamos criticar que en la mayoría de las CCAA sólo se reconoce la compensación en caso de 
que la ILP supere la toma en consideración, lo cual es perjudicial por el escaso número de iniciativas que lo 
consiguen 
1465
 En especial el Gobierno Autonómico para la aprobación de los presupuestos, de la planificación 
económica o de las materias tributarias 
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interesante debate en la literatura encontrada sobre la legitimidad del legislador 
autonómico para extender la titularidad de la ILP. 
Por último, esta buena voluntad de reforma y dinamización de la institución de la ILP nos 
anima a reafirmarnos en la necesaria actualización y modernización de aquellas leyes de 
iniciativa popular a nivel autonómico que aún no han sido reformadas, conclusión 
refrendada por el aumento de iniciativas presentadas a raíz de dichas reformas
1466
.  
El objetivo no puede ser otro que mejorar en tres aspectos básicos: aumentar el número 
de iniciativas populares que los ciudadanos presenten; aumentar la admisión de 
iniciativas por parte de la Mesa de cada Asamblea, y por último, mejorar los números de 
iniciativas que acaban convirtiéndose en ley. El buen camino iniciado por algunas 
Comunidades y las nuevas demandas de participación recomiendan una revisión de 
aquellos textos legales más antiguos con el objetivo de contribuir al objetivo final del 
buen gobierno a través de una participación más eficaz, mejorando así la afectada 
relación entre representantes y representados, y logrando una consideración más 
garantista del derecho a participar en los asuntos públicos directamente. 
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  Así lo ha entendido también CABEDO MALLOL, “La iniciativa legislativa popular en las 




La incidencia práctica de la iniciativa legislativa popular en España 
 
A- El ejercicio de la iniciativa legislativa popular ante el Congreso de los 
Diputados 
El análisis de las iniciativas de carácter popular que se presentan en las cámaras 
legislativas de nuestro país, así como sus resultados, nos va a permitir no sólo insistir en 
algunos de los argumentos señalados hasta ahora en el presente trabajo, sino también 
demostrar algunas de las características de la institución que venimos destacando. De esta 
forma, añadiendo un punto de vista más práctico que no se encuentra, por lo general, en 
la mayoría de la literatura jurídica, estaremos en condiciones de extraer unas 
conclusiones más ajustadas a la realidad, así como unas propuestas de ‘lege ferenda’ que 
también tengan en cuenta el sentido que los ciudadanos le otorgan a la figura que 
estudiamos. 
La utilización que ciudadanos y colectivos hacen del mecanismo corrobora su 
concepción como un instrumento de democracia semidirecta, al preferir los promotores 
esta vía de influencia en los asuntos públicos a las tradicionales fórmulas de acceso al 
Parlamento mediante representantes y grupos parlamentarios. Los colectivos llegan a esta 
situación bien por la negativa de los grupos parlamentarios a asumir algunas 
reivindicaciones, o bien por la propia idiosincrasia de la iniciativa legislativa popular, que 
además permite añadir a la propuesta legislativa la fuerza y el aval de un respetable grupo 
de electores
1467
. Asimismo, tampoco debemos descartar que los usuarios de la figura en 
ocasiones pretendan ejercer una presión política o social hacia la mayoría gobernante, o 
bien perseguir la movilización de sectores sociales relevantes. 
Además, el ejercicio de la institución confirma el papel legitimador del sistema 
democrático que ejerce la iniciativa legislativa popular, introduciendo en el debate 
público asuntos que son sentidos por el electorado, pero que no han tenido suficiente 
relevancia en el Parlamento. La institución se ha convertido en un aliado más del 
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 Destaca ZULIMA SÁNCHEZ que “la iniciativa legislativa es una forma de trasladar a la clase política 
la insatisfacción por los resultados normativos en una materia concreta o su inquietud ante un tema que no 
ha sido tratado previamente por las cámaras” en “La iniciativa popular: una figura importante para una 
nueva ciudadanía” Revista Activitat Parlamentaria núm. 11 (2007) p. 38. 
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pluralismo político y social, otorgando voz a quienes más intensamente desean intervenir 
en el ámbito público. De esta forma, en especial los colectivos, han conseguido mayor 
repercusión mediática de sus demandas y pueden instar con mayor representatividad a los 
grupos políticos para que acepten la regulación de un asunto determinado. 
En este aspecto, debemos recordar que el preámbulo de la LO 3/1984 afirma que la 
iniciativa popular nos brinda una doble oportunidad: “de un lado, instrumentar la directa 
participación del titular de la soberanía en la tarea de elaboración de las normas que 
rigen la vida de los ciudadanos, y posibilita, de otra parte, la apertura de vías para 
proponer al poder legislativo la aprobación de normas cuya necesidad es ampliamente 
sentida por el electorado, pero que, no obstante, no encuentren eco en las formaciones 
políticas con representación parlamentaria”. Por lo tanto, la iniciativa popular no sólo 
encuentra sentido en llenar un vacío que no ha ocupado el legislador, sino que cumple 
una función esencial a la propia democracia, como es dotar de participación ‘semidirecta’ 
a los electores en la tarea de la elaboración de la ley. 
El problema vuelve a residir en las elevadas expectativas depositadas en la figura, que se 
vincula con la más pura traducción democrática de la voluntad de un grupo de electores. 
Los discretos resultados cosechados por la institución, levemente mejorados en los 
últimos años, elevan la tensión ya comentada entre la legitimidad otorgada por las firmas 
de una fracción del cuerpo electoral y unos poderes constituidos lógicamente contrarios a 
admitir proposiciones discordantes con su programa político. Ni este escenario, ni los 
límites impuestos a la figura han mermado su empleo por los ciudadanos, sino al 
contrario; las últimas legislaturas han presenciado el debate (e incluso aprobación) de 
alguna ILP de gran eco social. La reciente configuración parlamentaria más heterogénea 
aumenta las posibilidades de que estas proposiciones superen la toma en consideración, 
aunque el gran escollo continúe siendo la admisión de las mismas por la Mesa. 
Sin embargo, la sensación en la literatura jurídica consultada ha sido unánime señalando 
la inoperatividad del mecanismo y la escasa repercusión en la producción legislativa del 
país, fruto de los límites impuestos a la figura. De este modo, para SANTAOLALLA
1468
, 
“todas estas importantísimas limitaciones y exigencias denotan la desconfianza de 
nuestra CE hacia la iniciativa legislativa popular, para la que se ha establecido una vía 
tan angosta y tortuosa que será difícilmente transitable”. En un sentido similar, para 
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, es evidente que, “frente a otras posibilidades que el derecho 
comparado ofrece en orden a dotar de efectos a la iniciativa popular, en el ordenamiento 
español, ésta queda acotada a una de sus variantes de más limitadas consecuencias 
prácticas”. La iniciativa popular también ha sido considerada por SORIANO
1470
 como 
“un elemento ornamental de la Constitución, destinado a permanecer en el anonimato”, 
si bien hay que tener en cuenta que todas las opiniones citadas se produjeron con 
anterioridad al auge en la utilización del instrumento que ahora veremos y, por tanto, 
tampoco pudieron valorar algunas iniciativas que gozaron de cierto protagonismo 
público. 
Del análisis práctico se pueden identificar ciertos problemas a solventar, al tiempo que se 
proponen pequeñas mejoras que permitan mayor operatividad del instrumento. Las 
propuestas deben ir encaminadas a corregir las cautelas impuestas a la figura, sin olvidar 
que la cultura democrática y participativa de la sociedad puede jugar un papel 
importante. Para no volver a defraudar las expectativas depositadas, en la línea de lo 
apuntado por ARANDA
1471
, debemos rechazar la idea de que a través del instrumento se 
podrán conseguir grandes avances democráticos. La figura, como ya se ha dicho, podrá 
mejorar el pluralismo político, la representación de grupos de ciudadanos especialmente 
interesados en demandar cuestiones, pero dista mucho de ser ningún revulsivo para la 
democracia (aún en el supuesto de aquello fuera necesario) y de ninguna manera puede 
sustituir o menoscabar el modelo representativo. 
El número de iniciativas presentadas 
En primer lugar, resulta de interés analizar el empleo de la institución de la iniciativa 
legislativa popular desde un punto de vista cuantitativo. El número de iniciativas 
presentadas, junto a su evolución, nos demuestra el ejercicio marginal dedicado a este 
mecanismo en las primeras legislaturas, con números verdaderamente escasos de 
iniciativas presentadas. Este hecho demuestra la escasa confianza de los ciudadanos en la 
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 AGUIAR DE LUQUE, Luis, “Democracia directa e instituciones de democracia directa 
en el ordenamiento constitucional español”, op. cit., p. 92. 
1470
 SORIANO, Ramón Luis, “La iniciativa legislativa popular: una institución herida de muerte”, 
Letra Internacional, Sistema, (2002) pp. 111-118 
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 ARANDA ÁLVAREZ, Elviro, “La iniciativa legislativa popular. Reformas para mejorar su ejercicio”, 
en PÉREZ -MONEO y VINTRÓ CASTELLS, (Coords.) Participación política: deliberación y 
representación en las Comunidades Autónomas. Colección Monografías (Congreso de los Diputados) 
(2017) p. 183 
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figura en sus primeros años de vida, quizás por el papel monopolizador de los partidos en 





II legislatura (1982 – 1986) 3 
III legislatura (1986 – 1989) 2 
IV legislatura (1989 – 1993) 6 
V legislatura (1993 – 1996) 10 
VI legislatura (1996 – 2000) 10 
VII legislatura (2000 – 2004) 13 
VIII legislatura (2004 – 2008) 13 
IX legislatura (2008 – 2011) 23 
X legislatura (2011 – 2015) 35 
XI Legislatura* (2015-2016) 3 
XII Legislatura** (2016-mayo  2018) 10 
 
*Legislatura sin formación de gobierno (repetición de elecciones) 
** Legislatura en curso, datos hasta mayo de 2018, aunque a fecha de presentación del trabajo 
hemos conocido que finalmente fueron 20 las iniciativas presentadas en la XII Legislatura, siendo 
trasladadas algunas de ellas a la siguiente Legislatura ante la disolución de las Cortes en marzo de 
2019 
Sin embargo, con la superación de las décadas de los ochenta y noventa, se contempla un 
claro cambio de tendencia con un aumento progresivo en el número de iniciativas que se 
presentan en las sucesivas legislaturas, en especial en las últimas cuatro, entre los años 
2008 y 2018 hasta que conocemos datos. En este sentido, el 58% del total de iniciativas 
populares presentadas se han registrado en las últimas cuatro legislaturas, poniendo de 
manifiesto el auge en el ejercicio de esta institución. Los datos expuestos y las 
circunstancias que analizaremos en las siguientes líneas nos permiten indicar la relación 
existente entre las iniciativas presentadas y la coyuntura política y social vivida en cada 
legislatura, también teniendo en cuenta quiénes suelen ser los potenciales usuarios de la 
figura, como también veremos.  
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No es casualidad que las legislaturas con mayor utilización del mecanismo coincidan con 
situaciones de crisis económica y social, que siempre movilizan a colectivos más 
propensos a la utilización de la ILP; con mayorías claras de un partido, donde la figura 
cobra su importancia para contrarrestar ese poder; o con etapas donde más ha aflorado la 
crisis de confianza en el modelo representativo tradicional, situación que, por tanto, 
permite ver la iniciativa popular como una vía alternativa para la reivindicación de 
propuestas políticas o sociales, según un contexto de sobra conocido al que, por ejemplo, 
se ha referido recientemente ARANDA
1472
. También debemos tener en cuenta, aunque 
volvamos sobre esto después, la utilización partidista de la institución en algunos 
momentos donde interesaba a algunos colectivos incomodar al ejecutivo con ciertas 
reivindicaciones parcialmente seguidas por el electorado aunque probablemente 
contrarias a los intereses de ese partido gobernante. 
Antes de adentrarnos en otros factores, debemos tener en cuenta que, de manera inédita 
en nuestra democracia, la XI Legislatura tan sólo duró escasos meses y no contó con 
actividad parlamentaria habitual al no lograrse la formación de Gobierno y, por tanto, 
disolverse las cámaras para la convocatoria de nuevas elecciones. Ante esta situación de 
colapso político sin precedentes, que venía precedida de una cuantiosa actividad de la 
figura en la décima legislatura, es lógico que se ralentizara la presentación de iniciativas 
en 2016. Aunque los datos analizados sólo albergan las iniciativas presentadas hasta 
mayo de 2018, a fecha de presentación del trabajo hemos podido conocer que en la XII 
Legislatura finalmente fueron presentadas veinte iniciativas populares, pese al adelanto 
electoral en abril de 2019 que ha conllevado que la Legislatura tuviera una duración 
inferior a los tres años. Por este motivo, y como ya veía siendo habitual, varias de las 
iniciativas presentadas han tenido que ser trasladadas a la siguiente legislatura. 
Entre las causas que permiten explicar una mayor utilización de la iniciativa popular en 
las últimas legislaturas podemos encontrar principalmente cuatro. En primer lugar, ha 
mejorado la conciencia y predisposición de los ciudadanos y, sobre todo, de los 
colectivos hacia la participación en general y la iniciativa popular en particular. Estos 
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 “…Sin embargo, sí que España e Italia se parecen mucho en cuanto al resultado producido por la 
crisis política: deslegitimación de ejercicio de las instituciones, desapego de la sociedad de sus 
representantes y la impresión de que una clase política burocratizada y alejada de la realidad desconoce 
los problemas de la gente y, cuando actúa, interviene en beneficio propio o de una minoría más allá de lo 
que la Constitución y las leyes le permiten” ARANDA ÁLVAREZ, “La iniciativa legislativa popular. 
Reformas para mejorar…” in ibidem p. 185 
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movimientos encontraron en la participación una forma de influir en los asuntos y 
reivindicar temas concretos al margen de partidos e instituciones, entendiendo que la vía 
de participación ‘directa’ era menos compleja que la institucionalizada e, incluso, 
compatible con la misma para lograr una mayor presión social sobre ciertos temas.  
Tras años de relativa inactividad, la democracia permitió progresivamente una mayor 
movilización e interés por los temas públicos, en especial por parte de aquellos sectores 
de la sociedad más llamados a participar. Sobre los promotores de las iniciativas 
volveremos después, pero como prueba de lo señalado, tan sólo procede destacar que, del 
total de 110 iniciativas presentadas hasta la actualidad, cuarenta y cinco fueron suscritas 
por miembros pertenecientes a asociaciones o colectivos, y otras trece lo fueron por parte 
de sindicatos de trabajadores. Además, en atención a los temas, los asuntos laborales y 
sociales gozan de especial protagonismo entre la temática tratada por las proposiciones 
presentadas en las primeras legislaturas, como después veremos. 
Como segunda causa del auge en la utilización del mecanismo encontramos la reciente 
crisis económica y la crisis de confianza. Ambos factores han incentivado la 
implantación de la ILP con el fin de contrarrestar -e incluso presionar- la normal 
actividad del Gobierno y del Parlamento (a través de los grupos políticos). Precisamente, 
encontramos en la X Legislatura el mayor número de ILP presentadas, coincidiendo, en 
lo social, con la etapa central de la crisis económica y, en lo político, con la mayoría 
absoluta de la formación de gobierno. El contexto relatado permitió que ciertas 
organizaciones persiguieran reivindicaciones que no gozaban en ese momento de una 
atención mediática suficiente y que, quizás, se identificaban más con fuerzas políticas de 
escasa o nula representación parlamentaria entonces. A partir de las elecciones generales 
de 2015 y 2016, al encontrarnos un Parlamento con una representación política más 
heterogénea y fragmentada, algunas de estas reivindicaciones sí han encontrado acomodo 
entre las fuerzas del arco parlamentario aunque, en otros casos, las organizaciones 
sociales han seguido optando por la figura de la ILP para proponerlas. 
En este aspecto, no es casualidad que una de las iniciativas que han gozado de mayor 
relevancia mediática en los últimos años, la ILP sobre dación en pago y paralización de 





, convirtiéndose finalmente en ley. La trascendencia social de 
dicha reivindicación -en un contexto de crisis- y el respetable apoyo ciudadano que 
suscitó la proposición, -con aproximadamente millón y medio de firmas- consiguió (no 
sin polémica) que dicha iniciativa popular fuera finalmente aprobada como parte 
integrante de otro proyecto de ley
1474
. 
Tampoco podemos olvidarnos de la relación entre el incremento de las iniciativas 
presentadas y la crisis de confianza en el modelo representativo tradicional. De esta 
forma, al no colmar los partidos políticos las expectativas de ciudadanos y colectivos, los 
últimos se apropian de la institución de la ILP como un medio para influir en el devenir 
político y canalizar las demandas de una sociedad que no se ve completamente 
representada por las instituciones. No es casual, asimismo, que exista una mayor 
actividad de sindicatos y colectivos durante los gobiernos de un signo ideológico 
contrario al de éstos; tratándose de organizaciones que mantienen en algunos casos lazos 
con determinados partidos (conexiones más evidentes en el caso de los sindicatos). De 
esta manera, la iniciativa legislativa popular también sirve para conocer el respaldo social 
de normas que no han tenido o no tendrían acogida en el Parlamento. 
Como tercer condicionante del aumento en la presentación de iniciativas populares, 
debemos indicar que la generalización en el empleo de las tecnologías de la información 
y de la comunicación permite que los ciudadanos puedan informarse y movilizarse más 
fácilmente. Además, las ‘TICs’ han logrado que muchos ciudadanos pasen de ser meros 
espectadores políticos a gozar de una mayor información e influencia en su ámbito 
gracias a algunas plataformas. Mediante las tecnologías de la información y la 
comunicación, no sólo resulta más sencilla la difusión de las reivindicaciones, sino 
también la función de organizar todas las tareas que conlleva la presentación de una 
iniciativa legislativa popular, con especial incidencia en la recogida de firmas. 
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 La conocida ILP promovida por la Plataforma de Afectados por la Hipoteca que proponía la dación en 
pago como mecanismo para evitar los desahucios se fusionó con el Proyecto de Ley de medidas urgentes 
para reforzar la protección a los deudores hipotecarios (procedente a su vez del R. Decreto-Ley 27/2012, de 
15 de noviembre). Completada su tramitación parlamentaria, la Proposición resultante se convirtió en la 
Ley 1/2013, de 14 mayo, de medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, 
reestructuración de deuda y alquiler social y recibió algunas críticas por falta de adecuación con el texto 
inicial de la ILP. 
1474
 Para mayor información de la ILP presentada y la Ley resultante: AGÜERO ORTIZ, Alicia “Medidas 
introducidas por la Ley 1/2013, comparativa con el RDL 6/2012, y el soterramiento de la ILP”. Revista 
CESCO de Derecho de Consumo núm. 6, 2013, pp. 66-78 
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Por último, los cambios implementados por la Ley 4/2006 han supuesto ciertas mejoras 
en el ejercicio del mecanismo, como analizamos en el apartado dedicado a esta norma. A 
pesar de la falta de profundidad de algunos cambios, es cierto que el texto legal ha 
permitido un aumento de las iniciativas que se presentan simplificando algunos 
requisitos, aumentando el plazo para la recogida de firmas, y permitiendo la firma 
electrónica. Del total de 110 iniciativas presentadas en toda la democracia, setenta lo 
hicieron tras la entrada en vigor de esta ley. 
Todos estos factores inciden favorablemente en una mayor utilización del mecanismo, sin 
que entremos todavía en el resultado de cada iniciativa que se presenta. El mismo 
mecanismo que parecía inservible en las primeras legislaturas, por la inmadurez y la 
aparente tranquilidad de nuestra democracia, ha alcanzado un notable empleo en las 
últimas. De esta forma, vinculado a factores políticos, económicos y sociales, la figura ha 
permitido complementar discretamente a nuestra democracia con una intervención menos 
institucionalizada de colectivos y ciudadanos. Estos hechos contribuyen a un mayor 
interés del mecanismo que estudiamos y también vinculan, como hemos dicho, la 
utilización y el protagonismo otorgado a la figura con la coyuntura política y social de 
cada legislatura. 
Los proponentes de las proposiciones 
Tal y como entendía PIZORRUSO
1475
, los instrumentos de democracia participativa 
tienen por objeto la participación de los ciudadanos en su calidad de afectados concretos 
por una regulación, o en cuanto ciudadanos (uti cives) en general, ya sea de forma 
individual o agrupados en organizaciones de defensa de intereses. Del conocimiento de 
los promotores de cada iniciativa legislativa popular presentada ante el Congreso de los 
Diputados se extrae que buena parte de estas son presentadas por asociaciones, sindicatos 
o colectivos que, en definitiva, representan un grupo de personas que persiguen un 
interés o se sienten afectados por una regulación, al margen de que después la propuesta 
venga avalada por una generalidad de electores. Como hemos señalado, la iniciativa 
popular posee un alto valor para asociaciones, sindicatos y colectivos que pretenden la 
defensa de unos intereses, fundamentalmente sociales, por lo que el mecanismo 
contribuye a una mejor representación de colectivos, introduciendo en el debate 
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 PIZZORUSSO, A., “Democrazia rappresentativa e democracia partecipativa”, Studi in memoria di 
Carlo Esposito, vol. III, CEDAM, Padua, (1973) pp. 1473-1488. 
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Estas funciones, además de contemplarse en la práctica, han tenido su reflejo, como 
vemos, en la literatura jurídica consultada. En esta línea, como indica CUESTA
1477
, “una 
vez que los argumentos defendidos por el ciudadano son tomados en consideración en la 
deliberación democrática, el sentimiento de vinculación entre el participante y la norma 
jurídica adoptada se intensifica”, entendiendo esto muy positivo desde el punto de vista 
de la legitimación de todo el sistema democrático. Esta concreta participación de los 
afectados por una norma puede permitir una mayor identificación de los mismos con el 
instrumento que les ordena, y una mejor conducción de las decisiones públicas hacia el 
bien común, como se ha llegado a señalar
1478
.  
Sin embargo, si la iniciativa legislativa popular no genera los efectos esperados y no 
influye en el debate público, como es habitual que suceda, puede ocurrir el efecto 
contrario al deseado, es decir, que este rechazo a la propuesta genere un mayor 
desencanto entre quienes promueven la ILP. Esta desafección se puede generar por la 
inadmisión a trámite de la propuesta, que es lo más común, debido a unas causas de 
inadmisión excesivamente restrictivas, o bien porque pese a que la ILP supera todos los 
trámites exigidos, la cámara decide no tomarla en consideración. 
Tampoco debemos olvidar que una parte sensible de las iniciativas populares han sido 
presentadas por ciudadanos individualmente considerados que, o bien no representan a 
un colectivo, o bien no conocemos dicha vinculación a raíz de los datos proporcionados 
por el Congreso de los Diputados. Esto no significa que estos ciudadanos no actúen 
representando intereses legítimos o, incluso, ampliamente compartidos por una fracción 
del cuerpo electoral. Además de lo señalado, también debemos tener presente que una 
pequeña parte de las iniciativas populares tienen algún tipo de vinculación con partidos 
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 Quien ha señalado que una adecuada regulación de esta institución “contribuye al refuerzo de las vías 
participativas ciudadanas, originando la entrada en el Parlamento de aquellos grupos sociales cuyos 
intereses no se hayan convenientemente representados” en ALMAGRO CASTRO, David, en “¿Qué 
iniciativa legislativa popular tenemos?, ¿Qué iniciativa legislativa popular necesitamos? El art. 87.3 y la 
LOILP 4/2006 a debate” Revista General de Derecho Constitucional n. 22 (2016) p. 2 
1477
 CUESTA LÓPEZ, Víctor Manuel, en “Participación directa e iniciativa legislativa…” op. cit. p. 32 
1478
  Aunque este sobre todo se refiera a la participación mediante las comparecencias legislativas, etc. 
podemos señalar como común este objetivo con la iniciativa legislativa popular. MARTÍNEZ PUJALTE, 
Antonio Luis, en “Algunas notas sobre la participación ciudadana en el procedimiento de elaboración de 
las leyes”. Corts. Anuario de Derecho Parlamentario núm. 23 (2010)  p. 260; asimismo CUESTA LÓPEZ 
Op. cit. p. 49 
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políticos; bien con partidos extraparlamentarios, con antiguos miembros de partidos, o 
con miembros menos relevantes de partidos con representación. Estos supuestos han sido 
analizados, como sabemos, por DURÁN ALBA
1479
 como casos de ‘mediatización’ de 
instrumento, al ser utilizada para unos fines que, en un principio, no entraban dentro de lo 
concebido para la institución. 
Aclaradas estas cuestiones más teóricas y entrando en los detalles, de las 110 iniciativas 
populares presentadas hasta mayo de 2018, cuarenta y cinco fueron presentadas por 
asociaciones de diferente índole, colectivos, colegios profesionales o personas vinculadas 
a las mismas; treinta y siete fueron presentadas por ciudadanos a nivel particular o cuya 
pertenencia a otras entidades no se conoce; otras quince fueron presentadas por personas 
con vinculación a algún partido político; y por último trece fueron presentadas por 
sindicatos o personas con algún tipo de responsabilidad en los mismos. Estos números 
refuerzan la consideración de la iniciativa legislativa popular como un instrumento social 
idóneo para la defensa de intereses de colectivos que persiguen una demanda, en especial 
de aquellas organizaciones ‘llamadas’ a desempeñar un papel importante en la 










Si la regulación del instrumento fuera más garantista y un mayor número de iniciativas 
lograran acceder al debate, se perseguirían con más eficacia los beneficios que contempla 
el instrumento. Sin embargo, la persecución de tales fines se ve frustrada por el reducido 
número de iniciativas que lograr superar la admisión o que, superada esta, logran reunir 
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 DURÁN ALBA, en “Los partidos políticos en la recogida de firmas…” op. cit.  p. 75 
 
1480
 La figura tiene el efecto, como defendemos, de generar la movilización social entorno a una 
determinada cuestión, como también ha señalado ARANDA ÁLVAREZ, Elviro en “La nueva ley de 
iniciativa legislativa popular” REDC nº 78 (2006) p. 192 
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las firmas, como veremos, por lo que todas las características señaladas quedan en 
principio supeditadas a que las iniciativas presentadas puedan generar algún efecto en las 
cámaras. En el anexo donde figura la tabla con todas las iniciativas presentadas y sus 
proponentes, se pueden consultar los detalles sobre quién presenta cada proposición. No 
obstante, en cuanto a las cuarenta y cuatro asociaciones o colectivos proponentes de 
alguna iniciativa, no encontramos una mayoría clara de asociaciones de un ámbito 
determinado, al pertenecer las mismas a sectores muy dispares de nuestra sociedad, como 
también se contempla en la temática abordada por las propuestas defendidas.  
Por ejemplo, entre los colectivos promotores encontramos asociaciones de defensa del 
medio ambiente como “Ecologistas en Acción”, asociaciones de defensa de algún interés 
‘particular’ determinado como la de administradores de fincas, la Asociación Española de 
Mediación o “Adicae” (Asociación de usuarios de bancos, cajas y seguros), asociaciones 
de agricultores como “Asaja”, de jubilados como “FNAPP”, o colectivos de defensa de la 
familia o de padres de alumnos.  También contemplamos asociaciones que representan a 
colectivos de discapacitados como “CERMI”, del ámbito de la salud como el 
Observatorio de Salud Mental de Andalucía, así como otras asociaciones de otros tipos 
más variados
1481
. Por otro lado, encontramos a plataformas con un marcado perfil 
ideológico (e incluso opuesto) como “HazteOir”, Hogar Social, Asociación por la 
recuperación de la Memoria Histórica, o la conocida Plataforma de Afectados por la 
Hipoteca, “PAH”, que es autora de la conocida iniciativa legislativa popular por la dación 
en pago y paralización de los desahucios. 
Teniendo en cuenta todo lo anterior, debemos señalar que la iniciativa popular no sólo es 
útil para canalizar demandas de las denominadas “marginales” por TUDELA
1482
, sino 
que algunas de estas organizaciones han movilizado a una gran cantidad de electores en 
la defensa de su propuesta, siendo asuntos que en algunos casos han generado cierta 
repercusión mediática y social. Buen ejemplo puede ser el de la PAH, con la ILP sobre 
                                                 
1481
 Podemos citar la Asociación Pro Derechos Fundamentales promotora de la Proposición de Ley para la 
protección y acogimiento de embriones (2004), la Associació de Dones Aturades y Dones Immigrants 
autora de una ILP sobre víctimas de violencia doméstica, el Movimiento por la Paz en Cataluña, 
Asociación Española de Proveedores Impagados de la Construcción (AEPIC), Asoc SELA-CE, Fundación 
Puerta de América, Asociación Española para la Calidad en la Edificación, Asociación FM UNIÓN Y 
FUERZA, Plataforma Somos Iguales, Fundación Internacional de la Mujer Emprendedora, o la Asoc. 
Hablamos Español que ha presentado recientemente la Proposición de Ley de libertad de elección 
lingüística que se encuentra en la Junta Electoral Central. 
1482
 TUDELA ARANDA, José, en “Iniciativa legislativa popular y desarrollo de las nuevas tecnologías” en 
Parlamento y nuevas tecnologías. II Jornadas Parlamentarias de la Asamblea de Madrid (2002) p. 100. 
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dación en pago, o la reciente ILP para la equiparación salarial entre los distintos cuerpos 
de policía del Estado, en este caso presentada por una organización que se asemeja más a 
un sindicato como es JUSAPOL, por representar los intereses de distintos trabajadores 
del sector. Tampoco podemos llegar a comprobar qué apoyo hubieran generado algunas 
iniciativas presentadas por colectivos que fueron inadmitidas a trámite, ya que no hubo 
lugar para que los mismos accedieran siquiera a la recogida de firmas. 
En cuanto a las quince iniciativas presentadas por partidos políticos o personas con 
alguna vinculación a los mismos, encontramos proponentes de muy distintos tipos. Por 
un lado, encontramos antiguos miembros de partidos, como es el caso de la Proposición 
de Ley en relación al acueducto Tajo-Segura y a su aprovechamiento
1483
, en la que la 
Comisión Promotora está formada por antiguos dirigentes de PP, PSOE, UGT, CDS y 
CHSegura. También destacan dos proposiciones presentadas por Pedro Antonio Ibáñez 
Aguilera, del Partido Socialista, sobre asuntos de índole electoral que entendemos, no 
pudieron ser asumidos por su propio Grupo Parlamentario en el Congreso
1484
. 
Asimismo, la Proposición de Ley sobre eliminación de prebendas de la clase política 
cesada fue presentada en 2012 por un militante de Izquierda Unida, y el histórico 
dirigente Julio Anguita presentó una sobre la regulación de la jornada laboral en 1998. La 
primera de ellas fue inadmitida y la segunda consiguió ser admitida y reunir las firmas 
necesarias, aunque fue rechazada por el Congreso
1485
. La segunda representa un claro 
ejemplo de ‘mediatización política’ del instrumento, ya que el mismo impulsor de la 
iniciativa legislativa popular era entonces diputado en el Congreso, y su Grupo pudo 
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 Proposición de Ley de reforma de las Leyes 10/2001, de 5 de julio, y 11/2005, de 22 de junio 
1484
 Pedro Antonio Ibáñez Aguilera mostró su intención de presentarse a las primarias del PSOE en marzo 
de 2017 aunque no cosechó los avales necesarios. Este militante presentó en julio de 2014 dos iniciativas 
populares; la “Proposición de Ley de delegación legislativa al Gobierno para la equiparación en 
elegibilidad de todos los representantes, con la de los miembros del Senado” y la “Proposición de Ley para 
el fomento de la participación electoral mediante la evaluación de la calidad representativa de los cargos 
electos”.  
1485
 DS. Congreso de los Diputados Núm. 270 de 11/11/1999 Pág.: 14480 
1486
 Debemos buscar los motivos de la elección de la ILP como mecanismo para proponer la reducción de 
la jornada laboral en la suma de un elemento más de presión sobre el Ejecutivo, como son las 700.000 
firmas que el diputado logró movilizar, se entiende, a través del aparato de su partido, lo que supone 
también una fórmula efectiva para la movilización de su electorado. 
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Además, existen otras cinco proposiciones presentadas por los Verdes Ecopacifistas
1487
, 
una presentada por el Centro Canario Nacionalista
1488
, una presentada por una militante 
de Democracia Nacional
1489
, o la presentada en 2014 por Isabel Franco Carmona que fue 
diputada de Unidos Podemos en 2015
1490
, todos estos últimos ejemplos de acceso de 
propuestas de partidos políticos extraparlamentarios. En cualquier caso, vemos como la 
utilización del mecanismo por parte de partidos no es ni mucho menos generalizada si lo 
comparamos con el empleo otorgado desde asociaciones o colectivos.  
Por último, en cuanto a las trece iniciativas presentadas por sindicatos encontramos una 
mayoría de las mismas presentadas por el sindicato Unión General de Trabajadores (y en 
menor medida Comisiones Obreras) o personas vinculadas a los mismos. De este modo, 
podemos destacar la proposición sobre financiación del sistema educativo (1993) por 
parte de CC.OO Andalucía
1491
, otra sobre empresas de trabajo temporal (1998) por parte 
de UGT de Cataluña, otra también de UGT sobre la modificación de la Ley 24/1998, de 
13 de julio, del Servicio Postal Universal y de Liberalización de los Servicios 
Postales
1492
, una más de UGT sobre la estabilidad y la seguridad en el empleo (2001)
1493
, 
y otra de CC.OO sobre  la eficacia de los acuerdos y pactos en las Administraciones 
Públicas y garantía del poder adquisitivo de sus empleadas y empleados
1494
 (2001).  
Las dos últimas a las que nos hemos referido llegaron a ser admitidas y acreditaron el 
mínimo de firmas requerido, aunque fueron rechazadas en toma en consideración
1495
. 
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 Se trata de una en noviembre de 2006 sobre el cambio de la denominación de matrimonio entre 
homosexuales por la de homomonio, otra de misma fecha sobre reconocimiento a efectos de jubilación del 
tiempo prestado durante el servicio militar obligatorio o la prestación social sustitutoria, otras dos en de 
marzo de 2011 y en enero de 2016 sobre establecimiento de la dación en pago, y otra en junio de 2014 
sobre separación de poderes e independencia del Poder Judicial. Todas ellas presentadas por Alejandro 
Escribano Sanmartín y Abelardo Lloret López. 
1488
 Proposición de Ley sobre medidas para solucionar la situación de crisis extraordinaria que vive el 
archipiélago canario, como consecuencia de la inmigración clandestina y masiva de personas provenientes 
del continente africano u otras procedencias (octubre de 2006) 
1489
 Proposición de Ley de protección y bienestar de los animales (enero 2012) presentada por Edith María 
Falcón Villacura (militante Democracia Nacional) y otros 
1490
 Proposición de Ley por la Renta Básica Estatal (caducada) 
1491
 Lezcano López, Fernando (CCOO Andalucía) y otros 
1492
 De José Sayagues Román (Federación de Servicios Públicos de la Unión General de Trabajadores) y 
otros 
1493
 lberto Pérez García (Comisión Ejecutiva Confederal de la Unión General de Trabajadores) y otros 
1494
 Presentada por Carlos Sánchez Fernández (Sec. Gral. Federación de Servicios y Administraciones 
Públicas de CCOO) y otros 
1495
 Respectivamente: DS. Congreso de los Diputados Núm. 206 de 19/11/2002 Pág.: 10416 y DS. 
Congreso de los Diputados Núm. 256 de 10/06/2003 Pág.: 13218 
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Más recientemente, como respuesta a la reforma laboral impulsada desde el Gobierno, 
UGT y CC.OO. presentaron la proposición de ley por el empleo estable y por derechos 
en 2011 y que finalmente fue rechazada en toma en consideración. También destaca una 
iniciativa legislativa popular sobre el Régimen del Personal del Cuerpo de la Guardia 
Civil por parte de la Unión de Oficiales (UO) de la Guardia Civil (2010), y la 
Proposición de Ley de modificación de la ejecución hipotecaria por parte de Joan Carles 
Gallego Herrera, miembro de CC.OO (2011).  
Actualmente, ha gozado de repercusión mediática la Proposición de Ley sobre 
establecimiento de una prestación de ingresos mínimos en el ámbito de protección de la 
Seguridad Social, conocida sobre la ILP de renta básica impulsada por los sindicatos 
(presentada públicamente por los líderes de CC.OO. y UGT). Esta iniciativa fue admitida 
y reunió aproximadamente 700.000 firmas, y ha protagonizado alguna conocida polémica 
al dilatarse su tramitación ante sucesivas peticiones de ampliación del plazo de 
enmiendas en Comisión
1496
. Finalmente, ante esta situación, esta proposición fue 
trasladada para su avocación por el Pleno del Congreso
1497
 y la misma fue rechazada el 
22 de febrero de 2018 y por tanto tendrá que volver a Comisión
1498
.  
Los sindicatos han destacado por cumplir con los requisitos en la mayoría de las 
iniciativas que han presentado, llegándose a debatir sobre la toma en consideración de 
muchas de ellas, como veremos. Estas organizaciones gozan de mayor facilidad para 
reunir los signatarios exigidos debido a su propia organización e infraestructura, aunque 
resulta llamativo que la presentación de iniciativas desde los mismos se haya concentrado 
sobre todo en legislaturas dominadas por el centroderecha, como veremos. Sin embargo, 
no lograron que el Congreso aceptara tramitar una proposición de ley surgida en su seno 
hasta la XII Legislatura, quizás debido a la ausencia de mayoría absoluta en dicho 
mandato, lo que les permite apoyarse en los grupos de la oposición para sacar adelante la 
propuesta, como ha sucedido con la ILP sobre renta básica que acabamos de destacar. 
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 El Grupo Socialista solicitó la avocación por el Pleno de esta ILP, trasladando la Mesa del Congreso 
este acuerdo a la Junta de Portavoces, según consta en el acta de su reunión del 12 de febrero de 2018 y 
basándose en el art. 149.1 del Reglamento del Congreso 
1498
 D. S. Congreso de los Diputados nº 107 de 22 de febrero de 2018 pág. 20. En votación: votos emitidos, 
338; a favor, 168; en contra, 170. Se rechazó por las ausencias de cinco diputados socialistas y por los 
votos en contra de los Grupos del Partido Popular, Ciudadanos, PNV, Foro Asturias y UPN.  
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La utilización dispensada al mecanismo que estudiamos por parte de colectivos, 
sindicatos y algunos partidos, junto al análisis de los temas que se reivindican a través de 
las ILP, y que veremos a continuación, nos obliga a plantear una posible conclusión. La 
iniciativa legislativa popular defiende normalmente intereses particulares o de un 
colectivo concreto, frente al papel que, por lógica, está llamado a desempeñar el 
Parlamento en defensa del interés general. Este hecho puede ayudar a reducir la 
complejidad existente en la representación del total de intereses existentes en la sociedad, 
de tal forma que completa el pluralismo político como ya hemos defendido. Además, a 
través de la acreditación del mínimo de firmas exigido, nos aseguramos de que la 
iniciativa propuesta representa a una cantidad suficiente de ciudadanos, por lo que 
debemos rechazar la consideración de que la ILP sólo representa intereses marginales, 
dado que ha habido proposiciones que han rondado el millón o millón y medio de firmas, 
cantidad para nada ridícula.  
Esta concepción ha sido abordada por SÁNCHEZ NAVARRO
1499
 cuando define la 
institución estudiada como una forma de defensa de intereses particulares, 
diferenciándola de la iniciativa ejercida por los poderes constituidos que no necesitan 
acreditar la función que ejercen al servicio de un interés general. Esta diferencia podría 
explicar la problemática de la institución en su inserción en el circuito democrático 
representativo. Frente a la búsqueda de un interés general de este último, la ILP 
representa, en cierto modo, voluntades particulares. Esto explica, entendemos nosotros, 
que los poderes representativos no terminen de ver con buenos ojos el mecanismo, salvo 
cuando viene a aportar propuestas o una legitimidad en la misma línea que el programa 
político defendido por ellos mismos. No obstante, la responsabilidad del Parlamento 
aconsejaría al menos un esfuerzo por entender las demandas sugeridas y, si fuera posible, 
adaptarlas al debate existente.  
Por último, es importante destacar que el mecanismo para la presentación y eficacia de 
una iniciativa legislativa popular requiere necesariamente de una infraestructura, 
conocimientos y poder de movilización mínimo que prácticamente sólo asociaciones, 
colectivos, sindicatos o partidos políticos pueden tener. Por un lado, los trámites 
necesarios en la redacción de la proposición, relaciones con la Mesa del Congreso y la 
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 SÁNCHEZ NAVARRO, Ángel J., en “Democracia e iniciativa legislativa popular” en ARNALDO 
ALCUBILLA, DELGADO IRIBARREN Y SÁNCHEZ NAVARRO: “Iniciativa legislativa popular” 
ARAG/ Univ. Rey Juan Carlos. Ed. La Ley (2013) pp.93-95. 
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Junta Electoral y nombramiento de fedatarios -si fuera necesario- requieren de una 
experiencia práctica en la materia. Por otro lado, la recogida de firmas requiere de un 
poder de movilización, publicidad y difusión que un particular es difícil que disponga. 
Por último y no menos importante, la iniciativa legislativa popular sólo es resarcida en 
sus gastos cuando la misma alcanza la tramitación parlamentaria. Esto quiere decir que 
necesariamente hay que contar con unos fondos para su puesta en marcha inicial y para el 
supuesto en el que la misma no alcance la tramitación y no se vean compensados esos 
gastos. 
Los temas abordados por las proposiciones 
A través del análisis de los asuntos sobre los que versan las proposiciones de ley 
presentadas mediante ILP, comprobamos el gran carácter social del instrumento y su 
contribución a una mayor representación de los intereses de los ciudadanos y grupos en 
los que se integra. La iniciativa legislativa popular pretende introducir cuestiones en el 
Parlamento que no han sido abordadas por el mismo o que han sido insatisfactoriamente 
resueltas. Sin embargo, debemos volver a tener en cuenta que muchas de ellas resultan 
inadmitidas de inicio, como veremos después, por lo que sólo algunas adquieren la 
notoriedad deseada. 
Al hilo de lo anterior, y centrándonos más en los tipos de temas abordados, hay que 
destacar la contribución del mecanismo en la reivindicación de demandas de carácter 
laboral o relacionadas con el empleo y sus condiciones. De esta forma, observamos como 
del total de 110 ILP presentadas en toda nuestra andadura democrática, veintiocho de las 
mismas han versado sobre asuntos de índole laboral, convirtiéndose en el tema más 
recurrente. Además, la temática de las pensiones ha acaparado otras nueve iniciativas 
presentadas. Los asuntos de índole laboral o de pensiones han estado promovidos en su 
mayoría por sindicatos o asociaciones de defensa de intereses de alguna profesión o 
colectivo determinado. La conflictividad de un ámbito, como el laboral, ha permitido la 
movilización puntual de los trabajadores en defensa de sus intereses. 
Entre las iniciativas presentadas sobre temas laborales existen tres de las mismas que 
llegaron al pleno de toma en consideración en el Congreso, aunque fueron rechazadas en 
dicho trámite. Se trata de la Proposición de Ley reguladora de la jornada laboral 
presentada por Julio Anguita (IU) en 1998, la Proposición de Ley para la estabilidad y la 
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seguridad en el empleo presentada por miembros de UGT en 2011, y la Proposición de 
Ley para la protección de la eficacia de los acuerdos y pactos en las Administraciones 




Asimismo, al tiempo de elaboración de este trabajo se encuentra en tramitación en la 
Comisión de Interior del Congreso (tras haber acreditado firmas suficientes) la 
Proposición de Ley para la efectiva igualdad y equiparación salarial de las Policías del 
Estado español, y se encuentra en Comisión tras sucesivas ampliaciones del plazo para 
enmiendas, como hemos señalado, la conocida ILP sobre renta básica presentada por los 
líderes sindicales. Por otra parte, otras iniciativas populares presentadas sobre temas de 
empleo o bien fueron inadmitidas
1501




El segundo tema sobre el que más iniciativas populares se han presentado es el de ámbito 
social y familiar, al haber recibido el Congreso un total de veintidós iniciativas populares 
sobre temas sociales. Dentro de esta amplia categoría, poseen una gran relevancia las 
propuestas presentadas sobre dación en pago y desahucios, o vivienda en general, ya que 
diez de las veintidós presentadas sobre asuntos de índole social han tratado sobre ello. El 
asunto de los desahucios adquirió una trascendencia enorme en el final de la IX 
Legislatura
1503
, coincidiendo con la crisis económica, al presentarse un total de ocho ILP 
sobre el tema entre 2010 y 2011.  
Por otro lado, un importante porcentaje de esas veintidós iniciativas populares “sociales” 
tratan temas de familia, tales como la custodia de los hijos, los administradores 
familiares, el matrimonio homosexual, la violencia doméstica, la protección de los 
                                                 
1500
 Respectivamente: DS. Congreso de los Diputados Núm. 270 de 11/11/1999 Pág.: 14480; DS. Congreso 
de los Diputados Núm. 206 de 19/11/2002 Pág.: 10416; DS. Congreso de los Diputados Núm. 256 de 
10/06/2003 Pág.: 13218 
1501
 Podemos citar como ejemplo la ILP sobre fomento del empleo para actividades de profesionales 
autónomos (1994), la ILP sobre equiparación de los trabajadores autónomos y los trabajadores que cotizan 
por el Régimen General (2001) o la ILP para aumentar la baja por maternidad a seis meses (2006) 
1502
 Es el caso, por ejemplo, de la ILP sobre abolición del trabajo precario (1990), la ILP sobre empresas de 
trabajo temporal (1998), la ILP sobre la liberalización de los servicios postales (2000), la ILP para crear 
seis millones de puestos de trabajo (2009), o la ILP sobre el régimen del personal del cuerpo de la Guardia 
Civil (2011) 
1503
 Debemos tener en cuenta que una de ellas fue retirada y otras muchas fueron inadmitidas. Sólo una ILP 
sobre el asunto de los desahucios fue admitida y logró aprobarse con modificaciones en el Congreso, como 
en otros lugares del trabajo hemos analizado. 
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mayores, o la dependencia, siendo muchas de ellas promovidas por asociaciones de 
diferente tipo, como se puede observar en la tabla del anexo. Por otro lado, el tercer 
asunto más tratado por las iniciativas presentadas es el de la salud. Encontramos ILP 
sobre fibromialgia, celíacos, el sexo de los hijos, protección de embriones, acerca del 
aborto, la ordenación del medicamento u otras
1504
.  
También se observa cierta inquietud en los asuntos de índole política, jurídica o electoral, 
al haberse presentado diez ILP sobre estos temas. Destacan la ILP sobre reforma salarial 
política (2011), sobre eliminación de prebendas a la clase política (2012), proposición de 
ley para la regulación del acceso de los partidos a los medios de comunicación públicos 
(2013), otra acerca de la eliminación de aforamientos y otros privilegios procesales 
(2014), sobre el Senado (2014), la evaluación de la calidad representativa de los cargos 
electos (2014), sobre elección de la forma de Estado y del Jefe del Estado (2014) o acerca 
de la separación de poderes e independencia del poder judicial (2014). Resulta notorio 
que muchas de las cuestiones que pretenden retirar ‘privilegios’ otorgados a los 
representantes para el ejercicio de sus funciones no van a encontrar un fácil acomodo 
entre los grupos parlamentarios mayoritarios. 
Todas las iniciativas mencionadas acerca de la política o los políticos fueron presentadas 
a partir de 2011, y coinciden con los años en los que más se ha agudizado la crisis de 
confianza en partidos políticos e instituciones. Este es un caldo de cultivo que ha servido 
también para que se hayan presentado más iniciativas populares como fórmula de escape 
del normal funcionamiento democrático a través de los representantes. Todas las 
proposiciones mencionadas fueron inadmitidas a trámite por incurrir, entendemos, en 
alguna de las materias excluidas de la iniciativa legislativa popular. La única ILP que 
logró ser admitida fue la proposición de ley para la regulación del acceso de los partidos 
políticos a los medios de comunicación públicos, que caducó por agotar el plazo para la 
recogida de firmas sin acreditar el mínimo de signatarios requeridos. 
Por último, debemos señalar otros temas menos comunes abordados por las iniciativas 
populares presentadas, como son los asuntos de índole económica, con nueve iniciativas 
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 Como lo serían la ILP para la regulación del estatuto del cuerpo humano (presentada en 1995 e 
inadmitida), la proposición relativa al pago de indemnizaciones por perjuicios sufridos por los afectados 
del síndrome tóxico (presentada en 1989 y caducada) o la proposición sobre la jornada de los médicos 





; la educación, abordada en cinco ocasiones
1506
; las tres iniciativas 
presentadas sobre asuntos medioambientales
1507
, u otros temas más variados
1508
. 
Resultado de las iniciativas y sus causas 
Una de las características que convierte a la iniciativa legislativa popular en un 
instrumento ineficaz es el escaso número de proposiciones que llegan a debatirse en el 
Congreso o, lo que es lo mismo, que logran ser admitidas y reunir las firmas necesarias. 
Este hecho, junto al ridículo número de iniciativas populares que han logrado convertirse 






 se ha referido a los “discretos resultados” que suponen las 
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 ILP sobre el cese anticipado de la actividad agraria (presentada en 1990 y retirada) otra sobre 
comercialización del arte (presentada en 1992 e inadmitida), sobre un programa de adaptación del viñedo 
(presentada en 1994 e inadmitida), ILP sobre los tipos de interés de los créditos (presentada en 1994 y 
caducada), sobre reclamación de deudas comunitarias (subsumida en la Ley 8/1999 y aprobada por el 
Congreso), sobre la mano de obra infantil en productos de importación (recalificada en 2001 al proceder de 
la legislatura anterior y caducada), sobre contratos de distribución (presentada en 2007 y caducada), sobre 
modificación de la Ley 3/2004 contra la morosidad (presentada en 2009 y caducada), sobre el déficit de 
tarifa eléctrico (presentada en 2013 e inadmitida) etc. 
1506
 En el ámbito educativo podemos destacar la ILP sobre financiación del sistema educativo (1993) que 
logró ser admitida y reunir las firmas requeridas aunque fuera rechazada en toma en consideración, mismo 
supuesto que para la ILP reguladora de libro de texto para enseñanza básica (1997), otra sobre el acceso a 
las profesiones de abogado y procurador de los tribunales (presentada en 2010 y caducada) o finalmente la 
reciente Proposición de Ley de libertad de elección lingüística presentada en septiembre de 2017 y 
actualmente en fase de recogida de firmas. 
1507
 Sobre medio ambiente destacan la ILP sobre abandono de la energía nuclear (presentada en 1990 y 
caducada), ILP sobre el trasvase Tajo-Segura (presentada en 2009 y caducada) o sobre protección y 
bienestar de los animales (presentada en 2012 e inadmitida) 
1508
 Como lo fueron la ILP para declarar la tauromaquia patrimonio cultural inmaterial, que fue aprobada 
por el Congreso, aunque con modificaciones de calado; tres iniciativas presentadas recientemente sobre la 
aplicación de la Ley de Memoria Histórica (dos veces inadmitidas y la última en Junta Electoral Central) o 
una sobre la responsabilidad penal de los menores, por citar algunos temas. Destaca la proposición de ley 
de Televisión Sin Fronteras (procedente de la IX Legislatura, aunque calificada de nuevo en diciembre de 
2011) que fue admitida y consiguió reunir las firmas necesarias, aunque resultó rechazada en la toma en 
consideración por el Congreso (D.S. Nº 55, de 11 de septiembre de 2012, pág. 6) 
1509
 El término es utilizado por BILBAO UBILLOS en “La iniciativa legislativa popular; un análisis de la 
experiencia reciente en las cortes generales, (…) op. cit. pág. 4; o también por PÉREZ SOLA, Nicolás, en 
“Algunas consideraciones en torno …” op. cit. pág. 100. 
También GARCÍA ESCUDERO cuando habla de una iniciativa popular “tan temida y, por tanto, tan 
obstaculizada”, quien ya avanzaba que la exclusión de materias, la complejidad del procedimiento y el 
número de firmas iba a “hacer difícil su acceso a entes que no gocen de cierta organización” en “La 
iniciativa legislativa en la Constitución de 1978” op. cit. pág. 79.  
Por su parte MARCO lo califica de “mecanismo de participación directa de dimensiones mínimas, casi 
ridículas” en MARCO MARCO, Joaquín J. en “La iniciativa legislativa popular: la experiencia valenciana” 
Temas de las Cortes Valencianas (2008) pp. 19 y 20. 
1510
 MORALES ARROYO, José María, en “El alcance y los límites de los instrumentos constitucionales de 
participación directa” Revista General de Derecho Constitucional (IUSTEL) enero (2018) pp. 11 y 12 
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leyes aprobadas que tuvieron su origen total o parcialmente en una ILP, con respecto del 
total. Sin embargo, debemos discrepar cuando considera la utilización de la ILP como 
“impracticable o inapreciable” si atendemos a la vida más reciente de la figura y su 
incidencia puntual en la agenda política. Se intuye que la opinión del autor pretende 
poner de manifiesto que los instrumentos de participación han sido infrautilizados 
“porque no se les ha conferido el valor suficiente para corregir o contrapesar el proceso 
representativo de toma de decisiones”, como él mismo reconoce
1511
. 
Si bien la utilización y relevancia del mecanismo ha sido mínima hasta la década de los 
2000, el hecho de que tres iniciativas populares se hayan convertido en ley y de que 
varias de ellas hayan generado un importante debate accediendo a la toma en 
consideración, no debe permitir que infravaloremos la institución. Tampoco para el 
ámbito autonómico, como veremos. Aunque el papel de la figura sigue sucumbiendo ante 
la preeminencia representativa, diversos colectivos y ciudadanos han seguido confiando 
en sus efectos. Quizás, las elevadas expectativas iniciales y el difícil encaje del 
instrumento ante otras vías más efectivas de participación le siguen situando cerca de la 
marginalidad. 
Por ello coincidimos con el autor cuando recuerda un hecho obvio, como es que el núcleo 
central de las leyes que se aprueban corresponde a propuestas de origen gubernamental, 
mientras que las proposiciones con origen en otros sujetos son de aprobación más 
esporádica. Dicho ‘status quo’ encuentra su justificación en la función de indirizzo 
político del Ejecutivo, como ya hemos señalado. De alguna manera, José María Morales 
defiende la preeminencia del gobierno en la producción legislativa y el papel 
complementario pero secundario de los otros sujetos en tal producción. Este equilibrio 
creado no se sustenta en una relación de igualdad entre todos los sujetos, sino que se 
entiende justificado que sea el ejecutivo quien lleve el peso determinante. Por ello, el 
autor entiende que un incremento considerable de las ILP que se presentan podría 
desestabilizar algunas parcelas del sistema político-constitucional al crearse cierta 
fractura o tensión entre los órganos representativos y el cuerpo electoral. Lo que es lo 
mismo, Morales entiende que la sociedad podría frustrarse ante el rechazo o la no 
tramitación de las sucesivas proposiciones que se presentan vía ILP. 
En nuestra opinión, aun admitiendo cierta tensión entre la labor de los órganos 
                                                 
1511
 In ibidem p. 23 
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representativos y el impulso ciudadano de la acción política, no parece que la situación 
actual de quasi-marginalidad de los instrumentos de participación sea, por sí sola, la 
causante de la mencionada tensión. Es cierto que el rechazo o la inadmisión de las 
iniciativas legislativas populares produce frustración entre sus promotores y colectivos 
afines, sentimiento que se agrava en los casos en que el texto finalmente aprobado no 
concuerda con la inicial voluntad de sus proponentes.  
Para ser más exactos, como ya hemos señalado, la mayor tensión se produce cuando los 
colectivos promotores de alguna ILP utilizan el mecanismo como vía de oposición a la 
mayoría gobernante, y/o para la movilización de sectores sociales relevantes en torno a 
un tema reclamo. No es casualidad que normalmente sea la oposición la que asuma la 
defensa y apoye las iniciativas populares que llegan al pleno del Congreso, con el 
probable interés de poner en apuros a la mayoría de gobierno.  Si le damos la vuelta al 
argumento, estaremos en condiciones de afirmar que aquellas ILP con posibilidades de 
ser aprobadas (aún con severos cambios) serán las que compartan unos principios 
mínimos con el programa de gobierno de la mayoría parlamentaria (y que, por tanto, su 
aprobación comporte algún beneficio político para quienes la apoyan), ya que de lo 
contrario lo normal es que sean rechazadas. 
Por ejemplo, la ILP aprobada sobre declaración de la tauromaquia como patrimonio 
cultural inmaterial coincidió con una mayoría parlamentaria del Partido Popular que, en 
su programa, coincidía con los postulados propuestos. Es también el caso, como veremos 
más adelante, de la ILP para la creación de una red de apoyo a la mujer embarazada 
convertida en ley en aquellas Comunidades Autónomas que, por lo general, contaban con 
una mayoría parlamentaria de centroderecha y, por el contrario; rechazada como norma 
en aquellas autonomías de predominio del centroizquierda. En este aspecto, y por seguir 
con ejemplos, el Grupo Socialista asumió en el Congreso la defensa de la Proposición de 
Ley de la Televisión sin Fronteras
1512
, o la Proposición de Ley para el empleo estable y 
con derechos
1513
 con el objetivo de incomodar a la mayoría gobernante con textos que 
ideológicamente no compartía, pero que acudían avalados por una cantidad de electores.  
Por lo general, se ha observado durante el análisis de las ILP presentadas ante el 
Congreso de los Diputados y las Asambleas de las CC.AA., que la mayoría 
                                                 
1512
 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados núm. 51, de 11 de septiembre de 2011, pp. 6 y ss. 
1513
 DSCD núm. 75, de 11 de diciembre de 2012, pp. 6 y ss. 
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gubernamental y parlamentaria suele rechazar dichas proposiciones cuando no 
concuerdan con su programa de gobierno y postulados políticos, independientemente de 
la orientación política del partido gobernante. Generalmente, no han existido grupos 
parlamentarios que por convicción hayan sido más proclives al mecanismo que 
estudiamos, sino que han visto en el mismo un medio para inoportunar al rival o para 
lograr la confianza de colectivos o electores movilizados. Los parlamentarios no han 
apoyado iniciativas sólo por respeto hacia una importante cantidad de firmantes; 
normalmente rechazan aquellas que no concuerdan con su programa o no mejoran su 
imagen de cara al electorado. En definitiva, el Parlamento mantiene la última palabra 
como depositario legítimo de la soberanía en su conjunto, frente a los intereses de parte 
formulados mediante una ILP avalada por una fracción del cuerpo electoral. 
A pesar de lo señalado, habrá que ver hasta donde se extiende la influencia de los 
partidos políticos para propiciar el éxito o fracaso de una ILP. Es decir, parece claro que 
una ILP tendrá pocas posibilidades de prosperar si su contenido o sus promotores se 
oponen al programa político de la mayoría parlamentaria. Lo normal sería que dicha 
opinión política se imponga en el acto diseñado al efecto, la toma en consideración, pero 
nada parece impedir que la mayoría política de la Mesa del Congreso haya utilizado su 
propio arbitrio, al ser juez y parte, para impedir que prosperaran iniciativas que 
políticamente incomodaran. Esto explicaría, además de otras razones señaladas, el 
altísimo número de iniciativas que se inadmiten, sin que apenas haya posibilidad de que 
los promotores subsanen aquellos defectos que se hayan detectado, por la aún deficiente 
comunicación entre los mismos y los órganos rectores de la cámara. 
Cerrado este debate, conviene centrarse en las causas de la reducida eficacia de las 
iniciativas legislativas populares presentadas. El binomio entre unas causas de 
inadmisión restrictivas y un mínimo de signatarios exigido demasiado elevado han 
permitido que el 77% de las iniciativas presentadas no hayan accedido al Pleno del 
Congreso. En concreto, el 37% de las iniciativas presentadas son inadmitidas a trámite 
por la Mesa y el 40% de las mismas caducan sin reunir a tiempo el mínimo de firmas 
exigido. Ambas causas resultan, claramente y como también recuerda CUESTA
1514
, los 
principales obstáculos a la institución que estudiamos. 
Estos límites impiden que la iniciativa legislativa popular despliegue todos sus efectos, y 
                                                 
1514
 CUESTA LÓPEZ, Víctor, op. cit. pp. 451 y ss. 
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ante la escasa influencia en la mayoría de los casos hacia los asuntos públicos, el interés 
que la ciudadanía le ha concedido a este instrumento es escaso, por considerar muy 
complejo el acceso al debate en el Parlamento y el logro de las reivindicaciones 
propuestas
1515
. Si bien, hay que tener presente que las cifras de iniciativas populares 
presentadas han sido mejoradas en las últimas legislaturas, y algunas han llegado a 
alcanzar una mayor repercusión. 
Esta notoriedad cosechada es consecuencia o bien de un elevado número de signatarios 
que apoyan la propuesta, o bien por aprovecharse la misma de una mayor fragmentación 
de escaños en el Congreso, en ausencia de mayorías absolutas, lo que convierte en más 
factible su debate y aprobación. En menor medida, también el tipo de proponente 
condiciona en muchos casos que la ILP cuente con una mayor entidad de cara a la 
opinión publicada, con razón si son presentadas por organizaciones o sindicatos
1516
. 
Como vemos, una vez más la coyuntura política incide no sólo cuantitativamente en las 
iniciativas presentadas, sino también en las posibilidades de que las mismas prosperen, lo 
que dependerá de la compatibilidad de la propuesta sugerida con la mayoría política de la 
cámara (y/o partido en el gobierno) y también con una posible fragmentación 
parlamentaria que, como hemos dicho, permite que prosperen algunas proposiciones 




En el análisis del resultado concreto de cada iniciativa presentada y la causa de dicho 
resultado encontraremos más información para valorar los singulares escollos de esta 
institución en su ejercicio. De las 110 iniciativas legislativas populares presentadas entre 
1984 y mayo de 2018 los resultados en su tramitación fueron los siguientes:  
                                                 
1515
 Como señala MORALES (Op. Cit. p. 3) y hemos señalado en diversos lugares del trabajo, los poderes 
públicos no han puesto una especial confianza en los mecanismos de democracia semidirecta como forma 
de mejorar la participación en asuntos públicos; pero tampoco la ciudadanía ha confiado en los mismos 
como forma de influir en la agenda política, a juzgar por el número de iniciativas presentadas y el escaso 
éxito cosechado por las mismas. 
1516
 No nos extenderemos en asuntos ya tratados, pero la primera causa incide directamente en que los 
colectivos contemplen la figura como vía idónea para el reclamo y legitimación popular de intereses; y la 
segunda causa permite que una ILP que cumpla con todos los requisitos termine apadrinada por la mayoría 
parlamentaria alternativa al grupo gobernante y, por tanto, se estime su toma en consideración. Con razón 
MORALES (op. cit. p. 9) ha sugerido una quizás atípica definición de la ILP como un mecanismo de 
intromisión y alteración de los programas de gobierno 
1517
 Sin embargo, como veremos, el Ejecutivo y/o grupo parlamentario de gobierno ha utilizado otros 
instrumentos para dificultar el avance de las proposiciones incómodas, como el veto por razón de la 




TOTAL ILP PRESENTADAS (hasta mayo de 2018) 110 
Caducadas 44 
Inadmitidas a trámite 41 
Rechazadas 10 
Retiradas 4 
Aprobadas (con modificaciones en el texto) 3 
En curso (Junta Electoral Central) 3 
En fase de enmiendas  2 
Tramitada sin requerir acuerdo (petición, no proposición) 2 
En comisión parlamentaria 1 
 
En primer lugar, nos parece un número exagerado aquellas cuarenta y cuatro iniciativas 
que, pese a ser admitidas por la Mesa, caducaron por agotar el plazo legal sin acreditar el 
mínimo de firmas exigido por la Constitución para el perfeccionamiento de la iniciativa 
legislativa popular. Aunque no se conocen las causas concretas de este resultado, 
claramente debemos achacar a que dichas propuestas no generaron el apoyo suficiente 
como para llegar a las 500.000 firmas necesarias, o bien el plazo de seis/nueve meses 
terminó sin que los promotores acreditaran tal cantidad de signatarios.  
La Ley 4/2006 quiso suavizar este complejo trámite ampliando el plazo para dicha 
recogida hasta los nueve meses y permitiendo la firma electrónica, medidas ambas que 
parecen haber animado ligeramente la presentación de iniciativas, pero no tanto que las 
mismas consigan llegar al pleno de toma en consideración. En cualquier caso, debemos 
volver a denunciar el elevado número de firmas exigido para el perfeccionamiento de la 
iniciativa popular, cuestión ya comentada en otros momentos del trabajo, y que convierte 
este hecho en la primera causa de fracaso de las iniciativas populares. 
Más respuestas debemos encontrar en las cuarenta y una iniciativas que resultaron 
inadmitidas por acuerdo de la Mesa del Congreso, debido a su supuesta incursión en 
alguna de las causas de inadmisión reguladas por la LO 3/1984. Este es un exagerado 
límite a la institución, al suponer que más de un tercio de las iniciativas presentadas 
decayeron sin apenas concederse la oportunidad de demostrar el apoyo ciudadano 
requerido y sin que los promotores, en la mayoría de los casos, intentaran presentar de 
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nuevo el texto, una vez subsanados los problemas. En otros momentos del trabajo hemos 
vertido críticas sobre la amplitud en la valoración de estas causas por parte de la Mesa, 
así como la escasa justificación de algunos de estos límites, que más bien respondían a 
recelos del pasado y, ni mucho menos, a lo que se espera de la figura en la actualidad. 
Para la comprensión de la concreta causa que inadmite cada ILP no hemos podido contar 
una información completa por parte del Congreso de los Diputados. Esto se debe a que 
las actas de la Mesa del Congreso sólo son públicas desde septiembre de 2017, como ha 
trascendido
1518
. La cámara facilita en su página web, en el apartado de su agenda 
semanal, el acta de la sesión anterior celebrada por la Mesa, donde aparecen los acuerdos 
adoptados en relación a la iniciativa legislativa popular (y evidentemente, el resto de 
asuntos conocidos). No es posible, por tanto, conocer de primera mano acuerdos de la 
Mesa del Congreso anteriores a los publicados por la cámara, salvo el denominado 
“índice rojo” que se publicaba durante la breve XI Legislatura
1519
. 
Con anterioridad a dicha fecha, nos haremos eco de algunas decisiones de la Mesa 
citadas en la obra de Delgado-Iribarren que, en su calidad de letrado de la Cámara, ha 
podido consultar decisiones del órgano parlamentario para comentar diversas decisiones 
relativas a la iniciativa legislativa popular, especialmente el motivo de denegación 
empleado en algunas inadmisiones, como veremos. Salvo la obra citada, no se 
encuentran en la literatura jurídica consultada referencias a las causas concretas que 
inadmiten las iniciativas populares. Por este motivo, la información que nos disponemos 
a comentar es de gran utilidad para entender la figura que estudiamos, ya que la 
aplicación práctica de las causas de inadmisión dibuja el concreto ámbito material en que 
incide la iniciativa legislativa popular. 
Señalado lo anterior, debemos criticar la opacidad que ha venido caracterizando este tipo 
de decisiones de la Mesa del Congreso hasta septiembre de 2017, lo que incide 
negativamente no sólo en el estudio de la figura, sino en el derecho de participación de 
representantes y ciudadanos, que durante muchos años no pudieron conocer la causa 
                                                 
1518
 “Eldiario.es” explica este hecho: “La Mesa del Congreso vuelve a hacer públicos sus acuerdos” 
(septiembre de 2017) https://www.eldiario.es/politica/Mesa-Congreso-vuelve-publicos-
acuerdos_0_686632249.html  
1519
 En concreto, este “índice rojo” (así aparece reflejado) se publicó por primera vez en la reunión de la 
Mesa de 16 de febrero de 2016 y la última reunión del órgano que aparece publicada en esta legislatura es 
la celebrada el 19 de abril de 2016. En la siguiente legislatura, como hemos señalado, las actas empezarían 
a publicarse en septiembre de 2017. 
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concreta de inadmisión de una iniciativa legislativa popular. A pesar de que el acuerdo de 
la Mesa se notifica a los promotores de la ILP, el mismo no resulta público para los 
ciudadanos en general.  
Otro hecho que dificulta sensiblemente la transparencia acerca de la figura y su estudio 
es que el texto de la proposición de iniciativa legislativa popular no se haga público hasta 
que la misma se publica en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, tras la certificación 
de que se ha conseguido el mínimo de signatarios. Dicho de otro modo, por lo general no 
se conoce el texto de una iniciativa legislativa popular cuando la misma es inadmitida o 
caduca, salvo que los promotores hayan difundido su propuesta o haya gozado de 
relevancia en medios de comunicación; por lo que a priori sólo es posible conocer 
aquella ridícula minoría de iniciativas que llegaron a la toma en consideración. Este 
escenario impide que podamos conocer el contenido de una ILP cuando una causa de 
inadmisión es alegada por la Mesa, no siendo posible valorar si la causa ha sido aplicada 
correctamente en atención al articulado propuesto por los ciudadanos.  
La exclusión de las materias propias de ley orgánica representa el límite material más 
lesivo para los intereses de la iniciativa legislativa popular; y argumentamos esta 
afirmación no sólo a raíz del presente análisis práctico, si no por la importancia de los 
asuntos que trataban dichas proposiciones a priori que, por tratarse en muchos casos de 
derechos fundamentales o el régimen electoral, son temas que afectan al corazón de la 
convivencia de los ciudadanos, cuya exclusión no parece muy justificada. En varias 
ocasiones, la Mesa del Congreso ha inadmitido a trámite ILP que versaban sobre materias 
propias le ley orgánica, como el acuerdo
1520
 por el que se inadmitió en 1995 la ILP por la 
que se regula el estatuto jurídico del cuerpo humano, que pretendía modificar el art. 428 
del Código Penal en materia de trasplantes y cirugía transexual y el art. 417 bis en lo 
referente a interrupción voluntaria del embarazo. Además, esta iniciativa pretendía 
regular cuestiones como la licitud de las intervenciones sobre el cuerpo, el 
consentimiento para la disponibilidad del mismo, el estatuto del embrión y del feto, 
incluidas las técnicas de reproducción asistida, o la patente del genoma humano.  
Recurrida la inadmisión por los promotores ante el Tribunal Constitucional, el Auto 
304/1996 avaló el juicio de la Mesa por entender que la ILP entraba en cuestiones 
reguladas por el Código Penal (reservado a ley orgánica) y, además, por contener 
                                                 
1520
 Acuerdo de la Mesa del Congreso de 11 de julio de 1995 
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preceptos que suponían el desarrollo del derecho a la vida (art. 15 CE). En este sentido, 
en clara alusión al derecho fundamental mencionado, la iniciativa legislativa planteaba el 
reconocimiento de la personalidad desde el origen biológico del ser humano conllevando 
necesariamente “atribución directa del derecho a la vida reconocido en el art. 15 CE, 
como tal derecho subjetivo y con plenitud de efectos a partir de aquel momento, lo cual 
constituye, claramente, un desarrollo del contenido sustancial de dicho derecho cuya 
titularidad ya no iría a depender del nacimiento sino del momento mismo de la 
concepción” (FJ 3) 
Sobre esta última materia también incidía la ILP que pretendía derogar el art. 417 bis del 
Código Penal, también inadmitida por la Mesa
1521
. La ILP sobre responsabilidad penal de 
los menores fue inadmitida por afectar a la LO 5/2000 y al propio Código Penal
1522
; el 
mismo resultado obtuvieron la ILP sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España
1523
, la ILP sobre esclarecimiento de los casos de Adopciones Irregulares, 
Sustracción y Tráfico de recién nacidos y menores, por incluir una pena de privación de 
libertad
1524
. Bajo este mismo límite material, la Mesa no admitió a trámite la ILP de 
protección y bienestar de los animales
1525
. 
Asimismo, la ILP promotora y reguladora del ejercicio, disfrute y comercialización del 
arte fue inadmitida mediante acuerdo de 20 de octubre de 1992 de la Mesa del Congreso, 
que entendió que la propuesta incidía en el derecho a la producción y creación literaria, 
artística, científica y técnica reconocido en el artículo 20.1.b) CE. Por último, la 
Proposición de Ley de Medidas Sanitarias, Fiscales, Administrativas y de Integración 
Social del colectivo celíaco también obtuvo el mismo resultado por contener, a juicio de 
la Mesa
1526
, una norma de desarrollo del derecho a la educación (art. 27 CE). 
Igualmente cuestionable puede ser que se impida la presentación de iniciativas sobre el 
régimen electoral. En virtud de este límite, se inadmitió la ILP de reforma salarial 
política que pretendía prohibir que los cargos políticos pudieran recibir más de un sueldo 
público. Por afectar la cuestión a las incompatibilidades reguladas en el art. 70.1 CE, la 
                                                 
1521
 En acuerdo de 23 de septiembre de 2003 
1522
 Por acuerdo de la Mesa de 29 de marzo de 2004 
1523
 Acuerdo de 17 de octubre de 2006 (afectaba a la LO 4/2000) 
1524
 Acuerdo de la Mesa de 21 de diciembre de 2011 
1525
 Acuerdo de 31 de enero de 2012 
1526
 Acuerdo de 14 de febrero de 2012 
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Mesa entendió en su acuerdo
1527
 que afectaba al régimen electoral y, por tanto, era 
materia propia de ley orgánica y no podía ser objeto de una ILP. 
En cuanto a la exclusión de las materias de naturaleza tributaria
1528
, la interpretación de 
este requisito por parte de la Mesa del Congreso en ocasiones ha operado en contra de los 
intereses de algunos promotores de iniciativas populares. No es necesario extenderse en 
lo que debería ser una correcta delimitación de una ‘materia de naturaleza tributaria’ y su 
interpretación, por haber sido ya tratado con anterioridad, pero sí debemos hacer 
referencia a algunas iniciativas populares inadmitidas por razón de esta exclusión 
material.  
Aunque ya se haya señalado, debemos recordar la decisión del Tribunal 
Constitucional
1529
 sobre sendas iniciativas legislativas populares que fueron denegadas 
por la Mesa del Congreso por motivos muy similares. En un primer momento, se 
solicitaba por la iniciativa el establecimiento de una pensión dineraria para 
administradores familiares, que se recaudaría a través de impuestos sobre el ahorro a las 
familias. Ésta fue rechazada por la Mesa del Congreso, decisión avalada por el Alto 
Tribunal
1530
, por versar sobre una materia tributaria. Un segundo auto del TC, las mismas 
personas presentaron una iniciativa similar, pero en este caso la aportación para esta 
causa era voluntaria. Tanto la Mesa del Congreso como el Tribunal Constitucional 
volvieron a declararla inadmisible
1531
. En este caso, no sólo por versar sobre la misma 
materia que la iniciativa anterior (art. 5.2 ‘e’ LOILP), si no nuevamente por su carácter 
tributario. 
Además de la ILP, ya señalada, que pretendía establecer pensiones de jubilación para 
administradores familiares amas/os de casa
1532
, encontramos la ILP reguladora del acceso 
                                                 
1527
 Acuerdo de la Mesa del Congreso de 8 de febrero de 2011 
1528
 Según determina el art. 87.3 CE y los arts. 2 y 5.2 de la LOILP 
1529
 ATC 592/1985, de 18 de septiembre 
1530
 Auto de 16 de enero de 1985 
1531
 En palabras del fallo; la naturaleza voluntaria “no altera, por sí sola, la esencial dimensión tributaria 
de la iniciativa que ha tratado de ejercitarse nuevamente” sino que, del conjunto de la proposición se 
desprende la intención de “constituir un sistema de previsión de carácter semejante al de la Seguridad 
Social, sistema que más bien resulta de naturaleza tributaria, o al menos parafiscal, según criterios 
generalmente aceptados”. (Auto de 18 de septiembre de 1985) 
1532
 Que incluía además la recaudación obligatoria de una cantidad económica por la familia. Inadmisión 
por acuerdo de la Mesa del Congreso de 27 de julio de 1984, reiterado el 26 de marzo de 1985 y el 17 de 
enero de 1991. 
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de colectivos y asociaciones de discapacitados a autorizaciones de celebración, a escala 
nacional, de rifas, tómbolas y sorteos con premios en valores, metálico y signo que lo 
represente
1533
, y la ILP de Medidas Sanitarias, Fiscales, Administrativas y de Integración 
Social del colectivo celíaco que fue inadmitida a trámite por pretender modificar el IVA 
aplicable al colectivo celíaco
1534
. 
No hemos conocido, a juzgar por los datos con los que contamos, ninguna inadmisión 
por razón de la exclusión de materias de carácter internacional, la prerrogativa de gracia, 
la planificación económica, los Presupuestos Generales del Estado, o la reforma 
constitucional, aunque en este último caso el Tribunal Constitucional ya se pronunció 
sobre una ILP presentada ante el Parlamento Vasco
1535
, como señalamos en el apartado 
donde se analiza la exclusión de la reforma constitucional de ámbito de la ILP. Se puede 
deducir de este hecho que estos asuntos no han despertado un interés reivindicativo de 
los ciudadanos, por lo que si se interpretan correctamente estos límites no creemos que 
supongan un grave problema para la práctica de la figura. 
También hemos podido conocer, según acuerdo de la Mesa del Congreso de 24 de abril 
de 2018, la inadmisión a trámite de la Proposición de Ley para la regulación de la 
situación del personal funcionario interino y estatutario temporal por incurrir, a juicio del 
órgano, en la causa de inadmisión prevista en el artículo quinto 2 e) de la LO 3/1984. 
Como recuerda el órgano parlamentario, la causa de inadmisión opera al haber sido 
admitida en septiembre de 2016 otra ILP de contenido sustancialmente equivalente (que 
además fue presentada por la misma persona) y que terminó caducando sin obtener el 
mínimo legal de firmas. La causa impide la reiteración de iniciativas que compartan 
contenido dentro de una misma legislatura, como hemos señalado. 
Debemos recordar, al haber sido tratado en el momento de analizar de esta misma causa 
(art. 5.2 ‘e’ LOILP), que dos iniciativas fueron inadmitidas en la IX Legislatura por 
resultar una reproducción de una tercera presentada anteriormente. Con distintas 
                                                 
1533
 Que pretendía establecer una exención fiscal para este colectivo de discapacitados y que fue inadmitida 
a trámite por acuerdo de la Mesa de 23 de febrero de 1999 
1534
 Acuerdo de la Mesa de 14 de febrero de 2012 
1535
 La STC 76/1994, de 14 de marzo, resuelve el recurso de amparo de los promotores de una ILP contra 
un acuerdo del Parlamento Vasco que declaró inadmisible una iniciativa legislativa popular que pretendía 
que dicha Cámara instara a las Cortes a modificar la Disposición Adicional Segunda de la Constitución, 
sobre el reconocimiento de los territorios forales del País Vasco. La conclusión evidente (a la que también 
se hubiera podido llegar sin necesidad de que el TC lo recordara) es que tampoco cabe proponer la reforma 
de la Constitución vía iniciativa legislativa popular presentando ésta ante una Asamblea autonómica 
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denominaciones y medidas accesorias, las tres iniciativas presentadas en 2011 
compartían el contenido esencial de regular la dación en pago para cancelar una deuda 
hipotecaria. Por este motivo, aunque la primera de todas fuera retirada por los 
proponentes tras su admisión, ésta impidió que la Mesa admitiera, como figura en sus 
acuerdos
1536
, dos iniciativas posteriores con un contenido equivalente
1537
. Ya en la X 
Legislatura, y en diciembre de 2011, se presentaría otra ILP sobre dación en pago y 
paralización de los desahucios que resultaría admitida y aprobada en los términos que 
conocemos.  
Sólo por poner algunos ejemplos, resulta patente la incursión en la primera materia 
excluida señalada de algunas iniciativas que pretendían, con el fin perseguido, la 
modificación de leyes orgánicas. Es el caso de la ILP presentada en julio de 2003 sobre 
interrupción del embarazo que reclamaba la modificación del art. 417 bis del Código 
Penal o la ILP que pretendía modificar artículos del Código Civil relativos a la relación 
de los progenitores con sus descendientes
1538
. También quedaba plenamente afectada por 
la exclusión la ILP (de marzo de 2004) para la modificación de la Ley Orgánica 5/2000 
reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores. Por afectar a cuestiones de 
índole electoral reguladas por ley orgánica, también resultaron inadmitidas mediante esta 
concreta exclusión material las ILP sobre dicha temática, como la proposición para la 
equiparación en elegibilidad de todos los representantes con la de los miembros del 
Senado (julio de 2014), la ILP para el fomento de la participación electoral mediante la 
evaluación de la calidad representativa de los cargos electos (julio de 2014), o la ILP para 
la eliminación de aforamientos (noviembre del mismo año). 
También resulta aparente el contenido tributario de algunas proposiciones inadmitidas 
por la Mesa. Es el caso de la Proposición de Ley sobre equiparación de los trabajadores 
autónomos y los trabajadores que cotizan por el Régimen General (de diciembre de 
2012), la Proposición de Ley de Medidas Sanitarias, Fiscales, Administrativas y de 
                                                 
1536
 Acuerdos de la Mesa del Congreso del 26 de abril, 21 de junio y 13 de septiembre de 2011 
1537
 Las dos iniciativas inadmitidas conforme a la causa del art. 5.2 ‘e’ fueron: la Proposición de Ley sobre 
fomento de la creación de un parque de vivienda social en régimen de alquiler (presentada en junio de 
2011) y la Proposición de Ley de regulación de la dación en pago, de paralización de los desahucios y de 
alquiler social (presentada en julio de 2011). La primera que se presentó y que se retiró, que impediría a la 
Mesa admitir las otras dos posteriores, fue la Proposición de Ley sobre establecimiento de la dación en 
pago por parte de los deudores en los préstamos hipotecarios (presentada en marzo de 2011. 
1538
 Proposición de Ley de modificación del articulado del Código Civil correspondiente a las relaciones de 
los progenitores con sus descendientes comunes en caso de ruptura de la convivencia, medie o no relación 
conyugal (septiembre de 2013) 
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Integración Social del colectivo celíaco (febrero del mismo año), la ILP relativa a la 
elaboración de un Programa plurianual de adaptación del viñedo (mayo de 1994) o la ILP 
de fomento del empleo para actividades de profesionales y autónomos (junio del mismo 
año). 
Las iniciativas legislativas populares rechazadas en toma en consideración 
Dejando atrás las iniciativas que resultaron inadmitidas o caducaron sin reunir el número 
de firmas, encontramos trece proposiciones populares que corrieron mejor suerte y que 
cumplieron los requisitos señalados en nuestro ordenamiento. Estos textos consiguieron, 
tras su admisión, acreditar el mínimo de signatarios requerido, por lo que accedieron al 
Pleno de toma en consideración. Del total de trece, tres fueron adoptadas como ley, como 
analizaremos después, y otras diez fueron rechazadas en la toma en consideración, por lo 
que su camino termina en dicho Pleno.  




DIARIO DE SESIONES 
(PLENO) 
Proposición de Ley Marco Reguladora de la Financiación del Sistema 
Educativo  27/03/1996 
DS. Congreso de los Diputados Núm. 47 de 
10/12/1996 Pág.: 2327 
Proposición de Ley reguladora del libro de texto para la enseñanza 
básica 20/01/1997 
DS. Congreso de los Diputados Núm. 202 
de 10/12/1998 Pág.: 10932 
Proposición de Ley reguladora de la jornada laboral 12/11/1998 
DS. Congreso de los Diputados Núm. 270 
de 11/11/1999 Pág.: 14480 
Proposición de Ley reguladora de la subcontratación en el sector de la 
construcción  05/04/2000 
(DS. Congreso de los Diputados Núm. 42 
de 21/11/2000 Pág.: 2046 
Proposición de Ley sobre principios básicos de ordenación del 
Medicamento 27/09/2000 
DS. Congreso de los Diputados Núm. 169 
de 11/06/2002 Pág.: 8470 
Proposición de Ley para la estabilidad y la seguridad en el empleo 12/09/2001 
DS. Congreso de los Diputados Núm. 206 
de 19/11/2002 Pág.: 10416 
Proposición de Ley para la protección de la eficacia de los acuerdos y 
pactos en las AA.PP. y garantía del poder adquisitivo de sus empleadas 
y empleados 08/10/2001 
DS. Congreso de los Diputados Núm. 256 
de 10/06/2003 Pág.: 13218 
Proposición de Ley por la que se modifica el Código Civil en materia 
de matrimonio y adopción 28/06/2004 
DS. Congreso de los Diputados Núm. 235 
de 27/02/2007 Pág.: 11805 
Proposición de Ley para el empleo estable y con derechos 13/12/2011 
DS. Congreso de los Diputados Núm.79 de 
11/12/2012 Pág.: 6 
Proposición de Ley de Televisión Sin Fronteras 13/12/2011 
DS. Congreso de los Diputados Núm.55 de 
11/09/2012 Pág.: 6 
 
La primera de ellas fue la Proposición de Ley Marco Reguladora de la Financiación del 
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Sistema Educativo, presentada en la V Legislatura, aunque trasladada a la siguiente
1539
. 
Esta propuesta, presentada por Fernando Lezcano y otros (con vinculación a CC.OO 
Andalucía), planteaba “la necesidad de prever las acciones de las Administraciones 
Públicas encaminadas a dotar de medios a las reformas educativas, a través de un Plan 
Nacional de Financiación del Sistema Educativo, dentro de un plazo temporal razonable 
que se establece en ocho años a partir de la publicación de la Ley” y además regulaba 




En primer lugar, es positivo que se estimara la admisión de esta iniciativa, ya que desde 
una interpretación amplia se podría haber inadmitido la proposición por tratarse de una 
materia tributaria-presupuestaria, o bien por afectar a los ingresos y gastos del Estado y, 
por tanto, ser del criterio desfavorable del Gobierno. Tras conseguir aproximadamente 
600.000 firmas, el Pleno del Congreso aborda el 13 de diciembre de 1996 la toma en 
consideración de esta proposición de ley (tras ocho meses de retraso desde su publicación 
en el BOCG
1541
). La iniciativa legislativa popular es rechazada por escaso margen; de los 
306 votos emitidos, 150 fueron a favor, 155 en contra y se produjo 1 abstención
1542
.  
Para situarnos en contexto, debemos tener en cuenta que la sexta Legislatura viene 
marcada por un cambio de gobierno después de catorce años de dominio socialista
1543
. 
En este periodo, hasta la victoria popular en marzo de 1996, no sólo destaca un menor 
número de iniciativas presentadas, sino que es llamativo que ninguna de ellas llegara a 
ser valorada por el Pleno de la cámara, resultando todas ellas inadmitidas o caducadas al 
no reunir las firmas en plazo. En atención a los proponentes, este hecho quizás sea 
achacable a una menor actividad sindical. Aunque el nuevo Gobierno no gozaba en la 
sexta Legislatura de mayoría absoluta en el Congreso, su pacto de investidura le permite 
                                                 
1539
 Recalificada por la Mesa el 27 de marzo de 1996 
1540
 La proposición fue publicada en el BOCG el 11 de abril de 1996. 
1541
 Es la Ley 4/2006 la que logró establecer un plazo máximo de seis meses para que la iniciativa 
legislativa popular fuera incluida en el orden del día de un pleno para su toma en consideración, desde la 
acreditación del mínimo de firmas. 
1542
 Los votos a favor corresponden al Grupo Socialista, Grupo de Izquierda Unida, Coalición Canaria y 
Grupo Mixto. Los votos en contra corresponden al Grupo Popular (salvo una Diputada que se abstuvo), 
Grupo de Convergencia i Unió y PNV. 
1543
  El resultado significó la victoria por mayoría simple del Partido Popular (156) seguido de Partido 
Socialista (141), Izquierda Unida (21), y CiU (16) El 27 de abril de 1996 se anunciaba que los equipos del 
Partido Popular y Convergencia i Unió habían alcanzado un “acuerdo de investidura y gobernabilidad” por 
el que José María Aznar se convertiría en presidente del Gobierno también con los votos afirmativos de 
Partido Nacionalista Vasco (PNV – 5 Diputados) y Coalición Canaria (4). 
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cierta estabilidad cuando se trataba de aprobar o rechazar proposiciones en el Congreso. 
Junto a la ILP que acabamos de comentar, se presentan en esta Legislatura otras dos. 
La segunda de las iniciativas que cumplió todos los requisitos, pero no fue tomada en 
consideración, fue la proposición de ley reguladora del libro de texto para la enseñanza 
básica, en la misma legislatura que la anterior. Esta propuesta, impulsada por CEAPA, 
planteaba la gratuidad de los libros de texto para los alumnos matriculados en centros 
educativos públicos
1544
. Nuevamente destacamos de esta proposición que la Mesa no 
manifestara reparos sobre la admisión, al estipular cuestiones relacionadas con los 
presupuestos generales del estado en su artículo tercero
1545
, así como que el Ejecutivo no 
se opusiera a su tramitación al afectar claramente a los gastos del Estado.  
De cualquier modo, es positivo, en este y otros casos, que se conceda la admisión de 
estas iniciativas, aplicando una interpretación restrictiva de la causa de inadmisión y, por 
tanto, garantista del derecho de participación de los promotores. De lo contrario, se 
estarían inadmitiendo una mayoría todavía más amplia de iniciativas populares. La 
inadmisión de una iniciativa legislativa popular conforme a estas materias vedadas debe 
representar un claro intento de proponer una Ley de Presupuestos Generales del Estado -
competencia exclusiva del Ejecutivo- o la regulación de un impuesto -evitando así 
interpretaciones demagógicas de los mismos- supuestos que se entienden dentro de lo 
que el Constituyente quiso excluir del mecanismo sin excederse y, por tanto, vaciarle de 
contenido. Por ello, proponer mejoras en la financiación del sistema educativo, como en 
el caso anterior, o la gratuidad de los libros de texto, representan el legítimo derecho de 
los ciudadanos de proponer una cuestión a la cámara bajo el mecanismo de la iniciativa 
legislativa popular. 
Volviendo a la ILP reguladora de los libros de texto, los promotores disfrutaron de un 
plazo de recogida de firmas -según la propia página web del Congreso- de casi un año, 
                                                 
1544
 La proposición de ley tan sólo cuenta con tres artículos y dos disposiciones adicionales. Es habitual que 
bajo el mecanismo de la iniciativa legislativa popular no se redacten normas complejas, al no ser los 
promotores habitualmente expertos en la materia, cuestión que hace necesario, como ya hemos señalado, el 
asesoramiento de los servicios de la Cámara. 
1545
 (Según la proposición de ley)  
Artículo tercero  
1. La Ley de Presupuestos Generales del Estado para cada ejercicio económico incluirá las partidas 
presupuestarias suficientes para financiar la dotación de los libros de texto de los alumnos de enseñanza 
básica del respectivo curso escolar 
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con una ampliación concedida, y reunieron, aproximadamente, 600.000 avales
1546
. 
Finalmente, el Pleno del Congreso abordó la toma en consideración el 10 de diciembre 
de 1998, tras varios meses de retraso desde que la Comisión Promotora acreditara la 
consecución del mínimo de firmas y el Gobierno mostrara su criterio. La proposición 




Otra iniciativa que incluimos dentro del mismo supuesto y legislatura es la ILP 
reguladora de la jornada laboral, presentada en noviembre de 1998 por el histórico 
dirigente de Izquierda Unida, Julio Anguita. Esta proposición solicitaba la reducción de 
la jornada de trabajo a las 35 horas semanales y reunió 700.000 firmas, 
aproximadamente. Finalmente, la proposición no fue tomada en consideración con 145 
votos favorables y 161 en contra
1548
, lo que ocasionó ciertas críticas de los 
promotores
1549
. Lo extraordinario de esta iniciativa legislativa popular es que el promotor 
fuera al mismo tiempo Diputado en el Congreso, como ya hemos señalado en el apartado 
dedicado a los promotores de las iniciativas, por lo que no insistiremos en lo allí 
manifestado. 
La VII Legislatura, marcada por la mayoría absoluta del Partido Popular, es 
protagonizada por una mayor actividad social y sindical que deriva en la presentación de 
varias iniciativas legislativas populares, especialmente sobre asuntos de índole laboral. 
De modo que, la mayoría absoluta de esta formación política le permite rechazar sin 
demasiados problemas aquellas propuestas que políticamente no comparte, por lo que el 
instrumento que estudiamos se vuelve a convertir no sólo en un elemento de propuesta, 
sino también de oposición sobre el Ejecutivo. En este mandato, existen cuatro iniciativas 
populares que consiguen reunir todos los requisitos y que no son tomadas en 
consideración. 
                                                 
1546
 El plazo para la recogida de firmas se extendió desde el febrero de 1997 hasta enero de 1998 
1547
 Los votos favorables fueron procedentes de un diputado del Grupo Popular, de todo el Grupo 
Socialista, de Izquierda Unida y del Grupo Mixto. Los votos desfavorables fueron los del resto del Grupo 
Popular y los Grupos de CiU, Coalición Canaria y PNV. 
1548
 A favor emitieron su voto el Grupo Socialista, el Grupo Mixto y los Grupos de PNV e IU. Se opusieron 
a la ILP el Grupo Popular, CiU y Coalición Canaria. 
1549





La ILP reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción, procedente de la 
VI Legislatura, finalmente fue tramitada por las siguientes Cortes. Esta iniciativa fue 
presentada en julio de 1998 por la Federación Estatal de Construcción, Madera y Afines 
(FECOMA), vinculado a CC.OO., y planteaba solucionar los problemas relativos a la 
precariedad laboral e inseguridad en el trabajo planteados por la Comisión Promotora
1550
. 
La ILP consigue reunir 600.000 firmas, según los proponentes, y es valorada en toma en 
consideración el 21 de noviembre de 2001, quedando rechazada por 129 votos a favor, 
149 en contra y 15 abstenciones
1551
. Las reivindicaciones no terminan ahí ya que, pese a 
la negativa del Congreso, los sindicatos (en especial el proponente) continúan con 
manifestaciones y paros laborales
1552
. El Congreso vuelve a abordar la problemática 
planteada en la VIII Legislatura y finalmente es aprobada la Ley 32/2006, de 18 de 
octubre, reguladora de la subcontratación en el Sector de la Construcción. Aunque la 
norma aprobada pretende abordar la problemática que dicho sindicato plantea, la 
proposición no nace de una iniciativa legislativa popular. 
En la misma legislatura (VII) encontramos la ILP sobre principios básicos del 
medicamento, presentada en septiembre de 2000 por un particular vinculado al Colegio 
de Farmacéuticos de Valencia. Esta iniciativa, según los proponentes, trataba de 
garantizar los derechos del ciudadano a seguir disfrutando del sistema de prestación 
farmacéutica, ante la presión de las grandes multinacionales que estarían intentando 
liberalizar el sector. Para ello, la norma procura potenciar la atención farmacéutica 
basada en criterios sanitarios, no económicos, por lo que proponen que los medicamentos 
sólo puedan ser dispensados en farmacias y no puedan ser objeto de publicidad o 
descuentos, entre otras medidas
1553
. La iniciativa superó el millón de firmas en 
aproximadamente un año de recogida, tras la concesión de una prórroga de tres meses 
apreciada por la Mesa. El pleno de toma en consideración celebrado el 11 de junio de 
                                                 
1550
 Con este objetivo, ante la aparición de las empresas de trabajo temporal y otros fenómenos como los 
autónomos, la proposición de ley dictaba algunas reglas sobre subcontratación pública y privada, así como 
sanciones para las infracciones previstas en la norma. La Proposición de Ley completa fue publicada en el 
BOCG de 24 de abril de 2000. 
1551
 Los votos favorables fueron del Grupo Socialista, Izquierda Unida, PNV, Grupo Mixto y un 
parlamentario del Grupo Popular. Los votos en contra fueron del resto del Grupo Popular y las 
abstenciones de CiU, Coalición Canaria y otro parlamentario del Grupo Popular. 
1552
 Entre las que destacan manifestaciones de FECOMA en 2001 en apoyo a la regulación de esta 
problemática, la participación de este colectivo en una subcomisión del Senado en 2002 y una campaña 
sindical acompañada de manifestaciones en 2004 ante la presentación de una proposición de ley por parte 
del PSOE en el Congreso (que finalmente se convirtió en ley en 2006). 
1553
 La proposición completa aparece publicada en BOCG de 8 de febrero de 2002 
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2012 rechazó la proposición por 288 votos en contra y 2 abstenciones. 
Casos similares, en la misma legislatura, fueron el de la ILP por la estabilidad y 
seguridad en el empleo
1554
, y la ILP para la protección de la eficacia de los acuerdos y 
pactos en las Administraciones Públicas y garantía del poder adquisitivo de sus 
empleadas y empleados
1555
. La primera fue presentada en septiembre de 2001 por una 
persona vinculada a la Comisión Ejecutiva de la Unión General de Trabajadores, y la 
segunda un mes después por el Secretario General de la Federación de Servicios y 
AA.PP. de Comisiones Obreras. Aunque ambas versaran sobre asuntos de índole laboral, 
trataron cuestiones diferentes que, pese a los esfuerzos, fueron rechazadas en la toma en 
consideración. La primera obtuvo un resultado de 132 votos a favor, 145 en contra y 5 
abstenciones
1556




Ya en la VIII Legislatura, la plataforma ‘Hazte Oir’ y el Foro de la Familia presentan la 
iniciativa legislativa popular por la que se modifica el Código Civil en materia de 
matrimonio y adopción. Esta proposición, presentada el 28 de junio de 2014, consigue 
alcanzar la cifra de millón y medio de signatarios, tras la concesión de la ampliación por 
tres meses del plazo para la recogida, que finalizaría en octubre de 2005. La propuesta 
planteaba, en pleno debate sobre el matrimonio entre personas del mismo sexo, que sólo 
fuera posible el matrimonio entre hombre y mujer y, por tanto, que sólo ellos pudieran 
adoptar. Sometida a votación su toma en consideración el 27 de febrero de 2007, obtiene 
136 votos a favor, 173 en contra y 1 abstención
1558
. 
                                                 
1554
 Publicada en el BOCG de 10 de mayo de 2002, establece modificaciones del Estatuto de los 
Trabajadores y de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales con el fin de evitar, según su preámbulo, 
situaciones de precariedad e inestabilidad en el ámbito laboral, así como mejorar la seguridad en el empleo. 
1555
 Publicada en el BOCG de 8 de noviembre de 2002, planteaba el incremento salarial conforme al IPC 
para los empleados públicos, con el fin de mantener su poder adquisitivo, salvo lo manifestado en otro 
sentido a raíz de la negociación colectiva y lo estipulado en la propia norma para las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado. 
1556
 Votos favorables procedentes del los Grupos: Socialista, IU, PNV, CiU y Mixto. Votos en contra del 
Grupo Popular, 3 abstenciones de parlamentarios del Grupo Socialista y 2 del Grupo Popular. (Pleno de 
toma en consideración celebrado el 19 de noviembre de 2002) 
1557
 Votos favorables de los Grupos: Socialista, IU, PNV, CiU y Mixto. Votos en contra del Grupo Popular, 
y abstenciones de dos parlamentarios de Coalición Canaria y uno del Grupo Socialista (Pleno de toma en 
consideración celebrado el 10 de junio de 2003). 
1558
 Votos favorables de los Grupos Popular (menos uno desfavorable), tres parlamentarios de CiU y uno 
del PNV. Votos desfavorables de los Grupos Socialista, de cinco parlamentarios de CiU, de Esquerra 
Republicana, de cuatro parlamentarios del PNV, de Iniciativa Per Cataluya, Coalición Canaria y Grupo 
Mixto. La abstención fue de un parlamentario del PNV. 
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Para poner en contexto la propuesta, debemos atender a la aprobación de la ley que 
regulaba el matrimonio entre personas del mismo sexo
1559
 por parte del Ejecutivo 
presidido por Rodríguez Zapatero
1560
, el 30 de junio de 2005. En esta legislatura, vuelve 
a resultar interesante atender a la menor actividad desarrollada por los sindicatos, que en 
las dos legislaturas anteriores habían protagonizado alguna iniciativa popular de éxito y 
repercusión. Sin embargo, en este periodo (2004-2008) la única proposición que consigue 
reunir todos los requisitos y acceder a la toma en consideración, con un apoyo respetable, 
es la señalada anteriormente y, curiosamente, promovida desde colectivos 
ideológicamente contrarios a los de la formación política en el gobierno, subrayando el 
componente de oposición política y social que representa la figura que estudiamos, como 
ya se ha señalado. 
La siguiente legislatura, con unas mayorías parlamentaria similares en cuanto a la 
mayoría simple de los socialistas, destaca por carecer de iniciativa popular alguna que 
llegase al pleno del Congreso, al no cumplir ninguna de ellas los requisitos requeridos, 
pese al total de 21 ILP presentadas. De las cuales, resultarían seis caducadas y siete 
trasladadas a la siguiente legislatura ante la prematura disolución de las Cortes y adelanto 
electoral. Otra de las iniciativas sobre vivienda social es retirada por sus proponentes (La 
PAH) y presentada en la X Legislatura, la cual acabaría convirtiéndose, como veremos 
después, en ley con modificaciones. 
Debemos avanzar hasta la X Legislatura para encontrar más ILP presentadas que hayan 
cumplido los requisitos y hayan sido rechazadas en toma en consideración. Esta 
legislatura, con mayoría absoluta del Partido Popular y como hemos visto, es el periodo 
en el que más ILP se han presentado en toda nuestra historia democrática. En este 
mandato, no sólo cobraron un mayor protagonismo sindicatos y organizaciones -en su 
mayoría- ideológicamente antagonistas a los intereses del Ejecutivo; sino que la holgada 
mayoría parlamentaria del Gobierno permite convertir al mecanismo, de nuevo, en un 
instrumento de oposición política y social menos institucionalizado. 
                                                 
1559
 Además, como consecuencia de esto, habilitaba otros derechos como la adopción conjunta, herencia y 
pensión (Ley 13/2005, de 1 de julio, por la que se modifica el Código Civil en materia de derecho a 
contraer matrimonio.) 
1560
 El Partido Socialista Obrero Español obtuvo a raíz de las elecciones generales de 2004 la mayoría 
simple de la Cámara con 164 parlamentarios. José Luis Rodríguez Zapatero consiguió 183 votos a favor de 




Por ejemplo, la Proposición de Ley para el empleo estable y con derechos
1561
, aunque 
proceda de la IX Legislatura, fue recalificada por la Mesa de las nuevas Cortes el 13 de 
diciembre de 2011. La iniciativa fue presentada por particulares vinculados a CC.OO. y 
UGT y consiguió acreditar en el verano de 2011 más de un millón de firmas. El objetivo 
propuesto por los sindicatos consistía en modificar los aspectos más negativos, a su 
juicio, de la reforma laboral impulsada desde el Ejecutivo Socialista anterior que, en su 
opinión, generarían empleos de inferior calidad
1562
. La propuesta se enmarca en el 
contexto de la crisis económica y aumento del desempleo acaecidos en los años 2010 y 
siguientes. La proposición de ley fue debatida por el Pleno del Congreso en toma en 
consideración el 11 de diciembre de 2012, y rechazada con 130 votos a favor, 179 en 
contra y 11 abstenciones
1563
. 
La última de las iniciativas que, hasta el momento, han sido rechazadas en la toma en 
consideración es la ILP sobre Televisión Sin Fronteras. Esta proposición defendía, según 
su artículo cuarto, “que los canales digitales de la radio y la televisión de titularidad de 
una comunidad autónoma que emitan total o mayoritariamente en las lenguas protegidas 
por la Carta Europea de las Lenguas Regionales o Minoritarias sean recibidos en la 
totalidad del ámbito geográfico de las otras CCAA con las que comparten lengua de una 
forma idéntica o semejante
1564
”. Es decir, que las televisiones o radios autonómicas 
puedan emitir en otras Comunidades con las que comparten lengua, véase la televisión 
catalana en Comunidad Valenciana o Baleares, etc. 
La ILP, procedente de la IX Legislatura, fue recalificada por la Mesa de las nuevas Cortes 
el 13 de diciembre de 2011, al comienzo de la siguiente Legislatura. Pese a contar con 
particulares entre sus promotores, el Sindicato de Periodistas de Cataluña resultó ser uno 
de sus más conocidos impulsores
1565
. Tras la consecución del mínimo de firmas, el 
                                                 
1561
 Proposición publicada en el BOCG de 28 de diciembre de 2011 
1562
 En junio de 2011 la “Gaceta Sindical” nº 51 de CC.OO. afirmaba: “Con esta ILP, CCOO y UGT 
quieren dar una segunda oportunidad al Parlamento, a los partidos políticos, para que corrijan el rumbo de 
una reforma impuesta y fracasada, que ha demostrado ser inútil y lesiva para los derechos e intereses de los 
trabajadores, pues ha reducido la contratación indefinida y elevado la temporalidad; es decir, todo lo 
contrario de lo que se pretendía con su aprobación.”  
1563
 Los votos afirmativos correspondieron a los parlamentarios de los Grupos Socialista (excepto uno), IU, 
UPyD, PNV y Mixto (excepto dos). Los votos en contra procedieron del Grupo Popular, de un 
parlamentario socialista y dos del Grupo Mixto. Las abstenciones fueron las de los once parlamentarios de 
CiU. 
1564
 Se puede consultar la proposición completa en el BOCG de 28 de diciembre de 2011 
1565
 “El Congreso debate una iniciativa legislativa popular para que TV3 se vea en Baleares” 
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Ejecutivo dispuso de algo más de dos meses para su preceptiva contestación, por lo que 
el Pleno de toma en consideración de la ILP se produce el 11 de septiembre de 2012 (tras 
casi seis meses -máximo marcado por la LOILP- desde la contestación del Gobierno). La 
proposición es rechazada por 133 votos a favor y 185 en contra
1566
. 
Tras una intensa X Legislatura en cuanto a presentación de iniciativas populares, el 
siguiente mandato apenas deriva en actividad relevante en cuanto a iniciativas, al resultar 
la mayoría de ellas trasladadas al siguiente periodo legislativo. El nuevo Congreso de los 
Diputados, con una distribución de escaños más heterogénea y tendente hacia el 
tetrapartidismo, no fue capaz de investir un presidente ante la falta de acuerdos 
fructíferos entre los cuatro grupos con mayor representación
1567
.  
Tras el comienzo de la legislatura el 13 de enero de 2016, y después de agotarse los 
plazos constitucionalmente previstos, las Cortes se disuelven el 3 de mayo del mismo año 
para la convocatoria de nuevas elecciones; una repetición de comicios por falta de 
investidura que hasta el momento era insólita en nuestra democracia. Se rompe, por 
tanto, en 2015 el marcado ‘bipartidismo imperfecto’ que había imperado en nuestro país 
desde finales de los años 80 hasta tal fecha
1568
. La consecuencia más evidente es la 
inexistencia de mayorías estables y, por tanto, las dificultades para la gobernabilidad del 
país, como acertadamente analiza BLANCO VALDÉS
1569
. La incidencia en nuestra 
“forma de gobierno” es muy sensible
1570
, como se ha vuelto a demostrar recientemente 




 A favor emitieron su voto los Grupos: Socialista, CiU, IU, PNV, y Mixto. En contra votaron los 
Grupos: Popular, UPyD y dos parlamentarios del grupo mixto. 
1567
 Los 123 escaños del Partido Popular (PP) sumados hipotéticamente a los 40 de Ciudadanos no eran 
suficientes para lograr la mayoría simple que garantizase la investidura de Mariano Rajoy en segunda 
votación. Por ello, el PP propuso la búsqueda de un pacto con el Partido Socialista Obrero Español (90 
escaños) para que se abstuviesen en segunda vuelta y dejaran, de esta manera, gobernar a la lista más 
votada. Ante la negativa socialista a esta posibilidad, tampoco resultó viable el acuerdo de investidura entre 
el PSOE y Ciudadanos al obtener el candidato Pedro Sánchez en la Cámara más votos negativos que 
positivos, ante la negativa de Partido Popular (123 escaños), Podemos (65), Izquierda Unida-Unidad 
Popular (2), Compromís (4), PNV (6), EH (2), DiL (8) y ERC (9) (junto a la abstención de Nueva Canarias, 
con 1 diputado). 
1568
 Para un análisis más detallado de los intentos (fallidos) de investidura tras las elecciones de 2015 y 
algunas reflexiones sobre en nuevo contexto político: AZPITARTE SÁNCHEZ, M. en “La formación de 
gobierno en el nuevo contexto multipartido” Revista Española de Derecho Constitucional núm. 109 (2017) 
pp. 187 - 2014 
1569
 BLANCO VALDÉS, R. L. en “El año que vivimos peligrosamente: del bipartidismo imperfecto a la 
perfecta ingobernabilidad” Revista Española de Derecho Constitucional nº 109 (2017) pp. 85 y ss. 
1570
 Blanco también recuerda –y estamos de acuerdo- la incidencia para la gobernabilidad del cambio de 
postura en el nacionalismo catalán: “el profundo cambio de las posiciones políticas del otrora nacionalismo 
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(abril de 2018) prosperando la moción de censura presentada por el entonces líder de la 
oposición, Pedro Sánchez, hacia el presidente del gobierno, Mariano Rajoy. 
La presente legislatura (XII), como más adelante veremos, destaca por contar con un 
mayor porcentaje de iniciativas populares que consiguen ser admitidas, primero, y 
tomadas en consideración, después, siempre tras la consecución del mínimo de firmas. 
Como ya hemos señalado, la nueva configuración parlamentaria permite que un mayor 
número de proposiciones puedan llegar a ser tramitadas, al no ser suficiente la negativa 
del grupo mayoritario para rechazar dichas propuestas. Este hecho se debe no sólo a la 
ausencia de mayoría absoluta y el abandono del bipartidismo imperfecto, sino también al 
no existir un acuerdo claro y estable para la gobernabilidad
1571
. De esta forma, los grupos 
de la oposición disponen de mayoría de escaños en la cámara frente a los del grupo en el 
gobierno y su socio de investidura.  
Esta situación ha motivado que varias proposiciones, entre las que contamos algunas de 
iniciativa popular, hayan superado -sin el aval del grupo mayoritario- las votaciones que 
les permiten ser debatidas, algo que hasta el momento resultaba más extraño. Más 
obstáculos parecen encontrarse, como veremos, en su camino hacia el objetivo de la 
aprobación final por las cámaras, al disponer el Ejecutivo de mecanismos que le permiten 
mantener cierto control sobre las normas que se aprueban
1572
. Más concretamente, en 
ocasiones se ha recurrido a sucesivas ampliaciones del plazo para la presentación de 
enmiendas en fase de Comisión, lo que retrasa sensiblemente la asunción de la 
proposición por el Pleno. 
Las iniciativas legislativas populares que se adoptaron como ley: 
En cuanto a las iniciativas legislativas populares que han conseguido su aprobación como 
norma, tan sólo tres han alcanzado este objetivo, dejando un balance nada optimista. El 
hecho supone casi un 3% de éxito con respecto al total de las presentadas, o un 23% de 
                                                                                                                                                 
moderado catalán (la antigua CiU), cuya apuesta secesionista anulaba su capacidad para servir de apoyo 
parlamentario a uno de los dos grandes partidos nacionales al desaparecer su posición de bisagra para 
pactar con el PSOE o el PP.” (in ibídem p. 86). 
1571
 Manuel Aragón se refería a la situación parlamentaria de la XII Legislatura (y hasta la moción de 
censura) señalando que existía “frente a un Gobierno en minoría, una oposición mayoritaria que ya ha 
mostrado su poder dejando sin efecto, o proponiéndose dejar sin efecto muy próximamente, políticas 
legislativas del gobierno” ARAGÓN REYES, M. en “Legislatura fallida e investidura convulsa. Análisis y 
consecuencias” Revista Española de Derecho Constitucional núm. 109 (2017) p. 28 
1572
 Por ejemplo, el denominado ‘veto presupuestario’ permite la negativa del Ejecutivo a la tramitación de 
proposiciones de ley que supongan modificación de ingresos o gastos, como ya hemos señalado. 
605 
 
logro si tenemos en cuenta el total de iniciativas que llegaron a la toma en consideración, 
al haber sido rechazadas en dicho trámite diez de las trece que consiguieron acceder al 
mismo, como acabamos de comprobar.  
Hasta 2013, tan sólo una ILP había sido adoptada como ley en el ámbito estatal. En 
principio, se trata éste de un bagaje de acierto muy reducido que insiste en la 
consideración de la institución como un instrumento infravalorado, apreciación negativa 
que se trasladaba en forma de desánimo a la opinión pública y publicada
1573
. Las escasas 
oportunidades ofrecidas no animan a la utilización de la figura como vía para reivindicar 
asuntos ampliamente compartidos, ofreciendo una visión de las instituciones poco 
permeable a determinadas demandas de ciudadanos y colectivos. 
Las tres iniciativas que corrieron mejor suerte y fueron aprobadas son: la ILP sobre 
reclamación de deudas comunitarias (1996-1999), la ILP sobre declaración de la 
tauromaquia como patrimonio cultural inmaterial (2011-2013), y la ILP sobre dación en 
pago y paralización de los desahucios (2011-2013). Debemos tener en cuenta que las tres 
modificaron sensiblemente su texto durante la tramitación, cuestión que analizaremos de 
forma más pormenorizada a continuación, al haber sido denunciada cierta 
desnaturalización de las propuestas iniciales (incluso, la primera fue realmente 
subsumida en otra proposición). Para ser más exactos, es la cámara quien ‘se apropia’, si 
se nos permite, de la propuesta presentada para adecuar su contenido. Este devenir 
refuerza la consideración de la ILP como una forma de inicio del procedimiento 
legislativo que no asegura un resultado normativo concreto y que carece de influencia 
relevante en los posteriores momentos del íter parlamentario, en el que lógicamente el 
Parlamento mantiene bajo llave su poder de decisión. 
ILP sobre reclamación de deudas comunitarias 
Tuvimos que esperar hasta 1996, tras más de diez años de vida de la institución, para 
presenciar una ILP capaz de convertirse en ley, aunque fuera subsumida en otra 
proposición. Se trata de la Proposición de Ley sobre reclamación de deudas comunitarias, 
que se convirtió en la Ley 8/1999, de 6 de abril, de Reforma de la Ley 49/1960 sobre 
Propiedad Horizontal. Este texto fue presentado por Manuel Roberto Enguídanos 
                                                 
1573
 “Firmas no equivalen a leyes” publicaba el Diario El País el 11 de febrero de 2013 (hasta ese momento 
sólo una ILP se había convertido en Ley: 
 https://politica.elpais.com/politica/2013/02/11/actualidad/1360615214_035551.html   
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(perteneciente al Consejo General de Colegios de Administradores de Fincas) y admitido 
por la Mesa el 27 de marzo de 1996.  
Tras su admisión, en la fase de recogida firmas, la Mesa concedió a la Comisión 
Promotora dos prórrogas del plazo para la recogida por un tiempo total de seis meses 
(tres meses cada prórroga). Hay que destacar lo inusual de esta decisión, ya que la LO 
3/1984 contempla en su artículo séptimo una posible prórroga por tres meses cuando 
concurra causa mayor apreciada por la Mesa. De la literalidad del precepto se entiende 
que sólo cabe una prórroga, aunque a juzgar por la decisión de la Mesa, si los promotores 
solicitan sucesivas prórrogas, y concurre causa mayor, nada impide que ésta sea 
concedida.  
En el caso concreto, sin que conozcamos las circunstancias que acaecieron, podemos 
intuir que, en un primer momento, las elecciones generales de marzo de 1996 impidieron 
a la Comisión Promotora el correcto disfrute del plazo de seis meses contemplado para la 
recogida de firmas (hasta la entrada en vigor de la Ley 4/2006 eran seis meses y no 
nueve). En una segunda prórroga concedida, al coincidir el periodo de recogida de firmas 
con las vacaciones de verano, se intuye que la Mesa también pudo ser generosa en la 
apreciación de dicho supuesto. El Tribunal Constitucional ha reconocido (por ejemplo, en 
el ATC 140/1992) que sucesos como las vacaciones de verano (pero no Navidad u otras) 
o como la celebración de unas elecciones pueden alterar el normal desarrollo de la 
recogida de firmas, por lo que podrían entenderse como causas justificadas para conceder 
la prórroga de plazo. 
Esta iniciativa popular finalmente alcanzó la cifra de 832.000 signatarios que avalaron la 
proposición. El Pleno del Congreso tomó en consideración la ILP el 29 de septiembre de 
1997 por unanimidad de los 298 parlamentarios presentes, y ordenó remitirla a la 
Comisión de Justicia e Interior. Tras cinco ampliaciones de plazo de enmiendas, la 
Ponencia acordaba en el informe publicado en el BOCG el 20 de noviembre de 1998 
fusionar esta iniciativa legislativa popular junto a la Proposición de Ley por la que se 
modifica la Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre Propiedad Horizontal
1574
. La norma 
resultante se denominaría “Proposición de Ley de Reforma de la Ley 49/1960, de 21 de 
                                                 
1574
 El Informe de la Ponencia y el nuevo texto resultante de la unificación de las Proposiciones de Ley 
citadas aparecen publicados en el «BOCG. Congreso de los Diputados», serie B, núm. 245-1, de 20 de 
noviembre de 1998. 
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julio, sobre Propiedad Horizontal
1575
”. 
Conforme al BOCG de 18 de febrero de 1997, la ILP que nos ocupa proponía, mediante 
el Consejo General de Colegios Territoriales de Administradores de Fincas de España, 
poner solución “a la problemática de los morosos en las Comunidades de Propietarios” 
conforme al propio preámbulo previsto de la ley. La solución pasaría por “adoptar 
medidas preventivas para dar publicidad de las deudas de las que deba responder 
personalmente un propietario en el momento de la transmisión de la finca, y por tramitar 
estas reclamaciones por la vía de los juicios sumarios”. Para ello, más que una norma en 
sí misma, la proposición pretendía la modificación de diversos artículos de la Ley de 
Propiedad Horizontal y de la Ley de Enjuiciamiento Civil
1576
. 
La norma finalmente aprobada, tras quedar subsumida en un nuevo texto, es la Ley 
8/1999, 6 abril («B.O.E.» 8 abril), de Reforma de la Ley 49/1960, 21 julio, sobre 
Propiedad Horizontal que, pese a no recoger literalmente todas las cuestiones planteadas 
en la ILP, mantiene el espíritu de esta, e incluso incorpora otras cuestiones en la línea de 
dificultar que una deuda pueda entorpecer el funcionamiento de la comunidad de 
propietarios
1577
. Debemos tener en cuenta, no obstante, que dicha LPH ha sufrido hasta 
seis modificaciones con posterioridad a la iniciativa popular aprobada. La ley no fue 
aprobada por el Pleno sino por la Comisión de Justicia e Interior quien, tras debatir y 




La inusual aprobación, entonces, de esta iniciativa legislativa popular se debe, según 
MORALES
1579
, a un contexto de mayoría simple del partido en el gobierno, lo que hizo 
necesario el consenso entre fuerzas parlamentarias para su aprobación, motivado desde la 
                                                 
1575
 “El Gobierno aprueba la ley de propiedad horizontal que obligará a pagar a los vecinos morosos” 
http://www.elmundo.es/elmundo/1999/marzo/18/economia/vivienda.html  
1576
 En concreto los artículos 9, 12 y 18 de LPH, y los 1.401 (adicción), 1.435 (adicción) y 1.456 
(modificación) de la LEC. También se modificaría el artículo 175 del Reglamento Notarial. 
1577
 La nueva ley establece que la reclamación judicial de deudas comunitarias puede tramitarse en dos 
meses, en lugar de los casi dos años. Si el deudor no paga o no comparece en el juicio, el juez dictará el 
embargo del piso o local. La ley, de iniciativa popular, además obligará a crear en cada edificio un fondo de 
reserva para acometer obras. El moroso no podrá votar en las Juntas de Propietarios, ni impugnar los 
acuerdos que en ella se tomen. Para hacer más eficaz la ley, en las transmisiones de viviendas y locales, el 
notario exigirá una certificación expedida por el secretario de la comunidad haciendo constar si ese piso 
está al corriente de sus pagos. 
1578
 Aprobación con competencia legislativa plena por la Comisión de Justicia e Interior: DS. Comisiones, 
núm. 576 de 24 de noviembre de 1998. 
1579
 Op. Cit. p. 14 
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percepción de éstos de que la asunción de la propuesta mejoraría su imagen de cara a un 
importante número de electores que apoyaron la propuesta, y también hacia la opinión 
pública. 
ILP para la regulación de la fiesta de los toros como Bien de Interés Cultural  
La Proposición de Ley para la regulación de la Tauromaquia como Patrimonio Cultural 
Inmaterial fue presentada el 17 de febrero de 2011, bajo una denominación distinta
1580
, y 
trasladada a la X legislatura. El texto fue finalmente recalificado por la nueva Mesa del 
Congreso como “admitida” el 21 de diciembre de 2011. En mayo de 2012, la Junta 
Electoral informaba del recuento de las firmas obtenidas por la Comisión Promotora, que 
finalmente alcanzaron los aproximadamente 600.000 signatarios. Pese a aparecer como 
proponentes Alejandro Basch y “otros” como particulares, se asegura en diversos medios 
de comunicación que la Federación de Entidades Taurinas de Cataluña es quien se 
encontraba detrás de su promoción. La prohibición del espectáculo en Cataluña parece 
encontrarse entre las razones que motivaron la presentación de un texto que pretendía 
blindar la fiesta y asegurar la celebración de estos eventos en nuestras autonomías. 
Tras la contestación del Gobierno acerca de su criterio sobre la tramitación, el Pleno del 
Congreso tomó en consideración la proposición el 15 de febrero de 2013. Se puede 
comprobar, por tanto, cierto retraso entre la certificación de las firmas obtenidas y la 
definitiva asunción por la cámara del texto para su tramitación, que en este caso se 
produce más de ocho meses después, achacable en buena parte al plazo del que disfrutó 
el Ejecutivo para contestar
1581
. La Mesa acordó su publicación y traslado a la Comisión 
de Cultura, cuyos parlamentarios adscritos disfrutaron de un plazo para presentación de 
enmiendas desde el 22 de febrero de 2013 hasta el 27 de septiembre de mismo año. 
Finalmente, la Comisión abordó el debate de totalidad a finales del mes de septiembre y 
trasladó la proposición al Senado, al mantener esta cámara la competencia legislativa 
sobre el asunto. 
El Pleno del Senado aprobó el 6 de noviembre de 2013 la conocida finalmente como 
Proposición de Ley para la regulación de la Tauromaquia como Patrimonio Cultural 
Inmaterial. Tras el debate y votación de numerosas enmiendas que llegaron vivas al 
                                                 
1580
 Inicialmente fue la Proposición de Ley para la regulación de la fiesta de los toros como Bien de Interés 
Cultural 
1581
 Desde 28/05/2012 hasta 03/09/2012 
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Pleno tuvo lugar la votación de la proposición. Efectuada la votación, dio el siguiente 
resultado: votos emitidos, 224; a favor, 144; en contra, 26; y por último 54 
abstenciones
1582
. En este caso, la aprobación de esta norma es coherente con nuestro 
argumento de que la mayoría gobernante es proclive a aceptar una proposición de 
iniciativa popular si la misma concuerda con sus principios programáticos y su posición 
es respetuosa con su electorado. 
Con respecto a esta iniciativa legislativa popular conviene destacar dos cuestiones. Por 
un lado, el retraso resultante entre su fecha de presentación ante la Mesa y la fecha en la 
que finalmente es aprobada la norma. Pese a que este hecho es habitual en las 
proposiciones de ley de iniciativa legislativa popular
1583
, en este caso existe mayor 
demora por coincidir con el final de la IX Legislatura, lo que motivó el traslado de la ILP 
a la X Legislatura ante la no caducidad de las iniciativas populares por disolución de las 
Cortes. Finalmente, el tiempo transcurrido entre el acuerdo de admisión de la Mesa del 
Congreso y la aprobación por el Senado fue de dos años y ocho meses. Si tenemos en 
cuenta el plazo desde la acreditación del número de firmas exigido hasta la aprobación de 
la norma fue de un año y cinco meses.  
La segunda cuestión que generó cierta controversia fueron los cambios introducidos en el 
texto durante la tramitación de la propuesta, lo que hizo descafeinar las intenciones 
iniciales de sus promotores y que la oposición advirtiera de esta “enmienda a la 
totalidad”. En este caso, no debemos olvidar que la ILP surge no sólo con intención de 
proteger como Bien de Interés Cultural la fiesta de los toros, sino como respuesta 
también a la prohibición del espectáculo en Cataluña (de ahí la procedencia de sus 
promotores). Sin embargo, la ley resultante no aseguraba el futuro del espectáculo ante 
posibles prohibiciones en las CC.AA. (como de hecho ha sucedido), y la fórmula 
escogida finalmente fue declarar la tauromaquia patrimonio cultural inmaterial de la 
mano de la UNESCO. 
 
 
                                                 
1582
 La proposición contó con el respaldo del Grupo Popular y UPN (Unión del Pueblo Navarro) que 
sumaron 144 votos a favor. Fue rechazada por IU y por los nacionalistas vascos y catalanes (26 votos), el 
Partido Socialista se abstuvo (54 representantes presentes). 
1583
 Por el plazo disfrutado para la recogida de las firmas, por la demora del Ejecutivo en su contestación, y 
por las ampliaciones para la presentación de enmiendas 
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ILP de regulación de la dación en pago, de paralización de los desahucios y de 
alquiler social. 
De características similares a la ILP anterior, en cuanto al marco temporal, encontramos 
la Proposición de Ley de regulación de la dación en pago, de paralización de los 
desahucios y de alquiler social impulsada por Martí Batllori i Bas (de la Plataforma de 
Afectados por la Hipoteca) y secundada también, según se conoce, por UGT, CC.OO. y 
la Mesa del Tercer Sector Social de Cataluña. La propuesta fue presentada inicialmente 
ante la Mesa el 11 de julio de 2011 y, como en el caso anterior, sufrió cierta demora ante 
la disolución de las Cortes y convocatoria de elecciones generales. Ya en la X 
Legislatura, la Mesa del Congreso decidió aceptar dicha ILP con fecha de 21 de 
diciembre de 2011. 
La Comisión Promotora disfrutó finalmente de un plazo cercano a un año para la 
recogida de firmas, entre enero y diciembre de 2012, al obtener una ampliación por tres 
meses del plazo de nueve meses iniciales, estimando la Mesa esta petición por coincidir 
con el periodo de verano parte de la tarea de captación de estos signatarios. Nos 
encontramos, probablemente, ante la iniciativa legislativa popular que mayor repercusión 
mediática ha causado, y una de las que mayor cantidad de apoyos ciudadanos ha 
recibido. La propuesta logró recabar la cifra de un millón cuatrocientos mil 
signatarios
1584
, en buena medida auspiciada por la repercusión social causada por la 
problemática de los desahucios en el trascurso de la crisis económica y el auge de 
movimientos sociales como el 15-M, asociado a los promotores iniciales de esta 
iniciativa. 
El Ejecutivo mostró su criterio favorable a su tramitación el 5 de febrero de 2013, por lo 
que seguidamente se produce la toma en consideración de la iniciativa legislativa popular 
el 15 de febrero de 2013 (según BOCG de la misma fecha). Llama la atención la postura 
favorable de la cámara a su tramitación, primero, y a su aprobación (con modificaciones) 
como ley, después. En una legislatura marcada por una mayoría absoluta clara, no 
hubiera sido extraña la negativa de la cámara a una propuesta impulsada desde un sector 
ideológicamente opuesto a la mayoría gobernante. Quizás, el apoyo ciudadano suscitado 
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y la repercusión generada para que se regulase un problema de visibles efectos sociales 
instaron a la cámara a aceptar la tramitación de la propuesta, en un ejercicio de 
generosidad y respeto por los electores que la avalaron. En esta línea, MORALES
1585
 
explicaba su aprobación, pese a la mayoría absoluta imperante, “como una imposición 
que no logran eludir y de la que estiman pueden posteriormente obtener réditos 
políticos”. 
Entre febrero y abril de 2013 la proposición se mantuvo en la Comisión de Economía y 
Competitividad para su debate e informe, por lo que no parece demasiado elevada la 
demora producida en este caso, en comparación con otros a los que nos referiremos 
donde se alarga excesivamente el plazo de presentación de enmiendas. La citada 
Comisión decide fusionar dicha ILP con otro Proyecto de Ley
1586
 para finalmente 
subsumir ambas en la Proposición de Ley de medidas para reforzar la protección a los 
deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social. La norma aprobada es 
la Ley 1/2013, de 14 mayo, de medidas para reforzar la protección a los deudores 
hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social
1587
.   
El aspecto negativo fueron los reparos advertidos por promotores y ciertos sectores que 
pusieron de manifiesto que los cambios introducidos convirtieron al texto finalmente 
aprobado en una ley que, según ellos, ‘desvirtuaba’ la propuesta inicial. De hecho, la 
polémica alcanzó el punto de ruptura entre la propuesta que tramitó la Comisión 
Parlamentaria y la voluntad de los ponentes; éstos últimos solicitaron la retirada de su 
iniciativa a mediados de abril de 2013 con una concentración ante el Congreso y la 
emisión de un comunicado muy crítico. 
Según las propias afirmaciones de los promotores, las medidas para reforzar la protección 
a los deudores hipotecarios resultantes del texto finalmente aprobado “desconocen las 
legítimas pretensiones de la ILP”, que proponía paralizar los desahucios que afectasen a 
viviendas habituales de deudores hipotecarios y la posibilidad de que las personas 
afectadas pudieran permanecer en sus viviendas en régimen de alquiler social. La 
                                                 
1585
 op. Cit. p. 14 
1586
 Proyecto de Ley de medidas urgentes para reforzar la protección a los deudores hipotecarios 
(procedente a su vez del R. Decreto-Ley 27/2012, de 15 de noviembre) 
1587
 Para mayor información de la ILP presentada y la Ley resultante: AGÜERO ORTIZ, Alicia “Medidas 
introducidas por la Ley 1/2013, comparativa con el RDL 6/2012, y el soterramiento de la ILP”. Revista 
CESCO de Derecho de Consumo núm. 6, 2013, pp. 66-78 
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portavoz de la PAH defendió la retirada de la ILP al haber vulnerado su espíritu el 
Gobierno al fusionarla con el Proyecto de Ley
1588
. No siendo posible conocer, como es 
lógico, la opinión de tal cantidad de signatarios de la propuesta no resulta sencillo 
distinguir entre el desencanto de los promotores con la tramitación de la ILP de la simple 




A colación de la petición de retirada de la ILP, es oportuno recordar que, al producirse 
esta petición tras el acuerdo de toma en consideración, la misma no surte ningún efecto 
jurídico. La retirada sólo produciría consecuencias si lo acuerda el Pleno de la cámara
1590
, 
como ya se ha analizado en el apartado correspondiente, por lo que esta petición tan sólo 
actúa como una queja manifestada por la Comisión Promotora. Debemos recordar que, 
aunque el Congreso admita la tramitación de la propuesta popular, éste no está obligado a 
respetar el espíritu inicial, pudiendo introducir los cambios que estime oportunos y 
aprobar libremente lo que considere, al unirle a los promotores tan sólo el “compromiso 
ético” de respeto a la propuesta. Si bien no parece muy respetuoso hacia los firmantes 
entrar a valorar una propuesta para después desvirtuarla, tampoco parece democrático 
que la voluntad de los signatarios -por muy respetable número que representen- tenga 
que imponerse a la libre decisión del órgano que encarna la soberanía del pueblo en su 
conjunto. 
Los cambios introducidos en esta iniciativa popular en concreto resultaron del interés, 
por ejemplo, de BILBAO UBILLOS
1591
, quien defiende que “no tiene mucho sentido 
                                                 
1588
 El Mundo titulaba de manera algo inexacta dicha petición el 18 de abril de 2013: “Los promotores de la 
iniciativa popular sobre desahucios la retiran del Congreso” al olvidar que la intención de retirar la ILP no 
surtiría los efectos deseados: http://www.elmundo.es/elmundo/2013/04/18/espana/1366279340.html 
1589
 Ada Colau, impulsora de la iniciativa legislativa popular mencionada y portavoz de la Plataforma Anti 
Desahucios (PAH) es hoy alcaldesa de Barcelona al presentarse en la lista electoral del partido Barcelona 
En Comú, vinculado a la formación política En Comú-Podem. 
1590
 El artículo 129 del Reglamento del Congreso establece que la iniciativa de retirada de una proposición 
de ley por sus proponentes tendrá plenos efectos por sí sola, si se produce antes del acuerdo de la toma en 
consideración. Adoptado éste, la retirada sólo será efectiva si la acepta el Pleno de la Cámara.  
1591
 Quien se refería a los citados cambios: “Completada su tramitación parlamentaria, la Proposición 
resultante (con origen en la ILP sobre dación en pago y paralización de los desahucios) se convirtió en la 
Ley 1/2013, de 14 mayo, de medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, 
reestructuración de deuda y alquiler social. No son pocos los que calificaron esa maniobra de estafa 
legislativa, porque la norma finalmente aprobada está lejos de ofrecer una segunda oportunidad a los 
afectados, no contempla la dación de pago, ni una moratoria o paralización de los desahucios, ni recoge 
tampoco la propuesta de un alquiler accesible. Sólo prevé la adhesión voluntaria de las entidades 
financieras a un Código de Buenas Prácticas.” BILBAO UBILLOS, J. M., en “La iniciativa legislativa 
popular; un análisis de la experiencia reciente en las cortes generales (…)” op cit., pág. 4 
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tomar en consideración una propuesta para luego desnaturalizarla, diluyendo y 
adulterando su contenido original”. No parece fácil encontrar una solución que respete 
la voluntad original de los promotores sin comprometer la autonomía y libertad de las 
Cortes. Al menos esta propuesta ciudadana causó una notoriedad y nivel de apoyo 
suficiente como para generar un debate e instar a la mayoría parlamentaria a regular la 
cuestión, aunque de manera insuficiente a ojos de sus promotores. 
La ley aprobada no colmó las expectativas deseadas y, de hecho, en enero de 2016 se 
presentó la ILP sobre dación en pago, insistiendo en algunas de las reclamaciones 
iniciales. Esta iniciativa fue trasladada a la XII Legislatura al haber sido presentada en la 
atípica legislatura en la que no se produjo formación de gobierno. Sin embargo, esta 
proposición presentada por el Presidente de Los Verdes Ecopacifistas agotó el plazo para 
la recogida de firmas sin reunir la cantidad mínima exigida. 
La conclusión que se deriva de las ILP que hasta el momento se aprobaron es que su 
eficacia depende sobre todo de la afinidad del grupo o grupos mayoritarios en la cámara 
hacia lo planteado en la proposición y sus proponentes. En definitiva, y lejos de lo que en 
un principio se planteaba en los debates Constituyentes, el respetable número de avales 
que represente la propuesta y el acierto con que sea defendida su oportunidad política no 
aportan razones de peso suficientes como para que la cámara asuma dichos postulados 
(con alguna excepción
1592
). Esta posición no ha de ser interpretada como menos 
democrática por desatender unas demandas manifestadas a través de la figura estudiada, 
ya que los grupos parlamentarios atenderán a la opinión que su postura genera entre 
todos los electores, en especial sus potenciales votantes. 
Asimismo, de forma similar a lo acaecido con aquellas proposiciones que se rechazaron 
en toma en consideración, pero lograron reunir las firmas necesarias, las ILP que han 
logrado su aprobación como norma fueron impulsadas desde colectivos con 
infraestructura, organización y poder de movilización suficiente como para cumplir con 
los trámites y, sobre todo, alcanzar la cantidad de signatarios exigida. En definitiva, este 
hecho refuerza la consideración de la iniciativa legislativa popular como un mecanismo 
                                                                                                                                                 
 
1592
 La ILP sobre dación en pago cuya situación social de trasfondo llevó al grupo con mayoría absoluta 





idóneo para asociaciones y colectivos con poder de movilización o, lo que es lo mismo, 
una institución con un alto valor para la reivindicación de asuntos de índole social 
nacidos en la ciudadanía y grupos en que esta se integra. Estas propuestas se producen de 
una manera menos institucionalizada que, por ejemplo, el surgimiento de las 
proposiciones auspiciadas desde los grupos parlamentarios y, en mucha menor medida, el 
Ejecutivo. 
Las demoras en la tramitación de algunas iniciativas populares 
Existen algunos factores que inciden en el retraso en la valoración y/o tramitación de las 
iniciativas legislativas populares, de tal forma que en muchos casos transcurren más de 
dos años entre la presentación de la proposición y el debate de toma en consideración. 
Esta demora se agudiza cuando la proposición es tomada en consideración y los trabajos 
en Comisión se alargan durante meses. Es obvio que el principal factor para el transcurso 
de ese tiempo son los nueve o, incluso, doce meses de los que dispone la Comisión 
Promotora para reunir las firmas, pero es interesante apuntar algunas otras situaciones 
observadas durante este análisis práctico que han demorado -más allá de lo lógico- la 
tramitación de algunas iniciativas. 
No suele suponer excesivo problema el espacio temporal trascurrido entre la presentación 
de la ILP ante la Mesa y la calificación que esta realiza, al ser lo habitual que esto se 
produzca en escasos días
1593
. Algo más de incidencia tiene el plazo del que dispone el 
Ejecutivo para mostrar su criterio sobre la tramitación de la proposición, que suele 
encontrarse entre un mes y dos. Algo más si valoramos el caso de la ILP sobre la 
tauromaquia (el tiempo transcurrido para el pronunciamiento del Gobierno fue de algo 
más de tres meses); dos meses para la ILP sobre financiación del sistema educativo 
(1996), y ligeramente superior a un mes en el caso de la ILP sobre dación en pago, la ILP 
sobre reclamación de deudas comunitarias o la ILP reguladora del libro de texto, por 
sugerir algunos ejemplos. Más inusual parecen los seis meses que tardó el Ejecutivo en 
cumplir dicho trámite en la Proposición de Ley para la estabilidad y la seguridad en el 
empleo (VII Legislatura). 
Las principales demoras ocasionadas se producen, sobre todo, en dos situaciones: como 
                                                 
1593
 En caso de coincidir con el periodo estival, al no existir actividad durante el mes de agosto, puede 
producirse una demora de un mes. 
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consecuencia del traslado de la proposición a la siguiente legislatura, y debido a los 
trabajos en la Comisión Parlamentaria que alberga la ILP, con especial incidencia de las 
ampliaciones del plazo para presentación de enmiendas. En el primero de los casos, 
difícil solución podemos encontrar al resultar inevitable la disolución de las Cortes para 
la convocatoria de elecciones generales, y ante la no caducidad de las proposiciones de 
origen popular.  
En el segundo de los casos, las demoras producidas en los trabajos parlamentarios no 
competen directamente a la regulación de la iniciativa legislativa popular, sino 
probablemente requieran soluciones que exceden los contenidos de este trabajo. Tan sólo 
debemos apuntar que la proposición de ley sobre la tauromaquia, analizada 
anteriormente, se mantuvo en Comisión siete meses como consecuencia de los plazos 
para presentar enmiendas (coincidió con el verano, no obstante) y, por su parte, la 
proposición sobre reclamación de deudas comunitarias también alargó de forma excesiva 
los trabajos en Comisión al fusionarse con otra proposición.  
Actualmente, mayor polémica han causado dos iniciativas populares que -junto a otras 
muchas proposiciones de ley
1594
- han visto demorada de manera excesiva su tramitación 
como consecuencia de sucesivas ampliaciones del plazo de presentación de enmiendas al 
articulado. La ILP sobre renta mínima impulsada por los sindicatos mantiene un periodo 
para presentación de enmiendas, por el momento, de más de un año, tras 22 prórrogas 
concedidas. La ILP sobre autonomía personal y atención a dependientes impulsada por el 
CERMI hasta el momento lleva aproximadamente 12 meses concedidos para la 
preparación de enmiendas, tras 33 prórrogas concedidas.  
Los grupos entonces en la oposición han llegado a denunciar esta maniobra que, según 
defienden, es utilizada para bloquear la tramitación de proposiciones que políticamente 
incomoden a la Presidencia de la Comisión / mayoría gobernante
1595
, aunque desde otros 
                                                 
1594
 Por ejemplo, Compromís denunciaba en febrero de 2018 también la concesión de 48 prórrogas de 
enmiendas a la reforma del Estatuto de la Comunidad Valenciana, desde noviembre de 2016 
1595
 En junio de 2017 -y nuevamente en febrero de 2018- el PSOE propuso limitar el plazo de presentación 
de enmiendas a un mes. Actualmente, el Reglamento del Congreso permite un primer plazo de presentación 
de enmiendas de 15 días, que puede ser prorrogado por una semana si se solicita por un grupo 
parlamentario, sin que exista un tope. El PSOE propone la reforma del Reglamento del Congreso para que, 
transcurrido el primer plazo de quince días, sólo se pueda ampliar dos veces más, hasta un máximo de un 




grupos políticos justifican los periodos concedidos para presentar enmiendas
1596
. Esta 
situación se produce en una legislatura donde no sólo el grupo político que sostiene al 
Gobierno queda lejos de la mayoría absoluta
1597
, sino que la fragmentación parlamentaria 
permite que salgan adelante proposiciones contrarias al criterio del grupo mayoritario. 
Esto induce al Ejecutivo a utilizar ciertos mecanismos para hacer valer su criterio
1598
. 
Podemos señalar también, aunque su incidencia es menor, el plazo transcurrido entre la 
acreditación del mínimo de firmas obtenido y el pleno de toma en consideración
1599
. Este 
tipo de retraso fue elevado en el caso de la ILP sobre financiación del sistema educativo 
(1996) al transcurrir casi seis meses entre la contestación del Ejecutivo y dicho Pleno 
(ocho meses si contamos desde el momento de acreditación de las firmas obtenidas). 
Caso similar al anterior se produjo en la VII Legislatura con la Proposición de Ley para 
la protección de la eficacia de los acuerdos y pactos en las Administraciones Públicas y 
garantía del poder adquisitivo de sus empleadas y empleados. También se produjo una 
demora importante -casi ocho meses- en la misma legislatura durante la tramitación de la 
ILP reguladora del libro de texto para la enseñanza básica. En el resto de los casos 
podemos encontrar demoras de entre tres y seis meses. 
ILP que aún se encuentran en tramitación 
Las tres iniciativas que en mayo de 2018 aún se encontraban en tramitación en el 
                                                 
1596
 Para limitar el plazo de enmiendas, fórmula que apoyan PSOE, Unidos Podemos, ERC, PNV y Mixto, 
sería preciso en cualquier caso un acuerdo político al que Ciudadanos no parece que vaya a sumarse. Su 
secretario general en el Congreso, Miguel Gutiérrez, no ve tal bloqueo y sostiene que "hay muchas 
iniciativas legales en marcha y presentar enmiendas precisa más tiempo que antes", al tiempo que ha 
negado que tenga un acuerdo con el PP para frenar proposiciones de ley cuyo contenido no les gusta. 
(extraído de la noticia anteriormente indicada del medio Cadena Ser) 
1597
 Una mayoría muy lejana tanto para el caso del Grupo Popular que prestaba apoyo al expresidente 
Mariano Rajoy (con 137 diputados) como para el caso del Grupo Socialista (con 87 diputados) que -junto a 
otros muchos grupos políticos- situó en el Ejecutivo a Pedro Sánchez tras salir adelante la moción de 
censura presentada por los socialistas. 
1598
 De hecho, como hemos señalado en el capítulo correspondiente, también ha generado controversia la 
utilización por parte del Ejecutivo del denominado “veto presupuestario” a proposiciones que bajo el 
criterio del Gobierno no pueden ser aprobadas por la afectación a los ingresos o gastos del Estado. A 
mediados de 2017, el PSOE denunciaba que, de los 34 escritos de disconformidad hacia proposiciones por 
parte del Ejecutivo, dos se encontraban en el Tribunal Constitucional por resultar dispar el criterio del 
Gobierno al de la Mesa del Congreso. Se trata de la conocida como proposición para la paralización de la 
LOMCE, y la proposición para la equiparación de las condiciones laborales de los trabajadores de 
subcontratas: http://www.europapress.es/nacional/noticia-psoe-propone-limitar-prorrogas-enmiendas-
congreso-evitar-bloqueos-leyes-20170630143120.html   
1599
 Este es un problema al que pone solución la Ley 4/2006, que establece una modificación del artículo X 
mediante el cual se establece un plazo máximo de seis meses para la publicación de la iniciativa legislativa 
popular en el orden del día de un pleno para su toma en consideración. 
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Congreso son dos: la Proposición de Ley de modificación de la Ley 39/2006, de 14 de 
diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en 
situación de dependencia
1600
, procedente de la X y de la XI Legislatura, que tras treinta y 
tres ampliaciones del plazo de presentación de enmiendas todavía se mantiene en los 
trabajos en Comisión
1601
. Por otro lado, la conocida Proposición de Ley sobre 
establecimiento de una prestación de ingresos mínimos en el ámbito de protección de la 
Seguridad Social, sobre la que ya hemos incidido, que tras rechazarse su avocación por el 
Pleno ha vuelto a los trabajos en Comisión de Empleo y Seguridad Social
1602
.  
La ILP para la efectiva igualdad y equiparación salarial de las Policías del Estado español 
(presentada el 21 de septiembre de 2017 por JUSAPOL) logró acreditar el mínimo de 
firmas
1603
 y, tras aceptar el Pleno su toma en consideración
1604
, fue trasladada a la 
Comisión de Justicia e Interior. A fecha de publicación de este trabajo la proposición se 
encuentra trasladada a la XIII Legislatura debido a la disolución de Las Cortes en marzo 
de 2019. La citada iniciativa se encontraba en dicha Comisión en periodo de enmiendas 
desde el 23 de noviembre de 2018. 
Existen tres iniciativas que en mayo de 2018 se encontraban pendientes de calificación 
                                                 
1600
 Tramitación seguida por la iniciativa señalada: 
-Presentada el 19/07/2016 
-Calificada (de nuevo) por la Mesa el 06/09/2016  
-Boletín Oficial de las Cortes Generales Publicación desde 06/09/2016 hasta 09/09/2016  
-Gobierno Contestación desde 09/09/2016 hasta 17/10/2016  
-Comisión de Sanidad y Servicios Sociales desde 09/09/2016 hasta 17/10/2016  
-Comisión de Sanidad y Servicios Sociales Comparecencia desde 17/10/2016 hasta 23/02/2017  
-Pleno Toma en consideración desde 23/02/2017 hasta 07/03/2017  
-Mesa del Congreso Acuerdo subsiguiente a la toma en consideración desde 07/03/2017 hasta 14/03/2017  
-Comisión de Sanidad y Servicios Sociales Publicación desde 14/03/2017 hasta 21/03/2017  
-Comisión de Sanidad y Servicios Sociales Enmiendas desde 21/03/2017 
1601
 A fecha de presentación de este trabajo hemos podido conocer que la proposición señalada ha sido 
trasladada a la XIII Legislatura ante la disolución de Las Cortes en marzo de 2019 
1602
 En este caso, esta proposición lleva en plazo de enmiendas desde el 7 de marzo de 2017, habiéndose 
concedido 21 ampliaciones del plazo a tal fin. A fecha de publicación de este trabajo, la proposición se ha 
trasladado a la XIII Legislatura tras la disolución de Las Cortes en marzo de 2019. El último trámite 
conocido de la proposición es la fase de informe en el seno de la Comisión de Trabajo, Migraciones y 
Seguridad Social (desde 26/06/2018 hasta 05/03/2019), según la página web del Congreso de los Diputados  
1603
 Según el acta de la reunión de la Mesa del Congreso de 24 de abril de 2018, la Mesa conoció el 
acuerdo de la Junta Electoral Central por el que se declaraba que la ILP había superado el mínimo de 
firmas exigido y acreditado por la Oficina del Censo Electoral. La Mesa del Congreso trasladó la 
proposición a la Comisión de Interior a los efectos del artículo 13 de la Ley Orgánica 3/1984 
(comparecencia de un promotor en la citada Comisión) teniendo en cuenta que dicha comparecencia no 
podrá tener lugar con carácter previo a la finalización del plazo previsto en el citado artículo 126 del 
Reglamento de la Cámara. 
1604
 Según publicó el Boletín Oficial de las Cortes Generales el 23 de noviembre de 2018 
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por la Mesa del Congreso o bien pendientes de la acreditación de firmas por la Junta 
Electoral Central: la ILP sobre libertad de elección lingüística
1605
 (presentada el 14 de 
septiembre del mismo año), la ILP para la promoción de la venta no sedentaria
1606
 
(presentada en junio de 2017) y la ILP sobre la aplicación a la Ley de Memoria Histórica, 
desarrollando supuestos para una rápida aplicación
1607
. El caso de esta última es 
reseñable, ya que hasta dos veces fue presentada esta proposición con otros textos, lo que 
motivó su inadmisión, y tuvo que ser una tercera, con las correcciones oportunas, la que 




                                                 
1605
 A fecha de publicación del trabajo hemos podido conocer que la iniciativa caducó por no acreditar el 
mínimo requerido de firmas en el plazo concedido (BOCG de 13 de diciembre de 2018) 
1606
 Finalmente fue inadmitida 
1607
 A fecha de publicación del trabajo se ha podido conocer la caducidad de la iniciativa, según el BOCG 
de 16 de febrero de 2018 
1608
 La primera de ellas presentada el 31 de octubre de 2017, la segunda el 17 de noviembre de 2017 y, la 
tercera y finalmente admitida, el 25 de noviembre del mismo año. El promotor de dichas iniciativas es Don 
Eduardo Ranz Alonso (de la Asociación Para la recuperación de la Memoria Histórica) 
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B- El ejercicio de la iniciativa legislativa popular en las 
Comunidades Autónomas 
 
El ámbito autonómico ha sido más propenso a la utilización del mecanismo de la 
iniciativa legislativa popular, a pesar de existir notables diferencias entre las distintas 
cámaras analizadas. Los ciudadanos han presentado un total de 233 iniciativas hasta la 
fecha en nuestras asambleas autonómicas, habiéndose aprobado entre las cuales treinta y 
cuatro leyes con origen en una proposición ciudadana, aunque todos los textos adoptados 
fueron objeto de enmiendas durante su tramitación parlamentaria. Por lo general, la 
intensidad con que ciudadanos y colectivos se interesan por los asuntos públicos a través 
de la figura se ha incrementado en los últimos años. 
De este modo, no es casualidad que la mayor relevancia del instrumento se produzca en 
autonomías que han reformado su ley de ILP para facilitar e incentivar el empleo del 
mecanismo, como ya hemos analizado. En teoría, la configuración de centros de toma de 
decisiones más cercanos al ciudadano, como son nuestras autonomías, debería animar a 
la participación de los mismos en los asuntos públicos. Sin embargo, este hecho sólo se 
observa tímidamente –si lo comparamos con la participación ante el Congreso de los 
Diputados- en aquellas Comunidades que por razones políticas, culturales, históricas o 
geográficas han permitido una mayor identificación y movilización de los ciudadanos 
hacia los asuntos autonómicos. 
La concepción de España como un país políticamente descentralizado recomienda el 
desarrollo de una figura, como la iniciativa legislativa popular, que precisamente 
pretende acercar la toma de decisiones a los ciudadanos y colectivos más propensos hacia 
la participación. A esta teórica visión de que las CC.AA. podrían animar a la 
participación ciudadana, como centros de poder más cercanos, se han sumado ciertas 
voces en la literatura jurídica consultada, más allá de las consideraciones que ya hicimos 
en el capítulo dedicado a la regulación de la figura en nuestras autonomías, que no 
procede repetir. Sin embargo, no se encuentra, por lo general, en la literatura jurídica un 
análisis más práctico de la incidencia del mecanismo en las asambleas autonómicas, lo 
que puede sumar mayor interés al planteamiento que nos disponemos a realizar en las 
siguientes líneas, estudiando las iniciativas de carácter popular registradas en los 
parlamentos de las CC.AA. 
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En palabras de BIGLINO
1609
, “la creación de la Comunidades Autónomas respondió a la 
necesidad de aproximar la toma de decisiones a los ciudadanos, acortando la distancia 
existente entre los mismos y los órganos de poder político” concepción que a nuestro 
juicio resulta muy congruente con la implantación -y una regulación garantista- de la 
figura en nuestras autonomías. En el mismo sentido, más recientemente LARIOS
1610
 
señala que “estos Parlamentos presentan rasgos diferenciados con respecto al estatal, 
por sus menores dimensiones, por el más reducido nivel de competencias y por su mayor 
proximidad a los ciudadanos derivada de su carácter descentralizado. Tales caracteres 
lo configuran como un poder público especialmente propicio para fomentar en su seno 
procedimientos más ágiles y, sobre todo, más participativos”.  
Como ya hemos avanzado, a pesar de la relativa importancia del instrumento en las 
CC.AA., la situación varía sensiblemente en función de la autonomía que analicemos, 
encontrándonos un panorama asimétrico. Galicia y Cataluña lideran el ranking de 
Comunidades donde más se ha utilizado la figura, con 34 y 33 proposiciones presentadas 
por parte de los ciudadanos, siendo aprobadas cinco y siete de las cuales, 
respectivamente. Les siguen Canarias (24 presentadas en total), Navarra (22), País Vasco 
(21) y Andalucía (18), aunque difieren también las finalmente adoptadas
1611
. En el 
extremo contrario se sitúan Cantabria, con cuatro iniciativas presentadas y ninguna 
aprobada como ley; Murcia y Castilla y León con cuatro presentadas (ambas convirtieron 
una ILP en ley), o Extremadura y La Rioja con cinco, aprobándose tres en la primera y 
ninguna en la segunda. Entre las autonomías más y menos activas, en cuanto al empleo 
de la figura, encontramos otras que podemos situar en un término medio
1612
.  
Como aspecto negativo encontramos siete Comunidades que aún no han convertido 
ninguna iniciativa legislativa popular en norma
1613
. El bagaje se entiende aún más pobre 
                                                 
1609
 BIGLINO CAMPOS, Paloma, en “La iniciativa legislativa popular en los ordenamientos 
jurídicos regionales”, Revista de Estudios Políticos, n. 46-47, 1985, p. 289. 
1610
 LARIOS, La participación ciudadana en la elaboración de la ley, op. cit., p. 244 
1611
 Canarias y País Vasco adoptaron cinco ILP como leyes; tres el Parlamento navarro y ninguna el 
andaluz. En todos los casos debemos tener en cuenta, como ya hemos señalado, que no se respeta el texto 
original propuesto, al introducirse diferentes enmiendas durante la tramitación parlamentaria de las ILP que 
terminan siendo leyes. 
1612
 En Aragón se han registrado 10 iniciativas legislativas populares; 9 en Asturias y Baleares; 7 en 
Castilla la Mancha; 12 en Comunidad Valenciana (2 se aprobaron); 13 en la Comunidad de Madrid (2 
aprobadas) 
1613
 Las Comunidades de Andalucía, Aragón, Asturias, Baleares, Cantabria, Castilla la Mancha y 
Extremadura aún no han aprobado ninguna ILP en sus Parlamentos. 
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en aquellas Comunidades con menos iniciativas registradas, si tenemos en cuenta que 
hay dos proposiciones, como veremos, que fueron presentadas de forma idéntica en la 
práctica totalidad de las asambleas autonómicas. La distancia entre las autonomías más 
productivas, en este sentido, y las menos es notoria: Galicia, Cataluña, Andalucía, 
Navarra y País Vasco reúnen el 65% de las iniciativas presentadas en todas las 




No es casualidad que la literatura jurídica consultada haya puesto el acento en el escaso 
empleo de la figura, pese al reciente auge del mecanismo. La regulación inicialmente 
cicatera del legislador autonómico, junto al escaso interés por la figura en muchas 
autonomías, condenan al mecanismo a la irrelevancia en muchas Comunidades. Las 
limitaciones conocidas, que han tenido como consecuencia el discreto empleo de la 
figura, lejos de acercar los asuntos públicos a la ciudadanía o facilitar un nivel óptimo de 
influencia pública en el devenir político, han alentado algunas frustraciones que resultaría 
aconsejable corregir. Como han señalado RUBIO y GONZALO
1615
, el escaso éxito “ha 
llevado a su marginación en la actividad de las cámaras, contribuyendo a incrementar la 
lejanía de los ciudadanos en su relación con las instituciones que les representan”. Por 
ello, analizando desde el punto de vista teórico, pero también práctico, las causas que 
conducen a este fracaso, estaremos en condiciones de plantear propuestas de mejora que 
permitan a la figura recuperar una operatividad encaminada a dotar de mayor 
protagonismo a la ciudadanía y enriquecer nuestra propia democracia. 
Pese a las importantes diferencias entre autonomías y el lógico pesimismo que ha 
imperado en la literatura jurídica que ha analizado el instrumento, podemos decir que se 
presenta una mayor incidencia práctica del mecanismo en nuestras autonomías en 
función de tres circunstancias observadas:  
En primer lugar, el condicionante demográfico: las autonomías de mayor población 
tienden a una mayor implantación de la iniciativa legislativa popular. Por este motivo, se 
observan buenos resultados del mecanismo en Galicia o Andalucía y, por el contrario, 
                                                 
1614
 Cantabria (4), Región de Murcia (4), Castilla y León (4), La Rioja (5), Extremadura (5), Castilla La 
Mancha (7), Asturias (9) y Baleares (9). 
1615
 RUBIO, Rafael, y GONZALO, Miguel Ángel, “Vías de participación en el Parlamento, ¿Parlamentos 
abiertos?, en PÉREZ-MONEO y VINTRÓ CASTELLS: Participación política: deliberación y 
representación en las Comunidades Autónomas. Colección Monografías (2017) p. 167 
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discretas apariciones de la institución en Extremadura, Cantabria o La Rioja, sólo por 
citar algunas. Al aparecer vinculado el empleo de la figura a las organizaciones sociales, 
etc. más activas, se entiende las Comunidades con mayor población son más proclives al 
mantenimiento de un tejido asociativo y social más pujante. Es posible, asimismo, que 
otros condicionantes como la edad media de la población, la cultura participativa, o su 
interés por los asuntos públicos puedan influir en el resultado analizado, cuestiones que 
probablemente excedan ya del presente trabajo. 
En segundo lugar, es inequívoca la influencia de condicionantes de tipo político, histórico 
o cultural: las Comunidades con una mayor identificación política de sus ciudadanos 
hacia su territorio y los asuntos de índole autonómica registraron más iniciativas en sus 
asambleas, siendo su eficacia también mayor (aquellas que se aprobaron como ley). Esta 
mayor participación política de los ciudadanos en dichas Comunidades suele observarse 
en las denominadas nacionalidades históricas (podemos referirnos a Cataluña, Galicia, 
Navarra o País Vasco), o aquellas que por sus particulares características han terminado 
utilizando el mecanismo para la reivindicación de asuntos, como es el caso de Canarias, 
muy ligada a la defensa del medio ambiente, por lo que tímidamente se podría incluir el 
elemento geográfico como condicionante. El hecho insular, sin embargo, no aparece con 
tanta fuerza en Baleares, donde la población extranjera representa un porcentaje 
demasiado elevado como para que dichos electores, por lo general, manifiesten excesivo 
interés en temas públicos. 
No parece casualidad que ciudadanos y colectivos tomen mayor partida de los asuntos en 
aquellas Comunidades con una determinada cultura política más desarrollada. Este rasgo 
ayuda a que la ciudadanía contemple a la Asamblea de su Comunidad también como un 
centro de poder apto para el reclamo de ciertos intereses, situación que se traslada y se 
comprueba en una mayor actividad de las organizaciones sociales y ciudadanas. El 
panorama relatado, grosso modo, contrasta con el de aquellas Comunidades donde los 
asuntos autonómicos causan un mayor desapego en sus ciudadanos que, por cuestiones 
demográficas, culturales o históricas se manifestó en discretas apariciones del 
instrumento en sus asambleas. 
En tercer lugar, también influye en el empleo de la institución el elemento más jurídico, 
digamos. Se ha percibido que muchas de las autonomías donde mayor presencia y 
eficacia ha desplegado la figura han reformado su ley de iniciativa popular o han 
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aprobado una nueva, contando así con una regulación más garantista de la participación. 
Pueden avalar nuestra afirmación los fructíferos resultados recogidos de las Asambleas 
de Cataluña, Galicia, País Vasco o Navarra, Comunidades que cuentan, como hemos 
visto, con normas que pretenden favorecer el uso del mecanismo y que han sido 
aprobadas en los últimos años. En especial, y como iremos valorando en cada caso, se ha 
contemplado un repunte en la presentación de iniciativas populares a partir de la 
aprobación de las normas señaladas, aunque en este caso incidan también otros 
condicionantes. 
Como ya se ha indicado en el apartado en que analizamos la incidencia práctica de la 
figura ante el Congreso de los Diputados, el repunte observado en el empleo de la misma 
a partir de los años 2006 o 2007, no sólo se puede deber a una normatividad más proclive 
al mecanismo, sino también a condicionantes políticos y sociales ya explicados. La 
misma crisis de confianza en las instituciones tradicionales (con un componente 
importante de crisis económica y social coincidente con mayorías parlamentarias hasta 
cierto punto opacas) ha permitido, también en el ámbito autonómico, que los ciudadanos 
confíen más en la figura de la iniciativa legislativa popular para el logro de sus 
demandas, al no encontrar colmadas sus necesidades por la habitual actividad de los 
representantes. Es un hecho generalizado, como veremos en aquellas asambleas que más 
ILP han recibido, que buena parte de estas se hayan presentado en los últimos diez años. 
Por otro lado, debido a la existencia de rasgos propios y notables diferencias entre las 
autonomías, resulta más complicado llevar a cabo un análisis general del panorama 
autonómico, aconsejándose un estudio individual que más adelante llevaremos a cabo. 
Señalado esto, sin embargo, creemos provechoso tan sólo apuntar algún dato global sobre 
la incidencia práctica del mecanismo en las autonomías.  
En esta línea, debemos señalar que se presentaron un total de 233 iniciativas populares en 
los parlamentos autonómicos hasta mayo de 2018, aunque la contribución a tal dato 
quede distorsionada por las diferencias entre las asambleas más productivas y las menos, 
como ya se ha señalado. La cifra representa, por tanto, más del doble de las iniciativas 
que se registran ante el Congreso de los Diputados (110), teniendo presente las diferentes 
competencias conocidas en dicha institución y la mayor facilidad para la consecución de 
un mejor dato en diecisiete asambleas autonómicas distintas, como centros de toma de 
decisiones más cercanos al ciudadano. 
624 
 
Nuestras autonomías presentan globalmente un porcentaje ligeramente inferior de 
iniciativas inadmitidas que los números observados en el Congreso. Del total de 233 
presentadas, se inadmitieron 73, lo que representa un 31%, frente al 37% estatal. Todo 
ello a pesar de que los ciudadanos en ocasiones presentan proposiciones cuyo contenido 
resulta ajeno a la competencia de la Asamblea autonómica y, por tanto, genera la 
inadmisión de la proposición, como ha señalado CUESTA
1616
. No obstante, creemos que 
ha podido resultar excesiva, en algunos casos, la utilización por parte de los ejecutivos de 
su facultad para impedir la tramitación de algunas proposiciones por suponer, a su juicio, 
un aumento del gasto o reducción de los ingresos presupuestarios
1617
. 
Todo lo señalado, por supuesto, se observa con diferente intensidad según la autonomía 
analizada, recomendándose el posterior análisis que llevaremos a cabo debido a la 
asimetría ya apuntada. En términos absolutos, se encuentran más inadmisiones en las 
asambleas donde más iniciativas se presentaron, como es lógico, aunque no representen 
mayoría sobre el total de presentadas
1618
. En términos relativos, resulta preocupante 
encontrar parlamentos donde la mayoría de las proposiciones ciudadanas que se 
registraron no superaron dicho trámite de admisión
1619
. Incidiremos más en las causas de 
inadmisión esgrimidas en aquellas cámaras sobre las que hemos podido conocer los 
motivos por los cuales se inadmitían las iniciativas, ya que las decisiones de las Mesas de 
dichas asambleas, por lo general, no son públicas, lo que claramente va en detrimento de 
la transparencia y de estudios como el que nos ocupa. Lo habitual es la publicación de la 
no admisión de la proposición de ley, sin que se acompañe de la causa concreta aplicada. 
Como aspecto positivo podemos encontrar, a nivel autonómico, menor proporción que a 
nivel estatal de aquellas iniciativas que caducan por no reunir el número de firmas 
exigido en el plazo establecido. Caducaron 32 del total de presentadas, lo que representa 
un 14%, frente al 40% estatal. Este hecho se puede deber a dos factores; en primer lugar, 
                                                 
1616
 CUESTA LÓPEZ, Víctor, op. cit. p. 451 
1617
 Además de la facultad propia de todos los gobiernos de impedir la tramitación de este tipo de 
proposiciones con incidencia presupuestaria, este supuesto de hecho se estipula como causa de inadmisión 
en las Comunidades de Castilla La Mancha, La Rioja y Asturias, siendo en el resto una prerrogativa del 
Gobierno una vez que la ILP ha superado la admisión. 
1618
 El Parlamento gallego inadmitió 9 iniciativas, frente al total de 34 presentadas, al igual que País Vasco, 
que inadmitió 9 frente a un total de 21. El Parlamento navarro, frente a 22 presentadas en total, inadmitió 8 
ILP. 
1619
 La Asamblea de Castilla la Mancha inadmitió 3 de las 4 iniciativas populares registradas; Cantabria 4 
de las 4 presentadas, Murcia 2 de las 4, Asturias 5 de las 9. 
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a que en la mayoría de las Comunidades se exige, en relación porcentual al número de 
electores, un menor número de signatarios necesarios para avalar la iniciativa. En 
segundo lugar, se antoja menos complejo reunir tal cantidad de firmas en un territorio de 
menor extensión que el Estado en su conjunto. Es posible, asimismo, que la movilización 
de los ciudadanos resulte más sencilla ante asuntos más cotidianos o cercanos, como los 
relativos a su Comunidad Autónoma; teniendo en cuenta también que las autonomías 
gozan de importantes competencias entre los asuntos más recurrentes para la figura 
estudiada: los de índole social o medioambiental. 
Por lo general, también se ha observado durante el análisis -como sucede en el ámbito 
estatal- que la mayoría parlamentaria suele rechazar aquellas proposiciones incoherentes 
con su programa de gobierno y postulados políticos. A juzgar por las cifras que 
analizaremos, las cámaras autonómicas han sido ligeramente favorables –en comparación 
con el Congreso de los Diputados- a convertir en ley aquellas iniciativas que cumplieron 
todos los requisitos, previo acomodo de la proposición -vía enmiendas- al sentir 
mayoritario de la asamblea, situación no siempre respetuosa al cien por cien con el 
sentido inicial de la propuesta. En este sentido, las asambleas autonómicas aprobaron 33 
iniciativas populares en total, y rechazaron 40 de entre aquellas que lograron reunir todos 
los requisitos. 
Habitualmente, las cámaras autonómicas rechazaron en toma en consideración más 
iniciativas populares de las que finalmente adoptaron como norma, aunque la diferencia 
no ha resultado de importancia. Generalmente, los grupos parlamentarios vinculan el 
sentido de su voto a la adecuación de la propuesta a su programa político y a la opinión 
que la propuesta genere entre sus electores, no al hecho de que la norma venga avalada 
por una mayor o menor cantidad de apoyos. Por ejemplo, es el caso de Navarra, con 
veintidós ILP presentadas en total, que rechazó ocho (frente a tres aprobadas); o Galicia, 
que rechazó doce (frente a cinco aprobadas) del total de treinta y cuatro proposiciones 
ciudadanas albergadas en su parlamento.  
Más esperanzadores parecen las estadísticas de aprobación de iniciativas populares en 
Cataluña, que aprobó siete y rechazó cuatro en total
1620
; de Canarias, que aprobó cinco y 
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 Al no estar regulado el trámite de toma en consideración para las iniciativas de carácter popular, la 
proposición que cumple los requisitos pasa directamente a la tramitación con la presentación y debate de 
enmiendas, por lo que para rechazar dicha propuesta y no continuar con su trámite ha de prosperar una 
enmienda a la totalidad en el Parlament. 
626 
 
no rechazó ninguna; o País Vasco, que aprobó cinco y sólo rechazó dos. En estos datos 
no sólo puede influir la permeabilidad y sensibilidad de las cámaras hacia las propuestas 
presentadas por los colectivos, sino también la adecuación del contenido de las 
propuestas presentadas a los postulados mayoritarios de cada asamblea, o a la posición de 
posibles minorías eventuales con altos índices de fragmentación. Es obvio, por simple 
estadística, que aquellas Comunidades que más ILP albergaron, más posibilidades han 
tenido de aprobar alguna de ellas como norma. La mayor aceptación de iniciativas en el 
ámbito autonómico probablemente se deba a una mayor cercanía de los electores que 
promueven una ILP con los grupos parlamentarios, que quizás teman ser penalizados por 
el rechazo a tales reivindicaciones de notorio aval o por parecer insensibles hacia las 
demandas ciudadanas. 
Principales resultados cosechados por las iniciativas populares presentadas en las CC.AA.* 
CCAA Presentadas Inadmitidas Caducadas 
Rechazadas 
(en toma en 
cons.) Aprobadas 
Galicia 34 6 5 12 5 
Cataluña** 33 6 3 4 7 
Canarias 24 6 5 0 5 
Navarra 22 8 1 8 3 
País Vasco 21 9 0 2 5 
Andalucía 18 5 8 2 0 
Com. de Madrid 13 3 1 0 2 
Com. Valenciana 12 4 2 2 2 
Aragón 10 0 6 3 0 
Asturias 9 5 0 1 0 
Baleares 9 4 1 2 0/1*** 
C La Mancha 7 6 0 0 0 
Extremadura 5 1 1 2 0 
La Rioja 5 1 0 0 2 
C. y León 4 1 1 0 1 
Murcia 4 2 0 1 1 
Cantabria 4 4 0 0 0 
TOTAL 233 73 32 40 33 
 
*La tabla muestra los principales resultados, aunque existe un porcentaje menor de iniciativas que o bien fueron 
retiradas por sus proponentes o bien el Ejecutivo negó su tramitación por afectación presupuestaria o bien continúan en 
tramitación 
** En Cataluña tuvo especial incidencia la disconformidad del ejecutivo por afectación presupuestaria, lo que impidió 
la tramitación de varias iniciativas 
***Aunque en realidad fue trasladada al Congreso de los Diputados, donde resultó rechazada en toma en 




Es notorio que la producción normativa a través de la iniciativa legislativa popular es 
mínima si la comparamos con las leyes aprobadas que se impulsaron desde los grupos 
parlamentarios y, sobre todo, desde los gobiernos autonómicos. Sin embargo, las normas 
de iniciativa popular aprobadas en el común de las asambleas estudiadas -a pesar de las 
diferencias entre ellas- mejoran sensiblemente el pobre panorama observado en el 
Congreso de los Diputados, donde tan sólo se aprobaron tres iniciativas populares hasta 
el momento. En el aspecto negativo, encontramos algunos parlamentos donde aún no se 
adoptó como ley ninguna ILP: se trata de las Comunidades de Andalucía, Cantabria, 
Aragón, Asturias, Baleares, Castilla la Mancha y Extremadura, que contrastan con 
aquellas donde la eficacia del instrumento fue mucho mayor, como hemos señalado. 
Si atendemos a los temas sugeridos por las iniciativas registradas en nuestras autonomías, 
se ha observado un menor uso político o electoralista del instrumento por parte de 
colectivos contrarios a la mayoría gobernante. Este hecho reduce significativamente la 
conflictividad del instrumento con las instituciones de la denominada democracia 
representativa, como sí sucedió en algunos casos concretos analizados en el apartado 
sobre la incidencia de la figura ante el Congreso de los Diputados. Esto sucede, a nuestro 
parecer, porque el ciudadano considera en cierto modo a su asamblea autonómica una 
utilidad más representativa y menos ideológica, es decir, como lugares más idóneos para 
reclamar intereses relativos al territorio y población que alberga. Se explica de este 
modo, como veremos, que muchos de los asuntos estén relacionados con materias 
autóctonas como el medio ambiente, los puestos de trabajo u otros asuntos sociales.  
Al no atender muchas de esas iniciativas presentadas a razones de mera estrategia 
política, sino más bien a intereses legítimamente compartidos por ciudadanos, no 
debemos descartar que este condicionante haya aumentado el porcentaje de iniciativas 
que se han aprobado. Poniéndonos en el lugar de los grupos parlamentarios, resulta 
menos lesivo para sus intereses atender a las demandas de un grupo de ciudadanos -
potenciales votantes- que defienden un interés concreto (que puede ser la salvaguarda del 
medio ambiente, el mantenimiento de puestos de trabajo, o la protección social de un 
colectivo) que rechazar de facto una proposición que no comparten y que no les traerá 
mayores consecuencias. Y a ello contribuye la fragmentación parlamentaria actual, en la 
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que la mayoría gobernante no cuenta (salvo en Galicia
1621
) con mayoría suficiente como 
para repeler proposiciones que le incomoden
1622
, por lo que muchas veces dicha mayoría 
puede verse ‘obligada’ a abstenerse o apoyar iniciativas, aunque no las compartan de 
manera plena, ante la inevitable aprobación de la misma
1623
. 
A pesar de que la mayoría parlamentaria suele ser reacia a aceptar proposiciones cuyo 
contenido no comparte, pese al aval ciudadano, no se puede olvidar el importante valor 
social de la iniciativa legislativa popular como instrumento generador de debates sociales 
acerca de cuestiones sentidas por el electorado y las organizaciones en que se integra. 
Desde este punto de vista más político-social, LARIOS
1624
 señala que la figura puede 
“cumplir el mismo papel de las proposiciones de ley de la oposición: provocar un debate 
parlamentario sobre la problemática o situación social objeto de la propuesta, que se ha 
trasladado a la opinión pública a través de los medios de comunicación”. 
En esta línea, nos parece reseñable destacar cómo las asambleas han sido objeto de 
presentación de dos iniciativas de contenido similar y proponentes idénticos, 
respectivamente, que sirven como ejemplo para valorar el tratamiento otorgado en cada 
una de ellas a textos que en lo básico buscaban lo mismo. Se trata de la ILP por la que se 
regula una red de apoyo a la mujer embarazada, y la ILP relativa a las hipotecas sobre 
bienes inmuebles. La primera fue presentada en todas las CC.AA., a excepción de 
Baleares, entre 2006 y 2009. La segunda fue presentada en 2011 en todas las asambleas 
autonómicas, menos Aragón y Extremadura, bajo la denominación señalada u otras 
equivalentes (establecer la dación en pago, como en Castilla y León, o de apoyo a 
familias amenazadas de ejecución hipotecaria, como en Andalucía, o de garantías 
hipotecarias, como en Galicia). 
                                                 
1621
 En el parlamento gallego el partido de gobierno dispone de mayoría absoluta, lo cual no ha sido óbice 
para que algunas iniciativas populares se aprobaran en la cámara, como figura en el anexo. 
1622
 En el capítulo dedicado a la regulación del instrumento en nuestras CC.AA. ya realizamos un análisis 
de la composición parlamentaria de las asambleas autonómicas y los efectos que dicha fragmentación 
parlamentaria podía tener para la iniciativa legislativa popular 
1623
 Tal y como ha desarrollado Juan María Bilbao Ubillos, “De un Parlamento encorsetado, sin sorpresas, 
en el que se rechazaban sistemáticamente todas las propuestas de los grupos de la oposición (ni siquiera se 
tomaban en consideración, no superaban ese filtro), a un Parlamento más vivo, que pone en aprietos al 
Gobierno de turno. Se impone una nueva dinámica que se caracteriza por los pactos de «geometría 
variable»: las iniciativas se sacan adelante con diferentes socios” BILBAO UBILLOS en “Un nuevo ciclo 
político sin mayorías absolutas: los parlamentos autonómicos recobran protagonismo tras las elecciones de 
2015” Revista Jurídica de Castilla y León Nº 42 (mayo de 2017) página 27 
 
1624
 LARIOS PATERNA, María Jesús en “Participación de los ciudadanos en el procedimiento legislativo” 
op. cit. Pág. 6 
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Estos dos ejemplos también nos sirven para alertar sobre la presentación a nivel 
autonómico de proposiciones que, en realidad, son de carácter nacional a juzgar por la 
organización proponente e, incluso, por el contenido. Tanto la asociación ‘provida’ 
RedMadre (promotora de la ILP sobre apoyo a la mujer embarazada) como las 
plataformas anti-desahucios (promotoras de la ILP sobre dación en pago) lo que llevaron 
a cabo fue un registro prácticamente idéntico del mismo texto normativo en todas las 
asambleas autonómicas; una temática en ambos casos que quizás hubiera encontrado 
mayor acomodo en el Congreso de los Diputados, tal y como demostró la iniciativa 
aprobada sobre paralización de los desahucios. La recepción en las asambleas 
autonómicas de la iniciativa sobre desahucios no resultó fructífera, precisamente por 
tratarse de una proposición de sentido estatal
1625
. Sin embargo, la acogida en general de 
la proposición sobre la mujer embarazada fue positiva en las autonomías gobernadas por 
el Partido Popular, con el que la asociación promotora probablemente mantenía vínculos 
ideológicos.  
Esta identificación de algunas asociaciones proponentes con partidos políticos también se 
ha observado en las Comunidades Autónomas
1626
; colaboración que en muchos casos 
permite a la iniciativa popular beneficiarse de la infraestructura y poder de convocatoria 
de la fuerza política pertinente, aunque evidentemente ponga en cuestión la consideración 
de la figura estudiada como un instrumento de democracia directa en manos del 
electorado. Más frecuente aún ha resultado el empleo de la figura por parte de sindicatos, 
sin que tampoco se pueda descartar en este caso la vinculación de los mismos con 
determinados partidos políticos. Por ejemplo, el sindicato CIG-Ensino presentó en 
Galicia en 2014 la ILP que pretendía “restituir los derechos laborales” del profesorado y 
mejorar la educación
1627
. El mismo sindicato presentó en 2015 otra ILP para reclamar 
una tarifa eléctrica específica para Galicia
1628
. También mostraron vínculos con 
                                                 
1625
 Todos los parlamentos autonómicos inadmitieron la proposición o bien por no pertenecer los 
proponentes al respectivo censo electoral autonómico –condición imprescindible- o bien por resultar la 
materia tratada en su texto ajena a la competencia autonómica, como más adelante explicamos 
1626
 Otro ejemplo de vinculación de una iniciativa popular con fuerzas políticas, además del señalado sobre 
RedMadre, es el protagonizado por la iniciativa sobre dación en pago y paralización de los desahucios, 
promovida por las plataformas anti-desahucios cuya más célebre representante fue Ada Colau, alcaldesa de 
Barcelona perteneciente a uno de los partidos políticos que formaron la alianza liderada por Unidos 
Podemos a nivel estatal. 
1627
 “Más de 21.000 personas piden una ley gallega que mejore la educación” 
https://www.farodevigo.es/galicia/2014/12/02/21000-personas-piden-ley-gallega/1142242.html 
1628




organizaciones ecologistas, partidos o sindicatos los miembros de la Comisión Promotora 
de la ILP gallega, presentada en 2012, contraria a la incineración de residuos, tal y como 
se hizo eco un medio de comunicación
1629
. 
Continuando con el argumento de la adecuación del contenido de la iniciativa a los 
postulados de la mayoría de la cámara o mayoría gobernante, un claro ejemplo de lo que 
defendemos es la ILP sobre apoyo a la mujer embarazada. Las Comunidades donde fue 
aprobada la norma coinciden con gobiernos y mayorías parlamentarias ideológicamente 
más cercanas a las posiciones defendidas por la norma. De esta forma, el texto 
promovido desde la plataforma defensora del derecho a la vida ‘RedMadre’ fue aprobado 
en Castilla y León, Madrid, Comunidad Valenciana, Galicia, La Rioja y Murcia; 
Comunidades todas ellas bajo un gobierno del mismo color político.  
Por el contrario, la proposición resultó rechazada en su toma en consideración en 
numerosas autonomías cuyos gobiernos y arcos parlamentarios se inclinaban 
ideológicamente hacia postulados que podemos considerar contrarios a los de la 
plataforma impulsora: Andalucía, Aragón, Navarra, Canarias, Asturias y Extremadura. En 
el resto de las autonomías, la iniciativa o bien caducó por falta de apoyos (Cataluña), o 
bien obtuvo el criterio negativo del Ejecutivo (Cantabria), o continúa en tramitación tras 
reiteradas demoras (Castilla La Mancha). Esta propuesta nos sirve para incidir en lo 
señalado; aquellas iniciativas que logran reunir todos los requisitos y acceder a la toma 
en consideración vinculan su aprobación como ley a la adecuación de su contenido a los 
postulados políticos de la mayoría parlamentaria; atípica es la situación en la que una 
iniciativa es aprobada por el simple hecho de que la cámara atienda el deseo compartido 
por una cantidad respetable de electores. 
Diferente resultó ser el caso de la iniciativa legislativa popular que pretendía la 
regulación de la dación en pago para proteger a los deudores hipotecarios (bajo distintas 
denominaciones). Esta proposición fue inadmitida por la mayoría los órganos rectores de 
las asambleas por adolecer de un defecto formal grave: ninguno de los promotores de la 
norma resultó ser elector de la Comunidad donde se registró, de manera casi idéntica, la 
propuesta. Este hecho invalidaba su admisión, aunque en alguna otra asamblea la Mesa 
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 La proposición planteaba la aplicación efectiva de los principios de reducción, reutilización y reciclaje 




también esgrimió como causa de inadmisión, como ya explicaremos, que la iniciativa 
pretendiera regular materias ajenas a las competencias autonómicas, como es el caso de 
las garantías hipotecarias. 
Sin embargo, la iniciativa popular promovida por colectivos animalistas en la Comunidad 
de Madrid logró reunir un importante número de apoyos y consiguió su aprobación en la 
asamblea de esta autonomía, a pesar de las críticas inicialmente vertidas desde algunos 
colectivos hacia el gobierno autonómico
1630
. La proposición planteaba lograr una 
protección “real” hacia los animales de la Comunidad, prohibiendo el sacrificio de 
aquellos que se encontrasen bajo cuidado de autoridades públicas. Para ello pretendía 
modificar el artículo 17 de la Ley 1/1990, de 1 de febrero, de Protección de los Animales 
Domésticos en la Comunidad de Madrid. 
Continuando con ejemplos que avalen nuestra postura, otro caso peculiar es el 
protagonizado por la ILP en defensa de la educación, presentada en el parlamento canario 
en 2010. Dicha proposición fue apoyada por el Partido Socialista en la oposición y, ante 
el cambio de gobierno en la legislatura siguiente, el mismo partido se vio obligado a 
justificar la negativa de la mesa de la asamblea a la tramitación de la iniciativa por 
implicar un aumento del gasto, una posición que fue rectificada y la proposición fue 
finalmente aprobada, convirtiéndose en la Ley Canaria 6/2014, de Educación no 
Universitaria
1631
. La portavoz del Grupo Popular justificó el voto negativo de su grupo a 
la ley por los cambios que había experimentado el texto durante su tramitación, además 
de otras diferencias con el fondo de la norma
1632
.  
Aunque hayamos prestado atención a los rasgos generales observados y, debido a las 
sensibles diferencias comentadas entre CC.AA., es necesario llevar a cabo un estudio 
más pormenorizado de las iniciativas presentadas en cada Asamblea. Por seguir un orden 
lógico en las Comunidades analizadas, otorgaremos prioridad a Castilla y León, por 
tratarse de la propia, para después combinar el criterio de ordenación según mayor 
población con el de aquellas Comunidades que comparten rasgos por cuestiones 
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 El portavoz del colectivo “El Regufio”, promotores de la iniciativa, reconoció que los grupos 
parlamentarios del PSOE, Izquierda Unida y UPyD habían manifestado su apoyo a la propuesta, y que el 
Partido Popular se había mostrado indiferente. Finalmente, la iniciativa consiguió ser aprobada. 
1631
 BOPC núm. 247, de 9/7/14. 
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geográficas. En último lugar, es conveniente analizar las Comunidades de Baleares y 
Canarias al presentar rasgos similares y compartir características geográficas. 
Por último, debemos tener en cuenta que la principal fuente del estudio es la información 
facilitada por cada Asamblea, principalmente a través de sus páginas web, acerca de las 
proposiciones de iniciativa popular presentadas, junto al resultado de su tramitación y 
otros datos aparejados. Por ello, el nivel de detalle varía de unas autonomías a otras en 
función del grado de transparencia ofrecido. Por poner algún ejemplo y, como veremos, 
sólo en algunas cámaras hemos podido conocer las decisiones de la Mesa de la Asamblea 
por las que se comunica el concreto motivo de inadmisión de las iniciativas, lo que 
resulta de utilidad para entender cómo operan dichos requisitos. Aun así, creemos que el 
estudio realizado aporta novedades de utilidad para la figura de la iniciativa legislativa 





Las iniciativas legislativas populares presentadas en cada Asamblea Legislativa 
Autonómica: 
Castilla y León 
En la Comunidad de Castilla y León tan sólo cuatro iniciativas populares han sido 
presentadas a lo largo de su andadura autonómica, siendo al menos dos de las mismas 
repetición de iniciativas presentadas a nivel estatal que simplemente son reproducidas en 
las asambleas autonómicas. Constituye un bagaje muy pobre, motivado por la tardía 
aprobación de su respectiva ley de iniciativa legislativa popular, que no vio la luz hasta 
2001, unido al hecho de que los asuntos autonómicos probablemente despierten menos 
interés que en otras autonomías, al jugar también un papel muy especial los entes locales 
en la vertebración de un territorio extenso, de población ligeramente dispersa, y con un 
peso relevante del mundo rural.  
Entre las iniciativas presentadas encontramos, como figura en el anexo, en la V 
Legislatura (presentada en diciembre de 2002) la ILP sobre la Carta de Derechos Sociales 
Básicos de Castilla y León, que caducó (agotó el plazo legal) sin reunir el número 
mínimo de signatarios. Como ya se ha señalado, esta autonomía exige en el artículo 
segundo de su ley reguladora mayor complejidad en la consecución del requisito de 
firmas, al requerir no sólo un 0,75% de signatarios del censo autonómico, sino que los 
mismos procedan de al menos cinco de las nueve circunscripciones, representando en 
estas cinco además el 0,75% de sus censos provinciales. Este criterio sin parangón busca 
mantener los equilibrios territoriales en la Comunidad, aunque complica la tarea de reunir 
las firmas exigidas y puede actuar de manera disuasoria hacia la utilización de la figura. 
Por este motivo también se debe señalar este complejo requisito como una causa 
probable del escaso número de iniciativas presentadas ante su asamblea. 
Concluido este apunte, y ya en la VII Legislatura, encontramos la inadmisión a trámite la 
ILP sobre establecimiento de la dación en pago por parte de los deudores en los 
préstamos hipotecarios (presentada en marzo de 2011), que también fue presentada en 
otras autonomías y a nivel estatal por particulares vinculados a ‘Los Verdes 
Ecopacifistas’, como hemos señalado. Esta iniciativa fue inadmitida, según acuerdo de la 
Mesa de 30 de marzo de 2011, por incurrir “en las causas de inadmisión previstas en el 
artículo 5.2, letras f) y g), de la Ley 4/2001, de 4 de julio, Reguladora de la Iniciativa 
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Legislativa Popular y de los Ayuntamientos de Castilla y León, al no estar compuesta la 
Comisión Promotora de la iniciativa por al menos cinco ciudadanos de Castilla y 
León
1633
 y por incurrir la Proposición de Ley en contradicción con la legislación básica 
del Estado en la materia ‘ordenación de crédito, banca y seguros’.”. 
Entendemos justificadas las razones de la Mesa; se trata de una iniciativa registrada de 
manera simétrica en la práctica totalidad de las asambleas autonómicas, por lo que es 
complejo cumplir con el requisito de que la Comisión Promotora esté formada por 
electores de la Comunidad correspondiente. Asimismo, debido al contenido de la 
proposición (la regulación de las hipotecas y las posibles soluciones al problema de los 
desahucios) son tratadas materias que escapan de las competencias autonómicas y que, 
necesariamente, requerirían de modificaciones legislativas a nivel estatal, por lo que el 
lugar más indicado para plantear estas cuestiones es el Congreso de los Diputados. En 
este asunto volveremos a incidir, más ampliamente, con motivo de una iniciativa similar 
presentada en las Cortes Valencianas. 
Una de las iniciativas que mayor interés puede generarnos en Castilla y León es la 
Proposición de Ley por la que se establece y regula una red de apoyo a la mujer 
embarazada (presentada en febrero de 2007) que, tras acreditar los requisitos 
establecidos, consiguió ser aprobada como ley, con modificaciones. Dicha proposición 
fue presentada por ‘RedMadre
1634
’, admitida por la Mesa de las Cortes en abril de 2008, 
y proponía una serie de medidas de ayuda y asesoramiento a mujeres embarazadas sobre 
los apoyos que puede recibir para culminar su embarazo, medidas entre las que se 
propone en el artículo octavo de la proposición la creación de un Plan Integral de Apoyo 
a la Embarazada
1635
. La iniciativa consiguió la cifra aproximada de cuarenta mil firmas, 
un número muy respetable debido al escaso recorrido de la figura estudiada en esta 
autonomía, lo que demuestra, probablemente, la importante labor de difusión efectuada 
por la organización proponente, sin que se pueda descartar la ayuda de alguna 
organización política afín a los postulados de la asociación señalada. 
                                                 
1633
 La Comisión Promotora estaba formada por 18 personas, pero no existían cinco censadas en Castilla y 
León, requisito que establece los artículos 8.1 y 9 de la Ley 4/2001 de Castilla y León. 
1634
  REDMADRE es una Fundación creada en 2007 con el propósito de activar una Red solidaria de 
apoyo, asesoramiento y ayuda a la mujer para superar cualquier conflicto surgido ante un embarazo 
imprevisto, en toda España. Su red de voluntarios persigue evitar abortos que puedan producirse por 
motivos económicos, por temprana edad de la embarazada, o de falta de ayuda y asesoramiento, para que 
cualquier mujer pueda sacar adelante su embarazo y proteger la vida. 
1635
 La proposición fue publicada en el BOCyL nº 74 de 8 de abril de 2008. 
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El pleno de toma en consideración de esta proposición consistió en la lectura de la 
exposición de motivos de la proposición, al no estar habilitada la participación de los 
promotores para su defensa, y después se produjeron intervenciones de los grupos 
políticos para la fijación de su posición. Todos los grupos intervinientes felicitaron a los 
promotores por alcanzar todos los requisitos, y se congratularon de que la participación 
de los ciudadanos no se agotara con el voto en las elecciones. Se trataba de la primera 
proposición de iniciativa legislativa popular que llegaba a debatirse en las Cortes de 
Castilla y León, hecho tardío si lo comparamos con otras Comunidades o con el 
Congreso de los Diputados. Finalmente, la votación sobre la toma en consideración de 
esta propuesta arrojó un resultado positivo con cuarenta y cinco votos a favor, veintiocho 
en contra y ninguna abstención
1636
.  
Tras el traslado de la proposición a la Comisión de Familia e Igualdad de Oportunidades, 
se debaten diversas enmiendas entre las que son aprobadas tres del Grupo Popular que no 
varían sustancialmente el texto propuesto por los promotores y cuya finalidad era 
completar el cuerpo normativo. Concretamente, se propone una nueva exposición de 
motivos con datos más rigurosos sobre abortos y atención a la mujer; se introduce un 
nuevo artículo primero que delimita mejor el objeto de la ley, y se decide cambiar el 
título de la norma para expresar “por la que se crea…” en lugar de “por la que se 
establece…”.  
En el BOCyL nº 178 de 3 de diciembre de 2008 (pp. 9049 y ss.) se pueden contemplar 
los cambios entre el texto propuesto y el resultante tras su paso por Comisión; en este 
caso y a diferencia de casos ya comentados a nivel estatal, el texto sometido a la votación 
final entendemos que es respetuoso con buena parte de la propuesta inicial, sin que haya 
figurado queja que conozcamos por parte de los promotores acerca de estas variaciones. 
El Pleno debatió la aprobación final de la ley el 10 de diciembre de 2008, siendo 
aprobada y convirtiéndose en Ley 14/2008, de 18 de diciembre, por la que se crea y 
regula una red de apoyo a la mujer embarazada. A pesar del fructuoso resultado 
alcanzado, el diario ABC recordaba en el noveno aniversario de la aprobación de esta ley 
la implementación irregular de las medidas contempladas en la norma
1637
. 
                                                 
1636
 Los votos a favor corresponden al Grupo Popular y al Grupo Mixto y el voto en contra al Grupo 
Socialista (D.S. Pleno de las Cortes de Castilla y León n. 29/7 del 15-5-2008) 
1637
 ABC recordaba en marzo de 2018 que, a pesar de mantenerse activo el protocolo previsto para casos 
vulnerables y la línea de ayudas hacia la asociación proponente (RedMadre), aún no había llegado a 
636 
 
Por otro lado, nos interesa detenernos en el estudio de la reciente Proposición de Ley por 
la que se modifica lo establecido en el artículo único de la Ley 1/2016, de 13 de octubre, 
por la que se modifica la Ley 2/2015, de 4 de marzo, por la que se aprueba el Estatuto del 
Consumidor de Castilla y León
1638
. Esta iniciativa fue presentada por una serie de 
particulares que reconocieron pertenecer a Urcacyl (Unión Regional de Cooperativas 
Agrarias de Castilla y León). Este caso en particular nos puede servir para conocer de 
manera sucinta la forma de proceder de la Junta Electoral (en este caso, de Castilla y 
León) en relación con las iniciativas legislativas populares. 
En este sentido, siendo admitida por la Mesa de Las Cortes
1639
 la citada iniciativa 
legislativa popular en su reunión de 17 de febrero de 2017, la Junta Electoral de Castilla 
y León toma conocimiento del citado acuerdo en su reunión de 14 de marzo de 2017, 
acompañándose al escrito de presentación de la citada iniciativa legislativa popular una 
copia de la proposición de ley que se presenta, una memoria en la que se detallan las 
razones que aconsejan la tramitación y aprobación por las Cortes de la proposición de 
ley, y la escritura de constitución de la comisión promotora, otorgada ante notario, donde 
se acredita la condición de electores de los miembros de la comisión promotora, sus 
datos personales y de contacto a efectos de notificaciones. Debemos tener en cuenta, no 
obstante, que la comisión promotora no está obligada a acreditar ante notario las 
condiciones que le exige la ley 4/2001 para poder presentar una iniciativa legislativa 
popular; la condición de elector de la Comunidad puede ser determinada por la Oficina 
del Censo Electoral.  
La Junta Electoral mantiene durante todo el proceso una labor de simple verificación de 
los requisitos a cumplir por la proposición, junto al envío de las notificaciones 
pertinentes que le atribuye la ley reguladora. La labor principal de comprobación de la 
condición de electores tanto de la Comisión Promotora como de los signatarios 
corresponde a la Oficina del Censo Electoral, así como el recuento de las firmas 
                                                                                                                                                 




 La mesa de las Cortes de Castilla y León acordó el 21 de marzo de 2018 la publicación de dicha 
proposición en el Boletín Oficial de las Cortes y, por tanto, se encuentra en disposición de ser fijada en los 
próximos meses en el orden del día de un Pleno para su toma en consideración. 
1639
 La iniciativa había sido registrada en las Cortes el 25 de enero de 2017 por lo que se puede entender 
que el procedimiento de admisión por parte de la Mesa y conocimiento por parte de la Junta Electoral se 
produce sin dilaciones 
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recogidas, limitándose el órgano electoral a su ratificación. El órgano delega en su 
secretario la labor de sellado de los pliegos donde se recogen las firmas y su envío en 
primer lugar a la Comisión Promotora y, una vez recogidas las mismas, a la Oficina del 
Censo
1640
. Asimismo, la Junta Electoral por medio de la persona designada procede a 
acreditar a ochenta y dos fedatarios especiales nombrados debidamente por la Comisión. 
En cuanto al contenido de la proposición, esta planteaba establecer una excepción para 
las cooperativas agrarias con respecto a la obligatoriedad de disponer de personal en las 
Estaciones de servicio, debido a su presencia en el medio rural y a la dificultad de contar 
con personal en los fines de semana y en horario nocturno. La ILP pretendía modificar la 
norma (Ley 1/2016, de 13 de octubre) que establecía como preceptivo contar con 
personal en las estaciones de servicio (gasolineras) ante el nuevo contexto en el 
sector
1641
. Los proponentes, como integrantes de Urcacyl, justifican en la memoria que 
acompaña la proposición las peculiaridades de las sociedades cooperativas, su particular 
ubicación en el medio rural y su finalidad principal, que es la de surtir de suministros 
básicos a los agricultores
1642
.  
Se demuestra, una vez más, la utilización de la figura estudiada con fines reivindicativos 
compartidos por un sector específico de la sociedad, como es el de los agricultores y las 
personas que viven en el medio rural, en calidad de perjudicados por la nueva regulación. 
Los afectados acreditan, como veremos, que la petición es ampliamente compartida en la 
Comunidad, a pesar de que el legislador no tuvo en cuenta las consecuencias que una 
norma aparentemente justificada e inocua, como la Ley 1/2016, podría acarrear en el 
                                                 
1640
 La Junta Electoral, en el informe de su presidente sobre la iniciativa legislativa popular planteada, 
advierte una cuestión que no aclara la ley reguladora de esta figura en la Comunidad: cuál ha de ser el 
destino de los pliegos que contienen las firmas después de que se haya hecho firme el recuento de las 
mismas. Advierte el órgano que la ley castellano y leonesa se aparta de lo que dispone la LO 3/1984, que 
en su artículo 12 apartado tercero aclara que la JEC procederá a destruir los pliegos y ficheros que obren en 
su poder. La Junta Electoral de Castilla y León entiende oportuno tomar una decisión en este sentido y 
“hacer suya” la solución prevista en la legislación del Estado 
1641
 Se entiende que la Ley 1/2016 surge como respuesta a la aparición de las estaciones de servicio “low-
cost” que habían comenzado a operar sin personal para, a través de la norma, introducir la obligatoriedad 
de disponer de al menos un trabajador mientras se preste ese servicio 
1642
 En las conclusiones de la citada memoria donde citan las razones que aconsejan la tramitación de su 
proposición de ley, instan a los procuradores a considerar la importancia económica y social de las 
cooperativas y las negativas consecuencias que acarrea la obligación de contar con personal, especialmente 
teniendo en cuenta que, en época de siembra, tratamiento, cosecha o vendimia, dichas estaciones de 
servicio de las cooperativas agrarias prestan servicio 24 horas. La obligatoriedad de disponer de personal, 
argumentan, supondría el desabastecimiento de zonas rurales en muchos casos o la reducción de 
competencia. Solicitan, por tanto, que lo dispuesto por la Ley 1/2016 no afecte a las cooperativas agrarias u 
otras entidades jurídicas cuyo capital esté mayoritariamente compuesto por las mismas, siempre que el 
suministro se realice dentro de los recintos de sus instalaciones o sus proximidades. 
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sector de la agricultura. Por tanto, el mecanismo permite no sólo dar a conocer una 
demanda probablemente ignorada para el legislador castellano y leonés, sino que inicia el 
procedimiento legislativo para modificar tal regulación acreditando un respetable número 
de apoyos y advirtiendo, indirectamente, a los grupos parlamentarios, de las posibles 
consecuencias de no atender su demanda.  
Continuando con la tramitación de la iniciativa, la Junta electoral declaró por acuerdo de 
26 de febrero de 2018 y a instancias sobre todo de la Oficina del Censo Electoral, que del 
0,75% del censo de Castilla y León necesario para la presentación de una ILP en la 
Comunidad
1643
 (15.934 personas), se presentaron 17.834 firmas de las que se han 
considerado válidas 16.971 (el 0,79% del Censo) y se han rechazado 863 por diferentes 
motivos
1644
. Asimismo, las firmas debían representar al menos el 0,75% de los 
respectivos censos electorales provinciales de al menos cinco provincias, Por provincias 
y circunscripciones electorales, la ILP señalada consiguió según la Junta Electoral: 1247 
firmas en Ávila, 1986 en Burgos, 2029 en León, 1308 en Palencia, 1774 en Salamanca, 
690 en Segovia, 888 en Soria, 5014 en Valladolid y 2035 en Zamora. En este sentido, los 
promotores consiguieron superar la barrera del 0,75% en las circunscripciones de Ávila, 
Palencia, Soria, Valladolid y Zamora. 
Recientemente se ha podido conocer que las Cortes y el Ejecutivo autonómico han 
atendido la petición formulada por promotores y signatarios de dicha iniciativa 
                                                 
1643
 Los promotores agotan el 15 de diciembre de 2017 los nueve meses concedidos para la recogida de las 
firmas sin solicitar prórroga alguna. La Oficina del Censo Electoral le remite a la Junta Electoral el 18 de 
enero de 2018 el certificado acreditativo de los resultados obtenidos, y el 9 de febrero de 2018 el número 
total de electores del CER y del CERA de las nueve provincias de la Comunidad Autónoma a 1 de enero de 
2017, considerándose según el artículo segundo de la Ley 4/2001 de Castilla y León como válido para el 
cálculo del número de electores a exigir para la presentación de una iniciativa popular el Censo vigente a 
fecha de presentación de la ILP en la Mesa de Las Cortes. La Junta Electoral recuerda lo que ha de 
entenderse por electores; estos son (según el apartado primero del artículo primero de la citada ley) 
“quienes, gozando de la condición política de ciudadanos de Castilla y León, conforme a los dispuesto en 
el artículo 6.1 del Estatuto de Autonomía, sean mayores de edad y estén inscritos en el Censo Electoral”. 
Tras la reforma del citado Estatuto operada por la LO 14/2007, la remisión contenida en la ley de ILP debe 
entenderse al artículo séptimo del Estatuto de Autonomía, que aclara que:  
“1. A los efectos del presente Estatuto, tienen la condición política de ciudadanos de Castilla y León todos 
los españoles que, de acuerdo con las leyes del Estado, tengan vecindad administrativa en cualquiera de 
los municipios integrados en el territorio de la Comunidad.  
2. Gozarán de los derechos de participación en los asuntos públicos definidos en el artículo 11 de este 
Estatuto, como ciudadanos de Castilla y León, los españoles residentes en el extranjero que hayan tenido 
la última vecindad administrativa en Castilla y León y acrediten esta condición en la forma prevista en la 
legislación estatal. Igualmente gozarán de estos derechos sus descendientes inscritos como españoles, si 
así lo solicitaren, en la forma que determine la ley del Estado”. 
1644
 Especialmente por pertenecer dichas firmas no válidas a duplicidades, o a personas que no resultaron 
ser electores de la Comunidad 
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legislativa popular, no a través de la adopción de la iniciativa referida, sino mediante la 
aprobación de otra proposición con la misma finalidad, aunque presentada por el Grupo 
Parlamentario Popular
1645
. Por tanto, la Mesa de las Cortes consideró la “pérdida 
sobrevenida del objeto de la proposición de ILP” según su acuerdo
1646
, ya que la Ley 
1/2018, de 20 de abril, por la que se modifica la Ley 2/2015, de 4 de marzo, por la que se 
aprueba el Estatuto del Consumidor de Castilla y León
1647
, daba “plena satisfacción a las 
finalidades perseguidas por los signatarios de esa iniciativa legislativa popular”. La 
iniciativa legislativa popular estudiada decae, por tanto, pero queda patente que las 
Cortes pudieron atender la demanda planteada por los promotores mediante la figura 
estudiada. 
Por último, muy brevemente debemos apuntar que veintinueve ayuntamientos de la 
Comunidad presentaron en septiembre de 2014 la Proposición de Ley de Iniciativa 
Legislativa de los Ayuntamientos para declarar la Comunidad de Castilla y León libre de 
la técnica de fractura hidráulica. La Mesa de las Cortes desestimó su admisión por 
acuerdo de 21 de octubre de mismo año esgrimiendo, de manera razonada, que la 
iniciativa incurría en causas de inadmisión al extralimitarse su contenido de las 
competencias atribuidas a la Comunidad Autónoma
1648
. 
A pesar de la iniciativa aprobada sobre apoyo a la mujer embarazada y de los buenos 
resultados obtenidos indirectamente por la proposición sobre las cooperativas, debemos 
considerar aún como escasa la utilización del instrumento en la Comunidad, actuando en 
este sentido como posible disuasorio la particular exigencia acerca de la representatividad 
de los signatarios en cinco de las nueve circunscripciones, como ya se ha indicado. Para 
                                                 
1645
 El Periódico “El Norte de Castilla” recogía la noticia: “Castilla y León eliminará la norma que prohíbe 
las gasolineras sin empleados”: https://www.elnortedecastilla.es/economia/empresas/castilla-leon-
eliminara-20180322130445-nt.html  
1646
 Publicado en el BOCyL núm. 425, de 8 de junio de 2018 
1647
 La Ley 1/2018, de 20 de abril, elimina la obligatoriedad de disponer de personal obligatorio en las 
estaciones de servicio, mediante la eliminación de la disposición adicional segunda del Estatuto del 
Consumidor de Castilla y León. 
1648
 Según el acuerdo de la Mesa: “por exceder la regulación contenida en el apartado 4 del artículo 4 de 
la proposición de ley las competencias legislativas atribuidas a la Comunidad de Castilla y León por su 
Estatuto de Autonomía y no respetar la reserva de ley orgánica establecida en el artículo 81 de la 
Constitución y por ser la totalidad de la proposición de ley contraria a la legislación básica del Estado, 
constituida en este caso por el apartado 5 del artículo 9 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de 
hidrocarburos, tal y como ha declarado el Tribunal Constitucional en sus sentencias 106/2014, de 24 de 
junio, y 134/2014, de 22 de julio, incurriendo así la Proposición de Ley en la causa de inadmisión 
contemplada en la letra e) del artículo 5.2 de la Ley 4/2001, de 4 de julio, reguladora de la Iniciativa 
Legislativa Popular y de los Ayuntamientos de Castilla y León.” 
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emprender cambios de calado en su legislación, nos remitimos nuevamente a lo señalado 
en el capítulo dedicado al análisis de la legislación autonómica relativa a la iniciativa 
legislativa popular. 
Andalucía 
Los datos de la Comunidad andaluza no muestran una situación muy optimista si 
tenemos en cuenta que tan sólo dos ILP han logrado acceder al debate de toma en 
consideración en toda su historia democrática reciente, y ninguna de ellas logró superar 
ese trámite. Andalucía ha sido, hasta hace muy poco, la única Comunidad en la que ha 
gobernado el mismo partido político desde sus primeras elecciones autonómicas. 
Asimismo, y hasta hace escasos años, la fuerza gobernante ha disfrutado en la cámara de 
cómodas mayorías absolutas, lo que probablemente haya incidido en su escasa 
permeabilidad hacia las iniciativas populares que entraban en el Parlamento, donde 
fácilmente podían ser rechazadas. 
A pesar de este panorama en cierto punto inmovilista, no son pocas las veces que los 
andaluces utilizaron el mecanismo, en concreto dieciocho, de este total ocho iniciativas 
caducaron tras ser admitidas por no reunir el mínimo de firmas en plazo; otras cinco 
fueron inadmitidas a trámite por la Mesa; dos fueron retiradas por los proponentes; dos 
fueron rechazadas en toma en consideración, y una última iniciativa no pudo seguir su 
tramitación por mostrar su disconformidad el Ejecutivo andaluz ante la afectación 
presupuestaria de la norma.  
El empleo de la figura se ha incrementado en las últimas legislaturas, como suele ser 
habitual, presentándose once de las dieciocho iniciativas señaladas desde el año 2010. 
Ante el dato, debemos tener presente que en diciembre de 2011 se modificó la ley 
reguladora de la figura en la Comunidad, introduciéndose mejoras para el ejercicio de 
este mecanismo, como ya se ha señalado con anterioridad en el apartado correspondiente. 
Sin embargo, y como suele ser habitual, el escaso éxito de las iniciativas que lograron 
cumplir los requisitos pero no fueron tomadas en consideración no encuentra una 
explicación jurídica, debiéndose más bien al criterio contrario de la mayoría 
parlamentaria gobernante hacia las normas propuesta, se entiende que por resultar 
contrarias a sus intereses políticos.   
En cuanto a los temas propuestos por las iniciativas, volvemos a encontrar una variedad 
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de asuntos, observándose sólo una ligera preferencia por el contenido social (vivienda, 
empleo, familia, educación…) o el medio ambiente, aunque la mayoría de las 
proposiciones se centraron en temas que podemos denominar autóctonos. A continuación, 
detallaremos el resultado de las iniciativas presentadas en esta Comunidad, tal y como 
figura también en el Anexo. 
La primera iniciativa fue presentada en la II Legislatura el 11 de mayo de 1989, de 
manera temprana en comparación a lo sucedido en otras Comunidades. Se trata de la ILP 
relativa a modificación de determinados artículos de la Ley 8/1987, cuyo objetivo 
consistía en cambiar la fórmula regulada para elegir al Director General de la Radio 
Televisión Andaluza
1649
. Dicha proposición –muy escueta y concisa- fue retirada por sus 
proponentes pese a haber resultado admitida por la Mesa del Parlamento andaluz. La III 
Legislatura quedó desierta en cuanto a iniciativas populares y hubo que esperar a la IV 
para que se presentase por parte de la Confederación Ecologista Pacifista Andaluza la 
ILP por la que se prohíbe en Andalucía la incineración de basuras y residuos tóxicos
1650
. 
La norma fue presentada en septiembre de 1994 y su resultado fue su decaimiento al no 
conseguir el mínimo de firmas requerido en plazo. 
En situación similar terminó, en la V Legislatura, la ILP reguladora del Servicio y 
Funcionamiento de los Kioscos en la Comunidad Autónoma de Andalucía
1651
, presentada 
en abril de 1997. Tras su admisión por la cámara, la propuesta caducó por no reunir las 
firmas necesarias en el plazo determinado. Del mismo modo, la falta de consecución del 
número requerido de signatarios derivó en la caducidad, en la VI Legislatura, de la ILP 
por la Homologación del Profesorado de los Centros Concertados de Andalucía
1652
, de 
abril de 2001. Dicha propuesta constaba de tan sólo una exposición de motivos y dos 
artículos, y pretendía “la homologación retributiva entre el personal docente contratado 
de los centros de enseñanza concertada de Andalucía y el personal docente funcionario 
de los centros de enseñanza pública de la Comunidad Autónoma.”. Por último, en esta 
misma legislatura, la ILP de Caza de Andalucía fue retirada por sus proponentes pese a 
                                                 
1649
 El texto de la proposición fue publicado en el BOPA nº 291, de 6 de junio de 1989, pág. 9694 
1650
 Publicada en BOPA nº 17 de 30 de septiembre de 1994, pág. 857 
1651
 Publicada en BOPA nº 118, de 13 de junio de 1997 
1652
 BOPA nº 133 de 27 de abril de 2001. 
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ser admitida por la Mesa
1653
. 
Hubo que esperar hasta la VII Legislatura para encontrar una ILP que fuera capaz de 
reunir todos los requisitos y, junto con la acreditación del mínimo de firmas, acceder al 
debate de toma en consideración en el Parlamento andaluz. Se trata de la reiterada y 
conocida ILP por la que se establece y regula una red de apoyo a la mujer embarazada, 
presentada en noviembre de 2006 que, por contar con un texto similar al presentado en 
otras CC.AA., no insistiremos en sus detalles. Esta proposición, tras resultar admitida por 
la Mesa, reunió aproximadamente 92.000 firmas en la Comunidad, por lo que accedió al 
pleno de toma en consideración.  
El criterio del Consejo de Gobierno del Ejecutivo andaluz fue contrario a tomar en 
consideración la propuesta
1654
, por lo que la aceptación de esta ILP se antojaba 
complicada en una Asamblea en la que dicho partido gobernante contaba con mayoría 
absoluta entonces. Así las cosas, el Pleno rechazó la toma en consideración de la 
proposición el 24 de octubre de 2007 con los votos en contra de 59 diputados pese a los 
31 votos a favor (y ninguna abstención)
1655
. El resultado vuelve a demostrar la tónica 
general observada; las mayorías parlamentarias suelen ser reacias a tramitar iniciativas 
populares cuyo contenido o proponentes son contrarios a sus posiciones políticas, al 
entender que su rechazo le generará menos inconvenientes que intentar aceptar la 
tramitación de una propuesta que no comparten, aunque la misma cuente con cierto 
apoyo ciudadano. En el caso concreto, no es difícil concluir que las organizaciones 
proponentes de la ILP que pretendía apoyar a la mujer embarazada no coincidían 
ideológicamente con el Partido Socialista, formación de gobierno y con mayoría absoluta 
en la Asamblea andaluza. 
En la misma legislatura encontramos la ILP de modificación del Título III de la Ley 
Electoral de Andalucía, presentada en junio de 2007, entre cuyos promotores destaca el 
                                                 
1653
 Se puede consultar su texto en BOPA nº 464 de 21 de febrero de 2003 pág. 27.249 
1654
 El Ejecutivo andaluz esgrimió una única consideración para mostrar su criterio desfavorable (según 
BOPA nº 742 de 10 de octubre de 2007 pág. 39.568: 
“El Gobierno andaluz cuenta con un conjunto de actuaciones que tratan de atender de forma integral el 
embarazo. De este modo, desde la Consejería de Educación se viene desarrollando, dentro del programa de 
coeducación, la impartición de la educación afectivosexual como mecanismo de aprendizaje de las 
relaciones afectivas y sexuales de forma igualitaria y respetuosas entre los sexos, con especial acción 
informativa para prevenir situaciones no deseadas y la corresponsabilidad.” 
1655
 DSPA 132/VII LEGISLATURA pp. 8438 y ss. 
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actual diputado de la formación Unidos Podemos Diego Cañamero Valle (aunque 
entonces no era parlamentario) y otras personas vinculadas al Sindicato Andaluz de 
Trabajadores. El texto proponía la modificación del Título III de la Ley Electoral 
Andaluza para que las elecciones autonómicas no pudieran coincidir con las generales, 
como resulta la tónica general. La ILP caducó sin reunir el mínimo necesario de 
signatarios, pese a que contó con una prórroga de dos meses del plazo para su recogida. 
La Mesa del Parlamento andaluz admitió una ILP cuyo objeto consistía en la 
modificación de la ley electoral, a diferencia de lo que puede ocurrir en otras autonomías 
donde dicha materia resulta excluida de la figura. 
En la VIII Legislatura nos encontramos un ligero aumento en la presentación de 
iniciativas, con un total de seis textos atendidos por la asamblea andaluza. La primera de 
ellas, en junio de 2010, pretendía la modificación de dos preceptos de la Ley 11/2003 del 
Parlamento de Andalucía, para prohibir las corridas de toros en dicha Comunidad. La 
iniciativa no contó con un apoyo suficiente y caducó. El mismo resultado cosechó la ILP 
para el fomento de la participación ciudadana
1656
 (mayo de 2011) que, precisamente, 
quiso establecer una nueva norma reguladora de la iniciativa legislativa popular, de los 
ayuntamientos y las asociaciones en esta Comunidad. Destaca de la ILP propuesta la 
depurada redacción utilizada, con un gran manejo de la técnica y apartados a tratar dentro 
de la eventual regulación de la institución de la ILP.  
Asimismo, llama la atención que la proposición abordara la materia de manera 
exhaustiva y completa, rasgos que no suelen encontrarse en la generalidad de las ILP que 
se presentan y que suelen ser mucho más breves. A raíz de la propuesta, los promotores 
pretendían el fomento de la participación ciudadana a todos los niveles, pero 
“especialmente” a nivel político. Para ello, argumentan como necesario “una mayor 
representatividad y mejor conocimiento, por parte del legislador andaluz, de cuáles son 
los asuntos que la ciudadanía asume, en palabras del propio Estatuto de Autonomía, 
como de especial importancia, acortando la distancia existente entre la legislación y los 
ciudadanos y dotando al legislador de nuevas herramientas que le permitan conocer las 
necesidades del ciudadano, haciendo a la democracia andaluza más directa y 
representativa”. 
Entre las medidas propuestas para el señalado fomento de la participación se encontraba 
                                                 
1656
 Se puede consultar dicha ILP en el BOPA nº 739, de 9 de septiembre de 2011, pp. 16 y ss. 
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la reducción de las firmas necesarias para avalar una ILP (su artículo décimo establece 
las firmas en 41.000), también se quisieron eliminar algunas causas de inadmisión
1657
 y 
permitir firmar una ILP a ciudadanos de dieciséis y diecisiete años o ciudadanos de 
Estados Miembros de la UE, dando voz, según la exposición de motivos “a ciudadanos 
que no la tienen en las urnas”, entre otras medidas. Destaca, asimismo, la voluntad de 
regular mediante esta proposición la “iniciativa legislativa de las asociaciones” (capítulo 
IV) que pretendía permitir a entidades legalmente constituidas la presentación de 
proposiciones de ley ante la Asamblea andaluza, situación que podría haberse entendido 
incompatible con los sujetos con capacidad de iniciativa legislativa legitimados por el 
Estatuto Andaluz.  Tras haber transcurrido el plazo legal para la recogida de firmas sin 
que sus proponentes acreditaran el mínimo legal, la proposición caducó, por lo que 
tampoco incidiremos más en su contenido. 
El resto de las iniciativas presentada en esta Octava Legislatura resultaron inadmitidas 
por la Mesa
1658
. En este sentido, debemos recordar que el Parlamento Andaluz cuando 
publica en su Boletín Oficial la inadmisión de una iniciativa legislativa popular no hace 
públicos los motivos que justifican la adopción de dicha resolución, ni en muchos casos 
(veremos excepciones) la concreta causa que, según la ley reguladora, inadmite la 
proposición. Es el caso de varias inadmisiones publicadas en el BOPA
1659
.  
Por lo anterior, resulta imposible valorar la actuación de la Mesa en su labor de 
calificación de las iniciativas -tónica habitual en las asambleas legislativas autonómicas- 
situación que va en detrimento de la transparencia y el control político y público sobre el 
                                                 
1657
 De hecho, en el artículo segundo de la norma propuesta sólo se recogen como exclusiones materiales 
aquellas ILP que versen sobre asuntos que no sean competencia de la Comunidad y las de naturaleza 
tributaria. Aunque en el apartado segundo de su artículo primero se deja claro que “No se admitirán 
iniciativas que defiendan intereses individuales o corporativos que sean ajenos al interés general o que 
tengan un contenido imposible, inconstitucional, ilegal o constitutivo de delito”. El resto de las causas de 
inadmisión por cuestiones de economía procesal o falta de forma se recogen en el artículo quinto de la 
norma propuesta. 
1658
 Fueron la ILP de declaración de las procesiones de Semana Santa como Bien de Interés Cultural (BIC) 
de Andalucía, la ILP relativa a las hipotecas sobre bienes inmuebles, la ILP de consultas populares de 
Andalucía y la ILP de apoyo a las personas y familias amenazadas de ejecución hipotecaria de su vivienda 
habitual 
1659
 Buen ejemplo de ello es la publicación de la no admisión de la ILP de consultas populares de 
Andalucía. Según el BOPA nº 739, de 9 de septiembre de 2011, p. 21, la Presidencia del Parlamento de 
Andalucía ordenó publicar el acuerdo de la Mesa por el que no admitía a trámite la citada proposición “al 
carecer de los requisitos establecidos en la Ley 5/1988, de 17 de octubre, de Iniciativa Legislativa Popular 
y de los Ayuntamientos”. Tampoco se concreta la causa de inadmisión en la ILP sobre bienes inmuebles 
(2011) según la publicación de su inadmisión en el BOPA nº 650 de 1 de abril de 2011 p. 31 ni tampoco en 
la ILP de consultas populares de Andalucía cuya inadmisión se publicó en el BOPA nº 739 de 9 de 
septiembre de 2011, p. 21 
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órgano; impidiendo también que los ciudadanos conozcan el motivo por el cual una 
iniciativa surgida en su seno no se someterá a la recogida de firmas para valorar el apoyo 
ciudadano y, por tanto, tener opciones de acceder al Parlamento. Se entiende que la 
afectación de una causa de inadmisión hacia la iniciativa propuesta sólo es comunicada a 
los promotores, pero no se hace pública al no tener este carácter las actas del órgano 
rector de la Asamblea. 
No obstante, encontramos alguna excepción donde sí aparece recogido el precepto de la 
ley que la proposición ciudadana vulnera (aunque sin mayor explicación por parte de la 
Mesa) y que, por tanto, motiva su no admisión. Es el caso de la Iniciativa Legislativa 
Popular de declaración de las procesiones de Semana Santa como Bien de Interés 
Cultural (BIC) de Andalucía. Según el BOPA
1660
, la Mesa del Parlamento de Andalucía, 
en sesión celebrada el día 10 de noviembre de 2010, a tenor de lo dispuesto en el artículo 
1.1 de la Ley 5/1988, acordó no admitir a trámite la citada iniciativa. El precepto 
señalado indica como condición sine qua non que los ciudadanos que presentan la 
proposición gocen de la condición política de andaluces.  
Otro caso similar constituye la ILP de apoyo a las personas y familias amenazadas de 
ejecución hipotecaria de su vivienda habitual (presentada en octubre de 2011) que, como 
en el caso anterior, resulta inadmitida por la ausencia de condición política de andaluces 
de los promotores del texto (requisito señalado por el art. 1.1 de la entonces ley 
reguladora de la ILP en la Comunidad). En este caso, el BOPA
1661
 sí hace público el 
citado defecto contenido en la presentación de la ILP. 
En la siguiente legislatura, la novena, encontramos dos iniciativas que caducaron sin 
acreditar los signatarios exigidos
1662
, y otra proposición ciudadana cuyo objetivo era 
modificar la Ley Electoral Andaluza. En un primer lugar, esta ILP fue inadmitida a 
trámite (la presentada en junio de 2013) pero, sin embargo, al volver a ser presentada y 
una vez admitida, la misma consiguió reunir el mínimo de firmas y acceder al debate de 
                                                 
1660
 BOPA nº 605 – de 25 de enero de 2011, p. 3 
1661
 BOPA nº 817 de 9 de enero de 2012, p. 4 
1662
 Caducaron en esta legislatura la ILP relativa a modificación del artículo 9 de la Ley 7/2002, de 17 de 
diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía (presentada en julio de 2012) y la ILP de modificación 





. Esta iniciativa, presentada por el partido político UPyD, 
llegaba avalada por más de 45.000 signatarios (siendo necesarios 40.000). La propuesta 
pretendía, entre otras medidas relacionadas con la denominada regeneración democrática, 
la apertura de las listas electorales de los partidos políticos para la participación de los 
ciudadanos en su elección, ampliar el régimen de incompatibilidades de parlamentario 
andaluces, reducir gastos electorales o regular la distribución de espacios electorales en 
medios de comunicación. 
Esta ILP fue la primera que pudo ser defendida en el hemiciclo por un representante de la 
Comisión Promotora
1664
 al ser habilitada esta posibilidad por la reforma de la norma 
reguladora de la figura que estudiamos operada por la Ley 8/2011, de 5 de diciembre (al 
hecho de que el ciudadano pudiera defender la ILP en la toma en consideración se le 
denominó ‘escaño 110’).  En dicho Pleno de toma en consideración
1665
, de 25 de junio de 
2014, la ILP no contó con una mayoría suficiente para continuar con la tramitación
1666
. A 
pesar del resultado, la propuesta gozó de cierta repercusión mediática
1667
. 
Concluido el análisis de esta propuesta, también es interesante detenerse en la última de 
las ILP presentadas hasta el momento; la ‘iniciativa legislativa popular para regular un 
sistema de renta básica para la inclusión en Andalucía’, registrada en noviembre de 2014. 
Entre los proponentes de esta ILP se encontraban multitud de organizaciones sindicales y 
sociales como CCOO-A, UGT-A, Facua-A, UCA-UCE, Cepes-A, CAVA, Caongd, 
EAPN Andalucía, Primavera Andaluza, Progresistas de Andalucía, Forum Política 
Feminista y Attac. Pese a que la propuesta fue admitida y reunió el mínimo de avales, el 
Ejecutivo (ya en la X Legislatura) mostró su criterio desfavorable a su tramitación y su 
disconformidad por implicar un aumento de los créditos presupuestarios
1668
; lo cual, por 
                                                 
1663
 Europa Press se hacía eco de la noticia: “El Parlamento admite a trámite la iniciativa legislativa popular 




 En este caso la proposición fue defendida por el Coordinador y Portavoz de UPyD en la Comunidad, 
Martín de la Herrán. 
1665
 Diario de Sesiones del Parlamento de Andalucía nº 84, 25 de junio de 2014, pp. 10 y ss. 
1666
 La ILP obtuvo 12 votos a favor (pertenecientes a Izquierda Unida) y 92 en contra (pertenecientes a 
Partido Socialista y Partido Popular). Debemos tener en cuenta que UPyD no contaba con ningún 
representante en la Cámara. 
1667
 “El Parlamento andaluz rechaza tramitar la iniciativa de UPyD sobre la reforma de la Ley Electoral” en: 
https://www.eldiario.es/andalucia/Parlamento-PP-A-PSOE-A-UPyD-Electoral_0_274723405.html 
1668
 En su justificación, el Gobierno Andaluz aludía a un grupo de trabajo ya creado para abordar la 
compleja implementación de una Renta Mínima, al mismo tiempo que reconocía la necesidad de otro tipo 
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sí mismo, constituye impedimento suficiente para que la proposición siga su curso, como 
ya hemos analizado.   
Sin embargo, la Junta de Andalucía aprobó en diciembre de 2017 un Decreto ley que 
establecía en Andalucía la Renta Mínima de Inserción Social y, según el Ejecutivo, 
elaborado con la colaboración de la Comisión Promotora de la Iniciativa Legislativa 
Popular relativa a la Renta Mínima
1669
. A pesar de la norma aprobada, la Plataforma por 
la Renta Básica afirmaba que las medidas adoptadas no servirían para atajar la pobreza, 
por lo que nos encontramos ante un nuevo caso de desacuerdo entre la norma aprobada 
por el gobierno y la propuesta planteada inicialmente por los proponentes, aunque en este 
caso la ley definitiva no encuentre formalmente su origen en la ILP. 
Por último, debemos indicar que, en la presente Legislatura, la décima, no se ha 
presentado hasta el momento ninguna iniciativa legislativa popular, habiéndose 
registrado ocho iniciativas procedentes de entidades locales. En este sentido, y aunque no 
guarde una relación directa con el presente trabajo, debemos señalar que la Comunidad 
Autónoma andaluza destaca por la cantidad de iniciativas presentadas por los 
Ayuntamientos ante su Parlamento. En concreto y según los datos ofrecidos en su página 
web, se presentaron 8 en lo que va de X Legislatura, 3 en la IX Legislatura, 2 en la VIII, 
1 en la VII, 2 en la IV y 12 en la II. Este comportamiento tiene todo el sentido en una 
Comunidad de gran extensión geográfica, con un gran número de municipios, muchos de 
ellos de elevada población
1670
. En algunos casos, se trata de una misma reivindicación 
presentada por varios Ayuntamientos de forma conjunta o de manera separada, como 
ocurrió en la Segunda Legislatura con la iniciativa relativa a la habilitación de un Fondo 
Andaluz de Cooperación Municipal. 
Cataluña 
Cataluña es una Comunidad sumamente atractiva para el presente estudio no sólo por el 
                                                                                                                                                 
de legislación por parte del Estado y su disconformidad con la ILP planteada por incurrir en modificación 
de los ingresos y gastos presupuestarios (BOPA nº 46 de 29 de julio de 2015 pp. 14 y ss.) 
1669






 La Comunidad cuenta con 29 municipios de más de 50.000 habitantes, siendo la autonomía de mayor 
población de España y la segunda en extensión. 
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peso político y poblacional que ocupa dentro del conjunto de España, sino por ser la 
segunda autonomía que más iniciativas legislativas populares ha recibido en su 
Parlamento. En este éxito influye, probablemente, junto a su cultura política, el elevado 
interés de los ciudadanos por los asuntos de competencia autonómica, una mayor 
actividad del tejido social y asociativo de la Comunidad, y una regulación más garantista 
hacia la participación, como hemos descrito en el apartado correspondiente.  
Todos estos ingredientes favorecen una ciudadanía más concienciada sobre la 
importancia de la participación política en una Comunidad, no se puede olvidar, con un 
conocido perfil nacionalista. Una característica que aflora muchas veces desde las 
propias instituciones, quienes utilizan también la exaltación democrática y de la 
participación y movilización ciudadana para demostrar el apego de gran parte de la 
ciudadanía hacia los asuntos políticos autóctonos.  
No procede ahora detenerse en la regulación legal que Cataluña hace de la iniciativa 
popular por haber sido ya estudiada, pero debemos destacar que la mayoría de las 
proposiciones presentadas por los ciudadanos han tenido lugar tras la aprobación de la 
Ley 1/2006 que supuso un antes y un después para la institución que estudiamos; no sólo 
en Cataluña, sino probablemente como referencia de otras normas sobre la figura que han 
sido recientemente impulsadas en las CC.AA. De las 33 iniciativas populares presentadas 
en Cataluña, 27 lo hicieron tras la aprobación de dicha norma, observándose un particular 
repunte desde 2011. No debemos olvidar también que el contexto político y la actividad 
de asociaciones y colectivos juegan un papel clave en la asiduidad con que se presentan 
iniciativas, no achacándose sólo estos datos a la aprobación de la norma citada. 
La comunidad también aventaja en el número de ILP que terminaron aprobadas como 
ley, un total de siete como después veremos, lo que reconoce una incidencia mayor de la 
institución con respecto a otras asambleas. Al haber sido eliminado el trámite de toma en 
consideración por la Ley 1/2006, toda ILP que es admitida y reúne el mínimo de firmas 
accede a los trabajos parlamentarios habituales para el común de proposiciones de ley, lo 
que puede favorecer que las iniciativas puedan ser discutidas por los grupos 
parlamentarios, transaccionadas en mayor o menor medida y finalmente aprobadas con el 
fin de evitar la confrontación con los electores que avalaron la propuesta. 
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Se ha observado en Cataluña, aproximadamente desde 2006, mayor predisposición hacia 
la aprobación de iniciativas que cumplieron sus requisitos. Podemos esgrimir varias 
razones que, sin ser absolutamente determinantes, pueden ayudar a este dato tan 
optimista: la eliminación del trámite de toma en consideración por parte de la Ley 
1/2006, la reducción de requisitos, que convierte a la figura en un mecanismo más 
sencillo, la identificación política de las mayorías parlamentarias con muchas de las 
propuestas presentadas o, sencillamente, la sensibilidad de dichas mayorías hacia la 
legitimidad de las iniciativas planteadas, dentro de una configuración parlamentaria 
peculiar, en la que el hecho nacionalista divide a los grupos parlamentarios en dos 
bloques: el nacionalista y el bloque constitucionalista. 
Las ILP que acabaron convertidas en ley (con modificaciones, eso sí, con respecto al 
texto inicial) fueron: la Proposición de ley reguladora de la incineración de residuos
1671
, 
presentada en marzo de 1998; la Proposición de ley de apoyo a las selecciones 
catalanas
1672
, de noviembre de 1998; la Proposición de ley sobre la educación de los 
niños de cero a tres años
1673
, de marzo de 2002; la Proposición de ley de modificación 
del artículo 6 del texto refundido de la Ley de protección de los animales
1674
, aprobado 
por el Decreto Legislativo 2/2008, de noviembre de 2008; la Proposición de ley de renta 
garantizada de ciudadanía establecida por el artículo 24.3 del Estatuto de Autonomía de 
Cataluña
1675
, de enero de 2013; la Proposición de ley de medidas urgentes para hacer 
frente a la emergencia habitacional y a la pobreza energética
1676
, de julio de 2014; y la 
Proposición de ley de las asociaciones de personas consumidoras de cannabis
1677
, 
presentada en marzo de 2015. 
Una particularidad catalana, que también deriva de la eliminación de la toma en 
consideración por la ley de 2006 anteriormente citada, es que en aquellas iniciativas 
                                                 
1671
 Ley 11/2000 de 3 de noviembre, reguladora de la incineración de Residuos. 
1672
 Ley 9/1999, de 30 de julio, de apoyo a las selecciones Deportivas 
1673
 Llei 5/2004, de 9 de julio, de creació de llars d'infants de qualitat (BOPC núm. 78, de 5 de julio de 
2004, pp. 5 y ss.) 
1674
 Llei 28/2010, del 3 d’agost, de modificació de l’article 6 del text refós de la Llei de protecció dels 
animals, aprovat pel Decret legislatiu 2/2008 (BOPC núm. 785, de 30 de julio de 2010, pp. 77 y ss.) 
1675
 Ley 14/2017, de 20 de julio, de Renta Garantizada de Ciudadanía  (BOPC núm. 470, 18 de julio de 
2017 pp. 13 y ss.) 
1676
 Ley 24/2015, de 29 de julio, de medidas urgentes para hacer frente a la emergencia habitacional y a la 
pobreza energética (BOPC núm. 661 de 28 de julio de 2015, pp. 18 y ss.) 
1677
 Ley 13/2017, de 13 de julio, de las asociaciones de consumidores de cannabis (BOPC núm. 458, de 5 
de julio de 2017, pp. 22 y ss.) 
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populares que la mayoría del Parlament no desea tramitar, normalmente la cámara se ve 
‘obligada’ a aprobar una enmienda a la totalidad, presentada por alguno de los grupos 
políticos, al no poder impedir dicha tramitación desde su inicio a través del pleno de 
toma en consideración. Es la situación en que acabaron las cuatro ILP que el Parlament 




Como ya indicamos en el momento en que analizamos este trámite, este comportamiento 
observado en el Parlament nos hace dudar sobre la verdadera utilidad para la 
participación de la supresión de la toma en consideración. Parece que, lejos de suponer 
un avance e incentivo para que las iniciativas populares sean debatidas y cuenten con 
mayores opciones de ser aprobadas (a pesar de posibles enmiendas), vemos como la 
situación obliga a los grupos parlamentarios discordantes con su contenido a presentar 
enmiendas a la totalidad que, en muchos casos, prosperan por la falta de apoyo 
parlamentario de la propuesta. Además, y aunque no se pueda afirmar una íntima 
relación, también hemos observado, como veremos, la utilización por parte del Ejecutivo 
catalán del denominado ‘veto presupuestario’ hacia aquellas proposiciones incómodas 
que conllevaban aumento de los gastos o disminución de los ingresos, por lo que parece 
que tanto el Parlament como el gobierno siguen contando con sustanciosas herramientas 
para el control de este tipo de proposiciones. 
Tal y como figura en el anexo, el resto de las ILP presentadas fueron o bien inadmitidas a 
trámite (seis de ellas), retiradas por sus proponentes (2), decayeron tras el criterio 
contrario del Ejecutivo (5), caducaron sin reunir el mínimo de firmas (3) o se encuentran 
actualmente en tramitación (6). No nos parecen excesivas las iniciativas inadmitidas, por 
lo que se puede intuir un uso razonable de la Mesa en su aplicación del juicio de 
admisibilidad. De hecho, la Mesa admitió algunas ILP que en otras Comunidades 
probablemente hubieran incurrido en alguna causa de inadmisibilidad. La eliminación en 
Cataluña de algunas de estas causas permitió, por ejemplo, que se admitiera la 
Proposición de ley electoral de Cataluña o la Proposición de ley de renta garantizada de 
ciudadanía. 
                                                 
1678
 El Parlament rechazó la Proposición de ley de enseñanza en la lengua materna y de bilingüismo 
escolar, presentada en abril de 2006; la Proposición de ley de enseñanza en la lengua materna y el 
bilingüismo escolar, de diciembre de 2007; la Proposición de ley para la prohibición del cultivo de 
productos agrícolas modificados genéticamente, de febrero de 2008; y la Proposición de ley del sistema 
educativo de Cataluña, presentada en julio de 2014. 
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Sin embargo, entre 2011 y 2012, el Ejecutivo empleó hasta en cinco ocasiones su 
potestad para impedir la tramitación de algunas proposiciones por afectar a los ingresos o 
gastos de la Comunidad
1679
. Asimismo, debemos criticar la enorme paralización y retraso 
producido en la tramitación de algunas iniciativas que aún se encuentran en tramitación. 
Es el caso de la Proposición de ley electoral de Cataluña, presentada en febrero de 2009, 
afectada por sucesivas prórrogas en la presentación de enmiendas y solicitudes de 
comparecencias que obligaron a pasar la proposición de legislatura en legislatura sin 
culminar su aprobación o rechazo. Un caso similar es el experimentado por la 
Proposición de ley de medidas urgentes para la vivienda, presentada en marzo de 2007. 
La Proposición de ley de modificación del texto refundido de la Ley de finanzas públicas 
de Cataluña, presentada en marzo de 2013, fue objeto de un cambio en la Comisión 
competente de su tramitación y también de varias solicitudes de comparecencia. A casi 
todas las proposiciones que adolecieron de demoras les afectó el no agotamiento de 
varias legislaturas debido a la convocaría prematura de elecciones autonómicas en 2010, 
2012 y 2015. 
Con todos los datos señalados, el balance en Cataluña es comparativamente positivo si 
tenemos en cuenta el elevado número de proposiciones ciudadanas que se presentan ante 
el Parlament y que son admitidas por la Mesa pero, sobre todo, el buen número de 
normas que fueron aprobadas, aunque con cambios, teniendo origen en dichas iniciativas 
populares. Aun pareciendo reiterativos, nos reafirmamos en los condicionantes que 
favorecen la utilización y la eficacia de la figura; los de tipo más jurídico, como una 
regulación garantista que facilite el empleo del mecanismo; como los de tipo más político 
o cultural, como la identificación de los electores con los asuntos de su propia 
Comunidad (con cierta vinculación hacia el componente histórico o nacionalista de cada 
territorio). También el elemento demográfico, si atendemos cuantitativamente a la 
población catalana, favorece la participación política de sus electores. 
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 Fue el caso de la Proposición de ley de prestaciones mínimas sanitarias; la Proposición de ley del Plan 
integral de fomento del empleo y de lucha contra el paro, la Proposición de ley de simplificación 
burocrática en la tramitación de autorizaciones de trabajo de los extranjeros cuya relación laboral se 
desarrolla en Cataluña, la Proposición de ley para la igualdad de oportunidades en el sistema educativo 
catalán, y la Proposición de ley de dotación de los agentes de la Policía de la Generalitat - Mossos y de los 
agentes de los cuerpos de policías locales de chalecos interiores individuales de protección balística y 




Comunidad de Madrid 
Pese al peso poblacional de la Comunidad de Madrid, no nos encontramos ante una 
autonomía que destaque por la cantidad de iniciativas populares presentadas, ni por una 
especial movilización, por tanto, de sus colectivos ciudadanos. Del total de trece 
iniciativas populares presentadas desde la entrada en vigor de su ley de ILP, cuatro fueron 
inadmitidas a trámite
1680
, una caducó sin reunir a tiempo las firmas mínimas
1681
, dos 
fueron paralizadas por el ejecutivo al implicar una variación de los ingresos o gastos 
presupuestarios
1682
, y finalmente dos se convirtieron en ley con modificaciones. El resto 
de las iniciativas seguirían en la actualidad en tramitación. En concreto, una de ellas ya 
ha sido tomada en consideración tras reunir todos los requisitos; se trata de la ILP para la 
promoción de una Ley urgente de vivienda en la Comunidad de Madrid, presentada por 
una asociación de abogadas y por la Federación de Asociaciones Vecinales de Madrid. 
Otras tres proposiciones aparecen como pendientes según los propios datos que la 
Asamblea mantiene como públicos en su página web
1683
. 
Entre las dos leyes aprobadas se encuentran la ILP por la que se regula una red de apoyo 
a la mujer embarazada, aprobada en otras CC.AA. como hemos visto, y la ILP de 
modificación del artículo 17 de la Ley 1/1990, de 1 de febrero, de Protección de los 
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 La Mesa denegó la admisión de la Proposición de Ley de Integración de la Red Hospitalaria Pública de 
la Comunidad de Madrid (presentada en septiembre de 2001) y de la Proposición de Ley de la Asociación 
para el bienestar y protección de los animales "El Refugio", de modificación del artículo 4.2 de la Ley 
1/1990, de 1 de febrero, de protección de los animales domésticos (presentada en enero de 2010, aunque 
posteriormente, como hemos comentado, la Asamblea aprobaría otra ILP similar presentada en abril de 
2014). La Asamblea de Madrid no hace públicos las causas que inadmiten cada proposición, por lo que, 
como es habitual, no hemos podido analizar los motivos que impiden la admisión de dichas iniciativas. 
1681
 Se trata de la Proposición de Ley de la Federación de Asociaciones Protectoras y de Defensa Animal de 
la Comunidad de Madrid (FAPAM) para la puesta en marcha de una nueva Ley de Protección Animal 
sustituyendo la actual Ley 1/1990, de 1 de febrero, de Protección de los Animales Domésticos de la 
Comunidad de Madrid para eliminar el sacrificio de animales abandonados y establecer el sacrificio cero, 
limitar y controlar la cría y establecer la esterilización como medida para evitar la superpoblación 
(presentada en abril de 2014) 
1682
 Nos referimos a la Proposición de Ley sobre la Convivencia Escolar en la Comunidad de Madrid 
(presentada en marzo de 2007), y la Proposición de Ley de la Asociación para el bienestar y protección de 
los animales "El Refugio", de modificación del artículo 4.2 de la Ley 1/1990, de 1 de febrero, de protección 
de los animales domésticos en la Comunidad de Madrid (presentada en febrero de 2010, distinta a la 
inadmitida que fue presentada en enero del mismo año y distinta a la aprobada como ley que fue presentada 
en abril de 2014). 
1683
 La Proposición de Ley de la Comisión Promotora sobre Bancos y Cajas de Ahorros en España en lo 
relacionado con las hipotecas de bienes inmuebles (de marzo de 2011), la Proposición de Ley para la 
aprobación de una nueva Ley de Protección Animal sustituyendo la actual Ley 1/1990 (abril de 2013, y 
sustituida por la presentada en abril de 2014), y la Proposición de Ley de la Fundación Giner de los Ríos 
para la utilización de los comedores escolares en la alimentación infantil durante los días no lectivos y otras 
actuaciones para la erradicación de la malnutrición infantil en la Comunidad de Madrid (presentada en 
junio de 2015). 
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Animales Domésticos en la Comunidad de Madrid, modificada por la Ley 1/2000. Esta 
norma fue impulsada por las asociaciones animalistas “El Refugio” y “Sacrificio Zero”, 
que reunieron 61.000 firmas de electores madrileños, y contó con la aprobación por 
unanimidad de la Asamblea madrileña el 14 de julio de 2016. La iniciativa consiguió 
establecer sanciones contra el maltrato hacia los animales, su abandono, o su utilización 
para fines no permitidos como la exhibición; así como el fomento de la adopción en los 
establecimientos de venta al público.  
Esta ILP consiguió ser adoptada como ley tras varios años de trabajo de sus promotores, 
que vieron como en 2010 la misma iniciativa resultó inadmitida por la Mesa y, meses 
después, tras presentarla de nuevo, fue denegada su tramitación por el Ejecutivo por 
implicar variación de ingresos o gastos presupuestarios. Tras los cambios oportunos en el 
texto y varias reuniones con los Grupos Parlamentarios, el compromiso electoral de 
protección de los animales adquirido por el partido en el gobierno permitió que esta 
proposición de ley fuera aprobada por la Asamblea por unanimidad. Pese a que algunos 
pormenores de la norma continúen aún sin desarrollarse a juicio de los promotores, las 
asociaciones proponentes se congratularon de su logro. 
Aunque la Comunidad de Madrid no destaque cuantitativamente en iniciativas 
presentadas ni en la eficacia que las mismas despliegan, debemos indicar que la gran 
mayoría de las iniciativas han sido presentadas recientemente, más en concreto en las 
Legislaturas VIII a X. Este dato vuelve a demostrar el repunte en el interés de los 
ciudadanos por la institución y nos permite ser optimistas de cara al peso que la 
institución puede desempeñar en el debate político de ahora en adelante en la citada 
autonomía. 
Comunidad Valenciana 
Según sus propios datos, se registraron en las Cortes Valencianas un total de doce 
iniciativas legislativas populares entre enero de 2001 y marzo de 2018. Sorprende la 
recepción tardía de la primera proposición de ley que utilizó este mecanismo, en enero de 
2001, frente a otras asambleas que ya contaron con propuestas ciudadanas en la década 
de los 90. Del total de doce iniciativas presentadas, dos resultaron aprobadas como ley, 
aunque con importantes modificaciones como veremos. De las restantes, y tal y como 
figura en el anexo, dos iniciativas fueron convertidas en enmiendas a otros textos en 
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tramitación, otras dos fueron rechazadas en toma en consideración, cuatro resultaron 
inadmitidas a trámite, y dos caducaron sin reunir el mínimo de firmas en el plazo 
concedido. En lo referente a los asuntos tratados por las proposiciones de origen popular, 
se observa una heterogeneidad considerable, destacando sobre el resto las materias de 
índole regionalista o localista. Contemplamos, asimismo, como se repiten una vez más 
las iniciativas registradas de manera reiterativa en otras CC.AA
1684
. 
Conforme al análisis del empleo del mecanismo en esta Comunidad, aunque 
cuantitativamente no destaque la figura, sí conviene destacar el elevado número de 
proposiciones que lograron ser admitidas y reunir las firmas necesarias; cuatro de las 
doce, siendo dos de las mismas finalmente aprobadas como norma, con modificaciones. 
A continuación, incidiremos en los detalles que consideramos más importantes de la 
utilización que los ciudadanos dispensaron al mecanismo que nos ocupa, a raíz de los 
datos facilitados por las propias Cortes. 
Puede resultar interesante el análisis de la ILP de la Academia del idioma Valenciano y 
modificación de la ley de la Academia Valenciana de la Lengua
1685
, presentada el 20 de 
febrero de 2001. A causa de la inadmisión de esta iniciativa, es útil para el presente 
estudio conocer con mayor detalle la aplicación de criterios de inadmisión regulados en 
las normas. En este caso y según acuerdo de la Mesa de las Cortes Valencianas
1686
, la 
Mesa aprecia que la iniciativa legislativa popular promovida incurre en el supuesto 
establecido en el artículo tercero, apartado primero de la ley reguladora de la institución 
en la Comunidad, que establece textualmente como materias excluidas de la iniciativa 
legislativa popular, en su apartado primero “Aquéllas que hagan referencia al Título I del 
Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana y a la organización territorial de la 
misma
1687
” entendiéndose el valenciano (contenido de la ILP) como parte esencial 
                                                 
1684
 Como fueron la ILP sobre creación de una red de apoyo a la mujer embarazada presentada por 
REDMADRE, y la ILP sobre desahucios y dación en pago presentada por Los Verdes Ecopacifistas. 
1685
 Esta institución es la encargada de regular normativamente la lengua valenciana 
1686
 Publicado en el Boletín Oficial de las Cortes Valencianas nº 92 de 2 de abril de 2001 
1687
 En el contenido el Título I del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana, está incluido el 
artículo 7 donde se establece que: “1: Los dos idiomas oficiales de la Comunidad Autónoma son el 
valenciano y el castellano. Todos tienen derecho a conocerlos y usarlos. 2. La Generalitat Valenciana 
garantizará el uso normal y oficial de las dos lenguas y adoptará las medidas necesarias para asegurar su 
conocimiento. 3. Nadie podrá ser discriminado por razón de su lengua. 4. Se otorgará especial protección y 
respeto a la recuperación del valenciano. 5. La ley establecerá los criterios de aplicación de la lengua 
propia en la Administración y en la enseñanza. 6. Mediante ley se delimitarán los territorios en los que 
predomine el uso de una y otra lengua, así como los que puedan exceptuarse de la enseñanza y del uso de 
la lengua propia de la Comunidad” 
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regulada en dicho Título.  
La Mesa de las Cortes Valencianas consideró que el texto de la iniciativa legislativa 
popular hace “referencia” a lo establecido en el actual artículo 6 EACV, integrado dentro 
del Título I de este, no procediendo, de acuerdo con el artículo 3 y 7. 2 a) de la Ley 
5/1993, su admisión a trámite. Por todo ello, la Mesa de las Cortes Valencianas acordó 
denegar la admisión de la iniciativa
1688
. Esta misma proposición volvió a ser presentada 
en abril de 2005 y volvió a ser inadmitida a trámite por exacto motivo; referirse la 
proposición de ley a una materia, como es la lengua valenciana, que afecta al Título I del 
Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana y, por tanto, tratare de una materia 
excluida para la ILP
1689
. Con esta exclusión material, se entiende que el legislador 
valenciano intenta proteger los elementos básicos del sistema institucional y político, 
junto a las señas de identidad de la Comunidad, como lo es su lengua. Es muy probable 
que, en un receloso intento de salvaguardar tales baluartes, lo que en realidad esté 
haciendo es apartar estos temas de la opinión e impulso legislativo de sus propios 
electores, lo que va en detrimento de la participación. 
En este sentido, se podría entender la inadmisión de iniciativas que pretendan atentar 
contra (o suprimir) dicho diseño institucional básico, no así por la mera regulación o 
modificación. En el caso concreto, la propia ILP inadmitida señala que su objetivo es la 
modificación de la Ley de la Academia Valenciana de la Lengua, no el Estatuto de 
Autonomía y, aunque la propia norma propuesta comportase alguna contradicción con 
dicho cuerpo normativo, el propio legislador durante la tramitación de la proposición 
estaría plenamente legitimado para emprender cambios en su texto. La inadmisión, por 
tanto, de esta iniciativa popular parece una medida demasiado gravosa, aunque el fin 
perseguido sea legítimo (como lo es la protección de la parte más sensible de un 
Estatuto). Este no es un problema exclusivo de la regulación valenciana de la figura, 
como hemos visto, por lo que podríamos aplicar la reciente argumentación a cualquiera 
de las no pocas autonomías que excluyen iniciativas populares que simplemente versen 
sobre el diseño institucional de su Comunidad. 
Del mismo modo y dejando atrás esta proposición, también resultó inadmitida por la 
Mesa la conocida iniciativa legislativa popular sobre dación en pago y paralización de los 
                                                 
1688
 En su reunión celebrada el día 6 de marzo de 2001 
1689





 presentada -al igual que en el resto de las asambleas- ante las Cortes 
Valencianas el 14 de marzo de 2011. Esta proposición, como sabemos, pretendía articular 
el mecanismo de la entrega del inmueble hipotecado como fórmula para saldar la deuda 
ante la entidad bancaria correspondiente, junto a otras medidas sobre vivienda social que 
buscaban la paralización de los desahucios en casos de vulnerabilidad y garantizar el 
derecho a la vivienda. 
Sin embargo, por decisión de la Mesa de las Cortes Valencianas
1691
, esta proposición 
incurría en dos motivos para su denegación en esta primera fase. En primer lugar, 
debemos tener en cuenta que, con carácter previo al trámite de admisión de la iniciativa, 
la comisión promotora debía ratificar ante el letrado mayor la iniciativa presentada, 
dentro de los quince días siguientes a su presentación. Todo ello de conformidad con lo 
previsto en el artículo sexto de la Ley 5/1993, de 27 de diciembre, reguladora de la 
iniciativa popular legislativa de la Comunidad Valenciana. Este acto no fue llevado a 
cabo por los promotores pese a las advertencias de la Mesa de las consecuencias que se 
derivarían de su no ratificación. 
En segundo lugar, la citada proposición a juicio de la Mesa incurría en la causa de 
inadmisión regulada en el artículo 7.2 a de la citada ley reguladora de la ILP en esta 
Comunidad (incurrir en una materia excluida), más concretamente en relación con la 
materia excluida del artículo tercero apartado quinto. Este motivo de inadmisión recoge 
que “quedan excluidas de la iniciativa legislativa popular las siguientes materias: 5. 
Todas aquellas cuya competencia legislativa no corresponda a las Corts Valencianes, o 
supongan una reforma del Estatuto de autonomía”. En este sentido, se podía entender el 
objetivo perseguido por la ILP en disputa con lo establecido en el artículo 1.911 del 
Código Civil
1692
 y el artículo 579 de la Ley de Enjuiciamiento Civil
1693
, haciéndolo 
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 El concreto nombre de esta proposición presentada ante las Cortes Valencianas era: “Proposición de ley 
que establezca el efecto extintivo de la deuda correspondiente al préstamo hipotecario concertado para la 
adquisición de un inmueble, como consecuencia de la dación en pago a la entidad acreedora del inmueble 
adquirido” presentada, al igual que en otras asambleas autonómicas, por D. Alejandro Escribano San 
Martín y otras personas vinculadas a la formación política de Los Verdes Ecopacifistas 
1691
 Boletín Oficial de las Cortes Valencianas nº 309 de 3 de junio de 2011, pp. 41.532 y ss. 
1692
 Dispone el artículo 1.911 del Código civil que «del cumplimiento de las obligaciones responde el 
deudor con todos sus bienes presentes y futuros», precepto que establece (así lo recuerda la Mesa de Les 
Corts) en nuestro ordenamiento el principio de responsabilidad universal con evidente función 
estimuladora del cumplimiento voluntario de las obligaciones y también de garantía del acreedor 
1693
 Por su parte el artículo 579 de la LEC referido a los supuestos de ejecución dineraria en caso de bienes 
hipotecados o pignorados, taxativamente dispone, de acuerdo con el principio de responsabilidad 
patrimonial universal, que «si, subastados los bienes hipotecados o pignorados, su producto fuera 
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constar así la decisión razonada de la Mesa de Les Corts basándose también en el 
significativo auto 4/2011, de 28 enero de 2011, de la sección 3ª de la Audiencia 
Provincial de Navarra. 
Atendiendo a ambos preceptos señalados del Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, en caso de que la entrega del inmueble no cubra todo el importe adeudado, el 
acreedor podrá solicitar el embargo de la cantidad que le falta para cubrir el total del 
referido importe. En virtud de lo anterior, la proposición de ley presentada mediante 
iniciativa legislativa popular no sólo estaría implícitamente contraviniendo lo señalado en 
tales preceptos normativos -al pretender que la dación en pago cancelara lo adeudado- 
sino que su contenido versaba sobre materias cuya competencia no reside en la 
Comunidad Valenciana. Al tratarse el Código Civil y la LEC de normas dictadas por el 
Estado en ejercicio de la competencia exclusiva que al mismo le atribuye el artículo 149. 
1, 6.º y 8.º de la Constitución, la iniciativa legislativa popular estaría incurriendo en una 
materia excluida al versar sobre una competencia ajena a la Comunidad Autónoma, 
situación que obliga a la Mesa a inadmitir la iniciativa
1694
. 
Existe una posible solución, que ya hemos apuntado, para aquellas iniciativas populares 
que tengan como objeto una materia que exceda de la competencia de la Comunidad 
Autónoma. Sería la conversión de la proposición de ley en una proposición no de ley 
para, de esta manera, instar a la administración competente a la regulación o 
modificación normativa de la materia determinada, teniendo en cuenta que los 
ciudadanos muchas veces no tienen por qué conocer el complejo sistema de 
competencias entre los distintos entes territoriales. La propuesta no es ninguna utopía, de 
hecho, Galicia regula este supuesto en el Título IV de su Ley 7/2015, de 7 de agosto, de 
Iniciativa Legislativa Popular y Participación Ciudadana en el Parlamento de Galicia. De 
                                                                                                                                                 
insuficiente para cubrir el crédito, el ejecutante podrá pedir el embargo por la cantidad que falta y la 
ejecución proseguirá con arreglo a las normas ordinarias aplicables a toda ejecución» 
1694
 Debido a la tipología de las materias reguladas por esta proposición, la solución consistiría en 
modificar el texto para basarlo en competencias autonómicas, o bien presentar dicha iniciativa ante el 
Congreso de los Diputados, como de hecho así sucedió el 11 de marzo de 2011 por los mismos promotores. 
En este caso, aunque la ILP fue admitida por el Congreso semanas después, fue retirada por sus promotores 
ante la presentación de otra iniciativa por parte de la Plataforma de Afectados por la Hipoteca (PAH) que, 
como ya hemos indicado, consiguió reunir todos los requisitos necesarios, inclusive millón y medio de 
firmas, y cuya proposición de ley acabó siendo aprobada, aunque con importantes modificaciones que 
generaron la queja de dichos promotores. Ante esta situación, más recientemente, el 19 de julio de 2016 se 
volvió a presentar ante el Congreso otra proposición de ley sobre dación en pago por parte de Los Verdes 




esta manera, se facilita la participación ciudadana, exigiendo menos firmas y requisitos 
que para la auténtica ILP, al mismo tiempo que facilitamos que los ciudadanos puedan 
instar desde Parlamentos Autonómicos -si éstos lo estiman- la regulación de ciertos 
asuntos que competen a otras administraciones. 
En el caso concreto que analizamos, bastaría con convertir la ILP sobre dación en pago 
en una PNL que inste al Gobierno de la Nación o al Congreso de los Diputados a las 
modificaciones legislativas pertinentes para lograr los objetivos que los proponentes y los 
firmantes busquen (en este concreto supuesto, no podríamos hablar de una iniciativa 
legislativa popular como tal, al carecer la proposición no de ley de efectos jurídicos). 
Por otro lado, las dos iniciativas que han acabado convirtiéndose en ley en las Cortes 
Valencianas son la conocida proposición de ley para la creación de una red de apoyo a la 
mujer embarazada, y la proposición de Ley del Servicio Público de Radio Televisión 
Valenciana. La primera de ellas fue presentada en febrero de 2008 y admitida por la Mesa 
en abril del mismo año, procediendo por tanto la Comisión a una recogida de firmas que 
alcanzó los 80.000 signatarios, aproximadamente, pese a ser necesarios entonces tan sólo 
50.000. Por tratarse de una iniciativa popular equivalente a la presentada en otras 
asambleas autonómicas, no entraremos en la explicación del contenido de la misma, que 
ya ha sido explicado para el caso de la ILP presentada ante las Cortes de Castilla y León. 
La toma en consideración de la proposición en Les Corts se produce en el Pleno 
celebrado el 29 de abril de 2009 y resultó aprobada con los votos a favor (50) del Grupo 
Popular y los votos en contra (44) de los Grupos Socialista, Izquierda Unida y 
Compromís y una abstención
1695
. 
Sin embargo, el texto finalmente aprobado corresponde a la enmienda a la totalidad 
presentada por el Grupo Popular y aprobada en Pleno y Comisión como sustitutiva del 
texto propuesto mediante iniciativa legislativa popular. El texto adoptado constituye un 
cuerpo legal más completo, homogéneo y de técnica jurídica más depurada, al mismo 
tiempo que respeta la voluntad inicial de promotores y signatarios, entendemos. Sin 
embargo, es cuanto menos dudoso considerar -de forma estricta- la norma finalmente 
aprobada como una iniciativa legislativa popular presentada por los ciudadanos; si bien 
dicha ILP sirvió como inspiración y comienzo de lo que llegó a ser la “Ley de Protección 
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 Debate y votación de la toma en consideración en D.S. nº 79 de 29 de abril de 2009, pp. 2.655-2666. 
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a la Maternidad”, para ser más exactos, dicha Ley 6/2009, de 30 de junio
1696
, tiene más 
bien su origen en el Grupo Político que ejercía entonces la responsabilidad de gobierno 
en la Comunidad. A pesar de lo anterior, RedMadre y Foro de la Familia, como 
promotores de la iniciativa, no manifestaron queja alguna y consideraron la norma 
resultante como propia, a raíz de las críticas manifestadas cuando las Cortes Valencianas 
aprobaron años después la derogación de dicha ley
1697
. 
La segunda iniciativa aprobada, la Proposición de Ley del Servicio Público de Radio 
Televisión Valenciana, (presentada el 25 de febrero de 2014) pretendía la creación de una 
nueva radio televisión pública en valenciano, tras haberse cerrado un año atrás la 
existente. Según la exposición de motivos de la proposición, los promotores pretendían 
“concienciar” sobre la pérdida que supuso el cierre de la antigua RTVV, al mismo tiempo 
que poner en marcha una radio televisión pública y plural de calidad gestionada como 
servicio público. Tras la consecución de 88.686 firmas -siendo necesarias tan sólo 
50.000- el Pleno tomó en consideración por unanimidad
1698
 la ILP el 19 de diciembre de 
2014. 
La ILP presentada se convirtió en la Ley 5/2015, de 2 de abril, del Servicio Público de 
Radiotelevisión Valenciana
1699
, tras resultar aprobada en Pleno de Les Corts
1700
 celebrado 
el 24 de abril de 2013. Sin embargo, los cambios introducidos y aprobados por la cámara 
motivaron el rechazo de ciertos grupos parlamentarios y las críticas de la Comisión 
Promotora
1701
, que llegó a solicitar públicamente su retirada por considerar que se había 
“vulnerado su espíritu”. En concreto, pese a mostrar su criterio favorable al fondo del 
asunto y aprobar en solitario la iniciativa legislativa popular, las enmiendas introducidas 
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 Publicación de la Ley: BOE 177 de 23-07-2009 - BOCV 162 de 03-07-2009. Debate sobre aprobación 
final de la ley en el Pleno de Les Corts: DSCV 89 de 25-06-2009 
1697
  “REDMADRE ve un error derogar la ley de protección a la maternidad” http://paraula.org/redmadre-
ve-un-error-derogar-la-ley-de-proteccion-a-la-maternidad/  
“Fundación +vida y tres entidades más piden comparecer en las Cortes Valencianas para defender la Ley de 
Protección a la Maternidad”: http://masvida.eu/mas-vida-solicita-comparecer-las-cortes-valencianas-ley-
proteccion-la-maternidad/  
1698
 Debate de toma en consideración: DSCV 154 de 19-12-2014 
1699
 BOCV nº 327 de 01-04-2015 – BOE nº 100 de 27-04-2015 
1700
 DSCV 165 de 24-03-2015 
1701
 La Ley fue aprobada en solitario por los parlamentarios del Grupo Popular (con mayoría absoluta 
entonces) ya que el resto de los grupos parlamentarios abandonaron el Pleno y no participaron de la 
votación en protesta por los cambios introducidos en el texto original. Cuatro miembros de la Comisión 
Promotora presentes en el debate mostraron pancartas donde se leía “Sí a RTV pública i en valenciá” como 
queja ante los cambios que, según ellos, adulteraban el sentido de su propuesta  
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por el Grupo Popular supeditaban la puesta en marcha de la radio televisión valenciana al 
cumplimiento de diversos requisitos previos de índole económica, justificándose en la 




En este sentido, vemos una vez más (aunque a diferencia de la ILP sobre apoyo a la 
mujer embarazada) como los legítimos cambios introducidos en la tramitación de la 
iniciativa popular vuelven a enfrentar a la mayoría de la cámara con la Comisión 
Promotora. La petición de retirada, en este caso, tan sólo surte el efecto de dejar 
constancia del malestar de los promotores con los cambios, ya que la proposición de ley 
tomada en consideración por la asamblea tan sólo podría ser retirada si el pleno de ésta lo 
acepta, como ya se ha señalado en reiteradas ocasiones en este trabajo.  
Recientemente, la iniciativa legislativa popular (presentada en julio de 2017) para la 
modificación del artículo 69 de la Ley 10/2014 de Salud de la Comunitat Valenciana ha 
sido sustituida por una enmienda al proyecto de revisión de dicha Ley. A instancias de la 
Asociación de Hosteleros de Castellón, la ILP pretendía proteger las características 
‘tascas’ castellonenses, de tal forma que mediante un cambio en el artículo 69.7 de la 
norma los ayuntamientos pudieran tener competencia para regular la venta y consumo de 
alcohol en singulares lugares, como pueden ser las tascas. Los hosteleros optaron por 
retirar la ILP ante los contactos mantenidos con los grupos parlamentarios, de tal forma 
que consideraron más efectiva la presentación de una enmienda para cumplir los fines 
deseados. De esta forma, no sólo evitarían los trámites necesarios para sacar adelante la 
iniciativa, sino que pueden aprovechar la tramitación de la reforma de la citada Ley de 
Salud para introducir un cambio en un artículo a través de un instrumento más adecuado 
que una ILP para este fin, como es una enmienda
1703
. 
El cambio pretende excluir a las terrazas y veladores de la prohibición de vender y 
consumir alcohol en la vía pública, protegiendo así estos tradicionales lugares 
                                                 
1702
 De esta forma, los cambios introducidos vinculaban la puesta en marcha del medio de comunicación a 
que no conllevara un incremento de la deuda pública, ni un incumplimiento de los criterios de estabilidad y 
déficit público; que no supusiera una minoración de las partidas para sanidad, educación y bienestar social, 
ni obligara subir los impuestos a los ciudadanos 
Ver más en: https://www.20minutos.es/noticia/2414673/0/pp-aprueba-ilp-para-nueva-rtvv-cuya-apertura-
queda-condicionada-al-deficit-liquidacion-anterior-ente/#xtor=AD-15&xts=467263 
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introduciendo el siguiente párrafo: “Con la finalidad de preservar la actividad turística y 
de restauración se podrá autorizar el consumo de bebidas alcohólicas de menos de 20 
grados, en la vía pública, en las zonas contiguas a los establecimientos con tradición 
gastronómica instalados en espacios tradicionales o emblemáticos de las ciudades, dentro 
del horario, condiciones y delimitación de espacio que se marquen por las distintas 
corporaciones locales”. Esta es la redacción resultante de la enmienda aprobada por 
unanimidad por todos los grupos políticos en la Comisión de Sanidad del 12 de marzo de 
2018, inicialmente, y en Pleno de Les Corts el 5 de abril del mismo año
1704
. 
De igual modo, aunque por causas diferentes, también fue convertida en enmienda la ILP 
de régimen jurídico de las autorizaciones provisionales de edificación o actuaciones 
preexistentes. Tal y como indicaba la Mesa de Les Corts según acuerdo de 23 de julio de 
2014, la citada proposición de ley coincidía en objeto con otro proyecto de ley 
presentado con anterioridad ante la cámara: el Proyecto de ley de ordenación del 
territorio, urbanismo y paisaje de la Comunitat Valenciana (presentado el 15 de abril de 
2014, antes de la presentación de la ILP el 26 de mayo del mismo año).  
Según lo previsto en el artículo 7.2.c de la Ley 5/1993, de 27 de diciembre, reguladora de 
la iniciativa legislativa popular de la Comunitat Valenciana:  
“Son causa de inadmisibilidad de la proposición de ley: c) Que exista previamente en las Corts 
Valencianes un proyecto o proposición de ley que verse sobre la misma materia objeto de la 
iniciativa legislativa popular. 
Si la proposición de iniciativa popular entrara en las Corts Valencianes con anterioridad a la 
finalización del plazo reglamentario de presentación de enmiendas a la iniciativa parlamentaria 
en trámite, se admitirá como enmienda de la ley de que se trate, de acuerdo con lo previsto en los 
artículos 107 y siguientes del Reglamento de las Corts Valencianes.” 
 
En consecuencia, al cumplirse el supuesto señalado en el segundo párrafo y encontrarse 
el proyecto de ley en periodo de presentación de enmiendas, la Mesa entiende que la ILP 
se presenta como enmienda al citado proyecto al considerar que ambos textos comparten 
objeto material. Bajo nuestro punto de vista, la acumulación es positiva por resultar 
menos gravosa que la inadmisión de plano, y al permitir incorporar como enmienda a un 
proyecto existente el interés manifestado por la ILP para que sean las Cortes quienes 
                                                 
1704
 “Aprobada la Ley de Salud que blinda las tascas: el consistorio podrá regular el consumo de alcohol en 






La Comunidad gallega destaca por el importante número de iniciativas legislativas 
populares presentadas, cumpliendo buena parte de las mismas con los requisitos para 
acceder al debate en el Parlamento y mejorando sensiblemente la tónica habitual en otras 
autonomías o en el ámbito estatal. Del total de 34 iniciativas presentadas desde 1993, la 
gran mayoría se aglutinan en las últimas legislaturas; de tal forma que sólo siete de las 
mismas se presentaron con anterioridad a 2002, adquiriendo especial relevancia el 
mecanismo entre los años 2011 a 2017. 
Debemos poner de manifiesto el relevante porcentaje de proposiciones que lograron 
reunir todos los requisitos y, por tanto, acceder al debate de toma en consideración en el 
Pleno del Parlamento Gallego. De las treinta y cuatro presentadas, diecisiete ILP llegaron 
a dicho trámite; resultando rechazadas doce y tramitadas y posteriormente aprobadas 
como ley con modificaciones cinco, lo que supone un fructífero nivel de implantación del 
mecanismo en esta Comunidad, superando cifras de otras asambleas autonómicas. Si 
buscamos una posible razón de la efectividad del mecanismo en esta Comunidad, 
podemos intuir una mayor movilización cívica y asociativa de sus ciudadanos, en una de 
las denominadas nacionalidades históricas.  
La clásica configuración de su Parlamento a través de mayorías absolutas ha podido 
también ser aliciente para que ciudadanos y colectivos utilizaran la figura para la 
demanda de asuntos no tenidos en cuenta por la mayoría gobernante, aunque esta 
significativa mayoría absoluta -anómala hoy en día en el panorama político- no ha sido 
obstáculo para varias de las proposiciones presentadas por los ciudadanos hayan llegado 
a convertirse en ley, lo que demuestra buena predisposición de la cámara en la atención 
de este tipo de propuestas. 
Las iniciativas que fueron aprobadas como ley -aunque algunas con modificaciones de 
calado- fueron: la Proposición de ley por la que se establece y regula una red de apoyo a 
la mujer embarazada
1705
, la Proposición de ley de fomento del sector naval de Galicia
1706
, 
                                                 
1705
 Presentada el 8 de febrero de 2007 obtuvo 20.492 firmas y fue publicada como ley con modificaciones 
(BOPG nº 258 de 23 de junio de 2010) 
1706
 Presentada el 23 de diciembre de 2008 obtuvo 16.623 firmas y fue publicada como ley con 
modificaciones (BOPG nº 258 de 23 de junio de 2010) 
663 
 
la Proposición de ley "Valentín Paz-Andrade" para el aprovechamiento de la lengua 
portuguesa y vínculos con la lusofonía
1707
, la Proposición de ley para garantizar la 
prestación de las especialidades de hemodinámica, radioterapia y medicina nuclear en 
igualdad de condiciones para toda la ciudadanía gallega con independencia de su lugar de 
residencia en Galicia
1708
, y por último la Proposición de ley de medidas para garantizar la 
energía como servicio público y contra la pobreza energética
1709
 
El resto de las iniciativas presentadas, tal y como figura en el anexo, resultaron o bien 
inadmitidas
1710
, o bien caducaron por no presentar el mínimo de firmas
1711
, o se 
encuentran actualmente en tramitación
1712
 (serían 4 de la mismas en marzo de 2018). 
Entre los temas más reivindicados destacan asuntos localistas e iniciativas relacionadas 
con la sanidad, la educación, el medio ambiente, la lengua, o los de índole económica y 
                                                 
1707
 Presentada el 16 de mayo de 2012 obtuvo aproximadamente 17.000 firmas y fue publicada como ley 
con modificaciones (BOPG nº 255 de 17 de marzo de 2014) 
1708
 Presentada el 12 de julio de 2013 obtuvo aproximadamente 42.000 firmas y fue publicada como ley 
con modificaciones (BOPG nº 394 de 19 de diciembre de 2014) 
1709
 Presentada el 19 de mayo de 2015 obtuvo 17.835 firmas y fue aprobada con modificaciones y 




 Nueve ILP fueron inadmitidas por la Mesa del Parlamento Gallego: la Proposición de ley para la 
creación del Grupo Empresarial Lácteo Gallego (presentada en julio de 1994), la Proposición de ley para 
establecer la gratuidad del peaje en el tramo de autopista entre la ponte de Rande-Vigo y viceversa (abril de 
1998), la Proposición de ley para que él sueldo de los cargos electos sea el salario mínimo interprofesional 
(septiembre de 1998), la Proposición de ley para la reforma de la Ley 8/1985, del 13 de agosto, de 
elecciones al Parlamento de Galicia (abril de 2008), la Proposición de ley de iniciativa legislativa popular 
de modificación del artículo 10, línea 1, de la Ley 3/1983, de 15 de junio, de normalización lingüística 
(noviembre de 2009), la Proposición de lei sobre o uso do galego nas administracións de Galicia e no 
ámbito do ensino. (febrero de 2010), la Proposición de ley de iniciativa legislativa popular relativa a la 
regulación de las garantías hipotecarias (marzo de 2011), la Proposición de ley de medidas de prevención 
de la corrupción política (febrero de 2013), y la Proposición de ley por iniciativa legislativa popular para la 
reforma de la Ley 8/1985, del 13 de agosto, de elecciones al Parlamento de Galicia (…) (de octubre de 
2013),  
1711
 Caducaron la Proposición de lei, de iniciativa lexislativa popular, para a mellora da convivencia e o 
desenvolvemento saudable do ocio nocturno galego (enero de 2011) y la Proposición de ley de iniciativa 
legislativa popular para la modificación del artículo 3 de la Ley 8/2012, de 29 de junio, de vivienda de 
Galicia (marzo de 2014) 
1712
 Se encuentran en este momento en tramitación: la Proposición de ley de iniciativa legislativa popular 
para la creación del hospital público y único de Pontevedra mediante la ampliación del Hospital Montecelo 
(presentada en mayo de 2016), la Proposición de ley de iniciativa legislativa popular: ley de 
corresponsabilidad parental y de relaciones familiares en el cese de la convivencia (de octubre de 2016 y 
actualmente en periodo de presentación de enmiendas por parte de los Grupos tras la aprobación de su 
toma en consideración), la Proposición de ley sobre la realización por parte de la Consellería de Cultura, 
Educación y Ordenación Universitaria de las adaptaciones necesarias para incluir la obligatoriedad de la 
materia de Historia de la Filosofía como troncal en la oferta de bachillerato (…) (de abril de 2017), y la 
Proposición de ley de iniciativa legislativa popular para la protección y mejora de los hábitats de bosque 
autóctono, la racionalización de la gestión del monte y la lucha contra los incendios forestales (a la que ha 





La situación de la iniciativa legislativa popular en el País Vasco merece ser analizada al 
haber albergado su Parlamento veintiuna proposiciones de este tipo, de las cuales cinco 
se adoptaron como ley. Dos textos alcanzaron el Pleno y no fueron tomados en 
consideración
1713
 y nueve iniciativas ni siquiera superaron su admisión a trámite, como 
veremos. En comparación con el grueso de autonomías, la Comunidad vasca presenta un 
bagaje más proclive a la participación, sin duda favorecido por la cultura política y el 
peso poblacional de este territorio, donde probablemente el tejido social y asociativo ha 
sido garantes del éxito de la figura en algún caso que se procede a analizar. 
Más en concreto, la utilización del mecanismo en sus inicios conllevó varias 
inadmisiones por parte de la Mesa de la asamblea. Por ejemplo, la ILP sobre derecho de 
autodeterminación (septiembre de 1990) y la ILP de reforma de la Ley de iniciativa 
legislativa popular (octubre de 1995) incurrieron en la materia excluida señalada en el 
art. 2 e de la Ley 8/1986, es decir, versaban sobre la propia iniciativa legislativa popular 
o el procedimiento legislativo, materias vedadas. También trataba sobre un asunto 
excluido la Proposición de ley de la sede de las Instituciones de la Comunidad Autónoma 
del País Vasco, al pretender fijar en Bilbao la sede de la Comunidad, incidiendo en un 
aspecto de su organización territorial apartado de la ILP por el art. 2 ‘e’ de la norma 
citada. 
Otros motivos de inadmisión esgrimidos por la Mesa fueron la inconstitucionalidad y 
contradicción con el Estatuto de Gernika de la ILP sobre suspensión de la vigencia del 
Plan General de Ordenación Urbana de Bilbao
1714
 (mayo de 1997); y el de la Proposición 
                                                 
1713
 No fueron tomadas en consideración por el Pleno la Proposición de ley vasca de residuos (presentada 
en noviembre de 2008 y rechazada por el Pleno de 8 de octubre de 2009) y la Proposición de ley para la 
modificación de la Ley 18/2008, de 23 de diciembre, para la Garantía de Ingresos y para la Inclusión Social 
(diciembre de 2014) que contó con el criterio desfavorable del Ejecutivo vasco a que se tomase en 
consideración. 
1714
 La Mesa del Parlamento Vasco, en su reunión de 24 de junio de 1997, y en relación a la ILP señalada 
declaró su inadmisión a trámite conforme a dos razones: 
1- La iniciativa incurría en inconstitucionalidad manifiesta por cuanto se remite en su contenido 
regulador a preceptos que han sido declarados inconstitucionales y nulos por la STC 61/1997 de 20 de 
marzo. 
2- Igualmente, la Mesa constató la palmaria contradicción entre lo dispuesto en el "artículo dos" y el 
artículo 27.5 del Estatuto de Gernika, 
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de ley sobre una ley universitaria vasca (enero de 2002), al exceder la cuestión que 
pretendía regular de la competencia de desarrollo conferida a la Comunidad Autónoma 
de Euskadi y, por tanto, invadir el ámbito básico que al Estado corresponde en función 
del art. 149.1.30 CE. Otras ILP inadmitidas fueron la Carta sobre modelo de sociedad en 
la Comunidad Autónoma del País Vasco (febrero de 2006) y la ILP relativa a las 
hipotecas concedidas por entidades financieras para la compra de inmuebles. 
Más recientemente, en diciembre de 2015, la ‘Proposición de ley de medidas para un 
complemento de pensiones y la creación de un sistema vasco de pensiones, protección y 
seguridad social’ también fue inadmitida al considerar los servicios jurídicos del 
Parlamento vasco que la Comunidad carece de habilitación competencial para los 
extremos que la proposición pretendía regular, como por ejemplo incrementar la cuantía 
de las pensiones o crear un sistema propio
1715
. En este caso, resulta paradójico que el 
Parlamento de Navarra admitiera una iniciativa legislativa popular similar que logró 
reunir con creces allí el mínimo de firmas, y que fue rechazada por el Pleno en la toma en 
consideración. Esta situación pone de manifiesto el amplio margen de valoración con el 
que en ocasiones cuenta el órgano rector de las asambleas legislativas, cuya arbitrariedad 
le puede permitir admitir en Navarra la misma proposición que se inadmite en Euskadi. 
Siguiendo con el análisis, encontramos siete proposiciones de los ciudadanos que 
acreditaron todos los requisitos y accedieron a la toma en consideración. Dos de ellas 
fueron rechazadas por el pleno en ese trámite
1716
; aunque de mayor interés resultan las 
cinco ILP que fueron adoptadas como norma tras un proceso de debate y amplia 
enmienda, como suele ser habitual en estos casos. Se trata de la Proposición de ley para 
una carta de Derechos Sociales
1717
 (presentada en diciembre de 1996), la Proposición de 
ley para  una carta de justicia y solidaridad con los países empobrecidos
1718
 (junio de 
2005), avalada por más de 45.000 firmas y 100 colectivos, la Proposición de ley de 
relaciones familiares en supuestos de separación o ruptura de los progenitores
1719
 (marzo 
                                                 
1715
 Según informe de los servicios jurídicos del Parlamento vasco solicitado por la Mesa y elaborado el 17 
de diciembre de 2015. 
1716
 La Proposición de ley vasca de residuos (presentada en noviembre de 2008) fue rechazada en el Pleno 
de toma en consideración de 8 octubre 2009. El mismo resultado obtuvo la Proposición de ley para la 
modificación de la Ley 18/2008, de 23 de diciembre, para la Garantía de Ingresos y para la Inclusión Social 
(presentada en diciembre de 2014). 
1717
 Ley 10/2000, de 27 de diciembre, de Carta de Derechos Sociales. 
1718
 Ley 14/2007, de 28 de diciembre 
1719
 Ley 7/2015, de 30 de junio, de relaciones familiares en supuestos de separación o ruptura de los 
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de 2013), la Proposición de ley para la inclusión de determinadas cláusulas sociales en la 
contratación pública
1720
 (octubre de 2013), que fue objeto de críticas políticas 
supuestamente por ‘vaciar de contenido’ la propuesta
1721
. 
La última ILP que consiguió ser aprobada en el Parlamento vasco fue la Proposición de 
ley sobre "fracking"
1722
, no exenta de polémica al resultar anulada en parte por el 
Tribunal Constitucional ante el recurso planteado por el Ejecutivo Central. La norma 
aprobada suavizaba varios preceptos de la ILP propuesta para evitar una eventual 
suspensión del Alto Tribunal, como había sucedido en otras CC.AA. En lugar de plantear 
de manera expresa la prohibición genérica de la extracción de gas mediante la 
fracturación hidráulica, la ley finalmente adoptada elevaba los requisitos para poder 
desarrollar esta técnica. 
A pesar de estos intentos por sortear la suspensión, el Tribunal Constitucional anuló 
varios preceptos de la ley
1723
, considerando su contradicción con la legislación nacional y 
afirmando que los artículos anulados "desbordan" las competencias de Euskadi en 
materia de protección del medio ambiente para establecer "normas adicionales de 
protección". La STC 8/2018, de 25 de enero, no obstante, contó con un voto particular al 
que se sumaron otros dos magistrados. 
En definitiva, el balance de la institución en el País Vasco es favorable, no sólo por 
situarse en la cabeza de las autonomías que más iniciativas populares reciben en su 
asamblea, sino por haber aprobado cinco de las siete ILP que lograron cumplir todos los 
requisitos. Observamos nuevamente como el peso demográfico y el elemento histórico-
                                                                                                                                                 
progenitores. Dicha iniciativa, acompañada de más de 85.000 firmas, venía a traer a sede parlamentaria el 
debate ampliamente extendido en el País Vasco en torno a la custodia compartida y otras consecuencias de 
las rupturas de pareja. 
1720
 Ley 3/2016, de 7 de abril, para la inclusión de determinadas cláusulas sociales en la contratación 
pública. Esta propuesta normativa reclamaba garantizar el mantenimiento del empleo y las condiciones 
laborales en las subcontratas de la Administración pública. 
1721
 EH Bildu acusa a PNV y PSE de querer "vaciar de contenido" la ILP de cláusulas sociales en la obra 
pública: http://www.elmundo.es/pais-vasco/2016/01/20/569f8141e2704ecf1b8b45ff.html  
1722
 Ley 6/2015, de 30 de junio, de medidas adicionales de protección medioambiental para la extracción de 
hidrocarburos no convencionales y la fractura hidráulica o "fracking". 
1723
 El artículo 3 de la ley es declarado inconstitucional y nulo. Lo mismo ocurre con la disposición 
transitoria primera, que establece el régimen transitorio del artículo 3, al que expresamente se remite. El 
Tribunal también declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso del artículo 2 referido a 'los hidratos 
de metano enterrados en el mar'. La sentencia concluye que, si bien la norma vasca impugnada no prohíbe 
el 'fracking' de forma "absoluta e incondicionada", sí contiene mandatos que reducen la normativa básica 
del Estado, lo que las hace "incompatibles entre sí": 
 https://elpais.com/ccaa/2018/01/31/paisvasco/1517416694_253876.html  
667 
 
nacionalista presente en la cultura política del territorio influyen en un empleo más 
generoso de la figura por parte de sus electores. Por último, debemos tener en cuenta, por 
último, que dos proposiciones ciudadanas se encuentran aún en tramitación, tras ser 
admitidas por la Mesa
1724
. Está por valorar, por su reciente aprobación, la incidencia que 
la nueva ley de iniciativa legislativa popular pueda tener en esta Comunidad
1725
, texto 
que introduce notables mejoras ya señaladas en su apartado correspondiente. 
La Rioja 
En lo relativo la Comunidad riojana, debemos apuntar que todas las iniciativas 
presentadas son relativamente recientes, al datar de junio de 2011 la primera que fue 
registrada ante su Parlamento. Del total de cinco ILP presentadas en su historia, dos han 
sido aprobadas como ley (con algún cambio en el texto), una fue inadmitida a trámite y 
dos se encuentran aún en tramitación. Pese a que la Comunidad no destaca en número de 
proposiciones de este tipo que se han presentado, sorprende el porcentaje de aquellas que 
se han convertido en norma. 
En ese sentido, la asamblea riojana adoptó como leyes dos proposiciones ciudadanas: la 
ILP por la que se establece y regula una red de apoyo a la mujer embarazada
1726
, 
presentada en junio de 2011; la ILP para la protección, difusión y promoción de la 
tauromaquia en La Rioja
1727
, registrada en marzo de 2016. Podemos considerar ambas 
proposiciones más bien de ámbito estatal. Por su parte, han superado la toma en 
consideración y se encuentran aún en tramitación otras dos proposiciones: la ILP sobre 
Plan Especial Vitícola, presentada en abril de 2017, y la ILP de protección de los 
animales, presentada en agosto de 2015 y en fase de ponencia. La ILP que no fue 
admitida por la mesa fue la conocida ILP sobre hipotecas de bienes inmuebles, 
presentada por Los Verdes Ecopacifistas de La Rioja. 
 
                                                 
1724
 Se trata de la proposición de ley para la adopción de medidas que contribuyan a una mayor cohesión 
del sistema educativo vasco (presentada en noviembre de 2017) y la proposición de ley por un sistema de 
protección social público y de calidad. Frente a la pobreza y exclusión (presentada en febrero de 2018). 
1725
 Ley 10/2016, de 30 de junio, reguladora de la iniciativa legislativa popular en el País Vasco. 
1726
 Se convertiría, con el mismo nombre, en Ley 1/2012, de 12 de junio (Boletín Oficial del Parlamento de 
La Rioja Serie A / Número 27, de 8 de junio de 2012) 
1727
 Sería la Ley 3/2018, de 16 de febrero, para la Protección, Difusión y Promoción de la Tauromaquia en 




La página web de las Cortes de Aragón incluye sólo aquellas iniciativas legislativas 
populares que fueron admitidas a trámite, por lo que desconocemos aquellas que tan sólo 
fueron presentadas y no hubo lugar a su admisión. De entre las que figuran en su base de 
datos, y tal y como figura en el anexo, encontramos diez ILP, de las cuales seis decayeron 
sin que los promotores reunieran el mínimo de firmas exigido
1728
; otras tres fueron 
rechazas en toma en consideración y por último otra fue objeto de una petición de 
retirada por parte de la Comisión Promotora que fue aceptada por el Pleno. 
Probablemente las que más interés puedan generar son aquellas que lograron reunir los 
requisitos y acceder al debate de toma en consideración. Fue el caso de la Proposición de 
ley para la protección de la alta montaña de Aragón
1729
 (presentada en febrero de 2005), 
la Proposición de ley por la que se crea la red de apoyo a la mujer embarazada
1730
 (pese a 
caducar sin reunir las firmas suficientes una ILP similar presentada con anterioridad, los 
promotores volvieron a presentar dicha ILP en febrero de 2007 y lograron tal objetivo), y 
la Proposición de ley por la que se declara himno de Aragón el canto a la libertad
1731
 
(octubre de 2010).  
Ninguna de estas proposiciones que accedieron a la toma en consideración fue aceptada 
y, por tanto, ninguna iniciativa legislativa popular ha sido aprobada como ley hasta el 
momento en la Comunidad Autónoma de Aragón, lo que arroja un balance incierto de la 
institución. La reforma de la ley reguladora de la ILP en esta Comunidad en 2014 
introdujo algunas mejoras que pueden mejorar este panorama, como el hecho de reducir a 
12.000 las firmas necesarias, lo que suponen 3.000 menos que antes. 
Por último, debemos hacer referencia a la Proposición de ley de promoción del ahorro 
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 Caducaron sin reunir tales firmas la Proposición de ley, sobre creación del consejo de protección de la 
naturaleza (julio de 1989), la Proposición de ley, de venta ambulante de la comunidad autónoma de Aragón 
(octubre 1998), la Proposición de ley, de creación de la universidad del alto Aragón "Joaquín Costa" de 
Huesca (marzo 1998), la Proposición de ley, para la modificación de la disposición adicional decimoquinta 
del texto refundido de la ley de ordenación de la función pública de la Comunidad Autónoma de Aragón 
(noviembre 2004), la Proposición de ley, por la que se crea la red de apoyo a la mujer embarazada (febrero 
2007) y la Proposición de ley, de modificación de la ley 3/2009, de 17 de junio, de urbanismo de Aragón, 
para la regulación del régimen del suelo no urbanizable y la normalización de parcelaciones irregulares 
(octubre 2011) 
1729
 No tomada en consideración en sesión plenaria del 15/12/2005 (Diario de Sesiones de las Cortes de 
Aragón núm. 58) 
1730
 Rechazada su toma en consideración en sesión plenaria del 05/06/2008 (DSCA. núm. 21) 
1731
 No tomada en consideración en sesión plenaria del 15/09/2011 (DSCA núm. 7) 
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energético y las energías renovables presentada en febrero de 1998, que tras ser admitida 
y acreditar un número válido de firmas accedió a la toma en consideración. Tras la 
petición de retirada de dicha iniciativa por la Comisión Promotora y resultando 
preceptiva para la misma su aprobación por el Pleno por el momento procedimental en 
que se encontraba, las Cortes de Aragón aceptaron retirar esta Proposición en sesión 
celebrada los días 21 y 22 de febrero de 2002, de acuerdo con el artículo 142.2 del 
Reglamento de la Cámara
1732
.  
Asturias y Cantabria 
Las Comunidades asturiana y cántabra no presentan excesiva actividad en sus asambleas 
sobre el mecanismo de la iniciativa legislativa popular si las comparamos con otras 
autonomías de una mayor incidencia del instrumento. Asturias, con nueve ILP 
presentadas en total y ninguna de ellas adoptadas como ley; y Cantabria, con cuatro ILP 
presentadas y ninguna aprobada, no presentan demasiadas particularidades de calado para 
el presente estudio, por lo que tan sólo procede hacer referencia a los rasgos más 
generales. 
Debemos destacar, en la Junta General del Principado de Asturias, la conocida ILP por la 
que se establece y regula una red de apoyo a la mujer embarazada
1733
, por su inusual 
andadura por tres legislaturas diferentes y resultados dispares. Esta proposición se 
presentó en la VIII Legislatura en enero de 2007 y es inadmitida por la disconformidad 
del Consejo de Gobierno a su tramitación. Los proponentes insisten en su presentación en 
2010, con un resultado más positivo al ser admitida y reunir el mínimo de firmas. Sin 
embargo, tras varios meses de demora del Ejecutivo Autonómico para mostrar su criterio 
sobre la tramitación de la iniciativa, la misma tiene que ser trasladada a la siguiente 
legislatura pese a encontrarse ya en disposición de ser valorada su toma en consideración 
por el Pleno.  
Finalmente, la toma en consideración se produjo el 15 de noviembre de 2013 (en la XI 
Legislatura
1734
), sin embargo, desde tal fecha hasta octubre de 2014 la proposición es 
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 Acuerdo publicado en el Boletín Oficial de las Cortes de Aragón nº 211 (V Legislatura) 
1733
 Se puede consultar su texto en el Boletín Oficial de la Junta General del Principado de Asturias de 16 
de febrero de 2011. 
1734
 Quedó aprobada por 23 votos a favor (Grupos Mixto, Popular y Foro Asturias), 22 votos en contra 
(Grupos de Izquierda Unida y Socialista) y ninguna abstención. 
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trasladada a Comisión y fue objeto de sucesivas ampliaciones del plazo de presentación 
de enmiendas y múltiples solicitudes de comparecencias, lo que demuestra una reiterada 
intención de la mayoría gobernante para su demora y el escaso interés en su aprobación. 
Asturias ha contado con una mayoría parlamentaria de un signo político diferente al de 
aquellas Comunidades donde dicha norma tuvo mayores facilidades para su aprobación, 
lo que evidencia el argumento señalado; la eficacia de aquellas ILP que superan el 
escollo del aval de firmas depende de la sintonía entre los postulados defendidos por el 
texto y la mayoría parlamentaria. 
Siguiendo con el caso concreto de esta ILP, y ante el final de la IX legislatura por 
convocatoria de nuevas elecciones, se traslada a la nueva asamblea y es rechazada en 
toma en consideración, al tener que retrotraerse necesariamente a dicho trámite ante la 
formación de un nuevo Parlamento. El Pleno de la Junta General del Principado de 
Asturias, con fecha 20 de octubre de 2015, debatió la toma en consideración de la 
proposición y, tras la pertinente votación, quedó rechazada debido a la nueva 
configuración de escaños en la asamblea
1735
. 
En cuanto a otras iniciativas presentadas recientemente en el Principado, debemos 
destacar dos de ellas inadmitidas
1736
 en 2011, otras dos en 2003 y una presentada en 2006 
que contó con el criterio desfavorable del ejecutivo para su tramitación
1737
. 
Más escasa aún es la utilización de la institución de la iniciativa legislativa popular en la 
Comunidad Autónoma de Cantabria, con tan sólo cuatro proposiciones de ley 
presentadas en su Asamblea bajo este mecanismo, atendiendo a los registros que figuran 
en la web de su Parlamento. La primera de ellas, en marzo de 2009, fue la conocida ILP 
para la creación de una red de apoyo a la mujer. Tras resultar admitida, esta proposición 
obtuvo el criterio negativo del Ejecutivo autonómico a su tramitación. En segundo lugar, 
en marzo de 2011, se presentó la conocida proposición de Ley de iniciativa legislativa 
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 15 votos a favor (Grupos Ciudadanos, Foro Asturias y Popular), 27 votos en contra (Grupos de 
Izquierda Unida, Podemos Asturies y Socialista) y ninguna abstención. (Boletín Oficial de la Junta General 
del Principado de Asturias de 21 de octubre de 2015. 
1736
 Fueron inadmitidas por la Mesa la ILP la sobre garantías hipotecarias (marzo de 2011) y la ILP 
reguladora de la Fundación Centro Cultural Internacional Oscar Niemeyer Principado de Asturias 
(diciembre de 2011). La Mesa de su asamblea inadmitió asimismo las presentadas en junio de 2003: la ILP 
sobre supresión de apoyos institucionales a espectáculos taurinos y la ILP sobre reforma del Estatuto de 
Autonomía para Asturies. 
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popular sobre hipotecas relacionadas con bienes inmuebles. Dicha iniciativa resultó 
inadmitida por la Mesa de la Asamblea
1738
.  
Más recientemente, en febrero de 2018, se presentó la ILP para el derecho a la vivienda, 
presentada por un particular en representación de la comisión promotora
1739
. Dicho texto 
resultó inadmitido a trámite por la Mesa de la Asamblea según acuerdo de 6 de marzo de 
2018, sin que figuren las causas que motivan la inadmisión. Por último, en mayo del 
mismo año fue presentada la ILP de estabilización del personal al servicio de la 
Administración mediante el reconocimiento de la relación indefinida, que también 
incurrió en inadmisión según lo determinado por la Mesa
1740
. 
El balance de esta institución en la Comunidad es sensiblemente pobre, autonomía que 
mantiene sin reformas ni modificaciones la antigua Ley 6/1985, de 5 de julio, reguladora 
del mecanismo que estudiamos. Debemos tener en cuenta, asimismo, la cuestionable -y 
de escaso parangón- causa de inadmisión que mantiene esta Comunidad en el apartado 3 
'g' del artículo cuarto de la ley referida, que permite que una ILP sea inadmitida por la 
negativa del Ejecutivo a su tramitación por posible afectación a los ingresos o gastos de 
la Comunidad, lo cual convierte este requisito, entendido de manera amplia, casi en un 
poder discrecional del Gobierno para paralizar proposiciones que políticamente le 
incomoden. 
No es de extrañar la intención anunciada por parte del Gobierno de Cantabria de 
presentar en 2018 un nuevo proyecto de ley que reforma la obsoleta ley de iniciativa 
legislativa popular. Según se ha podido conocer, la intención del ejecutivo sería la de 
rebajar las firmas necesarias para presentar una proposición de ley por parte de los 
ciudadanos de las actuales 10.000 a los 5.000 signatarios requeridos y simplificar 
diversos trámites en la línea de otras normas autonómicas recientemente aprobadas
1741
. 
                                                 
1738
 Según lo señalado en el BOPCA nº 481/7, pág. 8942. Esta misma ILP, como hemos visto, tras ser 
presentada de manera mimética en la práctica totalidad de asambleas autonómicas resultó inadmitida en los 
citados parlamentos al carecer los promotores de vecindad administrativa en la autonomía correspondiente 
y, en muchos casos, como hemos visto, al esgrimir los órganos rectores de las cámaras que el contenido a 
regular (las hipotecas) excedía de las competencias de la Comunidad. 
1739
 En los registros de la asamblea figura como autor D. Raúl Noriega Borbolla 
1740
 BOPCA nº 381/9, pág. 10989 (sin que figure la causa de inadmisión aplicada) 
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La incidencia práctica de la iniciativa legislativa popular en Extremadura es 
considerablemente pobre en comparación con otras Comunidades ya tratadas. Según los 
datos de la página web de su Asamblea, tan sólo cinco ILP han sido presentadas ante este 
órgano a lo largo de su reciente historia democrática, lo que la convierte en una de las 
autonomías con menor implantación del instrumento. A Extremadura le ocurre lo mismo 
que sucede en Comunidades donde los ciudadanos manifiestan un menor seguimiento de 
los asuntos autonómicos y donde el tejido asociativo tiene un papel más discreto, también 
por sus concretas características demográficas. 
Así las cosas, las ILP presentadas fueron: la Proposición de Ley de Protección y Defensa 
de los Animales (presentada en julio de 1999) inadmitida por criterio contrario del 
Ejecutivo; la Proposición de Ley de Parejas de Hecho (julio de 1999) que fue rechazada 
en toma en consideración; la ILP sobre regulación de hipotecas de bienes inmuebles 
(marzo de 2011) que resultó inadmitida; la conocida ILP reguladora de una red de apoyo 
a la mujer embarazada (abril de 2009) rechazada en el Pleno de toma en 
consideración
1742
; y por último la ILP por la Renta Básica en Extremadura (marzo de 
2012) presentada por la Plataforma Extremeña contra la Exclusión Social y caducada al 
reunir aproximadamente 26.000 firmas y no llegar, por tanto, a las 45.000 requeridas. 
En este sentido, aunque la actividad del mecanismo se concentra en fechas recientes, no 
ha conseguido ni el auge en la utilización experimentado en otras autonomías ni que 
ninguna de las ILP presentadas se haya aprobado como ley, lo cual nos obliga a insistir 
en la pobre influencia del mecanismo en dicha Comunidad. 
Castilla la Mancha y Región de Murcia 
Castilla la Mancha no destaca tampoco por el dinamismo de la institución que 
estudiamos. De un total de siete ILP presentadas, sólo la proposición de ley de apoyo a la 
mujer embarazada consiguió ser admitida para después acreditar el mínimo de signatarios 
y superar el pleno de toma en consideración con la mayoría afirmativa de las Cortes. Sin 
embargo, dicha proposición se ha visto afectada por diversos retrasos y continúa aún en 
tramitación en la IX Legislatura, pese a haber sido presentada en la VIII. De nuevo se 
contempla cierto desinterés político en la aprobación de esta conocida propuesta 
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El resto de las proposiciones de ILP registradas ante las Cortes manchegas no fueron 
admitidas a trámite por la Mesa, registrando esta asamblea un excesivo número de 
inadmisiones.  
En esta línea, la iniciativa legislativa popular sobre prohibición de cementerios nucleares, 
promovida por Greenpeace, Ecologistas en Acción y Plataforma Antinuclear de 
Guadalajara en septiembre de 1999, fue inadmitida al carecer tales organizaciones de la 
legitimación activa necesaria, a juicio de la Mesa
1743
, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 11.2 de la Ley 2/1985, de 8 de mayo, reguladora de la Iniciativa Legislativa 
Popular y de los Ayuntamientos. El órgano rector acordó su no admisión a trámite dado 
que, además de adolecer de los defectos formales señalados, el artículo 2.1 de la Ley 
2/1985 determina como causa de inadmisión que la proposición tenga por objeto materias 
que no sean de la competencia de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, como 
es el caso, según su criterio. 
En cuanto a la ILP por la que se establece un régimen de ayudas directas a los 
agricultores, ganaderos y cooperativas agrarias de Castilla-La Mancha, por la incidencia 
de sequía y de otros fenómenos climatológicos adversos, registrada el 24 de noviembre 
de 1995, la causa de inadmisión apreciada fue la prevista en el artículo 4.3. c) de la citada 
Ley 2/85. En este caso, fue el Ejecutivo autonómico el que manifestó su negativa a la 
tramitación de la proposición por implicar variación de los ingresos y gastos, lo que hacía 
incurrir dicha ILP en la causa de inadmisión indicada
1744
.  
De igual modo, la ILP sobre Actividades Formativas Complementarias en los Centros de 
Educación Infantil y Primaria resultó inadmitida conforme a la misma causa de 
inadmisión anteriormente señalada. Se observa, por tanto, como esta causa actúa como 
un fuerte límite para la admisión de iniciativas populares bajo la acción, además, del 
Ejecutivo, que es el órgano que manifiesta sus reparos en virtud del artículo 4.3 ‘c’, 
cuando lo común en el grueso de autonomías es que el gobierno manifieste su criterio 
contrario a la tramitación cuando la proposición ya ha sido admitida por la Mesa. 
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 Conforme resolución de la Mesa publicada en el B.O. de las Cortes de Castilla La Mancha nº 7 , de 28 
de septiembre de 1999, pág. 41 
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Tampoco pudo superar este trámite la ILP sobre bienes inmuebles (ya presentada en otras 
muchas autonomías) por adolecer del vicio contenido en el art. 4.3 ‘a’ de la ley 
reguladora de la iniciativa popular en esta Comunidad. A juzgar por la resolución emitida 
por la Mesa de Las Cortes
1745
, el contenido de la proposición excedía de las 
competencias atribuidas a la Comunidad de Castilla La Mancha: 
“El artículo 2 de la Ley determina que “no pueden ser objeto de la iniciativa regulada por la presente Ley 
las siguientes materias: - Las que no sean de competencia de la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha.” El artículo 149.1. 8ª atribuye al Estado competencia exclusiva en materia de derecho civil, 
ordenación de los registros e instrumentos públicos, y el artículo 149.1.11ª la competencia exclusiva en 
materia de bases de la ordenación del crédito. La Proposición pretende, de modo implícito, la 
modificación de normas civiles e hipotecarias competencia exclusiva del Estado y sobre las que la 
Comunidad Autónoma carece de competencia alguna” 
La ILP sobre la Identidad y Financiación de la Universidad de Castilla-La Mancha 
también resultó inadmitida, según acuerdo de la Mesa de Las Cortes
1746
, por un doble 
motivo. En primer lugar, y según lo señalado en los arts. 3.2, 4 de la Ley 2/1985, la 
proposición había de venir suscrita por las firmas de los miembros interesados de la 
Comisión Promotora, autenticadas según lo señalado en el artículo 7 de la misma norma. 
Los promotores ignoraron tal requisito, entendido como invalidante por la Mesa
1747
. 
Asimismo, la Mesa entendió que el contenido de la proposición trataba materias de 
naturaleza tributaria
1748
, por lo que se veía afectada por la exclusión material señalada en 
el art. 4.3 ‘b’ de la norma señalada. 
En la Región de Murcia un total de cuatro ILP han sido presentadas entre 2006 y 2016. 
La primera de ellas, la ILP de protección de espacios naturales de la Región de 
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 Es pública según el B.O. de las Cortes de Castilla La Mancha núm. 253, de 23 de marzo de 2011, págs. 
11.438 y 11.439 
1746
 Acuerdo de inadmisión publicado en el B.O. de las Cortes de Castilla La Mancha núm. 121, de 7 de 
noviembre de 2013, pp. 3168 y ss. 
1747
 Señala la resolución recién citada: “El escrito presentado ante el presidente de las Cortes viene suscrito 
por el secretario general de la Universidad y no por los promotores y además las firmas, tanto de uno 
como de los otros, no han sido autenticadas en la forma que prevé el artículo 7 de la Ley” 
1748
 Según la misma resolución adoptada por el órgano rector: “la Proposición de Ley en su título II regula 
“la financiación de los gastos generales de la Universidad”, haciendo especial mención a aquellas 
circunstancias que, a juicio de los autores de la iniciativa, deben concurrir en la Ley de Presupuestos de 
Castilla-La Mancha. El título III se refiere a “la autorización de los costes de personal de la 
Universidad”, estableciendo una relación directa con la cuantía que debe consignarse anualmente en la 
Ley de Presupuestos Generales de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha. Se trata de materias 
que comparten de manera nítida la naturaleza presupuestaria, lo cual contraviene lo establecido en el 






, consiguió reunir el mínimo exigido de firmas y alcanzar el pleno de toma en 
consideración, que rechazó la proposición el 13 de diciembre de 2012. La segunda de 
ellas, la reiterada ILP sobre apoyo a la mujer embarazada, pese a ser presentada en 2007, 
tuvo que ser trasladada a la legislatura siguiente. La proposición es tomada en 
consideración
1750
 y objeto de modificación por varias enmiendas presentadas. La misma 
se convierte, tras su aprobación, en la Ley 11/2009, de 1 de diciembre, por la que se 
establece y regula una red de apoyo a la mujer embarazada. 
Peor suerte corrió la ILP para la regulación de la actuación de bancos y cajas de ahorros 
en la relación con las hipotecas de inmuebles, no admitida a trámite por la Mesa en 
marzo de 2011, y, del mismo modo, la ILP sobre función social de la vivienda y el acceso 
a los suministros básicos en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, también 
inadmitida en octubre de 2014. En definitiva, parece que la institución no ha desplegado 
aún efectos demasiado alentadores en esta autonomía. 
Navarra 
La Comunidad Foral de Navarra ha sido testigo de un considerable protagonismo de la 
institución de la iniciativa legislativa popular en su Parlamento, ya que han llegado a 
debatirse por el Pleno de la cámara hasta once iniciativas que reunieron los requisitos 
pertinentes, lo que supera la mayoría de las autonomías analizadas. Del total de once ILP 
que el Pleno valoró en toma en consideración, tres han llegado a aprobarse como leyes, 
aunque con la introducción de alguna enmienda al articulado propuesto. 
El empleo de la figura ante el Parlamento de Navarra es cuantitativamente positivo si lo 
comparamos con otras autonomías; su Asamblea recibió un total de veintidós iniciativas 
populares, de las cuales doce fueron registradas desde 2010, incidiendo en el creciente 
comportamiento del mecanismo en los últimos años. Entre las cuales, siete resultaron 
inadmitidas a trámite por la Mesa, una caducó sin reunir el mínimo de firmas en 
plazo
1751
, dos decayeron ante el criterio desfavorable del Ejecutivo, otra fue retirada por 
sus proponentes antes de la toma en consideración
1752
, ocho fueron rechazadas por el 
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 Se puede consultar la proposición en el B.O.A.R. nº 97, de 10 de marzo de 2006, pág. 5267 
1750
 Diario de Sesiones de la Asamblea Regional de Murcia nº 50, de 20 de mayo de 2009, pp. 1973 a 1982. 
1751
 Fue la proposición de Ley Foral para la instauración de los encierros txiquis en Navarra, presentada el 
15 de junio de 2011 
1752
 Se trata de la proposición de Ley Foral de listas de aspirantes a la contratación temporal en cada 
Cuerpo docente, especialidad e idioma, presentada por el Sindicato AFAPNA en noviembre de 2017 
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pleno en dicho trámite, y tres finalmente terminaron aprobadas como leyes, como 
veremos. 
Es interesante, en este caso, detenernos en algunos motivos de inadmisión esgrimidos por 
la Mesa del Parlamento navarro. La proposición de Ley Foral Ley Universitaria para la 
Nación Vasca, presentada doblemente en enero de 2002 (tras su inadmisión, se presenta 
de nuevo y vuelve a ser inadmitida) a juicio del órgano no podía tramitarse por carecer la 
Comunidad Foral de competencia acerca de las materias de índole universitaria que la 
ILP pretendía regular
1753
. La ILP de medidas relativas a la enseñanza entre 0 y 3 años 
(marzo de 2005) es inadmitida a trámite ante el criterio desfavorable del Gobierno 
Navarro por la afectación a los ingresos y gastos de la Comunidad
1754
. Solventados 
aquellos preceptos de carácter más financiero, los promotores volvieron a presentar la 
ILP en octubre del mismo año y, tras ser admitida y reunir el mínimo requerido de 
signatarios que avalasen la proposición, es rechazada su toma en consideración
1755
. 
También incurrió en posible afectación a los ingresos o gastos, más recientemente, la 
Proposición de Ley Foral por un Sistema de Protección (…) frente a la pobreza y 
exclusión, motivo por el cual fue declarada inadmitida
1756
. 
Caso similar al anterior es el protagonizado por la Proposición de Ley Foral para una 
carta de modelo de sociedad (febrero de 2006) que fue inadmitida por la Mesa al incidir 
su artículo 3.9 en la regulación del uso oficial del vascuence, una de las materias 
excluidas por el artículo 2.b) de la Ley Foral reguladora de la ILP. En abril del mismo 
año, con algunos cambios la misma iniciativa consigue superar la admisión y la 
acreditación de firmas, aunque no fue tomada en consideración por el Pleno
1757
. Del 
mismo modo, la ILP relativa a las obligaciones derivadas de los créditos hipotecarios 
(marzo 2011), fue inadmitida al carecer la comisión promotora de integrante alguno 
inscrito en el censo electoral de Navarra. 
Otros casos de inadmisión son el de la ILP para la desmilitarización del Polígono de Tiro 
de las Bardenas registrada en febrero de 2008 e inadmitida al basarse en una materia 
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 Acuerdo publicado en el B. O. del Parlamento de Navarra / V Legislatura Núm. 12 / 19 de febrero de 
2002 
1754
 BOPN n.º 34, de 18 de abril de 2005. 
1755
 Publicación de la no toma en consideración por el Pleno (BOPN de 23 de diciembre de 2015). 
1756
 B.O. del Parlamento de Navarra / IX Legislatura Núm. 67 / 18 de mayo de 2018 
1757
 Publicación de la no toma en consideración por el Pleno (BOPN nº 16 de 18 de octubre de 2007) 
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excluida y posteriormente por otro motivo
1758
, o la Proposición de Ley Foral para la 
instauración de encierros txikis en Navarra (octubre de 2010), al carecer de algún 
requisito formal de los señalados en el art. 3.2 de la Ley Foral reguladora de la ILP. Ésta 
última sería presentada meses después y, pese a su admisión, no conseguiría reunir el 
mínimo de signatarios.  
El pleno del Parlamento navarro denegó la toma en consideración de otras proposiciones 
que alcanzaron dicho trámite. Además de las señaladas, el caso de la  Proposición de Ley 
Foral para una carta de justicia y solidaridad con los países empobrecidos (diciembre de 
2003), la conocida sobre creación de una red de apoyo a la mujer embarazada (noviembre 
de 2006), la ILP por la que se declara contrafuero la clínica abortiva de Ansoáin (marzo 
de 2012) y la ILP por la que se regulan las prestaciones y los derechos de la población de 
las zonas rurales de Navarra para una asistencia sanitaria de calidad (enero de 2014).  
Algo más de polémica causó la ILP sobre el uso de los símbolos de Navarra (enero de 
2014), proposición considerada inconstitucional por el ejecutivo navarro al pretender 
modificar o derogar la Ley de Símbolos para permitir el uso de la Ikurriña
1759
. El cambio 
de gobierno y la nueva configuración parlamentaria a raíz de las elecciones de 2015 
permitieron que el Parlamento navarro aprobase en marzo de 2017 la derogación de dicha 
Ley de Símbolos, aunque en este caso su impulso no partió de una iniciativa popular, 
pese a compartir espíritu con lo propuesto por los ciudadanos en 2014. Por último y más 
recientemente, el pleno decidió no tomar en consideración la ILP de medidas para un 
complemento de pensiones y la creación de un sistema propio de pensiones
1760
 
(noviembre de 2015) que, como hemos señalado, curiosamente fue admitida en Navarra e 
inadmitida en Euskadi. 
                                                 
1758
 La presentada bajo el mismo nombre en diciembre de 2016 fue inadmitida ya que su Comisión 
Promotora estaba únicamente formada por un miembro, situación no subsanada 
1759
 Con más de 9.500 firmas, dicha proposición planteaba derogar la actual Ley Foral de Símbolos, 
suprimiendo la obligatoriedad de utilizar la bandera oficial de Navarra en edificios oficiales y facilitar el 
uso de otras enseñas, así como promover consultas populares para conocer la opinión de la ciudadanía al 
respecto. Obtenido de la noticia “El Gobierno foral considera inconstitucional la proposición de ley para la 




 Dicha ILP consiguió más de 7.300 firmas. El Parlamento navarro la consideró económicamente 





Por último, debemos destacar las tres ILP que lograron aprobarse en la cámara. 
Obtuvieron un resultado positivo en el Parlamento: la Proposición de Ley Foral para una 
carta de derechos sociales
1761
, la Proposición de Ley Foral para la inclusión de 
determinadas cláusulas sociales en la contratación pública
1762
, y la Proposición de Ley 
Foral reguladora de los colectivos de usuarios de cannabis en Navarra
1763
. Por tanto, se 
puede afirmar que el empleo y la eficacia de la figura en Navarra mejora la tónica general 
observada en las autonomías españolas, aunque en este caso las inadmisiones representen 
una cantidad ciertamente elevada. 
Baleares y Canarias 
El hecho insular que tanta incidencia tiene en una mayor utilización del mecanismo en 
Canarias, como veremos, parece que no se manifiesta con tanta fuerza en Baleares. En el 
archipiélago se presentaron un total de nueve iniciativas legislativas populares hasta la 
actualidad, sin que se pueda situar estas cifras ni entre las Comunidades punteras ni entre 
las que peores números presentan. Más preocupante puede resultar que ninguna de las 
ILP presentadas haya sido aprobada como ley en la asamblea autonómica, si tenemos en 
cuenta que la única proposición aprobada, la Proposició de Llei per Iniciativa Legislativa 
Popular per a la Modificació de la Llei 14/91 de l'Estat, fue realmente trasladada al 
Congreso de los Diputados al afectar a una norma de rango estatal y en dicha cámara fue 
rechazada en toma en consideración. 
El resto de las iniciativas presentadas resultaron inadmitidas a trámite
1764
 (4), caducaron 
sin reunir las firmas exigidas
1765
 (1), fueron rechazadas en toma en consideración
1766
 (2) 
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 Ley Foral 9/1999, de 6 de abril, para una carta de derechos sociales 
1762
 Ley Foral 1/2015, de 22 de enero, por la que se modifica la Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de 
Contratos Públicos, para la introducción de cláusulas sociales en los pliegos de cláusulas administrativas. 
1763
 Con más de 5.100 firmas se convirtió en la ley Foral 24/2014, de 2 de diciembre, reguladora de los 
colectivos de usuarios de cannabis en Navarra. 
1764
 Fueron la Proposició de Llei per iniciativa legislativa popular de Desenvolupament dels Espais 
Naturals Protegits de les Illes Balears (1992), la Proposició de Llei d'Iniciativa Legislativa Popular per a 
l'ampliació de la Llei 14/1991 de Creació del Parc Nacional Marítimo-Terrestre de l'Arxipèlag de Cabrera 
(1992), la Proposició de llei per la qual s' aproven mesures d' emergència en matèria de protecció 
ambiental, d' infrastructures, ordenció del territori i espais naturals  (2005) y la  Iniciativa legislativa 
popular relativa a liquidació d'hipoteques  (2001)  
1765
 Proposició de Llei per Iniciativa Legislativa Popular de Modificació de la Llei 1/91 d'Espais Naturals i 
de Règim Urbanístic de les Arees d'Especial Protecció de les Illes Balears  (1991) 
1766
 Terminaron de esta manera la Proposició de Llei que prohibeix la incineració de residus (1994) y la 
Proposició de llei per la qual s' aproven mesures d' emergència en matèria d' ordenació del territorio (2006) 
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o bien retiradas por sus proponentes antes de dicho trámite
1767
 (1). La incidencia, por 
tanto, del mecanismo en esta comunidad es limitada, aunque debemos tener en cuenta las 
particularidades del archipiélago, con un porcentaje de población extranjera o no 
residente superior al de otros lugares del país y, por tanto, menos implicada con los 
asuntos que afectan a su territorio. También la dispersión de población y la dificultad 
para las comunicaciones entre islas puedan resultar determinantes. Por lo general, 
encontramos un predominio de asuntos relacionados con el medio ambiente entre los 
temas más propuestos por los ciudadanos, como sucede en Canarias. 
La reciente aprobación de la Ley 4/2018, de 12 de junio, como se ha dicho ya, establece 
importantes avances en cuanto a la rebaja de firmas, aumento del plazo y participación de 
los promotores durante la tramitación, por lo que cabe esperar en dicha autonomía un 
ligero repunte, al menos, en las iniciativas presentadas que ojalá pueda traducirse 
también en un aumento en aquellas que consiguen ser debatidas o aprobadas. 
La Comunidad canaria es la tercera autonomía con mayor número de iniciativas 
legislativas populares presentadas ante su asamblea, al haber sido superada por Galicia y 
Cataluña recientemente. Este hecho la convierte en una Comunidad de interés para 
nuestro estudio al registrar también un elevado porcentaje de aquellas proposiciones que 
consiguieron reunir los requisitos y convertirse en ley. Además, desafiando la tónica 
general, Canarias presenta números llamativos de iniciativas populares presentadas en la 
década de los 90 y de los 2000 (con siete y once ILP presentadas respectivamente) y, por 
tanto, no concentra la mayoría de las proposiciones planteadas en años más recientes 
como sí hemos contemplado en otras asambleas. 
De las veinticuatro iniciativas presentadas hasta la actualidad, cinco fueron adoptadas 
como ley con modificaciones, otras cinco fueron rechazadas en toma en consideración, 
seis fueron inadmitidas a trámite, seis agotaron el plazo sin reunir las firmas suficientes, 
una no siguió su tramitación al mostrar el gobierno su criterio contrario por afectación 
presupuestaria, y una más se encuentra aún en tramitación. Los datos suponen un elevado 
número de iniciativas que cumplieron los requisitos y llegaron a debatirse (13 de las 24) 
aunque sólo seis superaron la toma en consideración y acabaron convertidas en norma. 
Entre las causas que pueden motivar que Canarias sea una de las Comunidades con 
                                                 
1767
 Proposició de llei de mesures transitòries en matèria urbanisme (1998) 
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mayores cotas de participación a través del instrumento de la ILP podemos señalar el 
hecho insular en sí mismo, lo que genera un mayor sentimiento de comunidad política 
entre sus ciudadanos, situación que también explica la gran preocupación por la 
conservación del medio ambiente manifestada a través de varias de las iniciativas 
populares que se presentaron, como veremos. Por motivos geográficos, la asamblea 
autonómica es una cámara idónea para la reivindicación de este tipo de cuestiones, en 
cierto modo, más autóctonas. 
Las cinco ILP que se convirtieron en ley fueron: la ILP para la declaración del Barranco 
de Veneguera como Espacio Natural Protegido
1768
 (presentada el 14 de septiembre de 
1995), la ILP para la creación de un Hospital público en la zona sur y suroeste de la isla 
de Tenerife
1769
 (28 de abril de 1998), la ILP declarando reserva natural especial la 
totalidad del malpaís de Güímar y el camino de El Socorro
1770
 (13 de junio de 2001), la 
ILP reguladora de la ubicación de las infraestructuras de radiocomunicación y telefonía 
móvil de Canarias
1771
 (6 de noviembre de 2006) y la ILP Canaria de Educación
1772
 (9 de 
julio de 2010). Existen otras cinco ILP que llegaron a la toma en consideración y fueron 
rechazadas en dicho trámite
1773
. En los temas tratados se observa, no sólo, una 
preocupación latente por temas autóctonos, sino la importancia del medio ambiente para 
los ciudadanos canarios. 
Igualmente, resulta interesante contemplar las causas que utilizó la Mesa del Parlamento 
canario para inadmitir algunas iniciativas legislativas populares. De esta forma, 
podremos conocer cómo operan estos límites materiales aplicados por el órgano rector 
del Parlamento canario. Como hemos señalado en el análisis de la regulación que esta 
Comunidad hace de la ILP, Canarias presenta una singularidad en el artículo 5.2 de su ley 
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 Ley 3/1998, 6 abril, de ampliación del Parque Rural del Nublo y de fijación de criterios de utilización 
de su zona periférica en la proximidad del Barranco de Veneguera 
1769
 Ley 4/2000, 17 julio, para la creación de un complejo hospitalario y sociosanitario en la zona sur y 
suroeste de la isla de Tenerife 
1770
 Ley 13/2006, de 29 de diciembre, de ampliación de la reserva natural especial a la totalidad del Malpaís 
de Güímar 
1771
 Ley 11/2009, de 15 de diciembre, reguladora de la Ordenación Territorial de las Telecomunicaciones 
de Canarias. 
1772
 Ley 6/2014, de 25 de julio, Canaria de Educación no Universitaria 
1773
 Son: la ILP para la creación de un servicio de transporte público de tracción eléctrica para la zona norte 
de la isla de Tenerife (29/12/1998), la ILP de declaración de la Reserva Natural Especial del Litoral Noreste 
de Granadilla (29/08/2003), la ILP de Capitalidad (21/12/2005), la ILP por la que se establece y regula una 
red de apoyo a la mujer embarazada (30/3/2007), y la ILP de medidas para la renovación de la planta 
alojativa turística y la contención de su crecimiento (9/10/2007) 
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reguladora (Ley 10/1986, de 11 de diciembre): el precepto estipula que, tras el plazo de 
quince días del que dispone la Mesa para pronunciarse sobre la admisibilidad de la ILP, 
el órgano dispone de un plazo similar para dirigirse al Consejo Consultivo de Canarias 
para que éste emita un informe.  
La Mesa ha utilizado la norma para solicitar dictámenes del citado Consejo sobre la 
admisión de algunas iniciativas para, de esta manera, basarse en su decisión y admitir o 
inadmitir la proposición, como veremos. Esto supone una interpretación discutible, no 
sólo porque el precepto, a nuestro juicio, indica que el dictamen debe emitirse de cara a 
la toma en consideración de la iniciativa legislativa popular (y no su admisión), sino 
también porque ha de ser siempre la Mesa el órgano que decida sobre la admisión de las 
proposiciones de ILP, a juzgar por sus atribuciones y tal y como indica el apartado 
primero del citado artículo quinto.  
El Consejo Consultivo de Canarias aclaró la cuestión mediante los Dictámenes 203/2003, 
44/2006 y 439/2006 declarando que sus dictámenes sobre iniciativas populares sólo 
tienen sentido si la ILP es tomada en consideración por el Pleno, perteneciendo la 
decisión sobre la admisión de las mismas únicamente a la Mesa
1774
. La decisión, como 
veremos, no evitó que el Consejo se pronunciara en diversas ocasiones sobre la 
admisibilidad y la Mesa optara por dicha interpretación como base de su decisión, lo que 
resulta, a nuestro juicio una interpretación desacertada por parte del órgano rector. Esta 
situación, sin embargo, nos ha permitido conocer las causas concretas de las 
inadmisiones alegadas. 
Según lo relatado, la ILP de Responsabilidad Política del Parlamento de Canarias fue en 
un primer momento admitida por la Mesa de la Asamblea (BOPC núm. 49, de 23 de 
febrero de 1999) y posteriormente, tras el informe del Consejo Consultivo de 
Canarias
1775
, la Mesa decidió inadmitir la citada ILP por incurrir en la causa de 
inadmisión señalada en el art. 5.3 a de la citada Ley o, lo que es lo mismo, por basarse en 
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 “En todo caso, de la interpretación conjunta de los apartados que integran el art. 5 de la LILP y de los 
reseñados preceptos del RPC ha de deducirse no solo que la Mesa ha de tomar una única decisión sobre la 
admisibilidad propiamente dicha de la Proposición de Ley de iniciativa popular en determinado plazo, sino 
que la solicitud del Dictamen del Consejo Consultivo ha de ser acordada por la Mesa de la Cámara 
únicamente si la PPL fuera tomada en consideración por el Pleno, unificándose el régimen de solicitud de 
Dictamen respecto a todas las Proposiciones de Ley (arts. 134.5, 135.2 y 137.2 RPC).” Según Dictamen del 
citado Consejo 439/2006, de 15 de diciembre 
1775
 Tal y como marca el art. 5.2 de la Ley reguladora de la ILP en esta Comunidad (Ley 10/1986, de 11 de 
diciembre, sobre iniciativa legislativa popular) 
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una materia excluida del ámbito de la ILP. En concreto, la ILP planteaba una serie de 
mecanismos para la rendición de cuentas de cada diputado canario, de tal manera que 
cada uno de ellos tuviera que depositar su programa electoral, celebrar foros abiertos 
semestrales para dar cuenta de su actividad y, en su caso, pudiera ser reprobado y 
removido de su cargo ante lo que denominaban ‘petición popular de verificación’ por 
posibles incumplimientos del programa. 
El Consejo Consultivo de Canarias, según su dictamen 27/1999, de 17 de marzo, 
entendió que la ILP contenía la regulación de materias excluidas de esta institución. En 
concreto señaló que “los arts. 6.1 y 8.4 de la Proposición de Ley de Responsabilidad 
Política del Parlamento de Canarias, en relación con el resto de los apartados de esos 
artículos, y con los arts. 7 y 9, contradicen los arts. 9.1 y 10.2 y 4 del Estatuto de 
Autonomía. Pretenden así reformar el Estatuto por el procedimiento legislativo y, por 
tanto, no es competencia de la Comunidad Autónoma”. Además, el órgano declaró que 
los mismos preceptos señalados suponen regular la organización del Parlamento, y los 
arts. 2, 3 y 9 afectan a materias del régimen electoral, ambos asuntos excluidos de la 
iniciativa legislativa popular de Canarias. En nuestra opinión, resulta patente que la ILP 
presentada afectaba a materias excluidas de la misma al poder afectar a lo regulado por el 
Estatuto de Autonomía y, con total seguridad, pretender variar supuestos propios del 
régimen electoral de la Comunidad, con lo que el Consejo acierta en sus valoraciones. 
Sin embargo, este hecho tampoco ha de confundirse con la idoneidad y necesidad de 
regular tales materias como excluidas del ámbito del mecanismo. 
La ILP de acceso a la Función Pública Canaria del profesorado interino, sustituto y 
contratado
1776
 fue inadmitida, tras solicitar la Mesa el informe del Consejo Consultivo, 
por incurrir en el supuesto previsto en el artículo 5.3.b), en relación con el artículo 4.1.a) 
de la Ley 10/1986 (es decir, que la proposición sea un texto articulado y contenga una 
exposición de motivos). La Mesa, conforme al citado informe, declaró que la ILP incurría 
en tal supuesto de inadmisión “al no contener una proposición normativa de contenido 
real e inmediato que pueda ser tenida como texto articulado regulador del régimen 
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 “La iniciativa tiene dos objetivos fundamentales (art. 1 PPL): a) proporcionar una forma diferenciada 
de acceso a la Función Pública canaria para el personal docente de referencia; y b) una previsión futura 
indeterminada de estabilizar al personal que no obtenga plaza en la Función Pública. A tal efecto, se 
establece que a los 30 días de la entrada en vigor de la norma (ley) se creará una Comisión que emitirá un 
informe que "recogerá los procedimientos legales y costes económicos" (art. 2 PPLIP). El Gobierno, a la 
vista del informe precedente, "desarrollará los procedimientos oportunos para llevar a cabo lo previsto en el 
art. 1" (art. 3 PPL)” (Dictamen nº 108/1999 del Consejo Consultivo de Canarias, de 9 de diciembre,) 
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jurídico del sistema de acceso específico a la Función Pública docente que se 
propugna
1777
”. En el dictamen citado, el Consejo Consultivo aclara que la proposición 
presentada no acompaña una exposición de motivos y no supone un texto articulado que 
pueda considerarse una proposición normativa
1778
. 
En términos similares a la anterior, la ILP sobre profesorado interino, sustituto y 
contratado (presentada en febrero de 2003, tres años después de la anterior) fue 
inadmitida por decisión de la Mesa
1779
 y basándose también en el dictamen del Consejo 
Consultivo
1780
. En concreto, los órganos apreciaron varias causas de inadmisión 
estipuladas: por un lado, la proposición desconocía la reserva constitucional del artículo 
103 de la Constitución entrando en contradicción con aquella; por otro lado, pretendía 
una integración que implica una desigualdad de trato (incompatible con la legislación 
básica del Estado) y, por último, suponía una reproducción de una ILP de contenido 
similar, que es la que acabamos de señalar con anterioridad. 
Al mismo tiempo, la ILP sobre residencia y permisos de trabajo en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de Canarias, presentada en octubre de 2006, fue declarada 
inadmitida tras basarse la Mesa del Parlamento en el Dictamen 439/2006 del Consejo 
Consultivo, quien entendió que las materias afectadas por la proposición (extranjería e 
inmigración) resultaban de competencia estatal exclusiva
1781
, y por tanto incurrían en 
dicha causa de inadmisión (prevista en el art. 5.3.a), en relación con el 2.1, de la Ley 
10/1986). A pesar de la queja de los promotores sobre la inadmisión de su iniciativa, el 
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 BOPC núm. 3, de 14 de enero de 2000, conforme al dictamen nº 108/1999 del Consejo Consultivo de 
Canarias, de 9 de diciembre, 
1778
 Prosigue el informe citado: “no existe una proposición normativa de contenido real e inmediato, sino 
una propuesta de actuación futura que, por lo demás, sortea el contenido que debe reunir la norma jurídica. 
Desde esta perspectiva, la PPL parece más bien una Proposición No de Ley (PNL), al pretender vincular a 
la Administración y a los representantes del personal afectado a pactar u obtener unas condiciones 
especiales de acceso que serán, seguidamente, desarrolladas por el Gobierno. Se pretende ignorar, pues, 
que es al Parlamento (en suma, la Ley) y no al Gobierno, al que corresponde, en su caso, establecer el 
régimen jurídico adecuado para el acceso a la Función Pública docente.” 
1779
 Publicada en el BOPC núm. 234, de 7 de mayo de 2003 
1780
 Dictamen nº 49/2003, de 9 de abril, del Consejo Consultivo de Canarias 
1781
 “Es, pues, el objeto de la iniciativa presentada regular la situación laboral y la residencia de los 
extranjeros en el territorio de la Comunidad Autónoma. Las materias concernidas son por consiguiente las 
de inmigración y extranjería, ambas de competencia exclusiva estatal en virtud del art. 149.1.2ª de la 
Constitución, por lo que el Estado ostenta la plenitud de las potestades propias de una competencia de este 
carácter (legislativa, reglamentaria y ejecutiva) y sobre la que, en consecuencia, carece de competencia la 
Comunidad Autónoma de Canarias.” Dictamen 439/2006 del Consejo Consultivo de Canarias 
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Pleno del Parlamento Canario
1782
 avaló la decisión de la Mesa de no tramitar dicha 
proposición por pretender regular materias que excedían de la competencia de la 
Comunidad Autónoma y, por tanto, incurrir en la causa de inadmisión señalada
1783
. 
Por último, la ILP en relación con préstamos o hipotecas sobre bienes inmuebles
1784
, 
presentada en marzo de 2011 fue en un primer momento admitida por la Mesa según el 
BOPC nº 123, de 29 de marzo de 2011. En dicha decisión, la Mesa vuelve a incurrir en 
los vicios anteriormente comentados: “se acuerda su admisión, recabándose el informe 
del Consejo Consultivo de Canarias requerido en el apartado 2 del artículo 5 citado; y 
en particular referido a la cuestión de que si los integrantes de la Comisión Promotora 
deben gozar de la condición política de canarios por cuanto que en el caso presente los 
proponentes tienen una vecindad fuera del ámbito de la Comunidad Autónoma. 
Asimismo, sobre si el objeto de la proposición de ley versa sobre una materia excluida de 
este tipo de iniciativa, conforme al artículo 2.- de la Ley 10/1986, de 11 de diciembre, 
sobre iniciativa legislativa popular”. Es decir, pese a las reiteradas aclaraciones del 
Consejo Consultivo de Canarias sobre la verdadera finalidad de sus dictámenes 
(procedentes para el caso en que la ILP haya sido tomada en consideración), la Mesa 
vuelve a acudir al mismo para que le aclare e indirectamente decida sobre la admisión de 
la iniciativa, tarea que sólo ha de corresponder a la Mesa. 
El órgano parlamentario finalmente decide inadmitir la ILP basándose en el informe del 
Consejo Consultivo de Canarias
1785
: “…en conformidad con el mismo (el dictamen), se 
acuerda no admitir a trámite la iniciativa de referencia, por incurrir en la causa de 
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 En sesión del Pleno de fecha 24 y 25 de enero de 2007, 
1783
 El Pleno del Parlamento de Canarias contestó al recurso de queja de los proponentes justificándose 
acerca de las materias que excedían de la competencia de Canarias: 
a) corresponde al Estado en exclusiva la competencia en materia de ‘nacionalidad, inmigración, 
emigración, extranjería y derecho de asilo’ (artículo 149.1.2ª CE) y ‘legislación laboral, sin perjuicio de su 
ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas’ (artículo 149.1.7ª), que son los títulos 
competenciales sobre los que habría que fundamentar una legislación sobre esa materia; b) el artículo 37 
del Estatuto de Autonomía de Canarias no asigna –como sostienen los recurrentes– ‘competencias 
exclusivas’ a Canarias para promover la regulación de la situación laboral y de residencia de los extranjeros 
en el ámbito del archipiélago canario. Muy al contrario, y pese a que dicho precepto se incardine en el 
Título II del EACan (relativo a ‘las competencias de la Comunidad Autónoma de Canarias’), lo cierto es 
que en él no se atribuye facultad alguna en relación con esa materia, más allá del derecho de la Comunidad 
Autónoma de Canarias a hacer propuestas al Gobierno de la Nación sobre la residencia y trabajo de 
extranjeros en Canarias 
1784
 Aunque varíe en cierto modo su denominación, se trata de la conocida ILP sobre dación en pago y 
paralización de los desahucios presentada en otras muchas Comunidades por Alejandro Escribano 
Sanmartín y otras 16 personas. 
1785
 La decisión de la Mesa aparece publicada en el BOPC nº 157, de 12 de mayo de 2011 
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inadmisibilidad prevista en el artículo 5.3.a) y b) de la Ley 10/1986”. Pese a una nueva 
aclaración del Consejo Consultivo sobre la finalidad de sus informes
1786
, según su 
Dictamen 274/2011, de 29 de abril, la ILP señalada incurre en una materia que excede de 
la competencia autonómica: “pretenden primaria y esencialmente disciplinar el régimen 
de hipotecas y, subsiguientemente, el de los bienes inmuebles; materias que se integran 
con toda naturalidad en el concepto de legislación civil, sobre la que la Comunidad 
Autónoma carece de competencia” y además el informe señala que la Comisión 
Promotora no consta de un mínimo de miembros que cumplan con los requisitos 
señalados en la ley reguladora, es decir, que pese a ser mayores de edad no tienen la 
condición política de canarios, el mismo hecho que, por cierto, motivó la inadmisión de 
esta misma ILP presentada ante otras asambleas autonómicas (puede valorarse el 
comentado caso de Castilla y León, por ejemplo). Por ambas causas el Dictamen 
considera inadmisible la iniciativa legislativa popular y la Mesa así lo asume. 
Para concluir, el balance de la Comunidad de Canarias en cuanto a la iniciativa 
legislativa popular es atípico. Por un lado, presenta la singularidad comentada de acudir 
al Consejo Consultivo para valorar la admisión de las iniciativas, decisión que ha de 
corresponder a la Mesa y no al otro órgano. Por otro lado, como hemos visto, Canarias 
presenta unos números muy esperanzadores tanto de iniciativas presentadas en total (24), 
siendo la segunda Comunidad donde sus ciudadanos más utilizan este mecanismo tras 
Galicia, como en aquellas que han acabado convertidas en ley (6 de las 12 que llegaron al 
trámite de toma en consideración y una sigue tramitándose en Comisión). Pese a que su 
ley reguladora del instrumento data de 1986 y no incorpora mejoras planteadas por otras 
autonomías, el instrumento ha tenido un protagonismo ligeramente superior al 
experimentado en otras asambleas, lo cual debe poner en valor el esfuerzo realizado por 
la sociedad civil del archipiélago y su sensibilidad hacia los asuntos de índole regional. 
                                                 
1786
 “En definitiva, a la luz de la normativa aplicable resulta que, adoptada por la Mesa su decisión de 
admitir la Proposición de Ley de iniciativa legislativa popular de que se trate, continuará su tramitación 
hasta el trámite de toma en consideración por el Pleno, de manera que dicha Mesa habrá de recabar el 







I- La participación de los ciudadanos en los asuntos públicos no sólo constituye un 
presupuesto necesario para lograr una sociedad democrática avanzada, objetivo 
enunciado en el Preámbulo de la Constitución, sino que tiene en la iniciativa legislativa 
popular un aliado que permite mejorar el pluralismo político y la representación de 
grupos de ciudadanos especialmente activos, permitiendo un electorado copartícipe en la 
tarea de elaboración de las leyes. 
Cuando parecía que la clásica tensión entre democracia representativa y democracia 
directa había quedado superada por el transcurso del tiempo, por la evidente necesidad 
práctica de la primera y la utopía de la segunda, la crisis de representación o fatiga del 
parlamentarismo ha recuperado una peligrosa disputa de legitimidad entre una supuesta 
democracia menos auténtica con intermediarios, y una democracia que se identifica con 
su ideal más clásico, como es la manifestación directa del poder por parte del electorado. 
II- Nuestro Constituyente quiso afianzar un modelo de democracia representativa que 
gira en torno a los partidos políticos y una posición dominante del Ejecutivo; un modelo 
que el Tribunal Constitucional ha seguido afirmando con posterioridad como 
preeminente en nuestro sistema. Desde la inspiración del modelo italiano de iniciativa 
legislativa integrativa y difusa, la Constitución de 1978 abandonó el sistema dual de 
iniciativa legislativa que había predominado en nuestro constitucionalismo y optó por 
abrir el procedimiento de elaboración de las leyes a una pluralidad de sujetos entre los 
que se encuentra una parte del electorado, como ya hiciera la Constitución de 1931 en su 
artículo 66. Sin embargo, no se contemplaron en la Carta Magna otras modalidades de 
participación directa existentes en Europa aunque menos frecuentes, como la iniciativa 
popular para la reforma de la Constitución, la iniciativa popular para la convocatoria de 
un referéndum o consulta, o el referéndum de propuesta legislativa. 
La Constitución de 1978 configuró el instrumento de manera restrictiva a través de un 
ámbito material muy reducido y un elevado número de firmas exigidas, lo que contrasta 
con el mandato contenido en el artículo 9.2 CE, y con la relevancia concedida al derecho 
a participar directamente enunciado en el art. 23.1 de nuestra Carta Magna. De los 
debates parlamentarios se deduce que nuestro Constituyente probablemente exagerara los 
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riesgos de la participación directa en un contexto que requería de la normalización 
democrática. Como condicionantes de la configuración restrictiva de la figura podemos 
señalar las negativas experiencias acaecidas en Europa con las instituciones de 
democracia directa, la utilización que el franquismo y otros regímenes autoritarios 
hicieran del referéndum, una particular concepción del parlamentarismo y, aunque no 
haya acaparado tanta atención, cierto desconocimiento hacia una institución en desuso 
hasta el momento en nuestro país. Sólo así se pueden explicar los cambios en la 
redacción del actual artículo 87.3 CE, la traslación casi idéntica de las firmas requeridas 
y las materias excluidas del referéndum abrogativo italiano, y el hecho de que la 
Comisión Mixta introdujera la barrera más cuestionable sobre el instrumento: la 
exclusión de las materias propias de ley orgánica. 
III- Prácticamente, sólo los representantes de Alianza Popular se erigieron en defensores 
de la compatibilidad de la democracia representativa con este tipo de instrumentos, 
advirtiendo de los peligros que acarrearía confiar todo el protagonismo de la vida política 
a los partidos. Sin embargo, una clara mayoría liderada por UCD y sustentada por la 
izquierda de la cámara vio en el modelo representativo la única vía para evitar las 
tentaciones populistas, desestabilizadoras o involucionistas que creían ocultas tras la 
intervención directa del electorado. Lo idóneo hubiera sido, a nuestro juicio, consagrar en 
la Constitución la iniciativa legislativa popular para la presentación de proposiciones de 
ley, confiando en el legislador orgánico toda la delimitación de la figura, lo que hubiera 
permitido un estudio más pausado de sus posibilidades y una adaptación de sus límites 
sin recurrir a la reforma de la Constitución. 
IV- La compatibilidad de la democracia representativa con la democracia semidirecta 
permite enriquecer la primera con una mayor y más directa apertura del Parlamento a la 
opinión pública, superando la concepción de una democracia reducida al momento 
electoral. Para limitar la conflictividad entre ambos modelos de democracia, es 
fundamental entender estos instrumentos como correctores de los déficit de participación 
existentes, no como medios para plantear una legitimidad alternativa a la depositada por 
el titular de la soberanía en las instituciones representativas. La concepción de la 
iniciativa legislativa popular como un híbrido entre ambos modelos de democracia -sobre 
lo que existe cierto debate- responde a la delimitación que el Constituyente y el 
legislador orgánico hicieran de la institución, configurando al electorado como titular del 
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derecho a presentar y firmar una iniciativa, pero concediendo un especial protagonismo a 
los promotores, subordinando la proposición, además, a la previa decisión de las 
cámaras, lo que situaría a la institución más cerca del modelo representativo. 
Cuando Kelsen se refiere a cierta fatiga del parlamentarismo a principios del siglo XX, 
plantea fortalecer la democracia haciendo partícipe al pueblo a la hora de legislar. La 
iniciativa popular contribuye al acercamiento de los electores hacia las instituciones 
representativas, completando la actividad del legislador con puntos de vista que quizás 
no había abordado de forma satisfactoria. De este modo, la institución puede contribuir a 
un mayor pluralismo político desde tres ángulos: la intervención de organizaciones o 
colectivos sociales en la propuesta legislativa; el acceso al Parlamento de las opiniones 
de fuerzas políticas extraparlamentarias; y la participación directa del ciudadano 
individual con la presentación o el aval de ciertas demandas. 
V- Las estadísticas analizadas refuerzan el carácter social de la figura y su empleo 
preferente –no exclusivo- por organizaciones con cierta infraestructura y capacidad de 
movilización. Del total de ciento diez iniciativas presentadas hasta mayo de 2018, 
cuarenta y cinco fueron presentadas por asociaciones, colectivos o representantes de los 
mismos; treinta y ocho fueron presentadas por ciudadanos particulares, quince fueron 
presentadas directa o indirectamente por partidos políticos parlamentarios o 
extraparlamentarios, y doce fueron presentadas por sindicatos.  
El Tribunal Constitucional ha buscado una finalidad del instrumento en “forzar el debate 
político y obligar que los distintos Grupos de la Cámara y esta misma tengan que tomar 
expresa posición sobre un asunto o tema determinado” (STC 40/2003, FJ7) añadiendo 
también que el mecanismo hace posible que los ciudadanos conozcan “lo que sus 
representantes piensan sobre una determinada materia, así como la oportunidad o no de 
su regulación legal, y extraer sus propias conclusiones” (STC 19/2015, FJ 2 d), por lo 
que tampoco se puede descartar a la iniciativa popular como mecanismo de presión u 
oposición hacia el poder político. No ha resultado infrecuente que este tipo de 
reivindicaciones además hayan sido utilizadas para el refuerzo de las posiciones de la 
oposición o la notoriedad de la organización proponente, lo que no siempre casa con la 
actividad habitual de las instituciones representativas. 
VI- Algunas voces de la literatura jurídica han señalado cierta mediatización del 
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instrumento por parte de los partidos políticos; sin embargo, atendiendo a los promotores 
de las iniciativas registradas y aunque la influencia política esté presente, no se ha 
constatado que el control por parte de los partidos políticos sea un hecho generalizado, ya 
que tan sólo se han podido relacionar quince iniciativas populares con representantes de 
las fuerzas políticas. Un ejemplo lo representa la Proposición de Ley en relación al 
acueducto Tajo-Segura y a su aprovechamiento (2009), cuya Comisión Promotora estuvo 
formada por antiguos dirigentes de los dos grandes partidos de entonces y de algún 
sindicato, o bien dos proposiciones presentadas por un particular vinculado al Partido 
Socialista en 2014, sobre asuntos de índole electoral que probablemente no pudieran ser 
asumidos por su propio Grupo Parlamentario en el Congreso. Asimismo, la Proposición 
de Ley sobre eliminación de prebendas de la clase política cesada (2012) fue presentada 
por un militante de Izquierda Unida, y el histórico dirigente Julio Anguita presentó una 
iniciativa sobre la regulación de la jornada laboral en 1998, representando un claro 
ejemplo de ‘mediatización política’ del instrumento, al ser un diputado el propio impulsor 
de la iniciativa. Otras cinco proposiciones presentadas por los Verdes Ecopacifistas, una 
presentada por el Centro Canario Nacionalista, una presentada por una militante de 
Democracia Nacional, o la presentada en 2014 por Isabel Franco Carmona (diputada de 
Unidos Podemos entre 2015 y 2019) son ejemplos de acceso de propuestas de partidos 
políticos extraparlamentarios que permiten reforzar la contribución del mecanismo al 
pluralismo político. 
Cuestión distinta sería defender, como defendemos, la conexión entre algunas iniciativas 
promovidas por colectivos o sindicatos y algunos partidos políticos; bien por el sesgo 
ideológico de algunas organizaciones, o bien porque el éxito de una iniciativa popular 
requiere de una infraestructura y movilización que prácticamente sólo organizaciones 
fuertes pueden prestar. Esto ha tenido como consecuencia que la figura estudiada se 
aparte ligeramente de la definición de instrumento de democracia directa, representando 
más bien un mecanismo de democracia semidirecta que otorga representación y 
notoriedad a la sociedad civil de una manera menos institucionalizada pero altamente 
dependiente de organizaciones de variado tipo. 
VII- Además de su función más institucional, conforme a su segunda vertiente, la 
iniciativa legislativa popular es una de las fórmulas escogidas para el ejercicio del 
derecho fundamental a participar en los asuntos públicos. La literatura jurídico-
691 
 
constitucional así lo ha entendido de forma mayoritaria, aunque no han faltado voces 
discordantes que dudan de su vinculación por su concepción como propuesta de 
iniciativa. Nuestra postura ha sido la de defender el instrumento como proyección del 
derecho fundamental del art. 23.1 CE por cuatro motivos: la reserva de ley orgánica 
establecida en el art. 87.3 CE, el recurso de amparo contra el acuerdo de inadmisión 
concedido a los promotores, las manifestaciones del Tribunal Constitucional que así lo 
han corroborado, y la concordancia entre el modo de emplear el instrumento y los 
caracteres del derecho fundamental señalado. 
El Máximo Intérprete Constitucional ha entendido (STC 119/1995, FJ 5) que estaremos 
ante un derecho de participación política cuando la llamada a la participación comporte el 
ejercicio, directo o por medio de representantes, del poder político o, lo que es lo mismo, 
cuando se llame al pueblo como titular de ese poder, considerándose instrumentos de 
democracia directa únicamente el referéndum, la iniciativa legislativa popular, y el 
derecho de petición. En nuestro caso, al resultar los electores titulares del derecho a 
firmar una iniciativa, el llamamiento se produce al cuerpo electoral en su conjunto, bajo 
cuya acción se articula la voluntad general, y no una voluntad particular como en el caso 
del resto de instrumentos de participación configurados por el legislador. 
Una consecuencia que se extrae de considerar la iniciativa popular una proyección del 
derecho de participación es la doble reserva de ley orgánica que afecta a la figura; la 
señalada en el art. 87.3 CE, y la que deriva de su consideración como proyección de un 
derecho fundamental. Sólo así se entiende que la LO 3/1984 regule no sólo aspectos 
esenciales para el ejercicio del mecanismo como la presentación de la iniciativa o la 
recogida y recuento de firmas, sino también cuestiones como la titularidad, las facultades 
de la comisión promotora, la admisión de la iniciativa, el recurso de amparo, o la 
compensación económica, aspectos ligados a las facultades del derecho proyectado. 
Cuestiones, éstas últimas, que exceden de la remisión del art. 87.3 para que el legislador 
orgánico regule las formas de ejercicio y requisitos. 
VIII- Las facultades que se pueden distinguir como integrantes del derecho ejercido a 
través del instrumento son cuatro;  
A- El derecho a presentar una iniciativa ante el Parlamento, que conlleva tan sólo el 
inicio del procedimiento legislativo. No se concede, sin embargo, un derecho a 
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imponer, al quedar limitado el ejercicio del derecho por los principios de 
supremacía y autonomía parlamentaria que, precisamente, indican la competencia 
plena del Parlamento para la aprobación de las leyes. 
B-  El derecho a firmar la iniciativa, del que son titulares todos los electores, aunque 
la exigencia de firmas convierta el ejercicio de tal derecho en colectivo. 
C- El derecho a obtener un pronunciamiento de la citada asamblea, que quedará 
obligada a tramitar la iniciativa en caso de concurrir todos los requisitos formales 
y materiales a partir de la acreditación del mínimo de signatarios. 
D- La compensación económica de los gastos que se acrediten con motivo de la 
difusión de la iniciativa y la recogida de firmas. 
IX- Hemos defendido a los electores como los legitimados para el ejercicio del derecho 
proyectado, en cuanto ciudadanos mayores de edad inscritos en el censo electoral, según 
se señala en la LO 3/1984, descartando que el legitimado sea el pueblo en su conjunto. 
No ha resultado una cuestión pacífica debido al enorme protagonismo otorgado y 
desempeñado por la Comisión Promotora, lo que ha llevado a algunas voces a plantearse 
si son los verdaderos titulares de la iniciativa popular. A pesar de lo sugerido, debemos 
distinguir entre los dueños o autores de la iniciativa, que son los promotores, y los 
titulares o legitimados para el ejercicio del derecho proyectado, que son los electores, sin 
cuyas firmas no se perfecciona la proposición presentada. 
El liderazgo y fuerte protagonismo de la Comisión Promotora ha marcado la naturaleza 
de la figura, muy en especial hasta la acreditación de la consecución del número mínimo 
de firmas, momento en que la Comisión pasa a actuar como representante de los 
signatarios. La ley regula de manera insuficiente las funciones y composición del órgano, 
por lo que creemos necesario que una reforma de la LO 3/1984 aclare su naturaleza, el 
número mínimo y máximo de integrantes, su relación con los signatarios, y la 
enumeración de sus funciones. Igualmente recomendable sería regular una serie de 
incompatibilidades que evitaran supuestos de mediatización de la iniciativa por parte de 
partidos políticos o integrantes de un órgano con iniciativa para legislar; estableciendo 
que los miembros de ambas cámaras, determinados miembros del Ejecutivo, miembros 
de parlamentos autonómicos y del Parlamento Europeo no puedan pertenecer a dicha 




X- En relación a la titularidad, no pocas dudas han planteado las regulaciones catalana, 
vasca y valenciana (desde 2018 también Baleares) de la iniciativa popular, que permiten 
ejercer el mecanismo a los menores de dieciséis y diecisiete años, los ciudadanos de otros 
Estados Miembros de la Unión Europea, y los extranjeros con residencia legal en España 
(en Cataluña además a los ciudadanos de Islandia, Liechtenstein, Noruega o Suiza). La 
cuestión que se ha discutido es si las autonomías pueden extender la titularidad a sujetos 
no legitimados por la regulación estatal, lo que se relaciona con el debate sobre si la 
iniciativa popular de ámbito autonómico es también manifestación del derecho 
fundamental a la participación política directa y, por tanto, si la delimitación de los 
aspectos esenciales del derecho, como puede ser la titularidad, queda bajo la reserva del 
legislador orgánico. Una ligera mayoría de la literatura jurídica consultada opta por una 
lectura de esta extensión de la titularidad compatible con nuestra Constitución, aunque 
con muchas dudas, especialmente con los no nacionales. Menos problemática parece la 
extensión a los menores de dieciséis y diecisiete años, al resultar un ensanchamiento de 
la base de legitimados y no una restricción, lo que estaría justificado desde una visión 
más amplia del concepto de ciudadanía con un objeto claro de integración de tal 
colectivo. El problema principal se encuentra, por tanto, en la extensión de la titularidad a 
los no nacionales por la manifiesta incoherencia con el art. 13.2 CE, que atribuye 
solamente a los españoles los derechos reconocidos en el art. 23 de la Constitución. En 
este sentido, se abren tres posibilidades: 
A- Defender la inconstitucionalidad de los preceptos que permiten firmar y 
presentar iniciativas populares a los no nacionales, considerando a la iniciativa 
popular autonómica como manifestación del derecho fundamental del art. 23.1 
CE; supuesto en que el legislador autonómico habría invadido una competencia 
reservada al legislador orgánico como es la delimitación de aspectos esenciales 
del derecho tales como la titularidad. Además, la contradicción sería manifiesta 
también con respecto al art. 13.2 CE, que reconoce que los derechos de 
participación política serán ejercidos solamente por los españoles. 
B- Defender la competencia del legislador autonómico para extender la titularidad 
sobre el ejercicio de una institución de autogobierno (competencia exclusiva 
además de las CC.AA.) o de un instrumento de democracia participativa de 
configuración legal; sin quedar en ninguno de los dos casos vinculado al derecho 
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fundamental señalado y, por tanto, al que le resultaría ajeno lo señalado en el art. 
13.2 CE. 
C- Tal y como he defendido, apelar a la compatibilidad de los preceptos 
autonómicos señalados aun entendiendo la iniciativa popular autonómica 
vinculada al derecho fundamental de participación, considerando, en primer lugar, 
que lo señalado en el art. 13.2 CE es de aplicación únicamente al sufragio activo y 
pasivo; y aceptando que la extensión de la titularidad no contradice el núcleo 
esencial de la legitimación, reservada al legislador orgánico, sino que la amplía a 
más ciudadanos para el ejercicio de tal derecho sólo ante la asamblea legislativa 
de la comunidad respectiva, bajo el objetivo de su integración política. 
XI- De unánime opinión en la literatura jurídico-constitucional es la configuración tan 
estrecha otorgada en nuestro sistema a los instrumentos de participación en general, pero 
muy en particular a la iniciativa popular. Las reducidas dimensiones con que se ordena la 
figura derivan principalmente de unas causas de inadmisión demasiado restrictivas y del 
excesivo número de firmas exigido para su perfeccionamiento. Las estadísticas 
analizadas indican que cuarenta y una iniciativas han resultado inadmitidas por la Mesa 
del Congreso, representando el 37% del total de presentadas ante la Cámara Baja. Una 
cuestión previa que se debe subrayar es la escasa transparencia de los acuerdos del 
órgano rector de la cámara, al no publicarse en el Boletín Oficial de las Cortes Generales 
ni mediante vías telemáticas, lo que dificulta el conocimiento de la concreta causa de 
inadmisión aplicada a cada iniciativa.  
En este sentido, se ha advertido de la posible arbitrariedad de la Mesa del Congreso en la 
valoración de la admisión de las iniciativas, aplicando las causas de inadmisión de forma 
poco garantista hacia la participación. Sería conveniente regular en el Reglamento del 
Congreso y en la LO 3/1984 que los acuerdos de admisión con respecto a las iniciativas 
populares, además de ser motivados, mantengan una interpretación restrictiva de las 
causas de inadmisión, permitiendo la audiencia de la Comisión Promotora antes de la 
valoración del acuerdo. No parece adecuado, sin embargo, contemplar que sea otro 
órgano el encargado de la admisión de las iniciativas, aunque se haya sugerido la 
‘judicialización’ de dicho trámite. La experiencia de la Mesa del Congreso y de los 
servicios jurídicos de la cámara en la valoración de las proposiciones, la requerida 
celeridad, y el respeto a la autonomía parlamentaria demostrarían la mayor idoneidad del 
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órgano rector en la admisión, aunque tampoco creemos que resultara extraño atribuir la 
función a la Junta Electoral, al mantener ya ciertas competencias acerca del proceso de 
recogida de firmas. 
Ha resultado muy habitual que el Tribunal Constitucional confirme la decisión de la 
Mesa ante el recurso de amparo presentado por los promotores contra el acuerdo de 
inadmisión. El Alto Tribunal considera no sólo que la lesión al derecho de participación 
de los recurrentes debe ser grave, sino que se ha de probar una relación causal directa 
entre el daño producido y la actuación de la Mesa, por lo que la ambigüedad de la 
mayoría de criterios de inadmisión ha permitido una lectura del acuerdo del órgano 
conforme a derecho. 
XII- Entre las materias excluidas –las propias de ley orgánica, las de materia tributaria, 
las de carácter internacional, la prerrogativa de gracia, la planificación económica general 
o los presupuestos generales del Estado- la más grave restricción lo constituye la primera, 
por afectar a los asuntos relativos a la convivencia de los ciudadanos, tales como los 
derechos fundamentales o el régimen electoral general que, precisamente, pueden 
acaparar mayor interés de los electores y los colectivos que emplean el mecanismo. El 
Constituyente quiso proteger temas tan sensibles de una supuesta utilización demagógica 
o involucionista por parte del pueblo, condenando al mecanismo a una mayor 
irrelevancia. 
La gravedad de la exclusión de las materias propias de ley orgánica no sólo reside en la 
importancia de los temas que abarca, sino también en la difícil delimitación material de 
los mismos. La reserva de ley orgánica no afecta a una materia en sentido estricto, sino a 
un sector de la misma, estableciéndose por parte del Tribunal Constitucional la debida 
interpretación restrictiva del ámbito de la ley orgánica y aclarando que la reserva se 
refiere al núcleo esencial de la materia, y no a cualquier regulación que se haga de la 
misma, cuestiones que la propia Mesa del Congreso ha de tener presentes en su labor de 
calificación de las proposiciones. De lo contrario, en una interpretación menos restrictiva, 
el órgano podría verse tentado a inadmitir iniciativas populares que mantengan alguna 
relación, aunque sea mínima, con los derechos fundamentales. 
Siguiendo el criterio restrictivo que ha imperado en la jurisprudencia constitucional, sólo 
quedaría reservado al legislador orgánico -y excluido de la iniciativa popular- el 
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“desarrollo legislativo directo” u “ordenación de aspectos esenciales” (SSTC 160/1987 
y 173/1998) de los derechos y libertades contenidos en la sección 1ª del Capítulo II del 
Título I, lo que consistiría, según la STC 140/1986, en la “determinación de su alcance y 
límites en relación con otros derechos”. En sentido contrario, se puede deducir que 
podrían ser objeto de una iniciativa legislativa popular, por no resultar materias propias 
de ley orgánica, los derechos recogidos en la Sección 2ª del capítulo II, y del capítulo III; 
y los derechos de la Sección 1ª del capítulo II en lo que se refiera a aspectos no 
esenciales. La propia Constitución también nos ayuda a comprender en qué consiste 
dicho desarrollo, al establecer en el art. 53.1 que corresponde a la ley (ordinaria) regular 
el ejercicio de los derechos comprendidos en el Capítulo II del Título I, aclarando que el 
desarrollo de esos derechos (sometido a reserva de ley orgánica) es distinto de la 
regulación de su ejercicio, cuestión que, como se ha visto, no comparten algunas voces 
de la literatura jurídica. La interpretación esgrimida acerca del ámbito de la reserva sobre 
derechos y libertades nos indica la materia reservada pero no el concreto sector de esta 
materia, una cuestión que ha resultado muy discutida y sobre la que nuevamente será el 
alcance que concedamos al término desarrollo lo que determine tal extremo.  
La reserva que afecta al régimen electoral general alcanza las “normas electorales 
válidas para la generalidad de las instituciones representativas del Estado en su 
conjunto y en el de las entidades territoriales en que se organiza, a tenor del art. 137 CE, 
salvo las excepciones que se hallen establecidas en la Constitución o en los Estatutos” 
(STC 38/1983, FJ 3), entendiéndose como tales las elecciones a Diputados y Senadores 
de las Cortes Generales, salvo los senadores de designación autonómica; a las elecciones 
locales (salvo ciertos aspectos del régimen electoral de los municipios y provincias 
vascas); a las elecciones al Parlamento Europeo; y -sólo en teoría- a las elecciones a las 
asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas (todas las autonomías regulan en 
sus respectivos Estatutos la elección de los parlamentarios de su asamblea legislativa, por 
lo que no se considera este aspecto reservado al legislador orgánico, salvo en lo relativo 
al desarrollo de los derechos de sufragio activo y pasivo como derechos fundamentales). 
Se puede deducir, por tanto, que el objeto de la reserva no se ciñe al simple desarrollo del 
art. 23.1 CE como derecho fundamental, sino que es más amplio, comprendiendo 
también lo primario y nuclear del régimen electoral, en particular lo relativo al sufragio 
activo y pasivo, las condiciones en las que se ejercen los mismos, y demás criterios de 
índole procedimental, temporal o territorial. 
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La incidencia de la exclusión de las materias propias de ley orgánica ha sido elevada en 
la inadmisión de iniciativas. La Mesa inadmitió en 1995 la proposición por la que se 
regula el estatuto jurídico del cuerpo humano, que pretendía modificar el art. 428 del 
Código Penal en materia de trasplantes y cirugía transexual, y el art. 417 bis en lo 
referente a interrupción voluntaria del embarazo (recurrida la inadmisión, el Tribunal 
Constitucional avaló el juicio de la Mesa por entender que la ILP entraba en cuestiones 
reguladas por el Código Penal); asimismo se inadmitió la iniciativa sobre responsabilidad 
penal de los menores por afectar a la LO 5/2000 y al propio Código Penal, la ILP sobre 
derechos y libertades de los extranjeros en España, la ILP sobre esclarecimiento de los 
casos de Adopciones Irregulares, Sustracción y Tráfico de recién nacidos y menores, la 
ILP de protección y bienestar de los animales, la ILP promotora y reguladora del 
ejercicio, disfrute y comercialización del arte, y la ILP de Medidas Sanitarias, Fiscales, 
Administrativas y de Integración Social del colectivo celíaco. Aunque no versara 
estrictamente sobre el desarrollo de los derechos fundamentales, la ILP sobre la reforma 
salarial política fue inadmitida al afectar a las incompatibilidades reguladas en el art. 70.1 
CE.   
XIII- El resto de las materias excluidas del ámbito de la figura se entienden justificadas 
bajo la protección de otros intereses jurídicos relevantes, aunque la delimitación de tales 
asuntos adolezca de inconcreción. Se han defendido dichas exclusiones bien por la 
posible interpretación demagógica de asuntos como los tributos o los indultos; por la 
complejidad técnica que implican temas como la planificación económica (art. 131.1 CE) 
o los de carácter internacional, o bien porque la presentación de ciertas materias queda 
reservada al Ejecutivo, como los presupuestos generales del Estado (art. 134.1 CE). Sin 
embargo, resulta común a todas ellas la necesidad de acotar convenientemente el ámbito 
excluido, impidiendo que una interpretación expansiva de tales asuntos pueda vaciar de 
contenido el derecho que se ejerce a través del mecanismo. 
La exclusión de las materias de naturaleza tributaria ha mantenido cierta influencia en la 
inadmisión de iniciativas populares, habiendo afectado a sendas iniciativas que 
pretendían establecer pensiones de jubilación para administradores familiares amas/os de 
casa (presentadas en 1984 y 1985), a la iniciativa reguladora del acceso de colectivos y 
asociaciones de discapacitados a autorizaciones de celebración, a escala nacional, de 
rifas, tómbolas y sorteos (1999), y a la ILP de Medidas Sanitarias, Fiscales, 
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Administrativas y de Integración Social del colectivo celíaco, que fue inadmitida por 
pretender modificar el IVA aplicable al colectivo celíaco (2012). 
La exclusión de las materias de carácter internacional parece coherente si atendemos a la 
atribución al Ejecutivo de la negociación y firma de los tratados internacionales, o la 
reserva de ley orgánica que afecta a la propia autorización de la firma de tratados que 
atribuyan a una institución supranacional el ejercicio de competencias derivadas de la 
Constitución. Para su correcta delimitación, debemos atender a tres supuestos que 
conllevarían la inadmisión de la iniciativa: medidas que supongan explícita o 
implícitamente la inaplicación, la necesidad de denuncia o modificación, o la suspensión 
de un tratado internacional; toda propuesta que pretenda obligar al Estado a suscribir 
algún acuerdo con otro sujeto de derecho internacional; y las medidas que pretendan 
limitar o condicionar las potestades constitucionales atribuidas al Rey, a las Cortes 
Generales o al Gobierno en materia internacional. No deja de ser paradójico, sin 
embargo, que se excluya de la participación ciudadana una materia que constituye el 
único asunto sobre el que se ha consultado al pueblo español por la vía del referéndum 
del art. 92.1 CE, aunque hasta el momento ninguna iniciativa popular se haya inadmitido 
aplicando este concreto requisito. 
XIV- Por representar la Ley de Presupuestos el instrumento jurídico, político y 
económico con el que el Gobierno ejerce su función de dirección y desarrolla su 
programa, parece razonable que su presentación quede bajo competencia exclusiva del 
Ejecutivo (como señala el art. 134.1 CE). Desde esa visión, es coherente que la iniciativa 
legislativa popular no invada un ámbito reservado al gobierno, lo que no debe conducir al 
error de inadmitir toda iniciativa que pretenda algún aumento del gasto o disminución de 
los ingresos, lo que reduciría al absurdo el mecanismo. 
En relación a este asunto, no pocos problemas puede ocasionar la extralimitación del 
Ejecutivo en la aplicación de su prerrogativa para impedir la tramitación de las 
proposiciones que produzcan un incremento del gasto o disminución de los ingresos (art. 
134.6 CE). Aunque no se trate de un conflicto que afecte exclusivamente a las iniciativas 
populares, en la última etapa no ha resultado infrecuente una contradicción entre el 
criterio del Ejecutivo, el de la Mesa, y el criterio de algún grupo parlamentario. El TC ha 
reiterado mediante dos conflictos entre órganos constitucionales (SSTC 34/2018, de 12 
de abril, y 44/2018, de 26 de abril) y dos recursos de amparo (SSTC 94/2018, de 17 de 
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septiembre, y 139/2018, de 17 de diciembre) algunas garantías en la aplicación de la 
prerrogativa, recordando que su uso deberá ser restrictivo por suponer un freno a la 
normal capacidad legislativa de las Cámaras: en primer lugar, y según entiende también 
la posición doctrinal mayoritaria, el gobierno puede negarse a la tramitación de 
proposiciones o enmiendas siempre que afecten al presupuesto en vigor; en segundo 
lugar, la incidencia de la proposición de ley en el presupuesto debe ser directa e 
inmediata, debiendo justificar el Ejecutivo la relación causal directa entre la eventual 
aprobación de la proposición y la variación de determinadas partidas presupuestarias; por 
último, el TC exige también que la Mesa del Congreso motive el acuerdo por el que 
inadmite la proposición, aceptando así el veto del Gobierno.  
XV- El Constituyente también quiso excluir la iniciativa popular de reforma 
constitucional, tal y como se desprende del artículo 166 CE. La cuestión fue introducida 
a través de una enmienda del diputado Gabriel Cisneros (UCD) en la Comisión 
Constitucional, en un claro intento de proteger la Norma Suprema de tensiones 
incontroladas, utilizando los argumentos de la cautela y del derecho comparado. La 
exclusión se explica atendiendo a la preeminencia de nuestro modelo representativo, 
representando en el derecho comparado una pequeña minoría aquellos países que 
contemplan dicha iniciativa popular de reforma (Italia, Suiza, Rumanía, Letonia, 
Lituania, Eslovenia) frente a aquellos que no lo hacen, entre los que se encuentran la 
mayoría de nuestro entorno. Los países iberoamericanos se han mostrado 
moderadamente proclives a permitir que se proponga la reforma de la Constitución 
mediante la iniciativa popular, exigiéndose en Venezuela que la propuesta venga avalada 
por el 15% de los electores, en Colombia y Costa Rica por el 5%, en Ecuador por el 1%, 
Uruguay el 10%, Perú el 0,3%, Paraguay lo permite con 30.000 firmas, o Guatemala con 
5.000. 
La exclusión de la iniciativa de reforma constitucional ha ocasionado un intenso debate 
en la literatura jurídica, sin que se haya podido apreciar una clara mayoría en favor de la 
exclusión o inclusión del electorado para tal fin. Conviene destacar la clásica discusión 
entre Pedro De Vega, como defensor de la legitimación del cuerpo electoral para la 
iniciativa de reforma, por coherencia con el propio principio de soberanía popular, entre 
otras razones, frente a los argumentos de Javier Pérez Royo, quien ha defendido que las 
instituciones representativas son la mejor garantía para lograr la serenidad y ponderación 
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que requiere un tema tan relevante como la reforma. Aunque gran parte de la literatura 
jurídica sobre este tema se ha referido al grado de adecuación de la exclusión de la 
iniciativa de reforma constitucional con nuestro modelo constitucional (y parece que 
tanto su exclusión como su inclusión son coherentes con la Norma Suprema), debemos 
preguntarnos si las cautelas que motivaron aquella solución siguen aconsejando mantener 
en la actualidad la redacción del artículo 166.  
Aunque la cultura democrática de nuestra sociedad haya evolucionado favorablemente, 
una propuesta de reforma de la Constitución avalada por una fracción respetable del 
cuerpo electoral que posteriormente no alcanzara las mayorías necesarias en el 
Parlamento probablemente tensara aún más la relación entre los órganos representativos 
y el electorado, cayendo nuevamente en el tópico de que la democracia directa es la 
auténtica y la representativa un modelo defectuoso. No se debe descartar tampoco que la 
apertura de la iniciativa de reforma al electorado pueda ser utilizada para deslegitimar -
desde planteamientos con tintes populistas- determinadas estructuras o principios que se 
entienden protegidos, en cuanto núcleo esencial de la propia Carta Magna. Algunos 
asuntos que tradicionalmente han acaparado la atención en el debate político, como la 
forma de Estado, el sistema electoral, o la estructura autonómica, podrían tener como 
consecuencia de su modificación la destrucción misma de la Constitución tal y como se 
entiende, aunque se respete escrupulosamente el procedimiento. El instrumento de la 
iniciativa popular debe comenzar por abrirse a los temas afectados por ley orgánica, hoy 
vedados a la participación, sin dejar de mirar a países como Italia que, utilizando 
instrumentos de democracia directa, han terminado en escenarios de fuerte convulsión 
política. 
XVI- El legislador orgánico consideró necesario añadir a través de la LO 3/1984 más 
límites a los recogidos por la Constitución, con el objetivo teórico de preservar la 
autonomía parlamentaria y la economía procesal en la cámara. Asumiendo la adecuación 
de la causa de inadmisión que supone la inobservancia de los requisitos formales (art. 5.2 
b) y considerando que deberán ser subsanables, más problemas ha planteado la exigencia 
de homogeneidad en el texto (art. 5.2 ‘c’), no sólo por la inconcreción del precepto, sino 
también porque no se exige al resto de órganos con iniciativa legislativa. Por todo lo 
anterior, sería más garantista la eliminación del requisito, ya que en todo caso será el 
legislador el encargado de dotar al texto de una mayor cohesión interna durante la 
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tramitación parlamentaria de la iniciativa. 
La inadmisión motivada por la previa existencia en el Congreso o el Senado de un 
proyecto o proposición de Ley que verse sobre el mismo objeto de la iniciativa popular 
(encontrándose la primera como mínimo en el trámite de enmiendas), también parece una 
solución un tanto drástica pese a pretender una ordenación más racional del trabajo 
parlamentario. En primer lugar, al compartir ambas proposiciones el mismo objeto, la 
iniciativa popular puede contener una orientación diferente; en segundo lugar, porque la 
acumulación permitiría incorporar la proposición de origen popular al proyecto o 
proposición en tramitación, aunque el plazo para la recogida de firmas de la iniciativa 
conllevaría el retraso de la norma en trámite. 
Por último, para evitar reiteraciones y la utilización obstruccionista del instrumento, el 
legislador orgánico estableció como causa de inadmisión que la iniciativa presentada 
fuera reproducción de otra de contenido igual o sustancialmente equivalente presentada 
durante la legislatura en curso, volviendo a ocasionarnos ciertas dudas a causa del posible 
efecto obstruccionista contrario; que se presente una proposición que conscientemente se 
haga fracasar para evitar que futuras iniciativas de contenido equivalente prosperen. Para 
evitar esta situación, proponemos sustituir el término presentada por el de debatida, 
exigiendo que la iniciativa que impide el acceso al resto al menos haya llegado a la toma 
en consideración.  
XVII- El elevado número de signatarios exigido en el art. 87.3 CE constituye la principal 
barrera al instrumento, al haber caducado sin reunir la cantidad mínima de firmas 
cuarenta y cuatro proposiciones (40% del total de las registradas). Doce de las diecisiete 
Comunidades Autónomas requieren un porcentaje menor del exigido a nivel estatal, por 
lo que la revitalización de la institución depende de una rebaja en el número de firmas 
que se adapte al porcentaje exigido en las autonomías que recientemente han reformado 
su ley de iniciativa popular, como ocurre en Comunidad Valenciana (0,30%), Galicia 
(0,37%), País Vasco (0,50%), Andalucía (0,61%) o en menor medida Castilla y León 
(0,75%). Para llevar a cabo el objetivo sería imprescindible una reforma constitucional 
que modificara el artículo 87.3 CE, fijando la nueva cantidad de firmas exigidas, el 




Atendiendo al derecho comparado, el número de signatarios exigido en España es 
comparativamente alto en relación a su población. En Austria se exigen 100.000 firmas 
con una población de, aproximadamente, ocho millones y medio; Italia solicita tan sólo 
50.000 firmas, para una población de casi sesenta millones de personas; en Portugal las 
exiguas 35.000 firmas requeridas representan el 0,33% de los habitantes del país; cifra 
parecida a la de Holanda que exige 40.000 (0,24% de su población); Polonia con una 
población de casi cuarenta millones exige 100.000 signatarios, y Hungría 50.000 
(0,49%). La situación en otros países europeos más lejanos tampoco es uniforme; en 
Letonia se exige que la iniciativa venga avalada por el 10% de los electores, en Lituania 
y Hungría se requieren 50.000 firmas, en Eslovenia tan sólo 5.000, en Rumanía 150.000 
y en Liechtenstein 1.000, por apuntar algunos ejemplos. En Iberoamérica la regulación 
tampoco es homogénea, siendo el 5% la cifra de electores exigida en Colombia y Costa 
Rica, 0,25% en Ecuador, el 0,13% en México, el 1,5% en Argentina (pertenecientes a seis 
distritos electorales), 1% en Brasil (porcentaje que ha de pertenecer por lo menos al 5% 
de los Estados, y en cada uno de ellos representar, a su vez, el 30% de los electores), 
10.000 signatarios en Cuba o 5.000 en Nicaragua. 
XVIII- Aunque un aumento del plazo concedido para reunir las firmas exigidas pueda 
resultar teóricamente más garantista hacia el ejercicio del instrumento, los actuales nueve 
meses (tal y como fijó la Ley 4/2006) prorrogables por otros tres se consideran 
suficientes, si tenemos en cuenta que una extensión de este plazo podría producir una 
demora en la tramitación de la iniciativa que, con mayor probabilidad, se vería obligada a 
ser trasladada de legislatura ante la disolución de las cámaras. Aunque el Tribunal 
Constitucional haya proclamado la excepcionalidad e imprevisibilidad como requisitos 
para la concesión de la prórroga de hasta tres meses del plazo para la recogida de firmas, 
habitualmente la Mesa del Congreso ha atendido este tipo de peticiones, admitiendo 
causas como las elecciones o las vacaciones de Navidad o verano. 
Para la optimización de la campaña de recogida de firmas se deben extender las 
posibilidades que ofrece la firma electrónica (establecida desde la entrada en vigor de la 
Ley 4/2006), al permitir el aval de las iniciativas populares de manera rápida y sencilla, 
contribuyendo a alcanzar más fácilmente el mínimo de signatarios requerido. Asimismo, 
es necesario mejorar las posibilidades de difusión de las iniciativas populares a través de 
las tecnologías de la información y de la comunicación, habilitando plataformas 
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telemáticas donde se publiciten todas las iniciativas admitidas y se facilite su firma 
electrónica. 
XIX- A pesar de la omisión del término ‘legislativa’ en el artículo 87.3 CE (aunque sí 
aparezca en el título de su ley reguladora), la necesidad de que la propuesta de los 
ciudadanos se plasme obligatoriamente en una proposición de ley articulada subraya 
precisamente la naturaleza ‘legislativa’ de la iniciativa popular, aunque no han faltado 
voces que rechazan dicho rasgo de la figura. El Constituyente quiso cerrar la puerta a la 
posibilidad de que el cuerpo electoral instara a los representantes a regular una cuestión 
en términos generales, lo que parece un aspecto positivo para diferenciar una institución 
de carácter legislativo de la figura del derecho de petición. 
XX- La LO 4/1984 introdujo el trámite de toma en consideración para las proposiciones 
de ley de origen popular en consonancia con el Reglamento del Congreso, aunque no sin 
ocasionar algunas críticas. La redacción inicial no contemplaba el trámite, que fue 
introducido en la ponencia -en contra del criterio de varios grupos parlamentarios- bajo la 
justificación de que el artículo 87 configura una iniciativa legislativa ‘perfecta’ para los 
sujetos del apartado primero, teniendo que superar el resto de sujetos un acto libre de la 
cámara, como depositaria de la potestad legislativa ex. art. 66 CE, donde se valore la 
oportunidad política de la proposición. La introducción de este trámite implica que se 
haya considerado a la figura como una simple ‘propuesta de iniciativa’, al depender el 
debate de la proposición de la previa decisión de la cámara. 
La toma en consideración es una de las cuestiones menos pacíficas del instituto, 
esgrimiendo los defensores de este trámite que las cámaras no están obligadas a la 
tramitación de la proposición, sino tan sólo a pronunciarse sobre la misma. Por el 
contrario, los detractores de la toma en consideración lo consideran un agravio hacia los 
ciudadanos por subordinar al instrumento a la decisión del Parlamento, cercenando la 
capacidad legislativa concedida al electorado. En nuestra opinión, la distinción entre 
potestad legislativa e iniciativa legislativa es clave para valorar la idoneidad del trámite, 
asumiendo sin embargo que el mismo produce efectos nocivos en la participación 
ejercida a través del instrumento. Más allá de los argumentos, la justificación de la toma 
en consideración reside en la ausencia de una alternativa clara; aunque se elimine, la 
mayoría parlamentaria puede interponer una enmienda a la totalidad sobre aquellas 
iniciativas cuyo contenido no comparte o, incluso, tramitar la proposición introduciendo 
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modificaciones irrespetuosas con el sentido inicial de la propuesta. La nueva ley 
reguladora de la iniciativa popular en Cataluña aprobada en 2006 sorprendió por la 
anulación de este trámite y, aunque de forma positiva ha permitido que un mayor número 
de iniciativas sean debatidas en el Parlament, también se ha contemplado un aumento de 
las enmiendas totales o parciales que se presentan contra dichas proposiciones. Debemos 
situarnos preferiblemente en el terreno de la responsabilidad de los grupos 
parlamentarios y su capacidad de integración de las propuestas planteadas por los 
electores. 
XXI- La existencia de la toma en consideración nos conduce al debate sobre si la figura 
es una fase más del procedimiento legislativo o una parte separada del mismo. La clave, a 
nuestro juicio, consiste en diferenciar la proposición de ley de los actos preparatorios de 
la iniciativa, quedando las cámaras obligadas a la publicación de la proposición en el 
orden del día de un pleno a partir de la certificación de las firmas obtenidas. La reciente 
introducción por parte del legislador de la participación de los promotores en el iter 
parlamentario de la proposición ha mantenido el vínculo entre la propuesta inicial y los 
ulteriores trámites, suavizando la concepción extendida de que se produce un 
desenganche entre la iniciativa y sus promotores a partir de la toma en consideración, y 
reforzando las posiciones de quienes defienden que el instrumento no constituye una fase 
separada del procedimiento legislativo. Para evitar la desconexión de la iniciativa 
legislativa popular con sus promotores se han propuesto algunas medidas: 
A- Además de la participación de un representante de la Comisión Promotora en 
la comisión parlamentaria previa al pleno de toma en consideración (tal y como 
introdujo la Ley 3/2015), proponemos extender su participación a los trabajos en 
ponencia y comisión posteriores, lo que permitiría valorar las enmiendas 
introducidas al articulado y mantendría presentes las razones y objetivos que 
llevaron a los promotores a impulsar la regulación propuesta. Sin embargo, nos 
parece excesivo que tal intervención se produzca en el pleno del Congreso por lo 
excepcional que resulta la participación en el mismo personas ajenas a la cámara, 
junto al riesgo de permitir intervenciones que devalúen a la propia institución, 
aunque sí defendamos esta participación de ciudadanos en los parlamentos 
autonómicos, como de hecho ya sucede en algunas Comunidades. 
B- Proponemos la concesión a los promotores de una petición de retirada de la 
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iniciativa, en principio no vinculante, cuando éstos consideren que la proposición 
que finalmente pueda aprobarse no responde a sus planteamientos iniciales. La 
retirada vinculante de la iniciativa no puede ser una facultad integrante del 
derecho ejercido hasta que no se modifique el Reglamento del Congreso, al 
establecerse en su artículo 129 que la retirada de una proposición solo será 
efectiva si se produce antes del acuerdo de toma en consideración o, después del 
mismo, si lo aprueba el pleno. Aunque hayan existido dudas sobre la legitimidad 
de los promotores para retirar la iniciativa una vez que las firmas quedan 
acreditadas y hasta el acuerdo de toma en consideración, consideramos que la 
Comisión Promotora está autorizada para ello hasta el citado trámite 
parlamentario en calidad de representantes de los firmantes, por la imposibilidad 
de conocer la opinión de 500.000 signatarios. 
C- El fomento del diálogo entre el legislador y los ciudadanos, donde su 
capacidad de integración permitirá en su caso adaptar los objetivos manifestados 
por la proposición de ley con la postura de la mayoría de la cámara. De lo 
contrario, tras el esfuerzo desarrollado para lograr la admisión y, sobre todo, la 
consecución del mínimo de firmas, tan negativo resulta un rechazo en la toma en 
consideración de la propuesta, como una adopción de la ley introduciendo 
cambios que desnaturalicen el contenido presentado inicialmente. 
XXII- La concepción marginal extendida sobre la figura tiene su reflejo en la escasa 
utilización del mecanismo en las primeras legislaturas, y los números irrisorios de 
iniciativas debatidas y aprobadas en las dos primeras décadas. Entre la II y la IV 
Legislatura se presentaron tan sólo once iniciativas; diez se presentaron tanto en la V 
como en la VI, trece en las Legislaturas VII y VIII, todas ellas con resultados poco o 
nada esperanzadores, como se ha comprobado. Hubo que esperar al año 1996 para que se 
debatiera y aprobara una iniciativa -sobre reclamación de deudas comunitarias- cuyo 
carácter popular se discute seriamente, ya que terminó siendo subsumida en otra 
proposición (de reforma de la Ley de Propiedad Horizontal). 
A pesar de la visión nada alentadora de la eficacia y relieve de la institución que ha 
imperado en la literatura jurídica y en la opinión pública, lastrada también por las 
excesivas expectativas depositadas, la figura ha experimentado un repunte en su 
utilización en los últimos años, en buena medida influida por el cambio en el contexto 
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político, y una valoración más positiva de la participación como índice de calidad 
democrática. El aumento del número de iniciativas registradas (veintitrés en la IX 
Legislatura) confirmó un cambio de tendencia en la cultura participativa del tejido 
asociativo español; números que fueron incluso mejorados en legislaturas posteriores: 
treinta y cinco en la X Legislatura y diez en la XII Legislatura (hasta mayo de 2018). La 
situación atípica y la escasa duración de la XI Legislatura, hicieron que sólo fueran 
registradas tres proposiciones ciudadanas. 
XXIII- Las causas que explican un incremento en la utilización de la iniciativa popular 
en las últimas legislaturas (el 58% del total fueron presentadas en las últimas cuatro) son 
principalmente:  
A- El cambio en la cultura participativa y democrática de los ciudadanos y, sobre 
todo, de los colectivos, quienes encontraron en la participación una forma menos 
institucionalizada de acceder al debate público. Por ello, a medida que 
desarrollemos una noción de ciudadanía responsable, el interés por los asuntos 
públicos aumentará. 
B- La reciente crisis económica y la crisis de confianza experimentada en el 
sistema político español ha motivado que la sociedad civil recurra a la institución 
como un medio para influir en el devenir político y canalizar nuevas demandas 
escasamente atendidas por las instituciones. Este contexto explicaría que la X 
Legislatura albergue el mayor número de ILP presentadas, coincidiendo con la 
etapa central de la crisis económica y con la mayoría absoluta del partido en el 
gobierno, sin descartar cierta utilización política del instituto. 
C- La generalización en el empleo de las tecnologías de la información y de la 
comunicación ha permitido que los ciudadanos puedan informarse y movilizarse 
más fácilmente, logrando que muchos pasen de ser meros espectadores a actores 
políticos, y facilitando tareas como la difusión y la firma de las iniciativas. 
D- La Ley 4/2006 ha facilitado tímidamente el empleo del mecanismo, si tenemos 
en cuenta que del total de ciento diez iniciativas presentadas, setenta lo hicieron 
tras la entrada en vigor de esta norma. A pesar de falta de profundidad en los 
cambios, es justo reconocer mejoras implementadas como el aumento del plazo 
para la recogida de firmas de los seis a los nueve meses, la supresión del apartado 
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‘f’ del artículo quinto que permitió eliminar como causa de inadmisión la previa 
existencia de una proposición no de ley de contenido equivalente al de la 
iniciativa, la mejora en la redacción del requisito de homogeneidad material, la 
aclaración del sujeto y el ejercicio presupuestario responsables de la 
compensación económica, la introducción de la firma electrónica, o la apertura a 
una posible intervención promotora durante la tramitación parlamentaria. 
El cambio en el contexto político reciente, con una configuración parlamentaria más 
heterogénea y de mayorías más complejas, ya no convierte en quimera que se aprueben 
proposiciones contrarias al criterio de la mayoría gobernante. En este sentido, no se 
puede descartar que una composición de la Mesa del Congreso más heterogénea sea más 
proclive hacia la admisión de iniciativas y, sobre todo, que estas últimas cuenten ahora 
con mayores posibilidades de ser aceptadas en la toma en consideración, al no actuar la 
mayoría gobernante como obstáculo hacia cualquier proposición políticamente 
incómoda. 
XXIV- El carácter social del instrumento también se ha demostrado atendiendo a los 
temas abordados por las proposiciones de ley. En este sentido, del total de ciento diez ILP 
presentadas en toda nuestra andadura democrática, veintiocho de las mismas han versado 
sobre asuntos de índole laboral, convirtiéndose en el tema más recurrente, acaparando las 
pensiones otras nueve iniciativas presentadas y demostrando nuevamente la vinculación 
del instrumento con los sindicatos y las organizaciones profesionales. El segundo tema 
más habitual ha resultado el social y familiar, al haber recibido el Congreso un total de 
veintidós iniciativas populares (sobre mayores, dependencia, matrimonio, adopción, 
violencia doméstica, etc.), adquiriendo una gran relevancia (especialmente en el final de 
la IX Legislatura) las veintidós propuestas presentadas sobre dación en pago y 
desahucios, o vivienda en general. Asimismo, a partir del año 2010 los asuntos de índole 
política, institucional o electoral adquirieron un protagonismo notable, al haberse 
registrado diez ILP entre las que destacan la proposición sobre reforma salarial política 
(2011), sobre eliminación de prebendas a la clase política (2012), sobre la regulación del 
acceso de los partidos a los medios de comunicación públicos (2013), acerca de la 
eliminación de aforamientos y otros privilegios procesales (2014), sobre el Senado 
(2014), la evaluación de la calidad representativa de los cargos electos (2014), sobre 
elección de la forma de Estado y del Jefe del Estado (2014) o acerca de la separación de 
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poderes e independencia del poder judicial (2014). Por último, otros temas menos 
comunes fueron los de índole económica, con nueve iniciativas presentadas; la 
educación, abordada en cinco ocasiones; o el medio ambiente en tres. 
XXV- La concepción tan negativa del instrumento tiene como causa principal el irrisorio 
porcentaje de iniciativas que llegan a debatirse y, en menor medida aún, que han sido 
adoptadas como ley: sólo trece iniciativas lograron acceder al trámite de toma en 
consideración (12% del total), de las cuales tan sólo tres han sido adoptadas como norma 
(el 3% del total). Hasta 2013, tan sólo una ILP había sido aprobada en el ámbito estatal, 
lo que había causado fuertes críticas doctrinales. Las escasas oportunidades ofrecidas no 
animan a la utilización de la figura, trascendiendo una visión de las instituciones poco 
permeable a determinadas demandas. Diez proposiciones fueron rechazadas en el trámite 
de toma en consideración, destacando entre las mismas los asuntos de índole laboral, por 
lo que entendemos que el apoyo prestado por organizaciones profesionales y sindicatos 
permitió que la propuesta cosechara las firmas necesarias.  
Finalmente, resultaron aprobadas como norma legal, con importantes modificaciones, 
tres iniciativas: la ILP sobre reclamación de deudas comunitarias (1996-1999), con más 
de ochocientas mil firmas cosechadas; la ILP sobre declaración de la tauromaquia como 
patrimonio cultural inmaterial (2011-2013), obteniendo el apoyo de seiscientos mil 
signatarios; y la ILP sobre dación en pago y paralización de los desahucios (2011-2013), 
con aproximadamente un millón cuatrocientas mil firmas, lo que nos ha permitido extraer 
ciertas conclusiones relativas a las iniciativas aprobadas: 
A- Las iniciativas aprobadas contaron con el apoyo de importantes organizaciones 
que prestaron su infraestructura y poder de movilización para el éxito de la 
proposición. La primera de ellas, sobre propiedad horizontal, tuvo al Consejo 
General de Colegios Territoriales de Administradores de Fincas de España como 
promotor; la segunda, sobre los espectáculos taurinos, tuvo como proponente a la 
Federación de Peñas Taurinas de Cataluña; y en el caso de la iniciativa sobre 
desahucios, aunque el principal promotor fuera la  Plataforma de Afectados por la 
Hipoteca, también mostraron su apoyo sindicatos como UGT, CCOO, o la Mesa 
del Tercer Sector de Cataluña. 
B- La vinculación entre las iniciativas aprobadas y los partidos políticos ha resultado 
dispar. No se ha podido probar relación alguna en la primera de las aprobadas, 
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aunque en la segunda, sobre los espectáculos taurinos, la sintonía entre los 
postulados defendidos y el Partido Popular fue  muy elevada. Más evidente 
resultó la vinculación entre la plataforma impulsora de la iniciativa sobre 
desahucios y los partidos políticos Podemos e Izquierda Unida al actuar como 
portavoz de la plataforma la actual alcaldesa de Barcelona, Ada Colau. 
C- Dos de las tres iniciativas fueron aprobadas gracias a una mayoría parlamentaria 
de postulados afines a los manifestados en el texto de la proposición, por lo que 
se puede señalar que las iniciativas que se aprueban no lo hacen gracias al respeto 
de la mayoría parlamentaria hacia los apoyos cosechados entre el electorado, sino 
a la adecuación de la proposición al programa de cada grupo político 
(característica evidente también en las cámaras autonómicas). Sólo en el caso de 
la iniciativa sobre desahucios existió una incoherencia inicial entre el contenido 
de la ILP y los postulados de la mayoría gobernante, solventada en parte gracias a 
las modificaciones del texto durante la tramitación.  
D- Las tres iniciativas modificaron sensiblemente su contenido, por lo que el texto 
finalmente aprobado desnaturalizaba en cierto sentido los objetivos iniciales de la 
propuesta. En el caso de la iniciativa sobre propiedad horizontal, la proposición 
fue subsumida realmente en otra distinta, que sólo logró modificar un artículo de 
la Ley de Propiedad Horizontal. En segundo lugar, la fórmula finalmente 
escogida para la protección de la tauromaquia fue su declaración como 
patrimonio cultural inmaterial ante la UNESCO, aunque no logró evitar las 
prohibiciones de este espectáculo en las autonomías, tal y como se propuso en su 
comienzo. Los cambios en la iniciativa sobre dación en pago y paralización de los 
desahucios fueron objeto de fuertes críticas por parte de sus promotores, ya que el 
texto finalmente adoptado como norma no establecía la dación en pago como 
método para evitar el desahucio, ni su moratoria, descartando asimismo otro tipo 
de métodos en relación al alquiler propuestos en la norma.  
E- Las tres iniciativas señaladas surgieron, en mayor o menor medida, como 
respuesta a problemáticas sociales o sucesos concretos que originaron una 
respuesta relevante en la sociedad (las consecuencias que la crisis tuvo en materia 
de vivienda, o la prohibición de los espectáculos taurinos en Cataluña). No deja 
de ser paradójico, por último, que la primera de las iniciativas ‘aprobadas’, 
tuviera como objetivo proteger a los deudores hipotecarios, tratando de agilizar 
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los procedimientos judiciales contra los morosos, un planteamiento opuesto al 
planteado por la iniciativa que pretendía la paralización de los desahucios. 
XXVI- Del análisis práctico del instrumento también se desprende otro problema no 
menor, como es el retraso en la tramitación de algunas iniciativas populares que han 
tenido que ser trasladadas a la siguiente legislatura o, incluso, que han llegado a ser 
tramitadas en tres legislaturas distintas. Esto se produce principalmente por la demora 
deliberada que aplican los grupos políticos cuando la proposición se encuentra ya en la 
comisión parlamentaria correspondiente y no existe un interés para que la propuesta 
prospere. En este sentido, aunque no sea un hecho que afecte en exclusiva a las 
proposiciones de iniciativa popular, no ha resultado infrecuente en los últimos años que 
una reiterada prórroga del plazo para la presentación de enmiendas o la propia fase de 
informe demore varios meses la tramitación de las iniciativas. Otros factores que también 
han influido en las demoras, aunque en menor medida, han sido la concesión de la 
prórroga para la recogida de firmas por tres meses, o el plazo del que dispone el 
Ejecutivo para mostrar su criterio sobre la tramitación de la proposición, por lo que 
también facilitaría la celeridad requerida que el plazo concedido para la toma en 
consideración de la iniciativa, desde que la misma se publica en el BOCG, fuera inferior a 
los seis meses actuales. La consecuencia de la problemática señalada es que varias 
iniciativas que lograron superar la toma en consideración tuvieron que ser trasladadas a la 
legislatura siguiente, retrotrayéndose al citado trámite en la nueva cámara. 
XXVII- El reciente auge experimentado por la participación popular directa se ha 
observado con más fuerza en nuestras autonomías, no sólo por el incremento en aquellas 
iniciativas que se presentan, debaten y aprueban en los parlamentos autonómicos, sino 
gracias también a la oleada de reformas legislativas implementadas. Este impulso ha 
surgido en la mayoría de los casos del reconocimiento al papel de los ciudadanos y los 
grupos sociales en la vida pública a través de los denominados Estatutos de Autonomía 
de última generación, y ha venido igualmente acompañado del desarrollo de leyes que 
incidían en la participación desde varios ámbitos relacionados con la calidad 
democrática, lo que ha permitido la juridificación y el desarrollo de los instrumentos que 
conceden mayor relevancia al ciudadano en la toma de decisiones. 
XXVIII- Hemos defendido que la iniciativa popular de ámbito autonómico también se 
encuentra vinculada al ejercicio del derecho fundamental de participación directa, por lo 
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que el legislador autonómico ha de respetar los aspectos esenciales del desarrollo directo 
del derecho, no adquiriendo una competencia absoluta y sin límites sobre la regulación 
de la figura. Para definir el contenido a respetar por el legislador autonómico, debemos 
volver a recuperar la doble naturaleza que la institución encarna: iniciativa como fase del 
procedimiento legislativo, e iniciativa como proyección del derecho fundamental de 
participación. Conforme a la primera, las CC.AA. tienen potestad para desarrollar la 
institución en el seno de su propia asamblea legislativa, que goza de autonomía, 
manteniendo además competencia exclusiva sobre sus instituciones de autogobierno ex. 
148.1.1 CE. Conforme a su segunda concepción, el legislador autonómico deberá 
respetar el “desarrollo legislativo directo” u “ordenación de aspectos esenciales” del 
derecho fundamental proyectado en la institución, reservados al legislador orgánico, lo 
que a nuestro juicio no abarca la regulación de su ejercicio, sino sólo supone que el 
legislador autonómico no podrá vaciar de contenido o convertir en impracticable el 
ejercicio del derecho. 
XXIX- A pesar de que nuestras autonomías no contaban con las restricciones del artículo 
87.3 de la Constitución, disponiendo de un amplio margen para la configuración del 
instrumento, éstas trasladaron miméticamente el marco jurídico diseñado por la ley 
orgánica de ámbito estatal, bien porque magnificaron el respeto a la reserva de ley 
orgánica contenida en dicho artículo o derivada del derecho fundamental, o bien por 
simple comodidad y desidia hacia el instrumento. La cuestión es que todas las normas 
que en un primer momento y en la década de los ochenta (Castilla y León tuvo que 
esperar hasta 2001) regularon la iniciativa popular lo hicieron de manera homogénea y 
mimética hacia la regulación estatal, configurando un ámbito excesivamente restrictivo 
de la institución. Por ello, la literatura jurídica ha coincidido en señalar la visión 
inicialmente reticente del legislador autonómico hacia la ILP, estableciendo las mismas 
restricciones o más que el legislador estatal. 
Todos los Estatutos de Autonomía recogen la iniciativa legislativa popular, dejando en 
manos de una posterior ley reguladora los concretos aspectos jurídicos de la institución. 
Diez autonomías decidieron reformar su ley: Cataluña (2006 y 2014), Murcia (2006) 
Andalucía (2011), Castilla y León (2012), Navarra (2012) Aragón (2014), Comunidad 
Valenciana (2015 y 2017), Galicia (2015), País Vasco (2016) y Baleares (2018); 
configurando de forma más garantista el mecanismo, lo que contrasta con las que 
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mantienen una regulación más obsoleta. Los cambios emprendidos por Cataluña en 2006 
han permitido el contagio de otras autonomías y sirven de ejemplo para nuevas normas 
que quieran implementar mejoras en la institución. 
XXX- La literatura jurídico-constitucional ha sido muy crítica con algunas causas de 
inadmisión de las iniciativas en el ámbito autonómico, ya que se les aplican restricciones 
no contempladas para el resto de sujetos con iniciativa legislativa. La casuística analizada 
indica que del total de doscientas treinta y tres iniciativas populares presentadas en las 
diecisiete asambleas autonómicas resultaron inadmitidas a trámite setenta y tres, aunque 
represente un porcentaje menor (31%) al logrado en el Congreso de los Diputados (37%). 
Sólo las normas más recientes han permitido eliminar algunas causas de inadmisión 
injustificadas, como es el caso de Cataluña, donde tan sólo procede la inadmisión en tres 
supuestos: que la iniciativa verse sobre competencia ajena a su Comunidad, que esté 
atribuida su competencia a otro sujeto (es el caso de los presupuestos o los tributos) o que 
reproduzca otra iniciativa ya presentada durante esa legislatura. 
Las materias que resultan habitualmente excluidas en nuestras autonomías han sido las 
referidas a su organización territorial (Castilla la Mancha, Navarra o Baleares); las ajenas 
a su competencia (exclusiva en Madrid y Asturias); las de naturaleza presupuestaria y 
tributaria (algunas añaden financiera, como Asturias, Cantabria, La Rioja, Murcia y 
Madrid); las referidas a la planificación económica general de la Comunidad (Andalucía, 
Cantabria, Aragón, Canarias, Extremadura y Baleares), las que se refieren a su 
organización institucional (o a las instituciones de autogobierno), excluyéndose en otras 
los derechos fundamentales y libertades públicas (Asturias y Cantabria) o la iniciativa 
relativa al procedimiento de delegación o transferencia de competencias (Asturias, La 
Rioja, Castilla la Mancha). En nuestra opinión, sólo estaría justificado excluir las 
materias ajenas a la competencia autonómica (aunque se podría convertir la propuesta en 
una PNL), y las de naturaleza presupuestaria o tributaria por quedar en manos del 
Ejecutivo. Han resultado llamativas otras materias excluidas expresamente en algunas 
Comunidades: los derechos fundamentales y las libertades públicas (Asturias y 
Cantabria); el régimen electoral (Canarias, Islas Baleares, La Rioja y el País Vasco); la 
reforma del Estatuto de Autonomía de manera expresa (Leyes de Aragón, Canarias, 
Comunidad Valenciana, La Rioja y el País Vasco), la denominación, territorio, idioma y 
símbolos de la Comunidad (probablemente por las concretas características históricas y 
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demográficas de Baleares) o aquellas iniciativas contrarias a la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos (País Vasco), entendiéndose tal previsión a causa de algunas 
organizaciones políticas que se vincularon en el pasado con actividades terroristas. 
XXXI- A diferencia del ámbito estatal, donde la cantidad de firmas se regula en la 
Constitución, todas las autonomías (excepto Extremadura) han preferido fijar esta 
cuestión en la norma que desarrolla la figura, permitiendo que el legislador autonómico 
pueda adaptar con mayor facilidad dicha cantidad de firmas. El número de electores 
exigido se suele expresar en una cantidad absoluta, y sólo en las CC.AA. de Castilla y 
León, Extremadura y Navarra se expresa en un porcentaje sobre el censo, siendo de 
0,75%, 4%, y 1% respectivamente. Las leyes más recientes han rebajado el mínimo 
necesario de signatarios con respecto a su norma originaria: Comunidad Valenciana, 
Galicia y País Vasco exigen 10.000 signatarios (lo que representa el 0,30%, 0,37% y 
0,50% de sus respectivos censos electorales), Andalucía las ha rebajado hasta las 40.000 
(0,61% del censo) Cataluña exige 50.000 signatarios (0,90% del censo), Baleares desde 
2018 exige 7,500 firmantes (0,97% del censo), Asturias y Murcia también exigen los 
10.000 firmantes (1,01%, y 0,97% de sus censos), Madrid 50.000 (1,04%) y Aragón 
12.000 (1,17%), siendo las autonomías donde más dificultades se exigen, además de 
Extremadura (4%), Cantabria con 10.000 (2%), La Rioja con 6.000 (2,40%) y en menor 
medida Castilla La Mancha con 20.000 (1,20%). En cuanto al plazo para la recogida, lo 
habitual ha resultado establecer cuatro, seis o nueve meses para la recogida de firmas, 
concediendo también una prórroga por dos o tres meses en caso de concurrir las 
circunstancias ya señaladas. Igualmente, las normas más recientes han configurado un 
plazo más elevado, frente a las leyes iniciales que tan sólo concedían tres meses, lo que 
explicaría, junto al elevado número de signatarios, el escaso empleo del mecanismo en 
los primeros años de existencia. 
Más criticable ha resultado la particular exigencia establecida en Castilla y León, donde 
los promotores de una iniciativa han de reunir las firmas equivalentes al 0,75% de los 
electores del censo autonómico, representando esa cifra además el 0,75% de los 
respectivos censos provinciales de al menos cinco de sus nueve circunscripciones, lo que 
conduce a obtener las firmas lógicamente en las provincias de menor población. El 
requisito, sin parangón, se explica atendiendo a la voluntad del legislador autonómico de 
mantener los equilibrios territoriales en una Comunidad con ciertas tensiones localistas. 
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Con un objetivo opuesto, sin embargo, los archipiélagos balear y canario permiten 
presentar una iniciativa popular no sólo reuniendo las 10.000 y 15.000 firmas que se 
exigen a nivel autonómico, sino también mediante las firmas del 3% y 1% del censo de 
una de sus islas
 
(cuando el tema afecte exclusivamente a la misma, exigiédose en 
Baleares al menos 1.200 signatarios). 
Cataluña introdujo en 2006 dos cuestiones que la distinguen del resto de regulaciones; la 
eliminación de la toma en consideración para las iniciativas, y la iniciativa popular de 
reforma de su Estatuto. En el primer caso, aunque el acceso directo de la proposición al 
debate de totalidad aumente el valor de la figura, no se asegura un resultado satisfactorio 
de las iniciativas tramitadas, al quedar los grupos parlamentarios en muchos casos 
obligados a interponer una enmienda a la totalidad, o a tramitar la norma introduciendo 
una serie de cambios que desconfiguran el sentido inicial de la propuesta. En cuanto a la 
legitimación del electorado para el inicio de la reforma del Estatuto, Cataluña exige en el 
art. 222 de tal instrumento legal un requisito agravado de firmas de 300.000, frente a las 
50.000 para las proposiciones de ley. 
XXXII- Ha resultado positivo que la intervención de los promotores durante la 
tramitación de la iniciativa en algunas autonomías no sólo se ciña al Pleno de toma en 
consideración, sino que se extienda también a la comparecencia en la Ponencia de la ley, 
la Comisión parlamentaria y, finalmente, el Pleno para la aprobación final, comenzando 
la valoración de las enmiendas con la intervención de un representante de la Comisión 
Promotora. Así se ha introducido recientemente por la Ley 4/2018 del Parlamento de 
Baleares o a través de la reforma legal operada en Cataluña en 2014. Por su parte, 
Baleares, Aragón o País Vasco permiten una solicitud de retirada de la iniciativa no 
vinculante por parte de los promotores, y Cataluña admite que la Comisión pueda remitir 
quejas acerca de la tramitación de la propuesta. 
Otros avances que han implementado las regulaciones recientes en el ámbito autonómico 
entendemos que son: 
A- La posibilidad de presentar una queja ante la Mesa de la Asamblea contra el 
acuerdo de inadmisión, lo que refuerza la protección de los promotores sin 
perjuicio de la posible presentación del recurso de amparo, así como la 
posibilidad de subsanar defectos en la proposición cuando esto sea posible. 
715 
 
B- El asesoramiento de los servicios de la cámara a los promotores en la redacción y 
presentación de la iniciativa. 
C- La concreción del número mínimo y máximo de miembros de la Comisión 
Promotora, las incompatibilidades para formar parte y su relación con los 
signatarios, con el objetivo de aclarar la naturaleza del órgano y evitar situaciones 
de mediatización política de mismo, como regula, por ejemplo, el artículo cuarto 
de la ley catalana de iniciativa popular. 
D- La concesión de un anticipo económico a la Comisión Promotora para sufragar 
gastos relativos a la difusión, tramitación y recogida de firmas de la iniciativa, 
como regula por ejemplo el art. 14.3 de la ley vasca. 
E- La fijación de un plazo breve para el debate y toma en consideración de la 
proposición desde la publicación de la misma en el boletín oficial de la asamblea 
respectiva, tal y como se regula por ejemplo en el artículo noveno de la norma 
que regula la figura en Baleares. 
F- País Vasco, Canarias y Galicia han sido más restrictivas en cuanto a la concesión 
de la compensación económica y han establecido que la Comisión será resarcida 
de los gastos sólo si la proposición supera la toma en consideración. Bajo nuestro 
criterio, el resarcimiento deberá concederse siempre que la iniciativa acredite el 
mínimo de firmas exigidas, no exigiéndose mayores requisitos. 
XXXIII- La regulación más garantista del instrumento en varias Comunidades y la 
idoneidad de la iniciativa popular para la propia descentralización política que las 
autonomías encarnan han permitido mayor protagonismo de la figura en el ámbito 
autonómico, donde se han registrado un total de doscientas treinta y tres iniciativas en 
nuestras cámaras territoriales, por lo que cabe señalar que la sociedad civil, por lo 
general, ha considerado tales asambleas como centros de poder más cercanos y aptos 
para la demanda de intereses. Al igual que sucede en el ámbito estatal, el repunte en el 
empleo del mecanismo se ha producido, aproximadamente, desde mediados de la primera 
década de siglo, por lo que probablemente hayan incidido factores de tipo cultural, social 
y político ya señalados. 
Si ya resultaba asimétrica la ordenación jurídica de la figura en las autonomías, las 
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diferencias se muestran con mayor fuerza si tenemos en cuenta su incidencia práctica. La 
distancia entre las autonomías donde la figura resultó más activa y el resto es notoria: 
Galicia, Cataluña, Andalucía, Navarra y País Vasco reúnen el 65% de las iniciativas 
presentadas en todas las autonomías, lo que contrasta con las ocho Comunidades donde 
fueron registradas menos de diez ILP. Galicia y Cataluña son las autonomías donde más 
iniciativas se registraron, 34 y 33 respectivamente, seguidas de Canarias (24), País Vasco 
(22), Navarra (21) y Andalucía (18). En una situación intermedia encontramos a Madrid 
(13), Comunidad Valenciana (12), Aragón (10), Asturias (9) y Baleares (9), y en una 
situación de práctica irrelevancia de la institución situamos a Castilla La Mancha (7), 
Extremadura (5), La Rioja (5), Castilla y León (4), Murcia (4) y Cantabria (4). 
La mayor incidencia práctica del mecanismo en nuestras autonomías se observa en 
función de tres circunstancias: 
A- El condicionante demográfico, que indica cómo se registraron e incluso 
aprobaron más iniciativas populares en las autonomías de mayor población, con 
una presencia más discreta en las menos pobladas. También podrá tener su 
relevancia la actividad del tejido asociativo y sindical, y la cultura democrática y 
participativa de su sociedad. 
B- La influencia de condicionantes de tipo político, histórico o cultural que 
demuestran que las Comunidades con una mayor identificación política de sus 
ciudadanos hacia su territorio y asuntos propios registraron y aprobaron más 
iniciativas. Esta mayor participación suele observarse en las denominadas 
nacionalidades históricas o aquellas que por sus características han utilizado el 
mecanismo para la reivindicación de asuntos autóctonos, como es el caso de 
Canarias, por lo que tímidamente se podría incluir el elemento geográfico como 
condicionante. El hecho insular, sin embargo, no aparece con tanta fuerza en 
Baleares, donde la población extranjera representa un porcentaje demasiado 
elevado como para que dichos electores, por lo general, manifiesten interés en 
temas públicos. 
C- Una regulación más garantista de la participación ha permitido que las 
autonomías que han reformado su ley de iniciativa popular, estableciendo 
determinadas facilidades para el empleo del mecanismo, alberguen más 
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iniciativas en sus parlamentos, como demuestran los fructíferos resultados 
recogidos en las asambleas de Cataluña, Galicia, País Vasco o Navarra. 
XXXIV- Como aspecto positivo, nos encontramos con una menor caducidad de las 
iniciativas autonómicas; treinta y dos con respecto del total, lo que representa un 14% 
frente al 40% estatal. Este hecho se debe, principalmente, a que en la mayoría de las 
Comunidades se exige, en relación porcentual al número de electores, un número inferior 
de signatarios, pareciendo menos complejo reunir dicha cantidad de firmas en un 
territorio menos extenso, sin descartar que la movilización de los ciudadanos resulte más 
sencilla ante asuntos más cotidianos, como los relativos a su Comunidad Autónoma. El 
protagonismo desempeñado por los asuntos locales, con importante presencia de los 
temas medioambientales, sociales y laborales, ha aparecido también ligado a una mayor 
actividad de la sociedad civil, y ha permitido menor conflictividad del instrumento con 
los representantes, quizás por una menor utilización del mismo como medio de oposición 
política. 
XXXV- El número de iniciativas que han logrado debatirse en este ámbito (un total de 
73) ha resultado comparativamente superior (33%) al ámbito estatal (12%). Entre las 
cuales, treinta y tres lograron ser finalmente aprobadas como norma legal, con 
modificaciones relevantes la mayoría de ellas y, por tanto, fueron rechazadas en la toma 
en consideración cuarenta. Los resultados moderadamente positivos de iniciativas que se 
aprobaron en Cataluña (7), Galicia (5), Canarias (5) o País Vasco (5), contrastan con los 
nefastos resultados de la institución en Aragón, Asturias, Castilla la Mancha, Andalucía, 
Extremadura y Cantabria, con ninguna iniciativa aprobada en sus parlamentos, o con la 
situación en Murcia y Castilla y León donde sólo una proposición ciudadana se convirtió 
en norma, lo que debería plantear en el seno de sus instituciones un serio debate sobre la 
utilidad del instrumento. Del análisis concreto que se ha realizado de cada autonomía, 
también se ha constatado el problema que suponen las modificaciones legislativas que 
durante la tramitación parlamentaria afectan al texto propuesto, en un sentido no siempre 
respetuoso con la propuesta inicial de los promotores. 
El mayor grado de aprobación de las iniciativas populares en nuestras autonomías 
probablemente se deba a la mayor cercanía de los electores con los grupos políticos, que 
temen ser penalizados electoralmente si rechazan la demanda planteada, pareciendo 
insensibles hacia una problemática compartida por los ciudadanos. Tampoco se puede 
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descartar que la ausencia de mayorías de gobierno amplias en algunas asambleas 
autonómicas haya permitido, sobre todo recientemente, que la oposición apruebe 
proposiciones aún sin el apoyo de la mayoría gobernante. Dos iniciativas se registraron 
miméticamente en la práctica totalidad de los parlamentos autonómicos; la iniciativa en 
relación a las hipotecas sobre bienes inmuebles (o denominaciones similares) que, por lo 
general, resultó inadmitida por abarcar asuntos de competencia estatal, y la iniciativa de 
apoyo a la mujer embarazada, presentada por RedMadre, que sólo fue aprobada en 
Comunidades con una mayoría parlamentaria de centroderecha. 
La necesaria adaptación de la iniciativa legislativa popular a las necesidades 
democráticas actuales tiene en las recientes normas autonómicas un buen ejemplo para 
superar la visión inicialmente desconfiada sobre la participación. El instrumento será 
capaz de contribuir modestamente a la mejora de la calidad democrática -reforzando la 
relación entre los ciudadanos y sus representantes- en la medida en que su uso sea 
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ANEXO I: INICIATIVAS LEGISLATIVAS POPULARES PRESENTADAS ANTE EL CONGRESO DE LOS 
DIPUTADOS 




PRESENTAC RESULTADO AUTOR/ES 
    
Legislatura II: 3 iniciativas  
   
Mantenimiento de Altos Hornos del Mediterráneo (AHM) (Competente: Comisión de 
Peticiones) 03/11/1983 Inadmisión a trámite Isabel Ramírez 
Pensiones de jubilación para administradores familiares amas/os de 
casa 18/06/1984 Inadmisión a trámite 
Aurelia de la Sierra y del Río, 
Mandataria de "SANAF" 
Pensiones de jubilación para administradores familiares amas/os de casa (tras modificación de 
la anterior) 08/03/1985 Inadmisión a trámite 
Aurelia de la Sierra y del Río, 
Mandataria de "SANAF" 
Legislatura III: 2 iniciativas 
   
Proposición de ley reguladora del procedimiento a seguir para exigir 
la responsabilidad civil de las administraciones públicas en supuestos derivados del 
funcionamiento del servicio público de la enseñanza 
14/09/1987 Caducada Santiago Corvillo, Juan y diez más 
Proposición de ley relativa al pago por el Estado de las 
indemnizaciones por daños y perjuicios sufridos por los afectados 
del síndrome tóxico 05/07/1989 
Traslado al siguiente Congreso y 
caducada Fernández Cabrero, Abdón 
Legislatura IV: 6 iniciativas 
   
Proposición de Ley sobre jornada de los médicos titulares 02/02/1990 Caducada García Condado, Jaime 
Proposición de Ley de abolición del trabajo precario 03/05/1990 Caducada Béjar Sánchez, Jesús y otros 
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Proposición de Ley de pensiones de jubilación para administradores 
familiares 21/08/1990 Inadmisión a trámite 
Aurelia de la Sierra y del Río, 
Mandataria de "SANAF" 
Proposición de Ley por la que se regula el abandono de la producción 
y utilización de la energía nuclear 27/09/1990 Caducada 
Martínez López, Ladislao (fundador 
Ecologistas En Acción) y otros 
Proposición de Ley de iniciativa popular sobre el régimen de fomento 
del cese anticipado de la actividad agraria 31/10/1990 Retirada 
Barato Triguero, Pedro Mauricio y 
Navarro Villarreal,Eduardo 
Proposición de Ley promotora y reguladora del ejercicio, disfrute y 
comercialización del arte 13/10/1992 Inadmisión a trámite 
Valcárcel Medina, Isidoro Julio 
(artista) 
Legislatura V: 6 iniciativas 
   
Proposición de Ley Marco Reguladora de la Financiación del Sistema 
Educativo 23/12/1993 Trasladada la siguiente legislatura 
Lezcano López, Fernando (CCOO 
Andalucía) y otros 
Proposición de Ley relativa a la elaboración de un Programa 
plurianual de adaptación del viñedo 19/05/1994 Inadmisión a trámite 
Pedro Barato Triguero (ASAJA) y 
otros 
Proposición de Ley de fomento del empleo para actividades de 
profesionales y autónomos 20/06/1994 Inadmisión a trámite Sánchez Lorenzo, José Luis y otros 
Proposición de Ley de descenso general de los tipos de interés de los 
créditos destinados a inversiones productivas 20/06/1994 Caducada Sánchez Lorenzo, José Luis y otros 
Proposición de Ley por la que se regula el estatuto jurídico del cuerpo 
humano 03/05/1995 Inadmisión a trámite Teresa Sánchez Moreno y otro 
Proposición de Ley por la que se regula el estatuto jurídico del cuerpo 
humano 24/11/1995 Trasladada la siguiente legislatura Teresa Sánchez Moreno y otro 
Legislatura VI: 10 iniciativas 
   
Proposición de Ley Marco Reguladora de la Financiación del Sistema Educativo (Procede de la 
V Legislatura) 27/03/1996 
Rechazada en toma en 
consideración 
Lezcano López, Fernando (CCOO 
Andalucía) y otros 
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Proposición de Ley sobre reclamación de deudas comunitarias (Subsumida en 
otra iniciativa. Ley 8/1999, de 6 de abril, de Reforma de la Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre 
Propiedad Horizontal.) 27/03/1996 
Subsumida en otra de 6/03/1999 y 
aprobada 
Enguídanos, Manuel Roberto y otros 
(Consejo General de Colegios de 
Administradores de Fincas) 
Proposición de Ley sobre protección a las personas mayores 26/09/1996 Caducada Ortiz de Tomás, Juan Antonio y otros 
Proposición de Ley reguladora del libro de texto para la enseñanza 
básica 20/01/1997 
Rechazada en toma en 
consideración 
Conf..Española Asociaciones de 
Madres y Padres de Alumnos 
Proposición de Ley para la modificación de la Ley 14/1994, de 1 de 
junio de 1994, sobre Empresas de Trabajo Temporal 08/05/1998 Caducada 
Unió General de Treballadors de 
Catalunya 
Proposición de Ley reguladora de la subcontratación en el sector de 
la construcción 30/07/1998 Trasladada la siguiente legislatura 
Federación Estatal de Construcción, 
Madera y Afines (FECOMA) 
(Comisiones Obreras). 
Proposición de Ley reguladora de la jornada laboral 12/11/1998 
Rechazada en toma en 
consideración 
Anguita González, Julio (Diputado por 
Izquierda Unida) y otros 
Proposición de Ley reguladora del acceso de colectivos y asociaciones de discapacitados a 
autorizaciones de celebración, a escala nacional, de rifas, tómbolas y sorteos con premios en 
valores, metálico y signo que lo represente 17/02/1999 Inadmisión a trámite 
González Otero, Dionisio y otros 
(Organización Impulsora de 
Discapacitados) 
Proposición de Ley para la modificación de la Ley 24/1998, de 13 de julio, del Servicio Postal 
Universal y de Liberalización de los Servicios Postales 19/02/1999 Trasladada la siguiente legislatura 
Don José Sayagues Román 
(Federación de Servicios Públicos de 




Proposición de Ley reguladora del acceso de colectivos y asociaciones de discapacitados a 
autorizaciones de celebración, a escala nacional, de rifas, tómbolas y sorteos con premios en 
valores, metálico o signo que lo represente 21/06/1999 Trasladada la siguiente legislatura 
González Otero, Dionisio y otros 
(Organización Impulsora de 
Discapacitados) 
Proposición de Ley de medidas preventivas contra la intervención de mano de obra infantil en 
la elaboración de productos de importación 20/12/1999 Trasladada la siguiente legislatura García Villameriel, Luis y otros 
Legislatura VII: 9 iniciativas 
   
Proposición de Ley reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción (Procede 
de la VI Legislatura) 05/04/2000 
Rechazada en toma en 
consideración 
Federación Estatal de Construcción, 
Madera y Afines (FECOMA) 
(Comisiones Obreras). 
Proposición de Ley para la modificación de la Ley 24/1998, de 13 de 
julio, del Servicio Postal Universal y de Liberalización de los 
Servicios Postales (Procede de la VI Legislatura) 05/04/2000 Caducada 
Don José Sayagues Román 
(Federación de Servicios Públicos de 
la Unión General de Trabajadores) y 
otros 
Proposición de Ley reguladora del acceso de colectivos y 
asociaciones de discapacitados a autorizaciones de celebración a 
escala nacional, de rifas, tómbolas y sorteos con premios en valores, 
metálico o signo que lo represente (Procede de la VI Legislatura) 27/09/2000 Caducada 
González Otero, Dionisio y otros 
(Organización Impulsora de 
Discapacitados) 
Proposición de Ley de medidas preventivas contra la intervención de 
mano de obra infantil en la elaboración de productos de importación (Procede de la VI 
Legislatura) 12/09/2001 Caducada García Villameriel, Luis y otros 
Proposición de Ley sobre principios básicos de ordenación del 
Medicamento 27/09/2000 
Rechazada en toma en 
consideración 
Ibáñez Hernando, Salvador y otros 




Proposición de Ley para la estabilidad y la seguridad en el empleo 12/09/2001 
Rechazada en toma en 
consideración 
Don Alberto Pérez García (Comisión 
Ejecutiva Confederal de la Unión 
General de Trabajadores) y otros 
Proposición de Ley para la protección de la eficacia de los acuerdos y 
pactos en las Administraciones Públicas y garantía del poder 
adquisitivo de sus empleadas y empleados 08/10/2001 
Rechazada en toma en 
consideración 
Carlos Sánchez Fernández (Sec. Gral. 
Federación de Servicios y 
Administraciones Públicas de CCOO) 
y otros 
Proposición de Ley sobre equiparación de los trabajadores autónomos 
y los trabajadores que cotizan por el Régimen General 05/12/2001 Inadmisión a trámite 
Doña Anna Mercadé i Ferrando. 
Presidenta de la Fundación 
Internacional de la Mujer 
Emprendedora 
Proposición de Ley sobre la cuantía de las pensiones de viudedad y el 
Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez (SOVI) 04/02/2003 Trasladada la siguiente legislatura 
Asociación de Jubilados de Vilafranca 
del Penedès y Comarca El Pilar de 
Vuit 
Proposición de Ley sobre la regulación de ayudas para las víctimas de 
la violencia doméstica 05/03/2003 Trasladada la siguiente legislatura 
Doña Doa Cabrera Lugo. Presidenta de 
la Associació de Dones Aturades y 
Dones Immigrants 
Proposición de Ley sobre extinción de los coeficientes reductores al 
cumplir los 65 años 12/06/2003 Trasladada la siguiente legislatura 
Don Fermín Figueres Montoro 
(Presidente Nacional de FNAPP, 
Federación Nacional de Asociaciones 
de Prejubilados y Pensionistas de 
España) y otros 
Proposición de Ley por la que se deroga el artículo 417 bis del Código 
Penal, así como el Real Decreto 2409/1986, de 21 de noviembre, sobre centros sanitarios 
acreditados y dictámenes preceptivos para la 
práctica legal de la interrupción del embarazo 28/07/2003 Inadmisión a trámite Doña Marta Poquet Mora y otros 
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Proposición de Ley para la modificación de la Ley Orgánica 5/2000, 
de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los 
Menores y de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del 
Código Penal 17/03/2004 Inadmisión a trámite Don Francisco Palo Mauricio y otro 
VIII LEGISLATURA: 10 INICIATIVAS 
   
Proposición de Ley sobre la cuantía de las pensiones de viudedad y 
el Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez (SOVI) (Procede de la VII Legislatura) 02/04/2004 Caducada 
Asociación de Jubilados de Vilafranca 
del Penedès y Comarca El Pilar de 
Vuit 
Proposición de Ley sobre la regulación de ayudas para las víctimas 
de la violencia doméstica (procedente de la VII Legislatura) 02/04/2004 Caducada 
Doña Doa Cabrera Lugo. Presidenta de 
la Associació de Dones Aturades y 
Dones Immigrants 
Proposición de Ley sobre extinción de los coeficientes reductores al 
cumplir los 65 años (Procede de la VII Legislatura) 02/04/2004 Caducada 
Don Fermín Figueres Montoro 
(Presidente Nacional de FNAPP, 
Federación Nacional de Asociaciones 
de Prejubilados y Pensionistas de 
España) y otros 
Proposición de Ley para la protección y acogimiento de embriones 15/04/2004 Caducada 
Doña Ana María Vázquez Rodríguez y 
otros (Asociación Pro Derechos 
Fundamentales) 
Proposición de Ley por la que se modifica el Código Civil en 
materia de matrimonio y adopción 28/06/2004 
Rechazada en toma en 
consideración 
Don Ignacio Arsuaga Rato y otros 
(HazteOir.org) 
Proposición de Ley sobre aprobación de una norma para aumentar la 
baja por maternidad a seis meses 21/04/2006 Inadmisión a trámite 
Doña Rosario Sánchez-Escalonilla 
González y otros 
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Proposición de Ley sobre aprobación de una norma para aumentar la 
baja por maternidad a seis meses 16/05/2006 Caducada 
Doña Rosario Sánchez-Escalonilla 
González y otros 
Proposición de Ley para que el Gobierno desarrolle la Ley 27/2005, 
de fomento y educación para la Cultura de Paz mediante la creación 
de una Agencia de Civiles por la Paz que aplique los principios 
promulgados en dicha Ley y los convierta en política pública y 
Presupuestaria 25/07/2006 Inadmisión a trámite 
Don Martí Olivella i Solé (activista 
social fundador Movimiento por la Paz 
en Cataluña) 
Proposición de Ley sobre medidas para solucionar la situación de 
crisis extraordinaria que vive el archipiélago canario, como 
consecuencia de la inmigración clandestina y masiva de personas 
provenientes del continente africano u otras procedencias 13/10/2006 Inadmisión a trámite 
Centro Canario Nacionalista (CCN). 
Sr. Presidente 
Proposición de Ley sobre cambio de la denominación de 
matrimonio entre homosexuales por la de homomonio 29/11/2006 Caducada 
Don Alejandro Escribano Sanmartín 
(Los Verdes Ecopacifistas) y otros 
Proposición de Ley sobre reconocimiento, a efectos de jubilación, 
del tiempo prestado durante el servicio militar obligatorio o la 
prestación social sustitutoria 29/11/2006 Caducada 
Don Alejandro Escribano Sanmartín 
(Los Verdes Ecopacifistas) y otros 
Proposición de Ley de contratos de distribución 15/02/2007 Trasladada la siguiente legislatura Don Blás Vives Soto y otros 
Proposición de Ley de modificación de la Ley 23/1992, de 30 de 
julio, de Seguridad Privada 12/03/2007 Trasladada la siguiente legislatura 
Don Óscar Leal Palacios, Coordinador 
General. Plataforma Ciudadana de 
Seguridad Privada 
IX LEGISLATURA: 21 INICIATIVAS 
   
Proposición de Ley de modificación de la Ley 23/1992, de 30 de 
julio, de Seguridad Privada (Procede de la VIII Legislatura) 01/04/2008 Caducada 
Don Óscar Leal Palacios, Coordinador 




Proposición de Ley de contratos de distribución (Procede de la VIII Legislatura) 01/04/2008 Caducada Don Blás Vives Soto y otros 
Proposición de Ley para que se añada un nuevo párrafo al artículo 140 del Real Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social.  12/11/2008 Caducada Doña Sonia Marcos Hernández y otros 
Proposición de Ley de modificación del artículo 4 de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, contra 
la morosidad 27/01/2009 Caducada 
Don José María Carrasco Cano. 
Asociación Española de Proveedores 
Impagados de la Construcción 
(AEPIC). Sr Vicepresidente 
Proposición de Ley de reforma de las Leyes 10/2001, de 5 de julio, y 11/2005, de 22 de junio, 
en relación al acueducto Tajo-Segura y a su aprovechamiento 09/03/2009 Caducada 
Don Emilio Pérez Pérez y don Adolfo 
Fernández Aguilar (la Comisión está 
formada por antiguos dirigentes de PP, 
PSOE, UGT, CDS y CHSegura) 
Proposición de Ley para crear seis millones de puestos de trabajo 05/05/2009 Caducada Don José Vila Noal 
Proposición de Ley de Televisión Sin Fronteras. 06/05/2009 Trasladada la siguiente legislatura 
Doña Mercè Teodoro i Peris y otros 
Proposición de Ley de modificación de la Ley 34/2006, de 30 de octubre, que regula el acceso a 
las profesiones de Abogado y Procurador de los Tribunales 05/11/2010 Trasladada la siguiente legislatura Don Jokin Babaze Aizpurua y otros 
Proposición de Ley para el empleo estable y con derechos. 09/12/2010 Trasladada la siguiente legislatura 
Doña Laura Pinyol Vidal y don 
Frederic Monell i Lliró 
Proposición de Ley de Régimen del Personal del Cuerpo de la Guardia Civil. 09/12/2010 Trasladada la siguiente legislatura 
Francisco García Ruiz, presidente de la 




Proposición de Ley de reforma salarial política 02/02/2011 Inadmisión a trámite  Don Carlos Pérez Martínez y otros 
Proposición de Ley para la regulación de la fiesta de los toros como Bien de Interés Cultural 17/02/2011 Trasladada la siguiente legislatura 
Don Alejandro Gasch Brosa y otros 
(Federación de Entidades Taurinas de 
Cataluña) 
Proposición de Ley sobre establecimiento de la dación en pago por parte de los deudores en los 
préstamos hipotecarios.  11/03/2011 Retirada 
Don Alejandro Escribano Sanmartín 
(Los Verdes Ecopacifistas) y otros 
Proposición de Ley de modificación de la ejecución hipotecaria 30/03/2011 Inadmisión a trámite 
Don Joan Carles Gallego Herrera 
(pertenece a CCOO) 
Proposición de Ley sobre fomento de la creación de un parque de vivienda social en régimen de 
alquiler.  09/06/2011 Inadmisión a trámite Don Martí Batllori i Bas (PAH) 
Proposición de Ley de modificación de diversas normas para la prevención y tratamiento del 
sobreendeudamiento de las familias por el crédito. 10/06/2011 Inadmisión a trámite 
Don Manuel Pardos Vicente (ADICAE 
Zaragoza) 
Proposición de Ley de medidas urgentes en materia de vivienda social. 27/06/2011 
Retirada (posteriormente presenta 
la ILP sobre dación en pago) Don Martí Batllori i Bas (PAH) 
Proposición de Ley sobre mejora de los derechos de los consumidores y la protección de su 
vivienda.  08/07/2011 Inadmisión a trámite 
Fernando Herrero Sáez de Eguilaz, de 
la Asociación para la Defensa de los 
Usuarios de Bancos, Cajas y Seguros 
de Andalucía (ADICAE) 
Proposición de Ley de regulación de la dación en pago, de paralización de los desahucios y de 
alquiler social. 11/07/2011 Trasladada la siguiente legislatura 
Don Martí Batllori i Bas (Plataforma 
de Afectados por la Hipoteca) CCOO, 




Proposición de Ley de regulación de la dación en pago, de paralización de los desahucios y de 
alquiler social. 12/07/2011 Inadmisión a trámite 
Don Martí Batllori i Bas (Plataforma 
de Afectados por la Hipoteca) 
Proposición de Ley de creación de la Comisión para la averiguación y esclarecimiento de los 
casos de Adopciones Irregulares, Sustracción y Tráfico de recién nacidos y menores. 24/09/2011 Trasladada la siguiente legislatura 
Don Antonio Barroso Berrocal. 
Representante de ANADIR 
Proposición de Ley para la modificación de la Ley 23/1992, de 30 de julio, de Seguridad 
Privada. 19/10/2011 Inadmisión a trámite Don Marian Stanciu (Asoc SELA-CE) 
Proposición de Ley para la modificación del artículo 10 de la Ley 23/1992, de 30 de julio, de 
Seguridad Privada. 07/11/2011 Inadmisión a trámite 
Don Marian Stanciu (presenta otra ILP 
en la siguiente Leg.) 
X LEGISLATURA: 30 INICIATIVAS 
   
Proposición de Ley de creación de la Comisión para la averiguación y esclarecimiento de los 
casos de Adopciones Irregulares, Sustracción y Tráfico de recién nacidos y menores (viene de 
la IX Legislatura) 13/12/2011 Inadmisión a trámite 
Don Antonio Barroso Berrocal. 
Representante de ANADIR 
Proposición de Ley de regulación de la dación en pago, de paralización de los desahucios y de 
alquiler social (viene de la IX Legislatura) 13/12/2011 
Subsumida en otra desde 
16/04/2013 hasta 22/10/2013  
Don Martí Batllori i Bas (Plataforma 
de Afectados por la Hipoteca) CCOO, 
UGT y Mesa del Tercer Sector Social 
Cataluña 
Proposición de Ley para la regulación de la tauromaquia como patrimonio cultural. (viene de la 
IX Legislatura) 13/12/2011 Aprobada con modificaciones 
Don Alejandro Gasch Brosa y otros 
(Federación de Entidades Taurinas de 
Cataluña) 
Proposición de Ley de Régimen del Personal del Cuerpo de la Guardia Civil (viene de la IX 
Legislatura) 13/12/2011 Caducada 
Francisco García Ruiz, presidente de la 




Proposición de Ley para el empleo estable y con derechos (viene de la IX Legislatura) 13/12/2011 
Rechazada en toma en 
consideración 
Doña Laura Pinyol Vidal y don 
Frederic Monell i Lliró 
Proposición de Ley de modificación de la Ley 34/2006, de 30 de octubre, que regula el acceso a 
las profesiones de Abogado y Procurador de los Tribunales (viene de la IX Legislatura). 13/12/2011 Caducada Don Jokin Babaze Aizpurua y otros 
Proposición de Ley de Televisión Sin Fronteras (viene de la IX Legislatura). 13/12/2011 
Rechazada en toma en 
consideración Doña Mercè Teodoro i Peris y otros 
Solicitud de que le sea notificada de forma expresa la decisión adoptada por la Mesa de la 
Cámara sobre su Proposición de Ley sobre mejora de los derechos de los consumidores y la 
protección de su vivienda.  22/12/2011 
Tramitado por completo sin req. 
acuerdo o decisión Don Fernando Herrero Saez de Eguilaz 
Proposición de Ley de protección y bienestar de los animales. 19/01/2012 Inadmisión a trámite 
Doña Edith María Falcón Villacura 
(militante Democracia Nacional) y 
otros 
Proposición de Ley sobre reversión de la congelación de las pensiones en 2011. 15/02/2012 Caducada 
Don Víctor Manuel Damián Gallego y 
otros 
Proposición de Ley de modificación de los artículos 1.3 y 10.1 de la Ley 23/1992, de Seguridad 
Privada, y la eliminación del artículo 10.5 14/02/2012 Inadmisión a trámite Don Marian Stanciu (Asoc SELA-CE) 
Proposición de Ley de Medidas Sanitarias, Fiscales, Administrativas y de Integración Social del 
colectivo celíaco. 11/02/2012 Inadmisión a trámite 
Don Víctor Manuel Damián Gallego y 
otros 
Proposición de Ley sobre eliminación de prebendas de la clase política cesada 06/06/2012 Inadmisión a trámite 
Don José Manuel Pérez Trujillo 
(militante IU) y otros 
Proposición de Ley con el objetivo de eliminar de la legislación vigente la prohibición de poder 
seleccionar el sexo de los hijos. 24/01/2013 Caducada 
Don Simón Marina Avendaño. 
Director del Instituto de Reproducción 
CEFER de Barcelona 
751 
 
Proposición de Ley relativa a la Conmemoración del V Centenario de la Primera Vuelta al 
Mundo 17/04/2013 Caducada 
Don Francisco Pacheco Isla. 
Presidente de la Fundación Puerta de 
América 
Proposición de Ley de modificación del Código Civil para la extensión a todo el territorio del 
Estado español de las diferentes normativas forales y autonómicas reguladoras de las relaciones 
de los progenitores con sus descendientes comunes en caso de ruptura de la convivencia, medie 
o no relación conyugal.  10/05/2013 Caducada 
Don José Antonio Caparrós García y 
otros 
Proposición de Ley de regulación del acceso de los partidos políticos a los medios de 
comunicación públicos 07/05/2013 Caducada Don Félix Cal Cortizas y otros 
Proposición de Ley estatal de custodia compartida y corresponsabilidad parental.  17/06/2013 Inadmisión a trámite 
Don José Carlos Fernández Fernández 
y otros 
Proposición de Ley de modificación del articulado del Código Civil correspondiente a las 
relaciones de los progenitores con sus descendientes comunes en caso de ruptura de la 
convivencia, medie o no relación conyugal.  26/09/2013 Inadmisión a trámite 
Don José Antonio Caparrós García y 
otros (Asociación por la Protección 
Integral de la Familia) 
Iniciativa Legislativa Popular por la que se solicita que se instrumente un marco legal mediante 
el cual se determine con precisión en qué consiste el déficit de tarifa eléctrico y otros asuntos 
relacionados.  04/11/2013 Inadmisión a trámite 
Don Adrián Sánchez Molina y otro. 
Asociación Española para la Calidad 
en la Edificación 
Proposición de Ley de la auditoría del déficit del sector eléctrico. 20/11/2013 Caducada 
Don Adrián Sánchez Molina y otro. 
Asociación Española para la Calidad 
en la Edificación 
Proposición de Ley por la Renta Básica Estatal 15/01/2014 Caducada 
Doña Isabel Franco Carmona 




Proposición de Ley sobre reforma del artículo 1316 del Código Civil 26/02/2014 Caducada 
Don Jaime Sanz Fernández-Soto 
(abogado) 
Proposición de Ley relativa al régimen jurídico de las autorizaciones provisionales de 
edificaciones o actuaciones preexistentes, así como de adopción de distintas medidas para la 
agilización de los instrumentos de planeamiento.  03/04/2014 Inadmisión a trámite 
Don Leandro Jesús Capdevila Adsuara 
y otros 
Proposición de Ley relativa al régimen jurídico de las autorizaciones provisionales de 
edificaciones o actuaciones preexistentes, así como de adopción de distintas medidas para la 
agilización de los instrumentos de planeamiento.  21/04/2014 Caducada 
Don Leandro Jesús Capdevila Adsuara 
y otros 
Proposición de Ley sobre elección de la forma de Estado y del Jefe de Estado de España.  13/06/2014 Inadmisión a trámite Don Abelardo Lloret López y otros 
Proposición de Ley sobre separación de poderes e independencia del Poder Judicial 24/06/2014 Inadmisión a trámite 
Don Alejandro Escribano Sanmartín 
(Los Verdes Ecopacifistas) y otros 
Proposición de Ley de delegación legislativa al Gobierno para la equiparación en elegibilidad 
de todos los representantes, con la de los miembros del Senado 03/07/2014 Inadmisión a trámite 
Don Pedro Antonio Ibáñez Aguilera 
(militante PSOE) 
Proposición de Ley para el fomento de la participación electoral mediante la evaluación de la 
calidad representativa de los cargos electos. 14/07/2014 Inadmisión a trámite 
Don Pedro Antonio Ibáñez Aguilera 
(militante PSOE) 
Proposición de Ley sobre protección social de los enfermos de fibromialgia y síndrome de 
fatiga crónica-encefalomielitis miálgica 10/09/2014 Caducada 
Doña María del Mar Carrasco Lozano, 
Presidente de la Asociación FM 
UNIÓN Y FUERZA 
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Proposición de Ley de modificación de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, en materia de 
participación en el coste de las prestaciones y servicios de las personas beneficiarias. 20/10/2014 Trasladada la siguiente legislatura Don Luis Cayo Pérez Bueno (CERMI) 
Proposición de Ley sobre revisión y eliminación de distintos supuestos de aforamiento y otros 
privilegios procesales de políticos y cargos públicos. 05/11/2014 Inadmisión a trámite Don Pablo Lázaro Moreno-Tomé 
Proposición de Ley por la que se regula la implantación con carácter obligatorio de la 
Mediación Civil, Mercantil y Concursal, en el Orden Jurisdiccional Civil y Mercantil como 
método alternativo para la resolución de conflictos; y la implantación con carácter voluntario en 
el Orden Jurisdiccional Penal de la Mediación Penal; y la implantación de la Mediación 
Laboral, con mediadores profesionales independientes, de forma voluntaria y alternativa a la 
Conciliación Laboral, previa en el Orden Jurisdiccional Laboral. 17/11/2014 Trasladada la siguiente legislatura 
Don Juan Pedro Aguilar Sáenz. 
Asociación Española de Mediación 
Proposición de Ley de modificación de la Ley 18/2014, de 15 de octubre, de aprobación de 
medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia, en defensa de un 
Registro Civil público, gratuito, cercano a los ciudadanos y servido íntegramente por 
funcionarios públicos. 16/12/2014 Caducada 
Don Ramón Alvaré Malvar y otro. 
Federación de Servicios a la 
Ciudadanía de Comisiones Obreras 
Proposición de Ley sobre establecimiento de una prestación de ingresos mínimos en el ámbito 
de protección de la Seguridad Social. 21/04/2015 Trasladada la siguiente legislatura 
Don José Campos Trujillo (CCOO) y 
otros (sindicatos) 
Proposición de Ley de responsabilidad parental y de relaciones familiares. 28/07/2015 Retirada 
Don Fernando Chapado de la Calle. 
Representante de la Plataforma Somos 
Iguales 
Proposición de Ley de responsabilidad parental y de relaciones familiares 07/12/2015 Trasladada la siguiente legislatura 
Don Fernando Chapado de la Calle. 
Representante de la Plataforma Somos 
Iguales 
XI LEGISLATURA: 3 INICIATIVAS 
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Proposición de Ley para la eliminación de privilegios de índole retributiva de la clase política 
cesada.  18/04/2016 Trasladada la siguiente legislatura 
Don José Manuel Pérez Trujillo 
(militante IU) y otros 
Proposición de Ley sobre dación en pago.  28/01/2016 Trasladada la siguiente legislatura 
Don Abelardo Lloret López. Presidente 
de los Verdes Ecopacifistas 
Solicitud al Presidente del Congreso de los Diputados para que proceda a la salvaguarda y 
custodia de las cajas que contienen los pliegos donde constan las firmas obtenidas en apoyo a la 
Proposición de Ley sobre protección social de los enfermos de fibromialgia y síndrome de 
fatiga crónica-encefalitis miálgica, ante su intención de interponer recurso de amparo ante el 
Tribunal Constitucional 26/01/2016 
Tramitado por completo sin req. 
acuerdo o decisión 
Doña Yolanda Gutiérrez Barrio. 
Presidenta de la Asociación "FM 
UNIÓN Y FUERZA" 
Proposición de Ley de responsabilidad parental y de relaciones familiares (viene de la X 
legislatura) 13/01/2016 Trasladada la siguiente legislatura 
Don Fernando Chapado de la Calle. 
Representante de la Plataforma Somos 
Iguales 
Proposición de Ley sobre establecimiento de una prestación de ingresos mínimos en el ámbito 
de protección de la Seguridad Social  (Viene de la X legislatura) 13/01/2016 
Trasladada la siguiente legislatura 
(concedida prorroga) 
Don José Campos Trujillo (CCOO) y 
otros (sindicatos) 
Proposición de Ley por la que se regula la implantación con carácter obligatorio de la 
Mediación Civil, Mercantil y Concursal, en el Orden Jurisdiccional Civil y Mercantil como 
método alternativo para la resolución de conflictos; y la implantación con carácter voluntario en 
el Orden Jurisdiccional Penal de la Mediación Penal; y la implantación de la Mediación 
Laboral, con mediadores profesionales independientes, de forma voluntaria y alternativa a la 
Conciliación Laboral, previa en el Orden Jurisdiccional Laboral (viene de la X Legislatura) 13/01/2016 Caducada 
Don Juan Pedro Aguilar Sáenz. 
Asociación Española de Mediación 
Proposición de Ley de modificación de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, en materia de 
participación en el coste de las prestaciones y servicios de las personas beneficiarias (Viene de 
la X Legislatura) 13/01/2016 Trasladada la siguiente legislatura Don Luis Cayo Pérez Bueno (CERMI) 
755 
 
XII LEGISLATURA (sólo hasta mayo de 2018): 10 INICIATIVAS 
   
Proposición de Ley de modificación de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, en materia de 
participación en el coste de las prestaciones y servicios de las personas beneficiarias (Viene de 
la X y de la XI Legislatura) 19/07/2016* 
Fase de enmiendas (sucesivas 
ampliaciones del periodo de 
enmiendas) Don Luis Cayo Pérez Bueno (CERMI) 
Proposición de Ley sobre establecimiento de una prestación de ingresos mínimos en el ámbito 
de protección de la Seguridad Social  19/07/2016* 
Fase de enmiendas (sucesivas 
ampliaciones del periodo de 
enmiendas) 
Don José Campos Trujillo (CCOO) y 
otros (sindicatos) 
Proposición de Ley de responsabilidad parental y de relaciones familiares (viene de la X y de la 
XI Legislatura) 19/07/2016* Caducada 
Don Fernando Chapado de la Calle. 
Representante de la Plataforma Somos 
Iguales 
Proposición de Ley sobre dación en pago (Viene de la XI Legislatura) 19/07/2016* Caducada 
Don Abelardo Lloret López. Presidente 
de los Verdes Ecopacifistas 
Proposición de Ley para la eliminación de privilegios de índole retributiva de la clase política 
cesada (Viene de la XI Legislatura) 19/07/2016* Caducada 
Don José Manuel Pérez Trujillo 
(militante IU) y otros 
Proposición de Ley para la regulación de la situación del personal funcionario interino y 
estatutario temporal.  23/09/2016 Caducada 
Don Manuel Nicolás Martos García de 
Veas 
Proposición de Ley complementaria de aplicación a la Ley de Memoria Histórica, 
desarrollando supuestos para una rápida aplicación 31/10/2016 Inadmisión a trámite 
Don Eduardo Ranz Alonso (Asoc. Para 
la recuperación de la Memoria 
Histórica) 
Proposición de Ley complementaria de aplicación a la Ley de Memoria Histórica, 
desarrollando supuestos para una rápida aplicación. 17/11/2016 Inadmisión a trámite 
Don Eduardo Ranz Alonso (Asoc. Para 




Proposición de Ley complementaria de aplicación a la Ley de Memoria Histórica, 
desarrollando supuestos para una rápida aplicación. 25/11/2016 
(finalmente hemos conocido su 
caducidad) 
Don Eduardo Ranz Alonso (Asoc. Para 
la recuperación de la Memoria 
Histórica) 
Proposición de Ley reguladora de los colectivos de usuarios de cannabis 01/12/2016 Caducada 
Don Fermín Les Lacosta (responsable 
partido Representación Cannábica de 
Navarra) y otros 
Proposición de Ley para la promoción de la venta no sedentaria. 21/07/2017 
 (finalmente hemos conocido su 
inadmisión a trámite) Don Ángel Escolano Rubio (abogado) 
Proposición de Ley de libertad de elección lingüística 14/09/2017 
 (finalmente hemos conocido su 
caducidad) 
Doña María Gloria Lago Cuadrado y 
otros (Asoc. Hablamos Español) 
Proposición de Ley sobre modificación del artículo 2 de la Ley 26/1992, de 10 de noviembre, 
por la que se aprueba el acuerdo de cooperación del Estado con la Comisión Islámica de 
España.  15/09/2017 Inadmisión a trámite 
Doña Melisa Domínguez Ruiz (Hogar 
Social) y otros 
Proposición de Ley sobre las alternativas a la cárcel para el enfermo mental y la salud mental 
en general 20/09/2017 Inadmisión a trámite 
Don Rafael Antonio Guerrero Cano 
(Presidente del Observatorio de Salud 
Mental Andalucía) 
Proposición de Ley para la efectiva igualdad y equiparación salarial de las Policías del Estado 
español 21/09/2017 
Trasladada a la XIII Legislatura 
(tras ser tomada en consideración 
en la XII Legislatura) 





ANEXO II: INICIATIVAS LEGISLATIVAS POPULARES PRESENTADAS  
EN LOS PARLAMENTOS AUTONÓMICOS 
(hasta mayo de 2018) 
 
CASTILLA Y LEÓN: 
INICIATIVA FECHA PRESENTACIÓN RESULTADO 
   
Proposición de Ley de la Carta de Derechos Sociales Básicos de Castilla y León 23-12-2002 (V Legislatura) Caducada 
Proposición de Ley por la que se establece y regula una red de apoyo a la mujer 
embarazada  26-02-2007 (VI Legislatura) Aprobada con modificaciones 
Proposición de ley sobre establecimiento de la dación en pago por parte de los deudores 
en los préstamos hipotecarios 30-03-2011 (VII Legislatura) Inadmisión a trámite 
Proposición de Ley por la que se modifica lo establecido en el artículo único de la Ley 
1/2016, de 13 de octubre, por la que se modifica la Ley 2/2015, de 4 de marzo, por la 
que se aprueba el Estatuto del Consumidor de Castilla y León 23-02-2017 (VIII Legislatura) 
Decaída (queda atendida la finalidad 
propuesta por la ILP mediante la 






INICIATIVA FECHA PRESENTACIÓN RESULTADO 
Iniciativa Legislativa Popular relativa a modificación de determinados artículos de la 
Ley 8/1987, de 9 de diciembre, por la que se crea la Empresa Pública de Radiodifusión 
y Televisión gestionados por la Junta de Andalucía 11/05/1989 Retirada 
Iniciativa Legislativa Popular por la que se prohíbe en Andalucía la incineración de 
basuras y residuos tóxicos 12/09/1994 Caducada 
Iniciativa Legislativa Popular reguladora del Servicio y Funcionamiento de los 
Kioscos en la Comunidad Autónoma de Andalucía  25/04/1997 Caducada 
 Iniciativa Legislativa Popular por la Homologación del Profesorado de los Centros 
Concertados de Andalucía 18/04/2001 Caducada 
Iniciativa Legislativa Popular de Caza de Andalucía 10/12/2002 Retirada 
Iniciativa Legislativa Popular por la que se establece y regula una red de apoyo a la 
mujer embarazada  20/11/2006 
Rechazada en toma en 
consideración 
Iniciativa Legislativa Popular de modificación del Título III de la Ley Electoral de 
Andalucía 23/06/2007 Caducada 
Iniciativa Legislativa Popular de modificación de los artículos 2 y 4 de la Ley 11/2003, 
de 24 de noviembre, de Protección de los Animales 04/06/2010 Caducada 
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Iniciativa Legislativa Popular de declaración de las procesiones de Semana Santa 
como Bien de Interés Cultural (BIC) de Andalucía 26/08/2010 Inadmitida a trámite 
Iniciativa Legislativa Popular relativa a las hipotecas sobre bienes inmuebles 11/03/2011 Inadmitida a trámite 
Iniciativa Legislativa Popular para el fomento de la participación ciudadana 31/05/2011 Caducada 
Iniciativa Legislativa Popular de consultas populares de Andalucía 29/07/2011 Inadmitida a trámite 
Iniciativa Legislativa Popular de apoyo a las personas y familias amenazadas de 
ejecución hipotecaria de su vivienda habitual 26/10/2011 Inadmitida a trámite 
Iniciativa Legislativa Popular relativa a modificación del artículo 9 de la Ley 7/2002, 
de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía  04/07/2012 Caducada 
Iniciativa Legislativa Popular de modificación de la Ley 1/1986, de 2 de enero, 
Electoral de Andalucía 10/06/2013 Inadmitida a trámite 
Iniciativa Legislativa Popular de modificación de la Ley 1/1986, de 2 de enero, 
Electoral de Andalucía 02/09/2013 
Rechazada en toma en 
consideración 
Iniciativa Legislativa Popular de modificación de la Ley 17/2007, de 10 de diciembre, 
de Educación de Andalucía 15/04/2014 Caducada 
Iniciativa Legislativa Popular para regular un sistema de renta básica para la inclusión 
en Andalucía 04/11/2014 
Rechazada por disconformidad del 








Proposición de ley de creación del servicio psiquiátrico catalán de 
urgencias a domicilio 20/11/1996 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley reguladora de la incineración de residuos 11/03/1998 
Aprobada con 
modificaciones 
Proposición de ley de apoyo a las selecciones catalanas 17/11/1998 
Aprobada con 
modificaciones 
Proposición de ley de desarrollo del artículo 4 de la Ley 15/1984 sobre 
el Juego en Cataluña 20/11/1998 Caducada 
 
Proposició de llei sobre l'educació dels infants de zero a tres anys 05/03/2002  
Aprobada con 
modificaciones 
Proposición de ley de medidas de fomento de la vivienda protegida 21/02/2003 Caducada 
Proposición de ley de enseñanza en la lengua materna y de bilingüismo escolar  04/04/2006 Rechazada por el Pleno 
Proposición de ley de medidas urgentes para la vivienda 27/03/2007 En tramitación 
Proposición de ley por la cual se establece y regula una red de apoyo 
a la mujer embarazada. 28/09/2007 Caducada 
Proposición de ley de enseñanza en la lengua materna y el 
bilingüismo escolar 19/12/2007 Rechazada en Pleno 
Proposición de ley por la cual se aprueba el proyecto de constitución 
de Cataluña 14/01/2008 Inadmisión a trámite 
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Proposición de ley para la prohibición del cultivo de productos 
agrícolas modificados genéticamente 01/02/2008 Rechazada en Pleno 
Proposición de ley reguladora de la soberanía nacional 04/03/2008 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley para la atención de la fibromialgia y el síndrome 
de fatiga crónica en Cataluña 21/05/2008 
Retirada por los 
proponentes 
Proposició de llei de modificació de l'article 6 del text refós de la Llei de protecció dels animals, aprovat pel 
Decret legislatiu 2/2008 11/11/2008  
Aprobada con 
modificaciones 
Proposición de ley electoral de Cataluña 09/02/2009 En tramitación 
Proposición de ley sobre la conciliación de la vida laboral y la familiar y la lucha contra la violencia de género 
y el acoso laboral en las administraciones públicas de Cataluña 16/04/2010 
Retirada por los 
proponentes 
Proposició de llei sobre la dació de l'immoble hipotecat com a pagament del deute hipotecari  10/03/2011 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley de prestaciones mínimas sanitarias  08/04/2011 
Disconformidad del 
Ejecutivo 
Proposició de llei de convocatòria d'un referèndum d'autodeterminació 12/04/2011 Inadmisión a trámite 
 




Proposició de llei "Salvem l'escola en català" 07/09/2011 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley de simplificación burocrática en la tramitación de autorizaciones de trabajo de los 
extranjeros cuya relación laboral se desarrolla en Cataluña 02/11/2011 
Disconformidad del 
Ejecutivo 





Proposición de ley de dotación de los agentes de la Policía de la Generalitat - Mossos y de los agentes de los 




Proposición de ley de renta garantizada de ciudadanía establecida por el artículo 24.3 del Estatuto de 
Autonomía de Cataluña 25/01/2013 
Aprobada con 
modificaciones 
Proposición de ley de modificación del texto refundido de la Ley de finanzas públicas de Cataluña, aprobado 
por el Decreto legislativo 3/2002, de 24 de diciembre 21/02/2013 En tramitación 




Proposición de ley del sistema educativo de Cataluña 11/07/2014 Rechazada en Pleno 
Proposición de ley de las asociaciones de personas consumidoras de cannabis 20/03/2015 
Aprobada con 
modificaciones 
Proposición de ley de modificación del artículo 6 del texto refundido de la Ley de protección de los animales, 
aprobado por el Decreto Legislativo 2/2008 19/04/2017 En tramitación 
 
Proposición de ley del etiquetado y trazabilidad de los bienes de consumo 26/04/2018 En tramitación 








Proposición de Ley de Integración de la Red Hospitalaria Pública de la Comunidad de Madrid 17/09/2001 Inadmitida a trámite 
Proposición de Ley de la Comisión Promotora por la que se establece y regula una red de apoyo a la mujer 
embarazada 22/02/2007 Aprobada con modificaciones 
Proposición de Ley sobre la Convivencia Escolar en la Comunidad de Madrid 15/03/2007 
Criterio desfavorable Ejecutivo 
por afectación presupuestaria 
Proposición de Ley de la la Asociación para el bienestar y protección de los animales "El Refugio", de 
modificación del artículo 4.2 de la Ley 1/1990, de 1 de febrero, de protección de los animales domésticos en la 
Comunidad de Madrid, modificada por la Ley 1/2000, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 6/1986, de 25 
de junio de Iniciativa Legislativa Popular y de los Ayuntamientos de la Comunidad de Madrid 12/01/2010 Inadmitida a trámite 
Proposición de Ley de la Asociación para el bienestar y protección de los animales "El Refugio", de modificación 
del artículo 4.2 de la Ley 1/1990, de 1 de febrero, de protección de los animales domésticos en la Comunidad de 
Madrid, modificada por la Ley 1/2000, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 6/1986, de 25 de junio de 
Iniciativa Legislativa Popular y de los Ayuntamientos de la Comunidad de Madrid. 11/02/2010 
Criterio desfavorable Ejecutivo 
por afectación presupuestaria 
Proposición de Ley de la Comisión Promotora sobre Bancos y Cajas de Ahorros en España en lo relacionado con 
las hipotecas de bienes inmuebles 15/03/2011 Pendiente 
Proposición de Ley para que el Gobierno Regional de Madrid garantice las prestaciones de carácter farmacéutico 
y sanitario en los términos en los que lo venía haciendo con anterioridad a la aprobación por parte del Gobierno 
de la Nación del "Real Decreto 16/2012, de 20 de abril, de medidas urgentes para garantizar la sostenibilidad del 
Sistema Nacional de Salud y mejorar la calidad y seguridad de sus prestaciones", 31/07/2012 Inadmitida a trámite 
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 Proposición de Ley para la aprobación de una nueva Ley de Protección Animal sustituyendo la actual Ley 
1/1990, de 1 de febrero, de Protección de los Animales Domésticos de la Comunidad de Madrid, para eliminar el 
sacrificio de animales abandonados y establecer el sacrificio cero, limitar y controlar la cría y establecer la 
esterilización como medida para evitar la superpoblación 26/04/2013 Pendiente 
Proposición de Ley de la Federación de Asociaciones Protectoras y de Defensa Animal de la Comunidad de 
Madrid (FAPAM) para la puesta en marcha de una nueva Ley de Protección Animal sustituyendo la actual Ley 
1/1990, de 1 de febrero, de Protección de los Animales Domésticos de la Comunidad de Madrid para eliminar el 
sacrificio de animales abandonados y establecer el sacrificio cero, limitar y controlar la cría y establecer la 
esterilización como medida para evitar la superpoblación  4/4/2014 Caducada 
Proposición de Ley de la Asociación para el bienestar y protección de los animales "El Refugio", /sacrificiozero/ 
de modificación del artículo 17 de la Ley 1/1990, de 1 de febrero, de Protección de los Animales Domésticos en 
la Comunidad de Madrid, modificada por la Ley 1/2000 16/04/2014 Aprobada con modificaciones 
Proposición de Ley de la Fundación Giner de los Ríos para la utilización de los comedores escolares en la 
alimentación infantil durante los días no lectivos y otras actuaciones para la erradicación de la malnutrición 
infantil en la Comunidad de Madrid 22/06/2015 Pendiente 
Proposición de Ley de la Federación de la Comunidad de Madrid de Asociaciones de padres y madres del 
alumnado, FAPA "Francisco Giner de los Ríos", para la utilización de los comedores escolares en la alimentación 
infantil durante los días no lectivos y otras actuaciones para la erradicación de la malnutrición infantil en la 
Comunidad de Madrid, al amparo de la Ley 6/1986, de 25 de junio, de Iniciativa Legislativa Popular y de los 
Ayuntamientos 30/10/2015 Admitida a trámite 
Proposición de Ley de la Asociación para la promoción de una Ley urgente de vivienda en la Comunidiad de 
Madrid, de la Asociación Libre de Abogadas y Abogados (ALA.) y de la Federación de Asociaciones Vecinales de 
Madrid (FRAVM), por el derecho a la vivienda en la Comunidad de Madrid 16/02/2017 
Tomada en consideración 








Proposición de ley reguladora del proceso de ordenación y protección de la huerta de Valencia como 
espacio natural protegido.  19/01/2001 
Rechazada en toma en 
consideración (DSCV 101 de 14-
11-2001) 
Proposición de ley de la Academia del idioma Valenciano y modificación de la ley de la Academia 
Valenciana de la Lengua.  20/02/2001 Inadmitida a trámite 
Proposición de ley de los Derechos de la Familia. 12/04/2001 Caducada 
Proposición de ley de la Academia de la Lengua Valenciana y derogación de la ley de la Academia 
Valenciana de la Lengua. 15/04/2005 Inadmitida a trámite  
Proposición de ley de modificación del artículo 20 de la Ley 8/1986, de 29 de diciembre, de ordenación del 
comercio y superficies comerciales. 31/03/2006 Caducada 
Proposición de ley de defensa de las señas de identidad de los valencianos 08/02/2008 Inadmitida a trámite 
Proposición de ley para la creación de una red de apoyo a la mujer embarazada 27/02/2008 
Aprobada como ley con 
modificaciones  
Proposición de ley para la plena escolarización de la población infantil de 0 a 3 años y la creación de una 
red pública de escuelas infantiles 21/09/2010 
Rechazada en toma en 
consideración   
Proposición de ley que establezca el efecto extintivo de la deuda correspondiente al préstamo hipotecario 
concertado para la adquisición de un inmueble, como consecuencia de la dación en pago a la entidad 
acreedora del inmueble adquirido 14/03/2011 Inadmitida a trámite  
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Proposición de ley llamada Ley del Servicio Público de Radio Televisión Valenciana 25/02/2014 
Aprobada como ley con 
modificaciones  
Proposición de ley de régimen jurídico de las autorizaciones provisionales de edificación o actuaciones 
preexistentes 26/05/2014 Convertida en enmienda  
Proposición de ley de iniciativa legislativa popular para la modificación del artículo 69 de la Ley 10/2014, 





INICIATIVA  FECHA presentación  RESULTADO 
Proposición de ley para la configuración del mapa de titulaciones del campus universitario de 
Ourense 21/12/1993 Rechazada toma en consideración 
Proposición de ley para la creación del Grupo Empresarial Lácteo Gallego 20/07/1994 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley de tratamiento adecuado de los residuos y prohibición de la incineración de 
residuos sólidos urbanos y tóxicos y peligrosos 02/06/1995 Rechazada toma en consideración 
Proposición de ley sobre ordenación y gestión del Servicio Gallego de Salud 27/02/1998 Rechazada toma en consideración 
Proposición de ley para establecer la gratuidad del peaje en el tramo de autopista entre la ponte de 
Rande-Vigo y viceversa 07/04/1998 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley para que él sueldo de los cargos electos sea el salario mínimo interprofesional 09/09/1998 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley  de modificación de la Ley de creación de la Compañía de Radio-Televisión de 
Galicia  24/02/2001 Rechazada toma en consideración 
Proposición de ley para la protección, la conservación y la mejora de los ríos gallegos 02/02/2005 
(No figura su resultado en la 
página web del Parlamento 
Gallego) 
Proposición de ley  por la que se establece y regula una red de apoyo a la mujer embarazada 08/02/2007 
Aprobada como ley en la siguiente 
Legislatura 
Proposición de ley para la reforma de la Ley 8/1985, del 13 de agosto, de elecciones al Parlamento 
de Galicia 10/04/2008 Inadmisión a trámite 
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Proposición de ley por iniciativa legislativa popular de fomento del sector naval de Galicia 23/12/2008 
Aprobada como ley en la siguiente 
Legislatura 
Proposición de ley de iniciativa legislativa popular para la creación y la regulación del área 
Metropolitana de Vigo 02/04/2009 fin legislatura 
Proposición de ley de iniciativa legislativa popular sobre las retribuciones de funcionarios que 
desempeñaron puestos con la consideración de altos cargos 02/04/2009 Rechazada toma en consideración 
Proposición de ley de iniciativa legislativa popular de modificación del artículo 10, alínea 1, de la 
Ley 3/1983, de 15 de junio, de normalización lingüística 12/11/2009 Inadmisión a trámite 
Proposición de lei sobre o uso do galego nas administracións de Galicia e no ámbito do ensino. 08/02/2010 Inadmisión a trámite 
Proposición de lei, de iniciativa lexislativa popular, para a mellora da convivencia e o 
desenvolvemento saudable do ocio nocturno galego 18/01/2011 
Caducada (sin entregar mínimo de 
firmas) 
Proposición de ley de iniciativa legislativa popular relativa a la regulación de las garantias 
hipotecarias 11/03/2011 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley de iniciativa legislativa popular, para la defensa y la promoción de la sanidad 
pública en Galicia 31/10/2011 Rechazada toma en consideración 
Proposición de ley para la continuidad del programa Preescolar en la Casa y la enseñanza pública 
gallego 13/12/2011 Rechazada toma en consideración 
Iniciativa legislativa popular "Valentín Paz-Andrade" para el aprovechamiento de la lengua 
portuguesa y vínculos con la lusofonía 16/05/2012 




Proposición de ley para la aplicación efectiva de los principios de reducción, reutilización y 
reciclaje de residuos en Galicia 04/06/2012 Rechazada toma en consideración 
Proposición de ley de medidas de prevención de la corrupción política 16/02/2013 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley para garantizar la prestación de las especialidades de hemodinámica, 
radioterapia y medicina nuclear en igualdad de condiciones para toda la ciudadanía gallega con 
independencia de su lugar de residencia en Galicia 12/07/2013 
Aprobada como ley con 
modificaciones 
Proposición de ley, por iniciativa legislativa popular, de medidas para la creación de empleo en 
Galicia 01/10/2013 Rechazada toma en consideración 
Proposición de ley por iniciativa legislativa popular para la reforma de la Ley 8/1985, del 13 de 
agosto, de elecciones al Parlamento de Galicia, con el fin de garantizar la igualdad de voto de los 
ciudadanos con independencia del lugar en el que residan y para garantizar el derecho de sufragio 
pasivo, en igualdad de condiciones, de todas las candidaturas  04/10/2013 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley de iniciativa legislativa popular para la modificación del artículo 3 de la Ley 
8/2012, de 29 de junio, de vivienda de Galicia 18/03/2014 Caducada 
Proposición de ley, de iniciativa legislativa popular, de medidas para restituir los derechos 
laborales, profesionales y retributivos del profesorado y mejorar la calidad de la enseñanza en 
Galicia 21/05/2014 Rechazada toma en consideración 
Proposición de ley de iniciativa legislativa popular sobre el derecho al conocimiento y a la 
contemplación de la obra de Castelao por el pueblo gallego 20/11/2014 Rechazada toma en consideración 
Proposición de ley, de iniciativa legislativa popular, de medidas para garantizar la energía como 
servicio público y contra la pobreza energética 19/05/2015 




Proposición de ley de iniciativa legislativa popular para la creación del hospital público y único de 
Pontevedra mediante la ampliación del Hospital Montecelo 25/05/2016 
En tramitación (trasladada de 
legislatura) 
Proposición de ley de iniciativa legislativa popular: ley de corresponsabilidad parental y de 
relaciones familiares en el cese de la convivencia 20/10/2016 
En tramitación tras superar toma 
en cons. 
Proposición de ley, de iniciativa legislativa popular, de medidas para la garantía de los derechos 
lingüísticos en el ámbito socioeconómico 03/02/2017 Rechazada toma en consideración 
Proposición de ley sobre la realización por parte de la Consellería de Cultura, Educación y 
Ordenación Universitaria de las adaptaciones necesarias para incluir la obligatoriedad de la 
materia de Historia de la Filosofía como troncal en la oferta de bachillerato, así como la demanda 
al Gobierno del Estado para que propicie en los trabajos para lo denominado "Pacto educativo" un 
debate en profundidad sobre la situación de la filosofía en el sistema educativo y la necesidad de 
su pervivencia 20/04/2017 En tramitación  
Proposición de ley de iniciativa legislativa popular para la protección y mejora de los hábitats de 
bosque autóctono, la racionalización de la gestión del monte y la lucha contra los incendios 
forestales 19/10/2017 
En tramitación. Concedida 
prórroga para recogida de firmas 








Proposición de ley sobre derecho de autodeterminación. 07/09/1990 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley de la sede de las Instituciones de la Comunidad Autónoma del País Vasco. 14/09/1995 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley de reforma de la Ley de iniciativa legislativa popular 8/1986, de 26 de junio. 19/10/1995 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley para una carta de Derechos Sociales 20/12/1996 Aprobada con modificaciones 
Proposición de ley sobre suspensión de la vigencia del Plan General de Ordenación Urbana de Bilbao en 
el ámbito relativo al Área de Ordenación de Abando-Ibarra. 21/05/1997 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley sobre una ley universitaria vasca. 10/01/2002 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley para  una carta de justicia y solidaridad con los países empobrecidos. 10/02/2004 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley para  una carta de justicia y solidaridad con los países empobrecidos. 23/03/2004 Retirada 
Proposición de ley para  una carta de justicia y solidaridad con los países empobrecidos. 02/06/2005 Aprobada con modificaciones 
Proposición de ley Carta sobre modelo de sociedad en la Comunidad Autónoma del País Vasco 21/02/2006 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley por la que se establece y regula una red de apoyo a la mujer embarazada 16/10/2007 
No figura su tramitación en la 
web del Parlamento Vasco 
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Proposición de ley vasca de residuos 17/11/2008 
Rechazada en toma en 
consideración 
Proposición de ley sobre regulación de la segunda actividad para los funcionarios y funcionarias de los 
cuerpos de policía del País Vasco 22/02/2011 
No figura su tramitación en la 
web del Parlamento Vasco 
Proposición de ley relativa a las hipotecas concedidas por entidades financieras para la compra de 
inmuebles 15/03/2011 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley de relaciones familiares en supuestos de separación o ruptura de los progenitores 12/03/2013 Aprobada con modificaciones 
Proposición de ley para la inclusión de determinadas cláusulas sociales en la contratación pública 29/10/2013 Aprobada con modificaciones 
Proposición de ley de medidas adicionales de protección medioambiental para la extracción de 
hidrocarburos no convencionales y la fractura hidráulica o "fracking" 23/12/2013 
Aprobada con modificaciones 
(anulada en parte por el Tribunal 
Constitucional) 
Proposición de ley para la modificación de la Ley 18/2008, de 23 de diciembre, para la Garantía de 
Ingresos y para la Inclusión Social 01/12/2014 
Rechazada en toma en 
consideración 
Proposición de ley de medidas para un complemento de pensiones y la creación de un sistema vasco de 
pensiones, protección y seguridad social que lo garantice 01/12/2015 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley para la adopción de medidas que contribuyan a una mayor cohesión del sistema 
educativo vasco 06/11/2017 En tramitación (tras ser admitida) 
Proposición de ley por un sistema de protección social público y de calidad. Frente a la pobreza y 








Proposición de Ley Foral Ley Foral para una carta de derechos sociales. 03/11/1998 Aprobada con modificaciones 
 
Proposición de Ley Foral Ley Universitaria para el País Vasco 10/01/2002 Inadmitida a trámite 
Proposición de Ley Foral Ley Universitaria para la Nación Vasca 25/01/2002 Inadmitida a trámite 
 
Proposición de Ley Foral para una carta de justicia y solidaridad con los países empobrecidos 11/12/2003 
Rechazada en toma en 
consideración 
Proposición de Ley Foral De medidas relativas a la enseñanza entre 0 y 3 años 09/03/2005 
Inadmitida a trámite según 
criterio del Gobierno de Navarra  
Proposición de Ley Foral Sobre medidas relativas a la enseñanza entre 0 y 3 años 27/10/2005 
Rechazada en toma en 
consideración 
Proposición de Ley Foral para una carta de modelo de sociedad 24/02/2006 Inadmitida a trámite 
Proposición de Ley Foral para una carta de modelo de sociedad 07/04/2006 
Rechazada en toma en 
consideración 
Proposición de Ley Foral por la que se establece y regula una red de apoyo a la mujer embarazada 02/11/2006 
Rechazada en toma en 
consideración 
Proposición de Ley Foral de iniciativa legislativa popular para la desmilitarización del Polígono de 
Tiro de las Bardenas y su incardinación plena dentro del Parque Natural de las Bardenas Reales 15/02/2008 Inadmitida a trámite 




Proposición de Ley Foral relativa a las obligaciones derivadas de los créditos hipotecarios 
concedidos por las entidades financieras 11/03/2011 Inadmitida a trámite 
Proposición de Ley Foral para la instauración de los encierros txiquis en Navarra 15/06/2011 Caducada 
 
Proposición de Ley Foral por la que se declara contrafuero la clínica abortiva de Ansoáin 07/03/2012 
Rechazada en toma en 
consideración 
Proposición de Ley Foral para la inclusión de determinadas cláusulas sociales en la contratación 
pública 12/11/2013 Aprobada con modificaciones 
Proposición de Ley Foral por la que se regulan las prestaciones y los derechos de la población de 
las zonas rurales de Navarra para una asistencia sanitaria de calidad 15/01/2014 
Rechazada en toma en 
consideración 
Proposición de Ley Foral para el respeto a la pluralidad y a la decisión democrática de la 
ciudadanía en el uso de los símbolos de Navarra 30/01/2014 
Rechazada en toma en 
consideración 
 
Proposición de Ley Foral reguladora de los colectivos de usuarios de cannabis en Navarra 28/04/2014 Aprobada con modificaciones 
Proposición de Ley Foral de medidas para un complemento de pensiones y la creación de un 
sistema propio de pensiones, protección y seguridad social que lo garantice 26/11/2015 
Rechazada en toma en 
consideración 
Proposición de Ley Foral para la desmantelación del Polígono de Tiro de las Bardenas (Navarra) 12/12/2016 Inadmitida a trámite 
Proposición de Ley Foral de listas de aspirantes a la contratación temporal en cada Cuerpo docente, 
especialidad e idioma 10/11/2017 
Retirada antes de su toma en 
consideración 
Proposición de Ley Foral por un Sistema de Protección Social Público y de Calidad. Frente a la 
pobreza y exclusión 23/03/2018 
Disconformidad Ejecutivo por 







INICIATIVA (La Rioja) 
FECHA VALORACIÓN 
MESA RESULTADO 
Proposición de Ley de iniciativa popular sobre hipotecas de bienes inmuebles. 07/06/2011 Inadmisión a trámite 
Proposición de Ley de iniciativa legislativa popular por la que se establece y regula una red 
de apoyo a la mujer embarazada. 07/06/2011 
Aprobada con modificaciones 
(viene de la VII Legislatura y se 
traslada a la VIII) 
Proposición de Ley de iniciativa legislativa popular de protección de los animales. 31/08/2015 En tramitación (fase de ponencia) 
Proposición de Ley de iniciativa legislativa popular para la protección, difusión y promoción 
de la tauromaquia en La Rioja. 16-mar-16 Aprobada con modificaciones 
Proposición de Ley de iniciativa legislativa popular sobre Plan Especial Vitícola. 07/04/2017 
Aprobada toma en consideración 






















Proposición de ley, sobre creación del consejo de protección de la naturaleza 18/07/1989 Caducada 
Proposición de ley, de venta ambulante de la Comunidad Autónoma de Aragón 14/10/1998 Caducada 
Proposición de ley, de creación de la universidad del Alto Aragón "Joaquín Costa" de 
Huesca 27/03/1998 Caducada 
Proposición de ley, de promoción del ahorro energético y las energías renovables 12/02/1998 
Retirada por el Pleno a petición 
de la Comisión Promotora 
Proposición de ley, para la modificación de la disposición adicional décimoquinta del 
texto refundido de la ley de ordenación de la función pública de la Comunidad 
Autónoma de Aragón 16/11/2004 Caducada 
Proposición de ley, para la protección de la alta montaña de Aragón 22/02/2005 
Rechazada toma en 
consideración 
Proposición de ley, por la que se crea la red de apoyo a la mujer embarazada 01/02/2007 Caducada 
Proposición de ley, por la que se crea la red de apoyo a la mujer embarazada 07/02/2007 
Rechazada toma en 
consideración 
Proposición de ley, por la que se declara himno de Aragón el canto a la libertad 28/10/2010. 
Rechazada toma en 
consideración 
Proposición de ley, de modificación de la ley 3/2009, de 17 de junio, de urbanismo de 
Aragón, para la regulación del régimen del suelo no urbanizable y la normalización de 




INICIATIVA FECHA PRESENTACIÓN RESULTADO 
Iniciativa Legislativa Popular para la declaración del Barranco de Veneguera como Espacio Natural 
Protegido 14/09/1995 Aprobada con modificaciones 
Iniciativa Legislativa Popular para la creación de un Hospital público en la zona sur y suroeste de la 
isla de Tenerife. 28/04/1998 Aprobada con modificaciones 
Iniciativa Legislativa Popular para la creación de un servicio de transporte público de tracción 
eléctrica para la zona norte de la isla de Tenerife. 29/12/1998 
Rechazada en toma en 
consideración 
Iniciativa Legislativa Popular de Responsabilidad Política del Parlamento de Canarias 11/01/1999 Inadmisión a trámite 
Iniciativa Legislativa Popular de modificación de la Ley de Coordinación de Policías Locales de 
Canarias. 08/07/1999 Caducada 
Iniciativa Legislativa Popular para modificar la Ley 6/1997, de Coordinación de Policías Locales de 
Canarias 14/09/1999 Caducada 
Iniciativa Legislativa Popular de acceso a la Función Pública Canaria del profesorado interino, 
sustituto y contratado 07/10/1999 Inadmisión a trámite 
Iniciativa Legislativa Popular reguladora de la residencia canaria 01/02/2001 Inadmisión a trámite 
Iniciativa Legislativa Popular declarando reserva natural especial la totalidad del malpaís de 
Güímar y el camino de El Socorro. 13/06/2001 Aprobada con modificaciones 
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Iniciativa Legislativa Popular sobre profesorado interino, sustituto y contratado.  25/02/2003 Inadmisión a trámite 
Iniciativa Legislativa Popular de declaración de la Reserva Natural Especial del Litoral Noreste de 
Granadilla 29/08/2003 
Rechazada en toma en 
consideración 
Iniciativa Legislativa Popular reguladora de las listas de espera en la Sanidad Pública Canaria 23/10/2003 (Decaida) Firmas insuficientes  
Iniciativa Legislativa Popular de Capitalidad 21/12/2005 
Rechazada en toma en 
consideración 
Iniciativa Legislativa Popular solicitando la descentralización del voto para las próximas elecciones 
a las Cámaras de Comercio, Industria y Navegación, 2006 04/01/2006 Caducada 
Iniciativa Legislativa Popular sobre residencia y permisos de trabajo en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma de Canarias  24/10/2006 Inadmisión a trámite 
Iniciativa Legislativa Popular reguladora de la ubicación de las infraestructuras de 
radiocomunicación y telefonía móvil de Canarias 06/11/2006 Aprobada con modificaciones 
Iniciativa Legislativa Popular por la que se establece y regula una red de apoyo a la mujer 
embarazada 30/03/2007 
Rechazada en toma en 
consideración 
Iniciativa Legislativa Popular de medidas para la renovación de la planta alojativa turística y la 
contención de su crecimiento 09/10/2007 
Rechazada en toma en 
consideración 
Iniciativa Legislativa Popular para la Defensa y Promoción de la Salud y la Sanidad Pública en 
Canarias  28/4/2010 




Iniciativa Legislativa Popular de alimentación ecológica en centros escolares 26/05/2010 
No conformidad gobierno por 
aumento créditos presupuest. 
Iniciativa Legislativa Popular Canaria de Educación 09/07/2010 Aprobada con modificaciones 
Iniciativa Legislativa Popular en relación con préstamos o hipotecas sobre bienes inmuebles. 11/03/2011 Inadmisión a trámite 
Iniciativa Legislativa Popular de fomento de las energías renovables en Canarias  9/4/2015 Caducada 





INICIATIVA  FECHA PRESENTACIÓN RESULTADO 
Proposició de Llei per Iniciativa Legislativa Popular de Modificació de la Llei 1/91 d'Espais 
Naturals i de Règim Urbanístic de les Arees d'Especial Protecció de les Illes Balears   20/6/1991 Caducada 
Proposició de Llei per Iniciativa Legislativa Popular per a la Modificació de la Llei 14/91 de 
l'Estat  18/7/1991 
Aprobada en Pleno del Parlamento de 
Baleares su remisión al Congreso de los 
Diputados (quien rechazó tomarla en 
consideración) 
Proposició de Llei per iniciativa legislativa popular de Desenvolupament dels Espais Naturals 
Protegits de les Illes Balears  25/9/1992 Inadmisión a trámite 
Proposició de Llei d'Iniciativa Legislativa Popular per a l'ampliació de la Llei 14/1991 de 
Creació del Parc Nacional Marítimo-Terrestre de l'Arxipèlag de Cabrera   2/10/1992 Inadmisión a trámite 
Proposició de Llei que prohibeix la incineració de residus 21/03/1994 Rechazada en toma en consideración 
Proposició de llei de mesures transitòries en matèria urbanisme   8/10/1998 Retirada por los proponentes 
Proposició de llei per la qual s' aproven mesures d' emergència en matèria de protecció 
ambiental, d' infrastructures, ordenció del territori i espais naturals  11/10/2005 Inadmisión a trámite 
Proposició de llei per la qual s' aproven mesures d' emergència en matèria d' ordenació del 
territori  09/02/2006 Rechazada en toma en consideración 








Proposición de ley de iniciativa popular -Arturo José Bermejo García y otros- sobre referéndum 
en Asturias 
No figura en la página web de la 
Junta Gral. del Principado 
No figura en la página web de la Junta 
Gral. del Principado 
Proposición de llei a iniciativa popular sobro implantación del salariu social o renta básica, que 
perafite una esistencia digna a tolos asturianos 
No figura en la página web de la 
Junta Gral. del Principado 
No figura en la página web de la Junta 
Gral. del Principado 
Proposición de ley a iniciativa legislativa popular sobre implantación del salario social o renta 
básica 
No figura en la página web de la 
Junta Gral. del Principado 
No figura en la página web de la Junta 
Gral. del Principado 
Proposición de ley a iniciativa legislativa popular sobre supresión de apoyos institucionales a 
espectáculos taurinos 02.06.2003 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley a iniciativa popular sobre reforma del Estatuto de Autonomía para Asturies 24.06.2003 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley de iniciativa legislativa popular de medidas contra la emigración forzosa de 
asturianos 14.11.2006 
Inadmisión a trámite por 
disconformidad del Gobierno 
Proposición de ley de iniciativa legislativa popular sobre garantías hipotecarias 11.03.2011 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley de iniciativa legislativa popular reguladora de la Fundación Centro Cultural 
Internacional Oscar Niemeyer Principado de Asturias 13.12.2011 Inadmisión a trámite 
Proposición de ley de iniciativa legislativa popular por la que se establece y regula una red de 
apoyo a la mujer embarazada 10.01.2007 (VIII Legislatura) 
Rechazado en toma en 







Proposición de Ley de iniciativa legislativa popular Red Madre (para el establecimiento y 
regulación de una Red de Apoyo a la Mujer Embarazada) 27/03/2009 
Inadmitida por criterio contrario 
del Ejecutivo 
Proposición de Ley de iniciativa legislativa popular sobre hipotecas relacionadas con bienes 
inmuebles 10/03/2011 Inadmitida a trámite 
Proposición de Ley de iniciativa legislativa popular para el derecho a la vivienda 05/02/2018 Inadmitida a trámite 
Proposición de Ley de iniciativa legislativa popular de estabilización del personal al servicio de 







Proposición de Ley de Protección y Defensa de los Animales. 06/07/1999 
No admisión a trámite por 
criterio contrario del 
Ejecutivo Autonómico 
Proposición de Ley de Parejas de Hecho 06/07/1999 
Rechazada en toma en 
consideración 
Iniciativa Legislativa Popular sobre regulación de hipotecas de bienes inmuebles. 11/03/2011 Inadmitida a trámite 
Iniciativa Legislativa Popular para el establecimiento y regulación de una Red de Apoyo a la 
Mujer Embarazada 14/04/2009 
Rechazada en toma en 
consideración 




CASTILLA LA MANCHA 
INICIATIVA FECHA VALORACIÓN MESA RESULTADO 
Iniciativa Legislativa Popular por la que se establece un régimen de ayudas directas a los 
agricultores, ganaderos y cooperativas agrarias de Castilla-La Mancha, por la incidencia de 
sequía y de otros fenómenos climatológicos adversos. 
24/11/1995 Inadmisión a trámite 
Iniciativa legislativa sobre prohibición de cementerios nucleares 28/09/1999 Inadmisión a trámite 
Iniciativa Legislativa sobre Jornada escolar en los Centros de Educación Infantil y Primaria 
de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha 
23/11/2000 Inadmisión a trámite 
Iniciativa Legislativa sobre Actividades Formativas Complementarias en los Centros de 
Educación Infantil y Primaria de la Comunidad Autónoma de CastillaLa Mancha 
23/11/2000 Inadmisión a trámite 
Iniciativa Legislativa Popular relativa a las hipotecas de inmuebles 23/03/2011 Inadmisión a trámite 
Iniciativa Legislativa Popular sobre la Identidad y Financiación de la Universidad de 
Castilla-La Mancha 
07/11/2003 Inadmisión a trámite 




REGIÓN DE MURCIA 
 
INICIATIVA FECHA PRESENTACIÓN RESULTADO 
Proposición de ley de protección de espacios naturales de la Región de Murcia 20/01/2006 Rechazada en toma en 
consideración 
Proposición de ley para el establecimiento y regulación de una Red de Apoyo a la Mujer 
Embarazada 
29/01/2007 Aprobada 
Proposición de ley ILP para la regulación de la actuación de bancos y cajas de ahorros en la 
relación con las hipotecas de inmuebles 
11/03/2011 Inadmitida a trámite 
Proposición de ley sobre función social de la vivienda y el acceso a los suministros básicos en la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
22/09/2014 Inadmitida a trámite 
 
 
 
  
 
